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Antes  que  en  Espafia,  resonaron  en  el  extranjero  merecidas 
alabanzas  para  el  gran  monarca  Carlos  III.  En  1789,  Hono- 
rato Gaetani  escribió  en  Ñapóles  un  Elogio  de  Carlos  III^  Bey 
de  las  Españas  (1341).  El  abate  Francisco  Becattini  publicó  en 
Venecia  al  año  siguiente  su  Historia  de  Carlos  III  de  Borbón^ 
Bey  Católico  de  España  é  Indias  (1342).  William  Coxe  imprimía 
en  Londres  en  1813  La  España  bajo  los  Borbones^  ó  Memorias 
rdaHvas  á  esta  nación  desde  el  advenimiento  de  Felipe  Ven  1700 
hasta  la  muerte  de  Carlos  JII  en  1788^  traducida  en  1827  por 
D.  Andrés  Muríel  (1343).  D.  Carlos  José  Gutiérrez  de  los  Ríos  y 
Rohán,  sexto  conde  de  Fernán  Núfiez,  y  embajador  que  fué  en 
Francia  del  mencionado  monarca,  escribió  también,  muerto  ya 
éste,  su  apreciable  Compendio  histórico  de  la  vida  de  Carlos  III^ 
Bey  de  España  é  Indias  (1344).  Honrado  con  la  regia  confianza 
D.  Antonio  Ferrer  del  Río,  dedicó  varios  años  de  su  vida  á  re- 
buscar en  las  Bibliotecas  públicas  y  particulares,  desconocidos 
datos  para  ilustrar  la  Historia  del  reinado  de  Carlos  III en  Espa- 
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fia  (1345),  y  tomando  como  ponto  de  partida  los  cuarenta  y  ocho 
tomos  de  Cartas  semanales  y  escritas  por  el  Rey,  desde  Octubre 
de  1759  hasta  Marzo  de  1783  al  marqués  de  Tanucci,  existentes 
en  el  archivo  de  Simancas  (1346),  y  escuchando  las  noticias  que 
le  transmitieron  la  bondad  del  príncipe  de  la  Paz,  el  marqués 
de  Labrador,  D.  Jacobo  María  de  Parga,  D.  Francisco  Javier  de 
Burgos,  D.  Francisco  Javier  Castaños  y  D.  Manuel  José  Quin- 
tana, desempeñó  su  honroso  cometido,  legando  á  la  posteridad 
datos  de  gran  valor  para  apreciar  la  importancia  de  dicho  rei- 
nado. D.  Modesto  Lafuente  (1347),  reconociendo  que  el  nombre 
de  Carlos  III  no  puede  pronunciarse  sin  un  sentimiento  de  amor 
respetuoso,  completó  con  valiosos  datos  y  manuscritos,  que  se 
hallan  en  los  centros  científicos,  la  historia  de  dicho  reinado. 
Y  después  de  estos  trabajos  fundamentales  han  venido  las  mo- 
nografías á  derramar  clarísima  luz  sobre  la  historia,  hechos  y 
pensamientos  de  los  ministros  que  aconsejaron  á  aquel  monar- 
ca. D.  Jacobo  de  la  Pezuela,  por  ejemplo,  publicó  en  1872  un 
Estudio  biográfico  sobre  el  conde  de  Aranda  (1348),  y  acerca  de 
este  mismo  punto  dio  en  1882  varias  conferencias  en  la  Insti- 
tución libre  de  enseñanza  D.  Segismundo  Moret  y  Prender- 
gast  (1349).  £1  conde  de  Campomanes,  bajo  el  modesto  título 
de  Cartas  político-ecmiómicas,  ha  sido  objeto  de  un  estimable  tra- 
bajo de  D.  Antonio  Rodríguez  Villa  (1350).  Las  Obras  origina- 
les del  conde  de  Floridahlanca^  y  escritos  referentes  á  su  persona, 
vieron  la  luz  pública  en  1867  en  la  Biblioteca  de  autores  españo- 
les^ con  una  notable  Introducción  de  D.  Antonio  Ferrer  del 
Río* (1351).  Y  las  obras  completas  de  D.  Gaspar  Melchor  de  Jo- 
vellanos  fueron  publicadas  en  la  misma  Biblioteca^  precedidas 
de  la  vida  de  éste,  y  un  juicio  de  su  época,  por  D.  Cándido  No- 
cedal (1352),  opinión  que  dio  lugar  á  un  Examen  teológicocríti" 
co^  publicado  en  1881porelpresbíteroD.  Miguel  Sánchez  (1353). 
Ante  el  esplendor  de  tantas  opiniones  y  variedad  de  los  juicios 
emitidos,  pocos  serán  los  datos  que  puedan  procurarse  acerca 
del  reinado  de  Carlos  III  que  no  haya  rebuscado  y  dado  á 
conocer  la  ajena  diligencia,  y  pobres  serán  forzosamente  las  lí- 
neas generales  que  el  debei*  nos  obliga  á  trazar  para  conocer  el 
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carácter  de  la  monarquía  espafiola  desdo  11  de  Agosto  de  1759 
á  14  de  Diciembre  de  1788. 

Buscando  inspiración  en  el  Elogio  de  Carlos  III,  leído  por  Don 
Francisco  Cabarrús  en  la  Junta  general  de  la  Sociedad  Económi- 
ca Matritense  (1354),  bien  puede  decirse  que,  imbuido  el  mo- 
narca de  la  máxima  que  profesaba  el  marqués  de  Tanucci,  de 
que  los  hombres  son  marciales  ó  pacíficos,  magnánimos  ó  rui- 
nes, ilustrados  é  industriosos,  ó  rudos  y  holgazanes,  y  buenos  ó 
malos  en  suma,  á  tenor  de  la  voluntad  del  que  reina;  y  siendo 
cierto  que  bajo  las  monarquías  absolutas  todo  se  mueve  hacia 
donde  empuja  el  soberano,  obsérvase  que  Carlos  III  fué  muy 
celoso  del  bien  público,  y  promoviéndolo  perseverante,  y  depo- 
sitando siempre  la  mayor  confianza  en  los  que  le  parecían  más 
capaces  de  procurarlo  con  todas  veras^  ninguno  de  sus  minis- 
tros ignoraba  la  manera  de  complacerle,  y  todos  se  desvivían 
de  continuo  por  la  ilustración  y  ventura  de  España,  segurísi- 
mos de  que  al  sostener  una  competencia  tan  noble,  aumenta- 
ban su  vaUmiento  cerca  del  Trono,  se  cubrían  con  el  escudo  de 
mejor  temple  contra  los  tiros  de  la  envidia,  y  eran  bien  quistos 
aun  de  los  mismos  cortesanos,  según  lo  dijo  D.  Andrés  de  Mu* 
riel  en  la  Introducción  del  Gobierno  dd  Señor  Bey  D,  Carlos  III 
(1355).  Sus  calidades  y  vida  interior  las  relató  perfectamente 
Fernán  Núñez  en  su  Compendio  (1356),  y  resulta  que  aunque  de 
mediana  estatura  y  robusta  complexión,  era  más  enjuto  que  en- 
vuelto en  carnes,  y  aunque  en  su  niñez  había  sido  muy  rubio, 
hermoso  y  blanco,  el  ejercicio  de  la  caza  le  había  desfigurado 
enteramente.  Su  vida  era  rigurosamente  metódica,  pues  profe- 
saba la  máxima  de  que  la  puntualidad  es  la  cortesía  de  los  Ke- 
yes.  A  pesar  de  que  algún  escritor  dio,  sin  razón,  á  Carlos  III 
el  renombre  de  «Cazador,»  D.  Próspero  de  BofaruU,  en  su  obra 
Los  Condes  de  Barcelona  vindicados  (1357),  le  atribuye  con  más 
acierto  el  dictado  de  «El  Político.»  De  su  fe  y  sentimientos  re- 
ligiosos hay  multiplicados  testimonios;  y  quien  repetía  á  me- 
nudo «Cuanto  tengo  es  de  Dios,  y  el  hombre  de  suyo  no  es  más 
»que  miseria,»  tenía  una  exacta  idea  de  lo  poco  que  valemos  en 
este  mundo.  Se  galardonaba  de  no'  haber  faltado  nunca  á  la 
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verdad,  y  profesaba  la  máxima,  que  proclamó  Lafontaine,  de  que 
'  un  Rey  nuuca  miente.  Habiendo  enviudado  á  los  cuarenta  y 
cuatro  años,  rehusó  constantemente  pasar  á  segundas  nupcias, 
y  bien  pudo  decir  Burgoin,  Gimdro  de  la  España  moderna  (1358), 
que  protegido  por  la  devoción  contra  las  seducciones  de  los 
sentidos,  pasó  (ejemplo  tal  vez  único  en  la  historia  de  los  Re- 
yes) veintinueve  años  de  su  vida  sin  esposa  ni  dama.  De  disfraz 
necesitaba  el  libertinaje  para  aproximarse  al  trono,  y  jamás 
hubo  corte  menos  galante  que  la  de  Carlos  III.  En  vez  de  ser 
supersticioso  era  afable,  jovial  y  de  buen  humor,  y  son  muy 
curiosas  las  anécdotas  de  intimidad  que  ha  dejado  referidas 
Fernán  Núñez  (1359).  Sus  costumbres  eran  tan  sencillas  como 
austeras.  Su  justificación,  notoria.  Su  amor  á  los  pueblos,  gran- 
de. Protegió  el  progreso  de  las  artes  y  las  letras,  y  fué  esplén- 
dido patrono  de  la  agricultura,  la  industria  y  el  comercio.  Pri- 
mero Carlos  que  Bey  era  su  frase  favorita,  y  bien  puede  repetirse, 
con  Fernán  Núñez  (1360),  que  «el  que  tuviese  un  amigo  como 
»üarlos  III  en  quien  depositar  su  corazón  y  á  quien  pedir  conse- 
rje, se  creería  muy  dichoso  y  le  iría  á  buscar  continuamente » 

Carlos  in  fué  en  el  trono  lo  que  siendo  vasallo  hubiera  queri- 
do que  fuera  su  monarca  (1361).  Entre  los  Reyes  de  España 
de  los  tiempos  antiguos  y  modernos,  ninguno  la  ha  gobernado 
quizá  con  mayor  acierto  que  Carlos  III  (1362).  Isabel  la  Cató- 
lica y  Carlos  III  hubieran  hecho  una  de  las  mejores  parejas  de 
Reyes  de  la  tierra  (1363).  Cuando  la  posteridad  juzga  á  los 
Reyes,  no  oye  más  testigo  que  el  amor  de  los  pueblos:  del  que 
profesaban  á  Carlos  UI  los  españoles,  dieron  inequívocas  mues- 
tras regando  con  lágrimas  su  sepulcro,  y  transmitiendo  unáni- 
mes, y  de  padres  á  hijos,  la  reverencia  á  su  memoria,  y  apli- 
cando uniformemente  á  sus  tiempos  la  calificación  de  feli- 
ces (1364). 

Por  las  hábiles  combinaciones  de  Isabel  de  Famesio  gober- 
naba D.  Carlos  de  Borbón  el  reino  de  Ñapóles,  donde  se  había 
captado  generales  simpatías,  bien  demostradas  cuando  aban- 
donó aquella  tierra  para  sentarse  en  el  trono  de  España.  Al  pi- 
sar su  suelo,  recibió  de  catalanes  y  aragoneses  pruebas  de  amor 
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y  entusiasmo,  y  llegado  á  Madrid,  cumplidos  los  deberes  filia- 
les, dio  inequívocas  pruebas  de  su  Real  clemencia,  conservó  en  * 
sus  puestos  á  los  ministros  de  su  difunto  hermano,  menos  el  de 
Hacienda,  D.  Juan  de  Gaona  y  Portocarrero,  conde  de  Valpa- 
raíso, á  quien  sucedió  el  siciliano  D.  Leopoldo  de  Gregorio, 
marqués  de  Esquilache;  respetó  á  todos  en  sus  puestos,  inclu- 
sos los  de  la  Gasa  Real,  y  mientras  hizo  salir  de  España  al  cé- 
lebre músico  Farinelli,  abrió  sus  puertas  al  marqués  de  la  En- 
senada y  á  su  secretario  Autofiana,  sacó  de  la  cárcel  de  la  Co- 
ruña  al  octogenario  D.  Melchor  de  Macanaz,  obsequió  al  padre 
Feijóo  y  gestionó  la  aprobación  de  algunas  obras  del  venerable 
Palafox,  señalando  tan  elocuentemente  el  nuevo  rumbo  que  iba 
á  imprimirse  á  la  política  interior.  Deseando  el  monarca  afian- 
zar la  Corona  de  España  en  la  frente  de  su  hijo  el  príncipe  de 
Asturias,  Carlos  Antonio,  convocó  las  Cortes  del  reino  para  la 
ceremonia  de  la  jura,  y  ésta  tuvo  lugar  en  el  monasterio  de  San 
Jerónimo  el  día  19  de  JuUo,  en  los  términos  que  hizo  notorios 
la  Gaceta  de  22  de  Julio  siguiente.  Con  este  acontecimiento  casi 
coincidió  la  inesperada  muerte  de  la  Reina  María  Amalia  de 
Sajonia,  acaecida  en  27  de  Setiembre  del  mismo  año,  sumien- 
do á  su  augusto  esposo  y  á  sus  hijos  en  el  más  profundo  des- 
consuelo. 

Mientras  vivió  la  Reina  Amalia  supo  contener  las  sugestiones 
de  la  Francia  y  conservar  la  política  de  neutraUdad  que  carac* 
terizó  el  reinado  de  Fernando  VI;  pero  con  su  muerte  creció  el 
enojo  de  Carlos  lU  contra  Inglaterra,  y  aunque  Tanucci  y  Ma* 
sones  de  Lima  le  aconsejaron  la  continuación  de  la  paz  arma- 
da, Grimaldi,  nombrado  nuevo  embajador  en  París,  y  deseoso 
de  agradar  al  soberano,  inició  negociaciones  que  produjeron  la 
convención  secreta  y  el  Pacto  de  familia,  firmado  en  Versalles 
en  25  de  Agosto  de  1761  (1365).  Desde  entonces  los  intereses 
de  ambas  naciones  se  consideraron  como  una  sola  potencia,  y 
conocido  este  convenio  por  la  Gran  Bretaña,  esta  nación  hizo 
retirar  al  embajador  inglés  Lord  Bristol,  pubUcándose  en  la 
Gaceta  de  Madrid  de  15  de  Diciembre,  un  manifiesto  en  que  se 
dirigían  graves  acusaciones  contra  la  nación  británica.  Esta 
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nación  publicó  su  declaración  de  guerra  en  2  de  Enero  de  1762, 
que  fué  contestada  por  el  Gobierno  español  en  17  del  mismo 
mes  y  año,  encontrándose  España  en  el  peligroso  camino  de  la 
guerra,  contrario  á  la  política  seguida  en  el  anterior  reinado. 
Portugal  fué  invadido  con  escasa  razón,  y  mientras  las  escua- 
dras inglesas  arrebataban  á  Francia  sus  colonias  de  la  Marti- 
nica, de  la  isla  de  Granada,  de  Santa  Lucía,  San  Vicente  y  Ta- 
bago,  el  almirante  Pock  desembarcaba  en  la  Habana,  y  contra 
las  baladronadas  del  gobernador  Prado,  se  le  entregaba  la  pla- 
za y  sus  castillos  en  13  de  Agosto.  Al  poco  tiempo  Manila,  la 
mejor  de  las  islas  Filipinas,  capituló  también  con  el  general 
Droper,  que  la  tomó  por  asalto  y  capitulación  en  Octubre  del 
mismo  año.  Las  únicas  compensaciones  que  experimentó  Es- 
paña por  estos  desastres  fué  la  explosión  de  monárquico  afecto 
que  hizo  pública  la  nobleza  de  la  Corona  de  Aragón,  publicada 
por  Becattini  en  su  compendiosa  historia  (1366)  y  reproducida 
por  Ooxe  (1367),  y  el  haber  tomado  los  portugueses  la  colonia 
del  Sacramento,  objeto  de  antiguas  cuestiones  con  el  reino  lu- 
sitano. 

Los  reveses  que  Francia  y  España  sufrieron  por  esta  guerra 
les  obligaron  pensar  de  nuevo  en  la  paz,  y  Carlos  lU  la  deseaba 
ardientemente  cuando  escribía  al  marqués  de  Grimaldi,  su  em- 
bajador en  París:  «Más  quiero  ceder  de  mi  decoro,  que  ver  pa- 
»decer  á  mis  pueblos,  pues  no  seré  menos  honrado  siendo  padre 
»tiemo  de  mis  hijos.»  El  tratado  definitivo  se  firmó  en  París  en 
^  10  de  Febrero  de  17Jo,  y  á  la  vez  que  Francia  cedía  á  Inglaterra 
varias  de  sus  colonias,  España  abandonaba  la  Florida  y  los  te- 
rritorios al  Este  y  Sudeste  del  Missisipí^  el  derecho  de  la  pesca 
en  Terranova  y  concedía  la  corta  del  palo  de  tinte  en  Honduras. 
En  cambio,  y  aun  como  compensación,  España  logró  de  Fran- 
cia lo  que  le  quedaba  de  la  Luisiana^  y  á  la  vez  que  recobró  á 
Manila,  hubo  de  devolver  á  Portugal  la  colonia  del  Sacramen- 
to, no  sin  que  se  suscitaran  bastantes  dificultades,  que  se  arre- 
glaifon  en  las  Cortes  de  Londres  y  Madrid.  Carlos  III  y  sus  mi- 
nistros, en  vista  de  los  descalabros  sufridos  en  las  Indias,  pro- 
curaron atender  con  esmero  á  las  posesiones  ultramarinas,  y 
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dictaron  una  serie  de  medidas,  cuya  ejecución  se  confió  á  Don 
José  de  Gálvez,  alcalde  de  casa  y  corte,  que  después  fué  ministro 
universal  de  Indias  y  marqués  de  la  Sonora,  al  cual  se  le  die- 
ron instrucciones  secretas  para  inquirir  la  pureza  de  la  admi- 
nistración del  Virrey  marqués  de  Cruilles,  recientemente  vindi- 
cado por  el  poseedor  del  mismo  título  (1368). 

Arreglada  en  1771  la  cuestión  de  las  islas  Maluinas,  y  recha- 
zadas las  agresiones  de  los  marroquíes  contra  Melilla,  Alhuce- 
mas y  el  Peñón  de  Vélez,  no  se  habían  desvanecido  los  anti- 
guos rencores  contra  Inglaterra^  y  cuando  en  1776,  la  Francia 
aprestó  de  nuevo  sus  fuerzas  contra  la  nación  británica,  con 
ocasión  de  la  independencia  de  los  Estados-Unidos,  España 
trató  únicamente  de  garantir  sus  colonias  de  Cuba  y  Santo  Do- 
mingo, si  bien  se  preparó  para  cualquier  otra  eventualidad.  En 
contra  de  lo  que  aseguró  Coxe,  se  ofreció  á  mediar  para  obtener 
la  pacificación  del  Nuevo  Mundo,  y  sólo  cuando  sus  primeras 
indicaciones  fueron  desoídas,  abandonó  Carlos  III  el  papel  de 
mediador,  se  alió  con  la  Francia  para  la  guerra,  y  ordenó  al 
conde  de  Almodóvar  que  abandonase  su  embajada  de  Londres 
en  Junio  de  1779.  Esta  declaración  de  guerra  fué  popular  en 
España,  pero  volvimos  á  perder  la  escuadra,  y  sólo  se  recobró 
algún  prestigio  por  la  valerosa  sorpresa  de  la  flota  inglesa  á  la 
altura  de  los  Azores,  de  que  dio  cuenta  la  Gaceta  de  Madrid  de 
29  de  Agosto  de  1780.  Alternaron  los  reveses  y  los  triunfos; 
pero  reconquistada  Menorca  é  ineficaces  los  esfuerzos  hechos 
para  recobrar  á  Gibraltar,  se  concluyó  el  tratado  de  Versalles 
el  3  de  Setiembre  de  1783,  que,  según  un  historiador  inglés, 
cfué  la  transacción  más  honorífica  y  más  ventajosa  de  cuantas 
»había  ajustado  la  Corona  de  España  desde  la  paz  de  San  Quin- 
»tín.i  Esta  paz  dio  reposo  á  la  nación,  y  pudo  su  gobierno  de- 
dicarse á  fomentar  las  fuentes  de  su  riqueza. 

La  política  interior  simboliza  la  idea  de  la  regeneración  es* 
pañola,  que  tuvo  lugar  en  el  reinado  de  Carlos  III.  Animado 
de  los  más  generosos  sentimientos,  inauguró  su  gobierno  con- 
donando á  los  barceloneses  los  atrasos  de  la  contribución  del 
catastro  hasta  fines  de  175b,  y  devolviendo  á  los  catalanes  al* 
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ganos  de  los  privilegios  que  habían  disfrutado  antes  de  sus  úl- 
timas rebeliones.  Lo  mismo  hizo  en  Zaragoza,  en  la  breve  es- 
tancia á  que  le  obligó  las  indisposiciones  de  la  familia  Real. 
Los  colonos  de  Andalucía,  Murcia  y  Castilla  vieron  condona- 
das las  cantidades  que  en  grano  y  dinero  debían  al  Tesoro  por 
causas  de  esterilidad  y  malas  cosechas.  Y  las  restantes  provin- 
cias de  Castilla  pudieron  disfrutar  los  mismos  beneficios  con- 
cedidos á  Cataluña  y  Aragón,  según  Eeal  cédula  de  13  de  Fe- 
brero de  1760.  La  importación  de  granos  fué  permitida  en  be- 
neficio de  la  agricultura,  y  un  edicto  de  12  de  Agosto  del  mismo 
año  autorizó  á  los  propietarios  de  casas  en  Madrid  para  redi- 
mir la  carga  de  aposento.  Además,  adoptó  medidas  para  pagar 
las  deudas  de  los  reinados  anteriores,  y  especialmente  las  con- 
traídas en  el  de  su  padre,  destinando  á  estas  últimas  10  millo- 
nes anuales  hasta  su  total  extinción,  y  50  de  una  vez  para  que 
fueran  inmediatamente  repartidos  á  los  interesados  en  la  corte 
y  en  las  provincias,  lo  cual  basta  para  rectificar  el  lisonjero  es- 
tado de  los  fondos  públicos  al  terminar  el  reinado  de  Fernan- 
do VI.  En  cumplimiento  de  lo  pactado  en  el  art.  8. o  del  con- 
cordato de  1737,  dispuso  que  los  bienes  adquiridos  por  manos 
muertas  contribuyesen  lo  mismo  que  los  de  los  legos,  y  creó  la 
Contaduría  general  de  propios  y  arbitrios,  poniéndola  bajo  la 
dirección  del  consejo  de  Castilla.  Reprodujo  las  disposiciones 
de  su  hermano  referentes  á  los  teatros  ó  corrales,  y  procuró  el 
decoro  en  las  costumbres  públicas,  dictando  disposiciones  muy 
acertadas.  La  tranquilidad  púbUca,  la  seguridad  de  los  ciuda- 
danos y  el  ornato  de  la  corte  de  España,  fueron  objeto  de  me- 
didas por  todos  celebradas. 

Entre  las  diversas  disposiciones  adoptadas  en  Madrid  por  el 
marqués  de  Esquiladle  para  reformar  abusos  en  los  diferentes 
ramos  de  la  Administración,  resalta  la  que  tuvo  por  objeto 
cambiar  el  traje  nacional  de  los  españoles,  que  consistía  en 
capa  larga  y  sombrero  redondo,  por  la  capa  corta  y  el  som- 
brero de  tres  picos;  y  después  de  hacerlo  cumplir  á  los  emplea- 
dos de  Palacio  y  á  los  del  Estado,  publicó  bando  el  10  de  Mar- 
zo de  1766  mandando,  bajo  la  pena  de  multa  y  cárcel,  el  cam* 
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bio  del  antiguo  traje  español.  En  la  Real  Academia  de  la  His- 
toria existen  dos  manuscritos  titulado  el  uno  (1369)  Discurso 
histórico  de  lo  sucedido  en  d  alboroto  ocurrido  en  esta  villa  y  corte 
de  Madrid^  y  el  otro  Gauqa  del  motín  de  Madrid  (1370),  y  en  ellos 
se  encuentran  datos  curiosos  para  apreciar  un  hecho  que  co- 
menzó por  una  rebelión,  con  eco  en  varias  provincias  de  Espa- 
ña, y  que  obligó  á  un  monarca  tan  celoso  de  su  derecho  como 
Carlos  in,  á  que  accediese  á  las  exigencias  de  la  multitud,  des- 
terrase de  España  á  su  ministro,  y  adoptara  una  serie  de  me- 
didas que,  ajuicio  déla  generalidad,  rebajaron  y  humillaron  la 
majestad  Real.  El  ministerio  do  Hacienda  fué  confiado  á  Don 
Miguel  de  Múzquiz,  y  el  de  Guerra  al  teniente  general  D.  Gre- 
gorio de  Munaín;  pero  la  aparición  de  pasquines,  coplas  y  sáti- 
ras de  mal  género,  y  la  desobediencia  al  bando  de  14  de  Abril 
en  que  prohibía  esta  clase  de  manifestaciones,  probaba  que  la 
tranquilidad  moral  no  existia,  y  que  era  necesario  remover  la 
causa  del  mal  para  conseguir  el  sosiego  de  los  espíritus.  El  mo- 
vimiento de  Madrid  había  tenido  eco  en  Zaragoza,  donde  se 
llegó  hasta  el  derramamiento  de  sangre.  En  Barcelona  adqui- 
rieron también  un  carácter  grave.  En  varias  poblaciones  de 
Castilla,  Andalucía,  Aragón  y  Navarra  se  notaron  iguales  sín- 
tomas. Y  hasta  en  la  noble  y  pacífica  provincia  de  Guipúzcoa 
se  sintieron  los  efectos  del  contagio.  Era  necesario,  pues,  devol- 
ver al  principio  de  autoridad  toda  su  fuerza  y  prestigio,  y  el 
conde  de  Aranda,  cuyas  condiciones  de  carácter  retrató  exac- 
tamente D.  Jacobo  de  la  Pezuela  (1371),  dictó  varias  reglas 
para  la  buena  administración  de  los  abastos  y  para  el  posible 
aUvio  de  los  pueblos,  y  modificó  esencialmente  el  régimen  mu- 
nicipal, creando  los  diputados  dd  común  y  el  cargo  de  sindico 
personero^  elegidos  por  parroquias  ó  barrios  que  habían  de 
nombrarse  anualmente  con  facultades  para  intervenir  en  los 
negocios  de  los  abastos  púbHcos,  para  promover  juntas,  y  sin 
cuya  asistencia  no  pudieran  los  ayuntamientos  deliberar  respec- 
to de  estos  asuntos. 

Resistíase  Carlos  El  á  regresar  de  Aranjuez,  á  donde  se  ha- 
bía trasladado  con  toda  la  familia  Real  por  causa  del  célebre 
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motín  de  BsquUache;  pero  habiendo  representado  en  este  sen- 
tido el  cuerpo  de  la  nobleza,  los  gremios  mayores  y  menores  y 
hasta  el  ayuntamiento^  sobre  todo  se  oyó  el  dictamen  del  con- 
sejo de  Castilla,  y  las  gracias  concedidas  por  el  Bey  á  los  tu- 
multuados fueron  revocadas.  Á  pesar  de  la  conformidad  que  el 
pueblo  prestó  á  estas  resoluciones,  el  monarca  en  vez  de  regre- 
sar á  Madrid,  se  trasladó  al  Real  sitio  de  San  Ildefonso,  coho- 
nestándolo con  el  fallecimiento  de  la  Reina  madre  Isabel  de  Far- 
nesio,  ocurrido  el  10  de  Julio  de  1766.  El  conde  de  Aranda,  con 
gran  sagacidad,  rogó  á  los  altos  funcionarios,  á  los  grandes  y  á 
otras  personas  distinguidas  que  adoptasen  la  capa  corta  y  el 
sombrero  de  tres  picos  que  habían  sido  el  pretexto  para  el  mo- 
tín, y  encontró  en  todos  benévola  y  favorable  acogida.  Los 
cinco  gremios  mayores  y  los  cincuenta  y  tres  menores,  acepta- 
ron también  la  reforma  del  traje^  y  por  la  persuasión  y  la  pru- 
dencia se  consiguió  lo  mismo  que  había  producido  la  rebelión 
de  que  hemos  dado  cuenta.  Asegurada  la  tranquilidad  en  Ma- 
drid y  en  las  provincias,  el  Rey  regresó  á  Madrid  el  l.o  de  Di- 
ciembre, y  su  ansiada  presencia  fué  motivo  de  grandes  alegrías 
y  regocijos.  Abriéronse  los  teatros,  hubo  corridas  de  toros,  bai- 
les de  máscaras,  y  aunque  al  cumplirse  el  aniversario  del  mo- 
tín contra  Esquilache,  hubo  quien  mostró  interés  en  renovar 
la  alarma  con  falsos  pretextos,  el  sosiego  público  no  volvió  á 
alterarse. 

Las  consecuencias  políticas  de  los  anteriores  hechos  se  pre- 
sentían por  varias  medidas  encaminadas  á  privar  del  fuero  á 
los  eclesiásticos  que  se  mezclaran  en  tumultos  y  desórdenes  po- 
pulares, y  prohibir  las  imprentas  que  había  en  lugares  que  go- 
zaban de  inmunidad;  y  más  señaladamente  por  la  prisión  del 
Arcediano  Gándara  (1372),  la  del  P.  Isidro  López,  procurador 
de  los  jesuítas  de  la  provincia  de  Castilla,  la  del  abate  D.  Lo- 
renzo Hermoso,  la  del  marqués  de  Valdeflores  y  otros.  En  la 
noche  del  31  de  Marzo  al  l.o  de  Abril  de  1767,  el  colegio  impe- 
rial, el  noviciado,  la  casa  profesa,  el  seminario  de  nobles,  el  de 
escoceses  y  el  de  San  Jorge,  que  eran  las  casas  que  tenían  en 
Madrid  los  padres  de  la  Compafiía  de  Jesús,  fueron  rodeadas 
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por  fuerza  armada/ ocupadas  por  orden  del  Rey,  y  notificado  el 
Real  decreto  por  el  cual  se  disponía,  que  todos  los  individuos 
de  la  orden  religiosa  fuesen  extrañados  de  los  dominios  de  la 
Corona.  Lo  mismo  los  jesuítas  que  residían  en  Madrid,  que  los 
demás  que  existían  en  todas  las  demás  casas  profesas  que  te- 
nían en  el  reino,  fueron  conducidos  á  los  puertos  españoles, 
desde  donde  se  les  trasladó  á  extranjero  suelo.  La  célebre  prag- 
mática sanción  de  27  de  Febrero  de  1767,  fué  resultado  de  un 
expediente  de  pesquisa  formado  con  motivo  de  las  ocurrencias 
pasadas  y  del  dictamen  de  un  consejo  extraordinario  nombra- 
do al  efecto;  y  sin  prejuzgar  la  responsabUidad  de  los  jesuítas 
en  los  hechos  de  que  hemos  dado  cuenta,  es  evidente  que  el 
Rey  los  consideró  fautores  de  ellos,  y  que  adoptó  la  medida  de 
la  expulsión,  «por  la  obligación  en  que  se  hallaba  constituido  de 
»mantener  en  subordinación,  tranquilidad  y  justicia  sus  pue- 
>blos.>  El  mismo  día  31  de  Marzo,  Carlos  III  comunicó  al  papa 
Clemente  XIII  su  resolución,  que  fué  contestada  por  breve  de 
16  de  Abril;  y  es  notable  el  párrafo  en  que  el  consejo  extraor- 
dinario, emitiendo  dictamen  sobre  lo  que  S.  M.  debía  contestar 
al  Sumo  Pontífice,  descubre  la  verdadera  causa  de  la  expulsión 
de  los  jesuítas.  «No  sólo,  dice,  la  compUcidad  en  el  motín  de 
>Madrid  es  la  causa  de  su  extrañamiento,  como  el  breve  lo  da 
>á  entender;  es  el  espíritu  de  fanatismo  y  de  sedición,  la  falsa 
adoctrina  y  el  intolerable  orgullo  que  se  ha  apoderado  de  este 
» cuerpo.  Este  orgullo  especialmente,  nocivo  al  reino  y  á  su  pros- 
iperidad,  contribuye  al  engrandecimiento  del  Ministerio  de  Ro- 
»ma;  y  así  se  ve  la  parcialidad  que  tiene  en  toda  su  correspon- 
>dencia  secreta  y  reservada  al  cardenal  Torrigiani  para  soste- 
»ner  á  la  Compañía  contra  el  poder  de  los  Reyes.  El  soberano 
>que  se  opusiese  sería  la  víctima  de  ésta,  á  pesar  de  las  mayo- 
tres  pretensiones  de  la  curia  romana.  Por  todo  lo  que.  Señor, 
>es  el  unánime  parecer  del  consejo  con  los  fiscales,  que  V.  M. 
»se  digne  mandar  concebir  su  respuesta  al  breve  de  Su  Santi- 
>dad  en  términos  muy  sucintos,  sin  entrar  en  modo  alguno  en 
>lo  principal  de  la  causa,  ni  en  contestaciones,  ni  admitir  ne- 
>gociación,  ni  dar  oídos  á  nuevas  instancias,  pues  se'  obraría 
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ten  eemejante  conducta  contra  la  ley  del  silencio,  decretado  en 
lia  pragmática  sanción  de  2  de  este  mes,  una  vez  que  se  adopta- 
•sen  discusiones  sofísticas,  fundadas  en  ponderaciones  y  genera- 
«lidades,  cuales  contiene  el  breve,  pues  sólo  se  hacen  recomen- 
idables  por  venir  puestas  en  nombre  de  Su  Santidad.»  Car- 
los DI  suscribió  en  2  de  Mayo  la  minuta  que  le  remitió  el  con- 
sejo, de  acuerdo  con  su  anterior  dictamen. 

La  expulsión  decretada  y  la  ocupación  de  las  temporalidades 
de  los  jesuítas,  se  llevó  á  cabo  con  gran  firmeza,  comparable 
tan  solo  con  la  gran  reserva  que  se  había  guardado  para  decre- 
tar la  expulsión,  y  los  jesuítas  españoles  encontraron  albergue 
en  la  isla  de  Córcega,  á  virtud  de  negociaciones  que  entablara 
el  monarca  español.  Toda  correspondencia  y  comunicación  con 
kw  jeeaitas  quedó  prohibida,  y  en  23  de  Octubre  de  1767  se  ex- 
pidió ana  circular  á  todos  los  prelados  diocesanos,  y  á  los  su- 
periores de  las  órdenes  regulares,  haciéndoles  estrecho  encargo 
de  que  vigilaran  para  desten*ar  de  los  claustros  de  las  religio- 
eas  fanáticas  y  perniciosas  doctrinas,  y  para  que  en  lugar  de 
pastores  vigilantes  no  hubiera  lobos  que  disiparan  el  rebaño; 
invitándoles  á  remover  las  personas  sospechosas,  colocando  en 
8u  lugar  otras  que  aseguraran  el  respeto  á  ambas  majestades, 
y  purificando  los  claustros  de  todo  fermento  de  inquietud.  Los 
bienes  fueron  sometidos  á  las  mismas  cargas  que  los  de  los  se- 
glares, destinados  á  usos  públicos,  entre  ellos  al  establecimiento 
de  los  Seminarios  conciliares,  que  no  habían  podido  fundarse 
desde  el  conciüo  de  Trento,  y  el  resto  vendidos,  para  aplicar  su 
producto  á  la  extinción  de  la  Deuda  pública.  Y  hasta  se  man- 
dó suprimir  en  todas  las  universidades  y  estudios  del  reino  las 
cátedras  de  la  escuela  llamada  Jesuítica,  prohibiendo  usar  de 
los  autores  de  ella  para  la  enseñanza. 

Muchos  y  varios  han  sido  los  escritos  que  se  han  publicado 
en  España  y  fuera  de  ella  para  atacar  y  defender  á  los  indivi- 
duos de  la  Compañía  de  Jesús.  Distintos  y  valiosos  los  docu- 
mentos con  que  se  ha  enriquecido  la  historia  nacional  respecto 
de  este  importantísimo  suceso.  Cualesquiera  que  sea  el  juicio 
que  de  él  forme  la  historia,  no  puede  desconocerse  que  Car- 
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loa  m,  deede  los  primeros  años  que  ocupó  el  trono  de  Ñapóles, 
se  mostró  siempre  dispuesto  á  disminuir  la  influencia  del  clero, 
y  especialmente  de  algunas  comunidades  religiosas.  A  su  llega- 
da á  España  nombró  por  su  confesor  á  Fr.  Joaquín  Eleta,  reli- 
gioso gilito,  poco  amigo  de  los  religiosos  de  la  Compañía.  Don 
Pedro  Bodríguez  Campomanes,  fiscal  del  consejo  de  Castilla, 
pasaba  por  antijesuita.  D.  Manuel  de  Boda,  ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  era  discípulo  aprovechado  de  la  escuela  de  Maca- 
naz,  y  el  P.  Fr.  Fernando  Ceballos,  en  su  Memoria  sobre  extin- 
ción y  extrañamiento,  declara  (1373)  que  desde  el  nombramien- 
to de  Boda  se  resolvió  el  Ddenda  est  Caríhago.  Era  inquisidor 
general  en  España  D.  Manuel  Quintana  Bonifaz,  arzobispo  de 
Farsalia,  y  habiendo  dado  curso  á  un  breve  de  Su  Santidad, 
de  14  de  Junio  de  1761,  en  que  prohibía  la  obra  del  sabio  abad 
Mesenghi,  Carlos  lU  lo  desterró  á  doce  leguas  de  la  corte,  y 
aunque  el  Nuncio  intentó  disipar  el  enojo  del  Bey,  éste  publi- 
có el  Beal  decreto  de  17  de  Noviembre,  defendiendo  la  doctri- 
na del  más  puro  regalismo,  y  motivó  la  publicación  de  la  Beal 
pragmática  del  exequátur  de  18  de  Enero  de  1762.  £1  célebre 
expediente  del  obispo  de  Cuenca,  D.  Isidro  Carvajal  y  Lancás- 
ter,  hermano  del  antiguo  ministro  de  Fernando  VI,  dio  tam- 
bién nuevo  motivo  para  robustecer  las  prerrogativas  y  derechos 
de  la  autoridad  Beal,  y  de  acuerdo  con  un  notabilísimo  informe 
del  conde  de  Floridablanca,  aquel  prelado,  á  pesar  de  sus  años, 
fué  obligado  á  venir  á  Madrid  para  oir  ante  el  consejo  en  ple- 
no, que  había  incurrido  en  el  desagrado  de  S.  M.  Los  defensores 
de  los  jesuítas  han  atribuido  la  resolución  de  Carlos  III  á  una 
trama  urdida  entre  el  duque  de  Choiseul,  ministro  de  Luis  XV, 
y  los  españoles  duque  de  Alba,  ministro  que  fué  de  Fernan- 
do VI  y  el  conde  de  Aranda,  que  hacían,  dicen,  causa  común 
con  los  enciclopedistas  franceses.  El  historiador  Lafuente  (1374), 
se  ocupó  ya  de  estos  hechos,  examinados  con  anterioridad  por 
Ferrer  del  Bío  (1375),  y  desde  el  momento  en  que  se  duda  de 
la  autenticidad  de  los  documentos  que  sirvieron  de  base  á  la 
pesquisa  que  produjo  la  pragmática  de  la  expulsión,  no  es  po- 
sible formar  un  juicio  definitivo  acerca  de  una  medida  tan  trans- 
Tomo  IV  % 
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•  

cendental.  Pero  á  fuer  de  narradores  imparciales  y  admiradores 
del  glorioso  reinado  de  Carlos  III,  no  podemos  admitir  que  un 
monarca,  en  que  resplandecían  tanto  los  sentimientos  religio- 
sos, se  prevaliese  de  una  gran  indignidad  para  expulsíir  del 
reino  á  los  jesuítas,  y  que  esta  indignidad  fuera  sancionada  por 
la  santidad  de  Clemente  XIV  al  suprimir  en  21  de  Julio  de  1773 
la  Compañía  de  Jesús  en  todo  el  orbe  cristiano.  £1  haber  al- 
canzado de  la  corte  romana  la  aprobación  de  la  medida  adop- 
tada por  Carlos  III,  constituirá  siempre  el  mayor  de  los  triun- 
fos políticos  y  diplomáticos  del  conde  de  Floridablanca. 

Ultimados  los  graves  negocios  de  la  política  exterior,  Espafía 
volvió  á  recobrar  una  animada  existencia  después  de  un  largo 
marasmo,  y  entró  en  el  movimiento  progresivo  de  la  humani- 
dad que  había  paralizado  la  guerra  á  que  nos  condujo  el  pacto 
de  familia.  La  sociedad  se  preparaba  providencialmente  para 
los  cambios  políticos  y  sociales  que  habían  de  sobrevenir,  y, 
como  dijo  un  historiador,  era  el  anuncio  de  una  época  de  rege- 
neración, ó  más  bien  el  principio  de  ella,  iniciado  con  pruden- 
te mesura,  como  si  el  espíritu  reformador  que  se  desarrollaba 
se  propusiera  realizar  su  obra  sin  las  violentas  conmociones  que 
habían  señalado  este  tránsito  en  Inglaterra,  y  sin  los  terribles 
sacudimientos  que  amenazaban  ya  á  Francia.  La  libre  emisión 
del  pensamiento  fué  libertada  de  la  opresión  de  la  corte  de 
Roma  de  la  Inquisición,  y  cuando  el  ministro  Roda  le  aconsejó 
la  supresión  del  Santo  Oñcio,  el  monarca  español  contestó:  cNo 
»me  atrevo  á  arrostrar  la  resistencia  de  una  parte  del  clero  y  del 
»pueblo,  que  todavía  no  está  bastante  ilustrada  para  consentir 
»en  esta  supresión.»  Estas  palabras,  que  revelaban  en  Carlos  III 
resolución  é  ideas  propias,  no  fueron  obstáculo  para  que  la  In- 
quisición perdiese  su  primitivo  rigor,  viera  cercenado  su  poder 
y  limitadas  sus  vejaciones,  hasta  el  extremo  de  no  haber  pre- 
senciado ya  la  católica  España  el  rojo  fuego  de  los  autos  de  fe. 
La  amortización  civil  y  eclesiástica  recibió^  con  la  regalía  de 
amortización  de  Campomanes  y  las  peticiones  fiscales  de  los 
consejos  de  Castilla  y  Hacienda,  una  herida  mortal  que  no 
pudo  ya  restañar  el  interés  del  clero  y  de  la  nobleza.  Las  socie- 
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dades  económicas  de  Amigos  del  País;  las  escuelas  patrióticas 
gratuitas;  la  reforma  de  las  universidades;  la  introducción  del 
elemento  müitar  en  las  municipalidades;  la  protección  que  ob- 
tuvo la  agricultura,  la  industria  y  el  comercio:  todo  anunciaba 
un  movimiento  regenerador  en  las  ideas,  que  acredita  á  Car- 
los III  como  infatigable  en  procurar  el  fomento  de  los  intereses 
materiales  y  morales  de  este  país.  Las  ciencias,  la  administra- 
ción, la  legislación,  la  instrucción  pública,  las  investigaciones 
históricas  y  las  artes,  todo  encontró  protección  en  aquel  feliz 
reinado. 

La  monarquía  continuó  siendo  la  representación  del  poder 
civil;  y  aunque  el  absolutismo  era  la  fórmula  política  que  le  daba 
vida  y  aliento,  Carlos  UI,  sin  separarse  de  la  tradición  española, 
lo  humanizó,  preparando  al  pueblo  español  las  mayores  y  más 
transcendentales  novedades.  Un  pueblo  que  en  la  segunda  mi- 
tad del  siglo  xvni,  sentía  todavía  la  supresión  del  Santo  Ofí- 
cio>  demostraba  haber  perdido  por  completo  su  amor  á  la  li- 
bertad civil.  Los  dos  sentimientos  que  habían  simbolizado  la 
época  de  nuestra  reconquista,  y  que  constituían  el  nervio  de  la 
nacionalidad  española,  eran  los  dos  dogmas  venerados,  los  dos 
ídolos  de  los  españoles,  la  religión  y  el  trono.  Gran  prudencia 
necesitó  Carlos  III  y  sus  ministros  para  no  merecer  la  nota  de 
enciclopedistas,  y  aun  así  no  se  escaparon  los  últimos  á  los  pro- 
cedimientos de  la  Inquisición.  La  monarquía  continuó  dando 
á  todo  movimiento  y  vida,  porque  carecían  de  ella  los  elemen- 
tos político-sociales ,  y  no  era  posible  el  verdadero  sistema  cons- 
titucional, que  depende  de  la  vida  armónica  de  todos  aquellos 
elementos,  en  la  cual  estriba  el  prestigio  del  poder  y  la  felici- 
dad pública.  España  sentía  en  el  reinado  de  Carlos  III  las  pal- 
pitaciones de  la  revolución  que  se  preparaba  en  la  vecina  Fran- 
cia, y  acaso  esta  idea  explique  mejor  que  otra  alguna,  el  mo- 
vimiento regenerador  que  reconoció  en  el  reinado  de  Carlos  III. 
D.  Alberto  Lista,  en  su  Elogio  histórico  del  conde  de  Florida- 
blanca  (1376)  al  decir:  «que  si  éste  limitó  su  solicitud  pater- 
>nal  por  la  España  á  la  legislación  civil,  sin  extenderla  á  la  po- 
»Utica,  fué  porque  conocía  la  necesidad  de  hacer  sabia  la  na- 
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»ciÓD  antes  de  hacerla  libre,  y  que  la  libertad,  bien  como  los 
» manjares  delicados,  no  debe  darse,  sino  á  los  estómagos  ro- 
>bustos.  En  el  estado  que  encontró  la  monarquía,  no  debió 
>  hacer  más  que  reformarla  parcialmente,  y  se  abstuvo  de  alterar 
»la  constitución  entonces  recibida,  temiendo  sabiamente  elpeli- 
»gro  de  las  innovaciones.  Así,  su  principio  político  fué  afirmar  y 
» vigorizar  la  autoridad  real,  dirigiéndola  al  mismo  tiempo  á  la 
»prosperidad  pública.»  Esta  fué  en  efecto  la  política  de  Car- 
los m. 

CAPÍTULO  11. 

ELEMENTOS  POÜTICO-SOCIALES. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

LA   NOBLEZA. 

Inútilmente  hemos  rebuscado  en  cuantos  libros  tratan  del 
reinado  de  Carlos  III,  un  juicio  concreto  respecto  déla  nobleza  de 
su  época.  Sólo  Ferrer  del  Río  relata,  que  el  duque  de  Medinaceli 
era  caballerizo  mayor  del  Rey  de  España,  y  el  duque  de  Béjar 
primer  ayo  y  después  mayordomo  mayor  del  príncipe  de  Astu- 
rias; y  cuando  en  1765  se  celebraron  en  Madrid  públicos  rego- 
cijos, con  motivo  de  haber  entrado  el  archiduque  Pedro  Leopoldo 
en  posesión  del  gran  ducado  de  Toscana,  el  Rey  encargó  á  los 
duques  del  Infantado  y  Medinaceli  y  conde  de  Altamira  la  or- 
ganización de  las  tres  cuadrillas  vestidas  á  la  española,  á  la 
húngara  y  á  la  americana,  compuestas  cada  una  de  cuarenta  y 
ocho  caballeros  con  sus  correspondientes  volantes  y  caballos  de 
mano,  que  se  corrieron  en  parejas  en  la  Plaza  Mayor.  Y  cuan- 
do^ por  virtud  de  la  guerra  con  Inglaterra,  perdimos  la  Haba- 
na y  Manila,  cuenta  Becattini  (1377),  reproduce  Coxe  (1378)  y 
repite  Lafuente  (1379),  que  la  nobleza  de  la  corona  de  Aragón, 
elevó  una  patriótica  exposición  al  Rey,  reclamando  la  defensa 
de  las  costas  y  pidiendo  admitiese  la  mitad  de  sus  fuerzas  para 
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llevar  la  guerra  al  pais  de  los  enemigos.  En  la  Instrucción  reser- 
vada que  debía  observar  la  junta  de  Estado,  creada  en  1787 
(1380),  nada  se  decía  en  concreto  de  la  nobleza,  mas  en  el  pá- 
rrafo LIV  se  señalaban  los  inconvenientes  de  las  vinculaciones, 
y  para  remediarlos  se  proponía  refrenar  las  de  tercio  y  quinto, 
que  podían  hacerse  por  toda  clase  de  personas,  y  que  el  conse- 
jo propusiese  para  las  demás  lo  que  conviniera,  para  evitar  gra- 
ves daños.  La  nobleza  no  había,  pues,  modificado  el  carácter  que 
desempeñó  en  los  reinados  anteriores.  Palaciega  fué  y  continuó 
siendo,  y  como  fuerza  social  ninguna  influencia  tuvo  en  la  go- 
bernación del  Estado,  ni  en  el  ejercicio  del  poder  civil. 

En  las  disposiciones  del  Rey  Carlos  III,  referentes  á  la  no- 
bleza, se  advierten  dos  diversas  tendencias.  La  de  enaltecer  á 
los  nobles  y  caballeros,  y  la  de  contener  la  amortización  impi- 
diendo las  pequeñas  vinculaciones.  Reconocido  el  monarca  á 
las  demostraciones  de  verdadera  alegría  con  que  le  habían  re- 
cibido los  catalanes  al  desembarcar  en  Barcelona,  concedió  á  to- 
da la  nobleza  del  Principado,  el  porte  y  uso  de  armas,  en  los 
mismos  términos  que  las  traían  y  usaban  los  nobles  de  las  res- 
tantes provincias,  según  Real  resolución  de  23  de  Setiembre 
de  1760.  En  16  de  Octubre  siguiente,  advertida  la  frecuencia 
con  que  por  el  leve  servicio  de  15.000  rs.,  consultaba  la  cáma- 
ra las  declaraciones  de  hidalguía  á  favor  de  distintas  personas 
y  familias  del  reino,  sin  comprobación  previa,  mandó  en  Real 
decreto,  que  forma  la  ley  XIX,  tít.  II,  lib.  VI  de  la  Novísima 
Recopilación,  que  no  se  consultasen  los  privilegios  de  hidal- 
guía, sino  en  el  caso  de  que,  en  los  que  solicitasen  estas  merce- 
des, concurriesen  circunstancias  y  servicios  tan  sobresalientes  y 
justificados,  que  se  hicieran  dignos  de  ellas.  A  los  once  años, 
por  Real  cédula  de  19  de  Setiembre  de  1771  (que  es  la  ley  XII, 
título  III,  id.)  con  motivo  de  haber  concedido  el  Omnipotente 
al  príncipe  y  á  la  princesa  sus  hijos,  la  anhelada  sucesión,  fun- 
dó una  Beal  Orden  Española^  denominada  de  Carlos  III,  para 
condecorar  á  sujetos  beneméritos ,  afectos  á  la  Real  persona, 
que  hubiesen  acreditado  su  celo  y  amor  á  su  servicio,  y  distin- 
guir el  talento  y  virtud  de  los  nobles.  En  22  de  Octubre  de  1774, 
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y  por  cédula  de  la  cámara  de  27  de  Diciembre  de  1775,  se 
aprobaron  las  ordenanzas  de  la  maestranza  de  Valencia^  se 
mandó  guardar  la  Real  cédula  de  5  de  Marzo  de  1760  (ley  VII, 
título  in,  id.),  y  &e  hicieron  extensivas  á  Sevilla  y  Granada. 
Otra  Real  resolución  de  25  de  Marzo  de  1775,  declaró  que  no 
se  propusieran  paralas  mercedes  de  títulos  de  Castilla  personas 
que  no  tuviesen  servicios  hechos  á  S.  M.  y  al  público  (ley  XXI, 
título  I,  id.),  diciendo  como  fundamento,  que  en  algunas  de  las 
consultas  hechas  por  la  cámara  de  Castilla,  había  reparado,  que 
los  pretendientes  fundaban  su  derecho  en  su  nobleza  y  alian- 
zas ó  en  las  de  sus  antepasados,  sin  probar  ni  alegar  méritos 
propios,  ni  servicios  personales,  y  que  no  tenía  por  convenien- 
te se  hiciesen  dignos  de  tan  alta  distinción  de  títulos  de  Casti- 
lla los  que  no  le  hubiesen  servido  por  sus  personas  y  al  públi- 
co. El  precepto  en  lo  esencial  se  reprodujo  por  resolución  á  con- 
sulta de  la  cámara  de  10  de  Octubre  de  1785,  pues  se  ordenó 
que  no  se  consultaran  las  gracias  sobre  privilegios  de  hidalguía 
si  no  concurrían  méritos  personales  en  los  que  las  pretendie- 
sen, hechos  en  el  Real  servicio  ó  en  beneficio  del  público  y  ca- 
paces de  compensar  el  perjuicio  que  causase  al  estado  llano  la 
exención  del  nuevo  hidalgo  (ley  XX,  título  II,  id.)  El  gran  prio- 
rato de  Castilla  y  de  León,  en  la  Orden  de  San  Juan  de  Jerusa- 
len,  fué  concedido  al  infante  D.  Gabriel  hijo  de  Carlos  III  por 
Real  cédula  de  26  de  Marzo  de  1785  (ley  XHI,  título  III,  id.) 
Por  Real  decreto  de  14  de  Noviembre  y  cédula  de  la  cámara 
de  14  de  Diciembre  de  1787,  se  ordenó  que  á  los  grandes  y  de- 
más títulos  de  estos  reinos  no  se  les  diese  la  posesión  de  sus  res- 
pectivos señoríos,  sin  constar  el  pago  de  las  medias  anatas  que 
adeudaren  ó  la  Ubertad  de  este  derecho.  Una  Real  orden  de  26 
de  Noviembre  y  cédula  de  la  cámara  de  17  de  Diciembre  del 
mismo  afio,  estableció  determinadas  garantías  para  asegurar  el 
pago  anual  del  derecho  de  lanzas  que  debían  abonar  los  poseedo- 
res de  grandezas  y  títulos  de  Castilla.  Y  en  el  capítulo  LXXIV 
de  la  instrucción  de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1788,  vol- 
vieron á  reproducirse  estas  mismas  disposiciones  (leyes  XXII  y 
XXIII,  y  nota  título  I,  id.)  Las  anteriores  disposiciones  revelan 
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ana  teudencia  que  conviene  señalar.  Siempre  se  había  tenido  en 
gran  estima,  bien  se  tratase  de  la  monarquía,  bien  de  la  noble- 
za que  la  servia,  el  carácter  hereditario  de  sus  poseedores;  pero 
Carlos  III  antepuso  y  tuvo  por  preferente  nobleza  la  que  se  ad- 
quiría por  los  propios  méritos  y  por  servicios  al  Rey  y  á  la  pa- 
tria. Creó,  pues,  la  nobleza  de  la  virtud  y  el  saber,  y  los  títulos 
de  condes  de  Aranda,  de  Campomaues  y  Floridablanca  dan 
elocuente  testimonio  del  cambio  profundo  que  la  nobleza  espa- 
ñola sufrió  en  el  reinado  que  nos  ocupa. 

En  cuanto  á  la  amortización  civil,  las  Cortes  de  Toro,  de- 
seando fijar  la  verdad  legal,  como  dijo  Jovellanos,  canonizó  las 
opiniones  más  funestas;  y  ampliando  la  doctrina  de  los  fideico- 
misos y  de  los  feudos,  dieron  la  primera  forma  á  los  mayorazgo?, 
cuyo  nombre  no  había  manchado  hasta  entonces  nuestra  legis- 
lación. Las  leyes  XXVII  y  XLI  de  Toro,  y  la  pragmática  de  5  de 
Abril  de  1615,  abrieron  la  honda  sima  de  la  amortización,  don- 
de el  plebeyo  como  el  noble,  así  el  pobre  como  el  rico,  en  corta 
ó  en  inmensa  cantidad,  iban  echando  diariamente  sus  fortunas 
y  sepultando  la  propiedad  territorial,  con  menoscabo  délos  de- 
rechos de  la  sangre  y  gravísimo  perjuicio  del  Estado.  Llamada  la 
atención  del  monarca  español  acerca  de  estos  males,  dio  el  Real 
decreto,  que  forma  la  ley  XII,  tít.  XVII,  lib.  X,  Novísima  Reco- 
pilación, mandando  que  en  adelante  no  se  pudiesen  fundar  mayo- 
razgos, aunque  fuese  por  vía  de  agregación  ó  de  mejora  de  tercio 
y  quinto,  ó  por  los  que  no  tuviesen  herederos  forzosos,  ni  pro* 
hibir  perpetuamente  la  enajenación  de  bienes  raices  ó  esta- 
bles por  medios  directos  ó  indirectos,  sin  preceder  Real  licen- 
cia, y  que  ésta  no  se  concediese  más  que  á  consulta  de  la  cá- 
mara, y  sólo  en  el  caso  de  que  el  mayorazgo  ó  mejora  llegase  por 
lo  menos  á  tres  mil  ducados  de  renta;  de  que  la  famiUa  del  fun- 
dador pudiese,  por  su  estado,  aspirar  á  esta  distinción  para  em- 
plearse en  la  carrera  militar  ó  política,  con  utilidad  del  Estado, 
y  de  que  el  todo  ó  la  mayor  parte  de  los  bienes  no  consistiese 
en  raices,  sino  en  efectos  de  rédito  fijo,  como  censos,  juros,  efec- 
tos de  villa,  acciones  de  banco  ú  otros  semejantes,  á  no  ser  que 
mediase  para  lo  contrario  alguna  causa  de  mucha  utilidad  pú- 
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blica.  Verdaderamente  esta  ley  atajó  los  progresos  de  la  amor- 
tizaciÓD,  pero  no  remedió  el  mal  causado,  y  señaló  nuevos  rum- 
bos al  estancamiento  do  la  riqueza  pública.  Antes  de  que  se 
dictase,  Carlos  III  había  dado  sobre  amortización  eclesiástica 
varias  disposiciones,  entre  ellas  la  de  10  de  Marzo  de  1763 
(ley  XVn,  tít. V,  lib.  I,  Novísima  Recopilación),  ordenando  que 
en  ningún  caso  se  admitiesen  instancias  de  manos  muertas  para 
la  adquisición  de  bienes,  aunque  fuesen  vestidas  de  la  mayor 
piedad  y  necesidad.  Estas  resoluciones  estaban  en  armonía  con 
las  opiniones  deCampomanesy  Floridablanca,  que  eran  contra- 
rios á  toda  amortización,  y  la  primera  clase  social  que  experi- 
mentaba los  efectos  de  tan  transcendental  medida  era  la  nobleza, 
que,  si  había  perdido  la  influencia  de  clase  y  colectividad,  que- 
daba también  condenada  á  perder  la  gran  propiedad,  que  es  el 
alma  de  lasvinculacioues,  indispensables  para  mantener  el  nom- 
bre y  rango  de  las  antiguas  casas  solariegas. 

SECCIÓN  n. 

EL  CLBKO. 

En  la  cuarta  carta  que  el  conde  de  Campomanes  dirigió  al 
conde  de  Lerena  desde  San  Clemente  el  13  de  Julio  de  1789, 
y  ha  publicado  Rodríguez  Villa  en  1878,  se  lee  «que  la  refor- 
»ma  eclesiástica,  que  tanto  se  deseaba,  no  necesitaba  más  que 
»an  poco  de  cachaza  para  oir  las  murmuraciones  de  los  que  sa- 
chen poco;  alguna  política  para  responder  á  la  corte  de  Roma, 
»y  un  santo  celo  para  volver  á  introducir  las  costumbres  y  má- 
»xima8  de  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia.  El  poder  monásti- 
>co,  añadía,  está  muy  abatido,  y  ninguno  hay  que  no  conozca 
>que  necesita  de  mucha  reforma.  El  clero  secular  padece  una 
>notable  división,  y  la  mayor  parte,  que  se  compone  de  clérigos 
«miserables,  se  alegrará  del  mejor  repartimiento  de  las  rentas 
leclesiásticas.  Sólo  los  cabildos  ricos  se  resentirán;  pero  ¿acaso 
»so  atreverán  á  condenar  la  renovación  déla  disciplina,  que  es 
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lobjeto  de  la  alabanza  y  admiración  del  universo?»  En  la  Ins- 
trucción reservada,  que  redactó  el  conde  de  Floridablanca  (1381), 
y  que  debía  observar  la  junta  de  Estado,  creada  en  8  de  Julio 
de  1787,  se  dedicaron  los  primeros  treinta  y  un  puntos  á  tratar 
del  clero  y  de  sus  relaciones  con  el  Estado.  Se  comenzaba  en- 
cargando el  cuidado  de  la  religión  católica  y  de  las  buenas  cos- 
tumbres. Se  establecía  la  obediencia  á  la  Santa  Sede  en  las 
materias  espirituales,  al  mismo  tiempo  que  la  defensa  del  pa- 
tronato y  regalías  de  la  Corona,  con  prudencia  y  decoro,  encar- 
gando que  en  estas  últimas  debía  entrar  también  la  razón  de 
Estado,  después  de  oídos  los  tribunales  (puntos  I  á  Y).  La  uti- 
lidad de  hacer  concordatos  y  obtener  indultos  pontificios  en 
las  materias  del  patronato  ó  disciplina,  sin  perjuicio  de  las  re- 
galías de  la  Corona,  se  proclamaba  en  el  punto  V,  aunque  en 
el  VI  se  dudaba  si  sería  ó  no  más  conveniente  tratar  estas  ma- 
terias con  los  prelados  y  clero  del  reino  que  con  la  corte  roma- 
na. Se  fijaban  las  consideraciones  que  habían  obligado  á  sus- 
pender las  congregaciones  del  clero  por  medio  de  sus  diputados 
en  la  corte,  declarando  que  convendría  no  volver  á  restablecer- 
las, encargando  otro  tanto  en  cuanto  á  concilios  nacionales,  y 
aun  para  los  provinciales  ó  diocesanos  se  debería  estar  muy  á 
la  vista,  por  medio  del  consejo,  de  lo  que  se  intentara  tratar 
para  impedir  el  perjuicio  de  las  regalías  y  el  de  los  vasallos  y 
su  quietud.  Los  puntos  VIII  y  IX  versaban  sobre  la  conve- 
niencia de  tener  papas  afectos  á  la  Corona  de  España,  y  mante- 
ner el  crédito  nacional  en  Roma  con  cardenales,  prelados  y  no- 
bleza. La  utilidad  de  obligar  á  la  residencia  de  todo  género  de 
piezas  eclesiásticas,  y  especialmente  los  beneficios  llamados  sim- 
ples servidores,  se  demostraba  en  el  punto  X,  y  desde  el  XI 
al  XrV  la  conveniencia  de  detener  el  progreso  de  la  amortiza- 
ción de  bienes  por  medios  suaves  y  sin  perjuicio  ni  quejas  jus- 
tas del  clero  y  causas  piadosas.  La  reforma  de  la  discipUna  re- 
gular, y  obtener  que  todas  las  familias  religiosas  tuviesen  supe- 
rior racional  dentro  del  reino,  se  aconsejaba  en  los  puntos  XV 
y  XVI,  sin  dar  lugar  á  que  se  enconasen  los  ánimos  de  la  curia 
ni  el  del  Papa  por  defender  las  regalías  de  la  Corona  y  los  de- 
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rechos  de  la  nación  (punto  XVII).  La  autoridad  Real  debía  in- 
tervenir en  el  nombramiento  de  los  superiores  regulares  (pun- 
tos XVm  y  XIX).  A  semejanza  de  lo  hecho  con  la  corte  de 
Portugal,  podía  pedirse  á  la  corte  romana  que  tolerase  el  arre- 
glo de  los  esponsales  y  contratos  matrimoniales  para  evitar  mu- 
chos desórdenes  (puntos  XX  y  XXI).  Debían  arreglarse  las  ma- 
terias de  dispensas,  recursos  en  materia  de  justicia  y  gobierno 
eclesiástico,  secular  y  regular,  integridad  de  atribuciones  de  la 
Rota  de  la  Nunciatura,  el  regium  exequátur  y  la  moderación  de 
los  derechos  y  gastos  de  las  expediciones  (punto  XXII).  El  cle- 
ro debería  ser  tratado  con  dulzura  y  miramiento  para  sobrelle- 
var con  paciencia  las  providencias  necesarias  á  fin  de  sostener 
las  regalías  y  el  buen  orden,  y  disminuir  los  gravámenes  y 
pobreza  del  estado  secular  (puntos  XXIV  y  XXV).  Ante  la  ne- 
cesidad de  que  el  clero  fuese  ilustrado  debía  promoverse  la  ins- 
trucción ante  los  eclesiásticos,  premiando  á  los  que  sobresalie- 
sen en  las  ciencias,  y  proveyendo  las  rentas  eclesiásticas  con  ar- 
reglo al  Real  decreto  de  24  de  Setiembre  de  1784  (puntos  XXVI 
al  XXIX).  El  clero  debía  contribuir  á  desterrar  supersticiones 
y  promover  la  sólida  y  verdadera  piedad,  que  consiste  en  el 
amor  y  caridad  con  Dios  y  con  los  prójimos,  combatiendo  la 
moral  relajada  y  las  opiniones  que  hubieran  dado  causa  á  ella 
y  destruido  las  buenas  costumbres,  cuidando  los  obispos,  por 
medio  de  sus  pastorales,  exhortaciones  frecuentes  y  aun  con  las 
penas  espirituales,  desterrar  la  supersticiones  y  las  devociones 
falsas  que  fomentan  y  mantienen  la  ociosidad,  los  vicios  y  los 
gastos,  y  perjudican  al  verdadero  culto  y  al  socorro  de  los  po- 
bres (puntos  XXX  y  XXXI).  Tal  fué  el  pensamiento  íntimo  de 
los  consejeros  de  Carlos  III  respecto  del  clero  en  los  últimos 
años  del  reinado  que  nos  ocupa.  Veamos  ahora  qué  disposicio- 
nes se  habían  adoptado  desde  1759  á  1788. 

Sobre  la  santa  fe  católica,  objeto  preferente,  según  la  ins- 
trucción que  acaba  de  reseñarse  (1382),  prohibió  Carlos  III,  por 
el  capítulo  IV  de  la  Real  cédula  de  20  de  Febrero  de  1777,  in- 
serta en  Real  provisión  de  18  de  Setiembre  de  1781,  que  no  se 
permitiese  el  trabajo  en  público  los  días  de  fiesta;  y  que  en  el 
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caso  de  que  al  tiempo  de  la  recolección  de  frutos,  por  el  tem- 
poral ú  otros  accidentes,  hubiere  necesidad  de  emplearse  en 
ella  algún  día  festivo^  debiera  pedirse  la  licencia  al  párroco  á 
nombre  del  vecindario.  En  la  misma  Real  cédula  se  prohibió 
en  las  procesiones  de  Semana  Santa,  Cruz  de  Mayo,  rogativas 
ni  en  otras  algunas,  los  disciplinantes,  empalados  y  otros  es- 
pectáculos semejantes.  Las  procesiones  no  podrían  celebrarse 
de  noche,  ni  debían  tolerarse  bailes  en  las  iglesias,  sus  atrios  y 
cementerios,  ni  delante  de  las  imágenes  de  los  santos.  El  uso 
de  las  danzas  y  gigantones  se  prohibió  por  Beal  orden  de  10 
de  Julio  de  1780,  y  consiguiente  cédula  del  consejo  de  21  del 
mismo  mes.  Accediendo  á  la  súplica  que  habían  dirigido  al  Rey 
los  procuradores  á  Cortes  en  las  celebradas  en  Madrid  en  1760, 
se  obtuvo  breve  de  Su  Santidad  en  8  de  Noviembre  del  mismo 
^o,  y  por  Real  decreto  de  16  de  Enero  de  1761  se  declaró  el 
universal  patronato  de  Nuestra  Sefiora  en  el  misterio  de  su  In- 
maculada Concepción  en  todos  los  reinos  de  España  é  Indias, 
sin  perjuicio  del  que  en  ellos  tenía  el  apóstol  Santiago.  Todos 
los  graduandos  en  las  universidades  debían  jurar  defender  di- 
cho misterio,  según  la  Real  orden  de  10  de  Agosto  y  cédula  del 
consejo  de  4  de  Noviembre  de  1779.  Un  Real  decreto  de  21  de 
Marzo  de  este  último  afio,  renovó  la  Real  junta  de  la  Inmacu- 
lada Concepción,  creada  en  tiempos  de  Felipe  III,  uniéndola  ¿ 
la  distin^ida  orden  de  Carlos  III.  Y  una  circular  del  consejo 
de  21  de  Agosto  de  1770,  estableció  el  modo  de  hacer  las  roga- 
tivas secretas  y  solemnes  por  los  cabildos  seculares  y  eclesiás- 
ticos. (Leyes  VIII,  XI,  XII,  XVI,  XVIII  á  XX,  tít.  I,  l¡b.  I  de 
la  Novísima  Recopilación). 

En  cuanto  á  iglesias  y  cofradías,  se  mandó,  por  Real  cédula 
de  21  de  Octubre  de  1773,  que  en  las  iglesias  del  reino  de  Gra- 
nada no  se  ejecutase  obra  alguna  sin  Real  licencia,  á  no  serlos 
reparos  muy  urgentes  y  de  poco  coste,  sin  que  primero  se  re- 
mitiesen los  dibujos  y  diseños  con  justificación  de  la  necesidad 
y  utilidad  de  las  mismas.  Una  circular  de  25  de  Noviembre 
de  1777,  ordenó  la  entrega  anticipada  de  los  diseños  y  planos 
para  consultar  á  la  Academia  de  San  Fernando,  dando  prefe- 
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rencia  á  los  estucos  sobre  los  mármoles  y  jaspes.  Y  por  resolu- 
ción á  consulta  del  consejo  de  25  de  Junio  de  1783,  se  acordó 
la  extinción  de  todas  las  cofradías  de  oficiales  ó  gremios  erigi- 
das sin  autoridad  Real  ni  eclesiástica,  y  las  aprobadas  podrían 
subsistir  reformando  los  excesos,  gastos  superñuos  y  cualquier 
otro  desorden,  redactando  nuevas  ordenanzas.  Las  sacramen- 
tales subsistirían  con  tal  de  obtener  aquella  aprobación.  Y  las 
cofradías  toleradas  por  la  sola  autoridad  de  lo  ordinario,  se  so- 
meterían al  nuevo  examen  de  las  juntas  de  caridad,  para  que 
procurasen  reunirías  á  las  sacramentales  de  parroquias,  desti- 
nando á  socorro  de  los  pobres  el  caudal  ó  fondo  de  las  que  se 
debiesen  suprimir  (leyes  IV  á  VI,  título  II,  id.) 

Respecto  de  cementerios,  una  Real  resolución  de  9  de  Di- 
ciembre de  1786  y  Real  cédula  de  3  de  Abril  de  1787,  que  for- 
man la  ley  I,  título  UI,  id.,  restableció  la  disciplina  de  la  Igle- 
sia referente  á  su  uso  y  construcción.  Los  bandos  de  8  de  Oc- 
tubre de  1760  y  14  de  Mayo  de  1763  (ley  HE,  id.),  determinaron 
la  forma  de  los  ataúdes  de  los  difuntos  y  el  ceremonial  de  su 
entierro.  Otra  resolución  de  11  de  Marzo  de  1771,  extendida  por 
Real  cédula  de  11  de  Abril  de  1778  al  señorío  de  Vizcaya  y  sus 
Encartaciones,  estableció  la  forma  que  debía  guardarse  en  los 
entierros  y  novenarios  en  la  provincia  de  Guipúzcoa  (ley  IV,  id.) 
El  Real  decreto  de  17  de  Agosto  de  1787,  que  forma  la  ley  V, 
declaró  lo  que  debía  pagarse  en  el  obispado  de  Lugo  con  título 
de  luctuosa.  Y  por  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1781,  fijó 
que  á  los  capellanes  del  ejército  y  armada  les  correspondía  como 
párrocos,  por  los  entierros  de  los  militares,  los  derechos  que  de- 
talla la  ley  VI,  id.  Sobre  asilos  se  obtuvo  un  breve  de  la  san- 
tidad de  Clemente  XIV,  que  motivó  la  Real  cédula  de  14  de 
Enero  de  1773,  ordenando  á  los  prelados  y  ordinarios  que,  á  lo 
más  dentro  de  un  año  señalasen  en  cada  lugar,  sujeto  á  su  ju- 
risdicción, una  ó  á  lo  más  dos  iglesias  6  lugares  sagrados,  según 
su  población,  para  inmunidad  y  asilo,  según  la  forma  de  los  sa- 
grados cánones  y  constituciones  apostólicas.  Y  antes,  en  la  or- 
denanza militar  de  13  de  Noviembre  de  1 765,  se  había  declarado 
que  el  soldado  que  tomase  iglesia  fuese  extraído  de  ella  bajo 
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caución,  siendo  castigado  en  la  forma  que  se  determina  (le- 
yes V  y  Vn,  título  IV). 

No  había  sido  muy  exacta  la  observancia  de  lo  pactado  en 
el  art.  8.0  del  concordato  de  1737,  y  fué  necesario  que  por  reso- 
lución de  16  de  Junio  de  1760  y  consiguiente  cédula  del  con- 
sejo de  Hacienda  de  29  del  mismo  mes  y  año  (ley  XV,  título  V, 
Ídem),  se  aprobara  una  nueva  instrucción  para  que  las  comu- 
nidades  eclesiásticas,  iglesias  y  lugares  píos,  como  los  legos, 
contribuyesen  por  todos  los  bienes  que  hubieran  adquirido 
desde  1737.  Otra  Real  resolución  de  10  de  Marzo  de  1763 
(ley  XVU,  id.),  prohibió  admitir  instancias  de  manos  muertas 
para  la  adquisición  de  bienes.  Otras  de  19  de  Agosto  de  1769, 
20  de  Julio  de  1771,  4  de  Abril  de  1772  y  cédula  de  la  cámara 
de  25  de  Julio  de  1775  (ley  XIX,  id.),  aprobaron  la  instrucción 
para  el  conocimiento  de  las  materias  pertenecientes  al  derecho 
de  amortización  en  los  reinos  de  Valencia  y  Mallorca.  Y  otra 
de  25  de  Setiembre  de  1770  y  cédula  del  consejo  de  18  de  Agos- 
to de  1771,  restableció  la  observancia  del  fuero  de  población  en 
la  ciudad  de  Córdoba,  prohibitivo  de  que  sus  vecinos  vendiesen 
ni  dieren  bienes  á  ninguna  orden  (ley  XXI^  id.)  También  sobre 
diezmos  dictó  resolución,  á  consulta  del  consejo  extraordinario 
de  6  de  Julio  de  1767  y  provisión  de  19  del  mismo  mes,  con 
motivo  de  la  ocupación  de  temporalidades  de  los  bienes  y  efec- 
tos que  pertenecieron  á  las  casas  de  los  regulares  de  la  Compa* 
fiía  del  nombre  de  Jesús,  ordenando  que  todos  pagasen  en  ade- 
lante con  integridad  y  sin  disminución  alguna,  los  diezmos  y 
primicias  á  aquéllos  á  quienes  de  derecho  tocase  su  percibo,  no 
obstante  cualquiera  exención,  concordia  ó  privilegio  en  cuya 
virtud  se  hubiesen  eximido  hasta  entonces  por  deber  cesar  de 
todo  punto.  Y  por  otra  resolución  de  23  de  Noviembre  de  1765 
y  cédula  del  consejo  de  21  de  Junio  de  1766,  se  mandó  cesar  el 
juez  ejecutor  de  la  bula  llamada  de  Novales^  concedida  á  Fer- 
nando VI  en  30  de  Julio  de  1749,  y  reponer  todo  lo  ejecutado 
por  el  juez  subdelegado  (leyes  XII  y  XIII,  título  VI,  id.) 

Como  protector  del  santo  concilio  de  Trento,  ordenó  Car- 
los lU,  por  Real  orden  de  20  de  Abril  de  1764,  comunicada  á 
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los  prelados  y  repetida  á  los  cabildos  de  las  iglesias  en  24  de 
Abril  de  1765,  que  cada  prelado  procediese  á  las  visitas  de  su 
santa  iglesia,  y  allanase  los  embarazos  que  pudiesen  ocurrir,  por 
los  medios  lícitos  y  honestos  que  quedaban  insinuados  ó  por 
aquéllos  que  considerasen  más  eficaces  y  oportunos.  Otra  reso- 
lución á  consulta  y  circular  del  consejo  de  26  de  Enero  de  1769, 
repetida  en  otra  de  9  de  Febrero  de  1778,  fijó  el  modo  de  pro- 
ceder los  prelados  á  la  corrección  y  castigo  de  sus  subditos  y 
de  conservar  la  disciplina  eclesiástica.  El  Real  decreto  de  14 
de  Setiembre  de  1766,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  18  del 
mismo  mes  y  año,  encargó  á  los  prelados  cuidasen  del  cumpli- 
miento de  la  ley  prohibitiva  de  que  el  clérigo  ó  religioso  ha- 
blase mal  de  las  personas  Eeales,  Estado  ó  gobierno.  Y  la  Real 
orden  de  23  de  Diciembre  de  1759  y  circular  del  consejo  de  5 
de  Mayo  de  1766,  recomendó  á  los  diocesanos  no  permitiesen 
que  ninguna  persona  eclesiástica  viniese  á  la  corte  sin  causa 
verdadera,  y  que  exigiere  su  residencia  y  no  permitiesen  bene- 
ficios incongruos;  que  se  promoviera  la  erección  de  los  semina- 
rios conciliares  al  cargo  de  clérigos  ancianos  y  doctos,  y  se  to- 
masen las  medidas  convenientes  para  que  no  se  envileciesen 
con  la  demasía  los  ministros  del  altar.  Y  sin  duda,  aleccionado 
el  monarca  por  el  resultado  del  célebre  expediente  del  obispo 
de  Cuenca,  ordenó,  por  Real  resolución  de  16  de  Setiembre  y 
cédula  del  consejo  de  19  de  Noviembre  de  1771,  el  modo  de 
representar  los  prelados  y  de  proceder  en  los  casos  que  les  co- 
rrespondiesen (leyes  V  á  VIII  y  X,  título  VIII,  id.)  En  cuanto 
á  los  clérigos,  la  Real  resolución  á  consulta  del  consejo  de  Ha- 
cienda de  20  de  Julio  de  1763,  que  es  la  ley  XIII,  título  IX, 
ordenó  que  contribuyesen  los  eclesiásticos  particulares  y  manos 
muertas,  lo  mismo  que  los  clérigos,  en  cuanto  fueran  de  contra- 
tos, negociaciones  ó  granjerias;  por  Real  orden  de  15  de  Marzo 
de  1765  (ley  XV),  se  declaró  que  la  contribución  de  milicias  se 
pagase  por  los  clérigos,  comunidades  eclesiásticas  y  manos 
muertas  con  proporción  á  sus  bienes;  y  por  los  reglamentos 
de  14  y  26  de  Diciembre  de  1785,  se  eximió  de  derechos  á  los 
individuos  del  estado  eclesiástico  en  las  ventas  y  consumos  por 
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mayor  de  los  frutos  de  sus  cosechas,  y  abono  de  refacción  en 
las  especies  de  que  por  menor  se  abasteciesen  (leyes  XIII,  XV 
y  XVI,  título  IX,  id.)  Respecto  de  los  clérigos  de  Corona  se  fijó, 
por  Real  orden  de  11  de  Junio  de  1781,  el  deber  de  usar  el  há- 
bito secular  y  la  necesidad  de  fijar  un  .término  para  que  los  or- 
denados de  menores,  que  hubieren  cumplido  la  edad,  pudiesen 
ascender  á  las  mayores.  El  Real  decreto  de  26  de  Junio  de  1771, 
fijó  las  reglas  que  hablan  de  guardar  los  ordenandos  en  el  terri- 
torio de  las  órdenes.  Y  el  art.  31  de  la  Real  ordenanza  de  reem- 
plazo de  3  de  Noviembre  de  1770,  y  el  art.  3.*^,  capítulo  XXXI 
de  la  adicional  de  17  de  Marzo  de  1773,  determinó  los  casos  en 
que  los  clérigos  de  menores  estaban  exentos  del  servicio  mili- 
tar (leyes  XII,  XIH  y  XV,  título  X,  id.) 

A  Carlos  UI  corresponde  la  gloria  de  haber  erigido  en  Es  • 
paña  seminarios  conciliares  para  la  educación  y  enseñanza  del 
clero,  según  la  Real  cédula  de  14  de  Agosto  de  1768,  que  forma 
las  tres  únicas  leyes  del  título  XI  de  la  Recopilación,  en  las  cua- 
les se  ordena  la  fundación  de  seminarios  ó  casas  correccionales 
para  eclesiásticos  en  cada  provincia,  y  de  misiones  en  estos  rei- 
nos para  la  educación  de  los  que  pasaren  á  los  de  Indias  á  ejer- 
cer este  ministerio.  Una  Real  orden  de  19  de  Mayo  de  1780,  co- 
municada en  circular  de  la  cámara  de  13  de  Noviembre  del 
mismo  año,  dispuso  el  secuestro  y  depósito  de  los  frutos  de  be- 
neficios rurales  vacantes  para  reparar  con  su  producto  las  res- 
pectivas iglesias  y  repoblar  los  despoblados  (ley  VI,  título  XIII, 
Ídem). 

Sobre  beneficios  se  declaró,  por  Real  resolución  á  consulta  de 
la  cámara  de  19  de  Junio  de  1771  (ley  VHI,  título  XIV,  id.), 
qué  calidades  debían  tener  para  considerarse  naturales  de  estos 
reinos  los  hijos  de  padre  español  y  madre  extranjera  nacidos 
en  dominios  extraños.  La  precisa  residencia  de  los  provistos 
en  beneficios  eclesiásticos,  se  ordenó  por  Real  orden  de  11  do 
Junio  y  circular  de  la  cámara  de  11  de  Diciembre  de  1781 
(ley  in,  título  XV,  id.)  Otra  de  23  de  Diciembre  de  1759,  reno- 
vada por  otra  de  26  de  Abril  de  1766,  mandó  que  los  eclesiás- 
ticos sin  destino  ni  ocupación  precisa  en  la  corte,  se  retirasen  á 
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BUS  iglesias  y  domicilios.  Otra  de  22  de  Marzo  de  1778,  dispuso 
uo  se  permitiese  la  venida  de  prebendados  á  la  corte,  con  título 
de  diputados  de  sus  cabildos,  sin  Real  licencia.  Y  por  Real  de- 
creto de  24  de  Setiembre  de  1784,  se  previno  que  la  cámara  no 
consultase  para  piezas  eclesiásticas  persona  que  no  se  hallase 
residiendo  su  beneficio  ó  ministerio  (leyes  IV,  VI  y  Vn,  id.)  La 
supresión  y  reunión  de  beneficios  incongruos  motivó  la  Real 
orden  de  9  de  Marzo  de  1777,  ordenando  la  formación  de  pla- 
nes generales;  el  Real  decreto  de  26  de  Junio  y  cédula  de  la 
cámara  de  3  de  Octubre  de  1771,  reduciendo  el  número  de  clé- 
rigos y  ordenando  la  unión  y  supresión  de  beneficios  en  el  te- 
rritorio de  la  orden  de  San  Juan.  Para  realizar  esto  mismo  en 
el  territorio  de  las  órdenes,  se  dio  un  decreto  en  26  de  Junio 
de  1771,  aclarado  por  otro  de  7  de  Noviembre  de  1783.  La  cá- 
mara debía  conocer  de  estas  materias,  según  resolución  á  con- 
sulta de  9  de  Octubre  de  1769.  No  debieron  guardarse  mucho 
estas  disposiciones,  porque  fué  preciso  renovarlas  por  Real  or- 
den de  11  de  Junio  y  circular  de  11  de  Diciembre  de  1781.  Y 
aun  por  Real  resolución  y  circular  de  la  cámara  de  4  de  Julio 
de  1785,  se  ordenó  á  los  prelados  que  anunciasen  las  vacantes 
de  beneficios  y  dieran  conocimiento  de  los  expedientes  sobre 
reunión  y  supresión. 

El  Real  patronato,  motivo  de  tantas  cuestiones  con  la  corte 
romana,  fué  objeto  de  la  resolución  de  la  cámara  de  19  de 
Agosto  de  1761,  estableciendo  la  facultad  en  la  Real  persona 
para  jubilar  los  capellanes  de  las  capillas  de  su  patronato;  y  por 
otra  á  consulta  de  la  cámara  de  17  de  Diciembre  de  1772,  de- 
claró que  correspondía  al  mismo  patronato  la  obra  pía  de  los 
santos  lugares  de  Jerusalén,  y  fijó  reglas  para  la  distribución  de 
sus  caudales.  Una  resolución  de  20  de  Enero  de  1763,  declaró 
que  pertenecían  á  la  Real  provisión  los  beneficios  camarales  del 
obispado  de  León  en  las  vacantes  de  meses  apostólicos  y  casos 
de  las  reservas.  Otras  dos  de  9  de  Octubre  de  1765  y  12  de  Agos- 
to de  1771,  declaró  asimismo,  que  las  vacantes  que  se  causaren 
por  resignas  puras  y  simples  hechas  ante  los  ordinarios  en  los 
ocho  meses  reservados,  tocaban  á  la  Real  presentación.  Otra  de 
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28  de  Enero  y  circular  de  la  cámara  de  27  de  Marzo  de  1778, 
estableció  que  continuase  la  práctica  que  seguía  la  Santa  Sede, 
antes  del  último  concordato,  de  proveer  los  beneficios  cuyas  va- 
cantes se  causaban,  estándolo  las  mitras  en  meses  ordinarios, 
como  asimismo  los  que  dejaban  sin  proveer  los  prelados  al 
tiempo  de  su  muerte  ó  traslación  á  otros  obispados.  En  otra  de 
7  de  Marzo  y  circular  de  la  cámara  de  1.^  de  Mayo  de  1785,  se 
resolvió  que  los  cabildos  no  publicasen  las  vacantes  de  mitras 
sin  licencia  de  la  cámara.  En  conformidad  del  concordato  de 
1753  se  declaró,  por  punto  general,  según  Real  resolución  y  cé- 
dula de  la  cámara  de  19  de  Marzo  de  1782,  que  correspondía 
al  Rey  la  provisión  de  todas  las  piezas  eclesiásticas  que  vaca- 
ren  en  cualquier  tiempo,  mes  y  forma,  por  muerte  natural  ó 
civil  de  sus  poseedores,  acaecida  en  Roma  ó  en  la  curia  roma- 
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na,  sin  diferencia  de  que  fuesen  ó  no  curíales  los  poseedores. 
Por  Real  decreto  de  24  de  Setiembre  de  1784,  se  aprobó  la  ins- 
trucción y  método  que  debía  observar  la  cámara  en  las  consul- 
tas de  prelacias,  dignidades,  prebendas  y  demás  piezas  eclesiás- 
ticas. Una  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  1786,  estableció  la 
manera  de  remitir  á  S^  M.  las  noticias  de  los  sujetos  dignos  de 
sor  atendidos  en  las  provisiones  eclesiásticas.  Otra  de  16  de  Oc- 
tubre del  mismo  aflo,  dispuso  que  los  curas  de  último  ascenso 
se  consultasen  para  dignidades  y  prebendas  aunque  no  fuesen 
del  obispado.  Y  por  Real  cédula  de  29  de  Enero  del  mismo  afio, 
se  estableció,  de  acuerdo  con  Su  Santidad,  el  método  de  hacer 
las  pruebas  de  estatuto  á  los  provistos  en  las  dignidades  y  pre- 
bendas de  las  iglesias  de  estos  reinos  (ley es  VI  á  IX,  XI  á  XIV  y 
XVín,  título  XVIII,  id.)  En  cuanto  á  las  prebendas  de  oficio  se 
dispuso,  por  Real  decreto  de  30  do  Noviembre  de  1770,  que  en  las 
ternas  para  la  provisión  se  expresasen  los  votos  que  tuviese  cada 
opositor,  sus  títulos  y  censuras;  y  por  resolución  de  17  de  Ju- 
lio y  circular  de  la  cámara  de  31  de  Agosto  de  1780,  se  ordenó, 
que  la  provisión  de  las  prebendas  de  oficio  se  hiciese  con  arre- 
glo  al  derecho  común  y  estatutos  de  las  iglesias  (leyes  UI  y  IV, 
título  XIX,  id.)  Respecto  de  la  provisión  de  beneficios  curados, 
una  Real  orden  y  circular  de  la  cámara  de  16  de  Abril  de  1768, 

Tomo  iV  3 


34  DEL   PODER   CIVIL   EN   ESPAÑA 

estableció  el  modo  de  remitir  los  ordinarios  las  ternas  para  la 
provisión  de  curatos,  una  Real  resolución  de  19  de  Agosto  de 
1 778  marcó  el  método  que  se  había  de  observar  en  la  pro- 
visión de  curatos  de  patronato  eclesiástico  del  obispado  de  Ovie- 
do. Y  por  Real  decreto  de  24  de  Setiembre  de  1784,  se  encargó 
á  los  prelados  procurasen  en  los  concursos  y  promociones  á  cu- 
ratos, establecer  el  método  que  se  observaba  en  el  arzobispado 
de  Toledo  (leyes  V  á  VH,  título  XX,  id.) 

En  materia  de  dispensas,  ordenó  Carlos  £11,  por  Real  cédula 
de  30  de  Mayo  de  1771,  que  no  se  proveyese  beneficio  alguno 
en  sujeto  que  necesitase  dispensa  de  impedimento  canónico 
para  su  obtención.  Una  resolución  á  consulta  de  la  cámara  de 
8  de  Julio  de  1772^  prohibió  á  ésta  dar  permisos  para  impetrar 
en  Roma  dispensas  de  edad  para  obtener  beneficios  simples;  y 
en  otra  de  19  de  Noviembre  de  1786  y  circular  de  9  de  Enero 
de  1787,  declaró  el  Rey,  que  no  daría  permiso  para  impetrar 
dispensas  de  edad,  ni  se  proveerían  beneficios  en  sujetos  que 
las  necesitasen.  Estas  dispensas  debían  correr  bajo  la  inspec- 
ción de  la  cámara,  según  Real  orden  de  21  de  Mayo  y  circu- 
lar de  la  cámara  de  21  de  Junio  de  1781',.  y  en  la  instrucción 
de  corregidores,  inserta  en  Real  cédula  de  15  de  Mayo  de  1788, 
se  encargó  á  estos  funcionarios,  que  bajo  ningún  pretexto  ad- 
mitiesen, ejecutasen  ni  consintiesen  ejecutar  bula  de  pensión, 
resigna,  permuta    y  dispensas  en  la  materia  beneficial  (le- 
yes II  á  VI,  título  XXII,  id.)  La  cámara  no  podía  dar,  sin  Real 
permiso,  pase  á  los  breves  de  pensiones  en  las  piezas  eclesiásti- 
cas reservadas  á  la  Santa  Sede,  según  Real  resolución  de  7  de 
Abril  de  1778;  y  por  Reales  órdenes  de  26  de  Setiembre  de  1788, 
se  determinaron  las  condiciones  que  había  de  aceptar  previamen- 
te el  propuesto  para  el  obispado  de  Osma  (leyes  VII  y  XI,  títu- 
lo XXin,  id.)  Un  Iteal  decreto  de  25  de  Octubre  de  1775,  fijó 
los  términos  en  que  debía  exigirse  en  los  reinos  de  Indias,  como 
en  España,  la  media  anata  eclesiástica  (ley  VI,  título  XXIV,  id.) 
Con  arreglo  á  un  breve  de  Pío  VI  de  14  de  Mayo  de  1780,  se 
acordó,  por  Real  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1783,  el  nom- 
bramiento de  colector  general  para  la  administración  del  pro- 
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ducio  de  la  tercera  parte  de  frutos  eclesiásticos  concedida  por 
dicho  breve  al  monarca  espafíol  (ley  I,  título  XXV,  id.) 

Las  órdenes  regulares  fueron  objeto  de  diferentes  disposicio- 
nes, entre  ellas  la  pragmática  sanción  de  2  de  Abril  de  1767,  ex- 
trañando á  los  individuos  de  la  Compañía  de  Jesús  de  todos 
los  dominios  de  España  é  Indias  y  ocupando  sus  temporalida- 
des (ley  III,  título  XXVI,  id.)  El  Real  decreto  de  2  de  Setiem- 
bre de  1773  y  cédula  del  consejo  de  16  del  mismo  mes,  mandó 
observar  el  breve  de  Su  Santidad  de  21  de  Junio  de  dicho  año, 
por  el  cual  se  extinguió  la  orden  de  regulares  de  la  Compañía 
de  Jesús.  Y  por  resolución  de  21  de  Julio  de  1775,  se  dispuso 
que  el  consejo  no  permitiese  desmembraciones  ni  erecciones  de 
provincias  sin  que  precediese  Real  licencia  (leyes  U  á  IV,  títu- 
lo XXVI).  Respecto  de  los  religiosos  se  mandó,  por  Real  cédu- 
la de  25  de  Noviembre  de  1764,  que  no  se  permitiese  á  los  ecle- 
siásticos seculares  y  regulares  mezclarse  en  pleitos  y  negocios 
ajenos  temporales.  Una  Real  orden  de  31  de  Mayo  y  circular 
del  consejo  de  14  de  Diciembre  de  1762,  reiteró  la  prohibición 
de  vivir  los  regulares  fuera  de  clausura  con  pretexto  alguno. 
Otra  resolución  de  22  de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  11  de 
Setiembre  de  1764,  prohibió  á  los  mismos  residir  en  los  pueblos, 
con  casa  poblada,  para  administrar  sus  haciendas  y  labores. 
Una  Real  cédula  de  4  de  Agosto  de  1767  y  otra  del  consejo 
de  22  de  Octubre  de  1772,  ordenaron  el  cumplimiento  de  las 
anteriores  disposiciones.  Otra  á  consulta  de  25  de  Setiembre 
de  1786  y  cédula  del  consejo  de  11  de  Febrero  de  1787,  deter- 
minaron el  modo  de  administrar  los  religiosos  sus  bienes  y  de  sa- 
lir á  negocios  y  encargos  de  obediencias.  Y  por  Real  cédula  de  23 
de  Mayo  de  1784,  se  facultó  á  los  regulares  que  fuesen  capella- 
nes de  ejército  para  disponer  libremente  de  la  adquirida  con 
motivo  de  su  empleo  (leyes  II  á  IX,  título  XXVII,  id.)  Respec- 
to de  los  qüestores  de  las  órdenes ,  Carlos  UI  renovó  las  pres- 
cripciones de  su  hermano  Femando  VI,  limitando  las  licencias 
del  consejo  para  pedir  limosna  al  territorio  de  los  santuarios. 
Una  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  1771,  dispuso  se  reco- 
gieran las  licencias  dadas  contra  el  tenor  de  la  anterior  disposi- 
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cióu.  El  consejo,  por  cédula  de  20  de  Febrero  de  1783,  reiteró 
la  observancia  de  lo  dispuesto  y  estableció  el  castigo  de  los 
contraventores.  Una  resolución  á  consulta  del  consejo  pleno 
de  25  de  Setiembre  de  1786  y  cédula  de  11  de  Febrero  de  1787, 
fijó  las  reglas  que  debían  guardar  los  regulares  mendicantes 
para  hacer  las  qüestaciones.  Y  la  cédula  del  consejo  de  24  de 
Noviembre  de  1778,  prohibió  á  eclesiásticos  seculares  ó  regula- 
res extranjeros  el  qüestar  en  estos  reinos  (leyes  Vil  á  XI,  títu- 
lo XXVIII,  id.)  Y  un  Real  decreto  y  cédula  del  consejo  de  24 
de  Noviembre  de  1778,  encomendó  á  los  tribunales  el  examen 
de  los  papeles,  estado  y  naturaleza  de  los  peregrinos  (ley  VIII, 
título  XXX,  id.) 

La  tendencia  que  resalta  de  las  disposiciones  referentes  al 
clero  español,  se  acentuó  completamente  al  determinar  los  lí- 
mites de  la  jurisdicción  eclesiástica.  Un  Real  decreto  de  16  de 
Julio  y  circular  de  la  cámara  de  12  de  Agosto  de  1784,  que  cons- 
tituye la  ley  XIV,  tít.  I,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
establecía  las  calidades  que  habían  de  tener  los  provisores,  y  or- 
denaba que  debían  ser  nombrados  por  los  prelados  eclesiásti- 
cos, pero  que  debía  examinar  sus  condiciones  la  cámara  de  Cas- 
tilla y  recaer  la  Real  aprobación.  Otra  circular  de  28  de  No- 
viembre de  1763,  había  determinado  las  reglas  á  que  debían 
sujetarse  los  visitadores  y  jueces  eclesiásticos  en  el  cumplimien- 
to de  obligaciones  sobre  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  á  fa- 
vor de  causas  pías  (ley  XVI,  id.)  Otra  circular  de  7  de  Julio 
de  1769,  fijaba  los  requisitos  que  habían  de  preceder  para  que 
los  jueces  eclesiásticos  admitiesen  las  apelaciones  de  sus  sen- 
tencias y  autos  para  la  Santa  Sede  (ley  XVII,  id.)  Otra  resolu  - 
ción  á  consulta  de  15  de  Octubre  de  1787  y  cédula  del  consejo 
de  Hacienda  de  8  de  Febrero  de  1788,  ordenó  el  modo  de  pro- 
ceder los  jueces  eclesiásticos  y  Reales  en  causas  de  contrabando 
contra  personas  eclesiásticas  (ley  XVIII,  id.)  Y  por  otra  resolu- 
ción de  12  de  Diciembre  de  1786  y  cédula  del  consejo  de  In- 
dias de  20  de  Marzo  de  1787,  al  ratificar  que  los  jueces  eclesiás- 
ticos debían  entender  en  las  causas  de  divorcio,  se  exceptuaban 
las  temporales  y  profanas  sobre  aumentos,  lüis-espensas^  ó  res- 
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titación  de  dotes,  como  propias  y  privatiyas  de  los  magistrados 
seculares,  á  quienes  incumbía  la  formación  de  sus  respectivos 
procesos  (ley  XX,  id.)  Tratando  de  los  recursos  de  fuerza,  se  re- 
solvió  á  consulta  del  consejo  en  24  de  Febrero  (ley  XXIV,  tí- 
tulo II,  id.),  que  los  jueces  eclesiásticos  en  causas  contra  segla- 
res procedieran  como  se  les  prevenía;  y  por  otra  de  2  de  Se- 
tiembre de  1768,  al  remediar  una  fuerza  cometida  por  el  pro- 
visor de  Guadiz,  estableció  en  qué  casos  la  constituían  las 
censuras  y  otros  procedimientos  contra  un  regente  de  la  juris- 
dicción Real  (ley  XXV,  id.) 

Por  demás  celoso  Carlos  III  en  todo  lo  referente  al  Real  pa« 
tronato,  cuando  la  curia  romana  expidió  un  breve  de  30  de 
Enero  de  1768  coutra  el  duque  de  Parma,  se  dictó  provisión 
en  16  de  Marzo  de  1768,  mandando  recoger  los  ejemplares  de 
dicho  breve  y  cualesquiera  despachos  de  la  curia  romana  ofen- 
sivos á  la  regalía  de  S.  M.  Una  de  ellas,  según  la  pragmática 
sanción  de  18  de  Enero  de  1762,  era  el  sujetar  al  pase  regio  á 
todos  los  despachos  de  la  corte  de  Roma,  la  cual  fué  suspendi- 
da por  Real  decreto  de  5  de  Julio  de  1763;  pero  celebrado  con- 
sejo extraordinario  con  asistencia  de  los  cinco  prelados  que  en 
él  tenían  asiento,  se  reprodujo  el  requisito  del  pase  previo  para 
la  ejecución  de  todas  las  bulas,  breves,  rescriptos  y  despachos 
de  la  curia  romana  que  contuvieran  ley,  regla  ú  observancia 
general  para  su  reconocimiento.  El  requisito  se  extendía  tam- 
bién á  toda  disposición,  aunque  fuese  de  particulares  opuestos 
á  los  privilegios  ó  regalías  de  la  Corona,  patronato  de  legos  y 
demás  puntos  establecidos,  á  los  rescriptos  de  jurisdicción  con- 
tenciosa, á  los  que  alterasen,  mudasen  ó  dispensasen  los  insti- 
tutos y  constituciones  de  los  regulares,  exenciones  de  la  juris- 
dicción ordinaria  eclesiástica,  los  de  indulgencias,  dispensas 
matrimoniales  y  otras  de  semejante  naturaleza,  todas  las  dadas 
en  sede  vacante,  y  sólo  se  exceptuaban  los  breves  de  penitencia- 
ría como  dirigidos  al  fuero  interno.  Ya  por  resolución  á  con  - 
sulta  del  consejo  de  28  de  Abril  de  1762,  se  había  aprobado  la 
instrucción  y  arancel  que  había  de  observarse  para  la  presen- 
tación y  pase  de  las  bulas  y  breves  en  el  consejo;  mas  por  Real 
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cédula  de  16  de  Junio  de  1768,  se  declaró  que  ningún  breve  6 
despacho  de  la  corte  de  Roma  tocante  á  la  Inquisición,  aunque 
fuese  de  prohibición  de  hbros,  se  pusiese  en  ejecución  sin  noti- 
cia del  Rey  y  sin  haber  obtenido  el  pase  del  consejo  como  re- 
quisito preliminar  ó  indispensable.  Otra  resolución  comunicada 
en  circular  del  consejo  de  11  de  Setiembre  de  1768,  proliibió 
acudir  á  Roma  derechamente  en  solicitud  de  dispensas,  indultos 
y  otras  gracias.  Y  en  la  instrucción  de  corregidores,  inserta  en 
Real  cédula  de  15  de  Mayo  de  1778,  se  previno  á  éstos  no  con- 
sintiesen el  uso  de  bula  alguna,  breve  ni  despacho  de  la  curia 
romana  sin  preceder  su  presentación  y  pase  en  el  consejo,  ni 
permitiesen  la  publicación  de  la  bula  in  Ccena  Domini  (leyes  VIII 
á  XIV,  título  III,  id.) 

Objeto  de  discusión  habían  sido  las  facultades  del  Nuncio 
apostólico  que  fueron  resueltas  por  breve  del  papa  Clemen- 
te Xni  en  18  de  Diciembre  de  1766,  pero  al  disponer  su  cum- 
plimiento, según  consulta  del  consejo  pleno  de  18  de  Agosto 
de  1767,  se  declaró,  que  debía  entenderse  sin  perjuicio  de  las 
concordias  celebradas  con  el  nuncio  D.  César  Facheneti  y  de 
los  concordatos  de  1737  y  1753,  y  con  calidad  de  que  no  des- 
pachase dimisorias  ni  hiciese  órdenes  en  la  corte  en  perjuicio 
de  los  ordinarios  diocesanos.  Otras  dos  resoluciones  de  7  de 
Agosto  y  26  de  Noviembre  de  1767,  repetida  en  otra  de  9  de 
Febrero  de  1778,  concretaron  las  facultades  del  nuncio  de  Su 
Santidad  y  la  de  los  jueces  de  apelación.  El  monarca  español 
mostró  gran  interés  en  el  establecimiento  del  tribunal  de  la  Rota 
en  lugar  del  auditor  del  Nuncio,  y  así  lo  ordenó  por  Real  de- 
creto de  26  de  Octubre  de  1773,  en  virtud  de  breve  de  Su  San- 
tidad de  26  de  Marzo  de  1771.  Desde  entonces  data  en  Espafia 
el  tribunal  de  la  Rota  de  la  Nunciatura,  realizado  á  instancias 
hechas  por  el  reino  y  varias  consultas  del  consejo;  y  por  Real 
decreto  de  17  de  Agosto  y  cédula  de  la  cámara  de  5  de  Setiem- 
bre de  1779,  se  acordó  se  proveyesen  seis  plazas  en  dicho  tri- 
bunal, distribuidas  en  las  varias  provincias  españolas,  y  prefi- 
riendo algunos  de  los  capellanes  de  honor  si  los  hubiera  de  esta 
clase.  Posteriormente,  por  otra  resolución  de  2  de   Octubre 
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de  1787,  comunicada  en  orden  de  13  del  mismo,  se  resolvió 
que  el  tribunal  de  la  Rota  conociese  de  las  apelaciones  y  re- 
cursos de  la  vicaría  general  del  ejército  (leyes  1, 11  y  IV,  ti- 
tulo IV,  id.)  Esta  dignidad,  que  resume  las  facultades  del  ca- 
pellán mayor  y  vicario  general  de  los  Reales  ejércitos,  fué  res- 
tablecida por  Real  decreto  de  11  de  Mayo  de  1762,  que  forma 
la  ley  I,  título  VI,  id.,  en  favor  del  patriarca  de  las  Indias,  con 
la  jurisdicción  eclesiástica  militar.  Un  edicto  de  3  de  Febrero 
de  1771,  que  forma  la  nota  XII  al  título  citado,  declaró  quié- 
nes estaban  coiuprendidos  en  la  jurisdicción  castrense;  y  por 
Real  orden  de  12  de  Diciembre  de  1787,  se  determinaron  los  in- 
dividuos de  marina  que  estaban  sujetos  á  la  mencionada  juris- 
dicción (ley  III,  id.) 

Creada  la  Real  junta  apostólica  por  Real  cédula  de  3  de 
Junio  de  1785  con  cuatro  individuos  del  consejo  de  Castilla, 
uno  del  de  Órdenes  y  el  fiscal  y  secretario  de  éste,  se  determinó, 
por  Reales  órdenes  de  27  de  Enero  y  9  de  Diciembre  de  1785, 
la  dotación  de  dichos  ministros  y  los  días  y  horas  que  habían 
de  emplear  en  el  despacho  de  los  negocios.  Correspondía  al 
Erario  público  el  producto  de  cruzada,  subsidio  y  excusado;  y 
aunque  sobre  la  primera  ninguna  disposición  dio  Carlos  III, 
respecto  de  la  segunda  publicó  la  ley  XIII,  tít.  XI,  lib.  II  de 
la  Novísima  Recopilación,  mandando  la  observancia  de  los 
capítulos  insertos  de  la  concordia  con  las  iglesias  de  Castilla  y 
León,  otorgada  en  27  de  Julio  de  1757  sobre  exacción  del  sub« 
sidio;  y  desde  la  ley  I  á  la  XI,  título  XII,  organizó  el  tribunal 
apostólico  y  Real  de  la  gracia  del  excusado,  estableciendo  su 
dirección  y  administración  por  cuenta  de  la  Real  hacienda.  Por 
resolución  de  17  de  Diciembre  de  1770  y  cédula  de  la  cámara 
de  17  de  Febrero  de  1771,  aprobó  el  reglamento  que  debía  ob- 
servar la  colecturía  general  de  expolios  y  vacantes,  establecien- 
do un  fondo  para  costear  la  expedición  de  bulas  de  los  arzobis- 
pos y  obispos,  reserva  de  alhajas  para  el  uso  de  los  prelados  y 
de  Hbros  para  bibliotecas  públicas.  En  8  de  Noviembre  de  1784 
y  cédula  de  la  cámara  de  1.*^  de  Marzo  de  1785,  se  resolvieron 
algunas  dudas  que  ofrecieron  el  cumplimiento  de  la  disposición 
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anterior.  Y  por  otra  de  15  de  Mayo  de  1784,  se  resolvió  que  no 
se  exigiese,  ni  entonces  ni  en  ningún  tiempo,  alhaja  alguna  de 
los  expolios  de  los  prelados  (leyes  V  á  VII,  título  XIII,  id.)  Una 
pragmática-sanción  de  18  de  Enero  de  1770,  creó  notarios  de 
asiento  ó  número  en  los  tribunales  eclesiásticos  y  ordinarios, 
estableciendo  sus  condiciones.  Y  las  resoluciones  de  13  de  Mayo 
y  cédula  del  consejo  de  23  de  Junio  de  1768,  y  6  de  Mayo  y 
provisión  del  consejo  de  26  de  Junio  de  1780  (leyes  IV  y  V,  tí- 
tulo XV,  id.),  resolvieron  que  el  arancel  Real  se  guardase  en 
todos  los  tribunales  eclesiásticos  de  las  coronas  de  Castilla  y 
Aragón. 

Las  disposiciones  adoptadas  por  Carlos  III,  respecto  del  clero 
español,  más  numerosas  que  en  otro  reinado  alguno,  prueban 
que  se  siguieron  en  este  punto  las  inspiraciones  del  conde  de 
Campomanes  y  del  de  Floridablanca,  con  la  tendencia  mani- 
fiesta de  defender  los  derechos  del  patronato  Beal,  objeto  de  di- 
versas concordias  con  la  Santa  Sede  y  limitar  la  jurisdicción  de 
ésta  á  lo  puramente  espiritual.  Varias  é  importantes  habían  sido 
las  controversias  suscitadas  sobre  las  regalías  de  la  Corona;  pero 
después  del  concordato  de  1753,  ningún  triunfo  se  alcanzó  más 
completo  que  la  aprobación  de  la  expulsión  de  los  individuos 
de  la  Compañía  de  Jesús  en  21  de  Julio  de  1773  y  el  reconoci- 
miento de  todos  los  actos  del  gobierno  español,  que  señalaron 
la  época  de  desgracia  para  el  poder  temporal  de  la  Santa  Sede. 

SECCIÓN  III. 

EL    ESTADO    LLANO. 

Un  gobierno  que  no  estimaba  por  nobleza  sino  los  méritos 
propios  y  los  servicios  prestados  al  Rey  y  á  la  causa  pública, 
tenía  abierto  el  camino  del  poder  si  de  él  se  hacía  digno  por  su 
trabajo  y  por  su  talento;  pero  aunque  la  observancia  de  tales 
principios  influyese  en  la  formación  de  la  opinión  pública,  no 
se  registra  en  la  época  de  Garios  III,  mayor  respeto  que  en  los 
reinados  anteriores,  á  la  representación  legal  del  reino  (1383). 
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Sin  embargo,  por  decreto  del  consejo  de  I.**  de  Abril  de  1767, 
se  ordenó  que  ninguna  ley,  r^la  ó  providencia  general  nueva 
se  debía  creer  ni  usar,  no  estando  intimada  ó  publicada  por 
pragmática,  cédula,  provisión,  orden,  edicto,  pregón  ó  bandos 
de  las  justicias  ó  magistrados  públicos;  y  al  que  lo  contrario 
hiciese,  se  le  declaraba  reo  de  Estado,  conspirador  contra  la 
opinión  pública  y  que  contra  él  valían  las  pruebas  privilegia* 
das  (ley  XU,  tít.  H,  líb.  III,  id.)  Una  Beal  oi^en  de  4  de  Mar* 
zo  de  1788  (ley  XII,  título  IV,  id.)/  dispuso  que  en  los  casos  de 
no  darse  pronto  cumplimiento  á  las  órdenes  y  decretos  Reales, 
se  diese  cuenta  á  S.  M.  Y  aunque  por  Reales  decretos  de  2  de 
Febrero  de  1767  y  3  de  Octubre  de  1770  (leyes  XIV  y  XV,  tí- 
tulo Vin,  id.),  se  dictaron  dos  disposiciones  con  relación  ¿  los 
procuradores  á  Cortes,  sólo  fué  para  crear  una  plaza  en  la  sala 
de  millones  para  las  ciudades  con  voto  en  Cortes  de  Catalufia  y 
Mallorca,  que  se  esmeraban  cada  día  en  hacerse  más  dignos  de 
las  Reales  piedades,  y  para  conservar  á  los  reinos  y  á  la  dipu- 
tación de  ellos,  que  antes  asistía  á  la  sala  de  millones,  que  pu- 
dieran asistir  al  consejo  en  sala  de  única  contribución,  estable- 
cida por  Real  decreto  de  4  de  Julio  del  mismo  afio.  Una  circu- 
lar del  consejo  á  los  intendentes  de  15  de  Enero  de  1774,  pre- 
vino que  á  los  diputados  del  reino  residentes  en  la  corte,  se  les 
tuviese  presentes  y  contribuyese  con  todos  los  emolumentos  y 
regalías  que  les  correspondían,  como  regidores  de  sus  respecti- 
vas ciudades.  Y  por  Real  resolución  de  9  de  Setiembre  de  1777, 
se  concedió  á  los  reinos  la  honra  de  asistir  como  testigos,  por 
medio  de  sus  diputados,  á  los  partos  de  personas  Reales.  El  po« 
der  Real  continuaba  siendo  omnipotente  y  absoluto,  y  los  be- 
neficios que  alcanzaban  algunos  pueblos,  eran  debidos  á  la  Real 
piedad,  como  se  consignó  en  el  Real  decreto  de  2  de  Febrero 
de  1767. 

Sin  embargo,  en  el  reinado  de  Carlos  III,  bien  fuese  por  la 
influencia  que  las  ideas  modernas  ejercían  en  el  ánimo  de  sus 
consejeros,  bien  por  la  necesidad  de  acallar  las  quejas  del  país, 
elocuentemente  manifestadas  en  el  motín  de  Madrid,  registra  la 
historia  un  acontecimiento  de  gran  transcendencia  política.  El 
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conde  de  Aranda,  por  consecuencia  de  aquellos  sediciosos  su- 
cesos, fué  nombrado  el  11  de  Abril  de  1766  gobernador  del 
consejo  de  Castilla,  que  asumía  todos  los  ramos  que  hoy  perte- 
necen á  los  ministerios  de  Gracia  y  Justicia,  Gobernación,  Pló- 
mente é  Instrucción  pública,  y  supo  acreditar  la  energía  del 
soldado  y  la  prudencia  del  consejero.  Tomando  parte  en  las 
diversiones  públicas  consiguió  inspirar  confianza  al  pueblo,  y  sus 
primeras  disposiciones  se  dirigieron  á  limpiar  la  corte  de  gente 
de  mal  vivir,  dividiéndole  en  ocho  cuarteles  que  subdividió  en 
barrios,  gobernados  por  alcaldes  que  debían  nombrar  los  mis- 
mos vecinos^  y  que  eran  los  encargados  de  mantener  el  orden 
y  la  tranquilidad  pública.  Después,  el  consejo  formuló  tres  opi- 
niones diversas  respecto  de  las  medidas  que  convenía  adoptar 
para  restablecer  la  regularidad  en  todo  el  reino,  y  el  Rey  resol- 
vió, que  el  indulto  por  rebeldía  sa  limitara  á  Madrid  y  declaró 
que  los  magistrados  no  estaban  obligados  á  cumplir  las  conce- 
siones de  rebaja,  como  impuestas  por  la  fuerza  y  hechas  sin  li- 
bre deliberación.  Fijáronse  reglas  para  la  buena  administración 
de  los  abastos  y  posible  alivio  de  los  pueblos.  Y  por  auto  acor- 
dado de  3  de  Mayo  de  1766,  que  puede  consultarse  en  el  tomo  I 
de  la  colección  de  cédulas  Reales  (1384)  de  1726  á  1777,  que 
conserva  la  Real  Academia  de  la  Historia,  modificó  el  régimen 
municipal,  pues  introdujo  el  elemento  popular,  ya  extinguido, 
en  las  corporaciones  populares.  Los  pueblos  que  llegaran  á  dos 
mil  vecinos,  intervendrían  con  la  justicia  y  regidores  cuatro 
diputados,  que  nombraría  anualmente  el  común  por  parro- 
quias 6  barrios,  con  facultades  para  promover  juntas  en  que  se 
tratara  de  abastos,  y  con  prohibición  de  que  las  municipalida- 
des deliberaran  sobre  este  asunto  sin  asistencia  de  ellos.  Dos 
habían  de  ser  los  dipuiados  dd  común  en  los  pueblos  de  dos  mil 
vecinos  abajo,  y  en  aquéllos  donde  el  oficio  de  procurador  sín- 
dico fuera  enajenado,  ó  soliera  perpetuarse  en  familias,  ó  reca- 
yera por  costumbre  en  alguno  de  los  regidores,  se  debería  elegir 
un  procurador  síndico  personero  dd  público,  que  tendría  asiento 
á  inmediación  del  procurador  síndico  perpetuo  y  voz  para  pedir 
y  proponer  cuanto  refluyera  en  común  ventaja.  Otro  auto  acor- 
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dado  de  5  de  Mayo  aprobó  la  instrucción  que  se  debía  observar 
en  la  elección  de  diputados  y  personero  del  común,  y  en  ella 
se  declaraba  ¿  todos  los  seculares  y  contribuyentes  el  derecho 
de  elegir  veinticuatro  comisarios  en  los  pueblos  donde  no  hu- 
biera más  que  una  parroquia  y  doce  en  los  otros  por  cada  una 
de  ellas;  cuyos  comisarios  elegirían  después  los  diputados  y  el 
personero^  tomando  posesión  de  sus  oficios  al  día  siguiente  los 
que  obtuvieran  pluralidad  de  votos,  y  jurando  ejercerlos  bien 
y  legalmente  con  celo  patriótico  del  bien  común  y  sin  acepción 
de  personas.  De  la  elección  se  excluía  á  los  regidores  y  sus  pa- 
rientes hasta  el  cuarto  grado,  como  garantía  de  independencia 
para  el  desempeño  de  estos  cargos;  prohibición  que,  por  Real 
orden  de  14  de  Febrero  de  1768,  se  extendió  á  los  empleados 
en  la  Hacienda  y  rentas  Reales.  Y  como  la  elección  para  estos 
oficios  dependía  exclusivamente  del  concepto  público,  el  capí- 
tulo IX  de  la  instrucción  de  26  de  Junio  de  1766  establecía 
que  podía  recaer  promiscuamente  en  nobles  y  plebeyos.  Esta 
transcendental  reforma  reconocía  el  principio  de  la  intervención 
popular  en  los  municipios  como  elemento  de  vida  en  la  orga- 
nización y  gobierno  de  los  pueblos,  lo  cual  acrecentaba  la  in- 
fluencia del  estado  llano,  tanto  como  la  perdían  las  demás  cla- 
ses privilegiadas;  y  es  sensible  que  la  revolución  que  se  desarro- 
lió  en  Francia  en  el  reinado  siguiente,  hiciera  retroceder  á  los 
monarcas  españoles  en  el  camino  de  la  regeneración  política 
que  había  iniciado  Carlos  ni.  Las  Cortes  del  reino  sólo  se  reu- 
nieron una  sola  vez  en  Madrid,  para  jurar  al  príncipe  D.  Carlos 
Antonio. 
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CAPITULO  III. 

LAS  CORTES. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

OORTBS   DB   MADRID   DE    1760. 

La  ley  hecha  en  las  Cortes  de  1712  cambiando  el  orden  de 
suceder  á  la  Corona  de  España,  inspiraba  alguna  inquietud  al 
Rey  Carlos  III;  y  deseando  ver  asegurada  por  el  voto  de  las 
Cortes  aquella  sucesión  en  sus  hijos,  tan  luego  como  hubo  des- 
embarcado en  Barcelona,  convocó  al  reino  con  el  fin  de  jurar  al 
nuevo  monarca  y  al  príncipe  de  Asturias  D.  Carlos  Antonio. 
Hizo  su  entrada  pública  en  la  corte  el  13  de  Julio  de  1760,  y  á 
los  pocos  días  se  congregaron  en  el  monasterio  de  San  Jerónimo 
de  Madrid  los  procuradores  de  treinta  y  seis  ciudades  y  villas, 
reunidos  ya  los  de  Aragón,  Cataluña  y  Valencia  con  los  de  Cas- 
tilla, como  diputados  de  un  mismo  y  solo  reino.  En  la  sesión 
preparatoria,  que  se  celebró  en  casa  del  gobernador  del  consejo, 
se  suscitaron  varias  cuestiones  sobre  preferencia;  y  habiéndose 
propuesto,  mediante  hallarse  reunido  el  reino  en  Cortes,  cesase 
la  diputación  y  comisarios  llamados  de  millones,  sorteando 
otros  nuevos  entre  los  procuradores  presentes,  se  insacularon 
los  nombres  en  dos  grandes  cajas  de  plata,  una  para  las  ciuda- 
des de  Castilla  y  otra  para  las  de  Aragón,  Valencia  y  Catalu- 
ña, y  cupo  la  suerte  en  primer  término  á  la  ciudad  de  Falencia. 

Luego  se  examinaron  los  poderes  de  los  procuradores,  y  reu- 
nidos el  día  15  de  Julio  en  casa  del  presidente  del  consejO; 
anunció  éste,  que  el  día  17  oirían  de  boca  de  S.  M.  la  proposi- 
ción para  que  el  reino  recibiera  por  su  única  y  especial  patrona 
á  la  Purísima  Concepción,  ya  por  la  devoción  que  el  Rey  tenía 
á  este  misterio,  ya  porque  las  Cortes  de  1621  habían  jurado 
profesar  y  defender  la  doctrina  de  la  Inmaculada  Concepción 
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de  María.  Reunidos,  efectivameute,  el  mencionado  día  en  el  pa- 
lacio del  Buen  Retiro,  S.  M.  leyó  la  proposición  Real,  y  las  Cor- 
tes del  reino  acordaron,  por  unanimidad  de  votos,  suplicar  al 
Rey  se  dignase  tomar  por  singular  patrona  y  abogada  de  estos 
reinos  y  los  de  Indias  y  demás  á  ellos  anexos  é  incorporados, 
á  la  Virgen  Santísima,  bajo  el  misterio  de  la  Inmaculada  Con- 
cepción, csin  perjuicio  del  patronato  que  en  ellos  tiene  el  apóstol 
^Santiago,  al  que  no  puede  ofenderse.»  Así  se  declaró  por  Real 
decreto  de  16  de  Enero  de  1761,  que  forma  la  ley  XVI,  tít.  I, 
lib.  I  de  la  Novísima  Recopilación.  También  reclamaron  los  pro 
curadores  que  se  dignara  solicitar  bula  de  Su  Santidad,  como 
así  lo  atestigua  el  breve  de  8  de  Noviembre  de  1760,  en  apro- 
bación y  confirmación  del  anterior  acuerdo,  con  el  rezo  y  culto 
correspondiente,  cuyo  acuerdo  había  de  confirmarse  y  darse  de 
ello  testimonio  el  día  19,  señalado  para  la  jura.  En  este  mismo 
díalos  procuradores  formularon  la  siguiente  proposición:  <Se- 
»ñor:  el  reino  está  pronto  á  hacer  no  sólo  el  juramento  y  pleito 
«homenaje  de  fidelidad  á  V.  M.  y  al  Príncipe  nuestro  señor, 
^9ÍfU)  que  estáproiiio  igualmente  á  obedecer  cuanto  F.  M.  le  propon- 
*ga  para  acreditar  el  amor  y  fidelidad  con  que  desea  d  mayor  óbse- 
yquio  de  V.  M.*  El  Rey  contestó:  tAsi  lo  creo  de  tan  buenos  y  fie- 
dles vasaUos.*  A  esto  se  hallaba  reducida  la  Representación  na- 
cional á  mediados  del  siglo  xviii. 

Llegado  el  día  19  de  Julio  de  1760,  se  realizó  en  la  iglesia  del 
monasterio  de  San  Jerónimo  el  acto  anunciado  de  la  jura,  y  el 
Rey  Carlos  III,  con  la  mano  puesta  sobre  los  santos  Evange- 
lios, juró  guardar  y  hacer  guardar  y  respetar  la  integridad  del 
territorio  y  las  leyes  y  costumbres  del  reino.  Los  príncipes  y 
princesas,  prelados,  grandes,  títulos  de  Castilla  y  procuradores 
de  las  ciudades,  juraron  fidelidad  á  Carlos  III  como  Rey  de  £^- 
paña,  y  á  Carlos  Antonio,  su  hijo,  como  príncipe  de  Asturias  y 
heredero  del  trono.  Estas  Cortes  se  disolvieron  el  día  22  de  Ju- 
lio, y  el  siguiente  23  hubo  besamanos  general  en  el  Real  pa 
lacio,  y  en  celebridad  de  aquel  suceso  se  otorgaron  muchas  mer- 
cedes, se  hicieron  promociones  en  el  ejército  y  en  la  armada  y 
se  concedió  un  indulto  general. 
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SECCIÓN  n. 

CORTBS    DB   PABiPLONA    DE    1765. 

Para  jurar  como  sucesor  en  el  trono  de  España  al  principe 
Carlos  Antonio,  conde  de  Riela,  virrey  de  Navarra,  convocó 
Cortes  para  Pamplona,  que  comenzaron  el  2  de  Setiembre  de 
1765  y  concluyeron  el  24  de  Marzo  de  1766,  según  el  cuaderno 
impreso  por  Pascual  Ibáfiez  en  dicha  ciudad  en  el  mencionado 
año.  En  el  mismo  reinado  reuniéronse  Cortes  en  Pamplona  en 
1780  y  terminaron  en  el  mes  de  Junio  de  1781,  habiendo  im- 
preso el  cuaderno  de  sus  leyes  en  dicho  año  Joachín  Domingo. 

CAPÍTULO  IV, 

PODER  EJECUTIVO. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

JUICIO   ACERCA  DE  LA.  ADMINISTBAGIÓN   BE  CARLOS  III. 

Si  el  siglo  xvín  fué  de  regeneración  para  España  en  todo, 
gran  parte  alcanzó  á  la  administración  pública,  pues  no  hubo 
materia  que  no  fuese  esencialmente  reformada,  según  tendre- 
mos ocasión  de  comprobar  al  determinar  la  materia  adminis- 
trativa; pero  todavía  la  ciencia  de  la  administración  no  había 
triunfado  de  las  antiguas  preocupaciones,  y  aunque  en  España 
los  corregidores  y  los  mismos  alcaldes  de  barrio  entendían  en 
varios  asuntos  administrativos,  los  tribunales  de  justicia,  y  es- 
pecialmente las  audiencias,  conocían  á  la  vez  de  la  justicia  y  de 
la  administración,  la  cual  carecía  de  sus  condiciones  más  prin- 
cipales. El  gobierno  de  Carlos  III  fué  reformador  en  todo,  co- 
mo dijo  Ferrer  del  Río  (1385)  y  confirman  todas  sus  disposi- 
ciones, y  no  hemos  de  escasear  nuestros  aplausos  á  un  Rey  que 
supo  elegir  unos  ministros  que  anteponían  á  todo  la  considera- 
ción del  bien  público. 
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SECCIÓN  U. 


AUTORIDADES    CENTRALES. 


A. — Secretarios  del  Rey. 


AI  fallecer  Fernando  VI,  tenía  por  ministros  á  D.  Ricardo 
Wall,  el  marqués  de  Campo  del  Villar,  D.  Julián  de  Arriaga  y 
D.  Juan  de  Gaona  y  Portocarrero,  conde  de  Valparaíso.  Cuando 
Carlos  ni  regresó  á  Espafla  y  se  hizo  cargo  del  gobierno  de  la 
nación,  comenzó  por  conservar  en  sus  puestos  á  los  ministros  de 
su  difunto  hermano,  menos  al  conde  de  Valparaíso  que  fué  sus- 
tituido con  el  siciliano  D.  Leopoldo  de  Gregorio,  marqués  de 
Esquilache,  que  de  todo  presumia  entender  bastante.  D.  Ricar- 
do Wall  se  empeñó  obstinadamente  en  apartarse  del  gobierno, 
y  habiendo  obtenido  su  retiro  por  medio  del  aruficío  que  relata 
el  historiador  Coxe,  fué  nombrado  el  marqués  de  Grímaldi,  em- 
bajador de  España  en  París,  para  el  ministerio  de  Estado  cpor 
^considerar  que  había  falta  de  sujetos  y  que  éste  era  el  mejor 
de  todos,  >  y  para  el  de  la  Guerra  el  marqués  de  Esquilache  que 
conservaría  el  de  Hacienda,  por  haberle  demostrado  la  expe- 
riencia que  para  bien  del  servicio  convenía,  siempre  que  fuera 
posible,  la  unión  de  estos  dos  ramos.  Así  lo  dijo  Carlos  III  al 
marqués  de  Tanucci  en  cartas  de  6  de  Setiembre  y  IK  de  Octu- 
bre, que  existen  en  el  archivo  de  Simancas  (1386).  En  1765  mu- 
rió D.  Alfonso  de  Muñiz,  marqués  de  Campo  de  Villar,  que  de- 
sempeñaba la  secretaría  de  Gracia  y  Justicia  á  quien  sustituyó 
D.  Manuel  de  Roda  y  Arrieta,  que  se  distinguía  por  la  limpieza 
de  las  costumbres,  la  sencillez  del  porte  y  la  cultura  del  enten- 
dimiento. 

El  motín  de  Madrid  separó  al  marqués  de  Esquilache  de  los 
ministerios  de  Hacienda  y  Guerra,  y  del  primero  se  encargó  Don 
Miguel  de  Múzquiz,  antiguo  oficial  de  secretaría,  para  quien  Don 
Melchor  Macanaz  escribió  la  Carla  y  diseño  para  que  un  primer 
ministro  ó  secrelario  lo  sea  con  perfección^  publicado  por  Vallada- 
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res  en  su  Semanario  erudito  (1387).  En  el  ministerio  de  la  Gue- 
rra entró  D.  Juan  Gregorio  Muniaín,  antiguo  soldado  y  ministro 
en  Parma  del  infante  D.  Felipe.  Muniaín  falleció  en  1772,  y  le 
sustituyó  en  el  ministerio  de  la  Guerra  el  conde  de  Riela,  que 
había  sucedido  al  marqués  de  la  Mina  en  la  capitanía  general 
del  Principado  de  Cataluña.  Las  desavenencias  entre  el  conde 
de  Aranda  y  el  marqués  de  Grimaldi  obligaron  al  Rey  á  nom- 
brar al  primero  su  embajador  cerca  de  Luis  XV;  en  reemplazo 
del  conde  de  Fuentes.  Fray  D.  Julián  Arriaga,  ministro  de  Indias 
y  de  Marina,  falleció  en  1775,  y  la  secretaría  de  Indias  la  obtu- 
vo D.  José  de  Gálvez,  que  había  regresado  de  su  visita  á  Nueva 
España,  y  la  de  Marina  se  concedió  á  D.  Pedro  González  Cas- 
tejón,  á  quien  se  había  nombrado  Marqués  con  el  título  de  su 
apellido.  En  1776,  falto  de  salud,  dimitió  Grimaldi  el  cargo  de 
ministro  de  Estado,  que  no  podía  desempeñar,  y  consiguió  que 
dicho  cargo  se  confiriese  al  conde  de  Floridablanca.  D.  Miguel 
de  Múzquiz  falleció  en  1785,  y  le  sustituyó  en  el  ministerio  de 
Hacienda  D.  Pedro  Ijópez  de  Lerena,  á  quien  el  conde  de  Cam- 
pomanes  escribió  las  cartas  que  publicó  en  1878  Rodríguez  Vi- 
lla (1388).  Y  habiendo  fallecido  en  1787  el  marqués  de  la  Sono- 
ra, sucedió  D.  Antonio  Porlier  en  la  secretaría  de  Gracia  y  Jus  - 
ticia,  y  D.  Antonio  Valdés  y  Bazán  interinamente  en  las  de 
Guerra  y  Hacienda. 

Carlos  III,  por  Real  decreto  de  8  de  Julio  de  1767,  creó  dos 
secretarías  de  Estado  y  del  despacho  universal  de  Indias:  la 
una  de  Gracia  y  Justicia  y  materias  eclesiásticas,  á  semejanza 
de  la  que  se  hallaba  establecida  para  España  y  sus  islas  adya- 
centes, y  la  otra  de  Guerra  y  Hacienda,  Comercio  y  Navega- 
ción. En  este  mismo  decreto  señalaba  los  negocios  de  que  de- 
bía conocer  cada  secretaría  (ley  XII,  tít.  VI,  lib.  IH  de  la  No- 
vísima Recopilación).  Otro  decreto  de  la  misma  fecha  declaraba 
los  negocios  correspondientes  á  las  dos  secretarías  del  despacho 
universal  de  Indias  y  á  la  de  Marina  (ley  XIII,  id.)  Y  otro  de- 
creto de  29  de  Setiembre  del  mismo  año,  aclaró  el  párrafo  14  de 
la  ley  anterior  sobre  la  provisión  y  empleos  miUtares  de  Indias. 
Por  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1787,  se  declararon  va- 
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ríos  negocios  de  que  debían  conocer  las  dos  secretarías  del  mi- 
nisterio de  Indias  (ley  XV,  id.)  Las  atribuciones  de  los  secreta- 
rios del  Bey  quedaron  debilitadas  por  el  establecimiento  de  la 
junta  suprema  de  Estado,  creada  en  igual  fecha  de  8  de  Julio 
de  1787,  y  que  fué  el  principio  de  los  modernos  consejos  de  mi- 
nistros. 

SECCIÓN  m. 

AÜTORmáDBS  LOCALES. 

A. — Jaeces  de  provincia  de  la  corte. 

Ninguna  disposición  dictó  Carlos  III  acerca  de  estos  funcio* 
nanos,  porque  con  los  alcaldes  de  cuartel  y  de  barrio  en  las 
cbancillerías  y  audiencias,  de  que  hemos  dado  cuenta  en  otro 
lugar,  modificó  la  organización  judicial  del  reino. 

B*— Alcaldes  ordiatrios. 

El  Bey,  representación  única  del  poder  civil,  consideraba  en 
España,  como  regalía  de  la  Corona,  el  derecho  de  proveer  el 
cargo  de  alcalde  y  los  demás  oficios  del  concedo.  Anualmente 
debían  elegirse  los  empleos  concejiles,  y  los  ayuntamientos  nom- 
braban dos  alcaldes  ordinarios,  uno  para  la  clase  de  hijosdal- 
gos  y  otro  del  estado  llano.  Estos  alcaldes  no  podían  ser  reele- 
gidos sin  que  mediase  un  intervalo  de  tres  afios,  excepto  el 
caso  en  que  no  formase  parte  de  la  corporación  suficiente  nú- 
mero de  individuos  de  la  nobleza.  El  alcalde  de  esta  clase  pre- 
cedía al  del  estado  llano;  pero  la  autoridad  de  uno  y  otro  era 
casi  nula,  pues  la  presidencia  de  las  sesiones  y  demás  actos  pú- 
blicos correspondía  de  derecho  al  corregidor,  y  en  caso  de  im- 
posibilidad de  éste,  á  su  teniente  el  alcalde  mayor.  Varias  leyes 
recopiladas,  y  la  Beal  cédula  de  15  de  Mayo  de  1788,  sanciona- 
ron el  referido  estado,  y  no  fué  en  verdad  Carlos  III  el  que  me- 
nos contribuyó  á  emancipar  las  corporaciones  populares  de  la 

absoluta  tutela  del  poder  Beal. 

Tomo  IV  4 


50  DEL   PODER  CIVIL   EN  ESPAÑA 

C— Corregidores. 

Estos  fuacionarios,  que  eran  la  representación  del  poder  Real 
cerca  de  los  pueblos,  y  que  en  el  reinado  anterior  habían  reu- 
nido á  su  cargo  el  de  intendentes,  fueron  objeto  de  varias  é 
importantes  medidas  en  la  época  de  Carlos  III.  Habíase  dis- 
puesto, por  Real  cédula  de  17  de  Diciembre  de  1760,  que  siem- 
pre que  los  intendentes  tuviesen  motivo  para  no  asesorarse  con 
los  alcaldes  mayores  en  las  cosas  de  rentas,  propusiesen  al  su- 
perintendente general  sujeto  de  su  satisfacción  con  quien  ha- 
cerlo; y  en  10  de  Marzo  de  1764  se  resolvió,  sobre  este  mismo 
punto,  que  cuando  los  intendentes  y  subdelegados  de  todo  el 
reino  considerasen  conveniente  á  los  negocios  y  derechos  de 
la  Real  hacienda  asesorarse  con  el  alcalde  mayor  más  moderno, 
con  algún  ministro  de  chancillería  ó  audiencia  ó  con  algún  le- 
trado de  su  mayor  satisfacción,  lo  pudiesen  ejecutar,  precedien- 
do precisamente  la  aprobación  del  superintendente  general,  sin 
entender  en  otra  forma  la  disposición  de  que  la  asesoría  de  ren- 
tas fuese  privativa  del  alcalde  mayor  más  antiguo  (ley  XXV, 
tít.   XI,  üb.  VII,    Novísima  Recopilación).   Esta  resolución 
anunciaba  la  independencia  de  los  intendentes,  y  con  efecto,  á 
consulta  del  consejo  pleno  de  6  de  Octubre  y  cédula  de  13  de 
Noviembre  de  1766,  que  forma  la  ley  XXVI,  id.,  se  decretó  la 
separación  de  los  corregimientos  de  las  intendencias  en  todo  el 
reino,  para  evitar  embarazos  y  confusión  en  la  administración 
de  justicia,  señalando  á  los  corregidores  las  facultades  de  justi- 
cia y  policía  que  las  leyes  les  concedían,  y  que  se  entendiesen 
con  ellos  las  que  la  ordenanza  de  intendentes  de  13  de  Octubre 
de  1749  prescribía  en  aquellos  dos  ramos,  con  sujeción  á  los 
tribunales  superiores  territoriales  y  al  consejo  respectivamente, 
según  la  distinción  de  casos;  y  declarando,  que  los  intendentes 
se  circunscribiesen  y  ciñeran  á  los  ramos  de  Hacienda  y  Gue- 
rra, con  las  facultades  y  subordinación  respectiva;  en  lo  conten- 
cioso á  los  tribunales  superiores  respectivos,  y  en  lo  gubernati- 
vo á  la  vía  reservada,  para  que  de  esta  suerte  cesase  toda  con- 
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fusión  y  desorden  en  el  gobierno.  Otra  nueva  resolución  de  9  de 
Setiembre  de  1769,  prohibió  á  la  cámara  que  en  lo  sucesivo  le 
propusiese  por  gracia  al  sacar  prorrogación  alguna  de  corregidor 
ó  alcalde  mayor,  bien  fuese  de  nombramiento  Real  ó  de  sefiorío 
particular,  y  menos  que  se  les  concediese  dispensa  de  naturale- 
za y  residencia. 

El  método  de  proveerse  y  servirse  los  corregimientos  y  at 
caldías  mayores,  causaba  perjuicios  á  la  buena  gobernación  de 
estos  reinos,  y  á  propuestas  de  la  cámara  de  11  de  Setiembre 
de  1775  y  11  de  Julio  de  1781,  se  ordenó  por  Real  decreto 
de  29  de  Marzo,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  21  de  Abril 
de  1783  (ley  XXIX,  id.,  id.),  que  los  corregimientos  y  alcaldías 
mayores  se  dividiesen,  formando  tres  clases:  la  primera,  de  los 
que  por  salarios  y  consignaciones  fíjas  no  excediesen  de  1.000 
ducados  de  vellón;  otra  de  ascenso,  de  los  que  no  pasasen 
de  2.000;  y  otra  de  término,  de  los  que  produjeren  mayor  ren- 
ta. Para  servir  los  corregimientos  era  necesario  comenzar  por 
los  de  entrada,  y  subir  sucesivamente  á  los  de  ascenso  y  térmi- 
no, pasando  seis  años  en  cada  clase.  En  caso  de  promoción  6 
pasado  el  sexenio,  no  debían  abandonar  el  cargo  hasta  que  lle- 
gase el  sucesor,  á  quien  habían  de  entregar  una  relación  jurada 
y  firmada,  en  que  consignase  con  distinción  las  obras  públicas 
de  calzadas,  puentes,  caminos,  empedrados,  plantíos  ú  otras  que 
hubiesen  hecho,  conservado  ó  concluido  en  su  tiempo,  y  el  es- 
tado en  que  se  hallaban  las  demás  que  fuesen  necesarias  ó  con- 
venientes, según  su  mayor  necesidad  6  utilidad  y  los  medios  de 
promoverlas;  el  estado  de  la  agricultura,  granjeria,  industria, 
artes,  comercio  y  aplicación  del  vecindario;  los  estorbos  ó  cau- 
sas del  atraso,  decadencia  ó  perjuicio  que  padeciesen  y  los  re- 
cursos y  medios  que  pudiese  haber.  Era  esta  relación  una  ver- 
dadera memoria  acerca  del  estado  de  la  administración  pública, 
de  la  cual  se  debía  pasar  copia  al  consejo,  y  en  verdad  que,  lle- 
nando el  objeto  del  decreto,  no  podría  hacerse  de  él  mayor  elo- 
gio. Las  categorías  que  se  fijaron  á  los  corregimientos,  es  la 
misma  que  en  1835  se  planteó  respecto  de  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia  de  España. 
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Todavía  fué  más  extensa  y  completa  la  reforma  que  se  rea- 
lizó por  resolución  á  consulta  de  6  de  Mayo  de  1785  y  3  de  | 
Marzo  de  1788  y  cédula  del  consejo  de  15  de  Mayo  de  este  último 
año,  aprobando  la  nueva  instrucción  que  debían  observar  los 
corregidores  y  alcaldes  mayores  del  reino.  Constaba  de  setenta  y 
cinco  artículos,  que  forman  varias  leyes  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, entre  ellas  la  XXVII,  título  XI,  id.,  y  en  ella  se  determi- 
nan las  principales  obligaciones  de  los  corregidores  y  alcaldes 
mayores.  La  primera  y  principal  era  conservar  la  paz,  por  todos 
los  medios  posibles,  en  los  pueblos  de  su  jurisdicción,  y  evitar  que 
las  justicias  de  ellos  procediesen  con  parcialidad,  pasión  ó  ven- 
ganza. También  disponía  que  no  se  dilatase  la  sustanciación  de 
las  causas;  que  se  procurara  cortar  los  litigios,  y  hacer  que  las 
partes  se  compusiesen  amigablemente.  Se  les  encargó  examinar 
por  sí  los  testigos  en  las  causas  graves,  ó  cuando  no  supieren 
firmar;  cuidar  de  que  los  presos  estuvieran  bien  tratados  en  las 
cárceles  y  no  se  les  exigiesen  derechos  indebidos;  proceder  con 
mucha  parsimonia  en  decretar  autos  de  prisión,  para  evitar  á 
los  reos  las  molestias  de  la  estancia  en  la  cárcel,  y  no  enviar 
ejecutores  á  los  pueblos  (artículos  I  al  XXIEE).  Se  les  previno  vigi- 
lar á  los  jueces  de  comisión  enviados  por  cualesquiera  concejos; 
estar  á  la  mira  de  que  los  escribanos  desempeñasen  sus  cargos 
con  legalidad  y  rectitud,  é  informar  en  conciencia  de  las  cuali- 
dades de  los  que  aspirasen  al  desempeño  de  escribanías  (artícu- 
los XIII  al  XIX).  Entre  sus  atribuciones,  se  contaba  también  la 
de  castigar  los  pecados  públicos,  los  escándalos  y  los  juegos  pro- 
hibidos;  vigilar  las  casas  de  expósitos,  desamparados  y  otros,  lo 
mismo  que  los  hospitales  y  casas  de  misericordia^  para  que  se 
cumpliese  puntualmente  el  instituto  de  tales  fundaciones;  cuidar 
de  que  en  las  escuelas  se  diera  buena  enseñanza  á  los  niños;  ex- 
terminar los  ociosos,  vagos  y  mal  entretenidos;  recoger  álos  men- 
digos inválidos,  é  impedir  que  llevasen  consigo  muchachos,  los 
cuales  se  les  debían  quitar  para  que  no  se  formaran  en  hábitos  de 
vagancia,  y  castigar  á  los  menestrales  y  artesanos  desaplicados  ó 
que  por  su  desidia  se  dedicasen  á  la  holganza  y  á  los  vicios  (ar- 
tículos XX  al  XXIU).  Los  corregidores  debían  hacer  una  visita. 
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7  no  más,  á  los  pueblos  de  su  jurisdicción,  llevando  cuatro  duca- 
dos de  vellón  por  cadadia,nopudiendo  estar  más  de  diez  en  cada 
villa  y  dos  en  los  lugares  de  cien  vecinos;  las  dietas  de  estas  visi< 
tas  debían  satisfacerlas  los  que  resultaran  culpados,  y  no  podían 
enviarse  ejecutores  para  su  cobranza  (artículos  XXXV  al  XLI). 
Otros  artículos  expresan  lo  que  debía  examinar  el  corregidor  en 
estas  visitas,  que  era,  el  deslinde  de  términos  jurisdiccionales; 
el  estado  y  calidad  de  las  tierras,  bosques,  montes  y  dehesas;  ríos 
que  podían  engrosarse  ó  hacerse  navegables;  fomento  de  las  fá- 
bricas y  de  la  cría  y  trato  del  ganado  lanar  y  vacuno;  aprove- 
chamiento de  aguas;  conservación  de  montes  y  aumento  de  plan- 
tíos; cría  caballar;  conservación  de  caminos  públicos;  seguridad 
de  los  mismos;  prohibición  de  derechos  é  imposiciones  arbitra- 
rias, y  fomento  de  la  agricultura  por  todos  los  medios  oportunos 
(artículos  XIIV  al  LVI).  Asimismo  se  encargaba  á  los  corregi- 
dores vigilar  la  puntual  observancia  de  las  ordenanzas  de  caza 
y  pesca;  la  Umpieza,  ornato,  igualdad  y  empedrado  de  las  calles; 
la  conservación  de  las  murallas  y  edificios  públicos;  que  en  los 
mercados  no  se  cometiesen  fraudes  en  la  calidad,  ni  en  el  peso 
ó  medida  de  los  géneros;  la  buena  administración  de  los  pósitos, 
y  la  equitativa  distribución  de  los  impuestos.  Tal  es  la  justa- 
mente  celebrada  instrucción  de  corregidores  de  1788,  y  su  lectu- 
ra evidencia,  que  estando^  su  cargo  la  administración  de  la  jus- 
ticia y  el  cuidado  de  los  intereses  generales  de  la  nación  y  los 
particulares  de  los  pueblos,  su  influencia  como  representantes 
del  poder  civil  era  inmensa,  y  no  era  posible  que  ante  ellos  se 
levantara  el  poder  local,  oprimido  y  vejado  por  una  porción  de 
causas  que  hemos  señalado  oportunamente. 

D.— Residencias. 

Los  juicios  de  residencia,  que  eran  garantía  de  la  moralidad 
de  los  corregidores,  no  podían  pasar  olvidados  en  la  instruc- 
ción de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1788,  y  con  efecto,  en 
sus  capítulos  Xni  y  XIV  (ley  XVIII,  título  XII,  lib.  VH  de  la 
Novísima  Recopilación),  se  encomendaba  á  los  intendentes  co- 
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rregidores  estuviesen  á  la  mira  para  ser  informados  si  en  las 
residencias  cumplían  los  ministros  encargados  de  ellas  con  lo 
prevenido  en  la  instrucción,  esto  es,  si  toleraban  ó  disimulaban 
deUtos  ó  excesos  dignos  de  castigo  por  contemplación  ó  interés; 
si  voluntariamente  se  detenían  y  ocupaban  más  tiempo  del  ne- 
cesario, 7  si  cobraban  excesivos  derechos.  Les  prevenía  también^ 
facilitasen  al  juez  de  residencia  todos  los  datos  que  pudieran 
necesitar,  de  manera  que  resultaran  bien  informados  de  cuanto 
se  hiciese  en  semejantes  comisiones.  Y  les  encargaba  diese  cuen- 
ta al  consejo  de  todos  los  excesos  que  se  cometieren  por  cuales- 
quiera de  los  jueces  ó  comisionados,  y  asimismo  de  los  que  rea- 
lizasen los  sargentos  ú  otros  cabos  y  ministros  militares. 


CAPÍTULO  V. 

LA  MATERIA  ADMINISTRATIVA. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DBBBRBS  OBNERALES  DB  LA  ADMINISTRACIÓN. 

A.— Población. 

El  extrañamiento  de  los  jesuítas,  y  el  admitir  nuevos  habi- 
tantes en  los  dominios  españoles,  fueron  los  dos  asuntos  trans- 
cendentales que  más  preocuparon  á  Carlos  UI  y  á  su  ministro 
el  conde  de  Aranda.  Lo  primero  quedó  decretado  y  ejecutado 
en  1767.  Lo  segundo  tenía  dos  aspectos:  formar  una  estadística 
de  la  población  de  España,  y  plantear  una  verdadera  coloniza- 
ción en  aquellos  puntos  que  resultaran  más  despoblados.  Con- 
vencido aquel  ministro  de  que  ni  la  administración  pública,  ni 
ramo  alguno  del  Estado  puede  organizarse  convenientemente 
sin  una  estadística  de  población  y  de  riqueza,  encomendó  á  la 
ilustración  del  clero,  en  1768,  un  ensayo  de  censo  de  población, 
que  dio  por  resultado  fijar  en  9.159.992  habitantes  la  España 
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peninsular,  divididos  por  arzobispados  y  obispados  (1389);  pero 
este  resultado  no  satisfizo  ni  los  deseos  del  monarca  ni  los  de  su 
ministro. 

Con  la  inteligente  cooperación  del  conde  de  Floridablanca  se 
insistió  de  nuevo  en  otro  recuento  oficial  (1390)^  utilizando  la 
influencia  de  que  los  intendentes,  como  jefes  superiores  civiles 
tenían  en  las  provincias  en  aquella  época;  consiguiendo  averi* 
guar,  que  la  población  ascendía  á  10.268.150  habitantes,  y  re- 
sultando que  las  ocho  provincias  más  pobladas  eran  por  su  or- 
den Guipúzcoa,  Vizcaya,  Galicia,  Baleares,  Valencia,  Asturias, 
Madrid  y  Cataluña;  y  las  que  contaban  con  menor  población 
eran  Falencia,  Aragón,  Jaén,  Murcia,  Soria,  Mancha,  Extre- 
madura y  Guadalajara,  con  la  notable  circunstancia  de  que 
mientras  Guipúzcoa  representaba  64,69  habitantes  por  kilóme* 
tro  cuadrado,  Guadalajara  sólo  contaba  8,94  (1391).  Este  censo 
fué  publicado  en  1787,  y  de  él  dijo  el  conde  de  Floridablanca 
en  el  célebre  Memorial  presentado  al  Rey  Carlos  III  (1392),  re- 
nunciando el  ministerio,  «que  se  había  practicado  el  censo  ó 
«numeración  de  sus  vasallos,  con  una  formalidad  y  una  exacti- 
>tad  que  jamás  se  había  practicado.  De  resultas  de  esta  opera- 
>ción,  ha  tenido  V.  M.  el  consuelo  de  ver  aumentado  en  su 
«tiempo  el  número  de  sus  subditos  en  los  dominios  de  Europa, 
>en  cerca  de  millón  y  medio,  hechos  los  cálculos  y  considera- 
«clones  correspondientes.  A  este  aumento,  y  al  de  muchos  cen- 
«tenares  de  pueblos  y  parroquias  que  V.  M,  ha  verificado  con 
«la  numeración,  se  ha  unido  el  de  muchos  millares  de  contríbu- 
«yentes,  por  los  exentos  que  se  han  disminuido  en  todos  estados, 
«oficios  y  profesiones  con  las  sabias  providencias  de  V.  M.;  de 
•modo  que,  habiéndose  aumentado  todos  los  vasallos  útiles 
«para  la  población,  los  tributos  y  los  servicios  de  mar  y  tierra, 
«se  han  minorado  los  que  no  podían  convenir  á  estos  objetos, 
«sin  perjuicio  y  con  aumento  del  verdadero  y  necesario  pasto 
«espiritual. «  Y  aun  añadió,  que  se  estaba  imprimiendo  un  Dic- 
donario  para  saber  el  aumento  y  calidad  de  los  pueblos  de  es- 
ta gran  monarquía. 

Resultan  de  estos  trabajos  estadísticos,  datos  muy  curiosos, 
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que  creemos  conveniente  sean  conocidos.  En  1778,  resultaron 
en  España  1.511  entre  ciudades  y  pueblos  absolutamente  aban- 
donados. En  1788,  la  población  de  Madrid  era  de  156.270  habi- 
tantes, y  los  nacidos  que  eran  4.867  representaban  1  por  cada 
32;  muertos  3.915,  ó  sea  1  por  cada  40;  y  resultaba  un  incre- 
mento del  1  por  150.  El  clero  español,  según  Reausobre,  Jove* 
llanos,  de  Twiss  y  el  censo  general  era:  6  arzobispos,  48  obis- 
pos, 117  catedrales  servidas  por  520  eclesiásticos,  19.683  parro- 
quias, 22.656  párrocos  ó  vicarios,  18.757  acólitos  y  ordenados, 
10.873  sacristanes,  10.874  clérigos,  24.874  beneficiados,  2.050 
conventos  de  hombres  con  67.777  frailes  y  1.028  conventos  de 
mujeres  con  32.641  monjas.  Había  además  2.705  dependientes 
de  la  Inquisición,  4.127  síndicos  de  religiones  y  1.820  depen- 
dientes de  Cruzada.  Total  del  clero  secular  88.428,  del  regular 
102.428,  y  ministros  subalternos  8.655;  que  formaban  199.512 
eclesiásticos,  ó  sea  1  por  cada  51  habitantes.  Los  únicos  países 
en  Europa,  donde  el  clero  llegó  á  ser  más  numeroso  que  en  Es- 
paña fueron,  Turquía  que  tuvo  1  por  cada  20,  Sicilia  que  en 
1827  tenía  1  por  27,  Portugal  que  en  1788,  contaba  1  por  15  y 
Boma  que  en  1760^  representó  1  por  10.  En  cambio,  en  nin- 
guna parte  poseía  el  clero  tantas  riquezas  como  en  España. 
Según  el  catastro  de  1766  á  1788,  el  clero  de  Castilla  y  Ara- 
gón, disfrutaba  por  rentas:  de  patrimonios  41.910.000  reales, 
por  casas  13.241.000,  por  tierras  212.764.700,  por  ganados 
21.165.440,  y  por  salarios  fijos  10.735.200  rs.  En  1789,  el  clero 
de  Francia  tenía  en  bienes  raices,  diezmos,  casual  y  dádivas  pia- 
dosas 1.458.000.000  rs.  de  renta,  de  la  cual  correspondía  á  cada 
eclesiástico  4.600  rs. 

El  censo  hacía  subir  el  número  de  cabezas  de  familias  nobles 
con  ejecutoria  en  1788  á  478.716  ó  sea  1  por  cada  21  habitan- 
tes. Las  provincias  donde  la  nobleza  era  más  numerosa  eran: 
Vizcaya,  que  contaba  54.250  nobles  ó  sea  1  por  cada  2  habitan- 
tes; Álava,  con  12.161  ó  sea  1  por  6;  Guipúzcoa,  con  50.512  6 
sea  1  por  2;  y  Asturias,  cou  114.284  ó  sea  1  por  cada  3;  pero  si  se 
añadían  las  mujeres,  los  hijos  y  demás  que  gozaban  de  la  no- 
bleza, resultaba  en  todas  las  provincias  de  España  1.436.000  ó 
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sea  1  por  cada  7  habitantes.  La  nobleza  española,  desde  1723 
hasta  1768,  había  aumentado  como  la  población  y  continuó 
formando  un  12  de  ella,  pero  según  el  censo  de  1788,  esta  dase 
había  perdido  244.000  individuos,  y  la  Gaceta  de  Madrid  de  4 
de  Noviembre  de  1789,  dedujo  que  la  población  productiva  se 
había  aumentado  en  otro  tanto.  La  nobleza  de  España  guarda- 
ba con  la  población  general  la  misma  proporción  que  la  de  Mi- 
lán y  Venecia. 

La  concentración  de  los  bienes  raices  en  poder  del  clero  y  la 
nobleza,  redujo  extraordinariamente  la  restante  clase,  que  se» 
gán  Ustáriz  y  Campomaues  pueden  agruparse  en  esta  forma: 
276.000  criados  ó  sea  1  por  cada  37  habitantes;  140.000  vaga- 
bundos ó  sea  1  por  cada  70,  100.000  contrabandistas  ó  sea  1 
por  cada  100,  40.000  empleados  en  Aduanas,  22.000  familiares 
de  la  Inquisición,  36.000  mendigos,  80.000  pastores,  2.000  pre- 
sidiarios y  700.000  proletarios,  ó  sea  1  por  cada  13.  La  dife- 
rencia hasta  el  total  del  censo,  eran  los  agricultores,  comercian- 
tes, industriales,  artistas  y  demás  profesiones  del  estado  llano. 
Consideramos  exagerado  lo  que  dijo  Moneada,  de  que  en  1760, 
tuviese  España  3.000.000  de  habitantes  que  andaban  sin  cami- 
sa por  no  tener  con  que  comprarla. 

Con  el  objeto  de  formar  lugares  pequeños  para  la  más  fácil 
cultura  de  los  campos  y  aumento  de  la  población,  existía  en  el 
reino  de  Valencia  el  fuero  otorgado  por  el  Rey  D.  Alonso  en 
las  Cortes  de  Aragón  de  1328,  por  el  cual  se  concedió  la  juris- 
dicción baja  á  cualquiera  que  fundase  un  lugar  con  quince  ca« 
sas  y  otros  tantos  vecinos  que  las  habitasen,  con  las  calidades 
y  circunstancias  que  en  el  mismo  fuero  se  contienen,  y  conside- 
rando Carlos  UI  de  utilidad  para  el  aumento  de  la  población 
de  España,  como  se  lo  consultaba  el  consejo  de  Castilla,  dictó 
resolución  en  10  de  Marzo  de  1772,  que  está  publicada  en  el 
Suplemento  á  la  Novísima  Recopilación,  tít.  UI,  hb.  UI,  man- 
dando observar  aquel  fuero  en  el  reino  de  Valencia  y  ordenan- 
do al  consejo  le  consultase  el  modo,  términos  y  circunstancias 
con  que  podría  convenir  que  concediese  aquella  gracia. 

El  reinado  de  Carlos  III  resulta  favora\)le  al  progreso  de  la 
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población,  7  más  aun,  porque  parte  de  la  nobleza  se  hizo  pro- 
ductiva á  la  sombra  de  la  paz  que  disfrutó  el  reino,  contribu- 
yendo á  la  prosperidad  general. 

B.— Colonias  agrícolas. 

La  extinción  de  los  jesuitas  españoles,  que  privaba  á  España 
de  una  parte  do  su  población,  coincidió  con  el  proyecto  de  co- 
lonización de  Sierra-Morena,  objeto  de  las  investigaciones  de 
Ferrer  del  Río  (1393)  en  su  Historia  dd  reinado  de  Carlos  III 
en  España,  que  sirvieron  después  á  Lafuente  para  tratar  de  este 
mismo  asunto  en  su  Historia  gefieral  (1394).  La  idea  de  traer 
colonos  católicos  para  poblar  los  eriales  del  interior,  no  era  cier- 
tamente nueva,  porque,  según  hicimos  notar  en  el  reinado  de 
Femando  Yí,  algunas  proposiciones  y  gestiones  se  habían  he- 
cho ya  en  este  sentido,  y  durante  el  ministerio  del  marqués  de 
la  Ensenada  habían  mediado  comunicaciones  del  marqués  del 
Puerto,  ministro  de  España  en  el  Haya,  ofreciendo  la  coopera* 
ción  de  muchos  alemanes  que  habían  regresado  de  la  Nueva 
Escocia,  por  no  haber  encontrado  cumplidas  las  promesas  que 
les  hiciera  la  nación  británica.  Los  primeros  documentos  que 
forman  el  expediente  del  establecimiento  de  las  colonias,  que 
hoy  se  custodia  en  el  archivo  general  central  de  Alcalá  de  He- 
nares (1395),  es  la  representación  del  marqués  del  Puerto  de  23 
de  Octubre  de  1749,  proponiendo  la  admisión  de  colonos  cató- 
licos, y  la  comunicación  del  marqués  de  la  Ensenada  de  11  de 
Junio  de  1750,  mandando  suspender  el  envío. 

En  Octubre  de  1766,  D.  Juan  Gaspar  Thurriegel,  de  nación 
bávaro  y  teniente  coronel  al  servicio  del  Rey  de  Prusia,  renovó 
este  mismo  asunto  con  una  proposición  para  que  se  le  permitie- 
ra traer  á  España  6.000  colonos  católicos  alemanes  y  flamencos. 
Esta  solicitud,  con  el  informe  de  una  junta  de  ministros,  se  re- 
mitió á  informe  del  consejo  de  Castilla;  éste  dio  dictamen  en  26 
de  Febrero  de  1767,  y  á  tenor  de  su  consulta,  se  ordenó  que,  de 
acuerdo  con  el  fiscal  Campomanes,  arreglara  y  formalizara  Thu- 
níegel  las  condiciones  de  la  contrata  sobre  la  base  de  que  los 
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colonos  se  habían  de  establecer  en  Sierra-Morena.  Para  ello 
existían  recuerdos  tradicionales,  y  sobre  todo,  la  conveniencia 
de  llevar  la  población  y  sus  naturales  comunicaciones,  donde 
ya  no  existían  más  que  espesos  matorrales  en  tomo  de  la  er- 
mita de  Santa  Elena.  £1  fiscal  del  consejo  y  el  solicitante  con- 
vinieron las  bases  de  la  colonización,  que  fueron  aprobadas  por 
el  Bey,  previa  consulta  del  consejo,  y  su  escribano  más  antiguo, 
D.  Ignacio  Esteban  de  Igareda,  autorizó  en  30  de  Marzo  la 
contrata,  partiendo  Thurriegel  para  Alemania  á  fin  de  Mayo, 
conociendo  la  Real  cédula  de  2  de  Abril  de  1767,  por  la  que  se 
aprobaba  la  capitulación  y  contrata,  por  lo  que  se  obligó  á  in- 
troducir en  estos  reinos  6.000  colonos  de  ambos  sexos  alema- 
nes y  flamencos,  todos  católicos,  labradores  y  artesanos,  á  pro* 
pósito  para  el  establecimiento  de  una  nueva  colonia,  cuya  edad 
y  recompensa  se  determinó  en  la  misma  Real  cédula,  ofrecién- 
doles tierras,  ganados  y  utensilios  para  establecerse,  y  eximién- 
doles de  tributos  por  diez  afios.  Por  una  rara  coincidencia,  aca- 
so la  misma  pluma  que  decretaba  el  extrafíamiento  de  España 
de  unos  4.000  jesuítas,  compensaba  esta  pérdida  de  población 
con  la  admisión  de  6.000  colonos  católicos. 

Otra  Real  cédula  de  5  de  Julio  de  1767  insertaba  la  instruc- 
ción de  25  de  Junio  del  mismo  aflo,  bajo  la  base  de  recibir  los 
nuevos  colonos  en  los  puertos  de  desembarcaderos  y  dirigirlos 
al  paraje  de  Sierra-Morena  que  señalase  el  asistente  de  Sevilla, 
intendente  del  ejército  de  Andalucía  y  superintendente  general 
de  las  nuevas  poblaciones,  en  que  debían  emplearse  desde  lue- 
go. La  instrucción  contiene  setenta  y  nueve  capítulos,  que  for- 
man la  ley  III,  tít.  XXII,  lib.  Vil  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  en  ellos  se  descubre  el  pensamiento  político,  económico 
y  administrativo  de  Carlos  lU  y  del  fiscal  del  consejo  D.  Pedro 
Rodríguez  Campomaues.  Se  consideraban  adecuados  para  es- 
tablecer las  poblaciones  todos  los  sitios  yermos  que  abundaban 
en  Sierra-Morena,  debiendo  procurarse  que  las  poblaciones  no 
distaran  entre  sí  más  que  un  cuarto  ó  cuarto  y  medio  de  legua. 
£1  superintendente  de  ellas  elegiría  el  sitio  en  que  debería  es- 
tablecerse en  buenas  condiciones  higiénicas,  y  fijaría  su  exten- 
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sión  y  establecimiento.  Bepartiría  proporcionalmente  la  tierra 
de  labor  y  el  regadío,  estableciendo  un  corto  tributo  á  favor  de 
la  Corona,  con  todos  los  pactos  enñtéuticos,  nopudiendo  dividir  * 
se  ni  enajenarse  estas  suertes  en  manos  muertas^  ni  fundar  sobre 
ellos  capellanías^  memorias  ó  aniversarios,  ni  otra  carga  de  ésta  ni 
distinta  naturaleza.  Se  levantaría  un  plano  y  se  amojonarían  los 
terrenos.  El  gobierno  de  estas  poblaciones,  que  podrían  consti- 
tuir feligresías  ó  concejos,  estaría  á  cargo  de  un  párroco,  un  al- 
calde y  un  personero  común  para  todos  los  pueblos,  eligiéndose 
el  alcalde  diputado  y  personero  en  día  festivo,  en  la  forma  que 
prescribía  el  auto  acordado  de  5  de  Mayo  é  instrucción  de  26  de 
Junio  de  1766,  bien  entendido  que  ninguno  de  estos  oficios  po- 
drían jamás  transmutarse  en  perpetuos,  j>or  dd>er  ser  dedioos  cons- 
tante y  permanentemente,  para  evitar  á  estos  nuevos  pueblos  los  daños 
que  eocperimentahan  los  antiguos  con  tales  enajenaciones.  En  paraje 
oportuno  y  céntrico  se  construiría  una  iglesia  con  habitación 
para  el  párroco,  casa  de  concejo  y  cárcel,  y  á  su  inmediación  se 
podrían  colocar  los  artistas  que  tuviesen  oficios.  En  adelante  se 
deberían  establecer  molinos  ú  otros  artefactos  sin  perjudicar  á 
tercero.  La  elección  de  párroco  recaería  precisamente  en  quien 
hablase  el  idioma  de  los  mismos  pobladores,  mas  pasada  esta 
necesidad,  la  elección  se  haría  en  concurso,  consultando  la  cá- 
mara y  nombrando  S.  M.  por  su  Real  patronato,  al  cual  perte- 
necerían los  diezmos  que  produjesen  estos  terrenos  incultos  co- 
mo novales.  A  los  párrocos  se  aplicarían  las  capellanías  que 
quedasen  vacantes  en  los  colegios  que  fueron  de  los  regulares 
de  la  Compañía  y  servían  en  sus  iglesias.  Cada  concejo  tendría 
una  dehesa  boyal  para  reponer  las  yuntas  de  labor,  no  pudien- 
do  arrendar  los  pastos  sobrantes,  ni  la  mesta  adquirir  posesión 
ni  introducir  otra  especie  diversa  de  ganados.  También  podría 
establecerse  una  senara  ó  peujar  concejil,  que  laborease  los  ve- 
cinos por  concejadas  en  días  libres,  y  cuyo  producto  se  convir- 
tiese en  los  gastos  del  común  y  otras  obras  públicas;  bien  en- 
tendido que  en  estos  pueblos  jamás  había  de  poder  proponerse  arbi- 
trio sobre  los  comestibles,  ni  tiendas  ú  oficinas  con  estanco  impeditivo 
del  comercio. 
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El  superintendente  de  las  poblaciones  procuraría,  á  medida 
que  se  empezase  el  descuaje  y  desmonte  del  terreno,  introducir 
los  colonos  en  los  sitios  demarcados,  cuidando  de  poner  juntos 
los  de  una  nacionalidad.  Fromoyerla  casamientos  de  los  nuevos 
pobladores  con  españoles,  no  pudiendo  por  entonces  ser  natu- 
rales de  los  reinos  de  Córdoba,  Jaén,  Sevilla  y  provincia  de  la 
Mancha,  por  no  dar  lugar  ¿  la  despoblación,  á  excepción  de  las 
personas  recogidas  en  los  hospicios  de  Córdoba,  Jaén,  SeviUa  y 
Almagro  respecto  á  ser  vagas  y  haber  desamparado  sus  hoga- 
res. Las  nuevas  poblaciones  deberían  estar  en  los  caminos 
reales  ó  inmediatas  á  ellos.  A  los  artesanos  se  les  proveería  de 
los  instrumentos  de  sus  respectivos  oficios.  Cada  familia  recibi- 
ría el  ganado  vacuno,  lanar,  de  cerda,  y  las  aves  que  indica  el 
capítulo  XU.  Establecería  un  mercado  franco  semanal.  Y  la 
autoridad  del  superintendente  sería  absoluta  y  privativa,  has- 
ta que  establecidas  las  poblaciones  de  todo  punto,  quedaran  su- 
jetas al  derecho  común  de  su  respectivo  partido.  Esta  instrucción 
sería  considerada,  según  el  capítulo  LUÍ,  como  fuero  invariable 
de  población,  y  regla  para  los  que  en  adelante  se  fuesen  estable- 
ciendo. Y  el  que  en  el  término  de  dos  afios  no  tuviera  corriente 
su  suerte  y  habitación,  6  se  notase  abandono  en  su  conducta,  se 
le  reputaría  en  la  clase  de  vago. 

La  exención  del  canon  enfitéutico  se  ampliaba  á  diez  años,  y 
durante  cuatro,  tampoco  satisfarían  diezmos  por  las  tierras  no- 
vales; pero  los  nuevos  vecinos  estarían  obligados  á  mantener 
su  casa  poblada  y  permanecer  en  los  lugares  con  sus  familias 
por  término  de  diez  años,  y  si  después  de  este  plazo  no  mantu- 
viesen la  casa  poblada,  podrían  caer  las  tierras  en  las  penas  de 
comiso  y  repartirse  á  otro  poblador  útil.  Las  suertes  no  podían 
dividirse,  gravarse  ni  enajenarse  en  manos  muertas^  y  el  Gobier- 
no cuidaría  de  repartir  tierras  ó  nuevas  suertes  á  los  hijos  se- 
gundos y  terceros,  para  que  de  este  modo  fuese  el  cultivo  y  la 
población  en  un  aumento  progresivo.  Si  fallecía  ab-intestato  y 
sin  herederos,  la  suerte  se  devolvía  á  la  Corona.  En  las  enaje- 
naciones por  contrato  oneroso  se  pagaría  á  la  Real  hacienda  el 
laudemio  que  prescribía  la  ley  de  Partida,  y  era  la  quincuagé- 
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sima  parte.  Y  pasados  los  diez  años  de  la  exención,  ios  nuevos 
pobladores  pagarían  todos  los  tributos  que  se  cobrasen  de  los 
demás  vasallos,  y  el  censo  enfitéutico  que  se  fijare  en  reconoci- 
miento del  directo  dominio.  Cada  vecino  se  aprovecharía  priva- 
tivamente con  sus  ganados  de  los  pastos  de  su  respectiva  suer- 
te, sin  perjuicio  de  introducirlos  en  los  exidos  y  sitios  comunes 
demarcados  6  que  se  demarcaren  á  cada  lugar.  Los  vecinos  se- 
rían preferidos  á  los  forasteros  en  los  arrendamientos  de  las 
tierras  concejiles. 

Los  pobladores  de  cada  feligresía  ó  concejo  concurrirían  á  la 
construcción  de  iglesias,  casas  capitulares,  cárceles,  hornos  y 
molinos.  Los  productos  del  horno  y  molino  quedarían  para  pro- 
pios, lo  mismo  que  la  senara  concejil.  Todos  los  niños  habían  de 
ir  á  las  escuelas  de  primeras  letras^  debiendo  haber  una  en  cada 
concejo  para  los  lugares  de  él.  No  habría  estudios  de  Gramática 
y  mucho  menos  de  otras  facultades  mayores,  pues  los  moradores 
debían  estar  destinados  á  la  labranza,  cría  de  ganados  y  alas  artes 
mecánicas  como  nervio  de  la  fuerza  de  un  Estado,  Quedaba  prohi- 
bido el  arbitrio  de  arrendar  las  dehesas  boyales,  el  arbitrar  los 
pastos  comunes,  la  pámpana  de  la  viña  ó  la  rastrojera,  y  el  que 
hubiese  ganadero  que  no  fuese  labrador.  No  se  permitiría  fun- 
dación alguna  de  convento,  comunidad  de  uno  ni  otro  sexo, 
aunque  fuese  con  el  nombre  de  hospicio,  misión,  residenciaógran- 
jería  ó  con  cualquier  otro  dictado  ó  colorido  que  fuese  ni  á  título 
de  hospitalidad.  Las  boticas  que  existían  en  las  casas  de  los 
regulares  de  la  Compañía  podrían  trasladarse  á  las  nuevas  po- 
blaciones para  suministrar  las  medicinas  á  los  enfermos.  El  su- 
perintendente form  atizaría  las  ordenanzas  municipales  que  con- 
viniesen. Y  los  jueces  y  justicias  del  reino  prestarían  cumpU- 
miento  á  todo  lo  prevenido  en  esta  instrucción.  Hemos  reseñado 
sus  más  importantes  disposiciones,  porque  en  ellas  se  consignan 
las  ideas  que  profesaba  Carlos  III  sobre  amortización,  gobier- 
no. Real  patronato,  enajenación  de  oficios,  privilegios  de  la  ga- 
nadería, arbitrios  sobre  los  artículos  de  primera  necesidad,  libre 
comercio,  mercado  franco,  protección  á  la  agricultura,  estímulos 
para  los  primeros  pobladores  é  instrucción  primaria  obligatoria. 
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Gran  parte  del  resultado  de  esta  colonización  dependía  de  las 
condiciones  del  superintendente  que  se  nombrara,  y  el  conde  de 
Aranda  propuso  para  dicho  cargo  á  D.  Pablo  Olavide,  hombre 
más  despreocupado  de  lo  que  permitía  el  fanatismo,  siempre  en 
acecho,  según  expresión  de  Ferrer  del  Río  (1396),  y  que  ade- 
más se  correspondía  con  Voltaire,  quien  en  una  de  sus  cartas, 
según  relata  Lafuente  (1397)  le  decía:  Sería  de  desear  hubiese  en 
España  cuarenta  hombres  como  vos.  Mas  debido  á  su  talento  y  ca- 
pacidad, mostrado  en  la  plaza  de  togado  que  desempeñó  en 
Suecia,  su  patria,  y  confirmado  en  España  en  el  puesto  de  sin* 
dico  personero  de  la  villa,  y  después  director  del  Hospicio  de 
San  Fernando,  hubo  de  ser  oído  por  el  ministro  á  la  vez  que  la 
junta  de  ministros,  y  las  ideas  luminosas  que  vertió  sobre  el 
proyecto  de  colonización  le  aseguraron  la  dirección  de  las  colo- 
nias agrícolas  de  Sierra- Morena,  como  reconocieron  Fernán 
Núñez  en  su  Compendio  (1398);  Mesonero  Romanos  en  la  Bio- 
grafía que  publicó  en  su  Semanario  pintoresco  español  (1399],  y 
Goxe  en  su  obra  La  España  bajo  los  Barbones  (1400).  Olavide  á 
principios  de  1767  se  trasladó  á  Sierra-Morena,  y  con  las  tem- 
poralidades ocupadas  á  los  jesuítas,  los  fondos  de  las  rentas 
provinciales  y  de  las  salinas  de  Jaén  y  la  del  tabaco  de  este 
reino  y  de  Granada,  se  formaron  once  feligresías  y  trece  pobla- 
ciones. Magaña,  Venta  de  Miranda,  Aldea  Quemada,  Santa 
Elena,  Venta  de  Navas  de  Linares,  La  Peñuela,  Carboneros, 
Guarroman,  Herrumblar  ó  Socueca,  fueron  los  lugares  edifica- 
dos junto  al  camino  que  desemboca  en  Andalucía  por  la  Man- 
cha; y  al  borde  del  que  allí  conduce  desde  Valencia,  entre  Vi- 
llamanrique  y  Linares,  la  Venta  de  los  Santos,  Montisón,  Ar- 
quillos y  otra  aldea.  Pensó  perpetuar  el  nombre  de  sus  protec- 
tores, llamando  á  Santa  Elena,  Arat^  del  Presidente^  y  á  Gua- 
rroman y  á  Carboneros  Murguía  y  Campomania;  pero  sólo  sub- 
sistió el  de  la  Carolina  que  puso  á  la  Peñuela.  En  el  desierto  de 
la  Parrilla,  se  levantó  también  la  Luisiana,  con  ocho  aldeas,  de 
las  cuales  quedaron  fuera  del  camino  San  Sebastián  de  los  Ba- 
llesteros y  Fuente  Palmera. 

El  proyecto  de  colonización  y  su  realización  por  Olavide,  sus- 
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citó  los  elogios  de  unos  y  las  críticas  de  otros;  y  aunque  por  re- 
solución á  consulta  de  18  de  Abril  y  cédula  del  consejo  del  1.^ 
de  Mayo  de  1768  (ley  IV,  título  XXII,  id.)  se  admitieron  colo- 
nos griegos  en  estos  reinos,  y  se  mandó  se  distribuyesen  en 
pueblos  separados  de  las  demás  poblaciones,  repartiéndoles  tie- 
rras, ganados  y  utensilios  como  se  estaba  realizando  en  Sierra- 
Morena;  y  por  otra  de  4  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  28  de 
Noviembre  de  1769,  se  nombraba  otro  superintendente  para  re- 
poblar la  provincia  de  Ciudad-Rodrigo,  y  dividir  su  término  en 
pastos  y  tierra  de  labor,  en  el  mismo  afio  D.  José  Antonio  Yauch, 
mayor  general  del  cantón  de  Ury,  que  había  venido  á  Andalu- 
cía con  doce  familias,  elevó  sus  quejas  al  Rey  por  el  desorden 
que  existía  y  mal  trato  que  se  daba  á  los  colonos,  y  pidió  se 
nombrase  un  visitador  inteligente  y  de  sana  conciencia  para 
remediar  y  extinguir  tales  abusos.  A  pesar  de  que  Campoma- 
nes  decía  á  Múzquiz,  en  carta  de  11  de  Marzo,  que  el  empresa- 
rio Yauch  había  venido  á  cubrir  su  falta  de  cumplimiento  des- 
I  acreditando  las  colonias,  en  junta  de  cuatro  consejeros  de  Cas- 

tilla fué  nombrado  visitador  regio  D.  Pedro  Pérez  Valiente,  á 
la  vez  que  se  pedían  informes  reservados  al  obispo  de  Jaén,  á 
D.  Ricardo  Wall  y  al  marqués  de  la  Corona,  fiscal  del  consejo 
de  Hacienda.  Wall  informó  favorablemente,  pero  el  obispo  fué 
de  contraria  opinión,  si  bien  la  rectificó  después  cuando  perso- 
nalmente visitó  las  nuevas  poblaciones.  Valiente  y  Corona  con- 
vinieron en  que  debía  proseguirse  la  empresa,  pero  no  encon- 
traron destituidas  de  todo  fundamento  las  quejas  de  Yauch. 
Meditados  todos  estos  informes,  Olavide  volvió  á  ejercer  la  su- 
perintendencia de  las  Colonias,  y  el  ministro  de  Hacienda  le  di- 
rigió Real  orden  en  18  de  Agosto  de  1769,  él-ogiando  su  actividad^ 
trabajo  y  empeño^  sobre  lo  cual  no  se  había  mudado  de  opinión  con- 
tra su  persona  y  conducta^  no  obstante  las  quejas  ocurridas.  En  es- 
ta fecha  se  habían  levantado  1.499  casas  que  podían  albergar 
287  familias  extranjeras  y  248  españolas  con  6.625  indivi- 
*  dúos.  Se  habían  sembrado  6.471  fanegas  de  todas  semillas  y 
plantádose  62.108  oUvos  ó  acebnches,  265.771  vides  y  2.222 
higueras.  El  asunto  continuó  debatiéndose  en  su  fondo,  y  en  16 
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de  Enero  de  1770,  se  dictó  otra  resolución,  ordenando  que  el 
presidente  del  consejo  propusiera  para  alcaldes  mayores  á  dos 
sujetos  de  probada  conducta  en  su  carrera,  y  que  se  comproba- 
sen todos  los  datos  presentados  por  Olavide  con  los  subdelega- 
dos y  comisionados  que  le  pareciesen  precisos.  En  20  de  Octu- 
bre  hizo  constar,  que  la  reciente  cosecha  ascendía  á  83.786  fa- 
negas de  todos  granos,  sin  haberlas  producido  las  poblacio- 
nes de  Andalucía  á  proporción  de  las  de  Sierra-Morena.  Se 
había  suspendido  el  pan  y  el  prest  á  los  colonos,  dejándoles 
la  cosecha.  Se  distribuyeron  más  de  3.000  vestidos  y  mayor 
número  de  camisas.  Los  edificios  públicos  y  las  casas  de  los 
colonos  se  habían  terminado,  y  nada  les  quedaba  á  los  colonos 
por  recibir  de  lo  ofrecido.  Por  Real  orden  de  16  de  Enero  de 
1771  se  dieron  las  gracias  á  Olavide  por  su  celo  y  actividad,  y 
se  le  dijo  siguiera  igual  conducta  en  todos  los  puntos,  con  suje- 
ción á  las  instrucciones  comunicadas.  En  los  afios  sucesivos,  los 
colonos  pudieron  mantenerse  sin  gravamen  para  el  Tesoro,  lo 
cual  constituye  el  mayor  elogio  del  resultado  de  la  colonización. 
Los  religiosos  capuchinos,  que  habían  venido  de  Suiza  para 
procurar  el  pasto  espiritual  á  los  pobladores  suizos,  habían  for- 
mado entre  los  enemigos  de  las  colonias,  y  desde  el  13  de  Mayo 
de  1770  existían  comunicaciones  oficiales  acerca  de  lo  excesivo 
de  su  congrua  y  la  conveniencia  de  sustituir  aquellos  religiosos 
con  clérigos  españoles.  Fr.  Romualdo  de  Fríburgo,  prefecto  de 
los  capuchinos,  en  vez  de  adoptar  una  conducta  prudente,  cho- 
có de  diferentes  maneras  con  Olavide,  y  en  Setiembre  de  1775 
delató  á  éste  ante  el  tribunal  de  la  Inquisición  como  hereje, 
ateo  y  materialista  (1401).  Obtenido  permiso  del  soberano,  Ola- 
vide fué  llamado  á  Madrid  con  pretexto  de  tratar  de  palabra 
sobre  asuntos  referentes  á  las  colonias,  y  cuando  se  apercibió 
del  verdadero  objeto  de  su  viaje,  dirigió  al  ministro  de  Gracia 
y  Justicia  D.  Manuel  de  Roda,  con  fecha  7  de  Febrero  de  1776, 
una  carta  que  existe  en  el  archivo  de  Simancas,  legajo  628  de 
Gracia  y  Justicia,  y  que  es  una  elocuente  manifestación  de  una 
conciencia  libre.  El  ministro  recomendó  al  superintendente  al 
nuevo  inquisidor  general  D.  Fehpe  Beltrán;  mas  el  proceso 
\  Tomo  IV  5 
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continuó,  y  el  dia  24  de  Noviembre  de  1778  ee  celebraba,  pre- 
TJa  esquela  de  convite,  un  autÜto  de  fe,  con  presencia  de  lo  más 
distinguido  do  la  corte,  cuya  relación  se  conserva  en  la  sala 
de  Mas.  de  la  Biblioteca  Nacional  de  Madrid,  M.  355.  Por  él, 
D.  Pablo  Olavide  era  declarado  convicto  hereje,  miembro  po- 
drido de  la  reli^ón  y  desterrado  para  siempre,  á  cuarenta  le- 
guas de  la  corte  y  sitios  Reales,  de  Lima,  de  las  Andalucías  y 
Sierra-Morena,  condenándole  además  á  vivir  recluso  en  un 
convento  durante  ocho  aOos,  bajo  las  órdenes  de  un  director 
sabio  que  le  enseñara  ccüdianamente  la  doctrina  cristiana  y 
Bua  dogmas,  y  le  hiciera  confesar,  oir  misa,  rezar  el  rosario 
y  ayunar,  si  se  lo  consentía  la  salad,  todos  los  viernes.  Se  le 
declaró  infame,  confiscados  sus  bienes  y  privados  sus  descea- 
dtentes,  hasta  la  quinta  generación,  de  obtenw  empleos  púbh- 
coa.  Y  haría  la  protestación  de  la  fe,  y  abjurarla  sus  errores, 
cubriendo  su  cabeza  una  coroza  de  aspa  entre  tanto.  Gomo  al 
oir  esta  sentencia  Olavide  cayó  desmayado,  el  inquisidor  gene- 
ral le  dispensó  de  la  coroza,  y  aquél  hizo  la  protestación  de  la  fe 
con  una  vela  verde  en  la  mano.  En  el  colegio  de  misioneros  de 
Sahagún  cumplió  los  dos  primeros  afios  de  au  condena,  traala- 
dándose  al  de  capuchinos  de  Murcia  por  motivos  de  salud.  Ob- 
tuvo permiso  para  tomar  laa  aguas  de  Buaot,  en  la  provincia 
de  Valencia,  y  después  laa  de  Caldas,  en  Cataluña,  bajo  su  sola 
palabra;  pero  abusó  de  ello  y  se  refugió  en  Francia,  primero,  y 
después  en  Ginebra,  por  haber  pedido  su  extradición  el  gobier- 
no español.  Cuando  estalló  la  revolución  francesa,  Olavide  fué 
á  París,  y  la  CouTención  le  dio  el  título  de  dudadatu  adopim 
de  ía  SepúblicafroMeesa.  En  1794  fué  preso  por  el  comité  de  sa- 
lud pública,  y  en  la  cárcel  comenzó  á  escribir  el  Ik/atydio  en 
triunfo,  que  es  una  apología  razonada  del  cristianismo,  que  se 
pubUcó  en  Valencia  en  1797.  El  año  siguiente  pidió  permiso 
para  volver  á  España,  y  previo  un  desfavorable  informe  del  in- 
quisidor general,  de  22  de  Mayo,  que  existe  en  Simancas  (1402), 
y  que  por  vez  primera  dio  á  conocer  Lafuente,  el  Rey  accedió, 
por  Real  orden  de  1."  de  Junio  de  1798,  á  la  solicitud  de  Ola- 
vide, y  este  hombre,  de  quien  la  agricultura,  la  industria  y  el 
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Ja  civilización  española  conservarán  siempre  nn  grato  recuerdo, 
acabó  sus  días  en  uno  de  los  pueblos  de  Andalucía,  escribiendo 
en  sus  últimos  años  dos  obras,  titulada  la  una  Poemas  cristía" 
nos  y  1a  otra  Paráfrasis  de  hs  Salmos. 

Carlos  III  continuó  animado  de  su  laudable  propósito  de  re- 
poblar el  reino.  Por  resolución  á  consulta  de  21  de  Mayo  y  cé- 
dula del  consejo  de  23  de  Diciembre  de  1778  (ley  VI,  id.,  id.), 
fijó  reglas  para  la  situación  y  construcción  de  los  pueblos  en  el 
camino  de  Madrid  por  la  provincia  de  Extremadura;  y  por  otra 
de  28  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  23  de  Diciembre 
de  1778;  se  determinaron  las  condiciones  y  fuero  de  la  pobla- 
ción que  deberían  observar  los  vecinos  de  la  nueva  villa  de 
Enemas  dd  Príncipe.  Según  ellas,  en  esta  villa  se  establecieron 
veinticuatro  labradores,  y  se  les  daría  una  suerte  de  sesenta  fa- 
negas de  cabida,  cerrada  y  privativa  para  cada  vecino,  destinan- 
do la  mayor  parte  á  la  cultura  del  trigo.  Se  conservarían  los 
árboles  útiles.  Podrían  cercar  su  suerte  y  tener  doscientas  cabe- 
zas de  ganado  lanar,  para  los  cuales  se  asignarían  pastos.  Serían 
incluidos  en  el  repartimiento  de  las  bellotas  de  propios,  arbitra- 
das y  comunes,  del  consejo  de  la  mesta.  No  podrían  dividirse  ni 
gravarse  dichas  suertes,  ni  recaer  en  manos  muertas.  Tendrían 
las  mismas  exenciones  que  los  de  Sierra-Morena.  Los  vecinos 
elegirían  el  alcalde  y  concejales  como  en  los  demás  pueblos  de 
la  mesta,  debiendo  ser  de  la  clase  de  labradores,  y  el  alcalde 
tendría  jurisdicción  privativa.  Y  en  resolución  de  9  de  Agosto 
de  1779  y  cédula  del  consejo  de  22  de  Mayo  de  1779,  se  dicta- 
ron otras  reglas  para  el  restablecimiento  y  población  del  puerto 
y  ciudad  de  la  Alcudia,  en  Mallorca  (ley  YIU,  id.,  id.) 

C— Subsistencias  públicas^ 

No  era,  en  verdad,  muy  satisfactorio  el  cuadro  que  presenta- 
ba el  ramo  de  abastos  cuando  Garlos  lU  vino  á  ocupar  el  trono 
español;  pero  animado  este  monarca  por  un  gran  espíritu  de 
reforma  y  conocedor  de  los  principios  de  la  ciencia  económica, 
comprendió  que  importaba  mucho  á  la  prosperidad  de  la  na- 
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ción  el  dejar  libre  y  desembarazado  el  comercio  interior  y  con 
las  menores  cargas  posibles  loa  artículos  de  primera  necesidad, 
único  alimento  del  trabajador  y  del  pobre  (1403).  Las  primeras 
disposiciones  que  Carlos  III  adoptó  respecto  de  esta  materia 
fueron  altamente  liberales  y  económicas,  pero  su  novedad  no 
pudo  resistir  la  fuerza  de  los  antiguos  hábitos  y  fueron  al  poco 
tiempo  derogadas.  Sin  embargo,  debemos  á  tan  ilustrado  mo- 
narca la  abolición  de  todas  las  trabas  que  paralizaban  el  comer- 
cio interior  de  las  semillas  alimenticias;  el  restablecimiento  de 
los  representantes  del  común  para  tratar  y  resolver  todos  los 
puntos  referentes  al  bien  público;  la  determinación  de  los  ar- 
tículos que  debían  venderse  á  precio  fijo;  la  fijación  de  las  re- 
glas que  debían  guardarse  en  los  remates  de  los  puestos  públi- 
cos, y  el  deslinde  de  las  atribuciones  que  correspondían  á  la 
policía  municipal.  FiDalmeute,  extinguió  la  junta  de  abastos 
de  Madrid,  devolviendo  sus  atribuciones  al  ayuntamiento  y  ex- 
citando al  consejo  de  Castilla  para  que  cuidase  de  los  mante- 
nimientos en  todo  el  reino. 

En  algunos  pueblos  habían  ocurrido  algunas  asonadas  para 
obligar  á  sus  respectivos  magistrados  á  abaratar  los  abastos,  y 
el  Bey,  á  fin  de  desengañar  á  la  plebe  y  que  no  cayese  en  exce- 
sos tan  sediciosos,  fiada  en  indultos  y  perdones  que  nada  les 
aprovechaban,  dio  el  auto  acordado  de  5  de  Mayo  de  1766,  que 
forma  la  ley  XUI,  tít.  XVU,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, declarando  nulas  é  inválidas  las  bajas  hechas  ó  que  se 
hiciesen  por  los  magistrados  y  ayuntamientos  de  los  pueblos 
compelidos  por  fuerza  y  violencia,  é  ineficaces  los  indultos  ó 
perdones  concedidos  por  los  mismos,  por  ser  materias  privati- 
vas de  la  suprema  regalía  inherente  á  la  Real  persona.  Los  de- 
más capítulos  establecían  el  modo  de  proceder  contra  los  pro- 
movedores y  auxiliadores  de  semejantes  asonadas  y  á  la  elec- 
ción de  diputados  y  personero  del  común  de  los  pueblos,  para 
el  manejo  y  buen  gobierno  de  sus  abastos  (leyes  I,  tít.  XVUI, 
libro  VII;  y  III,  tít.  XI,  lib.  XII  de  la  Novísima  Recopilación). 
El  nombramiento  de  estos  funcionarios  hizo  notorias  las  inde- 
bidas exacciones  que  se  experimentaban  con  pretexto  de  licen- 
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cias  y  postaras  de  los  géneros  que  se  traían  á  vender  para  el 
abasto  de  los  pueblos,  y  por  Real  cédala  de  16  de  Janio  de  1767 
(ley  XIV,  título  XYII,  id.),  se  mandó  cesar  la  exacción  de  de- 
rechos que  se  exigían  por  las  licencias  y  posturas,  y  se  dedaró 
la  total  libertad  de  la  contratación  y  comercio^  en  contra  de  todo 
el  sistema  que  se  había  seguido  hasta  entonces.  Su  inteligen* 
da  promovió  varios  recursos  de  los  pueblos  de  los  reinos  de 
Aragón,  Valencia  y  Principado  de  Cataluña,  y  por  provisión 
del  consejo  de  5  de  Octubre  de  1767,  se  declaró  por  punto  ge- 
neral, que  la  libertad  decretada  no  excluía  los  arbitrios  ó  im  - 
puestos  que  estuviesen  cargados  sobre  los  géneros  comestibles 
con  legítimos  títulos  á  favor  de  los  propios  y  caudales  públicos 
(ley  XV,  id.)  Otra  provisión  del  consejo  de  9  de  Agosto  de  1768 
I  (ley  XVI,  id.),  declaró  que  el  pan  cocido  y  las  especies  que  de- 

vengaban y  adeudaban  millones  debían  tener  precio  fijo  ven- 
didas por  menor,  y  en  ningún  modo  por  mayor,  pues  habían  de 
quedar  en  libre  comercio  y  en  igual  libertad  por  mayor  y  menor  to» 
das  las  demás  especies  comestibles.  Otra  provisión  del  consejo  de  2 
de  Setiembre  del  mismo  afio,  sujetó  varias  especies  á  postura 
sin  exacción  de  derechos  por  razón  de  ella  (ley  XVII,  id.)  Otra 
provisión  de  11  de  Mayo  de  1772,  sujetó  á  postura  todos  los 
géneros  que  lo  estaban  antes  de  la  Real  cédula  expedida  en  16 
de  Junio  de  1767  (ley  XVIII,  id.)  Una  Real  orden  de  30  de 
Enero  de  1775,  resolvió  por  punto  general  que  los  cuerpos  de 
tropa  no  pudieran  establecer  por  sí  carnicerías  ni  otro  abasto, 
sino  que  precisamente  habían  de  concurrir  sus  individuos  á 
surtirse  de  los  víveres  de  su  consumo  á  los  puestos  públicos, 
pagándolos  á  los  mismos  precios  que  los  satisfacían  los  veci- 
nos, con  derecho  á  la  refacción  ó  franquicia  equivalente  á  los 
impuestos  municipales  (ley  XII,  id.)  En  los  abastos  de  carnes 
sólo  se  celebraría  un  remate  (ley  XIX,  id.);  y  los  corregidores, 
según  los  capítulos  LX  y  LXX  de  la  instrucción  de  corregi- 
dores inserta  en  Real  cédula  de  15  de  Mayo  de  1768,  tendrían 
el  mayor  cuidado  en  el  ramo  de  abastos  de  los  pueblos,  á  fin  de 
que  no  se  defraudasen  los  pesos  y  medidas  ni  la  calidad  de  los 
géneros  que  se  vendiesen  (ley  XX,  id.) 
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Con  motivo  de  los  abastos,  el  Rey  Carlos  £11  introdujo  en  la 
organización  municipal  una  reforma  que  marca  el  periodo  de 
la  regeneración  de  los  ayuntamientos  de  España.  Por  resolu- 
ción á  consulta  y  auto  acordado  del  consejo  de  5  de  Mayo  de 
1766,  que  forma  la  ley  I,  tít.  XVIII,  lib.  Vil  de  la  Novísima 
Recopilación,  ordenó  que  en  todos  los  pueblos  mayores  ó  me- 
nores de  2.000  vecinos  interviniesen,  con  la  justicia  y  regidores, 
cuatro  ó  dos  diputados  que  nombraría  el  común  por  parroquias 
ó  barrios  anualmente^  los  cuales  tendrían  voto,  entrada  y  asien- 
to en  el  ayuntamiento  después  de  los  regidores,  para  tratar  y 
conferir,  en  punto  de  abastos,  todo  lo  que  reclamase  el  bien  co- 
mún. Además  se  dispuso,  que  en  todos  los  pueblos  se  nombrase 
y  eligiese  anualmente  el  común,  guardando  hueco  de  dos  afios 
á  lo  menos,  y  los  parentescos  hasta  cuarto  grado  inclusive,  un 
procurador  síndico  personero  del  público  con  asiento  en  el 
ayuntamiento  después  del  procurador  síndico  perpetuo,  y  voz 
para  pedir  y  proponer  todo  lo  que  conviniese  al  público  gene- 
ralmente. Si  resultase  discordia  entre  los  regidores  y  diputados 
del  común,  la  resolverían  las  audiencias  y  chancillerías  del 
terrilorio.  En  instrucción  del  consejo  de  26  de  Junio  de  1766 
(ley  II,  id.),  se  estableció  que  la  elección  de  diputados  y  perso- 
neros  se  debía  ejecutar  por  todo  el  pueblo  dividido  en  parro- 
quias ó  barrios,  entrando  con  voto  activo  iodos  los  vecinos  seculares 
y  contribuyentes.  Si  no  hubiere  más  que  una  parroquia,  se  nom- 
brarían comisarios  que  elegirían  los  diputados  del  común  y 
personero,  y  ni  el  ayuntamiento  por  sí  solo  ni  ningún  cuerpo 
de  gremios  podría  entrometerse  en  esta  elección,  que  se  había 
de  hacer  por  el  vecindario  y  electores  gradualmente  en  el  modo 
y  forma  que  quedaba  propuesto,  aun  cuando  en  los  demás  ofi- 
cios de  la  república  se  observase  otra  práctica.  Se  determinaba 
la  manera  como  habían  de  tomar  posesión  y  las  incompatibili- 
dades que  podían  existir,  al  mismo  tiempo  que  se  individuali- 
zaban sus  derechos  y  prerrogativas,  y  se  decía  en  el  capítulo  IX 
de  la  instrucción:  *No  necesita  distinción  de  Estados  ning^mo  de 
cestos  encargos,  porque  pueden  recaer  promiscuamente  en  los  nobles 
^yplél)eyos^  por  ser  enteramente  dependientes  dd  concepto  publico.* 
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Por  Beal  resolución  y  cédala  del  consejo  de  15  de  Noviembre 
de  1767,  se  declararon  algunas  dudas  acerca  de  la  elección  y 
subrogación  de  diputados  y  personero  del  común.  Una  circular 
de  12  de  Diciembre  del  mismo  afto,  le  reconoció  el  derecho  de 
asistencia  y  voto  absoluto  en  la  junta  de  propios  y  arbitrios;  y 
otra  de  10  de  Noviembre  de  1769,  les  concedió  voto  para  repri- 
mir todos  los  excesos  en  el  manejo  de  los  caudales  comunes. 
Los  diputados  del  común  debían  permanecer  dos  afios  en  sus 
oficios,  quedando  uno  de  los  antiguos  y  entrando  otro  nuevo, 
según  provisión  del  consejo  de  31  de  Enero  de  1769;  y  hasta 
llegó  á  declararse  en  resolución,  ¿  consulta  del  consejo  de  9 
de  Mayo  de  1767  (ley  VI,  id.),  que  los  matriculados  para  la 
marina  no  gozasen  fuero  alguno  y  estuviesen  sujetos  ¿  las  jus- 
ticias ordinarias  en  todo  lo  referente  á  elecciones  de  diputados 
y  síndicos  del  común. 

La  teoría  de  la  tasa,  considerada  como  el  término  de  la  per- 
fección, según  la  teoría  de  los  Reyes  Católicos,  había  dividido 
á  los  publicistas  y  economistas  de  los  siglos  posteriores;  pero  ya 
Zavala,  en  su  representación  á  Felipe  V,  había  preparado  la 
opinión  de  tal  suerte  en  contra  de  la  tasa  de  los  cereales,  que 
Gampomanes,  en  su  Bespuesta  fiscal  sobre  abolir  la  tasa  y  estable^ 
eer  d  comercio  de  granos  (1404)  y  memorial  ajustado  sobre  los 
abastos  de  Madrid^  y  Floridablanca,  en  la  Bespuesta  fiscal  sobre 
acopio  de  trigo  para  el  consumo  de  Madrid  (1405),  opinaron  re- 
sueltamente contra  la  tasa  y  en  favor  del  libre  tráfico  interior 
de  los  granos.  La  opinión  de  los  fiscales  del  consejo  alentó  á  los 
escritores  economistas  á  declararse  contra  la  tasa  y  pedir  su 
perpetua  abolición,  como  opuesta  á  la  libertad  natural,  i  la  jus- 
ticia y  á  la  abundancia  de  los  pueblos,  y  en  este  sentido  escribie- 
ron Danvila,  Lecciones  de  economía  civil  y  de  comercio  (1406);  Pe- 
reirá,  B^lexiones  sobre  la  ley  agraria  (1407);  Foronda,  Cartas  sobre 
la  policía,  etc.  (1408).  La  Ubertad  del  comercio  interior  de  granos 
y  la  derogación  de  su  tasa,  fué  declarada  por  pragmática  de  1 1  de 
Julio  de  1765,  mandando  que  fuese  libre  su  venta  y  compra,  para 
que  así,  en  los  afios  abundantes  como  en  los  estériles,  fuese  igual 
y  rec^roca  la  condición  de  los  vendedores  y  compradores.  Las 
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personal  legas  que  se  dedicasen  á  este  comercio,  podrían  com- 
prar, vender  y  transportar  de  unas  provincias  y  parajes  á  otros 
los  granos,  almacenarlos  y  entrojarlos  donde  mejor  les  convinie* 
se.  Renovó  y  confirmó  todas  las  leyes  que  prohibíanlos  mono- 
polios^  los  tratos  ilícitos  y  los  torpes  lacros.  Les  exigió  una  con- 
tabilidad mercantil.  Les  prohibió  formar  y  establecer  cofradías, 
gremio  ó  compañía  con  pretexto  alguno.  Los  almacenes  y  trojes 
de  los  comerciantes  serían  públicos  y  sujetos  á  socorrer,  en  caso 
de  necesidad,  á  los  pueblos  de  la  comarca,  donde  existiesen,  con 
los  granos  precisos  para  el  abasto  del  pan  cocido  y  para  sem- 
brar, previo  pago  al  contado.  En  cuanto  á  la  extracción  de 
granos  fuera  del  reino,  quiso  se  guardasen  los  decretos  de  Fer- 
nando VI  de  1756  y  1757,  siempre  que  en  los  tres  mercados 
seguidos  en  los  pueblos  inmediatos  á  los  puertos  y  fronteras 
no  llegase  el  precio  del  trigo:  en  los  de  Cantabria  y  Montañas 
á  32  reales  fanega;  en  los  de  Asturias,  Galicia,  puertos  de  An- 
dalucía, Murcia  y  Valencia,  á  35  reales,  y  en  los  de  las  fronte- 
ras de  tierra,  á  22  reales.  Y  permitió  la  importación  de  granos, 
entrojarlos  y  almacenarlos  dentro  de  las  seis  leguas  de  los  puer- 
tos por  donde  entrasen;  pero  sin  poder  pasarlos  al  interior  sino 
en  el  caso  de  que  en  los  tres  referidos  mercados  excediese  el  pre- 
cio de  los  granos  del  que  se  había  señalado  para  su  extracción. 
La  exportación  se  prohibió  interinamente  por  provisión  del  con- 
sejo de  30  de  Julio  de  1769,  y  se  permitió  de  nuevo  en  6  de  Ju- 
nio de  1773. 

La  anterior  pragmática  fué  mandada  cumplir  por  resolución 
de  29  de  Agosto  y  provisión  de  30  de  Octubre  de  1766,  que 
forma  la  ley  XII,  título  XIX,  id.,  encomendando  al  consejo  to- 
das las  cuestiones  sobre  su  ejecución,  y  al  intendente,  corregi- 
dor ó  juez  el  consultarle  sobre  la  necesidad  de  realizar  algún  re- 
puesto en  algún  caso  ú  ocurrencia  á  costa  de  caudales  públicos.* 
Donde  éstos  se  realizasen  para  el  abasto  público,  el  precio  del 
pan  cocido  se  arreglaría  al  coste  de  los  granos  y  portes  al  pre- 
cio corriente.  Para  los  casos  de  alguna  urgencia  extremada,  de- 
bían considerarse  comerciantes  los  arrendadores  de  rentas  do- 
minicales, decimales  ú  otras,  que  tomaban  los  granos  sólo  para 
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hacer  este  comercio,  pero  nunca  contra  los  labradores  6  propie- 
tarios de  los  mismos  granos.  Donde  no  hubiese  cosecha  bastan- 
te para  el  abasto,  el  ayuntamiento  y  síndico  del  común  esta- 
blecerían panaderos  que  surtiesen  y  abasteciesen  de  pan  sin  es- 
casez, con  la  porción  diaria  que  se  les  señalase.  Y  mandó  esta- 
blecer albóndiga  y  mercado  público,  dando  antes  cuenta  al  con- 
sejo. Las  anteriores  disposiciones  se  mandaron  observar  por 
provisión  de  20  de  Agosto  de  1768,  señalando  penas  para  los 
contraventores.  Por  resolución  de  11  de  Enero  y  cédula  del 
consejo  de  1.^  de  Febrero  de  1785,  se  declaró  que  guardasen  la 
pragmática  de  11  de  Julio  de  1765  todos  los  que  manejaren 
granos  en  estos  reinos,  y  que  no  se  considerasen  copales  los  gra- 
nos de  puro  comercio,  á  fin  de  evitar  abusos.  Otra  Real  provi* 
sión  de  14  de  Agosto  de  1737,  prohibió  la  extracción  de  granos 
por  mar  en  los  puertos  del  Océano,  y  en  6  de  Setiembre  de  1787 
y  provisión  de  18  del  mismo  mes,  declaró  que  esta  prohibición 
era  mientras  subsistiese  el  precio  que  tenían  los  grauos  en  las 
provincias  de  Castilla  y  pueblos  inmediatos  á  los  puertos  del 
mar  Océano.  Y  otra  provisión  de  18  de  Setiembre  de  1788^ 
prohibió  que  ninguna  comunidad  ni  particular  fijasen  carteles 
llamando  vendedores  de  granos  á  precios  fijos.  La  policía  de  los 
abastos,  mediante  la  elección  de  los  diputados  y  personero  del 
común;  la  abolición  de  la  tasa,  y  la  declaración  del  libre  comer* 
do  interior,  tomó  un  nuevo  aspecto  en  el  reinado  de  Carlos  III, 
triunfando  el  principio  de  que  la  baratura  procede  de  la  bara- 
tura de  los  mantenimientos. 

D.— Salud  publica. 

No  descuidó  el  monarca  español  la  policía  sanitaria,  pues 
por  resolución  á  consulta  de  20  de  Abril  y  cédula  del  consejo 
de  20  de  Mayo  de  1788,  ordenó  el  uso  y  conservación  de  los 
nuevos  específicos  para  la  salud,  sin  perjuicio  de  su  inventor. 
Por  Real  orden  de  6  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  13  de 
Febrero  de  1785,  se  establecieron  las  reglas  que  debían  obser- 
varse en  el  reino  de  ^'nlencia  para  evitar  en  lo  sucesivo  la  epi- 
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demia  de  tercianas  (leyes  IV  y  Vil,  título  XL,  id.)  Y  por  otra 
Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1785,  mandó  S.  M.  que  el  conse- 
jo acordase  las  debidas  providencias  á  facilitar  auxilios  genera* 
les  á  los  pueblos  que  se  hallaban  padeciendo  dicha  epidemia. 

SECCIÓN  11. 

OBDBN  PÚBLICO. 

A.— Asonadas  y  motines. 

Todas  las  cuestiones  relacionadas  con  el  orden  público  mere- 
cieron preferente  atención  en  el  reinado  de  Carlos  ni,  que  comen- 
zó por  declarar,  en  Mayo  de  1766,  la  nulidad  de  los  indultos  con- 
cedidos por  los  magistrados,  ayuntamientos  y  otros  con  motiva 
de  asonadas  y  alborotos.  Sus  promovedores  serían  castigados 
como  reos  de  levantamiento  y  sedición,  y  los  fomentadores,  auxi- 
liadores ó  participante  voluntario  se  consideraría  enemigo  de  la 
patria  y  su  memoria  por  infame  ó  detestable  para  todos  los  efec- 
tos civiles,  como  destructor  del  pacto  de  sociedad  que  une  á  to- 
dos los  pueblos  y  vasallos  con  la  cabeza  suprema  del  Estado  (ley 
III,  tít.  XI,  lib.  XII  de  la  Novísima  Becopilación).  Por  cédula 
de  2  y  consulta  de  7  de  Agosto  de  1766  (ley  IV,  id.),  se  derogó 
todo  fuero  y  atribuyó  á  la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento 
de  las  causas  de  motín,  desorden  popular  6  desacato  á  los  magis- 
trados públicos.  Y  en  17  de  Abril  de  1774,  se  publicó  la  prag- 
mática, que  forma  la  ley  V,  id.,  en  la  que,  partiendo  del  exacto 
principio  de  que  no  se  podía  asegurar  la  felicidad  pública  si  no 
se  mantiene  en  todo  su  vigor  la  autoridad  de  la  justicia  y  se 
cumplen  las  leyes  dirigidas  á  contener  á  los  espíritus  inquietos, 
enemigos  del  sosiego  público,  se  mandaron  observar  inviolable- 
mente las  leyes  preventivas  de  los  bullicios  y  conmociones  popu- 
lares. Prohibió  toda  competencia  con  la  jurisdicción  ordinaria 
á  quien  correspondía  el  conocimiento  de  las  causas,  con  deroga- 
ción de  todo  fuero.  Mandó  proceder  contra  los  autores  y  cómpli- 
ces de  los  pasquines  y  papeles  sediciosos.  Luego  que  se  advirtiese 
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bollicio  6  TesÍ8teQcia  popalar,  la  jurisdicción  ordinaria  haría  pu- 
blicar un  bando  para  que  las  gentes  se  separasen,  y  si  no  lo  rea* 
lizaban  serian  tratados  como  reos  y  autores  del  bullicio  los  que 
se  encontrasen  reunidos  en  número  de  diez  personas.  Los  que 
se  hallasen  en  las  calles  se  retirarían  á  sus  casas,  y  se  cerrarían 
las  tabernas,  casas  de  juego  y  oficinas  públicas,  los  campanarios» 
conventos  y  casas  de  sus  habitaciones.  Las  gentes  de  guerra  se 
pondrían  sobre  las  armas,  y  todos  los  que  obedeciesen  el  bando 
quedarían  indultados.  Se  asegurarían  las  cárceles  y  casas  de 
reclusión.  La  fuerza  pública  auxiliaría  á  la  jurisdicción  ordina- 
ria, y  se  utilizaría  contra  los  que  hiciesen  resistencia  hasta  re- 
ducirlos á  la  obediencia  debida.  Las  causas  las  instruirían  las 
justicias  ordinarias  según  las  reglas  del  derecho,  y  mientras  los 
delincuentes  se  mantuviesen  inobedientes  á  los  mandatos  de 
las  justicias,  no  podrían  tener  representación  alguna  ni  capitu- 
lar por  medio  de  personas  de  autoridad.  Cuando  concurriesen 
obedientes,  se  les  oirían  sus  quejas  y  se  pondría  pronto  reme- 
dio en  todo  lo  que  fuese  arreglado  y  justo.  Y  mandó  que  los 
jueces  no  usasen  de  arbitrio  alguno  en  las  sentencias,  proce- 
diendo precisamente  con  arreglo  á  la  pragmática  y  á  las  leyes. 
Complemento  de  estas  disposiciones  sobre  orden  público  fué  la 
creación  de  los  alcaldes  de  cuartel  y  de  barrio,  según  la  Real 
cédula  de  6  de  Octubre  de  1768,  que  por  auto  acordado  de  21 
de  Octubre  del  mismo  año,  se  hizo  extensiva  á  las  capitales  en 
que  había  chancülerías  y  audiencias. 

B.— Armas. 

Carlos  m  publicó  desde  Aranjuez  una  pragmática  sanción 
en  26  de  Abril  de  1761,  que  forma  la  ley  XIX,  tít.  XIX,  U- 
bro  Xn  de  la  Novísima  Recopilación,  revalidando  las  prohibi- 
ciones contenidas  en  las  pragmáticas  de  1663,  82  y  91,  y  1713 
y  57  prohibitivas  del  uso  de  armas  de  fuego  cortas  y  blancas, 
y  sólo  consintió  á  la  nobleza  el  uso  de  las  pistolas  de  arzón 
cuando  fuesen  de  paseo  ó  de  camino.  Y  asimismo  prohibió  que 
los  criados  de  librea,  siu  otra  excepción  que  los  de  la  Real  casa, 
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trajesea  á  la  cinta  eepada,  sable  ni  otra  arma  blanca.  En  ban- 
dos de  9  de  Octubre  de  1780  y  27  de  Marzo  de  1786,  publi- 
cados por  la  sala  de  alcaldes,  se  previno  que  la  prohibición  ge- 
neral impuesta  á  los  criados  de  librea  se  extendiese  á  los  lla- 
mados cazadores  ó  cualesquisra  otros,  bajo  las  penas  de  seas 
afios  de  presidio  al  noble  y  de  arsenales  al  plebeyo. 

C. — Snegos  prohibidos. 

Insistiendo  el  monarca  en  las  prohibiciones  decretadas  por 
sus  antecesores  sobre  juegos,  mandó  por  Real  orden  de  18  de 
Diciembre  de  1764,  que  la  justicia  ordinaria,  con  derogación  de 
todo  fuero  privilegiado,  juzgase  &  los  contraventores  á  la  pro- 
hibición de  toda  clase  de  juegos  de  suerte,  envite  y  azar.  En  6 
de  Octubre  de  1771  dio  uua  pragmática  que  fonna  la  ley  XV, 
tft.  XXIII,  lib.  XII  de  la  Novísima  Recopilación,  prohibiendo 
de  nuevo  dicha  clase  de  juegos  y  estableciendo  penas  pecunia- 
rias y  hasta  personales,  con  prisión  subsidiaña.  En  los  juegos 
permitidos  tasó  lo  que  podía  jugarse,  y  prohibió  las  traviesas 
ó  apuestas.  Asimismo  prohibió  jugar  prendas,  alhajas  ú  otros 
cualesquiera  bienes  raices  en  poca  ó  en  mucha  cantidad,  y  todo 
juego  &  crédito,  al  nado  ó  sobre  palabra.  Declaró  la  ineficacia 
de  todo  contrato  contrario  á  las  prescripciones  establecidas. 
Prohibió  á  los  arteaauos  y  menestrales,  asi  maestros  como  ofi- 
ciales y  aprendices  y  á  los  jornaleros  de  todas  clases,  el  jugar 
en  días  y  horas  de  trabajo.  En  las  tabernas,  figones,  hosterías, 
mesones,  botillerías,  cafés  y  otra  cualquiera  casa  pública,  sólo 
se  permitirían  las  damas,  ajedrez,  tablas  reales  y  chaquete 
en  las  casas  de  trucos  ó  billar.  En  virtud  de  Real  orden  de  13 
de  Julio  de  1782  se  mandaron  publicar  bandos  de  seis  eu  seis 
meses,  repitiendo  la  prohibición  de  juegos  contenidos  en  esta 
pragmática,  y  esto  mismo  se  volvió  á  reproducir  por  Real  or- 
den de  16  de  Abril  de  1786  (ley  XVI,  id.)  Habiéndose  mandado 
por  Real  decreto  de  30  de  Setiembre  de  1763  establecer  en  la 
villa  de  Madrid  una  lotería  en  favor  de  los  hospitales,  hospi- 
cios y  otras  obras  pías,  bajo  las  seguridades,  método  y  reglas 
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qae  se  creyeron  convenientes,  se  dictó  resolución  en  29  de  Ju- 
lio  y  circular  del  consejo  de  23  de  Agosto  de  1774,  prohibiendo 
el  establecimiento  de  loterías  extranjeras  en  España,  y  por  Real 
orden  de  2  de  Junio  de  1787  y  cédula  del  consejo  de  8  de  Mayo 
de  1788  (ley  HI,  título  XXIV.  id.),  se  prohibieron  las  rifas  á  los 
extractos  de  lotería. 

D.-— Vagaacla. 

Por  consecuencia  del  célebre  motín  contra  Esquilache,  el 
conde  de  Aranda  encaminó  su  atención  á  limpiar  de  vagabun- 
dos á  Madrid,  y  entre  otras  de  las  disposiciones  que  dictó,  fué  una 
de  ellas  el  dividir  esta  villa  en  ocho  cuarteles  y  sesenta  y  cuatro 
barrios,  cada  uno  deeUos  con  su  alcalde,  elegido  por  los  vecinos, 
y  encargado  de  empadronarlos,  de  hacer  constar  sus  oficios  ú 
ocupaciones  y  de  velar  por  el  reposo  público  Por  bando  de  16 
de  Mayo  de  1767,  destinó  á  los  que  frecuentaban  los  garitos  y 
pordioseaban  siendo  robustos,  á  casas  de  reclusión,  donde  se  les 
obligaba  al  trabajo.  Mujeres  de  vida  airada  salieron  entonces, 
contra  su  voluntad,  de  la  villa,  y  en  6  de  Mayo  se  dio  orden  para 
que  los  eclesiásticos  forasteros  que  permanecían  en  la  villa  sin 
empleo  ó  profesión  que  justificara  su  permanencia,  abandonaran 
la  corte  y  fueran  á  residir  en  sus  diócesis.  Algunos,  como  dice 
Ferrer  del  Río  (1409),  procuraron  eludir  la  observancia  de  lo 
prescrito,  echándose  á  pedir  limosna  para  ermitas,  santuarios, 
hospitales,  comunidades,  pobres  ó  santos,  y  les  imitaron  los 
seglares;  pero  un  bando  de  16  de  Setiembre  castigaba  á  los  se- 
glares con  la  pena  de  los  vagos,  y  á  los  eclesiásticos  con  ser 
extrañados  del  reino.  El  rigor  llegó  á  tal  extremo  en  esta  épo- 
ca, que  á  un  cabo  del  regimiento  de  Galicia  que  gritó  en  la 
Plaza  Mayor  |viva  el  Rey  y  muera  Esquilachel  se  le  aplicó  la 
pena  de  baquetas,  y  se  libró  de  la  horca  porque  profirió  aque- 
Has  expresiones  en  estado  de  embriaguez;  pero  en  cambio  el 
murciano  D.  Juan  Francisco  Salazar,  que  dijo  ^que  no  había  de 
iparar  hasta  verter  la  sangre  de  los  Barbones^  fué  ahorcado  el 
>día  28  de  Junio  por  consecuencia  del  proceso  que  se  le  formó. » 

El  art.  57  de  la  ordenanza  general  de  1770  para  el  reempla- 
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20  del  ejército,  diapuso  que  se  hiciesen  levas  de  vagos  para  apli- 
carlos al  servicio  de  la  marina  y  de  loa  regimientos  que  llama- 
ban fijos;  y  en  7  de  Mayo  de  1775,  se  dio  un  Keal  decreto  y 
cédala  en  Aranjuez,  que  forma  la  ley  YU,  tit.  XXXI,  lib.  XII 
de  la  Novísima  Recopilación,  regularizando  las  levas,  aprobán- 
dose una  Keal  ordenanza  para  el  recogimiento  de  vagabundos 
y  mal  entretenidos,  eo  la  que  se  resumían  y  completaban  to- 
das las  disposiciones  que  anteriormente  se  habían  dado  sobre 
este  asunto.  Todos  los  afios  debían  hacerse  levas  en  la  capital 
y  grandes  poblaciones,  inclusos  los  sitios  Keales,  debiendo  en- 
tender en  ellos  la  jurisdicción  ordinaria  con  exclusión  de  todo 
otro  fuero.  En  la  clase  de  vagos  eran  comprendidos  todos  los 
que  vivían  ociosos,  sin  destinarse  á  la  labranza  ó  á  loa  oficioa, 
careciendo  de  rentas  de  que  vivir,  ó  que  andaban  mal  entrete- 
nidos en  juegos,  tabernas  ó  paseos,  sin  conocérseles  aplicación 
alguna;  ó  loa  que  habiéndola  tenido  la  abandonaban  entera- 
mente, dedicándose  á  la  vida  ociosa  ó  Á  ocupaciones  equiva- 
lentes  Á  ella.  Se  fijaban  reglas  para  la  calificación  de  los  vagoa, 
y  se  permitía  la  justificación  de  profesar  una  ocupación  lícita. 
A  los  que  tenían  edad  y  aptitud  para  oí  servicio  de  las  armas,  se 
lee  destinaba  á  loa  cuerpos  de  América  ó  á  los  regimientos  fijos, 
y  los  inútiles  pora  el  servicio  se  recogerían  en  hospicios,  casas 
de  misericordia  y  otras  equivalentes.  Prohibía  el  art.  9.0  que  á 
ningún  casado  se  le  aplicase  el  servicio  de  las  armas  á  título 
de  vago;  pero  resultando  que  muchos  vagos  y  mal  entretenidos 
tomaban  el  estado  de  matiimonio,  se  derogó  dicha  prohibición 
por  Real  decreto  de  16  de  Agosto  de  1773  y  cédula  del  consejo 
de  6  de  Mayo  de  1779.  Una  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de 
este  último  aüo,  inserta  en  cédula  del  consejo  de  21  de  Julio 
de  1780  (ley  ZX,  id.),  dispuso  que  los  vagos  aptos  para  el  ser- 
vicio de  las  armas  fuesen  destinados  &  éstas  por  término  de 
ocho  afíoa.  Los  ineptos  para  al  servicio  de  las  armas  y  marina, 
por  resolución  de  22  de  Mayo  y  cédula  del  consejo  de  12  de 
Julio  de  1781,  serían  recogidos  por  sus  padres  mientras  ae 
arreglaba  la  policía  general  de  pobres,  y  si  fueran  huéríanoa, 
los  magiatrados  políticos  tomarían  sobre  si  el  cuidado  de  coló- 
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car  con  amos  ó  maestros  á  los  niños  y  ñiflas,  pues  con  este 
impulso  universal  y  sistemático  en  todos  los  paeblos  se  logra- 
ría desterrar  de  ellos  en  su  raíz  la  ociosidad  (ley  X,  id.)  Los 
nobles  que  fueran  aprehendidos  por  vagos  servirían  en  el  ejér- 
cito en  calidad  de  soldados  distinguidos,  según  resolución  de  24 
de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  2  de  Agosto  de  1781.  Una  Beal 
cédula  de  11  de  Enero  de  1784^  que  forma  la  ley  XII,  di6  reglas 
para  la  conducción  de  los  vagos  ineptos  para  el  servicio  de  las 
armas  á  sus  respectivos  destinos.  Otra  de  25  de  Marzo  de  1783, 
prohibió  vagar  por  el  reino  á  los  buhoneros,  saludadores,  lobe- 
ros, etc.,  mandando  se  les  recogiese  y  destínase  como  vagos, 
como  los  romeros  ó  peregrinos  que  se  extraviaban  del  camino. 
En  la  nueva  instrucción  de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1788 
(ley  XIV),  se  encomendó  á  dichos  funcionarios  la  corrección  y 
castigo  de  los  ociosos  y  mal  entretenidos.  La  Real  instrucción 
de  29  de  Junio  de  1784  (ley  XV)  y  la  Real  resolución  y  orden 
de  4  de  Setiembre  de  1785,  ordenó  á  las  partidas  de  tropa  des- 
tinadas á  la  persecución  de  malhechores  cuidasen  de  recoger 
los  vagos  que  encontrasen  en  los  caminos,  lugares  y  despobla- 
dos. Y  la  Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1784,  repetida  en  otra 
de  21  de  Julio  de  1785,  declaró  que  los  presidentes  y  regentee, 
y  los  oidores  y  ministros  del  crimen  que  subdelegasen,  tuviesen 
las  mismas  facultades  de  que  usaban  los  alcaldes  de  corte  que 
entendían  en  la  comisióii  de  vagos  de  Madrid,  y  el  superinten- 
dente general  de  policía. 

E.  —Gitanos. 

Al  hablar  de  los  gitanos  en  los  reinados  anteriores,  hicimos 
notar  el  carácter  de  excesiva  crueldad  que  tenían  las  disposi- 
ciones dictadas  acerca  de  los  mismos;  y  en  19  de  Setiembre 
^  i  7  83,  tratando  de  incorporar  á  la  sociedad  gran  número  de 
^onas  útiles  y  aplicadas  y  reducir  á  la  vida  civil  y  cristiana 
^os  gitanos,  se  declaró  que  los  que  así  se  llamaban  no  lo  eran 
^or  origen  ni  por  naturaleza,  ni  provenían  de  raíz  infecta  algu- 
t\a.  Prohibió  que  usaran  la  lengua,  traje  y  método  de  vida  erran- 
\^  que  tenían  de  costumbre,  y  que  los  demás  vasallos,  de  cual- 
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quier  condidión  ó  clase,  les  llamasen  gitanos  ó  cristianos  nue- 
vos, bajo  las  penas  de  los  que  injuriaban  á  otros  de  palabra  ó 
por  escrito,  borrándose  estas  voces  injuriosas  y  falsas  de  cual- 
quier documento  en  que  se  hubieren  puesto  ó  pusiesen,  y  per- 
mitiéndoles ejercer  todo  oficio  ó  destino  y  entrar  en  cualesquie- 
ra  gremio  ó  comunidad.  Un  término  de  noventa  días  se  conce- 
dió para  que  todos  los  vagabundos  de  ésta  y  cualquier  clase 
que  fuesen,  se  retirasen  á  los  pueblos  de  los  domicilios  que  eli- 
gieren, y  pasado  dicho  plazo,  se  procedería  contra  los  inobe- 
dientes con  mayor  rigurosidad.  A  pesar  del  carácter  de  esta 
Beal  pragmática,  todavía  el  capítulo  XITI  ordenaba  se  sellasen 
las  espaldas  á  los  contraventores  con  un  pequeño  hierro  ardien- 
te con  las  armas  de  Castilla,  conmutando  esta  pena  por  la  de 
muerte  que  se  había  consultado,  y  la  de  cortar  las  orejas  á  esta 
clase  de  gentes,  que  contenían  las  leyes  del  reino.  Se  exceptua- 
ban de  la  pena  los  niños  y  jóvenes  que  no  tuvieran  diez  y  seis 
años,  los  cuales,  aunque  fuesen  hijos  de  familia,  serían  aparta- 
dos de  sus  padres,  y  se  les  destinaría  á  aprender  algún  oficio  ó 
á  ser  colocados  en  hospicios  ó  casas  de  enseñanza.  Si  los  gita- 
nos inobedientes  y  sellados  reincidieren,  se  les  impondría  irre- 
misiblemente la  pena  de  muerte,  ejecutándolo  sólo  con  el  reco- 
nocimiento del  sello  y  la  prueba  de  haber  vuelto  á  su  vida  an- 
terior. Todo  esto  sería  sin  perjuicio  del  derecho  de  asilo  de  los 
templos,  conforme  á  la  reducción  de  ellos  que  estaba  en  obser- 
vancia. Todas  las  demás  disposiciones  eran  referentes  al  proce- 
dimiento, penalidad  y  concesión  de  indulto  de  sus  delitos  ante- 
riores á  todos  los  llamados  gitanos  y  demás  delincuentes  va- 
gantes, desertores  y  contrabandistas,  que  en  el  término  de 
noventa  días  se  presentaran  y  retirasen  á  sus  casas,  fijando  su 
domicilio  y  aplicándose  á  oficio  ú  ocupación  honesta.  La  prag- 
mática que  examinamos  produjo  muy  buenos  resultados,  según 
consignó  el  conde  de  Floridablanca  en  su  Memorial  á  Car- 
las III  (1410);  y  de  las  Ustas  que  enviaron  los  corregidores  y 
alcaldes  mayores  en  1784,  resultó,  que  en  los  reinos  de  Castilla 
y  Aragón,  no  incluyendo  á  Cataluña,  había  10.458  gitanos,  de 
los  cuales  9.150  estaban  avecindados  antes  de  la  pragmática, 


GARLOS  III  SI 

1.218  se  avecindaron  después  de  ella,  y  sólo  90  resaltaron  con- 
traventores. A  pesar  del  rigor  que  se  habla  decretado,  en  l.o  de 
Marzo  de  1787  hubo  de  recomendarse  el  cumpUmiento  de  la 
pragmática  de  1783. 

F.  ^Prísteles. 

Una  Real  resolución  de  14  y  orden  de  22  de  Noviembre 
de  1786,  ordenó  que  en  las  Reales  cárceles  se  mantuviesen  los 
presos  matriculados  de  marina.  Otra  de  3  de  Enero  de  1788  y 
cédula  del  consejo  de  23  de  Abril  de  1789,  resolvió  por  punto 
general,  que  los  criados  de  los  militares  de  cualquier  dase  que 
gozasen  el  fuero  de  guerra  y  se  les  pusiese  presos  por  delitos  no 
exceptuados,  fuesen  mantenidos  en  la  prisión  por  sus  amos; 
pero  si  éstos  no  lo  hicieren  ó  los  despidiesen,  quedarían  desafo- 
rados y  se  entregarían  á  la  justicia  ordinaria,  á  fin  de  que  co« 
nociese  y  determinase  su  causa.  Y  en  la  instrucción  de  corre- 
gidores inserta  en  la  Real  cédula  de  14  de  Mayo  de  1787,  se  es- 
tableció la  forma  en  que  debían  decretarse  los  autos  de  prisión 
y  cuidado  que  debían  tener  del  buen  tratamiento  de  los  presos 
en  las  cárceles,  proclamándose  el  principio  de  que  la  cárcel  sólo 
tiene  por  objeto  la  custodia  y  no  la  aflicción  de  los  reos;  no 
siendo  justo  que  ningún  ciudadano  sea  castigado  antes  de  qoe 
se  le  pruebe  el  delito  legítimamente  (leyes  XXV  á  XXIX,  títu- 
lo XXXVin,  Ub.  XU  de  la  Novísima  Recopilación).  Una  Real 
orden  de  28  de  Enero  de  1786,  fijaba  las  facultades  del  consejo 
en  las  visitas  de  cárcel  en  términos  tan  acertados,  que  el  pro- 
greso en  el  enjuiciamiento  criminal  no  ha  podido  mejorar  las 
anteriores  disposiciones. 

G.— Beneficencia  púUiea. 

Mucho  debe  la  beneficencia  de  Espafia  al  glorioso  reinado  de 
Carlos  m.  A  reseñar  las  disposiciones  adoptadas  por  este  mo- 
narca, bajo  el  título  de  Ben^kenda  üusiraday  dedicó  Ferrer  del 
Río  (1411)  el  cap.  II  del  lib.  IV  de  su  citada  historia.  Des- 
pués Lafuente,  en  el  cap.  XVII,  lib.  Vül  de  su  historia  gene- 
Tono  IV  6 
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ral  (1412)  y  bajo  el  titulo  de  Sistema  de  ben^cmcia  páMiea,  re- 
sefió  cuanto  se  había  hecho  leepecto  de  esta  importantísima 
materia.  Y  en  1876,  D.  Fermíu  Hernández  Iglesias,  en  bu 
obra  la  Beneficencia  en  España  (1413),  suministra  abundantes 
datos  para  conocer  á  fondo  este  punto  de  la  administración  pú- 
blica. Carlos  III,  dice  este  último  escritor,  hizo  importantes 
mejoras  en  beneficencia;  persiguió  la  vagancia  y  la  mendicidad 
Toluntaria;  fomentó  la  beneficencia  domiciliaría  y  la  fundación 
de  hospicios,  y  los  mejoró  extraordinariamente,  creando,  entre 
otros  recursos,  el  fondo  pío  beneficial;  organizó  la  casa-gale- 
ra, y  autorizó  una  asociación  de  señoras,  formada  espontánea- 
mente con  este  objeto;  aumentó  las  eacuelaa  gratuitas  y  las  ocu- 
paciones femeniles,  y  creó  y  organizó  la  junta  general  de  can- 
dad y  las  parroquiales  de  barrio.  Todas  las  disposiciones  dic- 
tadas en  el  peinado  de  Carlos  III  para  el  ejercicio  de  la  caridad, 
tenían  por  objeto  desterrar  la  vagancia  y  la  mendicidad  volun- 
taria, fuentes  de  vicios  y  de  crímenes;  emplear  los  brazos  útiles 
en  el  trabajo,  verdadera  base  de  la  virtud  y  manantial  de  la  ri- 
queza, paz  y  prosperidad  públicas;  ejercer  la  cmdad  cristiana 
con  los  desvalidos,  indigentes  é  imposibilitados  de  proporcio- 
narse el  necesario  sustento,  y  evitar  los  inconvenientes  de  la  ca- 
ridad individual,  muchas  veces  mal  entendida  ó  empleada  sin 
el  conveniente  discernimiento,  y  nunca  tan  ventajosa  como 
puede  serlo  colectiva  y  dirigida  con  discreción.  El  conde  de  Flo- 
ridablanca,  en  su  MemorúU  &  Garlos  III.  renunciando  el  mi- 
nisterio (1414),  justificaba  la  bondad  de  aquellos  principios. 

Aunque  la  caridad  se  inspire  en  un  pensamiento  divino,  la 
beneficencia,  que  es  su  expresión,  ha  tomado  en  su  aspecto  par- 
ticular tantas  y  tan  diversas  denominaciones,  que  no  es  f&cil 
darlas  á  conocer  por  un  orden  lógico,  dada  la  índole  especial 
de  este  trabajo.  Sin  embargo,  recordaremos  que  en  la  época  de 
Carlos  ni,  el  consejo  de  Castilla  era  el  protector  de  las  obras 
pías  y  el  que  intervenía  y  vigilaba  la  administración  de  las  res- 
pectivas fundaciones  (1415).  Por  Real  cédala  de  28  de  Febrero 
de  1783,  se  confirmó  al  decano  del  consejo  de  Castilla  el  pro- 
tectorado de  los  patronatos  y  memorias  que  radicaban  en  el  co- 
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legio  imperial  de  la  Compafiía  de  Jesús  en  Madrid;  y  cuando  fué 
suprimida  la  orden  hospitalaria  de  San  Antonio  Abad,  se  alcan- 
zó breve  de  la  Santa  Sede  en  24  de  Agosto  de  1787;  y  por  Real 
instrucción  de  25  de  Junio  de  1788,  se  secularizaron  sus  enco- 
miendas, se  ocuparon  sus  casas,  rentas  y  efectos,  y  se  aplica- 
ron para  hospitales  y  hospicios,  declarándolos  del  patronato  de 
la  Corona.  Extrañados  los  jesuítas  de  los  dominios  eepafioles, 
se  suprimieron  también  los  frailes  de  San  Antón,  y  por  enton- 
ces entraron  y  se  establecieron  en  España  los  lazaristas  ó  clé- 
rigos de  San  Vicente  de  Paul.  Respecto  de  las  cofradías,  una 
orden  del  consejo  de  10  de  Enero  de  1770,  accediendo  á  recla- 
maciones del  capitán  general  y  audiencia  de  Cataluña,  prohibió 
todas  las  que  existían  sin  más  aprobación  que  la  del  ordinario; 
y  en  la  instrucción  para  el  gobierno  y  dirección  de  la  junta  ge- 
neral de  caridad  de  9  de  Mayo  de  1778,  la  facultó  para  abolir 
las  cofradías  fundadas  sin  las  formalidades  legales  y  agregar  sus 
haberes  á  los  pobres.  A  los  corregidores  se  les  encargó  en  1788 
no  consintiesen  gastos  excesivos  en  las  cofradías;  y  á  consul- 
ta del  consejo  de  25  de  Juoio  de  1783,  extinguió  las  ilega- 
les, las  prohibió  sin  aprobación  Real  y  eclesiástica,  y  encargó  á 
las  juntas  de  caridad  que  las  de  oficiales  ó  gremios  se  sustitu- 
yesen con  montes  píos  y  acopios  de  materias  para  las  artes  y 
oficios,  que  facilitaran  las  manufacturas  y  trabajos  á  los  arte- 
sanos,  fomentando  la  industria  popular.  Esta  resolución  no  se 
publicó  á  instancia  de  Campomanes,  pero  apareció  después  en 
la  Novísima  Recopilación. 

En  cuanto  á  los  establecimientos  de  beneficencia,  la  instruc- 
ción de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1788  encomendó  á  estos 
funcionarios  la  mayor  vigilancia  en  las  casas  de  expósitos^  des- 
amparados, niños  de  doctrina  ú  otras  con  semejantes  destinos; 
y  por  Real  orden  inserta  en  circular  del  consejo  de  2  de  Junio 
de  1788,  encomendó  á  los  rectores  de  dichas  casas  que,  después 
de  dar  á  los  niños  la  debida  educación  y  enseñanza,  tomasen 
las  precauciones  necesarias  para  averiguar  que  las  personas  que 
sacaban  estas  criaturas  los  mantendrían  y  enseñarían  oficios  y 
destinos  convenientes  á  ellos  mismos  y  al  público  (ley  III,  títu- 
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lo  XXXVn,  lib.  VII,  Novísima  Recopilación).  Para  el  sostén 
de  estas  casas,  Carlos  III  creó  el  fondo  pío  henefidcü^  previa  auto- 
rización del  papa  Pío  VI,  alimentado  con  alguna  parte  de  los 
frutos  de  ciertos  oñcios  eclesiásticos;  y  según  la  Real  cédula  de 
1.0  de  Diciembre  de  1783,  que  es  la  ley  I,  tít.  XXV,  lib.  I, 
Novísima  Recopilación,  el  destino  obligado  de  estos  fondos  era 
fundar  en  cada  diócesis  una  ó  más  casas  de  misericordia,  des- 
tinadas á  mantener  á  los  verdaderos  pobres,  dotarlas  donde 
existieran  ó  promover  por  otros  medios,  donde  aquéllos  no  fue- 
ran posibles  ó  convenientes,  el  socorro  y  remedio  de  los  nece- 
sitados. La  religión  y  la  humanidad  reclaman,  al  lado  de  las 
casas  de  expósitos,  los  nsüos  para  la  infancia;  y  justo  es  consig- 
nar, que  el  célebre  filósofo  valenciano  Luis  Vives,  fué  el  prime- 
ro en  España  que  señaló  la  necesidad  y  conveniencia  de  fun- 
dar asilos  de  párvulos,  sin  que  este  pensamiento  haya  tenido 
realización  hasta  el  Real  decreto  de  3  de  Agosto  de  1853. 

Por  más  que  hoy  sean  cosas  distintas  las  ca^as  de  misericor- 
dia y  las  de  huérfanos  y  desamparados^  en  lo  antiguo  unas  y  otras 
tenían  por  objeto  el  albergue  de  los  pobres  incapaces  de  un  tra- 
bajo personal  suficiente  para  ganar  su  subsistencia,  de  aque- 
llos que  en  todo  país  mal  administrado  sostienen  la  pública 
mendicidad.  En  los  siglos  xvi  y  xvn,  varios  escritores  discur- 
rieron respecto  de  la  manera  más  conveniente  de  socorrer  á  la 
humanidad  desvalida,  y  Luis  Vives  escribió  Be  subventionepau- 
perum  (1416),  Fr.  Juan  de  Medina,  La  candad  discreta  practica- 
da con  los  mendigos,  y  utilidades  que  logra  la  república  con  su  reco- 
gimienlo  (1417),  y  otros  que  pudiéramos  citar  fácilmente.  Las 
Cortes  de  Segovia  de  1532  y  las  de  Madrid  de  1576,  1579 
y  1586,  se  preocuparon  mucho  del  modo  de  estirpar  la  vagan- 
cia, desterrar  la  mendicidad  y  amparar  y  socorrer  á  los  verda- 
deros pobres  necesitados.  D.  Miguel  Giginta  de  Elna,  canónigo 
en  tiempos  de  Felipe,  escribió  una  memoria  (1418)  de  que  exis- 
te copia  en  la  bibUoteca  Nacional,  acerca  de  la  necesidad  de  so- 
correr á  los  verdaderos  pobres  y  corregir  el  vicio  de  los  fingidos 
vagabundos,  que  preocupó  á  las  Cortes  del  reino  y  produjo  va- 
rias resoluciones  encaminadas  á  ensayar  las  casas  de  misericor- 
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dia.  D.  Cristóbal  Pérez  de  Herrera,  en  su  obra  Del  amparo  de 
loB  hgitímos  pobres  y  reducción  de  hs fingidos  (1419,,  propuso  ya  la 
manera  de  recoger  aquéllos  y  fundar  albergues.  Y  esta  idea  de 
fandación  de  bospicios  se  generalizó  extraordinariamente  en  el  si- 
glo  XTUI.  Asi  lo  hizo  constar  D.  Felipe  Beltrán,  obispo  de  Sala- 
manca, ea  su  Pastoral  7.*  (1420);  el  Umo.  Sr.  D.  José  Ciernen t, 
en  su  folleto  Nólicias  que  tendrán  presentes  los  señores  que  compo- 
nen la  Iteal  junta  de  la  casa  de  hospicio  y  refugio  de  la  ciudad  de 
Barcdona  para  disponer  su  mejor  recogimiento,  1775,  Barcelona 
(1421);  el  cardenal  Loreuzana,  en  su  Pastoral  de  19  de  Setiem- 
bre de  1778;  las  Sociedades  Económicas  de  Madrid  y  Murcia, 
en  el  Informe  que  dieron  en  1781  (1422),  de  orden  del  concejo, 
sobre  creación^  dotcunón  y  gobierno  de  hospicios  ó  casas  de  misericor- 
dia (1423);  D.  Nicolás  Aguirribar,  en  sus  Becreaciones  políticas, 
1771  (1424);  D.  Tomás  Anzano,  en  sus  Elementos  preliminares 
para  poder  formar  un  sistema  de  gobierno  de  habido  gepieral^ 
1778  (1425);  D.  Valentín  Foronda,  en  su  Paralelo  de  la  sociedad 
de  San  Fulgencio  de  París  con  la  casa  de  misericordia  de  la  ciudad 
de  Victoria,  1779  (1426);  D.  Pedro  Joaquín  de  Murcia,  en  su  Dis- 
curso pclÜico  sobre  la  importancia  y  necesidad  de  los  hospicios  ( 1 427). 
Y  hasta  el  irlandés  D.  Bernardo  Ward,  lo  mismo  en  su  Proyecto 
económico  que  en  su  Obra  pta^  medio  de  remediar  la  miseria  de  la 
ffente  de  España,  1787  y  1767  (1428),  pidió  hospicios  para  los 
pobres  impedidos.  £1  conde  de  Campomanes,  en  su  Discurso 
sobre  la  eéhicación  popular  de  los  artesanos,  1785  (1429),  desarrolló 
análogo  pensamiento,  y  el  conde  de  Floridablanca  pudo  acon- 
sejar á  Carlos  III  las  medidas  que  registra  la  Novísima  Reco- 
pilación. 

Después  de  dictar  la  ordenanza  de  levas  de  7  de  Mayo 
de  1775,  de  que  hemos  dado  noticia  al  tratar  de  la  vagancia, 
donde  ya  se  indicaba  que  los  vagos  ineptos  para  el  servicio  se 
destinasen  á  los  hospicios  y  casas  de  misericordia,  se  ordenó  por 
Beal  orden  de  18  de  Noviembre  de  1777,  que  constituye  la 
ley  XVni,  tít.  XXXIX,  üb.  Yíl  de  la  Novísima  Recopilación, 
que  en  cada  uno  de  los  sitios  Reales  se  formase  un  recogimien- 
to provisional  donde,  á  costa  del  Real  erario,  fuesen  manteni- 
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dos  los  pobres  aprehendidos  pidiendo  limosna,  para  conducir- 
los después  al  hospicio  de  Madrid,  en  el  cual  permanecerían  los 
impedidos,  ó  en  tal  edad  que  no  pudiesen  recibir  la  necesaria 
educación,  entregándose  á  la  justicia  los  demás  vagos  y  men- 
digos hábiles .  Esta  Real  orden  se  repitió  por  otra  de  7  de  Abril 
de  1778.  No  satisfecho  el  monarca  con  esta  medida,  mandó  por 
Reales  órdenes  de  14  de  Febrero,  3  y  13  de  Marzo,  y  consignó 
en  cartel  de  16  del  mismo  mes  de  1778,  que  dentro  de  quince 
días  todos  los  pobres  que  pidiesen  limosna  se  retirasen  á  los  pue- 
blos de  su  vecindad  y  naturaleza;  que  los  naturales  de  Madrid  se 
recogiesen  voluntariamente  á  su  hospicio  en  el  mismo  plazo,  ó  se 
aplicasen  al  trabajo;  y  transcurrido  aquél,  serían  recogidos  todos 
los  que  pidiesen  limosna,  conduciendo  los  impedidos,  las  muje- 
res y  los  niños  á  los  hospicios  de  Madrid  y  San  Fernando,  y  los 
válidos  á  los  servicios  de  Guerra  y  Marina.  Los  pobres  vergon- 
zantes serían  socorridos  por  las  diputaciones  de  las  parroquias, 
aprovechando  los  oficios  de  los  alcaldes  de  barrio,  clero,  perso- 
nas acomodadas  y  Sociedad  Económica.  V  para  recoger  á  los 
mendigos  se  emplearían  los  alcaldes  de  casa  y  corte  y  sus  su- 
balternos, los  alcaldes  de  barrio  y  las  compañías  de  inválidos. 
Era,  pues,  lo  que  se  planteaba,  un  verdadero  sistema  general 
de  beneficencia.  Por  auto  acordado  del  consejo  de  13  de  Marzo 
de  1778  y  cédula  de  16  de  Marzo  de  1785  (ley  XX,  id.),  se  es- 
tableció el  orden  y  método  de  policía  para  el  recogimiento  de 
mendigos  de  Madrid  con  arreglo  á  las  anteriores  órdenes.  Una 
Real  orden  de  17,  inserta  en  circular  del  consejo  de  26  de  Ju- 
nio de  1779,  mandó  que  el  consejo  previniese  á  los  prelados  y 
párrocos  no  permitiesen  pobres  en  las  puertas  de  los  templos  y 
conventos  (ley  XXI,  id.)  Otro  auto  acordado  de  30  de  Marzo 
de  1778  y  cédula  de  3  de  Febrero  de  1785,  estableció  diputa- 
ciones de  barrio  para  el  socorro  de  pobres  jornaleros  y  enfermos 
(ley  XXII,  id.)  La  Real  orden  de  25  de  Diciembre  de  1780 
(ley  XXIII,  id.),  volvió  á  fijar  nuevas  reglas  para  el  recogimien- 
to de  los  mendigos  y  socorro  de  los  pobres  respectivos  por  las 
diputaciones  de  caridad .  Bandos  y  Reales  órdenes  de  23  de 
Octubre  de  1783  y  1786  ordenaron  se  recogiesen  los  pobres 
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meudigoa  y  vagos,  socorro  de  los  vergonzantes  y  expulsión  de 
los  forasteros  (ley  XXIV,  id.)  Otra  Beal  orden  de  26  de  Agosto 
de  1785,  que  forma  la  ley  XXV,  ordenó  el  recogimiento  de 
mendigos  lacerados  ó  deformes  de  los  sitios  públicos  de  la  cor- 
te. Y  á  los  corregidores,  en  1778,  se  lee  encargó  la  mayor  vi- 
gilancia en  el  cuidado  de  mendigos,  trato  y  destino  de  los  vo- 
luntarios como  vagos.  El  enérgico  impulso  que  el  ministro  Fio- 
ridablanca  dio  á  este  ramo  de  la  beneficencia  pública,  multipli- 
có las  casas  de  misericordia,  y  según  Hernández  Iglesias,  bien 
pronto  se  establecieron  en  Alicante,  Barcelona,  Burgos,  Cádiz, 
Canarias,  Ciudad-Real,  Écija,  Gerona,  Granada,  Salamanca, 
Toledo,  Valencia  y  Valladolid.  La  sociedad  Económica  Matri- 
tense, deseando  contribuir  á  ilustrar  la  opinión  pública  respecto 
de  este  punto,  ofreció  un  premio  á  la  mejor  Memoria  que  se  la 
presentase  sobre  el  ejercicio  discreto  de  la  virtud  de  la  caridad 
en  el  repartimiento  de  la  limosna,  y  de  treinta  Memorias  pre- 
sentadas,  se  consideraron  dignas  de  la  publicidad  catorce,  obte- 
niendo el  primer  lugar  la  de  D.  Juan  Sempere  y  Guarinos,  uno 
de  los  hombres  más  ilustrados  de  su  época,  y  bien  conocido  por 
sus  obras  de  legislación,  literatura  y  economía.  En  todas  ellas 
prevaleció  la  idea  capital  que  servia  de  base  al  gobierno  para 
8u  sistema  general  de  beneficencia. 

Los  hospitales  de  enfermos  se  conocieron  desde  los  primeros 
siglos  de  la  Iglesia,  pero  hasta  el  código  de  las  Partidas  no  se 
establecieron  reglas  generales  sobre  su  organización  (ley  XX, 
título  in,  partida  VI).  Los  Reyes  Católicos,  dictaron  también 
algunas  disposiciones  en  1477,  1491  y  1498,  que  forman  la 
ley  II,  tít.  XXXVin,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopilación.  Las 
cruzadas  fueron  causa  de  la  creación  de  establecimientos  de  cu- 
ración de  las  enfermedades  que  importaban,  y  la  peste  obligó 
á  levantar  por  todas  partes,  casas  de  San  Antón  y  San  Lázaro. 
Fueron  tantos  los  fundados,  y  tan  importante  la  amortización 
de  bienes,  que  las  Cortes  de  Segovia  de  1532,  las  de  Valladolid 
de  1548  y  1555,  y  las  de  Madrid  de  1563,  1566  y  1592,  recla- 
maron su  reducción,  y  Felipe  U,  por  pragmática  de  7  de  Agosto 
de  1565,  ordenó  que  se  estableciesen  en  los  pueblos  á  cargo  de 
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los  ayuntamientos  y  justicias.  Y  en  1751,  habla  necesidad  de 
circular  á  las  veintidós  provincias  de  la  antigua  Corona  de 
Castilla,  un  interrogatorio,  preguntando:  «Si  había  hospitales, 
»de  qué  calidad,  qué  renta  tenían  y  de  qué  se  mantenían.»  Así 
consta  en  el  expediente  general  sobre  beneficencia  que  existe 
en  el  archivo  general  de  Simancas  (1430).  Carlos  III,  por  reso- 
lución de  1.®  y  cédula  del  consejo  de  30  de  Octubre  de  1766, 
declaró  la  extensión  de  la  jurisdicción  y  conocimiento  del  her- 
mano mayor  y  juez  conservador  del  Hospital  general  de  Ma- 
drid (ley  Xn,  tít.  XXXVIII,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopila- 
ción).  Por  otra  resolución  á  consulta  del  consejo  de  21  de  Julio 
de  1780  (ley  IV,  id.),  dio  reglas  para  la  construcción  y  disposi- 
ción material  de  los  hospicios;  para  instruir  y  aplicar  á  los  hos- 
picianos á  los  ejercicios,  oficios  y  artes  útiles  al  Estado  (ley  V, 
id.);  para  fijar  el  destino  de  las  niñas  desde  la  más  tierna  edad 
(ley  VI,  id.),  y  para  destinar  los  adultos  y  ancianos  que  podían 
trabajar  en  los  hospicios. 

Quien  tanto  se  afanaba  por  la  beneficencia  pública,  no  podía 
olvidar  la  domiciliaria,  tan  encomiada  por  Luis  Vives,  y  tan 
extendida  en  Madrid  desde  el  siglo  xvi.  Carlos  III,  por  Real 
cédula  de  6  de  Octubre  de  1768,  al  dividir  esta  villa  en  ocho 
cuarteles  y  crear  otras  tantas  alcaldías  de  barrio,  encomendó  á 
los  que  desempeñasen  este  cargo,  remitir  directamente  al  hos- 
picio, con  un  volante  expresivo  de  las  circunstancias  de  los  re- 
cogidos, las  criaturas  huérfanas  y  abandonadas,  y  prohibir  que 
anduviesen  por  las  calles  y  pidieran  limosna  los  enfermos  de 
mal  de  San  Lázaro,  fuego  de  San  Antón,  tifia  y  otras  afecciones 
contagiosas.  Perseguida  la  vagancia  y  fomentados  los  hospi- 
cios, se  dispuso  en  25  de  Diciembre  de  1780,  que  los  pobres 
vergonzantes  y  verdaderamente  necesitados  fuesen  socorridos 
por  los  párrocos  de  sus  respectivos  lugares,  por  otras  personas  de 
confianza,  por  las  diputaciones  de  parroquia  y  por  los  alcaldes 
de  barrio;  y  al  propio  tiempo  que  se  excitaba  el  celo  del  clero, 
de  la  Sociedad  Económica  y  de  las  personas  acomodadas,  se  or* 
donaban  socorros  anuales  para  dichos  pobres  y  para  los  indus^ 
tríales  faltos  de  trabajo.  Merced  á  la  feUz  organización  de  estas 
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corporaciones,  Carlos  III  vio  realizado  su  piadoso  proyecto  en 
los  cuarteles  de  Palacio,  Ayapiés  y  Afligidos,  para  los  cuales 
dio  el  reglamento  de  29  de  Mayo  de  1787,  citado  por  Hernández 
Iglesias.  Este  ilustrado  escritor  da  cuenta  en  el  capitulo  XIX 
del  libro  11  de  su  citada  obra,  de  los  debates  y  opiniones  que 
desde  el  siglo  xvi  tuvieron  y  se  suscitaron  en  Espafia  con  mo* 
tivo  de  la  cuestión  de  la  mendicidad;  pero  en  el  siglo  xvu  López 
de  Deza,  Sancho  de  Moneada,  Pellicer  y  Ossan,  Fernández  Na* 
\arrete,  Cevallos,  Caxa  de  Leruela,  Alvarez  Osorio,  Martínez 
de  la  Mata  y  otros,  buscando  las  causas  del  mal,  explicaron 
bajo  diversos  puntos  de  vista  las  causas  de  la  miseria  pública, 
y  pudo  decir  con  razón  Jovellanos  en  su  Elogio  de  Carlos  III^ 
que  no  había  mal  ni  abuso  en  este  tiempo  que  no  tuviese  su 
particular  declamador.  En  el  siglo  xvm  los  trabajos  de  Sempere 
y  Guarinos;  el  Discurso  sobre  la  Economía  pdítica^  de  D.  Anto- 
nio Muñoz;  la  Memoria  redactada  por  la  sociedad  Económica 
Matritense  en  12  de  Febrero  de  1778  sobre  el  recogimiento  de 
pobres  y  medios  de  evitar  la  mendicidad,  y  la  que  redactó  tam* 
"^^n  en  21  de  Marzo  de  dicho  año  D.  José  de  Guevara  Vascon- 
^/>^  censor  perpetuo  de  dicha  sociedad,  proclamando  la  inuti- 
^^d    délos  hospicios  para  aminorar  la  mendicidad,  aconsejan- 
i^      ^sintre  otras  cosas,  el  fomento  y  extensión  de  la  agricultura 
y  ^^    Xa  industria,  la  mejora  de  la  legislación  municipal  de  los 
curt^^^L^uos,  el  aumento  de  las  sociedades  económicas,  el  estable- 
ciíí^i^xito  y  fomento  de  fábricas,  la  derogación  de  los  impues- 
^    ^^  alcabalas  y  de  millones,  el  enaltecimiento  de  oficios,  la 
ins"tx-vt.cción  del  obrero  y  el  sistema  mercantil  proteccionista, 
^^^"tituyen  una  demostración  más  del  movimiento  regenera* 
^^^   ^vie  penetraba  en  los  estudios  económicos  y  que  reflejaba 
^^  ^1  Tamo  de  la  beneficencia. 

H.— InstmccMn  páblica. 

^o  es  necesario  indagar  cuál  fuese  el  espíritu  de  Carlos  ni 
^í^^oto  de  la  instrucción  pública,  cuando  al  otorgar  en  1 767  el 
maro  <Je  población  á  los  colonos  de  Sierra-Morena  decía,  en  su  ca- 
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pítalo  LXXIV,  que  todos  los  niños  habían  detraías  escudas  de  pri- 
meras leiras,debiendohaberuna  en  cada  concqjo  para  los  lugaresdeü^ 
situándose  cerca  de  la  iglasia  para  que  pudiesen  aprender  tam- 
bién la  doctrina  y  la  lengua  española  á  un  tiempo.  Desde  enton- 
ces quedó  proclamada  en  España  la  instrucción  primaria  obli- 
gatoria, en  elogio  de  la  cual  ha  pronunciado  recientemente  un 
discurso  profundo  y  nutrido  de  datos  y  doctrina  el  conde  de  To- 
reno,  que  acababa  de  desempeñar  el  ministerio  de  Fomento,  y 
hacía  su  recepción  pública  en  la  Beal  Academia  de  ciencias  mo- 
rales y  políticas  (1431).  En  1771  el  consejo  de  Castilla,  reflejando 
las  opiniones  del  Rey  y  de  la  nación,  dijo  en  la  Real  provisión  de 
11  de  Junio  del  mismo  año,  que  la  educación  de  la  juventud  por  los 
maestros  de  primeras  letras  es  uno  y  aun  d  más  principal  ramo  de  la 
pdicla  y  buen  gobierno  dd  Estado.  En  esta  misma  disposición,  que 
forma  la  ley  TL,  tít.  I,  lib.  VIII  de  la  Novísima  Recopilación, 
86  fijaron  los  requisitos  que  deberían  reunir  los  maestros  y  maes- 
tras  de  niñas,  sin  que  pudiesen  enseñar  niños  de  ambos  sexos. 
Otra  provisión  de  22  de  Diciembre  de  1780,  suprimió  la  antigua 
congregación  de  San  Casiano  y  la  sustituyó  con  el  colegio  aca- 
démico, cuyo  objeto  principal  era  fomentar  en  todo  el  reino  la 
perfecta  educación  de  la  juventud  en  los  rudimentos  de  la  fe  ca- 
tólica, en  las  reglas  del  bien  obrar,  en  el  ejercicio  de  las  virtu- 
des y  en  el  noble  arte  de  leer,  escribir  y  contar;  cultivando  á  los 
hombres  desde  su  infancia  y  en  los  primeros  pasos  de  su  inte- 
ligencia, hasta  que  se  proporcionen  para  hacer  progresos  en  las 
virtudes,  en  las  ciencias  y  en  las  artes,  como  que  es  la  raíz  fun- 
damental de  la  conservación  y  aumento  de  la  religión,  y  el  ra- 
mo más  interesante  de  la  policía  y  gobierno  económico  del  Es- 
tado. El  colegio  académico  se  compondría  de  los  maestros  y 
profesores  destinados  para  la  regencia  de  las  escuelas  púbUcas, 
establecidas  y  prefijadas  en  esta  corte  por  decreto  del  consejo 
de  Castilla;  y  sin  ser  individuo  académico  ningún  maestro,  pro- 
fesor del  arte  ni  regente,  podría  obtener  empleo  alguno  de  él. 
Pero  habría  veinticuatro  discípulos  de  número,  que  lo  serían 
otros  tantos  leccionistas  establecidos  por  el  consejo  de  Castilla 
(ley  ni,  id.)  Nadie  tendría  escuela  pública  ni  secreta  en  la  corte, 
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rin  que  resultase  vacante  alguna  de  las  establecidas.  Se  determi- 
naban otras  limitaciones,  entre  ellas,  que  no  se  abriese  escuela 
donde  hubiese  taberna,  ni  se  consintiese  ésta  donde  hubiere  es- 
cuela, aunque  tuviese  diferente  entrada;  que  se  debiera  estudiar 
1&  gramática,  ortografía,  lectura  y  doctrina  cristiana,  que  se  indi- 
vidualizan; que  los  pasantes  deberían  reunir  determinadas  con- 
diciones, y  en  las  vacantes  los  directores  y  consiliarios  nombra- 
Tian  interinamente  el  regente  y  la  junta  general'la  conferiría  al 
académico  que  quisiese  tomarla;  y  si  ninguno  la  aceptase,  se  sa- 
caría ¿  oposición,  y  del  mismo  modo  la  resulta  que  quedase  des- 
pués de  la  opción  (ley  IV,  id.)  Para  dar  lecciones  por  las  casas 
sólo  habria  en  esta  corte  doce  leccionistas,  pero  tampoco  po- 
dian  tener  escuelas  púbUcas  ó  secretas,  pupilos,  solicitar  nifios 
para  enseñarlos  en  su  casa  en  perjuicio  de  las  escuelas  pábli- 
c^,  traspasar  ni  ceder  á  otros  su  plaza.  Sus  vacantes  se  saca- 
^&n  i  oposición  (ley  V,  id.)  Y  como  se  prohibió  absolutamente 
9^0  persona  alguna  tuviese  enseñanza  pública  del  arte  en  el 
^0,  8ÍQ  haber  sido  examinado  y  aprobado  por  el  colegio  y 
Oá¿0mdo  el  título  del  consejo  de  Castilla,  la  ley  VI  reguló  todo 
/o  I-eferente  á  los  exámenes  de  maestros  de  primeras  letras  para 
hera  de  la  corte.  Por  Real  cédula  de  11  de  Mayo  de  1783  (ley 
^1  í<3.),  se  establecieron  en  Madrid  escuelas  gratuitas  de  niñas; 
^  fijaron  las  condiciones  de  las  maestras,  y  se  mandó  extender 
^te  reglamento  á  las  capitales,  ciudades  y  viUas  populosas  de 
estos  reinos.  A  los  corregidores  se  les  encargó,  por  la  instrucción 
de  15  ¿Q  Mayo  de  1788,  cuidasen  de  que  los  maestros  de  pri- 
meras letras  cumpUesen  exactamente  con  su  ministerio  (ley  VIH, 
lo.]  ;e¡ix  todas  estas  disposiciones  se  encomiaba  merecidamente 
^  ^Qiportancia  de  la  instrucción  primaria,  y,  para  completar  su 
^^g^nizadón^  la  Real  cédula  de  14  de  Agosto  de  1768  tenía 
^^ndado,  que  donde  pareciese  oportuno  se  erigiesen  casas  de 
/^Bsión,  con  un  director  y  los  maestros  seculares  correspon- 
dentes, estableciendo  estos  colegios,  que  así  los  llamaba  la  ley 
^^^  en  las  casas  de  las  villas  y  ciudades  donde  no  hubiese  uni- 
^^^^dades,  aplicando  cualquier  sobrante  de  bienes  destinados  á 
^&  enseñanza.  £n  los  pueblos  principales  se  establecerian  casas 
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competentes  para  niñas,  con  matronas  honestas  é  instruidas  que 
cuidasen  de  su  educación.  T  se  aplicarían  á  este  objeto  las  obras 
pías  con  que  estaban  gravados  los  bienes  de  los  jesuítas. 

Como  consecuencia  del  extrañamiento  de  los  regulares  de  la 
Compañía,  Carlos  III,  por  Real  decreto  de  19  de  Enero  de  1770, 
organizó  la  segunda  enseñanza,  mandando  establecer,  en  el 
edificio  que  había  sido  colegio  imperial  de  los  jesuítas  de  Ma- 
drid, los  Beales  estudios  de  San  Isidro^  fundados  por  Felipe  IV 
en  1625;  restableciendo  las  cátedras  de  latinidad^  poesía,  retóri- 
ca, lengua  griega,  lenguas  orientales,  matemáticas,  filosofía,  derecho 
natural  y  disciplina  eclesiástica.  Detallábanse  cómo  habían  de  sub- 
dividirse  los  estudios,  siendo  notable,  como  hizo  notar  Lafuen- 
te,  que  la  física  experimental  comenzase  á  formar  parte  inte- 
grante de  la  filosofía.  Habría  un  director  que  recordaría  á  los 
maestros  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  pero  que,  sin  consul- 
tar con  el  cuerpo  de  los  maestros,  no  pudiese  alterar  él  plan  de 
estudios,  y  los  subalternos  que  se  determinan.  Y  para  que  estos 
estudios  se  estableciesen  desde  luego  con  la  mayor  perfección 
posible,  se  abría  un  concurso  dentro  de  seis  meses,  en  el  que 
deberían  los  opositores  sufrir  tres  ejercicios  públicos  ante  el  tri- 
bunal de  cuatro  examinadores  y  dos  ministros  del  consejo,  que 
graduarían  el  mérito  de  cada  uno  de  los  opositores,  y  esta  cen- 
sura pasaría  al  consejo  para  que  propusiese  los  sujetos  más 
dignos,  hábiles  y  beneméritos,  y  el  Rey  nombrase  los  que  esti- 
mara más  á  propósito  para  cada  una  de  dichas  enseñanzas. 
Todo  lo  demás  sería  objeto  de  unas  constituciones  que  el  con- 
sejo propondría  para  su  aprobación  (ley  III,  tít.  U,  lib.  VIII 
de  la  Novísima  Recopilación).  A  la  vez  que  de  esta  suerte  se 
organizaba  la  segunda  enseñanza,  se  daba  cumpUmiento  á  lo 
mandado  en  el  concilio  de  Trente  respecto  de  seminarios,  man- 
dando en  Real  cédula  de  14  de  Agosto  de  1768  (ley  I,  tít.  XI, 
lib.  I  de  la  Novísima  Recopilación),  que  en  las  capitales  y  pue- 
blos numerosos  donde  no  los  hubiese,  se  erigieran  seminarios 
conciliares  para  la  educación  y  enseñanza  del  clero^  oyendo 
ante  todas  cosas  acerca  de  ello  á  los  ordinarios  diocesanos.  Se  si« 
tuarían  en  los  edificios  vacantes  por  el  extrañamiento  de  los 
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I  regalares,  teniendo  los  templos  régimen  aparte.  Determinaba 

j  las  rentas  que  podrían  aplicarse  para  la  dotación  de  maestros 

.  y  subsistencia  de  los  seminaristas.  Debiendo  ser  los  seminarios 

escuelas  para  el  clero  secular,  los  directores  y  profesores  debían 
ser  seculares,  sujetos  al  gobierno  de  los  obispos,  bajo  la  pro- 
tección 7  patronato  regio,  siendo  regla  y  condición  fundamen- 
to!, que  en  ningún  tiempo  pudieran  pasar  á  la  dirección  de  los 
^guiares.  El  Rey  elegiría  los  directores  previo  concurso  y  tema 
í  enTÍada  por  la  cámara  con  informe  del  prelado,  y  las  cátedras 

se  darían  por  oposición,  si  bien  por  otra  Real  cédula  de  16  de 
Octubre  de  1779,  se  ordenó,  que  la  elección  de  sujetos  para  ter- 
cas de  rectores  y  directores  se  dejaría  al  arbitrio,  juicio  y  pru- 
dencia de  los  diocesanos,  sin  la  precisión  del  concurso.  La  en- 
^tíH,xxyjSí  pública  de  gramática^  retórica,  geometría  y  artes,  como 
necesaria  é  indispensable  á  toda  clase  de  jóvenes,  permanecería 
en  las  escuelas  actuales,  á  menos  que  en  los  mismos  colegios 
destinados  á  seminarios  los  hubiese  á  propósito.  Y  el  gobierno 
intex-ioT  quedaba  al  cuidado  y  vigilancia  de  los  obisposi  pero 
debiondo  proponer  al  consejo  todo  aquello  que  hubiese  de  cau- 
sar rogjla  general.  Con  razón  dijo  Gil  de  Zarate  en  su  obra  De 
la  i^^^^^mcción  pública  en  España  (1432),  y  repitieron  después  Fe- 
tt«r    fi^i  Río  (1433)  y  Lafuente  (1434),  que  hasta  entonces,  á 
"^^T  c3e  lo  mandado  en  el  concilio  de  Trento,  no  cumplían  los 
prelac3os  españoles  con  el  deber  que  les  estaba  impuesto  de  es- 
tablecer casas  de  educación  para  formar  un  clero  ilustrado  y  de 
buenas  costumbres,  haciendo  por  lo  general  las  veces  de  semi- 
nanos  los  colegios  de  jesuítas,  las  universidades  menores  y  los 
convexitos  de  las  diferentes  órdenes  religiosas.  El  gobierno  de 
v^arlos  III,  extinguidos  que  fueron  aquellos  colegios  y  en  su  in- 
tento de  reformar  las  universidades,  creyó  que  teniendo  el  clero 
tanta  influencia  en  los  estudios,  no  podría  hacer  cosa  más  acer- 
tada, q^ue  interesarle  en  su  proyecto  creando  escuelas  eclesiásti- 
cas, donde  con  la  cooperación  de  ilustrados  obispos  se  ensaya- 
®®^  ixiejores  métodos  y  adoptasen  nuevos  textos,  facilitando  de 
esta  suerte  la  misma  innovación  en  los  demás  establecimientos. 
l»a  experiencia  acreditó  lo  conveniente  de  esta  medida. 
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Otra  reforma  más  transcendental  se  realizó  en  el  reinado  de 
Carlos  III  respecto  de  los  colegios  mayores,  cuya  historia  y  vi- 
cisitudes había  trazado  el  sabio  Pérez  Bayer  en  las  dos  obras 
que  conserva  inéditas  la  biblioteca  Nacional,  la  una  en  dos  to* 
mos  folio,  titulada  Tur  la  libertad  de  la  literatura  española  (1435), 
Memorial  al  Bey  nuestro  señor  D.  Carlos  III;  y  la  otra  en  tres 
tomos  folio,  titulada  Diario  histórico  de  la  reforma  de  hs  seis  cole- 
gios mayores  (1436).  Éstoa  habían  sido  fundados;  el  de  San  Bar- 
tolomé, en  Salamanca,  por  D.  Diego  de  Anaya  y  Maldonado, 
arzobispo  de  Sevilla  en  1410;  el  de  Cuenca,  por  D.  Diego  Ra- 
mírez de  Villaescusa,  obispo  de  Cuenca  en  1509;  el  de  Oviedo, 
por  D.  Diego  de  Muras,  obispo  de  Oviedo  á  principios  del  si- 
glo xvi;  y  ol  del  arzobispo  por  el  que  lo  fué  de  Santiago,  Don 
Alonso  Fonseca,  á  principios  del  reinado  de  Carlos  V.  El  cole- 
gio mayor  de  Santa  Cruz,  en  Valladolid,  fué  fundado  por  el 
cardenal  D.  Pedro  González  de  Mendoza,  arzobispo  de  Toledo 
en  1484;  y  el  de  San  Ildefonso,  en  Alcalá,  por  el  cardenal  Ji- 
ménez  de  Cisneros,  á  fines  del  siglo  xv.  Pérez  Bayer,  en  la  in- 
troducción á  su  Diario  histórico^  dice  (1437)  que  desde  que  se 
extrañaron  de  España  los  regulares  de  la  Compañía,  esto  es, 
desde  1.^  de  Abril  de  1767,  hubo  algunos  que  hicieron  juicio  de 
que  los  colegios  mayores  no  tardarían  mucho  en  caer  ó  en  mu- 
dar de  semblante;  veían  el  alto  grado  de  elevación  en  que  esta- 
ban, y  les  parecía  violento  y  que  no  podía  durar  y  mantenerse 
sin  apoyo;  y  como  el  principal  que  tenían  era  la  Compañía,  de 
la  desgracia  de  ésta  inferían  como  muy  cercana  la  de  aquéllos. 
En  este  juicio  coincidió  D.  Felipe  Beltrán,  obispo  de  Salaman- 
ca, en  las  cartas  que  dirigió  á  Bayer  en  31  de  Agosto  y  24  de 
Setiembre  de  1771.  Siguiendo  el  monarca  las  inspiraciones  del 
canónigo  de  Toledo  y  preceptor  de  sus  hijos,  tan  detalladamen- 
te relatadas  por  Ferrer  del  Bío  en  el  tomo  III  de  su  Hisfo- 
ria  (1438),  dictó  el  Real  decreto  de  15  y  cédula  de  22  de  Fe- 
brero de  1771,  en  los  cuales,  después  de  reconocer  su  de- 
cadencia, los  abusos  y  desórdenes  que  en  ellos  se  habían 
introducido,  y  deseando  restablecer  su  antiguo  lustre  y  es- 
plendor, mandó  se  revisasen  sus  constituciones  para  acornó- 
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darlas   á  los  presentee  tiempos;  pero  renovaba  las  tres  que 
trataban  de  la  clausura^  de  la  prohibición  de  juegos  y  de  la 
reeidencia  en  el  colegio.  Prohibió  que  ninguno  de  los  cole- 
giales   pudiera  pasar  sin  especial  permiso  á  las  hospederías 
ni  tratase  ó  ser  tratado  como  colegial  huésped,  aunque  hubie- 
se concluido  sus  siete  ú  ocho  a&os  de  colegio.  En  adelante,  sin 
Beal  licencia  no  se  podrían  proveer  las  prebendas  ó  colegiatu- 
ras de  los  colegios,  ni  las  que  llamaban  comunmente  becas  de 
bafio,  ni  dar  cartas  de  hermandad  ó  comensalidad,  ni  los  cole- 
gios admitir  si  alguna  se  diese  ó  proveyese  de  hecho  por  los  re- 
feridos colegiales,  jefes,  hacedores  ú  otros  que  pretendiesen  te- 
ner á  ello  derecho,  so  pena  de  nulidad.  Y  se  reservaba  todo  lo 
relativo  al  cuidado  y  administración  de  las  rentas.  Esta  dispo- 
sición motivó  en  Salamanca^  Valladolid  y  Alcalá  alguna  agita- 
ción, pero  el  Bey  dio  decreto  en  22  de  Febrero  y  cédula  en  3  de 
Marzo  de  1771,  en  que,  descubriendo  mayores  abusos  en  los 
seia  colegios  mayores,  terminó  mandando,  que  en  las  vacantes 
que  hubiere  en  adelante  de  provisión  de  los  colegios  se  fijasen 
nietos  y  llamasen  á  la  oposición  en  el  término  prescrito  en  las 
coastiituciones,  y  hechos  los  ejercicios,  se  votase  á  los  oposito- 
res, y   ¿Q  proveer  las  becas  formasen  una  tema  y  la  dirigiesen 
**  ^^'^y  por  mano  del  secretario  de  Estado  y  del  despacho  uni- 
vera^j^  de  Gracia  y  Justicia  para  que  eligiese  entre  los  propues- 
tos <S    ^Qtre  los  demás  opositores,  si  así  lo  exigía  la  justicia,  el 
qu»   1^  pareciese  más  benemérito  y  digno  de  ser  admitido  por 
^^^Sial.  Roda,  el  ministro  de  Gracia  y  Justicia,  escribía  á  Ba- 
yer  «rx  28  de  Junio  de  1773  lo  siguiente:  «El  empefio  es  grande: 
>iiax>.   ^hado  el  resto  los  colegiales  y  sus  protectores.  El  Rey  de- 
>B^  dcilúr  de  este  embarazo  con  el  arreglo  ñnal  de  las  constitu- 
ícioxx^sj  y  así,  procure  V.  irlas  trabajando  sin  fatigarse.  Dios 
*™^^^ii3e  á  S.  M.,  le  mantenga  constante  en  su  concepto,  y  nos 
>d^  Q^^erto  para  aconsejarle  y  que  la  obra  salga  como  merece 
>^a  materia  de  tanta  importancia. » Realizada  una  visita  á  los 
flíia  Colegios  mayores  de  Salamanca,  Valladolid  y  Alcalá,  y  vista 
1&  ^^observancia  y  mala  inteligencia  de  las  principales  constitu- 
cioiXQQ  de  sus  fundadores,  se  dieron  seis  decretos  con  fecha  21 
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de  Febrero  y  cédulas  del  consejo  de  12  de  Abril  de  1777,  requi- 
riendo únicamente  limpieza  de  sangre  para  aspirar  á  las  becas, 
pudiéndose  obtener  las  de  voto  de  veintiuno  á  veinticinco  años,  y 
las  capellanías  hasta  los  treinta,  siempre  que  no  poseyeran  de  ren- 
ta más  de  doscientos  ducados  los  que  solicitaran  las  primeras, 
y  doscientos  cincuenta  los  que  pretendieran  las  segundas,  con 
información,  además,  de  la  carencia  de  recursos  de  sus  padres 
para  mantenerlos  en  las  escuelas.  Publicados  con  tiempo  los  edic- 
tos de  las  vacantes,  se  hadan  los  ejercicios  de  oposición  pública- 
mente, tras  de  lo  cual  el  rector  y  los  colegiales  conferirían  de  bue- 
na fe  sobre  la  índole  y  mérito  de  los  opositores,  y  prefiriendo,  en 
igualdad  de  circunstancias,  á  los  más  pobres,  elevarían  al  con- 
sejo la  propuesta  en  terna,  juntamente  con  la  lista  de  cuantos 
se  hubieren  presentado  al  concurso  y  el  número  de  votos  obte- 
nidos por  cada  uno,  para  que  aquel  alto  tribunal  proveyera  vir- 
tualmente  las  plazas.  Con  el  fin  de  que  no  se  retrajeran  los  po- 
bres  de  ganarlas  por  galardón  de  su  suficiencia,  cesarían  las 
pruebas  costosas  introducidas  por  abuso,  los  agasajos  á  los  co- 
legiales y  las  propinas  á  los  dependientes.  No  duraría  la  cole- 
giatura bajo  ningún  aspecto  más  de  ocho  años;  como  los  de- 
más escolares  se  matricularían  los  de  los  colegios  mayores,  que- 
dando sometidos  al  fuero  académico,  leyes  y  estatutos  de  las 
universidades  respectivas;  y  las  ceremonias  denominadas  de  co- 
legio, la  etiqueta  en  el  tratamiento  y  las  demás  distinciones 
inventadas,  no  se  practicarían  en  adelante.  Ni  sería  lícito  á  los 
colegios  aliarse  con  otros  de  las  escuelas  universitarias,  ni  en  for- 
ma alguna  para  favorecer  los  intereses  de  sus  individuos;  se  res- 
tablecerían las  visitas  ordinarias,  mudándose  los  visitadores  de 
año  en  año,  de  modo  que  siempre  hubiera  uno  á  la  vista.  Final- 
mente, renovadas  las  constituciones  en  lo  no  contrario  á  estos 
decretos»  se  derogaban  cualesquiera  otras  leyes,  acuerdos,  usos 
y  costumbres  llamadas  loables  de  dichos  colegios,  por  más  que 
se  fundaran  en  decretos  Reales  ó  breves  y  dispensas  de  la  Santa 
Sede  y  de  la  Nunciatura,  salvo  las  disposiciones  de  esta  especie 
que  contuvieran  gracias  especiales  con  jubileos,  indulgenQias 
y  altares  privilegiados  (1439).  Los  defensores  de  los  colegios  ma- 
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joree  aún  interesaron  á  Fr.  Joaquín  Eleta,  confesor  del  Rey,  pa- 
ra torcer  su  ánimo;  pero  en  la  lucha  entre  el  priviegio  y  el  mé- 
rito personal  triunfó  este  último  y  terminó  la  importancia  y  pre- 
dominio de  dichos  colegios,  aumentándose  naturalmente  el  de 
las  universidades. 

£1  estado  de  éstas  reclamaba  también  una  reforma  impor- 
tante. Lo  primero  que  ordenó  Carlos  III  por  provisión  del  con- 
sejo de  23  de  Mayo  de  1767,  fué  prohibir  que  se  enseñase  en 
hs  universidades,  ni  aun  con  título  de  probabilidad,  la  doctrina 
del  regicidio  y  tiranicidio  contra  las  legítimas  potestades.  Y  por 
resolución  á  consulta  de  l.o  de  Julio  de  1768  y  I.*'  de  Julio 
do  1769,  y  cédulas  del  consejo  de  1.^*  de  Julio  y  12  de  Agosto 
de  1768,  29  de  Julio  de  1769  y  4  de  Diciembre  de  1771,  man- 
dó se  extinguiesen  en  todas  las  universidades  y  estudios  de  es- 
^  i^eiiios  la  cátedra  de  la  escuela  llamada  jesuítica,  y  que  no  se 
05030  de  los  autores  de  ella  para  la  enseñanza.  Entrando  después 
en  la  xeforma  de  estos  centros  de  instrucción,  comenzó  por  dic- 
tar Roal  cédula  en  14  de  Febrero  de  1769,  nombrando  por  di- 
rector^ de  cada  universidad  á  un  ministro  del  consejo  que  no  hu- 
biese sido  individuo  de  la  misma,  y  los  cuales  debían  guardar 
^    yr&glas  contenidas  en  la  instrucción  que  se  inserta  en  la 
ley  n,  tít.  V,  lib.  Vin  de  la  Novísima  Recopilación.  Aún  fué  ne- 
ceB^z-io,  que  por  otra  provisión  del  consejo  de  6  de  Setiembre 
de  1 7  70,se  creasen  censores  regios  en  las  universidades  para  pre- 
ser V€tr  las  regalías  de  la  Corona  en  materias  y  cuestiones  que  se 
defendían  en  ellas,  mediante  haber  denunciado  el  Dr.  D.  José 
Isidro  Torres,  del  gremio  y  claustro  de  la  universidad  de  Valla- 
dolid^  linas  conclusiones  defendidas  por  el  bachiller  D.  Miguel 
de  Oclioa  sobre  el  tema  De  clericorum  exemptione  á  temporali  ser- 
^^^  ^é  saculari  jurisdiclioni  (1440),  como  ofensivas  á  las  regalías 
y  Aeroehos  de  la  nación.  A  pesar  de  los  censores,  otra  provisión 
del  consejo  de  25  de  Mayo  de  1784  dio  reglas  para  que  no  se 
^^^ititiesen  conclusiones  puramente  reflexas,  cuestiones  ajenas 
á  la  cátedra,  doctrinas  opuestas  á  la  autoridad  ó  regalías  de  la 
Corona,  conclusiones  contrarias  á  las  bulas  pontificias  y  decre- 

^  Heales  que  trataban  de  la  Inmaculada  Concepción  de  Núes- 
"íono  IV  7 
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tra  Señora,  y  disputa,  cuestíóii  ó  doctrina  favorable  al  tiranicidio 
6  regicidio,  ni  otras  semejantes  de  moral  laxa  ni  perniciosa. 

Loa  Reyes  Católicos,  por  pragmática  de  17  de  Mayo  de  1492, 
habían  confirmado  la  jur^dicción  y  conocimiento  del  maestres- 
cuela de  la  universidad  de  Salamanca  y  el  uso  de  la  conserva- 
toria y  privilegio  del  estudio;  y  Carlos  IH,  por  provisión  del 
consejo  do  4  de  Setiembre  de  1770,  que  forma  la  ley  VI,  tít.  VI, 
lib.  Vni  de  la  Novísima  Recopilación,  declaró  la  extensión  de 
la  exención  y  conservatoria  de  la  universidad  de  Salamanca,  y 
las  personas  que  podían  gozar  de  ella,  cuyo  fuero  era  pasivo; 
pero  ni  bastaba  para  atra^  al  tribunal  académico,  ni  para  co- 
nocer de  los  casos  que  se  detallaban  en  el  capítulo  VI,  y  que 
eran  privativos  de  la  justicia  ordinaria.  Otra  provisión  de  30  de 
Marzo  del  mismo  año,  declaró  que  por  las  Beales  provisiones  y 
pragmáticas  expedidas  en  15  de  Julio  de  1765,  28  de  Mayo  y 
13  de  Agosto  de  1768,  do  se  hacía  novedad  alguna  en  la  juiis- 
dicción  de  la  judicatura  de  rentas  de  la  universidad  de  Sala- 
manca. Una  resolución  de  20  de  Noviembre  y  cédula  del  con- 
sejo de  11  de  Diciembre  del  mismo  afio,  declaró  que  fiíeran 
bienales  los  empleos  de  rector  y  conciliarios  de  la  tmiversidad. 
Y  otra  provisión  de  12  de  Noviembre  de  1771  y  cédula  del 
consejo  de  22  de  Enero  de  1786,  consintió  que  en  ciertos  caaos, 
y  cuando  la  necesidad  lo  pidiese,  pudiera  elegirse  rector  de  los 
opositores  y  sustitutos  de  cátedras,  con  tal  que  reuniesen  cier- 
tas condiciones.  En  20  de  Setiembre  de  1771  y  provisión  del 
consejo  de  22  de  Enero  de  1786,  se  impuso  la  obligación  de 
prestar  en  las  matriculas  el  juramento  de  obediendo  retíori  in  li- 
cüis  el  honesHs.  £1  mismo  juramento,  y  aun  otros,  debía  prestar 
en  manos  del  rector  el  cancelario  de  la  universidad  de  Sala- 
manca, el  cual  intervendría  en  asunto  de  matricula,  según  pro- 
visiones de  26  y  31  de  Octubre  de  1771.  Los  escolares  indivi- 
duos de  los  colegios  y  conventos  debían  matricularse  también 
para  gozar  del  fuero  académico,  y  los  que  se  incorporasen  á 
universidades  Reales,  sujetarse  á  lo  dispuesto  por  sus  estatu- 
tos, por  leyes  Reales  y  por  declaraciones  y  órdenes  del  con- 
sejo. Por  provisión  de  8  de  Noviembre  de  1770,  se  declaró,  que 
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á  los  regulares  les  sirvieron  los  cursos  y  aflos  de  estudios  he- 
chos ea  sus  conventos  para  recibir  el  grado  de  bachiller  en  ar- 
tes; pero  habiendo  abusado  de  esta  concesión,  se  mandó  en  1 1 
de  Marzo  de  1771,  que  los  cursos  ganados  en  colegios,  con- 
ventos ó  seminarios  conciliares,  no  sirviesen  para  recibir  grado 
alguno.  La  duración  del  curso  y  necesaria  asistencia  á  cátedras 
y  el  orden  que  habían  de  observar  los  catedráticos  en  la  expli- 
cación, con  las  horas  que  debían  explicar  los  catedráticos,  fué 
objeto  de  las  provisiones  de  3  de  Agosto  y  16  de  Octubre 
de  1771.  La  simultaneidad  de  cursos  académicos  se  prohibió 
por  carta  acordada  de  7  de  Enero  de  1772;  y  por  otra  de  15  de 
Febrero  del  mismo  año,  se  declaró  que  no  ganaría  curso  el  que 
no  se  matriculase  ó  revalidase  la  matrícula  anualmente,  y  que 
se  debían  probar  en  el  mismo  año  en  que  se  ganaban.  Los  ba- 
chilleres que  querían  ganar  cursos  y  recibir  grado  mayor,  de- 
bían asistir  á  las  cátedras  de  su  respectivo  curso,  según  provi- 
sión de  5  de  Marzo  de  1773.  Una  Real  orden  de  18  de  Noviem- 
bre de  1785,  fijó  la  duración  del  curso  ó  año  escolar  en  todas 
las  universidades.  Y  otra  de  15  de  Setiembre  y  cédula  del  con- 
sejo de  25  de  Octubre  de  1787,  resolvió,  que  en  todas  las  uni- 
versidades del  reino  se  admitiesen  y  pasasen  los  cursos  de  las 
ciencias  y  facultades  de  matemáticas,  íilosofia,  física  y  otras,  he- 
chos en  los  seminarios  de  nobles  de  Madrid,  Vergara  y  Valen- 
cia y  en  los  estudios  Reales  de  San  Isidro  de  Madrid.  Así  se  acu- 
mulaban todos  los  datos  necesarios  para  la  formación  del  re- 
glamento general  de  estudios,  de  que  se  ocupaba  el  consejo  de 
Castilla  (leyes  I  á  XIV,  tít.  VII,  id.) 

La  colación  é  incorporación  de  grados  en  las  universidades 
fué  objeto  también  de  varias  disposiciones,  entre  ellas,  la  cédu- 
la del  consejo  de  24  de  Enero  de  1770,  fijando  reglas  para  evitar 
abusos  acerca  de  esta  materia.  Una  provisión  de  14  de  Setiem- 
bre del  mismo  año,  fijó  otras  que  habían  de  observarse  en  las 
repeticiones  que  se  hiciesen  en  los  grados  de  ücenciado,  y  en  25 
de  Mayo  de  1771  se  declararon  algunas  dudas  respecto  de  los 
ejercicios  para  recibir  dicho  grado.  Los  sustitutos  no  podrían 
ser  examinadores  en  la  capilla  de  Santa  Bárbara  para  los  gra- 
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dos  de  licenciado  de  cánones  y  leyes.  Y  sobre  esta  materia  se 
dieron  las  provisiones  de  23  de  Mayo  de  1772  y  la  cédula  de  22 
de  Enero  de  1786.  Últimamente,  por  orden  de  16  de  Enero  de 
1773,  se  declaró,  que  la  universidad  de  Alcalá  no  podía  confe- 
rir grados  mayores  de  leyes,  y  que  no  se  admitirían  al  examen 
para  abogados  á  los  que  trajesen  grados  recibidos  de  bachiller 
en  la  facultad  de  cánones.  Gran  importancia  dio  Carlos  III ala 
provisión  de  cátedras,  pues  sólo  en  el  tít.  IX,  lib.  VIII  de  la  No- 
vísima Recopilación,  existen  veintidós  leyes,  desde  la  VTI  á  la 
XXVin,  que  resuelven  diferentes  dudas  acerca  de  la  manera  de 
sacar  á  concurso  las  cátedras  vacantes,  nombramiento  de  jueces, 
formación  de  trincas,  alternativa  de  ejercicios,  admisión  de  opo- 
sitores y  propuestas  con  el  orden  para  facilitar  el  despacho  en 
las  consultas  de  cátedras  de  las  universidades.  El  estudio  de  la 
cirugía,  que  había  merecido  especial  atención  de  todos  los  mo- 
narcas españoles,  recibió  en  el  reinado  de  Carlos  m  una  orga- 
nización especial,  pues  por  Real  cédula  de  13  de  Abril  de  1780, 
ratificada  en  Real  resolución  de  29  de  Julio  de  1783,  se  estable- 
ció un  colegio  de  cirugía  en  Madrid,  bajo  la  inmediata  protec- 
ción del  consejO;  con  absoluta  independencia  del  tribunal  del 
Froto -medicato^  del  de  cirugía  y  de  la  junta  de  hospitales.  Este 
colegio,  que  llevaba  el  título  de  San  Garlos,  debía  observar  las 
ordenanzas  para  su  gobierno  económico  y  escolástico,  aproba- 
das por  Real  cédula  de  24  de  Febrero  de  1787,  en  las  cuales  se 
determinaron  las  atribuciones  de  los  alumnos  de  este  colegio, 
que  al  finalizar  el  curso  fuesen  examinados  y  aprobados  de  ci- 
rujanos latinos  en  el  Proto-medicato.  Al  dictar  todas  estas  dis- 
posiciones, se  pensaba  muy  seriamente  en  la  formación  de  un 
plan  ó  reglamento  general  de  estudios,  y  este  propósito  se  acla- 
ró al  áprobar.en  22  de  Agosto  de  1760  el  proyecto  que  presen- 
tó el  célebre  asistente  de  Sevilla,  D.  Pablo  Olavide,  para  la  re- 
forma de  aquella  universidad.  A  pesar  de  lo  luminoso  del  in- 
forme, ni  el  R«y  ni  el  consejo  se  atrevieron  á  dictar  un  plan  ge- 
neral, y  aunque  en  28  de  Noviembre  de  1770  se  mandó,  que 
cada  universidad  propusiera  un  plan  metódico  de  enseñanza, 
no  se  llevó  á  cabo;  pero  las  mismas  universidades  de  Salaman- 
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ca,  de  Alcalá,  de  Granada  y  de  Valencia  fueron  mejorando  no- 
tablemente sus  estudios,  y  terminaron  por  colocarse  á  la  cabe- 
za del  movimiento  y  del  progreso  intelectual,  que  constituye  el 
timbre  más  glorioso  del  reinado  de  Carlos  III. 

Reconociendo  este  monarca  quo  la  imprenta  era  un  elemen- 
to de  civilización,  y  el  libro  el  medio  más  seguro  de  propagar  la 
instrucción  y  cultura  general,  comenzó  por  decir  en  la  ordenan- 
za de  reemplazos:  tDesde  mi  feliz  advenimiento  al  trono,  ha 
^merecido  mi  Real  protección  el  arte  de  la  imprenta,  y  para  que 
tpueda  arraigarse  sólidamente  en  estos  reinos,  vengo  en  declarar 
lia  exención  del  sorteo  y  servicio  militar,  no  sólo  á  los  impreso- 
>re6,  sino  también  á  los  fundidores  que  se  empleasen  de  conti- 
»nuo  en  este  ejercicio,  y  á  los  abridores  de  punzones  y  matrí- 
»ces.>  Estas  nobles  frases  encerraban  un  profundo  pensamien- 
to:  el  de  facilitar  la  expresión  de  las  ideas  y  contribuir  al  es- 
plendor de  la  literatura  española.  La  tipografía  adquirió  en  Es- 
paña un  verdadero  renombre,  y  la  serie  de  conocimientos  hu- 
manos, libree  ya  del  rigor  de  la  Inquisición,  obtuvo  la  libre 
circulación  que  reclamaba  la  ciencia,  y  que  es  necesaria  para 
aquilatar  la  verdad.  Ferrer  del  Río  reconoce  que  habían  pasado 
los  tiempos  en  que  costaba  más  trabajo  sacar  licencia  para  im- 
primir las  obras  que  escribirlas;  y  merced  á  las  reformas  eje- 
cutadas, no  acudían  ya  los  autores  por  licencias  para  imprimir 
sos  libros  más  que  al  consejo,  ó  á  los  presidentes  de  las  audien- 
cias, ó  á  los  corregidores  del  reino.  Solamente  los  que  trataban 
de  cosas  sagradas  se  remitían  á  los  ordinarios  eclesiásticos  para 
que  pusieran  por  escrito  su  censura,  diciendo  si  contenían  ó  no 
alguna  especie  contraía  religión,  los  dogmas  y  las  buenas  cos- 
tumbres, sin  usar  de  modo  alguno  la  fórmula  escrita  de  impri- 
mcUur  ni  otra  equivalente  que  indicara  autoridad  jurisdiccional 
ó  facultad  de  dar  por  sí  licencias  para  las  impresiones  (Real 
cédula  de  20  de  Abril  de  1773). 

Todas  las  disposiciones  dictadas  sobre  libros,  impresiones  y 
centros  del  saber,  revelan  una  tendencia  notoria  á  proteger  la 
instrucción  pública.  Eran  auxiliares  poderosos  las  sociedades 
Económicas,  movidas  por  el  más  acendrado  patriotismo  y  sin 
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otra  recompensa  que  la  gratitud  del  país;  pero  la  Real  orden 
de  19  de  Diciembre  de  1761  (ley  IV,  tít.  XV,  Ub.  VIII  de  la  No- 
vísima Recopilación),  imponiendo  á  los  tasadores  de  libros  el 
deber  de  noticiar  al  bibliotecario  mayor  todos  los  que  quedaban 
de  venta,  demuestra  un  amor  á  reunir  todas  las  producciones 
del  humano  entendimiento.  Los  seculares  podían  establecer  li- 
bremente imprentas,  mas  la  circular  de  16  de  Mayo  de  1766 
(ley  V,  id.),  las  prohibió  á  las  comunidades  ó  personas  privile- 
giadas. Las  obras  médicas  no  se  permitían  imprimir  sin  reco- 
nocimiento del  presidente  del  proto-medicato;  y  los  mapas  de 
las  fronteras  de  estos  reinos,  sin  previa  censura  de  la  Real  aca- 
demia de  la  Historia;  pero  en  cambio,  por  Real  orden  de  14  de 
Noviembre  de  1762,  se  resolvió  abolir  la  tasa  en  el  precio  de  los 
libros  y  que  en  adelante  se  vendiesen  con  absoluta  libertad,  pues 
siendo  la  libertad  en  todo  comercio  madre  de  la  abundancia,  lo  será 
ta/mbién  en  este  de  los  libros.  Sólo  exceptuó  los  libros  de  uso  indis- 
pensable para  instrucción  y  educación  del  pueblo,  que  estarían 
sujetos  á  la  tasa  del  consejo.  Aunque  estimando  privilegio  el  de- 
recho del  autor,  la  Real  orden  de  20  de  Octubre  de  1764,  decla- 
ró que  pasaba  á  sus  herederos  mientras  lo  solicitasen,  no  sien- 
do mano  muerta.  Estas  disposiciones  fueron  completadas  por 
otra  Real  orden  de  14  de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  9  de  Julio 
de  1778  (ley  XXVI,  tít.  XVI,  id.)  Otra  cédula  del  consejo  de  8 
de  Junio  de  1769,  mandó  cesasen  los  subdelegados  particulares 
de  imprentas,  y  como  representantes  del  consejo,  conociesen  en 
asunto  de  impresiones  los  presidentes  y  regentes  de  las  chanci- 
Uerías  y  audiencias  y  los  corregidores  del  reino,  repitiendo  no 
se  imprimiese  ni  reimprimiese,  ni  se  introdujese  impreso  fuera 
del  reino,  bula,  breve,  ni  otro  rescripto  de  la  curia  romana,  ni 
letras  de  los  generales  ó  provinciales,  ni  otros  superiores  de  las 
órdenes  regulares  (ley  XXVII,  id.)  Por  otra  cédula  del  consejo 
de  20  de  Abril  de  1773  (ley  XXVIH,  id.),  los  prelados  y  ordi- 
narios quedaron  impedidos  de  dar  licencia  para  la  impresión  de 
papeles  ó  libros  algunos,  á  excepción  de  los  de  rezo  eclesiástico, 
ni  usasen  de  la  expresión  imprimatur,  más  que  en  los  de  esta 
clase.  Sólo  al  consejo  correspondía  dar  tales  licencias  ó  ante  los 
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jaeces  Beales  que  correspondiesen.  Esta  ley  se  aclaró  por  cédu- 
la del  consejo  de  1  o  de  Febrero  de  1778  (ley  XXIX,  id.),  de- 
clarando, que  los  ordinarios  sólo  podían  dar  licencia  para  im- 
primir los  libros  sagrados  contenidos  en  la  Ses,  4  de  edit,  ei  U8u 
sacr.  libr,  dd  Trídenüno.  Los  libros  impresos  en  Navarra  podrían 
introducirse  en  Castilla  y  Aragón  con  ciertas  formalidades.  [Re- 
solacióB  de  21  de  Agosto  y  cédula  del  consejo  de  23  de  Octubre 
de  1783.)  Y  los  libros  extranjeros  no  podrían  introducirse  en 
Espafia  sin  licencia  del  consejo,  según  Real  orden  de  21  de  Ju- 
nio y  cédula  del  consejo  de  1.^  de  Julio  de  1784  (leyes  XXX 
7  XXXI,  id.)  La  impresión  de  versiones  literales  y  parafrásicas 
de  oficios  de  la  iglesia,  fué  regulada  por  las  Reales  órdenes 
de  l.o  de  Mayo  y  28  de  Junio  de  1785;  y  en  29  de  Noviembre 
del  mismo  año  se  resolvió,  que  el  juez  de  imprentas  oyese  y  ad- 
ministrase justicia  al  que  se  quejase  del  autor  de  cualquier  im- 
preso (leyes  XXXTTT  y  XXXIV,  id.)  Últimamente  se  ordenó  que 
2to  t^viviese  curso  impreso  alguno,  ni  se  publicase  su  venta,  sin 
preo^^er  la  entrega  de  un  ejemplar  en  la  Real  biblioteca,  y  otro 
^^  I^  biblioteca  de  los  Reales  estudios  de  Madrid,  según  la  Real 
orde^xa  de  l.o  de  Enero  de  1786  (leyes  XXXVHl  y  XXXIX,  id.) 
^*  <3ompafiía  de  impresores  y  libreros  del  reino,  alcanzó  por 
^^^^-1     orden  de  8  y  cédula  del  consejo  de  25  de  Noviembre 
ÍQ  1-  '^'87  (ley  I,  título  XIV,  id),  la  facultad  de  tener  imprenta 
P^^E>:i.a  para  imprimir  todo  lo  referente  al  rezo  eclesiástico,  y 
i^iii:i.;^rimir,  previas  las  licencias  necesarias  y  sin  exclusivo  pri- 
vile^^xo,  todos  los  demás  libros  de  que  pudiese  resultar  beneficio 
^  co  xaercio  general  de  la  nación  y  al  de  la  compafiía. 

L^i.  circulación  de  los  papeles  periódicos  que  tanto  difunden  la 

instirxacción  'pública,  fueron  objeto  de  una  resolución  de  2  de 

Octvitre  de  1788  (ley  III,  id.),  según  la  cual  debían  presentarse 

fifin^^ios,  y  sujetos  á  la  previa  censura,  procurando  no  publicar 

íi^^«^  que  desacreditase  las  personas,  los  teatros  é  instrucción 

g^n^x^al^  denigrativas  del  honor  de  personas  ó  comunidades,  y 

^^^^sivas  al  gobierno  y  sus  magistrados,  ni  de  asuntos  resueltos 

^  por*  resolver.  En  las  traducciones  ó  discursos  se  pondría  el 

uotti'bre  del  autor  6  libro  de  donde  se  hubiese  sacado.  Y  hecha 
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la  impresión  se  remitiría  un  ejemplar  al  juzgado  de  imprentas 
para  la  debida  comprobación.  Cuando  los  papeles  periódicos  no 
pasasen  de  cuatro  6  seis  pliegos  impresos,  el  examen  y  licen- 
cias para  imprimir,  correrían  á  cargo  del  juez  de  imprentas, 
según  la  Real  orden  de  19  de  Mayo  de  1785  {ley  IV,  id.) 

El  tribunal  de  la  inquisición  tenía  á  su  cargo  la  formación  de 
índices  prohibitivos  y  expurgatorios  de  libros,  y  una  resolución 
de  14  y  cédula  del  consejo  de  16  do  Junio  de  1768  (ley  DI,  tí- 
tulo XVni,  id.),  dispuso  que  el  santo  oficio  oyese  á  los  autores 
católicos  antes  de  prohibir  sus  obras^  y  no  siendo  nacionales  ó 
habiendo  fallecido,  nombrase  defensor,  de  reconocida  ciencia; 
no  embarazase  el  curso  de  los  libros,  obras  ó  papeles  á  título 
de  ínterin  se  calificaban;  determinase  los  pasajes  ó  folios  que 
debían  expurgarse;  dirigiese  sus  prohibiciones  á  los  objetos  de 
desarraigar  losen'ores  y  supersticiones  contra  el  dogma,  al  buen 
uso  de  la  religión  y  á  las  opiniones  laxas  que  pervierten  la  mo- 
ral cristiana.  El  edicto  necesitaba  la  aprobación  Real.  Y  nin- 
gún breve  ni  despacho  de  la  corte  de  Roma,  referente  á  la  In- 
quisición, aunque  no  fuese  de  prohibición  de  libros,  podría  eje- 
cutarse sin  el  pase  previo  del  consejo.  Los  pronósticos,  roman- 
ces de  ciegos  y  coplas  de  ajusticiados,  fueron  prohibidas  por  de- 
creto del  7  y  cédula  del  consejo  de  21  de  Julio  de  1767.  Lo  fue- 
ron todas  las  obras  referentes  y  alusivas  á  los  regulares  de  la 
compañía,  y  los  sediciosos  é  injuriosos  á  la  potestad  del  Rey  y 
de  los  demás  príncipes  soberanos. 

En  el  movimiento  de  progreso  que  resulta  de  todas  las  ante- 
riores disposiciones,  no  podían  pasarse  en  olvido,  esos  grandes 
depósitos  del  saber  humano  que  se  llaman  Bibliotecas,  y  efecti- 
vamente, la  Real  cédula  de  11  de  Diciembre  de  1761,  que  cons- 
tituye la  ley  11,  tít.  XIX,  lib.  VIII  de  la  Novísima  Recopilación, 
aprobó  nuevas  constituciones  para  la  Real  biblioteca  fundada  en 
el  Real  palacio  en  1716,  como  una  de  las  más  preciosas  alhajas 
de  la  Corona,  que  estaba  bajo  la  protección  de  S.  M.,  y  dispuso 
en  ellas,  que  de  todas  las  obras  que  se  imprimiesen  se  entregase 
en  dicha  Biblioteca  un  ejemplar.  Y  dos  Reales  decretos  de  19  de 
Enero  de  1770  y  8  de  Octubre  de  1785,  establecieron  otra  bi- 
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Uioteca  públicsL  en  los  Bealee  estadios  de  San  Isidro  de  Ma- 
dnd  (leyes  III  y  IV,  id.)  En  cuanto  á  Academias,  se  dictó  la 
reaoludón  de  16  de  Febrero  de  1761  y  cédula  del  consejo  de  20 
de  Febrero  de  1763,  fundando  la  Real  práctica  de  leyes  de  estos 
reinos  y  de  dereclio  público,  con  la  advocación  de  Santa  Bár- 
bara, que  hoy  se  conoce  con  el  nombre  de  Academia  Matritense 
de  Jnrispradencia  y  legislación.  Y  las  Sociedades  ecotiómicas  de 
Amgos  dd  Faís^  que  tantos  servicios  ban  prestado  y  prestan  á 
la  üustradóii  general,  fueron  creadas  por  resolución  de  6  de 
Octubre  y  cédula  del  consejo  de  9  de  Noviembre  de  1785  (ley  I, 
titulo  XXI,  id.),  y  en  £eal  orden  de  28  de  Junio  y  circular  de 
14  de  Julio  de  1786,  se  encargó  al  consejo  propusiese  los  me* 
dios  prudentes  y  efectivos  de  fomentarlas  y  hacerlas  útiles. 
Tampoco  se  olvidó  el  fomento  de  las  Bellas  Artes^  pues  por 
Real  cédula  de  14  de  Febrero  de  1768,  se  creó  en  Valencia  una 
Beal  Academia  de  las  Artes  con  el  titulo  de  San  Carlos.  En  15 
y  27  de  Abril  de  1782,  se  declaró  la  libertad  de  los  escultores 
para  pintar  y  dorar  las  piezas  propias  de  su  arte.  En  14  de  Se- 
tiembre de  1783  y  cédula  del  consejo  de  1.®  de  Mayo  de  1785, 
se  declararon  enteramente  libres  las  nobles  artes  de  dibujo,  pin- 
tura, escultura,  arquitectura  y  grabado.  Y  por  resolución  de  8 
de  Noviembre  de  1764,  se  dispuso  que  los  maestros  titulares 
por  las  ciudades,  capitales  de  provincia  y  por  las  catedrales, 
fuesen  examinados  por  la  Academia  de  las  Artes.  Es  evidente, 
pues,  que  Carlos  III  atendió  y  mejoró  la  instrucción  pública, 
como  base  segura  de  la  general  felicidad. 

I.— Servleio  militar. 

Las  complicaciones  exteriores  que  sobrevinieron  en  el  reina- 
do de  Carlos  m  evidenciaron  que  España,  aunque  partidaria 
de  la  paz,  se  hallaba  prevenida  para  la  guerra.  Nuestro  ejército 
de  mar  y  tierra  peleó  gloriosamente  y  fué  respetado  en  todas 
partes,  porque  tanto  aquel  monarca  como  sus  consejeros,  esti- 
maron que  además  de  la  razón  y  la  justicia,  el  limite  de  los  es- 
tados y  la  defensa  de  su  honra  suele  estar  en  la  punta  de  las 


b«T4t:«tM  de  ma  soÜMdcm.  La  Norimiia  Beeofñlacito  revelí 
Us  dúpoeíciooea  aár.i'.aiias  p«is  el  mgoruniento  del  servicio 
m.^:*r,  r  í«  ínstmcdóc  resetTbia  pum  la  jnnta  de  estado  qne 
se  creó  eo  17^7.  deecabre  ias  icformaa  qne  ai  d  ramo  de  gae- 
tra  te  projectaban  nn  aCo  aous  de  morir  Carlos  m. 

Comeoió  este  iDo::Arca  declarando  por  Real  orden  de  30  de 
Hayo  de  17^7  .ley  XI,  tíL  I\',  lib.  M  de  la  Novbiina  Becopi- 
laeióa},  á  qué  personas  y  cobu  se  exteodia  la  jarisdiccióa  de 
loe  coroatiee  de  milicias;  loe  piirilcgiofl  y  ezeocionQB  qae  dis- 
frutaban [os  que  sirviesen  ai  sos  regimientos;  ezmicionee  qoe 
otn  Beal  orden  de  21  de  NoTianbre  de  1767  extendió  á  toda 
gab^,  y  confaribaciÓD,  excepto  los  derechos  Beaies  impuestos 
sobre  loe  consiunoe  y  ventas  qne  hiciesen.  Aprobáronse  en  22 
de  Octubre  de  1768  las  ordenanzas  militares,  y  en  días  se  con- 
signaron las  exenciones  y  preeminencias  del  fdero  militar,  per- 
sonas qne  lo  gozaban,  casos  de  desafnwo  y  de  atracción.  El 
conocimiento  de  las  cansas  y  delitos  de  militares,  según  Real 
c^nla  de  29  de  Marzo  de  1770,  era  privativo  de  sns  jefea,  y  á 
lálta  de  éstos  de  las  justicias  ordinarias.  Y  por  Beal  decreto 
de  17  de  Marzo  inserto  en  cédula  del  consejo  de  19  de  Abril,  ae 
previno  que  loa  oficiales  del  ejército  no  pudieran  usar  otro  tra- 
je que  su  uniforme  aun  fiíera  de  las  funciones  del  servicio  (le- 
yes XU  á  XVni,  id.) 

Carlos  ni  consideró  conveniente  aumentar  los  r^mieotos 
de  milicias  provinciales  que  había  creado  Felipe  V,  y  al  aumen- 
tarlos hasta  el  número  de  cuarenta  y  dos  regimientos,  aprobó 
un  reglamento  en  8  de  Noviembre  de  1766,  exe^tuando  de  osto 
servicio  á  loa  pueblos  de  las  diez  leguas  de  Madrid  y  las  plazas 
de  armas  de  frontera  y  marina  que  para  su  defensa  tenían  for- 
madas con  Real  aprobación  compañías  de  milicias  urbanas.  El 
inspector  general  sería  juez  privativo  de  laa  mihciaa.  Para  su 
sostenimiento  se  impusieron  dos  reales  en  fanega  de  sal  desde 
í."  de  Enero  de  1767,  cesando  todos  loa  repartimientos  y  arbi- 
trios  concedidos  para  este  efecto.  Por  Real  declaración  de  mi- 
licias de  Mayo  de  1767,  se  declaró  que  todos  los  privilegios 
anteriores  á  esta  fecha,  y  que  excusaban  de  levas,  quintas  y  mi- 
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licias,  no  hablaban  de  las  formadas  por  la  ordenanza  de  31  de 
Enero  de  1734;  y  reiterando  las  exenciones  consignadas  en  el 
reglamento  de  1766,  derogó  todas  las  demás  milicias  urbanas 
establecidas  en  la  Corona  de  Castilla,  con  sus  fueros  y  privile- 
gios y  todas  cuantas  exenciones  disfrutaban  los  demás  pueblos 
qne  no  se  expresaban  en  esta  Real  declaración.  Individualizan- 
do las  personas  exentas  del  servicio  de  milicias  provinciales,  se 
eximían  todos  los  nobles  é  hijosdalgos  que  justificasen  este  ca- 
rácter, los  ministros  y  dependientes  de  la  Inquisición  y  de  cru- 
zada que  estuviesen  exentos  de  alojamiento  y  cargas  concejiles, 
conforme  al  Real  decreto  de  26  de  Mayo  de  1728;  los  dependien- 
tes de  los  tribunales  de  justicia,  pero  no  sus  hijos,  no  estando 
empleados  en  la  clase  de  escribientes  de  sus  padres  y  dentro  de 
cierto  número;  los  procuradores  del  número  y  notarios  de  au- 
diencia de  los  juzgados  de  obispo  y  provisor;  el  escribano  de 
cabildo  y  los  del  número;  los  administradores  de  rentas  Reales; 
los  oficiales  de  la  casa  de  la  moneda,  y  los  mayordomos  de  co* 
munidad  eclesiástica  ó  ciudad  6  villa,  pero  no  sus  hijos;  el  sín- 
dico de  San  Francisco  y  el  mayor  de  sus  hijos  que  se  hallase 
bajo  la  patria  potestad;  los  sacristanes  y  sirvientes  de  iglesia 
verdaderamente  necesarios,  y  los  labradores  de  dos  arados  de 
mnlas  ó  bueyes  que  se  empleasen  personalmente  en  labor  pro- 
pia, ó  sea  de  su  propiedad,  según  se  declaró  en  el  capítulo  Xn 
de  la  instrucción  de  milicias  de  27  de  Noviembre,  consiguiente 
¿  Real  resolución  de  4  de  Octubre  de  1744.  También  lo  fueron 
^os  maestros  de  escuela  y  gramática,  los  médicos  y  cirujanos 
aprobados  y  uno  de  sus  hijos,  y  el  sangrador,  sólo  en  los  pue- 
llo0  ^<^^d®  ^o  hubiese  cirujano;  los  albéi tares  y  herradores  y 
,  g  t^íoticarios  y  un  hijo,  mancebo  principal,  y  los  empleados  en 
^jótreos  y  postas  con  título  y  salario,  pero  no  sus  hijos.  En  este 
\8Xgo  catálogo  de  exenciones  aún  se  comprendieron  á  los  que 
tenían  padre,  hijo  ó  hermano  en  actual  servicio  de  milicias  ó 
en  el  ejército,  por  haber  sido  quintados;  á  los  que  habían  ser- 
iAo  determinado  tiempo  en  los  diferentes  cuerpos  del  ejército; 
i,\oa  criados  de  estimación  de  las  personas  ilustres;  á  los  coche- 
ios  que  sirviesen  con  librea;  á  los  criados  de  las  comunidades 


IOS  OKL  PODEB  CI?U.  BH  ESPAÑA 

regularea  qae  8Írvi«reQ  sin  salario  itUra  daustra;  é,  los  alcaldes 
y  demás  que  ejercieran  jurísdiccióu  ordinaria,  y  los  procurado- 
res síndicos  por  el  tiempo  que  obtuviesen  los  empleos.  Se  con- 
signaban las  excepciones  que  aún  lia  respetado  la  legislación 
novísima  en  favor  del  hermano  que  mantiene  á  bus  hermanos, 
¿  eu  madre  viuda  ó  al  padre  sexagenario  ó  impedido;  y  conti- 
nuando las  excepciones,  laa  extendían  á  los  dependientes  de 
subsidio  y  excusado  y  conductores  de  estudiantes  á  Salamanca; 
empleados  en  las  Keales  fábricas,  inclusas  las  de  pólvora  y  sa- 
litres, y  en  las  administradas  de  cuenta  de  la  Real  hacienda;  los 
fabricantes  de  hierro;  loa  dependientes  de  la  Cabafía,  que  se  de- 
tallaban en  el  capítulo  XXXVII;  los  dueños  de  yeguas;  los  mer- 
caderes de  lonja  ó  tienda  de  caudal  considerable  eu  el  comra- 
cio;  los  extranjeros;  los  estudiantes  matriculados  que  gozasen 
del  fuero  académico,  y  los  ordenados  de  menores  y  de  prime- 
ra tonsura.  EU  capítulo  XLIV  señalaba  la  forma  de  la  recla- 
mación que  debía  hacer  el  que  indebidamente  fuese  incluido 
en  el  sorteo.  Y  en  este  reglamento,  que  indudablemente  ha  sido 
la  base  de  todas  las  reformas  ulteriores,  se  determinaban  las 
clases  en  que  había  de  dividirse  el  vecindario  para  los  sorteos 
de  milicias,  laa  reglas  para  la  ejecución  de  éstos,  el  modo  de 
realizar  los  sorteos,  decidir  las  excepciones  y  completar  todo  lo 
necesario  para  el  servicio  militar. 

Eu  los  asuntos  de  alistamiento  y  sorteo,  s^n  la  Real  cé- 
dula de  22  de  Julio  de  1773,  debían  actuar  los  escribanos  de 
ayuntamiento.  Al  mismo  tiempo  que  en  los  pueblos  del  reino 
ee  realizaba  el  sorteo  para  el  reemplazo  del  ejército,  se  mandó, 
por  Real  decreto  de  11  de  Setiembre  de  1773,  que  se  practica- 
sen levas  de  forasteros  en  la  corte;  y  en  9  de  Octubre  del  mis- 
mo s&o,  se  ordenó  que  los  jueces  dé  la  corte  y  pueblos  de  sa 
contomo  no  admitiesen  información  de  domicilio  en  ellos  ni 
otras  excepciones  para  el  servicio  del  reemplazo  á  loa  sorteadoa 
en  otros. 

En  1787  el  conde  de  Floridablanca  recomendaba  reservada- 
mente á  la  junta  de  Estado,  que  debía  pensar  y  tratar  de  mejo- 
rar las  tropas,  su  disciplina  y  calidad;  el  mantenerlas  y  aumen- 
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tarlas  cuando  faese  necesario  con  economía  y  proporción  á  ]a8 
fuerzas  del  Estado,  y  el  sostener,  adelantar  y  perfeccionar  los 
ramos  de  fortiñcación  y  artillería  y  sus  cuerpos  facultativos  (pun- 
to CXLVni).  La  monarquía  española,  manteniendo  el  sistema 
de  paz  con  Francia  y  Portugal,  Marruecos  y  regencias  de  Áfri- 
ca, podía  reducir  su  ejército  á  lo  preciso  para  cubrir  sus  guar- 
niciones de  presidios,  plazas  y  fronteras  y  mantener  interina- 
mente el  buen  orden,  tranquilidad  y  administración  de  justicia, 
asi  en  España  como  en  Indias.  Disciplinadas  las  milicias  pro- 
vinciales y  aumentadas  en  cuanto  permitiesen  las  circunstan- 
cias del  país,  podía  quedar  libre  la  mayor  parte  del  ejército  y 
/  su  infantería  para  las  expediciones  ultramarinas,  para  fortificar 

y  completar  las  tripulaciones  de  nuestros  bajeles,  y  para  acu- 
dir á  la  defensa  y  quietud  de  nuestras  Indias,  islas  y  demás 
colonias  distantes,  pues  las  milicias  y  cuerpos  fijos  de  América, 
aunque  útiles  y  necesarias  para  defender  el  país  de  invasiones 
enemigas,  no  servía  tanto  para  mantener  el  orden  interior  (pun- 
tos CXLIX  á  CU).  Era  necesario  aumentar  en  América  y  en 
España  la  infantería  veterana,  reduciendo  la  caballeria,  y  con  su 
ahorro  costear  el  aumento  de  un  batallón  en  cada  regimiento 
de  iníantería;  los  dragones  podían  ser  más  útiles  (puntos  CLU 
\  á  CLIV).  El  número  de  generales  y  sus  dotaciones  y  el  de  los 

oficiales  agregados  á  los  cuerpos  debía  arreglarse,  procediendo 
con  mucho  tino  en  la  elección  de  los  generales  de  provincia 
•   (puntos  CLV  á  CLXX).  En  los  mismos  regimientos  podían  ha- 
^'^e  ahorros,  y  convenía  aumentarlos  cuerpos  extranjeros  (pun- 
W8  CL\I  y  CLVII).  Convenía  enviar  al  extranjero  oficiales  para 
jfítj^^^t  adelantar  y  perfeccionar  la  táctica  de  todos  los  cuerpos, 
¿Petición  que  lo  hiciesen  las  potencias  europeas  (punto  CLVIII). 
^9  cvierpos  facultativos,  ingenieros,  hidráulica  militar  y  civil 
pedían  mucha  enmienda  y  mejoría,  pues  había  poca  experien- 
cia y  poco  estudio  en  los  nuestros,  y  en  lo  referente  á  la  hidráu- 
Uca  militar  y  civil  una  excesiva  ignorancia  (punto  CLIX).  Acon- 
eeiaba  que  se  empleasen  las  tropas  en  los  trabajos  públicos  (pun- 
to CLXl).  Y  en  el  CLXII  decía  que  el  ministerio  y  secretaría  de 
Guerra  debía  tener  previstos  y  corrientes  los  materiales,  planos 
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y  djctámeoM  qae  haUeae  sobre  los  pontos  eo  que  conTÍnierahos> 
tiJizar  á  los  eoemigos  en  el  caso  ie  que  la  desgracu,  1&  necesi- 
dad ó  el  honor  dos  obÜgaeen  á  hacer  la  guara.  Respecto  de  la 
marina,  desde  d  ponió  Cl^IX  basta  el  CLXXX\1  aconsejaba 
lo  qoe  debía  hacerse  sobre  constmccidn  de  bnqaea,  oi^anizacióa 
de  los  departamoitos  de  marina,  mérito  y  antigüedad  que  debían 
tenerse  presentee  en  las  promociones,  propuestas  en  tiempo  de 
paz  y  en  los  caaos  de  combates,  pronioe  pecouiarios,  diriaaa  de 
honor,  mejoras  en  la  ord^ianza  de  marina,  ejercicios  y  manio- 
bras en  tiempo  de  paz,  y  escuelas  de  náutica  y  pilotaje.  Nadase 
escapaba  á  la  alta  penetracitei  del  conde  de  Floridablaoca, 
quien,  en  so  célebre  Memorial  de  10  de  Octubre  de  1788,  renun* 
ciando  el  ministerio,  pudo  consignar,  que  á  inntjifwiBa  de  la  jun- 
ta de  Estado  se  había  fomentado  la  marina,  y  en  el  ejército  se 
había  atendido  al  vestuario  de  los  regimientos.  No  habla  en 
verdad  ramo  alguno  de  la  administración  pública,  que  no  fuese 
debidamente  atendido  en  el  reinado  de  Carlos  UL 

J. — Propios  y  ariillrios. 

Machas  fueron  laa  disposiciones  dadas  acerca  de  esta  materia 
por  Carlos  HI,  pero  casi  todas  revisten  carácter  reglamentario. 
Ocupan  la  mayor  parte  del  título  XVI  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, y  comienzan  por  la  Heal  cédula  de  19  de  Agosto  de  1760 
(ley  XI,  id.),  que  aprobó  la  instrucción  para  la  intervención,  ad- 
ministración y  recaudación  de  los  arbitrios  del  reino.  Un  Real 
decreto  de  30  de  Julio,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  19  de 
Agosto  del  mismo  aúo,  atribuyó  al  consejo  el  privativo  conoci- 
miento y  dirección  de  los  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos,  y 
creó  una  contaduría  general  de  ellos  en  la  corte.  Las  facultades 
atribuidas  al  consejo  eran  omnímodas;  y  una  circular  de  9  de 
Octubre  de  1761,  mandó  que  los  puebloa  que  no  tuviesen  pro- 
pios y  arbitrios  propusiesen  los  convenientes,  y  fuesen  menos 
gravosos  al  pueblo.  Los  sobrantes  de  los  encabezamientos  de 
rentas  Reales,  debían  depositarse,  según  circular  de  8  y  11  de 
Julio  de  1764.  Y  por  Real  resolución  de  14  de  Noviembre 
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de  1775, 86  determinaron  las  facultades  de  los  intendentes  y 
contadores  en  esta  materia.  Los  intendentes  debían  con  tal 
motivo  yisitar  los  pueblos  y  proceder  contra  los  deudores  pri- 
meros y  segundos  contribuyentes.  Los  remates  de  los  ramos  de 
propios  y  arbitrios  fueron  objeto  de  varias  disposiciones.  Se 
fijó  la  manera  de  rendir  sus  cuentas  los  depositarios  ó  mayor- 
domos,  y  la  contabilidad  quedó  perfectamente  organizada.  Es- 
tas medidas  se  completaron  con  otras,  prohibiendo  exigir  de 
los  propios  y  arbitrios  las  condenaciones  que  impusiesen  los 
jaeces  de  la  mesta;  los  derechos  de  los  jueces  y  escribanos  de 
ayuntamiento,  y  los  de  despacho  de  veredas;  y  mandando  que 
las  contadurías  despachasen  de  oficio  los  expedientes,  previas 
las  reglas  que  determinó  la  resolución  de  13  de  Mayo,  comu- 
nicada en  circular  de  13  de  Noviembre  de  1775.  Y  por  circu- 
lar  de  13  de  Enero  de  1777,  se  dispuso  que  de  todas  las  provi- 
sienes  que  se  dictasen  sobre  propios  y  arbitrios,  se  tomase  razón 
en  la  contaduría  general  de  dichos  ramos.  Así,  el  poder  central 
intervenía  la  administración  municipal,  y  podía  remediar  los 
abusos  que  se  cometieran. 

SECCIÓN  m. 

DOMINIO   DB  LA    CORONA. 

A.— Patrimonio  Real. 

Como  dice  Cos-Gayón  en  su  obra  Historia  jurídica  del  Patri- 
monio Becd  (1441),  y  resulta  del  testamento  otorgado  por  Car- 
los III,  el  13  de  Diciembre  de  1788,  ante  el  conde  de  Florida- 
blanca  (1442),  primer  secretario  de  Estado  y  notario  del  reino 
nombrado  expresamente  para  dicho  acto,  dicho  monarca,  des- 
pués de  declarar,  como  expresión  de  su  omnímodo  poder,  que 
como  soberano  no  reconocía  superior  en  lo  temporal,  agregó  varios 
bienes  á  la  vinculación  de  la  Corona,  y  desde  entonces  los  bie- 
nes de  ésta  formaron  dos  grandes  grupos,  conocidos  por  los 
nombres  de  Patrimonio  de  la  corona  de  Castilla  y  Patrimonio  de 
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la  corona  de  Aragón.  Formaban  el  primero  los  alcázares  y  pa- 
lacios que  servían  de  residencia  á  los  Reyes;  los  grandes  bos- 
ques reservados  para  los  exparcimientos  venatorios  y  los  patro- 
natos de  casas  religiosas.  El  Patrimonio  de  la  corona  de  Ara- 
gón constaba  de  las  tres  bailías  generales:  la  de  Valencia,  la  de 
las  Baleares  y  la  de  Cataluña.  Para  la  administración  de  los  pa- 
lacios y  los  cazaderos  se  creó  la  junta  Real  de  obras  y  bosques, 
con  atribuciones  gubernativas  y  judiciales,  que  venia  á  ser  el  su- 
premo consejo  de  la  Real  Casa  y  Patrimonio,  sobre  cuyas  atri- 
buciones escribieron  los  dos  Alcaldes  Cervantes  en  1687,  la  re- 
copilación de  las  Reales  ordenanzas  y  cédulas  de  los  bosques 
Reales  del  Pardo,  Aranjuez,  Escorial,  Balsain  y  otros,  glosas  y 
comentarios  á  ellas.  Esta  junta  había  sufrido  varías  reformas 
en  la  época  de  Felipe  V  y  Fernando  VI,  y  cuando  estaba  redu- 
cido á  lo  judicial  y  contencioso,  dio  Carlos  III  el  Real  decreto 
de  18  de  Noviembre  de  1768,  que  es  la  ley  I,  tít.  X,  lib.  III  de 
la  Novísima  Recopilación,  suprimiendo  definitivamente  la  jun- 
ta de  obras  y  bosques,  y  todas  sus  dependencias,  quedando  to- 
dos los  negocios  económicos  y  gubernativos  de  los  palacios, 
alcázares,  sitios  Reales  y  casas  de  campo,  con  sus  pertenencias 
é  intereses,  bajo  la  protección  del  Rey,  que  los  manejaría  por 
medio  de  su  primer  secretario  de  Estado  y  del  Despacho.  Con- 
servó, además,  á  los  alcaides,  gobernadores  é  intendentes  de 
dichos  bienes  la  jurisdicción  ordinaria  y  delegada  que  habían 
ejercido  hasta  entonces,  y  dispuso  que  de  sus  providencias  se 
admitiera  apelación  á  la  sala  de  justicia  del  consejo  de  Castilla. 
Y  subsistió  también  el  juzgado  ordinario  de  obras  y  bosques, 
que  sería  desempeñado  por  el  decano  de  los  de  casa  y  corte, 
sin  que  pudiera  conservar  esta  comisión  cuando  ascendiese  á 
otro  empleo.  Por  virtud  de  esta  reforma,  la  administración  su- 
perior de  los  sitios  reales,  bosques  y  alcázares  pasó  á  la  secreta- 
ría de  Estado;  lo  referente  á  las  casas  Reales,  con  la  provisión 
de  empleos  de  jefes  de  palacio  y  demás  servidumbre  y  depen- 
dientes á  la  de  Gracia  y  Justicia,  y  todo  lo  relativo  al  abono  de 
haberes  á  los  empleados  de  número  ó  supernumerarios,  se  atri- 
buyó á  la  secretaría  de  Hacienda.  La  reforma  produjo  gran  len- 
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tiiad  en  los  procedimientos  judiciales  y  fué  necesario  dictar  la 
reBolución  de   17  de  Febrero  y  provisión  del  consejo  de  28  de 
Abril  de  1769,  mandando  proceder  con  la  mayor  actividad  y 
vigor^  breve  y  sumariamente,  con  audiencia  de  los  reos  y  con- 
sulta de  la  sentencia  al  consejo. 

El  monarca,  por  Real  decreto  de  28  de  Junio,  y  escritura 
otorgada  en  4  de  Octubre  de  1761,  había  incorporado  á  la  Co- 
rona los  montes  de  pinares  y  matas  de  robledales  de  Babain, 
Pirón  y  Riofrio,  y  por  Real  cédula  de  15  de  Octubre  del  mismo 
año,  que  forma  la  ley  XII,  tít.  X,  lib.  UI  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, aprobó  la  ordenanza  para  custodia,  administración  y 
conservación  de  dichos  pinares.  Otra  Real  cédula  de  17  de  Fe- 
brero de  1771,  incorporóla  acequia  de  la  vega  de  Colmenar  de 
Oreja  á  la  Real  Corona,  bajo  la  jurisdicción  y  ordenanzas  de  la 
acequia  de  Jarama  y  su  gobernador.  Y  por  otra  Real  cédula  de 
6  de  Diciembre  de  1774,  dio  también  una  ordenanza  para  el 
Real  bosque  de  Balsain  y  estableció  la  jurisdicción  del  inten- 
dente y  asesor  de  San  Ildefonso  para  el  conocimiento  de  cau- 
sas. Esta  completó  el  trabajo  realizado  en  1881  sobre  el  patri- 
monio Real  por  Co^-Gayón  respecto  de  todos  los  bienes  que  cons- 
tituían el  patrimonio  real,  tanto  en  Castilla  como  en  Aragón, 
que  basta  llamar  la  atención  hacia  este  excelente  trabajo  para 
los  que  deseen  noticias  más  completas.  Únicamente  añadiremos 
por  nuestra  cuenta,  que  con  arreglo  á  las  doctrinas  de  la  monar- 
quía absoluta,  el  Rey  tenía  potestad  para  realizar  las  enajena- 
cioues  de  bienes  que  formaban  parte  del  patrimonio  Real,  ora 
86  tratase  de  fincas  pertenecientes  al  reino,  ora  las  que  le  corres- 
pondían oomo  vinculadas,  ora  las  que  poseyese  en  concepto  de 
propiedad  particular. 

SECCIÓN  IV. 

DOMINIO    PUBLICO. 

A. — Aginas. 

Un  reinado  que  imprimió  á  todos  sus  actos  un  movimiento 
t&&  reformador,  no  podía  olvidar,  y  no  olvidó  ciertamente,  la 

Tomo  IV  8 


14  DBL  PODIB  OIVIL  KM  BSPAItA 

iTeniencía  de  nmoTer  los  obstáculos  que  la  nataraleza  y  con- 
iones  de  nuestro  suelo  oponían  al  desarrollo  de  la  riqueza 
Icola,  7  así  lo  consignó  el  conde  de  Florídabtanca  en  el  c^ 
re  Skmorial,  que  es  un  resumen  de  la  historia  administrati* 
de  «te  reinado.  Comenzaron  los  infantes  D.  Gabriel  en  las 
Tas  de  BU  priorato  de  San  Juan,  D.  Antonio  en  su  enco- 
enda  de  Calanda,  y  ambos  y  su  hermano  el  príncipe  de  As- 
ías en  los  sitios  Reales,  convirtiendo  rápidamente  los  terre- 
3  incultos  eu  feraces  huertas  y  amenos  jardines;  «trabajando, 
)mo  dice  Floridablanca  en  su  Memorial  (1443),  por  sos  pro- 
ias  manos,  ennobleciendo  el  arado  y  el  azadón,  y  enseDando 
los  poderosos  cuál  debe  ser  el  objeto,  la  aplicación  y  el  apre- 
io  del  labrador  y  de  bus  trabajos.  >  Aunque  Espafia  fuese,  como 
ee,  un  país  esencialmente  agrícola,  y  su  fertiUdad  sea  dudosa 
el  interior  por  causa  de  lo  seco  y  ardoroso  de  su  clima  y  por 
escasez  de  lluvias,  era  una  empresa  colosal  transformar  el 
ItÍTO  en  sus  condiciones  más  íntimas  y  llevar  la  población 
campo,  dando  solución  á  uno  de  los  problemas  más  diñcUee 
la  economía  rural;  pero  como  no  hubo  cuestión,  por  grande 
le  fílese,  que  do  acometiera  el  Rey  Carlos  UI,  emprendió  tan 
losal  empresa  fomentando  loe  canales  de  riego,  y  adelantó 
andemente  el  canal  imperial  de  Aragón,  que  había  comenza- 
I  en  tiempo  del  Emperador  Carlos  V;  y  no  economieando 
istos  conrignió  el  canónigo  de  Zaragoza,  D.  Ramón  de  Figna- 
lU,  llevar  el  canal  hasta  Torrero,  á  la  inmediación  de  dicha 
ndad,  por  medio  de  obras  que  han  inmortahzado  su  memo- 
1.  La  agricultura  y  la  industria  recibieron  notorios  beneficios. 
Los  feraces  campos  de  la  ciudad  de  Lorca  sufirían  también  la 
Ita  de  lluvias,  y  para  remediarlas  en  el  reinado  de  Carlos  III, 
I  emprendió  la  obra  de  los  dos  célebres  pantanos  que  sirvieron 
)  dique  á  las  aguas  torrenciales  y  pluviales,  que  llevaron  la 
rtihdad  á  toda  aquella  comarca,  y  en  especial  á  San  Juan  de 
s  Águilas,  que  en  los  últimos  afios  del  monarca  contaba  ya 
las  de  400  vecinos.  El  canal  de  Tortosa  fué  también  objeto  de 
:an  soUcitud  en  el  reinado  que  nos  ocupa  para  faciUtar  la 
>mumcación  del  Ebro,  desde  las  inmediaciones  de  Amposta 
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hasta  «1  puerto  de  los  Alfaques,  que  fué  objeto  de  gran  interés 
por  p3.rte  del  conde  de  Florídablanca,  s^ún  consigna  en  su 
Msmarnal  (1444),  y  que  aumentó  rápidamente  la  población  de 
San  Carlos  de  la  Rápita,  pues  el  pensamiento  del  ministro  era 
abrir  oomunicación  al  Océano  desde  Tudela.  Al  propio  tiempo 
86  continuaron  los  canales  de  regadío  de  Manzanares  y  Guada- 
ñama,  se  proseguía  el  de  Castilla,  se  proyectaba  uno  en  los 
campos  de  XJrgel,  y  se  trataba  del  aprovechamiento  de  terrenos 
pantanosos  y  de  desecación  de  lagunas  en  varias  provincias  en 
que  podían  convertirse  en  huertas  varios  terrenos  completamen- 
te improductivos.  Aunque  los  resultados  no  correspondieron  á 
los  esfuerzos  del  monarca,  no  puede  negarse  que  éste  compren- 
dió la  importancia  que  tiene  en  una  nación  agrícola  el  aprove- 
chanüento  de  las  aguas. 

B.— Candóos. 

^^ocía  el  conde  de  Floridablanca  al  Bey,  al  presentarle  su  di- 
^^^^*^i»B  (1445),  que  en  los  nueve  años  que  había  desempeñado 
^  8i3^erintendencia  general  de  caminos  se  habían  reedificado, 
^^Joxrtíáoy  renovado  muchos  puentes,  pretiles,  alcantarillas  de 
^®  "^^^Cüe  y  otras  cosas  de  que  carecían,  construyéndose  más  de 
noventa  y  cinco  leguas  y  habilitándose  eia  todas  las  pro- 
más  de  ocho  mil  varas;  se  habían  fabricado  trescientos 
^^""^■^t-idos  puentes  nuevos  y  habilitado  cuarenta  y  cinco,  y  se 
^^-^^^^ü  ejecutado  mil  cuarenta  y  nueve  alcantarillas,  habili* 
^^^^^^  otras,  llevando  á  cabo  muchas  obras  de  menor  importan- 
ci^  «^    -f^ara  su  conservación  se  habían  formado  reglamentos,  ee- 
**^A^K5iendo  peones  camineros  en  cada  legua  con  un  celador 
íw^viltu^yQ  Q^  Qg^¿^  ocho;  y  se  habían  construido  casas  para  di- 
cttoa  peones,  administraciones  para  los  portazgos,  fondas  y  pa- 
*®^^»  casas  de  posta,  ermitas  y  aun  poblaciones,  sobresaUendo 
^^  ^tas  obras  útUes  de  caminos  la  del  paso  de  Sierra-Morena 
^  PvLerto  que  llamaban  del  Rey,  la  del  puerto  de  la  Cadena  en 
^^  ^^arretera  de  Cartagena,  la  del  camino  de  Málaga  desde  An- 
^^era  y  la  del  de  Gahcia  desde  Astorga.  No  hay,  añadía,  quien 
^^  admire  y  bendiga  á  Y.  M.  cuando  pasa  por  aquellos  parajes,  y 
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EcTC  j«  Tt;^  íi<c<:só:seB  q:x  rcqiecio  de  loe  caminos 
a(Í::-Ví  Cari-:-  ZL  ±r^r»=.  La  rwcL:i¿-:a  i  ransnlta  de  28  de 
r«,r?r>  T  ít«i^  -iíi  íi:íl5F'.  íe  l.>  de  XoTÍembre  de  1762,  es- 
taLüeosi:  r*el&3  ^a;»  la  o:  liberación  délos  caminoe  gmiera- 
lea.  pr:üi»:i:  eí  -;::»  ^  :ie.ir»s  de  las  márgenes  cajeeeo  al 
tamzzzjo-.  A  -zpe  p «rr  tL  :e  ^•smsen  earroe  coa  llanta  de  cierta  di- 
mecñóc;  q:»  se  arrasosseo  maderas,  t  mandando  qne  loe 
reparoe  tna:.':-Tte  f^csoí  de  cargo  áei  paefclo  en  cnyo  término  se 
wogaaeD.  pao  xie  iVt'*'  loe  cceteaee  el  portazgo.  Todo  el  ramo 
de  eandnos  corría  á  cargo  del  scpoint^odaite  gmovl  de  elloa 
y  posada?;  mas  por  Real  decreto  de  S  de  Octabr©  de  1778  se 
agi^ó  i  la  de  correos  y  postas,  y  oi  la  instracción  de  corregido- 
rea  de  17é8  se  oicaigó  á  éstos  todo  lo  reíante  á  la  policía  de  ca- 
minos, aegÚD  poede  verse  en  la  ley  V,  tít.  XXy\TQ,  lib.  Vn  de 
la  NovlaiiDa  Beoopilación.  También  lee  impuso  el  cuidado  de  li)9 
derechos  de  portazgo,  pontazgo,  peaje,  barcaje  y  otros,  y  una 
Beal  orden  de  27  de  Julio  de  17^,  qne  forma  la  ley  XIV,  tí- 
tolo  XX,  lib.  \1,  id.,  previno  al  consejo  tomase  las  providen- 
cias mis  eficaces  y  oportunas  á  fin  de  que  los  grandes  y  demás 
sefioree  de  vasallos  invirtiesen  precisamente  tales  derechos  en 
el  loable  objeto  para  qne  fueron  impuestos.  Y  una  resolución 
de  11  de  Junio  de  1780  y  cédula  del  consejo  de  27  de  Abril 
de  1784,  fijaron  r^las  para  la  instrucción  y  decisión  de  expe- 
dientes sobre  portazgos,  pontazgos  y  barcajes.  La  Real  jimia  de 
correos  y  poetas  y  las  atribuciones  de  eu  superintendente  gene- 
ral, fueron  declaradas  por  Real  decreto  de  20  de  Diciembre 
de  1776,  que  forma  la  ley  I,  tít.  XHI,  lib.  HI  de  la  Novísima 
Recopilación. 

C.~ObniB  públicas. 

Al  propio  tiempo  que  Carlos  m  fomentó  en  su  reinado  la 
construcción  de  obras  públicas,  dictó  también  reglas  para  que 
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9a  ejectición  correspondiese  á  las  condiciones  naturales  y  debi- 
das cuando  se  trata  de  la  inversión  de  los  fondos  públicos.  Por 
fieal  orden  de  23  de  Octubre  de  1777,  dispuso  que  el  consejo 
previriiese  á  los  magistrados  y  ayuntamientos  de  los  pueblos 
del  reino,  que  siempre  que  se  proyectase  alguna  obra  pública 
consultasen  los  dibujos  con  la  Academia  de  San  Fernando,  y 
esta  garantía  previa  volvió  á  exigirse  por  otra  Real  orden  de  11 
de  Octubre  de  1779.  Otra  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1781, 
establoció  las  reglas  que  habían  de  guardarse  en  las  obras  de 
los  puortos  marítimos  que  se  costeasen  con  caudales  de  los  pro- 
pios  Y  arbitrios  de  los  pueblos,  ordenándose  por  Real  resolu- 
ción á.  consulta  del  consejo  de  5  de  Diciembre  de  1785  y  cé- 
dala de  26  de  Enero  de  1786,  que  las  cuentas  las  llevasen  las 
justicias  y  juntas  de  propios  de  los  pueblos,  pero  interviniendo 
7  yisáxidolas  el  facultativo  puesto  por  marina,  el  cual  sería  ar- 
bitro en  la  elección  de  los  operarios  y  en  el  acopio  de  n^ateria- 
les,  por  lo  mismo  que  había  de  responder  de  la  solidez  de  la 
obra.  Y  por  otra  resolución  y  cédula  del  consejo  de  1 7  de  Ju- 
nio de  1786,  se  prohibió  por  regla  general,  que  los  facultativos 
que  liubieran  regulado  y  tasado  cualesquiera  obras  no  pudie- 
ran rematarlas. 

-^o  es  tarea  fácil  señalar  todas  las  obras  públicas  realizadas 

®^  el  reinado  de  Carlos  III;  pero  siguiendo  las  indicaciones 

^^^^i^adas  por  el  conde  de  Floridablanca  en  su  célebre  Me- 

^^^-¿4^1^  puede  repetirse  que  en  Madrid  se  empedraron  y  reno- 

vairoxii  sus  calles,  se  construyeron  las  espaciosas  y  hermosas  sa- 

^^^  caminos  y  paseos  de  la  gran  puerta  de  Alcalá,  la  del 

P^í^^Xite  de  Segovia  y  la  de  Atocha  para  Yallecas;  la  ronda, 

^^  ó  comunicación  entre  estas  puertas  y  la  de  Toledo,  y  el 

Mr<if  ^  botánico  y  palacio  para  las  ciencias.  En  Burgos  se  rea- 

^^^aron  también  obras  de  gran  importancia,  como  eran  los  mu- 

ratloixes  de  sostenimiento  y  separación  de  sus  antiguos  y  her- 

i^^^soa  puentes.  En  Zaragoza  se  realizó  la  obra  del  pretil  ó  su 

P^Seo^camino.  En  Málaga,  sin  contar  los  caminos  de  Anteque- 

í*  y  ^élez  ni  el  famoso  acueducto,  se  desenareuó  el  río  Gua- 

*^íxiedina,  se  limpió  su  puerto  y  se  realizaron  otras  mejoras. 
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En  Barcelona,  Pamplona  y  Segovia  se  llevaron  á  cabo  impor- 
tantes obras.  En  Murcia  se  fabricaron  los  costosos  murallones. 
Y  no  hay  provincia  que  no  conserve  algún  recuerdo  del  movi- 
miento progresivo  que  el  monarca  español  imprimió  durante 
su  reinado  á  todas  las  obras  públicas. 

SECCIÓN  V. 

DOMINIO  DEL  BSTADO. 

A.— Baldíos. 


En  el  siglo  xvm  insignes  escritores,  entre  los  cuales  se  cuen- 
tan Sancho  de  Moneada,  Saavedra  Fajardo  y  Álvarez  Osorio, 
protestaron  enérgicamente  contra  la  existencia  de  los  baldíos, 
sembrando  las  doctrinas  que,  después  de  un  siglo  de  discusión, 
habían  de  producir  las  luminosas  tareas  de  los  Floridablanca, 
Campomanes  y  Jovellanos  en  uno  de  los  reinados  más  próspe- 
ros de  España.  Carlos  III,  acogiendo  sinceramente  los  consejos 
de  sus  ministros,  dio  protección  é  impulso  á  la  agricultura  es- 
pañola, y  la  devolvió  los  inmensos  terrenos  de  que  nunca  debió 
verse  privada,  inaugurando  de  esta  suerte  una  nueva  época,  y 
dictando  una  porción  de  disposiciones,  que  si  bien  no  constitu- 
yen un  sistema  general  completo  y  homogéneo,  permitió  á  las 
Cortes  de  Cádiz  el  que  lo  estableciesen  en  la  primera  época  de 
gobierno  constitucional.  Las  primeras  disposiciones  de  que  se 
tiene  noticia,  es  la  provisión  de  25  de  Noviembre  de  1761  respec- 
to del  modo  de  subastar  las  dehesas  y  pastos  de  los  pueblos,  y 
derechos  de  sus  vecinos  ganaderos  en  común  y  particular,  que  se 
mandó  guardar  por  otro  decreto  del  consejo  del  4  y  consiguien- 
te circular  de  7  de  Junio  de  1765.  Acerca  del  repartimiento  de 
tierras  baldías  y  concejiles  labrantías  de  la  provincia  de  Extre- 
madura, se  expidió  otra  en  2  de  Mayo  de  1766,  que  se  reprodu- 
jo en  12  de  Junio  de  1767.  El  repartimiento  de  yerbas  y  bello- 
tas de  los  propios  y  arbitrios  de  dicha  provincia,  motivó  otra  en 
3  de  Noviembre  de  1767;  y  en  29  de  dicho  mes  y  año  se  de- 
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terminó  el  modo  de  nombrar  apeadores  ó  repartidores,  y  de  sub- 
sanar á  los  arrendatarios  el  importe  de  los  barbechos  y  laboree. 
Todas  ellas  se  hicieron  extensivas  á  los  demás  pueblos  del  rei- 
no por  Real  orden  de  18  de  Marzo  de  1768,  con  inserción  de  la 
de  3  de  Noviembre  de  1767;  y  en  otra  de  11  de  Abril  de  1768, 
se  declararon  varias  dudas  sobre  la  ejecución  de  las  anteriores 
referentes  al  repartimiento  de  tierras  concejiles;  mas  por  Real 
provisión  de  26  de  Mayo  de  1770,  que  forma  la  ley  XVII,  títu- 
lo XXV,  lib.  Vn  de  la  Novísima  Recopilación,  se  dispuso  que 
quedaran  sin  efecto  todas  las  anteriores  disposiciones,  y  que  los 
repartimientos  de  tierras  de  propios,  arbitrios  ó  concejiles  de  la- 
brantías hechos  hasta  entonces,  subsistiesen  en  todo  lo  cultiva* 
do;  pero  el  que  lo  dejase  de  cultivar  ó  pagar  el  precio  del  arren« 
damiento  por  un  año,  perdiere  la  suerte  y  se  incluyera  en  el  re- 
partimiento que  se  hiciese.  Los  arrendamientos  subsistirían  por 
el  tiempo  estipulado.  Se  exceptuaba  la  senara  ó  tierra  de  conce- 
jo en  los  pueblos  donde  se  cultivase  de  vecinal,  y  las  demás  tie- 
rras se  repartirían  en  manos  legas.  Las  demás  disposiciones  de 
la  ley  establecían  cómo  debían  repartirse  las  suertes  de  á  ocho 
fanegas  ó  de  tres  á  los  labradores,  braceros,  jornaleros  6  sena- 
Teros,  con  las  formalidades  que  debían  guardarse  para  oir  los 
agravios  contra  las  resoluciones  de  Iqs  comisarios  electores  de 
parroquias.  Si  acomodados  todos,  6  por  no  haberse  pedido  re- 
partimiento en  todo  6  en  parte,  quedaran  sobrantes  algunos  pas- 
tos, se  sacarían  á  la  subasta  sobre  el  precio  de  la  tasa,  se  admi- 
tirían forasteros  y  se  rematarían  en  el  mejor  postor.  Para  las 
rotaras  prohibidas  por  la  ley  se  pediría  licencia  al  consejo.  Y 
éste  previno  á  los  intendentes,  en  circular  de  10  de  Setiembre 
de  1784,  que  las  licencias  que  concediese  para  rompimientos  y 
cortas  de  árboles,  se  comunicasen  á  los  corregidores  del  partido 
para  que  les  constasen  y  evitaran  todo  exceso.  De  esta  manera 
los  principios  que  gobernaban  la  materia  de  los  baldíos  se  cam- 
biaron por  completo.  Y  si  por  de  pronto  no  se  tocaron  los  íru- 
tos  de  estas  buenas  ideas,  porque  es  difícil  desarraigar  afíejas 
preocupaciones,  se  hizo  bastante  con  establecer  tan  radical  re- 
forma. 
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B. — Montes  y  plailios. 

Reconociéndose  la  utilidad  de  la  cODservacíón  de  loa  montea 
y  aamento  de  nuaroa  plantíos,  dictó  Carlos  III  la  Real  cédula 
de  17  de  Febrero  y  provisión  de  19  de  Abril  de  1762,  y  llevan- 
do á  efecto  lo  dispuesto  en  el  capitulo  XXXVIII  de  la  Real  ina- 
trucción  de  7  de  Diciembre  de  1748,  que  no  se  había  cumplido, 
nombró  visitadores  de  montes  y  plantíos  y  les  impuso  la  obüga- 
cióu  de  viaitar  éstos  en  determinadas  épocab  del  afio,  debien- 
do las  justicias  prestarles  el  auxilio  que  necesitasen,  y  sólo  el 
simple  cubierto,  pues  los  visitadores  iiabían  de  pagar  todo  el 
gasto  de  su  manutención,  la  del  criado  y  caballo  que  llevasen, 
&  los  precios  corrientes  en  el  pafs.  Tomarían  nota  del  vecindario 
de  cada  pueblo;  pedirían  las  ordenanzas  particulares;  reclama- 
rían loa  apeos  y  amojonamientos  ó  mandarían  hacerlos,  y  de- 
jarían en  los  libros  del  ayuntamiento  reglamentos  útiles  para 
la  repoblación.  Reconocerían  los  pinares,  previuiendo  todo  lo 
que  notasen  digno  de  remedio.  Reconocerían  loa  montes  de  pa^ 
ticulares,  y  darían  cuenta  de  todo  por  medio  de  relación  indi- 
vidual, jurada  y  firmada,  para  que  el  juez  de  la  comisión  de 
montes  determinase  en  copsecaencia de  sus  facultades.  Otra  pro- 
visión de  2  de  Marzo  de  1785,  prohibió  quemar  la  corteza  de  enci- 
na, roble,  alcornoque  y  demás  útil  para  las  tenerías.  Y  por  re- 
solucióu  á  consulta  de  29  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  15  de 
Jumo  de  1788,  se  concedió  á  los  dueños  particulares  de  tierras 
y  arrendatarios  la  facultad  de  cerrarlas  ó  cercarlas;  y  dando  la 
debida  protección  á  los  plantíos,  estableció  una  medida  que  ha- 
bían de  reproducir  las  Cortes  de  1813,  y  que  declaraba  que  laa 
tierras  en  que  se  hiciesen  plantíos  de  oUvarea  ó  viQas  con  ar- 
bolado, ó  huertas  de  hortahza  con  árboles  frutalea,  deberían 
permanecer  cerradas  perpetuamente,  por  todo  el  tiempo  que 
sus  dueflos  Ó  arrendatarios  las  mantuviesen  en  aquella  formai 
para  que  de  esta  suerte  conservasen  los  terrenos  su  amenidad 
y  abundasen  en  el  reino  estos  preciosos  frutos  tan  necesarios 
á  la  vida  humana;  y  en  coosecuencia  de  todo,  podría  cualquier 
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dnefio  ó  arrendatario  cercar  las  posesionefl  6  terrenos  que  le 
conviniere,  en  los  términos  que  iban  expresados,  sin  necesidad 
de  solicitar  concesiones  especiales,  como  se  había  hecho  hasta 
entonces.  En  medio  de  la  reglamentación  que  el  Estado  impo- 
nía á  la  propiedad  particular,  comenzaba  á  señalarse  la  tenden- 
cia de  proteger  á  ésta,  de  defenderla  de  invasiones  extrañas  y 
de  colocarla  fuera  del  alcance  del  interés  de  un  tercero. 

C— Dehesas  y  pastos. 

No  eran  aquellos  tiempos  muy  favorables  á  los  ilimitados  prí- 
Regios  de  la  ganadería,  como  lo  demuestra  la  resolución  últi- 
'oaxaente  indicada,  y  el  repartimiento  de  tierras  concejiles  á  los 
labradores  decretado  en  26  de  Mayo  de  1770,  y  que  hemos  re- 
ferido al  tratar  de  los  baldíos.  Un  auto  y  circular  del  consejo 
do  23  y  29  de  Noviembre  de  1771,  que  forma  la  ley  XXVIU, 
"''•  ^2CXV,  lib.  Vn  de  la  Novísima  Recopilación,  estableció  la 
^^^era  de  tasar  las  tierras  propias  y  concejiles  de  labor,  pasto 
^  **^^to  de  bellota  para  su  repartimiento.  Por  Real  decreto  de 
^o  Enero  del  mismo  año,  se  previno  que  los  pastos  propios, 
*Pí^Oj>2ados  y  los  arbitrios  de  los  pueblos,  se  debían  repartir  y 
^^^riciar  entre  vecinos  y  comuneros  de  ellos,  con  arreglo  á  la 
pw^visión  de  26  de  Mayo  de  1770,  estimando  por  extraños  á  los 
veoixios  de  los  pueblos  inmediatos,  sin  concederles  tanteo  ni 
piofer^encia  en  los  sobrantes  que  se  sacasen  á  subasta  si  no  la 
^^^aü  por  leyes  municipales  6  especial  privilegio.  (Jna  Real 
orden  de  26  de  Diciembre  de  1784,  circulada  por  el  consejo 
®íx  25  de  Junio  de  1785,  mandó  que  á  los  ganaderos,  morado- 
^^  7  habitantes  en  la  sierra  y  no  á  otros  algunos,  aunque  tu- 
'^^eu  vecindad  en  ellas,  se  les  atendiese  para  el  acomodo  de 
BUS  ganados  en  los  sobrantes  de  las  dehesas  de  propios,  apro- 
piados ó  equivalentes  á  ellos,  por  haberse  perpetuado  los  arbi- 
0o8^  y  se  declaró  lo  que  debía  entenderse  por  sobrantes.  Esta 
fifisl  orden  fué  reproducida  por  otra  de  22  de  Enero  de  1788. 
V  en  provisión  del  consejo  de  30  del  mismo  mes  y  año  se  man- 
dó, que  en  el  repartimiento  anual  de  tierras  se  guardase  á  los 
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ganaderos,  en  cuanto  fueae  posible,  la  costumbre  que  habían 
tenido  de  acomodar  sus  ganados  eu  loa  terrenos  concedidofl  en 
los  anteñores  repartimientos,  hasta  en  aquella  porción  que  les 
correspondía  en  calidad  y  cantidad  con  proporción  á  los  demás 
ganaderos. 

D.— Hiñas. 

Consigna  Ferrer  del  Bfo,  en  su  citada  Hisloria  de  Carlos  III, 
que  con  las  bien  meditadas  ordenanzas  de  minas,  y  con  la  consi- 
derable rebaja  de  los  azogues  de  Almadén  para  sus  beneficiado- 
res, 7  la  propagación  de  las  ciencias  naturales,  desarrollóse  pro- 
digiosamente  tan  productivo  ramo,  pues  se  dictaron  reglas  para 
adquirir  el  dominio  útil  de  las  minas,  para  laborearlas  sin  des- 
truirlas, y  para  dirimir  los  litigios  que  su  posesión  ocasionara, 
por  trámites  breves  y  sin  costas;  y  hubo  colaos  en  qne  se  en- 
señaban gratuitamente  é  cierto  número  de  alumnos  las  ciencias 
necesarias  á  los  mineros  y  hasta  el  arte  de  maquinistae.  De  ello 
da  testimonio  la  reeolacidn  de  20  de  Mayo  y  cédula  de  la  junta  de 
comercio  de  15  de  Agosto  de  1780,  estableciendo  el  beneficio  de 
las  minas  de  carbón  de  piedra,  y  concediendo  privilegios  y  gra- 
cias por  veinte  afios  para  fomentarlo  (ley  I,  tit.  XX,  lib.  IX  de 
la  Novísima  Recopilación).  Si  entonces  no  se  reputaba  el  car- 
bón de  piedra  como  el  pan  de  la  industria,  se  le  reconocía  en 
esta  ley  entre  los  géneros  de  primera  necesidad. 

SECCIÓN  VI. 

DOMIHIO  PBIVAM. 

A. —Caza  y  pesca. 

Se  habla  proclamado  la  Ubertad  en  el  comercio  y  en  la  indus- 
tria, y  por  cédula  del  consejo  de  3  de  Marzo  de  1769  se  prescri- 
bieron las  reglas  que  debían  observarse  acerca  déla  veda  de  casa 
y  pesca,  y  en  otra  cédula  del  consejo  de  16  de  Enero  de  1772 
se  insertó  y  mandó  observar  la  ordenanza  general  para  la  caza 
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7  peeca  en  estos  reinos,  que  fué  derogada  en  1804.  Una  Real 
orden  de  14  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  20  de  Febrero 
de  1783,  declararon  la  absoluta  libertad  de  toda  clase  de  arbi- 
trios y  gabelas  municipales  para  todos  los  pescados  que  por 
mar  y  tierra  saliesen  de  los  puertos  con  destino  al  abasteci- 
miento de  otras  provincias  ó  de  pueblos  interiores.  La  inobser- 
vancia de  esta  disposición  motivó  la  Real  orden  de  18  de  Fe- 
brero  y  cédula  del  consejo  de  7  de  Marzo  de  1784  concediendo 
nuevas  exenciones  ¿  la  pesca;  y  otra  Real  orden  de  3  de  No* 
siembre  de  1788,  declaró  que  los  pescadores  que  voluntaria* 
mente  introdujeran  la  pesca  en  la  ciudad  de  Málaga  se  sujetasen 
en  su  venta  á  las  reglas  de  policía  establecidas  y  ¿  los  precios 
que  el  ayuntamiento  encontrase  correspondientes.  En  todas  las 
leyes  que  dictó  Garlos  III  sobre  caza  y  pesca  se  respetaba  la 
propiedad  particular,  pero  se  establecía  la  veda  rigurosa,  con- 
siderando la  pesca  y  la  caza  de  la  nación  como  parte  de  la  ri- 
queza pública. 

B.— Propiedad  Inleleelnl. 

Toda  legislación  tiene  que  armonizarse  con  la  situación  po- 
lítica del  Estado,  y  á  nadie  sorprenderá  que  los  patrióticos  con- 
sejos de  Campomanes  y  Floridablanca,  obligaran  al  monarca 
Garlos  III  á  modificar  las  disposiciones  legales  que  se  referían 
á  los  libros  y  al  derecho  de  los  autores  sobre  ellos.  La  primera 
disposición  que  registran  los  códigos  españoles,  es  la  Real  or- 
den de  14  de  Noviembre  de  1762,  que  forma  la  ley  XXUI,  tí- 
tulo XVI,  Ub.  YIU  de  la  Novísima  Recopilación.  Un  año  antes 
86  había  resuelto  en  Francia  la  cuestión  promovida  entre  los 
libreros  de  París  y  de  provincias^  según  el  dictamen  de  Luis 
d'Hericourt,  célebre  canonista  y  uno  do  los  abogados  del  par- 
lamento más  sabios  y  más  considerados.  Pero  en  esta  época  la 
flitaación  de  los  literatos  era  muy  distinta  de  la  que  habían  te- 
nido en  los  siglos  anteriores.  Sus  obras,  gracias  á  la  imprenta, 
se  habían  reproducido  profusamente,  y  el  gusto  del  público  se 
formaba  y  desenvolvía  por  las  producciones  del  espíritu,  au- 
mentándose de  día  en  día  el  número  de  los  lectores.  Comen- 
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zaron,  por  lo  tanto,  los  autores  á  comprender  la  inñuencia  de 
las  letras  en  las  sociedades  modernas  y  á  t«ner  conciencia  de 
BU  fuerza  y  del  carácter  independiente  que  encerraba.  Era  for- 
zoso anular  el  privilegio  concedido  á  los  libreros  y  reivindicar 
el  derecho  que  merece  todo  trabajo  honrado.  El  proceso  con- 
tra Barbfn  á  instancia  de  los  sucesos  de  La  Fontaine,  dio  mo- 
tivo á  que  el  consejo  del  Rey  confírmase  en  los  herederos  del 
autor  el  derecho  de  propiedad,  atendiendo  á  que  las  obras  de 
BU  causa  habiente  les  pertenecían  naturalmente  por  derecho 
de  hereucia.  Así  se  consignó  el  principio  de  la  perpetuidad  de 
la  propiedad  intelectual,  y  en  20  de  Marzo  de  1777,  el  mencio- 
nado consejo  acentuó  singularmente  su  opinión  é  hizo  entrar 
en  la  familia  de  Feoelón  las  obras  del  ilustre  arzobispo  de 
Cambrai,  declarando  que  la  continuación  de  los  privilegios  no 
podía  concederse  á  los  libreros  siuo  con  el  consentimiento  de 
los  herederos,  que  es  lo  mismo  que  vino  á  establecer  el  regla- 
mento de  1777. 

Indudablemente  este  movimiento  de  la  opinión  en  Francia 
no  fué  desconocido  de  los  ilustrados  consejeros  del  Rey  Car- 
los lU,  y  en  la  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1762,  quedó 
aboUda  la  tasa  fijada  para  la  venta  de  los  libros,  mandando 
que  en  adelante  pudieran  enajenarse  con  absoluta  libertad  al 
precio  que  los  autores  y  libreros  quisieran  poner,  y  este  pre- 
cepto se  fundaba,  en  que  siendo  la  hbertad  de  todo  comercio 
madre  de  la  abundancia,  lo  sería  también  en  ésto  de  los  libros, 
j  DO  era  justo  que  no  habiendo  tasa  alguna  para  loa  extranje- 
ros hubiesen  de  ser  sólo  los  espalLoles  los  agraviados  por  sus 
propias  leyes.  Así  se  rectiñcaron  en  parte  los  graves  errores 
económicos  á  que  obedecía  la  legislación  anteñor,  y  decimos 
en  parte,  porque  aún  subsistió  la  tasa  respecto  de  aquellos  li- 
bros iudispensables  para  la  ilustración  y  educación  del  pueblo. 
Otra  Real  orden  de  20  de  Octubre  de  1764,  que  es  la  ley  XXV 
del  título  y  libro  citados,  declaró  que  los  privilegios  concedi- 
dos ¿  los  autores  no  se  extinguiesen  por  su  muerte,  sino  que 
pasasen  á  sus  herederos  como  no  fuesen  comunidades  ó  manos 
muertas,  y  que  á  estos  herederos  se  les  continuase  el  privilegio, 
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mientras  le  aolicitaaen,  por  la  atención  que  merecen  aquellos 
literatos,  que  después  de  haber  ilustrado  su  patria,  no  dejan 
más  patrimonio  á  sus  familias  que  el  honrado  caudal  de  sus 
propias  obras  y  el  estímulo  de  imitar  su  buen  ejemplo.  Aun 
confundiendo  lo  que  es  un  verdadero  derecho  con  lo  que  en- 
tonces y  siempre  se  ha  entendido  por  privilegio,  el  gran  mo- 
narca Carlos  m,  aceptando  la  opinión  de  sus  consejeros,  de- 
claró por  vez  primera  en  Espafia,  que  la  propiedad  intelectual 
debía  ser  perpetua,  como  después  repitieron  las  Cortes  españo- 
las de  1823,  pues  no  otra  cosa  significa  el  que  el  privilegio  de 
imprimir  las  obras  continuase  en  los  herederos,  mientras  éstos 
lo  solicitasen. 

En  este  mismo  orden  de  ideas,  la  Real  orden  de  14  de  Junio 
7  la  cédula  del  consejo  de  16  del  mismo  mes  de  17C8,  que  es  la 
ley  in,  tít.  X  Vni,  hb.  VIII  de  la  Novísima  Recopilación,  acla- 
rando disposiciones  anteriores,  dispuso  que  el  tribunal  de  la 
Inquisición  oyese  á  los  autores  católicos  conocidos  por  sus  le- 
tras y  fama  antes  de  prohibir  sus  obras,  y  no  siendo  naciona- 
les ó  habiendo  fallecido,  nombrase  defensor  que  fuese  persona 
pública  y  de  conocida  ciencia,  y  que  ínterin  se  calificaba,  no 
pudiera  por  esta  razón  impedirse  el  curso  de  los  hbros,  obras  ó 
papeles.  También  se  ordenó,  que  las  prohibiciones  del  Santo 
Oficio  se  dirigiesen  á  los  objetos  de  desarraigar  los  errores  y  su- 
persticiones contra  el  dogma,  al  buen  uso  de  la  religión  y  á  las 
opiniones  laxas  que  pervierten  la  moral  cristiana.  Esta  notabi- 
lísima ley  que  imponía  una  saludable  restricción  á  la  soberana 
autoridad  del  Santo  Oficio,  constituía  un  nuevo  reconocimiento 
de  la  existencia  de  la  propiedad  intelectual,  pues  ni  aun  á  pre- 
texto de  errores  contra  la  fe,  podía  privarse  de  la  propiedad  á  los 
autores  ó  sus  herederos,  sin  que  éstos  defendiesen  su  derecho. 
Diez  años  después  se  dictó  la  Real  orden  de  14  de  Junio  y  cé- 
dula del  consejo  de  9  de  Julio  de  1778,  que  es  la  ley  XXVI,  tí- 
tulo XVI,  hbro  citado,  confirmando  la  Real  orden  de  14  de  Ju- 
nio de  1762  y  otras;  pero  completándolas  al  disponer,  que  la 
Real  biblioteca,  las  universidades  y  las  academias  y  sociedades 
Reales,  gozasen  privilegio  para  las  obras  escritas  por  sus  propios 
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de  acadir  en  queja  de  la  censara,  al  juez  de  imprenta  en  pri- 
mera instancia  y  en  apelación  ante  el  consejo  de  Castilla,  que 
era  el  primer  cuerpo  del  Estado. 

Los  papeles  periódicos,  como  entonces  se  llamaba  la  prensa 
periódica,  fueron  también  objeto  de  la  solicitud  del  Rey  D.  Car- 
los UI.  Por  Real  orden  de  19  de  Mayo  de  1785,  estableció  para 
eUos  la  previa  censura;  y  por  otra  Real  resolución  de  2  de  Oc* 
tabre  de  1788,  á  consulta  del  consejo  de  12  de  Setiembre  ante- 
rior, se  dictaron  varias  reglas  que  deberían  observarse  para  la 
publicación  de  dichos  escritos,  y  que  después  en  tiempo  del 
Bey  D.  Carlos  IV,  se  ampliaron  por  el  Reglamento  de  1805,  que 
constituye  la  ley  XLI,  tít.  XVI,  lib.  VIU  de  la  Novísima  Re- 
copilación.  En  él,  atendido  el  abuso  que  se  había  hecho  y  se 
hacía  en  varios  paises  extranjeros  de  la  libertad  de  la  imprenta, 
se  creó  un  juez  especial  de  imprentas,  responsable  de  todos  los 
excesos,  que  por  su  descuido  ó  connivencia  se  cometiesen.  Se 
reproducía  la  previa  censura,  y  el  autor  tenía  el  derecho  de  im- 
pugnar su  juicio.  El  gobierno  se  reservaba  el  derecho  de  permi- 
tir la  publicación  de  nuevos  papeles  periódicos.  Los  hbros  ex- 
tranjeros  también  serían  censurados.  Esta  serie  de  medidas 
lestrictivas  no  eran  más  que  la  natural  consecuencia  de  los  acon- 
tecimientos que  venían  desarrollándose  en  la  vecina  Francia,  y 
que  habían  motivado  las  varias  prohibiciones  que  registran  las 
leyes  XI  y  siguientes,  tít.  XVUI,  lib.  VIII  de  la  Novísima  Re- 
copilación, para  evitar  la  introducción  de  todo  cuanto  se  publi- 
caba relativo  á  la  revolución,  llegando  hasta  disponer,  en  14  de 
Setiembre  de  1793»  que  no  circulase  en  España  la  constitución 
de  Francia  (1446). 

C— La  Agricoltara. 

Uno  de  los  objetos  que  más  desvelaron  el  ánimo  del  genero- 
so monarca  Carlos  III  fué  el  fomento  de  la  riqueza  nacional,  y 
especialmente  el  ramo  agrícola,  si  bien  no  todos  los  decretos 
expedidos  fueron  conformes  á  las  buenas  máximas  de  la  ciencia 
económica.  Deben^  sin  embargo,  recordarse  con  elogio  los  refe- 
lentes  á  la  creación  en  Aranjuez  de  una  escuela  especial  de  agri- 
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caltura  7  gaiuukria,  al  libie  comercio  de  granos,  alivio  en 
el  pago  de  sos  préstamos  y  de  los  arrendamientos  de  tierras, 
distribución  de  los  terrenos  propios  de  pueblos  y  los  baldíos  y 
concejiles,  á  la  fiícaltad  de  sus  dueños  para  cultivar  en  sus  tie- 
rras lo  que  quisiesen  y  para  cercarlas  y  cerrarlas  del  modo  que 
tuviesen  por  conveniente,  á  los  despojos  de  los  renteros,  á  la  li- 
bertad de  contratación  y  cambio,  á  los  monopoUos,  á  la  usura,  et- 
cétera, pues  si  no  produjeron  el  resultado  que  se  esperaba,  acre- 
ditaron el  celo  y  buena  fe  con  que  se  habían  concebido.  La  de- 
caída agricultura  hubiera  cobrado  nuevo  aliento  si  no  lo  hu- 
biesen impedido  aquellos  numerosos  inconvenientes  que  se- 
ñalaba Jovellanos  y  otros  que  se  escaparon  al  perspicuo  autor 
del  Informe  sobre  la  ley  agraria  (1447).  La  perpetuidad  de  los  bal- 
díos y  tierras  concejiles,  la  prohibición  de  los  cerramientos,  el 
reglamentarísmo,  la  tasación  de  las  rentas  en  frutos  ó  dinero, 
los  privilegios  de  la  mesta,  la  amortización  civil  y  eclesiástica, 
las  trabas  puestas  á  la  importación  y  exportación,  el  ruinoso 
sistema  de  contribuciones,  el  menosprecio  de  la  agricultura,  la 
ignorancia  de  los  labradores  y  la  falta  de  obras  de  riego,  de  ca- 
minos  y  de  puertos,  son  los  particulares  de  que  se  ocupa  el  men- 
cionado Informe.  A  la  exposición  de  estos  obstáculos,  notados 
ya  por  los  políticos  de  los  siglos  xvn  y  xvm,  prestó  Jovellanos 
la  pureza  del  lenguaje,  la  gallardía  del  estilo,  y  sobre  todo  la 
claridad  del  método  que  conduce  á  la  fácil  comprensión  de  las 
ideas.  Poco  amigo  de  las  leyes  agrarias,  duda  de  su  eficacia,  y 
sin  embargo,  la  mayor  parte  de  los  inconvenientes  que  señala 
caían  bajo  el  dominio  de  las  leyes,  y  debieron,  andando  los 
tiempos,  vencerse  por  las  que  se  han  publicado  y  forman  el  te- 
soro de  materiales  dispuestos  para  edificar  el  monumento  de  la 
codificación  agraria. 

Describiendo  el  conde  de  Floridablanca  los  resultados  de  la 
escuela  práctica  de  agricultura  y  ganadería  en  el  cortijo  de  Aran- 
juez,  decía  de  Carlos  m,  que  éste,  como  primer  labrador  y  tan 
próvido  y  experimentado,  enseñaba  á  los  vasallos  la  profesión 
más  necesaria  y  útil  á  la  monarquía.  D.  Francisco  Roma  y  Ro- 
sell,  con  el  pseudónimo  de  D.  Antonio  Muñoz,  publicaba  en  Ga- 
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ialuSíA  Las  señales  ók  la  fdieidad  de  España  y  medhs  de  h^ 
caces  (1448),  y  en  su  Discurso  sobre  economía  política  lo  fundaba 
todo  en  que  la  agricultura  es  la  base  de  la  opulencia  y  en  que  el 
Gobierno  debe  hacerla  centro  de  sus  miras.  D.  José  Antonio 
Yalcárcel  escribía  nada  menos  que  siete  tomos  Sobre  agricultura 
general  y  gobierno  de  la  Casa  de  Campo  (1449),  todo  con  el  de- 
signio de  que  se  fomentara  la  agricultura  como  raiz  de  la  pros- 
peridad de  las  naciones.  El  canónigo  de  Zaragoza,  D.  Vicoute 
Calvo  y  Julián,  en  su  Discurso  político^  rústico  y  legal  sobre  las  la- 
hcreSj  ganados  y  plantíos  (1450),  sostenía  la  conveniencia  de  unir 
la  agricultura  con  la  ganadería,  y  D.  Nicolás  de  Arriquibar,  en 
sa  Becreacián  política  (1451),  reivindicó  los  fueros  de  la  indus- 
tria, resultando  de  todo  ello,  que  la  armonía  entre  la  agricultu- 
ra, la  ganadería  y  la  industria,  unida  al  comercio,  constituyen 
la  base  segura  de  la  felicidad  pública.  Armonizar  estos  intere- 
ses se  propuso  el  consejo  de  Castilla  formando  el  expediente  de 
la  l&i  agraria  (1452),  y  con  razón  dice  Ferrer  del  Río  (1453), 
que  sin  el  estudio  del  Informe  de  Jovdlanos^  en  el  cual  se  refle- 
jan las  máximas  de  los  economistas  españoles  depuradas  de 
yerros  y  al  nivel  de  los  adelantos  de  la  ciencia  y  el  programa 
de  las  más  urgentes  reformas,  no  cabe  escribir  la  historia  de  los 
años  posteriores  si  se  ha  de  seguir  el  laborioso  progreso  de  las 
ideas  hasta  producir  los  hechos  materiales  que,  aun  cuando  ten- 
gan apariencias  de  fenómenos  para  los  que  nunca  hacen  me- 
moria de  ayer^  ni  menos  se  ocupan  en  mañana,  se  vaticinan 
por  los  pensadores,  siquiera  no  sea  con  la  exactitud  de  día  y 
hora  que  por  los  astrónomos  los  eclipses. 

D.— La  Ganadería. 

La  tendencia  elocuentemente  manifestada  por  los  fiscales  de 
la  audiencia  de  Castilla  era  favorable  á  la  agricultura  y  contra* 
ria  á  los  privilegios  del  consejo  de  la  mesta.  Durante  todo  el  si- 
glo xvm  lucharon  de  una  parte  este  concejo,  que  defendía  sus 
privilegios  en  beneficio  de  la  ganadería  trashumante,  y  de  otra 
la  diputación  de  los  reinos^  que  sostenía  la  causa  de  los  labra- 
Tono  IV  9 
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I,  dueños  de  ganados  estantes  y  riberiegos.  Ed  13  de  Abril 
779  Bo  dictó  la  Real  cédula,  que  forma  la  ley  VII,  tltu- 
KVIl,  lib.  VII  de  la  Novísima  HecopilaciÓD,  mandando,  de 
rdo  con  la  condición  XVI  del  cuarto  género  del  servicio  de 
mes,  que  los  alcaldes  mayores  entregadoree  no  prohibiesen 
nocieran  de  cotos,  viQas  ni  de  entrepanes,  ni'de  otros  cua- 
lier  cotos  ni  dehesas  ni  plantas  que  hicieren  y  guardaren 
eciüos  entre  sí  mismos  para  su  conservación,  si  no  fuesen 
lolamente  en  cuanto  á  la  prenda  hecha  en  ellos,  en  contra- 
ion  de  los  privilegios  de  los  hermanos  de  la  mesta,  y  esto 
o  de  paso  y  no  de  otra  manera;  y  no  se  entrometiesen  á 
cer  si  era  coto  6  uo  era  coto  ó  cercado,  so  pena  de  30.000 
iTodís  para  la  cámara  de  S.  M.;  y  para  la  conservación  de 
iaasy  oUvares,  y  excusarlos  daños  que  en  ellos  hacíanlos 
^os,  se  prohibió  la  entrada  de  ellos  en  los  dichos  olivares  y 
s  en  cualquier  tiempo  del  año,  aunque  fuese  después  de 
<r  cogido  el  fruto,  imponiendo  á  los  transgresores  la  pena 
idemnización  del  daño  causado.  Kefiriéndose  iadudable- 
te  Á  esta  disposición,  dice  Colmeiro  en  la  Hi^oria  de  la  eco- 
a  jpoliiica  (1454)  que  respiró  la  oprimida  agricultura,  por- 
fué  lícito  al  labrador  cerrai' sus  campos,  hacer  plantíos,  dis- 
ir  los  esquilmos  del  terreno  alzados  los  &utos,  y,  en  fin, 
de  BU.  propiedad  sin  temor  de  la  mesta,  cuyos  jueces  esta- 
siempre  apercibidos  á  castigar  sin  misericordia  el  menor 
)  causado  á  los  ganados  trashumantes,  y  miraban  con  tal 
ilgencia  el  que  los  ganados  hacían  en  las  sementeras  y  he- 
des,  que  el  sumo  rigor  consistía  en  condenar  á  los  pasto- 
lescuidados  ó  maliciosos  al  resarcimiento,  pasando  por  alto 
>«nas  y  costas,  que  jamás  alcanzaban  á  los  mesteños.  Rú- 
ente debió  ser  impugnada  la  Real  cédula  de  13  de  Abril 
779,  porque  en  circular  de  8  de  Mayo  de  1780,  se  mondó 
no  obstante  aquella  disposicióu,  no  se  impidiese  hasta  nue- 
irovidencia  la  entrada  de  ganados  en  las  viñas  y  olivares, 
brme  ó.  las  costumbres  de  los  pueblos,  y  fué  necesario  que 
Bcurrieseu  ocho  años  para  que  se  dictase  la  resolución  á 
lulta  de  29  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  15  de  Junio 
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^^  1788,  concediendo  á  los  dueños  particulares  de  tierras  y 
^trendatarios  la  facultad  de  cerrarlas  6  cercarlas,  y  declarando 
que  las  tierras  en  que  se  hiciesen  plantíos  de  olivares,  ó  viñas 
^ou  arbolado,  ó  huertas  de  hortaliza  con  árboles  frutales,  debe- 
^^^n  permanecer  cerradas  perpetuamente  por  todo  el  tiempo  que 
^^s  dueños  ó  arrendatarios  las  mantuAriesen  en  aquella  forma, 
^línque  Campomanes  y  Floridablanca  habían  sembrado  en  sus 
^^táinenes  fiscales  doctrinas  adversas  al  consejo  de  la  mesta, 
^  lio  fué  herido  de  muerte  hasta  que  Jovellanos,  en  su  ley 
^í'ia  (1455),  llamó  monstruosos  á  sus  privilegios,  injustas  sus 
^<?^Z}£uizas  y  opresiva  su  jurisdicción,  y  añadió,  que  la  existen- 
cia <^o  ^ta  hermandad  era  una  ofensa  á  la  razón,  debiendo,  bajo 
d  imperio  de  la  ley,  desaparecer  el  gremio  de  los  pastores,  ree- 
ülnyeodo  de  una  vez  para  siempre  su  alimento  al  ganado  es- 
tante,  su  libertad  al  cultivo,  sus  derechos  á  la  propiedad  y  sus 
fueros  á  la  razón  y  á  la  justicia.  Desde  entonces  los  privilegios 
^^  la  mesta  fueron  siempre  limitados.  Una  provisión  del  conse- 
jo de  24  de  Diciembre  de  1779,  Real  orden  de  27  de  Enero  y 
acular  de  7  de  Febrero  de  1780,  comenzaron  por  establecer  li- 
uiitaciones  á  los  alcaldes  mayores,  entregadores  de  mesta  y  ca- 
ñadas en  las  residencias.  Otra  resolución  de  24  de  Noviembre  de 
1781  y  cédula  del  consejo  de  17  de  Febrero  de  1782,  redujeron  á 
^<^s  los  cuatro  alcaldes  mayores,  y  fijó  el  número  y  salario  de  sus 
(&/^ál\ffmoB  para  que  se  hiciesen  debidamente  y  sin  perjuicio  de 
^^  ^^eblos.  Y  por  Reales  órdenes  de  26  de  Diciembre  de  1784 
y  ^2    de  Enero  de  1788,  insertas  en  circulares  del  consejo  de  30 
da  Juilio  de  1785  y  9  de  Febrero  y  31  de  Marzo  de  1788,  se  dis- 
puso^ que  á  los  ganaderos,  moradores  y  habitantes  en  las  sierras, 
y  i^io    ^  otros  algunos,  aunque  tuviesen  vecindad  en  ellas,  se  les 
sfc©ix<üese  para  el  acomodo  de  sus  ganados  en  los  sobrantes  de 
la»     <i^he8as  de  propios,  apropiados  ó  equivalentes  á  ellos,  por 
hftt^^arse  perpetuado  los  arbitrios,  declarándose  lo  que  debía  en- 
tett^d^xse  por  sobrantes.  Reclamaron  contra  esta  última  Real 
Qj^^xx  los  ganaderos  y  labradores  de  Llerena  y  los  de  tierras 
^«.n^^^  y  por  resolución  á  consulta  del  consejo  de  9  de  Febrero 
te  1*788,  se  mandó  que  mientras  se  resolvían  estos  puntos  en  la 
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junta  creada  para  combinar  los  intereses  de  la  mesta  con  los  ge- 
nerales del  Estado,  se  suspendiese  el  despojo  de  los  ganaderos 
que  tuviesen  posesiones  en  las  montañas  de  León,  y  extendiese 
la  preferencia  concedida  á  los  habitantes  de  las  sierras  para  los 
pastos  que  fueren  vacando  en  dichas  montañas,  sin  perjuicio  de 
que  tenga  cumplido  efecto  lo  mandado  para  las  tierras  llanas,  y 
señaladamente  en  la  provincia  de  Extremadura. 

Respecto  del  ganado  caballar,  una  Real  orden  de  6  de  Di- 
ciembre de  1768  concedió  á  los  criadores  de  los  reinos  y  pro- 
vincias de  León,  Castilla  la  Vieja  y  la  Mancha  autorización  para 
compra  de  caballos  de  desecho  de  las  Reales  caballerizas;  y  sus- 
citadas algunas  dudas  acerca  de  su  inteligencia,  se  declaró,  que 
los  dueños  de  puesto  y  paradas  de  la  provincia  de  Burgos,  pu- 
diesen tener  en  ellas  caballo  padre  del  paraje  que  pudieran  pro- 
porcionárselo, con  tal  que  fuese  de  buena  formación,  anchuras 
correspondientes,  libre  de  toda  enfermedad  hereditaria,  y  de  siete 
cuartas  á  lo  menos.  En  cuanto  á  los  garañones,  se  permitió  pu- 
dieran tener  menos  de  aquella  medida,  siempre  que  concurriesen 
en  ellos  la  buena  correspondencia  de  sus  miembros,  anchuras, 
formación,  y  estar  libres  de  toda  afección  que  pudiera  propa- 
garse. Estas  medidas  tenían  por  objeto  proteger  la  reproduc- 
ción del  ganado  caballar. 

E«~La  Indiisiria. 


«A  los  desvelos  por  la  agricultura,  decía  Florídablanca  á  Car- 
olos III  en  su  célebre  Memorial  (1456),  ha  añadido  V.  M.  los 
»mayores  para  el  progreso  de  la  industria,  adelantamiento  de 
>  artes  y  oficios  y  fomento  del  tráfico  interno  y  externo.  Se  han 
atraído  de  fuera  del  reino  millares  de  artistas,  modelos  de  má- 
•quinas  y  otras  cosas  necesarias  para  las  artes,  y  conseguir,  con 
•economía  y  ahorro  de  gastos,  la  perfección,  que  da  tantas  ven- 
ttajas  á  las  extranjeras  sobre  las  nacionales.  Curtidos  abundan- 
»tes  y  perfectísimos  á  la  inglesa,  en  Sevilla;  todo  género  de  panas 
>y  telas  de  algodón,  en  Ávila;  botonerías  y  quincalla;  cajas  y  jo- 
»yerías,  relojería,  abanicos  y  otras  cosas  de  consumo  frecuente 
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len  Madrid  y  capitales,  que  nos  extraían  grandes  sumas  de  di- 
«ñero,  y  dejaban  sin  trabajo  las  manos  de  los  vasallos;  escuelas 
'prácticas  de  medias,  cintería,  de  loza,  de  lencería  fina,  enea- 
»jes,  etc.,  y  otros  ramos  de  industria,  se  han  promovido  y  pro- 
>niueven  de  orden  de  V.  M.  con  imponderable  trabajo.  No  es 
»justo  ocultar  el  extraordinario  celo  con  que  concurre  y  contri- 
>bayo  á  muchos  de  estos  objetos  el  ministro  de  Hacienda  de 
>V.  !M.,  D.  Pedro  de  Lorena.  Tiene  V.  M.  ya  en  Madrid  esta- 
ibleci<3a  en  las  casas  de  la  Florida,  pertenecientes  al  príncipe 
»Pío,  vina  fábrica  de  máquinas,  á  cargo  de  hábiles  inventores  y 
iprofesores  traídos  de  fuera  del  reino,  y  se  va  formando  en  otra 
>part^  un  depósito  y  colección  de  modelos  de  los  mejores  que  se 
iconoo^n  en  los  paises  más  industriosos  y  económicos  de  Euro- 
ipa  (X457).» 

ralt«<51e  decir  á  Floridablanca,  que  el  monarca  había  honrado 
personalmente  la  industria,  pues  torneado  estaba  por  sus  manos 
6/pufio  de  marfil  del  bastón  del  que  hacía  diario  uso;  y  sus  hi- 
^08  todos  trabajaban  primorosamente  las  maderas  finas  y  el  hie- 
^o  y  el  bronce  (1458).  Efectivamente,  inspirándose  Carlos  III 
Daáa  en  proteger  el  interés  personal  y  en  el  principio  de  libertad 
proclamado  por  A.  Smith  que  no  en  el  de  autoridad,  y  estable- 
cer fábricas  á  su  costa,  en  el  comienzo  del  reinado  sacó  de  ci- 
niiontos  y  terminó  en  el  Buen  Retiro  la  Casa  denominada  de  la 
China^  de  la  cual  han  desaparecido  hasta  los  escombros,  pero 
cuyos  primorosos  recuerdos  pueden  admirarse  aún  en  los  Rea- 
lea  palacios  de  Aranjuez  y  de  Madrid  y  en  el  del  Escorial,  y 
son  xnuy  codiciados  por  los  entusiastas  y  coleccionistas  de  ce- 
ranzii^i^  En  la  fábrica  de  cristales  de  la  Granja,  que  mereció  la 
^^•yor  protección,  llegaron  á  producirse  espejos  de  160  pulga- 
"^^>    cuando  ni  de  Venecia  habían  salido  hasta  entonces  de  ma- 
^^5"     "tamaño.  Colmeiro,  en  su  Historia  de  la  economía  política^ 
^P^-*^^  (1459)  que  esta  ciencia  se  transformó  por  entero  en  la 
^^^«  mitad  del  siglo  xvm,y  las  leyes  de  aquel  tiempo  nos  dan 
BOXx<;*j^  del  aumento  de  nuestras  fábricas,  y  de  seguro  no  las 
^  ^^^^^raron  todas.  Verdaderamente  el  marqués  de  la  Ensenada, 
^  ^  '752,  había  comenzado  por  aconsejar  á  Femando  VI  que 
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aligerase  á  la  iodustria  de  las  cadenas  que  la  opnmfaQ,  y  Car- 
los III  encontró  bien  preparado  el  terreno  para  romperlas,  ai 
bien  continuando  el  sistema  de  protección  que  le  era  necesario 
en  BU  nueva  evolución.  De  entonces  data,  segdn  el  mismo  es- 
critor, el  origen  de  la  moderna  industria  de  Cataluña,  y  mayor- 
mente de  Barcelona,  que  puede  consultarse  con  provecho  en 
Gassó,  España  con  industria  fuerte  y  rica  (1460).  La  emancipa- 
ción de  la  industria,  como  otras  muchas  cosas,  no  se  alcanzaron 
hasta  los  decretos  de  las  Cortes  de  Cádiz. 

Comenzó  el  monarca  enalteciendo  las  artes  mecánicas  con 
su  propio  ejemplo,  pero  necesitaba  remover  de  las  leyes,  enve- 
jecidas y  arraigadas  preocupaciones,  y  así  lo  realizó  con  pru- 
dentes disposiciones  legislativas.  En  primer  término,  estimuló 
á  los  fabricantes  extranjeros  con  que  les  conservaría  las  fran- 
quicias que  les  estaban  otorgadas  y  podrían  incorporarse  en  el 
gremio  correspondiente,  sin  necesidad  de  vivir  veinte  leguas  de 
la  tierra  adentro  de  los  pueblos,  bastando  á  los  aprendices  y 
oficiales,  en  vez  de  ejecutar  las  obras,  dibujarlas,  lo  cual  se  con- 
signarla  en  las  ordenanzas.  Así  se  mandó  por  resolución  de  13  de 
Diciembre  de  1771  y  cédula  del  consejo  de  30  de  Abril  de  1772, 
completada  por  la  Iteal  orden  de  23  de  Noviembre  de  1787,  que 
reconoció  la  importancia  que  el  dibujo  tiene  en  las  artes  mecá- 
nicas. Estaba  dificultado  grandemente  el  que  los  artistas  ó  me- 
nestrales naturales  de  estos  reinos  pasasen  de  un  pueblo  á  otro 
ó  ingresasen  en  el  colegio  ó  gremio  respectivo,  y  una  Real  cé- 
dula de  24  de  Marzo  de  1777,  que  es  la  ley  VII,  tít.  XXIII,  li- 
bro VIII  de  la  Novísima  Recopilación,  facilitó  aquellas  traslacio- 
nes, impidiendo  la  arbitrariedad  de  los  colegios  ó  gremios,  porque 
concedió  recurso  de  alzada  al  corregidor  ó  justicia  del  pueblo. 
Por  las  leyes  II  y  III,  tít.  I,  lib.  VI  de  ¡fl  Novísima  Recopilación, 
se  hallaba  dispuesto  que  los  caballeros,  para  gozar  de  la  caballe- 
ría, no  viviesen  en  oficios  bajos  de  sastres,  pellejeros,  carpin- 
teros, pedreros,  herreros,  tundidores,  barberos,  especieros,  rega- 
tones ni  zapateros,  ni  usasen  de  otros  ofícios  bajos  y  viles,  y  Car- 
loa  III  acabó  con  estas  antiguas  preocupaciones,  y  enalteció  la 
industria,  declarando  por  resolución  de  5  de  Febrero  y  cédula 
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del  consejo  de  18  de  Marzo  de  1783  (ley  VIII,  id.),  que  todos  los 
oficios  referidos  y  otros  á  este  modo,  eran  honestos  y  honrados; 
qae  el  uso  de  ellos  no  envilecía  la  familia  ni  la  persona  del  que 
los  ejercía,  ni  la  mhabilitaba  para  obtener  los  empleos  munici- 
pales de  la  república  en  que  estaban  avecindados  los  artesanos 
ó  menestrales  que  lo  ejercitasen,  y  que  tampoco  habían  de  per- 
judicar las  artes  y  oficios  para  el  goce  y  prerrogativas  de  la  hi- 
dalguía, á  los  que  la  tuvieran  legítimamente  conforme  á  lo  de- 
clarado en  la  ordenanza  de  reemplazos  de  3  de  Noviembre  de 
1770.  Otra  resolución  de  27  de  Marzo  y  cédula  del  consejo  de  2 
de  Setiembre  de  1784,  que  es  la  ley  IX,  todavía  avanzó  más, 
pues  declaró,  que  para  el  ejercicio  de  cualesquiera  artes  ú  ofi- 
cios no  había  de  servir  de  impedimento  la  ilegitimidad  que  pre- 
venían las  leyes.  Y  removiendo  antiguos  errores,  se  mandó  por 
resolución  de  16  de  Noviembre  de  1778  y  cédula  del  consejo 
de  12  de  Enero  de  1779  (ley  XIV,  id.)i  que  con  ningún  pre- 
texto se  impidiese  ni  embarazase,  ni  permitiese  que  por  los  gre- 
mios ú  otras  cualesquiera  personas  se  impidiese  ni  embarazase 
la  enseñanza  á  mujeres  y  niñas  de  todas  aquellas  labores  y  ar- 
tefactos propios  de  su  sexo,  ó  que  vendiesen  por  sí  ó  de  su 
cuenta  libremente  las  maniobras  que  hicieren,  sin  embargo  de 
las  prohibiciones  que  en  sus  ordenanzas  tuviesen  los  maestros 
de  los  referidos  gremios.  La  tendencia  á  protejer  á  las  mujeres 
en  el  ejercicio  de  las  industrias  se  abrió  tanto  camino,  que  por 
resolución  de  12  de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  2  de  Setiem- 
bre de  1784,  se  declaró  por  punto  general,  en  favor  de  todas 
las  mujeres  del  reino,  la  facultad  de  trabajar  tanto  en  la  fábrica 
de  hilos  como  en  todas  las  demás  artes  en  que  quisieren  ocu- 
parse y  fuesen  compatibles  con  el  decoro  y  fuerzas  de  su  sexo, 
revocando  y  anulando  cualquier  ordenanza  ó  disposición  que 
lo  prohibiese.  Desde  entonces  la  mujer  quedó  equiparada  al 
hombre  para  el  ejercicio  de  la  industria;  y  en  la  instrucción  de 
corregidores,  inserta  en  la  cédula  de  15  de  Mayo  de  1788,  se 
encargó  á  dichos  funcionarios  y  á  las  justicias  el  vigilar  á  los 
menestrales  y  artesanos  desaplicados  y  sobre  todo  cuidar  do 
que  se  cumpliesen  con  la  mayor  exactitud  las  escrituras  de 
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aprendizaje,  asi  de  parte  de  loa  maestros  como  de  los  padrea  de 
los  apreudicea  ó  de  sus  representantes. 

GoDcretamente  á  las  fábricas  del  reino,  se  dispuso  por  B«al 
cédula  de  16  de  Noviembre  de  1760,  que  forma  la  ley  XI,  tí- 
tulo XIV,  lib.  VIII  de  la  Novísima  Eecopilacióo,  que  se  obser- 
varan laa  ordenanzaa  que  se  babíau  aprobado  para  loa  fabri- 
cantes de  bayetas  finas.  Por  resolución  de  27  de  Junio  y  cédula 
de  la  junta  de  comercio  de  2  de  Diciembre  de  1768  (ley  XII, 
Ídem),  ae  declaró  la  libre  facultad  para  establecer  fábricas  de 
jabón,  y  por  Real  cédula  de  17  de  Noviembre  de  1769,  se  con- 
cedió á  las  mismas  el  derecho  de  tanteo  en  la  sosa  y  barrilla 
que  necesitasen  para  ana  consumos;  productos  que  se  declara- 
TOD  libres  de  derechos  por  Real  orden  de  26  de  Diciembre  de 
1780.  Otra  resolución  de  18  de  Febrero  de  1777  y  cédula  de  la 
junta  de  comercio  de  8  de  Marzo  de  1778  (ley  V,  id.)  en  consi- 
aideración  al  deplorable  estado  en  que  se  encontraban  las  fá< 
bricas  de  Toledo,  Sevilla,  Granada,  Málaga  y  demás  pueblos 
por  no  disfrutar  de  la  tolerancia  concedida  á  laa  fábricas  de 
seda  de  Valencia  en  la  marca,  cuenta  y  peso  de  aua  tejidos, 
ordenó  se  hiciese  extensiva^  general  á  todas  las  fábricas  de 
seda  de  estos  reinos  la  gracia  concedida  á  las  de  Valencia  en 
la  forma  que  indica.  Otra  reaolucióu  de  28  de  Agosto  y  cédula 
de  la  misma  junta  de  27  de  Noviembre  de  1778  (ley  VI,  id.) 
tratando  de  proteger  la  industria  nacional,  declaró  como  ex- 
tensión á  la  Real  cédula  anterior,  que  los  géneros  extranjeros 
que  se  hubieran  de  introducir  en  adelante  y  recibir  á  comercio 
en  estos  dominios,  hubiesen  de  tener  y  constar  precisamente  de 
la  cuenta,  marca  y  peso  que  se  sefialó  en  dicha  Real  cédula  á 
las  fábricas  de  estos  reinos,  ya  fuesen  con  oro  ó  plata  ó  con 
mezcla  de  otras  especies.  El  principio  de  hbertad  que  venía  in- 
formando la  fabricación  de  las  manufacturas  eapafiolas,  ae 
acentuó  mucho  más  en  la  resolución  de  2  de  Octubre 'y  cédula 
de  14  de  Diciembre  de  1784  (ley  VII,  id.)  que  concedió  por 
punto  general  la  libertad  de  fabricar  con  mayor  ó  menor  cuen- 
ta y  marcas  ó  ancho  y  en  los  peines  que  fuesen  más  oportunos 
todaa  laa  especies  de  lienzos  que  los  gremios,  fabricantes  ó  teje- 
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dores  particnlareB  de  lino  y  cáfiamo  tuviesen  por  más  conve- 
nientes para  el  consumo  público,  sin  distinción  alguna  de  hom* 
bres  y  mujeres,  y  sin  otra  sujeción  gremial  ó  municipal,  que  la 
rigurosa  de  evitar  la  falta  de  ley  y  bondad  intrínseca  en  los 
tejidos  de  cualquiera  marca,  cuenta  y  calidad  que  fueren,  ya 
conocidos  en  estos  reinos  ó  ya  imitados  á  los  que  se  introdu- 
cían de  los  extraños;  graduando  ó  regulando  sus  precios  i>ara 
el  consumo  público,  con  la  moderación  y  equidad  que  corres- 
pondiese á  la  mayor  ó  menor  cuenta  y  marca  con  que  se  halla- 
sen trabajados;  quedando  derogadas  por  inútiles  é  irape<litivas 
del  fomento  de  las  fábricas  de  lienzos,  los  formalidades  de  exá- 
menes, marcas  y  cuentas  que  prescribían  las  ordenanzas  de  los 
gremios  de  tejedores.  Estimando  qne  las  escuelas  de  hilazas 
debían  fomentarse,  se  establecieron  por  resolución  de  12  de 
Abril  y  cédula  de  22  de  Mayo  de  1786,  á  fin  de  que  ocupando 
á  los  naturales,  y  particularmente  á  las  mujeres  y  niñas  en  las 
estaciones  más  propias,  facilitasen  á  las  fábricas  y  fabricantes 
el  surtido  continuo  y  abundante  de  aquellas  materias,  con  la 
bondad  y  perfección  que  insensiblemente  producen  la  misma 
práctica,  y  la  emulación  que  resulta  de  la  multiplicación  de 
manos  dedicadas  á  una  propia  labor.  Y  por  otra  resolución 
de  10  de  Mayo  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  22  de  Ju- 
nio de  1787,  se  concedió  absoluta  libertad  á  todos  los  fabri- 
cantes de  tejidos  para  tener  los  telares  de  sus  manufacturas 
que  quisiesen  y  les  convinieren  sin  limitación  de  número,  no 
obstante  lo  que  en  este  particular  previnieran  sus  respecti- 
vas ordenanzas  (ley  IX).  Quedó,  pues,  declarada  la  libertad  de 
la  fabricación,  sin  la  cual  era  imposible  que  prosperase,  y  en 
este  sentido  se  dictó  el  Real  decreto  de  25  de  Octubre  de  1786, 
la  Beal  cédula  de  9  de  Noviembre  siguiente  y  el  Real  decreto 
y  cédula  que  forman  la  ley  X,  tít.  XXIV,  lib.  VIII  de  la  Noví- 
sima  Recopilación. 

Para  estimular  más  el  progreso  de  la  industria  nacional,  no 
escaseó  en  verdad  Carlos  III  las  franquicias  y  concesiones  que 
forman  parte  del  tít.  XXV,  lib.  VIII  del  citado  código.  Por 
Beal  orden  de  27  de  Noviembre  y  cédula  de  la  junta  de  comer- 
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cío  de  20  de  Diciembre  de  1772,  se  declaró  la  libertad  de  todos 
derechos  en  las  aduanas  interiores  para  todas  las  manufactu- 
ras de  lana,  lino  y  cáñamo  fabricados  en  estos  reinos,  y  se  re- 
solvió que  por  todos  derechos  de  extracción  para  los  extranje- 
ros, sólo  abonaría  2  7í  por  100  de  su  valor  al  pie  de  la  fábri- 
ca, exceptuando  el  lino  ó  cáñamo  en  cerro  ó  rastrillado  que  no 
estuviese  tejido  ó  manufacturado,  que  pagaría  un  15  por  100 
efectivo  de  todo  su  valor,  regulado  sin  gracia  ni  moderación  al- 
guna. Otra  Real  orden  de  12  de  Febrero  y  cédula  del  consejo 
de  6  de  Abril  de  1775,  declaró  la  libertad  de  derechos  de  entra- 
da y  de  los  de  alcabala  y  cientos  concedida  al  lino  y  cáñamo 
extranjero  y  á  los  utensilios  y  máquinas  para  el  hilado,  tejido 
y  torcido  de  dichas  materias.  Otra  resolución  de  10  de  Mayo 
de  1777  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  23  de  Abril  de  1778, 
extendió  á  las  fábricas  de  lonas  y  demás  tejidos  de  lino  y  cá- 
ñamo de  estos  reinos  las  franquicias  que  contenía  el  Real  de- 
creto de  18  de  Junio  de  1756,  referido  en  el  reinado  anterior. 
Por  resolución  de  31  de  Mayo  de  1779,  que  forma  la  ley  I,  títu- 
lo XXV,  lib.  VIII,  apéndice  á  la  Novísima  Recopilación,  se  de- 
claró la  libertad  de  derechos  en  la  introducción  de  lino  y  cáña- 
mo extranjero  por  los  puertos  de  Andalucía,  Murcia,  Valencia, 
Mallorca,  Principado  de  Cataluña  y  las  islas  Canarias,  con  des- 
tino á  fábricas  ó  manufacturas  de  hilados  y  tejidos,  como  la 
Real  orden  de  22  de  Febrero  de  1775  la  había  concedido  á  los 
puertos  de  Galicia,  Asturias  y  Cuatro  Villas,  y  á  las  aduanas  de 
Cantabria  y  de  la  frontera  de  tierra  de  Navarra  y  Francia.  A 
todas  las  fábricas  de  jarcia  y  cordelería  para  surtimiento  de 
embarcaciones  en  los  reinos  de  Castilla  y  Corona  de  Aragón,  se 
les  concedieron  diversas  exenciones  por  Real  orden  de  24  de 
Diciembre  de  1779  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  28  de 
Enero  de  1780  (ley  V,  id.)  El  Uno  y  cáñamo  del  reino  en  todas 
sus  ventas  en  la  provincia  de  Castilla,  fué  libertada  de  alcaba- 
las y  cientos  por  resolución  de  17  de  Marzo  y  cédulas  de  29  de 
Mayo  de  1785  y  9  de  Noviembre  de  1786,  quedando  sujetos  al 
pago  de  dichos  derechos  el  lino  y  cáñamo  extranjero  (ley  VI,  id.) 
Modificando  el  Real  decreto  de  15  de  Junio  de  1756,  que  sólo 
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estableció  franquicias  para  los  tejidos  finos  de  lana,  se  dictó  re- 
aoiación  en  29  de  Julio  y  cédula  de  18  de  Noviembre  de  1779, 
concediendo  las  exenciones  j  gracias  que  se  determinan  á  to- 
das las  fábricas  de  paños,  desde  la  clase  más  ínfima  basta  los 
superfinos  de  mejor  calidad^  y  á  todos  los  demás  tejidos  finos 
7  ordinarios  de  lana  de  las  fábricas  de  estos  reinos.  Las  fábri- 
cas de  papel  del  reino  obtuvieron  diferentes  gracias  y  franqui- 
cias por  resolución  de  15  de  Julio  y  cédula  de  la  junta  de  co- 
mercio de  26  de  Octubre  de  1780.  Una  circular  de  esta  junta 
de  27  de  Abril  de  1781  y  Real  resolución  y  orden  de  26  de  Ju- 
nio de  1786,  ampliaron  las  franquicias  de  derechos  de  alcabalas 
y  cientos  á  los  fabricantes  de  tejidos  de  lana,  curtidos,  sombre- 
ros y  papel  del  reino.  Los  tejidos  de  lana  aún  recibieron  nue- 
vas gracias,  privilegios  y  exenciones  por  resolución  de  15  do 
Febrero  y  cédula  de  la  junta  de  8  de  Mayo  de  1781.  Lo  mismo 
aconteció  á  las  fábricas  de  botones  de  ufia  y  ballena,  á  las  de 
agua  fu€rte  y  otros  espíritus  del  azufre  y  salitre  que  necesita- 
sen, y  á  las  de  tornear  marfil,  carey  y  todo  género  de  maderas 
preciosas.  Si  la  industria  cspafiola  no  alcanzó  condiciones  para 
poder  competir  con  la  extranjera,  no  fué  ciertamente  porque 
Carlos  III  no  la  abrumara  con  gracias,  privilegios  y  exencio- 
nes, y  no  la  concediese  la  más  completa  libertad. 

F.— Propiedad  iodaslrial. 

La  más  provechosa  y  aceptable  de  las  medidas  protectoras 
aeia  industria,  es  la  que  tiene  por  objeto  garantizar  el  uso  y 
aprovechamiento  de  los  productos  industriales.  La  propiedad 
mauatrial  está  ya  protegida  en  todos  los  paises,  pero  en  la  se- 
S^^da  mitad  del  siglo  xvui  eran  muy  escasas  las  disposiciones 
V^^  Se  habían  dictado  y  se  dictaron  respecto  de  ese  punto.  Aque- 

Pi"opiedad  está  representada  por  lo  que  antes  se  llamaron 
^^¡egios  y  hoy  se  denominan  con  más  propiedad  patentes  de 

^**c¿?w,  verdadero  tributo  del  humano  entendimiento;  y  por 

barcas  de  fábrica  y  de  comercio,  que  representan  el  crédito 
y  ^<^aao  la  fortuna  del  fabricante.  De  la  primera  forma  de  ga- 
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rantía  de  la  propiedad  industrial,  no  se  encuentra  rastro  en  la 
legislación  española  hasta  el  Real  decreto  de  27  de  Marzo  de 
1826;  pero  en  cuanto  á  las  marcas,  representación  del  crédito  de 
un  fabricante  ó  comerciante  y  de  sus  productos,  nuastras  anti- 
guas leyes  se  ocuparon  de  este  punto,  y  la  obligación  de  señalar 
los  productos  de  la  industria  se  estableció,  respecto  de  los  pa- 
ños, en  las  ordenanzas  de  Sevilla  de  1511  y  en  las  de  Toledo  de 
1528.  El  Emperador  Carlos  Y  lo  prohibió  desde  Bruselas  en  26 
de  Febrero  de  1549;  pero  Felipe  IV  lo  volvió  á  ordenar  en  10 
de  Febrero  de  1623,  respecto  de  las  telas  de  lana  y  seda.  Y  en 
las  ordenanzas  de  30  de  Enero  de  1684,  formadas  por  los  dipu- 
tados y  fabricantes  de  Toledo,  Sevilla,  Granada  y  Valencia, 
convocadas  para  ello  en  Madrid,  y  publicadas  en  pragmática  de 
9  de  Febrero  del  mismo  año,  se  fijaron  las  nuevas  reglas  con 
que  debían  labrarse  todos  los  tejidos  de  seda,  dejando  en  su  vi- 
gor todas  las  leyes  y  ordenanzas  antiguas  en  cuanto  no  fuesen 
contrarias  á  éstas,  imponiendo  la  pena,  entre  otras,  de  ser  que- 
mada públicamente  la  mercadería  que  se  encontrase  falta  de 
marca.  Carlos  III,  en  sus  resoluciones  de  18  de  Febrero  de  1777 
y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  8  de  Marzo  de  1778,  y  otras 
de  28  de  Agosto  y  27  de  Noviembre  de  1778,  se  ocupó  también 
de  las  marcas,  en  el  sentido  de  exigirla  á  los  géneros  extranje- 
ros y  tolerarlas  en  las  fábricas  de  seda.  El  Real  decreto  de  25 
de  Octubre  de  1786  y  Real  cédula  de  9  de  Noviembre  siguien- 
te, concedió  premio  á  los  fabricantes  de  tejidos  de  lana  y  seda 
para  practicar  en  la  manufactura  de  sus  fábricas  las  variacio- 
nes que  considerasen  precisas,  distinguiendo  los  tejidos  con  un  se- 
llo^ que  expresase  ser  fábrica  libre  para  inteligencia  y  seguridad  del 
comprador  y  evitar  la  equivocación  con  los  arreglados  á  ordenanza; 
preyiniendo,  que  todos  los  que  quisiesen  usar  de  esta  libertad 
hubiesen  de  proponer  la  invención,  imitación  ó  variación  á  las 
juntas  de  comercio  para  que,  calificada  su  inteligencia  por  los 
medios  más  proporcionados,  concediesen  por  escrito  el  permiso, 
con  la  calidad  de  fijarse  el  sello  en  las  manufacturas,  dando  no- 
ticia á  la  junta  general  de  las  concesiones  dispensadas,  y  corrien- 
do á  cargo  de  éstas  y  los  subdelegados  la  fijación  del  sello,  exi- 
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giéndoBB  ocho  maravedís  por  cada  pieza  que  se  marcare.  Algo, 
pues,  se  hizo  en  el  reinado  que  nos  ocupa,  respecto  de  la  propie- 
dad industrial;  y  en  1781,  al  conceder  nuevas  gracias,  privile- 
gios y  exenciones  á  las  fábricas  de  tejidos  de  lana,  consignó^ 
bajo  el  número  2,  que  los  maestros  fabricantes  pudiesen  apren- 
der Y  denunciar,  con  intervención  y  conocimiento  de  las  justi- 
cias, los  paños  y  manufacturas  que  encontrasen  con  marcas  y 
sdlos/eúáficadoSy  para  que  se  tomasen  las  providencias  correa- 
pondientes  á  fin  de  castigar  y  corregir  este  fraude. 

G.^Los  gremios. 

El  principio  de  la  reglamentación  de  la  industria  creó  los  gre- 
mios. M  principio  de  la  emancipación  de  la  industria  acabó  con 
los  gremios,  con  las  cofradías  y  con  las  ordenanzas  gremiales, 
incompatibles  con  la  libertad  del  trabajo.  Toscana  las  abolió 
por  loa  edictos  de  1770  y  1775;  Turgot  por  sus  letras  patentes 
de  1779;  España  las  ha  conservado  hasta  1834,  pero  el  mar- 
^^éB  de  la  Ensenada  tuvo  ya  el  pensamiento  de  relajar  las  or- 
"©natizas,  aunque  encontró  resistencia  en  la  opinión,  que  no 
^^otuenzó  á  modificarse  hasta  fines  del  siglo  xvm.  En  Aragón  se 
^Wa  pensado  ya  en  el  siglo  xvn  abolir,  como  dice  Colmeiro, 
*  Servidumbre  del  trabajo,  extinguiendo  los  gremios  y  las  or- 
^í^atizas  gremiales;  y  ya  maduraba  el  proyecto  en  el  seno  de 
^  Cortes  de  1678,  cuando  llegó  á  noticia  de  las  cuarenta  y  dos 
^Poraciones  de  Zaragoza,  que,  según  Asso  en  su  Historia  de 
^C€>fiamia polUica  de  Aragm  (1461),  lograron  conjurarla  tom- 
P^8ta.d  suspendida  sobre  su  cabeza.  El  conde  de  Campomanes, 
''o.  Discurso  sobre  la  edtAcaciim  popular  de  los  artesanos  ysufo- 
'"®**^,  y  en  el  Apéndice  á  esta  obra  (1462),  atacó  duramente  á  los 
o'^txiios  y  á  las  ordenanzas  gremiales;  y  aunque  otros  varios  es- 
^^^J^eslos  defendieron,  no  pudieron  impedir  que  Jovellanos  los 
^^virase  con  resolución  y  proclamara  la  libertad  de  las  artes 
y  ^Boios,  que  fué  la  que  al  fin  prevaleció. 

-■-•Os  cinco  gremios  mayores  de  Madrid  que  se  gobernaban  por 
»^  Ordenanzas  de  1686,  Reales  decretos  expedidos  á  consulta 
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del  consejo  de  Castilla  y  junta  de  comercio  y  varías  ejecutorias 
de  los  supremos  tribunales  del  reino,  fué  la  agrupación  gremial 
más  importante  de  España.  Tanto,  que  en  1763  tomaron  á  su 
cargo  la  recaudación  de  las  rentas  Reales,  y  bajo  esta  base  cons- 
tituyeron una  compañía  privilegiada  de  comercio  por  término 
de  doce  años,  estableciendo  fábricas  en  Valencia  y  factorías  en 
Cádiz  y  ciudades  principales  de  España  é  Indias,  dedicándose 
hasta  con  buques  propios  al  comercio  de  exportación.  En  vez 
de  promover  el  adelanto  de  las  manufacturas  y  procurar  á  los 
españoles  trabajo  en  las  fábricas,  los  cinco  gremios  mayores, 
constituidos  en  una  gran  asociación  comercial,  sólo  se  cuidaron 
del  beneficio  de  sus  intereses,  perturbando  con  su  grueso  capi- 
tal los  cambios  y  el  comercio  interior. 

H.— El  Comercio. 


Con  la  libertad  de  la  industria  y  del  tráfico  interior  debía  es- 
tablecerse forzosamente  la  de  la  contratación  y  comercio.  Así  lo 
hizo  Carlos  III,  y  aunque  la  primera  de  sus  disposiciones  no 
produjo  todos  los  efectos  apetecidos  y  hubo  de  modificarse  final- 
mente, la  segunda  tropezó  con  los  abusos  antiguos  y  también 
fué  derogada,  manteniéndose  en  vigor  lo  de  que  las  posturas 
fueran  de  balde  (1463).  Con  gran  actividad  le  auxiUaba  la  junta 
general  de  comercio,  y  por  decreto  inserto  en  cédula  del  consejo 
de  17  de  Febrero  de  1767,  declaró  que  dicha  junta  sólo  debía 
conocer  de  las  causas  que  mirasen  á  las  reglas  de  tráfico,  co- 
mercio y  ordenanzas  de  maniobras,  sin  mezclarse  en  lo  respec- 
tivo á  ordenanzas,  negocios  ni  instancias  de  los  gremios  meno- 
res ni  menestrales,  sino  cuando  los  individuos  de  los  cinco  ma- 
yores contraviniesen  á  las  ordenanzas  de  los  otros  y  tuvieran 
la  cuaHdad  de  reos.  Y  el  fuero  concedido  á  los  cmco  gremios 
mayores  se  había  de  entender  ceñido  á  la  observancia  de  sus 
ordenanzas,  al  tráfico,  comercio,  negociaciones  de  mercader  á 
mercader  y  tratos  con  otras  personas  por  hecho  de  mercaderías, 
pues  el  conocimiento  de  las  demás  causas  y  pleitos  suyos  toca- 
ba á  la  justicia  ordinaria.  Para  evitar  las  competencias  de  la 
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junta  de  comercio  con  el  consejo  y  otros  tribunales,  se  dictó  el 
Beal  decreto  de  13  y  cédula  del  consejo  de  24  de  Junio  de  1770, 
que  forma  la  ley  X,  tít.  I,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación, 
doclarando  que  á  la  mencionada  junta  pertenecía  el  conocimien* 
\iO  económico  y  gubernativo  del  comercio  y  la  moneda  para 
promoverlos  en  todos  sus  ramos,  á  cuyo  efecto  aclaró  la  anterior 
disposición.  £1  Beal  decreto  de  8  de  Enero  de  1777,  que  forma 
la  ley  XI,  id.,  ordenó  la  formación  de  dos  salas,  una  de  gobier- 
DO  y  otra  de  justicia,  en  la  junta  general  de  comercio  y  moneda, 
á  quien  por  cédula  de  19  de  Setiembre  de  1783,  comprensiva  de 
las  ordenanzas  de  los  cinco  gremios  mayores  de  Madrid,  atribu- 
yó el  privativo  conocimiento  de  todos  los  pleitos  y  causas  per- 
tenecientee  á  dichos  gremios  y  sus  individuos,  del  cual  gozaron 
hasta  su  extinción. 

El  comercio  exterior,  fecundo  manantial  de  riqueza  de  las 
naciones,  fué  objeto  de  profundos  estudios  por  parte  del  conde  de 
Floridablanca  y  el  marqués  de  la  Sonora.  En  1778  se  aproba* 
ron  las  ordenanzas  para  el  libre  comercio  con  las  colonias,  lo 
cual  produjo  un  progreso  en  nuestro  comercio  colonial,  y  du- 
plicar el  producto  de  las  aduanas  de  la  Península.  Las  intere- 
sadas reclamaciones  de  los  comerciantes  de  la  plaza  de  Cádiz 
no  pudieron  desviar  el  criterio  del  Rey  y  de  sus  ministros,  y  el 
mismo  Campomanes,  en  su  Apéndice  á  la  educación  popular, 
demostró  las  ventajas  de  la  medida  adoptada  y  el  aumento 
que  experimentaron  las  rentas  del  Estado,  la  marina,  la  agri- 
cultura y  la  industria  española.  Al  comercio  con  las  Indias  dio 
gran  impulso  el  establecimiento  de  la  compañía  de  Filipinas, 
en  la  cual  se  interesaron  el  Rey,  los  Príncipes  é  Infantes,  las 
corporaciones  y  los  capitalistas  particulares,  y  fué  necesario  para 
proteger  la  industria  nacional  y  no  convertir  en  mendigos  á 
nuestros  industriales  y  operarios,  dictar  una  serie  de  medi- 
das sobre  importación  y  exportación,  arreglar  el  sistema  de 
aduanas  y  modificar  los  aranceles,  uniformando  y  nivelando 
todas  las  del  reino,  lo  cual  produjo  en  el  Principado  de  Ca- 
taluña, donde  los  derechos  para  las  mercancías  extranjeras 
eran  más  bajos  que  en  Castilla  y  Aragón,  un  aumento  natural 
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en  la  fabricación  del  país  y  en  los  productos  de  su  industria. 
Las  necesidades  de  la  guerra  de  1779  á  1783,  obligó  al  go- 
bierno á  pedir  á  los  cinco  gremios  mayores  un  préstamo  de  60 
millones  á  interés  módico,  distribuidos  en  seis  mensualidades; 
pero  encontrándose  esta  corporación  en  la  imposibilidad  de 
cumplir  su  compromiso,  el  gobierno  hizo  un  empréstito  de 
10  millones  de  pesos,  que  entonces  se  denominaron  vales  Rea- 
les, con  el  interés  de  4  por  100,  los  cuales  habían  de  correr  en 
el  mercado  y  admitirse  en  el  comercio  como  si  fuese  moneda 
metálica.  El  Real  decreto  de  30  de  Agosto  y  Real  cédula  de  20  de 
Setiembre  de  1 780,  legalizó  la  primera  emisión  de  vales  Reales 
de  600  pesos  cada  uno.  Este  valor  fiduciario  no  podía  emplear- 
se en  los  pequeños  pagos;  y  no  bastando  la  anterior  emisión 
para  hacer  frente  á  las  necesidades  ordinarias  del  servicio  y  á 
las  extraordinarias  de  la  guerra^  se  emitieron  otros  vales  de  á 
300  pesos,  llamados  medios  vales;  y  aunque  el  conde  de  Flori- 
dablanca  expuso  sus  ideas  contra  este  aumento  de  papel-mone- 
da, no  pudo  evitar  que  por  Real  decreto  de  20  de  Marzo  de  1 781 
se  emitiesen  nuevos  vales  de  á  300  pesos  con  el  mismo  interés 
que  los  anteriores.  Este  aumento  en  la  circulación  fiduciaria 
produjo  la  desconfianza,  y  tras  ella  el  descrédito  y  la  baja  del 
papel,  que  llegó  á  perder  un  22  por  100.  Entonces  el  ministro 
de  Estado  proyectó  la  fundación  de  un  banco  que,  examinado 
por  todas  las  capacidades  financieras  del  país,  motivó  la  Real 
cédula  de  9  de  Junio  de  1782,  creando  el  banco  nacional  de  San 
Carlos.  En  la  realización  de  este  proyecto  tomó  parte  principal 
el  francés  Cabarrús,  contra  quien  escribió  el  célebre  Mirabeau 
su  conocido  trabajo  De  la  hanque  ctEspagne  düe  de  Saint-Char- 
les (1464),  cuya  importación  fué  prohibida  en  España.  Acaso 
estos  mismos  ataques  consistieron,  como  anunciaba  el  conde  de 
Floridablanca  al  de  Aranda  en  carta  de  18  de  JuUo  de  1785,  en 
que  los  españoles  pudieran  comprar  baratas  las  acciones  que  se 
habían  colocado  caras  en  Francia,  y  que  se  arraigaran  las  teo- 
rías del  crédito  y  los  buenos  principios  de  la  ciencia  económi- 
ca. Adquirió,  por  lo  tanto,  el  comercio  interior  y  exterior,  du- 
rante el  reinado  de  Carlos  III,  un  carácter  completamente  dis- 


CARLOS  III  I4ft 

tinto  del  que  había  tenido  antes,  porque  el  sistema  de  la  auto- 
ridad y  de  la  desconfianza  fué  sustituido  por  el  de  la  libertad 
comercial  que  informa  la  teoría  de  la  ciencia  moderna. 

I. — Consalados. 

Diferentes  fueron  las  disposiciones  que  adoptó  Carlos  III  res- 
pecto de  los  consulados  marítimos  y  terrestres.  Por  provisión' del 
consejo  de  1.^  de  Agosto  de  1766,  se  aprobaron  las  ordenanzas 
para  el  consulado  de  la  ciudad  de  San  Sebastián,  fijando  su  ju- 
risdicción y  estableciendo  las  disposiciones  que  constituyen  las 
célebres  ordenanzas  del  consulado  de  Bilbao  (leyes  VI  y  VII,  tí- 
tulo II,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación.)  Otra  Real  cédula 
de  15  de  Agosto  del  mismo  afio  estableció  nuevas  ordenanzas 
para  el  consulado  de  Burgos  (ley  VUI,  id.)  Otra  Real  céd\üa 
de  24  de  Febrero  de  1763  (ley  X,  id.)  babía  determinado  la  ju- 
risdicción del  consulado  de  Barcelona  y  del  juez  de  apelaciones 
y  sus  asesores  en  las  materias  contenciosas  de  comercio.  Otra 
Seal  cédula  de  11  de  Julio  de  1777  aprobó  las  ordenanzas  del 
consulado  de  Valencia,  y  fijó  los  términos  de  ejecutar  sus  sen- 
tencias. Otra  de  24  de  Noviembre  de  1784  estableció  en  la  ciu- 
dad de  Sevilla  y  su  puerto  un  consulado  de  mar  y  tierra,  exten- 
sivo á  todos  los  pueblos  de  su  arzobispado,  que  nO  estuviesen 
incluidos  en  el  de  Cádiz.  Un  Real  decreto  de  28  de  Julio  y  cé- 
<íola  del  consejo  de  12  de  Agosto  de  1773,  resolvió  que  en  la  eje- 
<?üción  de  las  sentencias  de  los  jueces  de  alzadas  en  los  consu- 
^*doQ  de  comercio  se  cumpliese  lo  mandado  en  el  Real  decreto 
^®  13  de  Juüo  de  1770.  En  2  de  Mayo  de  1782  y  cédula  de  7 
®  -N'cviembre  de  1783  se  fijó  la  nueva  planta  de  los  juzgados 
^  ^laadas  del  consulado  de  Valencia  y  diputación  de  Alicante. 
Poj«  otra  resolución  de  3  de  Agosto  de  1782  y  cédula  del  con- 
Jo  ^Q  iQ  ¿^  Marzo  de  1783  se  fijaron  las  exenciones  que  de- 
^■^  gozar  los  cónsules,  jueces  de  alzadas  y  otros  individuos  de 
.^  Consulados.  A  medida,  pues,  que  se  extendía  el  tráfico  inte- 
^*^  y  el  comercio  exterior,  se  ensanchaban  los  tribunales  de  co- 
^^*^io,  facilitando  el  cumplimiento  de  las  leyes  que  lo  protegían. 
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J.— Mercaderes  y  comerciantes. 

Una  Real  cédula  de  24  de  Diciembre  de  1772,  expedida  por 
la  junta  general  de  comercio,  ordenó  que  todos  los  mercaderes 
y  comerciantes  por  mayor  y  menor,  fuesen  naturales  ó  extran- 
jeros, llevasen  y  tuviesen  sus  libros  en  idioma  castellano,  como 
se  había  mandado  en  1549  y  1552;  pero  habiendo  acudido  con- 
tra esta  disposición  el  embajador  de  Inglaterra,  manifestando 
ser  lo  dispuesto  contrario  á  lo  estipulado  en  el  tratado  de  paz 
de  23  de  Mayo  de  1667,  se  declaró  por  Real  orden  de  8  de 
Marzo  de  1775,  que  dicha  Real  cédula  sólo  debía  entenderse 
con  los  comerciantes  por  menor  y  con  los  extranjeros  por  ma- 
yor que  estuviesen  avecindados  y  connaturalizados  en  España 
y  no  gozasen  de  los  privilegios  de  su  nación.  Y  por  decreto  de 
10  y  cédula  del  consejo  de  22  de  Junio  de  1773,  se  dispuso  que 
en  las  ciudades  y  villas  donde  no  hubiese  comerciantes  ni  se 
hubiese  establecido  consulado,  el  corregidor  ó  alcalde  mayor, 
con  el  ayuntamiento  y  diputados  del  común,  eligiesen  dos  di- 
putados del  comercio,  los  cuales  formasen  las  listas  de  comer- 
ciantes de  cada  pueblo  y  denunciasen  los  extranjeros  vagos 
para  que  no  se  les  permitiese  subsistir  en  España  sin  ocupa- 
ción provechosa. 

K.— Revendedores,  regatones  y  buhoneros. 

Una  Real  cédula  de  2  de  Agosto  de  1781,  que  forma  la 
ley  XII,  tít.  V,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación,  exigió  que 
los  vendedores  ambulantes  sin  domicilio  fijo,  como  los  caldere- 
ros y  buhoneros  que  andaban  por  los  pueblos  y  se  hallaban  en 
todas  las  ferias,  fijasen  su  domiciho  y  residencia  bajo  apercibi- 
miento de  que  se  les  tendría  por  vagos;  y  este  mismo  apercibi- 
miento se  repitió  en  la  Real  cédula  de  25  de  Marzo  de  1783, 
cuando  se  prohibió  á  los  buhoneros  extranjeros  y  naturales  el 
andar  por  las  calles,  huertas  y  campos,  llevándolos  á  las  casas 
sin  domiciliarse  ni  establecerse  (ley  XTTT,  id.) 
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L.— Ferias  y  mercadM. 


Acerca  de  este  punto,  claro  es  que  habiéndose  proclamado  la 
libertad  de  comercio  interior,  no  podían  adoptarse  respecto  de 
ferias  y  mercados,  otras  disposiciones  que  las  referentes  á  ga- 
rantizar la  libre  contratación  y  evitar  los  fraudes  entre  compra- 
dores y  vendedores.  Carlos  III  en  las  ordenanzas  generales  do 
platería  de  10  de  Marzo  de  1771  á  que  se  reñere  la  ley  VI,  tí- 
tulo VII,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación,  fijó  las  formali- 
dades con  que  debían  venderse  las  piezas  de  oro  y  plata  en  las 
ferias  y  mercados;  determinó,  de  acuerdo  con  el  Real  decreto 
de  23  de  Marzo  de  1763,  que  las  pretensiones  de  establecer  fe* 
rias  y  mercados  francos,  con  cuya  gracia  no  estaba  el  Rey  dis- 
puesto á  condescender,  pasasen  al  consejo  de  Hacienda,  y  al 
de  Castilla  aquellas  en  que  no  mediase  la  circunstancia  de 
franquicia  como  mero  asunto  de  policía  y  de  reunión  de  gen- 
tes para  su  comunicación  y  tráfico.  Y  por  resolución  de  16  de 
Enero,  comunicada  en  6  de  Noviembre  de  1789,  estableció  las 
peticiones  de  ferias  y  mercados  que  debían  despacharse  por  Ha 
cienda  y  cuáles  por  üracia  y  Justicia. 

LL. — Navios  y  mereaderías. 

Por  Real  decreto  de  14  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda 
de  17  de  Diciembre  de  1760,  en  observancia  de  los  tratados  de 
paz  con  Inglaterra  de  1667  y  1713,  se  fijaron  varias  reglas  acer- 
ca de  las  formalidades  que  debían  guardar  los  buques  extran- 
jeros al  entrar  en  los  puertos  españoles,  cuando  se  encontrare 
6Q  ellos  moneda,  oro  ó  plata  labrada  ó  por  labrar  que  hubie- 
sen exportado  sin  Real  licencia,  sus  visitas  y  registros  y  decla- 
ración de  que  las  exenciones  estipuladas  sólo  se  practicasen  con 
los  navios  y  embarcaciones  del  pabellón  inglés,  francés  y  ho- 
Iftndés,  pero  no  con  los  de  otras  potencias. 
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M.— Marco  y  pesas  del  oro,  plata  y  moneda. 

Kespecto  de  eete  pimto,  por  Real  cédula  de  10  de  Marzo 
de  1771,  se  aprobaron  las  ordenanzas  generales  de  plateHa,  y 
eu  ellas  sa  estableció,  que  los  visitadores  de  ellas  reconocerían 
si  los  pesos  que  usaban  los  artífices  y  comerciantes  estaban  ó 
uo  arreglados  á  los  de  las  ciudades  cabezas  de  partido  y  si  te- 
uiaii  las  pesas  correspondientes;  no  podría  fabricarse  alhaja  ó 
pieza  alguna  de  plata  ú  oro  8Íuo  con  la  ley  marcada  en  las 
fieales  pragmáticas  de  28  de  Febrero  de  1730  y  1."  de  Mayo 
de  1756;  determinó  la  ley  de  las  piezas  y  alhajas  de  oro  y  plata 
para  su  curso  en  estos  reinos,  fundición  de  laa  defectuosas,  y 
pena  de  los  que  las  labrasen  6  vendiesen;  y  ordenó  las  visitas 
de  platerías  por  los  marcadores  públicos  para  el  reconoctmien- 
to  de  los  marcos,  pesas  y  ley  de  las  alhajas  de  oro  y  plata. 


Varias  fueron  las  disposiciones  dictadas  por  Carlos  III  sobre 
moneda.  Por  pragmática  de  5  de  Mayo  de  1772  se  mandó  ex- 
tinguir y  consumir  toda  la  moneda  antigua  de  vellón,  y  que  en 
la  Keal  casa  de  Segovia  se  labrase  otra  con  los  nuevos  sellos, 
recogiendo  la  primera  por  cuenta  de  la  Keal  hacienda.  Otra 
pragmática  de  29  del  mismo  mes  y  afio,  decretó  la  extinción  de 
toda  la  moneda  de  plata  y  oro  y  que  se  labrase  otra  nueva  de 
mayor  perfección.  Por  Real  orden  de  27  de  Octubre  y  cédula 
de  4  de  Noviembre  de  1772,  se  prohibieron  laa  si&euas,  trese- 
ñas  y  dineros  valencianos  en  el  reino  de  Murcia;  y  por  resolu- 
ción de  13  de  Junioy  cédula  delconsejo  de  29  de  Julio  de  1777, 
declaró,  que  aquellas  monedas  valencianas  corriesen  únicamen- 
te en  el  reino  de  Valencia,  y  se  prohibió  su  circulación  en  todos 
los  demás  pueblos  bajo  pena  de  nulidad.  Un  Real  decreto  de  20 
de  Marzo  y  pragmática  de  20  de  Abril  de  1776,  extinguió  la 
moneda  antigua  de  plata  y  vellón  peculiar  de  las  islas  de  Ca- 
narias. Un  Real  decreto  y  pragmática  de  Id  de  Julio  de  1779, 
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aumentó  el  valor  del  doblón  de  á  ocho  á  diez  y  seis  pesos  fuertes 

siendo  del  nuevo  cufio,  y  á  esta  proporción  las  demás  monedas 

subalternas.  Y  por  Real  decreto  de  8  de  Febrero  y  pragmática 

de  21  de  Marzo  de  1786,  se  extinguió  la  moneda  de  oro  llamada 

escudito  y  se  mandó  labrar  otra  de  solos  veinte  reales.  (Leyes 

XIII  á  XIX,  tít.  IX,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación.)  La 

tendencia  de  todas  estas  disposiciones  fué  unificar  la  moneda  y 

limitar  á  los  reinos  de  Valencia,  Cataluña  y  Mallorca  las  que 

eran  peculiares  de  los  mismos. 

Ñ.— Importaciones  prohibidas. 

EaU^m^os  de  linOy  algodón  &  con  mezcla  de  él  y  delega  coUmadas 
y^tros  ff ¿ñeros  semyantee. — Fueron  prohibidos  por  Reales  órdenes 
de  8  do  Julio  de  1768  y  27  de  Octubre  de  1769. 

Muselinas. — Fué  prohibida  su  importación  por  pragmática 
de  29  <ic  Junio  publicada  en  4  de  Julio  de  1770. 

T^Í€lo8  de  algodón  ó  con  mezcla  de  él. — Asimismo  se  prohibie- 
ron por  pragmática  de  14  de  Noviembre  de  1771. 

Ltenj^os  pintados  ó  estampados  de  lino  ó  algodón  extranjeros. — 
Fueron  prohibidos  por  Real  orden  de  7  de  Mayo  de  1773. 

Oéncros  con  plata  y  oro  falso. — ^Fué  prohibida  su  introducción 
W  íeeolución  comunicada  en.  13  de  Setiembre  de  1759. 

^<>íandflfow  extranjeras. — Fueron  prohibidas  por  resolución 
^^  28  d^  Enero  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  21  de  Mayo 
*  1767. 

^^^nibreros  fcd>ricados  en  Portugal. — Su  introducción  fué  pro- 

^^apor  resolución  de  16  de  Diciembre  de  1773  y  cédula  de 

^^  Febrero  de  1774. 
'^^^bros  encuadernados,  —Se  prohibió  su  introducción  absoluta- 
,    ^íi^  por  Real  orden  de  3  de  Marzo  y  cédula  del  consejo  de  2 

^Unio  de  1778. 
.    ^^^^tídos  y  ropas  hechas. — También  fué  prohibida  su  introduc- 

^   por  Real  resolución  de  25  de  Marzo  y  cédula  del  consejo 
^^  ^4  de  Mayo  de  1779. 

^oiTOí  y  guantes  y  otras  manufacturas. — ^La  Real  orden  de  3 
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de  Mayo  y  cédala  del  consejo  de  14  de  Jalio  de  1778  prohibió 
au  entrada  en  el  reino. 

Otraa  manufacturas  menores. — Fueron  prohibidas  por  resolu- 
ción de  6  y  cédula  del  consejo  de  21  de  Diciembre  de  1779,  y 
por  Real  orden  de  3  de  Mayo  y  cédula  del  consejo  de  24  de  Ju- 
dío de  1783. 

O — Exportacioncí  prohibidas. 

Moneda.— Por  instrucción  de  13  de  Diciembre  de  1760,  se 
fijaron  reglas  para  precaver  su  extracciÓD  por  Cádiz  y  demás 
puertos  marítimos  del  reino.  (Real  resolución  y  cédula  de  16  de 
Julio  de  1784.) 

Oro  ¡f  plata. — Por  Real  ordenanza  de  9  inserta  en  cédula  dol 
consejo  de  Hacienda  de  23  de  Julio  de  1768,  se  determinaron 
reglas  para  impedir  su  extracción  de  estos  dominios  y  hacer  la 
distribución  de  los  comisos. 

Dinero  de  (hstíUa  á  loa  provincias.  — Por  Real  orden  de  22  de 
Junio  y  cédula  de  4  de  Julio  de  1767,  Real  orden  de  24  de  Ju- 
lio de  1767,  6  de  Mayo  de  1780,  2  de  Julio  de  1786  y  Real  re- 
solución y  cédula  dol  consejo  de  hacienda  de  2  de  Octubre  de 
1787,  se  ordenó  que  e]  dinero  que  pasase  de  las  Castillas  á  las 
provincias  exentas,  debía  ser  registrado  para  evitar  la  extrac- 
ción furtiva  de  moneda. 

EAracáón  de  cabcüloa. — Su  prohibición  se  inñere  de  la  reso- 
lución de  16  de  Diciembre  de  1788,  que  forma  la  ley  VII,  títu- 
lo XrV,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación. 

jleet/e.— Resolvió  el  Real  decreto  de  29  de  Abril  y  cédula  del 
consejo  de  12  de  Mayo  de  1778,  que  la  extracción  del  aceite 
fuese  libre  no  pasando  de  veinticinco  reales  la  arroba,  pero  que 
en  la  isla  de  Mallorca  pudiera  extraerse  libremente  con  arreglo 
á  la  declaración  de  20  de  Mayo  de  1767  y  Real  orden  de  17  de 
Junio  de  1773. 

Seda. — Por  Real  decreto  de  15  de  Mayo  de  1760  y  resolución 
de  15  de  Febrero  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  1."  de 
Setiembre  de  1772,  se  fijaron  reglas  para  extraer  la  seda  de  es- 
tos reinos. 


r 
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Lemas  ImsIos. — Se  prohibió  sa  extracción  por  circular  de  6 
de  Junio  de  1767. 

Lanas  finas. — Los  derechos  de  sa  extracción  se  aumentaron 
por  Real  decreto  de  2  y  circular  de  la  junta  de  comercio  de  18 
de  Julio  de  1783. 

Bulia  en  rau  b  graneada. — Su  extracción  fué  prohibida  por 
resolución  de  22  de  Octubre  y  cédula  de  la  junta  general  de 
comercio  de  25  de  Noviembre  de  1768. 

TMm  hen^ieiada  ó  en  polvo. — Se  consintió  su  extracción  por 
resolución  de  27  de  Agosto  y  cédula  de  11  de  Noviembre 
de  1785. 

Esparlo.'-'Se  prohibió  su  extracción  en  rama  por  Real  orden 
de  15  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  17  de  Junio  de  1783.  Y 
por  Real  orden  de  9  y  cédula  de  21  de  Setiembre  de  1783,  se 
declaró  el  conocimiento  preventivo  de  las  justicias  ordinarias 
y  los  subdelegados  de  rentas  y  causas  de  extracción  de  esparto. 
Otra  resolución  de  20  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  21 
de  Diciembre  de  1784,  autorizó  el  rozar  las  atochas  siempre  que 
no  las  arrancaran  de  raíz,  y  subsistiendo  la  prohibición  de  ex- 
traerlo en  rama  por  los  puertos  de  Alicante  y  demás  del  reino 
de  Valencia  y  por  el  de  Cartagena  y  demás  del  reino  de  Mur- 
cia, permitió  la  extracción  por  los  de  las  Águilas,  Vera,  Mála- 
ga y  demás  del  reino  de  Granada. 

P.— Cargas  generales. 

Nadie,  en  buena  doctrina,  puede  negarse  al  levantamiento  de 

las  cargas  generales  en  proporción  á  su  respectivo  haber.  No 

'  es  de  extrafiar,  pues,  que  en  la  instrucción  de  corregidores  y 

I  cédula  de  15  de  Mayo  de  1778,  se  encargase  á  dichos  funciona* 

nos  muy  particular  cuidado  en  la  observancia  de  las  disposicio- 
nes referentes  á  que  no  se  eximiesen  de  las  contribuciones  los 
que  debían  pagarlas.  Antes  una  Real  provisión  de  21  de  Enero 
de  1768,  había  mandado  que  no  se  guardase  ni  permitiese  guar- 
/  dar  exención  alguna  á  los  hospederos  y  demandantes  de  reli-  * 

¿iones  y  hospitales,  casas  de  misericordia  y  redención  de  cau- 
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tivos.  Y  una  resolución  á  consulta  del  consejo  de  Hacienda  de 
9  de  Julio  de  1776,  declaró  exento  del  tributo  personal  del  ca- 
tastro de  Cataluña  á  los  bachilleres  en  leyes  y  medicina. 

En  el  reino  de  Aragón,  por  resolución  de  26  de  Marzo  de  1769, 
se  mandaron  cesar  todos  los  recaudadores  que  había  en  los  par- 
tidos, quedando  á  cargo  de  los  alcaldes  y  justicias  de  los  pue- 
blos la  exacción  de  la  contribución,  según  el  repartimiento  que 
se  les  hiciese.  Y  otra  resolución  de  8  de  Enero  y  cédula  del 
consejo  de  Hacienda  de  21  de  Octubre  de  1785,  resolvió  que 
todos  los  conflictos  sobre  repartidores  ó  de  su  exención  se  remi- 
tiesen á  los  tribunales  de  la  Real  Hacienda. 

Respecto  de  bagajes,  las  leyes  XXIV  á  XXIX,  tít.  XIX,  li- 
bro VI  de  la  Novísima  Recopilación,  determinaron  los  requisi- 
tos que  debían  contener  los  pasaportes  para  el  suministro  do 
raciones  por  los  pueblos  y  el  abono  que  debía  hacerse  á  cada 
vecino  por  el  alojamiento  de  la  tropa. 

Q.— Policía  de  los  pueblos. 

Todo  lo  referente  á  la  tranquilidad,  comodidad,  ornato  y  po- 
licía de  las  poblaciones  urbanas,  había  de  merecer  preferente 
atención  en  un  reinado  tan  celoso  del  bien  público  como  el  de 
Carlos  III.  La  limpieza  de  las  calles  fué  objeto  de  varios  ban- 
dos en  el  año  1765;  el  aprovechamiento  de  las  aguas  de  las 
fuentes  de  Madrid  fué  regularizado  por  otro  de  22  de  Agosto 
de  1770;  la  nueva  iluminación  de  calles  y  plazas  se  decretó  por 
Real  orden  de  1!5  de  Setiembre  de  1765,  publicada  en  edicto  de 
30  de  dicho  mes;  el  modo  de  formar  los  andamies  en  las  obras 
públicas  y  privadas  de  la  corte  para  evitar  las  desgracias  y 
muertes  de  operarios,  y  orden  de  proceder  los  jueces  en  estos  ca- 
sos, se  estableció  por  edictos  de  3  de  Diciembre  de  1778  y  24 
de  Octubre  de  1782;  el  modo  de  asegurar  las  varillas  de  comi- 
sas exteriores  de  las  casas  se  arregló  por  bando  de  26  de  Junio 
de  1784;  la  reedificación  de  casas  en  solares  y  yermos  de  Ma* 
dríd  y  ascensión  de  las  bajas  y  pequeñas  fué  objeto  del  Real 
decreto  y  provisión  del  consejo  de  20  de  Octubre  de  1788.  En 
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otro  orden  de  ideas,  un  bando  de  16  de  Mayo  de  1766  prohibió 
frecuentar  cafés,  botillerías,  mesas  de  trucos,  etc.,  y  de  pasear 
continuamente  las  plazas  y  esquinas.  Otro  bando  de  10  de  Mar- 
zo del  mismo  año  prohibió  usar  capa  larga,  sombrero  chamber- 
go ó  redondo,  montera  calada  y  embozo,  en  la  corte  y  sitios 
Reales.  Por  otros  de  20  y  21  de  Abril  de  1769  y  1770  y  2  de 
Mayo  de  1789,  se  prohibió  el  traje  de  maya,  ni  andar  con  pla- 
tillos pidiendo,  ni  formar  altares  en  las  calles,  portales  ni  otros 
sitios  profanos.  Para  evitar  desgracias  y  atropellamientos,  se 
publicó  bando  en  12  de  Abril  de  1784,  fijando  el  orden  que  de* 
bía  observar  la  carretería  que  entrase  en  Madrid.  Una  resolu- 
ción y  Beal  decreto  de  14  de  Octubre  de  1788  obligaba  á  pedir 
y  obtener  licencia  del  alcalde  de  casa  y  corte  á  todo  el  que  qui- 
siera tener  posada  secreta  ó  quisiera  tenerla  en  adelante.  Y  el 
modo  y  forma  con  que  debían  ir  los  perros  por  las  calles,  para 
evitar  riesgos  y  perjuicios,  se  ordenó  por  bando  de  1780.  (To- 
das estas  disposiciones  pueden  consultarse  en  el  título  XIX,  li- 
bro m  de  la  Novísima  Recopilación.) 

Los  alcaldes  de  corte,  con  sus  rondas,  tendrían  Ubre  entrada 
en  el  sitio  del  Retiro  en  casos  de  fuego,  ruina  ú'  otra  necesidad 
argente,  según  resolución  de  6  de  Mayo  de  1780,  y  asimismo 
podrían  entrar  en  palacio  con  toga  y  vara  para  rondar  ó  pren- 
der, según  otra  de  30  de  Julio  de  1784.  La  resolución  de  19  de 
Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  6  de  Octubre  de  1768,  que 
forma  la  ley  IX,  título  XXI,  id.,  dividió  á  Madrid  en  ocho  cuar- 
teles, en  vez  de  once  que  tenía  en  1749,  confiando  su  cuidado  á 
los  ocho  alcaldes  más  antiguos,  que  tendrían  amplia  jurisdic- 
ción criminal  en  su  cuartel,  como  la  tenía  cualquier  alcalde  or- 
dinario en  su  pueblo,  y  ejercerían  la  civil  en  la  forma  que  has- 
ta entonces  la  habían  practicado  los  cinco  que  tenían  provincia. 
En  esta  misma  disposición  se  determinaron  sus  atribuciones.  A 
fin  de  asegurar  la  tranquilidad  del  cuartel,  habría  en  cada  uno 
de  ellos  una  partida  de  inválidos,  que  auxiliaría  á  la  justicia  en 
las  prisiones.  En  cada  cuartel  se  establecerían  ocho  alcaldes  de 
barrio  con  este  nombre,  que  fuesen  vecinos  honrados,  y  su  elec* 
ción  se  ejecutaría  por  cuarteles,  en  la  misma  conformidad  que 
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la  de  los  comísanos  electores  de  los  diputados  y  peraoneros  del 
comÓD,  con  varías  atríbuciones  que  so  detallau,  y  uso  de  un 
bastón  de  vara  y  media  de  alto  con  pufío  do  marfil,  sirviendo 
el  desempeño  de  dicho  cargo  como  prueba  y  caso  de  honor. 
Para  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  esta  ley,  se  aprobó  la 
instrucción  de  21  de  Octubre  de  1768,  que  forma  la  ley  X,  id. 
Los  pretendientes,  que  ya  en  lo  antiguo  debieron  ser  numero- 
sos, se  mandaron  retirar  de  la  corte,  por  Real  decreto  de  16  de 
Setiembre  de  1778  y  edicto  de  18  de  Mayo  de  1779;  pero  debió 
ser  ineñcaz  esta  resolución,  porque  en  17  de  Marzo  de  1785  ee 
dictó  otro  Real  decreto  estableciendo  el  modo  de  evitar  la  inso- 
portable  y  desordenada  concurrencia  á  la  corte  de  pretendientes 
de  rentas,  y  hubo  de  repetirse  otro  en  9  de  Noviembre  delmis- 
mo  año,  ñjando  otras  reglas  para  el  cumplimiento  del  anterior. 
La  policía  en  los  pueblos  no  se  descuidó  eu  la  época  que  nos 
ocupa.  Una  resolución  de  4  de  Marzo  de  1768  y  pragmática  de 
IC  de  Setiembre  de  1784  (ley  IV,  tít.  XXXI,  lib.  VII  de  la  No- 
vísima Recopilación),  estableció  reglas  para  evitar  loe  dafios 
que  causaban  las  palomas  en  sembrados  y  mieses  en  las  esta- 
ciones de  sementera  y  Agosto;  y  en  la  instrucción  de  10  de 
Marzo  de  1783,  fijó  las  que  debían  observar  las  justicias  en  1(m 
pueblos  en  que  se  descubriese  la  oración  de  langosta.  Los  mi- 
litares no  gozarían  de  fuero  en  todos  los  asuntos  políticos  y  gu- 
bernativos, según  resolución  de  19  de  Junio  y  cédala  del  con- 
sejo de  I.*"  de  Setiembre  de  1771;  pero  otra  de  26  de  Febrenry 
cédula  del  consejo  de  2  de  Julio  de  1777,  aún  avanzó  más,  pues 
privó  del  fuero  de  guerra  á  los  contraventores  de  los  bandos 
publicados  por  las  justicias  ordinarías  en  asuntos  de  policía,  y 
una  Real  orden  de  17  de  Noviembre  de  1783,  declaró  que  es- 
tas justicias  procederían  á  la  exacción  de  las  penas  pecuniarias 
por  contravención  á  los  bandos  de  policía  siu  admitir  compe- 
tencias. Y  en  la  instrucción  de  corredores,  inserta  en  cédula 
de  5  Mayo  de  1788,  se  encomendó  á  estos  funcionarios  todo  lo 
referente  al  ornato  de  los  pueblos  y  sus  edificios,  el  reparo  de  los 
ruinosos  y  reediñcación  de  sus  solares.  Una  cédula  del  consejo 
de  15  de.  Octubre  y  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1781 
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prohibió  los  faegoe  artificiales  y  disparar  con  arcabuz  ó  eecope* 
ta  dentro  de  los  pueblos.  La  pragmática  de  9  de  Noviembre  de 
1785  prohibió  las  fiestas  de  toros  de  muerte  en  todos  los  pue- 
blos del  reino,  á  excepción  de  los  en  que  hubiere  concopión  per- 
petua ó  temporal  con  destino  público  de  sus  productos,  útil  ó 
piadoso,  sobre  lo  cual  examinaría  el  consejo  el  punto  de  subro- 
gadón  de  equivalente  ó  arbitrios  antes  de  que  se  verificase  la 
cesación  ó  suspensión  de  ellas.  Esta  disposición  fué  poco  obser- 
vada en  Valencia  y  otros  pueblos,  y  fué  necesario  recordar  su 
cumplimiento  por  Reales  órdenes  de  7  de  Diciembre  de  178H  y 
BO  de  Setiembre  de  1787.  La  representación  de  comedias  en  la 
corte  fué  objeto  de  la  Keal  orden  de  8  de  Abril  de  17G.-Í,  que 
forma  la  ley  EX,  tít,  XXXIII,  lib.  VII  de  la  Novísima  Reco- 
pilación  y  antes  de  los  bandos  publicados  en  31  de  Octubre  de 
1766  y  15  de  Abril  de  1767.  Posteriormente,  por  Real  orden  de 
11  de  Noviembre  de  1786,  que  forma  la  ley  XI  id.,  se  aprobó  el 
reglamento  que  había  de  observarse  para  el  buen,  orden  y  poli- 
cía del  teatro  de  la  ópera  en  la  corte.  Y  una  resolución  de  4  de 
Fd)rero  y  cédula  del  consejo  de  4  de  Julio  de  1780,  ordenó  que 
loe  caudales  procedentes  de  las  diversiones  públicas  se  pusiesen 
en  el  arca  de  tres  llaves  de  los  propios  y  arbitrios  de  cada  pue- 
blo, para  destinarlos  en  beneficio  y  utilidad  de  los  mismos  pue- 
blos,  como  por  su  naturaleza  les  correspondía. 

R. — Leyes  santcarias. 

Pródiga  había  sido  nuestra  legislación  en  disposiciones  sun* 
tuarías  desde  que  Carlos  V  introdujo  en  España  el  ceremonial 
de  palacio  y  el  fausto  y  ostentación  de  la  corte  de  Borgoña. 
Pero,  como  dice  muy  bien  Golmeiro  (1465),  en  la  lucha  entre 
el  lujo  y  la  ley,  no  quedó  el  principio  de  autoridad  muy  á  salvo 
6Q  la  contienda,  como  habrá  de  acontecer  siempre  que  el  Go- 
bierno mande  con  intemperancia,  ó  cosas  de  imposible  ejecu- 
ciÓD,  ó  contrarias  á  las  costumbres.  El  citado  escritor  indica  un 
largo  catalogo  desde  1560  hasta  1804  de  nuestras  leyes  suntua- 
rias; y  es  muy  cierto  que  la  opinión  contraria  á  estas  leyes  fué 
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abriéndose  camino,  y  si  Felipe  V  dictó  algunas,  Carlos  III  di6 
menos,  y  Garios  IV  apenas  hizo  uso  de  su  autoridad  como  ar- 
bitro de  la  fortuna  particular  y  moderador  del  gasto  de  las  fa- 
milias. La  Novísima  Recopilación,  en  sus  títulos  XII,  XUI 
y  XIV  del  libro  VI,  consigna  algunas  resoluciones  que  merecen 
ser  conocidas.  El  Real  decreto  de  5  de  Enero  de  1786,  estableció 
el  tratamiento  que  debía  darse  en  la  correspondencia  do  oficio  á 
los  secretarios  del  Despacho  universal,  capitanes,  tenientes  ge- 
nerales y  grandes  de  España.  Otro  Real  decreto  de  19  de  Octu- 
bre de  1787,  determinó  el  que  debía  darse  á  los  consejeros  de  Es- 
tado y  secretarios  de  Estado  y  del  Despacho  universal.  Otro  de 
16  de  Mayo  de  1788,  fijó  el  que  debía  darse  á  los  grandes  y  con- 
sejeros de  Estado,  al  arzobispo  de  Toledo,  á  los  caballeros  del 
Toisón,  al  gran  canciller  y  grandes  cruces  de  Carlos  III,  á  los 
capitanes  generales  del  ejército  y  armada  y  á  los  virreyes  y  em- 
bajadores extranjeros  ó  nacionales  que  eran  ó  lo  hubieren  sido. 
Esta  declaración  se  reprodujo  por  otro  Real  decreto  de  8  de 
Agosto  de  1788.  Y  una  Real  orden  de  15  de  Julio  del  mismo 
afío,  declaró  que  á  los  oidores  de  las  chaucillerías  y  audiencias 
se  les  diera  el  tratamiento  de  señoría. 

Con  motivo  del  célebre  motín  de  Esquilache,  se  dio  la  Real 
orden  de  22  de  Enero  de  1766,  prohibiendo  usar  capa  larga, 
sombrero  redondo  ni  embozo,  aunque  Umitándolo  á  los  emplea- 
dos en  el  servicio  y  oficinas  Reales.  Una  circular  de  11  de  Ju- 
nio de  1770,  que  calificaba  de  indecentes  los  sombreros  gachos 
ó  chambergos,  los  prohibió  á  todos  los  que  vistiesen  hábitos  lar- 
gos de  sotana  ó  manteo,  mandando  que  universalmente  lleva- 
sen y  usasen  el  sombrero  levantadas  las  alas  á  tres  picos,  en  la 
misma  forma  que  le  llevaban  y  usaban  comunmente  todos  cuan- 
tos vestían  el  hábito  corto  ó  popular,  sin  distinción  alguna.  En 
cuanto  á  los  trajes  de  los  estudiantes  en  las  universidades  del 
reino,  se  mandó  por  Real  provisión  de  16  de  Febrero  de  1773, 
que  todos  los  estudiantes  fuesen  á  la  universidad  por  mañana 
y  tarde  en  su  propio  traje  y  vestido  de  cualquier  clase  y  con- 
dición que  fuese,  manteistas  y  colegiales  mayores  y  menores. 
Y  por  decreto  de  9  y  cédula  del  consejo  de  17  de  Diciembre 
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de  1769,  se  habían  prohibido  los  galones  de  oro  y  plata  en  las 
libreas  y  llevar  alamares  y  sobre  los  hombros  charreteras  de 
oro,  plata  y  seda,  no  podiendo  usar  niogana  clase  de  armas  los 
criados  de  librea  aunque  llevasen  el  nombre  de  cazador  ú  otro. 
En  la  pragmática  de  24  de  Julio  de  1770,  que  prohibió  la  en- 
trada de  muselinas  en  el  reino,  se  mandó  que  ninguna  persona 
pudiese  usar  adorno  de  dichas  telas  bajo  ciertas  penas.  Y  en 
cuanto  al  uso  de  coches,  la  pragmática  de  9  de  Noviembre 
de  1785  prohibió  el  llevar  en  los  coches,  berlinas  y  demás  ca- 
rruajes más  de  dos  muías  ó  caballos  dentro  de  los  pueblos,  en 
los  paseos  interiores  ó  en  otros  públicos  y  frecuentados,  excep- 
tuando las  casas  y  sitios  Reales,  los  coches  y  carruajes  de  tran- 
co y  caminos  y  los  que  salieren  ó  entraren  en  los  pueblos  vía 
recta  de  algún  viaje,  Uevando  casaquillas  cortas  los  cocheros  y 
lo  demás  que  prevenían  los  bandos.  En  esta  misma  pragmática 
se  permitió  durante  dos  años  la  importación  de  caballos  extran- 
jeros. Y  por  £eal  orden  de  11  y  cédula  del  consejo  de  21  de 
Junio  de  1787,  se  prohibió  correr  los  coches  dentro  de  las  po- 
blaciones y  á  cierta  distancia  de  ellas. 

S.— Derecho  público  y  privado. 

Los  principios  que  informaron  toda  la  política  y  administra- 
I  ción  del  reinado  de  Carlos  IQ,  habían  de  reflejarse  también  en 

todo  aquello  que  había  constituido  la  base  del  fanatismo  es- 
^  pañol;  y  respecto  de  este  punto,  son  muy  notables  por  lo  que 

significan,  las  Reales  cédulas  de  10  de  Diciembre  de  1782,  9  de 
I  Octubre  de  1786  y  13  de  Abril  de  1788,  que  forman  la  ley  VI, 

yj  '  tít.  I,  lib.  Xn  de  la  Novísima  Recopilación,  por  la  cual  se  resol- 

vió y  mandó,  que  á  los  individuos  del  barrio  de  la  ccUle,  no  sólo 
no  se  les  impidiera  habitar  en  cualquier  otro  sitio  de  la  ciudad 
de  Palma  ó  isla  de  Mallorca,  sino  que  se  les  inclinase,  favore- 
ciese y  concediese  toda  protección  para  que  así  lo  ejecutasen, 
derribándose  cualquier  arco,  puerta  ú  otra  señal  que  los  hubie- 
ra distinguido  de  los  restantes  del  pueblo;  que  se  prohibiera  in- 
sultar y  maltratar  á  dichos  individuos  ni  llamarlos  judíos  ó  he- 
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breos  y  cliuetaB,  ni  otro  apodo  ofensivo,  bajo  ciertas  penas  á 
loe  contraventoree;  qae  se  les  declarase  á  los  referidos  indivi- 
duos aptos  para  el  servicio  de  mar  y  tierra  en  el  ejército  y  ar- 
mada Real  y  para  otro  cualquier  servicio  del  Estado;  y  que 
igualmente  se  les  declarase  idóneos  para  ejercer  las  artes,  ofi- 
cios y  labrauza,  del  mismo  modo  que  los  demás  vasallos  del 
estado  geueral  del  reino  de  Mallorca,  sin  que  por  motivo  algu- 
no se  lee  impidiera  emplearse  en  estas  ocupaciones.  Al  lado  de 
esta  benignidad,  tan  distinta  del  rigor  de  otros  tiempos,  Car- 
los III  encargó  en  pragmática  de  20  de  Agosto  de  1771  y  Real 
orden  de  27  de  Octubre  y  cédula  del  consejo  de  26  de  Noviem- 
bre de  1772,  el  mayor  rigor  en  las  causas  de  falsificación  de 
moneda.  Para  la  persecución  y  aprehensión  de  los  desertores,  se 
dictó  la  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1765,  y  la  resolución  y 
cédula  del  consejo  de  6  de  Marzo  de  1785.  Los  que  resistían  á 
las  justicias  quedaban  desaforados,  según  Real  orden  de  28  de 
Junio  y  cédula  del  consejo  de  1."  de  Agosto  de  1784;  y  por  R«al 
decreto  de  2  de  Abril,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  5  de 
Mayo  de  1783  y  Real  instrucción  de  19  de  Junio  de  17d4,  im- 
puso pena  de  muerte  á  loa  bandidos,  contrabandistas  ó  saltea- 
dores que  biciesen  resistencia  á  la  fuerza  ai-mada,  quedando  los 
reos  por  el  hecho  de  tal  resistencia  sujetos  á  la  jurisdicción  mi- 
htar  y  juzgados  por  un  consejo  de  guerra.  La- misma  pena  im- 
puso por  resolución  de  31  de  Agosto  y  cédula  del  consejo  de  17 
de  Octubre  de  1769,  á  todo  hurto  cometido  contra  los  colonos 
.  de  las  nuevas  poblaciones,  con  violencia  eo  sus  personas  ó  en 
sus  casas,  y  el  incendio  en  las  casas,  barracas  ó  suertes  de  los 
colonos,  eu  sus  cercas,  plantíos,  labrados  y  aperos  de  labor, 
bastando  para  su  comprobación  las  pruebas  privilegiadas.  Los 
cómplices  y  encubridores  serían  castigados  al  arbitrio  del  juez. 
Para  evitar  los  robos  eu  los  naufragios  se  dictó  la  Real  orden 
de  23  de  Enero  comunicada  en  circular  de  3  de  Febrero  de  1787. 
Otra  Real  orden  de  24  y  cédula  del  consejo  de  27  de  Mayo 
de  1783,  encalcó  la  pronta  persecución  y  castigo  de  los  mal- 
hechores, y  en  pragmática  de  19  de  Setiembre  de  1783  y  Real 
cédula  de  24  de  Junio  de  17H4,  se  estableció  el  modo  de  proce- 
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derlas  justicias  á  la  persecación  de  los  gitanos,  vagos  y  demás 
bandidos,  salteadores  y  facinerosos.  La  Real  instrucción  de  29 
de  Judío  de  1784,  encargó  su  persecución  y  exterminio,  como 
dice  la  ley,  á  los  capitanes  generales.  Respecto  de  las  injurias, 
un  bando  de  27  de  Setiembre  de  1765,  prohibió  dar  cencerra- 
das en  la  corte  á  los  viudos  y  viudas  que  contrajereu  segundas 
nupcias;  un  auto  acordado  de  14  de  Abril  de  1766,  que  se  fija- 
sen pasquines  y  otros  papeles  sediciosos  é  injuriosos  á  personas 
públicas  y  particulares;  y  los  bandos  de  23  de  Junio  de  17H5 
y  1786  y  Real  orden  de  18  de  Junio  de  1787,  prohibieron  que 
en  las  noches  de  San  Juan  y  San  Pedro,  ni  otra  alguna,  usasen 
de  panderos,  sonajas,  gaitas  ni  otros  instrumentos  rústicos  y 
ridiculos,  griterías  ni  algazaras;  y  más  estrechamente,  que  se 
provocase  con  expresiones  lascivas  y  obscenas,  ni  se  cometie- 
sen acciones  indecentes  y  demostraciones  impuras  é  impropias 
de  la  religión  y  cristiandad.  De  las  causas  contra  los  bigamos 
conoceria  la  jurisdicción  ordinaria,  según  la  Real  cédula  de  5  de 
Febrero  de  1770;  y  lo  mismo  sucedería  respecto  de  los  delin- 
cuentes, aunque  apareciesen  defraudores  de  la  renta  del  tabaco, 
aegún  resolución  de  22  de  Enero  de  1768.  Las  jurisdicciones 
ordinaria  y  de  rentas  se  auxiliarían  mutuamente,  según  resolu- 
ción de  15  de  Marzo  de  1770;  y  en  la  instrucción  de  corregido- 
res de  15  de  Mayo  de  1788,  se  les  fijó  el  modo  de  proceder  en 
^  causas  criminales  y  en  el  castigo  de  los  pecados  públicos  y 
^ícándalos.   La  extradición  de  delincuentes  entre  España  y 
-Portugal,  se  estableció  por  Real  orden  de  11  de  Abril  y  cédula 
del  consejo  de  13  de  Agosto  de  1779  (ley  V,  tít.  XXXVI,  lib.  XII 
de  la  Novísima  Recopilación);  y  entre  España  y  Francia  en  29  de 
Setiembre  de  1765  (ley  VII,  id.)  Y  la  resolución  de  l.<>  y  cédu- 
la del  consejo  de  24  de  Octubre  de  1782,  sujetó  á  los  extranje- 
"^^  Culpables  de  infracción  de  los  bandos  públicos  á  la  jurisdic- 
^^*E^  de  las  justicias  españolas.  El  cumplimiento  de  las  penas 
foé  organizado  en  varias  leyes  del  título  XL  y  XLI,  id.  Y  en 
caaiito  á  los  indultos,  una  resolución  de  11  de  Julio  de  1760 
ordenó  que  el  consejo  de  órdenes  ejecutase  los  indultos  conce- 
bios álos  reos  de  su  jurisdicción,  y  otra  de  7  de  Febrero  de  1781 
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mandó  exceptuar  de  los  indultos  á  los  vagos  destinados  á  las 
armas,  marina  y  hospicios. 

El  derecho  civil  privado  preocupó  bastante  á  Carlos  III,  en 
su  triple  aspecto  de  la  propiedad,  la  famüia  j  la  eoniratacidn. 
Una  resolución  y  cédula  del  consejo  de  10  de  Julio  de  1764, 
declaró  legítimos  los  contrcUoa  en  que  los  cinco  gremios  mayo- 
res de  Madrid  tomaban  dinero  de  particulares  con  el  interés 
de  3  por  100.  Y  una  Real  cédula  de  16  de  Setiembre  de  1784 
(ley  XXIV,  tít.  I,  lib.  X  de  la  Novísima  Recopilación),  exigió 
que  en  los  contratos  y  obligaciones  por  razón  de  mercaderías 
se  expresase  y  declarase  lo  vendido  y  su  precio.  En  cuanto  á 
mcUrimonios,  esponsales  y  sus  efectos^  una  resolución  de  27  de  Ma- 
yo y  cédula  del  consejo  de  27  de  Agosto  de  1782,  declaró  que 
la  exención  que  se  había  concedido  en  1623  á  los  que  tuviesen 
seis  hijos  varones,  sólo  se  entendiese  con  los  que  vivían  en  Cas- 
tilla,  pero  de  ningún  modo  en  Cataluña,  ni  otra  parte  en  donde 
se  gobernasen  por  fueros  y  práctica  diversa.  La  conocida  prag- 
mática de  23  de  Marzo  de  1776,  estableció  la  necesidad  del  con- 
sentimiento paterno  para  la  celebración  de  esponsales  y  matri- 
monio délos  hijos  de  familia;  y  en  el  mismo  día  se  encargó á  los 
prelados  su  cumpUmiento,  dictándose  después  varias  medidas 
complementarias.  Acerca  de  los  gananciales,  la  resolución  de  15 
de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  20  de  Diciembre  de  1778 
aprobó  la  observancia  del  fuero  del  baylío,  concedido  á  la  villa 
de  Alburquerque  por  Alfonso  Téllez,  su  fundador,  yerno  de  San- 
cho II,  Rey  de  Portugal,  conforme  al  que  todos  los  bienes  que 
los  casados  llevan  al  matrimonio,  ó  adquieren  por  cualquier  ra- 
zón, son  gananciales.  En  1782  prohibió  dar  á  préstamo  cantidad 
alguna  en  mercaderías.  En  arrendamientos,  se  declaró  én  1770  la 
Ubertad  en  los  dueños  de  tierras  y  posesiones  de  arrendarlas 
como  les  pareciese,  y  en  1784  se  estableció  que  los  empleados 
en  rentas  no  gozasen  de  privilegio  que  impidiese  el  libre  uso  de 
las  casas  á  sus  dueños.  Respecto  de  deudas,  se  concedió  en  1782 
y  1784  á  los  artesanos,  menestrales,  jornaleros,  criados  y  acree- 
dores aUmenticios,  el  derecho  de  preferencia,  abonando  el  3 
por  100  sobre  la  cantidad  que  demandasen  los  criados  por  deu- 


GAMLOS  ni  464 

da  de  sns  salarioB.  En  cuanto  á  ventas,  las  ordenanzas  genera- 
les  de  platería  de  10  de  Marzo  de  1771  fijó  los  términos  en  que 
podían  comprarse  las  alhajas  de  oro  y  plata  y  pedrería.  Y  por 
resolución  de  28  de  Mayo,  que  forma  la  ley  IX,  tít.  XII  del  li- 
bro X  de  la  Novísima  Eecopilación,  se  declaró  por  punto  ge- 
neral, el  libre  precio  en  la  venta  de  todos  los  tejidos  y  manufac- 
turas del  reino,  sin  sujeción  á  tasa.  Sin  embargo,  en  1760 
y  1772  se  concedió  á  los  fabricantes  de  seda  del  reino  el  privile- 
/  gio  y  derecho  de  tantear  la  comprada  por  los  extractores  de 

ella;  derecho  que  se  extendió  á  los  fabricantes  de  pafios  y  de- 
más tejidos  de  lana,  según  resolución  de  11  de  Mayo  de  1783  y 
cédula  del  consejo  de  28  de  Marzo  de  1784.  Las  fitbricas  de  ja- 
bón, respecto  de  la  sosa  y  barrilla,  y  las  fábricas  de  papel,  en 
cuanto  al  trapo,  alcanzaron  el  mismo  derecho  de  tanteo  en  1769 
y  1781.  Los  juros  fueron  objeto  de  tres  resoluciones,  á  cual  más 
importantes.  La  de  31  de  Enero  de  1760  (ley  XII,  título  XIV,  id.), 
ordenó  la  redención  de  juros  y  desempeño  de  alcabalas,  tercias, 
derechos  y  oñcios  enajenados  del  Beal  patrimonio  que  correrían 
por  el  consejo  de  Hacienda.  En  7  de  Diciembre  de  1765,  se 
mandó  que  no  se  admitiesen  juros  por  consignaciones  de  lan- 
ías, BÚio  en  el  caso  de  que  los  que  las  debiesen  no  tuvieran  otra 
maaera  de  pagarlas.  Y  por  Real  orden  de  6  de  Noviembre 
de  1787,  se  dispuso  el  cumplimiento  de  los  Reales  decretos 
de  1749  y  1752.  Sobre  censos^  se  dictaron  diversos  disposicio- 
nes, ün  Beal  decreto  de  11  de  Julio  de  1761  (ley  XI,  título  XV, 
id.),  permitió  imponerlos  en  casas  de  mayorazgos  y  obras  pías 
de  Madrid,  para  costear  su  limpieza.  En  5  de  Abril  de  1770,  se 
establecieron  reglas  para  el  pago  del  laudemio  de  los  censos 
perpetuos  en  las  ventas  y  fábricas  de  casas  de  Madrid.  Una 
droalar  del  l.^y  3  de  Julio  de  1761,  los  permitía  en  los  propios 
y  caudales  públicos  pertenecientes  al  común  de  los  pueblos,  y 
en  19  y  23  de  Mayo  de  1767,  se  autorizó  su  redención  con  las 
dos  terceras  partes  de  sus  sobrantes.  En  3  y  6  de  Setiembre 
de  1768,  se  fijaron  reglas  para  esta  redención.  En  18  y  28  de 
Enero  de  1772,  se  resolvió  lo  que  debían  acreditar  los  censalis- 
tas sobre  los  pueblos  del  Principado  de  Cataluña.  Un  Beal  de- 
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creto  de  15  de  Marzo  de  1780,  que  sólo  puede  justificarse  por 
las  necesidades  de  la  guerra,  permitió  la  apropiación  de  todos 
los  depósitos  públicos  con  destino  á  mayorazgos,  vínculos,  pa- 
tronatos y  obras  pías,  imponiéndolos  sobre  la  renta  del  tabaco, 
pagando  anualmente  los  réditos  al  3  por  100.  En  la  propia  for- 
ma se  mandaron  constituir  todos  los  capitales  que  se  fuesen  re- 
dimiendo por  particulares  censualistas,  según  Real  decreto  de  28 
de  Febrero  y  cédulas  del  consejo  y  cámara  de  8  y  9  de  Marzo 
de  1781.  Otro  Real  decreto  de  l.o  de  Noviembre  de  1769,  estar 
bleció  en  Madrid  un  fondo  fijo  anual  hasta  cuatro  millonee  de 
reales  para  que  empleasen  en  renta  vitalicia  los  que  quisiesen 
entrar  en  sus  acciones,  á  ejemplo  de  lo  que  estaba  establecido 
por  semejante  giro  en  otros  reinos,»  y  consiguiese  al  mismo 
tiempo  el  Real  Erario  la  ventaja  de  adquirir  competentes  cau- 
dales que  facilitasen  la  recompra  de  alhajas  enajenadas  de  la 
Corona.  Los  oficios  de  hipotecas  en  las  cabezas  de  partido  á 
cargo  de  los  escribanos  de  ayuntamiento,  fueron  creados  por  ^ 
pragmática  de  31  de  Enero  publicada  en  5  de  Febrero  de  1768 
con  la  instrucción  inserta  de  14  de  Agosto  de  1767;  y  por  re- 
solución de  27  de  Setiembre  de  1777  y  cédula  del  consejo  de  ÍO 
de  Marzo  de  1778,  al  exigir  la  toma  de  razón  de  todas  las  escri- 
turas é  hipotecas  de  donaciones  piadosas,  se  hizo  la  importante 
declaración  de  que  cuando  no  hubiese  escrituras  no  tuviese  lu- 
gar el  registro,  y  que  la  anterior  pragmática  trataba  de  escri- 
turas y  no  de  acciones.  En  amortización  civü^  se  prohibió,  por 
Real  decreto  de  28  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  14  de  Mayo 
de  1789,  el  fundar  mayorazgos  y  perpetuar  la  enajenación  de 
bienes  raíces  sin  Real  licencia  á  consulta  de  la  cámara  (ley  XII, 
título  XVn,  lib.  X  de  la  Novísima  Recopilación).  Los  testafnen- 
tos  müiiares  serían  válidos  en  cualquier  papel  que  los  escribie- 
sen, según  la  Real  cédula  de  24  de  Octubre  de  1778.  En  punto 
á  herencias^  mandas  y  legados,  la  pragmática  de  2  de  Febrero 
de  1766  dispuso,  que  los  bienes  y  herencias  de  los  que  murie- 
sen ah'intesiato  absolutamente,  se  entregasen  íntegros  sin  de- 
ducción alguna,  á  los  parientes  que  debiesen  heredarlos  según 
el  orden  de  suceder  que  disponían  las  leyes  del  reino.  En  25  de 
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Setiembre  de  1770  y  cédula  del  consejo  de  18  de  Agosto  de 
1771,  se  resolvió  la  obseryancia  del  auto  acordado  (ley  III,  tí- 
tulo X»  lib.  V  de  la  Nueva  Becopilación),  que  prohibe  hacer 
mandas  á  los  confesores,  sus  deudos,  religiones  y  conventos  en 
la  enfermedad  de  que  mueren;  y  en  15  de  Noviembre  de  1781, 
se  declaró  que  los  tribunales  eclesiásticos  no  conociesen  de  las 
nulidades  de  testamentos  hechos  en  contravención  de  aquella 
ley.  Y  por  Beal  cédula  de  22.de  Mayo  de  1783,  se  estableció  la 
mutua  sucesión  en  los  bienes  de  los  vasallos  de  esta  Corona  y 
la  de  Gerdefia.  Acerca  del  conocimiento  de  las  testamentarías  y 
ab-iníeriat08  de  los  individuos  del  fuero  de  guerra  y  factores  de  la 
provisión  del  ejército,  y  formación  de  cuentas  y  particiones  por 
abogados  que  las  partes  eligiesen,  se  dictaron  las  leyes  VI,  Vil 
y  IX,  título  XXI,  id.y  y  por  resolución  de  19  de  Diciembre  de 
1778  y  cédula  de  13  de  Noviembre  de  1779,  se  declaró,  que  el 
juez  de  ministros  que  fuese  del  consejo  de  Indias  conociese  de 
las  testamentarías  y  ab-iniestatos  de  todos  los  individuos  del 
mismo.  Respecto  de  biéiíes  mostrencos^  vacantes  y  ab-intestatoSy  se 
mandó,  por  Real  decreto  de  27  de  Noviembre,  inserto  en  cé- 
dula del  consejo  de  6  de  Diciembre  de  1785,  que  el  superinteu- 
deute  general  de  correos  y  caminos  tuviese  jurisdicción  priva- 
lava  para  conocer  de  aquellos  asuntos  con  inhibición  absoluta 
de  todos  los  tribunales;  y  en  26  de  Agosto  de  1786,  se  aprobó 
una  instrucción  para  proceder  en  la  averiguación  de  los  bie- 
nes mostrencos  ó  abintestato  ó  descubrimiento  de  tesoro  per* 
teneciente  á  S.  M.  Por  último,  sobre  papd  sellado  Garlos  III 
declaró,  por  Real  decreto  de  30  de  Octubre  de  1763,  que  el  co- 
nocimiento de  los  abusos  correspondía  á  los  intendentes  y  sub- 
delegados del  superintendente  general  de  la  Real  hacienda. 

El  procedimiento  civU  que  garantiza  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos y  acciones,  mereció  naturalmente  la  atención  del  monarca. 
En  la  instrucción  de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1778,  se 
mandó  la  observancia  de  las  leyes  prohibitivas  de  que  los  jue- 
ces y  oficiales  de  justicia  recibiesen  dádivas  y  regalos,  y  se  les 
encomendó  el  breve  despacho  de  las  causas  y  negocios  y  la 
amistosa  composición  de  las  partes,  excusando  procesos  eu 
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creto  de  15  de  Marzo  de  1780,  que  sólo  puede  justifiearae  por 
las  necesidades  de  la  guerra,  permitió  la  apropiacióo   de  todos 
los  dqpósitos  públicos  con  destino  á  mayorazgos,  vínculos,   pa.- 
tionatos  y  obras  pías,  imponiéndolos  sobre  la  renta  del  tabaco, 
pagando  anualm^ate  los  réditos  al  3  por  100.  En  la  propia  for- 
ma se  mandaron  constituir  todos  los  capitales  que  se  fiiesen  re- 
dimiendo por  particulares  censualistas,  según  Real  decreto  de  28 
de  Febrero  y  cédulas  del  consejo  y  cámara  de  8  y  9  de  Marzo 
de  1781.  Otro  Seal  decreto  de  1 .«  de  Noviembre  de  1769,  estar 
Uedó  en  Madrid  un  fondo  fijo  anual  hasta  cuatro  millones  de 
reales  para  que  empleasen  en  renta  yitalicia  los  que  qnisiesen 
entrar  en  sus  acciones,  á  ejemjdo  de  lo  que  estaba  establecido 
por  semejante  giro  en  otros  reinos^  y  consiguiese   al    mismo 
tiempo  el  Real  Erario  la  Tmtaja  de  adquirir  competentes  cau- 
dales que  Adlitaseo  la  recompra  de  alhajas  enajenadas  de  Ib 
CoitMuu  Los  oficios  de  hipotecas  en  las  cabezas  de  partido  á 
caigo  de  los  escribanos  de  ayuntamiento,  fueron  creados  por 
pragmática  de  31  de  Enero  publicada  en  5  de  Febrero  de  1768 
con  la  in8lracci<Mi  inserta  de  14  de  Agosto  de  1767;  y  por  re- 
schidón  de  27  de  Setiembre  de  1777  y  cédula  del  coiise;o  de  10 
de  Mano  de  1778,  al  exigir  la  toma  de  razón  de  todas  las  escri- 
turas é  hipotecas  de  donaciones  piadosas,  se  hizo  la  importante 
declaración  de  que  cuando  no  hubiese  escrituras  no  tuviese  lu- 
gar el  registro,  y  que  la  anterior  pragmática  trataba  de  escrí- 
torss  T  no  de  acciones.  En  aniorfisaeióm  civil^  se  prohiba  por 
Real  d€cn^o  de  2S  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  14  de  Mayo 
de  17S9,  el  fiíndar  mayoraigoe  y  perpetuar  la  enajenación  de 
bienes  raíces  sin  Real  hcencia  á  consulta  de  la  cámara  (ley  XII, 
ütaio  XATI,  hb.  X  de  la  Novísima  Recopilación).  Los  iestamn^ 
Mí  mk  iía^^  serian  válidos  en  cualquier  papel  que  los  eeaíbie- 
sen,  según  la  Real  c^nla  de  24  de  Octubre  de  1778.  En  punto 
á  AnrMrw.  «MttAtf  w  legmdos^  la  pragmática  de  2  de  Febrero 
tle  ITo*^  liispu»,  que  los  bi«i€8  y  hwencias  de  los  que  murie- 
s^?n  if'^íJf-t^.r.M  absolutamente^  se  entregasen  futiros  sin  de- 
diKvi^Hi  algi:na.  á  los  parientes  que  debiesen  heredarlos  aegún 
el  ocxfca  de  suorder  que  disponían  las  leyes  del  reino.  En  25  de 
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Setiembre  de  1770  y  cédala  del  consejo  de  18  de  Agosto  de 
1771,  se  resolvió  la  observancia  del  auto  acordado  (ley  III,  tí- 
tulo X,  lib.  V  de  la  Nueva  Recopilación),  que  prohibe  hacer 
mandas  á  los  confesores,  sus  deudos,  religiones  y  conventos  en 
la  enfermedad  de  que  mueren;  y  en  15  de  Noviembre  de  1781, 
se  declaró  que  los  tribunales  eclesiásticos  no  conociesen  de  las 
nulidades  de  testamentos  hechos  en  contravención  de  aquella 
ley.  Y  por  Beal  cédula  de  22.de  Mayo  de  1783,  se  estableció  la 
mutua  sucesión  en  los  bienes  de  los  vasallos  de  esta  Corona  y 
la  de  Cerdefia.  Acerca  del  conocimiento  de  las  testamentarías  y 
áb-mlestaios  de  los  individuos  del  fuero  de  guerra  y  factores  de  la 
provisión  del  ejército,  y  formación  de  cuentas  y  particiones  por 
abogados  que  las  partes  eligiesen,  se  dictaron  las  leyes  VI,  Vil 
y  IX,  título  XXI,  id.,  y  por  resolución  de  19  de  Diciembre  do 
1778  y  cédula  de  13  de  Noviembre  de  1779,  se  declaró,  que  el 
juez  de  ministros  que  fuese  del  consejo  de  Indias  conociese  de 
las  testamentarías  y  ab-inieslalos  de  todos  los  individuos  del 
núsmo.  Hespecto  de  bienes  mostrencos^  vacantes  y  ab-intestatos,  se 
mandó,  por  Keal  decreto  de  27  de  Noviembre,  inserto  en  cé- 
dula del  consejo  de  6  de  Diciembre  de  1785,  que  el  suporinteu* 
dente  general  de  correos  y  caminos  tuviese  jurisdicción  priva- 
tiva para  conocer  de  aquellos  asuntos  con  inhibición  absoluta 
de  todos  los  tribunales;  y  en  26  de  Agosto  de  1786,  se  aprobó 
una  instrucción  para  proceder  en  la  averiguación  de  los  bie- 
nes mo^rencos  ó  abinlesiaio  ó  descubrimiento  de  tesoro  per- 
teneciente á  S.  M.  Por  último,  sobre  papel  sellado  Garlos  III 
declaró,  por  Beal  decreto  de  30  de  Octubre  de  1763,  que  el  co- 
nocimiento de  los  abusos  correspondía  á  los  intendentes  y  sub- 
delegados del  superintendente  general  de  la  Real  hacienda. 

£1  procedimiento  civU  que  garantiza  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos y  acciones,  mereció  naturalmente  la  atención  del  monarca. 
En  la  instrucción  de  corregidores  de  15  de  Mayo  de  1778,  se 
mandó  la  observancia  de  las  leyes  prohibitivas  de  que  los  jue- 
ces y  oficialee  de  justicia  recibiesen  dádivas  y  regalos,  y  se  les 
mcomendó  el  breve  despacho  de  las  causas  y  negocios  y  la 
mistoBa  composición  de  las  partes,  excusando  procesos  eu 
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>que  pueda  aumentar  la  masa  de  la  riqueza  nacional,  son  más 
^de  seis  millones,  de  los  nueve  y  medio  en  que  se  regula  nues- 
»tra  población,  careciendo  los  tres  y  medio  restantes  de  infini- 
>tas  proporciones  y  estímulos  para  el  trabajo;  oficinas  y  em- 
»pleados  hay  tres  veces  más  de  los  que  se  necesitarían  si  las 
»cosas  llevasen  otro  sesgo.  El  Erario  está  empeñadísimo,  y  si 
»no  le  aligeran  las  cargas,  cada  día  lo  estará  más;  la  suprema 
» autoridad  está  repartida  en  una  multitud  de  consejos^  juntas 
>y  tribunales^  que  todos  obran  sin  noticia  unos  de  otros;  y  así 
»lo  que  uno  manda  otro  lo  desmanda,  y  todo  á  nombre  del 
>Rey;  por  lo  cual,  decía  un  amigo  mío  que  la  potestad  regia 
»estaba  descuartizada  como  loa  ajusticiados.»  A  estas  conside- 
raciones seguían,  en  la  carta  IV,  otras  referentes  á  la  adminis- 
tración de  justicia^  considerada  como  el  primer  paso  de  la  feli- 
cidad, pero  dependiendo  del  establecimiento  y  cómoda  situa- 
ción de  los  tribunales.  Campomanes  tronaba  contra  la  inmensa 
jurisdicción  de  las  dos  chancillerías^  contra  los  gastos  y  dilacio- 
nes que  se  causaban,  la  arbitrariedad  de  los  jueces  inferiores, 
las  intrig€U9  de  los  subalternos  de  los  tribunales,  y  las  dificulta- 
des que  ofrecía  la  administración  de  justicia.  Y  á  continuación 
aconsejaba  la  observancia  de  las  leyes  y  la  necesidad  de  con- 
tener la  arbitrariedad  de  los  magistrados,  y  decía:  cEn  el  esta- 
ndo presente  de  las  cosas,  es  más  necesario  purgar  las  leyes  an- 
»tiguas  que  dictar  las  nuevas.» 

El  conde  de  Floridablanca  consignó  en  la  instrucción  reser- 
vada que  debía  observar  la  junta  de  Estado  (1467),  que  la  divi- 
sión y  aumento  de  tribunales  superiores  en  las  provincias  era 
un  punto  importante  y  necesario  para  la  buena  administración 
de  justicia  y  para  la  felicidad  temporal  de  los  españoles;  y  que 
en  los  tribunales  superiores  debían  formarse  ó  enmendarse  sus 
ordenanzas  para  la  buena  administración  de  justicia,  y  asegu- 
rarse en  lo  posible  de  la  conducta  fiel  y  desinteresada  de  sus 
dependientes  y  subalternos,  haciéndoles  visitar  de  tiempo  en 
tiempo  para  restituir  el  vigor  y  la  elasticidad  á  estos  muelles 
preciosos  de  la  máquina  del  Estado,  que  por  desgracia  suelen 
rebajarse  ó  aflojarse  fácilmente  (puntos  XL  y  XLI  de  dicha  ins- 
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I  tracción.)  Verdaderamente,  cuando  el  conde  de  Floridablanca 

!  se  puso  al  frente  de  la  administración  pública  casi  todo  eetaba 

por  hacer,  y  después  de  estimular  el  progreso  de  la  instrucción 
pública,  se  dedicó  con  solícito  afán  á  reformar  la  legislación 
con  el  propósito  de  su  unidad.  Para  ello  contó  con  la  coopera- 
ción del  ilustre  Campomaues,  gloria  de  la  magistratura  espafio- 
la»  y  la  Novísima  Recopilación  atestigua  la  universalidad  del  mo- 
vimiento legislativo  en  esta  época.  Cierto  es  que  Floridablanca 
se  limitó  á  reformar  la  legislación  civil  en  vez  de  la  política, 
pero  fué  porque,  según  ya  dijo  D.  Alberto  Lista  en  el  Elogio 
histórico  de  aquel  hombre  público  (1468),  conocía  la  necesidad 
de  hacer  sabia  á  la  nación  antes  de  hacerla  libre,  y  que  la  li- 
bertad, bien  como  los  manjares  delicados,  no  debe  darse  sino 
á  los  estómagos  robustos.  Se  limitó,  por  lo  tanto,  á  vigorizar 
la  autoridad  Beal,  y  el  mismo  Ferrer  del  Río  ha  reconocido  en 
su  Historia  (1469),  que  el  auge  del  poder  civil  ó  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  es  uno  de  los  rasgos  que  más  caracterizan  á 
Carlos  m. 

A.— Coleeeiones  legales. 

1a  opinión  del  conde  de  Campomanes  debe  considerarse 
como  la  expresión  de  las  aspiraciones  de  los  legistas  de  la  épo- 
ca. En  la  carta  IV,  escrita  al  conde  de  Lerena  en  13  de  Julio 
de  1789  (1470),  le  decía  lo  siguiente:  c  Nuestro  código  criminal 
»tal  vez  es  el  menos  defectuoso  de  los  antiguos  de  la  Europa, 
ipero  no  deja  de  resentirse  por  todas  partee  del  espíiítu  de  des- 

>potismo  y  tiranía  de  los  siglos  bárbaros El  primer  cuidado 

>de  un  legislador  debe  ser  el  especificar  hasta  las  más  pequefias 
«funciones  déla  magistratura, deeconfiándose  siempre  del  poder 

»queen  ella  deposita En  el  estado  presente  de  las  cosas  ee  más 

inecesario  purgar  las  leyes  antiguas  que  dictarlas  nuevas.  El 
>mayor  apoyo  de  las  leyes  está  en  el  concepto  que  llega  á  for- 
imarse  de  la  parcialidad  y  rectitud  del  legislador,  en  especial 
»en  las  monarquías,  en  donde  el  pueblo  no  tiene  parte  en  la  au- 
steridad legislativa,  es  necesario  informarle  hasta  de  las  me- 
»nores  circunstancias  que  motivan  la  ley,  de  los  males  que 
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>tira  á  evitar  y  de  los  bienes  qae  procara  traer;  de  lo  contrario, 
>la  descoufianza  y  la  transgresión  vendrán  al  canto  del  man- 
>daniieDto.>  Si  asi  opinaba  el  que  dirigía  el  movimi«ito  l^s- 
lativo  de  la  legislación  espaQota,  no  es  extraQo  que  en  el  reina- 
do de  Carlos  UI  sólo  se  publicasen  en  1772,  1775  y  1777  las 
tres  últimas  ediciones  de  la  Novísima  Gecopilación.  Hablase 
ofrecido  en  ellas  dar  en  tomo  separado  y  por  vía  de  snplenim- 
to  las  cédulas,  Ueales  decretos  y  autos  acordados  posteriores 
á  1745,  y  el  consejo  de  Castilla,  por  comisión  del  monarca,  con- 
fió esta  tarea  á  D.  Manuel  de  Lardizabal,  quien  formó  tres  grue- 
sos volúmenes  con  quinientos  cuarenta  y  seis  autos,  guardando 
el  mismo  orden  de  títulos  y  libros  de  la  Recopilación;  pero  este 
trabajo  no  alcanzó  la  aprobación  de  los  Sscalee  del  consejo.  Al 
publicarse  en  1805  la  Novísima  Recopilación,  se  dijo,  respecto 
de  aquellas  tres  ediciones,  qae  en  ellas  fué  creciendo  la  falta  de 
división  formal  de  sus  libros  con  ta  confusa  mezcla,  en  utaos,  de 
títulos  y  leyes  pertenecientes  á  otros.  No  bnbo,  pues,  en  el  ru- 
ñado de  Carlos  III  ninguna  nueva  colección  l^al,  pero  fiíé  in- 
dudablemente en  el  qne  se  legisló  más,  como  hemos  tenido  oca- 
sión de  comprobar  anteriormente.  Desde  la  época  del  fiscal  Don 
Melchor  Rafael  de  Macanaz  datábanlos  esfuerzos  para  reformar 
la  le^lación  española,  objeto  de  las  observaciones  del  mar- 
qués de  1^  Ensenada  en  1752. 

B.— Los  IraladiaUs. 

Carlos  m  encontfó,  como  sus  antecesores,  que  el  deret^ 
romano  se  anteponía  al  estadio  del  derecho  patrio;  que  se  ig- 
noraba el  derecho  público,  que  es  verdaderamente  la  base  de 
todas  las  leyes,  y  que  el  derecho  canónico  no  se  fundaba  en  la 
disciplina  eclesiástica  antigua  ni  en  los  copciUos  generales,  con 
notorio  perjuicio  del  Estado  y  la  Real  hacienda.  Para  removw 
estos  obstáculos  comenzó  por  introducir  la  enseQanza  del  dere- 
cho patrio;  hizo  obligatoria  la  asignatura  del  derecho  natural  y 
de  gentes;  adjudicó  un  premio  anual  de  trescientos  ducados  vi- 
taUcioB  al  mejor  alumno,  y  erigió  academias  donde  se  debatían 
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todas  las  eneetionee  de  derecho.  Los  hombree  eetadioeoe  tampoco 
escasearon  sus  esfuerzos  para  contribuir  al  perfeccionamiento  de 
nuestra  legislación.  D.  Juan  Francisco  de  Castro  daba  á  cono- 
cer sus  Diseuríos  crüicos  sobre  las  leyes  y  sus  ifiiérprétes  (1471). 
D.  Alonso  Maria  de  Acebedo  la  Idea  de  un  nuevo  cuerpo  le- 
gal (1472),  guardando  el  mismo  orden  que  las  Partidas.  Los  doc- 
tores Asso  y  de  Manuel  escribían  su  Historia  de  la  legislación  ci- 
vil de  España  y  sus  Instituciones  dd  derecho  dvü  de  Castilla  (1473). 
D.  Joaquín  Marín  de  Mendoza  daba  á  luz  la  Historia  natural  y 
de  gentes  (1474)  y  reimprimía  el  Heineccio.  D.  Bernardo  Joaquín 
Danvila,  que  había  escrito  sus  Lecciones  dd  derecho  dvü  y  córner^ 
do  para  los  alumnos  dd  Beaí  colegio  de  nobles  de  Madrid^  corregía 
de  Real  orden  el  Amoldo  Vimo  (1475).  El  pavorde  D.  Juan  Sala 
publicaba  la  Ilustración  dd  derecho  Seal  de  España  (1476).  Don 
Francisco  Javier  Soler  agregaba  sus  Observaciones  sobre  las  edi- 
ciones de  los  comentarios  de  Amoldo  Vinío  (1477).  Y  D.  Jaime 
Rubio  traducía  al  castellano  la  Cienda  de  la  legisladón  de  lílan- 
gieri  (1478).  Todos  estos  escritores  de  d^^cho  civil,  patrio  y  de 
gentes,  fueron  citados  por  D.  Antonio  Ferrer  del  Río  en  el  to- 
mo IV  de  la  Historia  dd  rdnado  de  Carlos  III  en  España  (1479), 
pero  á  este  honroso  catálogo  puede  añadirse  algún  otro  nombre. 
D.  José  Bemi  Cátala  publicó  en  Valencia  en  1759,  sus  Apun- 
tamientos scbre  las  leyes  de  Partida  al  tenor  de  las  leyes  reeopUadas, 
Autos  aeordadoSy  autores  españoles  y  práctica  moderna  (1480).  Don 
Juan  de  Hevia  Bolafios  dio  á  luz  en  Madrid  en  1761  su  Curia 
Vhüipica  (1481).  En  1769,  D.  Manuel  Silvestre  Martínez  escribió 
también  y  publicó  la  lÁbrería  de  Jueces  (1482).  D.  Lorenzo  de 
Santayana  en  Madrid,  en  1769,  imprimió  el  Ocbiemopdítieo  de 
lo8pi$Mos  de  Españay  dd  corregidor^  alcalde  yjuess  de  dios  (1483). 
D.  Francisco  A.  Elizondo,  en  1770,  publicó  en  Madrid  la  Prác- 
im  mversai  forense  de  los  tribunales  superiores  de  España  y  de 
2a«  Indias  (1484).  El  duque  de  Arcos  elevó  al  Rey  la  lUpresen- 
iwián  contra  d  pretendido  voto  de  Santiago,  escrita  en  1771  por 
D.  Antonio  Robles  Vives  (1485).  D.  José  de  Olmeda,  en  el  mis- 
mo afio,  publicaba  Los  Elementos  de  derecho  público  de  la  pas  y  de 
b  gwnra  (1486).  D.  José  (Jobarrubias  daba  á  conocer  en  Valen- 
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cia,  en  1775,  su  obra  Practicarum  qtuestionufn  cum  locupleüsimo 
Índice  elabóralo  á  D.  Josepho  Bemi  (1487).  D.  Lorenzo  Mateu  y 
Sanz  publicó  en  Madrid,  en  1776,  su  Traciaius  de  re  crimina^ 
li  (1488).  Capmany  (D.  Antonio)  imprimía  poco  después  su  Có- 
digo de  las  costumbres  maritimas  de  Barcelona  (1489).  D.  Andrés 
Cornejo  escribía,  en  1779,  su  Diccionario  histórico  y  forense  dd  de- 
recho Beal  de  España  (1490).  D.  Eugenio  Narbona  en  el  mismo 
afío  imprimía  en  Madrid  su  Doctrina  político-cwü  escrita  en  afo- 
rismos (1491).  D.  G.  Suárez  de  Paz  publicaba  también  su  obra 
Praxis  eclesiástica  eiscecidaris  (1492).  D.  Lorenzo  Guardiola  im- 
primió en  1785  El  Corregidor  perfecto  y  juez  dotado  de  las  cualida^ 
des  necesarias  para  el  buen  gobierno  de  los  pueblos  (1493).  D.  Ramón 
Cortinez  Andrade  daba  á  luz  en  Madrid  en  1786,  su  Década  legcd 
(1494).  D.  Antonio  Sánchez  en  el  año  siguiente,  imprimía  en 
Madrid  la  Idea  demonial  de  los  tribunales  de  la  corte  (1495).  D.  José 
de  Villarroya  daba  á  conocer  en  Valencia  en  1787,  su  Tratado  de 
todos  los  derechos,  bienes  y  pertenencias  del  patrimonio  y  maesiraego 
de  la  orden  de  Santiago  y  Montosa  de  Alfa/ma  (1496).  Y  D.  Maria- 
no Madramani  daba  á  luz  en  la  misma  ciudad  en  1788,  su  Tror 
todo  da  la  nobleza  de  la  Corona  de  Aragón  especialmente  dd  reinode 
Valencia  comparada  con  la  de  Castilla  (1497).  Unidos  estos  nom- 
bres á  los  que  antes  había  señalado  Ferrer  del  Río  (1498),  no 
se  podrá  desconocer,  que  el  reinado  de  Carlos  III  justifica  su 
movimiento  y  progreso  legislativo,  no  sólo  por  el  carácter  que 
atribuyó  á  su  gobierno  y  á  su  administración,  sino  porque  el 
progreso  de  la  ciencia  jurídica,  elocuentemente  manifestada  por 
los  hombres  estudiosos,  contribuía  con  sus  constantes  observa- 
ciones á  preparar  la  opinión  y  á  facilitar  el  arraigo  de  las  re- 
formas que  se  proyectaban. 

CAPÍTULO  VIL 

TRIBUNALES  DE  JUSTICIA. 


El  conde  de  Campomanes  hacía  de  los  tribunales  de  justicia 
un  boceto  que  tenía  poco  de  lisonjero;  pero  aparte  de  la  se- 
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paración  que  se  realizó  de  los  cargos  de  los  intendentes  y  <m>- 
Iregidores,  no  se  alteró  el  mecanismo  de  los  tribmiales  de  jus- 
ticia. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

JURISDICCIÓN  RBAL. 

Fué  Carlos  III  tan  celoso  de  la  integridad  de  su  poder,  que 
en  1.0  de  Abril  de  1767  declaró,  que  ninguna  ley  ó  providencia, 
nueva  general  se  crease  ni  ejecutase  no  estando  intimada  ó  pu- 
blicada por  alguno  de  los  medios  de  pragmática,  cédula,  provi- 
sión, orden,  edicto,  pregón  ó  bandos  de  las  justicias  ó  magistra- 
dos públicos.  En  4  de  Junio  del  mismo  afío  mandó,  que  ningún 
tribunal,  ni  el  de  Castilla,  pudiese  resumir  absolutamente  la 
jurisdicción  en  los  pueblos  del  territorio  de  las  Ordenes  sin  que 
precediese  especial  Real  orden.  Y  por  resolución  ó  consulta  del 
consejo  de  2  de  Setiembre  de  1773,  ordenó  que  la  justicia  ordi- 
naria pudiera  conocer  en  causas  de  alimentos  por  razón  de  ma- 
yorazgos entre  militares  (leyes  X  y  XII,  tít.  I,  lib.  IV  de  la  Noví- 
sima Recopilación).  La  jurisdicción  ordinaria  es  la  representa- 
ción del  poder  Real,  y  con  sólo  recordar  la  multitud  de  resolu- 
ciones que  se  adoptaron,  respecto  del  clero,  para  contener  las  ex- 
tralimitaciones  de  la  jurisdicción  eclesiástica,  queda  comproba- 
do que  el  monarca  español  estimó  como  distintivo  de  su  poder 
civil  el  sostener  la  integridad  de  la  jurisdicción  Real. 

SECCIÓN  n. 

TRIBTJKALfiS  Y  MHOSTBOS. 

• 

Por  resolución  á  consulta  del  consejo  pleno  de  19  de  Diciem- 
bre de  1766,  y  Real  cédula  de  11  de  Enero  de  1770  (ley  V,  tí- 
tulo n,  Ub.  IV  de  la  Novísima  Recopilación),  se  ordenó  que  los 
tribunales  y  justicias  del  reino,  bien  fuesen  ordinarias  ó  delega- 
das, procediesen  con  arreglo  á  las  leyes  en  la  administración  de 
justicial  no  permitiendo  dilaciones,  ni  suspendiendo  el  curso  de 
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los  negocios,  aunque  por  los  tribunales  superiores  les  pidiesen 
algún  informe,  á  no  ser  que  en  algún  caso  particular  el  Rey 
mandase  expresamente  la  suspensión.  Por  Beal  decreto  de  12 
de  Enero  de  1763  (ley  XV,  id.),  se  aumentó  el  sueldo  de  los  mi- 
nistros de  los  tribunales  superiores,  y  estableció  un  monte  pío 
para  sus  viudas  y  huérfanos.  Otro  Beal  decreto  de  20  de  Octu- 
bre de  1760,  resolvió  que  al  que  sirviese  un  empleo  interina- 
mente se  le  abonase  la  mitad  del  sueldo  (ley  XVIII,  id.);  y  otro 
de  17  de  Febrero  de  1787  (ley  XIX,  id.),  amplió  esta  misma 
concesión  á  los  oficiales  de  la  armada  naval  que  usaren  de  li- 
cencia, pero  les  negó  el  abono  de  sueldo  á  los  que  cumplida  la 
licencia  obtuvieren  prórroga,  lo  cual  se  hiciera  extensivo  al  ejér- 
cito de  tierra,  y  generalmente  en  todas  las  clases  del  Estado 
que  gozase  sueldo  así  en  España  como  en  Indias. 

SECCIÓN  m. 

CONSEJO  DB  CASTILLA. 

Una  resolución  á  consulta  del  presidente  del  consejo  de  19 
de  Noviembre  de  1769  (ley  XXI,  tít.  III,  id.),  facultaba  á  éste 
para  destinar  á  los  nuevos  ministros,  ó  á  la  sala  donde  se  pro- 
dujo la  vacante,  6  á  la  de  gobierno,  si  lo  juzgaba  más  conve- 
niente. El  orden  de  preferencia  entre  los  ministros  de  los  conse* 
jos  de  Castilla^  Guerra  é  Indias  en  los  casos  de  concurrencia, 
había  sido  causa  de  grandes  ^dilaciones,  á  pesar  de  haberse  de- 
clarado por  Real  decreto  de  29  de  Julio  de  1773,  que  los  con- 
sejeros de  Indias  tenían  igual  consideración  que  gozaban  los 
del  consejo  y  cámara  de  Castilla.  El  Real  decreto  de  11  de  Abril 
de  1783,  resolvió  que  los  individuos  de  dichos  tres  consejos  fue- 
sen reputados  como  individuos  del  mismo,  precediéndose  por 
orden  de  su  antigüedad;  y  aún  fué  necesario  que  por  Real  or- 
den de  9  de  Diciembre  de  1784,  se  concediese  á  los  consejeros 
del  de  Guerra  la  consideración  de  consejeros  de  Castilla,  para 
remover  el  obstáculo  que  había  existido  durante  tres  afios  para 
celebrar  la  vista  de  cierto  pleito  (ley  XVIII  y  notas,  tít.  id.) 
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Uoa  leaoludón  de  26  de  Mayo,  comunicada  al  consejo  en  or- 
den de  19  de  Diciembre  de  1784  (ley  XTX,  id.),  dispuso  que  el 
consejo  de  Guerra  se  arreglase  al  Real  decreto  de  11  de  Abril 
de  1783  citado;  y  otra  de  7  de  Julio  de  1784,  declaró  que  los 
presidentes  6  gobernadores  de  los  consejos  podían  subir  con  ca- 
pa la  escalera  del  JReal  palacio,  pero  los  ministros  debían  de- 
jarla en  la  pieza  del  cuerpo  de  Reales  guardias  de  corps,  y  los 
alcaldes  de  casa  y  corte  en  el  sitio  donde  se  colocaba  la  guardia 
de  alabarderos  (ley  XVI,  id.) 

SECCÍÓN  IV. 

OiMABA   DE   CASULLA. 

Por  real  decreto  de  23  de  Marzo  de  1763  (ley  Vil,  tíi  IV, 
Ídem),  con  el  objeto  de  evitar  competencias  entre  la  cámara  y 
el  consejo  de  Hacienda,  se  declaró  que  á  la  cámara  correspon- 
día el  conocimiento  de  las  exenciones  ó  privilegios  de  villazgo, 
siempre  que  la  jurisdicción  se  conservase  en  la  misma  natura- 
leza de  realengo  ó  de  señorío  que  tenía;  los  acotamientos  de 
tiaras  de  particulares,  cuando  no  se  concedía  jurisdicción  con 
ellos;  y  las  dispensas  de  ley,  llamadas  gracias  al  saeary  que  no 
procediesen  del  Real  patrimonio,  ni  se  enajenase  parte  de  él; 
pero  sometiéndose  en  todo  á  la  Real  aprobación.  Y  otro  decre- 
to de  8  de  Seti^nbre  de  1786,  mandó  que  los  fiscales  del  con- 
sejo lo  fuesen  también  de  la  cámara.  (Nota  á  la  ley  IV,  id.) 

SECCIÓN  V. 


RBFOBMAS  SN  EL  CONBXJO. 

Versaron  las  reformas  introducidas  por  Carlos  III,  en  el  con- 
sejo de  Castilla,  acerca  de  sus  atribuciones  y  organización  inte- 
rior. Un  Real  decreto  de  9  de  Julio  de  1784,  ordenó  que  el  con- 
sejo no  diese  curso  á  demandas  de  retención,  en  que  no  se  alega- 
sen tales  causas  que  hiciesen  retemblé  la  gracia,  y  que  cuando 


aunas  faerea  sobre  coaUdades  penonaleB  de  vida  y  costom- 
I,  pwída,  legitimidad  ú  otmi  semejantes,  se  abstaviese  de  ad- 
r  demandas,  dejando  sn  conocimieoto  al  juicio  instmctiTO 
ti  cámara,  debiendo  resaltar  por  artículo  previo,  si  había 
ívofl  probables  de  creer  que  debía  ejecatarse  la  gracia.  Otro 
1  deoeto  de  26  de  Octul»e  de  1787,  declaró  qae  d  consto 
ala  de  jastida  no  admitiera  demanda  alguna  de  retención 
padae  en  asnntoa  del  Beal  patronato,  Ó  del  concordato 
!0  de  Febrwo  de  1753,  por  tener  encabado  á  la  cámara  el 
KÍmieoto  jadicial  y  privativo  de  estos  negodos  (leyes  XII 
Ll£,  lit.  V,  id.)  Una  Beal  cédula  de  7  de  Noviembre  de  1771 

V,  tít.  VI,  id.),  probibió  al*  consejo  admitir  recursos  refe- 
es  á  la  ejecución  de  las  Bealee  provisionee,  cédulas  y  autos 
xiados,  oorreepondient«e  á  las  cbancillerfas  y  audiencias,  y 
ugando  que  éstas  cuidasen  particularmente  del  pronto  des- 
do, y  de  la  puntual  y  literal  observancia  de  lo  mandado,  sin 
litir  interpretaciones. 

ara  uniformar  la  materia  referente  á  apelaciones,  se  dictó  el 
)  acordado  de  9  de  Octubre  de  1783,  fijando  varias  reglas 
imioadas  Á  evitar  las  dilaciones  (ley  XIX,  tít.  Vil,  id.) 
)  auto  de  5  de  Diciembre  de  1766  (ley  XIII,  tít.  IX,  id.), 
>UBO  que  en  las  consultas  ordinarias  representase  el  consfijo 

M.  cuanto  estimase  digno  de  su  Beal  atonción;  y  es  de  ad- 
ir, que  en  la  primera  consulta  de  viernes  que  hizo  el  conse- 

Carlos  III,  luego  que  concluyó  la  relación  el  ministro  con- 
anto,  intento  poner  en  sus  Beales  manos  la  consulta  des- 
a  de  baberla  resuelto  S.  M.;  y  no  la  admitió,  dando  áenten- 
verbalmente,  la  reservase  para  escribir  de  su  pufio  la  Beal 
lución,  cesando  desde  entonces  la  práctica  de  dejarla  en 
er  del  Bey.  Un  auto  de  1."  de  Octubre  de  1784  y  un  Real 
■eto  de  23  de  Abril  de  1785,  determinaron  la  forma  de  ez- 
ir  y  la  autoridad  á  quien  debían  dirigirse  los  despachos  del 
lejo  (leyes  XI  y  XII,  tít.  XII,  id.)  Los  ministros  de  la  sala 
lera,  por  circular  de  26  de  Febrero  de  1767,  en  calidad  de 
uintendentee,  debían  corresponderse  con  los  corregidores  de 
distritos,  sobre  los  diversos  puntos  de  administración  que 
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competíaa  á  éstos;  y  por  auto  de  16  de  Junio  de  1767,  se  facul- 
tó á  los  ministros  superintendentes  de  los  partidos  para  instruir 
por  medio  de  sus  órdenes  los  expedientes  y  después  dar  cuenta 
al  consejo  (leyes  IV  y  V,  tít.  XV,  id.)  Todos  los  negocios  del 
consejo  se  distribuyeron  entre  sus  tres  fiscales,  que  podían  tener 
dos  agentes  cada  uno,  según  resolución  de  19  de  Junio  de  1769 
(ley  Vn,  tít.  XVI,  id.)  En  6  de  Setiembre  de  1766,  se  aumentó 
el  número  y  sueldo  de  oficiales  de  la  escribanía  de  gobierno  del 
consejo  (ley  III,  tít.  XVIII,  id.)  Los  cien  receptores  del  consejo 
fueron  reducidos  á  cincuenta  por  Real  resolución  de  8  de  Julio 
de  1769  y  cédula  del  consejo  de  5  de  Abril  de  1770,  fijando  las 
condiciones  que  debían  tener;  y  la  cuestión  de  sus  dietas  se 
arregló  por  resolución  de  10  de  Mayo  de  1771  (leyes  I  y  II,  tí- 
tulo XXII,  id.) 

SECCIÓN  VI. 

SALAS  DB  ALCAIDSS  DE  COBTE. 

Desde  los  tiempos  de  Felipe  II  existían  en*  la  corte  seis  alcal- 
des, de  los  cuales,  cuatro  conocían  de  todos  los  negocios  y  cau- 
sas criminales,  sin  entrometerse  en  lo  civil,  ajustándose  á  lo 
dispuesto  en  las  leyes  de  estos  reinos.  Felipe  V  en  1715,  esta- 
bleció la  nueva  planta  de  la  sala  de  corte  y  sus  ministros.  Y 
Carlos  in,  por  resolución  de  19  de  Setiembre  y  cédula  del  con- 
sejo de  6  de  Octubre  de  1768,  dividió  en  dos  salas  la  de  corte, 
y  estableció  el  modo  de  proceder  en  ellas  á  la  vista  y  determi- 
nación de  las  causas  criminales  (ley  IV,  tít.  XXVII,  id.)  Su 
procedimiento  fué  mejorado  por  otra  resolución  de  14  de  Febre- 
ro y  cédula  del  consejo  de  19  de  Abril  de  1785  (ley  V,  id.,  id.)  Y 
en  28  de  Noviembre  de  1771  (ley  XV,  id.),  se  aumentó  el  per- 
sonal de  relatores  y  -se  estableció  la  obligación  de  los  abogados 
á  despachar  por  tumo  las  causas  de  presos  pobres. 
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SECCIÓN  vn. 

ALCALDES,  JUECES  DE  PBOVINCIA  DB  LA  CORTE. 

Ninguna  disposición  dio  Carlos  IQ  respecto  de  estos  funcio- 
narios; mas  por  Real  resolución  á  consulta  del  consejo  de  30  de 
Julio  de  1771  (ley  IV,  título  XIX,  id.),  declaró  cómo  debía  en- 
tenderse el  privilegio  de  comisiones  concedido  á  los  diez  escri- 
banos de  provincia  de  la  corte. 

SECCIÓN  vni. 

OTROS  CONSEJOS  ESPECIALES. 

A.— Consejo  de  Hacienda. 


El  conde  de  Campomanes,  en  la  primera  de  las  cartas  poli- 
tico-económicas  que  dirigió  al  conde  de  Lerena  (1499)  ocupán- 
dose del  estado  de  la  Hacienda  española  en  los  reinados  de  Feli- 
pe V  y  Fernando  VI,  reconocía  que  el  modo  de  exigir  las  con- 
tribuciones de  los  pueblos  y  el  de  aprovecharla  en  beneficio  del 
Estado,  eran  las  dos  más  finas  operaciones  de  la  política  y  de 
que  dependía  la  felicidad  ó  infelicidad  de  una  nación.  Hasta  aho- 
ra, añadía,  por  nuestra  desgracia,  la  ciencia  de  la  Real  hacienda 
ha  sido  tenida  entre  nosotros  por  la  intehgencia  de  los  juros, 
glosados  y  no  glosados,  ventas  de  vasallos  y  alcabalas,  nego- 
ciados de  asentistas,  tomas  de  razón  de  contadurías  y  otras  co- 
sas puramente  mecánicas  y  materiales;  resultando  de  aquí  los 
disparatadísimos  arbitrios  de  que  se  ha  echado  mano  en  los 
apuros  de  la  Corona,  y  han  destruido  lo  más  florido  de  nues- 
tras provincias.  De  acuerdo  con  el  autor  que  á  principios  del 
siglo  había  escrito  los  Apuntamientos  sobre  las  rentas  Beales,  sus 
daños  y  lo  que  se  puede  practicar  para  su  remedio^  consideraba 
perjudicial  su  mecanismo,  que  entendía  sería  más  fácil  el  es- 
tablecerle de  nuevo  que  el  ponerle  en  términos  razonables. 
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Individaalizaba  después  las  reformas  llevadas  á  cabo  desde  el 
tiempo  de  Felipe  11,  y  aseguraba,  que  en  el  reinado  de  Felipe  V 
no  se  pensó  más  que  en  sacar  dinero,  fuese  como  fuese,  para 
las  urgencias  de  la  guerra.  Los  asentistas  y  hombres  de  pego  • 
ció,  añade,  sacrificaron  al  Rey  y  al  reino.  En  el  reinado  de  Fer- 
nando VI  florecieron  los  proyectistas,  y  no  hubo  pensamiento 
delicado  ni  disparate  grosero  que  no  se  propusiese  durante  el 
ministerio  del  marqués  de  la  Ensenada.  El  conde  de  Valpa* 
raíso,  rectificando  cuanto  han  dicho  los  historiadores  de  la 
abundancia  en  tiempo  de  Fernando  VI,  decía  al  Rey,  en  el  afío 
de  1754,  que  dudaba  mucho  poder  cumplir  las  cargas  de  la  Co- 
rona en  el  siguiente  por  exceder  éstas  al  valor  de  las  rentas,  y 
en  el  de  1755,  con  motivo  del  terremoto  y  los  gastos  que  este 
accidente  había  aumentado,  se  confesaba  en  el  mayor  conflic- 
to, sin  embargo  del  auxilio  que  prestaba  la  venta  de  la  gran 
dehesa  de  la  Serena.  En  este  mismo  documento  se  descubre,  que 
los  millones  en  numerario  que  existían  en  la  Tesorería  á  la  ve- 
nida de  Carlos  lU,  prevenían  de  que  durante  la  larga  enferme- 
dad de  Femando  VI  se  suspendió  todo  pago,  como  se  compro- 
baba con  los  decretos  y  contradecretos  de  los  afios  siguientes 
sobre  pago  de  atrasos.  En  1757  resultaron  como  ingresos 
28.632.037  escudos,  y  siendo  los  gastos  30.749.170,  resultaba 
un  déficit  de  2.116.633  escudos,  para  lo  cual  se  aconsejaba  ex- 
cusar algunos  gastos  en  los  ramos  de  Marina,  Guerra,  Pensio- 
nes y  Casa  Real. 

Refiriéndose  ya  al  reinado  de  Carlos  lU,  que  comenzó 
en  1759,  decía  Campomanes,  que  las  cargas  de  la  Corona  se 
habían  aumentado  considerablemente  en  vez  de  disminuirse, 
al  paso  que  habían  ido  floreciendo  las  rentas;  y  que  estaba  ín- 
timamente persuadido  que  en  tanto  no  se  verificase  una  refor- 
ma general  en  nuestra  constitución,  serían  inátiles  cuantos  es- 
fuerzos se  hiciesen  para  contener  los  abusos  en  todos  ramos, 
porque  el  bien  del  Bey  no  estaba  en  sacar  mucho  dinero  de  sus 
vasallos,  sino  en  fomentar  á  éstos  para  que  le  pudiesen  dar 
mucho  dinero.  No  se  hicieron  esperar  mucho  las  reformas  en 

d  reinado  de  Carlos  III,  pues  por  Real  decreto  de  14  de  Diciem- 
Tomo  IV  lí 
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bre  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  17  del  mismo  mes  y 
afío  1760,  para  corregir  los  abusos  que  se  hablan  introducido 
en  el  uso  de  las  facultades  de  los  subdelegados,  se  declaró  que 
todos  éstos  habían  de  ser  elegidos  por  el  superintendente  gene- 
ral, el  cual  podía  removerlos  como  juez  privativo  de  todo  frau- 
de y  contrabando  que  se  cometiese  en  perjuicio  de  las  rentas 
(ley  11,  tít.  IX,  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación).  Otro  de- 
creto de  1.0  de  Febrero  del  mismo  año,  había  declarado  de  co- 
nocimiento del  consejo  de  Hacienda  los  negocios  de  lanzas, 
medias  anatas,  concurso  de  los  pueblos  y  juzgado  de  incorpo- 
raciones; y  en  6  de  Mayo  de  1761,  se  estableció  una  nueva 
planta  del  consejo  de  Hacienda,  mandando  se  reintegrase  á  éste, 
al  tribunal  de  la  contaduría  mayor  y  á  las  contadurías  genera- 
les en  sus  atribuciones  en  negocios  de  quiebras  é  intervencio- 
nes de  rentas  Reales,  y  otros  en  que  tuviese  interés  la  Real  ha- 
cienda (leyes  X  y  XI,  título  X,  id.) 

Otro  decreto  de  10  de  Junio  de  1760,  que  es  la  ley  VIH  del 
mismo  título,  estableció  el  privativo  conocimiento  de  los  inten- 
dentes y  juzgados  de  rentas  en  causas  de  interés  del  Patrimo- 
nio y  derechos  Reales,  con  las  apelaciones  al  consejo  de  Hacien* 
da,  á  quien  por  otro  de  23  de  Marzo  de  1763  (ley  XII,  id),  se 
le  atribuyó  el  conocimiento  de  todo  lo  referente  al  Real  patri- 
monio. Otro  Real  decreto  de  14  de  Diciembre  de  1761,  señaló 
la  manera  de  verse  los  negocios  en  consejo  pleno  de  Hacienda 
con  asistencia  de  los  ministros  de  sala  de  justicia,  sobre  lo  cual 
se  dictó  también  otra  resolución  en  4  de  Junio  de  1785  (le- 
yes XIV  y  XV,  id.)  Una  Real  orden  de  24  de  Juüo  de  1764 
(ley  IX,  id.),  atribuyó  á  los  intendentes  de  Valencia  el  conoci- 
miento de  las  cuestiones  sobre  derecho  de  amortización  y  sello 
y  Real  acequia  de  Alcira  con  las  apelaciones  al  consejo  de  Ha- 
cienda. Y  por  Real  decreto  de  17  de  Setiembre  de  1788,  se  ex- 
tinguió la  junta  general  de  tabaco,  dejando  el  «onocímento  de 
sus  negocios  al  consejo  de  Hacienda  en  sala  de  jastida  (ley  XIH, 
Ídem).  Por  resolución  de  l.o  de  Febrero  d©  1778,  se  prohibió 
también  á  los  intendentes  de  la  Corona  de  Aragón  conceder  es- 
tablecimientos de  edificios,  tierras  y  otros  efectos  correspon- 
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dientes  al  Real  patrimonio  (ley  IX,  tit.  X,  lib.  VI,  suplemento 
á  la  Novísima  Recopilación).  Aunque  el  Beal  decreto  de  23  de 
Marzo  de  1763  había  deslindado  las  atribuciones  entre  el  con- 
sejo de  Hacienda  y  la  cámara  de  Castilla,  surgió  en  1764  una 
reñida  competencia  entre  la  sala  de  justicia  y  la  de  millonee, 
con  motivo  de  cierta  apelación  contra  el  superintendente  gene- 
ral sobre  excesos  en  la  venta  de  aguardiente,  pero  el  Rey  resol- 
vió que  se  observaran  los  Reales  decretos  de  1742  y  1749  y  se 
hiciera  todo  como  lo  entendía  la  sala  de  justicia. 

£n  4  de  Julio  de  1770,  con  motivo  del  establecimiento  de  la 
única  contribución,  se  encomendó  la  ejecución  de  esta  impor- 
tante reforma  al  consejo  de  Hacienda,  en  sala  especial  que  debía 
formarse  sobre  la  base  de  la  de  millonee,  con  el  nombre  de  Sala 
de  la  única  coniribucián^  pero  habiendo  la  diputación  de  millones 
reclamado  que  se  le  conservase  voto  indiviso  en  las  materias 
del  nuevo  impuesto,  así  se  concedió  por  Real  decreto  de  3  de 
Octubre  de  1770.  El  derecho  de  amortización  en  las  reinos  de 
Valencia  y  Mallorca  también  originaron  nuevas  competencias 
entre  el  consejo  de  Hacienda  y  la  cámara  de  Castilla;  pero  los 
límites  de  la  jurisdicción  de  uno  y  otro  cuerpo  quedaron  deter- 
^  minados  por  Real  resolución  de  4  de  Abril  de  1772.  Con  la  ju- 

risdicción de  Marina  se  suscitó  otro  conflicto,  y  en  1777  se 
mandó  que  no  se  cumpUera  en  los  arsenales  ninguna  sentencia 
del  consejo  de  Hacienda  sin  la  aprobación  de  S.  M.  Promovido 
otro  sobre  conocimiento  de  los  pleitos  de  tanteo  de  las  cosas 
enajenadas  por  el  gobierno,  se  determinó  por  Real  cédula  de  10 
de  Marzo  de  1778,  que  por  el  consejo  de  Castilla  se  vieran  y 
Maran  las  cuestiones  litigiosas  sobre  tanteo  de  jurisdicción 
Qos,  oficios,  derechos  jurisdiccionales  y  arbitrios  que  se  hu- 
biesen vendido;  y  por  el  de  Hacienda  los  que  se  dirigiesen  á 
cobrar  de  los  compradores  el  precio  pactado  por  la  venta,  y 
ioB  de  reincorporación  á  la  Corona,  mediante  tanteo  y  de- 
solación de  dicho  precio.  Las  causas  de  utensihos  motivaron 
otros  conflictos  con  el  consejo  de  la  Guerra,  y  por  Real  resolu- 
Clon  de  12  de  Marzo  de  1778,  se  declaró  que  al  consejo  de  Ha- 
cieada  correspondía  todo  lo  relativo  á  la  cobranza,  y  al  de 
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Guerra  los  casos  contenciosos  que  ocurriesen  en  su  provisión. 
Los  empleados  en  el  servicio  de  la  Real  hacienda,  fueron 
también  objeto  de  diversas  medidas.  Después  del  Real  decreto 
de  14  de  Diciembre  de  1760,  que  facultó  al  superintendente 
general  para  nombrar  y  remover  á  los  subdelegados  de  Hacien- 
da, se  declaró  por  Real  resolución  de  24  de  Julio  de  1769,  que 
los  intendentes  y  subdelegados  de  rentas  tenían  privativa  juris- 
dicción para  proceder  contra  los  militares  en  las  causas  de  con- 
trabando.  Una  Real  cédula  de  19  de  Agosto  de  1766,  resumió 
los  privilegios  y  exenciones  que  debían  gozar  los  fabricantes  de 
salitres  y  dependientes  de  estas  fábricas  en  el  reino.  Y  un  Real 
decreto  de  18  de  Marzo  de  1789,  estableció  reglas  para  proceder 
á  la  separación  de  los  empleados  en  la  administración  y  res- 
guardo de  las  rentas  Reales  (leyes  III,  VIII  y  XI,  tít.  IX,  id.)  No 
sin  razón,  decía  Floridablanca  en  la  instrucción  reservada  para 
la  junta  de  Estado  (punto  CXCII),  que  era  necesario  pensar  muy 
particularmente  en  el  aumento  y  economía  de  la  Real  hacien- 
da, la  cual  había  de  sufrir  las  cargas  ordinarias  y  extraordinarias 
del  Estado.  En  todas  partes,  añadía,  se  lleva  casi  la  primera 
atención  el  punto  de  Hacienda,  por  ser  ésta  el  alimento  del 
Estado  ó  el  medio  de  procurarle;  y  en  España,  por  las  vaiíeda- 
des  que  ha  habido  en  su  manejo,  y  por  los  errores  cometidos 
en  su  administración,  es  más  necesario  el  continuo  cuidado  y 
la  aplicación  para  mejorar  en  cuanto  se  pueda  este  ramo.  Y  en 
los  dos  puntos  siguientes  se  demostraba,  que  considerada  la 
Real  hacienda  como  el  rédito  de  la  grande  heredad  de  la  mo- 
narquía, convenía  asegurarle  y  aumentarle;  y  para  que  la  Ha- 
cienda estuviese  floreciente,  se  necesitaba  fomentar  el  reino,  es 
decir,  su  población,  agricultura,  artes,  industria  y  comercio.  Si 
todo  esto  decía  al  Rey  en  1787,  el  más  importante  de  sus  mi- 
nistros, resultaba  que  las  reformas  parciales  introducidas  en  la 
Hacienda  española,  no  habían  remediado  el  desconcierto  de 
que  se  condolía  también  el  conde  de  Gampomanes. 
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B. — CoMeJo  áe  las  Ordenes. 

La  Real  cédala  de  18  de  Octubre  de  1769,  qae  forma  la  ley 
única  del  tít.  Vm,  lib.  U,  soplemento  á  la  Novísima  Recopila- 
ción, declaró  que  á  la  dignidad  de  prior  del  sacro  convento  de 
Montosa,  correspondía  la  jurisdicción  espiritual  en  sus  subditos 
y  religiosos  de  la  orden;  y  como  juez  ordinario  eclesiástico  de- 
bía gobernar  por  sí  la  disciplina  y  observancia  religiosa  de  su 
comunidad,  y  de  todos  los  priores,  rectores  y  freUes  clérigos  que 
no  estaban  inmediatamente  sujetos  al  consejo,  procediendo  de 
la  manera  que  se  determina.  Y  por  resolución  á  consulta  de  15 
de  Junio  y  cédala  del  consejo  de  las  órdenes  de  13  de  Noviem  - 
bre  de  1787  (ley  XIV,  tít.  Vm,  lib.  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación), se  determinó  la  jurisdicción  de  los  jueces  de  encomien- 
das de  los  señores  infantes,  y  la  del  consejo  de  las  órdenes  en 
causas  referentes  á  ellas. 

C— Jonta  suprema  de  Estado. 


Por  Real  decreto  de  8  de  Julio  de  1787,  mencionado  en  la 
nota  al  tít.  Vil,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopilación,  se  sabe 
que  Carlos  III  resolvió,  que  además  del  consejo  de  Estado  hu- 
biese una  junta  suprema  de  Estado,  ordinaria  y  perpetua  que 
86  congregase  una  vez  á  lo  menos  en  cada  semana,  teniéndose 
en  la  primera  secretaria  de  Estado,  y  sirviéndole  de  constitución 
fandamental,  una  instrucción  reservada  para  que  se  tuviese 
presente  en  la  misma  junta,  y  ésta  entendiese  en  todos  los  ne- 
gocios que  pudiesen  causar  regla  general  en  cualquiera  de  los 
ramos  pertenecientes  á  las  siete  secretarias  de  Estado  y  del 
despacho  universal,  ya  fuese  cuando  se  formaran  nuevos  esta- 
blecimientos, leyes  ó  ideas  de  gobierno,  ó  ya  cuando  se  refor- 
masen ó  alterasen  en  todo  ó  en  parte  las  antiguas. 

La  instrucción  reservada  á  que  aludía  este  decreto  (1500),  es  la 
que  redactó  el  conde  de  Floridablanca  y  se  ha  publicado  en  el 
tomo  LIX  de  la  Biblioteca  de  autores  españoles^  y  la  cual  con- 
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tiene  395  puntos,  donde  se  controvierten  todas  las  cuestiones 
de  Estado,  reflejando  perfectamente  la  política  interior  y  exte- 
rior de  España  en  el  reinado  de  Carlos  III.  Pero  la  junta  supre- 
ma de  Estado  sólo  subsistió  hasta  el  28  de  Febrero  de  1792,  en 
que  fué  extinguida,  restableciéndose  el  consejo  de  Estado,  según 
la  ley  I,  tít.  VII,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopilación. 

D. — Sapremo  consejo  de  la  Gaerra. 

Carlos  III  por  Real  orden  de  30  de  Agosto  de  1762,  que  for- 
ma la  ley  VI,  tít.  V,  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación,  de- 
claró del  privativo  conocimiento  de  este  consejo,  todos  los  re- 
cursos de  las  providencias  de  los  auditores  de  los  presidios  de 
África  en  las  causas  que  se  seguían  ante  ellos,  ó  como  tales  au- 
ditores, ó  como  jueces  ordinarios,  por  residir  en  ellos  ambas  ju- 
risdicciones. Pero  la  reforma  más  importante  que  se  decretó  en 
este  reinado,  fué  la  Real  cédula  de  4  de  Noviembre  de  1773, 
que  forma  la  ley  VII,  id.,  por  la  que  se  dio  á  este  tribunal  nue- 
va planta,  compuesta  de  consejeros  natos  y  de  continua  asis- 
sistencia,  militares  y  togados.  Y  por  otra  cédula  de  8  de  Julio 
de  1774,  quedó  aprobada  la  instrucción  para  la  recaudación  y 
destino  de  las  condenaciones  y  multas  que  se  impusiesen  por 
los  tribunales  y  juzgados  de  Guerra  y  por  los  jueces  ordinarios 
en  las  causas  de  denuncias  de  caballería  del  reino. 

E.— Consejo  de  Indias. 


Sin  alterar  la  organización  de  este  consejo,  y  según  se  ha  no- 
tado ya  al  tratar  del  de  Castilla,  resulta,  que  los  Reales  decre- 
tos  de  13  de  Marzo  de  1760,  29  de  Julio  de  1773,  26  de  Febrero 
y  6  de  Junio  de  1776,  11  de  Marzo  de  1777  y  25  de  Agosto 
de  1785,  fijaban  la  planta  y  atribuciones  del  consejo  de  Indias, 
cuyos  ministros  disfrutaban  las  mismas  prerrogativas^  exencio- 
nes y  sueldos  que  los  del  consejo  y  cámara  de  Castilla,  debien- 
do precederse  indistintamente  por  el  orden  de  su  respectiva 
antigüedad. 
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SECCIÓN  IX. 

CHAKGIIiLERÍAB  Y  AX7DIEKGZA8. 

A«^A«dleii€ia  de  GaUcla. 

Por  real  resolución  á  consulta  de  14  de  Junio  y  cédula  del 
consejo  de  23  de  Setiembre  de  1784,  ordenó  Carlos  III  la  ob- 
servancia de  la  ley  dada  por  Felipe  V,  ¿  9  de  £nero  de  1721, 
para  qae  la  audiencia  de  Galicia  conociese  por  el  auto  ordina- 
rio ó  de  posesión,  sin  embargo  del  fuero  militar,  ampliando  sus 
facultades  á  conocer  contra  todo  género  de  personas  sin  distin- 
ción de  fuero. 

B.— Audiencia  de  SeTilla. 

Por  resolución  á  consulta  del  consejo  de  21  de  Abril  de  1760, 
ee  declaró  que  en  todos  los  pleitos  que  fueren  en  apelación  de 
la  audiencia  de  Canarias  ¿  la  de  Sevilla,  la  primera  sentencia 
se  considerase  de  revista  y  causase  ejecutoria,  quedando  reser- 
vado á  las  partes  el  derecho  para  utilizar  la  segunda  suplica* 
ción. 

C— Audiencia  de  Extremadora. 

Las  resoluciones  á  consulta  de  4  de  Diciembre  de  1775,  16  de 
Junio  de  1778  y  21  de  Octubre  de  1784,  ordenaron  se  establecie- 
se audiencia  Real  en  la  provincia  de  Extremadura  con  residencia 
Bja  en  la  villa  de  Cáceres,  reuniendo  en  sí  toda  jurisdicción  de 
fieg^oxida  instancia  y  de  primera,  por  caso  de  corte  sin  limita- 
ción alguna;  quedando  reservadas  las  causas  de  hidalguía  á  las 
chancillerías  de  Valladolid  y  Granada. 

D.— Audiencia  de  Cataluña. 

Por  Real  resolución  de  Febrero  de  1768,  se  declaró  corres- 
ponder á  esta  audiencia  el  conocimiento  en  causas  feudales,  y 


4S4  DEL   PODBá  CIVIL   EN  ESPAÑA 

SU  gobierno  por  las  leyes  generales  del  reino  á  falta  de  municipa- 
les no  revocadas. 

E. — Aadiencia  de  Mallorca. 

Por  cédula  del  consejo  de  1.®  de  Julio  de  1787,  que  forma  la 
ley  VII,  tít.  X,  lib.  V  de  la  Novísima  Recopilación,  se  declaró 
que  en  los  asuntos  de  cabrevaciones  que  intentasen  hacer  los 
particulares  arrendatarios  ó  subenfiteutas  en  favor  de  los  mag- 
nates feudatarios  déla  Corona,  conociese  la  jurisdicción  ordina* 
ria  y  su  Real  audiencia. 

F. — Ministros  de  aadlencias  y  ehancUlerías. 

Una  resolución  á  consulta  de  6  de  Junio  de  1769  y  cédula 
del  consejo  de  28  de  Junio  de  1770,  estableció  varias  reglas  que 
debían  guardarse  para  la  mejor  administración  de  justicia.  Un 
Real  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1773,  reconoció  la  facultad 
de  los  comandanta  generales,  presidentes  de  las  audiencias, 
para  llamar  y  hacer  comparecer  á  los  corregidores,  alcaldes 
mayores  y  demás  jueces  ó  ministros  de  justicia.  Y  otra  resolu- 
cyin  de  31  de  Julio  y  cédula  del  consejo  de  8  de  Diciembre 
de  1782,  prohibió  proceder  sin  Real  Ucencia  al  arresto  de  minis- 
tros de  las  audiencias,  ni  tampoco  á  la  de  ningún  cabeza  ó  jefe 
de  departamento  como  intendentes,  corregidores  y  otros  sujetos 
de  esta  clase  (leyes  XI  á  XUI,  título  XI,  id). 

G. — Alcaldes  del  crimen  de  las  eliancUlerías. 

Una  resolución  á  consulta  de  13  de  Octubre  y  19  de  Diciem- 
bre de  1770,  y  Real  cédula  de  13  de  Enero  de  1771,  mandó  que 
las  salas  de  hijosdalgo  de  las  dos  chancillerías,  conservan- 
do el  instituto  de  su  creación^  se  dedicasen  al  despacho  de  los 
asuntos  criminales,  denominándose  salas  segundas  del  crimen  y 
de  hidalguías,  y  formándose  con  arreglo  al  método  de  las  de 
alcaldes  de  casa  y  coi^te  (ley  XVII,  título  XII,  id.) 


CÁELOS  III  4<i5 

H.— Alcaldes  de  cuartel  y  de  barrio  ea  las  cliaBcillerfas 

y  aadieaelas. 

La  reeoloción  á  consulta  de  13  de  Julio  y  cédula  del  consejo 
de  13  de  Agosto  de  1769,  que  forma  la  ley  I,  tít.  XIII,  lib.  V 
de  la  Novísima  Recopilación,  ordenó  que  las  ciudades  de  Va- 
lladolid,  Granada,  Zaragoza^  Valencia,  Palma,  Barcelona,  Co- 
rufia,  Sevilla  y  Oviedo,  se  dividiesen  en  cuartelos  ¿  cargo  de 
alcaldes  de  cuartel  que  nombrarían  los  presidentes  de  las  cban- 
cillerías  y  audiencias.  Estos  alcaldes,  que  habían  de  vivir  pre- 
cisamente en  el  cuartel  que  se  les  señalare,  tendrían  amplia  ju« 
risdicción  criminal  en  su  cuartel  como  la  tenía  cualquier  alcal- 
de ordinario  en  su  pueblo,  sin  alterar  por  esto  la  práctica  de  las 
salas  del  crimen  de  las  cbancillerías  y  audiencias.  La  jurisdic- 
ción civil  la  ejercería  cada  alcalde  en  su  cuartel  en  la  forma 
que  se  había  hecho  hasta  entonces  en  las  cbancillerías  y  audien- 
cias en  que  los  alcaldes  tenían  juzgado  de  provincia,  y  á  cada 
uno  se  le  señalaría  un  escribano  numerario  hasta  que  se  crea- 
sen escribanos  de  provincia  si  era  conveniente.  Conocerían  de 
los  recursos  caseros  de  amos  y  criados.  Despacharían  en  las 
piezas  que  se  les  señalasen  en  las  respectivas  cbancillerías  y 
audiencias.  Los  subalternos  se  distribuirían  proporcionalmente 
entre  los  alcaldes  de  cuartel.  Así  comenzaron  á  funcionar  los 
que  más  adelante  habían  de  llamarse  jueces  de  primera  ins- 
tancia. 

Cada  uno  de  los  cuarteles  se  subdividiría  en  barrios,  con  un 
alcalde  que  fuese  vecino  honrado,  elegido  en  la  misma  forma 
que  la  de  comisarios  electores  de  los  diputados  y  personeros  del 
común.  £1  presidente  de  la  chancUlería  ó  audiencia  conocería 
de  sus  excusas  sin  apelación.  Matricularían  á  todos  los  vecinos, 
celaría  la  policía  el  alumbrado  y  la  limpieza  de  las  calles  y  de 
las  fuentes,  recogería  los  pobres  y  niños  abandonados,  vigilaría 
á  los  vagos,  ociosos  y  mal  entretenidos  y  tendría  jurisdicción 
pedánea  para  hacer  sumarias  en  cases  prontos,  dando  cuenta 
incontinenti  con  los  autos  originales  al  alcalde  de  cuartel  para 
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que  los  prosiguiese.  Usarían  un  bastón  de  vara  y  media  de  alto 
con  puño  de  marfil,  y  jurarían  ante  los  ayuntamientos,  sirvien- 
do sus  servicios  á  sus  familias  para  pruebas  y  otros  casos  de 
honor.  Todas  las  casas,  sin  excepción,  se  numerarían  con  azu- 
lejos, distinguiéndolas  en  manzanas,  como  se  había  hecho  en 
Madrid  á  costa  de  los  dueños.  Se  anulaban  los  fueros  privile- 
giados en  cuanto  á  seculares  en  todas  las  causas  criminales  y 
de  policía  contra  cualesquiera  clase  de  personas,  á  pesar  de  lo 
cual  la  policía  quedaba,  como  hasta  entonces,  á  cargo  de  los 
corregidores  respectivos.  Se  remitiría  á  cada  ciudad  capital  del 
reino,  la  instrucción  espedida  con  fecha  21  de  Octubre  de  1768, 
que  forma  la  ley  X,  tít.  XXI,  lib.  ni  de  la  Novísima  Recopila- 
ción. Tal  fué  el  origen  de  los  alcaldes  de  barrio  que  han  subsis- 
tido hasta  nosotros,  con  alguna  modificación  en  sus  atribu- 
clones. 

1.— Real  Bareo. 

Por  Real  decreto  de  19  de  Febrero  de  1761,  que  forma  la 
ley  II,  tít.  Xn,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopilación,  se  declaró 
que  el  mayordomo  mayor  era  el  primer  jefe  de  la  Real  Casa,  y 
que  todos  los  criados  é  individuos  de  la  misma,  sin  excepción, 
estaban  á  sus  órdenes.  Creó  en  este  mismo  decreto  el  empleo  de 
grefier  ó  contralor  general,  cuyo  ejercicio  y  servidumbre  había 
de  continuar  bajo  las  órdenes  del  mayordomo  mayor.  La  plaza 
de  juez  ó  asesor  de  la  Real  Casa,  la  ocuparía  un  ministro  del 
consejo  de  Castilla,  y  tanto  el  mayordomo  mayor  como  los  de- 
más jefes  principales  se  ajustarían  ¿  este  reglamento  y  orde- 
nanza. En  éste  se  ordenó,  que  el  número  de  criados  no  exce- 
diese del  que  se  determinaba,  y  quedó  prohibida  la  admisión  de 
empleos  supernumerarios.  Otro  Real  decreto  de  11  de  Setiem- 
bre de  1761,  determinó  las  atribuciones  del  caballerizo  y  balles- 
tero mayor  y  la  de  su  asesor,  y  se  estableció  el  modo  de  pro- 
ceder en  sus  causas  criminales  y  civiles  (ley  Y,  título  XII,  id.) 
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SECCIÓN  X. 

TBIBÜKALE8  BBL  SANTO  OHaO. 

Un  reinado  en  que  tuvieron  solución  las  graves  controversias 
político-religiosas  planteadas  en  los  siglos  anteriores,  había  de 
tener  natural  resonancia  en  Espafia,  donde  el  regalismo  triunfó 
del  jesuitismo,  en  los  términos  que  hemos  señalado  al  tratar  del 
clero  como  fuerza  social  y  política.  Lo  que  entonces  pasó  con  el 
tribunal  del  Santo  Oficio  lo  dejaba  presentir  el  término  que  en  el 
reinado  de  Femando  VI  había  tenido  el  célebre  proceso  forma- 
do al  P.  Feijóo,  que  representa  para  nosotros  el  término  de  la 
omnipotencia  inquisitorial.  No  es  extrafio,  pues,  que  cuando 
Clemente  Xm  prohibió  la  obra  del  Dr.  Mesenghi,  Exposición 
de  la  doctrina  cristiana  b  instrucción  sobre  las  principales  verdades 
de  la  religión,  y  el  inquisidor  general  de  Espafia,  D.  Manuel 
Quintano  Bonifaz,  quiso  publicar  en  1761  el  Breve  condenatorio, 
recibiese  en  8  de  Agosto  una  comunicación  del  ministro  de 
Estado,  previniéndole  que  suspendiera  la  publicación  del  edicto 
y  recogiera  los  ejemplares  que  hubiesen  salido  ya  de  sus  ma- 
nos. En  el  mismo  día  contestó  el  inquisidor  general  que  se  ha- 
bía atenido  al  estilo  y  práctica  de  la  Inquisición  española,  y  no 
era  posible  recoger  los  ejemplares  y  suspender  su  publicación. 
En  su  virtud,  por  orden  expedida  por  D.  Ricardo  Valí  el  10  de 
Agosto,  el  inquisidor  general  fué  desterrado  á  doce  leguas  de 
la  corte  y  de  los  sitios  Reales,  y  el  12  partió  para  Nuestra  Se- 
ñora de  Sopetrán,  monasterio  de  monjes  benedictinos,  hacia  la 
parte  de  Guadalajara,  á  trece  leguas  de  la  corte.  El  31  de  Agos- 
to el  inquisidor  se  dirigió  al  monarca  reclamando  el  indulto,  y 
el  Rey  se  lo  concedió  por  Real  orden  de  2  de  Setiembre  comu- 
nicada al  consejo  de  Castilla,  queriendo  que  el  mismo  tribunal 
que  le  había  intimado  el  destierro  le  hiciera  saber  que  S.  M,  se 
le  levantaba  y  le  permitía  volver  al  ejercicio  de  su  empleo,  y,  lo  que 
era  más,  á  su  gracia,por  su  propensión  á  perdonar  á  quien  confe- 
saba su  error  é  imploraba  su  clemencia.  El  consejo  de  la  suprema 
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Inquisición  dio  gracias  al  ILej,  y  Carlos  III  puso  á  la  solicitud 
este  decreto,  que  le  fué  comunicado  el  8  de  Setiembre:  <Me  ba 
>pedido  el  inquisidor  general  perdón,  y  se  le  he  concedido.  Ad- 
»mito  abora  las  gracias  del  tribunal ,  y  siempre  le  protegeré; 
»pero  que  no  olvide  este  amago  de  mi  enojo  en  sonando  inobe- 
»dienc¡a.»  Por  consecuencia  de  estos  becbos  se  publicó  la  Real 
pragmática  de  18  de  Enero  de  1762,  mandándose  que  nunca 
se  publicara  bula,  breve,  rescripto  6  carta  pontificia  que  se  di- 
rigiese por  Roma  á  cualquier  tribunal,  junta,  juez  ó  prelado, 
sin  constar  primero  que,  para  su  examen  y  aprobación,  había 
sido  presentado  al  Rey  por  el  nuncio;  que  las  bulas  ó  los  bre- 
ves entre  personas  particulares,  tanto  de  gracia  como  de  justi- 
cia, se  llevaran  por  primer  paso  al  consejo  para  que  dijera  si 
producían  lesión  al  concordato  ó  perjuicio  á  las  i*egalías,  buenos 
usos,  legítimas  costumbres  y  quietud  del  reino;  y  que  sólo  se 
exceptuaran  de  esta  presentación  general  los  breves  y  las  dis- 
pensaciones que  para  el  fuero  interior  de  la  conciencia  se  des  - 
pacharan  por  la  sacra  penitenciaria.  Al  propio  tiempo  se  dic- 
taba una  Real  cédula  en  que  se  dispuso,  que  el  inquisidor  ge- 
neral no  publicara  edicto  ninguno,  emanado  de  bula  ó  breve, 
sin  que  se  le  remitiera  para  este  fin  con  orden  expresa  del  so- 
berano: que  8i  versare  sobre  prohibición  de  libros,  cuidara  de 
hacerlos  examinar  de  nuevo,  y  los  prohibiera,  siendo  justo,  por 
autoridad  propia,  sin  insertar  el  breve  del  papa;  y  que  tampoco 
diera  publicidad  á  edicto  ni  á  índice  general  ó  expurgatorio, 
antes  de  comunicárselo  al  Rey  y  de  alcanzar  su  consentimien- 
to y  de  oir  las  defensas  que  desearen  hacer  los  autores  de  libros, 
cuya  prohibición  se  considerase  precisa. 

Tras  de  estos  hechos  vino  en  1767  la  expulsión  y  extraña- 
miento de  los  jesuítas,  y  este  hecho  influyó  tan  esencialmente 
en  debilitar  el  poder  del  Santo  OfíciO;  que  según  afirma  Lló- 
rente en  su  Historia  de  la  Inquisición  (1501),  fué  escasísimo  el 
número  de  autos  de  fe,  y  tan  reservadas  sus  ceremonias,  que 
con  razón  parecía  haber  intermediado  siglos  enteros  entre  el 
reinado  de  Felipe  V  y  el  de  Carlos  III.  Atribuímos  esta  rápida 
modificación  al  movimiento  progresivo  de  las  ideas,  que  ei  por 
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UDa  parte  quebrantaba  el  poder  de  la  suprema,  por  otra  la  Go- 
roña  reivindicaba  la  jurisdicción  Beal,  algunos  inquisidores 
generales  eran  procesados  y  humillados  públicamente  y  hasta 
los  magistrados  y  jueces  resultaban  más  humanos,  contentán- 
dose con  formular,  las  más  de  las  veces,  aucUencias  de  cargas^ 
método  desconocido  en  lo  antiguo,  y  sobreseyendo  en  otros  an* 
tes  de  dictar  sentencia.  El  mismo  Llórente  afirma  ( 1502)  haber 
visto  procesos  mandados  suspender,  con  pruebas  muy  superio- 
res á  las  que  se  reputaban  suficientes  para  relajar  en  el  reinado 
de  Felipe  II.  Pero  era  tal  el  apego  que  se  tenía  á  las  ideas  anti- 
guas, que  cuando  se  realizó  la  expulsión  de  los  jesuítas,  los  mi- 
nistros y  consejeros  Aranda,  Campomanes,  Floridablanca  y 
Roda,  y  los  arzobispos  y  obispos  que  habían  formado  parte  dei 
consejo  extraordinario,  fueron  denunciados  al  tribunal  de  la 
Inquisición  como  partidarios  de  la  moderna  filosofía  é  impíos  y 
enemigos  de  la  Iglesia;  pero  estas  gestiones  sólo  probaron  que 
no  se  había  extinguido  por  completo  el  fanatismo  en  Elspafia. 
Otro  resultado  tuvo  el  proceso  formado  á  D.  Pablo  Olavide, 
director  de  las  colonias  de  Sierra-Morena,  el  cual  fué  procesado 
y  condenado  á  la  pena  de  inhabilitación  para  empleos  y  cargos 
honoríficos,  y  de  reclusión  por  ocho  años  para  hacer  penitencia 
en  un  convento.  La  clemencia  de  Carlos  UI  permitió  á  Olavide 
volver  á  España  al  cabo  de  algunos  afios,  y  puede  repetirse  con 
Lafuente,  que  tres  célebres  procesos  inquisitoriales  marcan  los 
períodos  de  decadencia  de  la  Inquisición;  el  del  P.  Froilán  Díaz, 
en  el  reinado  de  Carlos  II;  el  del  P.  Feijóo,  en  el  de  Felipe  V, 
y  el  de  Olavide,  en  el  de  Carlos  III.  Todas  las  disposiciones  de 
este  monarca  tendieron  á  coartar  las  facultades  omnímodas  de 
dichos  tribunales.  Por  resolución  á  consulta  de  7  de  Febrero  y 
cédula  del  consejo  de  18  de  Agosto  de  1763  (ley  IX,  tít.  MI, 
lib.  n  de  la  Novísima  Recopilación),  se  previno  que  los  tribu- 
nales -de  Inquisición  no  obligasen  á  los  escribanos  Reales  para 
ir  á  hacer  relación  de  autos,  ni  los  familiares  gozasen  de  fuero 
en  denuncias  y  penas  de  ordenanzas.  Una  Real  cédula  de  5  de 
Febrero  de  1770,  que  es  la  ley  X,  tít.  XXVIII,  lib.  XII  de  la 
Novísima  Recopilación,  previno,  entre  otras  cosas,  que  los  in- 
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quisidores  se  contuyiesen  en  el  uso  de  sas  facultades,  para  en* 
tender  solamente  de  los  delitos  de  apostasía  y  heregía,  sin  in* 
famar  con  prisiones  á  los  vasallos,  no  estando  primero  mani- 
fiestamente probados.  La  resolución  á  consulta  de  12  de  Mayo 
y  cédula  del  consejo  de  22  de  Diciembre  de  1775  estableció  el 
modo  de  tratar  los  tribunales  de  Inquisición  con  los  jueces  or- 
dinarios en  casos  de  competencia  sobre  el  fuero  de  sus  familia- 
res ó  ministros  legos  (ley  X,  tít.  Vil,  lib.  II  de  la  Novísima  Re- 
copilación). Y  otra  resolución  de  30  de  Abril  de  1784  y  cédula 
del  consejo  de  13  de  Febrero  de  1785,  declaró  que  en  caso  de 
concurrir  con  la  Inquisición  algún  ministro  de  audiencia,  pre- 
sidiese el  regente  ú  oidor  de  ella  (ley  XI,  id.)  Carlos  lU  prefirió 
limitar  la  jurisdicción  del  Santo  Oficio,  suavizar  su  rudeza, 
ablandar  sus  rigores  y  convertir  su  antigua  omnipotencia  en 
laudable  flexibilidad,  á  decretar  la  supresión  del  tribunal  del 
Santo  OfíciO;  que^  como  reconoce  Lafuente  (1503),  habría  cho- 
cado todavía  con  los  intereses,  las  preocupaciones  y  los  hábitos 
tradicionales  de  una  gran  parte  del  clero  y  aun  de  una  gran  parte 
del  pueblo.  No  es  de  extrañar,  pues,  que  el  mismo  conde  de  Fio- 
ridablanca,  en  los  puntos  XXXII  á  XXXIV  de  la  instrucción  re- 
servada para  la  junta  de  Estado  (1504),  indicase  que  la  Inquisi- 
ción podía  contribuir  á  instruir  los  pueblos  de  la  verdad  y  hacer 
que  supiesen  separar  la  semilla  de  la  cizaña,  esto  es,  la  religión 
de  la  superstición;  y  que  en  esta  parte  la  junta  debía  favorecer  y 
proteger  este  santo  tribunal,  mientras  no  se  desviase  de  su  ins- 
tituto, que  era  perseguir  la  heregía,  apostasía  y  superstición,  é 
iluminar  caritativamente  á  los  fieles  sobre  ello,  vigilando  que 
con  el  pretexto  de  la  religión  no  se  usurpase  la  jurisdicción  y 
regalías  de  la  Corona,  ni  se  turbase  la  tranquilidad  pública.  En 
esta  parte,  añadía  Floridablanca  (1505),  conviene  la  vigilancia, 
así  porque  los  pueblos  propenden  con  facilidad  y  sin  discerni- 
miento á  todo  lo  que  se  viste  con  el  disfraz  de  celo  religioso, 
como  porque  el  modo  de  perpetuar  entre  nosotros  la  subsistencia 
de  la  Inquisición  y  los  buenos  efectos  que  ha  producido  á  la  re- 
ligión y  al  Estado,  es  contenerla  y  moderarla  dentro  de  sus  lí- 
mites, y  reducir  sus  facultades  á  todo  lo  que  fuese  más  suave  y 
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más  conforme  á  las  reglas  canónicas.  Todo  poder  moderado  y 
en  regla  ee  durable,  pero  el  excesivo  y  extraordinario  es  ahorre* 
ddo,  y  llega  un  momento  de  crisis  violenta  en  que  suele  des- 
truirse. Acerca  de  los  calificadores  del  Santo  Oficio,  afiadía  la 
instrucción,  que  no  habían  tenido  siempre  la  doctrina  que  se  ne- 
cesitaha  para  tan  grave  é  importante  cargo,  y  que  convendría 
que  estos  nombramientos  recayesen  en  adelante  en  personas 
instruidas  y  afectas  á  la  autoridad  Real.  De  esta  suerte  se  pre- 
paraba la  supresión  del  tribunal  del  Santo  Oficio,  que  había 
perdido  ya  todos  sus  primitivos  caracteres. 


CAPITULO  Vill. 

LA  MILICIA.-LA  FUERZA. 

Los  recuerdos  de  las  glorias  militares  á  que  debió  su  primer 
trono  el  Rey  Carlos  ni;  su  resolución  de  mantener  á  toda  costa 
la  dignidad  y  la  independencia  nacional,  y  la  necesidad  de  ter- 
ciar por  propia  ó  ajena  voluntad  en  los  grandes  conflictos  eu* 
ropeos  que  se  sucedieron  en  su  reinado,  eran  estímulos  bastaute 
poderosos  para  meditar  respecto  de  la  organización  de  la  fuerza 
pública,  que  es,  después  del  amor  de  los  pueblos^  la  más  eficaz  ga- 
rantía del  poder  civil.  Al  tratar  en  esta  monografía  del  servicio 
militar,  se  han  señalado  varias  de  las  disposiciones  encamina- 
das á  realizar  la  efectividad  de  esta  carga  pública,  y  conviene 
ahora  completarla  dando  una  ligera  idea  de  su  organización. 

Para  conservar  el  orden  interior  de  la  nación,  el  monarca 
español  utilizó  el  cuerpo  de  inválidos,  que  se  encontró  estable- 
cido; creó  las  compañías  de  salvaguardias,  é  instruyó  y  agregó 
la  milicia  urbana,  compuesta  de  artesanos  y  menestrales  hon- 
rados, arreglando  convenientemente  su  servicio;  dividiendo  las 
poblaciones  en  cuarteles  y  éstos  en  barrios,  á  cargo  de  sus  res- 
pectivos alcaldes;  publicando  la  pragmática  sobre  asonadas,  que 
era  una  verdadera  ley  de  orden  público;  regularizando  las  levas, 
y  organizando  un  buen  sistema  de  política  y  vigilancia.  Para 
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mantener  y  defender  la  integridad  del  territorio  y  hacer  frente 
á  las  complicaciones  exteriores,  dio  la  conocida  ordenanza  para 
el  reemplazo  del  ejército  activo;  aumentó  los  regimientos,  y  fijó 
excelentes  reglas  para  conservar  y  fortalecer  la  disciplina,  com- 
prendiendo Carlos  in  cuánto  valen  las  ideas  de  moralidad  y  de 
disciplina,  y  los  nobles  sentimientos  de  honor,  de  emulación  y 
de  entusiasmo.  Así  se  comprende  que  en  este  reinado  la  noble- 
za recobrase  su  afición  á  la  carrera  militar,  que  en  el  siglo  xvn 
había  perdido  por  completo,  siendo  ésta  una  de  las  principales 
causas  de  su  notoria  decadencia. 

Carlos  III,  desde  su  advenimiento  al  trono,  trató  de  simplifi- 
car la  organización  del  arma  (ie  infantería,  y  en  1760  suprimió 
cuatro  compañías  de  fusileros  en  cada  regimiento,  quedando 
cada  uno  con  los  dos  batallones  que  lo  constituían  con  nueve 
compañías,  incluso  la  de  granaderos;  la  del  empleo  de  coman- 
dante; la  reducción  de  los  inspectores  generales  á  dos,  dispo- 
niendo que  hubiese  en  cada  cuerpo  dos  subtenientes  de  bande- 
ra. En  1761,  redujo  cada  batallón  á  siete  compañías  de  fusile- 
ros y  una  de  granaderos.  En  1762,  formó  los  cuerpos  ligeros  y 
organizó  los  voluntarios  de  Aragón  y  Cataluña^  sometiéndolos  á 
un  reglamento  que  fué  aprobado  en  10  de  Marzo  de  1763;  sien- 
do urgente  fijar  de  un  modo  terminante  el  orden  y  sucesión  de 
mando  en  los  cuerpos,  se  aprobó  en  16  de  Marzo  de  1765  la 
correspondiente  ordenanza,  que  íntegra  publica  el  conde  de 
Clonard  en  su  Historia  orgánica  (1506).  Y  en  30  de  Mayo  de 
1767,  se  aclararon  varias  disposiciones  acerca  de  la  ordenan* 
za  de  milicias  provinciales.  Habían  sido  tantas  las  adiciones 
que  se  habían  hecho  á  la  ordenanza  de  12  de  Setiembre  de  1728, 
que  en  22  de  Octubre  de  1768  se  publicó  otra  modificando  la 
organización  del  arma  de  infantería.  No  por  ello  cesaron  las  dis- 
posiciones parciales  para  la  organización  de  la  fuerza  pública. 

En  1771  y  1772,  se  dictaron  diversas  medidas  que  exigía  el 
estado  angustioso  del  Tesoro,  y  todavía  se  acentuaron  más  en 
1783,  celebrada  la  paz  con  Inglaterra.  El  lujo  de  los  jefes  y  ofi- 
ciales fué  desterrado  por  Real  orden  de  15  de  Abril  de  1785. 
En  1786  se  crearon  dos  inspecciones  generales  de  infantería,  y 
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éstas  la  dieron  gran  impulso,  creando  los  terceros  batallones  de 
los  regimientos.  Las  guarniciones  y  cuarteles  en  tiempo  de  paz 
y  el  orden  que  había  de  guardarse  en  su  relevo,  fueron  objeto  de 
un  reglamento  especial,  que  concilio  la  conveniencia  de  evitar 
las  estancias  largas  con  el  deseo  de  evitar  gastos  excesivos. 

£n  el  arma  de  caballería  se  reconoció  la  bondad  de  la  tropa 
ligera,  y  en  primer  término  se  crearon  los  ligeros  y  dragones, 
que  luego  se  aumentaron  con  los  húsares  y  coraceros.  El  regla- 
mento de  19  de  Febrero  de  1762,  creó  cuatro  compañías  de  ca- 
ballería ligera  en  Castilla,  dos  en  Aragón,  otras  dos  en  Nava- 
rra, cuatro  en  Extremadura  y  otras  cuatro  en  Andalucía.  Al 
año  siguiente,  otro  reglamento  organizó  la  caballería  ligera  en 
escuadrones  que  tomaron  el  nombre  de  voluntarios  á  caballo  de 
CastíUa^  de  Aragón^  de  Andalucía  y  de  Extremadura;  pero  en  LO 
de  Marzo  de  1776,  estos  escuadrones  formaron  un  regimiento 
con  la  denominación  de  volufilarios  de  España.  Al  morir  Car- 
los III«  el  arma  de  caballería,  sin  contar  los  dragones,  constaba 
de  4.080  caballos,  que  los  formaban  doce  regimientos  de  línea 
de  á  nueve  compañías,  divididas  en  tres  escuadrones,  que  for- 
maban un  total  de  3.240  caballos;  el  regimiento  Costa  de  Gra' 
lusda^  de  doce  campañías  y  cuatro  escuadrones,  que  tenían  360 
caballos,  y  el  de  voluntarios  de  España^  con  doce  compañías  y 
cuatro  escuadrones,  que  constaba  de  480  caballos. 

La  artillería  estableció  su  colegio  en  Segovia,  bajo  la  direc- 
ción del  general  Gasola,  y  sus  alumnos  recibían  una  instruc- 
ción general  y  completa  en  todo  lo  relativo  á  un  arma  tan  im- 
portante y  necesaria  en  el  moderno  sistema  militar.  En  ella  se 
^¿ableció  la  escuela^práctica  de  fuegos  artificiales  y  de  ataque 
y  defensa  de  las  plazas,  y  de  sus  cátedras  salieron,  y  continúan 
s&iiendo,  oficiales  de  gran  reputación  y  mérito,  que  han  sido  y 
^^  gloria  de  la  patria.  La  fabricación  de  cañones  y  de  pólvora 
recibió  gran  impulso  bajo  la  inteligente  dirección  de  Gasola,  y 
^to»  el  Gobierno  tomó  A  su  cargo  la  fábrica  de  armas  blancas 
<1«  Toledo. 
1^&  guardia  Beal  Continuó  organizada  como  en  el  reinado  de 

Fernando  VI,  pero  con  motivo  de  la  guerra  contra  Portugal, 
Tomo  IV  13 
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publicada  en  Madrid  el  15  de  Junio  de  1762,  el  ministro  de  la 
Guerra  D.  Ricardo  Wall  mandó,  por  Real  orden  de  2  de  Julio 
del  mismo  año,  que  se  formasen  compañías  de  cazadores  de  á 
cincuenta  plazas,  que  llamaron  decUiemación,  cuyas  sacas  se  hi- 
cieran de  las  de  fusileros;  pero  suspendidas  las  hostilidades,  se 
extinguieron  dichas  compañías.  Carlos  III,  en  las  ordenanzas  de 
las  Reales  guardias  de  infantería  española  y  walona  de  2  de  Di- 
ciembre de  1773,  estableció  el  fuero  privilegiado  que  debían 
disfrutar;  los  pasaportes,  bagajes  y  víveres  que  se  les  debían 
suministrar  en  sus  marchas,  y  el  alojamiento  que  se  les  de- 
bía dar  en  los  lugares  de  su  tránsito  y  residencia  (leyes  XII 
á  XIV,  Hb.  in,  tít.  XI  de  la  Novísima  Recopilación).  En  la 
ordenanza  de  16  de  Febrero  de  1770'  (ley  XV,  id.)  se  declaró, 
que  la  brigada  de  carabineros  Reales  había  de  ser  el  primer 
cuerpo  de  caballería  después  de  los  guardias  de  Corps,  cuyos 
deberes  se  detallaron.  Y  por  Real  orden  de  17  de  Agosto 
de  1787  (ley  XVI,  id.)  se  mandó  observar  el  fuero  privilegiado 
de  la  brigada  de  carabineros  Reales,  sin  que  por  las  justicias  se 
suscitasen  competencias. 

Toda  la  anterior  organización  se  completaba  con  una  justa 
distribución  de  recompensas  á  la  virtud  y  al  mérito,  que  sirvió 
de  divisa  para  la  orden  de  Carlos  III,  quien  reservó  la  conce- 
sión de  los  hábitos  de  las  cuatro  órdenes  militares  para  premiar 
los  servicios  extraordinarios  en  la  carrera  de  las  armas.  Y  preo- 
cupándose también  de  la  suerte  de  las  viudas  y  huérfanas  do 
los  miUtares,  creó  el  Montepío  militar,  institución  benéfica  que 
había  de  enjugar  muchas  lágrimas. 

La  marina,  que  había  recibido  un  extraordinario  impulso 
bajo  el  ministerio  del  marqués  de  la  Ensenada,  fué  preferente- 
mente atendida  por  un  monarca  que,  en  la  instrucción  reser- 
vada para  la  junta  de  Estado,  declaraba  (1507),  que  siendo 
como  es,  y  debe  ser,  la  España  potencia  marítima  por  su  si- 
tuación, por  la  de  sus  dominios  ultramarinos  y  por  los  intere- 
ses generales  de  sus  habitantes  y  comercio  activo  y  pasivo, 
nada  convenía  tanto  y  en  nada  debía  ponerse  mayor  cuidado^ 
que  en  adelantar  y  mejorar  nuestra  marina.  Se  continuó,  pues. 
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el  impulso  dado  Á  esta  parte  de  la  fuerza  armada,  y  en  1777 
contaba  la  armada  española  64  navios  de  línea,  26  fragatas  y 
37  buques  menores,  y  en  1781  ascendía  á  163  el  total  de  bu- 
ques de  todas  clases,  según  hizo  consignar  Muriel  en  su  parte 
adicional  á  la  España  bajo  d  reinado  de  los  Barbones  (1508).  La 
oficialidad  de  la  marina  española  resultó  brillante  y  distingui- 
da, y  su  educación  científica  fué  elogiada  por  naturales  y  ex- 
tranjeros. 

CAPITULO  IX. 

LAS  MUNICIPALIDADES. 
PODBR  LOCiL. 

£1  consejo  de  Castilla  elevó  á  Felipe  V,  en  21  de  Enero  de 
1704,  una  luminosa  consulta,  en  que,  exponiendo  lo  sustancial 
de  la  doctrina  profesada  y  practicada  invariablemente  por  los 
gobiernos  absolutos,  se  sostenía,  que  al  constituirse  las  nacio- 
nes, se  despojaron  los  pueblos  de  su  potestad  y  libertad,  sin 
otro  fin,  que  el  de  tener  un  soberano  que  les  mantuviese  en  jus- 
ticia y  les  librase  de  violencia,  siendo  éste  el  principal  atributo 
con  que  nacen  los  Reyes,  indeleble  é  inseparable  de  cetro  y  co- 
rana. De  este  principio,  calificado  de  innegable,  se  deduce  una 
jorisdicción  característica  de  la  majestad,  cuya  esencia  consiste 
en  ia  innata  obligación  de  los  Eeyes,  de  conservar  la  tranquili- 
dad y  paz  universal  del  reino  y  vasallos,  y  cuya  virtud  es  tan 
Superior,  que  no  atiende  á  la  calidad  de  las  personas,  sino  úni- 
camente al  remedio  de  las  injusticias  y  á  extirpar  todas  las  vio- 
lencias con  que  los  subditos  son  afligidos  y  la  recta  administra- 
ción es  abandonada.  Todos  cuantos  han  tratado  de  esta  jurisdic- 
Clon  y  la  han  calificado  hasta  divina  y  santa,  han  convenido,  en 
que  no  se  puede  circunscribir  á  los  trámites  y  reglas  de  la  con- 
tenciosa y  conmutativa,  y  en  que  para  ejercerla  no  necesita  el 
monarca  de  citaciones,  procesos,  términos  legales,  ni  de  las  de- 
m&s  formalidades  de  los  comunes  juicios  y  controversias,  sino 
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que  le  basta  la  segura  noticia  del  violento  agravio,  pues  al  ins- 
tante que  la  tiene  le  excita  su  Real  innata  obligación  al  remedio, 
sin  que  esta  superior  protección  de  los  vasallos  pueda  entenderse 
nunca  renunciada  ni  transmitida,  pues  tal  renuncia  equivaldría 
á  la  abdicación  de  la  Corona.  Esta  Real  protección,  añadía  el 
consejo,  la  ejercen  los  soberanos  según  la  exigencia  de  los  ca- 
sos, ocurrencias,  calidad  y  circunstancias  de  los  sucesos,  sin 
que  se  puedan  circunscribir  ni  limitar  á  especie,  regla  ni  térmi- 
nos algunos,  y  comprende  cuantas  jerarquías  de  personas  son 
vasallos,  asi  eclesiásticos  como  seculares,  de  cualquier  dignidad 
y  estimación  que  sean,  y  en  las  causas  eclesiásticas  y  seculares 
de  toda  especie^  porque,  fundándose  en  la  universal  tranquili- 
dad y  pública  consonancia  del  gobierno,  sólo  tiene  por  norte  á 
la  razón  de  Estado.  Este  que  es  el  derecho  político  de  los  go- 
biernos absolutos,  y  constituye  la  esencia  de  su  poder,  prevale- 
ció en  España  durante  tres  siglos,  y  su  misma  y  necesaria  con- 
centración anulaba  por  completo  todo  poder  local.  Sin  embar- 
go, bien  fuese  por  la  influencia  de  las  doctrinas  que  se  desarro- 
llaban en  Francia^  bien  por  las  necesidades  del  gobierno,  es 
evidente  que  en  el  reinado  de  Carlos  III,  se  reconoció  la  conve- 
niencia de  infiltrar  el  elemento  popular  electivo  en  la  vida  de 
las  municipalidades,  lo  cual  se  compaginaba  mal  con  la  esen- 
cia del  absolutismo  del  poder. 

Los  acontecimientos  que  se  desarrollaron  en  Madrid  con 
motivo  del  Célebre  motín  de  Esquiladle,  obligaron  al  conde  de 
Aranda  á  desarrollar  su  hábil  política^  y  cuando  hubo  afianza- 
do su  popularidad,  inspiró  el  célebre  auto  acordado  del  conse- 
jo de  5  de  Mayo  de  1766,  completado  con  la  instrucción  de  20 
de  Junio  del  mismo  año.  Este  famoso  auto,  aunque  sólo  se  re- 
fería á  los  abastos  de  los  pueblos,  permitió  que  el  elemento  po- 
pular entrase  en  las  corporaciones  municipales,  como  conse- 
cuencia de  la  libertad  del  comercio  que  se  proclamaba.  Para 
evitar  á  los  pueblos  las  vejaciones  que  por  mala  administra- 
ción ó  régimen  de  los  concejales  padeciesen  en  los  abastos,  y  que 
todo  el  vecindario  supiese  cómo  se  manejaban,  se  ordenó  que 
en  los  pueblos  que  llegaran  á  2.000,  vecinos,  intervinieran  con 


\ 


GARLOS   III  497 

la  justicia  y  regidores,  cuatro  diputados  que  nombraría  anual- 
mente el  común  por  parroquias  ó  barrios,  con  facultades  para 
promover  juntas  en  que  se  tratara  de  abastos  y  con  prohi* 
bición  de  que  las  municipalidades  deliberaran  acerca  de  este 
asunto  sin  asistencia  de  ellos.  Si  el  pueblo  fuese  de  2.000  ve- 
cinos abajo,  se  elegirían  dos  diputados  del  comüfiy  y  donde  el 
oficio  de  procurador  síndico  fuera  enajenado  ó  estuviese  peri>e- 
tuado  en  alguna  familia,  ó  recayese  por  costumbre  ó  privilegio 
en  algún  regidor  individuo  del  ayuntamiento,  debía  el  común 
nombrar  y  elegir  anualmente,  guardando  hueco  de  dos  afios  á 
lo  menos  y  los  parentescos  hasta  cuarto  grado  inclusive,  un 
procurador  síndico  personero  dd  público,  el  cual  tuviera  asien- 
to á  inmediación  del  procurador  síndico  perpetuo,  y  voz  para 
pedir  y  proponer  cuanto  conviniese  al  público  en  general.  To- 
dos los  seculares  y  contribuyentes  tenían  el  derecho  de  elegir 
veinticuatro  comisarios  en  los  pueblos  donde  no  hubiera  más 
que  una  parroquia,  y  doce  en  los  otros  por  cada  una  de  ellas; 
cuyos  comisarios  elegirían  después  los  diputados  y  el  persone- 
ro; y  como  el  ser  preferidos  para  estos  empleos  dependía  del 
concepto  público  de  los  individuos,  se  determinaba  en  la  ins- 
tmcciÓD,  que  dichos  cargos  podían  recaer  promiscuamente  en 
loa  nobles  y  plebeyos,  por  ser  enteramente  dependientes  del 
concepto  público,  pero  servirían  á  cada  uno  en  su  clase  de  dis- 
tinción  y  mérito  y  se  podrían  alegar  como  actos  positivos.  A 
eetas  disposiciones,  cuya  transcendencia  política  no  es  posible 
desconocer,  siguió  la  resolución  de  6  de  Octubre  y  cédula  de  18 
de  Noviembre  de  1766,  separando  los  corregimientos  de  las  in- 
tendencias para  que  los  primeros  ejerciesen  las  facultades  de 
justicia  y  policía  que  las  leyes  concedían,  y  los  segundos  se  li- 
mitasen á  los  ramos  de  Hacienda  y  Guerra,  con  subordinación 
en  lo  contencioso  á  los  tribunales  superiores  y  en  lo  guberna- 
tivo á  la  vía  reservada.  Y  no  fué  ciertamente  hija  de  las  cir- 
cunstancias esta  medida,  pues  cuando  en  la  pragmática  de  2 
de  Abril  de  1767  se  aprobó  todo  un  régimen  político,  económi- 
co y  administrativo  para  las  colonias  de  Sierra-Morena,  al  mis- 
mo tiempo  que  se  proclamaba  la  libertad  del  comercio,  la  abo- 
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lición  de  los  estancos,  la  desamortización,  la  instrucción  prima- 
ria obligatoria  y  la  conveniencia  de  los  hospicios,  se  establecía 
un  alcalde  y  un  personero  en  las  respectivas  feligresías,  y  un 
diputado  de  cada  una  de  las  poblaciones,  debiendo  ser  todos  elec- 
tivos y  no  pudiendo  nunca  ser  perpetuos,  para  evitar  á  los  nuevos 
pullos  los  males  que  sufrían  los  antiguos  con  tales  enajenaciones. 
Si  entre  esta  doctrina  y  la  esencia  del  poder  absoluto  que 
simbolizaba  la  monarquía  española  existía  una  manifiesta  in- 
compatibilidad, todavía  resultaba  más  extraño,  que  por  Real' 
decreto  del  21  y  cédula  del  consejo  de  30  de  Mayo  de  1775  se 
mandase,  que  los  oficiales  del  ejército  de  mar  y  tieiTa  que  tu- 
viesen empleo  político  en  los  tribunales  ó  ayuntamientos,  fue- 
sen admitidos  á  todos  los  actos  y  funciones  de  su  estatuto,  cor- 
respondientes á  sus  respectivos  encargos,  con  el  uniforme  pro- 
pio de  su  clase,  porque  se  armonizaba  poco  la  significación  de 
la  íuerza  armada  en  el  seno  déla  corporación  municipal.  Mucho 
antes  de  que  ocurriese  el  célebre  motín  de  Madrid,  Carlos  lU 
había  dispuesto,  por  circular  de  31  de  Marzo  de  1761  (ley  X, 
tít.  IV,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopilación),  que  el  día  \P  de 
cada  año  se  procediese  á  las  elecciones  de  oficiales  de  justicia  y 
gobierno  de  los  pueblos,  así  en  los  realengos  como  en  los  de  se- 
ñorío y  abadengo.  Otra  resolución  á  consulta  del  consejo  de  12 
de  Setiembre  de  1769,  aunque  refiriéndose  á  las  islas  Canarias, 
mandó  que  las  elecciones  de  alcaldes  ordinarios  se  hiciesen  en 
la  misma  forma  y  por  el  mismo  tiempo  que  se  hacía  con  los 
diputados  y  personeros,  con  arreglo  al  auto  acordado  de  5  de 
Mayo  de  1766  y  sus  declaraciones  sucesivas.  Completando  esta 
materia,  una  Real  orden  de  15  de  Octubre  y  cédula  del  consejo 
de  4  de  Noviembre  de  1786  recordando  el  cumplimiento  de 
otras  de  5  de  Febrero  de  1668  y  19  de  Febrero  de  1773,  prohi- 
bió elegir  para  los  oficios  de  república  á  los  empleados  en  ren- 
tas, ministerio  de  Marina  y  servicio  de  correos;  y  por  Real  de- 
creto de  12  de  Marzo  y  cédula  del  consejo  de  12  de  Abril  de  1788, 
se  declaró  que  los  matriculados  en  el  servicio  de  la  armada  te- 
nían derecho  á  ser  elegidos  para  los  oficios  de  alcaldes,  regido- 
res y  demás  municipales,  simultáneamente  con  los  demás  veci- 
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nos.  El  servicio  de  los  oficios  públicos,  secuestrados  sin  las  for- 
malidades y  requisitos  conveuientes,  habla  originado  varios 
fraudes  que  trataron  de  atajarse  desde  el  afio  1760;  mas  por 
Real  orden  de  13  de  Octubre  y  cédula  del  consejo  de  27  de  No- 
viembre de  1783,  se  mandaron  cesar  los  arrendamientos  de  los 
expresados  oficios  en  los  reinos  de  Sevilla  y  Granada  por  ser 
poco  conformes  á  un  buen  gobierno.  La  expedición  de  títulos 
de  sucesión  de  oficios  enajenados  y  otros  cualesquier  empleos 
de  república  se  despacharían  por  la  cámara  en  las  sucesiones 
regulares,  según  la  ley  XXII,  tít.  Vil,  lib.  Vil  de  la  Novísi- 
ma Becopilación;pero  siempre  que  ocurriesen  pleitos,  se  habían 
de  seguir  en  la  sala  de  justicia  del  consejo  de  Hacienda,  y  éste 
entender  de  las  enajenaciones  de  semejantes  empleos  cuando 
las  urgencias  de  la  Corona  obligasen  á  realizarlas.  Por  Real  de- 
creto de  25  de  Febrero  y  cédula  del  consejo  de  10  de  Marzo 
de  1778,  se  fijaron  reglas  para  resolver  el  conocimiento  de  los 
negocios  tocantes  á  tanteos  de  jurisdicciones  y  otros  oficios  y 
derechos  enajenados  de  la  Corona.  Y  por  otra  de  9  de  Febrero 
y  cédula  del  consejo  de  7  de  Marzo  de  1784,  se  hizo  saber  á  to- 
dos los  que  hallándose  empleados  en  cualquier  ramo  del  Real 
servicio  tuviesen  al  mismo  tiempo  empleo  de  república,  tuvie- 
sen entendido  que,  si  habían  de  continuar  en  su  ejercicio,  fue- 
se en  la  firme  inteligencia  de  que  ni  el  concepto  del  empleo  que 
obtuviesen,  ni  el  fuero  que  como  tal  les  correspondiera,  les  exi- 
miría en  manera  alguna  de  los  cargos  y  obligaciones  de  que 
debían  responder  como  otro  cualquiera  de  los  demás  indivi- 
duos del  ayuntamiento,  según  y  como  se  prevenía  por  leyes  del 
reino. 

Subsistiendo  la  centralización,  que  es  condición  inseparable 
del  poder  absoluto,  el  espíritu  reformador  de  Carlos  III  había 
de  resultar  estéril  respecto  de  las  municipalidades,  porque  aun 
mezclando  con  ellas  los  diputados  del  común  y  el  procurador 
síndico,  y  separadas  las  intendencias  de  los  corregimientos, 
restaba  la  potente  influencia  de  éstos,  el  defecto  capital  de  la 
organización  municipal,  y  la  falta  de  iniciativa  y  Ubertad  que 
necesitaba  para  vivir  el  poder  local.  Fueron,  pues,  las  disposi- 
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clones  de  Carlos  III  sobre  ayuntamientos,  una  laudable  tenden- 
cia á  mejorar  su  organización  interior,  pero  de  ninguna  mane- 
ra un  cambio  profundo  en  lo  esencial  de  la  institución,  porque 
donde  no  existían  Cortes  ni  representación  pública,  ni  lo  con- 
sentía tampoco  la  misma  naturaleza  del  poder  civil,  no  podía 
tener  vida  la  institución  municipal,  que  es  el  origen  y  fuente 
donde  nacen  y  se  desarrollan  las  libertades  públicas. 


CAPÍTULO  X. 

JUICIO  CRÍTICO  DEL  REINADO  DE  CARLOS  III. 

La  prosperidad  que  experimentó  la  nación  española  durante 
el  glorioso  reinado  de  Carlos  III,  no  se  debió  exclusivamente  á 
su  política,  ni  á  su  administración,  ni  al  espíritu  reformador 
que  animaba  todas  sus  disposiciones.  Felipe  V  había  sacado  á 
España  de  la  miserable  situación  en  que  la  dejó  el  último  mo- 
narca de  la  dinastía  austríaca.  Fernando  VI  con  su  pacífica 
política,  y  encontrando  ministros  que  le  ayudaron  eficazmente 
en  procurar  la  pública  felicidad,  mejoró  la  situación  adminis- 
trativa del  país,  preparando  las  grandes  reformas  que  pudo 
realizar  Carlos  III,  avezado  ya  desde  el  trono  de  Ñapóles  á  go- 
bernar bien.  Gran  equivocación  fué  la  suya  al  negociar  el  pac- 
to de  familia;  pero  sí  al  apartarse  del  sistema  de  neutralidad 
que  caracterizó  el  reinado  anterior,  comprometió  á  España  en 
los  azares  de  nuevas  guerras,  que  después  reprodujo  para  rei- 
vindicar lo  que  de  mala  manera  se  había  arrebatado  á  España, 
hay  que  creer  lo  que  tras  larga  meditación  afirmó  Ferrer  del 
Río  en  su  Historia  del  reinado  de  Carlos  III  en  España  (1509), 
que  dicho  monarca  no  abrigó  jamás  el  deseo  de  poseer  nada  de 
nadie,  sino  el  de  restituirse  de  lo  que  legítimamente  considera- 
ba suyo.  Epta  opinión  coincide,  y  acaso  se  apoya,  en  lo  que 
Fernán  Núñez  consignó  (1510)  en  su  Compendio,  donde  se  lee, 
hablando  de  la  recuperación  de  Mahon  y  de  Gibraltar,  que  la 
honradez  y  hombría  de  bien  de  este  monarca,  le  habían  ins- 
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pirado  constantemente  el  deseo  de  devolver  á  la  nación»  siem- 
pre que  lo  pudiese,  estos  dos  importantes  puestos,  que  se  habían 
perdido  al  principio  del  siglo  por  poner  la  corona  sobre  las  sie- 
nes de  su  padre.  Si  la  veneración  que  tributaba  á  la  memoria 
de  éste,  le  hizo,  desde  luego  que  llegó  á  España,  mandar  pagar 
sus  deudas  particulares,  no  es  extrafio  que  desease  saldar  con 
la  nación  entera,  lo  que  conocía  haber  contraído  en  su  ob- 
sequio. 

Circunscrito  el  presente  trabajo  á  tratar  del  poder  civil  en 
España,  no  nos  sería  lícito  examinar  las  razones  que  tuvo  el 
monarca  español  para  invadir  el  Portugal,  celebrar  la  paz  de 
París,  comprometerse  en  la  guerra  con  Inglaterra,  y  tomar  una 
parte  activa  en  la  emancipación  de  las  colonias  inglesas  de  la 
América  del  Norte,  acaso  sin  meditar  bastante  que  el  promover 
la  independencia  de  ajenas  colonias,  estimulaba  la  independen- 
cia de  las  propias.  Si  la  sumisión  de  la  Florida  y  la  expulsión 
de  los  ingleses  del  Golfo  de  Honduras  reverdeció  nuestras  anti* 
guas  glorias  en  América,  y  la  reconquista  de  Menorca  aseguró 
nuevos  lauros  á  las  armas  españolas,  en  cambio  se  reprodujo 
ante  Gibraltar  el  desastre  de  la  Invencible,  y  nuestra  flota  fué 
destruida  para  siempre.  A  pesar  de  haber  comprometido  Car- 
los ni  á  España  en  las  guerras  que  se  promovieron  en  Europa 
y  en  América,  supo  aquel  monarca  conservar  la  independencia 
y  la  dignidad  de  su  reino,  y  nunca  el  entusiasmo  popular  rayó 
á  tanta  altura,  como  en  la  época  en  que  España  declaraba  la 
Sierra  á  la  nación  británica.  Tratamos  desventuradamente  de 
^^onquistar  á  Argel,  y  aunque  Coxe  (1611),  calificó  esta  des- 
n^/iciada  tentativa  de  lastimosa  manía  y  aberración,  el  deseo 
^^  nuestros  monarcas  de  dominar  en  el  litoral  africano,  el  tiem- 
po^ que  es  gran  depurador  de  verdades,  ha  dado  la  razón  al 
\^toriador  Lafuente  (1512)  cuando  escribió,  tque  se  habían 
^gastado  constantemente  las  fuerzas  de  España  en  conquistas 
leuropeas  á  que  nuestra  posición  excéntrica  no  nos  llamaba,  y 
»8e  ha  desatendido  la  parte  del  mundo  á  que  nos  convidaban 
maestra  situación,  nuestra  fe  y  nuestras  tradiciones.»  No  ha- 
biéudose  seguido  el  nimbo  qno  oa  otro  tiempo  nos  señaló  la 
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cristiana  enseña  del  gran  Císneros,  se  ha  dado  lugar  cá  que  una 
» nación  vecina,  sin  los  títulos  y  sin  la  base,  y  sin  los  elementos 
ique  la  española,  haya  buscado  y  encontrado  su  engrandeci- 
tmiento,  donde  nosotros  pudimos  y  debimos  tener  nuestra  gran- 
»deza.»  Pero  en  cambio  tratados  de  paz  y  amistad,  con  la  Su- 
blime Puerta  y  las  regencias  de  Trípoli  y  Túnez,  garantizaron 
nuestra  marina  mercante,  y  cesando  la  esclavitud  de  muchas 
familias,  se  pobló  y  cultivó  nuestro  litoral,  antes  desierto  é  in- 
culto. La  paz  con  Portugal  se  restableció  bien  pronto,  merced 
al  hábil  tratado  de  límites  de  1777,  obra  de  Floridablanca,  y  en 
medio  de  la  varía  fortuna  que  acompaña  siempre  á  las  brutales 
expresiones  de  la  fuerza,  la  política  exterior  de  Carlos  III,  refle- 
jó un  españolismo  verdadero  y  un  gran  amor  á  la  gloria  y  á  la 
dignidad  de  la  nación;  y  acaso  por  ella,  pudo  constituirse  en  re- 
conciliador de  otros  soberanos  y  en  pacificador  de  naciones,  co- 
mo aconteció  con  Portugal  y  Francia,  Francia  ó  Inglaterra,  y  en 
alcanzar  de  esta  última  nación,  concesiones  que  produjeron 
acerbas  críticas  en  la  nación  británica.  El  .carácter  y  dirección 
de  la  política  exterior  en  el  reinado  de  Carlos  III,  está  con  exac- 
titud fotografiado  en  dos  documentos  importantísimos,  que  sir- 
ven de  guía  segura  al  escritor:  es  el  uno  la  Instrucción  reservada 
que  el  conde  de  Floridablanca  redactó  para  la  junta  de  Estado 
creada  en  8  de  Julio  de  1787  (1513);  y  el  otro  el  célebre  Memo- 
rial presentado  por  el  mismo  ministro  al  Rey  Carlos  IH,  renun- 
ciando al  ministerio  (1514).  En  ambos  documentos  resalta  el 
perfecto  conocimiento  que  se  tenía  de  la  política  de  las  cortes 
extranjeras,  y  ese  matiz,  español,  independiente  y  digno,  que  el 
monarca  español  supo  dar  á  toda  su  acción  exterior  para  eri- 
girse en  arbitro  de  las  ajenas  diferencias. 

En  el  interior,  dos  acontecimientos  de  diversa  índole  caracte- 
rizaron el  reinado  de  Carlos  III.  El  primero  fué  la  expulsión  de 
los  jesuítas,  y  el  segundo,  el  espíritu  reformador  que  se  impri- 
mió á  todos  los  ramos  de  la  administración  pública.  Desde  el  si- 
glo xvn,  y  aun  dentro  de  los  severos  principios  del  Catolicismo, 
se  venía  discutiendo  la  cuestión  de  límites  de  los  dos  poderes  es- 
piritual y  temporal,  que  dieron  motivo  á  la  creación  de  la  es- 
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cnela  regálista,  y  en  su  contra  á  la  papista  6  uUramantana,  que 
calificaba  de  jansenistas  á  todos  los  defensores  de  los  derechos 
temporales  de  los  reyes.  Las  doctrinas  de  Chumacero  y  Pimen- 
tel  y  las  fogosas  defensas  de  Macanaz,  produjeron  los  concor- 
datos de  1737  y  1753,  notable  triunfo  de  los  regalistas  y  so- 
lemne transacción  entre  las  dos  potestades;  pero  los  célebres 
procesos  del  inquisidor  general  Quintano  y  del  obispo  de  Cuen- 
ca, Carvajal  y  Lacanter,  demostraron  que  la  defensa  del  Real 
patronato  estaba  á  cargo  de  talentos  tan  resueltos  como  los  de 
Roda,  Aranda,  Azara,  Floridablanca,  Campomanes  y  otros,  que 
no  vacilaron  en  aconsejar  las  graves  resoluciones  que  se  han 
relatado  al  tratar  del  clero  como  elemento  político  y  social. 
Esta  tendencia  encontró  la  ñierza  resistente  de  la  compañía  de 
Jesús,  que  debiendo  por  su  instituto  defender  la  supremacía 
del  poder  pontificio,  consideraba  atentatorio  á  la  dignidad  y 
omnipotencia  de  la  Santa  Sede,  la  doctrina  de  los  regalistas. 
Semejante  antagonismo  prodajo  graves  conflictos,  el  cual,  agrá* 
vado  por  mutuas  indiscreciones,  se  resolvió  expulsando  á  los 
jesuítas  de  casi  todos  los  Estados  de  Europa,  expulsión  que,  por 
altas  y  respetables  razones  de  Estado,  fué  aprobada  por  la  cor- 
te de  Roma  algunos  años  después,  sin  que  por  ello  resultara  de- 
caimiento en  la  fe  y  en  la  moral  de  los  españoles;  antes  por  el 
contrario,  en  1785  el  conde  de  Aranda  escribía  desde  París  al 
de  Floridablanca  una  carta  que  existe  en  el  Archivo  de  Siman- 
cas (1515):  «que  extinguido  el  instituto  loyolista  tendría  por 
«mejor  el  dejar  volver  á  los  expulsos;  que  se  retirasen  á  sus  fa- 
«millas  los  que  quisiesen;  que  se  quedasen  en  Italia  los  que,  no 
>no  teniéndolas,  prefiriesen  concluir  sus  días  en  aquel  clima, 
>ya  habituados  á  él;  y  que  cuantos  hubiese  de  talento,  instruc- 
»ci6n  y  mérito,  los  emplease  el  Rey  en  la  enseñanza,  y  en  escri- 
>bir  sobre  buenas  letras  y  ciencias,  mas  que  los  hiciese  canóni- 
>gos  y  deanes  si  fuesen  dignos;  que  yo  aseguro  no  pensarían 
»más  en  lo  que  fueron,  i 

Con  la  expulsión  de  los  jesuítas  coincidió  también  el  decai- 
miente  del  tribunal  del  Santo  Oficio,  de  que  en  concreto  nos  he- 
mos ocupado  en  otra  parte  de  esta  monografía.  Allí  expusimos 
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que  el  poder  inquisitorial  se  había  debilitado  grandemente  des- 
de que  se  comenzaron  á  disputar  y  cercenar  sus  prerrogativas, 
y  sobre  todo  desde  que  la  corriente  de  las  nuevas  ideas  rompía 
los  moldes  del  antiguo  fanatismo.  La  misma  extinción  de  la 
compañía  de  Jesús  había  sido  un  terrible  golpe  para  la  omni- 
potencia del  Santo  Oficio,  y  cuando  algunos  ilusos  pretendie- 
ron denunciar  á  las  iras  de  la  Inquisición  nada  menos  que  á  los 
ministros  del  Rey  que  le  habían  aconsejado  la  expulsión  de  los 
jesuítas  y  Uevádola  á  cabo  con  una  entereza  y  sigilo  de  que 
hay  pocos  ejemplos,  la  denuncia  no  produjo  resultado  alguno, 
porque  la  Inquisición  había  ya  muerto,  y  sólo  ejercía  débil- 
mente su  poder  contra  personas  como  D.  Pablo  Olavide,  direc- 
tor de  las  colonias  de  Sierra-Morena,  á  quien  acusaron  de 
herejía  los  regulares  que  habían  chocado  con  él  en  la  colonia 
misma  (1516).  No  vaUeron  en  verdad  á  Olavide  sus  públicas  ma- 
nifestaciones de  adhesión  á  los  principios  de  la  fe  catóUca,  que 
supo  confirmar  en  el  resto  de  su  vida  ^on  obras  místicas  de  in- 
comparable ejemplaridad.  Condenado  á  severas  penas,  tuvo  que 
ausentarse  de  España,  donde  tan  injustamente  se  le  trataba, 
hasta  que  el  Rey,  contra  el  dictamen  del  inquisidor  general,  le 
permitió  volver  á  su  patria  después  de  algunos  años  de  ausen- 
cia. Algunos  escritores  han  extrañado  por  qué  un  monarca  de 
las  condiciones  de  Carlas  III  no  decretó  la  extinción  total  del 
Santo  Oficio;  pero  otros  hacen  notar,  que  la  súbita  supresión  de 
una  institución,  que  llevaba  tres  siglos  de  robusta  vida,  hubiera 
chocado  todavía  con  los  intereses,  las  preocupaciones  y  los  há- 
bitos tradicionales  de  una  parte  del  clero,  y  aun  de  la  mayo- 
ría del  pueblo.  Por  ello  prefirió  limitar  la  jurisdicción  de  dicho 
tribunal,  suavizar  todos  sus  procedimientos  y  dejar  que  el  tiem- 
po y  el  progreso  de  las  ideas,  acelerasen  su  completa  desapari- 
ción. Esta  prudente  política  de  Carlos  III  merece  el  elogio  de 
todos  los  escritores  imparciales. 

La  base  de  la  política  interior  de  Carlos  III,  encaminada  á 
procurar  la  felicidad  de  los  pueblos,  consistía  en  estimular  á 
éstos  al  trabajo,  procurar  que  la  caridad  cristiana  fuese  pru- 
dentemente ejercida,  y  proteger  todo  lo  que  pudiera  ser  motivo 
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de  prosperidad  general.  Para  conseguir  este  resultado  predicó 
con  el  ejemplo,  castigó  á  los  ociosos  y  recompensó  á  los  aman- 
tes del  trabajo.  Al  reseñar  la  materia  administrativa  hemos  se- 
ñalado las  diferentes  y  severas  disposiciones  adoptadas  contra 
la  vagancia,  que  es  ciertamente  la  madre  de  todos  los  vicios; 
mas  á  la  par,  aumentaba  la  beneficencia  pública  y  organizaba 
la  hospitalidad  domiciliaria;  y  las  reuniones  de  los  Amigos  del 
país,  que  eran  sociedades  económicas,  porque  sólo  tenían  el  ca* 
pital  de  sus  virtudes,  interesaban,  como  dijo  Jovellanos  en  su 
Elogio  fundiré  de  Carlos  III  (1517)  á  los  hombres  más  ilustres, 
pues  todos  se  reúnen,  se  reconocen  ciudadanos,  se  confiesan 
miembros  de  la  asociación  general  que  es  de  su  clase,  y  se  pre- 
paran á  trabajar  por  la  utilidad  de  sus  hermanos.  El  celo  y  la 
sabiduría  juntan  sus  fuerzas,  el  patriotismo  hierve,  y  la  nación 
atónita  ve  por  la  primera  vez  vueltos  hacia  sí  los  corazones  de 
sus  hijos.  Inmenso  fué  el  impulso  que  la  ilustración  general 
recibió  por  estas  corporaciones  patrióticas,  que  llevando  la  in- 
mensa ventaja  del  apoyo  de  la  opinión  pública,  señalaban  los 
salvadores  senderos  que  conducen  al  fomento  de  los  intereses 
generales.  Con  su  acuerdo  y  beneplácito,  se  proclamaron  los 
dos  grandes  principios  de  la  libertad  del  comercio  y  de  la  in- 
dustria, se  repartieron  las  tierras  baldías,  se  protegió  á  los 
arrendatarios  y  colonos,  se  declararon  cercadas  perpetuamente 
las  propiedades  particulares,  se  estableció  en  éstas  la  libertad 
de  plantación  y  mejora  del  cultivo,  se  abolió  la  tasa,  se  crearon 
albóndigas  y  depósitos  de  cereales  para  las  necesidades  públi« 
cas,  se  establecieron  montes  de  piedad,  se  disminuyó  la  alcaba- 
la, se  eximió  de  derechos  á  las  primeras  materias  para  la  fabri- 
cación, se  abrieron  nuevos  mercados,  se  facilitaron  las  comu- 
nicaciones interiores,  se  arreglaron  los  derechos  de  importación 
y  exportación  y  se  declaró  libre  el  comercio  de  las  Indias;  y  con 
estas  y  otras  medidas,  vino  á  demostrarse  que  el  soberano  y  su 
gobierno  sólo  se  preocupaban  de  la  regeneración  económica  y 
administrativa  de  España.  Este  movimiento  de  verdadero  pro- 
greso influyó  de  una  manera  ostensible  en  las  costumbres  pú- 
blicas, y  España  adquirió  un  nuevo  aspecto:  renació  la  tran- 
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quilidad  y  confianza;  los  pueblos  encontraron  alivio  en  sus  ne- 
cesidades; los  ayuntamientos  comenzaron  á  recibir  ima  nueva 
organización,  y  la  estadística  vino  á  demostrar,  que  cuando 
una  nación  decae,  su  población  decrece,  y  por  el  contrario,  au- 
menta ésta  á  medida  de  su  prosperidad  y  de  un  régimen  poli- 
tico,  civil  y  económico,  sabia  é  inteligentemente  dirigido. 

La  administración  de  justicia,  preciosa  garantía  de  todos  los 
derechos  y  estímulo  para  el  cumplimiento  de  todos  los  deberes, 
recibió  en  el  reinado  de  Carlos  lU  tal  brillantez  y  respetabili- 
dad, que  naturalmente  nos  hace  recordar  la  gloriosa  época  de 
los  Reyes  Católicos.  Los  ilustres  nombres,  que  serán  siempre 
honra  y  prez  de  la  toga  española,  contribuyeron  grandemente 
á  esta  regeneración  judicial,  y  no  hubo  reforma  que  no  se  aco- 
metiese, ni  mejora  que  no  se  realizase.  Conocedores  y  defenso- 
res del  principio  de  unidad  en  todas  las  esferas  de  la  vida  na- 
cional, no  se  consintió  ninguna  desmembración  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  y  en  todas  las  disposiciones  de  Carlos  III  se 
advierte  la  idea  de  robustecer  el  poder  civil  y  darle  preponde- 
rancia sobre  los  otros  poderes  del  Estado.  Por  ello  fueron  abo- 
Udos  privilegios  y  exenciones,  sintiéndose  ya  la  necesidad  de 
que  uüfls  mismas  leyes  y  un  solo  fuero  rigieran  en  toda  la 
monarquía  española.  Se  reformaron  toda  clase  de  tribunales.  Se 
estableció  la  base  de  la  legislación  hipotecaria,  creando  las 
contadurías  de  hipotecas,  y  de  seguro  Carlos  III,  como  escribió 
D.  Joaquín  José  Cervino  en  el  Besiaurador  dd  notariado  (1518), 
hubiese  decretado  la  reversión  á  la  Corona  de  los  oficios  de  la 
fe  pública,  si  la  muerte  no  se  hubiera  interpuesto  entre  sus 
propósitos. 

Como  los  derechos  de  las  naciones  no  pueden  defenderse  si 
además  de  la  razón  no  los  garantiza  la  fuerza  pública,  Carlos  III, 
que  no  era  ageno  á  las  glorias  miUtares,  procuró  siempre  con- 
tar con  un  ejército  respetable  de  mar  y  tierra,  y  la  instrucción 
reservada  que  comunicó  á  la  junta  de  Estado,  prueba  la  prefe- 
rencia que  daba  á  la  organización  del  poder  militar  (1519). 
Utilizó  el  cuerpo  de  inválidos  que  encontró  establecido;  creó  las 
compañí&s  de  salvaguardias,  y  agregó  la  milicia  urbana,  coiñ« 
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puesta  de  artesanos  y  menestrales  honrados,  con  lo  cual  y  la 
división  de  las  poblaciones  en  cuarteles,  alcaldes  de  barrio, 
pragmática  sobre  asonadas,  levas  y  policía,  garantizó  el  orden 
público  en  el  interior.  Para  hacer  frente  á  las  complicaciones 
exteriores,  publicS  la  célebre  ordenanza  para  el  reemplazo  del 
ejército  activo,  fijando  el  contingente  que  anualmente  debían 
aprontar  los  pueblos,  la  edad  y  calidad  de  los  mozos  sortea- 
bles,  y  las  exenciones  que  era  conveniente  establecer,  para  no 
privar  á  la  agricultura,  al  comercio  y  á  la  industria  de  los  bra- 
zos indispensables.  Al  mismo  tiempo  creó  las  escuelas  de  in- 
fantería, caballería  y  artillería  en  el  Puerto  de  Santa  María, 
Ocaña  y  Segovia,  para  formar  oficiales  distinguidos,  y  por  este 
camino  la  nobleza  recobró  la  afición  á  la  carrera  militar,  que 
con  muy  honrosas  excepciones,  había  perdido  en  los  últimos 
reinados  de  la  dinastía  austríaca.  Se  iniciaron  las  escuelas  prác- 
ticas; se  comenzó  la  fundieión  de  cañones;  se  establecieron 
muchas  fábricas  de  pólvora,  y  el  gobierno  tomó  á  su  cargo  la 
íábrica  de  armas  blancas  de  Toledo.  Los  hábitos  de  las  órdenes 
militares  ya  no  se  concedieron  sino  á  los  militares  que  ganaban 
en  la  guerra  una  recompensa.  Y  la  institución  del  Montepío 
militar,  completó  la  serie  de  reformas  que  venían  preparadas 
desde  el  reinado  de  Felipe  V.  Carlos  III  aumentó,  fomentó  y 
mejoró  la  organización,  instrucción  y  disciplina  del  ejército  es- 
pañol, el  cual  recobró  su  antiguo  renombre.  En  la  marina  le 
bastó  seguir  el  impulso  que  le  había  impreso  el  marqués  de  la 
Ensenada. 

£1  desarrollo  del  movimiento  intelectual  fué  verdaderamente 
notable  en  el  reinado  de  Carlos  III,  y  las  disposiciones  que  se 
han  recordado  al  tratar  de  la  instrucción  pública,  muestran  que 
todo  cuanto  se  relacionaba  con  los  diferentes  ramos  del  saber 
humano,  todo  recibió  impulso,  fomento,  desarrollo  y  progreso 
hasta  donde  entonces  era  posible.  La  prescripción  de  que  en  la 
provisión  de  cátedras  sólo  se  atendiese  al  mérito  de  los  oposito- 
res, abrió  ancho  camino  á  la  suficiencia  porsonal,  y  las  disputas 
silogísticas  quedaron  mortalmente  heridas  ante  la  nueva  incli- 
nación de  prudentes  reformas  que  se  notó  en  las  universidades, 
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con  manifiesta  tendencia  á  uniformar  la  enseñanza.  La  conse- 
cuencia de  este  movimiento  reformista  fué  aumentar  la  prensa 
periódica,  pues  al  morir  Carlos  III  había  en  circulación  más 
de  veinte  periódicos  que  discutían  todo  género  de  cuestiones 
literarias,  científicas  y  aun  sociológicas,  aunque  no  políticas. 
Las  glorias  españolas  ultrajadas  desde  el  extranjero  por  los  aba- 
tes  Bettinelli  y  Tiraboschi,  fueron  cumplidamente  vindicadas 
por  Serrano  y  Lampillas.  Los  padres  mohedanos  fray  Rafael  y 
fray  Pedro,  franciscanos  del  convento  de  San  Antonio  Abad  de 
Granada,  escribieron  la  Historia  literaria  de  España  (1520)  des- 
de su  primera  población  hasta  nuestros  días,  para  volver  por 
el  honor  de  la  nación  española  para  con  los  extraños  y  excitar 
á  los  naturales  para  que  conservasen  y  aumentasen  el  crédito 
de  su  patria  con  la  gloriosa  imitación  de  sus  mayores.  Todavía 
se  recuerdan  con  placer  los  trabajos  de  Sedaño  en  el  Farnaso 
español  (1521);  los  de  Azara  al  propagar  las  poesías  de  Garci- 
laso  (1522);  los  de  García  de  la  Huerta,  coleccionador  del  teatro 
español  (1523);  los  de  Capmani  presentando  excelentes  mues- 
tras de  nuestros  prosistas  en  su  Teatro  histórico  crítico  de  la  do- 
cuencia  castellana  (1524);  los  del  P.  Martin  Sarmiento,  otro  sa- 
bio crítico  é  historiador  de  nuestra  literatura,  y  el  arzobispo  Lo- 
renzana  imprimiendo  las  obras  de  los  padres  toledanos;  los  es- 
critos del  filósofo  Vives,  y  la  Retórica  eclesiástica  de  fray  Luis  de 
Granada  (1525),  al  mismo  tiempo  que  las  prensas  de  Monfort 
y  de  Ibarra  daban  á  conocer  nuestras  más  valiosas  crónicas  y 
códigos.  Todo.ello  no  evitó  que  Mr.  Masson  publicase  en  la  En- 
ciclopedia francesa  un  artículo  ofensivo  para  España,  á  que  dio 
cumplida  respuesta  el  abate  D.  Antonio  Cabanilles  (1526)  en 
un  libro  de  que  hemos  dado  cuenta  en  otro  lugar,  y  á  que  si- 
guió D.  Antonio  Pons  en  el  Viaje  fuera  de  España  (1527).  La 
ofensa  venía  tan  trasnochada,  que  cuando  Masson  la  escribía, 
Miguel  Casiri  pubUcaba  la  Biblioteca  hispano  curialense  (1528); 
D.  Ignacio  Asso,  la  Arábigo-aragonesa  (1529);  D.  Juan  Fran- 
cisco de  Castro,  la  de  los  Bábinos  españoles  (1530);  D.  Juan  An- 
tonio Pellicer,  la  de  Traductores  (1531);  D.  José  de  Viera  y  Cla- 
vijo,  la  de  Autores  canarios  (1532),  y  D.  Juan  Sempere  y  Guari- 
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nos,  la  de  los  Mejores  escríiares  del  reinado  de  Carlos  111  (1533). 
Bien  pudo  el  capellán  mayor  de  la  Beal  casa  de  recogidas  de 
Madrid  D.  Francisco  Gregorio  de  Salas,  escribir,  á  semejanza 
de  Montemayor,  en  el  Canto  dd  Turia;  Espinel,  en  la  Casa  de 
la  Memoria;  Cervantes,  en  la  Galatea^  y  Lope  de  Vega,  en  el 
Laurel  de  Ápólo^  los  elogios  de  los  escritores  y  facultativos  in- 
signes españoles  de  aquel  reinado  venturoso,  que  bajo  la  dinas- 
tía de  los  Berbenes  se  señala,  como  bajo  la  de  los  Austrias,  el 
siglo  de  los  tres  Felipes.  En  efecto,  en  teología  floreció  en  aque* 
lia  época  fray  Agustín  Cavadés,  catedrático  en  la  universidad 
de  Valencia,  que  escribió  sus  Instituciones  (1534),  ejemplo  que 
siguió  el  P.  Villarroig,  también  valenciano,  y  á  que  contribuyó 
no  poco  el  P.  Scio  de  San  Miguel  de  las  Escuelas  pías,  que  pu- 
blicó los  seis  libros  de  San  Juan  Grisóstomo  sobre  el  sacerdo- 
cio, y  la  traducción  de  la  Biblia^  que  imprimieron  en  Valencia 
Joseph  y  Thomas  de  Orga  (1535).  La  jurisprudencia  recibió  el 
impulso  que  hemos  hecho  notar  al  recordar  varios  de  los  tra- 
tadistas principales  de  la  época,  llegando  D.  Manuel  Lasdizabal 
y  Uribe  á  escribir  y  publicar  su  Discurso  sobre  las  penas  (1536), 
contraído  á  las  leyes  criminales  de  España  para  facilitar  su  re- 
forma, en  el  cual  se  pronunció  contra  la  pena  del  tormento,  lo 
mismo  que  hizo  el  académico  de  la  Historia  D.  Alonso  María 
Acebedo,  que  dejó  escritas,  entre  otras  obras,  sus  Beflexiones  his- 
tóricas sobre  algunas  leyes^  la  Idea  de  un  cuerpo  legal  y  un  Dis- 
curso sobre  la  importante  necesidad  de  abreviar  los  pleitos  (1537). 
La  medicina  fué  enriquecida  con  los  escritos  de  Escobar,  Gue- 
rrero, Amar,  Santpons,  Salva  y  Campillo,  Rubio,  Gil,  O'Scalan 
Masdeval  y  otros.  Todas  las  ciencias  exactas  y  naturales  se  cul- 
tivaban con  ardor  y  con  fruto.  En  1781  instalábase  en  el  Prado 
el  Jardín  Botánico,  bajo  la  inteligente  dirección  de  D.  Casimiro 
Gómez  Ortega,  continuador  déla  Flora  española  (1538),  que  había 
comenzado  D.  José  Qüer.  A  su  lado  D.  Antonio  Palau  publicaba 
el  Curso  dementál  de  botánica  (1539),  los  Fundamentos  botánicos 
de  Lineo  y  el  Specimen  plantarum.  Los  Barnales,  Cañáis,  Villa- 
nova,  Asso,  Llórente,  Cabanilles  y  otros  contribuyeron  á  cimen- 
tar la  sólida  reputación  del  Jardín  Botánico,  cuyo  ejemplo  cun- 
ToMO  IV  4  i 
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dio  provechosamente  por  las  provincias  de  España  y  América. 
El  gabinete  de  Historia  natural  faé  ricamente  aumentado.  Se 
abrieron  por  vez  primera  cátedras  de  física  y  química,  y  el  es- 
tudio de  las  matemáticas  se  propagó  por  todas  partes,  estimu- 
lando la  afición  á  la  geografia^  á  la  astronomía,  la  náutica  y  los 
estudios  de  artillería  y  fortificación  militar.  La  filosofía  tuvo 
discípulos  tan  distinguidos  como  D.  Juan  Francisco  de  Castro, 
que  escribió  su  obra  titulada  DÍ4)s  y  la  Naturaleza  (1540);  pero 
ni  este  ramo  del  saber  humano  fué  cultivado  por  los  escritores 
españoles  con  la  preferencia  que  lo  fueron  los  demás,  ni  era 
fácil  añadir  nada  nuevo  á  los  profundos  estudios  filosóficos  del 
valenciano  Luis  Vives,  de  que  hemos  hablado  en  otra  ocasión. 
La  historia  fué  enriquecida  con  la  continuación  de  la  Espa- 
ña Sagrada^  Medallas  de  las  colonias^  municipios  y  pueblas  anti- 
guos de  España,  la  CUwe  historial  y  las  Memorias  de  las  Beinas 
católicas^  escritas  por  el  agustino  Fr.  Enrique  Florez  (1541),  ha- 
biendo continuado  la  primera  el  P.  Risco  (1542),  bajo  la  protec- 
ción uno  y  otro  de  Carlos  III.  El  arcediano  D.  José  de  Viera 
escribió  la  de  las  Islas  de  Canarias  (1543);  el  P.  Escalona,  la  His- 
toria del  Beal  Monasterio  de  SaJiagün  (1544);  D.  Ignacio  López 
de  Ayala,  su  Historia  de  GibraUar  (1545);  el  presbítero  Gutié- 
rrez Coronel,  su  Historia  dd  origen  y  soberanía  del  condado  y  rei- 
no de  Castilla  (1546),  y  su  Disertación  histórica^  cronológica  y  ge- 
nealógica sobre  los  jueces  de  Castilla  Ñuño  Basura  y  Lain  Cal- 
vOy  etc.;  D.  Antonio  Capmany,  sus  Memorias  históricas  sobre  la 
marina^  comercio  y  artes  de  la  ciudad  de  Barcelona  (1547);  Valla- 
dares y  Sotomayor  comenzó  á  publicar  su  Semanario  erudi- 
to (1548),  y  el  abate  Masdeu  la  Historia  crítica  de  España  (1549). 
La  crítica  halló  buenos  maestros  en  Feijóo  (1550)  y  Jovella- 
nos  (1551),  ya  entonces  ventajosamente  conocido  en  la  repúbli- 
ca de  las  letras;  Cadalso  siguió  su  ejemplo  en  sus  Eruditos  á  la 
Violeta  (1552),  y  hasta  la  Historia  dd  predicador  Fr,  Gerundio  de 
Campazas  tuvo,  como  sostiene  Ferrer  del  Río,  una  visible  y  sa- 
ludable influencia  en  la  reforma  de  la  oratoria  del  pulpito.  En 
este  gran  movimiento  literario  no  quedó  rezagada  la  poesía. 
D.  Nicolás  Fernandez  de  Moratín  cultivó  todos  sus  géneros,  y 
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el  mismo  malogrado  Cadalso  demostró,  que  podía  desempefiar 
se  á  la  vez  el  papel  de  critico  y  de  poeta.  Los  fabulistas  Iriarte 
y  Samaniego  enriquecieron  con  sus  fábulas  morales  el  parnaso 
español.  Fr.  Diego  González  restauraba  el  bueu  gusto  de  la  poe- 
sía castellana,  y  D.  Juan  Meleudez  Valdés,  en  su  laureada  Églo- 
ga en  alabanza  de  la  vida  del  campOy  se  mostraba  digno  de  figu- 
rar con  gloria  al  lado  de  Garcilaso  y  Herrera,  de  Villegas  y 
León.  £1  teatro  se  enriqueció  con  abundantes  frutos  de  los  in- 
genios españoles,  de  que  dan  elocuente  testimonio  El  Viejo  y  la 
Niña,  El  Café  y  El  Sí  de  las  niñas,  siempre  escuchados  con  de- 
leite. Las  costumbres  populares  encontraron  un  verdadero  Co- 
ya en  D.  Ramón  de  la  Cruz,  y  la  prensa  periódica,  como  antes 
dijimos,  recibió  un  extraordinario  impulso. 

¡Pocas  veces  el  fecundo  germen  de  la  cultura  intelectual 
agrupa  en  las  naciones  felices,  tan  numeroso  catálogo  de  nom* 
bres  selectosl  D.  Jorge  Juan,  Fr.  Enrique  Flórez,  los  reveren- 
dísimos benedictinos  Benito  Feijóo  y  Martín  Sarmiento,  Don 
Agustín  de  Montiano  y  Lugando,  los  Iriartes,  los  marqueses  de 
Mondéjar  y  de  Valdeflores,  el  P.  Fr.  Nicolás  Gallo,  del  orato- 
rio del  Salvador  de  Madrid,  cuya  elocuencia  en  el  pulpito  tenía 
algo  de  demosténica;  el  renombrado  médico  y  filósofo  D.  An- 
drés Piquer,  que  con  Servet  y  el  divino  Valles  comparte  en 
España  el  cetro  de  Esculapio;  el  maestro  de  los  grandes  minis* 
tros  D.  Blas  Nasarre;  Gúseme,  el  numismático  por  excelencia;  el 
conde  de  Torrepalma,  orador  elegante  de  las  Academias;  Don 
Luis  de  Salazar  y  Castro,  rey  de  la  heráldica;  Tofiño  de  San 
Miguel,  el  gran  delineador  de  nuestras  costas;  el  historiador 
Forreras,  cura  de  San  Andrés  de  esta  corte;  el  maxqués  de  San- 
ia Cruz  de  Marcenado,  el  mejor  tratadista  moderno  español  de 
cosas  militares,  y  que  sirviendo  á  la  patria,  murió  en  Oran  en 
lucha  contra  los  moros;  el  mercenario  calzado  Fr.  Juan  Inte- 
rian  de  Ayala^  de  cuyas  obras  hacía  particular  aprecio  el  papa 
Benedicto  XIV  que  las  citaba  en  sus  Homilías;  Ontalva,  Abren, 
Santayana,  juristas  insignes;  el  cardenal  Belluga,  hábil  reforma- 
dor de  los  trajes;  Murillo  Velarde,  primero  entre  nuestros  geó- 
grafos; el  cardenal  Cienfuegos,  Fr.  Antonio  Belando  Mañez^ 
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el  cómico  Cañizares,  Gerardo  Lobo,  los  marqueses  de  San  An- 
drés y  de  la  Olmeda,  los  condes  de  Aguilar  y  de  Grajal,  Pedro 
Boldán  y  su  hija  Luisa,  su  émula  en  los  cinceles;  D.  Antonio 
Palomino,  Carmena,  Villanueva  y  otros  mil,  cuyas  obras,  por 
todas  partes  esparcidas  como  monumentos  de  aquella  edad,  dan 
harto  testimonio  de  su  gran  mérito,  y  forman  el  brillante  Olim- 
po en  cuyo  centro  levantábase  el  dosel  del  gran  monarca,  dig- 
no de  presidir  la  laureada  falange  de  los  sabios,  de  los  literatos 
y  de  los  artistas  que  decoraron  su  reinado. 

Quien  había  sido  en  las  Dos  Sicilias  restaurador  de  las  no- 
bles artes,  no  podía  olvidar  en  España  sus  aficiones  predilec- 
tas. D.  Ventura  Rodríguez  fué  el  restaurador  de  la  arquitectura 
española,  y  D.  Juan  Villanueva,  arquitecto  é  ingeniero  civil  é 
hidráulico,  unió  su  nombre  á  todos  los  gloriosos  recuerdos  del 
reinado  de  Carlos  III.  £1  cincel  del  español  D.  Felipe  de  Castro 
trazó  las  grandes  estatuas  de  Trajano  y  Teodosio;  D.  Francisco 
Gutiérrez,  D.  Juan  Pascual  de  Mena  y  D.  Antonio  Primo  ejecu- 
taron las  fuentes  del  Paseo  del  Prado  de  Madrid,  mientras  D.  Ma- 
nuel Álvarez  trazaba  las  figuras  de  las  fuentes  de  Apolo  y  de  las 
Cuatro  estaciones.  En  la  pintura,  al  lado  del  palermitano  Sabati- 
ni,  del  veneciano  Tiépolo  y  del  bohemio  Rafael  Mengs,  sobresa- 
lieron Maella,  Bayeu,  Ferro,  Ramos  y  otros  artistas,  entre  los 
cuales  por  su  género,  sólo  imitado  por  Lucas,  sobresalió  el  origi- 
nal D.  Francisco  Goya.  Al  mismo  tiempo  que  con  el  pincel  ó  el 
buril,  se  evidenciaba  el  adelanto  de  las  nobles  artes;  Mengs  y  el 
grabador  de  cámara  D.  Salvador  Carmena,  escribiendo  el  uno 
Lecciones  prácticas  de  pintura  y  el  otro  las  Conversaciones  sobre 
la  escultura.  Se  traducían  los  tratados  y  libros  de  Leonardo  de 
Vinci  y  de  Bautista  Alberdi.  Se  ridiculizaban  en  las  Cartas  cri- 
ticas las  defectuosas  obras  de  arquitectura  que  aún  se  realiza- 
ban en  la  corte.  Se  traducían  al  castellano  los  diez  libros  de 
Arquitectura  de  VüruMo,  D.  Antonio  Ponz,  en  su  Viqje  de  Espa- 
ña^  ilustraba  grandemente  su  parte  artística  y  monumental.  Y 
Llaguno  y  Amírola  daba  á  luz  sus  Noticias  de  los  arquitectos  y 
de  la  arquitectura  de  España  (1553). 

Tal  fué  el  glorioso  reinado  de  Carlos  m^  que  arrancó  á  su 
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historiador  Ferrer  del  Bío  estas  elocnentes  palabras  (1554): 
«Guando  la  posteridad  juzga  á  los  Beyes,  no  oye  más  testigo  qoe 
>el  amor  de  los  pueblos:  del  que  profesaban  á  Garios  III  los  es- 
>pafíoles  dieron  inequívocas  muestras,  regando  con  lágrimas 
»su  sepulcro,  y  transmitiendo  unánimes,  de  padres  á  hijos,  la  re- 
»yerencia  á  su  memoria,  y  aplicando  uniformemente  á  sus  tiem- 
»pos  la  califícación  de  felices.» 
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TÍTULO  IV. 
CARLOS   IV. 


CAPÍTULO  PRIMERO. 

BREVE   RESEÑA  HISTÓRICA   DE  ESTE   REINADO- 
LA  MONARQUÍA  COMO  BASE  BEL  PODER  CIVIL. 

El  impulso  del  movimiento  reformador  que  caracteriza  el 
reinado  de  Carlos  III,  continuó  en  el  de  su  hijo  Carlos  IV;  pero 
bien  pronto  un  acontecimiento  tan  importante  y  transcenden- 
tal, como  la  revolución  francesa  y  las  complicaciones  á  que  dio 
lugar,  imprimieron  al  reinado  de  que  varaos  á  ocuparnos,  un 
carácter  de  indecisión  y  de  duda,  que  comenzando  por  compro- 
meter á  España  en  los  grandes  conflictos  europeos,  renovó  las 
deplorables  épocas  de  los  privados,  y  terminó  dando  al  mundo 
imperecedero  recuerdo  de  lo  que  vale  el  sentimiento  de  la  inde- 
pendencia, albergado  en  pechos  españoles.  A  los  cuarenta  años 
y  con  la  experiencia  que  concede  el  hábito  de  los  negocios  pú- 
blicos, fué  proclamado  Rey  de  España  el  príncipe  Carlos,  con 
el  nombre  de  Carlos  IV,  el  día  17  de  Enero  de  1789.  Era  el 
nuevo  monarca  de  carácter  bondadoso  y  corazón  recto,  y  to- 
mando por  norma  los  actos  de  su  padre,  conservó  á  su  lado  al 
conde  de  Floridablanca,  condonó  las  contribuciones  atrasadas, 
facilitó  á  los  pobres  la  adquisición  de  los  artículos  de  primera 
necesidad,  y  dispuso  que  las  deudas,  legítimamente  contraídas, 
fuesen  pagadas.  Desamortización,  libre  introducción  de  granos, 
fomento  y  mejora  de  la  cría  caballar,  libertad  de  comercio  y  fa- 
bricación, prosperidad  de  la  marina,  reforma  de  las  costumbres 
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7  pmdenies  medidas  de  policía,  fueron  las  primeraa  disposicio- 
nes del  nuevo  monarca,  que  continuaba  ezactamonte  el  camiuo 
que  con  tanta  gloría  había  seguido  su  augusto  padre. 

Quiso,  no  obstante,  legalizar  con  el  voto  de  las  Cortes  su  de- 
recho al  trono  de  £spaña,  y  tan  pronto  como  se  desembarazó 
de  los  primeros  deberes  del  gobierno,  convocó  al  reino  en  30  de 
Mayo  de  1789,  con  el  objeto  de  reconocer  y  jurar  al  nuevo 
príncipe  de  Asturias  y  sucesor  de  la  Corona,  conforme  á  las  le- 
yes y  antigua  costumbre  de  estos  reinos;  y  para  tratar,  enten- 
der, practicar  y  otorgar  y  concluir  por  Cortes  otros  negocios,  si 
se  propusiesen  y  pareciese  conveniente  resolver,  acordar  y  con- 
venir para  los  efectos  referidos.  El  juramento  tuvo  lugar  en  la 
iglesia  de  San  Jerónimo,  con  asistencia  de  la  nobleza,  el  clero 
y  los  procuradores  de  las  ciudades;  y  después  de  jurar  también, 
conservar  el  más  rigoroso  secreto,  se  votó  el  restablecimiento  de 
la  inmemorial  costumbre  y  la  disposición  de  la  ley  II,  título  V, 
partida  11,  referente  al  orden  regular  de  suceder  en  la  Corona 
de  España,  según  el  cual  heredan  las  hembras  de  mejor  línea 
y  grado,  sin  postergación  á  los  varones  más  remotos;  por  con- 
secuencia se  derogaba  el  auto  acordado  de  1713.  Esta  resolu- 
ción, que  fué  aceptada  por  unanimidad,  se  sancionó  por  el 
Bey,  ordenando  á  su  consejo  que  expidiese  la  pragmática  san- 
ción que  en  tales  casos  correspondía  y  se  acostumbraba.  Por 
separado  aún,  consultó  el  monarca  á  los  prelados  que  habían 
asistido  á  las  Cortes,  y  todos  ellos  robustecieron  con  nuevos  ra- 
zonamientos el  acuerdo  adoptado.  Como  hemos  de  examinar 
detenidamente,  en  ocasión  oportuna,  todo  cuanto  discutieron 
estas  Cortes,  basta  por  ahora  decir,  que  bien  se  tratase  de  pre- 
parar la  reunión  de  las  Coronas  de  España  y  Portugal,  como 
^nos  afirman;  bien  preparar  la  eventualidad  de  que  íaltase  la 
descendencia  varonil  á  Carlos  IV,  como  otros  aseguran,  es  lo 
cierto  que  este  monarca  comenzó  buscando  la  ratificación  de  su 
derecho  en  la  voluntad  de  los  pueblos.  Y  altas  consideraciones 
políticas  le  obligaron  á  no  publicar  la  pragmática  acordada  so- 
bre el  orden  de  suceder.  D.  Andrés  Muriel  en  la  Historia  ma- 
nuscriia  dd  reinado  de  Carlos  IV  (1555),  que  inédita  conserva  la 
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Real  Academia  de  la  Historia,  reconoce  que  la  declaración  de  la 
Asamblea  nacional  francesa  con  motivo  de  la  renuncia  que  hizo 
Felipe  V  al  trono  de  Francia,  fué  lo  que  influyó  en  que  se  sus- 
pendiese la  publicación  de  la  pragmática. 

Tranquila  se  hallaba  España  y  su  monarquía,  cuando  en  1789 
se  realizó  en  el  terreno  de  los  hechos,  la  revolución  que  en  el 
campo  de  las  ideas  se  había  preparado  en  Francia;  y  sin  entrar 
á  juzgar  ni  las  causas  que  la  prepararon  ni  las  vicisitudes  que 
siguió  en  su  primer  aspecto,  es  evidente  que  el  conde  de  Flori- 
dablanca,  que  había  mostrado  sus  simpatías  por  el  progreso  de 
las  utopias  filosóficas,  cuando  conoció  su  resultado,  no  pensó 
ya  más  que  en  fortificar  la  prerrogativa  Beal,  sin  tratar  de  apo- 
yarse en  las  simpatías  nacionales,  ni  buscar  la  voluntad  gene- 
ral. La  política  de  Carlos  IV  cambió  de  improviso,  y  el  Rey  de 
España  se  mostró  más  interesado  que  nadie  en  salvar  á 
Luis  XVI  y  en  impedir  en  España  la  propaganda  revoluciona- 
ria. No  contribuyó  poco  á  esta  actitud  del  primer  ministro  del 
Rey,  la  herida  que  un  francés  le  infirió  por  la  espalda  el  día  18 
de  Junio  de  1790  en  el  Real  sitio  de  Aranjuez,  y  una  abortada 
conspiración  que  fué  severamente  reprimida.  Todas  las  medidas 
que  desde  entonces  se  adoptaron  sólo  conducían  á  provocar  á 
la  Asamblea  nacional  francesa  en  contra  de  España.  Las  notas 
de  Floridablanca,  el  cordón  militar  en  la  frontera,  la  matrícula 
general  de  todos  los  extranjeros  y  las  acerbas  quejas  contra  la 
falta  de  libertad  del  Rey  de  Francia  al  suscribir  la  Constitución, 
sirvieron  de  pretexto  á  los  enemigos  de  Floridablanca  para 
gestionar  su  separación,  que  vino  á  decretarse  en  Febrero 
de  1792,  mandándole  preso  á  la  cindadela  de  Pamplona  y  pro- 
cesándole por  una  porción  de  hechos,  que  fueron  victoriosa- 
mente contestados,  y  por  los  cuales  alcanzó  su  libertad  y  abso- 
lución, eii  virtud  de  Real  orden  de  28  de  Setiembre  de  1795, 
con  motivo  y  en  celebridad  de  la  paz  concertada  con  la  Francia 
en  el  mismo  año. 

Sucedió  al  conde  de  Floridablanca  el  de  Aranda,  y  sus  pri- 
meras medidas  fueron  restablecer  el  consejo  de  Estado  y  supri- 
mir la  junta  suprema  creada  en  1787,  y  dar  á  los  secretarios 
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de  Estado  y  del  Despacho  el  carácter  de  consejeros  ordinarios. 
Sa  política  consistió  en  suavizar  las  asperezas  creadas  por  Fio- 
ridablanca  y  establecer  la  buena  armonía  entre  ambos  países, 
para  lo  cual  comenzó  por  admitir  cerca  del  Hey  á  Mr.  de  Bour- 
going  como  representante  de  la  Asamblea  nacional;  pero  cuando 
en  20  de  Setiembre  de  1792  quedó  abolida  la  monarquía  y  esta- 
blecida la  república  en  Francia,  se  reunió  urgentemente  el  con- 
sejo de  Estado  para  examinar  las  cuestiones  que  se  le  proponían, 
7  fué  considerado  caso  de  honra  tomar  parte  en  la  coalición  de 
todas  las  naciones  europeas  contra  la  Francia  y  declararla  la 
guerra.  Así  se  hizo  saber  á  las  naciones  interesadas  en  4  de  Se* 
tiembre  de  1792,  inspirándose  el  conde  de  Aranda  más  en  un 
sentimiento  monárquico  que  de  conveniencia  nacional.  Al  pro- 
pio tiempo  que  se  aproximaban  tropas  españolas  á  las  fronteras 
y  se  hacían  grandes  preparativos  militares,  el  conde  de  Aranda 
procaraba  sostener  una  neutralidad  imposible;  y  aunque  no  la 
tuvo  aquella  nación  por  cierta,  se  limitó  á  pedir  el  reconoci- 
miento de  la  república  francesa,  lo  cual  dio  lugar  á  conferen- 
cias bastante  vivas  entre  los  representantes  de  Francia  y  de 
España.  En  esta  situación  creyó  conveniente  el  Rey  que  el  con- 
de de  Aranda  cesase  en  el  desempeño  interino  del  ministerio 
de  Estado,  si  bien  conservando  todos  sus  honores  y  el  sueldo 
de  decano  del  consejo  de  Castilla. 

Le  reemplazó  D.  Manuel  Godoy,  duque  ya  de  la  Alcudia,  y 
elevado  á  las  mayores  dignidades  de  la  nación  por  el  favor  y 
confianza  con  que  le  distinguía  la  Reina  María  Luisa.  La  vida 
de  Luis  XVI  corría  en  aquellos  momentos  gravísimo  peligro,  y 
aunque  el  nuevo  privado,  según  afirma  el  abad  de  Pradt,  arzo- 
bispo de  Malinas,  en  sus  Memorias  históricas  sobre  la  revolución 
^  España  (1556),  y  lo  confirmó  después  en  las  suyas  el  mismo 

Z.v^cipe  de  la  Paz,  no  se  escasearon  los  recursos  para  conse- 
ir    algunos  votos  en  la  Convención,  en  la  noche  del  17  de 
^^oro  de  1793,  Luis  XVI  fué  condenado  á  muerte,  llenando 
¿.o  l^orror  y  de  espanto  á  toda  la  Europa.  Godoy  mismo,  que 
0,ea3O  sustituyera  al  conde  de  Aranda  para  evitar  la  guerra  con 
'^rajacia»  cuando  tuvo  conocimiento  del  supUdo  de  Luis  XVI 
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no  se  recataba  de  decir:  cEl  tratado  de  paz  con  la  repú- 
iblica  francesa  ahora  sería  una  infamia;  manteniéndole  ha- 
»bria  complicidad  de  nuestra  parte  en  el  crimen  que  acaba  de 
> escandalizar  á  España  y  á  todos  los  demás  reinos.»  La  decla- 
ración de  guerra  no  se  hizo  esperar,  pero  partió  de  la  conven- 
ción, que  en  un  documento  redactado  por  el  célebre  Barreré 
decía  lo  siguiente:  cLas  intrigas  de  la  corte  de  San  James  han 
^triunfado  en  Madrid,  y  el  nuncio  del  Papa  ha  afilado  los  pu- 
fñales  del  fanatismo  en  los  Estados  del  Rey  católico.  Se  nece- 
»sita  obrar,  y  que  los  Borbones  desaparezcan  de  un  trono  que 
^usurparon  con  los  brazos  y  tesoros  de  nuestros  padres.  Sea  lle- 
»vada  la  libertad  al  clima  más  beUo  y  al  pueblo  más  magnání- 
»mo  de  la  Europa.»  Así  se  consignaba  en  el  Monitor  del  día  8 
de  Marzo  de  1793,  á  que  contestó  el  gobierno  español  con  un 
manifiesto  del  23,  que  se  publicó  en  la  Gaceta  del  29  de  dicho 
mes.  La  aceptación  de  la  guerra  declarada  por  la  Francia  pro- 
dujo una  verdadera  explosión  de  entusiasmo  en  este  país,  don- 
de tanto  se  había  peleado  y  tan  arraigado  estaba  el  sentimien- 
to monárquico;  y  el  mencionado  abad  de  Pradt,  en  sus  Memo- 
riaSy  aunque  no  favorables  á  España,  hubo  de  confesar  que  la 
nación  española  superó  á  cuanto  en  las  demás  épocas  de  la  his- 
toria moderna  se  ha  contado  en  materia  de  ofrendas  hechas 
por  el  patriotismo  de  los  pueblos  á  los  gobiernos  que  han  bus- 
cado su  apoyo.  D.  Andrés  Muriel,  en  su  Historia  manuscrita  ád 
reinado  de  Carlos  IV^  dice  (1557)  que  ninguna  otra  nación  mos- 
tró tanta  generosidad  y  ardor  en  aquel  tiempo. 

Comprometida  ya  España  en  la  guerra  general,  situó  tres 
cuerpos  de  ejército:  uno  en  la  frontera  de  Guipúzcoa  y  Nava- 
rra, otro  en  la  de  Aragón  y  el  tercero  en  la  de  Cataluña^  que 
confió  al  general  D.  Antonio  Ricardos,  quien  se  llenó  de  gloria 
en  la  batalla  de  Truillas  el  22  de  Setiembre  de  1793.  No  tan 
afortunada  la  campaña  de  1794,  el  ejército  español  tuvo  que 
repasar  el  Pirineo,  y  mientras  por  una  parte  perdíamos  la  pla- 
za de  Figueras,  por  otra  nos  vimos  privados  de  los  Alduides, 
de  la  entrada  del  Bastan,  tomado  San  Sebastián  y  amenazada 
Pamplona.  En  1795  no  fuimos  tan  desgraciados,  pero  también 
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perdimos  la  plaza  de  Rozas;  más  una  j  otra  nación  deseaban 
la  paz,  y  en  22  de  Julio  se  ñrmó  la  llamada  de  Basilea,  pactán- 
dose paz  y  amistad  entre  España  y  la  república  francesa,  res- 
tituyendo ésta  al  Rey  de  Espafia  todas  las  conquistas  que  había 
hecho  en  sus  Estados  durante  la  guerra;  cediendo  y  abando- 
nando en  toda  propiedad  á  dicha  república  toda  la  parte  espa- 
ñola de  la  isla  de  Santo  Domingo,  en  las  Antillas;  pactándose 
el  restablecimiento  de  las  relaciones  comerciales  entre  ambos 
paises;  y  aceptando  la  mediación  de  S.  M.  G.  en  favor  de  la 
Reina  de  Portugal,  de  los  Reyes  de  Ñapóles  y  Cerdeña,  del  in- 
fante duque  de  Parma  y  de  los  demás  Estados  de  Italia,  para 
que  se  restableciese  la  paz  entre  la  república  francesa  y  cada 
uno  de  aquellos  príncipes  y  Estados.  Con  motivo  de  esta  paz, 
la  Gaceta  del  11  de  Setiembre  de  1795,  publicó  todas  las  gra- 
cias y  mercedes  concedidas,  y  entre  ellas  llamó  la  atención  la 
del  príncipe  de  la  Paz  que  se  concedió  al  primer  ministro  Don 
Maniiol  Godoy^  y  que  vino  á  aumentar  la  murmuración  que  se 
produce  siempre  contra  los  favorecidos  de  la  fortuna. 

Los  anteriores  acontecimientos,  y  las  diversas  tendencias  de 
^loridablanca,  Aranda  y  Godoy,  no  permiten  señalar  en  el  go- 
/^Jejmo  y  en  la  administración  un  criterio  determinado,  pero  era 
^^1  el  impulso  que  había  recibido  el  país  en  el  camino  de  las  re- 
^for^TxiBs  saludables,  durante  el  reinado  anterior,  que  no  pudieron 
escapearse  en  el  presente  las  medidas  contra  los  acaparadores 
granoS;  fomento  de  los  pósitos,  aprovechamiento  de  las  de- 
y  montes  de  Extremadura,  protección  al  comercio  y  á  la 
mercante,  libertad  en  el  ejercicio  de  las  artes,  de  la  iu- 
lia  y  de  la  fabricación,  laboreos  y  beneficio  de  las  minas, 
"^'^^^ento  de  la  cría  caballar,  mejora  de  la  hacienda  pública,  abo- 
íi^csxcSii  déla  vagancia,  protección  á  los  niños  expósitos  y  todo  lo 
'^^^^xrente  á  medidas  de  policía  y  de  orden,  que  detallaremos 
^^^^^xxdo  nos  ocupemos  de  la  materia  administrativa.  Mientras 
,  despeñábanse  los  sucesos  en  la  vecina  Francia,  que  es- 
«L  sus  decretos  con  sangre  generosa,  y  firmada  con  esta  na- 
la  paz  de  Basilea,  la  corte  quiso  cumplir  el  voto  hecho  por 
^^  Ü^ina  de  visitar  el  cuerpo  del  santo  Rey  D.  Fernando  para 
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ver  si  el  principe  de  Asturias  recobraba  su  salud,  y  habiendo 
salido  de  Madrid  el  4  de  Enero  de  1796,  se  hospedaron  en  Ba- 
dajoz en  la  casa  del  mismo  Godoy,  de  allí  pasaron  á  Sevilla 
donde  cumplieron  el  voto,  y  después  de  visitar  la  ciudad  y 
puerto  de  Cádiz,  regresaron  á  Madrid  el  22  de  Marzo.  La  repú- 
blica francesa  y  el  gobierno  español  celebraron  un  nuevo  tra- 
tado de  ahanza  defensiva  y  ofensiva  en  18  de  Agosto  de  1796, 
convenio  preñado  de  compromisos  para  España,  y  por  conse- 
cuencia del  cual  se  declaró  la  guerra  contra  Inglaterra  por  Real 
cédula  de  7  de  Octubre  del  mismo  año.  En  esta  guerra,  Cádiz 
sufrió  honrosamente  el  bombardeo  de  la  escuadra  inglesa,  pero 
ésta  ae  apoderó  de  la  isla  de  la  Trinidad,  que  ya  no  volvió  á 
recobrar  España.  Carlos  IV  intentó  utilizar  sus  buenas  relacio- 
nes con  la  Francia  para  evitar  á  Portugal,  al  duque  de  Parma 
y  á  la  isla  de  Malta  los  acontecimientos  que  se  preveían  y  que 
se  desarrollaron  sangrientamente  en  la  misma  ciudad  de  Roma, 
de  donde  tuvo  que  partir  el  atribulado  Pío  VI.  Pero  cuando  me- 
nos lo  esperaba  la  opinión,  el  príncipe  de  la  Paz  fué  sustituido 
en  la  primera  secretaria  de  Estado  por  D.  Francisco  de  Saave- 
dra,  según  Real  decreto  de  28  de  Marzo  de  1798,  lo  cual  se  atri- 
buyó á  influencia  de  la  política  francesa. 

Durante  la  administración  del  gobierno  del  príncipe  de  la 
Paz,  no  hubo  una  predilección  declarada  hacia  el  sistema  pro- 
teccionista ó  de  libertad  comercial,  pero  existió  una  manifiesta 
tendencia  á  la  desamortización  civil  y  eclesiástica  y  á  disminuir 
los  privilegios  y  exenciones  que  disfrutaban  las  comunidades 
y  particulares  para  libertarse  de  las  cargas  púbUcas;  pero  las 
necesidades  de  la  guerra  se  impusieron  de  una  manera  inexo- 
rable, y  el  sistema  de  los  empréstitos  perturbó  toda  la  Hacien- 
da y  toda  la  administración  del  país.  A  últimos  del  año  1797^ 
D.  Gaspar  Melchor  de  Jovellanos  fué  nombrado  ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  y  como  días  antes  de  dejar  el  poder  el  prín- 
cipe de  la  Paz,  éste  por  Real  orden  de  11  de  Marzo  había  con- 
sentido á  los  ex-jesuitas  españolee,  por  un  acto  de  verdadera  to- 
lerancia, que  pudieran  regresar  libremente  á  España,  hubo  de 
crearse  una  superintendencia  general  de  temporalidades  para 


CAKLOS   IT  )2I 

entender  en  todo  lo  relativo  á  la  administración,  recaadación 
é  inversión  de  los  bienes  que  les  habían  pertenecido,  7  desde 
entonces  la  Inquisición  tomó  cierto  carácter  de  templanza,  y 
hasta  llegó  á  estar  firmada  una  Beid  orden  mandando  que  este 
tribunal  no  pudiera  prender  á  nadie  de  ningún  estado  alto  ó 
bajo,  sin  previo  beneplácito  y  consentimiento  del  Rey.  Así  lo 
aseguran  el  príncipe  de  la  Paz  en  sus  Memorias  (155H)  y  Lló- 
rente en  su  Historia  de  la  Inquisición  (1559).  Uodoy,  lejos  de 
ser  enemigo  de  las  luces,  de  las  ciencias,  de  las  letras  y  de  los 
estudios  en  general,  los  protegió  y  fomentó  notablemente,  como 
él  mismo  atestigua  en  sus  Memorias  y  como  reconoce  Lafuente 
en  su  Historia  de  España  (1560),  y  consintió  cierta  prudente  li- 
bertad de  pensamiento^  que  sus  detractores  y  adversarios  tam- 
poco le  han  podido  negar. 

Habiendo  tenido  el  directorio  francés  tanta  parte  en  la  reti- 
rada del  príncipe  de  la  Paz  y  en  el  nombramiento  de  Saavedra, 
éste  se  afanó  en  acreditar  su  adhesión  á  la  república,  y  bien  re- 
veló semejante  interés,  la  manifestación  hecha  por  el  embajador 
de  España  D.  José  Nicolás  de  Azara,  en  el  acto  de  su  recepción. 
En  esta  época  se  reahzó  la  atrevida  expedición  de  Bonaparte  á 
Egipto,  que  dio  lugar  á  que  la  Sublime  Puerta  declarase  la  gue- 
rra á  la  Francia  en  1798.  España,  mediante  una  deshonrosa 
capitulación,  vio  pasar  á  poder  de  los  ingleses  la  isla  de  Me- 
norca; y  celebrada  contra  la  Francia  la  segunda  coalición  euro- 
pea, España  siguió  la  política  francesa  sin  valor  para  contra- 
rrestarla, y  tuvo  que  sufrir  que  Rusia  le  declarase  la  guerra 
en  1799.  Jovellanos  fué  sustituido  en  el  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  por  D.  José  Antonio  CabaUero,  fiscal  togado  del  conse- 
jo supremo  de  la  Guerra,  y  pocos  días  antes  D.  Mariano  Luis 
de  XJrquijo  había  reemplazado  interinamente  en  la  secretaría 
de  Estado  á  D.  Francisco  Saavedra.  El  29  de  dicho  mes  falleció 
el  pontífice  Pío  VI,  y  con  este  motivo,  la  Gaceta  de  10  de  Se- 
tiembre, pubUcó  un  Real  decreto  devolviendo  á  los  arzobispos  y 
obispos  toda  la  plenitud  de  facultades  que  habían  tenido  por  la 
antigua  disciplina  de  la  Iglesia  para  las  dispensas  matrimonia- 
les y  otros  asuntos,  sin  necesidad  de  acudir  á  Roma,  hasta  que 
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el  Rey  le»  comunicara  el  nombramiento  de  nuevo  papa;  y  ^ta 
resolución  renovó  las  antiguas  luchas  de  escuela  de  donde  sa- 
lieron las  denominaciones  de  jansenistas  y  molinistas. 

Elevado  Bonaparte  á  la  categoría  de  primer  cónsul,  ofreció  la 
paz  á  Europa,  pero  rechazada  por  Inglaterra  y  Austria,  Espa- 
ña volvió  á  encontrarse  arrastrada  por  la  Francia  á  una  nueva 
complicación  exterior,  para  la  que  sirvió  de  lazo  la  protección 
que  en  el  tratado  secreto  que  se  firmó  en  San  Ildefonso  en  l.o 
de  Octubre  de  1800,  se  pactó  en  favor  del  duque  de  Parma,  á 
quien  se  ofrecía  un  aumento  de  territorio  en  Italia.  La  elevación 
de  Pío  VII  á  la  silla  apostóHca,  creó  al  ministro  Urquijo  una  si- 
tuación comprometida,  por  la  actitud  que  había  tomado  en 
contra  de  la  corte  romana,  y  en  13  de  Diciembre  fué  sustitm'do 
en  el  ministerio  de  Estado  por  D.  Pedro  Cevallos,  casado  con 
una  prima  del  príncipe  de  la  Paz.  El  9  de  Febrero  de  1801,  pu- 
so término  á  la  guerra  de  la  segunda  coalición  europea,  el  céle- 
bre tratado  de  paz  de  Luneville,  por  el  cual  la  Francia  obtenía 
por  segunda  vez,  como  límite  nacional,  la  orilla  izquierda  del 
Rhin,  y  quedó  casi  dueña  de  Itaüa,  pues  mientras  garantizó  la 
independencia  de  las  repúblicas  bátava,  helvética,  liguriana  y 
cisalpina,  quedaban  dependientes  de  su  voluntad  Ñapóles,  Ro- 
ma y  el  Piamonte. 

Tan  luego  como  fueron  separados  del  poder  Urquijo  y  Maza- 
rredo,  se  celebró  en  Aranjuez  el  convenio  de  13  de  Febrero 
de  1801,  comprometiéndose  España  á  facilitar  sus  fuerzas  na- 
vales para  seguir  á  la  Francia  en  todas  las  empresas  que  Bona- 
parte hubiera  de  acometer,  y  de  esta  manera  España  fué  lleva- 
da á  hacer  la  guerra  á  Portugal  para  hacerle  renunciar  á  la 
aUanza  inglesa  y  obligarle  á  firmar  la  paz  con  Francia.  El  prín- 
cipe de  la  Paz  mandaba  el  ejército  español  y  el  cuerpo  auxiliar 
francés,  y  el  6  de  Julio  se  firmó  un  tratado  de  paz,  obteniendo 
la  Francia  cuanto  deseaba.  La  terminación  de  esta  guerra  no 
satisfizo  completamente  al  primer  cónsul,  y  llegó  á  estar  la  paz 
muy  próxima  á  quebrarse;  pero  los  buenos  oficios  de  Azara  fa- 
cilitaron la  ratificación  en  29  de  Octubre  de  1801.  En  el  mismo 
mes  España  ajustaba  otro  tratado  de  paz  con  Rusia,  y  Francia 
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lo  filmaba  con  Inglaterra,  consintiendo  que  los  ingleses  conti- 
nuaran poseyendo  la  isla  de  la  Trinidad.  La  paz  de  Amiens 
en  23  de  Marzo  de  1802,  puso  término  á  la  actitud  belicosa  de 
las  principales  naciones  de  Europa. 

El  ministro  Caballero,  apartándose  de  toda  la  política  espa- 
ñola seguida  durante  el  siglo  xvm,  inició  un  sistema  de  perse- 
cución é  intolerancia,  y  aunque  varios  escritores  han  dicho  que 
d  inspirador  de  esta  nueva  política  fué  Godoy,  éste  ha  dejado 
escrito  en  su  Msmari(is  todo  lo  contrarío.  Encargado  el  príncipe 
de  la  Paz  nuevamente  del  gobierno  y  nombrado  generalísimo 
de  los  ejércitos  de  mar  y  tierra,  se  le  encomendó  la  reorganiza- 
ción del  ejército  y  marina,  y  fácilmente  sosegó  las  alteraciones 
de  Valencia  por  medio  de  prudentes  resoluciones.  Después  de 
imabreve  enfermedad  del  Rey,  en  la  cual,  otorgó  un  testamento 
nombrando  regentes  del  reino  á  la  Reina  y  al  príncipe  de  la 
Paz,  hasta  que  su  hijo  Femando  se  hallase  en  estado  de  go- 
bernar la  monarquía,  se  pensó  seriamente  en  la  conveniencia 
de  casar  al  príncipe  de  Asturias,  y  la  boda  fué  ajustada  con  la 
princesa  María  Antonia,  hermana  del  príncipe  real  de  NáiK)Iefl, 
firmándose  los  desposorios  en  14  de  Abril  de  1802  y  ratificán- 
dose el  matrimonio  el  4  de  Octubre.  Las  bodas  se  celebraron  en 
Barcelona  y  sólo  fueron  turbadas  por  la  noticia  del  fallecimien- 
^  del  infante  español  Femando,  duque  de  Panna;  pero  recelo- 
00,  Inglaterra  del  engrandecimiento  de  la  Francia,  se  agriaron 
las   relaciones,  y  en  22  de  Mayo  se  declaró  públicamente  la 
guerra.  Habíase  propuesto  España  ser  neutral  en  ella;  mas  la 
Francia,  altiva  y  amenazadora,  obUgó  á  España  á  cambiar  do 
rumbo,  y  el  convenio  de  París  de  22  de  Octubre  de  1803,  la 
comprometió  de  nuevo  en  la  guerra  con  Inglaterra.  En  ella, 
procediendo  como  un  aliado  forzoso  de  la  Francia,  sufrimos  la 
gloriosa,  pero  terrible  derrota  de  Trafalgar,  mientras  Napoleón 
orlaba  sus  sienes  con  los  laureles  de  Austerlizt  y  Jena. 

Habíase  constituido  Napoleón  en  arbitro  de  la  suerte  de  Eu- 
ropa después  del  memorable  triunfo  de  Friedland;  pero  mientras 
tanto,  España  tenía  que  defenderse  de  las  piraterías  inglesas  en 
1  ^^Jaérica,  tratando  de  arrebatamos  Buenos- Aires  y  las  provin- 
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cías  del  Río  de  la  Plata;  y  cuando,  celebrada  la  paz  de  Tilsits, 
los  sucesos  se  trasladaron  al  territorio  español,  observóse  que 
la  ambición  del  príncipe  de  la  Paz  le  hizo  promover  negocia- 
ciones en  1806  para  invadir  de  nuevo  el  Portugal^  que  había 
de  dividirse  en  dos  porciones:  una  para  el  Rey  de  Etruria,  con 
título  de  Rey,  y  otra  para  el  príncipe  de  la  Paz,  con  el  mismo 
título.  El  príncipe  de  la  Paz  desmintió  el  hecho  en  sus  Memo- 
rias; pero  los  despachos  que  D.  Eugenio  Izquierdo  le  dirigió 
en  7  y  15  de  Junio,  pubHcados  casi  íntegros  por  Lafuente  en  su 
Hisloria  de  España  (1561);  la  célebre  proclama  de  6  de  Octubre 
firmada  por  el  príncipe  de  la  PaZ;  y  la  circular  á  las  autorida- 
des acerca  del  mismo  asunto,  descubren  á  qué  fué  debido  el  cam- 
bio de  política  en  el  ministro  de  Carlos  IV,  si  se  comparan  los 
términos  de  la  proclama  citada  y  la  ardiente  felicitación  de  4  de 
Diciembre  de  1805.  No  obstante,  los  designios  del  príncipe  de  la 
Paz,  que  por  una  parte  probaban  su  omnímoda  influencia,  y 
por  otra  demostrábanla  debilidad  de  la  monarquía  de  Carlos  IV, 
están  testificados  por  el  famoso  tratado  de  Fontainebleau,  que 
fué  firmado  el  27  de  Octubre  de  1807,  en  cuyo  art.  2.®  se  esta- 
blecía, que  la  provincia  del  Alentejo  y  el  reino  de  los  Algarbes 
se  darían  en  toda  propiedad  y  soberanía  al  príncipe  de  la  Paz 
para  que  los  disfrutase  con  el  título  de  príncipe  de  los  Algarbes. 
Este  tratado  pudo  satisfacer  la  ambición  de  D.  Manuel  Godoy, 
pero  comprometió  también  la  nacionaHdad  española. 

De  muy  diversa  índole  eran  los  hechos  que  contribuyeron  á 
que  la  opinión  pública  negase  sus  simpatías  á  D.  Manuel  Go- 
doy. Su  rápido  encumbramiento;  los  honores  y  consideraciones 
que  se  prodigó;  los  atrevidos  proyectos  que  acariciaba,  y  las 
combinaciones  que  proponía  al  Emperador  de  los  franceses,  no 
eran  muy  á  propósito  para  conquistar  ni  para  conservar  el 
aprecio  público.  Los  españoles  veían  debilitado  el  poder  Real 
y  repetidas  las  privanzas  de  Felipe  III  y  Felipe  IV  de  la  casa  de 
Austria,  y  si  no  tomaron  parte  en  el  movimiento  revoluciona- 
rio de  la  Francia,  fué  tan  sólo  porque  el  sentimiento  monárqui- 
co, que  tanto  había  costado  de  alcanzar,  era  fuerte  y  unánime, 
y  la  cultura  de  los  españoles  no  estaba  preparada  á  recibir  pe- 
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ligrosas  innovaciones.  Pero  la  sociedad  hallábase  profunda- 
mente perturbada:  reinaba  la  desconfianza  en  las  clases  socia- 
les; no  se  guardaba  á  los  altos  cuerpos  consultivos  de  la  nación 
todas  las  debidas  consideraciones,  y  en  este  desconcierto  mo- 
ral, tomó  parte  en  cierto  sentido  el  célebre  Juan  Escoiquiz,  ayo 
y  preceptor  del  príncipe  de  Asturias,  que  en  vez  de  inspirarle 
respetuosa  consideración  hacia  sus  padres,  fomentaba  instintos 
rebeldes,  qne  produjeron  comunicaciones  inconvenientes  al  so- 
berano de  la  Francia,  y  más  tarde  procesos  tan  escandalosos 
como  el  llamado  del  Escorial. 

Prevaliéndose  de  estas  desventuras  y  animado  Napoleón  I  de 
su  ambicioso  deseo  de  dominarlo  todo,  antes  de  firmarse  el  tra- 
tado  de  Fontainebleau,  ordenó  que  las  tropas  francesas  pene- 
trasen en  la  Península  y  se  apoderasen  de  Portugal,  lo  cual 
consiguieron  sin  gran  esfuerzo.  Al  poco  tiempo,  otro  cuerpo  de 
ejército  penetraba  por  Irún  y  llegaba  hasta  Valladolid,  mien- 
tras otro,  mandado  por  Moncey,  se  dirigía  sobre  Castilla.  El  1.^ 
de  Febrero  de  1808  se  leía  en  Lisboa  el  decreto  de  Bou  aparte, 
declarando  que  la  casa  de  Braganza  había  cesado  de  reinar,  y 
que  el  reino  de  Portugal  quedaba  bajo  su  protección,  debiendo 
ser  gobernado  en  su  totalidad  á  nombre  suyo  y  por  el  general 
en  jefe  de  su  ejército.  La  escuadra  española  fué  alejada  de  Car- 
tagena. La  cindadela  de  Pamplona  fué  arteramente  sorprendi- 
da, lo  mismo  que  la  de  Barcelona  y  el  castillo  de  Monjuich,  y 
la  plaza  y  castillo  de  San  Sebastián.  Fundado  era  el  temor  que 
abrigó  Ceballos,  calculó  Toreno  y  juzgaron  los  autores  de  la 
Hisloria  de  España,  escrita  de  orden  de  Fernando  VII,  de  que 
Napoleón  pensase  provocar  una  emigración  como  la  de  la  fa- 
milia Beal  de  Lisboa,  y  apoderarse  de  España  como  lo  había 
hecho  de  Portugal.  La  nota  de  24  de  Marzo  al  príncipe  de  la 
Paz  prescindía  del  tratado  de  Fontainebleau,  y  proponía  la 
mutua  libertad  de  comercio  entre  ambos  países;  dar  el  Portu- 
gal á  España,  recibiendo  Francia  un  equivalente  en  las  pro- 
vincias españolas  contiguas  á  aquel  imperio;  arreglar  de  una 
vez  la  sucesión  al  trono  de  España,  y  un  nuevo  tratado  de 

alianza  ofensiva  y  defensiva.  La  nota  de  D.  Eugenio  Izquierdo, 
Tomo  IV  45 
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que  explicaba  las  anteriores  condiciones,  cayó  en  poder  de  los 
enemigos  de  Godoy  después  del  motín  de  Aranjuez,  y  fué  pu- 
blicada por  Escoiquiz  en  su  Idea  sencíUa  (1562),  y  resulta  claro 
que  el  propósito  de  Napoleón  era  sólo  entretener  á  los  negocia- 
dores para  hacer  penetrar  en  España  á  un  ejército  que  subía  á 
cerca  de  cien  mil  hombres.  El  primero  que  se  apercibió  de  estos 
designios  fué  el  mismo  príncipe  de  la  Paz,  el  cual  propuso  en  un 
consejo  extraordinario  la  necesidad  de  defenderse;  pero  no  ha- 
biendo sido  escuchado,  se  convino  en  que  la  familia  Real  debía 
retirarse  á  Andalucía  y  esperar  allí  los  sucesos,  preparando  la 
defensa  é  invocando  la  lealtad  de  la  nación,  confiando  en  que 
Europa  no  consentiría  á  Bonaparte  el  despojo  y  atropello  de 
los  Borbones  de  España. 

Entre  otras  medidas,  se  trasladó  la  residencia  de  los  B.eyes  á 
Aranjuez  contra  la  voluntad  del  príncipe  de  Asturias  y  de  sus 
parciales,  que  creyeron  que  el  movimiento  de  la  Francia  era 
contra  el  favorito  Godoy.  Mientras  tanto  crecía  la  agitación  en 
el  Real  sitio,  y  aunque  en  16  de  Marzo  se  publicó  una  proclama 
para  calmar  los  ánimos,  la  intentada  fuga  del  príncipe  de  la 
Paz  con  su  dama  Doña  Josefa  Tudó,  produjo  el  célebre  motín 
de  Araujuez,  la  destitución  con  fecha  18  de  D.  Manuel  Godoy, 
el  saqueo  de  su  casa  é  incendio  de  sus  muebles,  que  se  repitió 
en  su  domicilio  de  Madrid^  y  el  acta  de  abdicación  que  el  19 
hizo  en  Aranjuez  el  Rey  Carlos  IV  en  favor  de  su  heredero  y 
muy  caro  hijo  el  príncipe  de  Asturias;  acontecimiento  que  por 
lo  inesperado  sorprendió  á  muchos,  y  que  se  realizó  con  com- 
pleta libertad,  como  el  Rey  lo  manifestó  al  ministro  de  Rusia, 
por  más  que  no  haya  faltado  quien  sospechase,  como  lo  indica 
el  conde  de  Toreno  y  otros  escritores,  que  una  de  las  principa- 
les razones  que  movieron  á  Carlos  IV  á  renunciar  á  la  Corona 
de  España  era  la  de  poder  salvar  la  vida  al  valido  Godoy,  lo 
cual  contradice  el  historiador  Lafuente  con  razones  que  nos  pa- 
recen más  fundadas.  Lo  cierto  es,  que  la  monarquía  española  en 
el  reinado  de  Carlos  IV,  símbolo  del  poder  civil  en  España,  fué 
robusta  y  respetada  mientras  dicho  monarca  conservó  á  su  lado 
á  los  condes  de  Floridablanca  y  de  Aranda,  pero  fué  débil  y 
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poco  considerada,  desde  que  se  delegó  el  poder  Real  en  el  pri- 
vado D.  Manuel  Godoy,  y  se  reprodujo  el  estéril  período  de  las 
privanzas,  deque  tan  tristes  recuerdos  conservaba  España.  Den- 
tro de  la  monarquía  absoluta,  que  era  la  expresión  del  poder 
desde  los  Reyes  Católicos,  era  el  poder  Real  la  expresión  de  to- 
dos los  poderes,  á  pesar  de  lo  cual  no  supo  conservarse  la  gloria 
y  el  progreso  del  anterior  reinado. 


CAPÍTULO  11. 

ELEMENTOS   POÜTICO-SOCIALEa 

SECCIÓN  PRIMERA. 

LA  NOBLEZA. 

Las  escuelas  de  infantería,  caballería  y  artillería  que  se  esta- 
blecieron en  el  Puerto  de  Santa  María,  Ocafia  y  Segovia,  bajo 
la  inteligente  dirección  de  O'Farril  Ricardos  y  Gasola,  no  sólo 
fueron  un  excelente  plantel  de  buenos  oficiales,  sino  que  esti- 
mularon á  la  nobleza  á  recobrar  la  afición  á  la  carrera  de  las 
armas,  que  había  perdido  por  completo  en  los  últimos  tiempos 
de  la  dinastía  austríaca.  Mas,  á  pesar  de  este  estímulo,  la  noble- 
za uo  resulta  como  fuerza  político-social  en  el  reinado  de  Car- 
los IV.  Ocupó  los  altos  puestos  que  siempre  se  reservaron  en 
España  á  los  más  ilustres  títulos  nobiliarios;  tuvo  al  frente  de 
nuestro  ejército  puestos  de  honor  y  de  peligro;  pero  ni  la  no- 
bleza, como  tal  fué  consultada,  ni  como  fuerza  social  iufiuyó  en 
el  gobierno  del  país.  Sólo  al  termiuar  el  reinado  que  nos  ocupa 
se  la  ve  mezclarse  en  las  complicaciones  interiores  de  Palacio, 
y  formar  una  parciaUdad  al  lado  del  Príncipe  de  Asturias,  como 
aconteció  con  el  duque  del  Infantado,  el  marqués  de  Ayerbe,  el 
conde  de  Orgaz  y  otros. 

Forzosamente  habían  de  ser  escasas  las  disposiciones  que  die- 
ra Carlos  rV  respecto  déla  nobleza  española.  Por  Real  resolución, 
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comunicada  en  orden  de  19  de  Octubre  de  1797,  que  forma  la 
ley  XXIV,  tít.  n,  lib.  VI  de  la  Novísima  Repopilacióu,  se  re- 
solvió que  los  títulos  de  baronías,  en  sus  vacantes,  acudiesen  á 
la  cámara  á  sacar  la  correspondiente  carta  de  sucesión,  y  pagar 
la  media  anata.  Otra  resolución,  á  consulta  del  consejo  de  ^2 
de  Diciembre  de  1803  y  cédula  de  29  de  Abril  de  1804,  mandó 
se  tuviesen  por  vinculadas  todas  las  gracias  y  mercedes  de  tí- 
tulos de  Castilla  que  se  concediesen  en  lo  sucesivo,  declaración 
que  subsistió,  á  pesar  de  decretarse  la  desamortización  civil,  se- 
gún el  art.  13  de  la  ley  de  27  de  Setiembre  de  1820,  restablecida 
en  30  de  Agosto  de  1836.  La  misma  declaración  se  repitió  res- 
pecto de  las  baronías,  según  Real  orden  de  21  de  Febrero  y  cé- 
dula del  consejo  de  8  de  Agosto  de  1806  (ley  I,  tít.  I,  lib.  VI, 
suplemento  á  la  Novísima  Recopilación).  La  Real  orden  de  6  de 
Mayo  de  1795,  inserta  en  circular  del  consejo  de  20  de  Diciem- 
bre de  1796,  prohibió  el  uso  de  la  cruz  de  la  espuela  dorada,  y 
de  otra  extranjera^  en  es^s  reinos,  sin  Real  licencia.  Y  por  Real 
decreto  de  20  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  17  de  Abril 
de  1802,  que  es  la  ley  XIV,  título  III,  id.,  incorporó  á  la  Real  Co- 
rona las  lenguas  y  asambleas  de  España  de  la  orden  militar  de 
San  Juan  de  Jerusalén,  declarándose  el  Rey  gran  maestre  de  la 
misma  en  sus  dominios,  para  vigilar  su  buen  gobierno  y  direc- 
ción en  la  parte  extema,  dejando  lo  concerniente  al  régimen 
espiritual  á  la  autoridad  de  la  iglesia  y  del  Sumo  Pontífice  ro- 
mano, que  no  había  desaprobado  esta  providencia.  Todas  estas 
disposiciones  demostraban  deferencia  y  consideración  personal 
á  la  clase;  pero  ninguna  de  ellas  le  concedió  la  menor  partici- 
pación en  el  ejercicio  del  poder  civil. 

SECCIÓN  n. 

EL  OLBBO. 

De  muy  diversa  índole  fueron  las  disposiciones  referentes  al 
clero,  porque  al  decretarse  la  venta  de  los  bienes  eclesiásticos  y 
otros  de  manos  muertas,  y  proyectar  y  aun  ejecutar  varias  re- 
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formas  en  sentido  regalista,  el  clero,  que  era  aún  poderoso,  se 
colocó  en  una  actitud  poco  benévola  ¿  los  ministros  de  Car- 
los IV,  y  especialmente  contra  el  príncipe  de  la  Paz,  que  ha- 
biendo obtenido  de  Su  Santidad  un  breve  para  visitar  las  ór- 
denes ó  comunidades  religiosas,  encomendó  su  ejecución  al  ar- 
zobispo de  Toledo,  con  facultad  de  delegar  en  los  demás  obis- 
pos. Sus  propósitos,  principalmente,  se  encaminaban  á  reformar 
las  órdenes  mendicantes  que  le  parecían  perjudiciales  en  su  or- 
ganización y  modo  de  vivir,  encontrando  irregular  y  nocivo,  que 
los  que  dirigían  las  conciencias  de  los  fieles  hubieran  de  soste- 
nerse de  la  piedad  de  estos  mismos  fieles,  de  sus  limosnas  y  do- 
naciones. Se  proponía,  además,  abolir  las  cuestaciones  y  supri- 
mir la  vida  común  y  conventual  de  los  de  esta  clase,  formando 
con  una  parte  de  eUos  colegiatas  parroquiales  sujetas  á  los  pre- 
lados y  mantenidas  con  los  diezmos,  dedicando  otros  á  la  di- 
rección y  servicio  de  los  hospitales,  presidios  y  casas  correccio- 
nales y  penitenciales,  y  destinando  á  los  demás  á  las  misiones 
de  América  y  de  Asia,  fistos  pensamientos  de  reforma,  emana- 
dos de  un  hombre  civil  y  no  de  un  jefe  de  la  Iglesia,  como  le 
aconteció  al  cardenal  Cisneros,  habían  de  producir  una  opinión 
desfavorable  para  el  ministro  que  los  acarició,  porque  el  clero 
era  muy  numeroso  en  esta  época,  y  tenía  gran  influencia  en  el 
seno  de  las  familias.  Sin  embargo,  como  fuerza  político-social, 
sólo  intervino  en  el  asunto  que  se  trató  en  las  Cortes  de  1789, 
emitiendo  su  opinión  en  virtud  de  consulta  especial  que  le  diri- 
gió el  Rey,  acerca  de  la  derogación  del  auto  acordado,  dictado 
en  la  época  de  Felipe  Y,  modificando  el  orden  de  suceder  á  la 
Corona  de  España. 

Recordando  el  monarca  español  su  deber  de  velar  acerca  de  la 
pureza  de  la  religión  católica  que  debían  profesar  todos  sus  va- 
sallos, prohibió  por  Real  orden  de  10  de  Diciembre  de  1800, 
inserta  en  circular  del  consejo  de  9  de  Enero  de  1801,  que  se 
sostuviesen  las  proposiciones  del  sínodo  de  Pistoya  que  eran  85, 
condenadas  solemnemente  por  la  santidad  de  Pío  VII  en  bula 
publicada  en  Roma  á  28  de  Agosto  de  1794,  y  encargó  al  tri- 
1>unal  de  la  Inquisición  prohibiese  y  recogiera  cuantos  libros  y 
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papeles  contuvieren  especies  ó  proposiciones  que  sostuviesen 
la  doctrina  condenada  en  dicha  bula,  sin  excepción  de  estados 
y  clases.  £1  embajador  de  la  república  francesa  se  quejó  de  cier- 
to religioso  que  en  un  sermón  profirió  expresiones  injuriosas  y 
ofensivas  á  su  gobierno,  y  por  Real  orden  de  14  de  Junio 
de  1799  se  le  recogieron  las  licencias  de  predicar  y  se  prohibie- 
ron tales  abusos  para  lo  sucesivo;  mas  por  otra  de  14  de  Julio 
del  mismo  año,  mediante  las  explicaciones  dadas  por  dicho  re- 
ligioso, le  fueron  devueltas  las  licencias.  Una  Real  orden  de  16 
de  Marzo  de  1801,  en  vista  del  escándalo  con  que  varios  predi- 
cadores ó  imprudentes  novadores,  abusando  de  la  cátedra  del 
Espíritu  Santo  y  muy  distantes  de  aquel  espíritu  de  caridad 
que  debía  animar  sus  exhortaciones^  sólo  intentaban  turbar  los 
ánimos  de  los  fieles  con  cuestiones  impertinentes,  doctrinas  du- 
dosas ó  controvertibles  y  saciar  sus  torcidos  deseos  de  ajar  y 
deprimir  el  mérito  de  sus  rivales  y  secuaces,  encargó  á  los  pre- 
lados seculares  y  regulares  mandasen  á  sus  subditos  no  abusa- 
sen de  tan  sagrado  ministerio,  ni  se  empeñasen  en  defender  la 
buena  causa  de  las  opiniones  que  creyesen  verdaderas  en  pun- 
tos cuestionables,  esmerándose  únicamente  en  persuadir  y  en- 
señar á  los  fieles  el  camino  de  la  virtud  y  el  de  desviarse  del 
vicio. 

Respecto  de  cementerios,  se  mandó  por  resolución  á  consul- 
ta del  consejo,  comunicada  en  circulares  de  26  de  Abril  y  28 
de  Junio  de  1804,  que  es  la  ley  I,  tít.  III,  lib.  I^  suplemento  á  la 
Novísima  Recopilación,  que  los  corregidores,  poniéndose  de 
acuerdo  con  los  reverendos  obispos,  promoviesen  la  construc- 
ción de  cementerios  fuera  de  poblado  para  el  entierro  de  los 
cadáveres,  aprovechando  para  capillas  las  ermitas  situadas 
fuera  de  los  pueblos.  Una  Real  orden  circular  de  23  de  Enero 
de  1804,  determinó  los  derechos  de  los  capellanes  castrenses  en 
los  entierros  de  los  militares.  Otra  de  17,  circulada  por  el  con- 
sejo en  28  de  Mayo  de  1805,  reprendió  al  deán  de  la  catedral 
de  Málaga  por  haberse  negado  á  que  la  junta  de  sanidad  saca- 
se de  ella  el  cadáver  de  un  prebendado  para  enterrarle  fuera  de 
poblado,  y  que  cuando  existiese  semejante  resistencia  se  pro- 
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cediere  por  la  jodticia  á  la  extracción  de  dichos  cadáveres, 
guardando  el  decoro  debido  á  los  santos  templos  y  lugares  re- 
ligiosos. Otra  declaración,  circulada  en  17  de  Octubre  de  1805, 
declaró  que  ni  las  personas  ni  las  comunidades  regalares  ó  se- 
culares podían  establecer  para  su  uso  cementerios  distintos  de 
los  qne  se  construyesen  en  los  respectivos  pueblos  para  el  en- 
terramiento de  los  cadáveres  de  todo  el  vecindario.  Y  por  cir- 
cular del  consejo  de  12  de  Setiembre  de  180G,  indicada  por 
notaá  la  ley  11,  id.,  se  declaró  por  punto  general,  que  los  comu-* 
nidades  religiosas  de  ambos  sexos  podían  conducir  á  los  ce- 
menterios públicos  los  cadáveres  de  sus  religiosos  y  religiosas, 
sin  peijuicio  de  la  concurrencia  que  por  costumbre  ó  derecho 
pudiera  corresponder  al  cura  ó  clero  de  la  parroquia  de  la  lo- 
calidad del  convento,  pero  sin  exigirles  derechos  algunos  hasta 
que  el  consejo  determinase  otra  cosa. 

En  cuanto  á  la  reducción  de  asilos  y  extracción  de  refugia- 
dos á  las  iglesias,  se  resolvió,  en  9  de  Febrero  de  1796  y  circular 
de  26  del  mismo  mes,  que  á  los  reos  militares  con  inmunidad  so 
lee  oyese  la  excepción  de  embriaguez.  Otra  de  10  de  Febrero 
de  1798,  declaró  que  al  reo  militar  aprehendido  ó  que  se  pre- 
sentase fuera  del  lugar  inmune  con  solo  papel  de  los  curas  sin 
la  caución  y  resguardo  correspondiente,  se  le  impusiese  la  pena 
de  su  delito  por  los  consejos  de  guerra  ordinarios.  Otra  resolu- 
ción de  14  de  Marzo  de  1799,  estableció  cómo  habían  de  pagar- 
se las  costas  en  los  delitos  de  inmunidad  ante  los  jueces  ecle- 
siásticos. Por  Real  cédula  de  11  de  Noviembre  de  1800,  se  fija- 
ron reglas  para  la  extracción  de  reos  refugiados  á  sagrado, 
formación  y  determinación  de  sus  causas.  Y  por  resolución  de 
6  de  Junio  de  1805  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  30  de 
Abril  de  1806,  se  resolvió,  que  la  Real  cédula  de  11  de  Noviem- 
bre de  1800  se  observase  en  los  tribunales  y  juzgados  de  la  Real 
guarda  y  sus  causas,  sin  hacer  novedad  en  el  orden  que  se 
guardaba  en  la  Corona  de  Aragón. 

La  tendencia  á  la  desamortización  eclesiástica  se  acentuó  en 
las  disposiciones  dadas  acerca  de  los  bienes  de  las  iglesias,  mo- 
nasterios y  de  otras  manos  muertas,  pues  por  Real  cédula  de  10 
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de  Agosto  de  1793,  que  puede  consultarse  en  la  ley  XIV,  títu- 
lo V,  lib.  I  de  la  Novísima  Recopilación,  se  aprobó  la  instruc- 
ción para  el  cumplimiento  del  art.  8.^  del  concordato  de  1737 
sobre  contribución  de  los  bienes  adquiridos  por  los  eclesiásticos 
y  manos  muertas,  á  las  cuales  se  mandó  exigirles  un  15  por  100 
de  todos  los  bienes  que  adquiriesen,  según  Real  decreto  de  21 
y  cédula  de  24  de  Agosto  de  1793.  La  ley  de  amortización  en 
en  el  reino  de  Valencia,  donde,  con  arreglo  á  los  fueros,  las  ma- 
nos muertas  no  podían  adquirir  bienes  algunos  raíces  ó  inmue- 
bles, se  reglamentó  por  la  nueva  instrucción  dada  en  23  de 
Setiembre  de  1796  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  20  de 
Diciembre  de  1797.  Pero  fué  más  grave  el  Real  decreto  de  19 
de  Setiembre  de  1798,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  25  del 
mismo  mes,  ordenando  la  enajenación  de  todos  los  bienes  raíces 
pertenecientes  á  hospitales,  hospicios,  casas  de  misericordia,  de 
reclusión  y  de  expósitos,  cofradías,  memorias,  obras  pías  y  pa- 
tronatos de  legos,  cuyos  productos,  como  los  capitales  de  cen- 
sos que  se  redimiesen  pertenecientes  á  estos  establecimientos  y 
fundaciones,  debían  consignarse  en  la  Real  caja  de  amortización 
con  el  interés  de  3  por  100,  y  con  especial  hipoteca  de  los  arbi- 
trios ya  destinados  y  los  que  sucesivamente  se  destinasen  al 
pago  de  las  deudas  de  la  Corona  y  con  la  general  de  todas  las 
rentas  de  ella.  Una  resolución  de  18  de  Noviembre  de  1799, 
inserta  en  circular  del  consejo  de  29  del  mismo  mes,  fijó  varias 
reglas  para  determinar  la  autoridad  á  quien  correspondía  el  co- 
nocimiento de  las  ventas  de  bienes  espiritualizados  ó  de  obras 
pías.  El  Real  decreto  de  19  de  Setiembre  de  1798,  inserto  en 
cédula  del  consejo  de  25  del  mismo  mes,  resolvió  que  los  restos 
de  las  temporalidades  de  los  regulares  de  la  compañía  de  Jesús 
se  agregasen  é  incorporasen  enteramente  á  la  Real  hacienda 
con  destino  á  la  amortización  de  vales  Reales,  sin  perjuicio  de 
aplicar,  siendo  necesaria,  alguna  parte  de  ellas  á  las  urgentes 
necesidades  de  la  monarquía.  La  superintendencia  general  de 
las  mismas  temporalidades  se  trasladaría  al  ministerio  de  Ha- 
cienda, y  se  darían  las  providencias  oportunas  para  la  pronta 
venta  y  realización  de  cualesquiera  bienes  y  efectos  que  se  ha- 
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Uaren  existentes.  Aún  fué  mucho  más  grave  la  Real  cédula 
dada  en  San  Lorenzo  á  15  de  Octubre  de  1805,  por  la  que,  en 
cumplimiento  del  breve  de  Su  Santidad  de  14  de  Junio  del 
mismo  año,  se  mandaron  enajenar  bienes  eclesiásticos  hasta  la 
cantidad  que  produjese  anualmente  200.000  ducados  de  oro  de 
cámara,  ó  sean  6.400.000  reales  de  renta  libre  anual  señalada 
por  el  Santo  Padre,  impuesta  sobre  la  Real  caja  de  consolida- 
ción de  vales  con  la  hipoteca  especial  de  todos  sus  arbitrios.  Y 
por  Real  orden  de  4  de  Abril  comunicada  en  circular  de  Mayo 
de  1806,  que  con  la  anterior  forman  el  tít.  V,  lib.  1,  suplemento 
á  la  Novísima  Recopilación,  se  dispuso  no  se  procediera  á  la 
venta  de  los  bienes  que  en  plena  propiedad  pertenecían  á  loe 
conventos  de  la  orden  de  San  Juan  de  Dios.  En  este  mismo 
orden  de  ideas,  la  Real  cédula  de  8  de  Junio  de  1796,  de  acuer- 
do con  el  breve  de  Su  Santidad  de  8  de  Enero  anterior,  revocó 
y  anuló  todas  las  exenciones  de  pagar  diezmos  concedidas  en 
los  reinos  de  España  é  Indias.  Dicho  breve  se  hizo  extensivo  á 
las  Reales  tercias  por  Real  resolución  de  6  de  Julio,  inserta  en 
cédula  del  consejo  de  19  de  Agosto  de  1796;  y  el  Real  decreto 
de  10  de  Mayo  de  1797,  atribuyó  al  consejo  de  Hacienda  el 
privativo  conocimiento  de  las  exenciones  de  pagar  diezmos. 
Otra  resolución  de  11  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de 
Hacienda  de  27  de  Octubre  de  1797,  estableció  la  manera  de 
proceder  los  ordinarios  en  la  ejecución  del  breve  derogatorio 
de  las  exenciones  de  pagar  diezmos,  atribuyendo  el  conocimien- 
to de  todas  las  incidencias  á  la  comisión  gubernativa  de  con- 
solidación de  vales  Reales,  según  la  Real  orden  de  18  de  No- 
viembre y  cédula  del  consejo  de  27  de  Diciembre  de  1802;  dis- 
posiciones todas  que  forman  parte  del  tít.  VH;  lib.  I  de  la  No- 
vísima Recopilación. 

Acerca  de  los  clérigos,  se  dictó  la  resolución  á  consulta  de  23 
de  Diciembre  de  1788  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  19  de 
Junio  de  1789,  eximiendo  de  derechos  á  los  individuos  del  es- 
tado  eclesiástico  en  las  ventas  y  consumos  por  mayor  de  los 
frutos  de  sus  cosechas  y  abono  de  refacción  en  las  especies  de 
que  por  menor  se  abasteciesen.  La  Real  cédula  de  10  de  Agos- 
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to  de  1795,  fijó  el  término  en  que  los  clérigos  de  menores  de- 
bían ser  promovidos  á  órdenes  mayores.  Los  soldados  que  no 
presentasen  su  licencia  absoluta  no  podían  ser  admitidos  á  las 
órdenes  eclesiásticas,  según  la  Real  orden  de  17  de  Setiembre 
inserta  en  circular  del  consejo  de  7  de  Octubre  de  1799.  Y  la 
Real  cédula  de  28  de  Abril  de  1797  y  Real  ordenanza  de  27  de 
Octubre  de  1800,  determinaron  qué  calidades  debían  reunir  los 
clérigo?  de  tonsura  para  eximirse  del  servicio  militar.  En  la 
constitución  de  patrimonios,  los  administradores  de  rentas  vi- 
gilarían para  que  no  se  realizasen  fraudes,  como  dispuso  la 
circular  de  10  de  Agosto  de  1793.  Y  una  resolución  de  20  de 
Febrero  de  1796  y  circular  de  20  de  Setiembre  de  1799,  decla- 
ró que  en  la  prohibición  que  comprendía  el  Real  decreto  de  28 
de  Abril  de  1789,  prohibiendo  perpetuamente  la  enajenación 
de  bienes  raíces  ó  estables  por  medios  directos  ó  indirectos,  se 
debían  entender  comprendidas  las  capellanías  y  cualesquiera 
otras  fundaciones  perpetuas,  que  no  podrían  realizarse  sin  Real 
licencia  á  consulta  de  la  cámara.  El  mismo  requisito  se  exigió 
en  23  de  Diciembre  de  1794  para  venir  los  prebendados  á  la 
corte  con  título  de  diputados  de  sus  cabildos,  y  hubo  necesi- 
dad de  repetirlo  en  Real  orden  de  15  de  Febrero  de  1799. 
Otra  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1792,  ordenó  que  sin 
noticia  de  S.  M.  no  se  diese  curso  á  las  instancias  de  obispos 
pidiendo  supresión  de  beneficios  para  dotación  de  curatos,  fá- 
bricas de  iglesias  ú  otros  fines  semejantes. 

Acerca  del  Real  patronato,  una  cédula  de  la  cámara  de  9  de 
Setiembre  con  inserción  del  breve  de  Su  Santidad  de  31  de  Ma- 
yo de  1791,  derogó  el  anterior  de  11  de  Julio  de  1781,  y  resti- 
tuyó las  antiguas  facultades  del  Real  patronaj^,  para  nombrar 
una  y  mil  veces,  elegir,  constituir  y  confirmar  el  prior  del  mo- 
nasterio de  San  Lorenzo  del  Escorial,  sin  capítulo  ni  otra  for- 
malidad. Otra  resolución  á  consulta  de  13  de  Octubre  y  cédula 
de  la  cámara  de  19  de  Diciembre  de  1790,  declaró  de  provisión 
Real  toda  pieza  eclesiástica,  vacante  por  promoción  de  su  po- 
seedor á  alguna  de  las  cincuenta  y  dos  reservadas  á  la  Santa  Se- 
de. Otra  de  l.o  de  Diciembre  de  1794,  y  cédula  de  29  de  Mayo 
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de  1797,  estableció  que  á  loe  freilea  de  las  órdenes  militares,  se 
lea  dieee  la  posesióo  de  las  prebeudas  y  beneñcios  seculares  sin 
necesitar  dispensa.  Y  otra  de  27  de  Febrero  y  circular  de  la  cá- 
mara de  5  de  Julio  de  1802,  decretó  que  los  pretendientes  de 
piezas  eclesiásticas  quedasen  sin  sujeción  á  loa  turnos  señalados 
en  el  Real  decreto  de  24  de  Setiembre  de  1784.  Eu  resolución 
de  24  de  Octubre  de  1801,  comunicada  en  circular  deSl  de  Ju- 
lio  de  1805,  se  estableció,  que  correspondía  al  Keal  patronato 
la  provisión  de  las  prebendas  de  oficio  que  tuviesen  anexa  la 
cura  de  almas.  Otra  de  26  de  Mayo  y  circular  de  la  cámara  de 
1.**  de  Julio  de  1800,  declaró  el  derecho  que  tenían  los  vicarios 
capitulares  en  sedes  vacantes  á  la  indicción  de  concursos  para 
beneficios  y  curatos.  En  todas  las  nuevas  erecciones  y  dotacio- 
nes de  vicarios  y  curatos,  su  dotación  se  completaría  con  las 
primicias  y  diezmos,  según  circular  de  20  de  Noviembre  de  1795, 
aprobada  por  resolución  de  18  de  Junio  de  1804.  Y  un  regla- 
mento de  30  de  Enero  de  1804,  fijó  los  derechos  de  los  capetla- 
nes  del  ejército  y  armada,  y  sus  premios  y  ascensos  á  canongías 
y  raciones  de  las  iglesias  de  Espafia.  Como  parte  de  las  regalías 
y  derechos  de  la  Corona,  se  resolvió  en  7  de  Diciembre  de  1799, 
y  circular  de  22  de  Febrero  de  1800,  se  guardase  la  antigua 
costumbre  de  distribair  el  importe  del  tercio  ó  cantidad  reserva- 
da para  pensiones  sobre  las  mitras  de  estos  reinos.  Para  la  de- 
fensa de  la  religión,  y  8^;ún  breve  de  Su  Santidad  de  20  de  Ma- 
yo de  1791 ,  se  mandó  continuase  el  cobro  de  la  mesada  del  va- 
lor  líquido  de  todas  las  mitras,  beneficios  y  otras  rentas  ecle- 
siásticas de  estos  reinos  y  los  de  Indias.  En  Real  decreto  de  30 
de  Noviembre  de  1792,  se  suprimió  la  colecturía  general  del 
fondo  pío  beneficial,  reduciendo  ta  tercera  parte  á  la  décima  de 
frutos  eclesiásticos;  y  por  resolución  de  24  de  Febrero  de  1796, 
se  ordenó  la  exacción  de  la  décima  de  beneficios  no  curados,  cu- 
ya renta  llegase  á  600  ducados  en  los  residenciales,  y  á  300  en 
los  que  no  lo  fuesen.  Sobre  redención  de  cautivos,  se  dictaron 
la  Real  orden  de  13  de  Abril  y  provisión  del  consejo  de  18  de 
Junio  de  1789,  y  la  de  5  de  Febrero  de  1792,  permitiendo  pe- 
dir limosna  con  dicho  objeto,  y  estableciendo  que  los  caudales 
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destinados  á  redención  de  cautivos,  quedasen  á  disposición 
de  S.  M.  para  la  misma  redención  y  objetos  análogos  á  ella,  ya 
resueltos  á  consulta  del  consejo. 

La  tendencia  á  limitar  la  jurisdicción  eclesiástica  á  lo  espiri- 
tual, se  refleja  en  todas  los  disposiciones  dictadas  durante  el 
reinado  de  Carlos  IV.  Por  resolución  á  consulta  de  18  de  Di- 
ciembre de  1804,  no  sólo  se  determinaron  reglas  para  que  los 
visitadores  y  jueces  eclesiásticos  no  extralimitasen  sus  deberes 
en  el  cumplimiento  de  obligaciones  sobre  propios  y  arbitrios  de 
los  pueblos  á  favor  de  causas  pías,  sino  que  estableció  lo  nece- 
sario para  la  admisión  de  las  apelaciones  de  las  sentencias  y 
autos  de  los  jueces  eclesiásticos  para  ante  la  Santa  Sede.  Las  ha- 
bitaciones de  los  eclesiásticos  regulares  y  seculares  podían  ser  re- 
gistradas por  causa  de  contrabando,  según  la  Real  orden  de  26 
de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  23  de  Julio  de  1796.  Y  por 
resolución  á  consulta  de  31  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  18 
de  Marzo  de  1804,  se  estableció,  como  se  había  hecho  en  1786, 
que  los  jueces  eclesiásticos  se  limitasen  á  conocer  de  las  causas 
de  divorcio,  sin  mezclarse  en  las  temporales  sobre  alimentos, 
litis,  expensas  ó  restitución  de  dotes.  Sobre  recursos  de  fuerza 
se  dictó  la  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804,  marcando 
ciertas  formalidades;  y  por  otra  de  24  de  Octubre  de  1805,  in- 
serta en  circular  de  24  de  Abril  de  1806,  se  declaró,  que  todos 
los  tribunales  Reales  á  donde  se  llevasen  causas  por  recursos 
de  fuerza,  tenían  facultad  para  imponer  á  los  eclesiásticos,  mul- 
tas, condenación  de  costas,  y  las  demás  penas  que  juzgasen  á 
propósito  según  las  circunstancias  del  caso. 

Respecto  del  pase  regio,  una  resolución  á  consulta  de  22  y  23 
de  Setiembre  de  1797,  comunicada  en  orden  de  4  de  Marzo 
de  1798,  declaró  que  en  el  pase  y  ejecución  de  las  bulas  de  los 
obispados  nuevamente  erigidos  para  la  orden  de  Santiago,  y  en 
los  casos  que  ocurriesen  de  igual  naturaleza,  conociese  el  con- 
sejo de  las  órdenes  única  y  privativamente;  poniéndolo  antes 
en  conocimiento  del  Rey.  Otra  de  20  de  Diciembre  de  1804,  in- 
serta en  cédula  del  consejo  de  l.o  de  Junio  de  1806,  determinó, 
que  cada  gracia  pontificia  que  se  expidiese  para  los  dominios 
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espafioles,  fuese  autorizada  con  el  visto  bueno  del  agento  gene- 
ral  en  Boma;  que  sin  esto  requisito,  ni  el  consejo  ni  la  cámara 
le  diesen  el  exequátur  6  pase;  y  que  por  ningún  prelado  pudie- 
ran ponerse  en  ejecución  tales  gracias  sin  estas  formalidades  y 
la  circunstancia  de  haber  sido  alcanzadas  por  el  agento  general 
de  la  nación.  Para  obtener  el  cumplimiento  de  esta  resolución, 
se  dictó  la  Real  orden  de  Marzo  y  resolución  de  25  de  Junio, 
inserta  en  cédula  de  7  de  Setiembre  de  1806,  que  puede  con- 
sultarse en  el  Suplemento  á  la  Novísima  Recopilación.  Y  por 
otra  de  25  de  Octubre  de  1805,  inserta  en  cédula  de  23  de  Fe- 
brero de  1806,  se  detorminó  que  todos  los  breves  conseguidos 
por  los  regulares  secularizados  para  obtoner  beneficios  eclesiás- 
ticos, se  presentasen  al  consejo  para  su  pase,  y  no  se  admitiese 
ninguno  en  lo  sucesivo  sin  preceder  aquel  requisito. 

En  cuanto  á  las  facultades  del  nuncio,  se  resolvió  en  circu- 
lar del  consejo  de  28  de  Agosto  de  1804,  que  tanto  él  como  el 
tribunal  de  la  Eota,  no  debían  perturbar  á  los  ordinarios  su  ju- 
risdicción en  primera  instancia;  pero  antos,  por  Real  orden  de  3 1 
de  Diciembre  de  1794  y  resolución  á  consulta  y  auto  acordado  de 
30  de  Enero  de  1795,  se  habían  impuesto  varias  restricciones  al 
breve  de  Su  Santidad,  en  que  se  determinaban  las  facultades 
del  nuncio  apostólico.  Al  tribunal  de  la  Roto,  establecido  en 
tiempos  de  Carlos  III,  en  lugar  del  auditor  del  nuncio,  aumen- 
tó Carlos  IV  dos  plazas,  concediendo  á  sus  decanos  los  hono- 
res de  consejero  Real,  según  Real  decreto  de  29  de  Julio  de 
1799,  que  forma  la  ley  III,  tít.  V,  lib.  II  de  la  Novísima  Reco- 
pilación. Al  vicario  general  de  los  ejércitos  se  le  prorrogaron  sus 
facultodes  por  otro  septonio,  con  arreglo  al  breve  de  Su  Santi- 
dad de  11  de  Octubre  de  1795,  y  se  determinaron  los  que  le 
correspondían,  según  la  Real  orden  de  18  de  Diciembre  del  mis- 
mo año  y  auto  del  consejo  de  4  de  Febrero  de  1796.  A  los  co- 
misarios y  familiares  de  los  tribunales  de  Inquisición,  se  les 
prohibió  el  concurso  en  calidad  de  tales,  á  funciones  y  actos 
públicos,  según  Real  resolución  de  24  de  Julio  de  1802,  inserto 
en  circular  de  16  de  Diciembre  de  1804.  Sobre  atribuciones  del 
tribunal  de  la  comisaria  general  de  Cruzada,  se  publicó  el  Real 
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decreto  de  5  de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  1789;  y  por  reso- 
lución de  31  de  Mayo  de  1802,  se  aprobó  el  nuevo  reglamento 
para  la  administración  de  Cruzada.  Un  Real  decreto  de  21  de 
Marzo  de  1794,  que  formó  la  ley  XII,  tít.  XII,  lib.  II  de  la  Noví- 
sima Becopilación,  mandó  que  la  renta  del  excusado  se  admi- 
nistrase por  cuenta  de  la  Keal  hacienda,  cesando  las  concordias 
con  las  iglesias;  y  por  Real  orden  de  7  de  Junio  de  1806,  se  dis- 
puso la  intervención  de  los  administradores  de  la  gracia,  en  las 
uniones  do  parroquias  en  que  se  causasen  diezmos.  Y  por  otro 
Real  decreto  de  20  de  Diciembre  de  1794,  inserto  en  cédula  del 
consejo  de  20  de  Enero  de  1795,  se  aprobó  una  instrucción  para 
el  uso  del  papel  sellado  en  los  tribunales  y  juzgados  eclesiásti- 
cos del  reino. 

Aun  prescindiendo  de  la  importancia  que  el  clero  tiene  for- 
zosamente en  todo  país  católico,  y  de  la  natural  influencia  que 
^erce  sobre  las  conciencias  del  pueblo,  bastarían  las  disposicio- 
nes de  que  hemos  dado  una  somera  indicación,  para  compren- 
der, que  si  el  clero  español,  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  no  in- 
tervenía en  el  gobierno  temporal  de  España,  tomó  una  parte 
principal  en  la  dirección  moral  de  los  españoles,  y  en  momen- 
tos dados  y  supremos,  no  escaseó  sacrificios  de  todo  género,  ya 
para  levantar  las  cargas  públicas,  ya  para  auxiliar  poderosa- 
mente á  la  defensa  de  la  integridad  del  territorio.  El  censo  ofi- 
cial de  1803,  ofrece  acerca  de  la  clasificación  social  de  España, 
los  datos  siguientes:  clero  de  catedrales  y  parroquias  86.546;  de- 
pendientes de  la  Inquisición  y  de  Cruzada  8.659;  regulares  reli- 
giosos 69.664, y  religiosas  38.429.  Todas  estas  sumas  formaban  la 
de  203.298,  que  sobre  la  población  total  dé  España  en  la  citada 
fecha,  ofrece  una  proporción  de  1  por  cada  50  habitantes.  Un 
clero,  que  á  excepción  de  Portugal,  era  el  más  numeroso,  el  mis 
rico  y  el  más  poderoso,  constituía  una  fuerza  social  importante, 
de  cuyo  concurso  no  podía  prescindirse,  y  realmente  no  pres- 
cindió Carlos  IV,  cuando  se  vio  obligado  á  resolver  la  grave 
cuestión  de  la  forma  de  suceder  en  la  Corona  de  España. 
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EL    ESTADO    LLANO. 


Así  como  el  clero  representaba  una  proporción  de  1  por  cada 
50  habitantes  de  la  España  en  1803,  la  nobleza  en  número  de 
1.440.000  sólo  se  contaba  1  por  cada  7;  los  empleados  civiles  y 
militares  en  suma  de  343.047,  un  1  por  30;  los  abogados,  escri- 
baños  y  estudiantes  eran  199.566,  ó  sean  1  por  50;  la  adminis- 
tración, el  ejército  y  la  marina  con  590.000  individuos,  repre- 
sentaban 1  por  cada  18;  los  criados  eran  840.276,  ó  sea  1  por 
cada  12;  los  comerciantes  103.017,  6  sean  1  por  100;  los  fabri- 
cantes 119.250,  ó  sean  1  por  cada  90;  los  artesanos  812.967,  ó  1 
por  12;  los  labradores  2.721.291,  ó  sean  1  por  cada  4,  y  los  jor- 
naleros 2.893.713,  ó  sean  1  por  cada  4  habitantes.  La  población 
agricultora  era,  por  consiguiente,  de  5.615.000  habitantes,  ó  sea 
de  1  por  cada  2;  la  industriosa  de  1.035.000,  6  sea  1  por  cada 
10;  la  productiva  resultaba,  por  consiguiente,  de  6.650.000,  ó 
sea  1  por  cada  5,  y  la  improductiva  de  3.617.000,  ó  sea  1  por 
cada  3.  Con  razón  España  merecía  el  dictado  de  agricultora,  y 
con  más  razón  podía  sostenerse,  que  aunque  el  estado  llano,  ni 
en  el  municipio  ni  en  la  esfera  del  alto  gobierno,  tenía  recono- 
cidos derechos  políticos,  ni  participación  alguna  en  el  ejercicio 
del  poder  civil;  era,  sin  embargo,  el  que  con  su  trabajo  levanta- 
ba todas  las  cargas  del  Estado,  y  contribuía  á  la  prosperidad 
general. 

Carlos  IV,  cuando  buscó  apoyo  á  su  absoluto  poder,  y  quiso 
fijar  las  reglas  de  suceder  en  la  Coroua  de  España,  llamó  á  los 
procuradores  de  las  ciudades  á  las  Cortes  de  1789,  como  vere- 
mos después;  y  por  resolución  de  18  de  Setiembre  del  mismo 
año  y  cédula  de  27  de  Marzo  de  1790,  se  ordenó,  que  siempre 
que  en  el  sorteo  que  se  ejecutaba  en  las  ciudades  y  villas  de 
voto  en  Cortes,  recayese  la  suerte  en  algún  individuo  que  tu- 
viere justos  motivos  para  no  servir  personalmente  la  comisión 
de  millones,  se  sortease  otro  del  mismo  cuerpo  que  pudiera  eje- 
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catarlo;  no  admitiéndose  ni  incluyéndose  por  ningún  motivo 
ni  pretexto,  en  d  sorteo  general  que  se  hacía  en  la  corte,  sino 
aquellos  sujetos  que  hubiesen  logrado  suerte  en  los  sorteos  par- 
ticulares de  sus  respectivos  ayuntamientos.  En  13  de  Julio  de 
1789  y  cédula  de  10  de  Abril  de  1790,  se  mandó  que  la  plaza 
de  ausencias  se  sortease  entre  todas  las  ciudades  de  voto  en 
Cortes,  inclusa  la  Corona  de  Aragón;  y  que  una  de  las  super- 
numerarias quedase  para  sortearse  en  lo  sucesivo  entre  las  ciu- 
dades de  dicha  Corona,  reservándose  las  otras  dos  para  las  de 
Castilla  y  León  únicamente.  Por  Real  orden  de  23  de  Febrero  de 
1797,  á  consulta  de  la  diputación  de  los  reinos,  se  mandó  que,  con 
arreglo  al  sistema  de  esta  cédula,  sortease  la  Corona  de  Aragón  y 
Castilla  para  la  quinta  plaza  de  diputado  de  ausencia,  entrando 
en  el  sorteo  de  esta  última  Corona  las  cuatro  provincias,  y  guar- 
dando la  forma  que  cada  una  había  observado  en  iguales  casos; 
que  quedasen  reducidos  á  dos  los  tres  diputados  supernumera- 
rios que  antes  se  sorteaban  por  la  Corona  de  Castilla;  y  que  el 
tercero  fuese,  en  lo  sucesivo,  de  las  cuatro  provincias  de  Ara- 
gón. Pero  todas  estas  concesiones  en  modo  alguno  alteraron  el 
poder  absoluto  del  monarca,  porque  en  18  de  Diciembre  de  1804, 
se  mandó,  que  ninguna  ley,  regla  ó  providencia  general  nueva, 
pudiera  creerse  ni  usarse,  no  estando  intimada  ó  publicada  por 
pragmática,  cédula^  provisión,  orden,  edicto,  pregón  ó  bandos 
de  las  justicias  ó  magistrados  públicos,  debiéndose  denunciar  al 
que  sin  preceder  estas  circunstancias,  se  abrogase  la  facultad  de 
ejecutar  ó  de  fingir  ó  anunciar  de  autoridad  propia  y  privada 
algunas  leyes,  reglas  de  gobierno  inciertas,  ó  á  vueltas  de  ellas 
especies  sediciosas,  ya  fuese  de  palabra  ó  por  escrito,  con  firma 
ó  sin  ella,  por  papeles  ó  cartas  ciegas  ó  anónimas,  castigándo- 
sele por  las  justicias  ordinarias,  como  conspirador  contra  la  tran- 
quilidad pública,  á  cuyo  fin  se  les  declaró,  para  lo  sucesivo, 
como  reo  de  Estado,  valiendo  contra  él  las  pruebas  privile- 
giadas. 
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CAPÍTULO  III. 

LAS  CORTES 

SECCIÓN    PRIMERA. 

CORTES  DE  MADRID  DE  1789. 

El  acuerdo  adoptado  en  estas  Cortes,  para  restablecer  el  or- 
den regular  de  suceder  en  la  Corona  de  España,  establecido  en 
la  ley  U,  tit.  XV,  Part.  11,  y  derogar  el  auto  acordado  de  ITIS, 
en  tiempos  de  Felipe  V,  fué  origen  de  la  primera  guerra  civil 
sostenida  en  el  presente  siglo;  y  aunque  en  1833,  siendo  minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia  D.  Francisco  Fernández  del  Pino,  se 
publicó  por  Real  decreto  un  Testimonio  de  las  odas  de  las  Cortes 
de  1789  i  sobre  la  sucesión  &  la  Corona  de  España  y  délos  dictamen 
nes  dados  sobre  esta  materia^  la  publicación  integra  del  proceso 
de  dichas  Cortes  no  tuvo  lugar  hasta  1850,  en  el  tomo  XVII  de 
la  Colección  de  documentos  inéditos  para  la  Historia  de  Espa^ 
ña  (1563).  Gracias  á  esta  publicación,  podemos  hacer  un  extracto 
de  cuanto  se  propuso ,  discutió  y  resolvió  en  las  mencionadas 
Cortes. 

A  instancia  de  Carlos  IV,  y  por  Real  decreto  desde  Aranjuez 
en  31  de  Mayo  de  1789,  se  expidió  carta- circular  á  todas  las 
ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes,  haciéndolas  saber,  que  el 
día  23  de  Setiembre  se  había  de  jurar  al  príncipe  D.  Femando 
en  la  iglesia  del  convento  Real  de  San  Jerónimo  de  la  villa  de 
Madrid,  conforme  á  las  leyes,  fueros  y  antigua  costumbre  de 
estos  reinos;  y  para  este  efecto,  y  tratar,  entender,  practicar, 
conferir,  otorgar  y  concluir  por  Cortes  otros  negocios,  si  se  pro- 
pusieren y  pareciere  conveniente  resolver,  acordar  y  convenir 
para  los  fines  referidos,  deberían  traer  los  diputados  los  corres- 
pondientes poderes,  y  estar  en  Madrid  el  1.^  de  Agosto.  En  es- 
tos mismos  términos,  y  aun  insertando  la  misma  Real  cédula, 
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otorgaron  los  correspondientes  poderes  las  ciudades  y  villas  de 
voto  en  Cortes,  que  eran  treinta  y  siete,  y  el  día  14  de  Setiem- 
bre, á  las  ocho  de  la  mañana,  se  reunieron  en  la  posada  del 
conde  de  Campomanes,  gobernador  del  consejo  de  Castilla, 
cuatro  ministros  de  éste,  asistentes  de  Cortes,  D.  Manuel  de 
Aizpun,  secretario  de  la  cámara  de  Estado  de  Castilla,  y  de 
Gracia  y  Justicia;  y  D.  Agustín  Bravo  de  Velasco  y  D.  Pedro 
Escolano  de  Arrieta,  escribanos  mayores  de  Cortes,  y  presen  - 
taron  sus  poderes  los  procuradores  de  Burgos,  León,  Zaragoza, 
Granada,  Valencia,  Palma  de  Mallorca,  Sevilla,  Córdoba,  Mur- 
cia, Jaén,  Barcelona,  Avila,  Zamora,  Toro,  Guadalajara,  Fra- 
ga, Calatayud,  Cervera,  Madrid,  Extremadura,  Plasencia,  So- 
ria, Tortosa,  Pefííscola,  Tarazona,  Palencia,  Salamanca,  Lérida, 
Segovia,  Galicia,  Valladolid,  Gerona,  Jaca,  Teruel,  Tarragona, 
Boija,  Cuenca  y  Toledo.  Aprobados  los  poderes,  hecho  el  sorteo 
de  colocación,  en  el  cual  tocó  á  Avila  la  suerte  de  la  primera, 
prestaron  los  procuradores  el  juramento  acostumbrado  en  ma- 
nos de  los  escribanos  mayores  de  Cortes,  ocurriendo  algunas 
diferencias  acerca  de  preferencia  que  no  interesa  conocer. 

Dada  cuenta  á  S.  M.,  resolvió  abrir  las  Cortes  el  sábado  19 
del  corriente  á  las  once  de  su  mafíana,  y  en  dicho  día  salió  el 
reino  de  casa  del  gobernador  del  consejo,  y  subiendo  por  la  es- 
calera principal  de  Palacio  llegó  á  la  sala  llamada  de  Consultas, 
donde  estaba  puesto  el  Trono.  Allí  se  reprodujo  la  tradicional 
cuestión  entre  Toledo  y  Burgos,  y  leída  la  proposición  Real,  en 
la  cual  se  repetían  los  términos  de  la  convocatoria,  terminó  el 
Key,  diciendo:  c esperaba  conservarían  el  afectuoso  celo  que  ha- 
»bían  manifestado  en  cumplir  con  su  obligación,  repitiendo,  en 
» cuanto  ocurriese,  las  más  finas  pruebas  de  su  fervor  en  el  Beal 
» servicio,  del  mismo  modo  que  él  duplicaría  las  más  paternales 
» demostraciones  hacia  el  bien  de  aquéllos».  Los  procuradores 
de  Burgos,  en  nombre  del  reino,  contestaron:  que  éste  estaba 
pronto  á  hacer,  no  sólo  el  juramento  y  pleito  homenaje  de  fide- 
lidad á  S.  M.y  al  Príncipe,  sino  que  lo  estaba  igualnente  á  obe- 
decer cuanto  S.  M.  le  propusiese  para  acreditar  el  amor  y  fideli- 
dad con  que  deseaba  el  mayor  obsequio  de  S.  M.  El  Rey  maní- 
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festó:  cAsí  lo  creo  de  tan  buenos  y  fíeles  vasallos.»  Retirada  la 
corte,  volvió  el  presidente,  y  puesto  delante  del  Trono,  dijo: 
«Caballeros:  el  Rey  quiere  que  las  Cortes  queden  abiertas,  para 
»que  en  ellas  se  trate  de  una  pragmática  sobre  la  ley  de  sucesio- 
>nes  y  otros  puntos,  juntándose  con  el  presidente  y  asistentes  en 
»el  salón  de  los  Reinos  del  palacio  del  Buen  Retiro,  todas  las  ve- 
nces que  fuere  menester.»  Terminado  el  acto,  el  reino  salió  del 
salón  y  se  dirigió  á  la  posada  del  presidente,  guardando  el  mis- 
mo ceremonial. 

Ya  en  la  casa  del  conde  de  Campomanes,  el  procurador  de 
Burgos  hizo  presente  tres  puntos  á  nombre  del  reino:  1.^,  que 
se  mandase  cesar  la  diputación  de  millones;  2.^,  que  se  le  se- 
ñalase algún  sitio  en  la  plaza  Mayor  donde  poder  ver  la  próxi- 
ma fiesta  de  toros,  y  3.^,  que  el  presidente  les  acompañase  el 
día  23  á  la  iglesia  de  San  Jerónimo.  El  21,  después  de  exami- 
iiaáa  la  instrucción  de  1713,  discutieron  la  primera  proposi- 
ción, y  unánimemente  estimaron,  que  la  solicitud  del  reino  era 
arreglada  y  justa,  y  que  se  hiciese  consulta  á  S.  M.  para  que 
mandase  cesar  la  diputación  de  millones,  guardando  al  reino 
las  regalías  que  le  competían  en  este  asunto.  £1  día  23  el  reino 
se  personó  en  el  monasterio  de  8an  Jerónimo,  cuyo  decorado 
^e  detalla,  y  acompañó  á  los  Reyes,  que  tomaron  asiento  de- 
bsLJa  del  dosel,  estando  presentes  el  príncipe  de  Asturias  y  el  in- 
fante D.  Antonio  Pascual.  Leída  la  proposición  de  juramento 
pcyjr  el  rey  de  armas  más  antiguo,  comenzó  por  prestarlo  el  men- 
ciorx£ido  infante,  en  manos  del  cardenal  arzobispo  de  Toledo. 
Sigvueron  los  prelados,  los  grandes,  títulos  de  Castilla  y  dipu- 
tados de  las  ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes.  Después  de 
és^-os  juraron  los  mayordomos  de  S.  M.,  los  comisarios  de  la 
civi<ia.d  de  Toledo,  el  conde  de  Oropesa,  primer  caballerizo  de 
9-  ^- ;  marqués  de  Montealegre,  y  el  cardenal  arzobispo  de  To- 
ledo. El  Rey,  en  nombre  del  príncipe  D.  Fernando,  su  hijo  pri- 
tí^og^nito,  aceptó  el  juramento  y  pleito  homenaje,  y  todo  lo 
¿etn&s  en  este  acto  hecho,  y  después  de  agradecer  la  enhora- 
\)\XQna  que  el  reino  daba  á  sus  Reyes,  se  retiraron  con  el  mismo 
^mpañamiento  con  que  vinieron  á  la  iglesia. 
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El  30  de  Setáembre  se  reonieron  las  Cortes  en  el  salón  de  los 
reinos,  en  el  palacio  del  Baen  Betiro,  y  á  indicación  del  presi- 
dente, prestaron  los  diputados  juramento  de  guardar  secreto  de 
todo  lo  que  se  tratase  y  platicase  en  estas  Cortes.  Acto  seguido 
se  leyó  una  proposición  para  que  en  España  se  guardasen  sus 
leyes  antiguas  y  costumbre  inmemorial,  atestiguada  en  la  ley  II, 
tít.  XV,  Part.  n,  para  que  fuesen  admitidas  á  la  Corona  por  el 
orden  de  la  misma  ley  las  hembras  de  mejor  línea  y  grado,  sin 
postergarlas  á  los  varones  más  remotos;  y  se  consignó  que, 
aunque  en  1712  se  trató  de  alterar  este  método  regular  por  al- 
gunos motivos  adaptados  ¿  las  circunstancias  de  aquel  tiempo 
que  ya  no  subsistían,  no  podía  conceptuarse  lo  resuelto  entonces 
como  ley  fundamental  por  ser  contra  las  que  existían  y  estaban 
juradas,  no  habiéndose  pedido  ni  tratado  por  el  reino  una  altera- 
ción tan  notable  en  la  sucesión  de  la  Corona,  en  la  cual  quedaron 
excluidas  las  líneas  más  próximas»  asi  de  varones  como  de  hem- 
bras. En  este  sentido  presentó  el  presidente  la  fórmula  de  la  peü- 
don  que  podía  hacerse  á  S.  M.  en  este  asunto,  conforme  en  todo  á 
sus  soberanas  intenciones.  Las  Cortes  aprobaron  con  unanimi- 
dad la  indicaba  proposición,  y  considerando  todos  de  justicia  y 
utilidad  restablecer  en  la  sucesión  de  la  Corona  el  orden  regu- 
lar atestiguado  en  la  ley  de  Partida  citada,  con  derogación 
específica  del  auto  acordado  de  1713,  que  es  el  V,  tít.  Vil,  li- 
bro V  de  la  Recopilación,  acordaron  además  con  la  misma  uni- 
formidad, se  diesen  gracias  al  Rey  por  tan  necesario  restableci- 
miento en  la  sucesión  de  la  Corona,  y  se  procediese  desde  luego 
á  solemnizar  el  acto  formándose  y  firmándose  la  súplica  y  pe- 
tición de  Cortes.  Así  se  hizo  en  el  acto. 

El  presidente  manifestó  al  reino  haber  hecho  presente  al  Rey 
su  deseo  de  que  cesase  la  comisión  de  millones,  y  que  la  reso- 
lución de  S.  M.  era,  que  deseaba  atender  al  reino,  y  que  para 
providenciar  con  más  conocimiento,  prevenía  ala  junta  de  asis- 
tentes informase  de  varios  particulares.  Añadió  asimismo,  que 
los  demás  puntos  que  debían  tratarse  en  las  sesiones  sucesivas, 
se  reducían  á  formar  súplicas  ó  peticiones  con  vista  de  los  de- 
cretos y  cédulas  Reales  que  trataban  de  la  incompatibilidad  de 
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mayorazgos,  calidades  de  los  que  se  fundasen  de  nuevo,  abono 
de  las  mejoras  que  en  bienes  vinculados  hiciesen  los  poseedo- 
res, y  á  la  facultad  de  cercar  los  terrenos  destinados  ¿  huertas 
y  nuevos  plantíos,  á  cuyo  fin  se  traerían  á  las  Cortes  los  referi- 
dos decretos  y  cédulas,  que  eran:  el  primero,  de  28  de  Abril 
de  1789;  la  segunda,  de  14  de  Mayo  del  mismo  afio;  el  tercero, 
de  28  de  Abril  anterior,  y  la  cuarta,  de  15  de  Junio  de  1788. 
De  estos  proyectos  de  resolución  se  entregaron  ejemplares  á 
todos  los  caballeros  procuradores  para  su  examen,  según  se 
acordó  en  sesión  de  3  de  Octubre.  En  la  del  día  12  comenzó  la 
votación  de  los  cuatro  puntos  propuestos,  continuando  en  la 
del  13,  acordando  el  reino  que  el  gobernador  hiciese  presente 
á  S.  M.  concediese  al  reino  la  gracia  de  hacer  peticiones.  En  la 
del  17  se  indicó  por  el  presidente,  que  el  reino  podía  suplicar  á 
S.  M.  para  la  conservación  del  Patrimonio  Real;  sobre  la  expo- 
sición que  había  hecho  á  S.  M.  de  la  fidelidad  y  buenos  deseos 
de  los  procuradores  á  servirle  y  desempeñar  sus  encargos,  y  la 
tercera,  á  su  deseo  de  formular  peticiones.  Acerca  de  lo  primero, 
S.  M.  se  dignó  condescender  á  que  el  reino  representase  ó  hiciese 
la  súplica  correspondiente  á  tenor  de  lo  otorgado  en  1760.  Res- 
pecto de  lo  segundo,  el  Rey  quedaba  muy  reconocido  al  compor- 
tamiento de  las  Cortes.  Y  en  cuanto  á  lo  tercero,  S,  M.  permite  que, 
disudias  éstas,  puedan  cada  una  de  las  ciudades  y  vülas  de  voto  en 
Cortes  representar  separadamente  cuanto  estimen  conducente  al  meQor 
servicio  de  S.  M,  y  leneficio  público,  á  que  S.  M.  se  halla  muy  pro- 
penso para  resolverlas,  y  dar  á  todos  sus  pueblos  y  vasallos  con- 
tinuadas pruebas  de  su  amor  y  beneficencia.  El  reino  acordó  se 
tributasen  á  S.  M.  las  más  rendidas  gracias  por  la  benignidad  con 
que  se  dignaba  oirle  y  facilitar  sus  súplicas  por  medio  de  sus  re- 
presentaciones. Aprobó  el  acuerdo  acerca  del  Patrimonio  Real, 
que  fué  firmado  en  la  sesión  del  día  20,  añadiendo  la  confirma- 
ción de  las  libertades,  franquezas,  exenciones  y  privilegios  en 
todo  lo  que  los  mismos  comprendían.  En  esta  misma  sesión  que- 
daron formulados  los  borradores  de  petición  respecto  de  los  cua- 
tro puntos  propuestos,  y  con  algunas  rectificaciones  quedaron 
aprobadas  en  sesión  del  24  y  se  firmaron  el  25  de  Octubre. 


146  DSL   PODER   CIVIL  EN  ESPAÑA 

En  la  sesión  del  día  27,  dio  cuenta  el  presidente  de  haber  en- 
tregado las  peticiones,  y  que  habiendo  finalizado  los  asuntos  que 
S.  M.  se  había  servido  encargar  al  reino  y  motivaba  la  celebra- 
ción de  estas  Ck>rtes,  quedaban  por  entonces  suspensas, hasta  que 
se  ordenase  otra  cosa;  y  que  pudiendo  suceder  que  se  cerrasen 
luego,  podía  el  reino  quedarse  junto  en  este  día  para  tratar,  con- 
venir y  arreglar  los  asuntos  peculiares  de  sus  derechos  y  rega- 
lías, teniendo  presente  que  respecto  de  la  cesación  de  la  comisión 
de  millones,  S.  M.  había  resuelto  no  se  innovase  por  ahora.  Re- 
cíprocamente el  presidente  y  el  reino  se  prodigaron  su  estima- 
ción; y  después  de  sortearse  los  diputados  de  millones  y  los  de 
ausencias  para  los  reinos  de  Valencia,  Cataluña  y  Mallorca,  se 
acordó  reformar  la  instrucción  para  la  diputación  de  millones. 
Aún  se  celebró  otra  sesión  el  día  31  de  Octubre,  y  se  hizo  cons- 
tar, que  el  Rey  había  resuelto  se  determinase  en  justicia  el  asun- 
to de  la  comisión  de  millones  acerca  de  la  petición  para  el  resta- 
blecimiento de  la  ley  II,  título  XV,  Partida  II;  el  Rey  decretó  lo 
siguiente:  He  tomado  la  resolución  correspondiente  á  la  súplica  que 
acompaña^  encargando  se  guarde  por  ahora  el  mayor  secreto^  par  con- 
venir asi  á  mi  servicio;  y  el  consejo  dictó  el  30  este  decreto:  <Pu- 
tblicada,  cúmplase  lo  que  S.  M.  manda;  quedando  reservada  la 
»peticióny  resolución  originales  para  publicarse  mañana  en  Cor- 
>tes,  y  luego  que  se  hayan  sacado  las  certificaciones  correspon- 
» dientes  por  los  escribanos  mayores  de  Cortes,  lo  devolverán  todo 
«original  á  la  secretaría,  para  que  se  conserve  con  la  reserva  que 
>5.  M.  encarga  y  conviene,  i^  La  resolución  de  S.  M.  decía  así:  A 
esto  os  respondo  que  ordenaré  á  los  del  mi  consejo  expedir  la  prag- 
mática sanción  que  en  tales  casos  corresponde  y  se  acostumbra,  te- 
niendo presentes  vuestras  súplica  y  los  dictámenes  que  sobre  ella  haya 
tomado.  S.  M.  había  encargado  especialmente  que  continuase  la 
obligación  del  secreto  de  las  Cortes,  disueltas  éstas,  por  lo  tocan- 
te á  esta  petición,  y  así  lo  ofrecieron  todos  los  procuradores,  ex- 
tendiendo á  mayor  abundamiento  el  juramento  del  secreto  de 
las  Cortes  al  referido  encargo  desde  el  día  de  la  fecha,  deseosos 
de  que  no  sólo  en  la  sustancia,  sino  en  el  modo,  se  asegurase 
esta  providencia  y  ley  constitucional  hasta  que  se  verifícase  la 
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pQblicación  de  la  pragmática,  en  d  tiempo  que  S.  M.  hwiere  por 
conveniente^  según  su  alta  previsión.  Además  se  hicieron  constar 
loe  acuerdos  dictados  á  las  cinco  peticiones  mencionadas,  que 
se  insertan  integras,  y  se  acordó  sn  cumplimiento.  El  con- 
de de  Campomanes  anunció  que  el  Rey  había  resuelto  cerrar 
las  C!ortes  el  día  5  de  Noviembre  con  toda  solemnidad,  y  asis- 
tiendo en  persona  á  dicho  acto;  y  con  efecto  así  se  realizó,  des- 
pués de  un  breve  discurso  del  reino,  á  que  contestó  el  Bey: 
f  Quedo  enterado  y  muy  satisfecho  de  vuestro  celo,  fidelidad  y 
>amor;>  después  de  lo  cual  todos  los  procuradores  besaron  las 
Reales  manos. 

Deseando  Garlos  IV  robustecer  con  la  opinión  de  los  prelados 
que  habían  asistido  al  juramento  del  príncipe  de  Asturias,  pero 
no  á  las  deliberaciones  de  las  Cortes,  el  acuerdo  referente  al  or- 
den de  suceder  en  la  C!orona  de  España,  les  dirigió  la  corres  - 
pondiente  consulta  por  medio  del  conde  de  Floridablanca,  y  to- 
dos ellos  confirmaron  el  fundamento  del  acuerdo  adoptado,  con 
raa&onamientos  que  dan  á  conocer  varios  escritores,  lo  cual  des- 
miente que  el  acuerdo  tuviera  vicios  de  forma,  ni  fuera  impo- 
pular en  Espafia.  Cierto  es,  que  ni  el  clero  ni  la  nobleza  toma- 
ron parte  en  las  deliberaciones  de  las  Cortes  de  1789;  pero  tal 
yenía  siendo  el  sistema  parlamentario  espafiol,  y  Carlos  IV  no 
hizo  más  que  ajustarse  á  los  precedentes  establecidos,  sin  que 
pueda  negarse  autenticidad  completa  á  cuantos  acuerdos  adop- 
taron. Verdad  que  la  pragmática,  cambiando  el  orden  de  suce- 
der en  la  Corona,  no  se  publicó  en  la  Novísima,  y  en  cambio  se 
insertó  el  auto  acordado  revocado;  pero  esto  fué  consecuencia 
natural  de  no  haberse  publicado  aquélla,  por  no  considerarlo 
conveniente  el  monarca;  pero  desde  que  fué  publicada,  sólo  su 
texto  era  la  ley  española  que  debía  cumplirse.  En  estas  Cortes 
sólo  intervino  el  estado  llano,  para  tratar  de  los  asuntos  de  in- 
terés general  del  reino;  pero  dóciles  á  la  voluntad  Real,  pedían 
que  éste  les  otorgase  la  gracia  de  formular  peticiones,  y  el  pro- 
ceso, cuyo  extracto  dejamos  realizado,  prueba  que  las  Cortes  de 
1789  son  la  fiel  expresión  de  la  voluntad  de  Carlos  IV. 
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SECCIÓN  n. 

GOBTBS  DE  NAVARRA. 

Durante  el  reinado  de  Carlos  IV,  se  celebraron  en  Pamplona 
las  Cortes  que  comenzaron  en  11  de  Mayo  de  1794  y  conclu- 
yeron en  5  de  Febrero  de  1797.  En  1795,  el  reino  de  Navarra 
juró  como  inmediato  sucesor  á  la  Corona  al  príncipe  D.  Fer- 
nando. En  1801  se  celebraron  otras  Cortes  en  Olite,  para  tratar 
de  ciertos  subsidios  que  hicieron  necesarias  las  complicaciones 
exteriores,  pero  sólo  duraron  veinte  días,  comenzando  en  20 
de  Mayo. 

CAPÍTULO  IV. 

PODER    EJECUTIVO. 

Durante  el  reinado  de  Carlos  IV^  la  administración  no  sig- 
nificaba más  que  gobierno;  los  empleados  que  la  desempeñaban 
eran  nombrados  por  el  Bey,  única  representación  del  poder  pú- 
blico, y  todavía  no  se  había  realizado  la  división  y  deslinde 
entre  la  administración  de  justicia  y  la  administración  propia- 
mente dicha. 

SECCIÓN  PRIMERA, 

AUTOBIDADBS   OBNTRALBS. 

A.— Secretarlos  del  Rey. 

El  primer  secretario  de  Estado  de  Carlos  IV  fué  el  conde  de 
Floridablanca,  que  continuó  el  impulso  dado  á  la  administra- 
ción y  á  la  política  en  el  reinado  anterior;  pero  habiendo  sido 
separado  en  Febrero  de  1792,  le  sucedió  el  anciano  conde  de 
Aranda,  que  también  cesó  en  el  despacho  interino  del  ministe- 
rio de  Estado  en  15  de  Noviembre  del  mismo  año.  Le  sustitu- 
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yó  D.  Manuel  Godoy,  duque  de  Alcudia,  que  fué  separado  déla 
dirección  de  los  negocios  públicos  en  28  de  Marzo  de  1798, 
nombrando  en  su  lugar  al  ministro  de  Hacienda,  D.  Francisco 
Saavedra.  A  fines  de  1797  era  ya  ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia D.  Gaspar  Melchor  de  Jovellanos,  y  por  enfermedad  de 
Saavedra  entró  á  desempeñar  interinamente  el  ministerio  de 
Estado  D.  Mariano  Luis  de  Urquijo.  Jovellanos  fué  exonerado 
del  ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  24  de  Agosto  de  1798, 
reemplazándole  D.  José  Antonio  Caballero,  fiscal  togado  del 
consejo  supremo  de  la  Guerra.  Urquijo,  exonerado  también  del 
ministerio  interino  de  Estado,  fué  sustituido  en  13  de  Diciem- 
bre de  1800  por  D.  José  Cevallos,  primo  del  príncipe  de  la  Paz; 
y  aunque  hemos  rebuscado  los  antecedentes  que  acerca  de  los 
secretarios  del  Eey  existen  en  el  archivo  general  central  de  Alca- 
lá de  Henares,  sólo  hemos  encontrado  el  nombramiento  que  en 
20  de  Juüo  de  1805  se  hizo  en  favor  de  D.  Luis  Martínez  de 
Viergol  de  secretario  del  Bey  con  ejercicio  de  decretos. 

Carlos  IV,  por  Real  decreto  de  25  de  Abril  de  1790,  que  for- 
ma la  ley  XVI,  tít.  VI,  lib.  IH  de  la  Novísima  Recopilación, 
unió  á  las  cinco  secretarías  de  Estado  y  del  Despacho  de  Espa- 
ña, los  negocios  respectivos  á  cada  departamento  en  las  Indias. 
Por  otro  de  28  de  Febrero  de  1795,  ordenó  que  se  considerase 
la  superintendencia  general  de  la  Real  hacienda  unida  á  la  se- 
cretaría de  Estado  y  del  despacho  universal  de  este  departa- 
mento, así  como  lo  estaban  á  los  respectivos  ministerios  de  las 
superintendencias  generales  de  otros  ramos  y  la  misma  de  Real 
hacienda  de  Indias.  Por  otro  Real  decreto  de  18  de  Abril 
de  1800,  se  declaró  que  la  jurisdicción  militar  de  marina  que- 
dase dependiente  de  su  ministerio  de  Estado,  y  en  todo  lo  eco- 
nómico y  pohtico,  con  la  provisión  de  sus  empleos,  al  cuidado 
de  la  secretaría  de  Hacienda.  Y  por  otro  Real  decreto  de  18  de 
I  Abril  de  1802,  se  estableció  que  el  sistema  administrativo  y 

t  económico  de  la  Real  armada  y  contaduría  de  Marina  se  sepa* 

!  rase  de  la  secretaría  de  Hacienda  y  restituyera  á  la  de  Marina. 

í 

\ 
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SECCIÓN    II. 
AUTORIDADES  LOOALBS. 

A.— Jneces  de  provincia  de  la  corte. 

En  el  reinado  de  Carlos  IV  no  se  modificaron  las  atribucio- 
nes de  estos  funcionarios. 

B.— Alcaldes  ordinarios. 

Una  sola  fué,  pero  muy  importante,  la  resolución  adoptada 
por  Carlos  IV  respecto  de  los  alcaldes  ordinarios,  pues  en  18 
de  Diciembre  de  1804,  mandó,  que  el  día  l.o  de  cada  año  se  lle- 
vasen á  efecto  todas  las  elecciones  correspondientes  á  oficiales 
de  justicia  y  gobierno  de  los  pueblos,  que  no  se  contradijeren 
por  exenciones  legales  que  padecieran,  así  en  los  pueblos  rea- 
lengos como  en  los  de  señorío  y  abadengo,  y  en  las  que  prece- 
diese proposición,  la  hicieran  con  un  mes  de  anticipación  y  re- 
mitiesen puntualmente  (ley  X,  tít.  IV,  lib.  Vil).  El  duque  de 
Wervick  como  conde  de  Ayala  había  nombrado  gobernador  ó 
alcalde  mayor  de  Álava,  y  habiendo  representado  la  provincia 
contra  este  nombramiento,  se  resolvió  por  orden  de  16  de  Di- 
ciembre de  1794,  que  se  la  guardasen  con  toda  exactitud  sus 
fueros  y  privilegios,  especialmente  los  que  trataban  de  los  nom- 
bramientos de  jueces  que  hacían  los  dueños  de  jurisdicciones; 
debiéndose  abstener  éstos  de  nombrar  personas  en  quienes  no 
concurriesen  las  circunstancias  exigidas  (ley  XV,  id.)  Y  por 
Real  decreto  de  23  de  Junio  y  cédula  del  consejo  de  23  de 
Agosto  de  1793  y  Real  resolución  de  23  de  Diciembre,  inserta 
en  circular  de  22  de  Agosto  de  1794,  y  Octubre  de  1795,  se  de- 
claró, como  hemos  indicado  ya  al  tratar  del  consejo  de  las  ór- 
denes, que  éste  entendiese  privativamente  en  todos  los  asuntos 
relativos  á  elecciones  de  justicia  en  los  pueblos  de  su  territorio, 
que  estaban  situados  en  los  distritos  de  las  diócesis  de  Toledo 
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7  Cuenca,  y  más  inmediatos  á  la  corte  que  á  los  tribunales  pro- 
vinciales, y  en  todos  los  demás  debían  conocer  también  priva- 
tivamente las  chancillerías  y  audiencias. 

C.  — Corregidores. 

Después  de  declarar  por  Real  orden  de  18  de  Abril  de  1792, 
que  las  fianzas  de  los  corregidores  y  alcaldes  mayores  debían 
entenderse  á  responder  de  los  cargos  que  les  resultasen  de  las 
visitas  de  montes,  se  dictó  la  importante  resolución  de  14  de 
Mayo  de  1798  y  18  de  Setiembre  de  1799  y  cédula  de  la  cámara 
de  7  de  Noviembre  del  mismo  año,  que  forma  la  ley  XXX,  tí- 
tulo XI,  lib.  Vn  de  la  Novísima  Recopilación,  fijando  un  nuevo 
método  para  proveer  y  servir  los  corregimientos  y  alcaldías  ma- 
yores. En  él  se  excusaba  el  juicio  de  residencia  como  perjudi- 
cial, por  el  gran  peligro  que  había  de  corrupción  en  los  jueces 
de  ellas,  y  porque  éstos  eran  muy  gravosos  á  los  pueblos  y  á 
los  mismos  residenciados,  sin  utilidad  alguna,  según  lo  babía 
acreditado  la  experiencia.  Se  consideró  inútil  y  debería  excu- 
sarse en  adelante,  el  proveer  los  corregimientos  de  letras  y  al- 
caldías mayores  en  los  que  llevasen  diez  afios  de  estudios  ó  tu* 
viesen  diez  años  de  abogado  con  estudio  abierto  ó  igual  tiempo 
de  relatores.  £1  término  de  servicio  eran  seis  años,  pero  las  pró- 
rrogas, traslaciones  ó  promociones  correspondían  al  Rey,  á  con- 
sulta de  la  cámara,  cuya  disposición  quedaba  sujeta  á  las  va- 
riaciones de  casos  particulares  en  que  por  utilidad  pública  y 
mejor  servicio  conviniese  trasladarlos  en  cualquier  tiempo.  Una 
resolución  á  consulta  de  la  cámara  de  5  de  Julio  de  1801  esta- 
bleció, que  los  que  sirviesen  varas  en  el  territorio  de  las  órdenes 
militares,  podían  pretender  en  los  otros.  El  nombramiento  de 
alcaldes  mayores  en  los  pueblos  correspondientes  á  los  señores 
jurisdiccionales,  debería  ajustarse  á  las  reglas  marcadas  en  20 
de  Junio  de  1802,  que  es  la  ley  XXXII,  id.  Y  el  Real  decreto 
de  7  de  Noviembre  de  1790,  que  forma  la  ley  XXXIII,  estable- 
ció el  Monte  pío  de  viudas  y  pupilos  de  corregidores  y  alcaldes 
mayores. 
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D. — Residencias. 


Carloa  IV  dictó  una  reeolucióii  en  18  de  Diciembre  de  1804, 
fijando  el  modo  cómo  debían  ser  tomadas  las  residencias  al  co- 
rregidor antecesor  suyo,  á  sus  tenientes  y  alcaldes  mayores,  y  á 
todos  los  demás  subalternos  que  detalla  la  ley  XIV,  tít.  XII,  li- 
bro Vn  de  la  Novísima  Recopilación,  y  hasta  que  se  evacuasen 
las  residencias  de  sus  antecesores,  los  nuevos  corregidores  no 
pasarían  al  pueblo  de  su  destino. 


CAPÍTULO  V. 

LA  MATERIA  ADMlNISTRATrVA. 
SECCIÓN  PRIMERA. 

DEBERES   QBNSRALSS  DE  LA   ADHINISTRAaÓN. 

A— Poblados. 

El  censo  realizado  en  1797  y  publicado  cuatro  afios  después, 
arrojaba  una  población  en  las  provincias  peninsulares  españo- 
las, de  10.541.221  habitantes,  ofreciendo  uu  aumento  de  273.071 
sobre  el  resultado  que  había  ofrecido  el  censo  de  1787.  Existía, 
pues,  un  progreso  en  la  población  que  era  efecto  y  legitima 
consecuencia  de  la  prosperidad  general.  Con  arreglo  á  los  datos 
reunidos  en  aquella  época,  resultaron  entonces  13.210.284  fa- 
negas cuadradas  de  tierras  cultivadas  ó  que  alternaban  en  el 
cultivo;  35.763.287  de  pastos  y  propios;  4.848. 157  de  montes  y 
bosques,  y  4.073.444  que  ocupaban  las  montañas  y  los  ríos. 
La  extensión  de  los  pastos  y  montafias  medían  13.000  leguas 
cuadradas  ó  casi  las  tres  cuartas  partes  de  la  auperñcie  del 
país,  resultando  una  mitad  más  de  bosque  que  en  Inglaterra,  y 
ana  mitad  menos  que  en  Francia,  y  restando  ana  cuarta  parte 
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para  la  agricultura.  La  cosecha  de  cereales  no  llegaba  entonces 
á  63  millones  de  faunas,  y  esto  explica  la  preponderancia  de  la 
ganadería  sobre  la  agricultura  en  Espafia  en  los  siglos  ante- 
riores. 

Exceptuando  la  provincia  de  Madrid,  las  partes  de  España  en 
que  había  más  población  eran  Guipúzcoa,  en  que  resultaban 
2.100  habitantes  por  legua  cuadrada,  como  en  la  Alsacia  y  en 
los  Países  Bajos.  Valencia,  que  tenía  1.540,  como  las  provincias 
venecianas,  la  Bretaña  y  la  Irlanda.  Navarra,  que  tenía  1.400, 
como  la  Moravia,  la  Bohemia  y  la  Inglaterra.  Las  islas  Balea- 
res, que  tenían  1.300,  como  las  islas  Británicas  y  el  reino  de 
Ñapóles.  Las  Asturias,  que  tenían  1.200,  como  la  Francia.  Se- 
villa y  Granada,  que  contaban  1.100,  como  en  la  Silesia  y  en 
la  Toscana.  Pero  en  cambio  la  Mancha  y  la  Extremadura  sólo 
tenían  de  350  á  320,  como  la  Valaquia  y  las  provincias  turcas 
de  Europa.  España  no  contaba,  pues,  en  1803,  más  que  550  ha- 
bitantes por  legua  cuadrada,  como  en  Polonia  ó  en  Escocia,  y 
el  aumento  de  la  población  era  de  uno  por  cada  311. 

El  catastro  que  se  hizo  en  Madrid  en  1793,  arroja  75.004  va- 
rones, 72.831  hembras  y  un  total  de  147.835.  Había  2.212  re- 
ligiosos y  917  monjas,  y  en  los  colegios  y  hospitales  existían 
7.222  individuos,  formando  una  población  total  de  158.086  ha- 
hitantes.  El  clero  representaba  203.298;  la  nobleza  1.440.000; 
los  empleados  civiles  y  militares  343.047;  los  abogados,  escri- 
banos y  estudiantes  199.566;  la  administración,  el  ejército  y  la 
marina  590.000;  los  criados  840.276;  los  comerciantes  103.017; 
los  fabricantes  119.250;  los  artesanos  812.967;  los  labrado- 
res 2.721.291,  y  los  jornaleros  2.893.713;  de  manera  que  la  po- 
blación agricul tora,  era  de  5.616.000,  ó  sea  uno  por  cada  dos; 
la  industriosa  1.035.000,  ó  sea  uno  por  cada  diez;  la  producti- 
va 6.650.000,  ó  sea  uno  por  cada  cinco;  y  la  improducti- 
va 3.617.000, 6  sea  uno  por  cada  tres. 

La  ganadería  estaba  representada  en  1803  por  1.000.000  de 
cabezas  de  ganado  de  asta,  1.680.000  terneras,  12.000.000  de 
cameros  y  2.100.000  cerdos.  Caballos  había  140.000.  Muías 
214.000;  y  borricos  236.000.  Otros  muchos  datos  pudiéramos 
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ofrecer  respecto  de  las  diferentes  divisiones  de  la  población;  pero 
como  á  nuestro  propósito  basta  demostrar,  que  ésta  tuvo  un  mo- 
vimiento ascendente  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  y  que  ya  enton- 
ces se  apreciaron  las  ventajas  de  la  estadística,  puesto  que  se 
crearon  las  oficinas  de  Fomento,  las  cuades  entendieron  en  la 
estadística  que  se  mandó  formar  en  1801  y  se  publicó  en  1802, 
de  los  bautismos^  matrimonios  y  defunciones,  con  expresión  de 
sexo,  edad,  naturaleza,  oficio  ó  profesión,  enfermedad  y  otras 
circunstancias  que  se  contenían  en  nueve  estados  ó  formularios 
á  que  habían  de  arreglarse  las  tablas  que  se  remitieron,  á  fin 
de  conocer  en  todo  tiempo  el  estado  de  la  población  y  las  cau- 
sas que  contribuían  á  aumentarla  ó  disminuirla,  según  consig- 
naron las  Reales  órdenes  de  8  y  17  de  Mayo  y  24  de  Setiembre 
de  1801,  ley  X,  tít.  XXIU,  lib.  VU  de  la  Novísima  Recopila- 
ción. El  resultado  de  estos  trabajos  alentó  al  gobierno  á  decre- 
tar otra  estadística  de  frutos  y  manufacturas,  con  el  propósito 
de  establecer  la  equidad  en  los  impuestos  y  producir  otros  re- 
sultados útiles;  pero  estos  trabajos,  que  estaban  muy  adelanta- 
dos cuando  aconteció  la  invasión  francesa,  no  pudieron  publi- 
carse^ y  por  consiguiente^  fué  estéril  el  esfuerzo  empleado  para 
recogerlos.  Sabemos,  no  obstante,  que  en  1803  la  población  in- 
dustriosa de  España  era  próximamente  un  cuarentésimo  del 
total  de  sus  habitantes,  y  que  según  Reffemes,  citado  por  Mo- 
rcan de  Jonnes  (1564),  en  1808  había  en  España  643  fábricas, 
de  las  cuales  eran  78  de  paños  y  tejidos  de  lana,  22  de  lienzos, 
78  de  tejidos  de  algodón,  95  de  tejidos  de  seda,  4  de  cristales 
y  vidrios,  13  de  papel,  119  tenerías,  8  herrerías  y  226  fábri- 
cas de  varias  otras  cosas.  £1  producto  en  bruto  del  trabajo  de 
la  población  industriosa  de  España,  comprendiendo  el  valor  de 
las  primeras  materias,  se  apreciaba  en  1.024.653.600  rs.,  que 
eran  casi  40  rs.  de  producto  individual. 

B.— Despoblados. 

No  sólo  se  cuidó  de  averiguar  en  el  reinado  de  Carlos  IV  la 
verdadera  población  de  España,  sino  que  se  procuró  fomentar- 


Ia,  otorgando  capítulos  de  nuevos  pobladoree  á  los  que  repo- 
blaaen  las  tierras  incultas.  Una  de  las  provincias  que  más  ne- 
ceaitarou  de  estas  medidas  fué  la  de  Salamanca,  donde  se  cons- 
tituyó ona  junta  de  población,  aprobada  en  16  de  Agosto  de 
1781,  y  á  propuesta  de  la  cual  se  dictó  provisión  en  1&  de  Mano 
de  1791,  fijando  las  condiciones  que  debían  observarse  para  la 
repoblación  de  dicha  provincia.  Aunque  no  fueron  tan  políticas 
como  las  establecidas  para  las  nuevos  poblaciones  de  Sierra- 
Uorena,  se  advierte  el  deseo  de  repartir  loe  bieaes  entre  perso- 
nas que  hubiesen  de  residir  eu  la  nueva  población,  y  se  señala- 
ron diversas  condiciones,  dando  preferencia  á  los  arrendatarios 
de  actualidad  y  á  sus  hijos  ó  hijaelros,  exigiendo  su  residencia 
en  loa  lugares  miamos,  sin  tener  veciudad  en  otro  pueblo,  y  de- 
clarando la  utilidad  de  que  la  población  estuviese  distribuida  en 
más  número  de  pueblos,  y  notorio  el  beneficio  para  la  agricul- 
tura, que  el  labrador  tuviese  su  habitación  á  la  menor  distancia 
qae  fuese  posible  de  las  tierras  de  bu  labor.  Obligaba  á  los  uue- 
voB  pobladoree  á  fabricar  casa  para  si  dentro  de  dos  años,  y  los 
prefería  en  aquéllas,  proporcionadas  para  la  labranza  que  ocu- 
paban los  montaraces,  guardas  y  pastores  de  los  arrendatarios 
de  yerbas  y  montes.  Establecía  que  las  suertes  se  compondrían 
de  45  fanegas  de  tierra  labrantía,  sembrándose  á  dos  hojas, 
Á  22  7,  fanegas  por  cada  hoja,  que  era  lo  que  pedia  labrar  una 
yunta  de  bueyes,  y  si  necesitase  dos  aflos  de  deacauso,  la  auer- 
*«  Hería  de  67  '/.  fanegas.  Se  prohibió  absolutamente  todo  sub- 
orneado.  El  despojo  tendría  lugar,  cuando  por  notable  deca- 
dencia, el  poblador  dejase  inculta  la  suerte  ó  se  hiciese  insol- 
vente, y  el  dueño  no  podría  aumentar  la  renta  de  la  tierra  y 
pastos  de  cada  suerte,  ni  ésta  dividirse  por  muerte  del  pobla- 
do!, ni  imponerse  carga  alguna  sobre  el  dominio  útil  de  la 
casa,  ni  unirse  con  otra  suerte,  ni  disfrutarla  quien  no  fuese  ve- 
mo  verdadero  de  residencia  fija  en  el  pueblo  respectivo,  con- 
forme á  la  ley  del  reino.  Y,  finahnente,  se  r^ularizó  la  sucesión 
hereditaria. 
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C— Subsistencias  públicas. 

El  principio  de  libertad  del  comercio  interior  de  las  semillas 
alimentici£is,  decretado  por  Garlos  III,  se  guardó  también  en  el 
reinado  de  Carlos  IV;  pero  el  temor  al  tráfico  clandestino,  á  los 
estancos  y  atravesadores,  obligó  á  adoptar  algunas  disposicio- 
nes que  interesa  conocer.  En  30  de  Junio  de  1779,  se  dictó  el 
auto  acordado  del  consejo,  que  se  completó  con  la  provisión  de 
22  de  Julio  del  mismo  año,  para  que  se  observase  puntualmen- 
te la  pragmática  de  11  de  Junio  de  1765  y  circular  de  30  de  Oc- 
tubre del  mismo  año,  que  estableció  el  libre  comercio  de  los  gra- 
nos, con  derogación  de  su  tasa.  Se  prohibió  el  fijar  cédulas  ó 
carteles,  señalando  precios  á  los  granos  con  pretexto  de  aco- 
piarlos, aunque  tuviesen  licencia  y  libros  para  ello,  asientos  ó 
provisiones,  bajo  la  pena  de  cuatro  años  de  presidio.  No  se  per- 
mitirían atravesadores  algunos  de  los  granos  que  se  llevasen  á 
los  mercados.  El  tratante  en  granos  reportaría  testimonio  del 
escribano  del  ayuntamiento^  en  que  se  hiciera  constar  el  núme- 
ro de  fanegas  y  precios  de  las  compras.  Los  comerciantes  ten- 
drían almacenes  públicos  con  un  rótulo  que  dijese  c  Almacén  de 
granos,»  el  cual  estaría  abierto  y  franco  para  todas  las  perso- 
nas que  quisiesen  comprar,  sin  que  se  les  pudiera  cobrar  más 
que  á  los  precios  corrientes  en  el  último  mercado.  En  atención 
á  la  carestía  y  vacío  de  granos  que  se  experimentaba  en  Casti- 
lla y  provincias  circunvecinas,  se  prohibió  absolutamente  la  ex- 
portación en  todo  el  año  próximo  de  las  semillas  alimenticias. 
Ninguna  compañía,  gremio  ó  cofradía  traficaría  en  granos,  á 
excepción  de  aquéllos  que  con  Real  permiso  ó  del  consejo  in- 
trodujesen granos  para  ocurrir  á  la  carestía  presente.  Los  abu- 
sos cometidos  dieron  lugar  á  la  resolución  de  14  y  cédula  del 
consejo  de  16  de  Julio  de  1790  (ley  XIX,  tít.  XIX,  lib.  VII, 
Novísima  Recopilación),  prohibiendo  á  los  comerciantes,  atra- 
vesadores y  los  que  fijaban  cédulas  para  llamarlos  cosecheros  y 
revender  clandestinamente  estos  frutos  de  primera  necesidad,  el 
almacenaje  y  estancamiento  de  dichas  semillas,  en  cuanto  impi- 
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diesen  su  libre  circalación,  porque  el  comercio  prohibido  que- 
ría se  ciñese  únicamente  al  de  reventa,  estanco  y  monopolio. 
En  esta  prohibición  no  se  comprenderían  los  granos  que  se  im- 
portasen del  extranjero  en  tiempos  calamitosos,  porque  éstos  no 
se  podían  traer  sino  por  medio  del  comercio.  De  las  infracciones  de 
éstas  disposiciones  conocerían  los  intendentes,  según  resolución 
de  10  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  16  de  Julio  de  1790, 
que  forma  la  ley  XX,  id.  Otra  resolución  á  consulta  de  18  do 
Diciembre  de  1804,  que  es  la  ley  V,  título  XVIII,  id.,  determi- 
nó en  qué  forma  debían  pagarse  los  derechos  ó  costas  de  los  ne- 
gocios que  promoviesen  en  las  chancillerías  y  audiencias  los 
diputados  y  personeros  del  común.  El  principio,  pues,  del  libre 
comercio  de  los  granos,  con  derogación  de  su  tasa,  fué  guardado 
en  el  reinado  de  Carlos  IV. 

D*— Pósitos. 

\  Sin  remontarse  á  los  tiempos  bíblicos,  basta  saber  que  en  el 

\  derecho  romano  existen  varias  leyes,  que  ordenaban  á  los  habi- 

'  tantas  de  las  provincias  vender  al  fisco  cierto  número  de  fane- 

gas de  trigo,  que  se  conservaban  en  suntuosos  graneros,  para  so- 
correr á  los  pobres  y  remediar  las  necesidades  públicas.  En  Es- 
paña el  primer  escritor  que  habló  de  los  pósitos  fué  D.  Luis  Cas- 
tillo de  BobadiUa  en  su  obra  Política  de  corregidores,  el  cual 
escribia  en  1594,  que  se  usaban  en  estos  reinos  de  pocos  afios 
élites;  pero  lo  cierto  y  averiguado  es,  según  Colmeiro  en  su 
ffistoriadela  Economía  pdUica  (1565),  que  el  cardenal  Jiménez 
de  Cisneros  fundó  pósitos  en  Alcalá,  Toledo,  Torrelaguna  y  Cis- 
Doros,  resultando  creado  el  primero,  según  escritura  de  13  de 
Febrero  de  1513,  que  se  publicó  en  el  tomo  XIV  de  la  Colección 
de  docutnenios  inéditos  para  la  Historia  de  España,  Las  Cortes  de 
Valladolid  de  1555,  últimas  del  reinado  de  Carlos  I  de  Castilla, 
se  ocuparon  ya  de  los  pósitos,  y  los  procuradores  solicitaron,  en 
la  petición  CXXXII,  que  cada  pueblo  tuviese  un  depósito  de 
trigo  que  se  formaría  en  los  tiempos  de  abundancia  para  los  de 
escasez.  La  primera  disposición  legal  que  registran  nuestros  có- 
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digos  acerca  de  los  pósitos,  es  la  pragmática  de  15  de  Mayo 
de  1584,  que  constituye  la  ley  I,  tít.  XX,  üb.  Vil  de  la  Novísi- 
ma Recopilación.  En  ella  se  dictaron  varias  reglas  para  la  con- 
servación, aumento  y  distribución  de  los  pósitos  de  los  pueblos. 
Felipe  V,  por  Real  provisión  de  19  de  Octubre  de  1735,  fijó  los 
términos  en  que  debían  repartirse  los  granos  de  los  pósitos  á 
los  vecinos,  exceptuando  los  deudores. 

En  la  ordenanza  de  intendentes  corregidores  de  13  de  Octu- 
bre de  1749,  se  encargó  á  estos  funcionarios  el  exacto  cumpli- 
miento de  la  disposición  anterior,  obrando  en  tan  importante 
materia  sin  contemplación  ni  respeto  humano,  por  depender  la 
subsistencia  pública  de  mantenerlos  y  acrecentarlos  á  propor- 
ción de  los  vecindarios.  Por  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1751, 
se  nombró  al  secretario  de  Estado  y  del  despacho  universal  de 
Gracia  y  Justicia  superintendente  general  de  todos  los  pósitos 
del  reino.  Carlos  IV,  por  resolución  de  13  de  Mayo  y  cédula 
del  consejo  de  2  de  Julio  de  1792,  devolvió  al  consejo  el  cuida- 
do y  gobierno  de  los  pósitos,  y  aprobó  un  reglamento  para  el 
régimen  de  los  mismos,  creando  una  junta  especial  para  su 
gobierno  y  administración,  que  puede  consultarse  en  la  ley  IV, 
tít.  XX,  lib.  Vn,  id.  Otro  Real  decreto  de  14  de  Setiembre  y 
cédula  del  consejo  de  6  de  Octubre  de  1800,  aprobó  una  ins- 
trucción fijando  un  nuevo  método  para  el  despacho  de  los  asun- 
tos gubernativos  del  ramo  de  pósitos,  en  el  consejo  por  la  con- 
taduría, extinguiendo  la  dirección  y  subdelegaciones  generales 
de  ellos.  Otra  circular  de  24  de  Noviembre  de  1801  y  resolución 
de  18  de  Diciembre  de  1804,  recordó  la  observancia  de  las  ins- 
trucciones y  providencias  referentes  á  los  repartimientos  y  rein- 
tegros de  pósitos.  Y  por  otra  de  12  de  Enero,  comunicada  en 
circular  de  17  de  Febrero  de  1804,  se  declaró  el  privilegio  de 
los  pósitos  para  ser  pagados  con  preferencia  á  todo  acreedor, 
excepto  el  fisco,  en  los  juicios  de  acreedores  y  de  inventarios. 
En  el  suplemento  á  la  Novísima  Recopilación  aún  se  añadie- 
ron tres  leyes  más,  que  son  el  auto  acordado  y  circular  de  17 
de  Setiembre  de  1805,  ordenando  que  en  adelante  todos  los  pó- 
sitos rindiesen  cuenta  y  pagasen  el  contingente  de  dos  marave- 
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dís  por  fanega  de  granos  y  peso  fuerte  de  su  respectivo  fondo, 
aunque  estuviesen  relevados  de  una  y  otra  formalidad.  Otra  re- 
solución de  11  de  Octubre  de  1805  y  cédula  de  15  de  Enero 
de  1806,  estableció  la  manera  de  gobernarse  y  administrarse  los 
pósitos  píos  y  cómo  habían  de  rendir  sus  cuentas  anuales  á  la 
contaduría  general  de  pósitos,  extremo  que  debía  ajustarse  á 
las  reglas  que  se  fijaron  en  la  circular  del  consejo  de  27  de  Mar* 
zo  de  1806.  Y  en  30  de  Junio  de  1806  y  circular  de  16  de  Se- 
tiembre, se  mandó  que  á  los  pósitos  no  se  exigiesen  los  diez  y 
seis  maravedís  en  fanega  de  granos  que  prevenía  la  instrucción 
de  rentas  de  1785. 

En  1792  había  en  España  5.249  pósitos  municipales  y  2.833 
de  fundaciones  piadosas  y  particulares,  que  al  todo  formaban 
8.082,  y  según  los  datos  reproducidos  por  Colmeiro  con  referen- 
cia á  un  discurso  manuscrito  sobre  los  pósitos  que  escribió  Sem- 
pere  y  Guarinos,  las  existencias  generales  en  trigo  ascendían 
á  9.425.692  fanegas,  y  en  granos  menores  de  cebada  y  centeno 
á  577.795,  que  reguladas  á  cuarenta  rs.  las  primeras  y  á  veinte 
las  segundas,  importaban  388.583.580  rs.,  y  con  55.105.419  rs.  de 
existencias  en  metálico,  componían  la  suma  total  de  443.688.999 
reales.  Las  necesidades  de  la  guerra  obligaron  por  una  parte  á 
extraer  en  1799  grano  y  efectivo  que  ascendía  á  4.635.758  rea- 
leo, y  más  tarde,  á  título  de  contribución,  hubieron  de  aprontar 
48.459.078  rs.,  que  quebrantaron  hondamente  su  porvenir. 
Desde  entonces,  como  dice  Colmeiro,  data  la  decadencia  ó  ruina 
de  los  pósitos  que  hoy  existen,  pero  arrastrando  una  vida  larga 
y  miserable. 

E.— Salad  pública. 

En  las  ordenanzas  del  Real  colegio  de  medicina  de  Madrid, 
aprobadas  por  Real  cédula  de  15  de  Noviembre  de  1796,  se  con- 
signaron varias  reglas  para  evitar  el  infeccionamiento  del  aire, 
y  al  efecto  se  encomendó  al  presidente  y  junta  de  gobierno  de 
medicina,  que  los  cadáveres  se  sepultasen  con  la  profundidad 
conveniente,  que  no  se  expusiesen  en  parajes  públicos  cuando 
hubieren  llegado  á  términos  de  una  decidida  y  completa  putre- 
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facción,  y  que  las  mondas  se  hiciesen  en  las  circunstancias  me- 
nos expuestas  á  propagar  los  miasmas  que  despidiesen  los  ca- 
dáveres y  sus  despojos.  Las  fábricas  y  manufacturas  insalubles 
no  deberían  consentirse  en  el  corto  recinto  de  la  corte  y  demás 
poblaciones.  Sin  el  dictamen  é  inteligencia  de  la  junta  no  po- 
drían construirse  hospitales,  hospicios,  cárceles,  mataderos,  al- 
macenes, teatros,  iglesias,  etc.  De  la  inoculación  de  la  vacu- 
na é  incomunicación  de  los  inoculados  debía  darse  cuenta  á  la 
junta  de  gobierno,  la  cual  vigilaría  los  alimentos  y  bebidas  de 
malas  calidades  ó  adulteradas.  Y  la  junta  quedó  autorizada 
para  hacer  las  visitas  necesarias  en  los  establecimientos  públi- 
cos. Y  por  resolución  de  16  de  Octubre  y  cédula  del  consejo  de 
30  de  Noviembre  de  1801,  se  aprobó  un  reglamento  para  evitar 
los  perjuicios  que  causaban  á  la  salud  las  vasijas  de  cobre,  el 
plomo  de  los  estañados,  las  de  estaño  con  mezcla  de  plomo  y 
los  malos  vidriados  de  las  de  barro.  La  sala  de  corte  publicó 
este  reglamento  en  bando  de  30  de  Setiembre  de  1802. 

SECCIÓN  II. 

ORDEN  PÚBLICO. 

A.— Bandidos  y  salteadores  de  caminos. 

Con  el  propósito  de  garantir  la  seguridad  y  propiedad  parti- 
cular, Carlos  IV  ordenó,  por  circular  del  consejo  de  20  de  No- 
viembre de  1793,  repetida  en  otra  de  22  de  Noviembre  de  1797, 
que  forman  la  ley  VI,  tít.  XVII,  lib.  XII  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, que  se  cumpliesen  las  disposiciones  que  ordenaban  la 
persecución  de  los  bandidos  y  salteadores,  porque  el  primer  de- 
ber de  los  corregidores,  alcaldes  mayores  y  justicias  ordinarias, 
era  conservar  la  quietud  y  tranquilidad  pública  y  limpiar  sus 
tierras  y  distritos  de  malhechores.  En  la  Real  pragmática  de  19 
de  Setiembre  de  1783  existían  reglas  para  castigar  y  contener 
la  vagancia  de  los  conocidos  hasta  entonces  con  el  nombre  de 
gitanos  ó  castellanos  nuevos;  reglas  que  eran  aplicables  á  todos 
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los  facinerosos  ó  malhechores.  Y  aun  se  aconsejaba  la  forma- 
ción de  partidas  de  gente  armada  para  su  persecución  y  apre- 
hensión. Una  resolución  de  11  de  Diciembre  de  1793,  declaró 
que  en  la  persecución,  arresto  y  castigo  de  malhechores  por  las 
justicias  no  valiese  fuero  alguno  en  los  reos.  Y  por  órdenes  de 
30  de  Marzo  de  1801  y  10  de  Abril  de  1802,  insertas  en  circu- 
lar del  consejo  de  28  del  mismo  Abril,  se  sujetaron  á  la  juris- 
dicción militar  todos  los  salteadores  de  caminos  y  sus  cómpli- 
ces aprehendidos  por  la  tropa  en  las  poblaciones.  La  gratifi- 
cación que  á  ésta  debía  darse  por  este  servicio,  fué  objeto  de  la 
Real  orden  de  31  de  Agosto  de  1804. 

B.— Armas. 

A  las  disposiciones  dictadas  en  el  reinado  anterior,  sólo  ex- 
ceptuó Carlos  IV,  por  resolución  de  10  de  Julio  y  cédula  del 
consejo  de  11  de  Noviembre  de  1791,  los  empleados  en  diligen- 
cias del  Eeal  servicio  que  llevasen  cuchillos,  con  licencia  de  sus 
jefes.  Y  por  otra  de  23  de  Diciembre  de  1783,  comunicada  en 
circular  de  28  de  Julio  de  1785,  se  concedió  á  los  gobernado- 
res de  las  plazas  marítimas  el  privativo  conocimiento  de  las 
causas  en  que  interviniese  arma  prohibida.  El  modo  de  proce- 
der estos  funcionarios  en  dichas  causas  fué  objeto  de  la  Real 
orden  circular  de  24  de  Junio  de  1806,  que  forma  la  ley  I,  tí- 
tulo XIX,  lib.  XII,  suplemento  á  la  Novísima  Recopilación. 

C.^Jaegos  prohibidos. 

A  las  prohibiciones  establecidas  en  los  reinados  anteriores, 
añadió  Carlos  IV  la  del  juego  de  lotería  de  cartones  en  los  ca- 
fés y  casas  públicas»  según  la  Real  orden  del  6  y  circular  de 
23  de  Abrü  de  1800  (ley  XVII,  tít.  XXHI,  lib.  XU  de  la  Noví- 
sima Recopilación).  * 

D.— Vagancia. 

El  sistema  desarrollado  por  Carlos  III  de  desterrar  la  vagan- 
cía  y  desahogar  de  gente  ociosa  los  grandes  centros  de  pobla- 
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ción,  fué  continuado  por  los  ministros  de  Carlos  IV,  en  cuya 
época  se  reprodujeron  los  anteriores  decretos  y  bandos  para  que 
salieran  de  la  corte  los  no  domiciliados  en  ella,  incluso  los  pre- 
tendientes de  empleos  civiles,  á  quienes  se  comprendió  en  lo 
que  ya  estaba  prevenido  respecto  de  los  eclesiásticos;  y  en  bando 
de  24  de  Diciembre  de  1789,  se  encargó  al  presidente  del  consejo 
hiciera  volver  á  sus  casas  á  « aquellos  que  con  pocas  letras  y 
» menos  entendimiento  pretendían  con  mucha  importunidad 
>protección  y  favor.»  Y  en  25  de  Abril  de  1790,  se  volvió  á  or- 
denar que  los  mendigos  forasteros  fueran  enviados  á  los  pue- 
blos de  su  naturaleza  ó  capitales  de  su  obispado,  y  que  los  na- 
turales ó  refugiados  en  la  corte  se  recogiesen  en  el  hospicio  y 
casas  de  misericordia^  con  otras  providencias  dirigidas  á  mora- 
lizar y  mejorar  las  costumbres  de  los  verdaderos  pobres  con  la 
aplicación  al  trabajo  y  á  libertar  al  vecindario  de  la  importu- 
nidad y  la  molestia  de  los  mendigos.  Una  circular  de  6  de  Mayo 
de  1790,  al  encargar  á  los  corregidores  y  alcaldes  mayores  la 
inspección  de  las  escuelas  de  primeras  letras,  les  encomendaba 
también,  que  vigilaran  todo  aquello  que  podía  contribuir  á  ins- 
pirar á  la  infancia  una  moral  sana  y  una  instrucción  regular,  á 
fin  de  prevenir  los  escándalos  que  dimanan  de  la  ociosidad  y 
de  la  relajación  de  costumbres. 

Muchas  y  muy  varias  fueron  las  disposiciones  que  se  dicta- 
ron sobre  policía  de  la  corte,  pretendientes,  pobres  y  vagos. 
Bajo  el  cuidado  de  los  alcaldes  de  cuartel,  se  establecieron  los 
serenos  ó  celadores  nocturnos  en  Madrid,  por  edictos  publicados 
en  6  y  9  de  Diciembre  de  1798.  Otro  bando  de  21  de  Enero 
de  1799  y  repetido  en  5  de  Diciembre  de  1801,  estableció  varias 
reglas  de  seguridad  en  las  puertas  y  alumbrado  en  los  portales 
de  las  casas  de  Madrid.  Para  evitar  incendios,  se  dictó  la'  reso- 
lución de  16  de  Abril  de  1803,  y  el  bando  de  8  de  Noviembre 
de  1790,  repetido  en  13  de  Abril  de  1803,  que  forman  las  leyes  X 
y  XI,tít.  XIX,  lib.III  de  la  Novísima  Recopilación.  Las  palabras 
escandalosas  y  obscenas  y  las  acciones  indecentes  en  las  calles, 
fueron  objeto  del  bando  publicado  en  2  de  Mayo  y  3  de  No- 
viembre de  1789.  El  traje  de  malla,  el  pedir  con  platillos  y  for* 
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mar  altares  por  las  calles,  fué  asimismo  prohibido  por  bando 
de  2  de  Mayo  de  1789.  Los  bailes  por  las  noches  en  los  paseos 
y  campos,  y  las  músicas  en  el  paseo  del  Prado,  fueron  regla- 
mentados por  bando  de  11  de  Agosto  de  1789.  Las  personas  de 
ambos  sexos  no  podían  concurrir  á  las  casas  de  maestros  de 
danza  y  de  diversiones  por  dinero  en  las  casas  particulares,  se- 
gún otro  bando  de  19  de  Diciembre  de  1791,  consiguiente  á 
£eal  orden  de  20  de  Marzo  de  1790.  La  danza  prima,  que  en 
el  prado  del  Corregidor  ó  en  otros  parajes  celebraban  los  astu- 
rianos, y  el  juntarse  en  cuadriUas,  con  palos  ó  sin  ellos,  fuera 
de  la  corte,  fué  también  prohibido  por  bando  de  23  de  Junio 
de  1803.  Otro  de  14  de  Abril  de  1802,  prohibió  silbar  é  insultar 
á  las  mujeres  por  las  calles  de  la  corte.  Otro  de  23  de  Noviem- 
bre de  1797,  exigía  el  buen  orden  en  las  noches  próximas  á  la 
de  Navidad,  y  prohibía  el  traje  de  máscaras  y  otros  disfraces 
en  la  corte.  Otro  de  1.*^  de  Febrero  de  1799,  prohibió  varios  ex- 
cesos que  se  cometían  en  los  días  de  Carnaval.  Sobre  el  uso  de 
los  coches,  se  dictaron  también  bandos  en  8  de  Agosto  de  1789 
y  16  de  Octubre  de  1792.  Los  establecimientos  de  fondas,  cafés 
y  demás  casas  públicas  y  su  vigilancia,  para  no  permitir  en  ellas 
juegos  prohibidos  y  otros  excesos,  fueron  objeto  de  la  Real  or- 
den de  28  de  Abril  de  1791.  Las  posadas  públicas  y  secretas 
fueron  reglamentadas  por  bandos  de  27  de  Julio  de  1796,  19 
de  Enero  de  1799  y  5  de  Diciembre  de  1801.  La  venta  de  ropas 
y  muebles  en  las  almonedas,  motivó  el  bando  de  6  de  Marzo 
de  1799.  Otro  de  15  de  Enero  de  1802,  prohibió  vender  llaves, 
candados,  cerraduras,  cerrojos,  etc.,  en  los  puestos  ó  tiendas  de 
los  tratantes  en  ropas  usadas.  Y  para  evitar  riesgos  y  perjui- 
cios por  la  forma  con  que  debían  ir  los  perros  por  las  calles  de 
la  corte,  se  dictaron  los  bandos  de  10  de  Octubre  de  1795,  8  y 
10  de  Mayo  de  1800  y  7  de  Enero  de  1804.  Esta  serie  de  medi- 
das protectoras  de  la  tranquilidad  y  seguridad  del  vecindario, 
eran  también  preventivas  para  evitar  dafíos  mayores,  y  sobre 
todo,  el  albergue  de  gente  sospechosa  en  la  corte. 

Con  los  pretendientes  fué  también  inexorable  Carlos  IV.  Una 
resolución  y  cédula  del  consejo  de  20  de  Noviembre  de  1795, 
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prohibió  solicitar  empleos  y  destinos  por  medios  reprobados; 
•  pero  ya  antes  de  esta  fecha,  por  Real  orden  de  21  de  Noviem- 
bre de  1789,  se  mandó  que  todos  los  forasteros  que  viviesen  en 
la  corte  sin  oficio  ni  domicilio  de  precisa  residencia  saliesen  de 
ella  en  el  término  de  quince  días;  y  por  bando  de  24  de  Diciem- 
bre del  mismo  año,  se  fijaron  algunas  regl&s  para  el  mejor  cum- 
plimiento de  la  anterior  disposición.  Un  bando  de  16  de  Marzo 
de  1790,  mandó  que  no  quedasen  á  doce  leguas  de  Madrid  y  si- 
tios Reales  los  que  no  fuesen  naturales  ó  vecinos  arraigados  de 
los  pueblos  comprendidos  en  esta  distancia.  Otras  Reales  órde- 
nes de  26  de  Abril  de  1799  y  7  de  Junio  de  1803,  prohibió  ad- 
mitir solicitudes,  ni  de  palabra  ni  por  escrito,  de  las  mujeres  é 
hijas  de  empleados  ínterin  no  constase  que  aquéllas  se  habían 
restituido  á  su  compañía.  Todos  los  empleados  en  rentas,  jubi- 
lados, reformados  y  pensionados,  debían  retirarse  á  sus  respec- 
tivas provincias,  según  la  Real  orden  de  Diciembre  de  1799. 
Otra  de  8  de  Agosto  de  1799,  dispuso  la  expulsión  de  todos  ios 
pretendientes  de  la  corte.  Otras  de  12  de  Enero  de  1797  y  6  de 
Diciembre  de  1799,  establecieron  el  modo  de  dirigir  sus  instan- 
cias los  pretendientes  individuos  del  ramo  de  Guerra,  con  prohi- 
bición de  residir  en  la  corte  sus  mujeres  é  hijas  y  de  venir  á  de- 
ducirlas. Y  por  resolución  y  cédula  de  26  de  Marzo  de  1804,  se 
ordenó  la  salida  de  la  corte  y  restitución  á  sus  respectivos  pue- 
blos, de  las  personas  y  familias  forasteras  que  se  hallasen  en  ella, 
sin  oficio  ni  domicilio  verdadero,  de  precisa  residencia.  Las  Rea- 
les órdenes  y  bandos  de  1789,  90,  91  y  98,  publicados  en  Ma- 
drid, ordenaron  el  recogimiento  de  pobres,  mendigos  y  vagos, 
socorro  de  los  vergonzantes  y  expulsión  de  los  forasteros.  Y  por 
Real  orden  de  13  de  Noviembre  de  1793,  que  forma  la  ley  XVIII, 
tít.  XXXI,  lib.  XII  de  la  Novísima  Recopilación,  se  prohibió 
á  las  justicias  que  prendiesen  á  los  empleados  de  rentas  Reales 
por  causa  de  levas. 

£•— Prisiones. 

Carlos  IV,  por  Real  resolución  de  Agosto  de  1790,  ordenó  que 
de  los  fondos  de  las  cárceles  se  suministrasen  alimentos  á  los 
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presos  defraudadores  de  la  Real  hacienda.  Una  cédala  del  con- 
sejo de  23  de  Abril  de  1789,  declaró  que  los  criados  de  milita- 
res presos  por  delitos  no  exceptuados,  se  mantuviesen  en  la 
prisión  por  sus  amos  ó  quedasen  desaforados.  Y  por  Real  orden 
circular  de  3  de  Mayo  de  1805,  se  dispuso  que  los  desertores 
presos  por  otros  delitos  fueran  mantenidos  en  las  cárceles  por 
la  jurisdicción  que  conociese  de  su  causa;  y  si  saliesen  libres  de 
ella  ó  con  pena  menor  de  la  que  pudiera  corresponderles  por  el 
delito  de  deserción,  se  pasara  á  los  cuerpos  el  cargo  de  los  so- 
corros suministrados.  La  visita  ordinaria  de  las  cárceles  de  la 
corte  debía  practicarse  en  la  forma  que  se  establecía  en  la  Real 
orden  de  14  y  acuerdo  de  la  sala  plena  de  15  de  Diciembre 
de  1797. 

F. — Beneficencia  pública. 

Muchos  y  merecidos  elogios  se  han  hecho  del  reinado  de  Car- 
los IV  por  la  solicitud  con  que  mejoró  todos  los  ramos  de  la  be- 
neficencia pública,  y  en  especial  el  de  los  expósitos.  Estos,  por 
Real  decreto  de  5  inserto  en  cédula  del  consejo  de  23  de  Enero 
de  1794,  que  forma  la  ley  IV,  tít.  XXXVII,  Ub.  VH  de  la  No- 
vísima Recopilación,  fueron  legitimados  por  autoridad  Real  y 
declarados  legítimos  para  todos  los  actos  civiles  sin  excepción, 
sin  que  pudiera  servirles  de  nota  de  infamia  la  cualidad  de  ex- 
pósitos. Esta  declaración,  nunca  bastante  elogiada,  fué  seguida 
de  la  Real  cédula  de  11  de  Diciembre  de  1796,  que  es  la  V  del 
mismo  título,  por  la  cual  se  aprobó  una  extensa  é  ilustrada  ins- 
trucción para  estos  asilos,  imponiendo  á  las  damas  de  la  orden 
de  María  Luisa  la  obligación  de  visitar  á  lo  menos  una  vez  ca- 
da mes  algún  hospital  público,  recogimiento  ó  asilo  de  mujeres, 
y  encargó  á  los  prelados  el  cuidado  de  los  expósitos  y  de  los  es- 
tablecimientos destinados  á  su  amparo. 

Las  casas  de  misericordia  y  hospicios  fueron  objeto  de  cla- 
mor general  en  el  siglo  xvm,  y  Carlos  IV,  por  Real  orden  de  20 
y  cédula  del  consejo  de  30  de  Noviembre  de  1798,  y  resolución 
de  20  de  Diciembre  de  1804  y  cédula  del  consejo  de  21  de  Abril 
¿e  1805,  fijó  reglas  para  el  uso  y  conservación  del  fluido  vacu- 
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no  en  los  hospitales  de  las  capitales.  M andó^  por  Beal  orden  de 
12  de  Julio  de  1802,  que  en  los  hospitales  particulares  de  los 
pueblos  se  admitiesen  los  militares  transeúntes.  Y  por  Eeal  cé- 
dula de  23  de  Diciembre  del  mismo  año,  declaró  las  facultades 
del  director  de  los  Reales  hospicios  de  Madrid  y  San  Fernando 
y  su  conocimiento  en  los  negocios  tocantes  á  ellos. 

G.— Instracción  pública. 

Con  el  testimonio  de  Gil  de  Zarate,  en  su  obra  de  la  Instrucr 
don  píMica  en  España  (1566);  Gaveda,  en  su  Estado  polüico^  eco^ 
nómico  ó  intelectual  del  reinado  de  Carlos  IV  (1567) ,  y  Lafiíente,  en 
su  Historia  de  España  (1568),  bien  puede  repetirse,  que  si  Don 
Manuel  Godoy  no  fué  muy  afortunado  en  la  dirección  política 
que  imprimió  al  gobierno  de  España,  en  cambio  tiene  derecho 
á  ser  considerado  «como  uno  de  los  hombres  que  más  han  he- 
>cho  en  este  país  por  derramar  en  él  los  conocimientos  útiles.» 
Desde  la  enseñanza  primaria  hasta  el  plan  general  de  estudios 
de  1807,  todos  los  ramos  de  la  instrucción  pública  recibieron 
extraordinario  impulso,  y  esta  afirmación  ya  á  resultar  compro- 
bada con  sólo  referir  las  principales  disposiciones  que  se  adop- 
taron. 

Proclamando  que  la  emulación  noble  que  nace  de  la  concu- 
rrencia produce  la  perfección  en  todos  los  ramos,  se  declaró  por 
Real  orden  de  11  de  Febrero  de  1804,  que  es  la  ley  VII,  tít.  I, 
libro  YIU  de  la  Novísima  Recopilación,  la  Ubre  facultad  para 
ejercer  el  magisterio  de  primeras  letras  todos  los  que  obtuviesen 
título  del  consejo,  dejando  á  la  voluntad  y  arbitrio  de  cada  uno 
el  incorporarse  ó  no  en  el  colegio  académico  de  primeras  letras 
de  Madrid;  y  siendo  cada  maestro  dueño  de  establecer  su  es- 
cuela en  el  cuartel,  barrio,  calle  ó  lugar  que  bien  le  pareciere, 
sin  que  los  maestros  de  número  pudiesen  oponerse  á  ello,  á  pre- 
texto de  sus  privilegios  ó  estatutos  que  quedaban  derogados.  Y 
en  vez  de  intervenir  en  el  examen  de  los  maestros  la  junta  ge- 
neral de  caridad  y  el  colegio  académico  de  primeras  letras,  se 
formaría  una  junta  especial  con  la  organización  que  se  detalla. 
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Otra  Real  orden  de  3  de  Abril,  inserta  en  circular  del  consejo 
de  4  de  Julio  de  1806  (ley  I,  tit.  I,  lib.  VIII,  suplemento  á  la 
Novísima  Recopilación),  mandó  formar  en  todas  las  capitales 
del  reino  juntas  compuestas  de  los  gobernadores  ó  corregidores 
respectivos,  de  dos  ó  tres  maestros  de  primeras  letras  y  de  un 
secretario,  para  que  examinase  en  sus  respectivos  distritos  á  los 
que  querían  habilitarse  para  enseñar  las  primeras  letras  en  to- 
dos los  ramos  que  comprende  la  primera  enseñanza. 

Para  estimular  la  educación  de  la  nobleza  se  había  creado 
en  1725  el  Real  seminario  de  nobles  de  Madrid,  cuyas  consti- 
tuciones, gobierno  y  método  de  estudios  flieron  aprobados  por 
fieal  cédula  de  20  de  Mayo  de  1750;  pero  Carlos  IV  por  otra  Real 
cédula  de  28  de  Julio  de  1799,  que  forma  la  ley  III,  título  III, 
Ídem,  aprobó  unas  nuevas  constituciones  divididas  en  once  par- 
tes, de  las  cuales  la  primera  trataba  del  director  general,  que 
debería  ser  el  secretario  de  Estado  y  del  Despacho  universal  de 
Gracia  y  Justicia;  la  segunda  del  regente  de  estudios  y  segundo 
director;  la  quinta  de  los  catedráticos  y  maestros,  y  la  sétima 
desorden  y  distribución  del  curso  completo  de  educación.  Un 
decreto  de  19  y  cédula  de  25  de  Setiembre  de  1798,  resolvió 
que  los  caudales  y  rentas  de  los  seis  colegios  mayores  entrasen 
en  la  caja  de  amortización  con  el  rédito  de  3  por  100  hasta  tanto 
qne  en  el  plan  general  de  reforma  de  universidades,  que  debería 
hacerse  con  la  brevedad  posible,  se  determinase  el  uso  ó  destino 
de  estos  establecimientos,  según  fuese  conveniente  á  la  instruc- 
ción general,  y  también  se  ordenó  que  el  superintendente  gene- 
ral de  la  Real  hacienda,  dispusiese  la  venta  de  las  fincas  de  di- 
chos colegios,  poniendo  su  producto  á  interés  en  la  menciona- 
da caja  de  amortización. 

Los  estudios  en  las  universidades  también  se  organizaron 
convenientemente.  Una  Real  orden  de  31  de  Julio  de  1794,  su- 
primió en  todas  las  universidades,  seminarios  y  estudios,  las 
cátedras  modernamente  establecidas  de  derecho  público  y  del 
natural  y  de  gentes,  y  la  enseñanza  de  ellos  donde  sin  haber 
cátedra  se  hubiesen  enseñado  en  la  de  otra  asignatura.  Expuso 
contra  esta  supresión  el  rector  y  claustro  de  la  universidad  de 
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Valencia,  y  por  Real  orden  de  25  de  Octubre  de  1794,  se  resol- 
vió que  subsistiesen  las  dos  cátedras  suprimidas,  pero  destinán- 
dolas á  la  enseñanza  de  la  filosofía  moral  por  la  obra  de  Fran- 
cisco Jacquier,  y  se  determinaron  los  ejercicios  que  debían  su- 
frirse para  las  candidaturas  de  leyes  y  cánones.  Otra  Real  orden 
de  10  de  Julio  de  1798,  dispuso  que  en  los  Reales  estudios  se 
enseñase  el  curso  de  lógica  de  Valdinoti,  traducido  al  castellano 
por  D.  Santos  Diez  González  y  D.  Manuel  Valbuena.  Otra  Real 
orden  de  5  de  Octubre  inserta  en  circular  del  consejo  de  25  de 
Noviembre  de  1802,  arregló  el  estudio  de  las  leyes  del  reino  en 
las  universidades  (leyes  V  á  VE,  título  IV,  id.)  Y  por  resolu- 
ción de  20  de  Noviembre  y  circular  del  consejo  de  22  de  Di- 
ciembre de  1806,  se  declaró  que  el  grado  de  bachiller  en  artes 
supliría  el  curso  de  filosofía  moral  que  se  requería  para  entrar 
en  el  estudio  de  la  jurisprudencia.  (Suplemento  á  la  Novísima.) 
Acerca  de  los  años  escolares,  una  resolución  de  18  de  Diciem- 
bre de  1804,  declaró  que  el  obligado  á  asistir  á  la  cátedra  de  lu- 
gares teológicos,  no  podía  concurrir  juntamente  á  otra  de  teo- 
logía ni  se  podían  ganar  dos  cursos  en  un  año,  porque  éstos 
debían  probarse  en  el  mismo  año  en  que  se  ganaban,  y  los  que 
no  ganasen  curso  no  debían  matricularse  anualmente.  Por  Real 
orden  de  29  de  Octubre  de  1792,  se  mandó  que  los  concurren- 
tes á  las  seis  cátedras  reservadas  á  los  benedictinos,  dominicos 
y  observantes  de  la  universidad  de  Salamanca  ganasen  los  cur- 
sos como  los  de  la  universidad,  y  que  completos  los  cuatro  años 
de  teología,  pasasen  á  las  cátedras  superiores  que  correspondían 
según  el  plan  (leyes  X,  XI  y  XV,  título  Vil,  id.)  Otra  Real  or- 
den de  28  de  Noviembre  y  circular  de  10  de  Diciembre  de  1803, 
estableció  que  los  estudios  que  hicieren  los  regulares  en  sus  re- 
ligiones, habilitaban  para  recibir  los  grados  de  licenciado  y  doc- 
tor en  teología.  La  universidad  de  Alcalá,  según  resolución  de  18 
de  Diciembre  de  1804,  no  podía  conferir  grados  mayores  de  le- 
yes, y  para  el  examen  de  abogados  no  bastaba  el  grado  de  bachi- 
ller en  cánones  (ley  XIV,  título  VIII,  id.)  Otra  resolución  de  la 
misma  fecha,  que  es  la  ley  XVI,  título  IX,  id.,  establecía  la  forma 
y  las  obras  y  ejercicios  que  debían  tenerse  presente  en  las  oposi- 
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ciones  á  la  cátedra  de  matemáticas.  Los  informes  de  los  oposi- 
tores á  cátedras  debían  venir  al  consejo  con  las  censmras  certi- 
ficadas de  los  jueces  de  concurso.  Al  hacerse  el  nombramiento 
de  jueces  examinadores,  debía  nombrarse  también  uno  ó  dos 
supernumerarios,  y  los  opositores  tenían  derecho  á  argüir  ex- 
traordinariamente al  que  defiende  después  de  evacuados  los  dos 
argumentos  de  los  contrincantes. 

El  progreso  de  las  ciencias  médicas  inspiró  el  Real  decreto 
de  23  de  Agosto  y  cédula  del  consejo  de  28  de  Setiembre  de  1801 
(ley  Xn,  título  X,  id.),  extinguiendo  la  junta  general  de  gobierno 
de  las  dos  facultades  de  medicina  y  cirugía  y  restableciendo  el 
Proto-medicato  en  los  términos  en  que  estaba  á  la  fecha  de  20 
de  Abril  de  1799,  en  que  se  anuló;  mas  por  Beal  orden  de  18  de 
Enero  y  cédula  del  consejo  de  5  de  Febrero  de  1804  (ley  XIII,  id.), 
con  el  fin  de  que  el  estudio  de  la  medicina  llegase  al  grado  de 
perfección  de  que  era  capaz,  anuló  el  Proto-medicato  y  creó  la 
Real  junta  superior  gubernativa  de  medicina,  cuyas  atribucio- 
nes se  detallan.  Respecto  de  la  cirugía,  una  resolución  de  8  de 
Abril  y  cédula  de  12  de  Mayo  de  1797  (ley  IV,  título  XII,  id.), 
fijó  el  método  que  había  de  observarse  en  el  Proto-cirujanato  para 
el  examen  de  cirujanos  y  sangradores,  y  declaró  la  competen- 
cia de  las  justicias  ordinarias  para  castigar  á  los  que  ejerciesen 
la  cirugía  sin  el  competente  título,  lo  cual  se  recordó  por  Real 
orden  de  31  de  Octubre,  inserta  en  circular  del  consejo  de  19  de 
Diciembre  de  1801.  Otra  Real  orden  de  3  de  Setiembre  del 
mismo  afio,  prohibió  á  los  médicos  ejercer  la  cirugía  y  á  los  ci- 
rujanos la  medicina,  á  no  ser  en  los  casos  mixtos  que  les  ocu- 
rriesen. Otra  de  10  de  Noviembre  del  mismo  año  y  circular  del 
consejo  de  9  de  Mayo  de  1798,  estableció  el  libre  ejercicio  de  la 
facultad  de  los  cirujanos  de  ejército  en  el  vecindario  de  las  po- 
blaciones donde  estarían  avecindados  (ley  VI,  id.)  Por  Real 
cédula  de  6  de  Mayo  de  1804,  se  aprobaron  y  se  mandó  la  ob- 
servancia de  las  ordenanzas  generales  para  el  régimen  escolás- 
tico y  económico  de  los  Reales  colegios  de  cirugía  y  gobierno 
de  esta  facultad  en  todo  el  reino,  con  cuyas  disposiciones  so 
formaron  las  leyes  VIII  á  XII,  título  XII,  id.  Sin  embargo,  por 
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Real  orden  de  12  de  Noviembre  y  circular  del  consejo  de  10  de 
Diciembre  de  1803,  se  mandó  que  ningún  cirujano  pudiera  re- 
validarse  de  médico  sin  haber  estudiado  esta  facultad  en  las 
universidades.  Y  por  otra  de  19  de  Mayo,  inserta  en  circular 
de  6  de  Junio  de  1806,  se  declaró  que  los  cirujanos  aprobados 
por  los  Reales  colegios  podían  establecerse  indistintamente  en 
cualquier  pueblo  del  reino. 

Los  boticarios,  por  Real  cédula  de  28  de  Setiembre  de  1801 
(ley  VI,  título  XIU),  tenían  que  sujetarse  al  método  de  estudios 
fijado  por  Real  cédula  de  24  de  Marzo  de  1800.  La  junta  de  la 
facultad  de  farmacia  nombraría  los  visitadores  de  boticas,  y 
esta  facultad  y  estudios  serían  iguales  á  los  de  medicina  y  ci- 
rugía. Por  resolución  de  8  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  5 
de  Febrero  de  1804,  se  aprobaron  las  ordenanzas  y  se  estable- 
ció la  Real  junta  superior  gubernativa  de  farmacia,  cuyas  dis- 
posiciones forman  las  leyes  EX  á  XI,  título  XIII,  id.  Y  por  Real 
orden,  inserta  en  circular  del  consejo  de  5  de  Marzo  de  1805 
(suplemento  á  la  Novísima  Recopilación),  se  declaró  que  los  es- 
tudiantes matriculados  ^i  el  colegio  de  farmacia  no  gozasen  de 
las  exenciones  que  les  estaban  concedidas  de  quintas  y  levas. 
Finalmente,  por  Reales  órdenes  de  28  de  Setiembre  de  1800 
y  4  de  Mayo  de  1802,  insertas  en  circular  del  consejo  de  31  de 
Julio  del  mismo,  se  determinaron  las  gracias  y  exenciones  que 
se  concedían  á  los  alumnos  de  la  escuela  de  veterinaria  de  Ma- 
drid (ley  V,  título  XIV,  id.) 

£1  plan  general  de  estudios  de  1807  tenía,  sobre  los  anterio- 
res, la  ventaja  de  serlo  para  todo  el  reino,  dar  más  regularidad 
y  uniformidad  á  los  estudios,  mejor  orden  al  de  las  facultades, 
más  importancia  á  las  ciencias  naturales  y  exactas  y  añadir 
enseñanzas  nuevas  como  las  del  derecho  público  y  la  economía 
política,  suprimiendo  las  universidades  de  Toledo,  Osma,  Oña- 
te,  Orihuela,  Ainza,  Irache,  Baeza^  Osuna,  Almagro,  Gandía  y 
Sigüenza,  que  se  llamaban  menores,  y  quedando  las  de  Sala- 
manca, Alcalá,  Valladolid,  Sevilla,  Granada,  Valencia,  Zarago- 
za, Huesca,  Cervera,  Santiago  y  Oviedo.  Este  plan  de  estudios 
había  sido  sometido  de  largo  tiempo  atrás  al  consejo  de  Casti- 


CABLOS   IV  174 

Ua,  y  en  él  trabajaron  hombree  tan  eminentes  como  D.  Juan 
Melón,  D.  Bernabé  PortíUo,  D.  Marcos  Marín  y  D.  Juan  Bau- 
tista Vicio.  La  oposición  que  le  hizo  tenazmente  la  universidad 
de  Salamanca  fué  causa  de  que  se  retardase  mucho  su  plantea- 
miento, á  pesar  de  que  en  él  se  ordenaba  que  la  superior  uni- 
versidad sirviera  de  norma  á  todas  en  lo  científico.  Esto  le 
bastó  al  conde  de  Toreno,  en  su  Histaria  dd  levantamiento^  gue- 
rra y  revolución  de  España  (1569),  para  sostener  que  tanto  el 
ministro  Caballero  como  el  príncipe  de  la  Paz  se  propusieron 
establecer  un  sistema  de  opresión  en  los  estudios  y  contener  el 
vaelo  del  pensamiento;  pero  después  que  Godoy  se  vindicó,  Gil 
de  Zarate  primero  (1570),  y  después  Lafuente  (1571),  no  encon- 
traron justo  el  cargo,  y  no  parece  realmente  que  lo  fuera  si  se 
examina  con  detención  la  reforma  de  12  de  Julio  de  1807,  que 
no  pudo  apreciarse  en  sus  resultados  por  los  graves  aconteci- 
mientos políticos  que  sobrevinieron  en  el  siguiente. 

Godoy  en  sus  Memorias  (1572)  no  puede  menos  de  eugolfarse 
6Q  la  defensa  de  lo  que  él  apreció  como  la  más  importante  de 
las  reformas  de  su  gobierno.  cTodos  los  cuerpos  docentes,  dice, 
>8e  estimulargn  en  mejorar  los  estudios  y  regenerar  las  escue- 
>las.  Aun  de  los  seminarios  eclesiásticos,  donde  apenas  se  en- 
'Señaba  el  famoso  Goudín,  tan  arraigado  en  nuestras  aulas, 
>una  poca  de  liturgia  y  una  pobre  teología  escolástica,  hubo 
» muchos  que  adoptaron  por  entero  las  nuevas  ensefíanzas,  los 
^nuevos  libros  y  los  nuevos  métodos,  á  cuyo  impulso  y  boga  se 
»debió  que  en  los  claustros  penetraran  Locke,  Condillac,  Des- 
•cartes,  Newton  y  otros  sabios  de  gran  cuenta,  invadiendo  los 
'bancos  y  ocupando  las  cátedras,  donde  reinaba  aún  con  todo 
»8u  cortejo  y  con  todas  sus  armas  la  Edad  Media.  >  De  las  en- 
Beflanzas  especiales  que  se  fundaron  bajo  el  reinado  de  Car- 
los IV  y  el  gobierno  del  príncipe  de  la  Paz,  deben  citarse  la  es- 
cuela fundamental  y  normal  de  veterinaria,  cuyo  arte  estaba  á 
la  sazón  reducido  á  una  mera  práctica  y  rutina,  sin  principios 
científicos,  ni  sistema  alguno  razonado,  á  pesar  de  ser  tan  no- 
toria 80  utilidad  para  la  milicia,  la  agricultura,  la  salubridad  de 
ganados,  el  comercio,  la  industria  y  la  traginería.  Esta  es^ 
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cuela  se  abrió  en  18  de  Octubre  de  1793,  bajo  la  dirección  del 
profesor  D.  Segismundo  Malats,  teniendo  por  ayudante  á  D.  Hi- 
pólito Estévez  y  por  inspectores  en  ella  al  consejero  de  Castilla 
D.  Domingo  Codina  y  al  inspector  de  dragones  principe  de  Mon- 
forte.  En  pocos  años  salieron  de  su  profesorado  y  escolares 
obras  que  todavía  se  reputan  de  gran  mérito,  como  los  Elemen- 
tos  de  veterinaria  (1573),  del  mismo  director  Malats;  la  Guía  vete- 
rinaria^ de  los  Rui  García;  el  Tratado  de  hs  enfermedades  endé- 
micas contagiosas  de  toda  especie  de  ganados^  de  D.  Juan  Antonio 
Montes  (1574),  y  la  Instrucdm  de  pastores  y  ganaderos,  de  Dau- 
bentón  (1575),  traducida  y  aumentada  con  observaciones  rela- 
tivas á  España,  por  D.  Francisco  González,  maestro  de  la  mis- 
ma escuela.  Los  estudios  de  medicina,  cirugía  y  ciencias  físicas 
auxiliares,  recibieron  del  mismo  modo  un  impulso  prodigioso: 
primeramente  se  ampliaron  en  los  tres  colegios  de  cirugía  de 
Madrid,  Barcelona  y  Cádiz,  y  luego  se  fundaron  colegios  nue- 
vos en  Burgos  y  en  Santiago.  En  la  misma  capital  del  reino  fal- 
taban las  enseñanzas  prácticas  que  desde  entonces  se  adquie- 
ren en  San  Carlos,  para  lo  que  por  aquel  tiempo  se  estableció 
una  grande  enfermería  agregada  á  este  colegio,  hasta  que  en 
1795  se  fundó  el  Real  colegio  de  medicina  de  Madrid,  y  se  es- 
tableció de  lleno  en  él  el  estudio  de  la  medicina  práctico-clíni- 
ca, con  la  colaboración  de  maestros  y  directores  tan  afamados 
como  D.  José  Iberti,  una  de  las  primeras  ilustraciones  de  Euro- 
pa, miembro  de  las  academias  de  Bolonia,  París  y  Londres,  don 
José  Severo  López,  D.  Francisco  Martínez  Sobral,  D.  Higiuio 
Antonio  Loi'ente,  D.  Joaquín  Rodríguez,  D.  Leonardo  Galli  y 
D.  Santiago  Herner.  El  catálogo  de  las  obras,  ya  originales,  ya 
traducidas,  que  del  impulso  dado  á  éstos  estudios  se  produje- 
ron, es  numeroso:  baste  decir  que  por  este  medio  se  pusieron  al 
alcance  de  los  alumnos  y  de  los  médicos  las  que  mayor  auge 
alcanzaban  á  la  sazón  por  todo  el  mundo  científico,  como  las  de 
Mac-Cullén  y  Bell,  Guamx  y  Lafont,  Pleuk  y  Fabre,  Baume  y 
Wilson,  Spallanzi  y  Bergmán,  Brisson  y  Lavoisier,  O'Scaulán 
y  Boerhave,  alternando  con  otras  propias  que  como  la  Quinólo- 
gía,  de  D.  Hipólito  Ruiz  (1576),  ha  tenido  el  honor  de  sobre- 
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vivir  en  el  aprecio  universal  de  los  sabios  á  las  de  casi  todos 
sus  coetáneos  españoles  y  extranjeros. 

Nadie  podrá  negar  nunca  al  principe  de  la  Paz  el  honor  de 
haber  fundado,  bajo  su  particular  iniciativa,  el  cuerpo  de  inge- 
nieros cosmógrafos  de  estado,  en  su  afán  de  favorecer  los  estu- 
dios de  las  ciencias  exactas  y  sus  aplicaciones.  La  erección  do 
este  cuerpo  bajo  cierto  régimen  enteramente  militar,  se  hizo  en 
19  de  Agosto  de  1796,  y  en  poco  tiempo  nuestro  observatorio 
astronómico,  bajo  la  dirección  de  D.  Salvador  Jiménez  Corona- 
do, nada  tuvo  que  envidiar  á  los  de  otras  naciones.  Godoy  se 
lisonjeaba  ai  escribir  sus  Memorias^  de  que  ni  uno  solo  de  los 
sabios  que  se  distinguieron  en  el  reinado  de  Garlos  IV  se  en- 
contró pospuesto  ó  desechado  por  él;  de  que,  por  el  contrario, 
sacó  á  muchos  del  olvido  y  á  otros  los  libró  de  persecuciones. 
cCon  sus  luces  y  la  asistencia  que  me  dieron,  dice^  el  Gabinete 
«geográfico  no  fué  un  nombre  solamente^  sino  un  hermoso  mo- 
»nuniento  de  la  ciencia;  con  sus  luces  y  con  la  ayuda  que  me 
•prestaron  dentro  y  fuera  del  reino,  fundé  el  Museo  hidrográ- 
>fico,  y  logré  enriquecer  con  un  verdadero  tesoro  de  mapas,  pía- 
»nos,  diseños,  instrumentos,  manuscritos  y  libros  raros  y  pro- 
ociosos,  recogidos  de  todas  partes  sin  enormes  dispendios;  con 
»sus  luces  y  sus  esfuerzos  combinados,  las  ciencias  naturales  y 
>las  exactas  recibían  su  cultivo  sobre  lineas  paralelas;  el  Gabi- 
»nete  de  historia  natural  acumulaba  sus  ricas  colecciones;  el 
>  Jardín  botánico  recibía  habitantes  nuevos  de  los  dos  hemisfe- 

• 

»rios;  no  venía  una  flota  á  España  que  no  trajese  millaradas  de 

lestos  huéspedes  interesantes  que  nos  enviaban  nuestros  sabios, 

«mantenidos  por  el  gobierno  á  la  otra  parte  del  Atlántico.  Aqui 

»eran  recibidos,  alojados,  asistidos  y  mimados  de  otros  sabios, 

»D.  Casimiro  Gómez  Ortega,  honor  de  dos  reinados;  D.  Miguel 

«Bamades,  D.  Hipólito  Ruiz,  D.  José  Pavón,  D.  Isidro  Gálvez, 

»D.  José  Severo  López,  D.  Joaquín  Rodríguez,  D.  Antonio  Fer- 

»nández,  D.  Santiago  Hernández,  D.  Salvador  Solliz,  y  tantos 

» otros  sabios  iniciados  en  estos  ramos  deliciosos.  Todos  éstos 

» trabajaban  en  el  Jardín  botánico;  el  sabio  Izquierdo  y  el  doctí- 

>simo  Clavijo  prestaban  su  cuidado  al  gabinete.»  El  cuadro 
Tomo  1Y  \9 
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completo  del  impulso  dado  en  este  tiempo  á  la  instrucciJn  pu- 
blica Be  comprueba  con  el  estímulo  impreso  á  la  publicación  de 
obras  sobre  ciencias  ecoDómico-políticas,  de  agricultura,  iodus- 
tria  y  comercio,  en  que  uo  solamente  se  cuentan  las  versio- 
nes al  castellano  de  las  do  Smith,  Rozier,  Guillemberg,  Bertho- 
let,  etc.,  sino  con  laa  españolas  de  D.  Eugenio  Larruya,  D.  Ig- 
nacio Aseo,  Cristóbal  de  la  Mata,  Cavanilles,  Pérez  Quintero, 
Auzano,  Alvarez  Guerra,  Muuarriz  y  otros.  Se  estableció  la  ins- 
trucción popular  de  artes  y  oficios  sobre  bases  más  sólidas  que 
en  el  pasado,  y  la  escuela  de  sordo-mud,08  en  1794,  sobre  lacuat 
el  abate  Hervás  y  Panduro  esciibió  su  célebre  libro  titulado; 
Escuelas  españolas  de  sordu-mados  ó  arie  para  enseñarlos  á  escribir 
t/iiabUw  el  idioma  esimñol  (1577]. 

En  cuanto  á  los  libros  é  impresos,  que  fueron  un  poderoso 
medio  de  divulgar  la  ilustración  general,  advertíase  coa  semejante 
impulso  una  tendencia  favorable  y  expansiva  antes  de  conocer 
loB  resultados  de  la  revolución  francesa,  y  un  sistema  de  restric- 
ción y  de  defensa,  después  de  conocido  aquel  movimieuto. 
En  31  de  Marzo  de  1793  se  previno,  que  los  tasadoi'es  de  libre- 
rías diesen  cuenta  al  bibliotecario  mayor  de  la  Keal  biblioteca 
de  todas  las  que  se  tasasen  para  su  venta;  y  por  resolución  á 
consulta  de  18  de  Diciembre  de  1804,  se  prohibió  á  los  libreros 
de  la  corte  la  compra  de  librerías  particulares  hasta  pasados 
cincuenta  dias  desde  la  muerte  de  sus  dueños,  y  que  las  comu- 
nidades ó  personas  privilegiadas  no  pudieran  tener  imprentas 
ni  ser  regente  de  ellas,  pues  todas  debían  estar  al  cai^o  y  res- 
pODsabihdad  de  seculares,  sujetos  á  la  jurisdicción  Seal  ordina- 
ria. En  la  misma  disposición  se  prohibió  la  impresión  de  libros 
compuestos  ó  traducidos  por  religiosos  ó  regulares,  sin  aproba- 
ción de  sus  superiores  y  del  ordinario  donde  residiesen.  El  des- 
pacho de  licencias  y  privilegios  para  la  impresióu  de  libros,  sólo 
debía  efectuarse  por  la  escribanía  de  cámara  del  consejo  y  no 
en  otra  forma.  Según  la  misma  resolución,  la  licencia  para  la 
impresión  ó  reimpresión  de  libros  en  Aragón,  Valencia  y  Gata- 
lufía  debía  concederla  el  consejo,  y  para  todo  lo  demás  que  no 
fueran  Ubros,  se  acudiría  á  las  audiencias  respectivas.  Una  Keal 
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orden  de  7  y  circular  del  consejo  de  24  de  Abril  de  1800,  dis- 
puso la  observancia  de  las  leyes  recopiladas  de  Indias  probibi* 
uvas  de  imprimir  libro  ó  papel  alguno  que  tratase  de  materias 
de  aquellos  dominios,  sin  especial  licencia  del  consejo  de  In- 
dias. Antes,  con  fecha  21  de  Octubre  y  cédula  del  consejo  de  20 
de  Noviembre  de  1795.  se  había  prohibido  reimprimir  todo  lo 
que  se  imprimiese  de  Real  orden.  Otra  de  22  de  Marzo  de  1793, 
declaró  los  únicos  libros  que  debían  ser  tasados  por  el  consejo, 
y  en  la  misma  disposición  se  declaró  que  resultando  tanto  be* 
neñcio  y  utilidad  á  las  ciencias  y  á  las  artes  de  la  libertad  del 
comercio  de  los  libros,  en  adelante  no  se  concedería  á  nadie 
privilegio  exclusivo  para  imprimir  ningún  libro  sino  al  mismo 
autor,  debiendo  cesar  los  concedidos  á  las  comunidades  y  ma- 
uos  muertas.  Otra  Ileal  orden  de  19  de  Mayo  y  cédula  del  con- 
sejo de  8  de  Junio  de  1802,  mandó  que  no  se  permitiera  la  in- 
troducción y  curso  de  libros  extranjeros  sin  licencia  del  conse- 
jo. La  Beal  cédula  de  6  de  Mayo  de  1804,  señaló  la  forma  en 
quo  podían  imprimirse  las  obras  de  la  facultad  de  cirugía.  Otra 
circulada  en  27  de  Noviembre  de  1802,  declaró  que  no  tendría 
CU1-80  impreso  alguno,  ni  podría  publicarse  su  venta,  sin  prece- 
der la  entrega  de  un  ejemplar  en  la  Beal  biblioteca.  Y  por  Real 
decreto  de  11  de  Abril,  inserto  en  cédula  del  consejo  de  3  de 
Mayo  de  1805,  para  deíenderse  de  las  publicaciones  extranjeras 
y  del  abuso  que  se  hacía  de  la  libertad  de  imprenta,  se  ordenó 
que  la  autoridad  relativa  á  las  imprentas  y  librerías  se  reunie- 
se en  UQ  solo  juez  de  imprentas,  con  inhibición  absoluta  del 
consejo  y  del  juzgado  de  imprentas  que  hasta  entonces  habían 
entendido  en  estos  negocios.  Dicho  juez  podría  nombrar  los 
censores  necesarios,  pero  no  podría  dar  licencia  para  publicar 
nuevos  papeles  periódicos,  pues  el  Rey  se  reservaba  esta  facul- 
tad por  justos  motivos.  En  este  reglamento  resalta  una  gran 
desconfianza  por  parte  del  poder  público.  No  es  de  extrañar 
pues,  que  por  resolución  de  24  de  Febrero  y  auto  del  consejo 
de  12  de  Abril  de  1791,  se  mandasen  cesar  los  papeles  periódi- 
cos, á  excepción  del  Diario  de  Madrid,  y  que  en  18  de  Noviem- 
bre de  1796,  se  mandara  que  la  impresión  y  venta  del  Calenda- 


rio  conieee  á  cargo  del  Real  Observatorio  Astronómico  de  Ma- 
drid, cou  pri?ii^o  exclnsivo.  En  el  tít.  XVIIT,  lib.  VIII  de  la 
Noríaima  Recopilación,  se  encncutrau  las  disposiciones  de  28 
de  Mar¿o  de  1789,  5  de  Enero,  10  de  Setiembre  y  9  de  Diciem- 
bre de  1791,  15  de  Julio,  22  deAgostoj  15  de  Octubre  de  1792, 
10  de  Febrero  de  1795  y  otra  de  Enero  de  1798,  prohibiendo 
vanas  obras,  y  todo  papel  sedicioso  y  contrarío  á  la  tranquili- 
dad pública;  fijando  vanan  reglas  para  evitar  la  introducción  de 
los  libros  prohibidos  y  ordenando  que  las  justicias  los  recogie- 
ran de  loa  libreros  y  no  permiüeeeu  en  sus  tiendas  conversacio- 
nes coulrariaa  a  nuestra  constitución  política. 

Al  catálogo  de  las  bibliotecas  públicas  creadas  en  los  reinados 
anteriores,  se  mandó  por  Real  cédula  de  6  de  Ifayo  de  1801, 
que  en  cada  uno  de  tos  colegios  de  cirugía  hubiese  uoa  oficina 
destinada  para  Biblioteca  pública,  en  la  cual  se  procuraría  te- 
ner todas  las  mejores  obras  de  la  facultad  y  sus  ramos  auxilia- 
íes  para  la  instrucdóD  pública;  haciéndose  sucesivamente  una 
colección  de  las  qae  se  considerasen  más  convenientes  ¿  este 
ña.  Por  resolución  de  24  de  Marzo  de  L802  y  cédula  del  coDse- 
jo  de  6  de  Julio  de  1803,  se  aprobó  una  instrucción  sobre  el 
modo  de  recoger  y  conservar  los  monumentos  antiguos  que  se 
descubriesen  en  el  reino,  bajo  la  inspección  de  la  Real  Academia 
de  la  Historia.  Y  por  Real  orden  de  17  de  Agosto  de  1800  y 
provisión  del  consejo  de  5  de  Enero  de  1801,  se  mandó  cum- 
plir  el  estatuto  XXXTTT  de  la  Academia  de  San  Fernando,  y  se 
declararon  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efectos  los  títulos  de  ar- 
quitectos y  dé  maestros  de  obras  ó  de  albañilería  que  los  prela- 
dos, cabildos,  ayuntamientos  y  gremios  hubiesen  expedido  en 
contravención  á  la  ley  VII,  tít.  XXII,  lib.  VIU,  de  la  Novísi- 
ma Recopilación.  No  puede,  por  lo  tanto,  decirse  que  el  reinado 
de  Carlos  IV  fué  estéril  pora  la  instrucción  pública. 

H.— Servido  militar. 

Dos  fueron  las  disposiciones  adoptadas  por  Carlos  IV,  pero 
las  dos  muy  fundamentales.  Por  el  reglamento  del  19  de  Julio 
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de  1802  (ley  X,  tít.  VI,  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación),  se 
dio  una  nueva  forma  y  distribución  al  cuerpo  general  de  mili- 
cias provinciales  de  España,  fijando  su  organización ,  gobier- 
no  y  servicio,  á  partir  del  sorteo  y  reglas  que  prevenía  la  Real 
declaración  de  milicias  de  Mayo  de  1567.  Pero  la  Real  orde- 
nanza de  27  de  Octubre  de  1800,  que  es  la  ley  XIV,  estableció 
las  bases  que  debían  observarse  para  el  reemplazo  del  ejército, 
la  cual  contiene  muchas  disposiciones  que  hoy  subsisten,  y  que 
constituyen  la  Novísima  legislación  del  servicio  militar.  £n  el 
suplemento  á  la  Novísima  Recopilación  existe  la  Real  orden 
de  2,  inserta  en  circular  del  consejo  de  7  de  Noviembre  de  1806, 
resolviendo  que  las  exenciones,  por  lo  respectivo  á  milicias,  se 
redujesen,  para  minorar  el  gravamen  del  sorteo,  á  la  clase  de  la- 
bradores, á  las  que  establecía  el  reglamento  ú  ordenanza  de  27 
de  Octubre  de  1800  para  el  reemplazo  del  ejército.  Y  por  otra 
Real  orden  de  13,  comunicada  en  circular  de  18  de  Diciembre 
de  1806,  se  declaró  que  sólo  se  exceptuarían  del  sorteo  para 
milicias  y  quintas  los  empleados  en  rentas,  desde  la  clase  de  te- 
nientes comandantes  arriba,  pero  de  ningún  modo  á  los  infe- 
riores. El  servicio  de  la  marina  dio  margen  á  varias  disposi- 
ciones. Por  Real  decreto  de  9  de  Febrero,  inserto  en  cédula  del 
consejo  de  8  de  Marzo  de  1793,  se  estableció  el  fuero  militar  de 
los  individuos  de  marina,  su  privilegio  exclusivo  en  la  pesca  y 
los  límites  del  agua  salada;  disposiciones  que  motivaron  una 
aclaración  en  el  mismo  año  (leyes  I  y  II,  tít.  VII,  üb.  VI  de  la 
Novísima  Recopilación].  La  ordenanza  de  las  matrículas  de 
mar  de  12  de  Agosto  de  1802,  que  forma  las  leyes  UI  á  la  XIII 
de  dicho  título,  crearon  el  primer  jefe  de  marina  y  los  coman- 
dantes de  provincia,  determinando  su  jurisdicción  y  facultades; 
establecieron  las  matrículas  de  mar,  calidades,  alistamiento  y 
servicio  de  sus  individuos;  formaron  los  tercios  navales  en  los 
tres  departamentos  de  marina;  establociergn  su  analogía  con  los 
cuerpos  militares,  y  determinaron  la  jurisdicción  de  los  coman- 
dantes de  provincias  y  partidos;  fijaron  el  servicio  de  los  matri- 
culados en  los  bajeles  y  arsenales  Reales,  con  declaración  de  las 
personas  exentas;  el  fuero  de  marina  que  debían  gozar  todos  los 
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individuos  matriculados  y  sas  exenciones;  la  jurisdicción  militar 
de  marina  y  materias  que  le  correspondían;  el  privativo  cono- 
cimiento de  los  jefes  de  marina  en  los  casos  de  arribada,  pérdi- 
das y  naufragios  de  embarcaciones,  y  modo  de  proceder  en  ellas; 
el  conocimiento  privativo  del  juzgado  de  marina  en  todo  lo  re- 
lativo á  la  pesca,  y  en  los  testamentos  y  áb-intestatos  de  los  que 
gozaban  su  fuero,  y  el  gobierno  particular  de  la  gente  de  mar 
en  las  provincias  Vascongadas  y  Castro-Urdiales  y  conocimien- 
to de  las  causas  de  sus  individuos.  La  Real  orden  de  24  de  No- 
viembre de  1803,  inserta  en  circular  del  consejo  de  28  de  Fe- 
brero de  1804,  estableció  en  Madrid  el  tribunal  de  la  dirección 
general  de  la  Eeal  armada  con  jurisdicción  extensiva  á  veinte 
leguas  en  contorno.  Otra  Real  orden  de  20  de  Agosto  de  1804, 
atribuyó  á  la  jurisdicción  de  marina  y  la  de  rentas  el  conoci- 
miento en  materia  de  naufragios.  La  de  14  de  Enero,  inserta  en 
circular  del  consejo  de  17  de  Mayo  de  1806,  recordó  la  obser- 
vancia de  matrículas  de  12  de  Agosto  de  1802  y  órdenes  con- 
siguientes en  favor  de  los  matriculados.  Y  la  de  20  de  Agosto 
del  mismo  afío,  declaró  la  acción  atractiva  de  la  dirección  de  la 
armada  y  privilegios  de  sus  individuos  como  tropa  de  Casa  Real 
(suplemento  á  la  Novísima). 

I.— Propios  y  arbitrios. 


Numerosas  fueron  las  disposiciones  dictadas  por  Carlos  IV 
respecto  de  este  punto.  En  2  de  Marzo  y  29  de  Mayo  de  1792,  se 
decretó  la  observancia  délas  leyes  del  anterior  reinado  acercadel 
gobierno  de  propios  y  arbitrios  bajo  la  dirección  del  consejo,  con 
destino  de  sus  sobrantes  á  la  extinción  de  vales  Reales.  En  la  ins- 
trucción de  rentas  Reales  de  30  de  Julio  de  1802,  se  ordenó  que 
este  ramo  continuase  bajo  el  cuidado  de  los  intendentes  y  conta- 
dores de  provincia.  Ei¿  las  provincias  marítimas  nuevamente  es- 
tablecidas^ entenderían  privativamente  sus  gobernadores  y  sub- 
delegados, según  Real  orden  de  22  de  Enero  de  1801  y  resolución 
de  8  de  Julio,  insertas  en  circular  del  consejo  de  28  de  Setiembre 
de  1802.  Los  pueblos  que  no  tuviesen  propios  ni  arbitrios  de- 
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b{an  proponer  los  convenientes,  según  resolución  de  18  de  Di- 
ciembre de  1804.  En  la  misma  fecha  se  fijó  el  modo  de  subas- 
tar los  efectos  y  fincas  pertenecientes  á  los  propios  de  los  pue* 
blos  de  Cataluña,  y  se  determinó  que  la  subasta  y  hacimientos 
se  ejecutase  en  lo  sucesivo  por  la  junta  municipal  de  dichos  ra- 
mos, prohibiendo  admitir  más  puja  que  la  del  cuarto,  y  man- 
dando se  observasen  exactamente  las  reglas  y  métodos  estable- 
cidos en  la  Real  instrucción  de  30  de  Julio  de  1760  y  orden  de 
22  de  Noviembre  de  1775.  Todavía  las  subastas  y  remates  fue- 
ron objeto  de  otras  prevenciones  que  consigna  la  ley  XXXVII, 
id  XVI,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopilación.  Las  demás  le- 
yes tratan  de  la  formación  y  presentación  de  cuentas,  reunión 
de  las  particulares,  formación  del  resumen,  estados  de  reden - 
dones,  pago  de  deudas  y  existencia  de  caudales,  depósito  y 
aplicación  de  los  caudales,  cuidado  de  los  intendentes,  abono 
del  coste  de  la  conducción  de  bulas  y  del  papel  sellado  á  los 
paeblos,  cuándo  debían  pagarse  de  los  propios  los  gastos  en  los 
causas  de  oficio^  y  prohibiciones  contra  los  receptores  comisio- 
nados de  los  tribunales  provinciales,  jueces  de  mesta,  jueces  y 
escribanos  de  ayuntamiento,  y  por  despacho  de  veredas,  y  re- 
glas que  debían  observar  los  intendentes  para  el  despacho  do 
estos  negocios;  debiéndose  tomar  razón  en  la  contaduría  gene- 
ral de  las  provisiones  y  despachos  que  se  librasen  contra  los 
cándales  de  propios.  Y  por  Real  decreto  de  12,  inserto  en  cédula 
del  consejo  de  16  de  Enero  de  1794,  se  impuso  una  contribu- 
ción del  10  por  100  sobre  el  producto  anual  de  los  propios  y 
arbitrios  para  la  amortización  de  vales  Reales.  Otro  Real  decreto 
de  7  de  Marzo  de  1798,  que  forma  la  nota  LXXXII  al  título  ci- 
tado, ordenó  que  sin  perjuicio  de  dicho  10  por  100,  se  pusiera 
inmediatamente  en  la  caja  de  amortización  la  mitad  de  todos 
los  sobc^intes  de  los  propios  y  arbitrios  que  existiesen  en  todo 
el  reino  por  censo  redimible  al  3  por  100,  pagadero  en  dicha 
caja  y  de  sus  fondos.  Y  por  el  capítulo  III  de  la  pragmática 
de  30  de  Agosto  de  1800,  en  que  se  asignaron  de  nuevo  los  ar- 
bitrios ya  aplicados  para  la  extinción  de  vales  y  pago  de  sus 
intereses,  se  destinó  á.  este  fin  la  mitad  del  sobrante  anual  de 
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los  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos  del  reino,  además  del  10 
por  100  de  su  producto. 

SECCIÓN  III. 

DOMINIO  DE   LA   CORONA. 

A.— PalriiDonio  Real. 


La  conservación  de  este  patrimonio  fué  objeto  de  una  peti- 
ción dirigida  al  Rey  Carlos  IV  por  las  Cortes  de  1789  con  fecha 
20  de  Octubre,  en  la  que  le  rogaban  que  como  Rey  que  era  de 
estos  reinos  de  Castilla^  de  León,  de  Aragón,  de  Granada  y  de 
los  demás  reinos  y  señoríos  de  la  Corona  Real,  prometiese  por 
su  fe  y  palabra  Real  á  las  ciudades,  villas  y  lugares  de  estos 
reinos  y  á  cada  una  de  ellas  como  si  fuesen  en  particular  nom- 
bradas, que  tendría  y  guardaría  el  patrimonio  y  señoríos  de  la 
Corona  Real  de  estos  reinos,  según  y  como  por  las  leyes  de  las 
Partidas  y  las  otras  de  estos  reinos  (especialmente  la  ley  del 
señor  Rey  D.  Juan,  fecha  en  Valladolid),  estaba  proveído  y 
mandado,  y  que  contra  el  tenor  y  forma  y  lo  dispuesto  en  las 
dichas  leyes,  no  enajenaría  á  las  ciudades,  villas  y  lugares, 
términos  ni  jurisdicciones,  rentas,  pechos  ni  derechos  de  los  que 
pertenecían  á  la  dicha  Corona  y  patrimonio  Real,  y  que  enton- 
ces tenía  y  poseía,  y  le  pertenecía  y  pertenecer  podía,  y  que  si 
lo  enajenase,  que  la  tal  enajenación  que  así  hiciere,  fuese  de 
ningún  valor  ni  efecto,  y  que  no  se  adquiriese  derecho  ni  pose- 
sión por  la  persona  á  quien  se  hiciere  la  enajenación  y  merced. 
El  Rey  contestó  á  esta  petición,  con  las  siguientes  palabras:  c  Así 
»os  lo  prometo,  quiero  y  mando.»  (Junta  del  día  31  de  Octubre 
de  1789.) 

Por  Real  decreto  de  5  de  Agosto  de  1796,  que  forma  la  ley  V, 
tít.  X,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopilación,  se  ordenó  la  reunión 
de  la  Real  quinta  del  Pardo  á  la  jurisdicción  del  Real  bosque 
de  la  Casa  de  Campo;  pero  en  21  de  Octubre  de  1800  Carlos  IV 
decretó  la  desamortización  de  todo  el  Patrimonio  Real,  no  de- 
jando fuera  del  alcance  de  esta  reforma  más  que  los  palacios  y 
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sitios  Reales;  reforma  que  se  completó  en  los  años  siguientes 
con  la  redención  de  censos  y  cargas  de  cualesquiera  especie, 
permitidos  por  la  cédula  de  17  de  Abril  de  1801,  que  forma  la 
ley  XXII,  tít.  XV,  lib.  X  de  la  Novísima  Recopilación,  y  por  la 
Real  cédula  de  17  de  Enero  de  1805.  Estas  disposiciones,  como 
dice  muy  acertadamente  Cos-Gayón,  más  que  del  malestar  de 
las  cajas  del  Tesoro^  procedía  del  nuevo  rumbo  tomado  por  las 
doctrinas  económicas;  así  es,  que  al  comenzar  la  guerra  déla  in- 
dependencia, el  sistema  desamortizador  se  seguía  con  perseve* 
rancia. 

En  la  tendencia  de  someter  los  Reales  sitios  á  la  jurisdicción 
privativa  de  la  Real  Casa,  la  Real  cédula  y  ordenanza  de  2  de 
Marzo  de  1805,  determinó  la  jurisdicción  del  gobernador  del 
Real  sitio  de  San  Lorenzo,  las  facultades  del  guarda  mayor  y 
modo  de  proceder  en  las  denuncias.  Las  ordenanzas  del  Real 
sitio  de  Aranjuez  y  las  acequias  de  Colmenar  y  Jarama,  corre* 
rían  á  cargo  del  primer  secretario  de  Estado,  como  superinten- 
dente general  de  los  Reales  sitios,  incluso  el  palacio  principal 
de  Madrid.  En  las  mismas  ordenanzas,  se  determinó  la  juris- 
dicción del  gobernador  del  Real  heredamiento  de  Aranjuez  y  la 
de  su  teniente.  Y  por  la  Real  instrucción  de  1795,  se  arregló 
también  la  privativa  jurisdicción  y  facultades  del  intendente  del 
Real  sitio  de  San  Ildefonso  y  Balsain,  según  la  ley  XIV,  títu- 
lo X,  lib.  III  de  la  Novísima  Recopilación. 

SECCIÓN  IV. 

DOMINIO    PÚBLICO . 

A.— Aguas  y  riegos. 

Entre  las  varias  obras  que  se  realizaron  en  el  reinado  ante* 
rior  para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas,  mereció  la 
general  admiración  el  famoso  pantano  de  Lorca  llamado  de 
Puentes^  que  reventó  el  día  30  de  Abril  de  1802,  asolando  y 
destruyendo  la  parte  baja  do  la  huerta,  llamada  de  San  Ginés, 


CARLOS   IV  tM 

Real  orden  de  8,  inserta  en  circular  de  13  de  Julio  de  1805  (su- 
plemento á  la  Novísima  Recopilación),  se  resolvió  que  se  obser- 
vase la  exención  de  alcabalas  concedida  á  las  posadas  del  rei- 
^0  que  se  hallasen  en  despoblado,  y  que  por  lo  perteneciente  á 
cientos  y  millones,  se  encabezasen  ó  ajustasen  los  posaderos,  con 
^s  jasticias  de  los  respectivos  pueblos,  en  una  moderada  can- 
tidad, de  suerte  que  resultase  beneficio  á  los  vecinos  en  los  en- 
cabezamientos  constituidos  en  utilidad  pública. 

¿elacionado  con  los  caminos  y  arbitrio  natural  de  ellos,  eran 
ios  portazgos,  pontazgos  y  peazgos,  y  en  la  instmcción  de  8  de 
/unió  de  1794,  parte  de  la  cual  constituye  la  ley  XVI,  tlt.  XX, 
lib,  VI  de  la  Novísima  Recopilación,  después  de  determinar  la 
naturaleza  de  dichos  gravámenes,  ordenaba  que  la  exacción  de 
tales   derechos  se  arrendase  en  subasta  pública,  y  que  su  pro- 
dueto  se  invirtiese  en  la  conservación  del  camino  de  que  era 
parto  el  puerto,  paraje  ó  puente  donde  se  cobrase;  y  donde  no 
alca.nzase  el  producto  de  los  portazgos  ni  las  rentas  ordinarias 
que  estaban  consignadas  á  las  obras  de  caminos,  debían  los  di- 
rectores acordar,  con  los  pueblos,  la  contribución  que  podían 
soportar  con  sus  personas  y  bestias  en  los  tiempos  más  deso- 
<^^pa.<lo8  de  las  labores;  pagando  á  los  pobres  jornaleros  del 
foncJo  de  sus  propios,  si  los  tuviesen  sobrantes,  6  del  de  cami- 
^^8i  porque  éstos  por  ningún  caso  debían  ser  privados  de  su 
jorníil  y  sustento.  Y  por  Real  orden  de  29  de  Noviembre  de  1796 
y  <5ircular  del  consejo  de  3  de  Enero  de  1797,  se  prohibió  co- 
*>rar    en  las  carreteras  generales  más  derechos  de  portazgos, 
P^^^gos,  etc.,  que  los  impuestos  por  S.  M. 

C.-^Obras  públicas. 

paz  que  elocuentemente  se  refleja  en  el  impulso  de  las 
públicas,  no  fué  condición  principal  del  reinado  de  Car- 
como lo  fué  del  de  Fernando  VI  y  la  mayor  parte  del  de 
III.  Por  el  contrario,  las  grandes  necesidades  de  las  gue> 
que  se  encontró  comprometida  España,  obligó  á  crear 
^^ tibios  ordinarios  y  extraordinarios  que,  según  relata  Canga 


be 
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Ai'güelles  en  el  DiceümaHo  de  Hacienda,  artículo  Arbiirios,  ascen- 
día nada  menoa  qne  á  ciento  catorce,  y  no  era  [>osibIe  esperar, 
dentro  de  la  angustiosa  situación  de  la  Hacienda  pública,  so- 
brantes que  destinar  al  fomento  de  las  obras  públicas.  Sin  em- 
bargo, se  continuaron  las  que  venían  planteadas  y  en  curso  de 
ejecución,  y  se  iniciaron  otras  que  sería  fácil  enumerar.  A  este 
propósito  se  mandó  por  Eeal  orden  de  23  de  Julio,  circulada 
en  30  de  Agosto  de  1789,  que  siempre  que  hubiera  de  ejecutar- 
se alguna  obra  pública,  se  consultase  á  la  Academia  de  San  Fer- 
nando y  á  la  de  San  Carlos  de  Valencia  por  lo  tocante  á  aquel 
reino.  Esto  mismo  volvió  á  preveoirse  por  Reales  órdenes  de  20 
de  Diciembre  de  1798  y  7  de  Agosto  de  1800  y  provisión  del 
consejo  de  5  de  Enero  de  1801  (leyes  V  á  VII,  Üt.  XXXIV, 
lib.  Vil  de  la  Novísima  Recopilación). 

SECCIÓN  V. 

DOMINIO  SEL  ESTADO. 

A.  — Baldíos. 

Por  Real  decreto  de  28  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  14 
de  Mayo  de  1789,  que  foríua  la  ley  IV,  tft.  XXXIII,  lib.  VU 
de  la  Novísima  Recopilación,  deseando  atajar  los  perjuicios  que 
causaba  á  la  población  la  ruina  de  casas  y  otros  edificios  útiles 
que  se  hallaban  yermos  en  los  pueblos  del  reino,  cuyos  dueQos 
loa  tenían  abandonados  con  detrimento  y  deformidad  del  as- 
pecto público  y  del  fomento  de  los  oficios,  resolvió  se  extendía* 
sen  á  todos  estos  reinos  los  artículos  V  y  VI  de  la  Real  provi- 
sión de  20  de  Octubre  de  1788,  referentes  á  edi&car  en  loa  so- 
lares yermos  de  Madrid. 

B. — IHoDles  y  planlios. 

Respecto  de  esta  materia,  Carlos  IV  mostró  el  mismo  interés 
que  sus  antecesores,  y  por  Real  decreto  de  28  de  Abril,  inserto 
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en  cédala  del  consejo  de  24  de  Mayo  de  1793,  dio  reglas  preci- 
sas para  consolidar  el  dominio  del  suelo  con  el  del  vuelo,  uni- 
ficando la  propiedad  do  los  montes  de  Elxtremadura  y  fomen- 
tando su  plantío.  Por  Real  cédula  de  19  de  Diciembre  de  1789, 
se  fijaron  reglas  para  la  adquisición  y  pago  de  los  árboles  en 
Catalufía  por  los  comisionados  y  asentistas  de  marina.  En  31 
de  Diciembre  de  1800  y  26  de  Enero  de  1801,  se  estableció  el 
método  y  reglas  que  habían  de  observarse  en  los  montes  suje- 
tos al  conocimiento  de  los  tribunales  de  marina,  cuya  jurisdic- 
ción se  determinó  por  Real  decreto  de  1/'  de  Mayo  y  ordenan- 
zas de  26  y  31  de  Octubre  de  1802  y  cédula  del  consejo  de  14 
de  Agosto  de  1803.  Y  por  resolución  de  6  de  Agosto,  circulada 
en  Octubre  de  1805  é  inserta  en  el  suplemento  de  la  Novísima 
Recopilación,  se  ordenó  el  cumplimiento  de  la  ordenanza  gene- 
ral de  montes  de  1748,  su  adicional  de  1751  y  Real  orden  de  31 
de  Diciembre  de  1800,  cesando  todos  los  subdelegados  creados 
en  virtud  del  Real  decreto  de  10  de  Mayo  de  1802,  sin  introdu- 
cirse en  cosa  alguna  de  las  que  anteriormente  á  él  estaban  en- 
cargadas á  las  justicias;  quedando  éstas  sujetas  en  este  ramo  á 
la  jurisdicción  de  marina  que  ejercían  los  capitanes  generales 
de  los  departamentos  y  comandantes  militares  de  las  respecti- 
vas provincias. 

C. — Dehesas  y  pastos. 

Por  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804,  se  declaró  en 
vigor  la  provisión  del  consejo  de  6  de  Abril  de  1674,  y  que  las 
compras  de  ganado  lanar  que  hicieren  los  dueños  de  dehesas 
para  ocuparlas,  hubiesen  de  preceder  seis  meses  á  San  Miguel 
de  Setiembre,  sin  fraude  ni  dolo  alguno,  haciéndolas  notorias 
al  dueño  de  los  ganados  ó  á  su  mayoral,  á  fin  de  que  en  este 
tiempo  pudiera  buscar  dehesas  y  yerbas  para  invernadero  si- 
guiente; y  en  la  misma  forma,  antes  de  salir  los  ganados  para 
las  sierras,  tuviese  obligación  el  hermano  de  mesta  ó  su  mayo- 
ral, de  avisar  al  dueño  de  la  dehesa  en  caso  que  quisiera  dejarla 
para  el  invernadero  siguiente.  Se  mandó  también,  que  se  guar- 
dasen los  autos  acordados  desde  1701  á  favor  de  los  ganaderos 
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hermaaoa  de  mesta,  y  se  declaró  la  foima  en  que  debían  justi- 
ficarse los  precios  que  tuvieron  las  yerbas  de  las  dehesas  el  año 
de  1692.  Asimismo  se  ordeuó,  que  se  tasasen  las  dehesas  pro- 
pias y  concejiles  de  labor,  pasto  y  fruto  de  bellota  para  su  re- 
partimiento. B«firiéudose  á  los  terrenos  incultos  de  la  proviu- 
cía  de  Extremadura,  se  acordó  su  repartimiento  entre  los  que 
lo  pidieren,  conforme  á  la  circular  de  1770,  y  todas  las  dehesas 
de  dicha  provincia  se  declararon  de  pasto  y  labor,  á  excepción 
de  aquellos  que  documentalmente  se  probasen  ser  de  puro 
pasto. 

D.— Hiñas. 

En  cuanto  á  las  minas  de  oro,  plata  y  demás  metales,  Car- 
los IV,  por  resolución  de  19  de  Octubre  de  1790,  que  es  la 
ley  VI,  tit.  XVIII,  lib.  IX  de  la  Novísima  Recopilación,  6jó  la 
jurisdicción  del  superintendente  de  la  mina  de  azogue  del  Co- 
llado de  la  Plata;  y  en  cuauto  á  laa  miuas  de  carbón  de  piedra, 
por  Keal  orden  de  28  de  Noviembre  y  cédula  del  consejo  de  26 
de  Diciembre  de  I7b9  [ley  II,  título  XX,  id.),  declaró  libre  su  be- 
uefício  y  tráfico  por  mar  y  tierra  para  todo  el  reino,  sin  que  se 
impidiese  su  importaciúu  por  mar;  que  estas  minas  debían  per- 
tenecer á  los  propietarios,  entendiéndose  por  tal  el  dueño  di- 
recto, quien  podría  beneficiarlas  ó  cederlas  sin  necesidad  de  nin- 
guna licencia.  En  los  terrenos  de  propios  de  los  pueblos,  serían 
de  éstos  las  miuas  de  carbón,  y  tas  beneficiarían  ó  arrendarían 
de  su  cuenta,  con  previo  permiso  del  consejo.  En  los  comunes, 
el  aprovechamiento  sería  de  los  vecinos,  y  si  no  so  beueficiabau 
en  ninguno  de  dichos  casos,  se  adjudicarían  al  descubridor.  No 
se  permitirían  calas  sin  licencia  del  dueño,  y  se  derogó  la  Keal 
cédula  de  15  de  Agosto  de  1780.  ínterin  se  aprobaba  la  nueva 
ordenanza  general  de  minas,  se  mandó  guardar  la  ley  prece- 
dente, permitiendo  el  hacer  calas  y  catas,  indemnizando  á  los 
dueños  de  los  terrenos  si  causaren  daQos,  y  concediéndoles  la 
preferencia  de  beneficiarla  si  lo  hacía  dentro  de  cierto  término. 
La  Real  cédula  de  24  de  Agosto  de  1792,  volvió  á  declarar  las 
miuas  de  carbón  de  piedra  de  libre  aprovechamiento,  conser- 


GABLOi  IV  287 

vando  la  Corona  la  suprema  regalía  de  incorporar  las  que  ne- 
cesitare para  cualquier  objeto  del  servicio  público.  Los  dueños 
directos  propietarios  podiían  pactar  libremente  acerca  de  ellas,  y 
en  igual  forma  comerciar  por  mayor  y  menor  en  los  carbones, 
sin  cargarles  derechos  Reales  ni  municipales  de  ninguna  espe- 
cie, por  privilegiados  que  fuesen.  Para  facilitar  el  tráfico  inte- 
rior y  exterior  de  los  carbones,  especialmente  en  Asturias,  se 
mandaron  abrir  ó  reparar  caminos  y  carreteras  de  travenia,  ha- 
l^ilitar  la  navegación  de  algún  río,  y  establecer  una  escuela  de 
matemáücas,  física,  química,  mineralogía  y  náutica  para  for- 
^ftr  mineros  y  pilotos;  pues  aunque  ahora,  añade  la  ley,  por 
^^ías  minas  nuevas  y  superficiales  se  saca  de  ellas  carbón  en 
íáundancia,  no  sucederá  lo  mismo  cuando  se  profundicen,  y 
sea  imposible  beneficiarlas  sin  los  auxilios  del  arte.  Estas  de- 
claraciones fueron  aclaradas  por  resolución  de  5  de  Agosto 
d©  1783,  resolviendo  que  la  facultad  de  incorporar  la  Corona 
^Stijxss  de  las  expresadas  minas,  sólo  tendría  lugar  en  caso  do 
^oceeidad,  satisfaciendo  al  dueño  de  ellas  su  justo  valor  ó  ad- 
^i  tiendo  la  cesión  que  espontáneamente  hiciese. 

SECCIÓN  VI. 

DOMIHIO   PRIVADO. 

A. — Caza  y  pesca. 

^  "^  filmado  cazador  era,  según  la  historia,  Carlos  IV;  pero  las 

aposiciones  que  adoptó  sobre  la  caza  y  pesca  demuestran  que 

*onocía  la  manera  de  fomentar  este  ramo  importante  de  la  ri- 

^^e^a.  pública.  En  31  de  Octubre  de  1794  y  cédula  del  consejo 

^f  3  de  Febrero  de  1795  (ley  I,  tít.  XXXI,  lib.  VII  de  la  Noví- 

^^^^  Recopilación),  en  vez  de  las  batallas  y  monterías  para  el 

^^Wtninio  de  lobos  y  demás  animales  nocivos,  ordenadas  por 

^^^^  cédula  de  27  de  Enero  de  1788,  que  quedaba  sin  efecto, 

^®  estimuló  el  interés  privado  para  el  exterminio  de  los  anima- 

*«a  nocivos.  Pero  la  más  importante  resolución  en  materia  de 
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caza  y  pesca  fué  la  ordenanza  general  aprobada  por  resolución 
de  20  de  Enero  y  3  de  Febrero  de  1804  (ley  XI,  título  XXX, 
Ídem),  que  comenzó  declarando  la  veda  rigurosa  en  la  época 
de  la  reproducción  y  en  los  de  nieve,  que  bien  pudieran  lla- 
marse alevosos.  En  esta  época  se  prohibió  la  escopeta  de  caza 
con  ningún  pretexto,  y  en  el  resto  del  año  sólo  podrían  cazar 
los  nobles^  eclesiásticos  y  toda  persona  honrada  de  los  pueblos; 
pero  los  jornaleros  y  los  que  servían  oficios  mecánicos,  sólo 
podrían  hacerlo  en  los  días  festivos,  antes  ó  después  de  oir 
misa.  El  uso  de  los  galgos  quedó  prohibido  en  cierta  época. 
Permitió  los  cazadores  de  oficio  con  permiso  del  consejo.  Man- 
dó matar  los  hurones.  Prohibió  los  reclamos  y  demás  ardides 
para  la  caza;  el  tirar  á  las  palomas  á  cierta  distancia  de  los  pa- 
lomares; las  batidas  y  monterías  de  fieras;  la  cacería  general,  y 
el  que  los  pastores  usaran  perdigones  ni  munición  menuda,  ni 
destruyesen  los  nidos  de  perdices,  bajo  penas  personales.  La 
pesca  quedó  prohibida  en  cierta  época  y  forma.  Y  bajo  el  epí- 
grafe de  prevenciones  generales,  encomendó  á  las  justicias  el 
cumplimiento  de  estas  disposiciones,  bastando,  para  la  justifi- 
cación de  la  transgresión,  la  declaración  del  guarda,  ministro  ó 
alguacil  jurado,  con  la  aprehensión  de  escopeta  ó  perro,  y  en 
su  defecto,  cualquier  otro  adminículo. 

Al  declarar  la  Real  orden  de  2  de  Julio  de  1795  (ley  XVI,  id.) 
la  libre  navegación  del  río  de  Nalóu,  en  Asturias,  se  declaró  que 
el  derecho  de  pesca  en  los  ríos  es  tan  libre  y  general  como  el 
de  navegación;  pero  cualquiera  que  fuese  el  origen  de  aquel  de- 
recho, no  podía  estorbar  la  libre  navegación  de  los  ríos,  por  lo 
cual  no  podía  autorizarse  el  que  atravesasen  éstos  con  unas  es- 
tacadas que,  cortando  constantemente  el  paso  á  las  chalanas  y 
la  subida  á  los  salmones  y  demás  peces,  usurpasen  el  libre  de- 
recho de  navegar  y  pescar  á  los  pueblos  riberiegos  de  la  parte 
superior  del  río.  Se  mandó,  pues,  deshacer  todas  las  estacadas 
que  atravesaran  enteramente  el  río  ó  alguno  de  sus  brazos  en 
cualquier  sentido,  excepto  los  apóstales  que  construyesen  para 
la  pesca  particular  de  lampreas  sobre  el  borde  mismo  de  los 
ríos.  La  Beal  orden  de  las  matrículas  de  mar  de  12  de  Agosto 
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de  1802,  estableció  la  libertad  de  todo  impuesto  en  la  peeca  y 
la  de  su  tráfico,  pudiendo  conducirla  á  dónde  y  cómo  más  les 
conviniese,  sin  consentir  gabelas  ó  contribución  alguna  en  di* 
ñero  ó  en  especie.  Este  privUegio  sería  privativo  de  la  matri- 
cala  de  marinería,  la  que  tendría  libre  y  franca  la  pesca  de 
pec^  y  del  coral  en  todas  las  costas,  puertos  y  rías  de  estos  do- 
miuios.  Y  por  Real  cédula  de  31  de  Marzo  de  1805,  con  motivo 
de  la  guerra,  se  ordenó  que  los  patrones  de  barcos  pudieran  ad- 
mitir para  la  pesca,  con  intervención  de  los  comandantes  de 
marina,  los  terrestres  que  necesitasen  en  defecto  de  matricula- 
dos, bajo  determinadas  condiciones. 

B.— Propiedad  inleleclnal. 

Al  tratar  de  la  instrucción  pública  se  han  relacionado  todas 
las  leyes  referentes  á  impresores  y  libreros  y  á  los  libros  é  im- 
presiones, pero  en  todas  ellas  sólo  se  advierten  ligeras  indica- 
Clones  sobre  el  derecho  de  propiedad  intelectual.  Las  leyes  lU, 
^yY  del  tít.  XV,  übro  VIH  de  la  Novísima  RecopUación, 
^^P  ciñieron  á  los  hbreros  de  la  corte  Umitaciones  para  revender 
^^  Hbrerías  particulares,  lo  cual  era  contrario  al  Ubre  ejercicio 
^   ^  propiedad;  obligaron  á  los  tasadores  de  librerías  á  dar 
^^oi^ta  de  las  que  se  enajenasen,  al  bibHotecario  mayor  de  la 
biblioteca;  y  se  previno  que  las  imprentas  y  sus  regencias 
>ctn  estar  en  manos  de  seculares.  En  el  título  XVI  existen 
leyes  relativas  á  Ubros  é  impresiones,  coartando  el  dere- 
«Je  propiedad,  y  sólo  en  la  XXTV,  al  tasar  los  Hbros  que 
^.n  de  venderse,  por  determinado  precio,  quedando  los  de- 
libres, se  dijo:  cque  con  el  deseo  de  adelantar  y  fomentar 
^^omercio  de  übros,  de  cuya  libertad  resultaba  tanto  benefi- 
^  utilidad  al  comercio  y  á  las  artes,  no  se  concedería  en 
^^Icmte  privilegio  exclusivo  de  impresión  á  nadie  sino  al 
^*-ox  del  libro.»  Bajo  la  denominación  de  privilegio  se  re- 
^Xiooía  el  derecho  del  autor.  Y  en  el  decreto  de  11  de  Abril 
1-  S05,  que,  como  dijo  Eguizabal  en  sus  Apunies  para  una 
^*"io  de  la  legislación  española  sobre  imprenta^  fué  la  disposi- 
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ción  más  interesante,  más  completa  y  metódica  de  toda  mieetra 
l^Blación  antigna,  se  daba  al  autor  el  derecho  de  impugnar  el 
juicio  del  censor,  lo  cual  constituía  un  verdadero  derecho  de  de- 
fensa de  la  propiedad  intelectual.  Los  autores  debían  abonar 
cierta  suma  al  juzgado  dé  imprenta  al  presentar  sus  obras;  pa- 
gaban otra  para  la  caja  de  consolidación  al  obtener  del  consejo 
el  privilegio  exclusivo  para  imprimir;  y  después  que  la  obra  es- 
tuviera impresa  debían  presentar  un  ejemplar  para  cotejarla. 
Los  autores  podían  alzarse  en  dos  instancias  de  las  prohibicio- 
nes que  se  les  impusiese  (1578). 

C— La  ^icBltnra. 

En  la  segunda  mitad  del  siglo  xvm  se  advierte  un  verdadero 
propósito  de  favorecer  á  la  agricultura  y  de  fomentar  todos  los 
ramos  de  la  riqueza  pública;  y  Colmeiro,  en  la  Historia  de  la 
economía  poliiica,  aQade  (1579)  que  Femando  VI,  con  su  pruden- 
cia y  economía;  Carlos  III,  con  el  tacto  exquisito  para  escoger 
sabios  ministros,  y  su  misma  obstinación  en  conservarlos  cerca 
de  BU  persona,  y  Carlos  IV,  con  la  bondad  natural  que  en  él 
resplandecía  al  través  de  sus  mayores  flaquezas,  contribuyeron 
mucho  á  mejorar  el  estado  de  la  labranza  y  la  condición  de  los 
labradores.  A  pesar  de  la  estrechez  del  Tesoro,  del  estado  conti- 
nuo de  guerra  y  del  atraso  de  los  estudios  económicos,  se  dic- 
taron medidas  incompletas,  incoherentes,  opuestas  entre  si, 
pero  que  demostraban  no  existía  aquel  abandono  completo  de 
los  intereses  púbUcos,  exagerado  por  muchos  escritores.  La  im- 
posición del  15  por  100  sobre  los  bienes  raíces  adquiridos  por 
manos  muertas,  y  la  de  igual  carga  en  los  que  se  trataran  de 
vincular;  la  venta  de  las  fincas  pertenecientes  á  obras  pías,  me- 
morias, cofradías  y  patronatos  laicales;  la  reproducción  de  la 
Beal  cédula  de  1770  para  el  repartimiento  de  las  tierras  conce- 
jiles y  la  concesiÓD  á  censo  de  los  realeugos,  detuvo  la  estanca- 
ción de  la  propiedad  inmueble.  La  supresión  de  la  carga  del 
servicio  extraordinario  y  de  quince  al  millar  favoreció  extraordi- 
nariamente ala  agricultura.  La  reforma  y  disminución  de  las  ór- 


GARLOS  IV 


t9« 


denes  religiosas,  proporcionó  mayor  número  de  brazos  á  las 
faenas  del  campo;  la  mejor  organización  de  los  pósitos  dismi- 
nuyó la  usara,  y  los  montepíos  y  bancos  de  socorro  para  agri- 
cultores é  industriales,  aunque  imperfectos  en  sus  procedimien- 
tos, aliviaron  la  suerte  de  aquellas  clases.  Abriéronse,  además, 
nuevos  puertos;  se  facilitaron  las  transacciones;  fomentóse  el 
Jardín  botánico  y  el  gabinete  de  Historia  natural;  se  promo- 
vieron y  efectuaron  caminos  y  canales  en  Aragón  y  Castilla,  y 
vieron  la  luz  pública  obras  y  periódicos,  encaminadas  aquéllas 
y  éstos  á  difundir  los  conocimientos  agrícolas.  Sin  embargo,  la 
gran  cantidad  de  tierras  incultas  en  España,  el  número  de  la- 
bradores y  jornaleros  que  arrojó  el  censo  de  1797  en  compara- 
ción con  el  de  1787,  y  el  movimiento  del  comercio  de  granos  en 
el  reinado  de  Carlos  IV,  revelan  que  á  la  agricultura  le  queda- 
ba todavía  mucho  camino  que  andar,  y  que  no  todo  fué  pros- 
peridad en  el  reinado  de  Carlos  IV.  Debe,  no  obstante,  notarse, 
entre  las  medidas  protectoras  de  la  agricultura,  que,  para  la  ex- 
tindón  de  la  langosta  en  sus  tree  estados,  repartimiento  de  los 
^.Astos  que  originase  y  reglas  para  descubrir  su  ovación,  se  dic- 
U>  J..a  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804,  que  forma  las  lo- 
ro»    VU  á  IX,  tít.  XXXI,  lib.  Vn  de  la  Novísima  RecopUa- 
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resolución  de  30  de  Setiembre  de  1795  y  cédula  del  con- 
de 29  de  Agosto  de  1796,  se  aprobó  una  instrucción^  que 
a  la  ley  XI,  tít.  XXVH,  Ub.  VII  de  la  Novísima  Becopüa- 
para  amparar  y  defender  á  la  Keal  Cabafia,  y  á  la  vez 
cortar  los  abusos,  excesos  y  perjuicios  que  habían  pro- 
<3o  los  alcaldes  mayores  entregadores  y  sus  audiencias, 
ello,  las  facultades  de  éstos  se  trasladaron  á  los  corregido- 
« letras  y  alcaldes  mayores  Reales  y  de  órdenes  de  las  pro- 
por  donde  acostumbraban  pasar  y  pastar  las  ganados 
Real  Cabafia  de  merinas,  cada  uno  en  el  territorio  de  su 
\\x:rie<Jieción.  El  consejo  de  la  mesta  estaría  representado  por  un 
^^xxcidero  trashumante,  que  ejercería  el  oficio  de  procurador  fis- 
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cal.  Se  practicaría  el  reconocimieDto  y  apeo  de  todas  las  dehe- 
sas y  pastos  públicos  del  reÍDO.  Los  corregidores  y  alcaldes  ma- 
yores estarían  sujetos  al  presidente  de  mesta  como  inmediato 
superior.  Y  en  esta  instrucción  se  determina  lo  que  debía  ha- 
cerse por  virtud  del  reconocimiento  anual  de  los  pastos,  pa- 
sos, cañadas,  cordeles,  descansaderos  y  abrevaderos,  y  las  ins- 
trucciones cometidas  en  ellos,  fijando  el  procedimiento  que  de- 
bía seguirse  y  las  condenas  que  podían  imponerse.  Acerca  de 
rompimientos  y  acotamientos  se  dictaron  varias  diaposiciones  en 
los  capítulos  XXI  á  XXVIII.  En  loa  de  vifia  y  ohvares,  alzado 
el  fruto,  no  debía  impedirse  la  entrada  de  loa  ganados,  siempre 
que  por  costumbro  la  hubiesen  hecho,  y  eu  los  plantíos  qae 
estaban  mandados  respetar,  se  deberían  reconocer,  para  evitar 
los  abusos  de  que  á  pretexto  de  uu  ligero  é  inútil  plantío,  prohi- 
biesen la  entrada  álos  ganados  trashumantes  para  aprovecharlos 
los  pueblos  ó  los  dueños  con  los  suyos.  La  entrada  en  los  talla- 
res también  debía  vigilarse.  Los  títulos  que  acreditasen  las  impo- 
siciones y  esacciones  nuevas  debían  exhibirse.  Y  se  detwmina- 
ron  las  atribuciones  de  los  subdelegados  y  dependientes  de  mesta. 
Fara  fomentar  el  ganado  caballar,  se  fijaron  las  nuevas  re- 
glas que  debían  observar  los  criadores  y  duefios  de  posada,  por 
resolución  de  5  de  Febrero  y  circular  de  la  Real  junta  de  caba- 
llería de  28  de  Febrero  de  1798,  repetida  en  20  de  Noviembre 
de  1799.  Por  otra  resolución  de  20  de  Marzo  y  Real  cédula 
de  8  de  Setiembre  de  1789,  se  aprobó  una  nueva  ordenanza  para 
el  régimen  y  gobierno  de  la  cria  de  caballos  de  raza,  uso  del 
garaQón  y  demás  relativos  á  este  ramo.  Otra  Real  cédula  de  3 
de  Febrero  de  1792,  declaró  la  inteligencia  de  los  artículos  IX 
y  XXVm  de  la  anterior  ordenanza,  para  conciliar  la  prefe- 
rencia de  pastos  concedida  á  este  ramo  con  el  fomento  del  ga- 
nado lanar.  £n  1°  de  Diciembre  de  1797,  se  fijaron  reglas  para 
la  inteligencia  de  loa  privilegios  de  los  criadores,  contenidos  en 
loa  artículos  III  y  IV  de  la  ordenanza.  Y  por  resolución  de  8 
de  Octubre  y  circular  de  4  de  Enero  de  1803,  se  establecieron 
otras  reglas  que  hablan  de  observarse  para  la  cría  de  caballos, 
y  se  señalaron  privilegios  en  favor  de  los  criadores. 
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E.--La  Industria. 


Sin  apartarse  de  la  línea  de  generosa  protección  que  Car- 
los in  siguió  respecto  de  la  industria  espafiola,  Carlos  IV  co- 
menzó declarando,  por  Beal  decreto  de  20  de  Enero  y  cédula 
del  consejo  de  19  de  Mayo  de  1790  (ley  XHI,  tít.  XXIII,  li- 
bro Ym  de  la  Novísima  Recopilación],  que  las  viudas  de  los 
artesanos  podían  conservar  sus  tiendas  y  talleres,  aunque  con- 
trajesen segundas  nupcias  con  quien  no  fuese  del  oficio  de  sus 
primeros  maridos,  con  tal  que  las  tiendas  se  rigiesen  por  maes- 
tro aprobado,  derogando  las  ordenanzas  gremiales  de  cualquier 
arte  ú  oficio  que  lo  prohibiese.  Otro  Real  decreto  de  13  de 
Agosto  y  cédula  del  consejo  de  6  de  Junio  de  1791,  derogaron  la 
prohibición  impuesta  de  reunir  los  oficios  de  curtidor  y  zapa- 
tero en  una  misma  persona.  Otro  Real  decreto  de  2  y  cédula 
del  consejo  de  29  de  Enero  de  1793,  declararon  la  libertad  del 
arte  de  torcedores  de  seda  en  las  personas  de  ambos  sexos,  y  di- 
solvieron los  colegios  y  gremios  de  torcedores  de  seda,  sin  ex- 
ceptuar ninguno.  Y  por  resolución  de  4  de  Diciembre  de  1797, 
comunicada  en  circular  de  l.o  de  Marzo  de  1798,  se  declaró  por 
punto  general,  que  el  ejercicio  de  un  oficio  no  debía  impedir  el 
de  cualquiera  otro  á  quien  quisiera  usarle,  con  tal  que  tuviese 
para  ello  la  suficiencia  necesaria,  acreditada  con  la  competente 
carta  de  examen. 

En  cuanto  á  las  fábricas,  el  Real  decreto  de  21  de  Setiembre 
y  cédula  del  consejo  de  11  de  Octubre  de  1789,  que  es  la  ley  X, 
título  XXIV,  id.,  establecieron  la  facultad  de  los  fabricantes  de 
tejidos  para  inventarlos,  imitarlos  y  variarlos  libremente,  sin  su- 
jeción á  cuenta,  marca  ni  peso.  La  Real  orden  de  13  de  Abril  y 
circular  del  consejo  de  23  de  Mayo  de  1806,  determinaron  las  re- 
glas que  habían  de  observar  los  particulares  en  la  fabricación  y 
venta  de  betunes.  Y  por  resolución  de  18  de  Setiembre  y  circular 
de  Diciembre  de  1 806  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación), 
se  concedió  libertad  absoluta  en  España  para  fabricar  aguardien* 
te  de  orujo,  con  ciertas  precauciones  para  asegurar  el  pago  de  los 
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derechos  de  la  Real  hacienda.  Los  hilos  de  lino  y  cáfiamo  del 
reino,  estaban  exceptuados  de  derechos  de  alcabalas  y  cientos; 
mas  por  resolución  de  15  de  Abril  de  1797,  se  declaró  cuál  era 
la  extensión  de  esta  concesión.  En  18  de  Abril  de  1789,  se  ha- 
bía concedido  libertad  de  derechos  al  hiladillo  ó  fíladis  extran- 
jero sin  hilar,  que  se  introdujese  en  estos  reinos  para  las  fábri- 
cas establecidas  en  ellos.  Las  fábricas  de  cerveza  y  de  albayalde 
también  obtuvieron  libertad  de  derechos  y  otras  franquicias, 
por  resoluciones  de  25  de  Abril  y  11  de  Julio  de  1795,  y  3  de 
Marzo  y  23  de  Abril  de  1798.  Todos  los  instrumentos,  herra- 
mientas, efectos  simples  y  demás  que  necesitasen  para  sus  ope- 
raciones las  fábricas  de  estos  reinos,  eran  libres  de  derechos  á 
su  introducción  en  España.  Otra  de  2  de  Marzo  de  1803,  deter- 
minó los  requisitos  que  debían  guardarse  para  obtener  dicha 
Uberación.  La  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  1803,  señaló 
las  franquicias  que  se  concedían  á  las  fábricas  de  extracto  de 
regaliz.  Otra  resolución  de  Junio  de  1805,  declaró  que  la  gracia 
de  alcabalas  y  cientos  concedida  á  las  manufacturas  de  lino  y 
cáñamo  se  extendiese  en  las  provincias  de  Castilla  y  León,  no 
sólo  en  favor  de  las  que  las  fabricasen  por  sí,  sino  de  aquéllos 
que  las  hiciesen  fabricar  de  su  cuenta.  Y  otra  de  7  de  Diciem- 
bre y  circular  de  Febrero  de  1806,  concedió  la  Ubertad  del  dere- 
cho de  alcabala  al  hierro  y  cobre  de  las  fábricas  de  estos  reinos 
(suplemento  á  la  Novísima  Recopilación).  El  espíritu  de  libertad 
de  la  industria,  proclamado  en  la  época  de  Carlos  III,  inspiró 
todas  las  resoluciones  de  su  sucesor  Carlos  IV.  Y  este  princi- 
pio de  libertad  acabó  con  el  sistema  reglamentario  y  con  los 
gremios  que  lo  protegían. 

F.—El  Comercio. 


Aunque  en  el  reinado  de  Carlos  III  se  dictaron  algunas  dis- 
posiciones que  conducían  naturalmente  á  la  libertad  del  tráfico 
interior,  obsérvase  que  su  hijo  y  sucesor  Carlos  IV  retrocedió 
en  este  camino,  si  bien  en  la  Real  cédula  de  6  de  Noviembre 
de  1802,  se  acordó  eximir  de  toda  clase  de  derechos  y  declarar 
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libre  el  tráfico  y  circulación  de  los  productos  y  manu&cturas 
de  los  dominios  espafioles  de  Europa,  Asia  y  América,  y  dar 
fadlidad  á  la  introducción  de  materias  extranjeras  de  que  ca- 
recíamos y  eran  necesarias  para  fomentar  la  fabricación  nacio- 
nal, siquiera  los  resultados  no  respondiesen  á  los  buenos  deseos 
de  los  que  inspiraban  tales  medidas.  Hasta  tiempos  posteriores 
la  ciencia  no  triunfó  del  obstinado  empirismo. 

G.— Consdados. 

El  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1790  (ley  XVm,  tít.  n, 
libro  IX  de  la  Novísima  BecopUación),  disolvió  la  audiencia  y 
casa  de  contratación  de  Cádiz,  y  creó  en  su  lugar  un  juez  de 
arribadas  y  alzadas  con  un  asesor  letrado.  Otro  de  30  de  Abril 
de  1800  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación),  obligó  á  los 
consulados  á  presentar  sus  cuentas  anualmente  en  la  junta  ge- 
neral de  comercio  para  su  examen.  Y  por  Real  orden  de  25  de 
Marzo  de  1803,  se  mandó  la  formación  de  un  libro  reservado 
para  salvar  sus  votos  los  jueces  que  discordasen,  así  en  el  con- 
sulado como  en  el  tribunal  de  alzadas. 

H.— Letras  de  cambio. 

Por  Real  orden  de  20  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  6 
de  Noviembre  de  1802  (ley  VIH,  título  IH,  id.),  se  acordó  que 
las  letras  de  cambio  habían  de  tener  la  fuerza  ejecutiva  que 
previno  la  pragmática  de  2  de  Junio  de  1782  (ley  anterior),  en- 
tendiéndose que,  para  repetir  contra  los  endosantes  y  librador, 
bastaría  el  protesto  debidamente  formalizado  y  presentado  por 
falta  de  pago  del  aceptante;  y  que  esta  repetición  podría  hacer- 
la  el  portador  ó  tenedor  de  la  letra,  mercantil  ó  judicialmente, 
contra  cualquiera  de  los  anteriormente  obligados  en  ella,  cual 
más  le  conviniere,  según  lo  prevenía  la  ordenanza  de  Bilbao. 

I. — ^Mercaderes  y  comerciantes. 

En  resolución  de  22  de  Mayo,  comunicada  en  orden  de  3  de 
Junio  de  1805  (ley  XIV,  título  IV,  id.),  se  organizó  la  contabi- 
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Ijdad  mercantil,  y  Be  fijaroa  las  reglaa  á  que  debían  ajustarse 
las  contratas  de  comercio  entre  mercaderes,  sus  calidades  y 
cumplimiento  (ley  XVII,  id.) 

J.— Corredores. 

Por  Real  decreto  de  6  de  Abril  de  1799,  inserto  en  cédula  del 
consejo  de  8  del  mismo  mes,  se  prohibió  absolutamente  á  toda 
clase  de  personas  el  mezclarse,  con  ningún  pretexto,  como  co- 
rredores ó  mediadores  en  la  negociación  de  vales  Reales.  (Nota  I 
álaleyll,  título  VI,  id.) 

K. — Ferias  y  mercados. 

En  la  resolución  de  15  de  Abril  de  1789  (ley  VII,  título  VD, 
ídem),  se  mandó  qae  se  pasasen  al  consejo  de  Hacienda  las  pre- 
tensiones de  establecer  ferias  y  mercados  francos,  en  eui/a  grana 
no  era  su  Beat  ánimo  condescender;  y  al  de  Castilla,  aquellas  en 
que  no  mediase  la  circunstancia  de  franquicia,  como  mero 
asnnto  de  policía,  y  de  reunión  de  gentes  para  su  comuoicación 
y  tráfico. 

L  .—Marina  mercante. 

Para  protegerla,  se  dictó  el  Beal  decreto  y  cédula  del  consejo 
de  13  de  Abril  de  1790  (ley  VII,  título  VHI,  id),  en  el  que,  re- 
novando y  explicando  las  pragmáticas  de  20  de  Marzo  de  1498 
y  3  de  Setiembre  de  1500,  se  determinaron  los  premios  y  venta- 
jas que  se  concedían  ó.  los  que  construyesen  y  aparejasen  bu- 
ques mercantes.  Y  la  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1802  (su- 
plemento á  la  Novísima  Recopilación),  aclarando  la  anterior, 
lijó  las  gratifícaciones  concedidas  por  equivalencia  de  los  pre- 
mios de  acostamiento  á  los  que  exportasen,  en  embarcaciones 
españolas,  géneros  del  reiuo  al  extranjero. 

LL. — Pesos  y  nedldaa. 

La  Real  orden  de  26  de  Enero,  inserta  en  circular  del  consejo 
de  20  de  Febrero  de  1801  (ley  V,  Utulo  IX,  id.),  mandó  llevar  á 
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efecto  la  igaaladón  de  pesos  y  medidas,  que  se  había  decretado 
en  diferentes  tiempos;  pero  dispuso  al  propio  tiempo  se  toma- 
sen por  norma  las  que  estaban  más  en  uso  en  estos  reinos,  j 
se  fijó  el  pie,  vara,  legua,  estadal,  aranzada,  fanega,  cahíz,  ce- 
lemín, cántara  ó  arroba,  moyo,  quintal,  arroba,  libra  y  onza. 

M.— Ley  de  las  alhajas  de  oro  y  plata. 

Por  resolución  y  cédula  de  23  de  Enero  de  1790  (ley  XXVII, 
título  X,  id.),  se  permitió  labrar  las  alhajas  de  oro  menudas,  Ua- 
madas  enjoyeladas,  con  la  ley  de  diez  y  ocho  quilates;  y  por  otra 
de  19  de  Octubre  de  1792,  se  extendió  la  permisión  para  traba- 
jar con  la  ley  de  nueve  dineros  las  alhajas  menudas  de  plata  (ley 
XXVm,  Ídem,  id.) 

N« — Importaciones  prohibidas. 

Musdinas  y  tridos  de  algodón. — Una  consecuencia  de  la  gue- 
rra de  España  con  Inglaterra  fué  el  Keal  decreto  de  6  y  pragmá- 
tica de  22  de  Setiembre  de  1793,  que  renovaron  la  de  24  de  Ju- 
nio de  1770,  reintegrando  á  la  compañía  de  Filipinas  en  el  pri- 
vilegio exclusivo  que  se  la  concedió  de  conducir,  introducir  y 
expender  por  mayor  en  estos  reinos,  las  muselinas  y  demás  te- 
jidos de  algodón  y  otros  del  Asia,  declarando  expresamente  pro- 
hibidos, como  lo  estaban,  los  efectos  de  las  mismas  clases  que 
no  viniesen  registrados  en  navios  de  la  compañía.  Otra  Beal 
cédula  de  6  de  Noviembre  de  1802,  declaró  subsistente  el  mis- 
mo privilegio,  y  fijó  las  reglas  que  debían  observarse  para  la 
introducción  del  algodón  y  sus  manufacturas,  con  prohibición 
de  las  extranjeras.  Una  Beal  orden  de  3  de  Febrero  de  1803, 
dictó  varias  reglas  aclarando  las  anteriores  (suplemento  á  la 
Novísima). 

Tdas  extranjeras  de  seda. — La  Eeal  orden  de  21  de  JuUo 
de  1791,  prohibió  la  introducción  de  las  destinadas  á  omamen- 
los  de  iglesias  (ley  XXXII,  tít.  XII,  lib.  IX  de  la  Novísima  Re- 
copilación). 
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Cinlas  guarnecidas. — Por  resolución  de  25  de  Enero  de  1792 
(tey  XXXUI,  id.,  id.),  se  prohibió  el  introducir  cintae  gaameci- 
das  con  ñores  y  ñeco3  al  cauto. 

S^ülas  de  suela  con  piezas  de  acero. — Su  importación  fué 
prohibida  por  resolución  de  8  de  Febrero  de  1792  (ley  XXXIV, 
Ídem,  id.) 

Libros  encuadernados. — Fué  prohibida  su  introducción  por 
Real  orden  de  24  de  Octubre  de  1802  (suplemento  &  la  Noví- 
sima Recopilación). 

Algodón  Aiíado.— También  se  prohibió  su  introducción  por 
Real  orden  de  24  de  Abril  de  1804  (suplemento  á  la  NovMnia 
Recopilación). 

S. — EiportacioDes  prohibidas. 

Ganados. — Por  resolución  de  2  de  Marzo  de  1797,  se  prohibió 
su  extracción  á  Portugal  y  conducirlos  á  lo8.paeblos  de  su  fron- 
tera (ley  Xil,  título  XV,  id.)  Mas  por  Beal  orden  de  15  de  Mar- 
zo de  1803  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación),  se  declaró 
libre  la  extracción  de  los  ganados  del  reino  de  Galicia  pagan- 
do cierto  derecho. 

Granos,  harina  y  aceUe. — Se  prohibió  sa  extracción  por  reso- 
lución de  4  de  Agosto  y  circular  del  consejo  de  22  de  Setiembre 
de  1797,  cuyo  cumphmiento  se  recordó  por  otra  de  23  de  Abril 
y  auto  acordado  del  consejo  pleno  de  26  de  Marzo  de  1800. 

Lanas. — Por  la  instrucción  de  31  de  Marzo,  inserta  en  céda- 
la del  consejo  de  Hacienda  de  22  de  Abril  de  1789,  quedaron 
abohdos  los  registros  y  contrarregistros  de  los  ganados  lanares, 
pudiéndose  traficar,  beneñciar  y  conducir  la  lana  libremente  en 
el  interior  del  reino  sin  formalidad  alguna.  Su  exportación  sólo 
podía  tener  lugar  por  los  puertos  que  marcaba  el  art.  10  del 
reglamento  que  forma  la  ley  IX,  tít.  XVI,  lib.  IX  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  la  cual,  en  su  capitulo  XV,  dejó  subsistente  la 
prohibición  de  extraer  fuera  del  reiuo  lanas  burdas  y  ordinarias. 

Lihanes  de  esparlo  en  ranui. — Fué  prohibida  su  extracción  por 
Real  orden  y  cédula  del  consejo  de  7  de  Setiembre  de  1790 
(ley  XX,  id.) 
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O.— Cargas  generales. 

Un  Real  decreto  de  20  de  Setiembre,  inserto  en  cédula  del 
consejo  de  20  de  Noviembre  de  1795,  que  es  la  ley  XII,  títu- 
lo XVn,  lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación,  declaró  abolida  la 
contribución  del  servicio  ordinario  y  extraordinario  y  su  quince 
al  millar  como  contraria  al  fomento  de  la  agricultura  y  perju- 
dicial al  bien  general  de  la  nación.  Y  por  resolución  y  cédula 
de  26  de  Junio  de  1805,  se  decretó  que  en  los  dominios  de  Es- 
paña é  islas  adyacentes,  se  contribuyese  á  la  Real  hacienda  de 
los  frutos  exentos  de  diezmar  en  algunos  pueblos,  con  la  tercera 
parte  de  lo  que  deberían  satisfacer  de  diezmo  eclesiástico,  á  no 
mediar  semejante  exención,  bajo  las  bases  que  determina  la 
ley  I,  tít.  XVn,  lib.  VI,  suplemento  á  la  Novísima  Recopila* 
ción.  Una  resolución  de  13  de  Agosto  de  1802  y  cédula  de  29  de 
Enero  de  1804  (ley  XXX,  tít.  XVUI,  id.),  declaró  que  los  cie- 
gos, por  serlo,  no  estaban  exentos  de  contribuciones  Reales. 

En  cuanto  á  la  carga  de  alojamientos  y  bagajes,  se  dispuso 
por  resolución  de  27  de  Febrero,  inserta  en  circular  del  consejo 
de  14  de  Marzo  de  1795  (ley  XXVHI,  título  XIX),  que  se  pres- 
tase á  todo  militar  en  ejecución  del  servicio,  aunque  íuese  sin 
partida.  Y  por  otras  de  29  de  Enero  y  14  de  Febrero  de  1799, 
se  prohibió  suministrar  auxilio  alguno  á  las  partidas  y  tropa 
suelta  que  transitasen  por  el  reino  sin  los  requisitos  que  se  pre- 
venían. La  real  orden  de  2,  inserta  en  circular  de  15  de  Mayo 
de  1805,  fijó  el  plazo  en  que  debían  presentarse  los  recibos  de 
suministros  hechos  á  las  tropas  por  las  justicias  para  su  pago 
en  las  tesorerías  de  ejército.  Respecto  del  reparto  de  contribu- 
ciones, se  mandó  en  22  de  Setiembre  de  1797  y  12  de  Junio  y 
20  de  Agosto  de  1798  (ley  XIX,  tít.  XXII),  que  en  el  repartí- 
miento  de  sal  se  incluyese  á  los  militares  y  eclesiásticos.  La  ins- 
trucción general  de  rentas  Reales  de  30  de  Julio  de  1802,  esta- 
bleció las  reglas  que  habían  de  observar  los  intendentes,  conta- 
dores de  provincia  y  administradores  de  rentas  en  los  encabe- 
zamientos y  repartimientos  de  las  contribuciones  Reales.  Otra 
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resolución  de  31  de  Mayo  de  1801  y  cédula  de  14  de  Octubre 
de  1802,  declaró  privativo  de  los  alcaldes  ordinarios  ;  reido- 
res maDCOmuDadamenlfi  el  repartimiento  y  cobro  de  loa  dere- 
chos Beales  en  los  pueblos  encabezados,  y  por  Real  orden  cir- 
culada ea  29  de  Setiembre  de  1803,  se  declaró  que  las  justicias 
estaban  obligadas  á  distribuir  entre  los  vecinos  de  los  pueblos, 
lo  correspondiente  á  los  alojamientos  y  suministros  á  laa  tropas 
transeúntes. 

P.— Leyes  svnlaarlas. 

Todavía  en  la  época  de  Carlos  IV  se  r^ulaban  tos  trata- 
mientos, según  puede  verse  desde  la  ley  VI  á  la  XIV,  tít.  XIII, 
lib.  VI  de  la  Novísima  Recopilación,  y  en  materia  de  trajee  y 
vestidos,  la  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804  (ley  XV,  tí- 
tulo XIII),  prohibió  loa  sombreros  gachoa  6  chambergos  á  todos 
los  que  vistiesen  hábitos  largos  de  sotana  y  manteo.  TJna  reso- 
lución de  31  da  Agosto  de  1797,  señaló  el  traje  que  debían  usar 
los  estudiantes  de  todas  las  universidades  del  reino,  los  cuales 
debían  ser  precisamente  de  paño  de  las  fábricas  del  mismo.  La 
Real  orden  de  14  y  el  bando  de  16  de  Marzo  de  1799,  prohi- 
bieron el  uso  de  vasquiña  que  no  fuese  negra,  ni  en  ésta  fleco 
de  color  ni  oro  y  plata.  Otra  Real  resolución  y  cédula  del  con- 
sejo de  13  de  Abril  de  1790,  prohibieron  los  galones  de  oro  y 
plata  en  las  libreas,  y  las  charreteras  y  alamares  de  oro,  plata  ó 
seda.  Por  Real  orden  de  9  de  Julio  y  cédula  del  consejo  de  18  de 
Agosto  de  1802,  se  prohibió  á  los  volantes  de  los  coches  el  uso 
del  traje  de  los  húsares  del  ejército,  lo  cual  fué  necesario  recor- 
dar por  Real  orden  de  5  y  cédula  del  consejo  de  19  de  Julio 
de  1804.  La  Real  orden  de  23  de  Mayo  de  1796  (ley  XXII,  id.), 
decretó  la  uniformidad  en  los  trajes  uniformes  que  hablan  de 
usar  los  oficiales  militares  y  prohibición  de  otros  que  des- 
dijesen de  su  seriedad.  Los  eclesiásticos  castrenses  debían  usar 
el  traje  que  se  determinó  en  la  Real  orden  de  29  de  Octu- 
bre de  1798.  Y  por  Real  orden  de  10  de  Julio  y  otra  de  18  de 
Setiembre  de  1802,  se  prohibió  usar  escarapela  encamada  en 
el  sombrero  y  sable  en  lugar  de  espadín  á  laa  personas  que  no 
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fuesen  verdadei-os  militares,  aunque  gozasen  del  fuero  militar, 
á  excepción  de  los  maestrantes  (ley  XXIII,  id.) 

Q.— DÍ¥er8Íonc8  públicas. 

A  semejanza  de  lo  mandado  por  Carlos  ni  en  su  pragmática 
de  9  de  Noviembre  de  1785,  Carlos  IV  por  resolución  de  20  de 
Diciembre  de  1804  y  cédula  de  10  de  Febrero  de  1805,  prohi- 
bió absolutamente  en  todo  el  reino  las  fiestas  de  toros  y  novi- 
llos de  muerte,  mandando  no  se  admitiese  recurso  ni  represen* 
tadón  sobre  este  particular.  El  abuso  de  correr  por  las  calles 
novillos  y  toros,  llamados  de  cuerda,  estaba  ya  prohibida  por 
Real  provisión  de  30  de  Agosto  de  1790  (leyes  Vil  y  VIII,  tí- 
tulo JíXXin,  lib.  VII  de  la  Novísima  Recopilación).  Una  re- 
solución de  18  de  Setiembre  de  1804,  prohibió  vender  y  tirar 
cohetes  en  la  corte,  ni  tirar  arcabuz  con  munición  ó  sin  ella 
sino  en  las  partes  señaladas  para  tu*ar  con  bala  rasa  al  campo. 
Para  el  arreglo  de  teatros  y  compañías  cómicas  fuera  de  la 
corte,  se  aprobó  la  instrucción  de  11  de  Marzo  consiguiente  á 
^eal  orden  de  14  de  Enero  1801,  por  resultar  insuficientes  los 
¿andos  publicados  en  2  de  Noviembre  de  1793  á  que  se  refiere 
"ía  ley  XI  del  mismo  título. 


R. — Derecho  público  y  privado. 

A  pesar  de  la  tolerancia  que  algunos  escritores  han  creido 
'^©r  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  éste  por  Real  orden  de  27  de 
Mayo  y  cédula  del  consejo  de  8  de  Junio  de  1802,  decretó  la 
Q^ervancia  de  las  leyes,  pragmáticas  y  resoluciones,  prohibiti- 
vas de  entrar  los  judíos  en  estos  reinos,  encargando  á  las  auto* 
ndades  no  permitiesen  saltar  á  tierra  ni  internarse  á  judío  al- 
guno sin  que  precediese  el  correspondiente  aviso  al  tribunal  de 
la  Inquisición  ó  ministro  suyo,  donde  no  le  hubiere,  para  que 
pudiera  celar  y  observar  su  persona  y  acciones  en  la  forma  y 
con  las  precauciones  hasta  entonces  acostumbradas,  lo  cual  era 
decir  bastante  para  que  no  entrase  judío  alguno  en  España.  Un 
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auto  consultado  de  11  de  Mayo  de  1795,  encargó  á  las  justicias 
el  mayor  cuidado  en  la  averiguación  y  castigo  de  los  monede- 
ros falsos,  expendedores  é  introductores.  Para  la  persecución  y 
castigo  de  los  desertores  del  Real  servicio,  se  dictaron  las  Rea- 
les cédulas  de  21  de  Abril  y  20  de  Junio  de  1796,  cuyo  cum- 
plimiento se  recordó  por  Real  orden  de  26  de  Diciembre  del 
mismo  año.  Otra  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1797,  fijó  reglas 
para  el  conocimiento  de  causas  contra  desertores  entre  las  ju- 
risdicciones ordinaria  y  militar.  Una  circular  de  29  de  Agosto 
de  1794,  establecía  la  pena  del  delito  de  deserción,  y  las  reso- 
luciones de  8  de  Febrero  y  20  de  Marzo  de  1806,  la  determi- 
naba para  el  que  desertaba  segunda  vez  y  se  presentaba  volun- 
tariamentC;  y  para  los  desertores  de  la  s^unda  y  tercera  vez 
indultados  de  las  anteriores  (suplemento  á  la  Novísima  Reco- 
pilación). Los  robos  en  los  cuarteles  y  los  de  caudales  pertene- 
cientes al  Real  erario,  motivaron  las  resoluciones  de  2  de  Marzo 
de  1789  y  decreto  de  30  de  Agosto  y  cédula  del  consejo  de  16 
de  Diciembre  de  1797  (leyes  VH  y  VHI,  tít.  XIV,  üb.  Xn  de 
la  Novísima  Recopilación).  Las  injurias  por  pasquines  y  otros 
papeles  sediciosos  ó  injuriosos  á  personas  públicas  y  particula- 
res, fueron  penados  por  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804 
(ley  Vm,  tít.  XXV,  id.),  y  por  bando  de  25  de  JuUo  de  1803, 
se  prohibió  el  proferir  por  las  calles  blasfemias,  juramentos  y 
maldiciones  y  el  uso  de  acciones  y  palabras  escandalosas  y  obs- 
cenas en  sitios  públicos  de  la  corte.  Los  reos  por  causas  de  es- 
tupro no  debían  ser  molestados  con  prisiones  ni  arrestos  dando 
fianza  de  estar  á  derecho,  según  la  Real  cédula  de  30  de  Octu- 
bre de  1796  (ley  IV,  título  XXIX,  id.)  La  resolución  de  18  de 
Setiembre  y  cédula  del  consejo  de  7  de  Octubre  de  1796  que 
forma  la  ley  XI,  tít.  XXXU,  id.,  merece  todo  nuestro  aplauso, 
porque  según  ella,  á  todos  los  reos  de  resistencia  á  la  justicia  y 
demás  delitos  de  pragmática,  no  se  les  podía  imponer  pena  sin 
que  constase  legalmente  probado  el  delito  y  los  delincuentes 
por  las  pruebas  que  establecía  el  derecho,  anulando  cualesquiera 
práctica  y  estilo  que  hubiese  en  contrario,  á  fin  de  que  los  tri- 
bunales procediesen  sin  el  peligro  de  oprimir  la  inocencia,  que 
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era  uno  de  los  objetos  más  recomendados  en  la  administración 
de  la  justicia.  Los  que  disfrutaban  el  fuero  de  la  Casa  Real, 
BÓlo  podían  declarar  sin  esperar  el  permiso  de  sus  jefes  en  los 
casos  de  urgente  necesidad.  Y  la  Real  orden  de  4  de  Noviem- 
bre circulada  en  24  de  Diciembre  de  1805,  declaró  en  qué  ca- 
sos los  militares  no  podían  excusarse  de  comparecer  y  declarar 
en  causa  criminal  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación). 
Las  facultades  de  los  jueces  pesquisadores  fueron  limitadas 
por  la  resolución  de  14  de  Diciembre  de  1804  (ley  XIV,  títu- 
lo XXXIV,  id.),  y  esta  misma  prohibió  hacer  sumarias  y  pri- 
siones á  los  escribanos  y  alguaciles  sin  mandato  del  corregidor 
ó  sus  tenientes.  La  extradición  acordada  con  el  imperio  marro- 
quí, se  mandó  llevar  á  efecto  por  Real  orden  de  3  de  Marzo 
de  1797.  En  cuanto  á  las  penas  personales  y  pecuniarias,  se 
dictaron  también  varias  disposiciones,  que  forman  parte  de  los 
títulos  XL  y  XLI  del  mismo  código. 

Respecto  del  procedimiento,  que  por  ser  garantía  de  los  dere- 
chos» debe  considerarse  también  de  carácter  público,  fueron  va- 
rias las  disposiciones  adoptadas,  entre  ellas  las  que  establecían 
la  manera  de  declarar  los  subalternos  de  marina  y  los  adminis- 
tradores de  rentas,  según  las  leyes  X  y  XI,  tít.  XI,  lib.  XI  de  la 
Novísima  Recopilación.  En  18  de  Julio  y  10  de  Agosto  de  1805 
y  en  13  de  Enero  de  1806,  se  estableció  el  modo  y  forma  de  ju- 
rar en  juicio  los  militares,  los  individuos  de  marina  y  los  del 
ministerio  político  y  hacienda  de  guerra  del  ejército,  y  la  for- 
ma de  declarar  á  presencia  del  juez  los  oficiales  militares  desde 
sargento  mayor  arriba.  Por  resolución  de  18  de  Diciembre  de 
1804,  se  mandaron  guardar  la  pragmática  de  Febrero  de  1617 
y  autos  acordados  en  su  virtud  sobre  las  informaciones  de  de- 
recho. Por  Real  decreto  de  22  de  Agosto  y  cédula  del  consejo 
de  22  de  Setiembre  de  1793,  se  declaró  que  los  jueces  legos  no 
serían  responsables  por  las  providencias  que  dieren  con  asesor 
nombrado  por  S.  M.  (ley  IX,  título  XVI,  id.)  La  Real  cédula 
de  10  de  Mayo  de  1797,  estableció  en  el  consejo  de  Guerra  los 
recursos  de  segunda  suplicación,  y  la  resolución  de  28  de  Enero 
y  cédula  del  consejo  de  8  de  Abril  de  1802  (leyes  XXn  y  XXHI, 
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título  XXII,  id.),  atribuyeron  al  cousejo  Real  los  recursos  de  se- 
gunda suplicación  interpuesta  de  las  sentencias  del  consejo  de 
las  Ordenes.  Contra  uno  y  otro  consejo  cabía  el  recurso  de  in- 
justicia notoria,  según  la  Real  cédula  de  10  de  Mayo  de  1797  y 
resolución  de  28  de  Enero  de  1802  y  cédulas  del  consejo  de  6 
de  Marzo  de  1795  y  8  de  Abril  de  1802  (leyes  IV  y  V,  Üta- 
lo  XXIII,  id.)  En  los  coocursos,  secuestros  y  obras  pías  debían 
presentarse  las  cuentas  de  caudales  y  liquidarse  para  depositar 
el  saldo,  según  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804.  Los  de- 
pósitos judiciales  debían  hacerse  precisamente  en  las  deposita- 
rías públicas  ó  cajas  de  amortizacióu,  s^ún  Real  decreto  de  19 
de  Setiembre  de  1798  y  cédula  del  consejo  de  25  del  mismo 
mes  y  aQo  (leyes  IX  y  X,  título  XXVI,  id.)  Y  por  Real  orden 
de  16  de  Junio,  iuaerta  en  circular  del  consejo  do  2  de  Julio 
de  1802  [suplemento  á  la  Novísima  Recopilación),  se  declaró, 
que  sólo  los  reyes  de  armas  de  número  y  los  supernumerarios 
podían  emplearse  en  las  funciones  peculiares  de  estos  destinos 
y  en  hacer  los  instrumentos,  certifícaciones  de  genealogías  y 
eQtronques  qne  les  pertenecía. 

Acerca  del  derecho  civil  y  privado,  una  resolución  de  20  de 
Febrero  de  1800  (ley  VI,  tít.  II,  lib.  X  de  la  Novísima  Recopi- 
lación), estableció  el  modo  de  proceder  en  el  caso  de  contraer 
los  militares  matrimonio  clandestino.  El  Real  decreto  de  10  de 
Abril  de  1803,  inserto  en  pragmática  del  28,  fijó  nuevas  reglas 
para  la  celebración  de  matrimonios,  consentimiento  paterno  y 
formalidades  de  los  esponsales  para  su  validez.  Una  resolución 
comunicada  en  circulares  del  consejo  Real  de  9  de  Enero  y  14 
de  Abril  de  1804,  exigió  la  licencia  del  cousejo  de  las  Ordenes 
para  contraer  matrimonio  cualquier  individuo  de  alguna  de 
ellas.  La  Real  orden  de  4  de  Junio  circulada  por  el  cousejo  en  6 
de  Agosto  de  1804,  autorizó  á  los  párrocos  para  poder  celebrar 
matrimonios,  sin  dar  cuenta  al  tribunal  eclesiástico,  eu  la  dió- 
cesis donde  hubiese  costumbre  de  hacerlo.  Y  otra  resolución 
de  8  de  Marzo  del  mismo  año,  estableció  el  modo  de  obtener  en 
el  consejo  de  las  Órdenes  la  licencia  para  casarse  los  militares 
coudecorados  con  alguna  de  ellas.  En  cuanto  á  bienes  ganan- 
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eiales,  por  reeolución  de  17  de  Abril,  provisión  de  16  de  Janio 
de  1801  y  circular  del  consejo  de  6  de  Marzo  de  1802,  se  derogó 
la  ley  ó  costumbre  de  que  las  mujeres  cordobesas  participasen 
de  los  gananciales  adquiridos  durante  el  matrimonio.  Respecto 
de  préstamos,  por  resolución  y  cédula  del  consejo  de  16  de  Julio 
de  1790,  que  es  la  ley  Y,  título  VIII,  id.,  no  sólo  se  prohibió  en 
todo  el  reino  el  prestar  ni  vender  grano  fiado  reservando  la  elec- 
ción de  cobrarlo  en  especie  ó  dinero  ni  á  mayor  precio  del  co* 
rriente  en  los  mercados,  sino  que  deseando  beneficiar  á  los  la- 
bradores y  cosecheros;  se  declaró  deber  quedar  reducida  la  ac- 
ción de  los  mercaderes  ó  prestadores,  á  percibir  sus  créditos  en  di- 
ñero,  con  la  prorrata  del  interés  del  6  por  100  al  afio,  siendo  nulo 
todo  contrato  que  se  hiciese  en  contravención  á  lo  dispuesto. 

En  los  arrendamientos,  la  Real  cédula  de  8  de  Setiembre 
de  1794,  que  es  la  ley  IV,  título  X,  id.,  dispuso  en  qué  casos  po- 
dían los  dueños  de  hacienda  despojar  á  los  arrendadores  con 
pretexto  de  cultivarlas  por  sí  mismos.  En  los  desahucios,  arren- 
damientos de  tierra,  su  precio  y  tasa  é  incidencias  que  ocurrió* 
sen,  sólo  podían  entender  las  chancillerías  y  audiencias.  Por 
Real  orden  de  11  de  Marzo  de  1790,  se  declaró  que  los  oficiales 
generales  serían  preferidos  en  el  arrendamiento  de  cualquiera 
casa  que  encontrasen  desocupada  y  sin  arrendar,  pasado  el  día 
de  San  Juan,  pudiendo  pagarlas  por  meses  (ley  VII,  id.)  Por 
auto  acordado  del  consejo  de  31  de  Julio  de  1792  (ley  VIU), 
se  establecieron  reglas  para  los  arrendamientos  de  casas  en 
Madrid.  Y  por  Real  orden  de  3  de  Junio  de  1805  (suplemento 
á  la  Novísima  Recopilación),  se  declaró  preferente  el  derecho 
de  los  militares  al  arrendamiento  de  casas  desocupadas.  Res- 
pecto de  las  fianzas,  se  mandó,  por  Real  orden  de  29  de  No- 
viembre de  1790,  que  valiesen  las  hechas  por  los  labradores 
para  asegurar  los  intereses  de  la  Real  hacienda  (ley  VIII,  títu- 
lo XII,  id.)  En  las  ventas  de  tejidos  y  manufacturas  del  reino, 
se  declaró  el  libre  precio  sin  sujeción  á  tasa,  según  circular  del 
consejo  de  20  de  Diciembre  de  1776,  y  de  la  junta  de  comercio 
de  23  de  Octubre  de  1801  (ley  IX,  título  XII).  Los  fabricantes 
de  jabón  también  podrían  venderlo  libremente,  sin  otra  suje- 
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ción  que  la  del  pago  de  los  derechos  Reales,  según  resolución 
de  17  de  Julio  y  30  de  Octubre  de  1800  (ley  X,  id.)  En  las  ena- 
jenaciones de  bienes  raíces  á  censo  reservativo  redimible,  había 
de  exigirse  el  derecho  de  alcabala,  según  la  resolución  de  8  de 
Abril  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  17  de  Junio  de  1793. 
Otra  de  29  de  Mayo  y  cédula  del  mismo  consejo  de  21  de  Agos- 
to de  1793,  redujo  por  punto  general  á  un  7  por  100  el  dere- 
cho de  alcabala  y  cientos  de  yerba,  bellota  y  agostaderos  en 
todo  el  reino,  en  vez  del  14  por  100  que  en  muchas  partes  de 
él  se  exigía  (ley  XXII).  Para  precaver  los  fraudes  de  los  dere- 
chos de  alcabala,  se  dio  la  Real  orden  y  circular  de  7  de  Julio 
de  1793  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación).  Otra  Real 
orden  de  2  de  Febrero  de  1797,  redujo  los  derechos  de  alcaba- 
las y  cientos  por  punto  general  al  respecto  de  un  4  por  100, 
excepto  los  de  yerbas,  bellota  y  agostaderos.  Y  por  resolución 
de  21  de  Junio,  inserta  en  circular  de  Diciembre  de  1802,  se 
mandaron  guardar  los  pactos  contenidos  en  los  encabezamien- 
tos de  los  pueblos  sobre  el  derecho  de  alcabala  que  causasen 
las  ventas  hechas  en  ellos  por  vecinos  de  pueblos  administra- 
dos. El  derecho  de  tanteo  concedido  &  los  fabricantes  de  teji- 
dos de  seda,  fué  aclarado  por  resolución  de  6  de  Julio  y  circular 
de  15  de  Setiembre  de  1789  (ley  XV,  título  XIII).  Por  otra  de 
4  de  Setiembre  de  1802  y  cédula  de  la  junta  de  comercio  de  14 
de  Febrero  de  1803^  se  establecieron  reglas  para  asegurar  el 
derecho  de  tanteo  de  lanas  concedido  á  los  fabricantes  de  paños 
y  tejidos  de  ellas;  y  este  mismo  privilegio  se  había  concedido  á 
todas  las  fábricas  de  tejidos  de  lino  y  cáfiamo  de  estos  reinos, 
según  resolución  de  19  de  Enero,  comunicada  en  circular  de  21 
de  Abril  de  1792  (ley  XXI,  id.) 

Después  de  extinguir  la  escribanía  de  juros,  según  la  Real  or- 
den de  31  de  Diciembre  de  1799,  que  constituye  la  ley  XIV,  tí- 
tulo XIV,  id.,  se  dictaron  respecto  de  censos  y  mayorazgos  va- 
rias disposiciones.  La  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804,  que 
es  la  ley  XIV,  título  XV,  dio  reglas  para  la  redención  de  censos 
sobre  propios  y  arbitrios  de  los  pueblos,  estableciendo  que  pu- 
dieran realizarse  con  las  dos  terceras  partes  de  sus  sobrantes.  Se 
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declaro  que  los  procedentes  de  los  regulares  de  la  compaílla  del 
nombre  de  Jesús,  no  podían  variar  su  naturaleza  por  la  ocupa- 
ción de  temporalidades.  Se  previno  lo  que  debía  hacerse  en  la 
redención  de  los  cargados  sobre  el  Principado  de  Cataluña  cuan- 
do no  se  presentasen  los  documentos  justificativos.  Por  Real  de* 
creto  de  6  de  Diciembre  de  1797  é  instrucción  de  17  de  Enero 
de  1798,  se  fijaron  las  condiciones  para  redimir  el  censo  de  po- 
blación en  el  reino  de  Granada.  Los  censos  particulares  que  tu- 
viesen las  fincas  vinculadas  que  se  enajenaban,  debían  impo- 
nerse en  la  caja  de  amortización,  según  la  Real  orden  de  18  de 
Agosto  de  1798,  inserta  en  circular  del  consejo  de  28  del  mis* 
mo  mes  y  año  (ley  XX).  A  todos  los  que  tenían  contra  sí  cen- 
sos perpetuos  y  al  quitar^  y  á  los  que  poseían  fincas  afectas  á 
algún  canon  enfitéutíco^  se  les  permitió  redimirlos  con  vales, 
según  el  Real  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1799,  inserto  en 
cédula  del  consejo  de  10  del  mismo;  y  para  este  efecto  se  apro- 
bó el  correspondiente  reglamento,  por  resolución  de  28  de  Mar- 
zo y  cédula  del  consejo  de  17  de  Abril  de  1801  (ley  XXII,  id.) 
El  principio  de  libertad  se  admitió  también  en  la  imposición  de 
censos,  según  la  resolución  de  18  de  Noviembre  de  1803  y  cé- 
dula del  consejo  de  15  de  Setiembre  de  1804  (ley  XXIII,  id.) 
En  15  de  Diciembre  del  mismo  año  y  cédula  del  consejo  de  17 
de  Enero  de  1805,  se  aprobó  un  nuevo  reglamento  para  la  re- 
dención de  censos  perpetuos  y  al  quitar  y  otras  cargas  enfitéu- 
ticas,  formación  de  sus  capitales  y  su  imposición  en  la  Real  caja 
de  extinción  de  vales  (ley  XXIV,  id.)  Obligado  por  las  necesi- 
dades de  la  guerra,  se  dispuso  de  los  depósitos  públicos,  bene- 
ficios de  mayorazgos,  patronatos,  memorias  y  obras  pías,  y  se 
mandó  se  tomasen  á  censo  redimible,  por  cuenta  de  la  Real 
hacienda;  con  interés  de  un  3  por  100  sobre  la  Real  renta  del 
tabaco,  según  resolución  de  12  de  Setiembre  y  cédula  del  con- 
sejo de  9  de  Octubre  de  1793  (ley  XXVII,  id.)  Y  por  Real  de- 
creto de  7  y  cédula  del  consejo  de  21  de  Febrero  de  1798  (ley 
XXVni,  id.),  se  mandaron  vender  todas  las  casas  que  poseían 
los  propios  y  arbitrios  de  estos  reinos,  consignando  su  importe 
contra  la.  Real  renta  de  tabaco  al  3  por  100. 
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Proclamando  la  necesidad  de  atajar  la  amortizaciÓQ  civil,  so 
mandó  por  Beal  decreto  de  28  de  Abril  y  cédula  del  consejo 
de  14  de  Mayo  de  1789  (ley  XII,  título  XVII,  id.),  que  en  ade- 
lante no  se  pudiesen  fundar  mayorazgos  ni  prohibir  perpetua- 
mente la  enajenación  de  bienes  raices  por  medios  directos  ó  in- 
directos, sin  preceder  Beal  liceucia  y  sin  que  los  bienes  produ- 
jeran determinada  renta.  En  esta  prohibición  no  se  compren- 
dian  las  vinculaciones  realizadas  con  anterioridad,  según  Be 
declaró  por  resolución  de  29  de  Abril  y  cédula  del  consejo  de  3 
de  Juho  de  1795  (ley  XIU,  id.)  Los  bienes  destinados  á  vincu- 
laciones de  mayorazgos  estarían  sujetos  á  una  imposición  de 
un  15  por  100  para  aumentar  el  fondo  de  amortización  de  va- 
les Reales,  como  se  declaró  por  Real  decreto  de  21  de  Agosto 
de  1795;  mas  por  resolución  de  13  de  Agosto  y  circular  del  con- 
sejo de  8  de  Octubre  de  1802,  se  estableció  que  dicha  contri- 
bución del  15  por  loo  no  comprendía  los  capitales  impuestos 
en  los  cinco  gremios  mayores  de  Madrid  y  en  la  compafiía  de 
Filipinas,  con  destino  á  fundación  de  mayora^o  y  cualquiera 
otra  de  la  misma  naturaleza.  Otro  Real  decreto  de  19  de  Se- 
tiembre de  1798,  que  constituye  la  ley  XVI,  título  XVII,  con- 
cedió á  todos  los  poseedores  de  mayorazgos  y  cualesquiera  otras 
fundaciones,  la  facultad  de  enajenar  los  bienes  de  sus  dotaciO' 
nee,  imponiendo  su  importe  en  la  caja  de  amortización  al  ré- 
dito  de  3  por  100;  y  para  fJEicilitar  estas  enajenaciones,  se  con- 
cedió hbertad  absoluto  de  los  derechos  de  alcabalas  y  cientos 
en  lias  primeras  ventas.  Por  otro  Real  decreto  de  11  de  Enero 
de  1799  (ley  XVII],  se  concedió  á  todo  el  que  enajenase  los  bie- 
nes con  arreglo  4  la  ley  anterior,  el  derecho  de  recibir  por  vía 
de  premio,  la  octava  parte  del  precio  de  las  ventas  para  pagar 
sus  deudas.  Otra  resolución  de  16  de  Diciembre  de  1802  y  cé- 
dula del  consejo  de  3  de  Febrero  de  1803,  faculto  á  los  poseedo- 
res de  mayorazgos,  vínculos  y  patronatos  de  legos  para  enaje- 
nar las  fincas  de  sus  dotaciones  en  pueblos  distantes  de  sus  do- 
micilios y  subrogarlas  en  otras  de  obras  pías.  La  Real  cédala 
de  21  de  Octubre  de  1800  (ley  XIX),  fijó  reglas  que  debían 
guardarse  en  la  enajenación  de  mayorazgos,  vínculos,  patrona- 
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tos  y  otras  faudaciones.  Y  por  Real  orden  de  11  de  Mayo  y  cé- 
dula de  la  cámara  de  10  de  Junio  de  1805  (ley  XX),  concedió 
á  los  poseedores  de  cualesquiera  fundaciones  que  pudiesen  com- 
prar las  fincas  que  lee  acomodasen  de  los  mismos  mayorazgos, 
con  sujeción  á  las  reglas  que  se  fijaron,  y  es  muy  notable  el  con- 
cepto que  de  su  poder  tenia  Carlos  IV,  pues  comenzó  esta  dispo- 
sición con  las  siguientes  palabras:  «De  mi  propio  motu^  cierta 
^ciencia  y  poderío  Real  absoluto,  de  que  en  esta  parte  quiero 
»usar  y  uso  como  Rey  y  señor  natural  no  reconociente  superior 
»en  lo  temporal,  etc.  > 

En  materia  de  herencias  y  mandas,  la  pragmática  de  6  de 
Julio,  publicada  en  8  de  Agosto  de  1792  (ley  XVU,  título  XX), 
prohibió  que  los  religiosos  profesos  de  ambos  sexos,  sucediesen 
á  sus  parientes  cA-iniesíato,  pues  por  el  hecho  de  verificarse  la 
profesión  del  religioso  ó  religiosa  quedaban  inliabilitados  para 
deducir  acción  alguna  contra  los  bienes  de  sus  parientes  que 
muriesen  dbiniesiato^  y  lo  mismo  sus  monasterios  y  conventos 
en  reclamar  en  su  nombre  estas  herencias,  que  debían  recaer 
en  los  demás  parientes  capaces  de  adquirirlas  y  á  quienes  por 
derecho  correspondiese.  Guando  fallecían  intendentes,  adminis- 
tradores, contadores  y  demás  dependientes  de  la  Real  hacienda, 
contra  quienes  resultaba  algún  débito  en  favor  del  fisco,  debía 
conocer  de  su  testamentaría  el  intendente  6  juez  de  rentas  que 
se  hallase  en  el  pueblo,  según  la  Real  orden  de  12  de  Marzo 
de  1799  (ley  VIH,  título  XXI).  Por  Real  resolución  y  cédula 
del  consejo  de  4  de  Noviembre  de  1791,  se  reconoció  á  los  alba- 
ceas  ó  testamentarios  la  facultad  de  hacer  las  cuentas  y  parti- 
ciones, lo  cual  debía  entenderse  siempre  que  las  partes  estuvie- 
sen en  ello  conformes,  según  la  nota  10  á  la  ley  X  del  mismo  tí- 
tulo; disposición  extensiva  á  todos  los  que  gozaban  fuero  militar, 
según  resolución  de  21  de  Mayo  de  1795  (ley  XI).  Las  le- 
yes Vn,  VIU  y  IX  del  título  XXII,  se  formaron  de  las  dispo- 
siciones aprobadas  por  Real  cédula  de  8  de  Junio  da  1794,  de- 
terminando las  autoridades  que  habían  de  conocer  de  los  bie- 
nes mostrencos,  vacantes  y  abinteskUos,  sus  atribuciones  y  pro- 
cedimiento que  debía  seguirse.  Y  Carlos  IV  completó  sus  dis- 
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posiciones  acerca  del  derecho  civil  privado,  con  la  instrucdóa 
de  28  de  Junio  aprobada  por  Beal  cédula  de  23  de  Julio  de  1794 
(ley  XI,  título  XXrV),  estableciendo  nuevas  reglas  respecto  del 
uso  del  papel  sellado  en  loa  autos,  escrituras  é  iostrumentos  pú- 
blicos. Y  por  Real  orden  de  30  de  Marzo,  circulada  en  10  de 
Abril  de  1805,  se  previno  que  los  memoriales  de  empleos  hu- 
bieran de  extenderse,  para  ser  admitidos,  en  papel  sellado. 


CAPÍTULO  VI. 

LA  ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA- 

Aquel  poderoso  impulso  que  imprimió  Garlos  III  á  todo  en 
reÍDado,  y  que  continuó  durante  los  primeros  años  del  de  Car- 
loa  IV,  languideció  en  los  últimos  años  del  siglo  xvm,  porque 
los  gobernantee  se  preocuparon  de  los  suceeos  del  exterior  en 
que  España  tomó  una  parte  mayor  de  la  que  convenía  á  sus  in- 
terósea, y  en  el  interior  ae  siutieron  las  consecuenciaa  de  la  gue- 
rra, que  se  traducen  siempre  en*  grandes  estrecheces  del  Tesoro 
público.  Mientras  duraron  las  coniplicacionea  exteriores,  ningu- 
na reforma  esencial  se  intentó  en  la  administración  de  justicia, 
á  excepción  de  algunas  medidas  parciales,  que  oportunamente 
daremos  á  conocer.  Pero  cuando  la  nación  recobró  el  reposo  y 
la  tranquilidad,  que  son  legítimas  consecuenciaa  de  la  paz,  pu- 
do formarse  un  código  general,  que,  ápeaar  de  sus  defectos,  con- 
tinúa formando  parte  de  la  vigente  legislación  de  España. 


SECCIÓN  PRIMERA. 


OOLECCIONSS   LEGALES. 


Desde  que  el  Rey  Felipe  II,  por  su  Real  cédnla  de  1567,  san- 
cionó el  código  de  la  Nueva  Recopilación,  que  durante  dos  si- 
glos fué  diversas  vecee  rdmpresa  y  adicionada  con  loa  autos 
acordados,  no  se  había  pensado  en  la  formación  de  un  código 
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general,  hasta  que,  á  propuesta  del  fiscal  D.  Pedro  Rodríguez 
Campomanes,  nombró  el  consejo  á  D.  Manuel  de  Lardizabal, 
primero  para  que  adicionase  todas  las  disposiciones  publicadas 
desde  1745,  7  después  para  formar  un  nuevo  Suplemento  que 
añadiese  un  tomo  cuarto  á  los  tres  de  que  constaba  la  Recopila- 
ción. El  trabajo  se  realizó,  y  en  Mayo  de  1786  quedó  en  poder 
de  los  fiscales  del  consejo  para  su  examen,  exponiendo  varias 
dudas  y  reflexiones  que  había  propuesto  la  junta  nombrada, 
acerca  de  la  observancia  de  algunos  autos  comprendidos  en  la 
colección.  Agitada  de  nuevo  la  idea  en  el  reinado  de  Carlos  IV, 
por  decreto  de  15  de  Abril  de  1798,  se  dispuso  la  reimpresión 
de  la  Nueva  Recopilación  por  la  falta  que  se  experimentaba  de 
ejemplares,  y  relata  la  Real  cédula  de  2  de  Junio  de  1805,  que 
Ya  al  frente  de  la  Novísima,  que  por  Real  resolución  á  consul- 
ta del  consejo,  que  fué  publicada  en  11  de  Julio  de  1799,  fué 
nombrado  para  desempefiar  tan  prolijo  trabajo  D.  Juan  de  la 
Reguera  Valdelomar,  relator  que  entonces  era  de  la  chancille- 
ría  de  Granada,  quien  en  Febrero  de  1802,  manifestó  tener 
concluido  su  encargo  y  concluida  por  el  orden  de  los  libros  y 
títulos  de  la  Recopilación,  según  se  le  previno,  la  colección  de 
providencias  judiciales  no  recopiladas  desde  1745.  Al  mismo 
tiempo  expuso,  que  también  tenía  formado  el  plan  para  una 
Novísima  Recopilación  de  leyes  de  Espafia,  dividida  en  doce 
libros,  con  cuyo  fácil  estudio  y  el  de  las  siete  Partidas  se  adqui- 
riese la  ciencia  necesaria  parala  administración  de  justicia.  Por 
Real  orden  de  17  de  Marzo,  se  nombró  una  junta  de  ministros 
del  consejo  para  que  juntos  examinasen  dicha  obra;  y  estudia- 
do todo,  informaron,  que  Reguera  había  desempefiado  su  comi- 
sión con  una  exactitud  que  nada  dejaba  que  desear,  en  cuanto 
al  reconocimiento  y  aumento  de  la  anterior  colección  y  á  la  re- 
forma de  sus  defectos;  y  que  el  examen  de  su  plan  y  represen- 
tación les  había  merecido  la  primera  atención,  ocupando  mu- 
chos días  en  conferencias,  en  términos  de  quedar  convencidos 
de  que  el  método  y  distribución  del  plan  de  reforma  era  el  me- 
nos expuesto  á  inconvenientes  y  embarazos  en  el  estado  que 
tenía  la  legislación  antigua  y  nueva  y  dentro  de  los  límites  á 


que  se  mandaba  reducir  la  obra;  el  que  reunía  la  darídaí 
exactitud  con  la  concisión  propia  de  nn  cuerpo  de  leyes,  j 
que  convendría  adoptar  para  la  nueva  edicióu  de  la  Kecop: 
cióD,  con  arreglo  al  Real  decreto  de  15  de  Abril  de  1798  y  o 
Bulta  resuelta  en  22  de  Junio  de  1799.  Visto  todo  en  cons 
pleno  y  eatimando  queel  pha  de  reforma  presentado  por  R^ 
ra  tenía  sencillez,  claridad  y  método,  se  resolvió  en  23  de  Oc 
bre  siguiente,  que  la  junta  comisionada,  con  preferencia  á  t< 
asunto,  se  dedicase  sin  intermisión  al  desempe&o  de  ésta  i 
deseada  y  tan  importante  obra,  qne  quería  viese  cuanto  an 
la  luz  pública,  asistiendo  á  las  juntas,  en  calidad  de  secreta 
sin  voto,  el  mismo  comisionado  Reguera,  á  quien  se  conced 
ron  los  honores  y  aneldo  de  oidor  de  Granada,  en  premio 
trabajo  realizado  hasta  entonces. 

La  junta  comenzó  sus  sesiones  en  5  de  Noviembre  de  18i 
y  en  4  de  Mayo  de  1804  presentó  ultimado  el  libro  I  de  los  i 
ce  ya  reconocidos  y  aprobados  por  la  junta,  el  cual  se  man 
imprimir,  dándolo  á  luz  pública  en  la  forma  aprobada,  y  que 
mismo  se  fuera  haciendo  con  los  restantes  basta  que  tuviee 
igual  aprobación.  Sin  embargo,  por  resolución  de  14  de  Setie 
bre  se  previno,  que  no  se  comenzara  la  impresión  de  la  ol 
hasta  estar  enteramente  concluida.  Y  realizado  así,  fué  aprol 
da  por  Keal  cédula  de  2  de  Junio  de  1805  la  Novísima  Reco 
lación  de  tas  leyes  de  España,  para  que  por  ellas  procedies 
todos  los  tribunales  en  la  administración  de  justicia,  sirvien 
para  instrucción  y  observancia  en  los  casos  particulares  de  q 
trataban  las  notas  puestas  al  pie  de  las  leyes.  Por  este  nue 
cuerpo  de  leyes  y  el  de  las  Partidas  se  haría  y  formalizaría 
todas  las  universidades  de  estos  reinos  el  estudio  del  derec 
patrio,  que  tenía  mandado  se  ensefiase  por  Reales  órdenes 
29  de  Agosto  y  5  de  Octubre  de  1802.  Por  principio  de  este  i 
digo,  se  consignaría  una  tabla  general,  para  demostrar  la  corr 
pendencia  de  sus  leyes  con  las  leyes  y  autos  de  la  Recopil 
cióu;  y  en  cada  afio  se  daría  al  público  un  cuaderno  de  supi 
mentó,  comprensivo  de  las  que  se  hubiesen  expedido  en  él  p 
todas  las  secretarías  del  Despacho  universal,  guardando  el  m 
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mo  orden  de  títuloe  y  libros  de  eeta  Recopilación.  El  fiscal  más 
antiguo  promovería  un  expediente  acerca  de  las  leyes  qne  con- 
vendría rectificar,  suprimir  ó  derogar,  y  cualquier  otro  defecto 
queso  advirtiese  en  esta  Novísima  Recopilación,  para  que  cuan* 
do  Uegase  el  coso  de  reimprimirse  se  hallase  hecho  este  trabajo, 
con  lo  que  el  cuerpo  de  las  leyes  iría  sucesivamente  adquirien- 
do mayor  perfección;  y  en  adelante  no  se  concedería  licencia  á 
personas  particulares  para  reimprimirlas.  Por  Real  cédula,  dada 
eu  Aranjuez  á  19  de  Enero  de  1808,  se  aprobó  el  cuaderno  su- 
plemento  de  la  Nueva  Recopilación,  comprensivo  de  las  provi- 
dencias expedidas  en  1805  y  1806  y  de  algunas  correspondien- 
tes á  los  anteriores  que  quedaron  sin  recopilar,  las  cuales  se 
mandaron  tener  por  parte  de  la  citada  Novísima,  adquiriendo 
todas  las  providencias  qne  incluía  la  soberana  autoridad  y  la 
consiguiente  virtud  de  leyes. 

La  Novísima  Recopilación,  apartándose  del  orden  de  divi- 
sión que  estableció  Justiniano,  y  sirvió  de  base  al  código  de  la 
Nueva  Recopilación,  dividió  el  código  en  doce  libros,  y  éstos 
en  títulos,  y  comprende  4.020  leyes,  para  cuyo  conocimiento  se 
fonnó  un  índice  alfabético  y  otro  cronológico,  que  contribuye 
grandemente  á  facilitar  su  estudio.  Como  este  código  es  tan  co- 
nocido, no  consideramos  necesario  detallar  las  materias  sobre 
qne  se  legisló  en  cada  libro;  pero  es  conveniente  saber  que  la 
Novísima  Recopilación  ha  merecido,  desde  que  vio  la  luz  públi- 
ca, los  más  severos  juicios.  Mientras  unos  la  calificaban  de 
cobra  indigesta  llena  de  errores  desde  su  principio,  y  fárrago  de 
'documentos  de  legislación  y  de  historia,»  otros,  como  el  juris- 
consulto D.  Rafael  Floranes,  hacía  ver  á  los  profesores  de  de* 
lecho  (1580)  cía  necesidad  en  que  se  hallaban  de  recurrir  á 
tcada  paso  á  las  fuentes  de  que  se  había  formado  tan  vasta 
imole,  donde  las  más  veces  no  encuentra  un  hombre  salida 
»más  que  para  mortificación  de  su  paciencia.  >  Pero  el  canónigo 
de  San  Isidro,  D.  Francisco  Martínez  Marina,  dijo  en  su  Ensajfo 
sóbrela  legislación  de  España  lo  siguiente  (1581):  cTesoro  de  juris- 
«prudenda  nacional,  rico  monumento  de  legislación,  obra  más 
«completa  que  todas  las  que  de  su  clase  se  habían  publicado 
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ihaeta  entonces;  variada  en  su  plan  y  método;  reformada  c 
ivarias  leyes,  que  ee  suprimieron  por  oscuras  é  inútiles  6  coi 
>tradictorias;  carecería  de  muchos  defectos  considerables  qi 
>8e  advierten  en  ella;  aDacroiiisnios,  leyes  importunas  y  supsi 
afluos,  erratas  y  lecciones  mendosas,  copiadas  de  la  edición  d 
>a&o  de  1755,  si  la  precipitación  con  que  se  trabajó  esta  grar 
>de  obra  por  ocurrir  á  la  urgente  necesidad  de  su  edición  hi 
>biera  dado  lugar  Á  un  prolijo  examen  y  comparación  de  li 
«leyes  con  las  fuentes  originales  de  donde  ae  tomaron.*  Es 
juicio  se  publicd  en  1808,  pero  hasta  1815  no  se  dio  R^;uerap4 
ofendido,  ni  acudió  al  consejo  de  Castilla  en  demanda  de  qi 
Martínez  Marina  probase  concretamente  todos  los  defectos  ( 
que  decía  adolecer  la  Novísima  Becopilación  (1582).  El  conse 
apoyó  la  pretensión  de  Reguera,  y  fué  concediendo  á  Martínt 
Marina  plazos  para  que  fundamentase  su  opinión,  y  algún  tien 
po  después  publicó  el  Juicio  erítím  de  la  Novisima  Recopilado) 
que  es  la  impugnación  más  razonada  qne  se  ha  hecho  hasta  he 
del  mencionado  código.  Muchas  opiniones  pudiéramos  citar  e 
confirmación  de  los  anteriores  juicios,  pero  nos  basta  con  reco 
dar  lo  que  afirmó  el  príncipe  de  la  Faz  en  sus  AImtorifig,  acen 
del  modo  y  forma  con  que  ae  redactó  la  Novísima  Reeopilaciói 
pues  asegura  en  el  capitulo  XXIII  de  dicha  obra,  qne  el  mini 
tro  Caballero  consiguió  una  orden  reservada  del  Rey,  dirigic 
al  consejo  de  Castilla,  para  suprimir  en  dicho  código  diferonb 
leyes,  fundamentales  las  más  de  ellas,  de  la  constitución  d 
Estado,  (gravísimo  delito,  aQade,  que  cuidó  de  encubrir,  maj 
idando  igualmente  de  parte  del  Rey,  que  aqtiella  orden  yd& 
tpediente  que  en  su  eumplimienlo  ae  formase  fuera  orcAinuio,  aelí 
»áo  yermado  si»  que  purera  nunca  abrirse,  á  menos  de  una  nuet 
orden  para  hacerlo.  Verdaderamente,  entre  los  defectos  sefiali 
dos  por  Martínez  Marina  en  su  Juicio  critico,  es  el  más  transcei 
dental,  el  de  haber  omitido  con  toda  deliberación  y  concienci 
las  leyes  que  declaraban  la  forma,  manera  y  solemnidades  co 
que  debían  formarse  y  derogarse  las  leyes,  que  deberia  ser  sien 
pre  en  Cortes,  con  lo  cual  se  sancionaba  el  abuso  que  se  venl 
notando,  no  ya  de  legislar  sin  Cortes,  sino  derogar  las  leyes  hi 


i 


GARLOS   !▼  345 

chas  en  ellas  por  meros  actos  del  poder  Real.  Marichalar  y 
Manrique,  en  su  Historia  de  la  legidacicn  (1583),  llegan  hasta  á 
afirmar,  que  éstas  y  otras  omisiones  de  menor  importancia  son 
otros  tantos  crímenes  cometidos  por  Valdelomar  y  por  la  comi- 
sión de  consejeros  que  reconoció  y  aprobó  el  trabajo  del  redac- 
lor.  Menos  severo  D.  José  María  Antequera  en  su  Historia  de  la 
legidacicn  española  (1584),  sólo  dice,  que  la  Novísima  Recopila- 
ción tiene  muchos  y  grandes  defectos;  que  hay  falta  de  orden 
7  de  método  en  la  distribución  y  clasificación  de  las  materias, 
j  sobre  todo,  que  alterada  radical  y  profundamente,  como  lo 
ha  sido,  la  constitución  política,  económica,  administrativa  y 
judicial  del  Estado^  la  Novísima  Recopilación  parece  hoy  mu- 
cho  más  defectuosa  y  no  puede  satisfacer  las  necesidades  de 
nuestra  época.  Así  es  en  verdad,  y  lo  prueba  cumplidamente 
el  proyecto  de  código  civil  redactado  en  1851,  y  el  que  en  los 
momentos  de  escribirse  estas  líneas  se  elabora  en  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  del  cual  se  han  presentado  en  el  Senado  es- 
pa&ol  los  libros  primero  y  segundo. 

SECCIÓN  n. 

BL  PODBR  CIVIL  SBQÓN  LA  NOVÍSDÍA  BBGOPILACIÓN. 

El  poder  civil,  robustecido  en  España  en  los  tiempos  de  los 
B^yes  Católicos;  elevado  á  su  mayor  auge  en  los  reinados  de  Car* 
^^  I  de  CastUla  y  Felipe  ü;  debilitado  en  los  períodos  de  los  dos 
*^pe&  y  de  Carlos  11  de  Austria;  vuelto  á  enervarse  en  los  tiem- 
U^  de  Felipe  V  y  Femando  VI;  llegado  á  su  mayor  esplendor 
el  reinado  de  Carlos  lU,  y  de  nuevo  debilitado  en  la  época  de 
Carlos  IV,  no  tuvo  en  España  durante  tres  siglos  otra  expre* 
Áótx  que  el  poder  único  y  absoluto  del  monarca.  Así  se  advierte 
^ae  la  Novísima  Recopilación,  promulgada  en  un  país  católico, 
inaug^urase  sus  páginas  tratando  de  la  santa  fe  católica  y  co- 
menzara rindiendo  este  justo  tributo  al  sentimiento  general  del 
país,  qne  babía  servido  de  bandera  en  la  reconquista  y  que  re- 
presentaba la  fe  y  el  amor  á  la  religión  de  todo  un  pueblo.  Pero 


despnés  dfl  tratar  de  1&  santa  Silesia  y  dd  patronato  Beal,  de 
lajurisdicción  eclesiástica  ordinaria  y  mixta,  y  de  los  tribunales 
y  jazgados  en  qae  se  ejwce,  se  ocupaban  sus  libros  III  y  IV  de 
la  organización  de  los  poderes  públicos  y  de  las  atribucioDes  de 
los  altos  cuerpos  del  Elstado,  que  compartían  con  el  Rey  hasta 
la  facultad  legislativa.  El  Rey  era  la  primera  excepción  del  po- 
der público,  y  á  él  y  al  sucesor  en  el  reino  debían  guardar  to- 
dos los  Taaollos  lealtad  y  obediencia.  Las  leyes  debían  ser  gene- 
ralmeote  observadas  en  todos  los  paeblos  del  reino.  Los  oidores 
debían  hacer  relación  al  Rey  de  las  leyes  necesarias  para  cortar 
pleitos,  para  que  él  faga  loa  dichas  leyes  y  las  mande  guarditr  por 
que  cumple  al  bien  de  su  reino.  £1  consejo  podía  hacer  alguna  ley 
nueva  6  pragmática  para  derogar  ó  dispensar  alguna  ley,  pero 
debía  consuUarse  con  d  poder  Beal  para  que  proveyese  lo  conve- 
mente  al  Real  servicio  y  al  bien  público  de  estos  reinos.  Si  coq- 
veoí&  mudar  alguna  ley  ú  ordenanza  ó  hacerlas  de  nuevo,  lo 
acordaría  el  consejo  s^ún  la  orden  y  estilo  acostumbrado  y  lo 
consultaría  con  d  Sey.  Y  Carlos  IV,  en  1 8  de  Diciembre  de  1804, 
declaró  que  ninguna  ley  ó  providencia  nueva  general  se  debía 
creer  ni  usar  no  estando  intimada  ó  publicada  por  pragmática, 
cédula,  provisión,  orden,  edicto,  pregón  ó  bando  de  las  justicias 
ó  magistrados  públicos.  Al  lado  de  estas  mauifestaciones  del  po- 
der absoluto  de  los  Reyes,  se  ordenaba  que  no  valiesen  ni  fuesen 
cumplidas  las  cartas  ó  albalaes  contra  derecho  ó  contra  ley  ó 
fuero  usado.  Las  cortas  desaforadas  para  matar  ó  prender  á  al- 
guno y  tomarle  bienes,  y  las  que  fuesen  contra  derecho  en  perjui- 
cio departes,  debían  obedecerse  y  no  cumpUi-se  aunque  contuvie- 
sen cualesquiera  cláusulas  derogatorias.  Las  Reales  cartas  para 
desapoderar  á  algunos  de  sus  bienes,  no  podían  cumplirse  sin 
que  el  poseedor  fuese  antes  oído  y  vencido.  Las  cédulas  Reales 
para  sobreseer  procesos  pendientes  en  las  audiencias  ó  sobreseer 
en  ellos,  no  debían  suspender  el  conocimiento  del  negocio.  Y  en 
los  casos  de  no  darse  pronto  cumplimiento  á  las  órdenes  y  de- 
cretos Reales,  se  diese  cuenta  á  S.  M.  exponiendo  los  motivos. 
Al  lado,  pues,  del  poder  absoluto  del  Rey,  estaban  el  respeto  al 
domicilio,  á  la  s^uridad  y  á  la  propiedad  de  los  particulares  y 
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á  la  independencia  de  loe  tribunales  de  juBtícia.  Y  después  de 
ocuparse  la  Novisima  fiecopilación  del  poder  Real  y  de  sus  do- 
naciones,  mercedes  y  privilegios,  y  de  la  manera  de  despa* 
char  los  asuntos,  se  hablaba  del  consejo  de  Estado,  cuyo  ejerci* 
cío  se  restableció  en  vez  de  la  junta  suprema  de  Estado  creada 
en  1787. 

La  índole  y  carácter  de  nuestras  antiguas  asambleas  nacio- 
nales había  descendido,  desde  su  primitivo  objeto,  hasta  conver- 
tirse en  una  mera  fórmula  como  han  demostrado  Martínez  Ma- 
rina en  su  Teoría  de  las  Cortea  (1585),  y  Sempere  y  Guarínos  en 
8U  Historia  de  las  Cortes  (1586);  los  cuales  explicaron  las  vicisi- 
tudes porque  había  pasado  esta  fuente  tan  preciosa  de  la  legis- 
lación nacional.  Reducidas  á  la  nulidad  en  el  reinado  de  Car- 
los IV,  no  era  posible  que  formaran  parte  de  la  Novísima  Reco- 
pilación aquellas  leyes  que  establecían,  que  las  leyes  hechas  en 
Cortes  sólo  por  otras  leyes  de  igual  naturaleza  podían  ser  dero- 
gadas, porque  esto  equivalía  á  poner  limitaciones  al  poder  Real 
que  durante  tres  siglos  había  sido  absoluto  en  España;  pero  en 
cambio  se  reprodujeron  las  disposiciones  de  que  las  ciudades  y 
villas  de  estos  reinos  eligiesen  sus  procuradores;  se  determinaron 
los  derechos  y  limitaciones  que  á  éstos  imponía  el  ejercicio  de 
BU  cargo;  se  exigió  que  dos  de  ellos  residiesen  en  )a  corte  y  en- 
tendiesen en  el  encabezamiento  general;  se  prohibió  la  venta  de 
las  procuraciones;  se  Umitó  su  voto  en  sala  de  única  contribu- 
ción; y  se  estableció  el  sorteo  para  la  comisión  de  millones  en- 
tre las  ciudades  y  villas  de  voto  en  Cortes  cuando  el  sorteado 
resultase  impedido  de  servirla.  Las  Cortes,  pues,  por  la  Novísi- 
ma Recopilación  no  eran  un  poder  moderador  de  la  autoridad 
Real,  el  cual  resumía  la  facultad  legislativa  y  el  poder  ejecu- 
tivo, nombraba  los  encargados  de  aplicar  las  leyes  y  tenía  en  su 
mano  la  fuerza,  que  es  la  verdadera  garantía  del  poder  civil.  El 
principio  de  autoridad  y  las  cuestiones  de  orden  público  mere- 
cieron en  la  Novísima  Recopilación  un  lugar  preferente,  como 
puede  comprobarse  por  la  célebre  ley  de  asonadas  que  es  la  V, 
tít.  XI,  lib.  XII,  de  dicho  código.  Según  éste,  todo  el  poder  es- 
taba concentrado  en  manos  del  Rey,  y  no  cabía  proceder  de 
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Otra  suerte  ea  una  monarquía  absoluta,  cuya  esencia  era 
concentración  y  unidad  en  el  poder  mismo. 

SECCIÓN  m. 

LOB    TRATADISTAS. 

El  movimiento  literario  que  se  advierte  en  el  reinado 
Carlos  III,  babia  de  transcender  forzosamente  al  de  Carlos  ] 
y  con  efecto,  en  él  florecieron  Campomanes  y  Jovellanos,  iA 
Hoz,  Sempere  y  Guarínos,  Llórente,  Martínez  Marina,  Lardi 
bal,  Cabarrás,  Sotelo,  Forner,  Sala,  Conde,  Asso,  Amat,  Cas 
y  otros  muchos  esclarecidos  varones.  No  sin  razón  pond< 
Godoy  en  sus  Memoricia  (1587),  y  consignaron  después  Gil  y ! 
rate,  Caveda  y  Lafuente,  lo  mucho  que  adelantó  entonces 
instrucción  pública  en  EspaQa,  alegando  como  prueba  concl 
yente  é  irreprochable  de  esta  verdad,  el  gran  námero  de  jóveí 
notables  en  todos  los  ramos  del  saber  humano  que  compus 
ron  las  Cortes  de  Cádiz  y  que  mostraron  un  caudal  de  cien< 
y  coDOcimientos,  que  sólo  pudieron  adquirir  durante  el  reina 
de  Carlos  IV.  Las  obras  en  prosa  y  verso  de  D.  Gaspar  Melcl 
de  Jovellanos,  ocupan  siete  tomos  en  la  edición  publicada 
Madrid  en  1830  (158B),  que  tenemos  á  la  vista.  D.  Juan  Se 
pere  y  Guarinos,  fiscal  de  la  chancillerfa  de  Granada,  publica 
en  Madrid  en  1788  la  Hishnaddlt^oy  de  las  leyes  suitíuarias 
E^atia{ib^9>),  y  en  \.^b\*s,  Historia  áehs  vínculos  y  mayoraeg 
D.  Juan  Antonio  Llórente,  bien  conocido  por  su  estaña  de 
Inquisición,  imprimía  en  1792  rf  latero  Juzgo  ó  Beeopüación 
Icts  leyes  de  los  wisigodos  españoles  (1590).  D.  Juan  Alvarez  Poi 
dillo  escribió  en  1794  su  PrácHca  criminal  por  principios,  y 
1796  los  Comentarios  á  las  leyes  de  Toro,  según  su  espHíu  y  el 
la  l^islaáótt  de  Espafla,  con  otra  multitud  de  opúsculos  sol 
materias  administrativas,  que,  aunque  inéditos,  por  fortuna 
están  perdidos  (1591).  El  conde  déla  Cañada,  en  1794,  pobli 
ba  también  las  Instituciones  prácticas  de  los  juicios  dvües  y  las 
s&vaciones  prádicas  sobre  los  recursos  de  fuerea  (1592).  En  el  m 
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xno  año  D.  Vicente  María  de  Tercilla  tradujo  los  Defectos  de  la 
jurisprudencia^  de  Muratori  (1593),  y  D.  Manuel  Abella  en  1795, 
la  Noticia  y  plan  de  un  viaje  para  reconocer  archivos  y  formar  la 
colección  diplomáHca  de  España  (1594).  En  el  mismo  afio,  D.  Bal- 
tasar de  Herrera  dio  á  luz  el  Análisis  crítico  de  la  obra  de  Mu- 
ratori, titulada  Defectos  de  la  naturaleea  (1595),  y  D.  Pedro  Esco- 
laño  de  Arrieta,  en  1796,  la  Práctica  del  ConsqoBeal  en  d  despa- 
cho de  los  negocios  instructivos,  consultivos  y  contenciosos  (1596). 
D.  Juan  de  la  Eeguera  Valdelomar,  en  1798,  imprimió  un  ex- 
tracto de  los  Fueros  de  CastiUay  León^  Asturias^  Galicia,  Sepúlve- 
da,  Córdoba  y  Sevilla  (1597).  D.  Juan  Liópez  Fando  en  el  mismo 
año,  su  Prontuario  de  testamentos  y  contratos  (1598);  y  en  1805 
La  demostración  práctica  ddmodo  de  hacer  las  liquidaciones  para 
redimir  censos;  y  D.  Tomás  Manuel  Fernández  de  Mesa  en  1802, 
el  Arte  histórico  y  legal  de  conocer  lafuerea  y  uso  de  los  derechos 
nacionales  y  romano  en  España^  y  de  interpretar  aquél  por  éste 
y  por  apropio  origen  (1599).  £n  el  mismo  afio  D.  Pedro  Villar 
y  Bermúdez  de  Castro  publicaba  un  Discurso  sobre  los  derechos 
de  los  hijos  naturcdes  y  sus  descendientes  en  España  (1600), 
y  D.  Rafael  de  Rodas  en  1803,  el  Sistema  universal  de  los 
principios  del  derecho  marítimo  de  la  Europa  (1601),  de  Azuní.  £1 
paborde  D.  Juan  Sala  publicó  en  Valencia  en  1803  la  Ilustra- 
eión  dd  derecho  Beal  de  España  (1602),  que  eran  unas  verdade- 
ras instituciones  del  derecho  civil  español.  Y  en  1805  los  seño- 
res Asso  y  de  Manuel,  publicaron  también  las  Instituciones  dd 
derecho  civil  de  Castiüa  (1603).  Al  propio  tiempo  el  derecho  ca« 
nónico  se  enriqueció  con  las  traducciones  de  Verardi,  Van-Es- 
peu  y  Cavalario.  Y  los  tratadistas,  publicada  la  Novísima  Re- 
copilación, se  aprestaron  á  comentarla,  ilustrando  de  esta  ma- 
nera la  ciencia  jurídica. 
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SECCIÓN  IV. 

TRIBUNALES    DB    JUSTICIA. 

A.— Consejo  de  Estado. 

Consta  por  nota  á  la  ley  I,  tlt.  VII,  lib.  III  de  la  Novísima 
Kecopilación,  que  por  Real  decreto  de  8  de  Julio  de  1787,  se 
resolvió  que,  además  del  consejo  de  Estado,  hubiese  una  junta 
suprema  también  de  Estado,  ordinaria  y  perpetua,  que  enten- 
diese en  todos  los  negocios  que  pudiesen  causar  regla  general, 
en  cualquiera  de  los  ramos  pertenecientes  á  las  siete  secretarías 
de  Estado  y  del  Despacho  universal,  ya  fuese  cuando  se  forma- 
ran nuevos  establecimientos,  leyes  ó  ideas  de  gobierno,  ó  ya 
cuando  se  reformasen  ó  alterasen  en  todo  ó  en  parte  las  anti- 
guas. Carlos  rV,  al  dictar  el  Real  decreto  de  28  de  Febrero  de 
1792  que  forma  la  ley  recopilada,  mandó  cesar  la  junta  supre- 
ma de  Estado  y  restableció  el  ejercicio  del  consejo  de  Estado, 
lo  cual  descubre  que  este  alto  cuerpo  consultivo  existía  con 
anterioridad.  Todos  los  secretarios  de  Estado  y  del  Despacho 
serían  individuos  ordinarios  de  dicho  consejo.  El  destino  de 
decano  sería  de  elección  del  Rey,  y  en  palacio  y  próxima  á  su 
habitación,  celebraría  sus  sesiones  para  la  mayor  comodidad 
suya  de  asistir  al  consejo  cuando  le  pareciere.  Otro  decreto  de 
14  de  Diciembre  de  1798,  que  forma  la  ley  U  del  citado  título 
y  código,  declaró  que  el  consejo  de  Estado  era  el  de  la  mayor 
dignidad  en  la  Corona,  y  que  en  todo  consejo  supremo  á  que 
no  lo  fuera,  tribunales  del  reino  ú  otra  junta  ó  corporación  á 
que  asistiese  un  consejero  de  Estado,  en  propiedad  ú  honorario, 
éste  precediese  á  los  demás  á  excepción  de  los  presidentes  ó  go- 
bernadores de  los  consejos  de  Castilla  é  Indias,  decano  del  de 
Guerra,  inquisidor  general  ó  gobernadores  del  de  Órdenes  y  Ha- 
cienda, pues  éstos,  hallándose  formados  en  sus  respectivos  cuer- 
pos, debían  siempre  presidir  á  todos.  En  el  mismo  código  y  tí- 
tulo III  de  su  libro  IV,  se  insertan  varias  disposiciones  acerca 
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del  Real  y  supremo  consejo  de  Castilla  y  sos  ministroa,  figuran- 
do  en  las  primeras  disposiciones  que  aconsejaron  eatablecer  di* 
cho  consejo,  las  dadas  en  Madrid  en  1329  por  D.  Alonso,  y  las  de 
1480  en  Toledo  por  D.  Femando  y  Dofia  Isabel,  y  terminando 
con  las  resoluciones  de  Carlos  IV  de  19  de  Noviembre  de  1 790 
y  18  de  Diciembre  de  1804.  Han  coexistido,  pues,  el  consejo  de 
Castilla  y  el  consejo  de  Estado;  el  primero  que  se  llamaba  indis- 
tintamente el  consejo  del  Bey^  el  Beod  consejo^  el  nuestro  consejo^ 
del  consejo  de  S.  Jlf,  etc.,  etc.,  especie  de  tribunal  supremo  que 
86  hallaba  establecido  en  la  corte  para  atender  á  los  negocios 
de  gobierno  y  á  la  administración  de  justicia  en  el  reino;  y  el 
segando,  que  tiene  sus  papeles  inventariados  y  guardados  en 
el  archivo  de  Simancas  desde  1380,  y  no  fué  conocido  con  el 
nombre  de  consejo  de  Estado  hasta  1480,  bajo  el  reinado  de 
Femando  el  Católico,  era  un  cuerpo  consultivo  de  personas 
elegidas  por  el  Rey  para  conocer  de  los  negocios  más  interesan- 
tes al  gobierno  y  administración  del  reino  en  lo  interior  y  ex- 
terior. 

Al  recordar  Colmeiro  en  su  Curso  de  derecho  polUieo  según  la 
historia  de  León  y  Castilla  (1604),  los  caracteres  y  organización 
de  la  antigua  administración  de  Espafia,  declaró  que  el  consejo 
Real  de  Castilla  ocupaba  el  lugar  preeminente  por  su  antigüe- 
dad é  importancia;  traza  con  gran  erudición  las  vicisitudes  que 
ha  sufrido  dicha  institución;  y  después  afiade,  que  el  consejo 
de  Estado  es  otra  desmembración  del  consejo  Real,  cuyo  nom- 
bre empieza  á  sonar  por  separado  en  1480.  Parece  derivarse  de 
la  costumbre  que  tenían  los  Reyes  de  fiar  el  secreto  y  la  resolu- 
ción de  los  negocios  más  graves  al  corto  número  de  consejeros 
que  seguían  constantemente  á  la  corte.  Carlos  V,  añade,  orde- 
nó este  consejo  en  1526,  del  cual  sólo  el  Rey  era  presidente. 
Posteriormente,  en  la  cuarta  edición  del  Derecho  administrativo 
español  (1605),  al  ocuparse  del  consejo  de  Estado,  traza  sus  vici- 
situdes desde  los  tiempos  de  D.  Fernando  III  hasta  el  afio  1812 
en  que  fué  suprimido  el  consejo  de  Castilla,  creándose  en  su  lu- 
gar un  supremo  tribunal  de  justicia  y  un  consejo  de  Estado. 
Los  autores  de  la  Enciclopedia  de  derecho  y  administración  (1606), 
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couaiderarou  oscuro  en  bu  origen  preciso,  en  la  legislacióa  y  en 
ia  historia,  el  comieDzo  del  consejo  de  Estado,  y  al  hablar  del 
consejo  como  institución,  reconocieron  el  antiquísimo  origen  dei 
consejo  del  Key,  el  cual  se  llamaba  naturalmente  consejo  Real, 
consejo  de  Estado,  y  andando  el  tiempo  también  consejo  de 
Castilla;  pero  como  denominación  genérica,  que  no  ha  de  con- 
fundirse con  la  específica  y  relativa  de  que  da  razón  la  histo- 
ria. En  este  sentido  parece  podemos  ver  en  el  hecho  menciona' 
do  el  origen  del  consejo  de  Estado;  si  bien  no  hay  noticia  de 
que  fuese  conocido  con  este  nombre  especifico  basta  el  año  1380, 
primera  fecha  del  inventario  de  sus  papeles,  que  se  conservan 
en  el  archivo  de  Simancas.  Otros  escritores,  entre  ellos  D.  Pe- 
dro Escolano  deArrieta,ensuPr(icííca(í^con«^o  (1607),  remon- 
tan el  origen  de  éste  al  tiempo  del  rey  Don  Femando  el  Gran- 
de, en  quien  y  en  su  mujer  Doña  Sancha  se  reunieron  por  pri- 
mera vez  los  Coronas  de  Castilla  y  de  León.  Otros  creen,  que  le 
creación  del  consejo  no  tuvo  lugar  hasta  dos  siglos  después,  en 
tiempo  del  santo  Rey  D.  Fernando.  Algunos  consideran  su  exis- 
tencia anterior  al  año  1329,  en  el  cual  el  Rey  D.  Alonso,  por  pe- 
tición  de  Cortes,  amphó  su  organización,  según  se  hace  constai 
en  la  ley  I,  tít.  Hl,  lib.  IV  de  la  Novísima  Eecopilación,  lo  cual 
confirma,  aunque  hipotéticamente,  el  padre  Mariana  en  su  Ms- 
tona  de  España  (1608).  Y  aun  otros  le  atribuyen  mayor  antigüe- 
dad. Abandonamos  á  lo»  eruditos  la  investigación  del  origen  del 
consejo  de  Estado;  pero  el  primer  texto  legal  que  da  conocimien- 
to de  él  en  nuestros  códigos,  es  la  nota  del  tít.  Vn,  Ub.  m  de  la 
Novísima  Becopilación. 

B.— Jurisdicción  Real. 

Las  disposiciones  adoptadas  por  Carlos  IV  respecto  de  este 
punto  son  realmente  de  detalles,  ei  bien  todas  ellas  tuvieron 
por  objeto  mantener  la  int^idad  de  la  jurisdicción  Real.  La 
resolución  de  18  de  Marzo,  inserta  en  circular  del  consejo  de 
las  Ordenes  de  Abril  de  1795,  prohibió  resumir  la  Real  juris- 
dicción los  pueblos  del  territorio  de  las  órdenes  sin  Real  hcen- 


GARLOS  IT  313 

da.  La  de  7  de  Julio  y  cédala  del  consejo  de  5  de  Marzo 
de  1792,  determinó  las  atribuciones  do  los  tribunales  de  guerra 
j  la  justicia  ordinaria  en  materia  de  asientos  ó  contratos  con 
la  Hacienda.  Otra  de  14  de  Mayo  de  1802  y  Reales  órdenes  de 
10  y  14  de  Febrero,  circuladas  en  2  de  Mayo  de  1803,  fijaron 
las  reglas  que  debían  guardarse  para  la  decisión  de  compe- 
tencias entre  diversas  jurisdicciones.  Acerca  del  mismo  punto 
se  dictaron  las  resoluciones  que  forman  las  leyes  XVI,  XVII 
y  XVIII,  tít.  I,  lib.  IV  de  la  Novísima  Recopilación.  Por  otra 
resolución  de  30  de  Enero  y  cédula  de  la  cámara  de  25  de  Fe- 
brero de  1805,  se  incorporaron  á  la  Corona  los  señoríos  tempo- 
rales y  jurisdicciones  enajenadas  de  ella  y  poseídas  por  las  mi- 
tras y  otras  dignidades  eclesiásticas;  y  para  el  cumplimiento  de 
esta  disposición,  se  dictó  la  resolución  de  3  de  Setiembre  y  cé- 
dula de  12  de  Diciembre  de  1806,  que  forma  la  ley  I  de  dicho 
título  y  libro  en  el  suplemento  al  mencionado  código. 

C— Tribunales  y  mioislros. 

Un  Real  decreto  de  23  de  Diciembre  de  1788,  ordenó  á  los 
ministros  de  justicia  se  dedicasen  muy  especialmente  al  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  dando  breve  curso  á  las  depen- 
dencias de  su  cargo,  y  conteniéndose  cada  uno  á  lo  que  per- 
tenecía á  su  empleo.  Para  facilitar  y  abreviar  el  despacho  de 
los  negocios,  se  publicó  el  Real  decreto  de  29  de  Marzo  de  1789, 
reduciendo  los  días  feriados.  La  Real  orden  de  16  de  Agosto 
de  1799,  prohibió  á  los  ministros  de  los  tribunales  de  la  corte 
el  separarse  de  ellos,  ni  aun  para  pasar  á  los  Reales  sitios  sin 
Real  permiso  (leyes  VI  á  VIII,  título  11,  id.)  Y  por  resolución 
de  13  de  Enero  y  cédula  de  12  de  Junio  de  1806,  que  consta 
en  el  suplemento,  se  estableció  el  modo  de  pedir  el  consejo  de 
las  Indias  las  noticias  que  habían  de  suministrarle  los  tribuna- 
les de  España. 

D.— Consejo  de  ('/astilla. 

Escasas  fueron  las  medidas  adoptadas  durante  el  reinado  de 
Carlos  IV;  si  bien  por  resolución  comunicada  en  orden  de  19 


de  Noviembre  de  1790,  después  de  consignar  que  el  couse 
de  Castilla  no  tenia  una  colección  formal  de  sua  ordenanza 
ni  estaban  coordinadas  sino  esparcidas  en  el  cuerpo  de  la  \i 
gislación,  dispuso  que  se  reconociesen  y  acomodasen  é.  los  tiei 
pos  presentes,  previa  la  Real  aprobación,  y  que  el  día  prime: 
de  consejo  de  cada  año  ae  leyesen  laa  ordenanzas.  Otra  resol 
ción  de  18  de  Diciembre  de  1804,  estableció  la  forma  en  qi 
debían  entregarse  loa  papeles  del  archivo  del  consejo  &  sus  n. 
niatroa,  y  el  deber  de  recoger  loa  que  por  muerte  de  alguno  i 
ellos  quedasen  en  poder  de  sus  herederos. 

Otra  resolución  de  la  misma  fecha,  que  forma  la  ley  XI,  t 
tulo  V,  lib.  IV  de  la  Novísima  Recopilación,  declaró  los  neg 
cios  de  que  debía  conocer  el  consejo  y  la  Real  Cámara  y  su  d( 
pacho  por  los  secretarios  y  escribanos  de  ambos  tríbunah 
Por  Real  orden  de  18  de  Setiembre  y  cédula  del  consejo  de 
de  Noviembre  de  1 805,  ae  atribuyó  al  consejo  el  privativo  c 
nocimiento  de  los  pleitos  sobre  pagos  en  vales  Reales  por  toi 
su  valor  ó  con  moneda  metálica.  Y  por  auto  acordado  de  4  < 
Agosto  de  1806,  ae  determinó  el  reparto  de  negocios  que  deb 
hacerse  entre  laa  salas  del  consejo  para  su  más  breve  deepacl 
y  detcirminación  (suplemento  á  la  Novísima  Recopilación). 

En  cuanto  á  formalidades  de  orden  inteñor,  una  resolucí^ 
de  26  de  Octubre  de  1794  y  cédula  del  consejo  de  25  de  Febre 
de  1795,  establecieron  que  loa  ministros  separados  de  sus  er 
pteoa  no  votasen  en  loa  pleitos  que  tuvieaen  vistos,  pero  sí  los  j 
hilados  (ley  DC,  título  VIH,  id.)  El  secreto  en  el  registro  y  sel 
de  los  despachos  y  provisiones  del  consejo  se  estableció  por  ot 
resolución  de  18  de  Diciembre  de  1804  (ley  X,  título  VIII,  ic 
En  la  misma  fecha  (ley  IV,  título  XV,  id.)  se  restableció  la  c( 
rrespondencia  de  los  ministros  de  la  sala  primera  de  gobien 
en  calidad  de  superintendentes  de  los  partidos  con  los  r^d< 
res  de  8u  distrito,  y  lea  dio  facultad  para  ordenar  la  instruccit 
de  loa  expedientes  y  después  dar  cuenta  al  consejo  (ley  V,  ic 
Por  resolución  de  igual  fecha,  que  forma  la  ley  I  del  titulo  XVIl 
se  restableció  el  ofício  de  escribano  de  cámara  del  consejo.  L< 
abogados  debían  examinarse  y  jurar  ante  el  consejo,  y  para  p 
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der  abogar  en  la  corte,  era  necesario  incorporarse  en  la  congre- 
gación de  los  abogados,  en  la  cual  se  admitirían  también  los 
abogados  recibidos  en  las  Reales  audiencias  de  estos  reinos.  Las 
sustituciones  de  relatores  se  arreglaron  por  Real  orden  de  23 
de  Enero  de  1791  (ley  UI,  título  XX).  Los  escribanos  de  cámara 
se  nombrarían  en  virtud  de  tema  propuesto  al  consejo.  No  ha- 
bría más  de  doce  porteros  en  él.  No  se  admitiría  á  ningún  pro- 
curador sin  que  antes  diese  cuenta  de  todos  los  procesos  y  pa- 
peles que  su  antecesor  hubiese  recibido  de  los  oficios  de  escri- 
banos de  cámara  del  consejo.  Y  en  la  escribanía  de  gobierno 
del  mismo  se  llevaría  un  registro  de  todos  los  solicitadores  y 
agentes  de  negocios  que  hubiese  en  la  corte. 

£. — Salas  de  alcaldes  de  corte. 

Una  resolución  de  27  de  Enero  y  cédula  del  consejo  de  13  de 
*  Julio  de  1803,  extendió  la  jurisdicción  de  la  sala  de  corte  á  to- 
dos los  pueblos  comprendidos  á  las  diez  leguas  de  circunferen- 
cia de  Madrid  (ley  VI,  título  XXVIH,  id.) 

F.-— Consejo  de  Hacienda. 

Carlos  IV,  por  Real  decreto  de  2  de  Febrero  de  1803,  inserto 
en  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  11  del  mismo  mes,  esta- 
bleció la  última  planta  del  consejo  de  Hacienda,  uniformando 
el  sueldo  y  carácter  de  sus  ministros  al  de  los  demás  consejos 
y  concediéndole  el  conocimiento  de  varios  negocios.  En  el  su- 
plemento á  la  Novísima  Recopilación,  tít.  X,  Ub.  VI,  se  inserta 
el  Real  decreto  de  12  y  cédula  del  consejo  de  Hacienda  de  27  de 
Febrero  de  1803,  fijando  el  orden  de  proceder  en  los  pleitos  de 
reversión  á  la  Corona;  y  la  Real  orden  de  2,  inserta  en  circular 
del  consejo  de  21  de  Octubre  de  1806,  mandó  guardar  el  Real 
decreto  de  10  de  Junio  de  1760,  que  atribuía  á  los  intendentes 
y  juzgados  de  rentas  el  conocimiento  de  las  causas  de  interés 
del  patrimonio  y  derechos  Reales. 

Para  facilitar  las  relaciones  de  la  Real  hacienda  con  las  de- 
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más  jarísdiccioDes,  una  Real  orden  de  26  de  Jnlii 
prevenía  que  los  jnecee  militares  do  embarazasen  é 
Real  hacienda  las  diligencias  para  la  aprehensión  de 
dos.  Los  militares  retirados  que  pasasen  á  servir  á  1 
cienda  no  conservarían  el  fuero  militar,  según  la  E 
de  25  de  Setiembre  de  1797.  Todos  los  empleados  en 
no  podían  separarse  de  bu  destino  sin  expresa  Itcenci 
8^;ún  Real  orden  de  6  de  Abril  de  1801.  Los  dueflo! 
brícas  de  saUtres  y  demás  empleados  en  ellas,  disfn 
ríos  fueros  y  privilegios,  por  resolución  de  7  de 
de  1790  y  cédula  de  16  de  Enero  de  1791  y  Real  on 
de  Setiembre  y  cédula  de  15  de  Octubre  de  1794,  en 
de  exención  del  alistamiento  de  quintas  y  del  reemp] 
líelas.  La  instrucción  general  de  rentas  Reales  de  3 
de  1802  (ley  V,  Ut.  IX,  hb.  VI  de  la  Novísima  Rec 
determinó  las  facultades  y  obligaciones  de  los  ÍDteud< 
tadores  de  provincias  y  administradores  de  rentas  ce 
á  los  empleados  en  sa  servicio.  Otra  Real  orden  de  2 
de  1803,  inserta  en  otra  de  l.o  de  Octubre  de  1804, 
cumpUmiento  de  las  anteriores  disposiciones  para  q 
dieran  separarse  de  sus  destinos  los  empleados  y  laa 
hijos  de  éstos.  Y  por  Real  orden  circular  de  6  de  Abi 
se  recordó  que  los  empleados  en  la  Real  hacienda  di 
debfan  presentarse  al  juez  de  arribadas  dentro  de  do 
el  puerto  de  su  embarque.  (Suplemento  á  la  Novfsin: 
lación.) 

G.— Couejo  de  las  Ordenes. 


No  habiendo  evitado  el  auto  acordado  IX,  lít.  I,  lil 
Recopilación,  las  competencias  de  jurisdicción  entre 
de  órdenes  militares  y  las  chancilterías  y  audiencia 
dó  por  Real  decreto  de  23  de  Junio  y  cédula  del  con 
de  Agosto  de  1793  y  resolución  de  23  de  Diciembre, 
circulares  de  22  de  Agosto  de  1794  y  Octubre  de  17 
consejo  de  las  Ordenes  entendiese  privativamente  de 
asuntos  relativos  á  elecciones  de  justicia  en  los  pné 
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territorio,  que  estuviesen  situados  en  los  distritos  de  las  diócesis 
de  Toledo  y  Cuenca,  y  más  inmediatos  ¿  la  corte  que  ¿  los  tri- 
bunales provinciales;  y  que  las  chancillerías  y  audiencias  cono- 
ciesen también  privativamente  de  todos  los  recursos  y  pleitos 
que  se  suscitasen  acerca  de  las  elecciones  de  justicia  en  todos 
los  demás  pueblos  del  mismo  territorio  de  las  órdenes  milita- 
res, sin  que  el  consejo  de  ésta  se  pudiese  mezclar  en  ellos  á 
tratar  de  semejante  materia  directa  ni  indirectamente  é  título 
de  pretensión  ni  con  otro  alguno. 

H.— Consejo  del  Alminstazgo. 

Después  que  Fernando  VI  dejó  de  proveer  la  dignidad  de  al« 
mirante,  no  se  proveyó  este  alto  cargo  de  la  marina  hasta  que 
en  3  de  Enero  de  1796,  se  dispuso  que  un  capitán  general  de 
departamento,  con  residencia  en  Madrid,  fuese  diredor  é  tnspee- 
hr  general^  teniendo  el  mando  en  jefe  de  la  marina  y  conside- 
rándose como  subdelegados  suyos  los  que  quedasen  al  frente 
de  los  departamentos,  que  á  su  vez  serían  inspectores  particu- 
lares del  distrito  de  su  mando.  Por  Real  decreto  de  13  de  Enero 
de  1807,  se  restableció  la  dignidad  de  almirante  en  la  persona  de 
D.  Manuel  Godoy,  y  á  semejanza  del  que  existia  en  Inglaterra, 
se  creó  un  consejo  de  almirantazgo,  cuyas  atribuciones  se  de- 
terminaron por  Real  cédula  dada  en  Aranjuez  á  27  de  Febrero 
del  mismo  afío.  En  lugar  del  tribunal  de  la  suprimida  direc- 
ción, se  estableció  en  Madrid  un  jujsgado  de  aimirantazgo^  al  cual 
se  traspasaron  todas  las  atribuciones  concedidas  por  las  orde- 
nanzas al  supremo  consejo  de  la  Guerra.  Su  jurisdicción  se  ex- 
tendía á  veinte  leguas  en  contomo  para  conocer  en  primera 
instancia  de  las  causas  civiles  y  criminales  de  los  aforados. 

• 

I. — Supremo  Consejo  de  la  Guerra. 

Por  Real  decreto  de  13  de  Setiembre  de  1796,  se  había  sepa- 
rado el  ramo  de  caballería  del  consejo  de  la  Guerra,  mas  por 
Real  decreto  de  18  inserto  en  circular  del  consejo  de  la  Guerra 
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29  d«  Noviembre  de  1802,  ley  IX,  tít.  V, '. 
lima  Recopilación,  ordeno  que  la  junta  de 
a  tercera  del  supremo  consejo  de  la  Guerra 
lula  de  16  de  Mayo  de  1803,  se  fijó  la  nue 
jmo  consejo  de  la  Guerra  y  ae  detenninaroi 
i  mismo.  Con  él  se  mandaron  consultar  en  i 
e  se  expresa,  las  causas  contra  militares  fon 
Indias,  según  Reales  órdenes  de  28  de  Febr 
Julio  de  1806.  También  los  juzgados  de  i 
isultar  las  causas  en  que  se  impusiese  per 
18,  á  tenor  da  lo  mandado  en  la  Real  orden  c 
i  de  1806,  prescrípción  que  se  extendió  á  toe 
e  contuviesen  pena  corporal,  según  otra  Reí 
ñembre  del  mismo  aflo  (suplemento  ¿  la  N 
ion). 

SECCIÓN  V. 

ohahoillbjiIas  t  audiencia 

A. — Audiencia  de  Asturias. 

Carlos  IV,  por  Real  decreto  de  15  de  Febrera 
cédula  del  consejo  de  25  del  mismo  mes,  c 
III,  tlt.  III,  lib.  V  de  la  Novísima  Recopilac 
las  aguas  vertientes  á  la  costa  de  todas  las 
tndidas  entre  Rivadeo  y  Laredo,  esto  es,  d( 
licia  basta  el  de  Vizcaya,  se  formase  uua  coi 
militar  separada  de  la  capitanía  general  de  ' 
[ue  la  jurisdicción  civil  del  referido  distñto 
al  audiencia  de  Oviedo. 

B.— ABdiencia  de  Sevilla. 

Jna  pragmática  de  30  de  Marzo  de  1790,  q 
XLII,  tít.  IV,  lib.  V  de  la  Novísima  Reco 
el  territorio  de  la  Real  audiencia  de  Sevilla 


CAaLos  IV  3S9 

civil  7  criminal  en  segunda  instancia,  bajo  ciertas  y  deter- 
imifafuias  reglas.  Por  Real  decreto  de  14  de  Octubre  de  1798,  se 
fox-z3cxó  ana  tercera  sala  civil  en  dicha  audiencia  para  loe  nego- 
cios de  menor  cuantía;  y  por  Beal  orden  de  12  de  Junio  de  1799 
B»  facultó  al  regente  para  agregar  un  oidor  á  esta  sala,  afín  de 
qi:a^  indiferentemente  se  pudiesen  despachar  negocios  de  mayor 
c^^euzi.iía  en  las  dos  salas  civiles. 

C— Aadieaeia  de  Extreaadira. 

^or  pragmática  de  30  de  Mayo  de  1790,  que  forma  la  ley  I, 
^^-  VI,  lib.  V,  id.,  se  estableció  la  nueva  Real  audiencia  de  Ex- 
ViTemadora  en  la  villa  de  Cáceree,  determinando  su  territorio  y 
fijando  su  organización. 

D.— Organizaeidn  de  las  aadieaclas. 

Una  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1794,  que  forma  la  ley  XIV, 
Üt  Xn,  lib.  V  de  la  Novísima  Recopilación,  prohibió  al  consejo 
de  Castilla  revocar  ó  suspender  las  providencias  de  los  capita* 
nes  generales,  presidentes  de  tribunales  superiores,  sin  consultar 
acerca  de  ello  á  S.  M.  Otra  Real  orden  de  21  de  Junio,  inserta  en 
circular  del  consejo  de  7  de  Julio  de  1800,  creó  los  comandan- 
tes generales  de  provincia,  y  estableció  que  en  casos  de  ausen- 
cias, enfermedades  ó  muerte  del  capitán  general,  ejerciese  la  pre- 
sidencia de  la  Real  audiencia  en  aquellas  en  que  estuviere  afec- 
ta. Y  por  Real  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1800,  que  es  la 
ley  XV,  id.,  se  dispuso  que  las  chancillerías  y  audiencias  de  la 
Corona  de  Castilla  fuesen  presididas:  la  de  Valladolid,  por  el 
capitán  general  de  Castilla  la  Vieja;  la  de  Granada,  por  el  de  la 
costa;  la  de  Sevilla,  por  el  de  Andalucía,  y  la  de  Extremadura, 
por  el  de  esta  provincia;  debiendo  residir  en  ellas  y  tener  las 
mismas  prerrogativas  propias  de  los  demás  presidentes  capita- 
nes generales,  quedando  sólo  exceptuada  la  de  Oviedo,  por  no 
haber  proporción  para  ello;  y  aunque  los  capitanes  generales 
tuvieran  que  residir  fuera  de  lo?  tribunales,  conservarían  su  pre- 
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sidencia  coq  todas  las  facultades,  prerrogativas  y  preeminencias 
á  ella  anexas. 


E.— Alcaldes  del  crimen  de  las  cfaancllIrríiB. 

Por  resolueiÓD  de  18  de  Setiembre  y  cádnla  del  consejo  de  7 
de  Octubre  de  1796  {ley  XVI,  tft  XII,  lib.  V)  se  dipuso  que  en 
todas  las  causas  criminales  en  que  tuviere  lugar  la  imposición 
de  penas  capitales  de  sangre  ó  corporis  aflictivas,  asistiese  nece- 
sariamente con  todos  los  ministros  de  la  sala  del  crimen  el  go- 
bernador de  la  misma,  ó  en  su  defecto  el  oidor  que  nombrase  el 
■presidente  6  regente  del  tribunal.  Y  por  otra  resolucióu  de  9  de 
Febrero  y  cédula  del  consejo  de  8  de  Abril  de  1802,  se  declaró 
que  era  privativo  de  las  salas  del  crimen,  el  conocimiento  de  to- 
das las  causas  pendientes  y  que  ocurriesen  en  territorio  de  las  ór- 
denes militares. 

F.— Jaez  nMjror  de  Vizcaya. 

Por  Real  orden  de  23  de  Mayo  de  1805,  que  forma  le  ley  IV, 
titulo  XVI,  id.,  suplemento  á  ta  Novísima  Recopilación,  se  creó 
ana  comandancia  general  militar  en  el  sefiorlo  de  Vizcaya,  in- 
dependiente de  la  de  Guipúzcoa,  y  un  gobierno  militar  y  polí- 
tico en  ta  villa  de  Bilbao,  con  todas  las  facultades  anexas  á  loa 
dos  mandos,  y  la  de  no  permitir  se  celebrase  junta,  diputación 
ó  congreso  en  todo  el  referido  seflorio,  sin  la  anuencia  y  presi- 
dencia del  comandante  general  ó  de  la  persona  que  delegare  al 
efecto. 

G.— Abogados. 

Por  Keal  orden  de  30  de  Setiembre  de  1794,  que  forma  la 
ley  XXX,  tft.  XXII,  lib.  V  de  la  Novísima  Recopilación,  se  re- 
solvió que  el  número  de  abogados  de  Madrid  se  fuese  reducien- 
do basta  quedar  fijo  en  el  de  doscientos,  suficiente  para  el  serri- 
áo  público,  velando  el  consejo  con  el  mayor  cuidado  para  que  do 
Be  extendiesen  ni  propagasen  ideas  falsas  y  opiniones  y  doctri- 
nas sediciosas  y  de  muy  peijudiciales  trascendencias.  Y  por  otra 
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do  29  de  Agosto,  inserta  en  circular  del  consejo  de  14  de  Setiem- 
bre de  1802,  se  exigió  á  los  abogados,  además  del  grado  de  ba- 
(J2Íllor,  el  estudio  de  cuatro  afios  de  leyes  del  reino,  presentándo- 
se en  las  universidades  en  que  hubiese  cátedras  de  esta  ense- 
fi&n^A)  7  á  lo  menos  dos,  pudiendo  emplear  los  otros  dos  en 
daroolio  canónico,  acreditando  además  haber  tenido  por  dos 
afiofii    la  pasantía  con  algún  abogado  de  chancillería  ó  audiencia. 

H.— Alcaldes  de  cuarteles  y  barrios  de  la  corte. 

^n  la  instrucción  de  21  de  Octubre  de  1768,  se  fijaron  lasre» 

glas    que  debían  observar  los  alcaldes  de  barrio  de  Madrid,  y 

deseando  Garlos  IV  que  se  observase  enteramente  este  regla* 

mentó,  con  la  división  de  ocho  cuarteles,  bajo  un  alcalde  de  casa 

y  corte,  habitante  dentro  del  mismo  sin  dispensa,  y  la  subdivi* 

alón  de  ocho  barrios  en  cada  uno,  según  asi  se  estableció,  en 

cny&  forma  seria  alcalde  el  intendente  particular  de  policía  en 

sn  distrito,  y  un  juez  ordinario  de  él  para  las  ocurrencias  y  co- 

ixiodidad  de  los  vecinos;  declarando  que  asi  como  en  todo  el  rei- 

^o  ol  presidente  ó  gobernador  del  consejo  es  la  cabeza  de  la  po- 

Kof  a.,  lo  habla  de  ser  á  más  fuerte  razón  en  la  corte,  como  lo  ha 

sido  en  todos  tiempos;  y  por  Real  decreto  de  6  inserto  en  cédu- 

^  <1^I  consejo  de  18  de  Junio  de  1802,  se  dividió  Madrid  en 

^02   caarlelee,  según  un  plano  que  se  acompañaba,  establecien* 

^<>   qve  los  dos  cuarteles  que  resultaban  de  aumento  se  pusie- 

^^^   ^  cargo  de  los  dos  alcaldes  más  antiguos  de  entre  los  cua- 

^"^^   <]^ue  no  le  tenían,  bajo  las  mismas  reglas  que  gobernaban 

materia. 

L-— Real  Bareo. 


Real  resolución  comunicada  al  consejo  en  8  de  Octubre 
^   ^  7  96,  se  limitó  la  jurisdicción  del  juez  de  la  Real  cámara  á 

^^  ^^«Bos  que  ocurriesen  en  la  corte  y  sitios  Reales,  y  se  ordenó 
^^^  amando  los  demandados  residiesen  fuera  de  ellos,  aquel 
j>^Q^  «delegado  en  los  ordinarios  contra  los  que  gozasen  el  fuero 

P^^ril^ado. 


»n.  nmw»  am.  ■ 


CAPITULO  VII. 


LA   MILICIA.-LA  FUERZA. 


Carkw  IV  do  altaó  la  oi^anizadóii  del  «jército  decretada  por 
BD  padre.  Sólo  en  1798  dispoao,  qae  en  vez  de  los  terceros  bata- 
Uonee,  mandada  en  1776,  se  auqientase  la  fuerza  de  las  com- 
pafiíaa.  HaUa  dos  inspeccionee,  una  á  cargo  del  general  Don 
Fdix  O-Móll  y  otra  por  el  general  marqués  de  Zayaa.  En  1790, 
cuando  ya  se  sentían  loe  primeros  latidos  de  ia  revolución  &an- 
oesa,  ae  creó  d  regimiento  fijo  de  Málaga,  ;  se  pensó  en  dar  ó. 
la  infantería  nna  orgaoizadóD  que  la  permitiese  entrar  pronta- 
mente en  campaña.  El  ensayo  se  hizo  por  el  reglamento  de  21 
de  Junio  de  1791,  pero  sólo  se  aplicó  á  loa  regimientos  del  Bey, 
Toledo,  Aragón  y  Vitoria.  En  28  de  N^oviembre  de  1792,  se 
suprimió  el  rcf^imiento  walón  de  Brabante,  refundiéndose  en  los 
de  Espafia  é  Hibemia.  El  de  Flandea  se  extinguió  en  22  de 
Marzo  del  mismo  alio,  incorporándose  en  el  de  Ñapóles,  y  el  de 
Milán  sufrió  la  misma  soerte  en  20  de  Abril,  refundiéndose  en 
el  de  Hibeniia.  Por  Real  decreto  de  3  de  Junio  de  1792,  se 
^robó  el  reglamento  para  la  infantería  ligera  de  Cataluña,  y 
en  31  de  Agosto  se  creó  el  de  Tarragona,  y  en  5  de  Noviembre 
el  de  Gerona.  Otro  reglamento  de  2  de  Setiembre  de  1792,  fijó 
la  fuerza  que  debían  tener  los  r^mientos  de  línea  españoles  y 
extranjeros.  El  de  Bruselas  fué  extinguido  y  refundido  indistin- 
tamente en  las  restantes  fuerzas  del  ejército.  Cuando  la  Francia 
se  colocó  en  pleno  estado  revoluciouario,  Carlos  IV  dio  el  ma- 
nifiesto que  levantó  en  armas  á  toda  la  nación,  y  el  ejército  se 
poso  en  pié  de  guerra,  creándose  varios  batallones  y  algunas 
fuerzas  francas,  talos  como  los  tercios  de  miqueletes  de  la  Co- 
rona de  Aragón,  los  batallones  de  Navarra  y  Provincias  vas- 
caá  y  algunos  otros.  La  infantería  formaba  entonces  una  fuer- 
za de  56.783  plazas.  En  I.**  de  Mayo  de  1794,  se  creó  el  regi- 
miento voluntarios  de  Valencia,  y  en  1.»  de  Febrero  de  1795  el 
de  cazadores  voluntarios  de  la  Corona.  Las  legiones  de  emigra- 
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dos  franceses  denominadas  Real  de  las  Pirineos  y  Saint  Simón 
fueron  suprimidos,  y  se  creó  el  regimiento  de  Borbón.  En  26  de 
%osto  de  1802,  se  aprobó  el  nuevo  reglamento  para  la  organi- 
zación  de  la  infantería  veterana,  estableciendo  los  regimientos 
de  infantería  de  línea  y  los  batallones  de  tropas  ligeras  de  ejér- 
cito. Lios  escritores  que  han  emitido  su  juicio  acerca  de  la  or- 
ganización militar  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  señalan  pincela- 
das que  desdicen  de  su  conjunto,  marcadas  imperfecciones  en  su 
espíritu  y  en  su  ejecución^  y  frialdad  grande  en  su  colorido.  Y  es 
que  dicho  reinado  es  uno  de  los  más  difíciles  y  complicados  en 
nuestra  historia.  Los  defectos  del  alistamiento,  las  ilegalidades 
qiio  ae  cometían  á  la  sombra  del  derecho  de  sustitución,  los  in- 
j  ^^venientes  del  voluntariado  y  de  las  levas,  y  la  insuficiencia 

i  ^^  1^  masa  general  de  los  oficiales,  no  podía  ofrecer  un  conjun- 

/  *o  sa^tisfactorio,  porque  las  academias  de  Ávila,  Puerto  de  San- 

^  ^^^ría  y  Ocafia  apenas  tuvieron  tiempo  para  organizarse,  y 

<ío  la«  de  Barcelona,  Cádiz  y  Zamora,  sólo  volvió  á  abrirse  esta 

^Itittia,  terminada  la  guerra  con  la  Francia.  Desde  1794  á  1801, 

podaron  de  cincuenta  los  oficiales  depuestos  de  sus  empleos  y 

destinados  al  regimiento  fijo  de  Ceuta,  y  desde  1797  á  1801  as- 

^encJi<5  el  número  de  desertores  á  16.540,  como  afirma  el  conde 

^lon«.rd  y  lo  compnieban  las  diversas  disposiciones  que  regis- 

^^  la-   Novísima  Recopilación.  En  23  de  Junio  de  1796,  se  su- 

P"irii<5  el  fusil  que  debía  usar  el  oficial  desde  1768,  y  desde  en- 

toiic^^  usó  la  espada  de  ordenanza.  En  1808  llegó  Espafia  á 

(^nts^xr  277  batallones  con  214.066  hombres. 

I-««-  íuerza  de  caballería  fué  reformada  en  1789,  y  vueltos  á 
^^'^"^ tiritar  en  28  de  Marzo  de  1793,  á  pesar  de  lo  cual  aun  su- 
irx<S  vxxii  nuevo  aumento  en  1794  y  en  1795,  alcanzando  en  esta 
ültím».  fecha  6.440  caballos.  El  reglamento  de  1803  suprimió 
®  ■"^■^^'tituto  de  dragones,  convirtiéndolo  en  cazadores  de  á  caba- 
^  y  I>.úsares;  mas  por  Real  decreto  de  30  de  Enero  de  1805, 
^*^^^^*=^  restablecidos  los  dragones.  En  1808,  esta  arma  recibió 
i»— ^^  impulso,  merced  al  ardimiento  con  que  se  peleaba 


el  ejército  firancés,  llegando  á  contar  160  escuadrones 
^^  aa.618  caballos. 
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El  siglo  xnn,  como  ha  demostrado  cod  gruí  en 
mirante  en  su  Dieeionario  Múitar  (1609),  marca  la  t 
cuaa  de  la  artillería  actual  como  instituto  cieotlfit 
Ya  en  1710  se  habían  creado  cuatro  eacuelas  prácti 
tres  teóricas  eu  Aragón,  Galicia,  Andalucía  y  Ex 
para  que  la  artillería  é  ingenieros  recibiesen  su  instr 
pía.  Según  el  general  Sandoval,  en  1737  hubo  ya  al 
de  asamblea.  En  1749  se  escríbieron  las  ordenanzaf 
ría,  y  en  1751  las  de  las  Reales  academias  matemát 
diz  y  Barcelona,  propuestas  por  el  coronel  de  artille 
drigo  del  Peral.  Las  de  1752,  base  de  la  general  de 
ron  desbrozando  el  camino  y  preparando,  como  dic 
escritor,  la  creación  del  colegio  de  Segovia,  determine 
y  suspoidida  por  la  guerra  de  Portugal,  hasta  If 
de  1764.  Los  autores  que  ilustraron  la  artillería  eep 
siglo  zTm  fueron  el  capitán  D.  Simón  López,  en  17< 
bastían  Lavairu,  en  1756;  D.  Lucrecio  Ibáfiez,  en 
los  PP.  Tomás,  Cerda  y  Jimeno,  en  1764  y  1772;  D 
In&ate,  en  1773;  D.  Juan  Antonio  Piutado,  en  1782 
de  Moría,  on  1784,  y  D.  Isidro  Soler,  en  1795,  reñrié 
armas  portátiles. 

Beepecto  de  la  guardia  Beal,  continuaban  en  li 
Carlos  IV  las  Reales  guardias  de  Corps,  cuya  denon: 
se  alteró,  á  pesar  de  haberse  creado  en  7  de  Abril  ( 
compaQfa  Americana  para  los  caballeros  de  aquelloi 
y  sólo  el  reglamento  de  1.*^  de  Junio  de  1814,  lescaml 
bre  por  el  de  guardias  de  la  persona  del  Rey.  En  la  or< 
12  de  Marzo  de  1792,  que  forma  las  leyes  VII  y  VI 
libro  III  de  la  Novísima  Recopilación,  se  declaró  la  j 
privativa  de  dicho  Real  cuerpo,  y  su  preferente  der 
alojados  sin  reserva  de  las  casas  do  los  eclesiásticos. 
Carlos  IV  creó  la  brigada  de  artillería  volante  de  Ri 
dias  de  Corps,  que  se  extinguió  en  8  de  Abril  de  18C 
tud  del  duque  de  Osuna  se  crearon,  por  Reales  dec 
y  14  de  Mayo  de  1793,  seis  compañías  de  cazadore 
de  Reales  guardias  espaOolas  de  infantería,  que  se  si 
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en  1803,  y  Yolvieron  á  crearse  en  13  de  Enero  de  1809»  con  mo- 
ti?o  de  la  guerra  de  la  Independencia.  £n  1800  se  crearon  loe 
regimieDios  de  infantería  de  marina,  y  por  Beal  orden  de  20  de 
Agosto  de  1806,  se  lee  declaró  en  un  todo  niveladoe  con  los  re- 
gíniienioB  de  guardias  de  infantería,  alabarderos  y  carabineroe 
Bealee,  gozando  de  todos  sus  fueros»  prerrogativas  y  distincio- 
nes. Y  en  el  mismo  afio  1800,  D.  Manuel  Godoy,  con  motivo 
de  la  guerra  de  Portugal,  creó  para  su  guardia,  como  general 
eu  jefe,  un  cuerpo  de  caballería  ligera  que  se  llamó  guardia  de 
honor  del  Almirante,  hasta  que  en  1808  fué  reformada. 

Tal  era  en  la  época  de  Carlos  IV  la  organización  de  la  fuerza 
pública  en  sus  diferentes  ramos;  pero  ni  en  su  naturaleza,  ni  en 
sos  condiciones,  ni  en  su  significación,  ni  como  garantía  y  an- 
xili&r  del  poder  civil,  dejó  éste  de  disponer  de  aquel  elemento, 
como  disponía  de  todos  los  políticos  y  gubernamentales  la  mo- 
luvrquia  absoluta. 

CAPÍTULO  Vlll. 

LAS  MUNICIPALIDADES. 
POnSB  LOCAL. 

En  el  orden  de  las  ideas  y  de  su  relación  con  el  organismo 
político  del  país  y  hasta  en  la  forma  de  manejar  los  negocios  é 
intereses  locales,  las  municipalidades  fueron  en  el  reinado  de 
Carlos  IV  lo  que  venían  siendo  en  España,  mientras  el  poder 
civil  estuvo  simbolizado  por  la  monarquía  absoluta:  dóciles  ins- 
trumentos del  poder  central,  sin  vida  propia^  sin  independencia 
y  sin  que  inñuyesen  en  lo  más  mínimo  en  la  marcha  política 
de  la  nación.  La  enajenación  de  los  oficios  públicos  había  crea- 
dlo en  el  seno  de  las  corporaciones  municipales  una  oligarquía 
nobiliaria  que  los  monarcas  se  empeñaron  en  destruir,  y  co- 
menzando por  enviar  corregidores  á  los  pueblos  de  señorío  en 
los  mismos  términos  y  con  idénticas  facultades  que  á  los  de 
reaiengO;  exigiendo  la  confirmación  de  las  designaciones  y  un 
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I  Real  p&ra  demostr&r  que  no  e 
,  teraÜDaron  por  dictar  una  serie 
10,  reanudas  é  iocorporacíones  ( 
sabemos  si  tenían  por  objeto  ani 
dentro  de  laa  muDicipalidades,  ai 
mato  el  poder  Real,  ó  devolver  i 

normal  y  ordinaria  para  facilita 
electivo  qae  babla  iniciado  Cari 
Carlos  IV  comenzó  por  declarar 
BO  7  27  de  Julio  de  1797,  dispoi 
lalio  y  27  de  Setiembre  de  1805 ; 

de  Noviembre  de  1806  (anplem 
ion;,  que  los  militares  que  form 
lunicipal  deberían  usar  del  disti 
la  por  su  grado  militar  en  todos 
alguna,  en  que  los  capitulares  ó 
cual  se  reiteró  por  Real  orden  c 
el  conscgo  oi  30  de  Octubre  de  ] 
iib.  Vn  de  la  Novísima  RecopiJ 
le  deduce,  no  sólo  que  loa  militare 
ast^Sn,  podían  formar  parte  de  lo 
no  que  el  símbolo  del  poder  y  dt 
in  en  las  corporaciones  en  que  s< 

administración  de  los  intereses 
ieron  las  resoluciones  de  16  de  Di 
idaron  guardar  los  fueros  y  priv 
ra  contra  et  nombramiento  hecb 
'vick  como  conde  de  Ayala,  de  ¿ 
le  aquella  provincia;  el  Real  dec 
le  23  de  Agosto  de  1793  y  Real 

inserta  en  circular  de  22  de  Ago 
>,  declarando  en  qué  puntos  debii 
lenes  como  comisionado  regio  de 
mes  de  justicia;  y  la  resolución  á 
en  que  se  estableció  que  el  dia 
n  ¿  efecto  todas  las  elecciones  de 
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da  7  gobierno  de  los  pueblos,  así  en  los  realengOB  como  en  los 
de  seíioilo  y  abadengo  (leyes  X,  XV  y  XVII,  título  IV,  id.)  Y 
por  Beal  orden  de  19  de  Diciembre  de  1804,  circulada  por  el 
ooDsejo  de  las  órdenes  en  Setiembre  de  1805,  se  declaró  priva- 
tivo de  este  consejo  el  derecho  de  elegir  oficiales  de  justicia  á 
propaesta  de  los  capitulares  en  pueblos  de  encomiendas  vacan- 
tee,  coBociendo  la  audiencia  privativamente  de  los  recursos  que 
w  promoviesen  sobre  nulidad  y  vicios  de  estas  elecciones.  En  la 
época  de  Carlos  IV  subsistió  el  sistema  de  la  elección  para  pro- 
veer los  oficiales  de  justicia  y  gobierno  de  los  pueblos;  de  este 
derecho  sólo  se  exceptuaban  los  contrabandistas  que  no  acredi- 
tasen haber  dejado  esta  ocupación  pasados  tres  afios,  según  re- 
Bolación  de  5  de  Febrero  y  cédula  del  consejo  de  19  de  Mayo 
de  1790  (ley  XHI,  título  V,  id.) 

El  oso  de  los  oficios  públicos  enajenados  fué  verdaderamen- 
te restringido,  porque  en  20  de  Agosto  de  1792  (ley  XI,  títu- 
lo VI,  id.),  se  resolvió  que  en  lo  sucesivo  no  se  concediese  facul- 
tad alguna  de  nombrar  teni^^s,  ni  se  propusiera  esta  preemi- 
neucia  para  los  que  carecían  de  ella  y  menos  enajenar  oficio 
alguno,  aunque  se  alegase  el  mérito  distinguido  ó  se  ofreciera 
precio  considerable.  £n  esta  misma  resolución  se  dispuso,  que 
se  continuara  observando  el  método  adoptado  en  la  cámara  res- 
pecto de  la  expedición  de  títulos  á  los  propietarios,  y  que  después 
de  la  cláusula  de  perpetuidad,  se  añadiese  precisamente  la  de  que 
dduefio  podía  servir  por  sí  mismo  aquel  empleo,  ínterin  se  da- 
^  el  precio  principal  ó  equivalente  con  que  sirvió  á  la  Corona 
por  el  oficio,  bien  á  nombre  de  la  Real  Hacienda,  ó  bien  por 
pueblos  respectivos,  mediante  d  derecho  que  tenían  de  tantear- 
7  que  recayendo  el  oficio  en  menor  ó  en  mujer  que  no  lo 
pudiese  administrar,  tuviese  facultad  el  tutor  ó  la  mujer,  pasan- 
do de  veinticinco  afios,  de  nombrar  persona  que  le  sirviese  bas- 
^que  el  menor  tuviera  edad  para  ello  ó  la  mujer  tomase  esta- 
co, entendiéndose  si  la  súplica  se  recomendaba  por  los  servicios 
y  méritos  de  los  respectivos  ascendientes,  ajuicio  prudente  de 
la  cámara,  sin  que  en  otro  caso  alguno  se  pudieran  servir  los 
oficios  por  tenientes  ó  interinos.  En  cuanto  á  los  oficios  perpe- 
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tuos  que  gozaban  la  cuali 
expresarse  en  los  lítalos 
niiamo,  ínterin  no  se  dab 
por  la  facultad  de  tenieul 
blos,  tenían  el  derecho  ó 
dente  era  que  por  este  cS 
después,  los  particulares  1 
dos  del  derecho  de  desem 
La  incorporación  de  loi 
gar  al  Keal  decreto  de  1  .<> 
raron  libree  y  exentos  de 
poseía  la  religión  de  Sat 
lo  VIII,  id.);  pero  la  resol 
Real  orden  de  24  de  Junii 
Hacienda  do  15  de  Julio 
bleció,  que  los  oficios  er 
-BÍir~d^embol80  de  la  Coi 
su  egresión,  con  sola  la  ci 
lo  solicitaba  así.  Y  se  mai 
los  oficios  enaJQnados  pe 
preciso  de  dos  meses,  no  : 
fiscales  á  solicitar  eu  lof 
de  dichos  oficios,  se  daría 
lesquiera  otras  personas,  s 
modo  alguno  la  preferencú 
tampoco  serían  oídos  los 
por  el  los  oficios,  teniendo 
la  Real  hacienda,  si  no  pr 
ciso  de  un  mes  desde  que 
cho  para  la  presentación 
derecho  de  tanteo  concedj 
tendía  á  cwüesquiera  otras  _ 
ción  que  el  pago  del  precii 
reclamaron  en  razonada  i 
los  regimientos  perpetuo! 
razones  expuestas  debiere 
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mo  del  consejo  de  Castilla,  pues  por  Real  decreto  del  6  y  cé- 
dala del  consejo  de  9  de  Noviembre  de  1799  (ley  XV,  id.),  se 
mandó  sobreseer  en  la  ejecución  de  la  Real  orden  reclamada,  y 
la  de  5  de  Setiembre  de  1798  que  debía  versar  sobre  lo  mismo; 
y  ae  mandó,  que  en  el  término  de  dos  meses,  y  bajo  la  pena  de  con- 
fiscación de  los  mismos  oficios,  presentasen  todos  los  poseedo- 
i^y  tenientes  los  títulos  de  su  pertenencia  y  ejercicio,  con  ra- 
zón de  los  sueldos  y  productos  que  rindieren,  á  fin  de  que  exa- 
ZDJaados  por  los  intendentes  y  subdelegados  del  reino,  de  plano 
y  sin  figura  de  juicio,  propusieren  los  que  tuviesen  por  legí ti- 
zóos para  despacharles  el  de  confirmación;  entregando  en  las 
raspactivas  cajas  de  reducción  el  importe  de  la  tercera  parte  del 
vaIof  en  que  se  estimasen,  habida  consideración  á  lo  honorífico 
(fe  eilos,  sus  sueldos  y  productos  anuales  con  que  cada  poseedor 
h&bícL  de  servir  al  Rey,  con  la  condición  de  haber  de  que- 
(tAX*  dicho  importe  por  aumento  del  precio  en  los  oficios  enaje- 
por  él,  del  propio  modo  que  el  servicio  voluntario  que 
quisieran  hacer,  notándolo  en  lo  de  por  merced  ú  otro 
títijLlo  perpetuo  y  de  juro  de  heredad  que  no  contuviesen  pre- 
cio. JBn  los  que  no  tuviesen  título  primordial  de  la  egresión  se 
pro{>c>i::i.dría  el  suplemento  de  título,  según  el  que  mereciese,  aten* 
di<la.s  todas  sus  circunstancias.  Y  en  cuanto  á  los  que  no  tenían 
prodi3.oto  alguno,  se  arreglaría  la  cantidad  que  por  lo  honorífi- 
co  oojrirespondiese,  graduándola  por  el  precio  común  que  en  el 
/es j> motivo  pueblo  se  daría  si  se  vendiera.  Estas  disposiciones  ^ 

^^i:istiitviían  una  verdadera  exgpoEiaciíiu,  y  para  completarla  se 
^^*^  ^n  18  de  Diciembre  de  1804,  la  resolución  que  forma  la 
^®y   ^X^  XI  del  mismo  título,  aprobando  una  instrucción  referente 
al  ^ospacho,  traspaso,  renuncia  y  devolución  á  la  Corona  de  los 
públicos. 

el  preámbulo  que  en  la  mencionada  ley  precede  á  dicha 

•^Bt.irvicci6n,  se  consigna  que  en  las  órdenes  que  se  circulasen  á 

\o*  Presidentes  y  regentes  de  las  chancillerías  y  audiencias  y  á 

\0^  ^OTregidores  y  alcaldes  mayores  del  reino,  se  debían  distin- 

^^  loa  oficios  enajenados  por  juro  de  heredad,  con  facultad 

¿0  disponer  de  ellos  los  poseedores  á  su  voluntad  de  los  pura- 
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del  inmediato  servicio  del  Bey  y  no  en  otro.  La  última 
palabra  qae  podemos  fundadamente  afiadir  al  terminar  el  rei- 
nado de  Carlos  IV,  es  que  el  poder  local  libre  é  independiente, 
qne  deben  representar  las  municipalidades  en  la  organización 
política  del  Estado,  no  existía  en  Espafia. 


CAPÍTULO  IX. 


CARÁCTER  DEL  8ÍQLO  XVIII. 


Para  los  que  creemos  que  Dios  depositó  en  la  humana  cria- 
tnra  un  rayo  del  foco  eterno  de  sus  puros  resplandores,  para 
<lü6  podamos  comprender  las  inefables  armonías  derramadas 
GQ  la  obra  de  su  diestra  omnipotente;  reveló  al  genio  las  por- 
tentosas leyes  del  movimiento,  y  le  consintió  pesar  y  medir  las 

• 

uunensas  moles  que  ruedan  eu  el  azul  del  cielo;  mostró  la  ad- 
inirable  trinidad  del  poder,  la  inteligencia  y  la  armonía;  envió 
sn  £temo  Verbo  á  la  flaca  humanidad  para  consolarla  en  me- 
^0  de  sus  tribulaciones,  y  creó  al  hombre  á  su  imagen  y  seme- 

■ 

J^za  para  que  no  se  arrastrase  por  las  tinieblas  de  la  ignoran- 
<^&)  la  historia  del  progreso  humano  es  una  verdad  demostrada, 
7  Dios,  perenne  manantial  de  luz,  de  ciencia  y  de  verdad,  no 
^  hecho  nada  que  no  conduzca  á  la  armoniosa  perfección  de 
1a  hamanidad,  y  á  que  ésta  pueda  alcanzar  su  fin  absoluto.  Los 
^los,  que  no  son  más  que  manifestaciones  y  espejo  de  los  he- 
chos sociales,  vienen  enlazados  de  tal  suerte,  que  la  marcha  de 
la  hamanidad  no  se  ezpUcaria  fácilmente  si  pudiera  suprimirse 
nno  solo,  y  romperse  la  maravillosa  cadena  con  que  Dios  en- 
lazó el  movimiento  inexplicable  de  su  portentosa  obra.  El  si- 
glo xvín  es  hijo  legítimo  del  anterior.  Declarada  la  guerra  á  lo 
pasado;  quebrantados  los  antiguos  poderes;  poco  cuidadosos  de 
sa  conservación  los  que  legítimamente  los  poseían;  rotos  los 
lazos  morales  que  hacen  fuertes  á  los  individuos  y  á  las  nacio- 
nes; verificada  la  revolución  en  las  ideas,  el  siglo  xvni  es,  á 
nuestros  ojos,  la  realización  práctica  de  una  conflagración  in- 
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mensa  que,  sujetándolo  todo  á  discusión,  nada  reso 
en  pie  los  grandes  problemas  que  continúan  agitan( 
do  en  el  orden  social,  religioso,  filosófico,  político  y 
iQuiera  Dios  revelar  algdn  d(a  la  prodigiosa  y  sobren 
ñera  de  armonizar  tantos  intereses,  seotimientoa  y 
como  lia  desencadenado  la  pobre  soberbia  del  homb 
Si  para  evidenciar  nuestra  tesis  nos  propusiéramo 
nar  opiniones  de  loa  eacritoros  contemporáneos,  rm 
sería  extraordinariamente  fácil.  Ei  miamo  materialist 
que  con  tanta  saña  ataca  toda  la  tendencia  católi< 
opibión  ae  propaga  más  de  lo  que  debiera  entre  inoi 
□os,  al  apreciar  en  su  Historia  de  la  humanidad  (1611 
ter  del  siglo  xvm,  declara  que  éste  procede  del  xvn 
su  vez  babrla  sido  producto  de  la  reforma  y  del  ren 
Eu  su  sentir,  la  revolución  literaria  y  religiosa  qu 
época  moderna,  no  fué  más  que  la  consecuencia  de  1< 
de  la  Edad  Media.  Luego  para  sostener  la  absurda  p 
de  que  el  catolicismo  es  el  autor  de  la  incredulidad  y 
miento  anticristiano  del  siglo  xvu,  no  encontró  mi 
opiniones  de  Spizel  y  de  Tillotaon;  y  terminó  dicien< 
abusos  y  los  excesos  del  poder  Real,  de  la  aristocraí 
Iglesia,  fueron  los  que  hicieron  necesaria  la  revoluci 
tando  el  forzoso  encadonamiento  de  los  siglos,  que  n 
que  piedras  miliarias  de  la  civilización  universal,  di 
rebuscar  en  el  catolicismo  lo  que  es  natural  consecu< 
reforma  y  de  ese  renacimiento  que  suavemente  desliza 
rent,  en  vez  de  confesar  que  la  guerra  de  religión  qu 
teó  en  el  aiglo  xvn,  atacando  la  legitimidad  de  todos 
rea  y  sublevando  laa  conciencias,  inició  la  increduli< 
los  fundamentos  de  la  fe,  que  es  el  mayor  consuelo  i 
no  espíritu,  y  preparando  la  revolución  en  laa  idea 
aquel  profundo  movimiento  en  el  terreno  de  loa  he< 
alcanzar  aquella  general  bienandanza,  aquella  fetit 
versal,  que  inútilmente  buscan  loa  hombrea  fuera  de 
trabajo,  símbolo  de  redención  de  la  humana  especie, 
mos  si  los  abusos  y  excesos  del  poder  Real,  de  la  a: 
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y  de  la  Iglesia  fueron  los  que  hicieron  necesaria  la  revolución. 
£q  1697  se  había  celebrado  la  paz  de  Riswik,  y  Francia  en- 
tr^ó  á  España  las  ciudades  y  plazas  perdidas  en  Cataluña  y 
en  los  Países  Bajos;  pero  esta  paz,  que  salvaba  el  equilibrio  ma- 
terial de  Europa,  sólo  había  podido  conseguirse  con  guerras 
que  el  tratado  de  Westphalia  debió  economizar,  resaltando  las 
preponderancias  cuyo  influjo  se  trató  de  obstruir,  uniendo  las 
potencias  protestantes  á  la  católica  Austria,  que  se  había  que- 
rido anular,  j  creándose  la  contrariedad  de  intereses  políticos 
y  materiales,  que  en  Westphalia  se  procuró  hermanasen  bajo 
8a  aspecto  religioso  j  político.  La  casa  de  Austria  y  la  Francia 
de  Luis  XIV  se  disputaban  la  influencia  en  Europa,  y  la  rama 
espafiola,  que  comenzó  con  gloria  su  reinado  en  España,  acabó 
protestando  contra  la  triple  alianza  del  Haya,  y  disponiendo 
por  sí  misma  de  los  destinos  de  la  nación.  Nos  hemos  acostum- 
brado á  oír  tan  sólo  Carlo3  II  el  Hechizado;  y  si  la  misma  Inqui- 
sidÓQ  y  escritores  nada  sospechosos  no  hubiesen  reprobado  los 
tales  hechizos  del  Rey^  los  rechazaríamos  ahora,  añadiendo  con 
López  Sánchez  (1612),  que  Carlos  II,  en  las  difíciles  circunstan- 
cias en  que  se  vio  colocado,  ni  fué  indigno,  ni  fué  débil,  ni  fué 
desleal.  Con  enemigos  tan  poderosos  como  Luis  XIV;  divididos 
los  hombres  políticos  por  diversas  aspiraciones,  flotó  entre  to- 
das la  conservación  de  la  unidad  nacional  realizada  por  Fer- 
nando ó  Isabel,  y  Carlos  II  supo  hacerse  superior  y  previsor, 
terminando  dignamente  la  dominación,  en  otros  tiempos  tan 
gloriosa,  de  la  casa  de  Austria.  Sin  embargo,  aunque  la  obra 
de  Richelieu  se  había  realizado,  apenas  firmada  la  paz  de  West- 
phalia, se  apercibió  Europa  de  que  se  había  creado  un  nuevo 
peligro.  El  consejo  de  Estado  de  España  y  los  políticos  españo- 
les proclamaron,  como  dice  Mignet  (1613),  que  ningún  Prínci- 
pe ignoraba  que  los  vastos  designios  del  Rey  de  Francia  tendían 
nada  menos  que  á  la  monarquía  universal,  y  ninguno  había  do- 
jado  de  ver  los  peligros  con  que  esa  ambición  le  amenazaba. 
Después  de  la  paz  de  Nimega,  la  dominación  de  Francia  estaba 
asentada  en  toda  Europa  (1614).  La  Correspondencia  inédita  del 
marqués  de  Harcourt  (1615),  prueba  hasta  qué  punto  Luis  XIV 
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odnctoras  con  el  miUtarismo,  estímalo  el  excloBiTiamo  mer- 
ntil,  y  complicó  la  admioistraciÓD  con  la  iofluencia  siempre 
neeta  de  los  privados,  llevando  á  todas  las  eitretnidadee  de  la 
icito  la  decadencia  moral,  que  es  consecuencia  forzosa  del 
vacio  del  poder  páblico,  caando  sólo  se  apoya  en  la  fuerza 
tterial  7  do  en  la  razón  y  el  derecho,  que  hace  tan  fuertea  á 
iKeyes  como  á  loa  pueblos.  Y  dn  embargo,  la  fuerza  ha  iído 
única  ley  de  las  naciones  hasta  loa  tíempos  modemoa.  El 
smo  Laorent  reconoce,  que  el  siglo  zvín  fué  el  reinado  de  la 
ina,  y  la  política  de  todos  loa  Príncipea  la  ambición  de  redon- 
use, 

P«ro  limitándoDOS  á  Espafia,  de  todos  loe  cambios  que  el  en- 
nizamiento  de  la  nueva  dinastía  produjo  en  naestro  país, 
iguno  más  notable  que  el  realizado  en  este  tiempo  por  la  in- 
ducción de  un  nuevo  elemento  en  la  acción  del  poder,  por  la 
mrtancia  que  desde  entonces  adquirió  la  milicia.  La  antigua 
a  de  Castilla,  que  vivía  en  perpetua  guerra  contra  los  iufie- 

no  había  otorgado  aquel  predominio  al  poder  militar.  Has- 
a  conquista  de  Granada,  el  Rey  había  sido  soldado,  soldado 
loble,  soldado  el  sacerdote,  cuyos  templos  afectaban  exte- 
-mente  la  forma  de  verdaderas  fortalezas,  desde  cuyos  muros 
chas  veces  se  defendiecon  las  fronteras  de  la  patria;  el  pe- 
ro y  el  villano,  en  fin,  soldados  habían  sido  también,  ya  en 
nasa  total  del  ejército  del  Bey,  ya  en  la  mesnada  sostenida 

loa  arbitrios  del  sefior.  Sin  embargo,  el  poder  de  la  espada, 
mdo  en  manos  de  todos,  no  se  hizo  exclusivo  ni  predocni- 
ite  en  la  de  ninguno,  y  la  importancia  de  cada  clase  se  de- 
iba  de  otros  motivos  históricos  y  sociales,  sostenidos  por  ios 
rilaos  inherentes  á  la  condición  de  la  cuna  y  á  la  ezteb- 
1  y  número  de  las  propiedades  y  de  loa  vasallos  que  cada 
>  tenia.  Con  d  advenimiento  de  la  dinastía  de  Áuatría  ooin- 
ieron  las  guerras  exteriores  que,  comenzando  en  las  con- 
stas de  Ñapóles  y  de  África,  en  las  contiendas  con  Francia 
Q  las  aventuras  del  Nuevo  Mundo,  llevaron  las  armas  fuera 
suelo  peninsular:  así,  pues,  vióse  á  los  vencedores  de  Cerí- 
a,  de  Otamba,  de  Holanda  y  Francia;  á  caracteres  militares 
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tan  grandes  como  tioDzslo  Fernández  de  Córdol 
Cortós  y  el  duque  de  Alba,  venir  á  empeque&ecersi 
y  á  sufrir  los  desairea  y  las  vejacíoues  que  al  prío 
Fernando  V,  Carlos  I  al  conquistador  de  Méjico 
al  que,  después  de  haber  sido  el  terror  de  Francii 
fué  casi  entre  cadenas  &  realizar  la  incorporaciói 
Portugal  á  la  Corona  de  Castilla.  Pero  ya  desde  las 
nes  de  Portugal  y  de  Cataluña,  y  la  empresa  de  1 
contra  Fueaterrabia,  vloieroQ  á  la  Península  á  p4 
meros  soldados  extranjeros,  adquiriendo  personal 
é  influencia  en  el  peso  del  poder  los  generales  lian 
girloa.  Loa  revueltas  promovidas  por  la  ambición 
José  de  Austria,  bajo  la  regencia  de  la  Reina  Do 
madre  de  Carlos  II,  y  la  creación  de  la  Chamberga 
los  á  una  institución  tan  desconocida  antes  como 
sario  al  poder  Beal,  cuanto  que  Felipe  II,  volviend< 
rio  lusitano  acompa&ado  por  las  fuerzas  delegada 
que  de  Alba,  despachólas  al  llegar  á  Extremada 
Desde  aquí  las  numeres  me  guardarán.  Tras  de  aque 
sos  accidentes  de  nuestra  historia  el  concluir  el  sig 
el  cambio  de  dinastía,  y  con  él  dos  hechos  de  gran 
para  el  entronizamiento  de  aquel  poder,  cuyo  inflv 
nante  nunca  había  sentido  sobre  su  espalda  la  soi 
ñola:  la  guerra  de  sucesión,  que  afectando  la  forma 
á  llenar  la  Península  de  soldados  extranjeros  de  to<3 
nes  de  Europa;  y  la  repercusión  de  los  sistemas  es< 
Francia,  donde  una  multitud  de  sucesos,  que  aquí 
nente  especiflcar,  había  ya  producido  la  prepondc 
milicia,  como  lazo  que  se  había  impuesto  al  pod« 
la  aristocracia,  el  clero  y  el  parlamento.  En  este  e 
sas,  natural  era  que  el  nuevo  Rey  tratara  de  soste 
do  eu  uu  nuevo  eje  de  los  que  las  largas  pruebas 
tecedente  no  habían  gastado.  El  influjo  del  clero  1 
mos  Austñas  se  había  convertido,  asi  en  lo  poL 
económico  como  en  lo  moral,  en  la  inmensa  ma< 
devoraba  esta  sociedad.  Sin  herir  el  ingenuo  sentí 
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Uco  de  la  nación,  era  preciso  á  Felipe  V  tomar  otra  corriente,  ó 
condenarse  á  perecer  cautivo  en  la  vasta  red  urdida  por  aquel 
poder  insaciable  y  devastador.  La  aristocracia  había  perdido  su 
influjo  de  clase  y  aun  más  el  personal  de  sus  miembros,  envuel- 
tos en  las  luchas  y  ambiciones  á  que  dio  pábulo  la  universal 
anarquía  del  último  medio  siglo  entero;  pero  además  en  la 
cuestión  de  la  sucesión  á  la  Corona  se  había  dividido  en  dos 
bandos,  y  el  pueblo,  huérfano  de  instituciones  que  la  sirvieran 
de  salvaguardia,  carecía  de  influjo  por  sí  para  reflejar  su  im- 
portancia social  en  el  robustecimiento  de  la  Corona.  Felipe  V, 
pues,  tuvo  que  crear  un  nuevo  elemento  en  que  apoyarse,  y  de 
él  nació  el  militarismo,  tanto  más  invasor  en  el  principio  de  su 
entronizamiento,  cuanto  que,  despreciando  las  cortas  capacida- 
des militares  que  las  lUtimas  guerras  habían  producido  en  Es- 
paña, de  Francia  trajo  sus  mariscales,  sus  jefes  de  la  milicia  y 
hasta  gran  número  de  oficiales,  muchos  de  los  que,  andando 
los  años,  ascendieron  á  la  dignidad  del  generalato.  Este  proce- 
dimiento se  estacionó  por  mucho  tiempo  en  España,  hasta  el 
punto  de  que  bajo  ninguno  de  los  Reyes  de  la  casa  de  Borbón 
ha  dejado  de  formar  parte  integral  é  importante  de  nuestras 
CMas  dd  estado  müiiar^  un  número  más  ó  menos  crecido  de  oficia- 
les generales  de  origen  francés  ó  extranjero,  entre  cuyos  indivi- 
duos muchos  han  gozado  cerca  de  los  monarcas  una  influencia 
casi  decisiva  hasta  en  los  asuntos  políticos  y  civiles  de  la  nación. 
De  aquí  la  idea  de  la  fuerza,  que  durante  el  último  siglo  fué  el 
principal  apoyo  del  poder  civil;  de  aquí  la  preterición  hecha  de 
la  idea  del  derecho,  y  el  absoluto  desconocimiento,  que  era  ge- 
neral en  el  cuerpo  entero  de  la  nación,  de  aquellas  institucio- 
nes que  establecen  sus  fuentes  y  sacan  la  vida  civil  del  estre- 
cho cauce  de  las  arbitrariedades  del  absolutismo  á  las  expedi- 
tas llanuras  de  la  moral  y  de  la  razón.  Pero  en  la  lucha  eterna, 
que  llena  la  historia  de  la  humanidad,  entre  la  fuerza  y  el 
sandumjus  civile  de  los  antiguo?,  el  militarismo  predominante 
vino  á  perpetuar  el  imperio  de  aquélla,  otorgándola  un  triunfo, 
que  será  ley  universal  de  las  sociedades  humanas  mientras  ha- 
ya progresos  por  qué  suspirar  y  emancipaciones  que  empren- 
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der,  es  decir,  mientras  no  Uegoe  la  plenitud  de  aquella  ley  de 
amor,  que  forma  la  doctrina  de  Cristo,  y  se  realice  la  sublime 
síntesis  que  entraña,  haciendo  de  la  comunión  de  los  espíritus 
perfectos  unánimes  en  la  fe^  en  la  ciencia,  en  las  esperanzas, 
unum  ju8,  unum  avüe^  unum  pastor. 

Notorio  el  predominio  marítimo  inglés,  la  política  europea 
desde  1715  á  1740  fué  una  política  de  invasión.  Suecia  preten- 
dió y  obtuvo  el  predominio  en  el  Norte,  pero  la  elevación  de 
Prusia  y  Busia  á  potencias  fuertes,  le  hizo  pagar  sus  complici- 
dades con  Westphalia.  Inglaterra  se  unió  al  Austria  católica 
para  garantir  sus  intereses  materiales.  España,  que  vio  termi- 
nada la  guerra  de  sucesión,  perdió  á  su  Reina  María  Luisa  de 
Saboya;  y  habiendo  contraído  FeUpe  V  segundas  nupcias  con 
Isabel  Farnesio,  la  dirección  de  la  poUtica  española  pasó  á  ma- 
nos de  Alberoni^  de  quien  dijo  Saint  Simón,  en  sus  Memorias 
(1617),  «que  había  sido  un  malvado  ó  un  tirano,  á  quien  guia- 
>ban  la  perfidia,  la  ambición,  el  interés  personal,  miras  siem- 
>pre  torcidas,  á  veces  los  caprichos  y  hasta  la  locura^  y  cuyo 
«único  interés,  continuamente  variado  y  diversificado  según  se 
>lo  presentaba  la  fantasía,  se  ocultaba  bajo  proyectos  siempre 
«inciertos,  y  que  en  su  mayor  parte  eran  de  ejecución  imposi- 
>ble.>  La  muerte  de  Luis  XIV,  en  1715,  puso  el  poder  de  la 
Francia  en  las  manos  del  duque  de  Borgoña,  regente  de 
Luis  XV,  y  Alberoni  consiguió  enemistarse  con  todos  los  go- 
biernos europeos  y  producir  la  cuádruple  alianza,  la  guerra  y 
su  propia  desgracia,  para  concluir  Felipe  V  adhiriéndose  á 
aquel  tratado,  guerreando  de  nuevo  con  Inglaterra  y  en  Italia. 
La  política  de  Felipe  V  terminó  con  la  paz  de  Aquisgram  (Aix- 
la-Chapelle),  que  hizo  exclamar  á  Flassan,  en  su  Hidoria  de  la 
diplomacia  francesa  (1618):  ¿por  qué  se  ha  derramado  tanta  san- 
gre? España  sólo  consiguió  proporcionar  un  ducado  italiano  al 
infante  D.  Felipe. 

Hablábase  mucho  del  equilibrio  de  las  potencias,  pero  en  el 
siglo  xvm  se  tenía  en  muy  poco  el  derecho  de  las  naciones.  A 
los  intereses  personales  sucedió  la  política  pacífica,  y  Walpole, 
en  Inglaterra;  Fleury,  en  Francia,  y  Ensenada,  en  España,  la 
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desearon  ardientemente,  hasta  el  extremo  de  dedr  Coxe,  en  la 
biografia  del  primero,  cque  el  ministro  inglés  no  tavo  más  que 
•unaidea  dominante,  el  amor  ¿  la  paz,»  que  fué  también  el 
bdlo  ideal  proclamado  por  Femando  VI  y  su  célebre  ministro. 
Los  acontecimientos  se  sobrepusieron  á  las  intenciones,  y  una 
cuestión  de  límites  en  la  América  del  Norte  produjo,  después 
de  la  paz  de  Aquisgram,  una  alianza  de  Inglaterra  y  Prusia 
contra  otra  de  Francia  y  Austria,  que  terminó  con  las  paces  de 
París  y  la  de  Hubersburgo.  Desde  entonces  quedó  demostrada 
la  impotencia  de  Francia  ante  Inglaterra  y  la  emulación  de 
Prosia  y  de  Austria,  y  la  faz  de  Europa  se  modificó  completa- 
mente. Inglaterra  se  mostró,  pesando  sobre  la  política  como 
poteDda  marítima,  de  una  manera  tan  decisiva  y  tan  perma- 
nente, que  todavía  su  poder  ni  ha  languidecido  ni  ha  acabado; 
Francia  quedó  á  merced  de  la  fortuna,  y  gastando  todo  su  in- 
menso poder  en  empresas  más  brillantes  que  sólidas;  Prusia  se 
levantó  á  potencia  de  primer  orden,  preparando,  entre  rudas 
pruebas,  el  porvenir  de  sus  esperanzas.  El  equilibrio,  como  dice 
mi  escritor,  se  confirmó  en  las  paces,  pero  la  preponderan- 
cia quedó  en  otras  naciones.  El  único  monarca  que  guardó 
fielmente  la  política  pacífica,  fué  Fernando  VI  de  España.  Si  el 
príndpio  del  libre  examen  produjo  la  indisciplina  en  loe  espíri- 
tus, el  equilibrio  material  acabó  con  la  fisonomía  de  los  pue- 
blos, para  entregar  á  los  débiles  á  la  insaciable  ambición  de  los 
poderosos.  España,  Holanda  y  Genova  sucumbieron  ante  el 
poder  absorbente  de  la  Francia;  Dinamarca,  ante  Suecia;  Polo* 
nia,  ante  Prusia;  Busia  y  América  pueden  dar  razón  de  lo  que 
Alé  el  equilibrio  proclamado  en  Weetphalia  y  Utrecht.  El  reparto 
de  la  Polonia  en  1772  creó  el  principio  de  intervención  de  unos 
Estados  en  otros,  y  sólo  un  Bey  español,  Carlos  III,  protestó 
oontra  este  sistema  de  expoliación  y  de  fuerza  que  había  de 
consumarse  en  1793. 

La  rivalidad  entre  Francia  é  Inglaterra  produjo  la  indepen- 
dencia de  los  Estados-Unidos  de  América,  porque  después  que  la 
paz  de  París  puso  en  poder  de  la  nación  inglesa  el  Canadá  y  la 
Florida,  comenzó  á  imponer  nuevos  impuestos,  y  por  resultado 
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de  BU  actitud,  un  acta  de  4  de  Julio  de  1776  proclam 
é  independencia  de  laa  colonias  y  la  autonomía  de 
Unidos  de  la  América  s^leniriotial.  Este  hecho  era  un 
la  fíeonomia  que  la  política  adquiría  en  el  siglo  xvn 
Lutero  uegó  autoridad  á  la  Iglesia,  la  monarquía,  i 
unas  paites  y  servida  en  otras  por  el  protestautism 
ganizado  el  poder  por  medio  de  potestades  civiles  ; 
que  eran  absolutas,  y  por  consecuencia  desptiticas 
se  colocó  entre  el  despotismo  monárquico  y  el  impí 
cionario,  y  acabó  en  la  Enciclopedia.  Su  espíritu 
de  protesta  contra  la  autoridad  civil  y  de  odio  cor 
gión.  Como  doctrina,  era  sensualista  y  se  reía  de  li 
ba  la  guerra  á  la  autoridad,  y  cantaba  la  omnipo^ 
personalidad  humana.  Si  el  siglo  xvm  no  hubiese  ( 
que  con  las  doctrinas  de  los  pubUcistas,  no  tendria 
determinado;  pero  como  recogió  todos  los  errores 
fe,  por  eso  la  Enciclopedia  ea  la  conciencia  libre  I: 
la  sola  razón  el  destino  futuro  de  la  humanidad.  L 
cribió  loa  derechos  absolutos  en  los  códigos  politice 
blos  se  creyeron  omnipotentes.  Esta  era  lógica  con: 
haberse  apartado  del  seguro  camioo  que  trazó  la  civil 
tiana.  Por  eso  ni  resolvió  el  problema  social,  extinc 
periamo,  ni  encontró  la  armonía  entre  el  capilat  y  e 
muchos  otros  que  pudieran  recordarse,  y  que  estab 
dos,  no  aQos,  sino  siglos  antes  de  que  aconteciera  I 
de  1793. 

No  hay,  pues,  que  culpar  ai  poder  Real  de  la  co 
que  representa  Luis  XIV  de  Francia,  ni  del  lastimo 
la  corte  de  Luís  XV,  ni  de  las  debilidades  de  Luis 
caramente  pagadas.  Si  el  siglo  xvm  fué  conservado 
narquías  buscaron  apoyo  en  el  catohciamo,  fué  poi 
cismo  y  monarquías  corrían  un  mismo  peligro,  y  v 
dos  sus  fundamentales  principios,  y  porque  sólo  el 
facilita  eeos  lazos  morales  que  unen  dulcemeiite  á  I 
y  ¿  los  administrados  para  procurar  el  bien  públin 
ÓÓD  í  Espafia,  ti  cargo  de  Mr.  Laurent  resulta  con 
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infuudado,  por  el  desconocimiento  que  por  lo  común  se  tiene 
en  el  extranjero  de  la  historia  de  nuestro  país.  Aquí,  en  los  rei- 
nados de  Felipe  V  y  Femando  V,  tuvimos  un  absolutismo  ilus- 
trado, como  ha  reconocido  el  historiador  Lafuente  (1619).  Car- 
los m  representa  un  reinado  glorioso,  en  el  que  el  estado  llano 
no  echaba  de  menos  la  libertad  para  el  bien,  que  es  la  verda- 
dera libertad.  Y  aunque  la  época  de  Carlos  IV  no  fué  tan  afor* 
tonada  como  las  anteriores,  varios  son  loi  escritores  iroparcia- 
lee  qae  lo  señalan  como  el  de  mayor  esplendor  para  la  instruc- 
ción general.  Espafia  resistió,  pues,  la  influencia  de  la  revolución 
francesa,  sin  duda  porque  no  estaba  preparada  para  tantas  y 
tan  transcendentales  reformas.  El  clero  ni  la  nobleza  no  tuvie- 
ron en  el  siglo  xvm  gran  influencia  en  la  esfera  del  gobierno. 
El  estado  llano  no  se  mostró  ansioso  de  derechos  políticos.  Y 
sin  haber  despertado  el  sentimiento  de  independencia  por  la  in- 
vasión extranjera,  y  haber  unido  á  este  grito  el  de  religión,  pa- 
tria y  Rey,  es  muy  posible  que  en  1812  no  se  hubiera  podido 
conocer  la  primera  Constitución  española,  proclamando  la  mo- 
narquía como  base  del  poder,  y  adelantando  principios  que,  por 
lo  prematuros,  no  tuvieron  larga  observancia.  El  siglo  xvm  fué, 
como  dijo  De  Maistre,  la  conclusión  de  los  dos  precedentes; 
pero  la  revolución  no  la  hizo  necesaria  ni  el  poder  Real,  ni  el 
dero,  üi  la  nobleza. 

CAPÍTULO  X. 

PROGRESO  DE  LAS  CIENCIAS  MATEMÁTICAS,   FISICAS 

Y    NATURALES. 

£1  movimiento  científico  del  siglo  xvm  imprimió  á  las  corpo- 
^ones  científicas  carácter  oficial.  La  Academia  de  Ciencias  de 
Paria  y  la  Sociedad  Real  de  Londres  iniciaron  el  impulso,  que 
continuó  la  Prusia  y  la  Rusia,  fundando  las  Academias  de  Ber- 
''li  y  San  Petersburgo.  Espafia  imitó  el  ejemplo,  estableciendo 
^  1713  la  Real  Academia  Española,  en  1738  la  de  la  Historia 
y  ^  1761  y  en  1863  la  de  Jurisprudencia.  Los  trabajos  de  los 
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académicos  constituyeron  archivos  científicos  de  pri 
las  relaciones  que  crearon  las  publicaciones  acadéi 
huyeron  á  establecer  entre  los  gobiernos  y  las  bocí 
tíficas  el  noble  estímulo  de  las  expedición^,  encan 
solver  cuestiones  diñciles  y  de  grandísimo  interés, 
de  esta  suerte  los  grandes  descubrimientos  del  sigl 

En  las  ciencias  exactas,  la  teoría  de  la  gravitaci 
filé  origen  de  una  lucha  gloriosa  entre  dos  gran 
La  escuela  baloÍ8e,  representada  por  los  Bemoulli 
sobre  todo  Euler,  cuyas  doctrinas  encontraron  at 
academias  del  Norte;  y  la  escuela  francesa,  repn 
Clairault,  d'Alembert,  Lagrange  y  Laplace,  entre  h 
recieroa  el  título  de  clásicos  Euler  y  Lagrange  y  1< 
la  Academia  francesa.  Los  geómetras  del  siglo  xt 
ban,  ante  todo,  en  las  matemáticas  un  iostrumeot 
Dar  para  todos  los  usos  posibles,  pero  especialmdn 
plicación  de  todas  las  irregularidades  aparentes  i 
mieutoB  celestes  en  apoyo  de  la  teoría  newtoniana 
do  una  tendencia  al  absoluto  rigor  de  las  demost 
provocó  más  tarde  un  exagerado  rigorismo.  En  < 
ñor  se  habían  establecido  además  poderosos  méto< 
sis,  por  creei:  de  una  manera  absoluta  en  la  sup 
auálisis  sobre  la  síntesis,  ó  tomando  estos  término 
do  que  les  atribuyen  las  matemáticas,  á  la  supeñi 
métodos  más  generales  y  los  signos  más  abstracta 
pleo  de  concepciones,  de  construcciones  y  de  imá^ 
mediatamente  apropiadas  al  objeto  de  que  se  trati 
dido  el  análisis,  la  mecánica  analítica  de  Lagran^ 
dadera  escuela.  Mientras  los  geómetras  buscaban  1 
sas  de  perturbación  de  los  movimientos  celestes,  lo 
de  profesión  se  ocupaban  en  perfeccionar  los  inst 
medida,  los  métodos  de  observación,  la  instalaciói 
servatorios  y  el  establecimiento  de  la  astronomía 
que  data  del  siglo  xvín,  como  la  relojería  de  preci 

La  física  experimental,  exceptuando  la  óptica,  i 
quirido  entonces,  como  la  adquirió  después,  el  coe 
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ciencia  de  precisión,  como  la  astronomía;  pero  en  tanto  que  la 
Academia  de  Ciencias*  de  París  ofrecía  premios  á  los  que  más 
acertadamente  determinasen  la  naturaleza  dd  fuego^  Dufay,  en 
París;  Musschenbroecky  en  Leyden,  y  Franklin,  en  América,  lla- 
maron vivamente  la  atención  pública  por  la  singularidad  de 
sus  experiencias,  y  sorprendieron  efectivamente  uno  de  los  más 
grandes  secretos  de  la  naturaleza.  El  descubrimiento  de  la  pila 
de  Volta,  y  de  la  telegrafía  eléctrica  y  del  magnetismo,  serán 
siempre  gloriosos  recuerdos  de  este  siglo,  en  el  cual  todos  los 
fenómenos  de  la  luz,  del  calor,  de  la  electricidad,  del  magnetis* 
mo,  en  sus  modificaciones  íntimas  y  en  sus  movimientos  im- 
perceptibles, fueron  estudiados  y  casi  dominados.  La  doctrina 
de  los  cuatro  elementos  formó  parte  de  la  ensefianxa  de  la  épo- 
ca,  y  la  industria  y  las  artes,  y  sobre  todo  la  metalurgia  y  la 
clínica  médica,  encontraron  las  teorías  de  Stahl  y  Lavoisier, 
que  enseñaron  los  efectos  del  hierro  incandescente  y  la  parti- 
cipación que  el  aire  tenía  en  la  combustión.  Esta  gran  expe- 
riencia, que  dio  origen  á  la  química  pneumática,  condujo  al 
descubrimiento  de  la  composición  del  aire,  y  la  química  sufrió 
una  verdadera  revolución  al  conocer  el  oxígeno  y  el  hidrógeno 
y  averiguar  su  intervención  en  las  reacciones  químicas,  y  diri- 
gir las  fuerzas  productoras  de  la  naturaleza  en  el  sentido  que  se 
considerase  más  ventajoso.  £1  progreso  de  la  teoría  fíñiQA  de  la 
electricidad  é  invención  de  la  pila  de  Volta,  habían  de  conducir 
naturalmente,  treinta  afios  después  de  Lavoisier,  á  la  revolución 
de  la  química,  pasando  de  la  teoría  de  Stahl  á  la  de  Davy  y 
Berzelius.  El  vocabulario  de  la  antigua  química  había  de  sufrir 
una  gran  modificación,  é  iniciada  por  Guyton  de  Morveau,  ami- 
go  de  Buífón,  fué  recogida  por  éste  en  su  Sistaria  de  los  minera- 
les. La  revolución  científica,  cuyos  principales  rasgos  se  han  se- 
ñalado, forma  uno  de  los  caracteres  del  siglo  xvm,  y  por  conse- 
cuencia de  ella  la  teoría,  el  lenguaje,  todo  cambió  repentina- 
mente, abriéndose  una  nueva  era  á  la  industria. 

En  historia  natural,  el  siglo  xvm  abre  á  las  ciencias  y  á  la 
filosofía  de  las  ciencias  un  nuevo  camino  por  medio  de  la  hio- 

logia^  término  fisiológico  que  quiere  decir  discurso  de  la  vida. 
Tomo  IV  93 
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que  tratando  de  explicar  los  fenómenos  de  la  fon 
seres  oi^íanizadoe,  preparó  las  teorías  qué  debíac 
dfa  las  ciencias  naturales  é  influir,  desde  su  po 
sobre  todas  las  demás  partes  de  los  conocimiei 
Lo  que  el  Biglo  xti  había  BÍdo  para  las  artes  plá 
para  las  ciencias  matemáticas,  lo  fué  el  xvm  pa 
naturales.  Es  la  edad  de  los  naturalistas  clásii 
con  su  genio,  no  sólo  las  ideas  fundamentales 
gua  de  la  ciencia.  Después  de  largo  tiempo,  la 
toria  natural  se  emplea  para  designar  el  estudi 
metódico  de  las  producciones  de  la  naturaleza;  j 
las  teorías  del  Qsico  ó  del  químico  y  aun  el  g 
dia  las  fases  por  las  cuales  el  mundo  ha  pasado 
te  en  nuestros  estudios,  no  existe  una  especie  i 
origen,  modo  de  existencia  y  relaciones  actuí 
senten  causas,  hechos,  accidentes  que  constiti 
ría  misma  de  nuestro  planeta  y  que  impropia 
llamado  la  historia  de  las  revoluciones  del  globo, 
historia  no  mereciesen  nuestra  atención  más  que 
nea  que  trastornan  bruscamente  el  curso  regular 
cimientos.  La  aparición  y  la  desaparición  de  las 
nicas,  su  distribución  sobre  la  superficie  tenesti 
subordinarse  á  las  fases  porque  ha  atravesado  e 
tre,  de  la  misma  manera  que  la  sucesión  de  las  < 
guada  por  sus  restos  fósiles,  constituyen  los  mejí 
para  ñjar  en  la  historia  del  globo  la  sucesión  do  1 
ta  historia  bajo  el  nombre  de  Geología,  es  el  preí 
ducción  obligada  de  la  vasta  historia  de  la  nab 
historia  natural  según  el  verdadero  sentido  de  1 
misma  idea  que  inspiró  á  Plinio,  aconsejó  á  Ka 
1755,  sin  nombre  de  autor  y  dedicada  al  gran  F( 
tona  natural  del  cielo,  que  con  las  cartas  cosmolí 
bert,  y  sobre  todo  con  los  descubrimientos  de  "V 
chel,  abrieron  uua  nueva  era  para  la  astronomía 
objeto  hoy  de  serios  estudios  é  investigaciones,  fu 
nocida  en  el  siglo  xvm,  y  si  entonces  no  se  fundt 
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preparó  bu  necesario  advenimiento.  Los  trabajos  de  Reaumur, 
Linneo,  Bufión,  Bonnet,  Spallanzani,  Sausure  y  Pallas,  llama- 
ron la  atención  general  j  abrieron  á  las  ciencias  y  en  especial  á 
la  geología,  naturales  nuevos  horizontes.  El  estudio  del  hombre, 
ó  sea  la  biohgía^  el  de  los  animales  ó  sea  la  zoología^  y  el  de  las 
plantas  ó  sea  la  botánica^  y  sus  analogías  y  contrastes,  preocupa- 
ron á  los  sabios  de  la  época,  que  afirmaron  que  todos  los  miste- 
rios de  la  vida,  son  los  mismos  para  el  hombre  que  para  el  ani- 
mal: misterio  de  la  generación,  misterio  del  origen  y  constitución 
de  las  especies,  misterio  de  la  coordinación  armónica  de  los  ór- 
ganos  y  de  las  funciones,  principio  interno  de  desenvolvimiento 
bajo  la  influencia  de  las  excitaciones  exteriores,  y  lucha  contra 
las  causas  externas  de  destrucción  desde  el  nacer  al  morir. 
Aun  en  la  botánica,  durante  la  Edad  Media,  se  agitó  estéril- 
mente la  cuestión  de  la  clasifícacién  de  las  especies,  pero  en  el 
siglo  xvni,  dando  la  filosofia  la  preferencia  que  el  estudio  de 
las  plantas  merece,  y  buscando  las  analogías  que  la  vida  vege- 
tal ofrece  de  común  con  las  demás  manifestaciones  de  la  vida, 
se  encontró  la  verdadera  solución,  por  medio  de  la  clasificación 
de  los  objetos  naturales,  en  artificiales  y  naturales,  adoptado 
poi  Jassien  y  sus  discípulos,  pero  aplicando  á  la  inversa  la  ca- 
lificación de  sistema^  á  la  que  Linneo  rehusó  como  artificial,  y 
dando  á  su  propia  clasificación  el  nombre  de  método  natural. 
Si  bajo  su  aspecto  científico  se  compara  el  concepto  del  si~ 
glo  xvn,  con  el  del  xvni,  viene  á  resultar,  que  en  aquél  las  cien- 
^^  gobiernan  la  filosofía,  mientras  en  éste,  las  ciencias  están 
bajo  la  influencia  de  una  especie  de  filosofia  del  humano  espí- 
^tu,  contraria  á  la  gran  máxima  baconiana.  Y  es  que  los  des- 
cabrímientos  del  siglo  xvín,  en  física,  en  química  y  en  historia 
i^&tural,  fueron  la  consecuencia  de  las  teorías  recibidas  en  lo 
que  tenían  de  fundamental,  de  su  lenta  fermentación  y  de  la 
Acumulación  de  los  trabajos  que  habían  de  producir  la  intui- 
ción sintética.  Leibnitz  había  adivinado  todas  las  consecuen- 
cias filosóficas  que  podían  deducirse  de  los  descubrimientos  del 
siglo  xvín,  pero  su  prematuro  juicio  había  fatigado  á  los  espí- 
ritus que  no  acertaban  á  comprenderlo,  y  fué  necesario  que  el 
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tiempo  viniera  á  demostrar  cuan  injustamente  Voltaire  escribió 
áMarsan  el  5  de  Mayo  de  1741,  que  €  francamente  Leibnitz  no 
» había  venido  más  que  para  embrollar  las  ciencias.» 


CAPITULO  XI. 

HISTORIA  DE  LA  FILOSOFÍA  EN  EL  SIGLO  XVtlI. 

Conviene  advertir  que  la  historia  de  la  filosofía  en  el  si- 
glo xvm,  es  muy  diversa  de  la  historia  de  la  literatura  filosó- 
fica de  que  nos  ocuparemos  en  el  siguiente  capítulo;  pero  es  un 
accidente  digno  de  llamar  la  atención,  que  en  pleno  siglo  xvni 
se  formasen  en  Europa  tres  escuelas  filosóficas  bien  caracteri- 
zadas é  independientes  en  su  marcha  y  desenvolvimiento  unas 
de  las  otras,  como  lo  fueron  la  escuela  escocesa,  la  escuela  ale- 
mana y  la  escuela  francesa.  Había  tenido  la  Inglaterra,  patria 
de  Bacon  y  de  Hobbes,  al  filósofo  Locke  que,  modificando  el  sis- 
tema de  este  último,  redujo  á  términos  claros  el  sensualismo 
7  fué  el  maestro  de  posteriores  sistemas  y  de  la  política  del  si- 
glo xvm  de  Francia.  Su  sistema  reflexivo  sensualista  sirvió  de 
molde  á  la  Biblia  de  los  libre-pensadores,  al  Emilio  de  Rousseau, 
al  Espíritu  de  las  leyes  de  Montesquieu  y  hasta  al  célebre  Conírch 
to  social;  pero  aun  dentro  de  la  misma  escuela  inglesa  resultó 
una  escuela  provincial  nacida  en  Escocia  que,  entusiastas  por 
la  gloria  que  Newton  había  procurado  á  su  país,  quiso  corregir 
á  Locke  y  hacer  en  la  filosofía  del  espíritu  humano  la  reforma 
atribuida  á  Bacon.  Jouffroy,  en  el  prefacio  de  la  traducción  de 
las  obras  de  Reid,  dice  que  es  un  servicio  y  un  servicio  emi- 
nente que  los  escoceses  han  prestado  á  la  filosofía,  haber  esta- 
blecido con  seguridad,  una  vez  por  todas  en  los  espíritus  y  de 
forma  que  no  pueda  ya  abandonarse,  la  idea  de  que  hay  una 
ciencia  de  observación,  una  ciencia  de  hechos,  á  la  manera 
como  lo  entienden  los  físicos,  que  el  espíritu  humano  tiene  por 
objeto,  y  el  sentido  íntimo  por  instrumento,  cuyo  resultado  debe 
ser  la  determinación  de  las  leyes  del  espíritu,  como  en  el  orden 
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de  las  ciencias  físicas  debe  ser  la  determinación  de  las  leyes  de 
la  materia.  El  contraste  entre  las  leyes  de  la  materia  y  las  del 
espíritu,  no  justifica  la  pretendida  simetría  que  pretendieron 
descubrir  los  escoceses,  porque  esa  observación  interior  que 
proclaman,  puede  ser  impulsada  de  manera  que  facilite  una 
serie  de  trabajos  y  problemas  y  una  multitud  de  hechos,  de  los 
cuales  no  se  tuviera  la  menor  idea.  La  experiencia  constante 
nos  enseña  que  esta  observación  interior,  esta  soUtaria  contem- 
plación de  los  fenómenos  que  pasan  en  el  secreto  de  la  concien- 
cia, sin  más  socorro  que  el  del  lenguaje,  no  ha  producido  jamás 
que  semejanza  á  un  cuerpo  de  doctrina  científica,  y  no  sería 
difícil  demostrar  la  consecuencia  de  esta  ausencia  de  resulta- 
dos. La  escuela  escocesa  que  pretende  continuar  y  completar  á 
Bacon,  tomó  por  máxima  fundamental  una  máxima  diametral- 
mente  opuesta  al  aforismo  del  maestro,  y  por  más  talento  con 
que  se  hayan  revestido  los  detalles,  no  consiguió  establecer  nin- 
guna teoría  regular,  ni  ninguna  clasificación  verdaderamente 
científica  de  las  facultades  del  espíritu,  ni  crítica  alguna  del 
valor  intrínseco  de  los  hechos  que  ella  ensalzaba.  Esta  filosofía, 
renunciando  al  verdadero  punto  de  vista  de  la  filosofía,  y  no 
queriendo  salir  de  las  verdades  medias,  no  fué  más  que  una  li- 
teratura que  tuvo  su  época,  para  desaparecer  ante  la  tendencia 
experimental  de  Locke,  que  será  siempre  el  representante  de  la 
filosofía  en  Inglaterra. 

En  Alemania;  sabemos  por  la  correspondencia  del  gran  Fe* 
derico,  y  por  las  cartas  de  Euler  á  una  princesa  de  Alemania, 
que  durante  los  dos  primeros  tercios  del  siglo  xvm,  Christian 
Wolfffué  el  representante  del  movimiento  iniciado  por  Leibnitz, 
y  reduciendo  á  pocos  los  muchos  principios  que  se  hallaban  es- 
parddos  en  la  filosofía,  procuró  exponerlos  con  método  geomé- 
trico, bajo  la  división  de  teórica  y  práctica,  y  terminó  procla- 
mando que  el  fin  del  hombre  es  perfeccionarse,  y  el  del  Estado 
favorecer  el  perfeccionamiento  por  medio  de  su  poder,  doctrina 
que  conduce  al  absolutismo  de  éste,  y  que  no  pudo  aceptar 
D.  Antonio  Pon  y  Ordinas  en  su  obra  Prolegómenos  ó  inlroduc- 
mn  general  al  estfddio  dd  derecho  (1620),  ni  los  escritores  que  lo 
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dtarou  en  sns  Apunies  sobre  filosofía  dd  derecho.  Pero 
Lábnitz  faé  el  Platón  de  la  Alemania,  Kant  debía  k 
tótelee,  porque  abrió  verdaderamente  una  naeva  era 
fia,  puee  coDservando  el  mérito  do  babor  descrito  el 
del  conocimiento,  marcó  con  dosconocido  rigor  la  dis 
la  forma  y  del  fondo,  el  molde  y  la  materia,  lo  que  p 
exterior  y  lo  qae  tiende  á  la  constitación  del  sujeto 
la  capacidad  de  conocer.  Kant  es  el  iniciador  del  m 
racionalista,  que  pretende  explicar  subjetivamente  el 
derecho  al  Estado,  como  órgano  de  su  realización,  j 
dad  como  medio  de  que  el  hombre  se  desenvuelva  y 
Sus  doctrinas  dieron  origen  á  las  escuelas  individaali 
cialistas,  y  nacieron  forzosamente  las  escuelas  armó 
pretenden  resolver  todas  las  cuestiones  por  congierto 
COS.  Frente  á  dichas  escuelas  aparece  un  movimiento 
rfdico  inspirado  en  la  filosofía  escolástica,  que  reoacii 
gor  en  Italia,  Alemania  y  Espafla,  produce  la  reacció 
presentan  Scbetling  y  Hegel,  señalando  el  camino  de 
cismo  ó  panteísmo.  Su  teoría  jurídica  reconoce  el  misi 
que  el  Coníraio  social  de  Rousseau.  Y  si  la  naturales 
trabajo  lo  consintiera,  fácil  nos  sería  demostrar  que, 
la  moral  del  derecho  y  prescindir  de  la  primera,  dic 
Fichte  para  convertir  en  idealismo  el  sistema  y  la  te 
dica  de  Kant,  de  quien  dice  Alonso  Martínez  en  su 
sobre  filosofía  dd  derecho  (1621),  que  es  un  tanto  utopi 
derecho  cosmopolitico,  y  singularmente  en  su  conc^ 
poB  perpetua  por  la  unión  universal  de  las  ciudad^,  que 
ideas  falaas  y  atrasadas  en  economía  política,  y  sobre 
es  materialista  y  hasta  sonsoal,  y  de  todos  modcffl  pob 
cuanto  tiene  relación  con  el  matrimonio  y  las  ínstitu 
miliares. 

Así  como  Reid  personifica  en  d  siglo  xvm  la  fílosol 
sa  y  Kant  la  alemana,  Condillac  ee,  á  nuestro  juicio, 
nificación  de  la  filosofia  francesa,  sin  otro  mérito  que 
el  sentido  y  los  defectos  de  Locke,  y  hacer  objeto  de  i 
vaoiones  estos  tres  puntos:  la  doctrina  de  la  sensación 
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mada^  la  significación  atríboída  al  análisis^  y  la  teoría  de  los 
signos  y  del  lenguaje.  Avanzando  más  que  Locke,  sostiene  Con- 
diilac  que  la  atención,  la  reflexión,  la  comparación,  el  juicio  y 
la  razón,  no  son  más  que  la  sensación  diversamente  modifica- 
da ó  transformada.  Mucho  pudiéramos  decir  y  mucho  se  ha  di- 
cho para  combatir  un  sistema  que,  pretendiendo  deducir  de  la 
sensación  todo  el  sistema  del  conocimiento,  rechaza  todo  el  sis- 
tema de  la  moral,  puesto  que  no  le  atribuye  más  que  un  valor 
puramente  humano.  Al  reivindicar  la  sensación  como  una  pro- 
piedad de  la  materia,  favoreció,  sino  el  materialismo  en  su  abs- 
tracta significación,  un  género  de  naturalismo  igualitario  que 
rebaja  la  naturaleza  humana  tanto  cuanto  eleva  la  naturaleza 
animal.  En  cuanto  al  análisis,  la  escuela  de  Condillac  ignoró 
absolutamente  la  naturaleza  de  los  juicios  sintéticos  de  que  se 
ocupó  Eant,  y  desconoció  el  fin  de  la  síntesis,  es  decir,  el  papel 
de  la  invención,  el  genio  en  sus  diversos  grados.  Al  querer  de- 
mostrar en  su  lenguaje  los  cálculos,  que  todas  las  matemáticas 
consisten  en  una  serie  de  análisis,  Condillac  demostró  tan  sólo 
que  no  entendía  lo  que  eran  matemáticas,  ni  la  virtud  de  un 
método  de  cálculo  ó  de  análisis.  El  método  es  como  un  meca- 
nismo que  no  funciona  automáticamente  sino  después  que  el 
espíritu  humano,  personificado  ea  un  inventor  ó  en  varios  in- 
ventores ó  autores  de  sucesivos  perfeccionamientos,  ha  agotado 
en  la  construcción  de  la  máquina  todo  lo  que  habían  podido 
reunir  de  síntesis  ó  de  invención.  Respecto  de  la  teoría  de  los 
signos  y  del  lenguaje,  Condillac  expresó  mejor  que  sus  antece- 
sores la  necesidad  de  la  institución  de  los  signos  para  las  ope- 
raciones del  humano  entendimiento;  pero  las  ideas  sobre  el  ori- 
gen del  lenguaje  y  la  universalidad  de  la  lengua  que  han  mo- 
tivado varias  y  elocuentes  manifestaciones,  nos  apartaría  insen- 
siblemente de  nuestro  propósito. 
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fué  la  importancia  atribuida  por  un  interés  de  partido  á  ana  em- 
presa como  la  de  la  Enciclopedia,  que  yerdaderamente  no  era 
más  que  un  negocio  de  librería.  Las  compilaciones  en  la  ciencia, 
en  la  fílosofia  y  en  la  literatura  habían  perdido  todo  interés,  y 
los  enciclopedistas,  al  menos  en  los  primeros  tiempos,  creyeron 
que  trabajaban  para  fundar  un  monumento  duradero.  La  idea 
de  hacer  de  la  fílosofia  una  idea  demoledora  nació  mucho  des- 
pués, y  comenzó,  como  todas  las  nuevas  religiones,  calificando 
de  tiempos  de  ignorancia  los  que  habían  precedido;  pero  desde 
entonces  la  filosofía  fílosófíca  sólo  sirvió  para  la  propaganda, 
y  fué  buscando  la  popularidad,  cualquiera  que  fuesen  los  prin- 
cipios que  ella  profesase,  y  su  valor,  puramente  especulativo,  á 
los  ojos  de  la  crítica.  Bajo  este  punto  de  vista  demoledor,  lo 
mismo  significaba  la  filosofía  de  Kant,  que  la  de  Locke,  que  la 
de  Gondillac.  La  idea  de  un  progreso  inmediato  creaba  una  si- 
tuación singular  y  excepcional,  muy  á  propósito  para  sublevar 
los  entendimientos  y  precipitar  una  crisis.  Aplicada  á  las  cien- 
cias, á  la  industria,  4  la  economía  pública  y  privada,  la  idea 
de  una  reforma  filosófica  fué,  en  definitiva,  el  gran  objeto  y  el 
esfuerzo  memorable  de  la  literatura  filosófica  del  siglo  xvni. 

Los  principios  de  esta  filosofía  eran  precisamente  los  que 
convenían  más  á  un  siglo  afeminado  y  á  espíritus  impacientes 
por  la  servidumbre.  Establecer  la  física  y  la  metafísica  de  la 
sensación,  era  el  negocio  de  las  gentes  de  oficio  de  los  filósofos 
de  profesión,  mientras  las  gentes  de  mundo  podían  creerles,  bajo 
su  palabra,  ó  contentarse  con  mirar  esta  parte  árida  de  la  nue- 
va doctrina.  Y  esta  moral  de  la  sensación  y  del  sentimiento, 
que  eran  á  propósito  para  disimular  las  debilidades  de  la  hu- 
manidad, se  prestaban  perfectamente  á  la  obra  literaria,  podía 
servir  de  tema  para  todos  los  tonos,  desde  el  sensual  hasta  el 
sentimental;  y  dio  origen  á  los  mayores  disparates  en  interés  de 
las  almas  sensibles,  y  que  duró  desde  la  juventud  de  Voltaire 
hasta  los  más  siniestros  días  de  la  revolución,  para  concluir, 
como  todas  las  modas,  por  el  ridículo. 

Después,  la  filosofía  del  siglo  xvm,  consecuente  con  ella  mis* 
ma,  se  propuso,  como  objeto  social  la  dicha  de  la  humanidad, 
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palabra  raga  que  sirvió  de  bandera  á  las  sectas  dem 
económicaB,  para  fanatizar  á  los  hombres  honrados, 
paganda  de  nuevo  género  creó  las  antipatías  entre  ( 
las  clases  privilegiadas,  y  en  vez  de  estimular  al  trt 
manantial  de  todas  laa  virtudes,  ideó  incompatibilid 
tas,  t«orlas  audaces,  que  unido  á  los  refinamientos  c 
voluptuosa,  caracterizó  el  siglo  de  que  nos  ocúpame 
yes  hicieron  bien  poco  para  contener  esta  avalanchc 
naria,  y  en  vez  de  fortiñcar  el  sentimiento  religioso, 
tió,  por  el  contrario,  que  en  todo  lo  referente  á  la 
adoptara  el  touo  del  excepticismo  y  de  la  ironía.  La 
las  creencias  religiosas  para  la  salud  moral  del  indií 
tanto  de  la  nación,  era  cosa  evidente  á  los  ojos  de  t 
de  un  americano;  pero  este  ejemplo  no  fué  seguido  p 
cia,  donde,  desde  el  siglo  zvn  al  xvni  se  realizó  un  r 
bio  en  la  dirección  de  las  ideas  j  en  el  impeño  de  lai 
La  ñlosofla  del  siglo  xvm  envolvió  en  sus  negacioui 
sarcasmos  todos  loa  dogmas  crisüanos  y  todas  las  ir 
católicas,  y  fué,  como  hoy  se  dice,  anticlerical,  p 
como  resultado  práctico,  privar  al  clero  catóUco  de 
sas,  de  sus  prerrogativas  en  el  orden  poUtico,  de  su  j 
en  el  orden  civil,  de  disolver  legalmente  las  corpora 
náaticas,  de  simplificar  el  culto,  de  hacer  al  clero  más 
con  la  sociedad  y  más  severo  consigo  mismo,  de  hi 
tres  siglos  antes  se  condenaba  en  Lutero  y  en  Calvin 
han  sostenido  que  estas  tendencias  de  los  filósofos  del 
faeron  motivadas  porque  la  doctrina  y  la  conducta 
hallaba  en  desacuerdo  con  la  pura  doctrina  del  Evaí 
Mr,  Vinet,  en  su  Ensayo  ¿le  fitosofja  monü  y  de  moral  t 
demostrado  lo  calumnioso  de  aquella  afirmación  coi 
losofla  presuntuosa,  voluptuosa,  y  reflejo  de  un  pagí 
Bual.  Sin  fuerza  y  sin  valor  pata  atajar  este  torrente 
narío,  la  catástrofe  se  realizó  en  Francia,  cayó  el  tn 
bleza  y  el  clero  anegados  en  sangre,  y  no  se  redimi 
manidad  de  su  providencial  destino,  porque  no  es 
hombree  enmendar  la  inexplicable  obra  de  la  creacl 
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CAPÍTULO  XIII. 

TEORÍAS  POLÍTICAS  DEL  81QL0  XVIII. 

ITrko,  Ó  acaso  el  mayor  error  del  siglo  xvm,  fué  el  querer  plan- 
tear el  racionalismo  político,  ó  mejor  dicho,  hacer  política  con 
1a  razón  pura  y  con  la  lógica,  sin  tener  en  cuenta  las  enseñan- 
í^  de  la  historia.  En  el  derecho  civil,  por  ejemplo,  hay  mate* 
tv^&  que  pueden  resolverse  por  la  pura  razón,  como  acontece  en 
^^  SQometría  y  el  álgebra,  como  lo  son  todas  las  reglas  jurídi* 
^^  que  determinan  la  naturaleza  de  las  obligaciones,  ó  se  de- 
^xiCQü  de  los  contratos,  y  que  se  transmiten  de  una  legislación 
&  otra  á  título  de  razón  escrita.  Pero  hay  otras  materias  del  de- 
recho civil,  como  lo  son  las  referentes  al  estado  de  las  personas, 
el  matrimonio,  la  autoridad  paternal  y  marital,  las  sucesiones, 
lo8  modos  de  constituir  y  desmembrarse  la  propiedad,  que  de- 
penden de  las  costumbres  y  de  las  creencias,  de  todo  cuanto 
constituye  la  vida  y  la  historia  de  un  pueblo.  No  es  difícil  se« 
fialar  á  cuál  de  ambos  conceptos  comparamos  nosotros  el  dere- 
cho político. 

Fínjase  un  pacto  primitivo,  un  pretendido  contrato  social, 
por  el  cual  los  hombres  viviendo  sin  leyes,  se  concierten  en 
formar  un  pueblo  y  en  darse  leyes,  jefes  y  gobierno,  sin  some- 
terse ellos  ni  la  posteridad  á  la  dirección  de  un  gobierno  esta- 
blecido. Trátese  de  destruir  toda  la  participación  que  el  racio- 
nalismo pueda  deducir  de  la  hipótesis  que  asimila  el  lazo  polí- 
tico á  un  contrato  de  derecho  civil.  O  por  el  contrario,  abandó- 
nense todas  las  ficciones,  y  las  hipótesis  de  una  cosmogonía  fa- 
bulosa ó  novelesca  para  abordar  la  historia  positiva  y  la  reali- 
dad, y  no  se  encontrará  ejemplo,  de  que  ciudades,  cantonee, 
establecimientos  coloniales,  que  adquirieron  la  independencia 
por  virtud  de  la  resolución  y  que  constituidos  en  poderosos  es- 
tados, se  resistieron  á  confederarse  y  á  unirse  para  garantir 
mejor  su  existencia  individual,  no  hayan  dado  lugar  á  debates 
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de  algunos  votos  de  mayoría  obtenidos  á  favor  de  la  intriga  y 
de  la  audacia  de  unos  ó  de  la  ignorancia,  la  apatía  ó  la  absten- 
ción de  los  otros.  Pero  nada  tan  elocuente  respecto  de  este  pun- 
to como  la  opinión  que  pudiera  creerse  de  Platón  y  que  sólo  es 
de  Mr.  Luis  Blanc  en  sus  Carias  sobre  la  IngUUerra^  fecha  1.^  de 
Enero  de  1883  (1622).  cLa  soberanía  no  debe  ser  un  negocio  de 
«adición.  Un  pueblo  es  cualquiera  cosa  más  que  una  cifra.  Lo 
>que  constituye  verdaderamente  una  nación,  lo  que  hace  su 
«grandeza,  lo  que  crea  su  poder,  es  lo  que  ella  representa  de  ca* 
>pacidad,  de  experiencia,  de  razón,  de  inteligencias.  El  conjunto 
>de  todas  estas  fuerzas  vivas  en  interés  de  todo,  esa  es  la  sobe- 
irania;  y  si  el  sufragio  universal  merece  que  se  proclame  su  ex- 
«celencia,  es  porque  él  suministra  en  ciertas  condiciones  dadas, 
>el  mejor  procedimiento  que  puede  emplearse  para  hacer  pasar 
»la  administración  de  la  cosa  pública  á  las  manos  más  capaces 
>y  más  dignas.  Una  democracia  donde  la  fuerza  numérica  sirva 
«para  anular  la  acción  de  la  fuerza  inteligente,  en  lugar  de  ser- 
»vir  para  confiarla  la  dirección  de  los  negocios,  más  que  demo- 
»cracia  sería  un  despotismo  múltiple,  ciego  y  confuso;  un  despo- 
>tÍ8mo  fatalmente  condenado  á  perecer  un  poco  más  pronto  ó 
>má8  tarde  por  el  suicidio.»  £n  su  consecuencia^  unos  preten- 
derán que  hay  leyes  anteriores  y  superiores  á  toda  ley  escrita; 
otros  que  la  nación  tiene  sus  leyes  fundamentales  que  no  puede 
camMar;  otros  que  la  salud  del  pueblo  es  la  ley  suprema,  y 
otros  que  la  república  está  por  encima  del  sufragio  universal;  y 
8fii  se  atribuirá  á  las  propias  ideas  la  autoridad  que  se  rechaza  á 
los  caprichos  de  la  mayoría  ó  á  la  fuerza  de  la  multitud,  consi- 
derándose todos  en  el  fondo  como  los  más  capaces  y  más  dig- 
nos para  la  administración  de  la  cosa  pública. 

Bajo  otro  punto  de  vista,  y  considerando  en  el  hombre  ins- 
tintos naturales  favorables  que  son  á  la  transmisión  hereditaria 
del  poder  soberano,  nada  es  más  contrario  á  la  pura  razón  que 
confiar  al  azar  del  nacimiento  los  más  respetables  intereses  y 
confiar  á  un  niño,  á  una  mujer  ó  á  un  ignorante  la  suprema 
autoridad.  De  aquí  las  revoluciones  y  los  acontecimientos  que 
frecuentemente  intervienen  la  transmisión  hereditaria  de  la  so- 
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beracla;  de  suerte  que  lo  que  fué  en  un  piiocípi 
usurpado,  acaba  por  aceptarse  geoeralmente  con: 
legitimo.  Es  difícil  determinar  cuándo  cesa  la  u: 
cuándo  comienza  la  legitimidad,  pues  aunque  en  á 
tico  y  civil,  la  prescripción  sea  la  protectora  del  gí 
no,  eziste  la  diferencia  de  que  al  legislador  civil  se 
el  poder  discrecional  de  ñjar  empíricamente  los  p 
prescripción  y  de  establecer  cuándo  y  respecto  d 
puede  tener  lugar,  mientras  en  derecho  político  < 
reemplazar  un  soberano  con  otro  al  efecto  de  ñjar 
la  legitimación  del  poder.  Pero  sucede  en  este  asui 
dicó  Pascal,  que  se  incurre  en  un  círculo  de  con 
lógicas  cuando  se  quieren  definir  todos  los  términ 
trar  todas  las  proposiciones.  Sólo  el  buen  sentido  | 
de  salir  de  dicho  círculo,  no  confundiendo  lo  que  t 
ros  políticos  con  el  derecho  racional  que  invocan 
racionalistas. 

En  otro  orden  de  consideraciones,  sí  la  primer 
de  una  sociedad  convencional  es  que  las  cargas 
igualmente  entre  los  asociados,  lo  mismo  que  los  b 
habría  razón  para  repartir  entre  todos  los  individu 
tado  las  cargas  públicas,  aun  prescindiendo  de  las 
flcultadee  de  aplicación  que  ofrecería  la  imposició 
todos  los  ciudadanos.  Pero  en  el  orden  político, 
constituir  y  mantener  las  grandes  nacionalidades, 
men  pueblos,  naciones  ó  Estados,  no  se  trata  8( 
acrecentar  la  riqueza  de  unos,  la  comodidad  de  la  i 
prevenir  males  inevitables,  entretener  una  buena  pi 
nistrar  la  justicia,  fomentar  la  instrucción,  moralL 
ñas  costumbres  y  conservar  la  salud  púbüca  com 
prolongar  la  vida.  Una  nación  ama  la  gloria,  y  la  ^ 
siempre  cara:  tiene  una  misión  que  cumplir  y  n 
ocuparse  de  la  cosa  pública,  y  celosa  de  su  liber 
tiene  que  hacer  frente  á  las  agitaciones  que  producf 
reales  y  sensibles  sacrificios.  La  razón  pura  no  seri 
solver  todas  las  controversias  sociales,  y  así  como 
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dad  86  perfeccionará  poco,  mientras  no  se  advierta  en  la  socie- 
dad más  que  nn  mecanismo,  así  toda  teoría  racional  de  la  po- 
lítica será  estéril,  porque  tendrá  de  todo  menos  de  política.  Los 
aatores  de  semejantes  teorías  se  han  ocupado  más  de  clasificar 
las  formas  que  de  distinguir  las  fuerzas,  y  han  hecho  más  ana- 
tomía que  fisiología  política;  de  lo  cual  resulta  que  las  formas 
tienen  menos  importancia  que  la  naturaleza  de  las  fuerzas  pues- 
tas en  conflicto.  Cuando  fijamos  nuestra  atención  en  una  má- 
qmna  construida  de  diversas  piezas  que  realiza  una  maravilla 
de  nuestra  industria,  excita  nuestra  curiosidad  é  interés  el  me- 
canismo  que  funciona  de  la  misma  manera,  cualquiera  que  sea 
la  naturaleza  del  motor;  mas  cuando,  por  el  contrario,  el  prin- 
cipio de  vida  interviene  en  la  formación  y  el  desenvolvimiento 
del  organismo,  de  suerte  que  las  piezas  orgánicas  de  diversas 
procedencias  se  apropian  á  un  mismo  fin  ó  á  una  misma  fun- 
ción, la  naturaleza  de  la  fuerza  será  más  digna  de  estima  que 
la  colocación  de  las  piezas. 

Para  que  un  gobierno  no  sea  opresivo  6  caprichoso,  ni  se 
sujete  al  despotismo  de  un  hombre  ó  una  asamblea  ó  á  la  tira- 
nía popular,  es  de  buen  sentido  que  tal  gobierno  debe  ser  mo- 
derado por  el  contrapeso  de  prerrogativas  ó  de  poderes  que  se 
contengan  y  se  limiten  respectivamente.  De  aquí  la  idea  de  fijar 
sus  atribuciones,  su  competencia,  su  procedimiento  por  una 
constitución  escrita  que,  determinando  todos  sus  derechos  y 
sus  relaciones  recíprocas,  eviten  la  tiranía  de  los  unos  y  de  los 
otros.  Claro  es  que  este  artificioso  método,  cuando  no  lo  con- 
servan las  costumbres,  las  creencias  y  hasta  las  preocupaciones 
de  una  nación,  no  hay  posibilidad  de  armonía,  ni  existe  inde- 
pendientemente de  la  fuerza  la  verdadera  garantía  del  organis- 
mo político,  que  es  la  educación  política  de  los  pueblos.  £s  im- 
posible gobernar  á  los  hombres  por  la  sola  virtud  de  las  formas 
abstractas,  y  las  naciones,  menos  que  nadie,  no  pueden  sus- 
traerse al  influjo  de  las  causas  accidentales.  Y  estas  considera- 
ciones se  apUcan  mejor  al  pasado  que  al  porvenir,  porque  cuan- 
do el  pasado  ha  perdido  su  prestigio  y  las  antiguas  tradiciones 
no  son  más  que  un  recuerdo,  es  indispensable  reemplazar  las 
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viejas  instítucionea  políticas;  pero  la  primera  nec 
UD  gobierno  cualquiera,  una  fuerza  política  cual 
discutir  sobre  el  modo  de  aplicar  esta  faena  ó 
uismo  gubernamental.  Et  orden  político  en  las  t 
fuudarse  sobro  la  idea  del  derecho,  j  de  ningún: 
la  fuerza  brutal,  que  la  razón  condena,  que  aun 
do  revolucionario,  que  será  causa  de  perturbacii 
intermitencia  de  gobierno,  pero  no  constituirá  u 
el  orden  político.  A  la  fuerza  podrá  corresponder 
la  iniciativa,  mas  sin  la  ratificación  expresa  ó  tá 
publica  que  pesa  los  inconvenientes  y  las  ventf 
necesidades  del  momento,  no  podrá  haber  un  g 
piritu  conservador  en  política  no  es  más  que  1 
soportar  los  inconvenientes  de  un  gobierno,  en  i 
i  ucoD  venientes  resolten  menores  en  comparació 
que  se  experimentarían  por  no  existir  razón  suñc 
biar  de  gobierno. 

CAPITULO  XIV. 

TEORÍAS  ECONÓMICAS  DEL  SIGLO  X^ 

Ueueralmente  loa  hombree  no  distinguen  en 
que  la  política, ;  en  la  vida  intoior  de  las  sociec 
la  cual  la  historia  habla  poco  ó  nada,  sólo  encí 
lista  objeto  para  sus  estudios,  la  sátira  pretexto 
y  el  pulpito  motivo  para  sos  reproches  patétic 
sobre  la  brevedad  de  la  vida  humana,  pero  no 
duración  común  de  la  vida  s^ún  le»  países  y 
aflige  la  miseria  de  los  pueblos,  pero  no  se  déte 
can  imparcialmente  las  condiciones  que  hacen 
ó  como  hoy  se  dice,  el  pauperismo,  esta  plagí 
(tierde  terreno.  Hablamos  de  1&  riqueza  de  un 
siderar  más  que  la  abundancia  de  los  recursos 
l>ara  equipar  flotas  y  ejércitos,  pensionar  poeta) 
tuosoa  monumentos.  Pero  al  estudiar  la  organii 
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I 

I  ciedades  bajo  otros  pontos  de  vista,  y  contemplar  la  civilización 

I  de  las  grandes  naciones  europeas,  nos  encontramos  con  que  Je- 

nofonte y  Aristóteles  no  desdeñaron  tratar  de  la  administración 
del  padre  de  familia,  de  la  economía  propiamente  dicha,  ó,  aun- 
que resulte  un  pleonasmo,  de  la  economía  doméstica.  Ellos  se  ocu- 
paron  de  lo  que  enriquecía  á  la  ciudad  como  de  lo  que  enrique- 
I  cía  á  la  familia,  y  el  mismo  Aristóteles  creó  la  crematísHca,  la 

ciencia  de  las  riquezas,  que  más  tarde  se  apellidó  teoría  de  las 
riquezas.  En  cuanto  á  los  romanos,  aunque  su  genio  les  llevó  á 
ocuparse  de  todo  cuanto  interesaba  á  la  buena  administración 
de  la  fortuna  privada,  res  famüiaris,  y  de  la  teoría  del  derecho 
privado,  sus  instintos  de  conquista  y  de  dominación  les  hizo 
detestables  administradores  bajo  el  punto  de  vista  de  la  fortuna 
pública.  Los  usureros  eran  sus  genios  financieros,  y  los  gober- 
nadores fueron  expoliadores  de  sus  provincias  y  agentes  de  una 
opresiva  fiscalización.  Sólo  los  filósofos  griegos  habían  com- 
prendido y  desenvolvieron  la  verdadera  teoría  de  la  riqueza 
pública.  En  la  Edad  Media,  y  aun  en  el  siglo  xvi,  la  bibliografía 
económica  no  ofrece  más  que  una  serie  de  curiosas  investiga- 
ciones; pero  en  dicho  siglo  aparecen  en  Italia  algunos  escritos 
sobre  materia  rentística  y  de  comercio,  floreciendo  más  tarde 
los  estudios  económicos  como  recuerdo  de  la  grandeza  que  en 
otros  tiempos  tuvieron  sus  mercantiles  repúblicas;  y  en  gene- 
ral,  en  el  siglo  xvi  las  pasiones  religiosas,  políticas  y  guerreras, 
removiendo  violentamente  los  espíritus,  no  permitieron  el  tran- 
quilo estudio  de  las  cuestiones  económicas. 

En  Francia,  después  de  la  restauración  monárquica  de  Enri- 
que IV,  existió  un  grupo  de  buenos  ciudadanos  que,  aun  sin 
hablar  de  SuUy,  y  dirigidos  por  MM.  Poirson  y  Jules  Duval, 
Olivier  de  Serres,  los  dos  LaíTemas  y  Antonio  de  Montchrétien, 
autor  este  último  del  primer  tratado  de  economía  política,  se 
asociaron  al  pensamiento  del  monarca,  llamando  su  atención 
sobre  todo  lo  que  podía  contribuir  á  la  restauración  económica 
del  país,  pasando  revista  á  todas  sus  fuerzas  productivas.  Cro- 
nológicamente, las  publicaciones  de  estos  escritores  pertenecen 

al  siglo  xvn,  pero  son  hombres  que  proceden  del  siglo  xvi.  Oli- 
TOMO  IV  24 
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vier  de  Serres  tuvo  por  objeto  especial  el  gobier 
poB,  ó  sea  la  economia  rural  en  sentido  de  los 
Laffemas,  hombres  de  adaiÍDÍstración,  trataron 
la  industña  y  el  comercio  que  renacía;  pero  M' 
UQ  economista  en  el  sentido  que  hoy  se  da  á  « 
es  que,  al  dirigir  su  hbro  á  Luis  XIII  y  á  la  Rein 
de  demostrar  que  la  grandeza  Keal  dependía  de 
ecouómica  del  país,  y  por  eso  tituló  su  libro  Tt 
mié  poliíique  [1623).  En  pleno  siglo  xvn  y  en  lo 
de  la  literatura  francesa,  la  pléyade  de  escrito: 
las  Economías  Reales  de  Enrique  IV  y  de  SuUy 
vidado.  Si  el  genio  universal  de  Leibnitz  presenl 
portancia  de  lo  que  él  llamaba  las  facultades  e 
en  Holanda  alguuos  distinguidos  escritores,  com< 
de  Witt,  comenzaron  á  tratar  científicamente  lai 
les.  £n  Francia,  los  reglamentos  de  comercio  y 
industna,  aunque  desenvuelta  por  Colbert,  no  e 
zonada  discusión  más  que  en  los  despachos  de  '. 
dores  y  de  los  mercaderes  al  por  mayor,  poca 
averiguar  los  arcanos  de  la  ciencia,  mientras  I 
órgano  de  la  opinión  púbUca,  oponía  ¿  todos 
secretos  de  la  administración  y  de  la  Hacienda 
preocupaciones  de  los  legistas.  En  fin  del  siglo  i 
zar  el  siglo  xvm,  la  situación  cambió  por  comple 
qufa  de  Luía  XIV,  ante  la  prosperidad  creciení 
rra,  que  pidió  &  filósofos  como  Newton  y  Locke  ( 
reforma,  tuvo  que  pensar  en  remediar  con  su  hi 
ficiencia  de  sus  fuerzas  militares,  y  Vauban,  ] 
Fenelon  imaginaron  sus  reformas  y  sus  utopias 
Francia  del  desorden  en  que  la  habían  colocadc 
la  política,  favorecidos  por  la  insuficiencia  ó  la 
nerales  cuanto  afectaba  directamente  Á  las  fuuci 
social.  Y,  sin  embargo,  estos  primeros  reformac 
que  apoyaban  su  ideal  en  el  pasado,  son  hoy  cal 
servadores,  por  lo  mismo  que  no  usaron  un  cht 
soportable. 
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Sin  confundir  lo  concreto  y  lo  real,  la  abstracción  y  la  ficción, 
y  pasar  de  la  idea  á  la  quimera,  hubo  economistas  y  aun  juris- 
consultos que  admitieron  la  existencia  de  los  bienes  inmateria- 
les, ó  sea  aquellos  que  no  tienen  más  que  una  existencia  ideal; 
pero  habiendo  visto  en  el  sistema  de  Law  un  elocuente  ejemplo 
del  abuso  de  la  movilización  y  de  la  ficción  de  los  valores,  fué 
natural,  y  por  vía  de  reacción  nació  una  escuela  que,  partiendo 
del  principio  de  que  la  tierra  es  la  fuente  de  toda  riqueza,  con- 
cluía afirmando,  que  el  acrecentamiento  de  la  riqueza  pública 
resultaba  únicamente  del  acrecentamiento  de  la  renta  territo- 
rial; que  todas  las  cargas  de  la  sociedad  pesaban  en  definitiva 
sobre  el  propietario  del  suelo,  y  que  la  simplificación  y  perfec- 
cionamiento del  mecanismo  financiero  consistía  en  determinar 
sin  rodeos  lo  que  debían  pagar.  Entonces  nació  aquel  axioma 
tan  conocido,  de  que  lábourage  et  pcUurage  ¿taient  toujaura  les 
deux  inaméUes  de  VEtat^  y  la  protección  que  Colbert  dispensó  á  las 
manufacturas,  se  consideró  como  una  de  las  causas  de  la  mise- 
ria del  pueblo  y  de  los  desórdenes  de  la  sociedad.  El  escaso 
tiempo  que  Turgot  tuvo  en  sus  manos  el  poder,  sufrieron  un 
impulso  progresivo  todos  los  conocimientos  de  la  economía  po- 
lítica, é  independientemente  de  toda  opinión  de  escuela,  se  pu- 
sieron á  discusión,  la  libertad  del  trabajo,  la  libre  circulación  de 
los  granos,  y  la  abolición  de  las  aduanas  interiores.  Si  los  discí- 
pulos de  Quesnay  predicaron  la  libertad  económica,  como  más 
tarde  lo  hicieron  en  Francia  los  de  Adam  Smitb,  es  porque  nada 
se  presta  mejor  á  una  construcción  teórica,  que  el  principio  de 
la  libre  concurrencia. 

Adam  Smith  no  fué  ni  banquero,  ni  mercader,  sino  un  mo- 
ralista, un  filósofo  de  la  ciencia  escocesa  de  que  antes  nos  he- 
mos ocupado,  el  cual,  por  su  elegante  claridad,  más  aparente 
que  real,  parecía  pertenecer  á  la  escuela  de  Voltaire.  Admirable 
por  su  buen  sentido,  en  las  cuestiones  en  que  basta  esta  cuali- 
dad^ puede  estimarse  como  el  solo  escritor  clásico  de  estas  ma- 
terias, porque  supo  dar  una  sencillez  y  limpieza  de  exposición 
á  las  cuestiones  capitales  de  la  economía  política.  Fué  el  menos 
inglés  de  los  economistas  de  la  Gran  Bretaña,  y  esto  explica  la 
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aceptación  de  sus  doctrinas  en  Francia.  El  tono  ( 
BU8  opiniones  se  debe  exclusivamente  A  sus  disdp 
lee  abusaron  en  su  nombre  de  la  palabra  ciencia 
defendió  con  razón,  que  el  trabajo  ea,  sino  la  únici 
fuente  de  la  riqueza  de  las  naciones,  cuando  ee  ir 
naturaleza  misma,  en  el  plan  que  sigue  para  la  j 
BUS  elementos,  indica  las  condiciones  esenciales 
cientifíco.  Ella  divide  el  trabajo  y  atribuye  á  cad 
funciones  más  eepecialee,  centraliza  el  organismo  i 
funcionee.  Pero  en  las  nacionea  que  se  eoriqueceB 
jo,  se  produce  la  conclusión  teórica,  de  que  el  vale 
se  gradda  por  la  cantidad  del  trabajo  que,  directi 
mente  se  ha  empleado  en  producirlas,  de  fabricar! 
portarlas  desde  el  lugar  de  la  producción  al  del  c 
embaí^,  no  puede  eziatir  una  común  unidad  de 
las  diversas  naturalezas  de  trabajo,  y  cada  especi 
lo  mismo  el  más  mecánico,  que  el  más  grosero,  ó 
ajusta  á  los  diferentes  movimientos  de  la  civilizaci 
dustria,  está  sujeto  á  cambiar  de  valor  y  á  entrar 
Des  diferentes  en  la  composición  del  valor  de  los  j 
virtud  de  causas  análogas  á  las  que  incesantemenl 
biar  de  estimación  á  todas  las  cosas  que  son  objeto 
La  más  importante  de  las  teorías  de  Smitb,  ei 
á  la  libertad  de  la  industria  y  el  comercio,  bien  ei 
cional,  bien  en  las  relaciones  de  nación  á  nación 
implica  la  libertad  del  trabajo,  entretiene  la  emult 
tando  la  producción  á  las  necesidades  y  medios  de 
dores,  garantiza  los  esfuerzos  individuales,  y  dirig 
en  el  sentido  más  favorable  al  bienestar  general, 
al  comercio  internacional,  trató  si  el  oro  y  la  plf 
considerado  como  la  riqueza  por  excelencia,  ó  cor 
cadería  sujeta  á  todas  las  condiciones  de  las  cosae 
punto  que,  desde  el  advenimiento  de  la  civilizaciij 
el  descubrimieuto  del  Nuevo  Mundo,  fué  en  Espi 
tan  diversas  disposiciones  y  conflictos  tan  difereni 
de  que  el  valor  de  las  mercaderías  exportadas  t 
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posible  á  las  que  se  importan,  á  fin  de  que  el  saldo  exija  la 
mayor  importación  de  metales  preciosos,  dio  origen  á  la  teoría 
de  la  balanza  del  comercio,  que  algunos  atribuyen  á  Tomás 
Mon,  abogado  de  la  compañía  inglesa  de  la  India  en  el  si- 
glo xyn,  teoría  que  considera  al  dinero  como  la  única  riqueza 
y  que  es  tan  errónea  como  el  principio  en  que  se  funda,  porque 
si  bien  el  dinero  es  riqueza,  no  es  la  única  que  puede  constituir 
A  bienestar  de  una  nación.  Todo  Grobiemo  deberá,  en  cuanto  le 
sea  posible,  dar  al  comercio  internacional  la  dirección  más  fa- 
vorable para  excitar  todas  las  fuerzas  vivas  del  país,  explotar 
todos  sus  recursos  naturales  y  acrecentar  el  bienestar  general 
de  la  población;  pero  dentro  de  esta  fórmula  general  se  encon- 
trarán contenidos  el  principio  y  el  límite  de  todas  las  proteo- 
<^one8,  y  de  todos  los  estímulos  temporales  ó  permanentes.  La 
dificultad  constituirá  una  regla  de  prudencia  que  se  determina- 
'^  por  un  conjunto  de  circunstancias  fáciles  de  comprender.  La 
^tervención  del  gobierno  en  el  régimen  económico  de  la  socie- 
^^,  es  una  cuestión  transcendental,  que  no  puede  resolverse 
^^  que  por  cálculos,  por  aproximaciones,  por  las  circunstan- 
^^M,  por  las  ideas  que  flotan  en  la  opinión,  pero  que  no  perte- 
^Qcen  al  resorte  de  la  ciencia.  Es  muy  difícil  señalar  cientíñca- 
^Qute  dónde  debe  comenzar  y  concluir  la  intervención  guber- 
namental; pero  en  todos  los  conflictos  entre  la  libertad  y  la  re- 
glamentación, debe  alcanzar  el  triunfo  la  primera,  siempre  que 
^  ontienda  una  prudente  libertad.  Todas  estas  ideas,  que  con- 
^^buyeron  á  formar  lo  que  se  llama  la  libertad  económica, 
^^^^aron  también  los  librecambistas;  pero  esta  cuestión,  conti- 
guamente debatida  é  ilustrada,  nos  obligaría  á  extralimitar 
^^ssestro  propósito  y  á  abusar  de  la  paciencia  de  nuestros  lec- 
tores. 

CAPÍTULO  XV. 

política  exterior  de  ESPAÑA. 


£1  siglo  xvm  resume  la  política  de  la  Casa  de  Borbón  en  Es- 
pafia  hasta  el  advenimiento  de  Femando  VU,  y  aunque  en  los 
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tres  primeros  reinados  de  Felipe  V,  Femando  V 
hemoa  escrito  el  juicio  crítico  de  1(»  mismos,  pai 
oportunidad  de  emitir  nuestra  opinión  acerca  de 
tenor  que  siguieroo  loa  Borbones  en  España. 

EocoDtró  esta  nación  Felipe  V  celosa  de  su  fe 
pendencia,  y  guardando,  cual  lábaro  santo,  los 
tos  religioso  y  monárquico  que  hablan  servido  d 
reconquista,  y  que  si  en  un  tiempo  evitaron  al  ] 
arraigar  en  tierra  eapaQola,  al  finalizar  el  siglo 
también  que  la  revolución  vecina  derrocara  la 
implantase  en  España  la  república,  como  habla 
ción  francesa.  Por  tradición,  por  conveniencia,  j 
la  España  del  siglo  xvm  tenia  que  ser  conservar 
arraigada  la  monarquía  absoluta,  y  lejos  de  cont 
tismo  de  la  Casa  de  Austria,  sólo  adoptó,  como 
el  historiador  Lafuente  (1624),  aquel  absoLutismc 
había  de  servir  de  base  á  las  futuras  libertades  { 

£n  la  política  exterior,  el  nieto  de  Luis  XIV  d 
debió  á  esta  nación  el  trono  español,  siguió  ei 
años  el  movimiento  de  la  política  francesa  y  par 
808  vicisitudes;  y  cuando  la  Gasa  de  Austria  dei 
península  todos  loa  horrores  de  la  guerra  civil, 
valerosamente,  defendió  bien  el  reino  y  sus  int 
conquistar  el  afecto  de  este  generoso  pueblo,  qot 
su  apoyo  para  reivindicar  la  independencia  que  [ 
po  llegó  á  ver  en  grave  peligro.  Felipe  V  se  hi 
cuando  pudo  eacoger  entre  laa  Coronas  de  Fran 
optó  resueltamente  por  esta  última,  y  la  defeodi< 
ro  entusiasmo.  lia  hostilidad  de  Europa  contra 
paña  terminó  con  la  paz  de  Utrecht,  que  si  recoi 
á  la  nacionalidad  eepafiola,  perdió  en  cambio 
lia,  Ñapóles  y  Cerdeña,  y  lo  que  valía  máa  qu< 
consideración  de  potencia  de  primer  orden.  En  < 
torra  quedó  arbitra  del  continente,  dueña  del  coi 
mo,  aseguró  la  sucesión  do  la  línea  protestante  ; 
llmilM  do  la  Francia. 
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i'^eron  tantos  y  tan  diversos  los  acontecimientos  que  se  pre- 
cipitaron en  Europa  después  de  la  paz  de  Utrecht,  que  forzo- 
samente habían  de  influir  en  la  dirección  de  la  política  exte- 
rior c3«  Felipe  V.  El  fallecimiento  de  Luis  XIV,  la  muerte  de 
UsLTÍ^^  Luisa  de  Saboya,  el  segundo  matrimonio  con  Isabel  de 
i^am.^«io,  la  regencia  del  duque  de  Orleans,  la  muerte  de  Ana 
de  TÍjjk^^9X&tT8í  y  hasta  la  privanza  de  Alberoni»  eran  otros  tan- 
tos   ^<?cntecimientos  que  hicieron  vacilar  la  política  de  Feli- 
Pe  ^VTv    ^^  cual,  por  complacer  á  su  segunda  esposa  Isabel  Far- 
^&si09    comprometió  á  España  en  nuevas  guerras,  y  el  tratado 
de  l£k    c^uádruple  alianza  puso  término  á  la  privanza  de  AU)ero- 
ni;   p^zro  en  cambio  se  reanudó  la  amistad  de  España  con  Fran- 
cia*   é    Xnglaterra,  sin  que  de  aquel  tratado  y  del  congreso  de 
Caj:n1=^:K*ay  se  obtuviera  otro  resultado,  que  unos  desgraciados 
ma.i;xrirxionios  y  el  reconocimiento  que  hizo  Austria  del  derecho 
de  si243«sión  de  los  hijos  de  Isabel  de  Farnesio  á  los  ducados  de 
Farixi  CL,  y  Plasencia. 

F£ttí.£ado  Felipe  V  del  poder,  abdicó  la  Corona  en  su  hijo 
Luis  X,    y  tuvo  que  recogerla  por  la  infausta  muerte  de  este 
Prío.ox  pe,  y  ni  el  congreso  de  Soissons  ni  las  tentativas  de  con- 
qais  t-cLJS  en  África,  evitaron  la  guerra  entre  España  é  Inglate- 
rra. Is£4.bel  Farnesio  obligó  á  emprender  una  guerra  de  familia, 
y  coi-x-x^ron  tan  malos  tiempos  para  las  armas  españolas  en  Ita- 
lia, qvi.^  al  fallecer  Felipe  V  envió  á  decir  á  Luis  XV  de  Francia, 
que  1^    encomendaba  y  ponía  en  sus  manos  la  suerte  de  su  es- 
posa, y  la  de  sus  dos  hijos  Carlos  y  Felipe.  Felipe  V  había  comen- 
zado pKz^r  gobernar  á  España  bajo  la  influencia  de  Luis  XIV.  Su 
Yftloxr  3^    gu  patriotismo  le  hicieron  español,  pero  en  sus  últimos 
^OTji^x::x-tos  fió  la  suerte  de  España  á  la'protección  de  la  Francia. 
^^  STVierra  de  sucesión  había  cimentado  en  la  dinastía  borbó- 
íiica  X«»    dorona  de  España;  pero  Fernando  VI,  después  de  soste- 
ner eoxx    honra  las  guerras  que  heredara,  proclamó  la  conve- 
m^ncix^  de  la  neutralidad  armada,  y  la  paz  se  proclama  por  el  tra- 
íalo d^  Aquisgrán.  Era  muy  difícil  sostener  la  política  del  equi- 
liíbno    fitnte  las  eternas  rivalidades  de  la  Francia  y  la  Inglate- 
tT&\pero  el  monarca  español,  bien  aconsejado,  antepuso  la  quie- 
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tud  de  su  reino  á  todas  las  combinaciones  de  la  política  y  supo 
mantenerse  digno  y  enérgico,  defendiendo  con  entereza  una  ac- 
titud que  había  de  producir  necesariamente  la  prosperidad  de 
España.  Durante  su  reinado  pudo  realizarse  una  transacción 
honrosísima  entre  la  Santa  Sede  y  la  Corona  de  Castilla  por 
medio  del  Concordato  de  1753,  que  se  ha  reconocido  como  una 
de  las  transacciones  políticas  del  siglo  xvm. 

Esta  política  pacífica  fué  rota  en  los  primeros  años  del  rei- 
nado de  Carlos  III,  para  invadir  fácilmente  el  Portugal  y  per- 
der la  Habana  y  Manila,  que  se  recobraron  por  el  tratado  de 
París,  el  cual  ligaba  á  España  á  las  vicisitudes  de  la  Francia, 
nación  amenazada  en  lo  exterior  y  en  notoria  y  notable  deca- 
dencia en  el  interior.  Si  al  romper  las  relaciones  con  Inglaterra 
se  propuso  Carlos  III  recobrar  á  Gibraltar  y  Mahón,  no  era 
por  el  camino  de  la  guerra  contra  una  nación  poderosa  en  el 
mai*  como  debía  pretenderse  aquel  resultado.  Guando  España 
había  abandonado  las  Maluinas  y  protegido  la  emancipación 
de  los  Estados-Unidos,  que  tan  funesta  influencia  ejerció  en  la 
suerte  de  las  colonias  españoléis,  se  esforzó  Carlos  III  en  soste- 
ner la  guerra  con  Inglaterra,  pero  de  todo  ello  sólo  obtuvimos 
la  reconquista  de  Menorca  y  el  convencimiento  de  que  había- 
mos perdido  Gibraltar  para  largo  tiempo.  Estas  desgracias  le 
enseñaron  á  no  comprometer  la  suerte  de  España  en  cuestiones 
que  para  nada  le  interesaban,  y  á  la  prudente  y  juiciosa  con- 
ducta que  guardó  en  los  últimos  años  de  su  reinado,  fué  debido 
el  que  la  Europa  le  señalase  como  arbitro  de  todas  sus  diferen- 
cias en  las  nuevas  turbaciones  de  que  se  vio  amenazado. 

Finalmente,  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  toda  la  política  del 
monarca  español  se  limitó  á  evitar  que  la  revolución  francesa 
contagiase  á  España,  lo  cual,  si  bien  se  consiguió  por  el  mo- 
mento, fué  origen  de  una  nueva  guerra  con  la  Francia  que  nos 
condujo  á  la  paz  de  Basilea,  y  luego  á  una  serie  de  alianzas  y 
compUcaciones,  que  ni  permitieron  afianzar  la  neutralidad  es- 
pañola,  ni  siquiera  evitar  que  nuestra  nacionalidad  fuera  ofen- 
dida y  maltratada,  produciéndose  una  epopeya  gloriosa,  que  el 
sentimiento  español  recuerda  con  orgullo,  y  que  está  enlazado 
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^21  nuestra  regeneración  política.  La  política,  pues,  de  la  casa 
^6  Barbón  durante  el  siglo  xvín,  fué  incierta  y  vacilante  en  el 
atanor,  por  lo  mismo  que  la  inspiró  consideraciones  de  sangre 
7  de  x*oconocimiento  unas  veces,  y  otras  de  protección  y  atrevi- 
^A  ín^orencia  en  los  nuevos  destinos  de  la  Francia,  y  sólo  fué 
^^r£A4:l.a  y  provechosa  en  el  reinado  de  Femando  VI,  que  dio 
á  Esp^^SiSL  la  paz,  que  es,  con  un  buen  gobierno,  la  mejor  mane- 
ja de  £>:rocurar  la  felicidad  pública. 


CAPÍTULO  XVI. 


OLÍTICA  INTERIOR  DE  ESPAÑA  EN  EL  8IQLO  XVIII. 


f>olítica  interior  de  un  país  tiene  que  reflejarse  forzosa- 
mérito    ^n  estos  dos  conceptos:  naturaleza  y  carácter  de  su  go- 
biexTxor    Índole  y  desenvolvimiento  de  su  administración.  En  el 
pnrKüenr   concepto,  ni  Felipe  V  por  los  compromisos  que  contrajo 
al  oovij>ar  el  trono  español  podía  modificar  la  esencia  de  esta 
í^^^^^^rquía,  ni  se  lo  hubieran  consentido  las  demás  naciones  de 
Euro  j>fit,  ni  acaso  la  educación  política  del  pueblo  español  hu- 
biex-^,  j>ermitido  el  restablecimiento  de  todas  aquellas  libertades 
qu^  oonstituyeron  el  nervio  de  la  Edad  Media,  que  respondían 
^  iixx^.   Bituación  política  muy  distinta  de  la  que  disfirutó  Espa- 
^   ^^^lante  la  casa  de  Austria  y  al  inaugurarse  el  reinado  de 
"■^^^Tbones,  y  que  eran  incompatibles  con  los  caracteres  esen- 
^  ^^^    de  la  monarquía  española.  Estaba  tan  arraigado  el  abso- 
^^•^^cío  de  los  Reyes  en  el  siglo  xviii,  que  Luis  XIV  mandó  es- 
"■^■^    TiB  curso  de  derecho  público  para  instrucción  del  duque 
*^^^igofia,  y  en  él  se  consignaron  las  siguientes  máximas: 
^'■^  cia  es  un  estado  monárquico  en  toda  la  acepción  de  la 
»ra.  El  Bey  representa  á  la  nación  entera,  y  cada  particu- 
>iai^   xxo  representa  más  que  un  individuo  respecto  del  Rey.  Por 
*^^*^^^i^iente,  todo  poder,  toda  autoridad  residen  en  manos 
>^^^  ^t^y,  y  no  puede  haber  más  poder  ni  más  autoridades  en 
^€^  ^^ino  que  laa  que  él  establece. »  En  cuanto  al  gobierno  cons- 


titucioDal,  decía:  «La  sujeción  que  coloca  alsoberant 
icesidad  de  recibir  la  ley  de  sus  pueblos,  es  la  últiir 
>dad  ea  que  puede  caer  un  hombre  de  nuestra  cat 
>perturbar  el  orden  de  las  cosas,  conceder  las  teso] 
líos  subditos  y  el  consentimiento  á  I09  soberanos.  >  E 
francés  en  las  instrucciones  que  dio  á  su  nieto  Felipe 
al  venir  á  ocupar  el  trono  espaKol,  le  decfa:  cDebéis 
>veDCÍdo  de  que  tos  Reyes  son  señores  absolutos,  y 
«raímente  tienen  la  completa  disposición  de  todos  1 
>lo  mismo  los  que  posean  las  gentes  que  pertenezcar 
>B¡a,  que  los  que  posean  los  seglares.  Todo  lo  que  í 
>la  superficie  de  nuestros  Estados,  de  cualquier  natu 
>sea,  nos  pertenece  por  el  mismo  título  (1625).>  As 
la  Francia  eu  el  apogeo  de  su  poder,  como  antes  lo  hi 
dido  Jacobo  I  de  Inglaterra  y  el  conde-duque  de  C 
España,  la  naturaleza  de  la  autoridad  Real,  y  Fel 
debió  á  su  abuelo  y  al  testamento  de  Carlos  II  la  ' 
España,  no  podía  modificar  ni  la  política  general  e 
la  que  durante  dos  siglos  había  constituido  la  vida 
narquía  española.  La  misma  guerra  de  sucesión  qu 
en  España  la  casa  de  Austria,  contribuyó  á  afirma 
absoluto  de  Felipe  V,  el  cual  pudo  por  la  fuerza  de 
aniquilar  los  últimos  restos  de  autonomía  provincial 
vés  de  los  siglos  se  habían  conservado  en  determinat 
con  lo  cual,  si  por  una  parte  se  perdían  los  restos  d< 
franquicias  concedidas  ¿  los  pueblos,  cuando  conqui 
libertad  é  independencia,  por  otra  se  conseguía  la  1 
nacional  de  España,  que  ha  de  ser  aún,  por  mucl: 
una  aspiración  general  en  todas  las  personas  ilusl 
idea  principal  del  absolutismo  fiotó  siempre  con  ven 
dominios  españoles,  y  gracias  que  nlgunos  historiad 
nozcan  que  el  absolutismo  de  la  dinastía  de  Borbó; 
ilustrado  y  menos  despótico  que  el  de  la  casa  de  Ai 
la  costumbre  adquirida  ya  desde  hace  dos  siglos  d 
estas  ideas  sin  el  examen  profundo  á  que  se  prestan 
sobre  que  pueden  sustentarse. 
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Couservaba  España  al  comenzar  el  siglo  xvín,  importantes 
testos  de  su  colosal  grandeza  pasada^  y  sin  embargo,  al  mediar 
di  siglo,  Flandes  había  dejado  de  pertenecer  á  España;  Nápo- 
id9,  Sicilia,  Milán,  Cerdefía  y  hasta  Menorca  hablan  pasado  á 
ottoB  poseedores,  y  esa  formidable  roca  de  Gibraltar,  que  es  la 
verdAdera  llave  del  estrecho,  hacía  escuchar  en  la  Península  el 
<^Qtiiiuo  estampido  de  sus  cañones,  para  demostrarnos  que 
^u^tros  mares  y  nuestras  tierras  estaban  constantemente  ame- 
^uzeidoe  por  el  extranjero.  Sin  embargo,  por  una  ley  providen- 
Ojal^   los  pueblos  que  traspasan  sus  naturales  límites  y  que  in- 
vaden, conquistan  y  extienden  su  poder  por  otras  regiones,  se 
ven  obligados,  por  un  sentimiento  de  necesaria  concentración,  á 
volireír  Á  su  natural  y  primitivo  estado,  dejando  sólo  tras  sí  la  sa- 
tísf&cojón  de  haber  llevado  su  misión  civilizadora  á  otros  países. 
Pox*  eso  la  España  del  siglo  xvn  presenta  caracteres  completa- 
merite  diversos  de  la  del  siglo  xvm,  y  ésta  no  puede  dejar  de  ser 
conservadora  para  reponer  sus  gastadas  fuerzas  y  cumplir  su 
misi<5n  providencial,  harto  marcada  por  su  situación  geográfica 
y  pox*  los  desengaños  de  tres  siglos,  que  forman  una  historia  de 
gran.des    glorias  y  recuerdos,  pero  que  prueban  también,  que 
careeíamos  de  fuerza  para  dominar  al  mundo,  como  algunos 
moriarcíis  pretendieron.  Es  cierto  que  el  gran  emperador  Car- 
los V  y  I'elipe  II  ensancharon  grandemente  los  dominios  espa- 
í^oV^s,  y  condujeron  á  la  nación  española  al  apogeo  de  su  gloria; 
^eto  desde  entonces  había  sonado  la  hora  de  la  decadencia  de 
í«?Mia,  y  la  política  de  Felipe  V,  más  acentuada  todavía  en 
e\  tevuado  de  Femando  VI,  fué  de  regeneración  interior  y  de 
^^Tdadero  progreso  en  el  reinado  de  Carlos  III. 

^  dinastía  de  Borbón  en  España,  al  robustecer  el  poder  Real 
^Tüo  base  de  su  política  interior,  no  hizo  ni  más  ni  menos  que 
lo  que  había  hecho  durante  dos  siglos  la  casa  de  Austria.  La 
nobleza  y  el  clero  como  fuerzas  político-sociales,  tenían  la  in- 
fluencia que  conceden  siempre  los  grandes  intereses,  pero  de- 
bían exclusivamente  á  la  voluntad  del  Rey  su  escasa  participa- 
ción en  los  negocios  públicos.  El  estado  llano,  que  era  verda- 
deramente el  nervio  de  la  nación,  fué  algunas  veces  consultado 


i 


aso  DBL  rODKI  CIVIL  BH  BSPaSA 

en  Cortes,  pero  estas  consultas  representaban  méi 
see  de  familia  y  de  dinastía,  que  no  deseo  de  dar  ] 
al  pueblo  en  el  gobierno  y  en  la  administración  d< 
públicos.  El  bistoríador  Lafuente  reconoce,  que 
general,  al  advenimiento  de  la  nueva  dinastía,  Bt 
avezado  á  la  servidumbre  del  poder  ilimitado  de 
del  poder  formidable  de  la  Inquisición,  que  habla 
formarse  un  hábito  de  ciega  sumisión,  que  atn  du 
el  estado  natural  de  loa  pueblos;  y  aun  añade,  qu 
gunos  hombres  ilustrados  proponían  y  aconsejaba 
que  convocara  las  antiguas  Cortes,  con  las  faculti 
tes  tenían,  de  deliberar  en  los  negocios  públicos,  o 
ros,  en  mayor  número,  se  lo  disuadían,  represen! 
una  innovación  peligrosa;  y  dado  que  Felipe  hu 
que  no  tenia,  opiniones  favorables  á  la  inierrenció: 
asambleas  en  asuntos  de  gobernación  y  administr 
tado,  devolviendo  á  los  españoles  el  ejercicio  de 
políticos,  habría  obrado  eonlra  las  ideas  generales  de 
y  desús  sObdiios.  Esta  confesión  viene  á  robustecer 
hemos  consignado  en  diversos  pasajes  de  eete  trs 
la  monarquía  no  pudo  ser  en  España  otra  cosa  qi 
y  que  el  pueblo  español,  por  una  larga  serie  deacc 
que  reflejan  bu  vida  íntima,  estaba  más  bien  edt 
despotismo  que  para  la  libertad. 

El  concepto  que  se  había  formado  del  poder  B 
centración  de  fuerzas  que  España  experimentó  en 
hizo  pensar  á  los  monarcas  en  la  convenieocia  de 
jurisdicción  Real  y  renovar  aquellas  antiguas  co: 
frecueotes  como  deeagradablM  entre  laa  cortes  d 
España.  No  faltaron  razones  á  Felipe  V  para  defi 
recboa  de  la  Corona  de  España,  que  el  papa  Cien 
hiera  querido  ver  en  la  cabeza  del  archiduque  Ca 
tria,  ni  dejaron  de  reproducirse  los  diq^ustoa,  de  q 
la  historia,  desde  la  época  de  loe  Reyes  CatÓlicoa.  ] 
los  jnriscoQSoltoa  Chumacero  y  Pimentel  y  la  oonc 
neti  no  habían  remediado  loa  anügaos  conflictos; 
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nión  se  había  ido  formando,  y  el  célebre  D.  Melchor  de  Maca- 
naz  en  su  Memorial  de  los  cincuenta  y  cinco  párrafos,  apoyado 
por  los  consejeros  y  por  la  opinión  de  los  regalistas,  pudo  cons- 
tituirse en  jefe  de  éstos  y  resistir,  no  sólo  el  enojo  de  la  corte 
romana,  sino  los  rigores  de  la  Inquisición.  El  interés  de  Álbero- 
ni  paralizó  por  poco  tiempo  este  movimiento,  pero  el  triunfo  de 
las  doctrinas  regalistas  se  inició  en  el  concordato  de  1737  y  se 
completó  en  1753,  por  más  que  restaran  aun  algunos  extremos 
controvertidos,  sin  haber  alcanzado  satisfacción.  Fué  reconocí* 
do  pues,  el  regio  patronato  universal  de  las  iglesias  de  todos  los 
dominios  españoles;  y  todo  cuanto  por  esta  parte  alcanzó  la  es- 
cuela realista,  lo  perdía  por  otra  el  tribunal  del  Santo  Oficio, 
cuyos  autos  no  fueron  honrados  ya  con  la  presencia  de  Feli- 
pe V,  cuyos  rigores  comenzaron  á  suavizarse  en  el  reinado  de 
Femando  VI,  y  cuya  omnipotencia  vino  á  concluir  con  el  cé- 
lebre proceso  del  P.  Feijóo,  del  cual  nos  hemos  ocupado  ante- 
riormente. Toda  esta  política  condujo  necesaria  y  naturalmen- 
te á  una  mayor  ilustración,  á  una  mejora  en  las  costumbres 
públicas,  á  un  progreso  más  señalado  en  todo  lo  referente  á  las 
letras  y  á  las  artes^  y  por  consecuencia  á  cierta  expansión  y  li- 
bertad  que  ha  hecho  justas  y  merecidas  el  que  los  escritores  ha- 
yan consignado  que  tíos  reinados  de  Felipe  V  y  Fernando  VI, 
*^  en  las  letras  como  en  la  política,  así  en  la  economía  como 
»en  las  artes,  así  en  la  marina  como  en  la  agricultura,  en  el  co- 
'mercio  como  en  la  administración,  en  la  índole  del  espíritu 
>re]igio8o,  como  en  la  tendencia  de  las  costumbres  públicas, 
*í?aron  una  feliz  y  provechosa  preparación,  y  sentaron  los  ci- 
^¿íjerxUiB  y  las  bases,  y  desembarazaron  y  allanaron  grande- 
)^^>«nte  el  camino  para  el  más  ilustrado  y  más  próspero  reina- 
>í\o  de  Carlos  HE. » 

^8ta  tendencia  de  defender  los  derechos  y  prerrogativas  Bea- 
\e6  contra  las  pretensiones  de  la  corte  romana,  era  tan  simpáti- 
ca á  los  ministros  de  Carlos  III,  y  el  progreso  en  las  ideas  ha- 
bía recibido  tal  impulso,  que  durante  el  reinado  de  dicho  mo- 
jxaxcBL  se  destacan  dos  acontecimientos  que  determinan  exacta- 
jnente  su  política  interior.  Uno  de  ellos  fué  la  expulsión  délos  je- 
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suitas,  partidarios  déla  escuela  ultramoatana  y  advere 
escuela  legalista.  El  antagonismo  que  existía  entre  t 
mó  pretexto  de  una  cuestión  de  orden  público  ocurri 
paQa  para  decretarse  y  llevar  á  cabo,  con  extraordinai 
dad,  la  supresión  del  instituto  de  Loyola  y  la  ocupac 
temporalidades.  Otro  acontecimiento  que  vino  á  det( 
política  interior  de  Carlos  III,  fué,  que  á  la  par  que 
ilustración  general,  decrecía  también  el  rigor,  la  autc 
influjo  del  tribunal  de  k  Inquisición,  pues  aunque 
fueron  delatados  los  ministros  del  Rey,  que  habían  p 
al  consejo  extraordinario  que  decretó  la  expulsión  de 
tas,  como  partidarios  de  la  moderna  filosofía  y  enem 
Iglesia,  tuvieron  que  contentarse  los  inquisidores  coi 
bar  muchas  de  las  proposiciones  que  habían  consign 
escritos  Roda,  Aranda,  Campomanes  y  Floridablanc 
desgraciado  D.  Pablo  Olavide,  fundador  de  las  colon 
rra-Morena,  sufrió  las  consecuencias  de  un  autillo  de 
bien  produjo  el  destierro  del  procesado,  bien  pronto 
Carlos  III  le  permitió,  contra  el  informe  del  inquisidc 
que  pudiera  regresar  á  Espafia,  donde  dió  pruebas  > 
de  su  ardiente  fe  por  la  religión  católica.  No  faltaba 
decretar  la  extinción  del  Santo  Oficio,  y  consta,  qu 
los  III  no  lo  hizo,  fué  porque,  como  decía  á  su  minis 
la  súbita  supresión  de  aquel  tribunal  hubiera  chocad 
con  los  intereses,  las  preocupaciones  y  los  hábitos  tra 
de  una  gran  parte  del  clero,  y  aun  de  una  gran  pari 
blo.  El  impulso  regenerador  que  Felipe  V  y  Fernant 
bían  dado  á  este  país,  bajo  el  influjo  de  su  absoluta  m 
continuó  y  se  ensanchó  en  el  reinado  de  Carlos  III,  c 
el  triunfo  completo  de  la  escuela  legalista  y  la  decae 
tribunal  de  la  Inquisición. 

En  el  reinado  de  Garlos  IV  se  continuó  el  impulso 
los  III  había  impreso  &  la  política  espaQola;  pero  llev 
rreno  de  los  hechos  la  revolución  que  en  las  ideas  se 
ciado  en  el  centro  de  Europa  desde  el  siglo  zvi,  los 
más  expertos  en  la  política  y  en  la  administración  rec 
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que  aquel  impulso  no  podía  continuar,  y  que  ante  todo  era  ne- 
cesario prevenir  el  contagio  del  mal.  Se  esforzó,  por  consiguien- 
te, el  dstema  de  la  desconfianza,  natural  y  propia  en  todo  país 
que  quiere  defender  su  independencia,  y  el  reinado  de  Carlos  IV, 
en  medio  de  las  vacilaciones  del  poder  y  de  sus  inciertas  reso- 
luciones, unas  veces  contra  la  Francia  y  otras  en  favor  de  ella, 
mantuvo  incólume  su  tradicional  política,  defendió  el  absolu- 
tismo de  su  poder,  conservó  la  centralización  en  la  esfera  del 
gobierno  y  de  la  administración,  caracteres  inherentes  á  toda 
concentración  excesiva  de  los  poderes  públicos,  y  tuvo  la  buena 
fortuna  de  evitar  que  en  £spafia  se  derribaran  sus  instituciones 
seculares,  y  que  se  diera  el  tristísimo  espectáculo  con  que  Euro- 
pa atónita  presenció  las  horrorosas  hecatombes  de  la  revolución 
francesa.  Algunos  síntomas  y  aun  tentativas  se  advirtieron  que 
dieron  ocasión  á  graves  penas,  modificadas  por  la  piedad  del 
%;  pero  la  escasa  resonancia  que  las  doctrinas  de  la  revolu- 
ción francesa  tuvieron  en  España,  pueden  atribuirse  ¿  dos  di* 
versos  conceptos:  al  arraigo  que  el  sentimiento  religioso  y  mo- 
nárquico había  conseguido  en  España  durante  tres  siglos,  como 
consecuencia  de  una  lucha  gigantesca  de  ocho  más;  y  á  la  falta 
de  conveniente  preparación  y  de  cultura  para  poder  reflexionar 
y  apreciar  las  peligrosas  teorías  de  la  revolución.  De  todos  mo- 
dos, la  política  interior  de  España  en  el  siglo  xvm,  puede  con- 
densarse en  estos  dos  principios:  l.o  Absolutismo  ilustrado  y 
concentración  de  todos  los  poderes  en  manos  del  Rey.  2.o  Ad- 
^^^Mustración  centralizadora  con  tendencia  á  favorecer  los  inte- 
i«8es  públicos. 

CAPÍTULO  XVll. 

LAS  CIENCIAS  EN  ESPAÑA  EN  EL  SIGLO  XVIII. 

A  pesar  del  juicio  que  algunos  escritores  han  emitido  acerca 
^  movimiento  científico  en  el  siglo  xvi,  es  lo  cierto  que,  en  lo 
'^'wente  á  las  ciencias  físico-matemáticas,  eran  leídas  en  toda 
Europa  las  de  Juan  Martínez  Silíceo,  de  Salamanca;  las  de  Juan 
de  Segura,  en  Alcalá;  las  de  Jerónimo  Muñoz,  en  Valencia;  las 
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de  lo8  cosmógrafos  de  Sevilla,  Pedro  Medina,  Alona 
Cruz  y  Andrés  Garcia  Céspedes,  y  sobre  todos  el  j 
NuQez,  en  Coimbra,  autor  de  la  primera  álgebra  escí 
ma  castellano,  como  hizo  notar  D.  Gumersindo  Vicui 
en  el  discurso  inaugural  de  los  estudios  en  la  Uniré 
tral  (1626).  Hacíase  en  dicho  siglo  tanto  aprecio  en 
España  del  estudio  de  las  matemáticas,  que  allá  p< 
de  1580,  y  un  siglo  antes  de  que  París  y  Londres  fu 
academias,  creóse  en  Madrid  una  Academia  Real,  d< 
Ferrer  del  Río  (1627),  se  instruían  muchos  caballert 
movimiento  científico  se  había  abandonado  durante  < 
y  buena  parte  det  xvm,  como  lo  probó  Gil  de  Zárat 
apenas  se  compreudian  ya  los  libros  que  durante  los  ci 
habían  escrito  Descartes,  Pascal,  Newton,  Leibnitz, 
GaUleo,  loa  Bemouüly,  Euler  y  otros.  El  P.  Tosca  y  al, 
tores  más  publicaron  apreciables  obras;  pero  la  deca< 
tinca  en  las  universidades  fué  tan  notoria,  que  T>.  D 
rres,  describiendo  gráficamente  la  situación  de  los  es 
universidad  de  Salamanca,  hace  una  tristísima  pintl 
so  en  que  la  encontró  en  1726,  cuando  fué  uno  des 
ticos  hasta  1752,  en  que  la  dejó  <huérfana,  como 
•libros  é  instrumentos,  y  muchos  de  sus  hopalant 
■persuadidos  &  que  tiene  algún  sabor  ó  encantas! 
iráudula  esta  ciencia,  y  nos  miran  los  demás  líceoc 
>á  estudiantes  inútiles  y  ruines.  Pedimos  á  la  un 
isuslüución  de  cáiedra  de  maiemáücae,  que  esíiwo 
»treinla  años  y  sin  enseñanza  más  de  cien/o  cincueni 
en  1758  establecer  una  Academia  de  matemáüci 
pasó  de  proyecto;  y  en  29  de  Marzo  de  1768,  tres 
del  claustro  de  Salamanca  decían  á  Campomanei 
podía  encontrar  catedrático  por  ocho  ducados,  q 
que  la  servia;  y  que  la  universidad  no  se  hallaba  ei 
poder  juzgar  sobre  opositores  á  esta  cátedra,  porqm 
graduados  que  entendiesen  lo  que  eran  maíemáiiais.  Si 
en  la  renombrada  universidad  de  Salamanca,  pued 
lo  que  acontecería  en  las  demás. 
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Era,  por  lo  tanto,  necesario  crear  los  estudios  de  las  ciencias 
fisicomatemáticas,  de  las  cuales  eran  entusiastas  propagandis- 
tas Al^;re,  Andrés,  Buil,  Campos  Campserver,  Cassaui,  Cerda, 
Chantre,  Eximeno^  Herrero,  Lassala,  Ludefia,Mora,  Pérez  y  Te- 
tros; 7  aunque  los  padres  jesuitas  fomentaban  el  amor  á  la  cien- 
<^ia,  su  influencia  fué  sustituida  á  consecuencia  de  su  expulsión, 
por  la  fundación  de  los  estudios  de  San  Isidro,  que  tuvo  lugar 
®Q  1770.  De  entonces  datan,  como  sefialó  Ferrer  del  Rio,  las 
Academias  de  matemáticas  de  Barcelona,  Oran  y  Ceuta;  el  co- 
legio de  guardias  marinas,  la  academia  de  nobles  artes  de  San 
Femando,  el  colegio  de  artilleria  de  Segovia,  las  escuelas  mili- 
tares  de  Ávila  y  Ocafia  y  el  seminiuío  de  Vergara.  En  todos 
estos  centros  científicos  se  fomentó  el  amor  al  estudio,  y  Don 
Antonio  Gregorio  Rosell,  catedrático  en  San  Isidro,  publicó  las 
Insfiiuciones  tnatemáticas  y  la  Geometría  de  los  niños  (1629;.  Don 
Pedro  Gianini  imprimió  en  1779  su  Curso  matemático  para  servir 
de  texto  á  los  caballeros  cadetes  dd  Beal  colegio  de  artillería  de  Sá- 
goma (1630).  D.  Antonio  Bails  escribió,  con  D.  Jerónimo  Cap- 
mani,  unos  Tratados  de  matemáticas^  y  solo  los  Elementos  de  ma- 
temáticas y  Compendio  de  los  Elementos  (1631).  Del  Perú  vino  el 
astrónomo  Gqdín,  con  D.  Jorge  Juan,  D.  Antonio  Ulloa  y  Don 
Gabriel  de  Ciscar,  las  tres  grandes  figuras  científicas  del  si- 
glo xvm.  El  Eocamen  marítimo  del  primero  (1632)  es  la  mejor 
obra  de  su  clase  que  se  publicó  en  Europa,  y  en  la  cual  se  abor- 
dan ios  problemas  más  complejos  de  arquitectura  naval  Con 
D.  Antonio  de  Ulloa  publicó  las  Observaciones  físicas  y  astronó- 
fnicas^  la  Bdadón  histórica  dd  viaje  y  la  Disertación  histórico-geo- 
g^afica^  y;  vuelto  de  Londres,  fundó  la  Asamiblea  amistosa  litera- 
na  y  el  Compendio  de  navegación  para  d  iiso  de  los  caballeros 
guardias  marinas.  Más  tarde,  al  regresar  también  de  las  posesio- 
nes ultramarinas,  publicó  las  Noticias  americanas^  la  Marina  y 
fuerzas  navales  de  la  Europa  y  dd  África,  y  la  memoria  del  Edip- 
se  del  sol  con  d  anillo  refractario  de  sus  rayos  y  dando  á  España 
los  primeros  conocimientos  de  electricidad  y  magnetismo  arti- 
ficial. D.  Manuel  Maria  Aguirre  imprimió  la  Indagación  y  refte- 
^tímes  sobre  la  geografía  (1633).  D.  Vicente  Tofiño  dióse  á  cono- 
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cer  coa  el  Inalado  de  geomdria  demeníal  y  trígono 
nea  y  por  las  Tablas  de  senos  y  tangeníes;  y  coatesti 
célebre  frase  de  «que  se  debía áEspaña,>  publicó 
de  las  costas  de  España  en  el  Medüerráneo  y  su  con- 
A/rica,  y  d  de  las  cosías  en  d  Océano  Atlántico  y  de 
res  ó  Terceras  (1634).  D.  Viceute  de  los  Ríos  imp 
curso  sobre  los  ilustres  autores  é  inventores  de  artiUeri 
reeido  en  España  desde  los  Reyes  Católicos  hasta  el  pt 
curso  pitra  la  apertura  de  la  escuda  de  la  táctica  de  a 
Táctica  de  artillería  (1635).  Y  D.  Pedro  Lacuce,  d 
academia  de  maUíniáticas  (1636),  al  reorganizar  Ci 
Beal  decreto  de  19  de  Eaero  de  1770  (ley  III,  tít. 
de  la  Novísima  Recopilación),  los  Reales  estudio 
Imperial  de  la  corte,  ordenó  el  restablecimiento  dt 
tades,  entre  ellas  la  de  Matemáticas,  pero  disponíen 
sefiase  por  algún  compendio.  Una  provisión  de  i 
de  1777  y  cédula  del  consejo  de  22  de  Enero  de  17 
título  VII,  id.),  dispuso  que  la  explicación  de  toda 
de  artes,  matemáticas  y  música,  fuera  de  tres  hora 
tinuas  por  la  maftaoa  y  dos  por  la  tarde.  Y  Cario 
solución  de  18  de  Diciembre  de  1804  (ley  XVI,  ti 
declaró  que  las  oposiciones  á  las  cátedras  de  mt 
anunciasen  en  la  corte  y  en  Cádiz  y  Barcelona,  a 
her  hábiles  matemáticos;  y  al  fijar  la  naturaleza  de  I 
se  indicó  que  la  lección  de  puntos  se  había  de  dai 
obras  matemáticas  de  Newton  ó  eu  las  de  Wolfio 
las  de  Ptolomeo  y  el  Tratado  particular  de  astronon 
miento  de  regeneración  de  las  ciencias  matemátici 
te  en  el  siglo  xvm. 

En  física  experimental  y  química  estábamos 
glo  XVI,  y  en  vano  el  gran  Vives  había  inspirad< 
método.  Las  ciencias  experimentales  se  estudiaba! 
mos  procedimientos  que  las  racionales,  y  en  vez  c 
gabinetes  universitarios  los  necesarios  aparatos, 
mondaban  como  libros  de  texto  el  Guevara  ó  el 
cual  comprueba  alguna  ley  recopilada.  Sin  emba 
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Ciiavanneau  y  el  químico  Proust,  como  el  astrónomo  Godín, 
Vinieron  á  enseñar  en  España  estas  ciencias,  y  los  monarcas 
espafioles  no  escasearon  los  recursos  para  que  españoles  fueran 
i  apx*enderlas  á  otros  países.  Entonces  se  enriquecieron  los  ga- 
bia&t0^  y  laboratorios;  y  mientras  D.  Antonio  Solano  ganaba 
por  of  osición  la  cátedra  de  física  experimental  de  San  Isidro, 
D.  i^^xiro  Gutiérrez  Bueno  obtenía  la  de  química  de  la  corte, 
que  ^X3  1787  se  inauguraba  con  la  presencia  de  Floridablanca 
y  otjrOB  personajes.  En  París  publicó  varias  obras  de  física  y 
quíxxii^^a  D.  Ignacio  Ruiz  Luzuriaga,  y  este  movimiento  cientí- 
fico o^_pañol  alcanzó  á  la  Nueva  España,  donde  se  establecieron 
laboirsL'fcorios,  colecciones  geológicas,  gabinetes  de  física,  y  en 
Mejioc^     se  publicaron  en  lengua  castellana  los  Elementos  de  qul- 
mk»  d^  Lavoisier,  antes  de  que  se  tradujesen  en  España. 

Al  p^xTogreso  de  las  ciencias  contribuyeron  también,  en  la  es- 
fersL  d^    las  naturales,  el  Jardín  botánico  de  Madrid  y  el  Gabi- 
nete d^  historia  natural.  Los  estimables  trabajos  de  D.  Miguel 
Colmoxjno  (1637),  respecto  del  primero,  y  de  D.  José  María  So- 
lano^  ^m  cuanto  al  segundo,   suministran  valiosos  datos  res- 
pecto    de  su  historia  y  estadística,  y  por  dichosos  nos  tendría- 
mos   si     acertáramos  á  dar  una  idea  general  de  los  mismos. 
Ea  l€t    época  de  Felipe  V  sólo  se  conocieron,  como  dice  Col- 
meiro,   algunos  huertecillos  botánicos,  que  llamaron  la  aten- 
ción j>or  falta  de  un  jardín  digno  de  la  corte.  El  boticario  de  cá- 
^^'*^^'  Hiqueur,  estableció  uno  de  ellos  en  Migas  Calientes  y  otro 
©11  S^.xi  Ildefonso.  Abolín  creó  otro,  y  el  colegio  do  Boticarios 
^^^l^ció  otro  en  1751.  Linneo  había  emitido  un  severo  juicio 
r^E>^oto  de  la  indolencia  botánica  de  los  españoles,  y  habiéndo- 
®  F^^o puesto  Fernando  VI,  antes  de  fundar  el  Jardín  botánico 
®    ^^^to  de  Migas  Calientes,  6  su  personal  concurso  ó  la  desig- 
^*  ^^i:^  de  uno  de  sus  aventajados  discípulos,  fué  recomendado 

^^^^ijig,  cuyas  cartas  dio  á  conocer  Colmeiro,  y  un  año  des- 

f^  ^  ^e  haberse  embarcado  para  América  al  servicio  de  Espa- 

^%  s^  fundó  en  1755  el  Jardín  botánico  de  Madiid  en  el  soto 

^^  Migas  Calientes,  que  en  1781  fué  sustituido  por  el  que  hoy 

eSVBi^  en  el  Prado.  La  enseñanza  de  la  botánica  comenzó  en 
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Mayo  de  1757,  bajo  la  direccióu  de  Quer  y  Minuart,  y  cuando  el 
primero  falleció  ea  1764,  le  sustituyó  Baruades,  después  del 
cual,  ocuparon  plazas  de  profesores  Gómez  Ortega  en  1771,  y 
Palau  en  1776.  Mutis,  desde  1783  hasta  1808,  enriqueció  con 
sus  colecciones  y  su  correspoudencia  con  Linneo,  y  facilitó  el 
estudio  de  la  ciencia  natural;  D.  José  Quer  se  propuso  publicar 
en  1762,  y  se  conservan  manuscritas  sus  Lecdoties  de  botáni- 
ca (1638)  y  la  Flora  española,  que  terminó  Gómez  Ortega  eo 
1784  (1639);  Minuart  había  publicado  en  1739  dos  folletos,  des- 
cribiendo algimas  plantas  espafiolaa.  Bamades  llegó  ¿  imprimir 
en  1767  unos  Fñnápios  de  boiánica  (1640),  y  quiso  imprimir  una 
Muestra  de  la  Flora  española,  cuyo  manuscrito  se  conserva.  Gó- 
mez Ortega  publicó  un  Comeniario  ó  tratado,  y  varias  obras  que 
detalla  Cohneiro.  Y  Palau  en  1778,  dió  noticias  de  varias  plan- 
tas en  el  tomo  I  de  las  Memorias  de  la  Sociedad  económica  de  Ma- 
drid (1641)  é  imprimió  la  Eqilicación  de  la  füosofia  y  fundamen- 
tos botánicos  de  Linneo.  Este  impulso  científico  motivó  el  esta- 
blecimiento de  jardines  botánicos  en  varias  ciudades  de  España, 
y  aunque  en  la  época  de  la  privanza  del  Príncipe  de  la  Paz,  se 
creó  uno  experimental  y  de  aclimatación  en  Sanlúcar  de  Ba- 
rraqieda,  fué  destruido  en  1808,  en  cuyo  año  los  sucesos  poli- 
ticos  aminoraron  y  casi  interrumpieron  aquel  movimiento  cien- 
tífico, con  tan  buen  deseo  y  acierto  promovido  y  desarrollado 
eu  España  y  sus  más  lejanos  dominios,  y  que  hicieron  impere- 
cedero el  recuerdo  de  Cavaollles,  Zea,  Lagasca,  Eodríguez,  Bou- 
telou  y  otros.  Con  razón  pudo  decir  Humboldt,  que  ningün  go- 
bierno europeo  había  hecho  tan  considerables  gastos  como  el  de  Es- 
paña para  adelantar  el  conocimiento  de  los  vegetales. 

D.  Pedro  Dávila  poseía  en  París  un  precioso  gabinete  de  His- 
toria natural,  y  Jiabióudolo  ofrecido  al  Rey  Carlos  IK,  fué  ad- 
mitido por  Beal  decreto  de  17  de  Octubre  de  1771,  disponiendo 
su  traslación  á  Espafla,  y  nombrando  para  que  lo  dirigiese  al 
mismo  cesionario.  Establecido  en  el  local  donde  hoy  se  encuen- 
ti-a,  fué  enriquecido  con  las  alhaja»  y  vasos  preciosos  que  Feli- 
pe V  heredó  de  su  padre,  los  objetos  que  regalaban  los  partica- 
lares,  y  las  que  remitían  las  autoridades  ultramarinas.  Con  ra- 
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zón  dijo  Solano,  que  desde  un  principio  fué  el  Gabinete  un  ver- 
dadero Museo  de  curiosidades.  En  1784,  D.  Juan  Bautista  Brú 
publicó  una  Colección  de  láminas  que  representan  los  animales  y 
momtruos  del  Real  Gabinete  de  Historia  natural  de  Madrid^  con 
una  descripción  individual  de  cada  uno  (1642).  En  1785  se  creó 
la  asignatura  de  química,  que  fué  desempeñada  por  Ángulo, 
Proust,  Alcón  y  Masarnau.  En  1798,  Don  José  Clavijo  escribió 
acerca  de  los  Medios  de  hacer  ütil  para  la  prospervlad  de  la  na» 
ciáneipañola  el  Real  Gabinete  de  Historia  natural  (1643);  pero 
hasta  1799,  D.  Cristiano  Herrgen  no  inauguró  la  cátedra  de 
mineralogía^  único  ramo  de  la  Historia  natural  que  por  enton- 
ees  se  estableció,  y  cátedra  que  después  se  dividió,  una  de  Geog^ 
nontf,  á  cargo  de  Herrgen^  y  otra  de  Orictognosia^  desempeñada 
porD.  Antonio  Párraga.  La  Zoología  no  se  enseñó  hasta  1818. 
AI  mismo  tiempo  que  en  1799  se  creó  la  cátedra  de  mineralogía^ 
86  publicó  una  revista  nominada  Anales  de  Historia  natural 
(1644),  en  la  que  colaboraron  Herrgen,  Proust,  Cavanilles  y 
García  Fernández,  que  cesó  en  1804.  También  se  fundó  una  bi- 
blioteca en  1790,  que  se  ha  ido  acrecentando  notablemente. 

Mr.  de  Vemeuil  y  Mr.  Collomb  han  demostrado  que  España 
1^0  permaneció  ajena  al  movimiento  científico  de  Europa  en 
cuanto  al  estudio  de  la  Geología;  y  D.  Manuel  Fernández  de  Cas* 
^0|  en  1874,  en  sus  Notas  para  un  estudio  bibliográfico  sobre  los 
^^^^^9enes  y  estado  actual  dd  mapa  geológico  de  España  (1645),  nos 
ba  suministrado  abundantes  datos  para  conocer  el  estado  de 
^te  ramo  de  la  ciencia  en  el  siglo  xvm.  El  estudio  de  la  geo- 
S^ftfla  ñsica  y  mineralógica  del  suelo  de  España  data  de  época 
^^7 remota,  y  nunca  fué  ni  ignorado  ni  desconocido.  A  fines 
del  siglo  XV  y  durante  todo  el  siglo  xvi,  los  historiadores,  como 
Lacio  Marineo  Sículo,  Polydoro  Virgilio,  Juan  Torquemada, 
Gutiérrez  de  Toledo,  Gómez  Miedes,  Florián  de  Ocampo,  Mora- 
les, Zurita,  Garibay,  Blancas  y  el  P.  Mariana  respecto  de  la  Pe- 
DÍnsula,  y  Colón,  Vespucio,  Hernán  Cortés,  Fernández  de  Ovie- 
do, Cieza  de  León,  López  de  Medel,  Diego  Méndez  y  el  P.  Josef 
de  Acosta  en  cuanto  á  la  América  española,  diseminaron  en  sus 
obras  algunas  noticias  históricas,  enciclopédicas  ó  médicas; 
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pero  hasta  los  tiempos  de  Felipe  II  do  se  pensó  seríai 
poseer  una  descripción  ñsica  y  económica  de  todos  s 
nios.  Ed  1575,  según  indica  Sempere  y  GuarínoB  en  t 
teca  española  económko-polííica  (1646),  ee  circuló  una 
ción  para  realizar  la  descripción  general,  y  se  com 
Dr.  Francisco  Hernández  para  escribir  la  Historia  n 
América  (1647),  que  en  parte  se  consideró  extraviac 
ilustrada  por  D.  Martin  de  Sessé,  que  averiguó  su  ] 
Al  comenzar  el  siglo  xvn,  Antonio  de  Herrera,  con  r 
modo  el  príncipe  de  los  cronistas  de  Indias,  escribió  é 
en  1601'161.5,  la  Sisloria  general  de  los  hechos  délos  e 
en  las  islas  y  Tierra  Firme  ád  mar  Océano  (1648),  y 
Torquemada  en  1613  publicó  la  Primera  parte  de  loi 
lü>ros  rituales  y  monarchia  indiana  (1649).  En  1623  y  1 
mez  de  Huerta  empezó  á  publicar  la  Historia  tiaíttra 
Plinio  sumido,  ampliada  con  escollos  y  anoiaciones,  en  q 
lo  oscuro  y  dudoso,  y  añade  lo  no  sabido  hasta  estos  tiemp 
De  las  minas  en  España  escribió  D.  Alfonso  Carrillo  '. 
1624  (1651),  y  D.  Femando  de  Contreraa  en  1673.  D. 
cente  del  Olmo  en  1681  dio  A  conocer  la  Nueva  desm 
orbe  de  la  tierra  (1652).  Acerca  de  loa  terremotos,  susceats 
horrendos  effectos  y  breve  epítome  de  loa  varios  sucedidos 
orbe  (1653),  escribió  el  joven  Balmasea  en  1692.  Y  e 
pbonso  Limón  Montero,  cerró  el  siglo  xvn  imprim 
Alcalá  el  Esp^o  cristalino  de  las  aguas  de  España  (165 
primer  tercio  del  siglo  xvm,  las  ciencias  naturales  no  i 
ron  mucho,  limitándose  los  escritores  á  describir  y  dai 
de  aguas  minerales.  En  1737  el  Br.  Clarasid  leía  en  1 
mía  de  medicina  de  Madrid  las  Singularidades  de  k 
natwal  del  Principado  de  Caícduña  (1655),  siendo  el  prit 
habló  de  los  fósiles.  En  1740  el  Dr.  Fernández  Nava 
dactó  su  Ensayo  de  la  historia  natural  y  médica  de  Espaf 
Eq  el  Museo  de  ciencias  naturales  de  Madrid  existe  i 
Antonio  Martras  en  1741,  titulado  Historia  y  dieat 
animales,  plantas  y  minerales  y  de  todo  lo  demás  que  á 
reinos  corresponde,  etc.  (1657).  El  P.  Feijóo,  á  quien,  bc 


iaeO^ÍQ.  *Be  debió  el  deeenga&o  de  muchos  errores  comunes  y 

j I.J -j»  TI  parte  de  los  adelantos  de  la  civilización  espafiola  en  el 

tsi^i-O  último,*  en  su  Teairo  crítico  y  en  sus  Carlas  erudiías  y  cu- 

rios^:^^  (1658),  cuyo  tomo  V  se  imprimió  en  1760,  justiñcó  aquel 

'míc3^^^¡  influyendo  notablemente  en  el  estudio  de  las  ciencias 

fisi<7'^3K8y  naturales,  que  tomaron  un  carácter  más  reflexivo  y 

gev'^:^"".  En  1772,  I>.  Antonio  de  Ulloa  publicó  su  notable  obra 

JVo/f^T^  ameñcattas,  entr^enimienlos/ísico-hislórícos  sobre  la  Amé- 

rict*        -tueridionai  y  la  septetUrümal  oríenlal  (1659).  D.  Francisco 

MarS  .^QO  Nifo  escribió  la  Explicación  física  y  moral  de  las  causas, 

teüUx^^ss,  diferencias  y  efetíoa  de  loa  terremotos  y  el  Correo  general  de 

Esffcx^^^  (1660).  Y  este  movimiento  lo  continuaron  Armstrong 

eacrí  tiiiendo  en  Londres,  en  1750,  la  Historia  civil  y  naiural  de  la 

islct  ^^^  Menorca  (1661);  Torrubia  imprimiendo,  en  1754,  el  Aim- 

rato  _^M.ra  la  historia  natural  espanta  (1662);  D.  Guillermo  Bow- 

^OBy  ^«dactando  la  interesante  Memoria  (1663)  de  que  da  cuenta 

^^rr^  .¿tndez  de  Castro  en  sus  notas  bibliográficas;  Talbot  Dillou 

oscril^íendo,  en  1780,  los  Viajes  por  España,  con  d  fin  de  ilus- 

"^<**"    ^«í  historia  natural  y  la  geografía  física  de  aquel  reino  (1664); 

"^^'^^    publicando,  hasta  1794,  su  Fwye  de  España  ó  cartas  en  que 

*®  «^*c»    ^loíicia  de  las  cosas  más  apredables  que  hay  en  ella  (1665),  y 

**■*"**&    muchos  que  pueden  consultarse  en  el  especial  trabajo  del 

''-'^■^csionado  escritor,  y  prueban  que  el  estudio  de  las  ciencias 

^■**^o— naturales  no  se  descuidó  en  Espafia  en  el  siglo  xvin. 

-^~*^    ciencia  hidrográfica,  que  empezó  á  formarse  por  los  gran- 

^*^  <1^9«cubrimient08  del  siglo  xv,  y  permanecía  sin  la  convenien- 

_       *^*>»=»centraci6n  y  referencia,  comenzó  á  reglamentarse  en  el 

'S"^*^    3CTI,  pues  casi  á  sus  principios  se  creó  en  1507,  en  la  casa 

^     *^o»3tratación  de  Sevilla,  el  empleo  de  piloto  mayor,  y  poco 

desj>^:^^a  dos  plazas  de  cosmógrafos.  La  ley  XII,  tft.  XXIII,  li- 

"*^**    '\^3.JI  de  la  Recopilación  de  ludias,  ordenó  la  formación  de 

^^^    üt>xo  y  padrón  general  de  las  islas,  bahias,  bajos  y  puertos  y 

^  -'*^*»~»«o,  en  los  grados  y  distamñas  de  viaje  y  continente  desctd)ierlo 

v^    *<»^    Jndias.  Después  se  creó  la  plaza  de  cronista  mayor,  para 

í^*^*^t»ir  la  historia  de  las  provincias,  islas,  mares  y  ríos.  En  el 

cF^'^^^jo  supremo  se  estableció  tambión  una  plaza  de  cosmógrafo 
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Gfite  reinado  el  P.  Antonio  José  Rodríguez  escribió  la  Palestra 
fMca  médiea,  que  tenía  por  objeto,  como  la  anterior,  desterrar 
loe  errores  de  la  falsa  medicina.  D.  Antonio  Pérez  de  Escobar 
sedió  áconocer  en  sus  frisos  medioospopuUire8ydonU8Íico8(\G>lQi). 
D.  Sebastián  Miguel  Guerrero  publicó  la  Mediana  universal 
(1671).  D.  José  Aznar  su  Instrucción  curativa  de  los  dolores  de  eos- 
iodo  y  pulmonías  (1672).  Francisco  Salva  ganó  dos  premios  en 
la  Sociedad  médica  de  París,  en  concurso  con  varios  sabios.  La 
misma  Sociedad  laureó  á  D.  Francisco  Santpons,  y  su  herma- 
no D.  José  Ignacio  escribió  en  Barcelona  obras  importantes. 
D.  José  Masdevall,  médico  de  Carlos  III,  apellidado  el  moder- 
^0  Hipócrates,  fué  comisionado  para  curar  las  calenturas  ma- 
^gnas  que  afligían  á  Gatalufia,  dando  ejemplo  de  su  amor  á  la 
ciencia  y  á  la  caridad.  La  inoculación  de  las  viruelas  fué  objeto 
también  de  profundos  estudios  desde  1763,  entre  los  que  des- 
cuellan la  obra  de  0*Scalan,  titulada  Práctica  moderna  de  la 
ifioculacidn,  con  varias  observaciones  y  r^kxiones  fundadas  en  días 
(1673),  y  la  de  D.  Francisco  Gil,  Diserlación  fisico-médica,  en  la 
cwd  se  prescribe  un  método  seguro  para  preservar  á  los  pueblos  de  vi- 
^os  (1674).  La  cirugía  tuvo  que  buscar  albergue  fuera  de  sus 
claustros  y  gremios.  Femando  VI  fundó  en  Cádiz,  en  1748,  un 
colegio  para  el  servicio  de  la  marina.  Carlos  III  creó  ojtro  en 
1760  en  Barcelona.  D.  Antonio  Gimbemat  adquirió  mucha 
gloria  en  el  extranjero,  y  á  su  regreso  á  la  madre  patria  redac- 
^  con  su  compafiero  D.  Mariano  Rives,  el  plan  de  un  colegio 
de  medicina  y  cirugía,  que  fué  aprobado  por  Real  decreto  de  Ju- 
^ode  1783,  instalándose  en  1787  bajo  la  denominación  de 
(^  de  San  Carlos  {Í67b), 

talmente,  á  medida  que  se  fomentaba  la  ilustración  gene- 
^*  y  en  toda  clase  de  estudios  se  reflejaba  cierta  prudente  li- 
'^^,  la  filosofía,  la  teología  y  la  jurisprudencia  participaron 
del  movimiento  progresivo  que  adquirieron  los  demás  ramos 
d^  saber  humano.  La  filosofía  española,  siguiendo  distinto 
^bo  que  la  de  otros  países,  buscó  la  verdad  sin  desviarse  de 
1^108,  que  es  fuente  de  loria  sabiduría;  y  cuando  se  fundaron  los 
^68  estudios  de  San  Isidro,  ordenó  el  Bey  que  la  lógica  se 
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ensatase  sin  disputas  escolares  y  segün  las  luces  del  sigla.  Teñen 
la  dicha  de  vivir,  decía  Fr.  laidoro  Áriaa,  general  de  la  orden 
San  Benito,  á  todos  los  abades  y  monjes,  enuna  monarquía  <£ 
de  no  dan  que  hacernijudíos  ni  genliles  ni  sectarios.  En  1767,  D 
Juan  Antonio  González  Cañaveras  imprimía  en  Cádiz  un  Pl 
de  educación  ( 1676)  que,  tomando  por  base  el  estudio  de  la  n 
gión,  señalaba  el  orden  de  los  estudios,  proponiendo  lo  que 
nía  por  objeto  la  razón,  la  imparcialidad,  la  justicia  y  la  v 
dad ,  en  lo  que  no  tiene  parte  la  autoridad  ni  desmiente 
práctica  ó  continuada  experiencia.  D.  Manuel  Rosell,  canóoi 
de  Son  Isidro,  en  1787  dio  á  conocer  su  obra,  Educación  eonf 
me  á  los  principios  de  la  rdigión  cristiana  y  costumbres  de  lanaa 
eyaañola  (1677),  fundada  en  el  principio  de  que  es  forzoso  vaL 
se  de  la  Tevelación,  porque  no  basta  la  razón  natural.  Dios  y 
naturaiexa  (1678)  fué  el  título  que  D.  Juan  Francisco  de  Ci 
tro  poso  en  1780  á  una  obra  de  filosofía,  en  que  se  propí 
esclarecer  la  historia  del  mundo  ñsico  y  moral,  fijándose  en 
natural  y  civil,  la  religión,  leyes  y  costumbres  de  las  nacioi 
antiguas  y  modernas.  D.  Antonio  Javier  Pérez  y  López,  ca 
drático  de  Sevilla,  imprimió  en  1785  su  Nuevo  sistema  JUoii 
co  (1679),  ó  sean  los  principios  del  orden  esencial  de  la  natu 
leza,  establecidos  por  fundamentos  de  la  moral  y  política  y  ( 
prueba  de  la  religión.  Fr.  Femando  Ceballos  en  1775,  en 
obra  Falsa  jHosofia  (1680),  había  combatido  el  ateísmo,  deisn 
materialismo  y  demás  nuevas  sectas  convencidas  de  crimen 
Estado  contra  los  soberanos  y  sus  regalías,  contra  los  mag 
trados  y  potestades.  El  célebre  D.  Jorge  Juan,  siguiendo  el  i 
pulso  dado  á  la  crítica  por  el  P,  Feijóo,  á  quien  puede  consw 
rarse  como  el  iniciador  de  todo  este  movimiento,  había  eacr 
en  1773  Dd  estado  de  la  agronomía  en  Europa  y  Juicio  de 
fundamentos  sobre  que  se  erigieron  los  sistemas  del  mundo,  para  i 
sirva  de  guía  id  método  en  que  debe  recSñrlos  la  nación  sin  rie. 
de  su  opinión  y  rdigiosidad  (1681).  La  teología  apoyaba  esi 
puntos  de  vista,  y  así  lo  comprueban  las  Instituciones  de  Fr 
Agustín  Cabades  Magi  (1682)  y  del  valenciano  Fr.  Facun 
Sidro  ViUarroy,  donde  abordaron  las  cuestionee  más  ardv 


qne    entonces  se  debatían,  dejando  libre  el  discurso  en  lo  no 
referente  al  dogma.  Las  lenguas  sabias  tuvieron  excelentes 
maestros  en  el  maronita  Casiri,  que  tenía  por  discípulo  á  Cam- 
poirtc^nes.  D.  Kfanuel  Lauz  aprendió  griego  y  hebreo  de  Fray 
Juan   Antonio  Ponce.  Ordófiez  y  Gracián  traducían  la  Poética 
de  ^^"zstóldes  y  las  obras  (fe  Xenofonle  (1683).  Díaz  de  Miranda 
Ínter- j:>t^t&h&  Los  áoce  libros  de  Mareo  Aurelio  (1684).  Fr.  Ber- 
nardo Zamora  escribía  la  Gramáiica  griega  jHosóJica  eegün  él 
tis/c*»^^  dd  Brócense  (1685).  Fr.  Francisco  Canee  publicaba  la 
^fcxT^x^liea  arábigo-española  literal  jf  vulgar  (1686).  D.  Juan  Iriar- 
i^  svx     Oramáiiía  latina  (1687).  El  jesuíta  Esteban  Terreros  sii 
I>i^x:-¿4>ttario  castellano  (1688).  El  P.  Felipe  Scio  la  Sania  Biblia 
Y  X-os  seis  libros  de  San  Juan  Orisósíomo  sobred  sacerdocio  (1689). 
TT     !Fr.    Manuel  Siseo  la  Profesión  cristiana,  según  la  doctrina 
et;>cfn¡félica  y  apostólica  y  los  ^emploa  santísimos  de  Nuestro  Señor 
J'&sttcristo  y  délos  primeros  cristianos  (1690).  Las  ciencias  juridi- 
cí^s    -también  recibieron  el  gran  impulso  que  hemos  señalado  en 
ca<lEk.  ano  de  los  cuatro  reinados  que  ocuparon  todo  el  si- 
S3-o   3tvm,  al  tratar  de  las  Cókecúmes  legales  y  los  Tratadistas.  Y 
^»*    ls»a  ciencias  económicas,  el  siglo  mencionado  coloca  á  Rusia  y 
^**"^isia  entre  las  naciones  de  primer  orden,  para  influir  econó- 
■**'■■■<*  emente  en  el  progreso  humano,  estimulando  la  inteligencia 
^  ^I>titad  de  las  razas  del  Norte,  extendiendo  la  división  del  tra- 
^^  ^*  »  aumentando  la  riqueza,  facilitando  los  cambios  y  exten- 
_  ^-■^*-<3o  la  circulación,  y  contribuyendo  al  progreso  de  la  produc- 
*^     universal.  Motivo  es  de  gloria  para  el  siglo  xvm  el  aumen- 
'*~*^  las  institucionea  de  crédito  para  facilitar  la  movilización 
^-^^  riqueza,  de  las  cuales  abusaron  Law,  en  Inglaterra,  y  la 
*^*<^n  Irancesa.  Las  famosas  iuvencionee  de  Arkwrigt  y  Watt 
^~*^*on  ancho  camino  á  los  progresos  de  la  industria,  y  las 
°°"^'^''«i8  máquinas,  extendiendo  la  circulación  de  los  productos 
"íí^^^^i^jlas,  contribuyeron  eñcazmonte  at  progreso  de  la  agricul- 
•^^^■»    la  pesca,  la  minería  y  el  comercio.  La  emancipación  de  la 
Aí*-*^«ñca  del  Norte  contribuyó  á  la  prosperidad  de  la  industria 
Vl>E»-^»Ba,  pues  realizando  la  Inglaterra  sus  conquistas  en  la  In- 
2^^>    asoció,  como  dijo  MnJinzo,  al  trabajo  universal  grandes 


fuerzas  productivas,  arrancándolas  de  la  iomov 
aquellas  regiones.  Cuando  la  revolución  franct 
glo  rvni,  el  estudio  de  las  ciencias  económicas 
raljzado  en  España,  como  ba  demostrado  Golt 
do  las  obra<)  de  los  economistas  del  último  sigl 
queda  expuesto  prueba  que  España  no  permai 
al  movimiento  científico  que  caracteriza  el  sigli 


CAPITULO  XVIU. 

LAS  LETRAS  EN  EL  SIQLO  XVIU. 

Después  de  haber  bosquejado  lo  que  fué  la 
glo  xvm  en  el  terreno  científico,  vamos  á  estu<j 
nifeataciones  de  su  espíritu,  que  ninguna  manif 
hacer  con  más  elocuencia  los  pueblos  que  aqu^ 
estado  de  su  cultura  intelectual  y  moral.  Enti 
valiosos  elementos  con  que  contamos  para  cuo: 
nos  hemos  impuesto,  ninguno  nos  ha  parecido 
como  el  Bosqu^  hisiórieo-crüico  de  la  poesía  eoi 
glo  zvm  (1691),  redactado  por  D.  Leopoldo  de  < 
qués  de  Valmar,  y  que  forma  casi  la  tercera  par 
de  la  Biblioteca  de  autores  españoles.  Después  d 
pubhcó  en  España,  en  1877,  por  los  Sres.  Revi 
Historia  y  principios  generales  de  laliíerahtraespa: 
ella  cuarenta  y  nueve  páginas  bastaron  para  tn 
la  Uteratura  en  todos  sus  géneros  durante  )a  dii 
deBorbón.  No  hadeparecer,  por  consiguiente,! 
quemos  inspiración  á  nuestro  propio  juicio  en  t 
chos  trabajos  que,  abundante  en  datos  y  exactc 
apreciaciones,  se  ajusta  mejor  á  nuestro  partió 
único  que  sentimos  es  no  poder  transmitir  n: 
ideas  de  un  estudio  que  merece  ser  siempre  aj 
pre  recordado. 

Era  evidente,  al  terminar  la  dinastía  austriac 


política  de  E^paOa,  y  á  la  par  do  presentaba  mejor  asp' 

lúst«:>-na  literaria.  Aquella  lozaoía  y  esplendor  de  nuest 

tóic^  historia  había  caído  en  un  abismo  de  afectación  y 

tiñcio  (|ue  dieron  origen  á  Iob  prec^lislas  y  los  cuUos,  qi 

rroif3.3)¡endo  el  buen  gusto,  autorizaron  á  que  desde  exti 

Buel^=>    Be  nos  achacase  la  corrupción  del  recto  sentido 

letx£B-^  europeas,  cargo  de  que  briosamente  nos  defendí* 

abat.-^^  Andrés  y  el  jesuíta  Lampillas.  No  fué,  sin  embarg 

TB.tl'^^  o  de  la  EspaQa  el  insoportable  defecto  del  gong< 

porcLV^e  I^B  Italia  misma,  ta  Francia  y  hasta  la  Inglaterra 

i:[an     sgual  extravío,  lo  cual  significa,  como  dice  muy  1 

UEkZ'C^viés  de  Valmar,  que  á  causas  generales  que  se  ven 

tes  &:M=k.  ciertos  períodos  de  la  historia  literaria  de  todas  I 

don^»^,  y  no  á  influencias  determinadas  y  locales,  hay  qi 

buir    los  grandes  vicios  que,  en  tiempos  infeUces,  alteran 

/)ra.v^k.x  las  letras.  En  los  menguados  tiempos  de  Car 

tiemfxs  de  transición  y  de  marasmo,  no  pudieron  produc 

que  una  literatura  estragada,  transformada  por  el  cult 

"^o»  <3_iie  tuvo  su  natural  espejo  en  Cáncer,  León  Marc 

Mon-t^sro  y  Sor  Juana  Inés  de  la  Cruz.  Así  estaban  laa 

^spa-Qolas  al  advenimiento  de  Felipe  V,  fundador  de  la  di 

o©  ^Bo^bón^  que  si  no  merece  los  grandes  elogios  que  se 

**-*'it«do  por  algunos  escritores,  tampoco  se  hizo  digno 

'  J^^staa  reconvenciones  que  le  dirigieron  sus  mismos  c 

triota^^.  La  guerra  de  sucesión,  que  valerosamente  sosti 

en»  ncx  «narca,  y  el  espíritu  extraujero  que  rodeaba  toda 

tica,^    «ran  obstáculos  insuperables  á  la  inspiración  y  a 

""f^^^lao  de  la  vida  nacional;  pero  hermanado  el  sufrii 

^  '<*^    españoles  con  la  entereza  del  monarca,  algunos  in 

P^-^Q-olea  escribieron  con  elegancia  y  gusto,  porque  en  I 

'^^^^^  faltaron  poetas;  pero  la  verdadera  poesía  que  v 

^*^S£)iración  y  de  las  altas  concepciones  del  espíritu 

^^t.a.ba  el  mal  gusto  tan  arraigado  entre  la  gente  de 
**  *  I> .  José  de  León  y  MansiUa,  poeta  cordobés,  escribió  e 
\*  ^<Hedad  tercera  (1693),  siguiendo  las  dos  que  dejó  eeci 


398 


WEL  poon  cim.  bh  asPA^rA 


I 


1 


5 


'I 


príncipe  de  los  portas  líricos  de  España,  D.  Luis  Góngora,  escue- 
la que  encontró  asilo  en  el  cabildo  de  la  catedral  de  Salaman- 
ca» que  puso  á  prueba  el  ingenio  de  Gerardo  Lobo.  Pero  en  la 
prim^u  mitad  dA  siglo  xrm  merece  especial  recuerdo  D.  Die- 
go de  Torres  y  Vülarroel,  que  aunque  de  ánimo  inquieto  y  de 
independiente  carácter,  nunca  extralimitó  las  leyes,  y  fué  otro 
de  aquellos  espíritus  reformadores  que,  como  Feijóo,  Martínee, 
Salafranca,  Isla  y  otros  muchos,  no  podían  resistir  la  atmósfera 
de  preocupaciones  y  de  ignorancia  que  dejó  como  triste  heren- 
cia el  siglo  xvn.  Sus  Sueños  morales^  su  Exstoria  de  historias^  su 
CuetUo  de  cuentos^  su  Barca  de  Aquercnte^  su  Correo  dd  otro  mun- 
do^ el  Granpieeatar  de  Salamanca^  su  Pronóstico  para  1724  y  su 
Entierro  del  Jmdofinal^  unido  á  sus  Confesiones  (1694),  retratan 
al  escritor  y  al  poeta,  y  marcan  el  tránsito  de  las  falsas  cien- 
cias á  las  deudas  verdaderas.  Torres  ejerdó  grandísima  in- 
fluencia en  la  civilización  española;  llevó  su  sana  crítica  y 
moral  á  las  dencias,  á  las  letras  y  á  las  ideas;  poseyó  la  pa- 
sión de  la  verdad,  y  buscó  inspiración  en  el  gran  Luis  Vives,  á 
quien  Erasmo  admiraba,  y  en  Bacón,  que  buscó  los  medios  de 
dar  ensanche  y  perfección  al  saber  humano,  y  ^^  y  Martín  Mar- 
tínez, médico  de  Felipe  V,  arrostraron  la  persecución  del  que 
se  atreve  á  proclamar  la  verdad  en  una  época  de  ignorancia. 
Su  Teatro  crítico  universal  sufrió  los  mismos  embates  que  el  Dia- 
rio délos  literatos  (1695),  que  se  imprimía  en  1787,  y  sus  Cartas 
eruditas  alcanzaron  honores  de  Fernando  VI  y  alabanzas  de 
Carlos  III,  al  regalarle  las  antigüedades  de  Herculano.  Tam- 
bién en  la  primera  mitad  del  siglo  xvm  florecieron  D.  Gabriel 
Álvarez  de  Toledo  y  D.  Eugenio  Gerardo  Lobo,  tan  popular  y 
simpático  en  su  tiempo,  como  despreciado  y  escarnecido  más 

adelante. 

Hubo  también  en  aquella  época  poetas  como  el  P.  José  An- 
tonio Butrón,  que  no  transigiendo  nunca  con  el  influjo  de  la 
civilización  francesa,  mezclaba  en  sus  versos  y  en  la  expresión 
de  sus  ideas,  alusiones  políticas  contra  los  frailes,  el  confesor 
del  Rey  y  otros  personajes  de  la  corte.  D.  José  Joaquín.  Bene- 
gasi  atacaba  á  la  nobleza  y  hacía  alarde  de  cierto  orgullo  de- 
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ii^ocrático,  cuyas  huellas  siguió  Fr.  D.  José,  que  en  gran  amis- 
^  con  las  personas  más  encumbradas  de  su  tíempo,  deplora- 
^^  la  confusión  de  clases,  que  visiblemente  iba  creciendo  de  dia 
^  día.  Y  Fr.  Juan  de  la  Concepción,  en  los  últimos  afios  del 
'^^ado  de  Felipe  V  y  durante  la  primera  mitad  del  de  Fernan- 
,.   Vi,  fué,  según  Álvarez  y  Baena,  uno  de  los  mayores  enten- 
^^^ntos  de  este  siglo,  pues  su  elegancia  en  la  prosa  y  en  el 
^^TBoy  su  memoria  no  tuvieron  igual.  La  literatura  española 
y  la  transformación  del  gusto  literario,  sefialada  por  la  crea- 
ción  de  la  Academia  española  en  1713  y  por  la  traducción  del 
Gma^  de  Comeilie,  que  realizó  D.  Francisco  Pizarro,  marqués 
de  San  Juan,  y  por  la  imitación  de  la  IJigenia,  de  Raciue,  pu- 
blicada antes  de  1716,  están  representadas  veinte  afios  después 
por  la  Poética,  de  Luzán,  el  Diario  de  loa  literatos  y  la  SáHra^  de 
Jorge  Pitillas,  elocuentes  testimonios  de  la  introducción  en  Es- 
paña del  gusto  extranjero.  Feijóo,  Martínez,  el  P.  I9la  y  otros 
Babios  varones  habían  preparado  la  transición,  y  Martínez,  Sa- 
lafranca  y  Puig,  fundando  el  Diario  de  los  literatos  de  España, 
en  el  cual  colaboraban  Iríarte,  Pitillas  y  otros  notables  litera- 
tos, defendieron  la  necesidad  de  la  regeneración  intelectual,  pro- 
testando vigorosamente  contra  el  error  y  el  mal  gusto.  En  el 
Daismo  año  1737,  en  que  dicho  Diario  aparecía,  publicaba  Lu- 
^1  en  Zaragoza,  su  Poética  (1696),  que  tanto  renombre  había 
de  darle,  y  que  le  ha  merecido  el  dictado  de  legislador  de  la 
sensatez  literaria.  La  Sátira  contra  los  malos  escritores^  de  Jorge 
Pitillas  (1697),  publicada  por  vez  primera  en  1742,  dio  á  co- 
nocer á  D.  José  Gerardo  de  Hervás,  según  la  opinión  que  ha 

P^valecido  entre  los  cultivadores  de  la  historia  Uteraria  en  Es- 
pafia. 

discordes  han  andado  los  escritores  en  apreciar  la  influencia 
^^  la  Poética  de  Luzán,  pero  ella  sefialará  siempre  la  época  de 
1^  transformación  del  gusto  literario  en  España,  por  más  que 
duela  al  orgullo  nacional  reconocerlo  y  confesarlo.  D.  José  An- 
tonio Porcel  compuso  su  decantado  Adonis  para  dejarlo  olvida- 
do en  los  estantes  de  bibliotecas  particulares,  como  dice  de  Cue- 
to; y  entablada  la  lucha  entre  los  nacionales  para  atacar  el  gus- 
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to  de  la  escuela  fronceBa,  comenzó  Interíán  de  Ayala, 
Vélez  de  LeÓQ,  &  atacar  duramente  á  la  Academia  espaf 
que  no  contrariaba  aquella  teadeDcia  extranjera;  pero 
la  contienda,  el  reinado  de  Fernando  VI  es  en  las  letn 
en  todo  lo  demás,  preparación  de  la  gran  época  de  Ca 
Dióse  á  conocer  en  él  el  conde  de  Torrepalma  el  IH/U 
bre  que  adoptó  en  la  Academia  de  la  marquesa  de  £ 
cual  presidía  actualmente  el  conde  cuando  Porcel  le  di 
tas  palabras,  y  cuyoa  merecimientos  le  elevaron  á  los  i 
puestos  del  Estado.  Él  fundó  la  célebre  Academia  lian 
Trípode,  en  Granada,  cuyo  objeto  principal  era  contri 
el  estudio  y  el  ejemplo  á  acrisolar  el  idioma  castdlai 
Sempere  y  Guarinos  (1698),  refiriéndose  al  año  1754, 
cuentra  dos  autores  dignos  de  poner  en  la  lista  de  lof 
poetas  castellanos:  D.  Ignacio  de  Luzán  y  D.  Agustín 
tiano,  que  después  de  haberse  distingoido  en  los  ardu 
cios  de  la  primer  secretaría  de  Estado,  escogió  la  crfti 
campo  de  sus  tareas  y  escribió  las  notas  para  el  uso  ( 
tira  que  es  uno  de  sus  más  curiosos  y  característicos 
Este  escritor  era  secretario  de  la  Academia  dd  buen  gusí 
se  reuQÍan  eu  el  reinado  de  Femando  VI  los  poetas  n 
rizados  de  la  época. 

Triunfante  el  sentido  común,  la  poesía  entró  en  u 
periodo,  y  D.  Blas  Antonio  Nasarre,  uno  de  los  ¡ndivi( 
sobresalientes  de  la  Academia  española,  atacó  el  teatr( 
español  en  su  prólogo  á  las  comedias  de  Cervantes.  Le 
mias  literarias  ñorecieron  en  Madrid,  en  Valencia  y  e 
lona,  y  Villarroel,  Nieto,  Molina  y  Manijan,  aunque  ^ 
disciplinables  como  le  llama  el  autor  del  Basqueo  kis¡ 
tico,  no  son  más  que  protestas  del  gusto  nacional  con 
clavitud  del  ingenio  contenido  por  el  impulso  doctrinf 
jero.  Sólo  el  teatro  y  los  romances  conservaron  el  gei 
rácter  español,  pero  la  poesía  erudita  y  académica  pa: 
rácter  provenzal  al  italiano,  de  éste  al  latino,  y  por 
francés.  Nada  extraño  es  que  así  aconteciese,  cuan 
Quintana  en  su  introducción  á  la  poesía  castellan 
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glo  zvw.  (1699),  comíamos,  vestíamos,  bailábamos  y  pensaba- 
'Sos  á  la  francesa.  No  obstante,  triunfó  la  forma  déla  nueva  ci- 
vilización literaria,  y  los  dos  curas  de  Fruime  fueron  los  prime- 
1^)8  qae  cultivaron  el  nuevo  método.  Les  s^^ó  D,  Francisco 
Afariarto  Nifo,  que  en  1746  cantó  la  coronación  de  Feman- 
úo  VX,  las  cualidades  de  Isabel  de  Famesio,  al  mismo  tiempo 
9^6  elogiaba  á  las  célebres  comediautas  María  Bermejo  y  María 
-¿■Sp-enant.  D.  Nicolás  Fernández  de  Moratín,  de  quien  Ticknor 
dijo  que  fué  el  sucesor  y  basta  cierto  punto  el  iieredero  de  las 
opinioues  de  Luzán,  aceptó  los  preceptos  de  la  escuela  francesa, 
pero  en  su  mente  ardía  la  llama  del  poeta,  y  cuando  se  encen- 
día su  imaginación  mostraba  elocuentemente  su  genio  y  su  va- 
lor. £^1  creó  la  célebre  tertulia  de  la  fonda  de  San  Sebastián 
continuación  de  la  Academia  del  buen  gusto,  y  á  su  influencia 
fuá  debido  el  movimiento  literario  que  se  realizó  en  el  roñado 
de  Oajrlos  III.  Cadalso  cultivó  ya  sin  violencia  el  estilo  amane- 
rado  íJe  la  escuela  firancesa,  y  hasta  se  satirizó  á  sí  propio  en  los 
■®^****£*JS  á  la  viólela.  Fonnó  parte  de  la  tertulia  literaria  de  la 
"aa,^,  de  San  Sebastián,  y  lo  mismo  en  Madrid  que  en  Sala- 
^Qcs«,  en  Sevilla  que  en  Granada,  bo  recibieron  con  aprecio  las 
\''***i dicciones  de  su  ingenio.  Fr.  Diego  González  poeta  salman- 
'**^»     fué  un  imitador  de  Fr.  Luis  de  León,  si  bien  le  faltaba  el 
^'-^tíiriaiento  de  la  filosofía  cristiana  de  este  arrebatado  escritor, 
^^^llanos,  dejándose  llevar  de  su  espíritu  grave  y  austero,  acón- 
_°^a.t>^  las  asperezas  de  su  nuevo  dogmatismo,  y  privaba  á  la 
^I*i*~^ción  de  su  mejor  adorno,  que  es  la  expontaneidad.  Don 
^c^Xite  García  de  la  Huerta  sólo  fué  un  poeta  lírico  de  media- 
*-*    «J-oance,  y  D.  José  Iglesias  de  las  Casas  alcanzó  las  ironías 
®  ^Líi^  ta  en  su  poema  El  Imperio  áe  la  estupidez  (1700). 
^■^^    ^m  el  reinado  de  Carlos  III  se  aquilató  el  carácter  de  la 
cri  txcs^^  doctrinal,  y  D.  José  Luis  de  Velázquez,  marqués  de  Val- 
***'^«~^ss,  protegido  del  marqués  de  la  Ensenada,  publicó  en  1754 
'  ^-*»~^;eítes  de  la  poesía  española,  revelando  un  sentido  críti- 

^  ■*   ^^."ino  y  elevado.  D.  Cándido  María  Trigueros  quiso  exami- 
«*^^<^     todo  á  la  luz  de  la  filosofía,  y  en  el  Poela  filósofo  (1701) 
í^^ücada  en  1754,  creyó  haber  removido  ó  iluminado  todos  los 
■^oito  IV  te 
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problemas  morales  en  que  descansan  la  sociedad  y  la  concien- 
cia. Le  criticó  Fomer  en  sa  sátira  Caria  de  D.  Anianio  Varas  al 
autor  de  la  Biada  (1702),  y  el  mismo  Jovellanos  se  la  enyió  á 
Trigneros  diciéndole,  <no  está  mal  escrita  ni  me  parece  despre- 
»ciable  su  doctrina.»  La  expulsión  de  los  jesuitas  decretada  en 
el  reinado  de  Carlos  lU,  obligó  á  muchos  de  sus  individuos  á 
abandonar  el  suelo  español  y  llevar  á  países  extranjeros  el  elo- 
cuente testimonio  de  la  ciencia  que  poseían.  Lasala  atestiguó 
en  Italia  el  estado  intelectual  de  España  y  fué  admiración  del 
extranjero.  D.  Francisco  Javier  Al^;re  tradujo  en  verso  El  Ar- 
te poético  de  Boileau.  El  P.  Isla  empleó  sin  piedad  la  sátira  con- 
tra los  malos  sermones  y  los  poemas  narrativos  castellanos. 
£1  P.  José  Díaz  escribió  tragedias  sagradas.  D.  Pedro  Monten- 
gón  intentó  vigorizar  las  antiguas  glorias  españolas.  La  nueva 
era  literaria  se  sazonó  completamente  con  el  estro  fácil,  abun- 
dante y  ameno  de  D.  Juan  Meléndez  Valdés,  que  no  sólo  fué 
según  Valmar  (1703),  el  poeta  principal  de  su  tiempo,  sino  el 
que  dio  con  sus  brillantes  obras  sanción  y  autoridad  á  la  nue- 
va poesía,  al  nuevo  lenguaje,  al  nuevo  carácter  literario,  que  se 
habían  ido  formando  en  España  desde  el  advenimiento  al  tro- 
no de  la  dinastía  de  Borbón.  Identificado  con  las  tendencias 
de  la  época,  penetró  en  el  campo  de  las  meditaciones  profun- 
das, ora  sociales,  ora  filosóficas.  Fomer  y  Jovellanos  brillaron 
por  entonces  principalmente  en  la  sátira;  y  D.  José  María  Vaca 
de  Guzmán  dióse  á  conocer,  al  cantar  las  Naves  de  Cortés  y  La 
Granada  rendida;  y  aunque  D.  Leandro  de  Moratín  le  aventajó 
en  la  corrección  del  lenguaje,  quedó  muy  inferior  á  él  en  inspi- 
ración, que  es  la  principal  prenda  poética. 

La  fábula  y  el  apólogo,  que  es  todo  menos  poesía,  tuvieron 
admiradores  en  el  siglo  xvm,  y  Samaniego  é  Iriarte  pudieron 
ser  grandes  fabulistas  sin  ser  grandes  poetas.  La  moda  de  las 
fábulas  tuvo  muchos  partidarios,  y  tras  ellas,  muchas  veces,  se 
escondían  sátiras  amargas  contra  los  gobernantes.  Como  con- 
secuencias de  la  reforma  doctrinal,  vino  el  prosaísmo  represen- 
tado por  las  producciones  de  D.  Pablo  Olavide,  el  célebre  di- 
rector de  las  colonias  de  Sierra-Morena.  D.  Francisco  Gregorio 
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<l6  Salas,  queriendo  imitar  á  la  naturaleza,  sólo  ee  mostró  vul- 
gar y  pesado  en  ru  Observatorio  rúitíco;  pero  D.  Pedro  de  Silva 
Bazán  llevó  el  prosaísmo  á  su  último  límite.  Otros  muchos 
hombres  pudiéramos  traer  á  la  memoria;  pero  nos  es  poco  gra- 
^  enumerar  los  profanadores  de  la  poesía.  A  fines  del  siglo  xvm 
y  en  los  primeros  años  del  reinado  de  Carlos  IV,  la  critica  fué 
'^  severa  y  exigente,  y  tras  del  canónigo  Huarte  vinieron 
^'  £amóü  de  la  Cruz  y  D.  Juan  Ignacio  González  del  Castillo, 
que  86  esforzaron  en  retratar  fielmente  las  costumbres,  los  abu- 
^  y  los  errores  de  su  tiempo. 

£q  el  reinado  de  Carlos  IV  la  poesía  fué  expresión  de  la  cul- 
tura nacional,  y  D.  Francisco  Sánchez  Barbero  demostró  sus 
profundos  conocimientos  filológicos  y  su  afición  á  los  estudios 
graves  y  profundos.  D.  Nicasio  Alvarez  de  Cienfuegos  definía 
811  carácter  con  su  nombre  y  fué  aplaudido  por  Jovellanos,  Lis- 
^  y  Quintana,  y  formando  contraste  con  su  pasión,  su  audacia 
y  ^''rebato,  mencionamos  á  D.  Leandro  Fernández  de  Moratín, 
que  fué  todo  mesura,  humildad  y  atildamiento.  Y  Quintana,  que 
ocupa  el  primer  lugar  en  la  lírica  (1704)  elevada  de  España, 
fué  JUxgado  por  el  ilustre  escritor,  marqués  de  Pidal  en  1858, 
cuando  se  hallaba  de  embajador  en  Roma,  y  el  marqués  de 
V  ftltaar  escogió  para  asunto  de  su  discurao  de  entrada  en  la 
Academia  el  Juicio  crüico  de  Quintana,  como  poeta  lírico.  No 
uos  Sentimos  con  valor  para  empañar  el  brillo  de  estos  juicios. 
^^  los  últimos  años  de  Carlos  III  la  actividad  hteraria  se  ha- 
bí^ ido  amortiguando  cada  vez  más,  y  según  escribió  Quintana 
eu  1804^  en  el  caso  de  explicar  las  causas,  tendríamos  que  bus- 
^^  ^a  buena  parte  de  ella  en  casa  de  nuestros  vecinos  (los 
franceses).  Sentía  el  laureado  poeta  cuánto  influyen  la  ideas  po- 
Uticaa  de  un  pueblo  en  las  manifestaciones  de  su  espíritu,  y 
cuánta  mudanza  no  iban  á  suírir  los  tradicionales  sentimientos 
del  pueblo  español.  El  periódico  El  Censar,  hablaba  en  1785  de 
los  vicios  de  la  legislación  española,  de  los  abusos  introducidos 
con  pretesto  de  la  religión,  y  de  los  errores  políticos.  Tras  de  él 
Fr.  Pedro  Centeno,  sostuvo  en  la  revista  crítica  El  Apologista 
^^niversal,  en  1789,  que  los  catecismos  de  Ripalda  y  Astete  e9- 
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tabau  llenos  de  patrañas  y  herejías.  La  duda  había  pene 
en  todos  los  ánimos,  y  sólo  la  política  se  discutía  en  toda 
tes.  Arroyal,  atacaba  á  la  nobleza.  Marchena,  acogía  enti 
mado  las  osadas  máximas  de  la  revolución  francesa.  Bl 
hizo  público  que  había  perdido  la  fe;  y  muchos  otros  sigí 
la  avasalladora  corriente  de  las  ideas,  entregándose  á  loi 
yores  desatinos.  El  espirita,  carácter  é  influencia  del  siglo 
ha  continuado  en  el  siglo  xix;  pero  el  juicio  del  primero  1 
consignado  elocuentlsimamente  Fomer  y  el  marqués  de  Vs 
e]  primero,  diciendo  (1705):  (Estamos  en  uu  siglo  de  supe 
>lidad.  Oigo  llamarle  por  todas  partes  siglo  de  la  razón, 
>de  luces,  siglo  ilustrado,  siglo  de  la  filosofía.  Yo  le  Ha 
«mejor  siglo  de  ensayos,  siglo  de  diccionarios,  siglo  de  di 
«siglo  de  impiedad,  siglo  hablador,  siglo  charlatán,  siglo 
«tador.i  El  segundo  escritor,  añade  (1706):  tQueespocoIi 
>ro  el  juicio  absoluto  que  puede  formarse  relativamente  á 
■pafia  del  siglo  xvin.  Cuando  la  fe  unida  al  sentimiento  nai 
■decae,  decae  la  inspiración.  La  duda  y  el  análisis,  que  s< 
■fuerzas  morales  del  siglo  último,  pueden  producir  la  poe 
■üexivB,  ó  ingeniosa  ó  esmerada  del  que  estudia  y  medií 
■la  poesía,  arrebatada,  tierna  ó  mística  del  que  se  entosi 
■del  que  siente,  del  que  cree.  La  fantasía  y  el  corazón,  ñ 
f  de  la  poesía  verdadera,  pierden  su  vigor  en  aquellas  me 
■das  horas  en  que  las  naciones,  buscando  ávidamente  1( 
■conocido,  arrojan  el  tesoro  de  las  tradiciones  y  de  las  creí 
■que  constituían  su  vitalidad  y  su  gloria.* 


CAPITULO  XJX. 


LAS  BELLAS   ARTES. 


Aunque  sea  cierto  que  el  arte  es  uno  y  solo,  y  varii 
formas  que  reviste,  teniendo  por  único  y  exclusivo  objeto 
terminación  de  la  belleza,  como  afirmóD.  José  deManjarrés 
obra  Las  beUas  artes  (1707),  no  pretendemos  tratar  las 


tiplee  cuQstionea  qne  &e  hallaa  relacionadas  con  talee  afírinacio- 
■oes,  y  sólo  aspiramos  á  dar  uoa  idea  muy  general  del  movi- 
üJ/ento  artístico  en  Espafia  en  el  siglo  xrm.  Ferrer  del  Rio,  ins- 
Vu^ndose  en  las  noticias  y  libros  que  le  facilitó  D.  José  Madra- 
w,  &  quien  B.  José  Caveda  concedió  uno  de  los  prímeroa  pues- 
tos exxtre  los  restauradores  del  arte  en  nuestros  días,  y  este  úl- 
timo «Bcritor  en  su  Eisloria  de  la  Beal  Academia  de  San  Fa-nan- 
^  Sf     ^  ¡asidlas  oríes  en  Espalia  (1708),    ofrecen  al  inres- 
«ST^^loi  datos  y  noticias  importantes,  que  permiten  6,  los  pro- 
nao^   penetrar  en  el  santuario  del  arte  y  ser  mero  cronista, 
parck.     «jejar  satisfecha  una  de  las  exigencias  del  preseute  trabajo. 
£3xi&  lo  que  ambos  escntoree  convienen,  como  lo  había  ya  con- 
MgTagfcdo  Ceán  Bermúdez  en  su  Diccionario  histérico  de  los  más 
'^t^^^~'^sproJesore8  de  las  bellas  oríes  en  España  (1709),  es  en  que 
"i  cso»xmenzar  el  siglo  svni,  no  había  país  en  que  no  prevaleciese 
'^  xxs  a.1  gusto  en  pintura,  arquitectura  y  escultura,  y  la  restaura- 
^^^n    ^.ntentada  entonces  en  las  bellas  letras  influyó  de  una  ma- 
'Vi^er-cL    2>0<^^">B&  6Q  1&  ^^  1^  bellas  artes.  Al  fallecimiento  de  Car- 
los   Xm  sólo  quedaban  grandiosos  monumentos  que  atestiguaban 
8u  i>.^»feceión  y  desarrollo;  pero  el  culteranismo,  que  había  sub- 
jo^ek.do  á  la  poesía  y  la  elocuencia,  había  corrompido  el  buen 
gQ^i-o,  y  los  últimos  recuerdos  eran  los  de  Carroño  y  Coello  en 
\a  I>ÍDlura,  los  de  Berruguete  y  Becerra  eu  la  escultura  y  los  de 
to\eclo  y  Herrera  en  la  arquitectura.  Fué  general  en  Europa  la 
¿scskdencia  de  las  bellas  artes  al  terminar  el  siglo  svn,  y  Corto- 
'0^  en  la  pintura,  Bemini  en  la  estatuaria  y  Borromino  en  la  ar- 
cjütectura,  fueron  los  fundadores  de  la  nueva  escuela  de  su  res- 
fectivo  arte,  que  tenía  por  base  el  amaneramiento,  se  propagó 
por  toda  Europa,  exagerándolo  aún  más  Alejandra  Algardi 
qne,  imitando  las  apariencias  de  los  objetos  y  no  las  formas  de 
la  naturaleza,  introdujo  los  efectos  del  claro  oscuro,  agrandó  va- 
rias partes  que  ofenden  la  vista  é  hizo  resaltar  otras,  particular- 
mente en  loa  ropajes. 

La  influencia  de  Zurbarán,  Velázquez  y  Murillo  en  Espafia 
impidió  que  este  país  se  contaminara  más  tarde  que  otras  na- 
ciones, y  faé  necesario  que  un  ingenio  tan  fácil  y  fecundo  como 


Imirado  por  la  noble- 
las  nobles  ^adiciones 
ideocia.  Felipe  V  co- 
szistlan,  según  Cave- 
todo  procurará  este 
.uíb  XIV  de  Francia, 
r  mérito,  los  estimuló 
amaneramiento  y  el 
tía.  Tal  es  la  historia 
atado  por  su  amor  & 
I  una  academia  para 
soB  propóflitos  fueron 
acontecimientoa  ex* 
in  juntas  generales  y 
;ones  la  Real  casa  de 
arse  hasta  el  reinado 
Je  Abril  de  1762.  La 
a,  que  Felipe  V  ha- 
González  Ruiz,  pri- 
rrió  á  cargo  del  inis- 
arquitectura  la  ense- 
iermosilla,  y  el  gra- 
10  y  D.  Tomás  Fran- 

tneazó  por  dispensar 
unque  Jordán  y  sus 
i  senda  del  mal  gus- 
regenerar  la  pintura, 
3.  Creyendo  los  mo- 
lasado  esplendor  era 
'  la  imitación  de  me- 
D.  Renato  Antonio 
nc,  D.  Santiago  Anu- 
ido VI  nombró  pin- 
ademia,  si  bien,  co- 
rio,  «no  era  su  estilo 
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»el  mejor  camino  por  donde  pudiera  llegarse  á  la  sencilla  y  ver- 
>dadera  imitación  de  la  naturaleza. »  Al  lado  de  estos  profeso- 
res se  formaron  Peña,  González  Ruiz,  Pernicharo,  Dusssent, 
tronzález  Velázquez  y  otros,  como  Figueroa,  Espinal,  Miranda, 
Siimeno,  Tapia,  Ruvira,  Rodríguez  de  Miranda,  Mures,  Marti- 
^©2  y  Viladomat. 

La  escultura  debía  seguir  forzosamente  la  suerte  de  la  pin- 
tura, y,  según  Caveda  (1710),  el  amaneramiento  y  la  corrup- 
<^i6n  se  llevaron  todavía  más  lejos  en  los  mármoles  y  el  bronce 
9^6  en  los  frescos  y  los  lienzos,  aunque  dieron  pruebas  de  su 
^©nto  Tierri,  Fremin,  Rousseau,  Pitue,  Dumandre,  Olivieri  y 
/^®  dos  hermanos  Michel.  Sin  embargo,  Roberto  Michel  supo 
^^   *  Bus  trabajos  proporciones,  esbeltez  y  decoro,  mereciendo 
o^/ldeB  elogios  de  Ceán  Bermúdez.  También  se  desvió  de  la 
l^/jd^  trazada  por  los  escultores  de  Luis  XIV,  D.  Francisco  de 
^  csrs&ra  á  quien  nadie  igualó  en  ingenio  y  amor  al  arte.  Don 
Y^aipe   de  Castro  contribuyó  á  que  la  escultura  recobrara  en 
^^paña  su  esplendor,  y  en  esta  gloriosa  revista  encontramos 
Wobién  á  D.  Juan  Pascual  de  Mena,  D.  Francisco  Gutiérrez  y 
í^.  Manuel  Alvarez  que  trabajó  sus  principales  obras  ocupando 
ya  el  trono  el  Rey  Carlos  IV.  Es  unánime  la  opinión  de  que  si 
el  reinado  de  Carlos  IQ  no  produjo  la  inmediata  restauración 
^^  las  bellas  artes  en  España,  por  lo  menos  la  preparó  abrién- 
í^^Gs  ana  nueva  senda  de  prosperidad  y  de  gloria.  Muchos  es- 
^^>:Kres  hicieron  la  crítica  del  gusto  dominante,  y  las  extrava- 
~T-<as  de  Borromino  continuadas  por  Churriguera,  Barbas 


po:«:=i.<:^so,  Herrera  Barnuevo  y  Rivera,  no  pudieron  impedir  el 
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tni:x.:a=Mf  O  de  la  antigüedad  clásica,  pero  dejaron  hondas  señales 

de  sixia^    tránsito  por  España.  El  principio  de  la  restauración  de 

1*  ^^Kr<g|^viitectura  greco-romana,  se  inició  por  Juvara,  á  quien  su- 

ce(l:«.^>     Sacheti  en  la  dirección  de  las  obras  del  Real  palacio  nue-  •         i 

vOí     3^     esta  nueva  escuela  la  formaron  Rodríguez,  Villanueva,  j  i  i 

G8»3ci.^:>iies,  Marcelo  Valenciano  y  Hermosüla,  teniendo  por  au- 

tS^^i:"^»  á  todos  los  arquitectos  extranjeros  que  Felipe  V  y  Fer- 

-^«a^o  VI  habían  traído  á  España  para  contribuir  á  la  restan- 

t«iCE\<Sxx  que  anhelaban.  Carlos  lU  tuvo  la  fortuna  de  iniciar  el 
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progreso  de  la  arquitectura  eepafiola,  y  Sabatioi,  Hermí 
Fernández,  VUlanueva,  Amal,  Machuca,  Sagarvinaga,  Sá: 
Bort,  Rivelles,  Duran,  Tomás,  Rodríguez  y  Pérez,  realis 
las  obras  de  arte  que  les  encomendaba  el  monarca,  fomen 
ta  emulación  en  las  provincias  y  contribuyeron  á  robuste 
restauración  del  arte  greco-romano.  Tanto  Ferrer  del  Rio  ( 
como  Cavada  y  cuantos  escritores  se  han  ocupado  del  pro 
de  la  arquitectura  en  España,  señalan  á  D.  Ventura  Rodi 
como  el  artista  que  ejerció  más  poderosa  influencia  en  d 
greso  del  arte  español. 

La  pintura,  estimulada  con  las  pensiones  que  en  1778  a 
tablecieron  para  completar  en  Roma  la  educación  artístici 
quinó  bien  pronto  un  nuevo  carácter,  y  mientras  tanto  n 
ciló  Carlos  III  ea  traer  á  España  al  veneciano  D.  Juan  Bai 
Tiepolo,  de  cuyo  talento  dan  prneba  las  bóvedas  del  Real 
cío  de  Madrid;  pero  quien  en  esta  época  llegó  á  eclipsar  á  l 
fué  D.  Antonio  Rafael  Meugs,  que  disfrutaba  una  alta  re| 
ción  en  Alemania  y  en  Italia.  Pintor  filósofo,  como  le  api 
Caveda  (1712),  sin  rival  por  entonces,  como  le  llama  F 
del  Rfo,  y  cuya  biograña  dejó  escrita  su  amigo  D.  Josó  Ni 
Azara,  su  permanencia  en  España  abrió  á  la  pintura  un  n 
rumbo,  y  en  medio  de  las  exageraciones  y  extravíos  del 
estableció  los  buenos  principios  de  la  imitación,  y  Ceán  Be 
dez  dijo  en  su  Diccionario  (1713),  que  (fué  el  pintor  moc 
>de  más  mérito  y  reputación  en  Europa.  Se  busceo  sus  < 
*con  empeño  desde  la  Rusia  al  cabo  de  Fimsterre.  £1  ar: 
>la  pintura,  decaído  en  este  siglo,  recobró  su  perfección  ; 
«olvidadas  pasiones  del  ánimo;  la  grandeza  de  los  caracl 
»la  suma  corrección  del  dibujo,  el  decoro,  la  costumbre,  1: 
illeza  ideal  y  otras  sublimes  partes,  volvieron  á  parecí 
«Europa  con  las  obras  de  este  gran  profesor.*  Viardot,  f 
obra  sobre  los  Museos  de  España  (1714),  también  le  tri 
grandes  elogios,  y  si  no  acertó  á  ser  el  verdadero  fundadi 
la  escuela  moderna,  por  lo  meaos  le  concede  Caveda  (171 
gloria  de  haber  quebrantado  el  yugo  á  que  los  pintores  dt 
glo  xvm  BometieroD  &  la  pintura  española.  La  nueva  tend( 
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^^  Isk  escula  de  Mengs  encontró  apoyo  en  profesores  tan  aére- 
os como  Bayeu,  Maella,  Ferro,  Ramos,  Fernández,  Rodrí- 
,  Calleja,  Aguirre,  Gómez,  Esteve  y  otros.  La  restauración 
en  el  terreno  de  las  letras  habían  tenido  las  fuentes  de  la 
za  y  de  lo  sublime,  influyó  poderosamente  en  la  restaura- 
también  de  las  nobles  artes,  y  Bayeu  y  Maella  corrigieren 
08  de  los  defectos  consagrados  por  el  uso  y  la  autoridad 
'K>rofesorado.  En  1766  se  crearon  ya  las  cátedras  de  pers- 
riiva  y  anatomía,  auxiliares  poderosos  del  arte  de  la  pintura, 
estudio  empírico  que  la  arquitectura  había  merecido  en  la 
era  mitad  del  siglo  xviii,  siguió  el  científico,  fundado  en  las 
máticas,  y  D.  Benito  Bails  abrió  en  1778  un  curso  de  esta 
<^a  al  mismo  tiempo  que  D.  Francisco  Subirá  la  explicaba 
ién,  y  en  el  año  siguiente  la  arquitectura  adquirió  la  im- 
Dcia  que  merecía.  A  la  sazón  D.  José  Castañeda  escribía 
uí^j9niinélica  y  la  Geometría  (1716);  D.  Antonio  Gregorio  Rosell, 
nstüuciones  matemáticas;  Guiannini  el  Curso  de  geometría  y 
^jolicación  de  las  maquinen  empleadas  en  la  construcción  de  los 
(1717),  y  D.  Carlos  Lemour,  los  Elementos  de  matemáti- 
^^uras  (1718).  Entonces  se  imprimió  el  Compendio  de  Vitru- 
e  Perrauld,  que  fué  traducido  por  Castañeda;  la  Versión  de 
es  libros^  de  Juan  Bautista  Alberti;  la  de  Vitrubio,  por  Her- 
;  el  Curso  de  arquitectura^  de  D.  Diego  Villanueva  (1719); 
ducción  y  los  diseños  de  la  obra  de  Vignola  y  sus  Cartas 
^,  y  los  Elementos  de  la  arquitectura  civü^  de  Rieger,  traduci- 
T  el  P.  Miguel  de  Benavente  (1720)  y  publicados  en  1778. 
estas  obras,  si  constituyen  un  recuerdo  honroso,  no  pue- 
ompetir  con  las  publicaciones  posteriores  en  Francia,  In- 

y  aun  en  la  misma  España. 

iré  los  discípulos  aventajados  de  Mengs  descolló  D.  Fran- 

JBayeu,  que  supo  colocar  el  arte  á  una  altura  hasta  enton- 

^^^sconocida.  De  su  talento  hizo  público  elogio  la  Academia 

Fernando  en  la  junta  pública  de  13  de  Julio  de  1796; 

Bermúdez  añadió  (1721),  que  sus  obras  dicen  sus  gran- 

^  ^^^onocimientos  en  el  arte  y  su  genio  de  pintor.  Siguiendo  la 

a  escuela  figuró  D.  Mariano  Maella,  otro  de  los  discípulos 
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de  Menga;  pero  le  faltaba  ú  la  pintara  la  iospiraciÓQ,  el  vig 
la  energía  que  coDStituyen  sos  principales  atributos,  y  ea 
le  faltaba  por  desgracia  suya,  como  dice  Caveda  (1722},  «ai 
■entusiasmo  creador,  aquel  gerraen  fecundo  de  ana  nacioi 
■dad  robusta  y  poderosa,  que,  elevando  el  carácter  de  los  ] 
>blos,  se  transmite  á  las  letras  y  las  artas,  al  individuo,  á  U 
>milia,  ala  nación  entera.*  La  pintura  ee,  de  consiguiente,  ¿ 
en  esa  época  como  el  gobierno;  inanimada  como  la  sociei 
frivola  y  ligera  como  la  corte;  aherrojada,  indecisa  y  tímidf 
mo  la  opinión  pública^  aparentemente  ostentosa  como  la  e 
tida  grandeza  de  la  monarquía,  lastimosamente  trabajada 
el  favoritismo  y  el  infortunio.  En  medio  de  este  movimiento 
viene  á  defender  el  reinado  de  Carlos  IV,  sólo  resalta  la 
ginalidad  de  D,  Francisco  Goya,  que,  comoD.  Ramón  de  la  C 
86  complace  en  trasladar  al  lienzo  las  costumbres  de  nuc 
pueblo  y  crea  una  escuela  original  toda  llena  de  lozanía  y 
vesura  y  picante  é  intencionada.  Tuvo  admiradores,  como 
un  distinguido  escritor,  pero  no  discípulos;  pero  mereció  en 
paña  y  et  extranjero  los  elogios  que  reflejan  los  escritot 
MatheroD,  Viardot  y  la  biografía  de  D.  Valentía  Carderera 
serta  en  el  Artista  del  a&o  1835  (1723). 

El  grabado  contó  siempre  en  España  con  pocos  cultivadt 
mientras  en  los  demás  países  de  Europa  fueron  muchos  y  i 
buenos  loa  artistas  grabadores;  y  sin  embargo,  España  pi 
mostrar  una  historia  gloriosa  del  arte  del  grabado  duram 
dina-stfa  de  la  caía  de  Austria,  pero  al  terminar  el  siglo 
apenas  quedaban  vestigios  de  lo  que  el  grabado  había  Bid< 
España.  Palomino  comenzó  su  r^eneración  en  medio  de 
ñas,  y  Femando  VI  le  nombró  grabador  de  cámara.  El  cél 
bnrilista  Filipart  vino  á  España  al  amparo  del  trono,  y  an 
artistas  crearon  la  ilustre  pléyada  que,  comenzando  en  C 
Victoria,  Valdés,  Tomé,  Sorelló  y  otros,  terminan  con  Car 
na,  SeUna  Ameller,  Enguídanos  y  el  gran  Esteve.  Finalmt 
el  pintor  David,  que  en  los  últimos  años  del  siglo  xvm  p 
considerarse  como  el  pintor  de  la  república,  dió  preferenci 
colorido  de  la  escuela  de  dicho  siglo,  y  nuestros  pensionadc 
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Rom&  siguieron  esta  escuela,  sin  que  al  concluir  el  reinado  de 
CairloB  IV,  el  artista  español  desconociese  el  clasicismo  y  la  so- 
7er£<3ad  de  sus  reglas,  y  las  inspiraciones  tomadas  de  la  histo- 
ria ^Lutigua.  Los  discípulos  de  David,  al  regresar  á  Espafia,  tra- 
taroxi  de  imprimir  al  arte  una  nueva  dirección  conduciéndole 
por  xxejor  camino  que  el  seguido  hasta  entonces;  pero  D.  José 
Madxtizo  y  D.  Juan  Antonio  Rivera,  jóvenes  de  grandes  esperan- 
zas, utilizaron  personalmente  las  lecciones  de  David,  y,  al  re- 
gresa.! de  nuevo  á  su  país,  pudieron  dar  una  idea  perfecta  del 
caréLcter  distintivo  de  su  escuela,  y  merecer  Madrazo  la  califi- 
cadon  que  de  él  hizo  Caveda  al  concederle  uno  de  los  primeros 
puestos  entre  los  restauradores  del  arte  en  nuestros  días. 


CAPÍTULO  XX, 

LAS  COSTUMBRES  PÚBLICAS. 

Al  ocupar  Felipe  V  el  trono  español,  aunque  tratara  de  iden- 
tificarse con  la  nación  española,  no  pudo  impedir  que  la  cultura 
del  reinado  de  Luis  XIV,  su  abuelo,  ejerciese  cierta  influencia 
en  las  altas  clases  sociales,  y  que  el  espíritu  extranjero  se  tras- 
mitiese á  toda  la  vida  nacional.  A  pesar  de  aquella  influencia 
y  del  contacto  en  que  estuvo  el  pueblo  español  con  los  ejércitos 
franceses,  las  costumbres  públicas  no  sufrieron  modificación  en 
un  país  escrupuloso  guardador  de  sus  sentimientos,  de  sus  há- 
bitos y  sus  ideas.  Durante  todo  el  siglo  xvm  España  fué  una 
nación  eminentemente  católica,  y  aunque  el  movimiento  gene- 
ral de  las  ideas  había  suavizado  los  procedimientos  del  Santo 
Oficio;  aunque  las  doctrinas  regalistas  habían  alcanzado  un 
triunfo  completo  y  creado,  por  consiguiente,  una  era  de  verda- 
dera tolerancia;  aunque  las  órdenes  religiosas  y  el  clero  secular 
eran  objeto  de  medidas  reformadoras;  y  la  desamortización  ci- 
vil y  eclesiástica  minaba  por  su  base  la  poderosa  influencia  de 
la  nobleza  y  el  clero,  la  fuerza  del  sentimiento  religioso  era  tal, 
que  cuando  la  nación  francesa  proclamó  toda  clase  de  delirios 
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y  teorías,  España  pudo  presenciar  sin  conmoverse  la  revela- 
ción y  los  períodos  de  terror  que  la  acompañaron,  indudable- 
mente porque  el  pueblo  español  no  había  perdido  la  fe  que  le 
costó  cimentar  con  su  sangre,  su  valor  y  su  perseverancia. 

Recordando  cuanto  dijimos  al  determinar  las  costumbres 
españolas  del  siglo  xvu,  y  siguiendo  la  clasificación  que  en- 
tonces hicimos,  no  tenemos  motivo  para  rectificar  en  el  si- 
glo xvm  las  costumbres  religiosas  de  los  españoles.  Ijas  proce- 
siones eran  una  constante  protesta  de  la  fe  de  todo  un  pueblo, 
y  sería  una  tarea  imposible  el  pretender  determinar  el  carácter 
que  en  cada  localidad  adquirieron  las  manifestaciones  de  gra- 
titud y  amor  hacia  el  autor  de  todo  lo  creado.  Jesucristo  y  su 
Santa  Madre  bajo  mil  distintas  invocaciones,  eran  los  escogi- 
dos para  esta  clase  de  solemnidades,  si  bien  cada  pueblo  mos- 
traba predilección  singular  hacia  sus  santos  protectores.  Las 
fiestas  del  Corpus  Cristi;  los  pasos  del  Viernes  Santo,  y  los  san- 
tos entierros  y  las  procesiones  del  Silencio  de  Sevilla,  darían 
motivo  para  largas  disertaciones..  Los  grandes  .acontecimientos 
nacionales  fueron  conmemorados  en  España  con  fiestas  reli- 
giosas, de  la  misma  manera  que  se  imploraba  la  protección 
divina  en  las  grandes  calamidades.  Madrid  celebraba  el  25  de 
Abril  por  la  tarde,  una  función  de  gracias  á  Nuestra  Señora  de 
la  Soledad  en  su  capilla,  conmemorando  el  feliz  suceso  de  la  ba- 
talla de  Almansa  en  igual  día  de  1706.  El  día  11  de  Diciembre 
realizaba  otra  función,  con  asistencia  del  cabildo,  en  Santa  Ma- 
ría, establecida  por  Felipe  Y  en  1710,  en  desagravio  de  los  ul- 
trajes hechos  á  las  imágenes  de  Cristo  Nuestro  Señor  por  las 
tropas  enemigas  que  se  internaron  en  España.  Y  en  l.o  do  No- 
viembre tenía  lugar  una  procesión  general  de  rogativa  en  San- 
ta María  con  asistencia  del  cabildo,  en  cumplimiento  del  voto 
hecho  por  Madrid  á  consecuencia  del  temblor  de  tierra  que  se 
experimentó  en  esta  villa  en  igual  día  de  1755  (1724).  La  mis- 
ma fe  que  inspiraba  todos  estos  actos,  hacía  continuar  la  ben- 
dición de  los  campos  y  la  de  los  vientos,  el  Rosario  cantado,  la 
publicación  de  la  Bula,  las  romerías  y  la  afición  á  las  cofradías, 
manifestaciones  todas  del  puro  y  vivo  sentimiento  católico. 
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Hespecto  de  las  costumbres  políticas,  antes  de  que  aconte* 
c/ese  la  revolución  francesa,  Espafia  que  vivía  bajo  el  régimen 
absoluto,  no  podía  bacer  alarde  de  sus  opiniones  en  los  puntos 
donde  después  hacían  los  políticos  su  propaganda;  pero  el  si- 
glo jcvm  se  distingue  por  el  progreso  del  periodismo  español. 
Ya.  en  el  reinado  de  Felipe  V  se  pensó  difundir  la  ilustración 
por*  medio  de  los  papeles  periódicos,  y  cuando  Carlos  m  vino 
á  ocupar  el  trono  de  su  hermano,  circulaban  más  de  veinte  pe« 
rió<lico8.  La  Gaceta  se  repartía  dos  veces  por  semana.  M  Mer. 
curñ€>  pólitíeo  y  literario  todos  los  meses  y  ¿  costa  del  gobierno; 
y  I^.  José  Clavijo  y  Fajardo  en  El  pensador^  D.  José  Miguel  de 
^loi^  en  La  Aduana  critica]  D.  Luis  Cafiuelo  en  El  Censor ^  y 
^-  Joaquin  Esquerra  en  El  Memorial  literario  (1725)  fomenta- 
^oxx   la  afición  á  la  lectura,  vulgarizaron  los  conocimientos  hu- 
^^^nos,  y  batallando  valerosamente  con  la  bandera  levantada 
£^^^  el  benedictino  Feijoó,  contribuyeron  á  desarraigar  las  pre- 
^^^^paciones  vulgares,  y  al  mismo  tiempo  que  auxiliaban  al  go- 
tierno  en  la  vía  de  las  reformas,  contribuían  á  la  ilustración 
S^xieral.  Esta  actividad,  reproducida  en  el  siglo  zvm  á  imitación 
^^  lo  que  ocurría  en  Francia,  engendró  bien  pronto  la  necesidad 
^nciperiosa  del  periodismo,  el  cual  necesita  alimento  diario  y  una 
atmósfera  impregnada  de  literatura  ó  de  política.  Aunque  an- 
^  existan  algunos  recuerdos,  es  indudable  que  el  periodismo 
^pafiol  nació  en  Espafia  á  la  francesa  en  el  siglo  xvui.  El  duen- 
de  crüicOy  escrito  por  Fr.  Manuel  de  San  José;  El  Diario,  que 
en  1758  se  permitió  publicar  á  D.  Miguel  Ruiz  Uribe  y  Compa- 
ñía; El  Pensador,  publicado  en  1762  por  Clavijo  y  Fajardo,  bajo 
d  pseudónimo  de  Alvarez  de  Valladares;  El  Correo  literario  de 
h  Europa,  nacido  en  Mayo  de  1781;  El  Memorial  literario  ins- 
tructivo y  curioso  de  la  corte  de  Madrid,  El  Mercurio  histórico  ypo- 
lUico;  El  Censor,  que  dio  albergue  en  1781  ¿  las  sátiras  de  Jo- 
vellanos  y  á  composiciones  de  Meléndez,  prohibidas  por  el  San- 
to Oficio,  como  sospechoso  de  enciclopedista;  El  Correo  de  Ma- 
drid ó  de  los  ciegos,  que  comenzó  á  publicarse  en  1786;  y  El  Se- 
manario erudito,  que  D.  Antonio  Valladares  de  Sotomayor  co- 
menzó á  publicar  en  30  de  Abril  de  1787,  faeron  los  primeros 
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que  levantaron  su  voz  para  defender  la  causa  pública,  y  los  que, 
aun  respirando  bajo  la  pesada  mano  de  hierro  de  la  censura 
inquisitorial,  prepararon  las  costumbres  para  la  discusión  y 
educaron  al  pueblo  para  la  libertad. 

Entre  las  costumbres  que  podemos  llamar  sociales,  merecen 
especial  mención  las  fiestas  de  toros  y  los  espectáculos  teatrales. 
Contaron  las  primeras  las  leyes  de  Partida  entre  los  espectácu- 
los ó  juegos  públicos,  si  bien  prohibiendo  la  concurrencia  de 
los  prelados;  y  Jovellanos,  citando  la  crónica  de  D.  Pedro  Niño, 
asegura  que  éste  fué  uno  de  los  ejercicios  de  destreza  y  valor  á 
que  se  dieron  por  entretenimiento  los  nobles  de  la  Edad  Media. 
Según  el  libro  de  los  oficios  de  la  casa  de  Castilla,  manuscrito 
existente  en  la  Biblioteca  del  Escorial  (1726),  Gonzalo  Fernán- 
dez de  Oviedo  pondera  el  horror  con  que  la  católica  y  piadosa 
Isabel  vio  una  de  estas  fiestas,  y  del  arbitrio  que  idearon  algu- 
nos cortesanos  para  aplacar  su  disgusto.  En  los  reinados  suce- 
sivos la  diversión  se  hizo  patrimonio  de  hombres  arrojados,  que 
doctrinados  por  la  experiencia  y  animados  por  el  interés,  hicie- 
ron de  este  ejercicio  una  profesión  lucrativa,  y  redujeron  por  fin 
á  arte  los  arrojos  del  valor  y  los  ardides  de  la  destreza.  Cuando 
en  29  de  Diciembre  de  1790  escribía  JoveUanos  su  Memoria  so- 
bre las  diversiones  públicas  y  su  origen  en  España  (1727),  elogiaba 
la  prohibición  que  había  decretado  el  Gobierno  de  este  espec- 
táculo, y  añadía:  que  cuando  acabase  de  perfeccionar  tan  salu- 
dable designio,  aboUendo  las  excepciones  que  aún  se  toleraban, 
sería  muy  acreedor  á  la  estimación  y  á  los  elogios  de  los  buenos 
y  sensatos  patricios.  Felipe  V,  no  fundido  todavía  con  las  cos- 
tumbres españolas,  tuvo  resuelta  la  abolición  de  la  fiesta  de  to- 
ros; pero  hubo  de  desistir  de  su  propósito.  Con  más  resolución 
Carlos  III,  publicó  la  pragmática  de  9  de  Noviembre  de  1785 
prohibiendo  las  fiestas  de  toros  de  muerte  en  todos  los  pueblos 
del  reino,  exceptuando  tan  sólo  á  los  que  tuviesen  concesión 
perpetua  ó  temporal  con  destino  público  de  sus  productos,  útil 
ó  piadoso.  Carlos  IV,  por  Real  provisión  de  30  de  Agosto  de  1790 
prohibió  el  abuso  de  correr  por  las  calles  novillos  y  toros,  que 
Uamabau  de  cuerda;  y  por  resolución  de  20  de  Diciembre  de  1804 
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7  cédula  de  10  de  Febrero  de  1805,  se  prohibieron  absoluta- 
mente las  fiestas  de  toros  y  novillos  de  muerte  en  todo  el  reino. 
En  este  punto  los  preceptos  del  legislador  chocaron  con  las 
preocupaciones  sociales  y  la  prohibición  subsistió  poco  tiempo, 
llegándose  hasta  el  extremo  de  abrirse  cátedras  públicas  de 
tauromaquia. 

Las  representaciones  teatrales  que  habían  comenzado  por  ac- 
ciones, chocarrerías  y  danzas  del  todo  profanas,  merecieron  la 
atención  del  Bey  sabio,  con  la  particularidad,  según  se  despren- 
de de  la  ley  XXXIV,  tít.  XVI,  part.  I,  que  á  la  mitad  del  si- 
glo xm  había  ya  representaciones  de  objetos  religiosos  y  profa* 
nos,  que  se  hacían  por  sacerdotes  y  por  legos  en  las  iglesias  y 
fuera  de  ellas,  y  no  por  meros  apasionados,  sino  por  gentes  de 
profesión,  que  sin  duda  vivían  de  ello,  y  á  quienes  otra  ley  del 
mismo  código  declara  infames,  bajo  el  nombre  de  zoharrones 
y  remedadores,  juglares  y  juglaresas.  Al  comenzar  el  siglo  xv 
la  dramática  española  fué  protegida  bajo  el  nombre  de  gaya- 
ciencia;  la  redujo  á  arte  D.  Enrique  de  Villena,  y  la  elevaron  á 
alto  grado  el  marqués  de  SantUlana,  Juan  de  Mena  y  Jorge 
Manrique.  A  fines  del  siglo  xv  nació  nuestra  escena  profana, 
aunque  algunos  quieren  atribuirlo  á  la  musa  dramática  de  Na- 
harro,  mientras  otros  señalan  en  Lope  de  Rueda  el  padre  y 
restaurador  de  nuestro  teatro;  pero  Agustín  de  Hojas  en  su  Viqje 
entretenido,  consignó :  c  Que  los  Beyes  Católicos,  conquistada 
•Granada,  fundaron  la  comedia  y  la  Inquisición;  y  en  otro  lu- 
igar,  que  la  comedia  empezaba  en  España  cuando  Colón  des- 
•cubría  las  Indias,  y  Córdoba  conquistaba  el  reino  de  Ñapóles. • 
Consta,  en  apoyo  de  esta  opinión,  que  el  almirante  de  Castilla 
y  la  duquesa  del  Infantado  representaron  en  la  boda  de  los 
mismos  Beyes,  tres  églogas  ó  dramas  pastorales,  que  compuso 
Juan  de  la  Encina;  que  Valencia  contaba  en  1526  con  un  co- 
liseo y  casa  de  comedias  de  su  propiedad;  que  en  1534  se  pu- 
blicó la  pragmática  de  trajes,  extensiva  á  los  comediantes  de 
ambos  sexos,  músicos  y  demás  personas  que  asistían  en  el  tea- 
tro á  cantar  y  tañer;  y  afirmó  Calvete  que  en  1548  se  represen- 
tó al  príncipe  D.  Felipe  una  comedia  del  Ariosto,  con  muy  lu- 
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cidas  decoraciones.  Ya  en  la  época  de  Felipe  III  la  policía  del 
teatro  fué  reglamentada,  según  las  ideas  dominantes.  F^pe  IV 
llegó  hasta  á  tomar  parte  en  las  representaciones  teatrales,  y 
entonces  fué  cuando  todos  los  ingenios  españoles  se  esforzaron 
por  dejar  imperecedero  recuerdo  de  nuestra  dramática  gloria. 
En  el  reinado  de  Garlos  U  los  espectáculos  públicos  participa- 
ron del  desaliento  y  decadencia  general  de  la  época.  La  gran- 
diosa inspiración  de  Calderón  y  sus  antecesores  se  derrumba- 
ron por  completo  con  los  Zamoras  y  los  Cañizares,  y  el  mal  gus- 
to transcendió  también  á  la  poesía  dramática  en  el  siglo  xvm. 
En  cambio  la  ópera  italiana  mereció  la  protección  de  Felipe  II 
y  de  Isabel  de  Famesio,  y  hasta  que  D.  Agustín  Montiano  tra- 
tó de  aclimatar  en  nuestra  escena  el  teatro  francés,  no  hubo  más 
que  abastecedores  del  teatro,  como  les  apellidó  Bevilla  en  su 
Historia  de  la  lUercUura  española.  En  el  reinado  de  Femando  VI 
se  continuó  protegiendo  la  escena  italiana,  y,  sin  embargo, 
comprendiendo  la  influencia  que  el  teatro  ejerce  en  las  costum- 
bres públicas,  se  dictó  resolución  en  Noviembre  de  1753,  esta- 
bleciendo varías  reglas  de  policía,  pero  creando  ya  la  previa 
censura  en  la  sala  de  Alcaldes,  y  encargando  que  se  guardase, 
no  sólo  la  modestia  debida,  sino  el  mayor  recato  y  compostura 
en  la  exacción,  no  permitiendo  bailes  que  pudieran  ocasionar 
el  menor  escándalo.  Carlos  III,  en  1763,  1766, 1767  y  1786,  or- 
ganizó esta  clase  de  espectáculos,  si  bien  por  causas  que  no  po- 
demos examinar  ahora,  las  representaciones  teatrales  se  limita- 
ron á  tres  solas  capitales  de  España.  Carlos  IV,  por  sus  regla- 
mentos y  bandos  de  1786,  1793, 1797,  1801  y  1803,  forzó  toda- 
vía más  la  reglamentación,  y  demostró  que  esta  clase  de  espec- 
táculos no  eran  indiferentes  á  la  cultura  nacional.  En  época  re- 
ciente se  reclamó  á  la  Real  academia  de  ciencias  morales  y  po- 
líticas un  informe  sobre  la  influencia  del  teatro  en  las  costumbres 
públicas,  y  una  comisión  compuesta  de  D.Antonio  Alcalá  Galla- 
no,  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Antonio  Cavanilles,  D.  Ale- 
jandro Olivan  y  D.  Salustiano  de  Olózaga,  redactó,  y  con  fecha 
11  de  Junio  de  1860  se  remitió  al  Ministerio  déla  Gobernación 
(1728),  un  luminoso  trabajo  demostrando  que  la  influencia  posi- 
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¿rVa,  aanque  muy  limitada,  que  el  teatro  puede  ejercer  en  la 

coi  tura  y  moralidad  de  las  costumbres  y  en  el  gusto  literario, 

00  luio  de  los  objetos  en  que  debe  intervenir  la  administradóu 

pilbÜca,  bajo  el  doble  concepto  de  prevenir  y  proteger.  Es  im- 

po£EÍUe  añadir  una  sola  palabra  á  tan  concienzudo  estudio. 

^A^   la  par  que  las  fiestas,  de  toros  y  las  representaciones  teatra- 

Jas  9   Xos  españoles  conservaron  también  su  afición  á  las  romerías 

y  Iz^^a^iles  campestres,  á  la  caza,  á  los  saraos  públicos,  á  las  acá- 

dox^cBjias  dramáticas,  á  las  máscaras,  á  los  juegos  de  pelota,  á  las 

/clas  de  caballos,  á  los  juegos  de  bolos^  bochas,  tejuelo  y 

\^  distracciones  unas  del  estado  llano,  otras  de  las  clases 

^xDcráticas ,  y  todas  ellas  constituían  esparcimientos  lícitos 

qiL^y     alando  reposo  á  la  fatiga  y  distracción  al  espíritu,  estable- 

ci8k    <^idrta  correspondencia  entre  todas  las  clases  sociales,  que 

ve:i=&X^^  á  traducirse  en  una  dulcificación  de  costumbres,  precur- 

80iT£^    <le  la  abolición  de  los  límites  que  en  otras  épocas  impusie- 

ror^    X^is  preocupaciones  sociales.  El  estudio  de  las  costumbres 

camrcL<3terísticas  del  pueblo  español  sería  un  prolijo  trabajo,  supe- 

tiosr    ^i  nuestras  íuerzas,  pero  creemos  haber  dicho  lo  bastante 

ip&*:ir£^  evidenciar  que,  durante  la  dinastía  de  la  casa  de  Borbón,  y 

éhlE>o«3€ur  del  espíritu  extranjero  que  se  respiraba  en  España»  cos- 

lviixxl>ie6  religiosas,  políticas  y  sociales  no  sufrieron  ninguna  mo- 

d^ocuñón  importante  que  merezca  ser  advertida. 


CAPÍTULO  XXI. 

LOS  LEQI8TA8  EN  EL  8IQLO  XVIII. 

• 

Luis  XIV  había  impreso  al  derecho  el  sello  de  su  absoluto 
poder,  demostrando  la  íntima  relación  del  derecho  y  de  la  his- 
toria, ó  sea  de  la  legislación  y  del  movimiento  filosófico  de 
una  época  dada.  Los  legistas  habían  inventado  como  arma  de 
guerra  someter  la  propiedad  feudal  á  la  unidad  del  poder  del 
Rey,  y  en  los  edictos  de  1676  y  1692  se  había  proclamado  la 

teoría  del  dominio  directo  y  universal  del  monarca  sobre  todas 
Tomo  IV  27 
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las  tierras  del  reino.  Ante  aquel  absolutismo,  desaparecía  tam- 
bién el  individuo,  y  la  acción  social  se  imponía  á  todas  las  vo- 
luntades. Esta  misma  política  se  reflejó  en  España  con  la  di- 
nastía de  la  casa  de  Borbón,  y  Felipe  V,  ofendido  con  Clemen- 
te XI  por  haber  reconocido  como  legítimo  Rey  de  Ebpafia  al 
archiduque  Carlos  de  Austria,  renovó  las  antiguas  disputas  acer- 
ca de  los  límites  de  la  jurisdicción  eclesiástica  y  Real;  reprodu- 
jo las  antiguas  quejas  sobre  las  usurpaciones  de  la  curia  roma- 
na, y  encontró  en  los  concejos  y  en  las  juntas  una  porción  de 
regaUstas  dispuestos  á  sostener  con  firmeza  los  derechos  de  la 
autoridad  Real.  D.  Melchor  de  Macanaz,  á  quien  siempre  ca- 
brá la  gloria  de  haber  sido  el  jefe  de  los  regalistas  españoles, 
produjo  su  célebre  pedimento  fiscal  de  los  cincuenta  y  cinco 
párrafos,  y  provocó  y  venció  el  rigor  de  la  Inquisición,  que  ha- 
bía condenado  aquel  documento  oficial.  Después  Alberony,  an- 
teponiendo su  conveniencia  personal  al  bien  de  la  nación,  esti- 
puló el  mezquino  convenio  de  1717;  pero  la  opinión  se  había 
formado  y  fué  necesario  celebrar  el  concordato  de  1737,  que 
dejó  en  suspenso  el  reconocimiento  del  regio  patronato  univer- 
sal. Fernando  VI,  deseoso  de  poner  término  á  las  pasadas  dis- 
cordias, pactó  el  concordato  de  1753,  y  las  doctrinas  de  los  le- 
galistas alcanzaron  un  completo  triunfo. 

No  por  ello  dejó  de  continuar  la  lucha  entre  las  dos  escue- 
las, y  el  reinado  de  Carlos  III  se  inició  con  la  expulsión  de  los 
jesuitas  contrarios  á  los  regalistas  españoles.  En  esta  época  eran 
regalistas  todos  los  ministros,  y  sus  consejos  contribuyeron  á 
debilitar  por  completo  la  influencia  del  tribunal  de  la  Inquisi- 
ción, cuyo  poder  terminó  con  el  célebre  proceso  de  Olavide,  que 
vino  á  coronar  el  triunfo  de  los  legistas  de  la  época.  Si  Felipe  Y 
había  sabido  tomar  la  iniciativa  en  el  deslinde  de  los  poderes 
espiritual  y  temporal,  Femando  VI  había  conseguido  el  reco- 
nocimiento de  los  derechos  por  tanto  tiempo  disputados,  y  Car- 
los UI  pudo,  sin  nuevas  estipulaciones,  robustecer  el  libre  ejer- 
cicio del  Real  patronato  y  precaver  las  invasiones  de  la  corte 
romana.  La  pragmática  del  regium  exegpjuüur  y  la  protección 
que  en  el  orden  judicial  se  dispensó  á  los  eclesiásticos  contra 
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los  abusos  de  autoridad  de  sus  superiores,  constituyen  uno  de 
los  caracteres  más  señalados  de  este  reinado,  y  el  mayor  apo- 
geo de  las  opiniones  de  los  legistas  españoles.  Carlos  IV,  al  de- 
cretar la  desamortización  é  incorporar  á  la  Ck)rona  las  acade- 
mias y  encomiendas  de  la  orden  de  San  Juan,  coronó  la  obra 
de  los  legistas,  robusteciendo  el  poder  Real  y  llevando  su  ac- 
ción á  todas  las  esferas  de  la  administración  pública.  La  mi- 
s^oü  de  los  legistas  había  terminado. 


CAPÍTULO  nu. 


8'QNIFICACIÓN  DEL  SIGLO  XYIII  EN  LA  CIVILIZACIÓN  ESPAÑOLA. 

Si  el  juicio  de  Fomer  (1729)  y  de  Valmar  (1730)  no  se  li- 
^i^^se  por  su  propia  naturaleza  á  la  poesía  castellana  del  si- 
glo xvm,  nos  sería  violento  aceptarlo  en  lo  referente  á  la  civi- 
lización espafiola,  que  no  puede  apreciarse  con  relación  á  una 
de  las  manifestaciones  más  sensibles  del  espíritu,  sino  estiman- 
do eu  su  conjunto  todos  los  medios  esencialmente  civilizado- 
res,  capaces  de  producir  el  mejoramiento  intelectual  y  moral 
del  individuo  y  de  la  sociedad.  Y  apreciando  en  este  sentido, 
el  niovimiento  general  del  siglo  xvm[,  si  en  la  terrible  lucha 
CL^o  eu  él  se  entabla,  se  quebranta  la  fe  de  unos  pocos,  en 
<!Anibio  se  aquilata  y  fortalece  el  sentimiento  católico,  que  en 
SspaQa  representa  la  base  de  su  íntima  existencia  y  de  su  his- 
^ria.  El  reinado  de  los  Reyes  Católicos,  cierra  gloriosamente 
^na  época  determinada  en  la  historia  de  la  civilización  espa- 
ñola é  inicia  otra  que  no  termiaa  hasta  fines  del  siglo  xvm. 
£ü  ella  y  durante  tres  siglos,  se  mantuvo  la  institución  mo- 
nárquica, como  símbolo  de  nuestra  gloriosa  reconquista,  y  aun- 
que los  Beyes  se  mostraron  siempre  celosos  de  su  autoridad  y 
gobernaron  absolutamente,  sin  invocar  la  fuerza  moral  y  el 
apoyo  que  presta  la  opinión  pública,  existió  y  resalta  en  los 
procedimientos,  cierta  tendencia  á  suavizar  su  influjo,  acomo- 
dándolos á  las  diversas  circunstancias  que  ofrecen  los  tiempos 
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en  el  transcurso  de  la  vida  de  los  pueblos.  La  severidad  del  si- 
glo xYi,  se  amengua  en  el  siglo  xvn;  pero  renace  en  el  siglo 
xvm  de  tal  suerte,  que  permite  declarar  con  franqueza,  que  el 
despotismo  de  la  casa  de  Borbón,  es  ya  un  despotismo  ilus- 
trado. El  nieto  de  Luis  XIV,  llamado  á  gobernar  este  país  ge- 
neroso, no  sólo  por  la  voluntad  testamentaria  de  Carlos  II  de 
Austria,  sino  también  por  las  gestiones  y  el  apoyo  de  su  abuelo, 
era  reflejo  en  España  de  aquel  gran  poder  monárquico  que  sub- 
yugó toda  la  Europa;  pero  comprendió,  dado  el  carácter  espa- 
ñol, que  era  necesario  ganar  con  el  ejemplo  el  cariño  de  este 
valeroso  pueblo,  apartándolo  del  deplorable  estado  á  que  le 
condujo  el  último  vastago  de  la  casa  de  Austria.  La  heroica 
defensa  que  Felipe  V  hizo  de  la  nacionalidad  española,  esti- 
muló la  gratitud  y  amor  de  este  gran  pueblo:  la  preferencia 
que  ya  en  los  períodos  de  paz  dio  á  su  regeneración  moral  y 
material  cimentó  aquellos  afectos,  y  el  progreso  en  todos  los 
ramos,  aun  en  medio  de  las  preocupaciones  de  la  época,  fué  no- 
torio. Femando  VI,  dio  á  la  nación  reposo  y  prosperidad.  Gar- 
los III  la  introdujo  en  el  sendero  de  las  reformas  útiles.  Y  Car- 
los IV,  aun  en  medio  de  las  vacilaciones  y  debilidades  de  su 
reinado,  continuó  el  impulso  dado  á  la  nación,  decretó  resuel- 
tamente la  desamortización,  y  en  medio  de  las  inquietudes  que 
experimentaba  por  el  estado  de  la  Francia,  permitió  cierta  espan- 
sión  á  las  manifestaciones  del  espíritu,  y  preparó  aquella  solemne 
exhibición  de  superiores  talentos,  que  tuvo  lugar  en  las  memo- 
rables Cortes  de  Cádiz,  donde  se  establecieron  las  bases  de  nues- 
tra nueva  vida  política.  España  demostró,  á  pesar  de  todo,  que 
ligaba  su  existencia  á  la  monarquía,  símbolo  de  todas  sus  glo- 
rias, y  que  por  el  camino  pacífico  y  sensato  que  seguían  sus 
Keyes  y  sus  ilustrados  consejeros,  hubiese  llegado  sólidamente 
á  establecer  la  armonía  entre  el  poder  Real  y  las  clases  socia- 
les, tomando  por  sólo  norte,  el  público  bienestar  y  la  felicidad 
general. 

El  sentimiento  religioso,  tan  fuerte  en  la  época  de  la  recon- 
quista, tan  arraigado  en  el  corazón  de  los  españoles,  tan  vigo- 
rizado por  el  ejemplo  de  monarcas  piadosísimos  y  aun  santos, 
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(jgr^^TBdido  hasta  con  fanatismo  y  puesto  á  prueba  en  su  temple, 
g^  xn*^  .intuyo  puro  é  íntegro  ante  las  turbaciones  de  la  conmovi- 
¿g^  '^^  ^uropa.  La  severa  y  porfiada  persecución  que  se  planteó  en 
ggp.^s,:£ia  contra  todo  el  que  no  profesaba  la  religión  católica,  si 
pad-<:=^  merecer  críticas  más  ó  menos  apasionadas  en  el  orden  po- 
liti<^^=>'  -3  ^^^^  4^^  ^^  ^^  P^^S)  esencialmente  católico,  arraigaran 
las  ^i^^tas  protestantes,  y  cuando  la  nación  francesa,  en  el  delirio 
de  3  ^m^^M^  revolución  proclamaba  la  diosa  razón,  rompía  todos  los 
//Z20S5»    morales,  declaraba  los  derechos  del  hombre,  destruía  to- 

derechos  feudales  de  la  Edad  Media,  y  convertía  al  cle« 

-Cólico  en  funcionarios  del  Estado,  la  fe  del  pueblo  español 

quebrantaba,  porque  la  había  hecho  parte  de  su  íntima 

Nucia.  Parecía  recordar  las  sentencias  de  aquellos  sabios 

{tendieron  el  dominio  de  los  conocimientos  humanos.  Só- 

decía:  cLos  antiguos nos  transmitieron  por  la  tradi* 

los  conocimientos  sublimes apartarse  de  su  opinión  se- 

osponerse  á  graves  peligros.»  Platón  añadía:  lEs  preciso 
prescindiendo  de  todo  raciocinio,  creamos  en  todo  lo  que 
a-ansmitieron  los  antiguos  en  materia  de  religión.»  Aris- 
exclamaba:  €¿Queréis  descubrir  con  certeza  la  verdad? 
ad  con  sumo  cuidado  lo  primero  (es  decir,  lo  más  anti- 
y  no  lo  soltéis;  allí,  sólo  al]/,  encontraréis  el  dogma 
'nal  en  que  se  cifra  la  palabra  de  Dios.»  El  enérgico  Ci- 
Cjdt^=>T:fe.    proclamaba  valerosamente:  €  Siempre  he  defendido  y  de- 
^leYZLd^ré  las  creencias  que  recibimos  de  nuestros  padres;  y  to- 
)^c>H  los  discursos  del  hombre,  sea  sabio  ó  ignorante,  no  me  ha- 
>T^Ti  >^acilar  en  esta  persuasión.  Esta  es  la  filos9fía  tradicio- 
)^^>  sóUdo  cimiento  de  la  fe  del  sabio.  Cualquier  juicio  de  la 
lüaluraleza  que  sea  universal,  es  necesariamente  verdadero. » 
Hasta  el  independiente  Descartes,  cuando  se  propone  investigar 
el  origen  de  los  conocimientos  humanos,  todo  lo  abandona  me- 
nos la  foy  y  dice:  «Para  no  estar  irresoluto  en  mis  accciones  en 
itanto  que  la  razón  me  obliga  á  estarlo  en  mis  juicios,  y  para  no 
f  dejar  de  vivir  entretanto  lo  más  felizmente  que  pudiera,  me 
tfprmé  una  moral  interina  que  consistía  en  tres  ó  cuatro  máxi- 
>ma8 Después  de  haberme  asegurado  de  estas  máximas  y 
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(haberlas  paesto  aparte  con  las  verdades  da  la  fe  qae  han 
iBÍempre  las  primeras  en  mi  creencia,  juzgué  que  podfa  d< 
icerme  libremente  de  mis  opioioDes.i  Después  de  estas  i 
que  pudiéramos  adicionar  á  nuestro  antojo,  bien  podemo 
petir:  (Quitad  del  mundo  científico  la  fe  humana,  apaga 
>3ol  que  ilumina  el  horizonte  de  las  ciencias,  y  he  ahí  á  1 
ibiduría  sepultada  en  una  profunda  noche,  sin  quedarte 
iluz  que  la  escasa  de  unos  cuantos  astros,  que  no  alcana 
ihacernos  distinguir  los  colorea  ni  apreciar  con  exactitut 
■objetos. >  Las  grandes  explosiones  del  sentimiento  catolice 
han  tenido  lugar  en  España  en  el  presente  siglo,  la  solemn 
vocación  coa  que  los  legisladores  de  Cádiz  encabezaron  la  ( 
ütución  política  de  1812;  y  la  declaración  que  consignaron! 
art.  12,  prueban  que  aquel  sentimiento  era  fuerte  y  poderoi 
el  pueblo  español, ;  el  primero  que  invocaba  siempre  que 
en  pehgro  su  independencia.  En  los  siglo  xvi  y  xvn,  se  había 
gerado  aquel  sentimiento,  y  llegado  hasta  el  fanatismo  y  1j 
perstición,  paralizando  el  natural  impulso  del  progreso  hi 
no;  pero  en  el  siglo  zvm,  sin  menoscabar  en  lo  más  mfi 
aquel  purísimo  sentimiento,  desaparecieron  y  quedaron  m 
tas  las  instituciones  que  fiscalizaban  el  pensamiento  espafl 
bajo  este  punto  de  vista,  la  dinastía  de  la  casa  de  Borbón, 
tribuyó  á  la  civilización  española.  Todas  las  artes  consagr 
sus  inspiraciones  á  la  religión,  y  la  fuerza  del  sentimiento 
noa  ocupa,  basta  á  explicar  el  amortizador  empleo  que  se  d 
cúmulo  de  riquezas  que  las  Indias  noa  proporcionaban,  acu 
lación  á  que  pusieron  provechoso  límite,  los  monarcas  espi 
les  en  el  siglo  xvm. 

La  genialidad  española  se  vio  no  obstante  contrariada  p< 
espíritu  extranjero,  que  importó  la  nueva  dinastía,  y  la  h 
de  ambos  elementos  produjo  un  período  de  incertidumbr 
las  ciencias,  en  las  letras  y  las  artes,  que  acabó  por  partic 
del  carácter  distintivo  de  otros  países,  y  por  aspirar  á  may 
adelantamientos.  Aunque  durante  el  siglo  zvm,  la  influei 
francesa  pretendiera  modificar  el  carácter  nacional,  sólo  < 
siguió  estimularlo  y  hacerle  recobrar  bastante  del  twreno 
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djdo  ^^  ^1  campo  de  la  civilización.  Sería  atrevido  y  además 
injust^^}  negar  que  el  referido  siglo  aumentó  la  riqueza  públi- 
ca, lirx^iió  la  amortización  civil,  proclamó  la  libertad  del  co- 
mercio y  de  la  industria,  y  atendió  á  la  prosperidad  material 
y  á  Is^  cultura  nacional,  llegando  á  un  estado  muy  diverso  del 
que  s^  había  alcanzado  en  los  siglos  anteriores.  España^  es  ver- 
dad, mintió  también  los  efectos  del  movimiento  político  de  Eu- 
ropa; pasó  por  una  prueba  dolorosa  que  termina  con  un  vale- 
roso ^jsfuerzo  de  independencia;  pero  la  nacionalidad  española 
y  los  fií^ntimientos  que  la  constituían  quedaron  á  salvo.  El  po- 
der al>soluto  de  los  Beyes,  que  durante  tres  siglos  habían  in- 
formando la  vida  nacional,  fué  herido  de  muerte  y  sustituido 
por  lod3  principios  que  forman  la  política  moderna.  Ix>s  que  he- 
mos  r&  «icido  en  ella,  y  amamos  el  régimen  constitucional  que  se 
viyifio£a  en  una  prudente  libertad,  cuando  sinceramente  se  prac- 
tica, xn  o  podemos  renegar  de  un  siglo  que  sustituye  al  antiguo 
régiin^:ii  la  vida  de  los  pueblos  libres,  y  bajo  este  punto  de  vis- 
ta, afix^mamos  que  el  siglo  xvín  fué  un  verdadero  progreso  en 
la  civilización  española. 
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do  lo  que  éste  afirmó  en  sus  Memorias^  el  príncipe  Femando  no 
vaciló  en  dirigirse  al  Emperador  Napoleón,  por  conducto  del  em- 
bajador Eugenio  de  Beauharnais,  reclamando  su  protección,  re- 
velando la  debilidad  de  su  padre  y  pidiéndole  por  esposa  una 
Princesa  de  su  augusta  familia.  Godoy,  á  la  vez,  buscaba  en  el 
monarca  firancés  el  más  fuerte  apoyo  de  su  privanza,  y  aunque 
llegó  á  humillarse  para  conseguirlo,  nunca  tuvo  intención  de 
sacrificar  parte  alguna  del  territorio  espafiol.  Sin  embargo,  en 
la  peligrosa  pendiente  en  que  se  había  colocado,  hubo  de  sus- 
cribir el  tratado  de  Fontainebleau  de  27  de  Octubre  de  1807 
(1731),  que,  resolviendo  miserablemente  la  suerte  de  Portugal, 
consentía  al  ejército  francés  pisar  la  tierra  española. 

Macho  se  ha  discutido  acerca  de  si  Napoleón  firmó  de  buena 
fe  dicho  tratado,  ó  si  al  hacerlo  tenía  resuelto  el  destronamien- 
to de  la  familia  Real  española,  tomando  por  pretexto  la  inva- 
sión de  Portugal;  pero  el  hecho  de  haber  comenzado  á  entrar 
en  España  el  ejército  francés  cuando  el  tratado  no  se  había  fir- 
iQado  todavía;  el  informe  leído  por  Mr.  Charapagni  en  el  Sena* 
do  francés  el  día  5  de  Setiembre  de  1808,  inserto  en  la  Oacefa 
^Madrid  de  11  de  Febrero  del  mismo  año  (1732),  y  sobre  todo 
^  ^rrespondencia  del  primer  Bonaparte  (1733),  publicada  há 
Y^  bajo  los  auspicios  del  último  Emperador,  no  permiten  du- 
dar de  que  los  pensamientos  de  Napoleón  respecto  de  España 
tenían  por  base  desarrollar  una  política  invasora  para  disponer 
de  sus  ulteriores  destinos.  Faltaba  á  Bonaparte  motivo  bastan* 
^  para  aventurarse  en  empresa  tan  injusta,  y  se  lo  procuró  el 
célebre  proceso  del  Escorial,  que  obligó  á  Carlos  IV  á  denun* 
<^iar  al  país  á  su  propio  hijo  como  conspirador  contra  su  propio 
P&dre,  y  dar  conocimiento  del  hecho  al  monarca  francés.  La 
^  clemencia  puso  término  á  tan  singular  proceso,  y  la  reser- 
va que  guardó  Napoleón  al  partir  para  ItaUa  fué  objeto  de  di- 
versos juicios  é  inquietudes,  porque  los  ejércitos  franceses  con- 
tínuaban  penetrando  en  España;  sus  principales  fortalezas  eran 
^KHipadaS;  unas  tras  otras,  ó  con  astucia  ó  con  violencia,  é  in- 
consideradamente la  Beina  de  Etruria  fué  despojada  del  trono 
de  Portugal  y  enviada  á  España.  Godoy  continuó  negociacio- 
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nes  con  el  Emperador,  prescindiendo  éste  del  tratado  de  Fon- 
tainebleau  bajo  la  base  de  dar  el  Portugal  á  España,  recibien- 
do Francia  un  equivalente  en  las  provincias  españolas  conti- 
guas á  aquel  imperio,  y  arreglando  de  una  vez  la  sucesión  al  tro- 
no español,  como  si  esta  cuestión  no  hubiera  sido  posible  dentro 
de  la  familia  Real  que  lo  ocupaba.  Mientras  tanto,  un  ejército 
de  100.000  hombres  se  había  diseminado  por  todas  las  provin- 
cias del  Norte,  Este  y  Centro  de  España,  al  mando  en  jefe  de 
Murat,  gran  duque  de  Berg  y  cuñado  del  Emperador,  lo  cual  no 
impedia  que  la  Gacda  de  Madrid  de  9  de  Febrero  de  1808  (1734), 
al  mismo  tiempo  que  daba  ra^ón  de  las  tropas  francesas  que 
durante  el  mes  de  Enero  habían  pasado  por  la  villa  de  Irún, 
dijese  también:  cHoy  han  salido  de  aquí  para  Aranjuez  quince 
»caballos  de  coche  que  el  Emperador  Napoleón  envía  de  regalo 
>al  Bey  nuestro  señor. >  El  duque  de  Bergy  de  Cleves  llegó  á  Ba- 
yona el  25  de  Febrero,  y  su  edecán,  el  príncipe  de  Salm,  llegó 
á  Irún  el  7  de  Marzo. 

Alarmado  el  príncipe  de  la  Paz  al  saber  que  Murat  se  halla- 
ba en  Burgos  el  13  de  Marzo,  propuso  un  consejo  extraordina- 
rio á  presencia  de  S.  M.,  y  en  la  Quceta  del  18  (1735)  se  publi- 
có el  Real  decreto  dado  en  Aranjuez  á  16  del  mismo  mes,  ase- 
gurando que  el  ejército  del  Emperador  de  los  franceses  atrave- 
saba el  reino  con  ideas  de  paz  y  de  amistad,  y  tranquilizando 
al  pueblo  acerca  de  la  reunión  de  los  cuerpos  de  la  guardia 
Real  y  de  la  traslación  de  la  corte  á  Aranjuez.  Pero  á  pesar  de 
estas  tranquilizadoras  manifestaciones,  se  trató  de  esperar  en 
Sevilla  ó  Cádiz  los  sucesos,  preparar  la  defensa,  invocar  la  leal- 
tad de  la  nación,  y,  en  forzoso  caso,  retirarse  á  las  Baleares.  Las 
medidas  militares  que  se  adoptaron  no  pudieron  pasar  des- 
apercibidas: la  agitación  creció;  la  sedición  tomó  carácter  cuan- 
do se  supo  que  Godoy  había  dispuesto  precipitar  los  preparati- 
vos de  marcha  de  la  familia  Real,  y  el  18  de  Marzo  fué  exone- 
rado el  príncipe  de  la  Paz  de  sus  empleos  de  generalísimo  y 
almirante,  concediéndole  su  retiro  donde  más  le  acomodase.  El 
pueblo  corrió  á  palacio  á  victorear  á  la  familia  Real,  y  aunque 
se  anunció  un  nuevo  alboroto,  éste  se  evitó  por  haber  sido  des* 
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cubierto  y  preso  el  príncipe  de  la  Paz,  á  quien  perdonó  la  vida 
el  príncipe  de  Asturias,  acerca  de  cuyo  acto  tantos  juicios  han 
hecho  los  escritores.  Lo  cierto  es,  que  en  la  tarde  del  mismo  día 
el  alboroto  se  reprodujo  y  el  Bey  Carlos  IV  abdicó  la  Corona 
de  España  en  su  heredero  y  muy  caro  hijo  el  príncipe  D.  Fer- 
nando. El  nuevo  monarca  recibió  los  homenages  de  todas  las 
altas  clases  sociales,  y  comenzó  por  conservar  los  ministros  de 
su  padre,  rehabilitó  á  los  consejeros  y  demás  magistrados  de  los 
tribunales  del  reino,  y  aunque  el  ministro  de  Estado  D.  Pedro 
Cevallos  presentó  su  dimisión  por  estar  casado  con  una  prima 
hermana  del  príncipe  de  la  Paz,  la  Gaceta  eociraordinaria  de 
Madrid  del  22  de  Marzo  (1736),  publicó  un  Real  decreto  del 
día  anterior  en  términos  muy  honrosos  para  el  ministro  dimi- 
sionarío.  El  poder  público  estaba  representado  por  Feman- 
do VII  como  Rey  de  Espafia,  mediante  la  abdicación  de  su  se- 
ñor padre.  Además  de  Cevallos,  que  continuó  desempeñando  el 
ministerio  de  Estado,  quedó  al  frente  de  la  Marina  el  anciano 
D.  Francisco  Gil  y  Lemos.  La  Hacienda  que  corría  á  cargo  de 
D.  Miguel  Cayetano  Soler,  pasó  á  manos  de  D.  Manuel  José 
Azanza,  antiguo  virrey  de  Méjico.  En  el  ministerio  de  la  Gue- 
rra sustituyó  á  D.  Antonio  Olaguer  Feliu,  el  general  D.  Gonza- 
lo O'Farrill.  Y  al  célebre  Caballero,  sustituyó  en  el  ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  D.  Sebastián  Piñuela.  El  nuevo  poder  hon- 
ró con  distinciones  y  altos  cargos  á  todos  los  que  resultaron 
complicados  en  el  célebre  proceso  del  Escorial,  y  habiéndose  tras- 
ladado Femando  Vil  al  palacio  de  Madrid  en  24  de  Marzo,  se- 
gún la  Gaceia  del  día  siguiente,  se  publicaron  en  ella  varios  de- 
cretos mandando  volver  todas  las  cosas  al  ser  y  estado  que  te- 
nían antes  de  la  Beal  cédula  de  13  de  Enero  de  1807,  que  ha- 
bía concedido  á  D.  Manuel  Godoy  el  empleo  de  almirante  gene- 
ral de  España  é  Indias,  y  dispuso  el  establecimiento  del  conse* 
jo  supremo  de  Marina  que  había  de  ser  presidido  por  el  Bey. 
Al  ministro  de  Estado  se  le  reclamó  un  informe  detallado  de  los 
canales  y  caminos  que  se  estaban  construyendo  y  de  los  que 
estuviesen  proyectados,  proponiendo  los  medios  de  concluir 
el  canal  de  Manzanares  y  terminar  el  proyecto  de  conducir 
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agaas  del  Jarama  á  la  villa  de  Madrid.  Otro  decreto  del  22  en- 
cargaba al  ministro  Cevallos  el  reducir  los  cotos  de  caza  mayor 
y  menor  y  extinguir  los  animales  dañinos  para  poner  en  culti- 
vo muchas  tierras  estériles;  decretó  la  confiscación  de  todos  los 
bienes  de  D.  Manuel  Godoy;  suprimió  la  superintendencia  ge- 
neral de  policía  de  Madrid,  y  mandó  suspender  también  la  ven- 
ta del  sétimo  de  los  bienes  eclesiásticos  concedida  por  bula  pon- 
tificia. 

Mientras  se  desarrollaban  en  la  corte  acontecimientos  tan 
transcendentales,  el  general  en  jefe  de  las  fuerzas  francesas  ha- 
bía publicado  en  Burgos  en  13  de  Marzo  una  orden  que  inser- 
tó la  Craceta  de  Madrid  del  22  (1737),  mandando  abonar  á  sus 
tropas  la  diferencia  que  resultaba  en  el  cambio  de  la  moneda,  y 
recomendaba  á  los  soldados  tratasen  á  los  españoles  como  tra- 
tarían á  los  franceses  mismos,  añadiendo  cía  amistad  délas  dos 
»naciones  es  antigua,  y  debe  consolidarse  en  la  coyuntura  ac- 
»tual,  puesto  que  S.  M.  no  trata  sino  del  bien  de  la  nación  es- 
»pañola,  á  la  cual  siempre  ha  profesado  el  mayor  aprecio.»  En 
la  misma  fecha  se  dirigió  también  á  los  intendentes,  goberna- 
dores y  diputados  de  Burgos,  Castilla  la  Vieja  y  provincias  Vas- 
congadas,  ofreciéndoles  el  reintegro  de  los  anticipos  que  habían 
hecho  para  las  tropas  francesas.  Indudablemente  los  sucesos  de 
Aranjuez  aconsejaron  á  Murat  entrar  pronto  en  Madrid,  y  ha- 
biendo avanzado  hacia  el  Guadarrama,  Femando  Vil  envió  al 
cuartel  general  á  cumplimentar  al  gran  duque  de  Berg,  al  du- 
que del  Parque,  grande  de  España,  capitán  de  Guardias  de 
Corps,  al  mismo  tiempo  que  nombraba  otra  comisión  compues- 
ta de  los  duques  de  Frías  y  Medinaceli  y  conde  de  Femán*Nú- 
ñez  para  felicitar  al  Emperador  de  los  franceses  que  se  proponía 
venir  á  Bayona.  La  misma  Gaceta  de  25  de  Marzo  (1738),  dio 
cuenta  de  que  el  día  23  por  la  tarde  había  entrado  en  Ma- 
drid S.  A.  I.  al  frente  del  primer  cuerpo  de  tropas  francesas, 
acudiendo  un  gentío  innumerable  á  presenciar  y  celebrarla  en- 
trada de  nuestros  aliados,  que  fueron  recibidos  con  todas  las 
demostraciones  de  júbilo  y  amistad  que  corresponden  á  la  es^re- 
eha  y  más  que  nunca  sincera  alianza  qneune  á  losdosgcbiemos.  £1 
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mismo  día  22,  Marat  pablicó  un  bando  que  se  insertó  en  la  6ra» 
ceta  extraordinaria  de  27  de  Marzo  (1739),  recomendando  bajo 
severas  penas,  la  mayor  disciplina  y  el  mejor  orden,  y  repitien- 
do que  iban  á  entrar  en  la  capital  de  una  potencia  amiga  y  que 
era  una  nación  aliada  que  debiera  hallar  en  el  ejército  francés  á 
BU  fiel  amigo.  El  Bey  Femando  YII  hizo  su  entrada  pública  en 
Madrid  el  día  24,  y  recibió  las  unánimes  aclamaciones  de  un 
pueblo  entusiasmado.  Según  Lafuente  tardó  seis  horas  en  el 
tránsito  desde  la  puerta  de  Atocha  hasta  Palacio. 

Los  ministros  Azanza  y  O'Farrill,  en  la  Memoria  que  para 
justificar  su  conducta  política  imprimieron  en  París  en  1815 
(1740),  han  consignado  que  era  evidente  que  los  que  maneja- 
b&n  los  negocios  del  reino  antes  de  subir  al  trono  el  Rey  Don 
amando,  conocieron  ya  tarde  la  política  falaz  y  artificiosa  del 
•¿oinbre  extraordinario  que  en  aquella  época  decidía  de  la  suer- 
ta  do  los  imperios  más  poderosos.  £1  trono  que  el  Rey  Fernán- 
cfo  .CM^ababa  de  heredar,  carecía  en  gran  parte  de  lo  que  consti- 
tvty^    la  fuerza  y  asegura  la  independencia  de  los  Estados.  Su 
M&j  ^^stad  no  podía  crearlo  en  pocos  días,  y  convencido  de  esta 
v^xrdcfcd,  lo  estaba  también  de  la  necesidad  que  tenía  de  buscar 
&\^oy  o,  estrechando  las  relaciones  que  le  unían  ¿  la  Francia, 
coi3a.o  Estado  vecino  y  dominado  por  un  poder  que  usaba  sin 
te^tncción  ni  límite  de  todos  sus  inmensos  recursos.  A  pesar 
&^  Qstos  propósitos,  y  de  haberse  publicado  en  la  Gaceta  extra-- 
ordiitaría  de  31  de  Marzo  (1741)  la  sentencia  de  25  de  Enero, 
i\V)Bolviendo  libremente  á  D.  Juan  Escóiquiz,  al  duque  del  In- 
íantado,  conde  de  Orgaz,  marqués  de  Ayerbe  y  otros,  compro- 
metidos en  el  célebre  proceso  del  Escorial,  la  actitud  del  pue- 
blo madrilefio  comenzó  á  ser  algún  tanto  recelosa,  y  el  general 
Morat,  por  orden  que  se  publicó  en  Gaceta  extraordinaria  del  2 
de  Abril  (1742),  anunció  que  el  Emperador  no  tardaría  en  po- 
nerse á  la  cabeza  de  sus  ejércitos  en  España;  elogió  la  armonía 
que  había  entre  el  ejército  francés  y  el  ejército  y  la  nación  es- 
pañola, é  hizo  público  que,  habiéndose  hecho  acreedor  al  cas- 
tigo un  soldado,  los  habitantes  de  Madrid  habían  pedido  con 
insistencia  su  perdón,  que  le  había  sido  concedido.  En  el  si- 
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guíente  día  2  ya  so  promovieron  algunas  riñas  entre  paisanos 
y  soldados  franceses,  y  fué  necesario  publicar  un  bando  con 
fecha  2  de  Abril  (1743),  en  que  se  confesaba  que  la  desconfian- 
za de  algunas  personas  nacía  de  la  duda  acerca  del  intento  con 
que  dichas  tropas  permanecían  en  la  corte  y  en  otros  pueblos 
del  reino;  pero  que  las  intenciones  del  gobierno  francés,  arre- 
gladas á  las  suyas,  lejos  de  amenazar  la  menor  hostilidad,  la 
menor  usurpación,  estaban  únicamente  dirigidas  á  ejecutar  los 
planes  convenidos  con  S.  M.  contra  el  enemigo  común.  Muy 
lejos  de  merecer  la  calificación  de  estimables  huéspedes  que  les 
daba  el  Sey  en  su  bando,  la  Gac^  de  5  de  Abril  (1744)  hizo  pú- 
blico que  el  general  Murat  había  manifestado  al  primer  secreta- 
rio de  Estado,  que  el  Emperador  de  los  franceses  y  Bey  de  Italia 
gustaría  de  poseer  la  espada  que  Francisco  I,  Rey  de  Francia, 
rindió  en  la  famosa  batalla  de  Pavía,  reinando  en  España  el 
invicto  Emperador  Carlos  V,  y  que  se  guardaba  en  la  Armería 
Real  desde  el  año  1525.  Informado  de  ello  S.  M.,  que  deseaba 
aprovechar  todas  las  ocasiones  de  manifestar  á  su  íntimo  alia- 
do el  alto  aprecio  que  hacía  de  su  augusta  persona  y  la  admi- 
ración que  le  inspiraban  sus  inauditas  hazañas,  dispuso  inme- 
diatamente remitir  la  mencionada  espada,  lo  cual  tuvo  lugar  el 
día  31  de  Marzo  con  el  ceremonial  que  se  consigna  en  la  refe- 
rida Gaceta.  No  podía  haberse  aconsejado  una  resolución  que 
más  ofendiera  el  sentimiento  nacional,  que  la  devolución  de  una 
espada  que  simbolizaba  el  triunfo  de  España  contra  Francia. 
Pero  existía  otro  hecho,  aún  más  grave  en  el  terreno  político, 
que  era  el  no  haber  reconocido  el  duque  de  Berg  á  Feman- 
do VU,  porque,  según  manifestó  al  capitán  general  de  Castilla 
la  Nueva,  D.  Francisco  Xavier  de  Negrete,  el  mismo  gran  Du- 
que le  había  dicho  que  él  no  reconocía  otro  soberano  de  Espa- 
ña que  el  Sr.  D.  Carlos  IV.  Todos  estos  actos  bastaban  para 
producir  en  el  pueblo  de  Madrid  un  descontento  tan  profundo, 
como  era  la  aversión  que  profesaba  al  ex- valido  D.  Manuel  6o- 
doy,  que  de  antiguo  había  estado  en  íntimas  relaciones  con  el 
general  en  jefe  del  ejército  francés. 

El  nuevo  gobierno  había  decretado  en  20  de  Marzo  la  con- 


FBBIfANDO   TU  434 

fiscación  de  todos  los  bienes,  derechos  y  acciones  de  Godoy;  si 

bien  con  fecha  del  29,  como  éste  reconoce  en  sus  Memorias 

(1745),  se  mandó  qne  los  bienes  quedasen  sólo  embargados 

hasta  las  resultas  de  la  causa  que  debía  formársele;  y  en  3  de 

Abril  siguiente  ordenó  el  consejo  de  Castilla^  que  se  le  formase 

^osa  por  extravíos  y  excesos  públicos^  manejo  de  intereses  y  de- 

^  que  resultare  deladd  Escorial  y  délas  diligencias  practica- 

^  hasta  entonces  acerca  de  esta  última.  Godoy  continuaba  ade- 

^^  preso  á  disposición  del  gobierno;  pero  el  Emperador  de 

^^  franceses,  según  consignó  la  Gaceta  extraordinaria  de  22  de 

^^líL  (1746),  había  manifestado  deseo  de  disponer  de  la  suerte 

^y  pxeso,  y  el  general  Augusto  Belliard  pasó  con  fecha  del  20, 

á  la^  j  Tinta  de  gobierno,  el  oficio  publicado  en  la  nota  III  de  la 

lCe99Z€ma  de  Azanza  y  G'Farrü  (1747),  en  que,  refiriéndose  al 

Emperador,  consignaba  que  S.  Á.  R.  el  príncipe  de  Asturias 

a(^al>€fcba  de  escribirle,  diciendo  que  le  hada  dueño  de  la  suerte  del 

fr^99<^£pe  de  la  Paz y  reiteraba  la  orden  de  pedir  la  persona  de 

^t^  I^ríncipe  y  de  enviarle  á  Francia.  Puede  ser,  añadía,  que 
^^  determinación  de  S.  A.  R.  el  príncipe  de  Asturias  no  haya 
tocio^^ria  llegado  á  la  junta.  En  este  caso,  se  deja  conocer  que 
S  A^^    R,  habrá  esperado  la  respuesta  de  S.  M.  el  Emperador; 
la  junta  comprenderá  que  el  responder  al  príncipe  de  As- 
sería  decidir  una  cuestión  muy  importante,  y  ya  es  sábi- 
S.  M.  L  no  puede  reconocer  sino  á  Carlos  IV.  La  junta 
(TÓ  acerca  de  esta  gravísima  comunicación,  y  según  Azan- 
¿ft  y    O'Farrill  (1748),  aunque  todos  los  individuos  manifesta- 
ron^ l>xen  claro  la  repugnancia  con  que  accedían  á  la  petición 
\t^V\max]a,  adoptaron  la  resolución  de  proceder  á  la  entrega  sin 
Ví^^r-   protesta  ni  formar  voto  separado.  La  Gaceta  extr€U)rdi» 
ffi^^  de  Madrid  de  22  de  Abril,  anunció  haberse  cumplido  en 
\jS)^w  sus  partes  la  entrega  al  gran  duque  de  Berg  del  preso 
\).  Manuel  de  Godoy. 

La  intervención  que  el  general  en  jefe  del  ejército  francés 
babía  comenzado  á  tomar  en  los  asuntos  interiores  de  España, 
reconocía  una  causa  grave  que  afectaba  á  la  legitimidad  del 
xiuevo  poder.  La  abdicación  de  Carlos  IV,  realizada  en  Aran* 
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jaez  el  19  de  Marzo  de  1808,  no  había  tenninado  las  deplora- 
bles intrigas  .que  acaso  la  motivaron.  £1  mismo  monarca,  la 
Reina  de  España  y  sa  hija  la  de  Etroria,  mantavieron  una  co- 
rrespondencia intima  con  el  duque  de  Berg  y  su  ayudante  el 
general  Monthion,  interesándose  por  la  suerte  de  Godoy,  ha- 
ciendo graves  inculpaciones  á  su  hijo  Femando,  como  relata 
el  conde  de  Toreno  en  su  Historia  dd  levantamienio  y  guerra  da 
España  (1749),  y  hablando  en  dicha  correspondencia  de  la  pro- 
testa que  el  Rey  tenia  en  su  poder  y  que  deseaban  poner  en 
sus  manos.  Por  conducto  del  duque  de  Berg,  Garlos  IV  dirigió 
al  Emperador  de  los  franceses  un  documento,  fechado  on  Aran- 
juez  el  23  de  Mano,  y  una  protesta  que  sin  fecha  apareció  des- 
pués con  la  del  día  21,  si  bien  se  cree  que  no  fué  firmada  hasta 
el  mismo  día  23.  En  estos  documentos  se  aseguraba  por  Car- 
los IV  que  fué  forzado  á  renunciar;  pero  asegurado  ahora  con 
plena  confianza  en  la  magnanimidad  y  el  genio  del  grande 
hombre  que  siempre  había  mostrado  ser  amigo  suyo,  había  to- 
modo  la  reaoludm  de  conformarse  con  todo  lo  que  este  mismo  grande 
hombre  quiera  disponer  de  nosotros  y  de  mi  suerte^  la  déla  Berna 
y  ladd  príncipe  de  la  Pas.  La  protesta  decía  así:  cProtesto  y 
>declaro  que  mi  decreto  de  19  de  Marzo,  en  el  que  he  abdicado 
»la  Corona  en  favor  *de  mi  hijo,  es  un  acto  á  que  me  he  visto 
«obligado,  para  evitar  mayores  infortunios  y  la  efusión  de  san- 
>gre  de  mis  amados  vasallos,  y  por  consiguiente,  debe  ser  con- 
tsiderado  como  nulo. — Carlos.»  El  príncipe  de  la  Paz,  en  el  to- 
mo VI  de  sus  Msmorias  (1750),  da  á  conocer  todas  las  gestio- 
nes que  mediaron  entre  Carlos  IV  y  su  hijo  Fernando  Vil  para 
dar  formalidad  y  legalidad  á  la  abdicación,  á  pesar  de  que  el 
consejo  de  Castilla  había  autorizado  la  renuncia  y  comunicá- 
dola  al  pueblo;  y  que  de  resultas  de  la  conferencia  que  el  ge- 
neral Monthion,  enviado  por  Murat  á  Aranjuez,  tuvo  con  Car- 
los IV  y  bajo  su  inspiración,  se  extendieron  la  protesta  y  la 
carta  á  B  onaparte,  la  cual  no  tenía  escrita  de  antemano.  Estos 
fueron  ios  medios  de  que  se  valía  el  Emperador  Napoleón  para 
debilitar  al  nuevo  poder  y  para  disponer  á  su  capricho  de  la 
suerte  de  Espafia;  pero  lo  más  sorprendente  era,  que  los  minis- 
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tros  que  jodeaban  al  nuevo  monarca  no  lo  conociesen  ó  lo  co- 
nocieran tarde,  y  que  se  haya  tratado  de  justificar  su  conducta 
diciendo,  como  consignan  Azanza  y  OTarrül  (1751),  que  en 
los  ministerios  no  constaba  el  tratado  de  Fontainebleau,  ni  los 
motivos  de  la  internación  de  las  tropas  francesas,  ni  las  recla- 
maciones de  ios  generales  y  gobernadores  de  las  plazas  entre- 
gadas, ni  las  contestaciones  que  se  les  habían  dado,  y  que  en 
las  pocas  veces  que  S.  M.  pudo  juntar  á  sus  ministros  antes  de 
su  salida  de  Madrid,  tampoco  se  propusieron  ni  ventilaron 
nunca  estos  puntos.  £n  efecto,  era  ya  tarde  para  ventilarlos,  y 
toda  la  atención  del  Rey  y  sus  ministros  se  ocupaba  en  sacar 
á  favor  de  S.  M.  el  mejor  partido  posible  de  lo  que  ya  estaba 
hecho:  tal  era  el  espíritu  de  las  órdenes  que  habían  precedido. 
Muy  contrarias  á  este  juicio  fueron  las  disposiciones  adoptar 
das  por  el  gobierno  de  Fernando  Vil,  pues  en  comunicación 
que  el  ministro  de  Estado  pasó  al  gobernador  del  consejo  de 
Castilla  en  20  de  Marzo,  se  consignaba  que  lejos  de  variar  la 
política  de  su  padre  respecto  al  imperio  francés,  se  proponían 
estrechar  más  y  más  y  con  especial  esmero  los  vínculos  de 
amistad  que  unían  á  ambas  naciones.  En  24  de  Marzo  se  anun- 
ciaba por  edicto  la  próxima  venida  del  Emperador,  y  estimula- 
ba al  pueblo  de  Madrid  para  que  le  recibiese  y  tratase  con  to- 
das las  demostraciones  de  festejo  y  de  alegría  que  correspondía 
á  su  alta  dignidad  é  íntima  amistad  y  alianza  con  d  Rey  nuestro 
señar,  de  la  que  espera  la  felicidad  de  la  nación.  En  la  Gaceta  del  25 
(1752)  se  nombraba  una  comisión  de  grandes  de  España  que 
pásase  á  Bayona  á  manifestar  al  Emperador  los  sentimientos 
de  aprecio  y  admiración  del  Rey  hacia  su  augusta  persona.  El 
ministro  de  Gracia  y  Justicia  comunicaba  al  presidente  del  con- 
sejo de  Castilla  la  noticia  de  que  el  Emperador  de  los  franceses 
se  hallaba  ya  en  Bayona,  y  que  S.  M.  había  resuelto  pasar  pron- 
tamente á  recibirle,  cumplimentarle  y  darle  las  pruebas  más 
sinceras,  seguras  y  constantes  de  su  ánimo  y  resolución,  de  man- 
tener, renovar  y  estrechar  la  buena  armonía,  íntima  amistad  y 
ventajosa  alianza  que  dichosamente  había  habido  y  convenía 

que  hubiese  entre  los  dos  monarcas.  Durante  su  ausencia  deja- 
ToMO  IV  t8 
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ba  establecida  una  Junta  de  góbiemo  que  presidiría  el  infante 
D.  Antonio^  y  despacharía  los  negocios  graves  y  urgentes  que 
pudieran  ocurrir,  oyendo  antes  á  los  secretarios  de  Estado  y 
del  Despacho.  El  Rey  anunciaba  á  todos  los  consejos  que  el 
día  10  se  pondría  en  camino  para  Burgos. 

Los  documentos  publicados  con  motivo  de  la  revolución  es- 
pañola, han  hecho  notorio  que  cuando  el  Bey  de  España  se 
aprestaba  á  partir  para  Bayona  en  los  términos  y  para  el  obje- 
to que  acaba  de  relatarse,  el  Emperador  Napoleón  escribía  en 
27  de  Marzo  á  su  hermano  Luis,  Bey  de  Holanda  (1753),  reve- 
lándole su  resolución  de  colocar  un  Principe  francés  en  el  tro- 
no de  España,  y  añadía:  «Dime  categóricamente  tu  opinión  so- 
ibre  este  proyecto,  y  aunque  tengo  100.000  hombres  en  Espa* 
»ña9  es  posible,  por  circunstancias  que  sobrevengan,  ó  que  yo 
>mismo  vaya  directamente,  ó  que  todo  se  acabe  en  quince  días, 
>ó  que  ande  más  despacio  siguiendo  en  secreto  las  operaciones 
1  durante  algunos  meses.  Bespóndeme  categóricamente:  si  te 
«nombro  Bey  de  España,  ¿lo  admites?  ¿Puedo  contar  conti- 
>go?....>  El  Bey  de  Holanda  tuvo  el  buen  acierto  de  no  acep- 
tar esta  proposición.  Así  se  explica  el  hecho  de  que  Napoleón 
jamás  reconociera  á  Femando  VH;  el  procurarse,  por  medio  de 
las  intrigas  de  Beauharnais,  una  protesta  con  la  abdicación  de  su 
padre,  y  la  pérfida  política  de  reunir  en  Bayona  á  todos  los  in-  | 

dividuos  de  la  familia  Beal,  apoderándose  de  sus  personas,  im- 
poniéndole sus  resoluciones  y  resolviendo  la  suerte  de  España, 
haciendo  abdicar  en  él  á  una  dinastía  entera,  para  colocar  en 
el  trono  á  un  individuo  de  su  familia.  Estas  fueron  las  instruc- 
ciones que  el  diplomático  y  general  Savary  trajo  á  Madrid  y  co- 
municó al  mariscal  Murat,  quien  desde  entonces  se  esforzó  en 
convencer  á  Fernando  de  la  conveniencia  de  salir  de  Madrid 
para  recibir  en  Burgos  ú  otra  ciudad,  hasta  la  frontera,  al  Em- 
perador de  los  franceses.  Entonces  se  produjo  el  incidente  de  la 
entrega  de  Godoy ,  y  á  pesar  de  que  hubo  muchos  entre  los  ín- 
timos de  Femando  que  se  opusieron  á  la  salida  del  Bey,  com- 
prendiendo podría  comprometer  su  persona,  algunos  de  sus  mi- 
nistros, y  más  que  todos  el  célebre  canónigo  Escóiquiz,  su  maes- 
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tro,  cuyos  dictámenes  eran  su  oráculo,  aconsejaron  el  viaje,  que 
quedó  señalado  para  el  10  de  Abril.  Este  viaje  se  realizó  llevan- 
do el  Bey  en  su  compañía  al  ministro  D.  Pedro  Cevallos,  á  los 
duques  del  Infantado  y  de  San  Carlos,  al  canónigo  Escóiquiz, 
al  conde  de  Villariezo,  capitán  de  Guardias;  á  los  marqueses  de 
Ayerbe^  Guadalcázar  y  de  Feria,  al  general  Savary  y  á  los  di- 
plomáticos Labrador  y  Múzquiz.  El  Rey  llegó  el  1 2  á  Burgos 
entre  grandes  demostraciones  de  júbilo  y  alegría  del  pueblo  es- 
pañol, como  consigna  la  Gacela  de  15  de  Abril  (1754),  y  no  en- 
contrando en  dicha  población  al  Emperador,  como  se  había  in- 
dicado, hubo  de  partir  para  Vitoria,  desde  donde  dirigió  á  Na- 
poleón, por  conducto  de  Savary,  una  carta  que  fué  contestada 
desde  Bayona  en  16  de  Abril  y  que  íntegra  publicó  Lafuente  en 
su  Historia  de  Espa^  (1755),  tratando  á  Fernando  VII  de  Alte- 
za, defendiendo  al  príncipe  de  la  Paz,  y  añadiendo  que  si  la  ab- 
dic€LCÍón  de  Carlos  IV  había  sido  espontánea,  no  tenía  dificultad 
en  admitirla  y  en  reconocer  á  Femando  como  Rey  de  España. 
— BeseOi  pues^  añadía^  conferenciar  conV.A.R.  sobre  este  particular. 
— Le  recordaba  que  había  faltado  al  escribirle  la  carta  que  le 
dirigió  por  conducto  de  Beauhamais,  y  se  quejaba  de  que  ha- 
bían circulado  por  Madrid  unas  cartas  del  capitán  general  de 
Cataluña  procurando  exasperar  los  ánimos. 

Al  mismo  tiempo  Napoleón  escribía  al  mariscal  Bessieres  en 
Burgos,  según  carta  inserta  al  número  13.756  de  su  correspon- 
dencia, tomada  del  archivo  particular  de  los  duques  de  Istría 
(1756),  en  la  cual  textualmente  le  decía:  cOs  acompaño  copia 
>de  la  carta  que  Savary  Ueva  al  príncipe  de  Asturias:  si  éste 
•viene  á  Bayona,  bien;  pero  si  retrocede  sobre  Burgos,  le  ha- 
bréis prender  y  le  conduciréis  aquí.  Instruid  acerca  de  esto  al 
»gran  duque  de  Berg,  y  haced  conocer  en  Burgos  que  el  Rey 
•Carlos  ha  protestado  y  que  el  príncipe  de  Asturias  no  es  Rey. 
>De  todos  modos,  bueno  es  esperar  las  comunicaciones  de  Ma- 
>drid.  Cuidad  mucho  de  mantener  expeditas  las  comunicacio- 
•nes  con  Vitoria,  y  enviar  oficiales  á  Savary  para  conocer  per- 
ifectamente  la  situación  de  las  cosas.  Si  el  príncipe  de  Astu- 
irias  sale  de  Vitoria  y  retrocede  á  Burgos  para  regresar  á  Ma- 
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>dríd,  le  haréis  perseguir  y  prender,  donde  quiera  que  se  le 
«encuentre;  porque  si  rehusa  la  entrevista  que  le  he  propuesto, 
•es  señal  de  que  pertenece  al  partido  de  los  ingleses  y  hay  que 
•tratarlo  como  enemigo.  Si  tales  cosas  sucediesen,  lo  que  no 
•espero,  haríais  imprimir  y  publicar,  á  las  veinticuatro  horas 
•de  preso  el  príncipe  de  Asturias,  mi  carta  que  Sayary  le  ha 
•llevado,  y  la  protesta  del  Bey  Carlos,  de  que  os  envío  copias 
•reservadas,  sin  que  podáis  hacer  uso  de  ellas  sino  en  tal  caso. 
•Os  recomiendo  firmeza,  actividad  y  prudencia;  pero  sobre  todo 
•actividad.  No  se  trata  de  prevenir,  sino  de  obrar  con  energía. 
•O  el  príncipe  de  Asturias  viene  á  Bayona,  y  entonces  todo  se 
•arreglará;  ó  lo  rehuye,  y  entonces,  si  se  entiende  con  los  ingle- 
•ses,  es  preciso  dar  un  golpe.  • 

Como  la  carta  de  Beesieres  no  filé  conocida  por  el  Bey  ni 
por  nadie,  la  de  Savary  hizo  vacilar  los  ánimos  acerca  del  viaje 
á  Bayona,  y  hasta  produjo  en  Vitoria  cierta  agitación  que  obli- 
gó á  publicar  el  Beal  decreto  de  19  de  Abril  inserto  en  Oaceta 
extraordinaria  dd  22  (1757),  tratando  de  calmar  los  ánimos  y 
diciendo  que  no  tomaría  la  resolución  importante  de  su  viaje  si 
no  estuviese  bien  cierto  de  la  sincera  y  cordial  amistad  de  su 
aliado  el  Emperador  de  los  franceses  y  de  que  tendría  las  más 
feUces  consecuencias;  por  lo  cual  mandaba  á  sus  subditos  des- 
confiados que  se  tranquiUzasen  y  esperasen,  que  antes  de  cuatro 
ó  seis  días  darían  gracias  á  Dios  y  á  la  prudencia  de  S.  M .  de 
la  ausencia  que  ahora  les  inquietaba.  El  19  llegó  Femando  á 
Irún,  atravesó  el  Bidasoa  el  20,  y  llegó  á  las  diez  de  la  mañana 
á  Bayona.  Según  consignó  Escóiquiz  en  su  Idea  sendüa  de  las 
razones  que  motivaron  d  viqje  del  Bey  Femando  VII  á  Bayona 
(1758),  y  en  las  Observaciones  que  sobre  esta  obra  escribió  D.  Pe- 
dro Cevallos  (1759),  lo  único  que  supo  el  Bey,  por  los  tres 
grandes  de  España  que  había  enviado  á  Francia  á  felicitar  al 
Emperador,  fué,  que  en  la  víspera  de  aquel  día  Napoleón  ha- 
bía dicho  que  los  Berbenes  no  reinarían  ya  más  en  España. 
En  la  noche  del  21,  el  Emperador  de  los  franceses  tuvo  una 
conferencia  con  D.  Juan  de  Escóiquiz,  que  éste  relata  minu- 
ciosamente en  el  apéndice  tercero  de  su  Idea  sencilla  (1760), 
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en  la  cual,  partiendo  de  que  la  renuncia  de  Carlos  IV  había 
sido  violenta  y  forzada,  le  indicó  propusiera  en  su  nombre  á 
Femando  la  renuncia  de  sus  derechos  al  trono  español,  á  cam- 
bio de  cederle  el  reino  de  Etruria  y  darle  por  esposa  una  sobri- 
na suya.  Esta  misma  exigencia  se  la  había  notificado  el  gene- 
ral Savary  al  mismo  Fernando,  sin  cuidarse  siquiera  délas  for- 
mas, como  dice  Lafuente  (1761);  y  sobre  este  mismo  tema  se 
produjeron  vivas  escenas,  hasta  que  declaró  Napoleón»  que  es- 
tando para  llegar  á  Bayona  los  Beyes  padres,  daba  por  termi* 
nadas  todas  las  negociaciones  con  el  hijo. 

Convenía  también  al  Emperador  tener  en  Bayona  á  los  an- 
tiguos soberanos  de  España,  y  el  gran  duque  de  Berg  había  co- 
nienzado  ya  por  conseguir  la  entrega  de  D.  Manuel  Godoy,  que 
U^  el  26  á  una  quinta  inmediata  á  Bayona,  y  bien  pronto 
celebró  una  larga  é  interesante  conferencia  con  el  Emperador 
napoleón,  de  la  cual  ha  dado  aquél  cuenta  detallada  en  sus 
Jfemorias  (1762).  No  se  contentó  con  esto  Murat,  sino  que  in- 
mutó proclamar  otra  vez  como  Rey  de  España  á  Carlos  IV,  y 
iludiendo  conseguirlo,  pasó  al  Escorial,  donde  los  antiguos 
nos  se  habían  trasladado  desde  Aranjuez,  y  logró  que 
.  ^'^^^^^  rV  escribiera  á  su  hermano  el  infante  D.  Antonio,  pre- 

de  la  junta  de  gobierno,  asegurándole  haber  sido  forza- 
«abdicación  de  19  de  Marzo,  y  que  aquel  mismo  día  había 
tado  contra  la  renuncia,  lo  cual  no  era  exacto,  porque  la 
«^O^^^^ta  llevaba  la  fecha  del  21,  y  la  comunicación  á  Napoleón 
1^  del  23.  En  esta  comunicación  firmaba  cYo  el  Rey;»  pero  la 
junta  se  limitó  á  acusar  su  recibo,  porque  aunque  desde  enton- 
ces tenía  el  poder  de  dos  soberanos,  en  realidad  no  contaba  con 
ninguna.  Dichos  Reyes  salieron  del  Escorial  el  23  de  Abril,  y 
como  tales  fueron  recibidos  en  Bayona  el  dia  30,  tratando  con 
notorio  desvío  á  su  hijo  Fernando,  y  mostrando  gran  cariño  ha- 
da el  favorito  Godoy.  El  Emperador  Napoleón,  según  las  rela- 
ciones que  transmite  el  conde  de  Toreno  en  su  Historia  (1763), 
reunió  á  Carlos  IV  y  á  su  hijo  Femando  en  su  presencia,  de 
donde  reconvenido  el  Rey  por  sus  padres,  de  quienes  recibió 
ultrajes  y  amenazas  crueles,  y  compelido  á  devolverles  la  Co- 
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roña  que  violentamente  les  había  arrebatado,  se  retiró  silencio- 
so y  pensativo,  para  enviarles  al  día  siguiente  el  documento 
de  renuncia,  indicando  á  la  vez  la  conveniencia  de  que  el  viejo 
monarca  y  él  volviesen  á  Madrid  sin  las  personas  que  se  ha- 
bían concitado  el  odio  de  la  nación,  y  que  reunidas  las  Cortes, 
6  por  lo  menos  todos  los  tribunales  y  diputados  del  reino,  se 
formalizase  la  renuncia  ante  esta  asamblea,  y  en  el  caso  de  que 
su  padre  no  quisiera  reinar,  gobernaría  él  en  su  nombre  y  como 
lugarteniente  suyo.  Esta  proposición  dio  lugar  á  una  fuerte 
contestación  de  Carlos  IV  y  á  una  réplica  de  Femando,  en  que 
ya  reconocía  que  se  trataba  de  despojarle  de  sus  derechos  y  de 
excluir  para  siempre  del  trono  de  España  á  los  de  su  dinas- 
tía, sustituyéndola  con  la  imperial  de  Francia;  argüía  que  esto 
no  era  practicable  sin  el  consentimiento  expreso  de  todos  los 
individuos  que  pudieran  tener  derecho  á  la  Corona,  y  sin  que 
la  nación  española,  reunida  en  Cortes  y  en  lugar  seguro,  mani- 
festara del  mismo  modo  su  conformidad;  por  último,  añadía 
que  hallándose  él  en  país  extranjero,  nadie  se  persuadiría  que 
obraban  con  libertad,  y  que  esta  sola  circunstancia  anularía 
cuanto  hiciesen,  pudiendo  producir  fatales  consecuencias.  Con 
este  estado  de  cosas  se  recibió  en  Bayona  la  noticia  de  los  acon- 
tecimientos del  2  de  Mayo  en  Madrid,  y  llamado  Femando  de 
nuevo  á  presencia  del  Emperador  y  de  sus  padres,  fué  increpa- 
do, con  excesiva  dureza,  como  autor  de  aquel  movimiento,  por 
lo  que,  con  fecha  6  de  Mayo,  dirigió  á  su  padre  una  comunica- 
ción concebida  en  estos  términos:  cMi  venerado  padre  y  señor: 
iPara  dar  á  V.  M.  una  prueba  de  mi  amor,  de  mi  obediencia  y 
>de  mi  sumisión,  y  para  acceder  á  los  deseos  que  V.  M.  me  ha 
»manifestado  reiteradas  veces,  renuncio  mi  Corona  en  favor 
■de  V.  M.,  deseando  queV.  M.  pueda  gozarla  por  muchos  años. 
»Becomiendo  á  V.  M.  las  personas  que  me  han  servido  desde 
»el  19  de  Marzo:  confío  en  las  seguridades  que  V.  M.  me  ha 
»dado  sobre  este  particular.»  En  la  tarde  del  mismo  día,  el  Em- 
perador Napoleón  y  Carlos  IV,  en  representación  del  cual  vol- 
vía á  firmar  el  príncipe  de  la  Paz,  suscribían  un  tratado,  por  el 
cual  el  segundo  cedía  al  primero  todos  sus  derechos  al  trono 
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de  las  Espafias  y  de  las  Indias,  sin  más  restricciones  que  man- 
tener la  integridad  del  territorio  y  conservar  la  religión  católi- 
ca» con  exclusión  de  toda  otra.  Además  le  cedió  todos  los  bie- 
nes alodiales  y  particulares  no  pertenecientes  á  la  Corona  de 
España  á  cambio  de  un  asilo  en  los  Estados  franceses,  el  pala- 
cio imperial  de  Compiegne,  y  una  lista  civil  de  30  millonee  de 
reales  anuales.  El  príncipe  de  Asturias,  Femando  y  el  Empe- 
rador de  los  franceses,  firmaron  en  10  del  mismo  mes  otro  tra- 
tado, por  el  cual  el  primero  renunciaba  á  los  derechos  que, 
como  tal  Príncipe,  tenía  á  la  Corona  de  España,  y  recibiendo, 
en  cambio,  honores,  prerrogativas,  haciendas  en  Navarra  y  de- 
terminada renta  (1764).  Á  estas  vergonzosas  pero  forzadas  cesio- 
nes, se  adhirieron  los  infantes  D.  Carlos  y  D.  Antonio,  y  el 
día  10  tuvieron  fin  las  malhadadas  vistas  de  Bayona,  partiendo 
para  Fontainebleau  en  dirección  á  Compiegne  los  B^yes  Car- 
los IV  y  Maria  Luisa,  la  Reina  de  Etruria  y  sus  hijos,  el  infan- 
te D.  Francisco  que  era  todavía  de  menor  edad  y  por  eso  no 
firmó  las  anteriores  cesiones,  y  el  príncipe  de  la  Paz.  El  princi- 
pe Femando  con  su  hermano  Carlos  y  su  tío  D.  Antonio  fueron 
conducidos  al  palacio  de  Valencey,  que  les  estaba  señalado,  y  al 
llegar  á  Burdeos  aun  dirigieron  una  alocución  á  los  españoles, 
que  insertó  la  Crocda  de  Madrid  de  20  de  Mayo  (1765),  aconse- 
jándoles la  tranquilidad,  esperando  su  felicidad  de  las  sabias 
disposiciones  del  poder  del  Emperador  Napoleón,  con  las  cua- 
les estaban  prontos  á  conformarse.  El  pueblo  español  se  encon- 
tró, por  consiguiente,  huérfano  de  todo  poder;  pero  veamos  lo 
que  hizo,  abandonado  á  sus  propias  fuerzas. 


CAPÍTULO  II. 

LEVANTAMIENTO  GENERAL  DE  ESPAÑA. 

Sobrados  motivos  tenía  el  pueblo  español  para  desconfiar  de 
la  lealtad  con  que  habían  invadido  el  país  los  ejércitos  france** 
ses.  La  ausencia  de  sus  Beyes,  engañosa  y  artificiosamente 
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preparada,  había  producido  escenas  deplorables  en  Madrid,  en 
Toledo  y  en  Burgos,  y  la  junta  de  gobierno,  débil  desde  un  prin- 
cipio y  vacilante  siempre,  no  acertaba  á  fijar  su  posición  ni  á  re- 
mediar los  males  que  amenazaban  la  tranquilidad  pública.  Mu- 
rat,  entre  tanto,  hacía  diariamente  alarde  de  su  fuerza,  y  con  ella 
unas  veces  pedía  los  pasaportes  para  ciertas  personas  notables 
del  reino  que  el  Emperador  deseaba  fuesen  á  Bayona;  otras  exi- 
gía el  viaje  de  la  Reina  de  Etruria  y  del  infante  D.  Francisco; 
y  la  misma  junta  de  gobierno,  en  atención  á  las  críticas  circuns- 
tancias en  que  se  hallaba  la  corte,  asoció  á  ella  á  los  decanos, 
fiscales  y  algunos  consejeros  de  los  consejos  supremos,  y  para 
en  el  caso  de  quedar  inhabilitada  por  falta  de  libertad,  nombró 
otra  junta  que  podría  fijar  su  residencia  donde  tuviera  por  con- 
veniente, compuesta  del  conde  de  Ezpeleta  D.  Gregorio  de  la 
Cuesta,  D.  Antonio  Escaño,  D.  Manuel  Lardizábal,  D.  Gaspar 
Melchor  de  Jovellanos  y  D.  Damián  de  Lasan,  que  haría  de  se- 
cretario. La  partida  de  la  Heina  de  Etruria  y  sus  hijos  y  el  infan- 
te D.  Francisco,  fué  la  gota  de  agua  que  hizo  derramar  la  indig- 
nación del  pueblo  madrileño,  y  habiéndose  opuesto  la  multitud 
á  la  salida  de  los  infantes,  el  general  Murat  no  tuvo  otro  medio 
de  contener  á  la  indefensa  muchedumbre,  que  hacer  contra  ella 
una  descarga  sin  previa  intimación. 

Madrid  se  levantó  en  armas  y  la  sangre  de  sus  hijos  corrió 
abundantemente  por  las  calles.  Los  inmortales  Velarde  y  Daoiz, 
pagaron  con  su  vida  su  amor  á  la  patria,  y  aunque  la  junta  de 
gobierno  quiso  dar  pruebas  de  humanidad,  no  se  evitaron  las 
sangrientas  hecatombes  que  en  el  Prado  y  en  la  Montaña  del 
Príncipe  Pío  exhalaban  su  último  suspiro  como  buenos  espa- 
ñoles. Los  poetas,  los  historiadores  y  hasta  recientemente  la 
elegante  pluma  que  ha  trazado  los  Episodios  nacionales  (1766), 
todos  han  descrito  con  vivísimos  colores,  los  esfuerzos  de  un 
pueblo  generoso  que  defiende  su  independencia  y  su  libertad 
contra  una  invasión  extranjera,  traidoramente  preparada.  Por 
ello  el  2  de  Mayo  en  España  se  celebra  siempre  como  el  aniver- 
sario de  su  deseada  independencia,  y  si  dicho  día  fué  aciago  y 
triste  para  el  pueblo  de  Madrid,  en  cambio  recordó  á  todos  los 
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pañoles  el  deber  en  que  estaban  de  defender  lo  que  habían  de- 
fendido 7  ganado  durante  once  siglos  de  lucha,  y  aquel  recuer- 
do fué  el  origen  de  la  regeneración  política  de  España.  La  Oaca- 
ia  del  6  de  Mayo  (1767),  publicó  el  atroz  bando  firmado  por 
Murat  el  mismo  día  2,  mandando  pasar  por  las  armas  á  todos 
los  que  con  eUas  habían  sido  presos,  y  la  alocución  en  que,  des- 
pués de  justificar  las  medidas  adoptadas ,  decía  que  Carlos  lY 
7  Ba  hijo  estaban  reunidos  en  Bayona  con  el  Emperador  Na* 
peleón  para  arreglar  la  suerte  de  Espafia. 

Al  día  siguiente  del  memorable  2  de  Mayo  salió  el  infeuite 
D.  Francisco  para  Bayona,  y  el  4  partió  también  para  dicho 
ponto  el  infante  D.  Antonio  que  presidía  la  junta  de  gobier- 
^0,  Por  su  ausencia  solicitó  el  gran  duque  de  Berg  presidir 
aquella  junta,  lo  cual  no  se  atrevió  ésta  á  negarle,  antes  por  el 
contrario,  según  se  publicó  en  la  Gaceia  del  10  de  Mayo  (1768), 
ol  día  4  fué  nombrado  el  general  Murat  presidente  de  dicha  jun- 
^  suprema  de  gobierno,  y  el  5  dirigió  la  misma  junta  dos  alo- 
cuciones, una  á  los  pueblos  de  la  monarquía  y  otra  ¿  los  habi* 
tantos  de  Madrid,  prohibiendo  las  agresiones  y  el  uso  de  toda 
clase  de  armas  blancas  y  armas  de  fuego  (1769).  En  el  día  4 
^nnó  Carlos  IV  en  Bayona  un  decreto  que  no  se  recibió  en  Ma- 
<Ud  hasta  el  7,  nombrando  lugarteniente  general  del  reino  al 
gran  duque  de  Berg  y  ordenando  que  en  calidad  de  tal  presi- 
diera la  junta  de  gobierno.  También  Femando  Vil  desde  Bayo- 
na entregaba  al  comisionado  D.  Evaristo  Pérez  de  Castro  dos 
decretos  fechados  en  5  de  Mayo:  estaba  dirigido  el  primero  á  la 
junta,  diciéndole  que  se  hallaba  sin  libertad,  y  por  consecuencia 
la  autorizaba  para  que  ejerciese  en  su  nombre  las  funciones 
de  la  soberanía,  y  que  las  hostilidades  deberían  empezar  des- 
de el  momento  en  que  violentamente,  pues  de  otro  modo  no  lo 
haría,  le  obligaran  á  internarse  en  Francia;  por  el  otro,  para 
el  consejo,  se  le  mandaba  convocar  las  Cortes  del  reino  en  el 
paraje  que  pareciera  más  expedito  y  seguro,  para  atender  á 
la  defensa  de  la  monarquía  y  demás  que  pudiera  ocurrir.  La 
Gacela  de  Madrid  de  13  de  Mayo  (1770),  después  de  publicar 
las  protestas  de  Carlos  IV  contra  su  abdicación^  la  carta  re- 
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mitiéndola  al  Emperador  de  los  franceses,  la  contestación  de 
éste  al  príncipe  de  Asturias  y  los  Keales  decretos  de  4  de  Mayo 
que  se  han  referido,  insertó  también  la  carta  que  Femando 
firmó  en  Bayona  el  6  de  Mayo,  renunciando  á  la  Corona  de 
España,  y  con  la  misma  fecha  revocó  los  poderes  que  había 
otorgado  á  la  junta  de  gobierno  antes  de  su  salida  de  Madrid 
para  el  despacho  de  los  negocios  graves  y  urgentes  que  pudie- 
ran ocurrir  durante  su  ausencia.  El  consejo  pleno  acordó  el 
cumplimiento  de  todas  estas  disposiciones  y  anunció  que,  con 
fecha  10  de  Mayo  se  había  expedido  Beal  provisión  en  que,  con 
motivo  del  nombramiento  del  gran  duque  de  Berg  para  lugar- 
teniente general  del  reino,  confirmaba  en  sus  destinos  á  los 
ministros  de  todos  los  tribunales  y  encargaba  la  buena  y  pron- 
ta administración  de  justicia. 

Resuelto  el  Emperador  Napoleón  á  colocar  en  el  trono  de 
España  á  su  hermano  José,  escribió  á  Murat  para  que  la  junta 
suprema  y  los  consejos  reclamaran  á  José  Bonaparte  para  Bey 
de  España;  y  aunque  el  consejo  de  Castilla  se  mostró  digno  en 
un  principio^  luego  lo  mismo  él  que  la  junta  suprema  y  el  ayun- 
tamiento de  Madrid,  doblaron  su  entereza  ante  las  circunstan- 
cias, y  la  Gaceta  pudo  anunciar  el  día  7  de  Junio  (1771),  que 
condescendiendo  con  los  deseos  manifestados  por  tan  altas  cor- 
poraciones, el  Emperador  había  designado  para  Bey  de  España 
á  su  hermano  el  Rey  de  Ñápeles  José  Napoleón;  pero  deseando 
el  primero  dar  á  esta  imposición  cierto  carácter  de  legalidad,  le 
sugirió  la  idea  de  convocar  en  Bayona  una  diputación  general 
de  ciento  cincuenta  personas  que  deberían  reunirse  en  dicha  ciu- 
dad el  15  de  Junio,  compuesta  del  clero,  nobleza  y  estado  general, 
para  tratar  allí  de  la  felicidad  de  toda  España,  proponiendo  todos 
los  males  que  el  anterior  sistema  le  habían  ocasionado  y  las  re- 
formas y  remedios  más  convenientes  para  destruirlos  en  toda  la 
nación  y  en  cada  provincia  en  particular.  En  esta  orden,  que  se 
insertó  en  la  Gaceta  del  24  de  Mayo  (1772),  se  daban  reglas  para 
que  las  ciudades  ó  pueblos  de  voto  en  Cortes  eligiesen  su  repre- 
sentante y  se  designaban  los  que  iban  á  concurrir  por  el  consejo 
de  Castilla,  por  la  marina  y  el  ejército,  por  los  grandes  de  Es- 
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y  lítalos  de  Castilla.  La  Gaceta  de  España  del  3  de  Junio 

ri'7'73)  pablicó  un  Eeal  decreto  del  Emperador  de  los  franceses 

02^   2^^yona  á  25  de  Mayo,  en  que  ordenaba  que  la  asamblea  de 

j^^^^^lIdIos  se  reuniese  en  Bayona  el  día  15  de  Junio  y  confirma- 

\^^  CkX  gran  duque  de  Berg  en  su  cargo  de  lugarteniente  general 

del     xreino  y  á  todos  los  ministros,  consejos  y  autoridades^  de- 

bierxdo  seguirse  administrando  la  justicia  del  mismo  modo  que 

hast^^ir  entonces.  Con  la  misma  fecha  el  Emperador  Napoleón 

dir\s%^  ^  ^^^  españoles  una  alocución  en  que  se  lee  este  párrafo: 

r  V^ixeetra  monarquía  es  vieja:  mi  misión  se  dirige  á  renovarla; 

txncftjoxaré  vuestras  instituciones»  y  os  haré  gozar  de  los  benefí- 

toios   de  una  reforma  sin  que  experimentéis  quebrantos  ni  con- 

>TLi.Jleilcnes.  Españolee:  acordaos  de  lo  que  han  sido  vuestros 

>p&diT«s,  y  mirad  á  lo  que  habéis  llegado.  No  es  vuestra  la  cul* 

>pa,   isxno  del  mal  gobierno  que  os  regía.  Tened  suma  esperanza 


>7 
>mi 

L 
údo 
faer^o 


fianza  en  las  circunstancias  actuales;  pues  yo  quiero  que 
cmoria  llegue  hasta  vuestros  últimos  nietos,  y  que  excla- 
JEe  d  regenerador  de  nuestra  ptxtria.  > 
españoles  se  acordaron  efectivamente  de  lo  que  habían 
s  padres,  y  sin  gobierno,  sin  Rey,  sin  poder,  sin  más  es- 
que  un  ardiente  patriotismo,  realizaron  un  alzamiento 
y  simultáneo  en  toda  la  monarquía  española,  mani- 
/flst^oión  que  si  fué  varia  y  distinta  en  su  organización  y  en  su 
^^•^^nvolvimiento,  tenía,  sin  embargo,  la  unidad  que  presta  el 
"^s^^^Txio  espíritu  y  la  misma  tendencia,  encaminada  á  Ubertar  la 
^^\x\a  de  la  dominación  extranjera.  Frente  á  frente  el  pueblo 
wpañol  del  poder  extranjero,  se  conmovió  todo  el  país,  y  en 
N  alencia,  en  Oviedo,  en  Burgos,  en  Toledo,  en  León,  en  la  Co- 
rofia  y  en  todas  partes  se  crearon  juntas  llamadas  de  Arma- 
mento y  d^ensa^  que  transmitiendo  de  pueblo  en  pueblo  el  grito 
salvador  de  Dios,  Patria  y  Rey,  llevaron  á  todos  los  ángulos 
de  la  monarquía  el  entusiasmo  del  patriotismo,  y  aquel  célebre 
parte  atribuido  al  alcalde  de  iMóstoles  en  presencia  de  los  su- 
cesos del  Dos  de  Mayo  en  Madrid,  sirvió  de  conductor  eléctrico 
para  que  en  todas  partes  se  levantase  una  salvadora  bandera 
contra  la  perfidia  francesa.  Sevilla  se  asoció  también  al  movi- 
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miento  general,  y  creó  una  junta  que  tituló  Suprema  de  España 
é  Indias^  y  bien  pronto  contó  con  la  fuerza  militar  que  en  el 
campo  de  San  Roque  mandaba  D.  Francisco  Javier  Castaños. 
Cádiz  formó  otra,  dependiente  de  la  de  Sevilla, .  que  proclamó 
solemnemente  á  Fernando  VII,  y  auxiliada  por  el  almirante 
inglés,  rindió  á  la  escuadra  francesa,  que  se  hallaba  anclada 
en  el  canal  del  arsenal  de  la  Carraca.  Valladolid,  Granada,  Ex- 
tremadura, Cartagena,  y  en  una  palabra,  todas  las  poblaciones 
de  España,  incluso  Aragón,  Cataluña  y  basta  las  Baleares,  de- 
clararon no  reconocer  otro  Gobierno  que  el  de  Femando  VII, 
ni  dejar  las  armas  basta  haber  expulsado  de  España  al  ejército 
francés.  Por  lo  mismo  que  este  movimiento  fué  espontáneo  resul- 
tó unánime,  y  todas  las  clases  sociales  rivalizaron  en  entusiasmo 
y  patriotismo.  En  un  principio  el  poder  resultó  fraccionado,  y  en 
cada  comarca  y  en  cada  pueblo  se  creó  una  junta  independien- 
te con  pretensiones  de  soberana;  pero  bien  pronto  la  idea  de  la 
unidad,  que  era  la  salvación  de  todos,  había  de  hacer  fructífe- 
ros tantos  esfuerzos  é  imponerse  contra  las  manifestaciones  que 
la  junta  Suprema  de  Gobierno,  establecida  en  Madrid  bajo  la 
presidencia  del  general  Murat,  se  creyó  obligada  á  dirigir  á  los 
españoles  en  4  de  Junio,  según  la  Gaceta  de  7  del  mismo  mes 
(1774).  En  la  alocución  dirigida  al  país  se  reconocía  la  existencia 
de  los  movimientos  suscitados  en  algunas  provincias,  y  tratando 
de  justificar  á  Napoleón  de  que  no  quería  añadir  nuevos  países 
á  su  imperio,  ofrecía,  para  calmar  los  ánimos,  el  restableci- 
miento de  las  Cortes,  la  reducción  de  los  gastos  de  la  Casa  Real, 
la  declaración  de  que  los  empleos  todos  serían  ocupados  por 
españoles,  la  disminución  en  los  impuestos  y  la  declaración  de 
que  la  religión  católica  seria  la  única  en  España,  y  no  se  tole- 
raría ninguna  otra.  Estas  concesiones  no  podían  desarmar  á 
los  españoles  que  peleaban  por  la  independencia  de  su  patria^ 
y  aunque  el  poder  extranjero  dictó  en  4  de  Junio  medidas  para 
restaurar  la  marina,  y  en  el  7,  una  diputación  de  los  grandes 
de  España,  presidida  por  los  duques  del  Infantado,  el  consejo 
de  Castilla,  varios  individuos  de  los  consejos  de  Inquisición, 
Indias  y  Hacienda,  y  los  generales  y  oficiales  del  ejército  espa- 
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fiol  que  se  hallaban  en  Bayona,  felicitaron  á  José  Napoleón, 
nombrado  Rey  de  Espafia,  según  los  decretos  publicados  en 
la  Gaceta  de  14  de  Julio  (1775),  todos  estos  actos,  en  vez  de 
calmar  la  agitación  del  país,  aumentó  la  intensidad  del  movi- 
miento, y  desde  entonces  existieron  en  Espafia  dos  diversos  po- 
deres que  entablaron  una  lucha  á  muerte,  en  la  que  fué  venci- 
do para  siempre  el  poder  extranjero  á  impulso  del  poder  na- 
cional, que  habla  nacido  el  2  de  Mayo  de  1808,  y  que  en  lo 
porvenir  iba  á  transformar  la  manera  de  ser  de  la  sociedad  es- 
pañola. No  es  fácil  ya  buscar  en  este  periodo  de  nuestra  histo- 
ria nacional  ni  gobiernos  regulares,  ni  administración,  ni  dis- 
posiciones que  puedan  ajustarse  á  una  forma  lógica  y  severa 
como  la  guardada  en  este  trabajo.  De  aquí  en  adelante  no  pre- 
senciaremos ya  más  que  la  lucha  de  un  pueblo  que,  inspirán- 
dose en  sus  tradiciones  y  en  sus  gloriosos  recuerdos,  defiende 
los  ideales  que  constituyen  su  vida  íntima  y  se  sacrifica  en  ho- 
locausto de  la  patria.  Abandonamos,  por  consiguiente,  el  mé- 
todo hasta  aquí  seguido,  porque  no  podemos  ni  tenemos  mate- 
riales para  continuarlo,  y  desde  ahora  hasta  que  arribemos  al 
establecimiento  del  gobierno  constitucional,  iremos  trazando  la 
historia  y  vicisitudes  del  poder  nacional  que  llegó  á  constituir- 
se en  una  verdadera  institución,  y  á  la  vez  historiaremos  tam- 
bién cómo  aquel  poder  extranjero,  tan  colosal  y  al  parecer  in- 
vencible, tuvo  que  retirarse  avergonzado  de  Espafia,  y  recono- 
cer el  gran  error  cometido  al  querer  interrumpir  la  tradición 
monárquica  del  pueblo  español,  y  sustituir  la  dinastía  de  los 
Borbones  con  la  de  los  Bonapartes. 


n 
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CAPITULO  III. 

CONSTITUCIÓN   DE  BAYONA. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

PODER  DE  JOSÉ  NAPOLEÓN  BONAPARTE. 

1808. 

En  el  JlfemoríaZ  áe  Sainte-Héleney  por  el  conde  de  las  Casas 
(1776),  reveló  Napoleón  I  sus  propósitos  respecto  de  España 
con  estas  elocuentes  palabras:  cEl  Rey  padre  y  la  Reina  eran, 
»por  aquel  tiempo,  objeto  de  odio  y  menosprecio  de  sus  vasa- 
»llos.  El  príncipe  de  Asturias  conspiró  contra  ellos,  hizo  que 
»abdicasen,  y  al  punto  fué  el  amor  y  la  esperanza  de  la  nación. 
>Sin  embargo,  aquella  nación  estaba  madura  para  grandes  mu- 
»danzas,  y  las  solicitaba  con  ahinco:  eso  era  en  ella  muy  popu- 
ilar,  y  en  esta  disposición  se  encontraban  los  ánimos,  cuando 
itodos  aquellos  personajes  se  hallaron  reunidos  en  Bayona:  el 
»Rey  padre  me  pedia  venganza  contra  su  hijo,  y  el  Príncipe  so- 
»litaba  mi  protección  en  contra  de  su  padre,  y  me  pedia  una 
» esposa.  Entonces  resolví  aprovecharme  de  aquella  ocasión, 
»única  para  librarme  de  aquella  rama  de  los  Borbones;  conti- 
>nuar  en  mi  propia  dinastía  el  sistema  de  la  familia  de  Luis  XVI, 
»y  encadenar  á  la  España  al  destino  de  la  Francia.  Fernando  fué 
«mandado  á  Valen9ay,  el  padre  á  Marsella  ó  donde  quiso,  y  mi 
«hermano  José  fué  á  reinar  á  Madrid  con  una  Constitución  li- 
jiberal,  adoptada  por  una  junta  de  la  nación  española,  que  ha- 
»bía  venido  á  Bayona  con  el  objeto  de  recibirla.»  Los  hechos 
han  rectificado  elocuentemente  el  juicio  que  el  desterrado  de 
Santa  Elena  legó  á  la  historia  sobre  los  tristísimos  sucesos  de 
Bayona;  pero  su  pensamiento  poUtico  salió  elocuentemente  de 
sus  labioS;  y  el  mismo  Bignon,  á  quien  Napoleón  dejó  en  su  tes- 
tamento un  legado  para  escribir  la  historia  de  la  diplomacia 
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francesa,  consignó  en  su  Historia  de  la  Francia  (1777)  que  lo 
que  había  acarreado  más  perjuicios  á  la  Francia  no  era  ni  la 
fácil  abdicación  de  Carlos  IV,  ni  la  abdicación  arrancada  á 
Femando,  sino  el  pensamiento  cuya  ejecución  hubiera  proseguido  el 
Emperador  bajo  él  mando  de  los  Borbones^  si  los  hubiese  mantenido 
en  d  trono,  y  que  continuará  abrigando  aun  para  la  dinastía  que  él 
Aa  cre€ti0y  desgraciadamente  para  ella  y  para  el  mismo  Napo- 
león, aun  cuando  pareciese  que  había  renunciado  á  semejante 
pensamiento  en  el  segundo  caso.  Este  pensamiento  será  en  él 
permanente  y  tenaz,  y  es  el  de  reunir  á  la  Francia  las  provincias 
que  yacen  á  la  oriUa  izquierda  del  Ebro,  c  Que  d  Bey  de  España  se 
iUame  Carlos,  Femando  ó  José^  d  pensamiento  capital  de  Napoleón 
^será  dicha  reunión;  todo  lo  demás  es  accesorio.^  Después  de  estas 
revelaciones,  que  desmentían  aquellas  engañosas  promesas  de 
hacer  la  felicidad  de  España,  cuando  sólo  se  trataba  de  desmem- 
brar su  territorio,  nadie  se  persuadirá,  como  Azanza  y  O'Farrii 
aseguraron  en  el  núm.  94  de  su  citada  Memoria  (1778),  que  el 
Emperador  vacilase  acerca  de  cuál  de  sus  hermanos  había  de  rei- 
nar en  España;  ni  que  quisiese  someter  seriamente  á  la  decisión 
de  la  junta  de  gobierno  y  del  consejo  y  aun  de  la  villa  de  Madrid 
la  designación  de  esta  persona.  Así  es,  que  al  pedir  el  gran  duque 
de  Berg  al  consejo  de  Castilla  señalase  la  persona  más  á  propó- 
sito para  ocupar  el  trono  español,  sin  que  por  esta  designación  se 
entendiere  que  d  consto  se  mezclaba  en  la  aprobación  ó  desaprobación 
de  dicho  tratado,  ni  que  los  derechos  dd  Rey  Carlos  y  su  hijo  y  de* 
más  sucesores  á  la  Corona,  según  las  leyes  dd  reino^  quedasen  perjudi- 
cados. Por  ello  el  consejo,  en  consulta  de  13  de  Mayo,  manifestó 
que,  bajo  las  protestas  insinuadas,  le  parecía  que  en  ejecución  de 
lo  resuelto  por  d  Emperador  podía  recaer  la  elección  en  su  hermano 
mayor  d  Rey  de  Ñapóles.  Lo  mismo  hizo  la  villa  de  Madrid  el 
día  15;  pero  deseando  aumentar  las  demostraciones,  el  mismo 
consejo  comisionó  á  D.  José  Colón  y  D.  Manuel  Lardizábal  para 
ser  portadores  de  una  carta  en  que  reproducían  los  mismos 
sentimientos  consignados  en  la  consulta.  El  día  23  de  Mayo,  en 
virtud  de  orden  del  gran  duque  de  Berg,  salió  para  Bayona  Don 
Miguel  José  de  Azanza  para  informar  al  Emperador  del  estado 
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en  que  se  hallaba  la  Beal  hacienda  de  España,  y  según  este 
mismo  relata  al  núm.  97  de  su  Msmoria  (1779),  el  28  llegó  á 
Bayona,  y  cumplido  aquel  encargo,  solicitó  á  los  tres  días  per- 
miso para  regresar  á  Madrid;  mas  el  Emperador  le  mandó  se  de- 
tuviese para  presidir  la  junta  de  notables  de  España,  que  esta- 
ba convocada  para  el  15  de  Junio. 

El  Mímiior  francés  de  22  de  Junio  de  1808  (1 780),  publicó  el  de- 
creto imperial  firmado  en  Bayona  en  6  del  mismo  mes,  por  el 
cual  el  Emperador  Napoleón  proclamaba  Bey  de  las  Españasy 
de  las  Indias  á  su  muy  amado  hermano  José  Napoleón,  Bey  en- 
tonces de  Ñapóles  y  de  Sicilia,  garantizándole  la  independencia 
é  integridad  de  sus  Estados  de  Europa,  África,  Asia  y  América. 
La  Gacela  extraordinaria  de  Madrid  del  día  12  (1781),  enteró  á  los 
españoles  de  que  el  día  7  había  llegado  á  Pau  el  nuevo  Bey  de 
España,  y  el  mismo  día  por  la  noche  á  Bayona.  Una  diputa- 
ción de  los  grandes  de  España,  presidida  por  el  duque  del  In- 
fantado, que  fué  presentada  por  Azanza,  felicitó  al  nuevo  monar- 
ca, indicando  que  su  presencia  en  España  se  deseaba  con  ansia 
para  fijar  las  ideas,  conciliar  diversos  intereses  y  restablecer  el 
orden  tan  necesario  para  la  restauración  de  la  patria.  El  conse- 
jo de  Castilla^  los  individuos  de  los  de  Inquisición,  de  Indias  y  de 
Hacienda,  y  los  generales  y  oficiales  del  ejército  español  que  se 
hallaban  en  Bayona,  formalizaron  también  sus  felicitaciones,  y 
conviniendo  al  Emperador  ganar  tiempo  antes  de  empezar  las 
sesiones  de  la  junta,  como  declara  Azanza  al  núm.  100  de  su 
Memoria  (1782),  previno  á  los  vocales  que  se  hallaban  en  Bayo- 
na exhortasen  á  los  habitantes  de  Zaragoza  á  someterse  al  nue- 
vo Bey.  Aunque  la  proclama  se  redactó  y  firmó  y  se  publicó 
por  Gaceta  extraordinaria  en  Madrid  el  14  de  Junio  (1783),  vís- 
pera de  comenzar  las  sesiones,  dicho  documento  no  pudo  pene- 
trar en  las  provincias  españolas  ni  menos  en  Zaragoza,  donde 
los  comisionados  no  encontraron  disposición  de  ser  escuchados 
por  sus  vecinos,  y  volvieron  á  Bayona.  José  Napoleón,  lejos  de 
deber  la  Corona  de  España  á  su  propio  derecho  ó  á  la  voluntad 
de  la  nación,  tan  elocuentemente  manifestada  en  contra  suya, 
la  debió  exclusivamente  al  cañón  y  la  sorpresa,  á  la  voluntad 
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dictatorial  de  su  hermano  Napoleón  I,  según  el  decreto  im- 
perial publicado  en  Francia.  La  reunión  de  notables  en  Bayo- 
na, y  la  Constitución  allí  votada,  no  tuvo  más  objeto  que  legi- 
timar una  verdadera  usurpación  de  la  voluntad  nacional;  y 
este  juicio  lo  vemos  ahora  confirmado  por  la  opinión  de  Azan- 
za,  presidente  de  la  junta  de  Bayona,  el  cual  al  núm.  107  de  su 
Memoria  afirma  (1784),  que  representó  al  Emperador  cuan  con- 
veniente sería  que  la  nación  fuese  consultada  en  Cortes  y  den- 
tro de  España,  pues  la  junta  no  estaba  constituida  bajo  un  or- 
den de  representación  nacional  suficiente  á  sancionar  una  tran- 
sacción de  tanta  importancia.  El  Emperador,  partiendo  del  prin- 
cipio de  que  la  aceptación  de  la  nación  supliría  después  la 
omisión  de  las  formalidades  y  requisitos  que  las  circunstan- 
cias no  permitían  emplear,  entregó  á  Azanza  un  proyecto  de 
Constitución  que  debía  presentarse  á  la  junta,  encargando  se 
formaran  dos  comisiones  que  prepararan  la  materia  de  las  dis- 
cusiones y  propusieren  las  alteraciones  y  modificaciones  que  es- 
timasen convenientes.  Una  de  estas  comisiones  se  compuso  de 
D.  Miguel  José  de  Azanza,  D.  Pedro  Cevallos,  duque  del  Par- 
que, D.  Vicente  Alcalá  Galiano,  D.  Antonio  Ranz  Romanillos 
y  D.  Cristóbal  de  Góngora;  y  la  otra  del  duque  del  Infantado, 
D.  José  Colón,  D.  Manuel  de  Lardizábal,  D.  Sebastián  de  To- 
rres y  D.  Raimundo  Ettenhard. 

El  Congreso  de  los  diputados  publicó  en  1874,  las  actas  de  la 

diputación  general  de  españoles  que  se  juntó  en  Bayona  el  15 

de  Junio  de  1808,  tomadas  de  los  tomos  III  y  IV  de  la  Colección 

de  papeles  reservados  de  la  biblioteca  del  Real  palacio  que  fueron 

eiitregados  á  dicho  cuerpo  colegislador  (1785).  Gracias  á  esta 

^^2:2^icación  sabemos,  que  presentaron  sus  poderes  cuarenta  y 

^e  los  ciento  cincuenta  representantes  convocados,  y  que 

^ones  comenzaron  el'día  15  de  Junio  en  el  palacio  llama- 

H  Obispado  Viejo^  con  la  asistencia  tan  sólo  de  sesenta  y 

españoles  convocados.  En  esta  primera  sesión  se  consig- 

niénes  eran  los  que  concurrían  á  la  junta,  y  leído  el  decre- 

^    jg:»:iroclamando  Rey  de  España  á  José  Napoleón,  el  presidente 

^tro^Kz^unció  el  discurso  de  apertura  que  no  se  inserta  en  el  acta, 
^  Tomo  IV  29 
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pero  que  se  publicó  por  suplemento  en  la  Croceta  de  Madrid 
de  21  de  Junio  de  1808  (1786).  En  este  discurso,  después  de 
tributar  grandes  elogios  á  Napoleón  I,  se  hacía  una  pintura 
poco  lisonjerfk  de  los  últimos  monarcas  españoles,  á  la  vez  que 
se  elogiaban  las  condiciones  del  nuevo  Bey,  y  exhortaba  á  to- 
dos á  procurar  la  común  felicidad  de  España,  despojándose  de 
toda  prevención  y  preocupación  de  país,  de  gerarquía  y  de  es- 
tado; y  concluía  condenando  la  agitación  é  inquietud  que  exis- 
tía en  algunos  pueblos  de  la  nación  española.  En  la  primera 
junta  se  acordó  también  por  unanimidad,  pasar  en  cuerpo  á 
cumplimentar  al  Rey  de  España,  á  cuyo  efecto  se  traería  un 
discurso  análogo  á  las  circunstancias  á  la  primera  sesión.  En  la 
del  día  17  se  ajustó  efectivamente  el  discurso  de  felicitación  que 
había  de  leer  el  presidente,  el  cual  iué  aprobado  por  toda  la 
junta.  En  la  del  dia  20  presentó  ya  Azanza  el  proyecto  de  cons- 
titución, y  propuso  en  nombre  de  S.  M.  la  supresión  de  la  con- 
tribución temporal  de  cuatro  maravedís  en  cuartillo  de  vino  y 
tres  y  tercio  por  ciento  de  los  írutos  que  no  diezmaban.  Aproba- 
do por  la  junta,  se  nombró  una  comisión  para  dar  gracias  al  Rey, 
y  se  acordó  la  impresión  del  proyecto  de  Constitución,  que  se  re- 
partiese á  los  individuos  déla  junta,  para  que  dentro  de  tres  días 
dieran  por  escrito  su  dictamen  sobre  el  todo  de  la  Constitución  ó 
alguno  de  sus  artículos,  haciendo  las  observaciones  que  se  les 
ofreciesen;  entre  tanto,  cada  uno  podría  en  esta  sesión  y  la  de  los 
días  siguientes,  hacer  discursos  para  ilustrar  la  opinión,  aunque 
sin  debates  ni  controversias,  cque  no  ilustran  si  no  que  confun* 
iden.  >  Se  conoce  que  la  aprobación  del  proyecto  era  urgente.  La 
junta  cuarta  se  celebró  el  21  de  Junio,  y  en  ella,  D.  Pedro  de 
Isla  leyó  un  discurso  elogiando  el  estatuto  constitucional,  pero 
indicando  que  para  las  lanas  debía  conservarse  la  aduana  de 
Burgos.  La  junta  resolvió  que  en  el  escudo  de  armas  Reales  no 
se  hiciese  otra  novedad  que  quitar  los  cuarteles  pertenecientes  á 
reinos,  que  ya  no  estaban  bajo  la  dominación  española,  y  mudar 
el  escusón.  D.  Raimundo  Etthenhard  habló  sobre  que  se  con- 
servase el  tribunal  de  la  Inquisición  como  bien  notorio  á  los 
españoles.  En  la  junta  quinta  comenzaron  á  discutirse  algunos 
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puntos  del  proyecto.  Eq  la  sexta,  celebrada  el  23»  coutinuaron 
las  obeervacionee,  y  otro  tanto  se  hizo  en  la  del  día  24  y  25,  que 
son  la  sétima  y  octava.  En  la  del  27  de  Junio,  que  forma  la 
novena,  dio  cuenta  el  presidente  de  haber  recibido  los  pliegos  de 
observacioues  al  proyecto  constitucional,  cuya  votación  comen- 
zó en  dicho  día,  con  asistencia  de  setenta  y  ocho  de  los  indivi- 
dnos  convocados.  En  la  junta  décima,  celebrada  el  28  de  Junio, 
y  en  la  undécima,  el  30,  aún  continuaron  consignándose  obser- 
vaciones; pero  en  este  último  dia  el  presidente,  deseando  mani- 
festar con  alguna  prueba  extema  la  gratitud  con  que  la  junta 
nnraba  los  desvelos  de  S.  M.  I.  por  la  felicidad  de  la  Espafta, 
propuso,  y  la  junta  acogió  con  entusiasmo,  que  se  acuñaran  dos 
medallas,  representándose  en  ellas  el  acto  de  recibir  de  manos 
do  S.  M.  I.  la  ley  constitucional  de  España.  El  día  8,  y  no  7, 
como  dijo  el  historiador  Lafuente,  se  celebró  la  duodécima  y 
última  junta,  y  en  ella  S.  M.  dirigió  un  breve  discurso  en  que, 
después  de  elogiar  la  Constitución,  se  prometía  la  tranquilidad 
<lo  £spaña.  S.  M.  entregó  la  Constitución  al  presidente,  y  des- 
pues  de  leída  manifestaron  todos  los  individuos  que  la  acepta- 
ban, y  el  presidente  contestó  al  discurso  Real.  Entonces,  en  ma- 
nos del  arzobispo  de  Burgos,  prestó  el  Bey  José  Napoleón  el  jura- 
mento marcado  en  el  artículo  6.^  de  la  Constitución,  y  lo  mis- 
mo hicieron  todos  los  individuos  de  la  junta,  y  en  último  lugar 
los  jefes  de  Palacio.  S.  M.  se  retiró,  y  la  junta  volvió  á  reunirse: 
acordó  una  modificación  en  la  forma  de  las  medallas  mandadas 
acuñar,  y  se  convino  en  que  la  aceptación  de  la  Constitución, 
hecha  de  viva  voz,  se  extendiese  por  escrito,  y  con  efecto,  así 
se  hizo,  redactando  un  documento  que  lleva  la  fecha  de  7,  y  no 
la  del  8,  en  que  la  sesión  se  celebró,  y  fué  suscrito  por  noventa 
y  un  representantes.  La  junta  acordó  también  pasar  á  tributar 
gracias  á  S.  M.  el  Emperador  por  su  celo  y  esmero  en  promo- 
ver la  feUcidad  de  la  España  y  par  la  grande  obra  de  la  Constitu- 
ción^ que  ha  sido  enteramente  de  S,  M,  I,  En  la  tarde  del  mismo 
día  se  trasladó  la  junta  á  la  casa  de  campo  de  Marrac,  donde 
residía  el  Emperador,  y  su  presidente  le  dirigió  un  discurso  de 
elogios  llamándole  el  restaurador  de  las  Espafias,  á  que  con- 
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testó  el  Emperador,  hablando  de  los  deseos  que  siempre  había 
tenido  y  tenía  de  hacer  que  la  España  recobrase  su  antigua 
gloria  y  esplendor,  y  lo  mucho  que  sentía  que  hubiera  perso- 
nas malévolas  que  se  opusieran  á  sus  miras  fomentando  sedi- 
ciones y  alborotos  que  obligarían  á  medidas  de  rigor  muy  sen- 
sibles á  su  corazón;  y  exhortó  á  todos  y  cada  uno  de  los  indi- 
viduos á  que  emplearan  el  influjo  que  les  daban  sus  dignidades 
y  sus  luces  en  desengañar  á  los  pueblos  que  estaban  en  insu- 
rrección, y  atraerlos  al  partido  de  la  justicia,  de  la  razón  y  de 
la  conveniencia. 

La  Constitución  votada  en  Bayona,  y  más  célebre  acaso  por 
no  haber  sido  planteada  ni  guardada,  fué  remitida,  con  Real 
decreto  de  13  de  Julio,  al  decano  del  consejo  de  Castilla,  y  por 
este  cuerpo  se  acordó,  en  26  de  dicho  mes,  la  impresión,  publi- 
cación y  circulación,  lo  cual  tuvo  lugar  en  las  Gacetas  de  Ma- 
drid correspondientes  á  los  días  27,  28,  29  y  30  de  dicho  mes 
(1787).  Comienza  el  Código  invocando  el  nombre  de  Dios,  y  di- 
ciendo, que  se  decretaba  para  que  se  guardase  como  ley  funda- 
mental y  base  al  pacto  que  unía  á  los  pueblos  con  el  Rey  y  ai 
Bey  con  los  pueblos.  Se  declaraba  la  religión  católica  como 
la  del  Rey  y  la  nación,  sin  permitirse  ninguna  otra.  Se  esta- 
blecía la  monarquía  hereditaria  de  varón  en  varón,  por  orden 
de  primogenitura,  sin  que  la  Corona  de  España  pudiera  reu- 
nirse nunca  con  otra  en  una  misma  persona.  Durante  la  me- 
nor edad  del  Rey  habría  un  solo  regente,  si  no  lo  hubiese  desig- 
nado el  predecesor,  y  formarían  el  consejo  de  regencia  los  siete 
senadores  más  antiguos.  Se  determinaban  la  dotación  de  la 
Corona  y  los  oficios  de  la  Casa  Real.  Habría  nueve  ministe- 
rios; y  los  ministros  serían  responsables  de  la  ejecución  de  las 
leyes  y  de  las  órdenes  del  Rey.  El  senado  sería  vitalicio  y  de 
nombramiento  del  Rey,  y  tendría  xxha  junta  senatoria  de  liberíad 
de  imprentay  compuesta  con  cinco  de  sus  individuos,  y  facultad 
de  proteger  la  libertad  individual  y  suspender  la  Constitución 
en  tiempos  borrascosos,  adoptando  medidas  extraordinarias  de 
seguridad  pública.  Habría  un  consejo  de  Estado,  con  facultad 
de  examinar  los  proyectos  de  leyes  civiles  y  criminales  y  los 
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reglamentos  generales  de  administración  pública.  Las  Cortes  se 
compondrían  de  tres  estamentos,  el  del  clero,  el  de  la  nobleza 
y  el  del  pueblo,  concediéndose  el  primer  carácter  á  los  yeinti- 
cinco  arzobispos  y  obispos.  Los  nobles  deberían  disfrutar  una 
renta  anual  de  20.000  pesos  fuertes,  ó  haber  prestado  largos  é 
importantes  servicios  en  la  carrera  civil  ó  militar.  Los  diputados 
serian  elegidos  por  provincias,  pero  se  necesitaba  ser  propieta- 
rio de  bienes  raíces.  Y  el  Rey  nombraría  quince  comerciantes 
y  quince  diputados  de  las  universidades.  Las  sesiones  no  serían 
públicas.  Se  asimilaron  las  provincias  españolas  de  América  y 
Asia  á  las  de  la  metrópoli,  siendo  libres  el  comercio,  la  indus- 
tria y  el  cultivo.  En  Espafia  é  Indias  habría  un  solo  código  de 
leyes  civiles  y  criminales.  £1  orden  judicial  sería  independiente. 
El  Rey  nombraría  todos  los  jueces.  El  proceso  criminal  sería 
público,  y  en  las  primeras  Cortes  se  trataría  si  se  establecería 
ó  DO  el  proceso  por  jurados.  Se  declararon  deuda  nacional  los 
vales  Reales,  los  juros  y  los  empréstitos.  Se  suprimieron  las 
aduanas  interiores.  Se  unificó  el  sistema  de  contribuciones,  y 
se  suprimió  toda  clase  de  privilegios.  Se  pactó  una  alianza  ofen- 
siva y  defensiva,  perpetuamente,  entre  la  Francia  y  la  Espafia. 
Se  declaró  inviolable  el  domicilio,  y  nadie  podría  ser  preso  sino 
en  virtud  de  una  orden  legal  y  escrita.  El  tormento  quedó  abo- 
lido. También  lo  fueron  las  vinculaciones  de  cierta  importancia, 
y  se  declaró  que  en  adelante  no  podía  fundarse  ninguna  sino  en 
virtud  de  concesión  Real.  Ninguno  podría  obtener  empleos  pú« 
blicos  si  no  había  nacido  en  Espafia  ó  había  sido  naturalizado. 
Los  presupuestos  de  gastos  é  ingresos  y  las  alteraciones  en  los 
códigos,  sistema  de  impuestos  ó  de  monedas,  seria  atribución  de 
las  Cortes.  Los  fueros  de  Navarra  y  de  las  provincias  Vascon- 
gadas se  examinarían  en  las  primeras  Cortes.  Y  dos  afios  des- 
pués de  haberse  ejecutado  enteramente  esta  Constitución,  se 
establecería  la  libertad  de  imprenta  por  una  ley  hecha  en  Cor- 
tes. Esta  Constitución  está  firmada  por  el  Rey  José  en  Bayona 
á  6  de  Julio  de  1808,  y  refrendada  por  su  ministro  secretario 
de  Estado  D.  Mariano  Luis  de  Urquijo. 
El  nombramiento  de  Napoleón  I  y  la  Constitución  de  que  se 
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acaba  de  dar  exacta  noticia,  constituían  el  único  títalo  de  le- 
gitimidad que  podía  mostrar  José  Napoleón  Bonaporte  para 
considerarse  Bey  de  España  é  Indias,  como  firmó  al  pie  de  di- 
cha Constitución.  Dicho  título  tenía  un  origen  ilegítimo,  por- 
que ni  Carlos  IV  ni  Fernando  Vil  estaban  autorizados  para 
disponer  de  los  destinos  de  la  nación  española,  y  al  renunciar 
en  manos  del  Emperador  de  los  franceses  los  derechos  que  les 
correspondían  á  la  Corona  de  España,  aun  suponiendo  que  pu- 
dieran hacer  esta  renuncia,  carecían  de  la  libertad  necesaria 
para  realizar  un  hecho  de  tamaña  importancia.  Verdad  es  que 
Fernando,  desde  ValeuQey,  y  otros  individuos  de  la  familia 
Real,  felicitaron  al  nuevo  monarca  por  su  exaltación  al  trono 
de  España;  pero  estas  adhesiones,  realizadas  en  país  extranje- 
ro y  bajo  la  misma  presión  que  habían  producido  las  renun- 
cias, no  podían  legitimar  lo  que  desde  un  principio  fué  vicioso  y 
nulo.  La  firma  puesta  al  pie  de  la  Constitución  de  Bayona  por 
noventa  y  uno  de  los  representantes  llamados  á  dicha  capital  por 
el  Emperador  de  los  firanceses,  tampoco  representaban  á  la  na- 
ción española,  cuya  opinión  resultaba  elocuente  por  la  actitud 
que  habían  adoptado  la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  Espa- 
ña; y  como  en  el  decreto  de  convocatoria  de  19  de  Mayo 
de  1808,  Napoleón  tuvo  muy  buen  cuidado  de  determinar  la 
mayor  parte  de  los  individuos  que  debían  concurrir  á  aquella 
reunión,  en  ocasión  de  tener  ocupada  militarmente  toda  la  Es- 
paña, viene  á  resultar  que,  en  vez  de  ser  la  Constitución  de  Ba- 
yona la  expresión  del  pueblo  español,  no  representaba  ni  repre- 
senta ante  la  historia  más  que  la  imposición  hábilmente  prepa- 
rada por  el  afortunado  soldado  del  siglo,  y  garantida  con  las 
bayonetas  de  los  ejércitos  firanceses.  El  reinado,  pues,  de  José 
Napoleón  Bonaparte,  aun  prescindiendo  de  las  condiciones  que 
le  adornaban,  y  que  no  tenemos  inconveniente  en  reconocer,  se 
apoyaba  en  un  título  muy  quebradizo,  como  lo  es  siempre  el  ca- 
pricho ó  la  ambición  de  un  hombre  garantido  sólo  por  la  fuer- 
za. Por  lo  demás,  la  mencionada  Constitución  se  presta  grande- 
mente á  una  severa  crítica;  pero  como  obra  de  aplicación  en  de- 
terminadas circunstancias^  puede  considerarse,  como  dijo  La- 
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fuente  (1788),  como  la  transición  menos  violenta  de  la  forma 
del  absolutismo  á  la  forma  de  la  libertad. 

Jurada  la  Constitución  por  José  Bonaparte,  nombró  para  el 
ministerio  de  Estado  á  D.  Mariano  Luis  de  Urquijo;  para  el  de 
Negocios  extranjeros,  á  D.  Pedro  Cevallos;  para  el  de  Indias,  á 
D.  Miguel  José  de  Azanza;  para  el  de  Marina,  á  D.  José  de  Ma- 
zarredo;  para  el  de  Hacienda,  al  conde  de  Gabarras;  para  el 
de  Gracia  y  Justicia,  á  D.  Sebastián  Piñuela;  para  el  de  la  Gue- 
rra, á  D.  Gonzalo  OTarrill,  y  para  el  del  Interior,  áD.  Gaspar 
Melchor  de  Jovellauos,  á  quien  no  se  consiguió  sacar  de  su 
apartado  retiro.  Arreglado  el  personal  del  gobierno,  confirmó 
al  duque  del  Infantado  en  el  cargo  de  coronel  de  Reales  guar- 
dias de  infantería  española,  y  al  príncipe  de  Castelfranco  en  el 
de  la  guardia  w  alona;  al  duque  del  Parque  le  nombró  capitán 
de  guardias  de  Corps;  al  conde  de  Santa  Coloma  le  fué  conce- 
dida la  gracia  de  gentilhombre  de  cámara  con  ejercicio;  al  con- 
de de  Fernán  Nuñez  le  nombró  montero  mayor;  al  duque  de  Hí- 
jar^  gran  maestro  de  ceremonias;  al  marqués  de  Ariza,  sumiller 
de  Corps,  y  á  D.  Carlos  de  Saligny,  duque  de  San  Germán,  le 
confirió  la  grandeza  de  España  y  los  empleos  de  teniente  gene- 
ral y  capitán  de  guardias  de  Corps  (1789).  Aunque  Rey  creado 
en  el  extranjero  y  apoyado  por  extranjeros  ejércitos,  José  Na- 
poleón partió  de  Bayona  para  España  el  día  9  de  Julio,  y  tuvo 
el  buen  acuerdo  de  rodearse  exclusivamente  de  españoles.  En 
esta  forma;  y  con  los  títulos  que  dejamos  reseñados,  inauguró 
su  poder  en  España  José  Napoleón  Bonaparte. 

SECCIÓN  n. 

PODEB  Y  ADMINISTRACIÓK  DE  JOSÉ  NAPOLEÓN  BONAPAKTE  EN  ESPAÑA 

EN   1808. 

La  Gacela  de  Madrid  de  7  de  Julio  de  1808  (1790),  anunció 
que  estando  próxima  la  entrada  del  Rey  en  España,  y  siendo 
éste  un  acontecimiento  tan  deseado  como  de  feliz  agüero  para 
la  nación»  se  haría  pública  la  noticia  tan  luego  se  recibiesen  los 


456  DEL   POOBR  CIVIL   Bff  KSPAXA 

primeros  avisos  de  la  llegada  de  S.  M.  al  territorio  español.  La 
de  9  del  mismo  mes  (1791)^  daba  cuenta  de  haberse  calmado  en 
Santander  la  agitación  producida,  y  haber  salido  una  diputa- 
ción para  poner  á  los  pies  del  Rey  los  homenajes  de  la  ciudad, 
protestar  del  más  vivo  arrepentimiento  por  los  sucesos  del  mes 
anterior  y  jurar  una  fidelidad  inviolable.  Esta  comisión  fué  re* 
cibida  por  el  Bey  en  San  Sebastián,  y  según  consigna  A.  Du 
Casse  en  las  Memoricts  dd  Bey  José  (1792),  le  escribía  al  Em* 
perador  con  fecha  del  10  lo  siguiente:  €Aquí  ha  venido  una 
«diputación  de  Santander  á  pedirme  descargue  á  aquella  du- 
»dad  de  una  contribución  de  doce  millones  que  le  ha  sido  im- 
ypuesta.  Yo  creo  que  no  se  debe  imponer  ninguna  contribución 

>sin  orden  mía Una  ciudad  entera  no  debe  ser  así  castiga- 

>da De  este  modo  no  ganaremos  nada  en  d  espíritu  ddpuMo^  y 

*será  imposible  que  las  cosas  salgan  bien  en  una  nación  como  esta, 
>¿Es  V.  M.  quien  ha  mandado  exigir  esta  contribución?  ¿Estoy 
>yo  autorizado  para  disminuirla,  ó  para  relevar  enteramente  de 
>ell$i  á  Santander  según  las  circunstancias?....  >  Por  Tolosa, desde 
donde  ordenó  su  proclamación  en  Madrid  y  Toledo,  se  dirigió 
el  Bey  á  Vitoria,  y  mandó  hacer  rogativas  por  el  feliz  acierto 
en  el  gobierno  de  estos  reinos,  donde  había  sido  proclamado  el 
día  11,  y  le  decía  á  su  hermano  con  fecha  del  12:  cHe  llegado 
»á  esta  ciudad,  donde  he  sido  proclamado  ayer.  El  espíritu  délos 

^habitantes  es  muy  contrario  á  todo  esto Nadie  ha  dicho  hasta 

lahora  toda  la  verdad  á  Y.  M.  El  hecho  es  que  no  hay  un  español 
y  que  se  muestre  adicto^  á  excepción  dd  corto  número  de  personas  que 
"khan  asistido  á  la  junta,  y  que  viajan  conmigo.  Los  demás,  según 
9van  llegando  ddante  de  mía  esta  dudado  á  otros  pud)los,  se  escon- 
*den  espantados  por  la  opinión  unánime  de  st4S  compatriotas.»  José 
Napoleón  comenzó  á  ser  prudente  y  conocer  la  verdad  de  su  si- 
tuación. Con  la  misma  fecha  del  12  firmó  en  Vitoria  una  alocu- 
ción á  los  españoles,  manifestando  sus  sentimientos,  detallando 
las  ventajas  de  la  Constitución,  y  ofreciendo  reinar  con  leyes,  y 
que  sólo  la  virtud  y  el  mérito  serían  títulos  para  obtener  los 
empleos  públicos.  En  la  misma  fecha  decretó  que  la  Corona  de 
Espafia  é  Indias  se  dividiese  en  seis  cuarteles,  sobreponiendo 
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en  ellas  el  águila.  El  14  salió  de  Vitoria  y  llegó  á  Burgos  el  16, 
escribiendo  á  Napoleón  lo  siguiente:  c  Parece,  repüOy  que  nadie 
^os  ha  dicho  la  verdad  exacta^  y  no  debo  ocultárosla.  No  creáis  que 
»el  miedo  me  hace  ver  visiones.  Al  dejar  á  Ñapóles  he  entrega- 
»do  mi  vida  á  las  eventualidades  más  azarosas;  desde  que  es- 
»to7  en  España,  me  digo  todos  los  días:  <Mi  vida  es  poca  cosa 
>y  os  la  abandono.  >  Mas  para  no  vivir  con  la  vergüenza  que 
» acompaña  el  mal  éxito,  son  menester  grandes  medios  en  hom- 
»bres  y  dinero.  Solo  entonces  la  f  acuidad  de  mi  carácter  me  podrá 
^captar  algunos  partidarios.  Hoy,  y  en  tanto  que  todo  sea  dudo* 
iso,  la  bondad  parece  cobardía,  y  estoy  dispuesto  á  parecer 
>menos  bueno.  Para  salir  lo  mejor  posible  de  esta  tarea  repug- 
»nante  á  un  hombre  destinado  á  reinar,  es  preciso  desplegar 
agrandes  fuerzas  á  fin  de  impedir  más  sublevaciones,  y  cpue  haya 
amenos  sangre  que  verter  y  menos  lágrimas  qtie  enjugar.  De  cual- 
»quier  modo  que  se  resuelvan  los  negocios  de  España,  su  Bey 
>no  puede  hacer  más  que  gemir  y  porque  hay  que  conquistar  por  la 
^fuerza]  pero  en  fin,  pues  que  la  suerte  está  echada,  será  preciso 
«prolongar  los  trastornos  lo  menos  posible.  No  me  asusta  mi 
«posición,  pero  es  única  en  la  historia:  no  tengo  aquí  un  solopar* 
*tidario.ik  Ni  el  brillo  de  la  corona,  ni  su  fácil  entrada  en  Espa- 
\  ña,  habían  fascinado  á  José  Napoleón.  Reconoció  desde  el  prin- 

cipio que  la  opinión  del  país  le  era  adversa:  confesó  que  sólo 
contaba  con  los  que  por  error  ó  debilidad  no  habían  sabido  apre- 
ciar el  estado  de  aquélla,  y  buscó  la  fuerza  como  único  elemen* 
to  para  sostener  su  falsa  posición.  Poder  que  así  nacía,  estaba 
muerto. 

Llegó  á  Madrid  el  20  de  Julio,  y  la  Gaceta  del  día  siguien- 
te (1793)  anunció  la  llegada  del  monarca,  tan  parcamente,  que 
pasó  casi  desapercibida.  La  del  día  23  hizo  saber  (1794)  que 
desde  su  llagada  no  había  salido  del  Real  Palacio;  que  había 
recibido  á  los  jefes  de  Palacio,  grandes  de  España,  presidentes 
y  gobernadores  de  consejos,  títulos  y  personas  de  todas  clases, 
y  á  los  generales  españoles  y  franceses,  oficiales  y  á  los  de  su 
guardia  española  y  walona.  La  proclamación  en  Madrid  y  To- 
ledo se  realizaría  el  25,  y  sucesivamente  en  las  demás  ciudades 
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del  reino.  La  corte  vestiría  de  gala  durante  tres  días.  El  conse- 
jo Real  de  Castilla  había  mandado  guardar,  cumplir  y  circular 
á  todas  las  justicias  la  Constitución.  Y  añadía  el  diario  oficial: 
La  España  ve  por  la  primera  vez  un  soberano  que^  sin  qemplo  en  la 
historia^  ha  renunciado  á  la  posesión  en  que  estaban  sus  antepasa- 
dos de  reunir  todos  los  derechos  en  su  persona,  y  los  ha  distribuido  y 

r 

fijado  de  suerte  que  sólo  se  ha  reservado  él  poder  necesario  para  ser 
benéfico,  pero  ninguno  para  que  en  tiempo  alguno  sus  sucesores  pue- 
dan dejar  de  serlo.  Era  la  primera  manifestación  oficial  que  se 
hacía  contra  el  poder  absoluto.  La  Gaceta  del  día  24  (1795), 
dio  cuenta  del  juramento  de  fidelidad  que  el  día  anterior  ha- 
bían prestado  los  altos  cuerpos  consultivos  del  Estado,  después 
del  cual  había  celebrado  un  consejo  de  ministros  que  había  du- 
rado seis  horas.  En  él,  por  lo  visto,  debió  discutirse  el  Real  de- 
creto del  23,  publicado  en  la  Gaceta  del  24,  exigiendo  el  jura- 
mento de  fidelidad  hasta  el  15  de  Agosto,  indultando  á  todos 
los  que  le  prestasen,  de  cualquier  clase  que  fuesen;  y  reclaman- 
do de  las  provincias  que,  prestado  el  juramento,  enviaran  cua- 
tro diputados  á  esta  corte,  elegidos  uno  por  el  clerO;  otro  por  la 
nobleza  y  dos  por  el  estado  llano,  con  instrucciones  acerca  del 
estado  de  su  provincia  y  cabal  conocimiento  de  sus  más  urgen- 
tes necesidades.  En  la  misma  fecha  y  Gaceta  se  señaló  la  tarde 
del  día  25  para  la  proclamación  en  Madrid,  y  se  fijó  todo  el  ce- 
remonial que  debía  guardarse.  Pero  además  de  estas  disposi-* 
clones  que  se  hicieron  públicas,  debió  tratarse  la  cuestión  polí- 
tica con  relación  al  estado  alarmante  del  país,  pues  en  carta 
del  mismo  24  de  Julio,  publicada  por  A.  Du  Casse  en  las  Me- 
morias dd  Bey  José  (1796);  decía  á  su  hermano  el  Emperador 
de  los  franceses:  «El  estado  de  Madrid  continúa  siendo  el  mis- 
óme; prosigue  la  emigración  de  todas  las  clases Enrique  IV 

itenía  un  partido;  Felipe  V  no  tenía  sino  un  competidor  que 
» combatir,  y  yo  tengo  por  enemiga  una  nación  de  12  millones 
»de  habitantes,  bravos  y  exasperados  hasta  el  extremo.  Se  ha- 
»bla  públicamente  de  mi  asesinato;  pero  no  es  este  mi  temor. 
•Todo  lo  que  se  hizo  aquí  el  2  de  Mayo  es  odioso;  no  se  ha  te- 
tnido  ninguna  de  las  consideraciones  que  se  debían  tener  para 
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tcon  este  pueblo.  La  pasión  era  el  odio  hacia  el  príncipe  de  la 
»Paz;  aquellos  á  quienes  esta  pasión  acusa  de  ser  sus  proteo* 
>tores,  le  han  heredado  y  me  han  transmitido  este  odio.  La 

iconducta  de  las  tropas  es  propia  para  mantenerle Debo  re- 

»petir  lo  que  tantas  veces  he  dicho  ya  y  he  escrito  á  Y.  M.; 
>pero  no  tenéis  confianza  en  mi  manera  de  ver.  Sean  los  que 
»quieran  los  acontecimientos  que  me  aguardan,  esta  carta  re* 
«cordará  á  V.  M.  que  yo  tenía  razón.  Si  Francia  puso  sobre  las 
»armas  un  millón  de  hombres  en  los  primeros  añps  de  su  re* 
>volución,  ¿por  qué  España,  aún  más  unánime  en  su  furor  y 
>en  su  odio,  no  podrá  poner  500.000,  que  serán  aguerridos  y 
>muy  aguerridos  en  tres  meses?  Necesito,  pues,  antes  de  tres 
>mese8,  50.000  hombres  y  50  millones.  Los  hombres  honrados 
>no  me  son  más  afectos  que  los  picaros.  No,  sefior;  estáis  en 
»un  error:  vue^ra  gloria  se  hundirá  en  España.  Mi  tumba  seña* 
fiará  vuestra  impotencia,  porque  nadie  dudará  de  vuestra  afee* 
»ción  hacia  mi.  Todo  esto  sucederá,  etc.»  Hay  que  reconocer  que 
José  Napoleón,  persona  instruida,  acostumbrada  al  mando  y 
conocedora  del  sentimiento  de  los  pueblos,  apreció  perfecta- 
mente desde  los  primeros  momentos  su  verdadera  situación,  y 
la  falta  de  consistencia  del  poder  que  representaba.  Se  defen- 
dió, no  obstante,  bien;  administró  mejor;  quiso  atraer  las  sim- 
patías  del  pueblo  español,  pero  todo  era  imposible.  La  cuestión 
planteada  tenia  por  norte  la  independencia  de  la  patria,  y  esta 
aspiración  no  podia  satisfacerse  con  medidas  administrativas, 
por  aceptables  que  fuesen. 

Bazón  tenia  José  Napoleón  de  alarmarse  del  estado  de  la 
opinión,  porque  ésta  acogía  toda  clase  de  rumores,  y  la  Gaceta 
del  25  (1797)  hubo  de  publicar  un  bando  de  la  sala  de  alcaldes 
de  la  Real  Casa  y  corte,  desmintiendo  que  dentro  de  pocos  días 
se  cerrasen  las  puertas  de  esta  villa  y  se  alistaran  forzadamen- 
te los  jóvenes,  pues  S.  M.,  lejos  de  pensar  en  una  conscripción, 
que  no  tendría  objeto,  confiaba  no  tener  necesidad  en  mucho 
tiempo  de  quintas,  principalmente  si,  desengañados  los  vete- 
ranos y  más  ilustrados  sobre  sus  propios  intereses  y  los  de  su 
patria,  aceleraban  la  época  Toliz  en  que  3.  M.,  guardado  por  el 
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amor  de  sos  vasaUos,  no  uecesitaría  más  faerza.  La  proclama- 
ción 86  efectuó  con  la  mayor  pompa  y  aparato  el  día  25  {Qoee- 
ta  del  26)  (1798),  y  en  el  mismo  día  fueron  nombrados  conse- 
jeros de  Estado  el  marqués  de  las  Amarillas,  D.  Ignacio  Múz- 
quiz,  D.  Manuel  de  Lardizábal,  D.  Ramón  de  Posada,  D.  José 
García  de  León,  D.  Ignacio  Martínez  de  Vilella,  D.  Manuel  Ro- 
mero, D.  Antonio  Ranz  Romanillos,  D.  Estanislao  de  Lugo, 
D.  Pablo  de  Arribas,  D.  Francisco  Ángulo,  D.  Juan  Antonio 
Llórente  y  D.  Antonio  de  la  Cuesta,  y  D.  Pablo  de  Arribas  fué 
además  nombrado  superintendente  general  de  policía  de  Ma- 
drid y  su  rastro.  Al  conde  de  Campo  Alange,  que  había  llevado 
el  estandarte  Real  el  día  de  la  proclamación,  según  relata  la 
Gaceta  del  27  (1799),  se  le  concedió  la  grandeza  de  Espafta, 
y  D.  José  de  Mazarredo  fué  nombrado  capitán  general  de  la 
Real  armada.  Un  Real  decreto  de  26  (1800),  ordenó  se  entre- 
gasen al  ministro  de  Hacienda,  por  inventario  y  bajo  su  reci- 
bo, todos  los  diamantes  y  alhajas  de  la  Corona,  pudiendo  em- 
peñarlas, y  su  producto  entraría  en  tesorería  mayor  á  medida 
que  se  verificase,  para  servir  á  sus  pagos.  Otro  del  28  (1801), 
ordenó  que  todos  los  asuntos  de  provisiones  de  mar  y  tierra 
pasaran  del  ministerio  de  Hacienda  á  los  de  Guerra  y  Marina. 
Y  con  fecha  del  30  (1802),  se  creó  una  fuerza  municipal  para 
proteger  las  personas  y  las  propiedades,  por  compañías  de  1(X) 
hombres,  en  cada  uno  de  los  10  cuarteles  en  que  estaba  divi- 
dido Madrid,  y  se  nombraron  comisarios  para  su  organización 
al  teniente  general  D.  Antonio  Escaño»  D.  José  Joaquín  Marti 
y  D.  Adrián  Marcos  Martínez. 

Los  presentimientos  de  José  Napoleón  comenzaron  á  reali- 
zarse. El  grito  de  insurrección  había  cundido  por  todos  los  ám- 
bitos de  la  monarquía;  la  resistencia  comenzaba  á  organizarse, 
y  los  movimientos  de  Segovia  y  Logroño  anunciaban  los  de 
Santander  y  ValladoUd,  dirigido  este  último  por  el  general  Don 
Gregorio  de  la  Cuesta,  cuyas  desacertadas  disposiciones  moti- 
varon el  desastre  de  Bioseco.  Lo  mismo  tuvo  lugar  en  Tudela 
y  Alagón,  donde  fué  batido  el  general  Palafox.  En  Barcelona 
no  tenían  los  acontecimientos  el  mismo  favorable  aspecto,  pues 
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Dubesine  tuvo  que  replegar  las  fuerzas  que  habia  enviado  á 
Valencia,  y  retirarse  por  vez  primera  ante  los  muros  de  Gero- 
na. Moncey  también  fué  rechazado  por  los  valencianos.  A  sofo- 
car la  insurrección  de  Andalucía,  fué  enviado  el  general  Du- 
pont,  con  una  fuerte  división  francesa,  que  fácilmente  ganó  el 
puente  de  Alcolea,  y  sujetó  á  Córdoba  y  á  Jaén  á  todos  los 
horrores  de  la  guerra;  motivando  crueles  represalias  (1803). 
Habiendo  enfermado  el  gran  duque  de  Berg,  y  ausentádose  á 
Francia,  fué  reemplazado  por  el  general  Savary,  que.  llegó  á 
Madrid  el  15  de  Junio,  y  comprendiendo  la  realidad  de  la  si- 
tuación, su  primer  cuidado  fué  auxiliar  á  los  ejércitos  de  Moncey 
y  Dupont,  y  recomendar  á  éste  que  retrocediese.  Blake  y  Cuesta 
fueron  batidos  en  Bioseco,  y  el  Emperador  Napoleón,  dando  á 
este  desastre  la  importancia  que  en  la  guerra  de  sucesión  ha* 
bia  tenido  la  acción  de  Yillaviciosa,  exclamó:  c  La  jomada  de 
»Bioseco  ha  colocado  en  el  trono  de  España  á  mi  hermano 
>  José,  >  y  partió  inmediatamente  para  París.  Los  acontecimien- 
tos se  encargaron  de  demostrarle  que  era  equivocado  su  juicio, 
porque  el  general  D.  Francisco  Javier  Castaños  había  organi- 
zado todas  las  fuerzas  regulares  de  ambas  Andalucías,  y  empe- 
ñada el  día  19  la  batalla  con  el  ejército  del  general  Dupont, 
éste  tuvo  que  firmar  en  Andújar,  el  22  de  Julio,  la  capitulación 
que  hizo  inmortal  el  nombre  de  Bailen,  y  prisionero  de  guerra 
todo  el  ejército  francés  mandado  por  Dupont,  cuya  espada  fué 
entregada  al  general  Castaños,  ganando  el  título  de  duque  de 
Bailen.  Nuestros  poetas  cantaron  esta  gloria;  los  historiadores 
españoles  la  han  ensalzado,  y  hasta  los  mismos  escritores  fran- 
ceses tributaron  elogios  al  valor  español  (1804). 

Este  resultado  vino  á  confirmar  las  prudentes  observaciones 
de  José  Napoleón;  y  tan  luego  como  tuvo  conocimiento  de  la 
capitulación  de  Bailen,  celebró  un  consejo  extraordinario  de 
generales  y  personas  civiles  de  su  confianza,  y  se  acordó  aban- 
donar á  Madrid  el  día  30  de  Julio^  retirándose  al  Ebro,  y  reple- 
gar sobre  dicho  punto  las  fuerzas  que  operaban  en  Castilla  y 
Valencia.  La  artillería  del  Bietiro  y  casa  de  la  China  fué  clava- 
da; las  armas  y  municiones  se  inutilizaron;  las  alhajas  del  Real 
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Palacio  86  recogieron;  y  habiendo  invitado  á  los  españoles  com- 
prometidos á  qaedarse  ó  seguir  al  monarca,  sólo  se  resolvieron 
á  acompañarle  Cabarrús,  Mazarredo,  Urquijo,  OTarril  y  Azan- 
za,  quedándose  en  Madrid  Ceballos,  Peñuelas  y  los  duques  del 
Infantado  y  del  Parque.  Según  las  relaciones  de  los  historia- 
dores franceses,  el  Rey  salió  de  Madrid  en  medio  del  más  pro- 
fundo silencio,  y  no  consiguió  llevar  un  criado  español,  c  Desde 
esta  retirada,  ya  no  quedaba  en  la.  Península  ni  siquiera  una 
persona  que  fuese  adicta  al  Bey  José:  ni  el  pueblo,  que  jamás 
le  había  querido;  ni  la  clase  elevada,  ni  la  clase  media,  las  cua- 
les, después  de  haber  vacilado  un  momento,  por  temor  á  la 
Francia,  y  con  la  esperanza  de  las  mejoras  que  podían  espe- 
rarse de  ella,  ya  no  vacilaban,  al  ver  que  la  Francia  mismas 
declaraba  vencida  en  el  hecho  de  retirarse  de  Madrid.  Azan- 
za  y  O'Farril,  testigos  presenciales,  aunque  defendiendo  su 
actitud,  dijeron  al  número  122  de  su  Memoria  (1805),  que 
hasta  la  batalla  de  Bailen,  la  instalación  del  nuevo  soberano 
recibía  en  la  corte  todos  los  testimonios  de  adhesión  y  recono- 
cimiento que  sirven  á  establecer  la  autoridad  Real;  pero  á  las 
primeras  noticias  de  aquella  batalla  los  ánimos  empezaron  á 

vacilar En  una  palabra,  el  suceso  de  Bailen,  por  el  cual 

en  nada  mudaba  de  naturaleza  el  partido  político  que  cada 
uno  había  abrazado,  pareció  á  muchos  que  hacía  mudar,  á 
lo  menos,  d  estado  de  las  cosas.*  £1  Rey  José  y  estos  mis- 
mos ministros,  según  refiere  Thiers  en  la  Historia  dd  imperio^ 
(1806),  no  se  creyeron  seguros  ni  en  Burgos,  y  se  dirigieron  al 
Ebro,  escogiendo  á  Miranda  por  cuartel  general,  y  sólo  se  con- 
sideraron garantidos  cuando,  además  del  rio,  se  vieron  rodea- 
dos de  los  veinticinco  mil  hombres  de  Madrid,  veinte  mil  de 
Bessieres,  diez  y  siete  mil  de  Verdier  y  toda  la  reserva  de  Ba- 
yona. Entre  tanto,  el  consejo  de  Castilla  intentaba  tranquilizar 
á  los  madrileños,  con  motivo  de  la  salida  de  las  tropas  france- 
sas de  la  corte,  publicando  ima  alocución  en  la  Gacda  del  2  de 
Agosto,  otra  en  la  del  3,  otra  en  la  del  5,  y  otra  en  la  del  7  (1807), 
al  mismo  tiempo  que  se  ordenaba  un  alistamiento  del  vecinda- 
rio de  Madrid;  pero  en  la  del  9  (1808),  copiándolo  de  la  Crocela 
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ministerial  de  Sevüla,  número  18,  se  publicaban  noticias  de  Ca- 
taluña, y  se  llamaba /oro^íeío^  á  las  tropas  francesas^  á  las  cua- 
les se  atribuían  hechos  lamentables,  y  se  insertaban  las  comu- 
nicaciones de  Palafox  en  Aragón  el  10  de  Julio,  de  las  juntas 
de  Badajoz  y  Murcia  del  9  de  Julio  y  22  de  Junio,  el  parte  de 
la  batalla  de  Bailen  dado  por  Castaños  en  12  de  Julio,  y  el  de- 
creto de  S.  M.  británica  de  4  de  Julio,  mandando  cesar  inme- 
diatamente todas  las  hostilidades  contra  España,  levantar  el 
bloqueo  de  sus  puertos  y  proteger  los  navios  y  buques  de  la 
nación  española.  Desde  entonces  la  Inglaterra  fué  nuestra  aliada. 
En  la  Gaceta  del  12  de  Agosto  (1809),  se  publicó  una  manifesta- 
ción contra  la  Francia;  se  dio  nueva  organización  al  diario  ofi- 
cial, y  se  fijó  el  plan  de  su  publicación,  hasta  que  venga  á  sa- 
carla de  ellas  (apuradas  circunstancias)  nuestro  suspirado  Rey 
y  señor  Fernando  VII.  La  Oaceia  de  Madrid  estaba,  pues,  en 
las  manos  del  poder  nacional,  frente  á  frente  al  de  José  Bona- 
parte,  refugiado  en  las  orillas  del  Ebro. 

Con  la  salida  del  mismo  de  Madrid  había  coincidido  el  deno- 
dado esfuerzo  de  los  aragoneses  en  su  primer  sitio,  descrito  con 
gran  exactitud  por  D.  Agustín  Alcaide  Ibieca  en  su  Historia  de 
las  dos  sitios  de  Zaragoza  (1810),  y  el  general  Lefebvre  recibió  la 
orden  de  retirarse  en  primeros  de  Agosto,  emprendiendo  el  14 
la  marcha  hacia  Navarra,  c  con  el  corazón  lacerado,  mostrando 
»la  más  honda  tristeza  en  su  semblante,  y  humillados  hasta  el 
>extremo,  por  verse  precisados  á  retroceder  ante  soldados  á 
«quienes  tenían  en  poco  (1811).»  El  sitio  de  Gerona  también  fué 
abandonado  por  Duhesme,  después  de  sus  impremeditadas  co- 
municaciones. Inglaterra  enviaba  á  Portugal  una  poderosa  es- 
cuadra, con  fuerzas  de  desembarco ,  mandadas  por  el  teniente 
general  Sir  Arturo  Wellesley ,  después  duque  de  Wellington ,  y 
el  24  eran  derrotados  los  franceses  en  Torres- Vedrás,  originán- 
dose la  convención  del  30 ,  por  la  cual  abandonó  el  ejército 
francés  á  Portugal  á  mediados  de  Setiembre.  Era  indispensa- 
ble, para  restablecer  el  honor  de  las  armas  francesas ,  hacer  un 
gran  esfuerzo,  y  éste  consistía  en  que  Napoleón  I  tomase  el 
mando  de  los  ejércitos  de  España,  como  lo  realizó  el  4  de  No- 
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yiembre,  atravesando  el  Bidasoa.  Mientras  tanto ,  José  Napo- 
león y  su  ejército  habían  permanecido  á  la  defensiva,  y  el 
Pranhiarío  de  sus  leyes  y  decretos^  impreso  en  1810  y  1811  en 
la  imprenta  Real  (1812),  nos  revela  que  en  5  de  Setiembre  de 
1808,  dio  Real  decreto  desde  Miranda  de  Ebro,  miandando  se 
admitiese  y  pasase  desde  entonces  en  estos  reinos  la  moneda 
francesa;  el  9  dictó  otro,  para  evitar  los  insultos  en  los  pueblos 
y  caminos  contra  las  tropas  francesas;  en  Vitoria,  á  1.^  de  Oc- 
tubre, se  decretó  que  los  empleados  y  todos  los  que  tuviesen 
sueldo  ó  pensión  del  Tesoro  público,  cesasen  de  percibirlo  hasta 
que  constase  haber  hecho  juramento  de  fidelidad;  y  el  20,  en  el 
mismo  punto,  instituyó  la  orden  militar  de  España.  Napoleón  I, 
después  de  reorganizar  los  ejércitos  de  España,  dirigió  un  men- 
saje al  Cuerpo  legislativo  francés ,  y  se  trasladó  al  teatro  de  la 
guerra,  cpara  coronar,  como  él  decía,  con  la  ayuda  de  Dios,  en 
«Madrid  al  Rey  deEspaña^  y  plantar  sus  águilas  sobre  las  forta- 
»lezas  de  Lisboa.  >  Sus  ejércitos  se  componían  de  200.000  infan- 
tes y  50.000  caballos. 

Colocado  Napoleón  I  al  írente  de  sus  numerosas  fuerzas,  con- 
siguió por  ellas,  y  con  el  prestigio  de  su  nombre,  la  ventaja  de 
Espinosa  de  los  Monteros,  y  derrotó  cerca  de  Burgos  el  ejército 
nacional  de  Extremadura,  entregando  á  aquella  ciudad  al  pi- 
llaje y  el  incendio,  lo  cual  hace  exclamar  á  Du  Casse,  en  las 
Memorias  del  Bey  José  (1813),  que  esos  desórdenes  eran  poco 
propios  para  hacer  amar  la  dominación  francesa  en  España. 
Napoleón  atribuyó  gran  importancia  á  este  suceso ;  envió  al 
Cuerpo  legislativo  las  banderas  cogidas ,  y  éste  felicitó  á  la  Em- 
peratriz por  los  triunfos  de  su  esposo.  En  el  campo  imperial  de 
Burgos,  como  dijo  la  Gaceta  extraordinaria  de  11  de  Diciem- 
bre (1814),  se  firmó  en  12  de  Noviembre  de  1808,  por  el  Empe- 
rador de  los  franceses,  un  Real  decreto  declarando  enemigos  de 
Francia  y  España,  y  traidores  á  ambas  Coronas,  con  orden  de 
aprehenderlos,  pasarlos  por  las  armas  y  confiscar  sus  bienes,  á 
los  duques  del  Infantado,  Híjar,  MedinaceU  y  Osuna,  al  mar- 
qués de  Santa  Cruz,  los  condes  de  Fernán-Núñez  y  Altamira, 
el  príncipe  de  Castel-Franco,  D.  Pedro  de  Ceballos  y  el  obispo 
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de  Santander.  Y  á  nombre  suyo  y  de  su  hermano ,  el  Rey  de 
España  concedió  amplia  amnistía  á  todos  los  españoles  que  en 
el  término  de  un  mes,  contado  desde  que  entrasen  en  Madrid, 
depusiesen  las  armas,  renimciando  á  toda  comunicación  con 
Inglaterra,  y  reuniéndose  alrededor  del  trono  y  de  la  Constitu- 
ción. Hasta  el  22  de  Noviembre  no  se  movió  de  Burgos,  pero 
el  29  llegó  á  Boceguillas,  y  el  30  tomó  el  puerto  de  Somosierra, 
que  le  abría  las  puertas  de  Madrid.  Los  ministros  que  habían 
acompañado  al  Bey  José,  escribieron  al  presidente  de  la  junta 
central,  al  decano  del  consejo  y  al  corregidor  de  Madrid ,  ex- 
hortándoles á  someterse  á  Napoleón  y  no  prolongar  una  estéril 
resistencia;  pero  la  junta,  según  la  Gaceia  extraordinaria  de  25 
de  Noviembre  (1815),  mandó  cque  estos  infames  escritos  fu^ 
«sen  quemados  por  mano  del  verdugo,  y  sus  autores  abandona- 
»do8  á  la  execración  pública,  tenidos  por  infidentes,  desleales  y 
>malo8  servidores  de  su  legítimo  Bey,  indignos  del  nombre  es- 

»pafiol,  y  traidores  á  la  religión,  á  la  patria  y  al  Estado » 

Aunque  Madrid  quiso  resistir,  tuvo  por  fin  que  capitular  en  4 
de  Diciembre  con  el  Emperador  Napoleón,  otorgando  éste  á  la 
junta  militar  y  política  la  conservación  de  la  religión  católica; 
la  libertad  y  seguridad  de  las  vidas  y  propiedades  de  todos ;  el 
no  exigir  otras  contribuciones  que  las  ordinarias ;  el  conservar 
las  leyes,  costumbres  y  tribunales;  alojar  á  las  tropas  en  cuar- 
teles y  pabellones ;  las  tropas  saldrían  con  los  honores  de  la 
guerra;  pagar  fielmente  las  deudas  del  Estado ;  conservar  los 
honores  á  los  generales  que  quisieran  quedarse  en  la  capital ,  y 
tomar  posesión  aquel  día  de  la  ciudad. 

Las  tropas  francesas  ocuparon  á  Madrid ;  á  los  dos  días  fue- 
ron desarmados  los  vecinos,  y  Napoleón  I  continuó  en  Chamar- 
tín,  desde  donde  por  sí  y  sin  la  menor  intervención ,  dictó  los 
siguientes  decretos:  cUno,  destituyendo  por  cobardes  é  indignos 
»á  los  individuos  del  consejo  de  Castilla;  arrestando  á  sus  fisca- 
lice, y  deteniendo  á  los  consejeros.  Otro,  mandando  organizar 
linmediatamente  el  tribunal  de  reposición  creado  por  el  tít.  n, 
>art.  101  de  la  Constitución  del  reino  de  España.  Otro,  supri- 

>miendo  el  tribunal  de  la  Inquisición.  Otro ,  declarando  que  un 
Tomo  IV  30 
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«mismo  individuo  no  podía  poseer  sino  una  sola  encomienda. 
>Otro,  reformando  el  clero  regular.  Otro,  aboliendo  el  derecho 
»feudal  y  todos  los  privilegios.  Otro,  prohibiendo  las  aduanas 
«interiores.  Y  con  fecha  del  7  dirigió  á  los  españoles  un  mani- 
»fíesto  que,  como  los  anteriores  decretos,  se  insertó  en  la  Gaceta 
:i^extraordifiaria  de  11  de  Diciembre  de  1808,  y  en  la  cual,  ase- 
»gurando  que  los  derechos  de  la  guerra  le  autorizaban  para  dar 
>un  grande  ejemplo  y  lavar  con  sangre  los  ultrajes  que  á  él  y  á 
»su  nación  se  habían  hecho,  pero  que  sólo  había  escuchado  la 
«clemencia,  afirmaba  que  los  destinos  de  la  nación  española  es> 
«taban  en  sus  manos,  y  que  si  no  se  desechaba  el  veneno  que  de- 
«rramaban  los  ingleses,  colocaría  á  su  hermano  en  otro  trono  y 
«sus  sienes  ceñirían  la  corona  de  España,  y  sabría  hacer  que  los 
«malvados  le  respetasen,  pues  Dios  le  habia  dado  la  voluntad  y 
«fuerza  necesarias  para  superar  todos  los  obstáculos.»  Si  el  Rey 
de  España  era  José  Bonaparte,  las  anteriores  resoluciones  le 
habían  arrebatado  la  autoridad  y  la  soberanía.  Comprendiendo 
la  difícil  situación  en  que  se  le  colocaba,  escribió  el  8  á  su  her- 
mano una  carta  de  que  da  cuenta  Du  Gasse  en  sus  Memo- 
rías  (1816),  renunciando  á  todos  los  derechos  que  le  había  dado 
al  trono  de  España,  y  salió  para  el  Pardo.  Este  acto  influyó  en 
el  Emperador  lo  bastante  para  robustecer  de  nuevo  la  autori- 
dad de  su  hermano,  y  procurar  que  el  10  se  presentasen  todas 
las  clases  sociales  á  pedir  les  concediera  tener  la  satisfacción  de 
ver  en  Madrid  á  S.  M.  el  Eey.  Entonces  el  Emperador  les  aren- 
gó y  les  dijo  que  les  hacía  la  merced  de  darles  un  Rey,  al  cual 
todos  los  vecinos  habrían  de  jurar  fidelidad  en  los  templos  ante 
el  Santísimo  Sacramento,  é  inculcarla  los  sacerdotes  en  el  pulpi- 
to y  en  el  confesonario.  El  Rey  José  Bonaparte,  desde  el  Pardo, 
en  14  de  Diciembre,  dictó  Real  decreto  ordenando  la  formación 
del  regimiento  de  infantería  de  Unea,  con  la  denominación  de 
Real  extranjero  (1817);  pero  el  Emperador,  el  15,  ordena- 
ba (1818)  se  formasen  en  Madrid  cuatro  batallones  de  guardias 
nacionales.  El  18  estableció  una  comisión  imperial  de  secues- 
tros é  indemnizaciones.  El  21  de  Diciembre  partió  de  Chamar- 
tín  el  Emperador  Napoleón,  después  de  haber  concedido  títulos 
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á  los  grandes  oficiales  del  imperio  y  á  los  generales,  y  resuelto 
indudablemente  á  batir  á  los  ingleses;  pero  las  nuevas  que  re- 
cibió en  Astorga  el  2  de  Enero  de  1809,  acerca  de  la  actitud  del 
Austria,  le  hicieron  modificar  su  propósito,  y  el  17  partió  para 
París,  ordenando  que  todas  las  ciudades  ocupadas  por  el  ejér- 
cito  francés,  cuya  población  pasase  de  dos  mil  habitantes,  las 
de  diez  mil  y  las  de  veinte  mil,  los  obispos,  cabildos  y  conven- 
tos, habían  de  enviar  á  Madrid  una  diputación  para  llevar  al 
Rey  el  proceso  verbal  de  haberle  prestado  juramento.  José  Bo- 
naparte  desde  el  Pardo  se  trasladó  á  la  Florida,  y  luego  á  Aran- 
juez,  donde  pasó  revista  á  la  división  mandada  por  el  mariscal 
Víctor;  y  desde  entonces  toda  su  política  se  encaminó  á  hacerse 
simpático  á  los  españoles,  elogiando  el  carácter  nacional,  adop- 
tando sus  colores  y  uniformes,  y  agraciando  á  los  españoles  con 
los  cargos  de  Palacio.  El  ministro  del  Interior,  D.  Manuel  Ro- 
mero, terminó  el  año  1808  con  una  alocución  al  pueblo  de 
Madrid  (1819),  exhortando  á  todos  los  propietarios  á  alistarse 
bajo  las  banderas  de  la  nueva  guardia  nacional. 

£1  poder  de  José  Bonaparte  en  1808,  tuvo  por  consecuencia 
dos  distintos  caracteres :  uno,  que  buscando  en  apariencia  la 
opinión  del  país,  nació  de  un  simulacro  de  Cortes  en  Bayona, 
cuando  realmente  no  existía  más  que  una  usurpación  del  trono 
español,  y  el  propósito  de  ensanchar  el  territorio  de  la  Francia; 
otro,  en  que  el  Emperador  de'  los  franceses,  á  título  de  conquis- 
tador, imponía  al  país  las  leyes  de  la  guerra;  legislaba,  admi- 
nistraba y  gobernaba,  volviendo  á  nombrar  Rey  á  su  hermano, 
amenazando  con  ceñir  él  mismo  la  corona  de  España,  y  por 
todo  derecho,  diciendo  en  su  proclama  de  7  de  Diciembre: 
Sabéis  querido  que  á  los  derechos  que  me  habían  cedido  los  Príncipes 
de  la  ÚUima  dinastía,  añadiese  los  de  la  guerra.  En  el  primer  caso, 
se  habían  guardado  siquiera  las  apariencias  de  la  legalidad,  si- 
mulando que  el  pueblo  español  deseaba  el  reinado  de  José  Bo- 
naparte, y  que  la  nación  española  lo  elegía.  En  el  segundo,  se 
evidenciaba  que  sólo  la  voluntad  de  un  hombre  ambicioso  pre- 
tendía sujetar  á  su  victoriosa  espada  los  destinos  gloriosos  de 
un  gran  pueblo,  á  quien  había  sorprendido  y  engañado.  La 
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realidad  era  que  se  trataba  de  una  invasión  extranjera  é  injus- 
ta, y  desde  entonces  el  poder  de  José  Bonaparte  quedaba  exclu- 
sivamente garantido  por  la  fuerza  que  le  prestaba  su  hermano 
Napoleón  I.  {Efímero  poderl 

SECCIÓN  m. 

PODER  DE  JOSÉ  NAPOLEÓN  BONAPARTE  DESDE  1809  A  1813. 

Las  revoluciones  de  los  pueblos  pueden  examinarse  relatan- 
do todos  los  acontecimientos  que  ocurrieron,  en  cuyo  caso  caen 
bajo  el  dominio  del  historiador;  6  examinando  las  variadas  al- 
ternativas de  la  guerra,  cuando  los  pueblos  fían  á  la  fuerza  la 
suerte  de  sus  destinos,  lo  cual  constituye  su  aspecto  científico- 
militar;  Ó  buscando  en  las  disposiciones  políticas,  económicas  y 
administrativas,  es  decir,  en  todo  lo  que  constituye  el  poder  del 
Estado,  la  explicación  de  su  origen,  tendencia  y  significación. 
Pocos  períodos  de  nuestra  historia  nacional  han  merecido  más 
preferente  estudio  que  el  que  comenzó  el  afio  1808,  y  termina 
en  1813  con  la  salida  de  José  Bonaparte  de  España.  El  minis- 
terio de  la  Guerra,  en  su  dirección  de  Estado  mayor,  conservó 
un  rico  é  inagotable  manantial  de  documentos  para  ilustrar  la 
historia  de  nuestra  independencia.  La  discusión  acerca  de  los 
acontecimientos  de  esta  época,  se  inició  en  Espafia  y  en  Francia 
en  1814.  El  marqués  de  Mcmca  y  D.  Pedro  Ceballos,  publicaron 
ciertos  impresos  acerca  de  dichos  acontecimientos,  y  D.  Juan 
Escóiquiz  imprimió  en  1814  (1820)  su  Idea  sencíUa  de  las  razo^ 
nes  que  motivaron  el  viaje  dd  Bey  D.  Femando  VII  á  Bayona  en 
el  mes  de  Abril  de  1808,  y  aludido  D.  Pedro  Ceballos,  publicó  en 
el  mismo  afio  Observaciones  sobre  dicha  obra  (1821).  Escóiquiz 
replicó  con  una  nota  (1822),  y  Ceballos  contestó  nuevamente 
con  Nuevas  observaciones  (1823).  En  el  mismo  año,  D.  Juan 
Nellerto  (D.  Juan  Antonio  Llórente)  imprimió  en  París  las  Me- 
morias para  la  historia  de  la  revolución  española  (1824).  Azanza 
y  O'Farril,  también  desde  París,  escribieron  en  1815  su  Memo- 
ria  (1825)..  Al  propio  tiempo  que  D.  Alvaro  Flórez  Estrada  pu- 
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blicaba  en  Londres  en  1818  una  Bepresentadón  á  Femando  VII 
en  defensa  de  las  Cortes  (1826),  la  tercera  sección  de  la  comi- 
sión de  jefes  y  oficiales  de  todas  armas  escribía,  de  orden  de 
S.  M.,  la  Historia  de  la  guerra  de  España  contra  Napoleón  Bono- 
parte  (1827)  en  1818,  de  que  no  llegó  á  ver  la  luz  pública  más 
que  el  tomo  primero.  Después,  de  la  revolución  de  España, 
escribieron  el  conde  de  Toreno,  Muñoz  Maidonado,  Chao,  La- 
fuente,  Martínez  de  la  Rosa  y  otros,  en  España  (1828),  sirvien- 
do de  gran  auxiliar  las  Gacdas  de  la  época.  En  Francia,  los 
generales  Savary  y  Jourdan  publicaron  sus  Memorias  (1829),  y 
Du  Casse  dio  á  conocer  en  1854  las  Memorias  del  Rey  José  (1830). 
En  1820  se  publicaron  en  París,  por  Luis  Bonaparte,  los  Docu- 
mentos históricos  (1831).  Mr.  Basset  dio  á  conocer  sus  Memorias 
anecdóticas  (1832),  y  el  obispo  Pradt  publicaba  las  suyas  (1833). 
Foy  escribía  la  Historia  de  la  guerra  de  la  Península  (1834).  An- 
duaga  tradujo  en  1847,  España  y  Francia  en  sus  relaciones  di- 
plomáticas desde  d  advenimiento  de  la  Casa  de  Borbón  (1835). 
Thiers  trazó  la  Historia  dd  imperio  (1836).  El  mismo  Empera- 
dor  consignó  el  juicio  de  sus  actos  en  el  Memorial  de  Santa  Ele- 
na (1837).  Mr.  Bignon  lo  completó  en  la  Historia  de  la  diplo- 
mada francesa.  El  Monitor  de  París  confirmó  en  sus  páginas  la 
exactitud  de  muchos  de  los  hechos  que  acontecieron  (1838).  La 
prensa  local  de  España  ofrece  valiosos  elementos  para  escribir 
la  historia  de  la  independencia  española.  Y  en  los  momentos 
que  se  trazan  estas  líneas,  un  general  español,  D.  José  Gómez 
de  Axteche  (1839),  escribe  con  notable  é  imparcial  criterio  la 
Cruerra  de  la  independencia ,  ó  sea  la  Historia  militar  de  España 
desde  1808  á  1814^  agotando  la  época  bajo  el  aspecto  científico 
militar. 

No  sucede  lo  mismo  respecto  de  la  historia  política,  admi- 
nistrativa y  económica,  que  con  diversas  direcciones  trazaron, 
por  una  parte  el  Poder  nacional,  y  por  otra  el  Poder  de  José  Bo- 
ñaparte^  con  razón  calificado  de  intruso.  En  los  diversos  traba- 
jos que  hemos  consultado,  no  hemos  encontrado  más  que  indi- 
caciones generales,  pero  ninguna  obra  concreta  acerca  de  la 
significación  del  gobierno  que  durante  cinco  años  ñincionó  en 
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Espada,  administró  sos  intereses,  residió  en  la  corte  y  dio  á 
conocer  sos  disposiciones  por  medio  del  periódico  oficial.  De- 
seosos de  llenar  este  vacío,  trazaremos  en  este  capitulo  los  prin- 
cipales acontecimientos  de  la  época,  en  relación  con  la  perso- 
nalidad de  José  Bonaparte,  y  en  el  siguiente  daremos  á  cono- 
cer, por  primera  vez  en  España,  la  serie  de  disposiciones  que 
adoptó  respecto  de  todos  los  ramos  de  la  administración  pública, 
y  que  constituyen  un  período  de  verdadera  transición  entre  los 
principios  y  la  organización  de  la  monarquía  absoluta  y  los 
que,  inspirándose  en  los  principios  de  la  revolución  francesa, 
aspiraban  á  constituir  el  gobierno  y  la  administración  bajo  una 
base  opuesta  á  la  que  hasta  entonces  se  había  guardado,  y 
constituía  el  carácter  peculiar  del  antiguo  régimen.  Al  absolu- 
tismo iba  á  sustituir  la  libertad.  A  la  centralización,  la  vida 
propia  de  los  pueblos.  Tal  es  nuestro  propósito;  pero  llevamos 
un  afio  de  extraordinario  trabajo,  y  tememos  que,  si  no  las  fuer- 
zas, nos  falte  el  tiempo  material  para  ponerle  remate  en  el  es- 
caso tiempo  que  nos  resta.  Procuraremos  sintetizar  todo  lo  po- 
sible, y  reseñar  la  accidentada  situación  de  José  Napoleón  Bo- 
naparte y  su  administración,  para  examinar  después  el  desen- 
volvimiento del  poder  nacional,  que  nos  condujo  al  estableci- 
miento del  sistema  constitucional. 

Al  terminar  el  afio  1808,  la  autoridad  de  José  Bonaparte 
quedaba  profundamente  quebrantada,  no  sólo  porque  los  actos 
de  soberanía  que  había  ejercido  Napoleón  I  habían  causado 
su  desprestigio,  sino  porque  el  Emperador  se  cuidaba  poco  de 
enaltecer  el  nombre  y  la  respetabilidad  de  su  hermano  ante  los 
jefes  del  ejército  francés.  Por  ello,  mientras  fué  un  lugartenien* 
te  del  Emperador  Napoleón,  se  limitó  á  residir  en  el  Pardo  y 
en  la  Florida,  y  sólo  en  Aranjuez  se  permitió  pasar  revista  á 
una  división  francesa.  Germinaba  en  su  pensamiento  la  ideado 
conquistar  el  afecto  de  los  espafioles  con  medidas  justas,  con 
una  administración  acertada,  é  imprimiendo  á  todos  sus  actos 
un  carácter  verdaderamente  español.  Al  partir  precipitadamen- 
te para  Francia,  el  Emperador  Napoleón  le  ordenó  volviese  á 
entrar  en  Madrid,  y  así  lo  realizó  el  22  de  Enero  de  1809,  y  al 
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contostar  en  la  iglesia  de  San  Isidro  al  discurso  del  obispo  au- 
xiliar  de  Madrid,  pronunció  las  siguientes  palabras:  cLa  unidad 
>de  nuestra  santa  religión,  la  independencia  de  la  monarquía, 
»la  integridad  de  su  territorio  y  la  libertad  de  sus  ciudadanos, 
>son  las  condiciones  del  juramento  que  he  prestado  al  recibir 

>la  Corona.  Ella  no  se  envilecerá  en  mi  cabeza i  Y  fué  muy 

notado  que,  al  pronunciar  este  discurso  no  mencionara  para 
nada  al  Emperador.  El  año  1 809  corrió  para  el  Rey  José  bajo 
mejores  auspicios  que  el  de  1808.  En  los  días  17  y  18  del  mes 
de  Enero,  el  ejército  inglés  se  había  reembarcado  en  la  Corufia, 
y  este  acontecimiento  produjo  la  rendición  de  la  ciudad  y  del 
arsenal  del  Ferrol.  En  Uclés  sufrimos  otra  derrota.  El  bloqueo 
de  Barcelona  se  levantó,  mientras  Zaragoza  renovaba  las  glo* 
rias  de  su  primer  sitio;  pero  tenía  que  capitular  el  20  de  Fe- 
brero. Todas  estas  ventajas  las  completó  el  monarca  con  multi- 
plicadas disposiciones  acerca  de  diferentes  ramos  de  la  adminis- 
tración pública.  En  cambio,  Inglaterra  terminó  en  9  de  Enero 
un  tratado  de  alianza  con  el  gobierno  nacional,  comprometién- 
dose á  auxiUar  á  los  españoles  con  todo  su  poder,  y  á  no  reco- 
nocer otro  Rey  de  España  é  Indias  que  Fernando  VII.  A  la 
sazón,  según  los  datos  de  Du  Gasse,  rectificados  por  Thiers,  y 
vueltos  á  rectificar  recientemente  con  cuadros  específicos  por 
el  Sr.  Gómez  Arteche,  la  Francia  tenía  en  España  una  fuerza 
dispuesta  &  combatir  de  200.000  hombres.  En  el  mes  de  Marzo 
tuvo  lugar  la  desgraciada  jornada  de  Medellín,  y  el  Rey  José 
propuso  un  acomodamiento  á  la  junta  central,  al  mismo  tiem- 
po que  Sebastiani  escribía  al  ilustre  Jovellanos  una  misión,  que 
mereció  una  elevada  y  patriótica  respuesta.  El  Portugal  fué  in- 
vadido por  el  general  Soult,  pero  allí  las  cosas  tomaron  un  ca- 
rácter muy  desfavorable  para  los  franceses,  porque  el  gobierno 
inglés  había  enviado  á  Lisboa  un  ejército  de  desembarco  al 
mando  de  Sir  Arturo  Wellesley,  después  duque  de  Wellington, 
que  le  obligó  á  internarse  otra  vez  en  España.  La  Galicia,  en 
tanto,  se  había  insurreccionado  por  completo.  Y  en  Castilla  se 
comenzaba  á  ensayar  el  sistema  de  las  guerrillas,  tan  caracterís- 
tico del  pueblo  español  y  siempre  practicado  con  excelentes  re- 
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saltados,  y  comenzaban  á  sonar  como  guerrilleros  el  Marquesi* 
io  y  el  Empecinado.  Todos  los  movimientos  de  los  ejércitos  fran- 
ceses pretendía  dirigirlos  desde  Francia  el  Emperador  Ñapo* 
león,  y  ocasiones  hubo  en  que  el  Bey  José  Bonaparte  salió  de 
Madrid,  dirigiéndose  por  Toledo  á  Madrídejos,  para  facilitar  el 
repliegue  de  Sebastiani^  cuya  posición  no  era  ventajosa,  según 
escribió  en  sus  Memorias  el  mariscal  Jourdan,  que  era  el  jefe  de 
Estado  mayor  del  monarca.  En  Aragón,  Barcelona  y  Valencia, 
la  suerte  favoreció  á  las  armas  francesas.  El  nuevo  temor  de 
ver  atacado  á  Madrid  obligó  al  Rey  José  á  salir  en  los  primeros 
días  de  Julio  para  Talavera,  donde  se  hallaba  el  día  9,  tomando 
parte  el  28  en  la  batalla  de  Talavera  de  la  Reina,  objeto  de 
grandes  controversias  entre  los  escritores  militares,  pero  ilustra- 
da por  documentos  muy  curiosos  que  se  publicaron  en  las  Me- 
morios  del  Rey  José,  y  por  Thiers  en  la  Historia  dd  imperio.  El  9 
de  Agosto  dirigió  una  proclama  á  las  tropas  francesas,  atribu- 
yéndose  el  triunfo  en  Talavera  y  elogiando  la  bravura  de  su 
ejército.  En  otra  desde  Madridejos,  á  12  de  Agosto,  dio  cuenta 
del  resultado  de  la  derrota  de  Almonacid,  después  de  lo  cual  re- 
gresó á  Madrid.  El  afio  1809  terminó  con  la  heroica  defensa  de 
Gerona,  que  ha  inmortalizado  el  nombre  de  Alvarez  (1840). 

A  principios  de  1810,  se  proponía  el  Emperador  Napoleón 
completar  una  masa  de  400.000  hombres  para  terminar  esta 
guerra  devoradora,  como  la  llama  Thiers,  meditando  ponerse 
otra  vez  al  frente  de  sus  ejércitos;  y  aunque  pretendía,  como  en 
otras  ocasiones,  dirigir  las  operaciones  desde  la  Francia^  pudie- 
ron convencerle  las  observaciones  del  Rey  José,  y  aprobó  la 
expedición  de  éste  á  las  Andalucías  para  dominar  por  com- 
pleto aquel  país  y  destruir  el  núcleo  de  resistencia  del  gobierno 
nacional.  El  15  de  Enero  U^ó  el  Rey  á  Sierra-Morena,  y  el  20 
todo  su  ejército  había  franqueado  los  desfiladeros  de  Despeña- 
perros,  y  prontamente  ocuparon  á  Jaén  y  Córdoba,  pudiendo  en- 
tablar negociaciones  con  la  junta  de  Sevilla,  que  se  trasladó  á 
la  isla  de  León.  £1  Rey  José  llegó  hasta  el  Puerto  de  Santa  Ma- 
ría, y  en  Abril  se  paseaba  tranquilamente  desde  Sevilla  á  Jerez 
y  sucesivamente  por  el  territorio  de  Granada,  Jaén  y  Andújar. 
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Pero  todas  estas  satisfacciones  vino  á  turbarlas  la  actitud  del 
Emperador  Ni^oleóo,  que  queriendo  ser  el  verdadero  Rey  de 
España,  comenzó  á  disponer  de  los  ejércitos,  de  las  rentas  y  del 
territorio  de  la  nación  española,  ordenando  á  los  jefes  de  opera- 
ciones que  no  obedeciesen  otras  instrucciones  que  las  del  go- 
bierno de  París,  pues  su  hermano  sólo  era  un  general  de  sus 
ejércitos  del  otro  lado  del  Pirineo.  De  tal  amargura  se  poseyó  el 
Rey  José,  que  desde  Córdoba,  s^ún  la  correspondencia  inserta 
en  el  tomo  VU  de  sus  Msmorias  (1841),  escribía  á  la  Reina  en 
los  siguientes  términos:  clnteresa  conocer  cuáles  son  las  verda- 
•deras  disposiciones  del  Emperador  hacia  mí:  á  juzgar  por  los 
•hechos  son  bien  malas,  y  no  sé  ciertamente  á  qué  atribuirlas. 
>¿Qué  quiere  de  mí  y  de  la  España?  Que  me  anuncie  de  una 
» vez  su  voluntad,  y  no  estaré  más  tiempo  colocado  entre  lo  que 
•parece  que  soy  y  lo  que  soy  en  realidad,  en  un  país  en  que  las 
•provincias  sometidas  están  á  merced  de  los  generales,  que.po- 
•nen  los  tributos  que  se  les  antoja,  y  tienen  orden  de  no  oirme. 
•Si  el  Emperador  quiere  malquistarme  en  España,  es  menester 
•renunciar  á  ella  en  el  acto:  no  quiero  en  este  caso  sino  retirar- 
•me.  Basta  el  ensayo  de  dos  reinos  y  no  quiero  el  tercero,  per- 
eque deseo  vivir  tranquilo  y  adquirir  una  hacienda  en  Francia, 

•lejos  de  París,  ó  ser  tratado  como  Rey  y  como  hermano 

•Deseo,  pues,  que  prepares  los  medios  para  que  podamos  vivir 
•independientes  en  un  retiro,  y  ser  justos  con  los  que  me  han 
•servido  bien.»  Al  propio  tiempo  enviaba  al  ministro  Azanza  á 
exponer  al  Emperador,  de  la  manera  más  prudente  que  pudiese, 
la  injusticia  con  que  era  tratado,  y  momentos  hubo  en  que  pen- 
só abdicar  la  Corona  de  España,  que  sólo  poseía  en  el  nombre. 
Conjurados  por  de  pronto  estos  temores,  se  emprendió  la  expe- 
dición á  Portugal,  que  tanto  preocupaba  á  Napoleón;  y  aunque 
Ciudad- Rodrigo  y  Almaida  cayeron  en  poder  de  las  tropas  fran- 
cesas, fueron  batidas  en  Busaco  y  sólo  á  fines  de  Diciembre  el 
ejército  francés  pudo  ser  socorrido.  Las  guerrillas  se  habían 
multiplicado  en  todas  partes;  la  guerra  se  hacía  cada  vez  más 
cruel  y  sanguinaria;  pero  sábese,  por  las  memorias  del  conde  de 
Mélito,  que  el  Emperador  Nspol^^ón  no  quiso  dar  la  menor  sa- 
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tisfacción  á  su  hermano  José,  y  éste,  falto  de  recursos  y  sin  la 
menor  esperanza,  pensó  nuevamente  en  renunciar  á  la  Corona 
de  España,  y  llevó  esta  cuestión  á  consejo  de  ministros,  donde 
se  ideó  una  transacción  que  no  quiso  escuchar  siquiera  el  em- 
bajador de  Francia.  Conocido  el  resultado,  José  Bonaparte  ex- 
presó su  deseo  de  ausentarse  de  un  país  donde  sólo  experimen- 
taba disgustos  y  sinsabores. 

Lejos  de  modificarse,  se  agravó  esta  situación  el  afio  1811. 
Mina  reahzó  en  la  sierra  de  Arlaban  la  más  célebre  de  las  sor- 
presas que  pudiera  imaginar  un  guerrillero.  Tarragona  comen- 
zó á  correr  peligro,  y  por  fin  fué  perdida;  pero  en  cambio  ni 
Valencia  ni  Aragón  se  dieron  momento  de  reposo.  En  Enero 
de  este  afio  José  Bonaparte  volvió  á  enviar  á  París  á  uno  de 
sus  edecanes  para  averiguar  cuál  era  su  verdadera  situación; 
pero  ni  las  gestiones  del  enviado,  ni  las  de  la  misma  Reina  Ju- 
lia, impidieron  que  en  Febrero  publicara  el  Manüor  de  París  un 
artículo  en  que  se  afirmaba  que  varias  provincias  de  España 
pedían  á  gritos  su  reunión  al  imperio.  Entonces,  pasó  una  nota 
á  su  hermano  indicándole  que  le  convendría  renunciar  á  los 
negocios  políticos;  y  no  bastándole  esta  manifestación  escrita, 
partió  de  San  Ildefonso  el  24  de  Abril  y  llegó  á  París  el  15  de 
Mayo,  acompañado  de  varios  de  sus  ministros.  Ya  en  Francia 
supo  que  el  Emperador  no  aprobaba  aquel  viaje,  pero  la  enér- 
gica actitud  de  José  Bonaparte  obligó  á  Napoleón  I  á  ofrecer 
que  cesarían  los  gobiernos  militares,  pero  que  debía  volver  á 
España,  donde  debería  reunir  las  Cortes  del  reino.  Aceptó  con 
gran  júbilo  esta  indicación  el  Rey  José,  pero  bien  pronto  hubo 
de  convencerse  de  que  tales  promesas  no  habían  de  tener  cum- 
plimiento. Esto  motivó  que  en  24  de  Diciembre,  según  hace 
constar  Du  Casse  en  las  Memorias  citadas  (1842),  entregase  al 
embajador  de  Francia  las  dos  cartas  que  reflejan  la  triste  situa- 
ción á  que  se  veía  reducido  dicho  monarca  ya  en  Madrid:  <Se- 
>ñor,  le  decía,  mi  posición  ha  empeorado  de  tal  modo,  por  una 
» multitud  de  circunstancias,  independientes  sin  duda  de  la  vo- 
tluntad  de  V.  M.,  que  me  determino  á  presentarla  á  vuestros 
»ojoS;  suplicándoos  oigáis  al  general  Ornano,  portador  de  la 
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«preseute,  que  ha  vivido  bastante  cerca  de  mí  en  Madrid  para 
^conocerla.  Estoy  convencido  de  que  V.  M.  hará  cesar  el  orden 
>de  cosas  de  que  me  quejo,  tan  pronto  como  le  conozca.  Hoy 
leatoy  reducido  á  Madrid.  Estoy  rodeado  de  la  más  terrible  mi- 
1  seria;  no  veo  en  derredor  de  mí  sino  desgraciados;  mis  princi- 
»pale6  funcionarios  están  reducidos  á  no  tener  fuego  en  su  casa. 
>Todo  lo  he  dado;  todo  lo  he  empeñado;  yo  mismo  estoy  aho- 
rcado á  la  miseria.  Permítame  V.  M.  volver  á  Francia,  ó  haga 
>V.  M.  I.  pagarme  exactamente  el  millón  mensual  que  me  ha 
^prometido,  á  contar  desde  1.^  de  Julio;  con  este  socorro  puedo 
>ir  pasando,  aunque  mal;  sin  él,  no  puedo  prolongar  mi  per- 
>manencia  aquí,  y  aun  tendré  dificultades  para  hacer  mi  viaje; 
»he  agotado  todos  mis  recursos.  Sobre  todo,  señor,  permitidme 
»librar  directamente  sobre  el  tesoro  imperial  ó  que  las  órdenes 
»de  V.  M.  sean  exactamente  ejecutadas,  y  que  el  socorro  men- 

•sual  sea  puntualmente  cobrado  en  Madrid Ruego  á  V.  M. 

>no  me  deje  más  tiempo  en  este  estado,  y  me  haga  dar  la  au- 
»torización  para  restituirme  á  Francia,  ó  la  orden  para  cobrar 
»exactamente  el  millón,  á  contar  del  mes  de  Julio.  He  hablado 
«mucho  á  Mr.  de  Laforest,  que  debe  haber  escrito  al  ministro 
>de  V.  M.»  c Señor:  mi  posición  hoy  es  tal,  que  merecería  las 
«desgracias  que  me  hace  prever,  si  no  la  hiciese  conocer  á 
>V.  M.  El  general  Omano  la  conoce;  él  podrá  hacerla  patente 
»á  V.  M.  si  se  lo  permite.  En  resumen,  señor,  estoy  dispuesto  á 
«esperar  los  próximos  sucesos  que  decidirán  la  suerte  de  la  Es- 
«paña;  pero  ruego  á  V.  M.  me  provea  de  los  medios  de  hacer 
«efectivo  en  Madrid  el  millón  mensual  desde  el  mes  de  Julio: 
«sin  este  socorro  me  es  de  toda  imposibilidad  sostenerme  aquí 
«más  tiempo.  Estoy  empeñado  en  París  por  un  millón  de  mis 
«bienes;  en  Madrid  tengo  empeñados  los  pocos  diamantes  que 
«me  quedaban;  he  hecho  uso  de  todo  el  crédito  de  que  podía 
«disponer.  Envío  á  Burgos  600  hombres  á  buscar  fondos;  me 
«es  imposible  encontrar  aquí  i.ada.  Estoy  reducido  á  Madrid. 
«He  hablado  á  Mr.  de  Laforest,  y  le  he  encargado  que  escriba 
«todo  lo  que  él  puede  ver  con  sus  propios  ojos,  y  aun  lo  que 
«debía  escribir  tíu  ser  provocado  á  ello,  fiuego  á  Y.  M.  no  tar- 
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»de  en  dar  sus  órdenes  para  que  se  roe  provea  exactamente  de 
cestos  fondos;  el  estado  actual  no  puede  durar  sin  una  catás- 
»trofe  imprevista,  y  yo  debo  mirar  como  un  bien  para  V.  M.  su 
>decisión,  tal  como  ella  sea,  con  tal  que  el  estado  actual  termi- 
»ne.  No  quiero  entrar  en  pormenores  aflictivos:  V.  M.  debe 
«creerme  cuando  me  tomo  la  libertad  de  escribir  de  esta  ma- 
»nera  (1843).» 

Todo  presagiaba  un  triste  año  1812,  y  lo  fué  en  verdad  para 
el  Rey  José  Bonaparte.  La  guerra  de  guerrillas  había  dado  ex- 
celentes resultados,  pero  las  fuerzas  españolas  é  inglesas  ha- 
bían aumentado  su  consistencia  y  su  organización;  y  habiendo 
recibido  órdenes  de  Napoleón  para  trasladar  su  cuartel  general 
á  Valladolid,  salió  de  Madrid  nuevamente  el  17  de  Marzo  sin 
conocer  el  plan  de  sus  enemigos.  En  2  de  Junio  llegaron  á  las 
márgenes  del  Duero,  y  los  habitantes  de  Madrid  vieron  formar 
un  doloroso  convoy  en  los  últimos  días  del  mes  de  Mayo  para 
trasladar  nuestras  riquezas  artísticas  á  los  museos  extranjeros. 
Madrid  quedó  Ubre  de  franceses,  y  fué  ocupado  inmediatamen- 
te por  las  tropas  del  poder  nacional.  El  16  de  Junio  establecía 
su  cuartel  general  en  Miranda,  y  el  21  tuvo  lugar  la  famosa 
batalla  de  Vitoria,  en  la  cual  ganó  Wellington  la  mayor  posi- 
ción militar  de  la  Inglaterra,  y  á  marchas  forzadas  pudo  llegar 
el  28  á  San  Juan  de  Luz,  en  territorio  francés.  Aún  se  derramó 
durante  aquel  afio  y  el  siguiente  sangre  francesa  y  española, 
pero  los  invencibles  soldados  de  Jena  y  Austerlitz  se  vieron 
obligados  á  repasar  la  frontera  y  buscar  un  asilo  en  las  .mura- 
llas de  Bayona.  El  poder  de  la  Francia  fué  vencido  gloriosa- 
mente á  impulsos  y  por  la  fuerza  del  poder  nacional,  represen- 
tación de  un  pueblo  que  valerosamente  se  defiende  por  su 
religión,  por  su  patria  y  por  su  Bey. 


PEBRAKDO   TU  477 

CAPÍTULO  IV. 

JUICIO  CRÍTICO  DEL  GOBIERNO  Y  ADMINISTRACIÓN 

DE  JOSÉ  BONAPARTE. 

SECCIÓN    PRIMERA. 

OBGANIZAGIÓK    POLITIOA. 

La  Constitución  de  Bayona  se  había  publicado  en  la  Gaceta 
de  Madrid  correspondiente  al  27  de  Julio  de  1808,  pero  la  de 
29  de  Marzo  de  1809,  la  insertó  de  nuevo  (1844),  porque  «no 
>había  circulado  por  todo  el  reino  lo  bastante  por  entonces.  > 
La  organización  que  en  ella  se  dio  á  los  poderes  públicos  no 
llegó  á  plantearse,  ni  en  todo  ni  en  parte,  ni  provisional  ni  de- 
finitivamente, y  el  poder  Real  continuó  de  hecho,  legislando 
por  Real  decreto,  olvidando  aquello  «del  pacto  que  une  á  nues- 
>tros  pueblos  con  nos,  y  á  nos  con  nuestros  pueblos.»  Se  habíein 
deseado  las  fórmulas  del  sistema  constitucional :  por  unos,  con 
el  propósito  de  guardarlas  de  buena  fe;  por  otros,  para  no  cum- 
plirlas; pero  se  continuaron  usando  los  procedimientos  del  po- 
der absoluto,  que  eran  la  concentración  del  poder  y  el  imperio 
de  la  fuerza.  Algo  puede  disculpar  este  proceder  la  resistencia 
del  pueblo  español  y  el  estado  de  guerra  en  que  se  colocó,  pero 
debió  por  lo  menos  intentarse  la  reunión  de  Cortes  para  sondear 
el  espíritu  de  la  opinión  publica,  porque  la  historia  contempo- 
ránea nos  demuestra,  que  en  estado  de  guerra  y  bajo  la  des- 
gracia de  una  invasión  extranjera,  pueden  consultarse  las 
naciones. 

SECCIÓN  n. 

ARMAS  DE  LA   COBONA. 

El  deseo  de  sobreponer  á  las  gloriosas  tradiciones  españolas 
el  símbolo  militar  del  imperio  francés,  se  hizo  evidente,  por  el 
Real  decreto  de  12  de  Julio  de  1808  (Gaceta  de  11  de  Febrero 
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de  1809),  disponiendo  que  las  armas  de  la  Corona,  en  adelante 
constarían  de  un  escudo  dividido  en  seis  cuarteles,  el  primero 
de  los  cuales  sería  el  de  Castilla,  el  segundo  el  de  León,  el  ter- 
cero el  de  Aragón,  el  cuarto  el  de  Navarra,  el  quinto  el  de 
Granada  y  el  sexto  el  de  las  Indias,  representado  éste,  según 
la  antigua  costumbre,  por  los  dos  globos  y  dos  columnas,  y  en 
el  centro  de  todos  estos  cuarteles  se  sobrepondrá  por  escudete  d 
águila  que  distingue  á  nuestra  imperial  y  Beál  familia.  Este  Real 
decreto  se  había  dado  desde  Vitoria,  pero  Dios  no  quiso  que 
la  España  quedase  encadenada  al  destino  de  la  Francia^  como  Na- 
poleón se  proponía  y  reconoció  en  el  Memorid  de  Sainte  Hélene. 

SECCIÓN  m. 

ORGANIZACIÓN  BB  LOS  MINISTERIOS. 

Por  Real  decreto  de  6  de  Febrero  de  1809,  se  señalaron  las 
atribuciones  del  ministerio,  secretaría  de  Estado,  y  las  de  los 
ministerios  de  la  Justicia,  Negocios  eclesiásticos,  Negocios  ex- 
tranjeros, Interior,  Hacienda,  Guerra,  Marina,  Indias  y  Policía 
general.  El  ministro  secretario  de  Estado  refrendaría  las  leyes 
y  decretos  firmados  por  el  Bey  y  todos  los  actos  del  gobierno, 
sellando  éstos  con  los  sellos  del  Estado.  La  centralización  del 
poder  era  completa.  Otro  de  10  del  mismo  mes  y  año,  declaró 
abolida  la  práctica  usada  por  los  antiguos  secretarios  del  Despa- 
cho de  expedir  órdenes  en  nombre  del  Rey,  pues  cada  ministro 
en  su  respectivo  ministerio,  expediría  las  órdenes  é  instrucciones 
y  tomaría  las  disposiciones  necesarias  para  la  ejecución  de  las 
leyes  y  de  los  Reales  decretos. 

SECCIÓN  IV. 

CLASES    SOCIALES. 

I.— La  Nobleza. 

Una  parte  no  numerosa  de  esta  clase  social  se  puso  al  servi* 
cío  de  José  Bonaparte  y  de  la  causa  francesa,  ya  por  convicción, 
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ya  por  conveniencia;  los  más  de  esos  individuos  por  creer  acaso 
que  así  se  labraba  mejor  la  felicidad  pública.  La  Gaceta  de  19 
de  Agosto  de  1809,  publicó  un  Real  decreto  sin  fecha,  en  que 
se  consignaba  que  muchos  de  los  pñncipales  ricos-hombres  y 
títulos  del  reino  habían  agravado  la  confianza  personal  que 
había  hecho  de  ellos,  y  la  fe  que  solemnemente  juraron;  y  él 
mayor  número  de  ambas  clases^  arrastrados  por  una  opinión  que 
hubiera  debido  dirigir,  había  desconocido  bastante  su  verdade- 
ro interés  para  preferir  la  anarquía.  Resulta,  pues,  reconocido 
que  la  mayor  parte  de  la  nobleza  simpatizó  con  la  causa  nacio- 
nal; y  no  es  extraño  que  el  Bey  desconociese  los  títulos  nobilia- 
rios y  declarase  que  no  reconocería  más  que  los  que  él  conce- 
diese, como  consta  que  lo  hizo.  A  los  empleados  que  anterior- 
mente habían  gozado  de  la  grandeza  ó  de  algún  título,  se  les 
mantuvo  en  su  disfrute,  según  Real  decreto  de  la  misma  fecha 
publicado  en  Gaceta  del  23  de  Agosto.  Para  resolver  sobre  las 
instancias  referentes  á  esta  materia,  creó  una  comisión  de 
tres  consejeros  de  Estado,  según  Real  decreto  de  20  de  Octu- 
bre (1845). 

'Il.—Ordenes  militares. 

Atacados  los  privilegios  de  la  nobleza,  era  consiguiente  la 
supresión  de  las  órdenes  militares,  y  así  se  ordenó  por  Real  de- 
creto de  18  de  Setiembre  de  1809,  comprendiendo  en  esta  su- 
presión la  orden  de  San  Juan  de  Jerusalén,  llamada  de  Malta. 
Los  bienes  de  las  órdenes  suprimidas  constituían  la  dotación  de 
la  orden  Real  de  España,  que  se  había  creado  por  Real  decreto 
en  Vitoria  de  20  de  Octubre  de  1808  (1846).  Todas  las  oficinas 
de  los  maestrazgos  y  encomiendas  de  las  órdenes  militares  y 
sus  rentas  se  pusieron  á  cargo  de  la  dirección  general  de  bienes 
nacionales,  y  se  mandó  que  los  pueblos  que  habían  pertenecido  á 
la  jurisdicción  y  gobierno  espiritual  de  las  órdenes  de  Calatrava 
y  Alcántara,  quedaban  sujetos  á  los  ordinarios  dentro  de  cuyas 
diócesis  estuviesen  situadas.  Y  por  Real  decreto  de  31  de  Octu- 
bre de  1810,  se  mandó  contribuir  por  la  tesorería  de  la  orden 
Heal  de  España  á  los  párrocos  y  demás  empleados  en  la  cura 
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de  almas  de  los  territorios  de  las  extinguidas  órdenes  militares, 
con  las  mismas  cantidades  que  por  razón  de  'congrua  se  les  pa- 
gaba anteriormente  (1847).  Y  otro  Real  decreto  de  19  de  Mayo 
de  1812  (1848),  declaró  extensivas  las  disposiciones  del  decreto 
de  12  de  Enero  de  1810,  á  los  pueblos  é  iglesias  de  las  extin- 
guidas órdenes  militares  de  Santiago,  Montosa  y  San  Juan  y 
cualesquiera  otras  que  hubiese  en  estos  reinos. 

III.— El  Clero. 

Lias  numerosas  disposiciones  que  dictó  José  Bonaparte  acer- 
ca del  clero  secular  y  regular  y  la  gravedad  de  algunas  de  ellas, 
prueban  que  el  clero  español  no  aprobó  la  política  de  la  Fran- 
cia y  prefirió  seguir  la  suerte  nacional.  Para  ello  debió  influir 
grandemente  el  temor  de  que  las  doctrinas  de  la  revolución 
francesa  debilitaran  la  fe  católica,  con  lo  cual  no  hacía  más  que 
seguir  la  tradición  de  once  siglos  en  España.  El  movimiento 
nacional  tuvo  desde  un  principio  el  lema  de  Dios,  Patria  y  Rey; 
y  el  clero  prestó  toda  su  influencia  á  su  desenvolvimiento,  y 
acaso  fué  una  de  las  fuerzas  más  decisivas  de  la  revolución. 
En  24  de  Enero  de  1809,  el  Rey  dirigió  al  entrar  de  nuevo  en 
Madrid  una  circular  á  los  arzobispos  y  obispos  (1849),  en  que 
después  de  hacer  la  invocación  á  Dios,  pedía  la  protección  para 
los  ejércitos  de  su  hermano,  pero  no  se  hablaba  en  toda  ella  ni 
una  sola  vez  de  la  religión  católica.  En  la  misma  fecha  se  orde- 
naba remitir  á  todo  el  clero  un  ejemplar  de  la  Gaceta.  El  minis- 
tro de  lo  Interior  dirigía  otra  circular  al  alto  clero  según  la  Ga- 
cela de  25  de  Enero.  Un  Real  decreto  de  17  de  Febrero  (1850), 
ordenaba  que  el  empréstito  del  clero  se  satisfaciera  precisamen- 
te en  todo  lo  que  restaba  del  mes  y  en  el  siguiente.  La  imagen 
de  Nuestra  Señora  de  Atocha  se  trasladaba  á  Santo  Tomás  se- 
gún Real  decreto  de  3  de  Marzo  (1851),  y  en  la  misma  fecha  se 
autorizaba  al  ministro  de  Negocios  eclesiásticos,  para  que  con 
los  vasos  sagrados  y  demás  ornamentos  que  se  hubiesen  reoo* 
gido  de  los  conventos  suprimidos,  se  socorriesen  las  necesidades 
espirituales  de  las  parroquias  que  hubiesen  sufrido  perjuicios 
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inevitables  que  solían  cometer  las  tropas  al  entrar  en  los  pueblos 
obstinados  (1852).  Otro  Real  decreto  de  4  de  Mayo  obligó  á  to- 
dos los  eclesiásticos,  bajo  pena  de  privación  de  empleos  y  se- 
cuestro de  bienes,  á  restituirse  en  el  preciso  término  de  veinte 
días  á  servir  sus  prebendas  (1853).  Este  mismo  ministerio  des- 
pacharía los  títulos  de  empleos  y  beneficios,  que  antes  se  despa* 
cbaban  por  el  despacho  de  la  cámara  y  del  patronato  de  Castilla 
y  Aragón;  y  por  Real  decreto  de  7  de  Junio  se  ordenó  que  los 
eclesiásticos  antes  de  tomar  posesión  de  sus  destinos  jurasen 
fidelidad  y  obediencia  al  Rey,  á  la  Constitución  y  á  las  leyes 
(1854).  Sobre  frutos  y  rentas  de  las  prebendas  se  dictó  otro  en 
14  de  Junio,  que  se  publicó  en  la  Gaceta  del  27.  Otro  de  4  de  Oc- 
tubre permitía  á  los  exregulares  tomar  parte  en  las  oposiciones 
para  obtener  cargos  eclesiásticos.  El  mínimum  de  la  congrua  de 
los  curas  párrocos  se  fijó  en  6  de  JuHo.  Y  en  1.®  de  Noviembre, 
el  tabernáculo  que  estaba  en  el  altar  mayor  del  Escorial,  los  tor- 
nos que  se  habían  traido  del  mismo,  y  la  completa  colección  de 
todos  los  libros  de  coro  con  la  estantería  en  que  se  custodiaba, 
se  destinaron  á  la  iglesia  Real  de  San  Isidro  de  esta  corte  (1855). 
El  haber  pertenecido  á  las  órdenes  regulares  no  sería  obstáculo 
para  obtener  curatos.  Las  dispensas  matrimoniales  correspon- 
derían por  entonces  á  los  arzobispos  y  obispos  españoles  (1856)* 
En  1810,  se  estableció  y  fijó  la  dotacióa  de  los  veinticinco  cu- 
ratos de  Sevilla;  se  privó  de  sus  prebendas  y  dignidades  al  ar- 
zobispo  y  otros  prebendados  de  la  catedral  y  colegiata  de  Sevi- 
lla; y  se  mandó  que  se  proveyesen  en  sacerdotes  los  oficios  de 
sacristanes.  La  impresión  de  Ubros  de  rezo  y  canto  divino  se 
declaró  libre  por  Real  decreto  de  3  de  Setiembre,  según  el  pron- 
tuario de  las  leyes  y  decretos  de  José  Bonaparte  (1857).  Un 
Real  decreto  de  18  de  Abril  de  1811  (1858),  exigió  el  Real  per- 
miso para  que  los  arzobispos  y  obispos  y  toda  clase  de  corpo- 
raciones ó  particulares  pudiesen  elegir  ó  presentar  para  toda 
clase  de  oficios  eclesiásticos;  mas  por  Real  decreto  de  22  de  Oc- 
tubre, inserto  en  la  Gaceta  del  27,  se  permitió  que  los  oficios  va- 
cantes se  pudiesen  proveer  á  título  de  servicio  ó  encomienda  en 

los  ezregulares.  Otro  de  7  de  Noviembre  fijaba  la  pensión  que 
Tomo  I Y  34 
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deberían  disfnitar  los  eclesiásticos  sacerdotes  empleados  con  ti- 
tulo y  salario  en  los  conventos  de  religiosos  suprimidos,  ó  que 
en  adelante  se  suprimieren  (1859).  Y  por  otro  de  25  de  Abril 
de  1812,  se  declaró  quién  debía  entenderse  asistente  al  coro  para 
íbI  goce  de  los  emolumentos  (1860). 

Las  resoluciones  referentes  al  clero  regular,  encerraban  ma- 
yor gravedad.  £1  Beal  decreto  de  28  de  Febrero  de  1809,  dis- 
puso la  reunión  de  los  conventos  de  religiosos  y  religiosas 
(1861).  En  11  del  mismo  mes  se  acordó  la  supresión  de  todos 
los  que  existían  en  Zaragoza.  Los  monjes  Jerónimos  deberían 
juntarse  y  vivir  reunidos  en  San  Lorenzo  del  Escorial  (1862). 
Sin  licencia  del  ministro  de  Negocios  eclesiásticos,  los  regulares 
no  podían  celebrar  capítulos  generales  ni  provinciales  (1863). 
El  Real  decreto  de  l.o  de  Mayo  dispuso  se  tratase  como  prófu- 
gos, y  condenase  á  reclusión  por  diez  años,  á  los  regulares  que 
se  hallaren  disfrazados  ó  fuera  de  sus  respectivos  conventos,  á 
donde  deberían  restituirse  inmediatamente;  y  en  todo  pueblo  en 
que  se  cometiese  un  asesinato  de  un  individuo  del  ejército,  si  no 
parecía  el  delincuente  se  suprimirían  los  conventos  que  en  él 
existiesen  (18G4).  En  27  de  Abril  se  permitió  la  exclaustración 
á  todo  religioso  ó  sacerdote  (1865).  En  18  de  Agosto  se  supri- 
mieron todas  las  órdenes  regulares  existentes  en  los  dominios  de 
Espafla  (1866).  En  19  del  mismo  mes  les  prohibió  el  predicar  y 
el  confesar  hasta  otra  providencia  (1867).  Las  comunidades  de 
religiosas  quedaron  sujetas  á  los  arzobispos  y  obispos  de  sus 
diócesis,  por  decreto  de  26  del  mismo  mes  (1868);  pero  se  les 
permitió  la  exclaustración  por  otro  decreto  de  18  de  Mayo  que 
se  publicó  en  la  Gacela  del  20  de  Agosto  (1869).  Otro  decreto  de 
6  de  Setiembre  (1870)  dictó  reglas  para  distribuir  todos  los  ob- 
jetos del  culto  que  se  encontrasen  en  los  conventos  suprimidos. 
El  de  27  de  Setiembre  extendió  la  supresión  acordada  á  las  her- 
mandades y  congregaciones  conocidas  con  el  nombre  de  Terce- 
ra Orden,  y  cualesquiera  otras  bajo  cualquiera  denominación 
(1871).  Los  muebles  de  los  conventos  suprimidos  se  consideraron 
también  bienes  nacionales  por  Real  decreto  de  27  de  Setiembre 
(1872).  Los  pueblos  que  habían  pertenecido  á  su  jurisdicción  y 


FKRIIANDO   VII  483 

gobierno  espiritual  quedarían  sujetos  á  los  arzobispos  y  obispos 
respectivos.  La  cera  labrada  y  por  labrar  se  distribuiría  entre 
parroquias  pobres  y  necesitadas.  Decretos  de  4  de  Octubre  in- 
sertos en  la  Gaceta  del  8  (1873).  Otro  de  8  de  Noviembre  deter- 
minó las  reglas  que  debían  guardarse  para  conceder  la  exclaus- 
tración á  las  monjas.  En  1810  se  fijaron  las  reglas  que  habían  de 
guardarse  para  el  pago  de  las  pensiones  de  los  exregulares  y 
expedición  de  sus  títulos;  se  señaló  los  medios  de  asegurarles 
el  pago  de  sus  respectivas  pensiones;  se  suprimieron  los  semi- 
narios de  San  Telmo  de  Sevilla  y  Málaga,  y  se  señaló  la  pen- 
sión de  cuatro  reales  diarios  á  las  religiosas  de  conventos  supri- 
midos que  se  trasladasen  á  otros,  á  cuyo  efecto  se  dictó  el  Real 
decreto  de  8  de  Noviembre  (1874).  La  pensión  de  dichas  religio- 
sas se  arregló  por  otro  Real  decreto  de  31  de  Octubre  de  1810. 
El  de  26  de  Enero  de  1811  (1875),  estableció  reglas  para  con- 
ceder licencias  de  confesar  y  predicar  á  los  exregulares.  En  20  de 
Febrero  se  declararon  vitalicios  todos  los  destinos  que  fueran 
concedidos  á  los  mismos  (1876).  Otro  de  3  de  Octubre  declaró 
que  la  excongregación  del  Dulce  nombre  de  Jesús  continuaría 
bajo  el  título  de  Asociación  de  Beneficencia,  empleando  sus  li- 
mosnas y  todos  sus  bienes  en  vestir  huérfanos  desvalidos  (1877). 
Y  la  última  disposición  que  respecto  de  regulares  dictó  José  Bo- 
naparte  fué  el  Real  decreto  de  3  de  Diciembre,  estableciendo  que 
el  Real  nombramiento  serviría  de  título  para  pedir,  sin  necesi- 
dad de  más  documentos  á  los  respectivos  ordinarios,  la  pose- 
sión y  goce  de  las  rentas  de  sus  beneficios  (1878).  Las  órdenes 
regulares  tuvieron  poco  que  agradecer  á  José  Napoleón  I. 

IV.— Juramento  de  fidelidad. 

Este  juramento  se  exigió  á  la  clase  militar,  á  la  magistratu- 
ra, al  clero  y  á  todos  los  empleados  en  cualquier  ramo  de  la 
administración  (1879).  El  Real  decreto  de  16  de  Noviembre  lo 
exigió  á  los  acreedores  del  Estado.  También  se  impuso  este 
deber  á  los  empleados  civiles  en  Andalucía  para  continuar  en 
sus  destinos.  Otro  Real  decreto  de  7  de  Junio  del  uüsmo  año, 
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que  fué  ampliado  por  otro  de  13  de  Marzo  de  1811,  lo  extendió 
á  toda  clase  de  oficios  eclesiásticos;  pero  nunca  esta  clase  de 
juramentos  han  evitado  el  que  cada  cual  siguiera  sus  convic- 
ciones políticas. 

V.— CoBsejos  superiores. 

Por  Real  decreto  de  18  de  Agosto  de  1809,  se  suprimieron 
los  consejos  de  Guerra,  Marina,  ludias,  órdenes,  Hacienda,  la 
junta  de  comercio  y  moneda  y  la  Real  y  suprema  junta  de  Co- 
rreos, mandándose  que  pasaran  al  consejo  de  Estado  todos  los 
asuntos  administrativos  y  de  gobierno  que  pendían  en  los  mis- 
mos (1880). 

VI.— Coasejo  de  Estado. 

Este  consejo  se  creaba  por  la  Constitución  de  Bayona;  mas 
por  Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1809,  se  aprobó  su  regla- 
mento, determinando  su  organización  y  el  orden  que  había  de 
seguirse  en  el  despacho  de  los  negocios  (1881).  El  personal  se 
formó  del  antiguo  consejo  por  decreto  de  8  de  Marzo,  y  por 
otro  de  13  de  Octubro  se  seflalaron  los  asistentes  al  mismo  y 
sus  atribuciones  (1882). 

Vll.^-Alta  corte  Real. 

Según  la  €onstitución  de  Bayona,  correspondería  á  una  alta 
corte  Real  el  conocer  especialmente  de  los  deUtos  personales 
cometidos  por  los  individuos  de  la  familia  Real,  los  ministros, 
los  senadores  y  los  consejeros  de  Estado. 

VIH.— Coateacioso  administrativo. 

Esta  reforma  de  los  tiempos  modernos,  se  estableció  para  los 
negocios  contenciosos  que  se  hallaban  pendientes  en  el  consejo 
Real,  por  Real  decreto  de  6  de  Febrero  de  1809  (1883),  declaran- 
do que  las  sentencias  que  pronunciasen  las  dos  juntas  que  se 
creaban  causarían  ejecutoria,  y  que  los  asuntos  administrativos 
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y  de  gobierno  que  pendían  en  dicho  tribunal  se  remitirían  á  los 
ministerios  correspondientes. 

IX.— Prefectos. 

El  gobierno  de  las  provincias  se  encomendó  en  España  á  los 
prefectos,  los  cuales,  por  medio  de  sus  juntas  generales,  vigila- 
ban la  administración  de  rentas  y  el  ramo  de  policía;  seguían  co- 
rrespondencia con  los  ministros;  sus  actas  llevaban  el  nombre 
de  instrucciones  ú  ordenanzas  de  policía  (las  municipalidades 
dependían  de  ellos,  y  conocíein  de  los  recursos  que  contra  eUas 
se  entablaban);  tenían  bajo  sus  órdenes  las  guardias  cívicas; 
debían  presidir  consejos  de  prefectura,  y  remitir  al  ministerio 
los  informes  de  las  juntas  generales.  Aprobaban  los  arrenda- 
mientos de  las  fincas  y  contribuciones  pertenecientes  á  las  mu- 
Dicipalidades,  las  obras  que  se  hubiesen  de  ejecutar  por  cuenta 
de  éstas  y  el  presupuesto  anual  municipal.  Debían  formar  un 
censo  de  los  vecinos  de  sus  prefecturas;  decidían  definitivamen 
te  los  recursos  de  los  agraviados  en  materia  de  patentes,  y  pro 
cedían  á  la  confiscación  y  secuestro  de  los  bienes  de  los  emigra 
dos  de  sus  prefecturas  á  provincias  no  sometidas.  En  las  locali 
dades  ejercían  su  autoridad  por  medio  de  subprefectos  (1884) 

X.  — Corregidores. 


Por  Real  decreto  de  21  de  Agosto  de  1809,  se  confió  la  ad- 
ministración municipal  de  Madrid  á  un  corregidor  y  diez  y  seis 
regidores,  un  procurador  del  común,  un  sustituto  y  un  escriba- 
no secretario.  Estaban  encargados  del  gobierno  de  las  munici- 
palidades y  podían  ser  suspendidos  por  los  prefectos.  La  vida 
municipal  no  resultaba  muy  diferente  de  la  que  tuvo  durante 
la  monarquía  absoluta.  Un  Real  decreto  de  28  de  Enero  de 
1812,  declaró  que  los  corregidores  y  alcaldes  serían  libres  de 
alojamientos  y  de  todo  servicio  personal,  y  que  cualquiera  ve- 
jación 6  falta  de  respeto  de  parte  de  otra  autoridad  ó  individuo 
particular,  seria  castigada  con  toda  la  severidad  de  las  leyes 
que  habían  regido  hasta  entonces. 
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XI. — Juzgados. 


La  CoDstitnción  de  Bayona,  no  sólo  reconoció  los  jueces  con- 
ciliadores, sino  que  creó  también  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia. Un  Real  decreto  de  9  de  Julio  de  1810  suprimió  los  juz- 
gados de  provincia  que  estaban  á  cargo  de  los  alcaldes  del  cri- 
men de  las  chancillerias  y  audiencias,  mandando  pasar  los 
negocios  á  los  respectivos  jueces  de  primera  instancia  ó  alcal- 
des mayores,  que  asi  se  llamaban  los  que  los  desempeñaban, 
con  privativo  conocimiento. 

XII.— Tribonales. 

Las  disposiciones  que  se  registran  en  el  efímero  reinado  de 
José  Bonaparte  se  resienten  del  influjo  de  las  circunstancias. 
Por  Real  decreto  de  16  de  Enero  de  1809,  se  creó  una  junta 
criminal  extraordinaria,  compuesta  de  cinco  alcaldes  de  corte, 
para  proceder  contra  los  asesinos,  los  ladrones,  los  revoltosos 
con  mano  armada,  los  sediciosos  y  esparcidores  de  alarmas,  los 
espías,  los  reclutadores  en  favor  de  los  insurgentes,  los  que  tu- 
viesen correspondencia  con  ellos,  y  los  que  usasen  de  pufíal  ó 
rejón,  á  quienes,  convencidos  de  estos  crímenes,  serían  conde- 
nados, en  el  término  de  veinticuatro  boras,  á  la  pena  de  horca, 
que  se  ejecutaría  iri'emisiblemente  y  sin  más  apelación  (1885). 
La  medida  no  era  ni  muy  suave,  ni  muy  liberal,  pero  á  los  seis 
días  se  dictó  otro  Real  decreto  formando  un  tribunal  especial 
militar  en  todos  los  pueblos  donde  hubiese  guarnición  españo- 
la para  castigar  á  todo  el  que  justifícase  ser  gancho,  así  de  sol- 
dado como  de  paisano,  con  la  pena  de  horca,  colocando  una 
tarjeta  sobre  la  puerta  de  su  casa,  declarando  su  delito  y  su 
castigo.  Otro  Real  decreto  de  18  de  Mayo  extendió  las  juntas 
criminales  á  Valladolid  y  Navarra,  y  otro  las  estableció  donde 
no  las  hubiese.  El  poder  arbitrario  quedó  establecido  en  todas 
partes.  En  19  de  Julio  fueron  suprimidos  todos  los  tribunales 
que  no  tuviesen  nombramiento  Real  (1886).  Los  asuntos  y  cau- 
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sas  de  contrabando  les  fueron  sometidos  por  Seal  decreto  de  5 
de  Setiembre  (1887).  Eran  tan  arbitrarias  las  facultades  conce- 
didas á  las  juntas  mencionadas,  que  en  19  de  Abril  y  22  de  Oc- 
tubre de  1810,  se  mandaron  sustanciar  las  causas  con  arreglo 
á  las  leyes  comunes  (1888). 

En  cuanto  á  la  organización  de  los  tribunales,  declaró  el  Real 
decreto  de  5  de  Noviembre  de  1810,  que  los  jueces  de  primera 
instancia  y  alcaldes  mayores  conocerían  única  y  exclusivamen- 
te de  todas  las  primeras  demandas  judiciales,  y  no  tendrían  in- 
tervención alguna  en  el  gobierno  de  los  pueblos.  Y  los  corregi- 
dores cuidarían  únicamente  del  gobierno  de  las  municipalida- 
des, sin  entrometerse  á  conocer  de  demanda  alguna  judicial.  Y 
el  Real  decreto  de  21  de  Junio  de  1812  (1889),  organizó  los 
tribunales  con  arreglo  á  los  principios  de  la  Constitución  de 
Bayona,  creando  los  jueces  conciliadores  y  determinando  sus 
atribuciones  en  los  negocios  civiles  y  causas  criminales,  y  como 
jueces  de  policía.  Establecía  también  en  cada  prefectura  un  tri- 
bunal de  primera  instancia,  que  sería  colegiado.  En  materia  co- 
rreccional habría  tribunales  de  primera  instancia.  Se  establecie- 
ron también  tribunales  de  información.  Organizáronse  las  trece 
chancillerías  de  España,  que  serían  tribunales  de  apelación.  En 
la  corte  se  estableció  un  tribunal  de  reposición,  y  se  determina- 
ron las  atribuciones  respectivas.  El  tribunal  de  reposición,  la 
chancillería  de  Madrid  y  los  tribunales  de  su  territorio,  fueron 
aún  objeto  de  parcial  reforma  por  Real  decreto  de  23  de  Junio 
de  1812,  que  se  publicó  en  la  Gaceta  del  15  de  Julio. 

XIII.— Tribonal  del  Santo  Oficio. 

Napoleón  I,  desde  el  campo  imperial  de  Madrid,  á  4  de  Di- 
ciembre de  1808,  había  ordenado  por  Real  decreto  que  el  tri- 
bunal de  la  Inquisición  quedaba  suprimido  como  atentatorio  á 
la  soberanía  y  á  la  autoridad  civil;  y  que  sus  bienes  se  secues- 
trarían  y  reunirían  á  la  Corona  de  España,  para  servir  de  ga- 
rantía á  los  vales,  y  cualesquiera  otros  efectos  de  la  deuda  de 
la  monarquía.  Su  hermano  José  Bonaparte,  en  23  de  Setiembre 
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de  1809,  declaró  que  no  se  haría  uso  ui  aprecio  alguno  del  ex- 
purgatorio ó  catálogo  de  libros  prohibidos  por  el  extinguido 
tribunal  de  la  Inquisición  (1890).  Y  en  25  de  Julio  de  1810 
(1891),  se  ordenó  que  el  canonicato  que  gozaba  dicho  tribunal 
en  la  santa  iglesia  de  Salamanca,  se  agregase  á  la  casa  de  ex- 
pósitos de  la  misma  ciudad  para  su  dotación. 

XIV. Desamortización. 

José  Bouaparte  comenzó  por  decretar,  en   11  de  Marzo 
de  1809,  una  dirección  general  de  todas  las  fincas  incorpora- 
das y  que  se  incorporasen  al  Estado  (1892).  En  11  de  Junio 
decretó  la  venta  de  los  bienes  nacionales  destinados  á  la  extin- 
ción de  la  deuda  pública  (1893),  dictando  reglas  para  la  venta 
en  27  de  Setiembre.  En  9  de  Junio  (1894),  mandó  proceder  con 
la  mayor  actividad  en  la  venta,  la  cual  debería  terminarse  para 
el  31  de  Diciembre  de  1810.  Sobre  remates,  dictó  reglas  en  22 
de  Diciembre  (1895).  Los  bienes  de  las  extinguidas  órdenes  mi- 
litares de  Santiago  y  Calatrava,  quedaron  definitivamente  cedi- 
dos á  la  Beal  orden  de  España  (1896).  Las  cédulas  de  la  caja  de 
descuentos  se  admitirían  en  pago  de  bienes  nacionales,  según 
decreto  de  18  de  Agosto  publicado  en  la  Gaceta  del  19.  Las  mu- 
nicipalidades administrarían  los  bienes  donde  no  residiese  ad- 
ministrador de  bienes  nacionales  (1897).  Un  Real  decreto  de  16 
de  Octubre  de  1810,  afectó  varios  de  estos  bienes  para  las  ne- 
cesidades del  Estado  (1898);  y  en  31  de  Octubre  se  dio  una  ins- 
trucción para  la  venta,  que  fué  adicionada  en  21  de  Diciembre 
con  varias  reglas  facilitando  la  adquisición  de  bienes  naciona- 
les (1899).  El  soto  de  Roma  fué  separado  de  los  bienes  nacio- 
nales, por  Real  decreto  de  11  de  Abril  de  1811  (1900).  T  respecto 
de  las  ventas  de  bienes  nacionales,  aún  se  dictó  el  Real  decreto 
de  4  de  Marzo  de  181 1,  inserto  en  la  Gaceta  del  día  7. 

XV.— Deuda  pública. 

Para  fijar  la  suerte  de  todos  los  acreedores  del  Estado,  se 
dictó  el  Real  decreto  de  9  de  Junio  de  1809  (1901),  dándoles 
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plazos  para  liquidar  sus  créditos,  los  cuales  se  cambiarían  por 
cédulas  hipotecarias,  que  se  admitirían  como  dinero  y  por  todo 
su  valor,  en  pago  de  bienes  nacionales.  Para  esta  liquidación  se 
nombró  una  comisión  en  9  de  Junio,  y  por  Real  decreto  de  18 
de  Agosto  se  declaró,  que  todo  el  que  no  presentase  los  títulos 
justificativos  de  su  crédito  dentro  de  un  mes,  quedaría  nulo  y 
de  ningún  valor  y  extinguido  en  beneficio  del  Estado.  A  los 
acreedores  por  pensiones  liquidadas  y  reconocidas  se  les  entre- 
garían cédulas  hipotecarias  si  lo  pretendían,  y  lo  mismo  á  los 
acreedores  de  rentas  vitalicias,  á  los  retirados  civiles  y  milita- 
res y  á  los  exregulares.  La  nulidad  de  los  documentos  no  re- 
vahdados,  se  declaró  por  Beal  decreto  de  18  de  Octubre  de 
1809.  Un  decreto  de  20  de  Juho  de  .1810,  fijó  el  31  de  Diciem- 
bre de  1809  para  liquidar  los  intereses  de  la  deuda  pública. 
Acerca  de  la  cancelación  de  cédulas  hipotecarias,  se  dio  el  de- 
creto de  20  de  Julio.  La  liquidación  con  los  acreedores  eclesiás- 
ticos por  la  sétima  parte  de  sus  bienes  raíces,  se  mandó  en  20 
de  Julio.  Ningún  crédito  podría  pagarse  por  el  Tesoro  sin  el  li- 
bramiento del  ministro  competente.  Las  certificaciones  de  cré- 
ditos posteriores  al  6  de  Julio  de  1808,  se  admitirían  en  pago 
de  efectos,  según  otro  decreto  de  13  de  Noviembre.  Y  por  Real 
decreto  de  20  de  Noviembre  (1902),  se  dispuso  que  las  certifica- 
ciones de  créditos  se  admitirían  en  pago  de  atrasos  por  el  dere- 
cho de  lanzas  y  medias  anatas. 

XVI.— Confiscaciones. 

También  se  acudió  á  este  medio  para  terminar  la  guerra  na- 
cional. Los  bienes  de  los  individuos  de  las  juntas  populares 
quedaban  sujetos  al  resarcimiento  de  los  caudales  de  que  hu- 
bieren dispuesto,  según  Real  decreto  de  15  de  Febrero  de  1809. 
Otro  de  29  de  Junio  ordenaba  el  secuestro  de  las  cosechas  de 
frutos  pendientes;  y  acerca  de  este  mismo  particular  se  dio  otro 
decreto  en  7  de  JuUo  (1903).  A  todos  los  que  tenían  algún  hijo 
entre  los  insurgentes,  se  les  obligaba  á  presentar  á  su  costa  un 
hombre  apto  para  el  servicio  de  las  armas.  Por  decreto  de  17 


490  DEL   l>ODBa  CIVIL   K?r  ESPAÑA 

de  Agosto  86  declararon  confiscados  en  beneficio  del  Estado,  y 
para  pago  de  sos  deudas,  debiendo  procederse  á  su  inmediata 
venta,  todos  los  bienes  embargados  á  las  personas  fugitivas  en 
las  provincias  insurgentes. 

XVII.— Orden  público. 

Este  ramo  de  la  administración  fué  objeto  de  diferentes  reso- 
lucionee,  que  se  iniciaron  por  el  ministro  del  Interior,  en  una  cir- 
cular de  23  de  Enero  de  1809  (1904),  y  otra  del  ministro  de  Po- 
licía general.  Por  Beal  decreto  de  18  de  Febrero,  se  creó  un  in- 
tendente general  de  policía  de  Madrid  y  diez  comisarios  para 
cada  uno  de  los  diez  cuarteles  en  que  estaba  dividida  enton- 
ces la  corte.  Los  alcaldes  de  corte  dejarían  ejercer  la  policía  de 
seguridad,  y  los  alcaldes  de  barrio  que  se  conservaban,  depen- 
derían del  comisario  de  policía.  Los  forasteros,  los  pasaportes, 
los  posaderos  y  personas  que  recibían  huéspedes,  los  tragine- 
ros,  los  que  venían  á  Madrid  de  los  pueblos  inmediatos  ó  pasa- 
ban por  Madrid  para  otros  pueblos,  los  que  estaban  en  Madrid 
y  la  circulación  de  las  personas  en  general,  todo  fué  objeto  de 
un  reglamento  especial  de  policía  que  se  publicó  por  suplemen- 
to á  la  Gaceta  de  20  de  Febrero  de  1809.  Para  la  seguridad  in- 
terior de  esta  capital,  se  creó  un  batallón  de  infantería  ligera, 
por  Real  decreto  de  18  de  Febrero.  El  sistema  preventivo  que- 
dó planteado  en  toda  su  extensión. 

XVIII.— Beneficencia  publica. 

Resultando  que  en  los  hospitales  de  esta  corte  existia  gran 
número  de  enfermos,  tanto  españoles  como  íranceses,  se  dictó  un 
Real  decreto  en  15  de  Febrero  de  1809,  obligando  al  vecindario 
de  Madrid  á  entregar  las  ropas  necesarias  para  cuatro  mil  ca- 
mas. El  ministro  del  Interior  ordenó  el  1 .®  de  Marzo,  que  los 
Reales  almacenes  de  la  fábrica  de  Guadalajara  tuviesen  dispues- 
tas las  sargas  necesarias  para  vestir  completamente  á  las  niñas, 
maestras  y  amas  de  los  expósitos,  y  en  3  de  Marzo  se  aplicó  á 
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la  casa  de  niños  expósitos  la  renta  de  un  canonicato  de  la  igle- 
sia de  Toledo.  Otro  Real  decreto  de  20  de  Agosto  mandó  cesar 
las  ventas  de  todas  las  fincas  pertenecientes  á  hospitales,  casas 
de  expósitos  ó  de  misericordia  (1905).  Para  la  administración 
de  los  hospitales  militares  del  reino,  se  creó  una  junta  por  Real 
decreto  de  19  de  Agosto  {Gacela  del  25).  Para  enfermería  de  los 
exregulares  se  destinó  el  convento  de  la  Paciencia,  por  Real  de- 
creto de  30  de  Agosto.  Otro  de  26  de  Noviembre  cedió  á  la  villa 
de  San  Ildefonso  el  hospital  de  dicho  Real  sitio  (1906).  A  la  casa 
de  nifios  expósitos  de  Avila  se  le  concedió  la  canongía  de  la  In- 
quisición de  aquella  iglesia  (1907),  y  en  7  de  Abril  de  1812  se 
creó  en  Madrid  una  junta  general  de  caridad. 

XIX.— Obras  públicas. 

Las  obras  públicas  que  motivaron  Reales  decretos  de  José 
Bonaparte  fueron:  la  demolición  de  una  parte  de  la  manza- 
na 402,  que  cerraba  la  calle  del  Arenal,  á  fin  de  que  continuase 
hasta  el  teatro  de  los  Caños  del  Peral  sin  peligro  ni  rodeo  al- 
guno en  su  tránsito;  la  demolición  de  las  manzanas  431  á  33,  á 
fin  de  ensanchar  la  plaza  que  se  formaba  delante  de  la  fachada 
del  Real  Palacio  (1908) ;  varías  obras  en  el  puerto  de  Málaga,  y 
los  caminos  desde  Oranada  á  Jaén  y  Málaga.  Un  Real  decreto 
de  11  de  Julio  de  1810,  determinó  la  forma  de  indemnizar  á 
los  dueños  el  valor  de  los  edificios  que  debían  expropiarse  para 
ornato  público  (1909).  Y  para  un  proyecto  de  construcción  y 
de  adorno  de  la  plaza  que  se  abría  al  frente  del  teatro  Real,  se 
mandó  abrir  un  concurso  por  Real  decreto  que  se  insertó  en  la 
Gaceta  de  30  de  Mayo  de  1812. 

XX.— Canales. 


El  Real  decreto  de  3  de  Marzo  de  1809  (1910),  mandó  formar 
una  sociedad  de  accionistas  para  continuar  el  canal  desde  Gua- 
darrama á  Madrid;  otro  ordenó  la  supresión  del  gobierno  y  ad- 
ministración del  canal  del  Jarnma,  que  se  puso  á  cargo  de  la 
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Dirección  general  de  caminos,  prescribiendo  los  medios  para  el 
riego  de  las  haciendas.  Y  por  Beal  decreto  de  10  de  Abril  de 
1812,  se  mandó  al  corregidor  y  regidores  de  Daimiel  que  pusie- 
ran inmediatamente  por  obra  la  limpia  del  rio  Azuel  (1911). 

XXI. — Montes. 

Por  Real  decreto  de  24  de  Febrero  de  1809  (1912),  se  permi- 
tió á  todos  los  habitantes  del  Bierzo  cortar  todas  las  maderas 
necesarias  para  la  construcción  y  reparación  de  sus  casas  y 
encinas  de  labor.  Y  por  otro  de  14  de  Junio  del  mismo  año,  se 
concedió  ¿  la  villa  de  Torquemada  y  sus  vecinos,  facultad  de 
cortar  árboles  de  los  bosques  del  monasterio  suprimido  de  San 
Isidro  de  Dueñas,  para  reparar  los  edificios  y  casas  arruina- 
das (1913). 

XXII.— Minas. 

£1  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1809  (1914),  declaró 
libre  la  elaboración  de  las  minas  de  alcohol  ó  materia  plomiza^ 
fabricación  del  plomo  y  venta  del  alcohol;  y  la  Real  hacienda 
aprovecharía  ó  enajenaría  las  minas  de  su  propiedad  ó  que  te- 
nía en  arriendo,  vendiendo  sus  productos  á  precios  convencio- 
nales y  en  concurrencia  con  los  demás.  Por  otro  de  14  de  Ene- 
ro de  1811,  se  concedió  un  premio  al  descubridor  de  una  mina 
de  Hornaguera  en  las  inmediaciones  de  Granada.  Y  por  otro  de 
21  de  Octubre  del  mismo  año,  se  estableció  que  todas  las  minas 
que  hasta  entonces  se  habían  beneficiado  ó  se  beneficiasen  en 
adelante  por  cuenta  del  Estado,  estarían  al  cuidado  y  bajo  la 
dirección  del  ministro  de  Hacienda;  y  que  las  demás  que  pudie- 
ran concederse  á  particulares,  eran  las  consignadas  en  el  decre* 
to  de  6  de  Febrero  de  1809,  determinando  las  atribuciones  de 
los  ministerios. 

XXllI.^InstroccIón  pública. 

También  fueron  varias  las  disposiciones  adoptadas  acerca  de 
esta  materia.  El  Real  decreto  de  6  de  Setiembre  de  1809  (1915)^ 


FEMANDO   TU  493 

ordenó  que  en  cada  uno  de  los  extinguidos  colegios  de  las  escue- 
las pías  se  establecería  una  escuela  gratuita  de  enseñanza  pú- 
blica.  Otros  decretos  de  17  de  Octubre  nombraron  los  profeso- 
res para  dicbas  escuelas.  El  Real  decreto  de  26  de  dicho  mes 
(1916),  mandó  poner  en  ejecución  el  plan  general  de  instrucción 
pública,  referente  á  los  establecimientos  de  primera  educación 
ó  liceos,  y  en  él  se  mandó  establecer  un  colegio  en  cada  capital 
de  intendencia,  y  se  fijaron  reglas  para  el  sistema  de  ensefianza, 
policía  interior,  admisión  de  alumnos,  premios  y  recompensas  y 
disposiciones  generales.  Otro  decreto  de  29  de  Diciembre  orde- 
nó, que  en  cada  provincia  se  estableciese  una  casa  de  educación 
para  nifias.  En  1810  se  dispuso  el  establecimiento  en  Almagro 
de  un  colegio  con  treinta  plazas  gratuitas  para  los  hijos  de  sus 
habitantes  y  de  los  de  su  jurisdicción ;  en  Sevilla  se  mandó  el 
establecimiento  de  una  casa  de  educación  para  nifias,  y  además 
se  fijaron  reglas  que  habían  de  observarse  en  la  instrucción  pú- 
blica, hasta  que  se  pusiese  en  ejecución  el  plan  general.  Y  por 
Real  decreto  de  24  de  Diciembre  de  1810,  se  formó  una  junta 
para  examinar  las  necesidades  de  la  instrucción  pública.  Esta 
junta,  según  otro  Real  decreto  de  28  de  Enero  de  1811  (1917), 
debía  ocuparse  de  un  plan  general  de  educación  é  instrucción 
pública.  Y  por  Real  decreto  de  3  do  Diciembre  del  mismo  afio, 
se  estableció  una  escuela  de  nifias  en  el  convento  de  San  José 
de  religiosas  dominicas  de  la  villa  de  la  Solana  (1918). 

XXIV.— Ciencias. 

Por  Real  decreto  de  18  de  Febrero  de  1809,  toda  la  huerta 
que  fué  del  convento  de  padres  Jerónimos  y  la  corta  porción  de 
terreno  cercado  que  mediaba  entre  ella  y  el  Observatorio  astro- 
nómico, quedaban  agregados  al  Jardín  botánico,  y  sus  terrenos 
se  dividirían  inmediatamente  para  el  establecimiento  de  las  es- 
cuelas prácticas  y  de  observación,  indispensables  para  ensefiar 
por  el  libro  de  la  naturaleza  la  agricultura  y  la  economía  rural, 
dando  principio  á  los  plantíos.  Otro  Real  decreto  de  11  de  Mar- 
zo (1919)  dispuso  que  todos  los  herbarios,  dibujos  y  demás,  re- 
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lativo  á  la  expedición  botánica  de  Nueva  España,  se  entregasen 
á  D.  Josef  Mociño,  único  individuo  que  había  quedado  de  dicha 
expedición,  para  que  cuando  las  circunstancias  lo  permitiesen 
se  pudiera  desde  luego  imprimir  y  publicar  La  Flora  Meficana. 
El  cargo  de  director  del  depósito  hidrográfico  de  Madrid,  fué 
confiado  á  D.  José  de  Espinosa,  por  Real  decreto  de  31  de  Agos- 
to, y  por  otro  Real  decreto  de  30  de  Noviembre,  se  mandó  es- 
tablecer un  depósito  general  de  cartas  geográficas  nacionales  y 
extranjeras,  comprendiendo  los  planos  y  diseños  topográficos. 
En  1810  se  concedió  una  renta  de  50.000  reales  á  la  Real  Socie- 
dad de  Ciencias  de  Sevilla. 

\X  V . — Letras. 

El  Real  decreto  de  26  de  Agosto  de  1809  (1920)  dispuso,  que 
la  Biblioteca  Real  se  colocara  en  el  extinguido  convento  de  la 
Trinidad,  y  que  se  reunieran  á  ella  los  libros  de  todas  las  biblio- 
tecas de  los  conventos  suprimidos. 

WVI.— Arles. 

Por  Real  decreto  de  20  de  Diciembre  de  1809,  se  ordenó  fun- 
dar en  Madrid  un  Museo  de  pinturas;  se  formaría  una  colección 
general  de  los  pintores  célebres  de  la  escuela  española,  para 
ofrecerla  al  Emperador  de  los  franceses,  y  se  escogerían  los  que 
se  juzgasen  necesarios  para  adornar  los  palacios  que  so  destina- 
sen á  las  Cortes  y  al  Senado.  En  1810  se  concedió  una  renta 
de  60.000  reales  á  la  Academia  de  Bellas  Artes  de  Sevilla;  se 
mandaron  reunir  en  las  salas  del  Real  alcázar  los  monumentos 
de  las  bellas  artes  de  dicha  ciudad.  Se  ordenó  la  construcción 
y  reparación  del  palacio  de  la  Alhambra  de  Granada.  Se  dispu- 
so el  establecimiento  en  Madrid  de  un  Conservatorio  de  Artes  y 
Oficios ,  y  se  mandó  trasladar  los  monumentos  sepulcrales  de 
grandes  literatos  y  artistas,  de  los  conventos  suprimidos ,  á  las 
iglesias  principales.  El  palacio  de  Buenavista  fué  señalado  para 
Museo  de  pinturas  por  Real  decreto  de  22  de  Agosto  de  1810. 
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XXVll.— Teatros. 


Por  Eeal  decreto  de  3  de  Febrero  de  1809  se  aprobó  un  re- 
glamento de  teatros,  declarando  que  éstos  pertenecían  á  las  atri- 
baciones  del  ministerio  de  Policía  general  en  lo  referente  á  las 
costumbres  y  á  la  tranquilidad  pública,  y  estableciendo  para 
las  representaciones  la  previa  censura.  Por  decreto  de  31  de  Di- 
ciembre de  1810,  que  insertó  la  Gaceta  de  l.o  de  Enero,  se  nom- 
bró una  comisión  formada  de  Fernández  Moratín,  Meléndez 
Yaldés,  González  Arnao,  Estala,  Conde,  García,  Suelto  y  More- 
no, para  examinar  todas  las  obras  dramáticas  originales  ó  tra- 
ducidas de  que  hubiera  de  componerse  el  repertorio  de  los  tea- 
tros de  Madrid,  de  contribuir  á  su  mejora  y  de  trabajar  en  los 
adelantamientos  del  arte. 

XXVUI.— AgricDlIora. 

No  es  la  guerra  ciertamente  el  mejor  auxiliar  de  la  agricul- 
tura, porque  el  cultivo  de  los  campos  sólo  prospera  á  impulsos 
de  la  paz  y  de  la  tranquilidad  pública.  Por  eso  en  todo  el  perío- 
do que  gobernó  en  España  José  Bonaparte,  no  podemos  seña- 
lar ninguna  medida  de  carácter  general,  que  tampoco  podía  ser 
obedecida. 

XXIX.— Comercio. 

£1  Real  decreto  de  14  de  Octubre  de  1809  (1921),  estableció 
las  loDJas  de  negociación  pública  ó  casas  de  contratación,  deter- 
minando varias  reglas  de  policía  interior  y  los  deberes  de  los 
diez  y  seis  corredores  ó  agentes  de  cambio  que  existían  en  Ma- 
drid. Por  otro  decreto  de  la  misma  fecha  (1922),  se  creó  un  tri- 
bunal colegiado  y  una  junta  de  comercio,  fijando  su  jurisdicción 
y  competencia.  Y  por  otro  Real  decreto  de  1.^  de  Octubre  de 
1811,  se  prohibieron  las  licencias  para  hacer  expediciones  y 
pasar  á  Indias,  como  no  fuesen  casas  y  personas  conocidas. 
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XXX.—lDdostria. 


La  Beal  hacienda  tenía  por  su  cuenta  una  fábrica  de  licores 
situada  al  Portillo  de  Embajadores,  y  la  Gacela  de  29  de  Octubre 
hizo  saber,  que  había  quedado  suprimida,  y  que  si  alguien  desea- 
ba  utilizarla,  se  le  concedería  por  diez  años  libre  de  alquileres. 
En  1810  se  mandó  establecer  un  taller  de  óptica  en  Madrid. 
Por  Real  decreto  de  16  de  Setiembre  de  1811  (1923),  para  pro- 
teger la  propiedad  industrial,  se  establecieron  las  patentes  de 
invención.  Y  por  otro  de  30  de  Setiembre,  se  puso  á  disposición 
de  D.  Manuel  de  Agreda,  un  terreno  proporcionado  de  bienes 
nacionales,  para  establecer  en  él  y  poner  corriente  al  público 
una  fábrica  de  porcelana  y  loza  fína,  entregándosele  para  el 
mismo  objeto  los  enseres  existentes  en  la  casa  de  la  China  bajo 
el  correspondiente  inventario.  El  derecho  de  tanteo  de  las  lanas 
fué  suprimido  por  Real  decreto  de  l.^de  Marzo  de  1809  (1924). 

XXXI.— Fábricas. 

El  Real  decreto  de  23  de  Setiembre  de  1809  (1925),  declaró 
que  las  fábricas  de  cristales  del  sitio  de  San  Ildefonso  y  sus  al- 
macenes, con  todos  los  derechos  y  privilegios,  serían  cedidos  en 
nombre  del  Rey  á  favor  de  la  industria  pública.  Y  otro  de  19 
de  Setiembre  de  1810,  declaró  que  las  fábricas  Reales  de  Guada- 
lajara  y  Brihuega,  volverían  á  entrar  en  la  administración  de 
la  Real  casa,  como  lo  habían  estado  antes  (1926). 

XXXIi.— Libertad  de  Comercio  é  Indaslrla. 

Por  decretos  de  diversa  fecha,  fué  declarado  libre  la  fabri- 
cación y  venta  de  naipes  en  3  de  Febrero  de  1809  (1927);  la  fa- 
bricación, circulación  y  venta  de  aguardientes  y  resolis  en  15 
del  mismo  mes  (1928)  y  la  extracción  del  azufre  de  las  minas, 
su  elaboración  ó  afinación,  circulación  y  venta  en  20  de  Ju- 
nio (1929).  A  la  villa  de  Daimiel  se  le  concedió  un  mercado 
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franco  en  30  de  Junio.  El  estanco,  respecto  á  la  fabricación,  cir- 
culación y  venta  del  solimán  y  del  lacre,  se  extinguió  por  Real 
decreto  de  6  de  Setiembre.  Y  por  otro  de  23  de  Abril  de  1812, 
inserto  en  la  Gaceta  del  24  (1930),  se  declaró  que  todos  los  gra- 
nos, arroz  y  legumbres  secas,  circularían  libremente  en  to- 
das las  provincias,  sin  sujeción  al  pago  de  derechos  Reales,  ni 
municipales  en  las  entradas,  salidas  y  mercados  de  los  pueblos; 
y  la  conducción  de  estos  frutos  quedaría  libre  del  pago  de  por- 
tazgos, pontazgos,  peaje  y  cualquiera  otra  imposición  que  has- 
ta entonces  se  les  hubiese  exigido  en  los  caminos. 

XXXIll.— Aduanas. 

El  Emperador  Napoleón,  por  decreto  dado  en  Chamartín  á 
4  de  Diciembre  de  1808,  había  abohdo  las  aduanas  interiores, 
y  el  ministro  de  Hacienda  dictó  Real  orden  en  18  de  Enero 
de  1809  (1931),  declarando  que  dicha  medida  no  comprendía 
los  derechos  de  consumos,  que  eran  distintos  de  los  de  aduana. 
Un  Real  decreto  de  16  de  Octubre  de  1809  (1932),  ordenó  que 
las  aduanas  y  registros  se  pondrían  desde  luego  en  la  costa  del 
Océano  cantábrico  y  en  la  frontera  de  Navarra  con  Francia,  y 
después  de  colocadas  estas  aduanas  y  registros,  se  suprimirían 
inmediatamente  las  que  se  hallaban  situadas  en  las  orillas  del 
Ebro  y  todas  las  demás  interiores.  En  la  misma  fecha  y  por 
otro  decreto,  se  determinaron  las  aduanas  que  quedaban  supri- 
midas. 

XXXIV.— Eiportaclones. 

Por  Real  decreto  de  13  de  Julio  de  1809  (1933),  se  declaró 
que  las  lanas  finas  y  entrefinas,  cuya  extracción  estaba  permi- 
tida, podría  verificarse  por  cualquiera  de  las  aduanas  habilita- 
das del  reino,  pagando  los  derechos  establecidos.  Y  por  otro  de 
1.0  de  Agosto  de  1810  (1934),  se  renovó  la  prohibición  de  ex- 
portar cuadros  y  pinturas,  bajo  la  pena  de  confiscación  y  mul- 
ta. Este  último  decreto  no  fué  cumplido  por  su  mismo  autor, 
que  al  partir  de  Madrid  se  llevó  á  Francia  muchas  de  las  rique- 
zas artísticas  de  España. 

Tomo  IV  32 
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ceder  á  algunos  oficiales  un  grado  superior  al  de  su  empleo 
efectivo.  Sobre  computación  de  antigüedad  dio  el  Real  decreto 
de  26  de  Agosto.  En  29  formó  el  primer  regimiento  de  caballe- 
ría ligera.  En  19  de  Octubre  creó  la  administración  militar.  El 
entretenimiento  de  la  guardia  Real  produjo  el  Real  decreto  de 
29  de  Noviembre.  Sobre  sueldos  é  indultos  dio  los  de  17  de  Ju- 
lio de  1810.  Aumentó  la  fuerza  de  los  regimientos  de  caballería 
é  infantería  por  otro  de  25  de  Julio.  El  fondo  de  masa  de  com- 
pañía se  estableció  por  Real  decreto  de  30  de  Octubre.  A  las 
compañías  de  carabineros  y  tiradores  les  aumentó  el  sueldo  en 
13  de  Noviembre.  El  cuerpo  de  Estado  mayor  fué  organizado 
en  12  de  Marzo  de  1811.  El  Real  decreto  de  19  de  Marzo  (1943), 
organizó  el  cuerpo  de  la  gendarmería  Real.  El  cuerpo  de  inge- 
nieros fué  también  objeto  del  Real  decreto  de  28  de  Agosto.  En 
31  de  Diciembre  se  creó  la  compañía  de  zapadores  de  la  guar- 
dia Real.  El  examen  de  los  proyectos  del  cuerpo  de  ingenieros, 
sería  objeto  de  una  junta  que  se  creó  en  6  de  Mayo  de  1812,  y 
en  la  misma  fecha  se  establecieron  dos  comandancias  de  inge- 
nieros en  el  país  que  ocupaba  entonces  el  ejército  del  centro. 
Naturalmente,  la  materia  de  distintivos  y  sobre  todo  de  deser- 
tores, fué  objeto  de  varias  disposiciones. 

XLI. — Moneda. 

Por  Real  decreto  de  28  de  Agosto  do  1809,  se  nombró  todo 
el  personal  de  la  casa  de  la  moneda.  Y  por  Real  decreto  de  13 
de  Setiembre  que  inserta  la  Groceta  del  14,  se  mandó  á  todos  los 
poseedores  de  plata  en  barra  ó  manufacturada  la  declarasen 
dentro  de  tercero  día  en  la  casa  de  la  moneda,  pagando  inme- 
diatamente la  cuarta  parte  de  su  valor,  y  las  otras  tres  cuartas 
partes  en  el  término  de  cuatro  meses.  Tampoco  la  medida  era 
muy  liberal. 

XLII.— Derecho  público  y  privado. 

El  derecho  civil  registra  pocas  disposiciones  en  este  período, 
pero  es  digno  de  notar  el  Real  decreto  de  12  de  Mayo  de 
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1812  (1944),  por  el  cual  prohibió  los  recursos  que  autorizaba  la 
pragmática  de  10  de  Abril  de  1813  sobre  disenso  paterno.  £1 
Derecho  penal  registra  algunas  disposiciones.  El  Keal  decreto 
de  12  de  Setiembre  de  1809  (1945),  extendió  las  penas  contra 
los  extractores  de  moneda,  plata,  oro  ó  alhajas  á  los  ocultado- 
res, compradores  ó  cómplices  de  las  pertenecientes  á  conventos 
suprimidos  ó  personas  cuyos  bienes  hubiesen  sido  secuestrados 
ó  confiscados.  Otro  Real  decreto  de  16  de  Octubre,  mandó  cesar 
las  penas  añictivas  é  infamantes  que  se  imponían  por  el  fraude 
ó  contrabando,  estableciendo  en  su  lugar  la  confiscación  del  gé- 
nero de  ilícito  comercio.  Otro  Real  decreto  de  19  de  Octubre 
(1946),  declaró  abolido  en  todos  estos  reinos  el  derecho  de  asi- 
lo. La  pena  de  horca  fué  sustituida  por  la  de  garrote,  según  Real 
decreto  de  la  misma  fecha  (1947).  En  1810  se  impusieron  va- 
rías penas  á  los  empleados  y  vecinos  de  los  pueblos  que  aban- 
donaban su  domicilio  por  la  entrada  en  ellos  de  los  ejércitos 
del  Rey. 

XLIII. — Cárceles. 

Por  Real  decreto  de  25  de  Julio  de  1810  (1948),  se  destinó 
para  cárceles  de  est^  capital  la  casa  que  fué  fábrica  de  licores  y 
la  del  saladero,  propias  de  la  villa. 

XLIV.— CompUmieDlo  de  condenas. 

Un  Real  decreto  de  21  de  Junio  de  1809  (1949),  prohibió  im- 
poner á  los  reos,  por  condenas ,  el  servicio  de  las  armas.  Y  otro 
de  21  de  Julio»  suprimió  la  pena  de  baquetas  impuesta  á  algu- 
nos militares. 

XLV.— Papel  sellado. 

El  Real  decreto  de  4  de  Marzo  de  1812  (1950)  y  siguientes 
publicaron  una  completa  ley  sobre  el  uso  del  papel  sellado,  y 
acerca  de  esta  misma  materia  se  publicó  una  modificación  en 
13  de  Mayo  del  mismo  año  (1951). 
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XLVI.— Depósitos  judiciales. 

Derogando  todas  las  disposicioDes  anteriores,  se  mandó  por 
Real  decreto  de  1.^  de  Marzo  de  1809,  que  todos  los  depósitos 
judiciales  se  hicieran  en  la  caja  del  banco  de  San  Carlos  (1952). 

XLYIi.— Indultos. 

El  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1809  (1953),  concedió 
indulto  á  los  desertores  que  se  presentasen  en  cierto  plazo.  El 
de  7  de  Agosto  de  1811,  lo  concedió  también  á  los  soldados  dis- 
persos de  las  guerrillas  enemigas.  Y  la  Gacefa  de  31  de  Enero 
de  1812,  recordó  todas  las  disposiciones  dictadas  para  indultar 
á  los  militares  y  á  los  paisanos  que  hubieran  tomado  parte  en 
la  insurrección  nacional. 

SECCIÓN  V. 

APRECIAOIÓN  DB  ESTA  ÉPOCA. 


Hemos  tenido  empeño  en  dar  á  conocer  las  disposiciones  más 
importantes  que  caracterizaron  el  gobierno  y  administración  de 
José  Napoleón  I  en  el  período  desde  principios  de  1809,  en  que 
entró  por  segunda  vez  en  Madrid,  hasta  que  le  abandonó  de  nue- 
vo en  1812  para  retirarse  á  Francia,  con  el  objeto,  en  primer 
lugar,  de  poder  apreciar  con  datos  seguros  una  época  de  la  his- 
toria nacional  que  aparece  bastante  oscura  y  poco  conocida  por 
falta  de  estudios  especiales  acerca  de  ella;  pero  principalmente 
para  hacer  constar,  que  el  partido  que  se  llamaba  afrancesado  y 
que  constantemente  ha  venido  repitiendo  que  implantó  en  Espa- 
ña un  sistema  eminentemente  liberal;  no  acertó  á  establecer  un 
sistema  político  y  administrativo  que  lo  fuese  realmente,  pues 
las  disposiciones  que  se  vio  obligado  á  dictar,  no  constituyen  un 
plan  determinado  y  completo  de  administración  y  gobierno, 
sino,  por  el  contrario,  un  conjunto  de  resoluciones  expeditivas 
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al  acaso,  dictadas  á  medida  que  las  circunstaucias  lo  exigían. 
Algunas  de  sus  medidas,  especialmente  las  que  se  referían  al 
sistema  económico,  estaban  inspiradas  en  el  criterio  de  la  liber- 
tad, pero  otras  muchas  hubieran  cuadrado  mejor  á  una  monar- 
quía absoluta  que  á  un  gobierno  que  se  llamaba  constitucional, 
aunque  para  nada  cumpliese  la  Constitución.  La  bandera  de  la 
libertad  la  ostentaba  gloriosamente  en  sus  manos  el  pueblo  es- 
pañol, como  tendremos  ocasión  de  justificar  más  adelante.  Al- 
gunas de  las  disposiciones  de  José  Napoleón  I  revelaban  en  sus 
ministros  buenas  intenciones,  pero  con  buenas  intenciones  no 
se  gobierna  á  los  pueblos  que  pelean  por  su  patria,  por  su  reli- 
gión y  por  su  monarquía. 


CAPÍTULO  V. 


GOBIERNO  NACIONAL. 


SECCIÓN  PRIMERA. 


CAUSAS  DE  LA  BKVOLUCltfN  B8PAÑ0LA. 


Un  acontedniiento  tan  importante  y  transcendental  como 
la  revolución  española,  que  comenzó  el  año  180b  y  terminó 
en  1813,  no  podía  realizarse  sino  á  impulsos  de  grandes  y  po- 
derosas causas.  Fué  una  de  ellas,  la  privanza  de  D.  Manuel 
Godoy,  y  su  resuelta  actitud  en  favor  de  la  Francia  y  contraria 
á  otras  naciones  europeas.  Ya  en  1.^  de  Mayo  de  1806,  Don 
Eugenio  Izquierdo,  resueltamente  partidario  del  Emperador  de 
los  franceses,  y  persona  que  directamente  servía  los  intereses 
del  príncipe  de  la  Paz,  había  firmado  en  París  un  convenio, 
por  virtud  del  que  Espafía,  sin  estar  obligada  por  ningún  tra- 
tado anterior,  suministró  al  Tesoro  firancés,  que  se  hallaba  á  la 
sazón  en  el  mayor  apuro,  la  cantidad  de  24  millones  de  fran- 
cos, ó  sea  muy  cerca  de  100  millones  de  reales  (1954).  Seguía 
Godoy  la  rápida  carrera  de  su  encumbramiento,  y  alcanzó  en 
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13  de  Enero  de  1807  la  dignidad  de  almirante  de  España  é  In- 
dias y  el  tratamiento  de  Alteza.  Más  tarde  suscribió  el  célebre 
tratado  de  Fontainebleaa,  que  si  bien  creaba  con  parte  de  Por- ' 
togal  un  reino  para  el  valido,  en  cambio  se  autorizó  al  ejérci- 
to firancés  para  dirigirse  en  derechura  á  Lisboa,  y  ocupar  ar- 
teramente toda  la  Península  española.  Con  la  desmedida  ambi- 
ción del  príncipe  de  la  Paz  y  su  equivocada  política  exterior, 
se  fomentó  el  resultado  ineludible  de  todas  las  privanzas,  las 
parcialidades  en  el  orden  político,  y  todos  los  conflictos  que  ha- 
bíamos presenciado  durante  los  reinados  de  los  tres  últimos 
vastagos  de  la  Casa  de  Austria.  Las  intrigas  se  sucedieron  rá- 
pidamente, y  como  afirmó  D.  Joaquín  F.  Pacheco  en  su  Bislo- 
ría  déla  regencia  de  la  Beina  Cristina  (1955),  la  causa  del  Esco- 
rial fué  la  primera  explosión  de  tan  inmensa  y  tan  cargada 
mina.  Allí  comenzó  el  desorden  público;  allí  comenzó  la  guerra 
civil;  allí  la  revolución  española.  Carlos  IV,  exaltado  un  mo  - 
mentó,  á  pesar  de  su  apatía,  lanzó  en  medio  de  la  nación  un 
terrible  manifiesto  contra  el  heredero  del  trono.  Amenazóse 
repetir  la  historia  que  se  supone  á  Felipe  11,  y  ver  á  otro 
príncipe  de  Asturias  condenado  al  patíbulo  por  su  padre  y 
por  su  Rey.  cMas  las  circunstancias  eran  completamente  dis- 
»tintas.  Entre  el  monarca  Borbón  y  el  hijo  de  Carlos  I,  la  dife- 
irenda  no  podía  ser  más  señalada.  Felipe  obró  en  silencio,  si 
»obró  duramente;  Carlos  IV  escandalizaba  al  mundo,  siendo  se- 
>guro  que  no  había  de  obrar.  A  los  pocos  días  se  repitió  el  es- 
»cándalo,  con  un  perdón  indecoroso.  El  Príncipe  entró  de  nue~ 
» vo  en  la  aparente  gracia  de  sus  padres,  y  sólo  hubo  por  resul- 
>tado  un  nuevo  estremecimiento  moral  de  todos  los  principios 
^sociales  y  gubernativos.  El  desorden  había  levantado  su  fren- 
óte, y  saliendo  de  las  ideas  se  realizaba  en  hechos  de  tal  imporp 
»tancia.i 

En  vez  de  realizarse  el  nuevo  trazado  del  reino  español,  tal 
como  se  consignó  en  el  tratado  de  Fontainebleau,  el  proceso  del 
Escorial  y  las  imprudentes  gestiones  hechas  por  la  familia  Real 
española  cerca  del  Emperador  Napoleón  I,  acabaron  de  poner 
los  destinos  de  España  en  manos  del  Emperador  de  los  franco- 
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ses.  Éste  consiguió  fascinar  á  algunos  españoles  que,  mientras 
la  Península  sufría  una  verdadera  invasión  y  sus  principales 
fortalezas  eran  arteramente  ocupadas  por  las  fuerzas  del  ejér- 
cito invasor,  no  vacilaron  en  acudir  ¿  tierra  extranjera  para 
celebrar  un  simulacro  de  representación  nacional  y  ratificar  la 
elección  que  para  Rey  de  España  había  hecho  Napoleón  I  en 
favor  de  su  hermano  José  Bonaparte.  La  opinión  de  un  pueblo 
que,  por  una  especie  de  intuición,  se  había  opuesto  á  la  mar- 
cha de  sus  Reyes,  y  que  después  vio  hollado  y  escarnecido  el 
derecho  de  la  nación,  no  se  equivocó  en  su  juicio;  y  en  vez  de 
ver  en  el  monarca  francés  un  aUado  para  altos  y  patrióticos 
destinos,  no  encontró  más  que  un  enemigo  pérfido  que  había 
comenzado  por  prevalerse  de  la  amistad  para  ocupar  militar- 
mente el  país  y  encadenar,  como  él  dijo,  á  la  España  al  destino 
de  la  Francia.  Martínez  de  la  Rosa,  en  su  Bosquqfo  histórico  de 
lapolUica  de  España  (1956),  dijo  que  «cuanto  mayor  había  sido 
»el  entusiasmo  del  pueblo  español  por  aquel  hombre  extraordi- 
>nario,  y  más  ciega  la  confianza  que  en  él  depositara,  mayor 
>fQé  la  indignación  al  verse  tan  villanamente  engañado,  arro- 
>jando  un  grito  de  venganza,  que  era  ya  una  declaración  de 
«guerra.»  Luis  Bonaparte,  en  sus  Documents  hisioriques  sur  la 
HoUande  (1957),  había  consignado  antes,  que  la  repugnancia 
natural  que  inspiraba  un  Príncipe  impuesto  por  el  extranjero, 
las  insinuaciones  de  los  partidarios  del  Rey  Femando,  la  perse- 
cución de  la  cabeza  de  la  Iglesia  y  tantos  enemigos  como  tenía 
la  Francia,  levantaron  á  aquella  nación  robusta,  altiva,  difícil 
de  dominar.  La  revolución  española  reconoció  por  principales 
cansas  nuestras  propias  é  interiores  debilidades  y  las  deslealta- 
des y  ambición  de  la  Francia,  por  más  que  esta  nación  lo  atri- 
buyera todo  á  las  intrigas  y  al  oro  de  la  Inglaterra  (1958),  que 
no  se  fió  de  las  veleidades  de  la  corte  de  España  hasta  que 
prisionera  la  dinastía  toda  en  Francia,  la  nación  fué  dueña  de 
8US  destinos  y  pudo  tratar  con  seguridad  de  éxito  con  las  juntas 
locales  de  Asturias  y  de  Valencia  primero,  y  después  con  la 
regencia  y  las  Cortes  en  Cádiz. 
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SECCIÓN  n. 

MANIFE8TACI0NBS  DE  LA   OPINIÓN  PÚBLICA. 

Mientras  los  españoles  no  acertaron  á  explicar  la  causa  de 
los  males  de  la  patria  más  que  por  la  privanza  del  principe  de 
la  Paz,  cuyo  término  creyeron  ver  en  la  abdicación  de  Car- 
los IV  y  en  la  elevación  al  trono  de  España  de  su  hijo  Fernan- 
do Vn,  todas  sus  manifestaciones,  lo  mismo  en  Aranjuez  que 
en  Madrid  y  en  las  provincias,  se  redujeron,  como  dijo  el  conde 
de  Toreno  en  su  citada  Mearía  (1959),  á  arrastrar  el  retrato  de 
Godoy  que  los  mismos  pueblos  habían  á  sus  expensas  colocado 
en  las  casas  consistoriales;  pero  el  encono  popular  llegó  á  algo 
más  en  Sanlúcar  de  Barrameda,  pues  el  jardín  experimental  y 
de  aclimatación,  creado  en  la  época  del  privado,  fué  destruido 
á  los  tres  años,  en  1808,  según  consignó  D.  Miguel  Colmeiro  ^i 
su  Basque  histórico  dd  Jardín  botánico  de  Madrid  (1960).  Cuan- 
do Femando  Vil  se  dirigió  á  Bayona,  y  el  jefe  de  las  fuerzas 
francesas  reclamaba  la  entrega  del  símbolo  de  nuestras  glo- 
rias en  Pavía  y  la  libertad  de  D.  Manuel  Godoy,  no  faltó  quien, 
como  D.  José  Martínez  de  Hervas,  avisase  que  se  tramaba  con- 
tra el  Rey  alguna  celada,  y  que  sería  prudente  desistir  del  viaje 
ó  diferirlo;  pero  estas  indicaciones  de  lealtad  fueron  fatalmente 
desoídas.  Sin  embargo,  el  mismo  Napoleón  I  escribía  á  Murat 
el  29  de  Marzo  (1961)  estas  sentenciosas  palabras:  «La  revo- 
»lución  de  20  de  Marzo  prueba  que  hay  energía  en  los  espafío- 
»le6.  Habrá  que  lidiar  contra  un  pueblo  nuevo  lleno  de  valor, 
»y  con  entusiasmo  propio  de  hombres  á  quienes  no  han  gasta- 
ndo las  pasiones  políticas »  Y  más  abajo  añadía:  cSe  harán 

•levantamientos  en  masa  que  eternizarán  la  guerra.»  En  vez 
de  evitarlos,  puesto  que  eran  conocidos,  se  hizo  todo  cuanto 
era  posible  para  darles  gravedad.  La  espada  rendida  por  Fran- 
cisco I  en  la  batalla  de  Pavía,  fué  entregada  al  representante 
de  la  Francia.  Godoy,  ante  la  resuelta  actitud  del  general  Mu- 
rat, fué  puesto  en  salvo,  y  cuando  Femando  Vil  atravesó  la 
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frontera,  el  gran  duque  de  Berg  se  apoderó  de  la  presidencia 
de  la  junta  suprema,  designó  la  mayor  parte  de  los  españoles 
que  habían  de  congregarse  en  Bayona,  y  bien  pronto  dejó  com- 
prender que  su  propósito  era  apoderarse  á  todo  trance  del  po- 
der público,  puesto  que  tenía  ocupada  militarmente  la  capital 
de  España  y  hacía  continua  ostentación  de  sus  fuerzas  y  recur- 
sos militares. 

El  día  1.0  de  Mayo,  al  regresar  el  general  Murat,  gran  du- 
que de  Berg,  de  sus  acostumbradas  revistas,  á  su  paso  por  la 
Puerta  del  Sol  fué  escarnecido  y  silbado,  con  escándalo  de  su 
comitiva,  por  el  numeroso  pueblo  que  allí  á  la  sazón  se  encon- 
traba. D.  Pedro  Cevallos,  que  había  acompañado  al  Rey  Fer- 
nando como  ministro  de  Estado,  comisionó  á  D.  Justo  Ibarna- 
varro,  oidor  de  Pamplona,  que  llegó  el  29  de  Abril  á  Madrid, 
para  que  manifestara  á  la  junta  cque  no  se  hiciese  novedad  en 
»la  conducta  tenida  con  los  franceses,  para  evitar  funestas  con- 
>  secuencias  contra  el  Rey  y  cuantos  españoles  acompañaban 
>á  S.  M.;>  pero  también  añadió  de  parte  de  S.  M.,  que  testaba 
«resuelto  á  perder  primero  la  vida  que  acceder  á  una  inicua  re- 

»nuncia y  que  con  esta  seguridad  procediese  la  junta.»  El 

general  Murat  presentó  á  la  junta  una  carta  en  que  Carlos  IV 
disponía  la  marcha  á  Bayona  de  los  dos  únicos  hijos  que  había 
dejado  en  Madrid,  la  Reina  de  Etruría  y  el  infante  D.  Francis- 
co; y  como  la  junta,  á  pesar  de  haberse  asociado  los  goberna- 
dores y  decanos  y  dos  ministros  de  los  consejos  supremos,  se 
manifestase  indecisa  y  aun  mostrara  su  opinión  contraria  á  la 
marcha  del  Infante^  el  general  Murat  anunció  que  haría  uso  de 
la  fuerza  para  que  se  cumpliese  el  deseo  de  Carlos  IV,  y  que  le 
proclamaría  inmediatamente  como  Rey  de  España,  constituyén- 
dose él  en  su  lugarteniente  (1962).  En  la  noche  del  30  de  Abril 
la  junta  lo  discutió  todo,  y  nada  de  extraño  tiene  que  el  1  .o  de 
Mayo  el  pueblo  mostrara  su  disgusto  al  jefe  de  las  fuerzas  fran- 
cesas en  la  Puerta  del  Sol.  El  día  2  se  advirtieron  los  prepara- 
tivos  para  la  marcha  de  la  Reina  de  Etruría  y  el  Infante,  y  las 
lágrimas  de  éste,  en  la  crítica  ocasión  de  la  partida,  electrizaron 
á  la  muchedumbre,  que  se  precipitó  al  coche,  rompió  sus  tiran- 
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tes,  7  DO  lo  pasara  bien  on  ayadante  de  campo  del  gran  duque 
de  Berg,  si  nna  patrulla  francesa  no  lo  librara  del  poder  de 
los  amotinados. 

Un  batallón  que  se  bailaba  en  el  alojamiento  de  Murat  con 
dos  piezas  de  artillería,  acudió  prontamente  al  lugar  de  los  su- 
cesos, y  sin  previo  aviso  ni  intimación,  bizo  una  descarga  so- 
bre loa  indefensos  corrillos,  produciendo  un  sinnúmero  de  des- 
gracias y  una  general  dispersión,  que  en  breves  instantes  suble- 
vó la  población  entera.  La  lucha  se  trabó  desde  entonces  en 
condiciones  bien  desiguales,  y  el  2  de  Mayo  señaló  el  principio 
de  la  lucba  armada  entre  el  pueblo  español  y  la  Francia,  que 
babfa  de  encontrar  eco  patriótico  en  todas  las  provincias,  y 
producir  una  sublevación  general  que  constituye  la  gloriosa 
guerra  de  la  Independencia.  La  noticia  de  los  sucesos  de  Ma- 
drid produjo  en  toda  España  un  efecto  instantáneo,  enérgico  y 
salvador,  y  la  masa  total  de  los  habitantes,  como  dice  muy  bien 
Gómez  de  Arteche,  se  sintió  agitada  de  un  mismo  impulso,  el 
de  la  resistencia,  y  en  todas  ellas  fué  simultáneo  el  grito  contra 
la  opresión  francesa,  porque  á  todas  ellas  las  arrastraba  el  sen- 
timiento de  su  independencia  y  de  su  dignidad.  Por  una  ex- 
traña coincidencia,  España,  que  había  soportado  una  lucba  de 
ocho  siglos  para  realizar  su  reconquista,  y  que  durante  tres  si- 
glos más  había  sido  independiente,  se  veía  obligada  á  luchar  de 
nuevo  por  aquellos  sentimientos  tan  queridos,  que  constituyeron 
toda  su  gloriosa  historia.  Su  defensa  era  verdaderamente  nacio- 
nal, y  sus  manifestaciones  eran  la  expresión  de  la  dignidad 
ofendida  y  de  la  independencia  ultrajada. 

SECCIÓN  ni. 

LA  JTTirrA  SUPRSMA  DB  MADRU). 

Publicada  la  abdicación  de  Carlos  IV  y  proclamado  Rey 
Femando  VII,  el  poder  civil  se  concentraba  en  sus  manos,  y 
todos  sus  mecanismos  se  movieron  al  impulso  de  su  voluntad. 
Al  partir  para  Francia  delegó  aquel  poder  en  una  junta  suprema 
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de  gobierno  que  había  de  presidir  el  infante  D.  Antonio,  com- 
paeeta  de  D.  Francisco  Gil  de  Lemas,  D.  Miguel  José  de  Azan* 
za,  D.  Gonzalo  O'Farrill  y  D.  Sebastián  Piñuela,  ministros 
que  eran  de  Marina,  de  Guerra,  de  Hacienda  y  do  Gracia  y 
Justicia.  Esta  junta  entendía  durante  la  ausencia  de  S.  M.  en 
las  materias  gubernativas,  resolviendo  lo  urgente  y  consultan- 
do lo  demás  por  el  conducto  de  D.  Pedro  Cevallos,  ministro  de 
Estado  que  debía  acompañar  á  S.  M.  en  el  viaje.  En  la  üfemo- 
rta  que  dos  de  los  individuos  de  esta  junta  publicaron  en  Pa- 
rís en  1815  para  justificar  su  conducta  política,  se  ha  relatado 
la  existencia  y  vicisitudes  de  aquella  corporación  de  una  mane- 
ra, si  no  del  todo  satisfactoria,  que  al  menos  ilustra  los  acon- 
tecimientos basados  en  la  inapelable  presión  de  las  circunstan- 
cias. Desde  los  primeros  días  de  su  existencia,  las  reclamacio- 
nes del  general  Murat,  gran  duque  de  Berg,  tomaron  un  carác- 
ter imperioso  y  de  amenaza.  No  se  la  habían  suministrado  ins- 
trucciones algunas,  y  á  los  doce  6  quince  días  de  haberse  au- 
sentado el  Bey,  ya  no  pudo  la  junta  comunicarse  más  con  S.  M. 
En  la  mañana  misma  de  su  salida  de  Madrid,  quiso  ya  que  la 
junta  pusiese  á  su  disposición  la  persona  de  Godoy,  y  fué  nece- 
sario escribir  á  Cevallos,  que  se  hallaba  en  Vitoria,  el  cual  con- 
testó que  S.  M.  había  escrito  al  Emperador  ofreciendo  tenerlo 
á  su  disposición  con  tal  que,  continuándose  la  causa,  se  hiciese 
justicia  á  los  que  tuviesen  que  reclamar. 

El  día  16  de  Abril  el  general  Murat  conferenció  con  O'Farrill, 
ministro  de  la  Guerra,  y  después  de  manifestarle  que  algunos 
soldados  franceses  habían  sido  asesinados,  que  los  vecinos  de 
Madrid  eran  desafectos  á  las  tropas  francesas,  que  en  ello  te- 
nían mucha  parte  los  guardias  de  Corps,  y  que  en  Aragón  se 
habían  acopiado  hasta  100.000  fusiles^  le  indicó  que  tenía  ór- 
denes del  Emperador  para  no  reconocer  en  España  otro  sobe- 
rano que  á  Carlos  IV,  y  que  se  proponía  publicarlo  asi  en  una 
proclama  que  tenía  preparada  y  que  le  dio  á  leer  manuscrita. 
Suscitóse  acerca  de  ella  un  violento  diálogo,  en  el  cual  O'Farrill 
declaró  al  príncipe  Murat,  que  no  sería  obedecido  por  ninguna 
de  las  autoridades  y  menos  por  la  nación,  que  había  ya  recóno- 
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cido  en  la  forma  más  solemne  á  D.  Fernando,  á  lo  cual  replicó 
el  gran  Duque,  que  el  cañón  y  las  bayonetas  la  harían  obedecer. 
La  junta  de  gobierno  fué  enterada  de  todo,  y  estando  reunida 
recibió  un  recado  del  gran  Duque  para  que  destinase  dos  de  sus 
vocales  que  fuesen  aquella  noche  á  verle  para  asunto  de  la  ma- 
yor importancia.  Fueron  comisionados  Azanza  y  OTarrill,  y  en 
una  conferencia  de  cuatro  horas,  á  que  asistió  el  conde  de  Lafo- 
rest,  se  discutió  largamente  sobre  la  validez  de  la  abdicación  de 
Carlos  IV^  concluyendo  los  dos  individuos  de  la  junta  por  pro- 
testar, en  nombre  de  ésta,  de  la  responsabilidad  de  los  males 
que  se  seguirían  de  llevar  adelante  el  pensamiento  indicado  por 
el  general  Murat.  Todos  los  detalles  de  estas  conferencias  están 
relatados  en  las  dos  cartas  dirigidas  á  S.  M.  con  fecha  17  de 
Abril  de  1808,  que  forman  las  notas  6/  y  7/  de  la  Memoria  de 
Azanza  y  O'Farrill  (1963).  La  junta,  después  de  aprobar  la  con- 
ducta de  sus  comisionados,  acordó  comunicar  verbalmente  al 
gran  duque  de  Berg  las  siguientes  resoluciones :  1/  Que  el  se- 
fior  D.  Carlos  IV,  y  no  el  gran  Duque,  debía  comunicar  á  la 
junta  su  resolución  de  volver  á  tomar  las  riendas  del  gobierno, 
y  que  la  junta  ceñiría  la  respuesta  que  daría  á  S.  M.  á  decir: 
Que  había  recibido  su  carta,  y  que  la  comunicaba  desde  luego 
al  Sr.  D.  Fernando  VU,  cuyas  Reales  órdenes  seguiría  obede- 
ciendo como  hasta  entonces.  2.*  Que  el  Sr.  D.  Carlos  IV ,  que 
estaba  ya  resuelto  á  pasar  á  Bayona,  no  ejercería  durante  su 
viaje  ningún  acto  de  soberanía.  Y  3.^  Que  se  tendría  este  asun- 
to  en  la  mayor  reserva  por  ambas  partes ,  y  no  se  daría  á  cono- 
cer en  la  orden  del  ejército,  ni  de  otro  modo  alguno. 

El  gran  duque  de  Berg  fué  personalmente  á  Aranjuez  á  ins- 
truir de  todo  á  Carlos  IV ,  y,  por  consecuencia  de  esta  visita ,  el 
infante  D.  Antonio,  presidente  de  la  junta,  recibió  en  17  de 
Abril  (1964)  una  carta  en  que  declaraba  forzado  el  acto  de  ab- 
dicación, como  lo  había  consignado  en  la  protesta  ñrmada  en 
Aranjuez  á  21  de  Marzo  anterior.  La  junta  se  limitó  á  contestar 
que  «pasaba  su  Real  carta  al  soberano  que  le  había  confiado 
»el  gobierno  de  la  monarquía,  y  aguardaría  sin  hacer  novedad 
isus  órdenes  para  obrar  conforme  á  ellas,  t  Desde  entonces  las 
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relaciones  entre  la  junta  y  el  gran  Duque  tomaron  un  carácter 
más  violento,  y  algunos  sucesos  en  Burgos  y  Toledo  dieron 
lagar  á  la  carta  que  en  23  de  Abril  dirigió  el  duque  de  Berg  al 
infante  D.  Antonio  (1965),  en  que  se  calificaban  de  juntas  sedi- 
ciosas ó  de  tumultos  populares.  En  la  designación  de  personas 
notables  que  concurrieron  á  la  reunión  de  Bayona,  mientras  la 
junta  deliberaba  acerca  de  esta  propuesta,  estaba  el  gran  Duque 
llamando  á  algunos  sujetos  que  pensaba  elegir,  para  llenar  las 
intenciones  del  Emperador.  La  salida  de  la  reina  de  Etruria  y 
del  infante  D.  Francisco  de  Paula,  convenció  á  la  junta  de  que 
el  gran  Duque  estaba  dispuesto  á  recurrir  á  la  fuerza  en  caso 
necesario,  y  desde  aquel  día  asoció  á  sus  sesiones  á  los  gober- 
nadores y  decanos  de  los  consejos  supremos.  Desde  entonces  el 
general  Murat  significó  que  en  el  silencio  de  la  noche  enviaría 
á  sacar  de  Palacio  al  Infante,  y  tomaría  todas  sus  medidas  para 
vencer  cualquier  oposición  que  se  intentase  hacerle.  Esta  ma- 
nifestación  produjo  una  discusión  grave  en  el  seno  de  la  junta, 
la  cual  votó  por  unanimidad,  desechar  todo  intento  de  proyecto 
hostil,  y  adoptar  por  principio  constante  el  calmar  los  ánimos, 
precaver  por  todos  medios  las  inquietudes  populares,  y  conte- 
nerlas, en  caso  necesario,  con  las  fuerzas  propias. 

Penetrada  la  junta  de  la  situación  crítica  del  reino,  comisionó 
á  D.  Evaristo  Pérez  de  Castro  y  D.  José  de  Zayas  para  que,  diri- 
giéndose á  Bayona,  demandase  al  Rey  instrucciones  respecto  de 
los  cuatro  puntos  siguientes:  1.^  Si  convenía  autorizar  á  la  junta 
á  sustituirse  en  caso  necesario  en  otras  personas,  las  que  S.  M. 
designase,  para  que  se  trasladasen  á  paraje  en  que  pudiesen 
obrar  con  libertad,  siempre  que  la  junta  llegase  á  carecer  de 
ella.  2.^  Si  era  la  voluntad  de  S.  M.  que  empezasen  las  hostili- 
dades, el  modo  y  tiempo  de  ponerlo  en  ejecución.  3.^  Si  debía 
ya  impedirse  la  entrada  de  nuevas  tropas  francesas  en  Espafia, 
cerrando  los  pasos  de  la  frontera.  Y  4.^  Si  S.  M.  juzgaba  con- 
ducente que  se  convocasen  las  Cortes,  dirigiendo  su  Real  decreto 
al  consejo,  y  en  defecto  de  éste  (por  ser  posible  que  al  llegar  la 
respuesta  de  S.  M.  no  estuviese  ya  en  Ubertad  de  obrar)  á  cual- 
quiera chancillerla  ó  audiencia  del  reino  que  estuviese  libre  de 
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tropas  francesas.  Al  propio  tiempo  que  se  reclamaban  al  Rey  ins- 
trucciones acerca  de  puntos  tan  graves,  á  indicación  del  ministro 
de  Marina,  D.  Francisco  Gil,  se  nombró  también  una  junta  que 
sustituyese  á  la  de  Madrid,  llegado  el  caso  de  carecer  ésta  de 
libertad,  compuesta  del  conde  de  Ezpeleta,  capitán  general  de 
Cataluña,  que  debía  presidirla;  D.  Gregorio  García  de  la  Cues- 
ta, capitán  general  de  Castilla  la  Vieja;  el  teniente  general  Don 
Antonio  de  Escaño,  D.  Gaspar  Melchor  de  Jovellanos ,  y  en  su 
lugar,  y  basta  tanto  que  llegase  de  Mallorca,  D.  Juan  Pérez  Vi- 
Uamil  y  D.  Felipe  Gil  Tabeada.  Éste  salió  con  el  secretario,  Don 
Damián  de  la  Santa,  para  Zaragoza,  que  era  el  punto  señalado 
para  la  reunión.  Además,  Azanza  y  O'Farrill  aseguran,  al  núme- 
ro 50  de  su  Memoria  (1966),  que  se  habían  adoptado  las  dispo- 
siciones convenientes  para  organizar  la  resistencia,  y  que  pocas 
horas  de  libertad  hubieran  bastado  para  circular  estas  provi- 
dencias desde  el  momento  en  que  se  hubiese  recibido  la  autori- 
zación competente. 

Los  acontecimientos  del  2  de  Mayo  todavía  hicieron  más  crí- 
tica la  situación  de  la  junta  de  gobierno,  pero  acabó  de  agra- 
varla la  siguiente  extravagante  carta  que  el  infante  D.  Antonio 
dirigió  al  ministro  Gil,  y  que  dice  así:  cAl  Sr.  Gil.=A  la  junta 
ipara  su  gobierno  la  pongo  en  su  noticia  como  me  he  marcha- 
ido  á  Bayona  de  orden  del  Rey,  y  digo  á  dicha  junta  que  ella 
«sigue  en  los  mismos  términos  como  si  yo  estuviese  en  ella. 
»Dios  nos  la  dé  buena.  Adiós,  señores,  hasta  el  valle  de  Josa- 
»fat.= Antonio  Pascual.»  Abandonada  la  junta  por  su  presi- 
dente, inmediatamente  la  manifestó  el  general  Murat,  que  creía 
conveniente  al  buen  orden  y  quietud  pública  asociarse  á  fus 
deUberaciones,  y  como  la  junta  resistiese  esta  pretensión,  aque- 
lla misma  noche  se  presentó  en  ella  y  renovó  su  pretensión ,  á 
la  cual  accedió  por  fín  la  junta,  á  pesar  de  las  protestas  de  GU» 
Azanza  y  OTarril,  seguidas  de  la  renuncia  del  secretario,  el  con- 
de de  Casa- Valencia.  La  situación  en  que  la  colocó  este  acuer- 
do, la  resolvió  un  Real  decreto  de  4  de  Mayo,  fechado  en  Bayo- 
na y  recibido  el  7  en  Madrid^  por  el  cual,  Carlos  IV,  volvía  á 
encargarse  del  gobierno;  nombraba  al  gran  duque  de  Berg 


FBBNA.XDO    VII  513 

lugarteniente  general  del  reino,  mandando  á  ia  junta  y  demás 
autoridades  que  obedeciesen  sus  órdenes,  y  acompañaba  una 
alocución  á  la  nación,  exhortándola  á  calmar  las  agitaciones  y 
evitar  toda  división  ó  partido,  y  terminaba  diciendo:  c  Imitad 
imi  ejemplo,  y  creed  que  en  la  situación  en  que  os  halláis,  no 
»hay  prosperidad  ni  salvación  para  los  españoles,  sino  en  la 
»aniistad  del  grande  Emperador  nuestro  aliado.» 

De  Pérez  de  Castro  y  Zayas,  solo  el  primero  llegó  á  Bayona 
el  4  de  Mayo,  y  habiendo  conferenciado  con  D.  Pedro  Ceballos, 
ministro  de  Estado  del  Rey  Fernando,  obtuvo  dos  Reales  de<* 
cretos  fechados  el  5,  en  el  que  decía  «que  se  hallaba  sin  liber- 
>tad,  y  consiguientemente  imposibilitado  de  tomar  por  si  me- 
tdida  alguna  para  salvar  su  persona  y  la  monarquía;  que  por 
itanto  autorizaba  á  la  junta,  en  la  forma  más  amplia,  para  que 
>en  cuerpo,  6  sustituyéndose  en  una  ó  muchas  personas  que  la 
»representasen,  se  trasladara  al  paraje  que  creyese  más  conve» 
>niente,  y  que  en  nombre  de  S.  M.,  representando  su  misma 
apersona,  ejerciese  todas  las  funciones  de  la  soberanía.  Que  las 
»hostilidades  deberían  empezar  desde  el  momento  en  que  in- 
» temasen  á  S.  M.  en  Francia,  lo  que  no  sucedería  sino  por  la 
>violencia.  Y  por  último,  que  en  llegando  ese  caso,  tratase  la 
>junta  de  impedir,  del  modo  que  creyese  más  á  propósito,  la 
> entrada  de  nuevas  tropas  en  la  Península.»  El  decreto  al  con- 
sejo decía:  «que  en  la  situación  en  que  S.  M.  se  hallaba,  priva- 
»do  de  libertad  para  obrar  por  sí,  era  su  Real  voluntad  que  se 
»convocasen  las  Cortes  en  el  paraje  que  pareciese  más  expedito; 
»que  por  de  pronto  se  ocupasen  únicamente  en  proporcionar 
»los  arbitrios  y  subsidios  necesarios  para  atender  á  la  defensa 
»del  reino,  y  que  quedasen  permanentes  paralo  demás  que  pu- 
»die8e  ocurrir.»  Pero  al  día  siguiente,  6  de  Mayo,  Fernando  VII 
devolvía  pura  y  simplemente  la  Corona  á  su  augusto  padre,  y 
decía  al  infante  D.  Antonio:  «En  virtud  de  esta  renuncia  de  la 
» Corona,  que  he  hecho  en  favor  de  mi  amado  padre,  revoco  los 
»poderes  que  había  otorgado  á  la  junta  de  gobierno,  antes  de 
»mi  salida  de  Madrid^  para  el  despacho  de  los  negocios  graves 

»y  urgentes  que  pudiesen  ocurrir  durante  mi  ausencia.  La  junta 
Tomo  IV  33 
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>obedecorá  las  órdenes  y  mandatos  de  nuestro  muy  amado 
t  padre  y  soberano,  y  las  hará  ejecutar  en  los  rey  nos.  i  Estos 
documentos  se  pasaron  el  10  al  consejo,  y  acordó  inmediata- 
mente su  cumplimiento.  Las  vacilaciones  y  equívoca  conducta 
de  la  Junta  en  estas  supremas  circunstancias,  han  sido  objeto 
de  diversas  opiniones  entre  los  historiadores,  pero  no  puede 
desconocerse,  que  la  misma  incertidumbre  que  se  advertía  en 
todos  los  actos  que  se  realizaron  en  Bayona,  tenía  que  reflejar- 
se y  se  reflejó  en  todos  los  actos  de  la  junta  de  gobierno^  la  cual, 
nacida  sin  atribuciones,  prefirió  plegarse  á  las  imposiciones  del 
gran  duque  de  Berg,  en  vez  de  dar  crédito  á  los  decretos  del  5 
de  Mayo,  considerar  arrancados  por  la  violencia  la  renuncia  y 
protesta  posterior,  y  cuando  vio  que  los  monarcas  españoles 
eran  internados  en  Francia,  levantar  la  bandera  nacional  y  de- 
fender los  derechos  de  la  monarquía  eepafiola.  El  poder  civil 
que  la  autoridad  legítima  había  confiado  á  la  junta  suprema  de 
gobierno  de  Madrid ,  y  que  ésta,  después  de  ejercerlo  débil,  in- 
cierta y  equivocadamente,' había  dejado  en  las  manos  del  gene- 
ral en  jefe  de  los  ejércitos  franceses,  fué  heroicamente  recogi- 
do por  el  pueblo  español. 

SECCIÓN  IV. 

LAS  JUNTAS  PROVINCIALES. 

Huérfana  la  nación  del  poder  nacional,  é  iniciada  la  resisten- 
cia en  la  capital  de  España,  en  todos  los  ángulos  de  la  monar- 
quía resonó  un  grito  de  guerra  contra  la  invasión  y  el  poder  de 
la  Francia.  El  conde  de  Toreno  en  su  Historia  (1967),  dice  que 
la  historia  no  nos  ha  transmitido  ejemplo  más  grandioso  de  un 
alzamiento  tan  súbito  y  tan  unánime  contra  una  invasión  ex- 
traña. Como  si  un  premeditado  acuerdo,  como  si  una  suprema 
inteligencia  hubiera  gobernado  y  dirigido  tan  gloriosa  determi- 
nación, las  más  de  las  provincias  se  levantaron  espontáneamen- 
te casi  en  un  mismo  día ,  sin  que  tuviesen  muchas  noticias  de 
la  insurrección  de  las  otras,  y  animadas  todas  de  un  mismo  es- 
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píritu  exaltado  y  heroico.  A  resolución  tan  magnánima  fué  es- 
timulada la  nación  española  por  los  engaños  y  alevosías  de  un 
falso  amigo,  que  con  capa  de  querer  regenerarla,  desconociendo 
sus  usos  y  sus  leyes,  intentó  á  su  antojo  dictarle  otras  nuevas, 
variar  la  estirpe  de  sus  reyes  y  destruir  así  su  verdadera  y  bien 
entendida  independencia,  sin  la  qpe  desmoronándose  los  esta- 
dos más  poderosos,  hasta  su  nombre  se  acaba  y  lastimosamente 
perece. 

Todos  los  historiadores,  pero  muy  especialmente  Toreno,  La- 
fuente  y  Gómez  de  Arteche,  en  sus  citadas  obras  (1968)  han 
descrito  mmuciosamente  la  insurrección  general  de  España  por 
consecuencia  de  los  acontecimientos  del  2  de  Mayo  en  Madrid. 
Le  cupo  la  gloría  de  iniciarla  á  la  leal  y  monárquica  Asturias, 
cuna  de  la  independencia  española,  donde  ya  el  29  de  Abril, 
con  motivo  de  una  imprudencia  del  cónsul  francés,  había  pre- 
senciado el  que  fuese  apedreada  la  casa  de  éste.  Murat  había 
remitido  á  todas  las  provincias  de  España  el  célebre  bando  dra- 
coniano que  publicó  en  Madrid  el  2  de  Mayo,  y  el  9  quiso  fijar- 
se en  Oviedo,  pero  la  lealtad  de  aquel  pueblo  lo  impidió,  y  á 
pesar  de  las  medidas  adoptadas,  el  24  estalló  el  movimiento,  y 
todas  las  clases  sociales  constituyeron  una  junta,  nombrando 
presidente  al  marqués  de  Santa  Cruz,  y  confíándole  el  mando 
de  las  armas.  Al  día  siguiente  25  declaró  solemnemente  la  gue- 
rra á  Napoleón,  y  D.  Andrés  Ángel  de  la  Vega  Infanzón  y  el 
conde  de  Matarrosa,  hijo  del  conde  de  Toreno,  partieron  con 
rumbo  á  Inglaterra  á  entablar  negociaciones  con  aquel  gobier- 
no. Galicia,  con  motivo  de  la  supresión  de  la  antigua  costumbre 
de  izar  el  pabellón  nacional  en  los  baluartes  de  la  plaza,  había 
manifestado  el  30  de  Mayo  su  decisión  por  la  causa  nacional, 
y  en  aquel  mismo  día  una  Junta,  formada  de  todas  las  autori- 
dades civiles,  militares  y  eclesiásticas^  presidida  por  el  general 
Filangieri,  tomó  la  dirección  del  movimiento,  y  dispuso  que  los 
pueblos,  guardando  la  antigua  costumbre,  eligiesen  una  dipu  - 
tación  que  los  representase  genuinamente,  y  esta  nueva  junta, 
á  la  cual  se  agregaron  los  obispos  de  Orense  y  Tuy,  fué  la  que 
tomó  á  su  cargo  el  encauzar  el  movimiento  en  aquel  antiguo 
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reino.  Santander,  en  26  de  Mayo,  había  proclamado  á  Feman- 
do VII,  y  al  día  sigoiente  27  se  compuso  una  junta  de  los  in- 
dividuos del  ayuntamiento  y  varias  personas  notables  del  pue- 
blo^ eligiendo  por  su  presidente  al  obispo  de  la  diócesis  D.  Ra- 
fael Menéndez  de  Luarca.  I/>s  movimientos  de  Logroño  y 
Segovia  fueron  reprimidos  cruelmente,  pero  en  cambio  León 
secundó  en  1.^  de  Junio  el  movimiento,  constituyendo  una  jun- 
ta de  los  individuos  del  ayuntamiento  y  otras  personas,  á  cjiyo 
frente  se  colocó  D.  Manuel  Castafión,  gobernador  militar  de  la 
provincia,  el  cual,  á  poco,  transfirió  la  presidencia  áD.  Antonio 
Valdés^  antiguo  ministro  de  Marina.  En  Valladolid  se  congre- 
gó otra  junta  de  los  principales  habitantes  individuos  de  todas 
las  corporaciones^  á  cuyo  frente  se  colocó  el  capitán  general 
D.  Gregorio  de  la  Cuesta.  Este  ejemplo  fué  seguido  por  Ávila, 
Salamanca,  Zamora  y  Ciudad-Rodrigo.  En  Sevilla  se  inició 
también  el  movimiento  el  26  de  Mayo,  y  el  27  se  nombró  una 
junta  suprema  de  personas  distinguidas  de  la  ciudad,  que  se 
denominó  junta  suprema  de  España  é  Indias;  Jaén  y  Córdoba 
siguieron  el  ejemplo  de  Sevilla,  creando  también  otras  juntas 
para  su  gobierno  particular,  compuestas  de  personas  de  todas 
las  clases  sociales.  No  así  en  Granada,  que  determinó  elegir  un 
gobierno  separado,  levantando  un  ejército  propio  para  concu- 
rrir á  la  común  defensa.  Los  sucesos  de  Mayo  se  hicieron  públi- 
cos en  Badajoz  el  día  4,  y  el  30  se  formaba  una  junta  de  perso- 
nas escogidas  entre  las  primeras  autoridades  y  personas  de  la 
mayor  posición  social.  En  Cartagena  se  dio  el  grito  de  insurrec- 
ción el  día  22  de  Mayo  al  oir  la  lectura  de  la  Gaceta  del  20,  que 
contenía  la  renuncia  de  los  monarcas  españoles,  y  el  24,  en 
Murcia,  cuatro  oficiales  penetraron  aclamando  á  voces  á  Fer- 
nando Vn^  y  el  ayuntamiento,  con  el  cabildo  eclesiástico  y  la 
nobleza,  hicieron  la  proclamación  solemne,  y  eligieron  una  jun- 
ta de  diez  y  seis  personas,  entre  las  cuales  figuraba  el  nombre 
del  conde  de  Floridablanca.  En  Valencia  el  23,  también  al  leer 
la  Gaceta,  se  inició  el  movimiento,  colocándose  á  la  cabeza  el 
P.  Rico^  nombrando  al  conde  de  Cervellón  general  en  jefe  del 
ejército  que  iba  á  formarse;  pero  sangrientos  acontecimientos 
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empañaron  el  brillo  de  aquel  movimiento,  hasta  que,  constitui- 
da una  junta,  creado  un  tribunal  de  seguridad  pública,  pudo 
dedicarse  con  desahogo  al  alistamiento  y  organización  de  su 
ejército.  En  Aragón  el  movimiento  se  reprodujo  también  el  24, 
y  el  25  se  creó  una  junta  de  armamento  y  defensa,  colocándose 
á  su  frente  D.  José  Palafox,  quien  convocó  á  Cortes,  resolvien- 
do éstas  la  aprobación  de  todo  lo  hecho,  y  formando  una  junta 
de  seis  individuos  que,  de  acuerdo  con  el  jefe  militar,  atendiese 
á  la  común  defensa.  En  Barcelona  arrancáronse  el  31  de  Mayo 
los  carteles  que  proclamaban  la  nueva  dinastía.  Lo  mismo  hizo 
Manresa  y  Tortosa,  mientras  Lérida  se  oponía  sagazmente  á  en- 
tregar sus  fuertes  al  ejército  francés.  Las  Baleares  formaron 
el  30  una  junta,  presidida  por  el  capitán  general.  Navarra  y  las 
Provincias  Vascongadas  no  formalizaron  por  el  pronto  gobier- 
no alguno,  pero  las  islas  Canarias  proclamaron  solemnemente 
á  Fernando  VII,  y  en  la  Gran  Canaria  y  Tenerife  se  crearon 
juntas  con  el  mismo  objeto. 

Las  indicaciones  que  acaban  de  hacerse,  no  han  tenido  más 
objeto  que  demostrar,  que  el  movimiento  que  se  había  iniciado 
ya  en  España  en  los  últimos  días  del  mes  de  Abril ,  y  que  se 
caracterizó  después  de  los  acontecimientos  del  2  de  Mayo  en 
Madrid,  filé  el  sacudimiento  de  un  pueblo  entero  contra  el  yugo 
extranjero,  unánime,  espontáneo,  que  no  puede  atribuirse  ex- 
clusivamente á  ninguna  clase  social  ni  á  la  nación  inglesa,  sino 
que,  por  el  contrarío,  reconoció  y  tenía  por  causas  principales 
las  que  hemos  señalado  anteriormente:  un  sentimiento  noble 
de  honor  é  independencia  nacional.  La  misma  espontaneidad 
de  aquel  movimiento  hizo  que  cada  localidad  adoptase  para  su 
defensa  una  organización  distinta ,  pero  con  el  objeto  de  defen- 
derse y  constituir  el  poder  nacional.  Cada  provincia  tenía  una 
especie  de  gobierno  cantonal,  que  en  tiempos  tranquilos  suele 
ser  peligroso,  pero  que,  al  tratarse  de  reconstituir  una  naciona- 
lidad y  defender  la  integridad  de  su  territorio ,  ofrecía  muchas 
mayores  ventajas  que  un  gobierno  central  y  único  que  hubiera 
podido  combatirse  fácilmente.  En  lo  que  hubo  natural  é  instin- 
tiva conformidad,  fué  en  defender  la  independencia  del  país  y 
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los  derechos  de  sus  Reyes,  y  en  combatir  la  injusta  dominación 
extranjera.  El  movimiento  insurreccional  de  España  no  podían 
ya  contenerlo  ni  las  proclamas  de  la  desacreditada  junta  de  go- 
bierno de  Madrid,  ni  las  estudiadas  evasivas  del  consejo  de  Cas- 
tilla, cuando  el  24  de  Julio  decía,  que  él  no  representaba  la  na- 
ción, y  sí  únicamente  las  Cortes,  las  que  no  habían  recibido  la 
Constitución,  ni  la  debilidad  de  aquellos  espaíLoles  que  creye- 
ron que  la  felicidad  de  España  dependía  de  la  amistad  con  la 
Francia. 

Aunque  fué  diversa  la  organización  de  las  juntas  de  arma- 
mento y  defensa,  y  la  guerra  levantaba  su  torva  faz  por  todos 
los  ámbitos  de  la  monarquía  española,  José  Bonaparte  entró  en 
España  el  9  de  Julio,  más  como  conquistador  que  como  Rey, 
y  el  resultado  de  la  gloriosa  batalla  de  Bailen  pudo  convencerle 
de  que  se  hallaba  frente  á  frente  de  una  nación  que  peleaba  por 
su  independencia  y  por  su  patria.  Por  vez  primera  las  águilas 
francesas  se  rendían  á  un  ejército  de  bisónos,  y  el  29  de  Julio 
José  Bonaparte  partía  para  el  Ebro  á  esperar  nuevos  refuerzos. 
Desde  allí  oyó  también  el  heroico  esfuerzo  de  Zaragoza,  y  era 
muy  natural  que  al  abandonar  la  capital  de  España  los  ejérci- 
tos franceses,  se  proclamara  solemnemente  á  Fernando  VU,  se 
tratara  de  condensar  las  diferentes  aspiraciones  de  las  juntas 
provinciales  y  se  señalase  la  necesidad  de  formar  un  gobierno 
central  como  lo  habían  propuesto  diversas  provincias.  Las  jun- 
tas provinciales  nombraron  diputados  que  se  acercaron  á  la  ca- 
pital, y  las  Gacetas  de  Madrid  de  aquella  época  nos  suministran 
datos  seguros  de  la  transformación  que  iba  á  sufrir  el  poder 
nacional.  La  de  12  de  Agosto,  eco  del  nuevo  poder,  rectiñcaba 
la  opinión ,  y  decía  cuál  sería  en  lo  porvenir  la  forma  de  la  pu- 
blicación oficial  en  las  apuradas  circunstancias  en  que  se  halla- 
ba la  nación,  hasta  que  viniese  á  sacarla  de  ella  el  suspirado 
Rey  y  señor  Fernando  VII.  Anunciaba  su  solemne  proclama- 
ción para  el  día  24  en  Madrid  y  Toledo.  La  del  19  de  Agosto 
publicó  el  acuerdo  del  consejo  de  Castilla  en  pleno  del  día  11, 
declarando  nulos  los  decretos  de  abdicación  y  cesión  de  la  Co- 
rona de  España  firmados  en  Francia  por  Femando  VII  y  Car- 


FERNANDO  VII 


549 


los  IV;  loe  dados,  á  su  consecuencia,  por  este  monarca,  por  el 
Emperador  de  los  franceses  y  por  su  hermano  José,  inclusa  la 
Constitución  formada  para  esta  monarquía  en  Bayona  en  7  de 
Julio;  é  igual  declaración  hizo  de  los  tratados  que  se  anuncia- 
ban en  dichos  decretos  haberse  celebrado  en  Francia  por  Car- 
los IV  y  Femando  Vil,  y  los  infantes  D.  Carlos  y  D.  Antonio, 
y  cuanto  se  había  ejecutado  por  el  gobierno  intruso  en  estos 
reinos,  así  por  la  violencia  con  que  en  todo  se  había  procedido, 
como  por  falta  de  autoridad  legítima  para  disponerlo.  El  día  23 
entró  «n  Madrid  el  ejército  vencedor  de  Bailen,  y  al  día  si- 
guiente se  celebró  en  esta  corte  la  proclamación  de  Feman- 
do VII,  según  el  acto  que  describe  la  Gaceta  de  6  de  Setiembre. 
Los  comisionados  de  las  provincias  se  reunieron  en  Aranjuez,  y 
el  25  de  Setiembre  de  1808  se  proclamaba  en  el  Real  palacio 
de  aquel  Sitio  la  Junta  Suprema  central  gubernativa  del  reint)^ 
bajo  la  presidencia  del  conde  de  Floridablanca,  resumiendo  el 
nuevo  gobierno  nacional  la  autoridad  de  todas  las  juntas  pro- 
vinciales. 

SECCIÓN  V. 

JUNTA  SUFRBMA  CENTRAL  GUBERNATIVA  DEL  REINO. 


Esta  junta,  aunque  en  un  principio  se  formó  de  veinticuatro 
individuos ,  bien  pronto  aumentó  hasta  treinta  y  cinco,  por 
nombramiento  de  las  juntas  de  provincia.  Presidíala  el  respe- 
table conde  de  Floridablanca,  que  ya  en  tiempo  de  Carlos  III 
dirigió  los  asuntos  de  la  monarquía  española.  La  componían 
altas  dignidades  eclesiásticas,  grandes  de  España,  títulos  de 
Castilla  y  otras  personas  de  distinción,  que  representaban  todas 
las  clases  sociales,  entre  las  cuales  figuraba  el  célebre  Jovella- 
nos.  Fué  elegido  secretario  D.  Martín  Garay,  representante  de 
la  junta  de  Extremadura.  La  instalación  de  la  central  se  cele- 
bró por  la  generalidad  de  las  juntas,  y  tan  pronto  como  re- 
clamó la  cooperación  del  consejo  Real  para  el  cumplimiento  de 
cuanto  mandase,  á  fin  de  que  reconociesen  y  se  sujetasen  todos 
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á  la  nueva  autoridad  soberana,  aquella  corporación,  que  tanto 
había  vacilado  en  el  ejercicio  de  su  autoridad,  prestó  el  juramen- 
to, pero  remitió  copia  de  los  dictámenes  fiscales  en  que  se  re- 
clamaba: 1.®  Reducir  el  número  de  vocales  de  la  central,  por 
ser  el  actual  contrario  á  la  ley  III,  tít.  XV,  part.  11,  en  que, 
hablándose  de  las  minoridades  en  los  casos  en  que  el  Rey  di- 
funto no  hubiese  nombrado  tutores,  dice:  «Que  los  guardadores 
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«deben  ser  uno  ó  tres  ó  cinco,  é  non  más.»  2.o  La  extinción  de 
las  juntas  provinciales.  Y  3.^  La  convocación  de  Cortes  confor- 
me al  decreto  dado  por  Femando  Vil  en  Bayona.  D.  Manuel 
Calvo,  en  una  excelente  obra  que  titula  Apuntes  y  documentos 
para  la  historia  del  régimen  parlamentario  de  España  en  d  si- 
glo XIX  (1969),  ha  publicado,  no  sólo  el  acta  de  instalación  de  la 
junta  suprema,  sino  la  contestación  del  consejo  á  la  junta,  por 
la  que  resultan  comprobadoa  los  hechos  que  anteriormente  se 
han  consignado.  Debe  consultarse  también  la  Gaceta  de  4  de 
Octubre  de  1808. 

Es  condición  natural  en  los  talentos  superiores  atraer  á  su 
opinión  la  de  todos  los  demás,  y  aunque  la  actitud  del  consejo 
desagradó  bastante  á  la  junta,  ésta  dio  preferente  atención  á  la 
forma  de  constituir  el  nuevo  gobierno,  y  comenzó  por  dividir 
su  organización  interior  en  tantas  secciones  cuantos  ministerios 
había  en  España,  creándose  una  secretaría  general  á  cargo  del 
célebre  literato  D.  Manuel  Quintana.  Las  primeras  disposiciones 
que  dictó  esta  junta  produjeron  general  disgusto,  porque  co- 
menzó por  prodigarse,  en  cuerpo  é  individualmente,  considera- 
ciones, honores  y  sueldos  que  no  estaban  en  armonía  con  el 
estado  de  la  nación.  Además  mandó  suspender  la  venta  de  los 
bienes  de  corporaciones,  y  aun  pensó  anular  los  contratos  de 
las  realizadas  con  anterioridad.  Permitió  á  los  exjesuitas  vol- 
ver á  España  en  calidad  de  particulares.  Restableció  las  anti- 
guas trabas  de  la  imprenta,  y  nombró  inquisidor  general  al 
obispo  de  Orense.  En  la  Gaceta  de  11  de  Octubre,  consignó  la 
junta  suprema  central  que,  desde  el  primer  día  de  su  instala- 
ción, consideró  que  el  objeto  preferente  de  que  debía  ocuparse 
era  la  marcha  de  los  ejércitos  al  frente  del  enemigo,  á  cuyo 
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efecto  había  dividido  el  ejército  en  cuatro  grandes  y  diversos 
cuerpos,  con  la  esperanza  de  reunir  quinientos  mil  infantes  y 
dncuenta  mil  caballos.  La  Gaceta  del  18  de  Octubre  hizo  pú- 
blicas las  aspiraciones  de  la  suprema  junta  central,  asegurando 
que  no  perdía  de  vista  el  fomento  de  la  agricultura,  artes,  co- 
mercio y  navegación;  que  no  desatendería  las  obligaciones  con- 
traídas por  la  Corona;  que  reconocía  la  deuda  nacional;  que 
establecería  una  perfecta  economía  en  todos  los  ramos  de  la 
administración;  ofreció  además  el  ahorro  de  los  gastos  enormes 
de  Palacio  y  la  venta  de  los  bienes  de  los  que  se  habían  confa- 
bulado con  el  enemigo,  y  declaró  que  en  cada  año  publicaría 
una  nota  impresa  del  producto  de  las  rentas  públicas,  procu- 
rando  que  la  exacción  de  los  impuestos  se  hiciese  con  igualdad 
y  sin  arbitrariedad  alguna.  En  la  Gaceta  de  21  de  Octubre  se 
hizo  saber,  que  el  día  15  se  había  nombrado  secretario  de  Esta- 
do y  del  Despacho  á  D.  Pedro  Cevallos;  del  de  Gracia  y  Justicia, 
á  D.  Benito  Hermida;  del  de  Guerra,  á  D.  Antonio  Üornel;  del 
de  Marina,  á  D.  Antonio  Escafio;  del  de  Hacienda,  á  D.  Fran- 
cisco Saavedra,  y  de  Estado  y  general  de  la  misma  junta,  á  Don 
Martín  de  Garay.  Otras  muchas  disposiciones  adoptó  la  junta 
central,  como  puede  comprobarse  en  las  Gaceias  de  la  época; 
pero  el  día  4  de  Noviembre  franqueaba  el  Bidasoa  Napoleón  I, 
y  la  junta  central  dirigía  al  presidente  del  consejo  de  Castilla, 
bajo  la  firma  de  su  presidente  el  conde  de  Florídablanca,  una 
verdadera  declaración  de  guerra  contra  la  Francia,  con  la  pro- 
testa de  no  oir  proposición  ninguna  de  paz  sin  que  se  restituye- 
se á  su  trono  Fernando  VII,  y  sin  que  se  estipulase  como  pri- 
mera condición,  la  absoluta  integridad  de  España  y  de  sus  Amé- 
ricas,  sin  la  desmembración  de  la  más  pequeña  aldea.  Las 
Gacetas  de  25,  29  y  30  de  Noviembre  anunciaron  ya  la  proxi- 
midad de  los  ejércitos  franceses,  y  tan  luego  como  con  la  derrota 
de  Somosierra  quedaba  descubierta  la  capital  y  en  grave  riesgo 
la  junta  suprema,  ésta  acordó  reunirse  en  Badajoz,  y  nombró 
una  comisión  para  el  despacho  de  los  negocios  urgentes,  com- 
puesta del  presidente  Floridablanca,  marqués  de  Astorga,  Val- 
dés,  Jovellanos,  Contamina  y  Garay,  y  en  la  noche  del  l.o  al  2 
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de  Diciembre  partieron  para  Extremadura,  llegando  sin  nove- 
dad á  Talayera  do  la  Reina. 

La  Gaceta  ministerial  de  Sevilla,  correspondiente  al  20  de 
Enero  de  1809,  dio  cuenta  del  recibimiento  que  había  hecho  á 
la  junta  central  gubernativa  de  estos  reinos,  depositaría  de  la 
Real  autoridad  y  representante  de  la  persona  del  Rey  Fernan- 
do VU;  y  del  relato  que  hace  aquel  diario,  resulta,  que  los 
días  14  y  15  habían  entrado  en  aquella  ciudad  algunos  indivi- 
duos de  la  junta,  que  el  16  tuvo  lugar  la  entrada  solemne  y 
el  17  las  recepciones  oficiales.  Con  tanta  alegría  se  mezcló  el  fa- 
llecimiento del  conde  de  Floridablanca,  por  cuyo  suceso  la  pre- 
sidencia de  la  central  estuvo  vacante  hasta  el  1.^  de  Mayo,  en 
que  le  sustituyó  el  marqués  de  Astorga;  pero  éste  cesó  en  dicho 
cargo  el  1.^  de  Noviembre,  por  elección  del  arzobispo  de  Laodi- 
sea.  A  D.  Martín  Garay  sustituyó  en  la  secretaría  de  la  junta 
D.  Pedro  Rivero,  y  todos  ellos  continuaron  ejerciendo  dichos 
cargos  hasta  la  disolución  de  la  junta. 

El  primer  asunto  de  que  ésta  se  ocupó  en  Sevilla,  fué  el  con- 
ceder i  los  dominios  españoles  en  las  Indias  participación  en  la 
junta  central,  y  una  Real  orden  de  22  de  Enero  de  1809,  que 
Calvo  ha  dado  á  conocer  en  su  importante  obra,  no  sólo  les 
concedía  aquel  derecho,  sino  que  declaraba  que  aquellos  vas- 
tos y  preciosos  dominios  no  son  propiamente  colonias  ó  facto- 
rías como  las  de  otras  naciones,  sino  una  parte  esencial  é  inte- 
grante de  la  monarquía  española.  También  pubUcó  el  reglamen- 
to de  1. o  de  Enero  organizando  las  juntas  provinciales,  y  en  él 
se  ordenaba  la  supresión  de  todas  aquéllas  que  no  eran  provin- 
ciales, superíores  ó  de  partido,  lo  cual  tuvo  que  reproducirse 
en  31  de  Julio,  porque  las  inspiraciones  del  antagonismo  no 
prestaban  obediencia  absoluta  á  las  órdenes  de  la  central.  Las 
atribuciones  de  los  individuos  de  ésta  que  visitaban  las  provin- 
cias con  el  carácter  de  comisarios,  tuvieron  también  que  deter- 
minarse por  la  instrucción  que  publicó  la  Gaceta  extraordina- 
ria de  23  de  Enero.  Y  en  la  de  3  de  Febrero  siguiente,  se  tra- 
tó de  dar  una  organización  á  la  milicia  especial  denominada 
de  partidas  y  cuadrillas,  para  molestar  continuamente  al  ene- 
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migo,  privarle  de  comuuicaciones  y  hostigarle  sin  descanso; 
pero  esta  disposición  no  produjo  resultado  alguno,  porque  el 
secreto  de  las  guerrillas  españolas,  que  algunas  naciones  han 
pretendido  imitar,  consiste  cabalmente  en  no  tener  organiza- 
ción alguna  y  fiarlo  todo  al  valor,  á  la  audacia  y  á  la  intrepidez 
de  su  jefe. 

La  idea  de  reunir  las  Cortes  españolas  para  dar  forma  al  po- 
der nacional,  resumido  por  la  junta  central  y  no  del  todo  ex- 
tinguido en  las  provinciales,  había  sido  indicado  por  el  consejo 
de  Castilla  al  reconocer  la  autoridad  de  la  central;  pero  la  idea 
había  hecho  su  camino,  y  D.  Lorenzo  Calvo  de  Bozas  presentó 
en  Sevilla  el  15  de  Abril  de  1809,  una  proposición  reclamando 
se  hiciese  una  reforma  en  la  administración  de  todos  los  ramos 
que  la  exigiese,  consolidándola  en  una  Constitución  que,  traba- 
jada con  el  mayor  cuidado,  sería  presentada  inmediatamente 
que  las  circunstancias  lo  permitiesen  á  la  sanción  de  la  nación 
debidamente  representada;  y  que  para  este  efecto,  en  el  espacio 
de  dos  meses,  se  admitirían  proyectos  en  la  secretarla  de  la  junta. 
Esta  proposición  se  convirtió  en  proyecto  de  decreto,  y  someti- 
do á  una  detenida  deliberación,  lo  emitieron  por  escrito  en  sen- 
tído  favorable  á  la  reunión  de  Cortes  la  mayor  parte  de  los  in- 
dividuos de  la  junta,  empeñándose,  no  obstante,  acaloradas  dis- 
cusiones sobre  la  forma  de  la  convocatoria  y  demás  puntos 
presentados  al  examen  de  la  junta.  En  14  de  Mayo,  Calvo  de 
Rozas  esforzó  sus  razonamientos  y  pidió  se  publicase  inmedia- 
tamente la  convocatoria,  y  con  efecto,  esta  proposición  fué  apro- 
bada, y  con  fecha  22  de  dicho  mes  fueron  las  Cortes  convoca- 
das. La  junta  central  depositaria  del  poder  público  iba  á  re- 
signar sus  facultades  en  la  representación  legal  de  la  monarquía 
en  sus  antiguas  Cortes,  y  al  efecto,  por  decreto  de  8  de  Junio  se 
creó  la  comisión  de  Cortes  cuyas  atribuciones  se  determinaron, 
y  esta  á  su  vez  nombró  una  junta  llamada  de  ordenación  y  re- 
dacción, presidida  por  D.  Ignacio  Zaldariaga  y  de  la  cual  fué 
secretario  D.  Juan  Nicasio  Gallego;  y  otras  de  instrucción  pú- 
blica, de  materias  eclesiásticas,  de  Hacienda,  de  ceremonial  de 
Cortes,  de  legislación  y  hapta  de  revisión  de  archivos  y  biblio- 
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tocas,  de  la  cual  da  curiosas  noticias  D.  Manuel  Calvo  en  su 
citada  obra  (1970). 

Por  decreto  de  25  de  Junio  de  1809,  se  habían  refundido  to- 
dos los  consejos  en  uno  solo  llamado  de  España  é  Indias,  y 
tan  luego  como  se  instaló  en  10  de  Julio,  dirigió  á  la  central 
una  consulta  referente  á  la  conveniencia  de  que  se  disolviese  y 
nombrara  ella  misma  otro  poder  supremo  de  una  sola  persona, 
para  cuyo  cargo  decía  resultaba  indicado  el  cardenal  Borbón, 
arzobispo  de  Toledo,  por  ser  el  único  individuo  de  la  familia 
Real  que  residía  en  España,  y  al  cual,  para  aliviarle  del  penoso 
trabajo  que  le  produciría  tan  elevado  puesto,  se  le  agregarían 
cuatro  adjuntos.  No  había  olvidado,  por  lo  visto,  el  transforma- 
do consejo  de  Castilla,  sus  primeros  disentimientos  con  la  jun- 
ta central,  y  tan  luego  como  resumió  la  representación  de  to- 
dos los  demás  consejos,  se  preocupó  de  transformar  la  autori- 
dad de  la  junta  y  convertirla  en  una  verdadera  regencia.  Para 
robustecer  su  opinión  con  la  de  las  juntas  superiores,  les  remi- 
tió copia  de  la  anterior  consulta;  pero  las  contestaciones  de  es- 
tas juntas  robustecieron  en  vez  de  debilitar  la  autoridad  de  la 
central,  y  aquel  acto  de  verdadera  ingratitud  estimuló  la  con- 
veniencia de  apresurar  la  reunión  de  Cortes,  como  medio  de 
desenmascarar  á  los  partidarios  del  antiguo  régimen,  frente  ya 
á  los  principios  del  sistema  constitucional.  Sin  embargo,  no 
faltaron  al  consejo  sus  partidarios,  entre  los  cuales  eran  los  más 
caracterizados  el  marqués  de  la  Romana,  Palafox  (D.  Francis- 
co), hermano  del  heroico  defensor-  de  Zaragoza,  Infantado  y 
Montijo;  pero  la  consulta  del  consejo  fué  desestimada,  y  aun- 
que se  trató  de  derribar  á  la  central  por  la  fuerza,  prevaliéndo- 
se del  aspecto  favorable  que  presentaba  la  guerra,  el  embajador 
inglés  descubrió  los  trabajos  y  el  plan  abortó  felizmente. 

Calvo  de  Rozas,  que  en  7  de  Setiembre  de  1809,  volvió  á  pe- 
dir que  se  convocaran  las  Cortes  para  el  l.o  de  Noviembre  pró- 
ximo, formuló  otra  reclamación  en  14  de  Setiembre,  para  que 
las  Cortes  se  convocaran  al  día  pedido,  c  determinándose  desde 
«luego  el  principio  que  haya  de  servir  de  base  á  la  Represen- 
>tación  nacional,  y  avisándose  inmediatamente  al  público  de 
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>e6ta  resolución,  para  testificar  al  público  nuestro  desinterés 
»y  generosidad,  y  la  pureza  de  intenciones  que  ha  dirigido 
> constantemente  nuestro  celo.»  Esta  moción  fué  consultada 
con  la  comisión  de  Cortes,  y  se  acordó  que  la  convocatoria  tu- 
viese lugar  el  l.o  de  Enero  inmediato,  y  la  reunión  el  l.o  de 
Marzo  siguiente;  lo  cual  se  hizo  público  por  medio  de  un  ma- 
nifiesto, que  redactó  la  citante  é  inspirada  pluma  de  Quin- 
tana. En  este  manifiesto,  que  fué  publicado  en  la  Gaceta  del 
Gobierno  de  4  de  Noviembre  de  1809,  se  anunció  la  inmediata 
creación  de  una  Comisidn^  compuesta  de  siete  vocales  de  la  cen- 
tral, incluso  el  presidente,  que  se  encargarían  del  poder  ^ecutivo 
y  de  aquellos  asuntos  que  reclamasen  celeridad  y  secreto,  y  fue- 
ron nombrados  los  marqueses  de  la  Romana  y  de  Villel,  Jóca- 
no^  García  de  la  Torre,  Biquelme  y  Caro,  pasando  después  Ca- 
ray y  el  conde  de  Ayamans  á  ocupar  la  vacante  que  dejaban 
los  dos  últimos  en  la  comisión  de  Cortes.  El  día  12  de  Diciem- 
bre de  1809,  remitieron  la  Inslruceión  para  la  elección  de  dipu- 
tados, y  en  la  notable  comunicación  que  la  acompañaba,  con- 
signaron que  las  Cortes  debían  celebrarse  en  la  nueva  población 
de  San  Carlos,  cerca  de  la  isla  de  León. 

Dicha  Instrucción,  que  daba  forma  al  establecimiento  en  Es- 
paña del  sistema  constitucional,  comenzaba  encareciendo  la 
gravedad  é  importancia  de  la  elección  de  diputados  á  Cortes,  y 
la  necesidad  de  confiar  esta  representación  á  personas  que,  por 
sus  virtudes  patrióticas,  por  sus  conocidos  talentos  y  por  su 
acreditada  prudencia,  pudiesen  contribuir  á  que  se  tomasen  con 
uno  y  acierto  todas  las  medidas  necesarias  para  establecer  las 
bases  sobre  que  había  de  afianzarse  el  edificio  de  la  felicidad 
pública  y  privada.  Se  nombraba  una  junta  encargada  de  hacer 
cumplir  esta  Instrucción^  y  de  presidir  las  elecciones  de  diputa- 
dos á  Cortes  en  las  capitales  de  provincia.  Las  elecciones  debían 
ser  parroquiales,  de  partido  y  de  provincia,  y  las  juntas  provin- 
ciales nombrarían  un  diputado  por  cada  50.000  almas,  con 
arreglo  al  censo  de  1797.  Los  diputados  serían  208  y  68  su- 
plentes. Las  juntas  parroquiales  las  compondrían  todos  los  que, 
siendo  mayores  de  edad,  tuviesen  casa  abierta,  comprendiendo  á 
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los  eclesiásticos  seculares;  pero  se  marcaron  ya  algunas  incapa- 
cidades. El  cargo  de  elector  de  parroquia  era  obligatorio.  Las 
V  juntas  de  partido  las  formarían  los  electores  nombrados  por  las 
parroquias  para  designar  el  que  había  de  pasar  á  la  capital  ó 
provincia  para  elegir  los  diputados  á  Cortes.  Y  las  juntas  pro- 
vinciales electorales,  después  de  asistir  á  la  iglesia  mayor,  y 
comprobar  los  nombramientos^  procederían  á  votación  pública, 
resultando  elegido  el  que  reuniese  más  de  la  mitad  de  los  votos. 
Guando  no  se  reuniese,  se  procedería  á  nueva  votación  entre 
los  dos  que  hubiesen  obtenido  mayor  número.  Por  el  resultado 
se  extenderían  los  poderes.  Las  juntas  superiores  de  Observación 
y  defensa  nombraría  cada  una  un  diputado  á  Cortes,  por  votos, 
quedando  elegido  el  que  reuniese  mayoría.  Todas  las  ciudades 
que  enviaron  diputados  á  las  Cortes  en  1789,  designarían  uno 
para  éstas,  con  sujeción  á  una  fórmula  especial  que  se  indica. 
Se  incluían  las  fórmulas  de  los  poderes;  y  se  acompañaban  ins- 
trucciones particulares  para  las  islas  Canarias,  Baleares,  Gali- 
cia y  Asturias.  Las  anteriores  elecciones  se  hicieron  en  épocas 
muy  diversas,  pero  en  cuanto  á  la  sinceridad  de  sus  procedi- 
mientos, bien  pudo  decir  Arguelles,  en  su  Reforma  constitucio- 
nal (lí)71),  que  €  jamás  se  había  hecho  elección  más  pura,  ni  en 
»las  Cortes  más  generales  y  numerosas  de  ninguna  época  pudo 
«declararse  con  más  libertad  el  voto  general,  visto  el  poco  ali- 
>ciente  que  tenía  una  misión  rodeada  de  peligros,  acompafiada 
>de  responsabilidad  tremenda,  llena  de  incertidumbre  en  el 
«triunfo,  después  de  tan  repetidos  desengaños  en  la  suerte  de 
»las  armas.»  La  Gaceta  del  gobierno  de  2  de  Enero  de  1810 
(1972),  hizo  público  el  acuerdo  de  la  central  de  que,  deseando 
asegurar  á  nuestros  hermanos  de  América  y  Asia  la  igualdad 
de  protección  y  derechos  que  gozaban  los  españoles  nacidos  en 
este  continente,  y  no  siendo  practicable  que  el  día  1.^  de  Marzo 
concurriesen  diputados  elegidos  por  dichas  provincias,  la  su- 
prema junta,  á  propuesta  de  la  comisión  de  Cortes,  acordó  que 
las  provincias  de  la  América  y  Asia  española  y  sus  islas  fue- 
sen representadas  provisionalmente,  en  las  próximas  Cortes  ex- 
traordinarias, por  naturales  de  ellas  residentes  en  estos  domi- 
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uios^  á  cuyo  efecto  se  formaban  lisias  de  sus  nombres  á  fin  de 
que  todos  gozasen  del  derecho  de  ser  elegidos,  aun  cuando  se 
hallasen  ausentes  de  esta  ciudad  al  tiempo  de  la  elección.  Tam- 
bién se  ocupó  la  central  de  la  formación  de  las  listas  de  grandes 
de  España,  con  el  objeto  de  resolver  la  grave  cuestión  de  con- 
vocar al  clero  y  á  la  nobleza;  pero  como  indica  acertadamente 
Calvo  en  sus  Apuntes  (1973),  no  llegó  á  tener  efecto  el  llama- 
miento, y  los  sucesos  se  precipitaron  con  tal  rapidez,  que  fué 
ya  tarde  cuando  se  pretendió  llevar  á  cabo  el  primitivo  acu^do 
de  la  central  de  convocar  los  tres  brazos. 

Efectivamente,  los  ejércitos  franceses  habían  invadido  el  rei- 
no de  Andalucía,  y  la  central  decretó,  en  13  do  Enero  de  1810, 
que  la  junta  suprema  se  trasladase  á  la  isla  de  León  donde  ha- 
bía de  estar  reunida  el  día  l.o  de  Febrero  próximo,  eventuali- 
dad que  estaba  prevista  por  el  Real  decreto  de  18  de  Abril  de 
1809;  pero  el  hecho  publicado  en  la  Gaceta  de  20  de  Enero,  de 
haberse  apoderado  las  tropas  francesas  del  pueblo  de  Almadén, 
y  las  demás  noticias  desfavorables  de  la  guerra,  crearon  contra 
la  central  la  opinión  de  que,  en  vez  de  retirarse  á  la  isla  de 
León,  pretendían  marcharse  á  América,  y  fué  necesario  todo 
su  valor  y  todo  su  patriotismo  para  que  la  muchedumbre  no 
atrepellase  á  los  centrales,  á  quienes  calificaba  de  traidores  y 
pers^uía  con  las  armas  en  la  mano.  Reuniéronse,  después  de 
correr  mil  peligros,  en  la  isla,  y  deseosos  de  abandonar  un  po- 
der que  tantos  disgustos  y  desengaños  les  procuraba,  pensaron 
en  crear  una  regencia  de  cinco  individuos.  Esta  opinión ,  á  pe- 
sar de  la  oposición  de  algunos  individuos  de  la  junta,  triunfó 
al  fin,  y  el  poder  de  la  central  terminó  por  entonces,  pero  no 
concluyeron  las  injustas  persecuciones  contra  sus  individuos, 
y  fué  necesario  que  el  sosiego  reemplazara  á  la  inquietud,  y 
que  dos  años  después  las  Cortes  de  Cádiz,  en  sesión  de  12  de 
Marzo  de  1812,  declarasen  que  no  resultaban  méritos  para  for- 
mar juicio  de  cargos  á  los  que  fueron  miembros  de  la  junta  cen- 
tral, ni  haber  desmerecido  en  el  desempeño  de  su  comisión,  por 
lo  cual  decretaron  las  Cortes  quedar  satisfechas  de  la  conducta 
que  aparecía  haber  observado  los  centrales.  Tal  fué  el  veredic- 
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to  de  inculpabilidad  que  pronunció  la  representación  legítima 
del  país. 

SECCIÓN  VI. 

LA  RBGBNCIA. 

'  Por  Real  decreto  en  la  isla  de  León  á  29  de  Enero  de  1810, 
la  junta  suprema  gubernativa  de  España  é  Indias,  consignando 
que  el  peligro  del  Estado  se  había  acrecentado  excesivamente, 
más  por  las  convulsiones  interiores  que  por  los  progresos  del 
enemigo,  ordenó  se  estableciese  un  consejo  de  regencia  com- 
puesto de  cinco  personas,  una  de  ellas  por  las  Américas,  nom- 
bradas todas  fuera  de  los  individuos  que  componían  la  jauta, 
y  designó  para  formarla  al  obispo  de  Orense,  á  D.  Francisco 
de  Saavedra,  á  D.  Francisco  Javier  Castaños,  á  D.  Antonio  de 
Escaño  y  á  D.  Esteban  Fernández  de  León  por  consideración 
á  las  Américas.  Toda  la  autoridad  y  el  poder  que  ejercía  la 
junta  suprema  se  transfirió  á  este  consejo  de  regencia  sin  limi- 
tación alguna,  el  cual  permanecería  hasta  la  celebración  de  las 
próximas  Cortes,  las  cuales  determinarían  la  clase  de  gobierno 
que  había  de  subsistir.  El  consejo  de  regencia  se  instalaría  el 
día  2  de  Febrero  en  la  isla  de  León,  pero  al  tiempo  de  prestar 
en  las  manos  de  la  junta  el  debido  juramento,  jurarían  también 
los  regentes  verificar  la  celebración  de.las  Cortes  para  el  tiempo 
convenido,  y  si  las  circunstancias  lo  impidieren,  para  cuando 
los  enemigos  hubiesen  evacuado  la  mayor  parte  del  reino. 

Para  que  la  regencia  no  pudiese  excusar  la  reunión  de  las 
Cortes,  pubHcó  la  central  otro  decreto  y  un  reglamento  al  cual 
debía  ajustar  sus  actos  la  regencia;  y  al  propio  tiempo  dirigió 
á  la  nación  el  importante  manifiesto  de  29  de  Enero  de  1810, 
en  que  valerosamente  protestaba  de  las  persecuciones  y  ame- 
nazas de  que  había  sido  víctima,  lo  cual  sólo  produjo  un  nuevo 
motín  que  amenazó  la  vida  de  los  centrales  en  la  misma  isla. 
Igual  protesta  se  leyó  y  quedó  consignada,  después  de  prestar 
los  vocales  de  la  regencia  el  juramento  de  fideUdad.  Fué  nom- 
brado presidente  por  un  mes  el  general  D.  Francisco  Javier 
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Castaños,  y  en  el  28  le  fué  confirmado  dicho  cargo  por  seis  me- 
ses más.  A  éste  sustituyó  en  la  presidencia  el  obispo  de  Orense. 
Todas  las  autoridades  se  aprestaron  á  reconocer  á  la  Regencia, 
y  algún  tiempo  después  lo  realizaron  las  juntas  provinciales,  si 
bien  la  de  Sevilla  se  erigió  en  soberana  nacional,  alardeando  de 
que  impediría  la  entrada  de  los  franceses  en  la  capital ;  pero  á 
los  cinco  días  penetraron  éstos,  y  aquéllos  huyeron,  como  acon- 
tece siempre  á  los  bullangueros  y  ambiciosos.  La  primera  Ga- 
ceta que  publicó  la  B.egencia  de  España  é  Indias,  lleva  la  fecha 
de  13  de  Marzo  de  1810,  y  aparece  impresa  en  Cádiz  en  la  im- 
prenta Real.  En  ella  se  reseñaban  las  vicisitudes  de  la  Gaceta 
de  Madrid  continuada  por  la  Gaceta  del  Gobierno,  y  ahora  por 
la  de  la  Regencia  de  España  é  Indias,  y  después  de  trazar  la  lí- 
nea de  conducta  que  debía  seguirse  en  esta  pubUcación ,  indicó 
cuáles  eran  los  propósitos  del  rey  José  al  invadir  repentinamen- 
te la  Andalucía,  y  que  las  esperanzas  del  enemigo  habían  que- 
dado frustradas  por  la  traslación  de  la  junta  suprema  á  la  isla 
de  León,  donde  se  había  constituido  la  Regencia,  sin  otra  mo- 
dificación que  haber  admitido  la  renuncia  á  D.  Esteban  Fernán- 
dez de  León,  y  nombrado  para  sustituirle  á  D.  Manuel  de  Lar- 
dizabal  y  Uribe.  La  Regencia  se  había  instalado  en  la  isla  el 
día  31  de  Enero,  y  reconocida  por  el  ejército,  el  cuerpo  diplo- 
mático, el  consejo  de  guerra,  la  junta  suprema  de  Sevilla,  la 
superior  de  Cádiz,  su  consulado  de  comercio  y  ayuntamiento  y 
diputaciones  de  todos  los  cuerpos  y  clases  del  Estado.  El  supre- 
mo consejo  de  España  é  Indias  la  habían  reconocido  también, 
y  bajo  de  tan  faustos  auspicios  y  con  tan  solemnes  votos,  había 
sido  instalado  y  reconocido  el  consejo  supremo  de  Regencia, 
tanto  más  legítimo  y  legal,  cuanto  reunía  en  sí  la  representación 
nacional  de  todos  los  estados  de  la  monarquía  española  en  am- 
bos mundos. 

El  nuevo  poder  desplegó  desde  su  instalación  gran  actividad 
para  defenderse  del  enemigo,  y  gran  celo  para  que  las  Américas 
tomaran  parte  en  la  representación  nacional  que  estaba  convo- 
cada. En  14  de  Febrero  dirigió  una  alocución  á  los  americanos 
españoles^  en  la  que  se  reclamaba  su  cooperación;  porque  desde 
Tono  IV  34 
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el  principio  de  la  revolución  declaró  la  patria,  que  aquellos  do- 
minios  eran  parte  integrante  y  esencial  de  la  monarquía  espa- 
ñola, y  les  correspondían  los  mismos  derechos  y  prerrogativas 
que  á  la  metrópoli.  Con  la  misma  fecha  se  publicó  un  Real  de- 
creto fijando  las  reglas  que  debían  guardarse  para  la  elección 
de  los  diputados  de  los  dominios  españoles  de  América  y  de 
Asia,  y  la  Gaceta  de  la  Regencia  iba  publicando  entre  tanto  el 
resultado  de  los  encuentros  tenidos  con  las  tropas  francesas  y 
avivando  la  resistencia  nacional.  Entre  tanto,  la  Isla  de  León 
habia  sido  sitiada  por  el  enemigo,  y  la  Regencia  había  publi- 
cado un  manifiesto  para  que  ninguna  de  las  medidas  y  forma-> 
hdades  establecidas  y  promulgadas  para  congregar  las  Cortes 
se  suspendieran  un  momento;  antes,  por  el  contrario,  que  se 
siguieran  celebrando  las  elecciones,  y  los  diputados  elegidos  es- 
tuviesen prontos  para  ejercer  sus  funciones ,  pues  la  intención 
del  gobierno  era  que  su  reunión  se  verificase  en  el  mismo  ins- 
tante que  los  sucesos  militares  lo  permitiesen. 

Entonces  D.  Pedro  Polo  de  Alcocer,  secretario  de  la  comisión 
de  las  Cortes,  dirigió  á  la  Regencia,  con  fecha  3  de  Marzo,  una 
exposición  en  que,  consignando  que  estaba  acordada  la  convo- 
cación del  clero  y  la  nobleza,  decía  que  se  hallaba  pendiente  si 
habían  de  concurrir  todos  ó  sólo  parte  de  ellos;  y  en  último  caso, 
de  qué  manera  se  había  de  hacer  el  nombramiento  para  evitar 
reclamaciones  y  protestas.  También  hacía  notar  la  falta  de  for- 
maUdades  para  la  confección  y  sanción  de  las  leyes ,  y  sobre  el 
ceremonial  de  las  Cortes.  Esta  exposición  debió  impresionar 
desfavorablemente  á  la  Regencia;  pues  con  fecha  1.^  de  Junio 
se  le  mandó  á  Polo  de  Alcocer  hacer  entrega  á  D.  Tadeo  Fran- 
cisco de  Calomarderbajo  inventario,  de  todos  los  papeles  que 
obraban  en  su  poder  relativos  á  las  próximas  Cortes,  lo  cual 
quedó  cumpUdo  el  11  de  dicho  mes.  La  junta  superior  de  Cádiz 
á  los  seis  días  acudió  á  la  Regencia  para  que  no  dilatase  un 
momento  la  reunión  de  las  Cortes,  y  lo  mismo  hicieron  los  di- 
putados de  Galicia,  Cataluña,  Castilla,  Cuenca,  Asturias,  Mur- 
cia, Álava,  Rioja  y  León;  y  el  consejo  de  Regencia,  haciéndose 
cargo  del  estado  del  país  y  de  las  anteriores  manifestaciones, 
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expidió  decreto  en  18  de  Junio,  determinando  en  nombre  del 
Key  D.  Fernando  VII,  que  las  Cortes  extraordinarias  y  genera- 
les mandadas  convocar  se  realizasen  á  la  mayor  brevedad,  á 
cuyo  intento  quería  se  ejecutasen  inmediatamente  las  elecciones 
de  diputados  que  no  se  hubieran  hecho  hasta  ese  día,  pues  de- 
berían, los  que  estuvieran  ya  nombrados  y  que  se  nombrasen, 
congregarse  en  todo  el  próximo  mes  de  Agosto  en  la  Beal  isla 
de  León,  y  hallándose  en  ella  la  mayor  parte,  se  daría  en  aquel 
mismo  instante  principio  á  las  sesiones,  y  entre  tanto  se  ocupa- 
ría el  consejo  de  regencia  en  examinar  y  vencer  varias  dificul- 
tades para  que  tuviese  su  pleno  efecto  la  convocación. 

Desde  que  en  Aranjuez  se  constituyó  la  junta  suprema  gu- 
bernativa de  España  é  Indias,  y  después  en  el  seno  de  la  cen- 
tral, se  había  agitado  la  importantísima  cuestión  de  determinar 
el  número  de  brazos  ó  estamentos  y  cámaras  de  que  debían 
componerse  las  Cortes,  y  cuando  fué  nombrada  la  comisión  de 
éstas,  no  sólo  se  ocupó  detenidamente  de  aquella  cuestión,  sino 
que,  con  fecha  22  de  Junio  de  1809,  remitió  á  la  central  un 
dictamen  en  que  se  incUnaba  á  que  las  Cortes  debían  formarse 
por  loB  tres  brazos  eclesiástico,  militar  y  civil  6  popular,  como 
la  más  propia  y  conforme  á  la  esencia  de  la  monarquía  espa- 
ñola. Las  diez  consideraciones  con  que  apoyó  esta  opinión  son 
el  corolario  de  la  historia  parlamentaria  de  España,  y  podrán 
consultarse  en  la  obra  de  Calvo.  La  junta  suprema  guberna- 
tiva del  reino  aprobó  el  anterior  dictamen  por  decreto  dado 
en  el  Real  Alcázar  de  Sevilla  en  3  de  Julio  de  1809,  y  en  su 
virtud  se  ordenó  que  las  Cortes  se  formasen  de  los  tres  brazos 
eclesiástico,  mihtar  y  popular.  Cuando  en  25  de  Junio  se  reunió 
el  supremo  consejo  del  reino,  fué  consultado  acerca  del  anterior 
y  otros  puntos,  y  habiendo  nombrado  la  central  una  comisión  ó 
junta  llamada  de  ceremonial  de  Cortes,  cuyos  individuos,  que 
lo  eran  Polo  de  Alcocer,  Capmani,  Eulate,  Ramírez  Cotes,  Abo- 
lla y  Torres,  emitiesen  individualmente  su  opinión  sobre  la  com- 
posición y  número  de  las  cámaras;  y  habiéndose  declarado  fa- 
vorable á  la  constitución  de  una  sola  cámara,  la  central  resol- 
vió, en  18  de  Diciembre,  que  el  Congreso  próximo  á  reunirse 
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se  compusiese  de  dos  cámaras,  contra  la  unánime  opinión  de  la 
junta  de  ceremonial,  y  en  el  24  participó  á  la  comisión  de  Cor- 
tes, que  había  acordado  que  los  tres  brazos,  clero,  nobleza  y  pue- 
blo, se  congregasen  en  un  solo  cuerpo,  dejando  á  los  represen- 
tantes que  acordasen  por  sí,  cuando  se  hallaren  reunidos,  la  re- 
solución de  este  interesante  y  complicado  punto.  La  comisión 
de  Cortes  volvió  á  representar,  en  8  de  Enero  de  1810,  respecto 
de  la  forma  de  congregarse  los  prelados  y  grandes,  y  la  central, 
por  resolución  del  21,  resolvió  que  los  prelados  en  ejercicio  y  los 
grandes  fuesen  convocados  individualmente  y  según  la  forma 
antigua  expresada  en  las  copias  que  la  comisión  había  acom- 
pañado y  que  devolvía  para  el  uso  conveniente;  que  uno  y  otro 
estamento,  ya  estuviese  reunido  en  el  Congreso,  ya  separado  de 
él,  votase  por  orden  y  no  por  cabezas;  y  que  reuniéndose  los 
dos  brazos  en  una  cámara  separada,  tuviesen  en  ella  un  solo 
voto  para  la  deliberación  de  los  negocios,  reformándose  en  esta 
parte  el  acuerdo  tomado  anteriormente  en  razón  de  este  asun- 
to. El  consejo  de  regencia  se  vio  obligado  á  resolver  si  las  Cor- 
tes debían  formarse  de  los  tres  brazos,  pero  sin  hacer  distinción 
de  cámaras;  y  por  decreto  dado  en  Cádiz  á  20  de  Setiembre 
de  1810,  acordó  que  las  Cortes  se  reuniesen  en  un  solo  estamen- 
to, sin  perjuicio  de  lo  que  las  mismas  acordasen  después.  Ade- 
más de  esta  importante  resolución,  como  los  diputados  electos 
se  iban  congregando  ya  en  la  isla  de  León,  y  la  Francia  redo- 
blaba sus  esfuerzos  para  evitar  la  reunión  del  Congreso  nacio- 
nal, fué  necesario  adoptar  medidas  que  garantizasen  la  libertad 
de  la  asamblea;  se  ocupó  de  la  elección  de  diputados  suplentes 
por  América  y  provincias  peninsulares;  se  señaló  para  la  aper- 
tura el  día  24  de  Setiembre;  se  nombró  una  comisión  para  el 
examen  y  aprobación  de  los  poderes  de  los  procuradores  á  las 
próximas  Cortes,  y  el  día  22  se  trasladó  la  regencia  de  Cádiz  á 
la  isla,  y  el  23  se  publicó  por  Real  decreto  el  ceremonial  que  de- 
bía observarse  en  la  solemne  apertura  de  las  Cortes. 

El  poder  civil  iba  á  sufrir  en  España  una  esencial  y  profun- 
da transformación.  Concentrado  en  la  monarquía  durante  tres 
siglos,  sin  haber  intervenido  la  nación  más  que  limitadamente 


FKBNANDO  Vil  533 

y  en  determinadas  circunstancias,  aquel  poder  quedó  huérfano 
cuando  los  monarcas  españoles  hicieron  renuncia  de  él  en  ma- 
nos del  Emperador  de  los  franceses  Napoleón  I,  pero  los  acon- 
tecimientos obligaron  al  pueblo  español  á  reivindicarlo  para  sus 
legítimos  monarcas,  á  la  vez  que  defendían  también  su  religión 
y  la  independencia  de  la  patria;  mas  al  devolverlo,  lo  devolvían 
transformado  por  la  intervención  de  todas  las  clases  sociales  en 
la  gobernación  del  Estado,  y  de  esta  suerte  la  antigua  monarquía 
española  adquirió  el  carácter  y  el  título  de  monarquía  constitu- 
cional, y  su  absoluto  poder  fué  limitado  por  la  nación,  dándole 
una  nueva  forma,  regulando  y  deslindando  el  ejercicio  de  los 
poderes  públicos,  y  proponiéndose  alcanzar  por  este  nuevo  me- 
canismo, mayor  consolidación  en  las  instituciones  y  más  alto 
grado  de  felicidad  y  prosperidad  públicas.  Por  eso  la  convoca- 
ción de  las  Cortes  era  tan  deseada  y  fué  tan  aplaudida,  y  la 
opinión  pública  se  mostró  tan  franca  y  resuelta  en  favor  de  una 
reforma  en  que  creía  encontrar  el  bienestar  y  la  felicidad  de  la 
nación,  que  no  hubo  ya  quien  la  contrariase  ó  detuviese.  Las 
Cortes  españolas  fueron  abiertas  el  memorable  día  24  de  Se- 
tiembre de  1810,  y  bien  merecen  sus  trabajos,  en  cuanto  se  re- 
lacionan con  el  objeto  del  presente  estudio,  que  sean  detenida- 
mente examinados. 

CAPÍTULO  VI. 

CORTES  GENERALES  Y  EXTRAORDINARIAS  DE  ESPAÑA  DESDE  24 
DE  SETIEMBRE  DE  1810  Á  20  DE  SETIEMBRE  DE  1813. 

No  pretendemos,  ni  la  índole  de  este  trabajo  lo  consentiría, 
hacer  la  historia  de  las  primeras  Cortes  españolas  que  tuvieron 
lugar  en  España  al  comenzar  el  siglo  xix.  Sus  actas  ocupan 
ocho  gruesos  volúmenes  del  Diario  de  las  Sesiones^  publicado  por 
el  Congreso  de  los  Diputados  y  reimpresos  en  1870,  y  son  va- 
rias las  obras  que  se  han  escrito  acerca  del  principio  de  nues- 
tro sistema  constitucional  moderno,  pero  ninguna  tan  rica  en 
documentación  como  la  dada  á  luz  en  1883  por  D.  Manuel  Cal- 
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YO,  auxiliar  do  la  secretaría  de  dicho  Congreso,  bajo  el  modesto 
título  de  Apuntes  y  documentos  para  la  historia  del  régimen  parla- 
mentario de  España  en  él  siglo  xix  (1974).  En  la  segunda  parte  de 
esta  obra  se  trata,  en  nueve  capítulos,  de  las  principales  cues- 
tiones que  en  aquellas  Cortes  quedaron  resueltas;  pero  como 
nuestro  deber  es  trazar  las  vicisitudes  del  poder  civil  en  esta 
época  verdaderamente  gloriosa  para  el  sistema  constitucional, 
del  cual  somos  ardientes  partidarios,  tenemos  que  crear  un 
método  propio  que  nos  permita  dar  á  conocer  las  vicisitudes 
que  atravesó  y  las  transformaciones  que  sufrió  el  poder  civil  al 
pasar,  del  sistema  del  absolutismo,  al  régimen  de  la  libertad,  que 
es,  después  de  todo,  el  que  ha  consagrado  el  moderno  sistema 
constitucional. 

Las  Cortes  españolas  abrieron  sus  sesiones  en  la  Real  isla  de 
León  el  día  24  de  Setiembre  de  18 10,  con  asistencia  de  102  di- 
putados, y  después  de  implorar  la  asistencia  divina  en  misa 
que  celebró  de  pontiñcal  el  cardenal  arzobispo  de  Toledo,  ju- 
raron la  santa  religión  católica,  apostólica  romana,  sin  admi- 
tir otra  alguna  en  estos  reinos;  conservar  en  su  integridad  la 
nación  española  y  no  omitir  medio  alguno  para  libertarla  de 
sus  injustos  opresores;  conservar  al  amado  soberano  Feman- 
do VII  todos  su  dominios,  y  en  su  defecto  á  sus  legítimos  suce- 
sores, y  hacer  cuantos  esfuerzos  fueran  posibles  para  sacarlo 
del  cautiverio  y  colocarlo  en  el  trono;  y  desempeñar  fiel  y  legal- 
mente  el  encargo  que  la  nación  había  puesto  á  su  cuidado  guar- 
dando las  leyes  de  España,  sin  perjuicio  de  alterar,  moderar  y 
variar  aquéllas  que  exigiese  el  bien  de  la  nación.  Este  juramen- 
to pronunciado  por  todos,  fué  recibido  con  repetidos  ¡vivas!  á 
la  nación  que  dieron  las  diferentes  clases  sociales  que  ocupa- 
ban la  sala  de  las  Cortes.  El  obispo  de  Orense,  presidente  de  la 
regencia,  pronunció  un  breve  discurso  en  que,  después  de  refe- 
rir todo  lo  pasadO;  dejó  al  más  alto  discernimiento  y  luces  de 
las  Cortes  la  elección  y  nombramiento  de  presidente  y  secreta- 
rios de  este  augusto  Congreso.  Acto  continuo  se  retiró  la  regen- 
cia dejando  una  exposición  escrita,  por  la  cual,  los  cinco  indivi- 
duos que  la  componían  consignaron  que  sólo  admitieron  y  ju- 
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raron  su  cargo,  ínterin  que  junto  el  solemne  congreso  de  las 
Cortes,  establecía  un  gobierno  cimentado  sobre  el  voto  general 
de  la  nación,  y  que  habiendo  llegado  este  feliz  momento,  tan 
deseado  de  todos  los  buenos  españoles,  los  individuos  del  con- 
sejo de  regencia  no  podían  menos  de  hacerlo  presente  á  la  ge- 
neralidad de  sus  conciudadanos,  para  que  tomándolo  en  consi- 
deración, se  sirviesen  elegir  el  gobierno  que  juzgasen  más  ade- 
cuado al  crítico  estado  actual  de  la  monarquía,  que  exigía  por 
instantes  esta  medida  fundamental.  Según  describen  los  histo- 
riadores de  la  época,  y  en  especial  Arguelles  (1975),  no  era 
posible  expresar  el  embarazo  en  que  se  hallaban  los  diputados 
en  aquel  momento;  pero  con  gran  prudencia  fué  designado 
presidente  de  edad  D.  Benito  Ramón  de  Hermida,  y  secretario 
D.  Evaristo  Pérez  de  Castro.  Ante  esta  mesa  interina  se  realizó 
la  votación  definitiva  de  presidente,  recayendo  la  elección  en 
D.  Ramón  Lázaro  de  DoU;  y  la  secretaría  en  el  mencionado  Pé- 
rez de  Castro. 

En  esta  misma  sesión,  que  fué  toda  pública,  y  que  se  levantó 
siendo  ya  pasada  la  media  noche,  usó  de  la  palabra  el  diputado 
D.  Diego  Muñoz  Torrero,  proponiendo  los  principios  fundamen- 
tales de  la  organización  política  de  la  nación,  y  después  de  to- 
mar parte  en  el  debate  muchos  señores  diputados,  se  leyó  una 
minuta  del  decreto  que  convenía  sancionar,  y  fué  aprobado 
punto  por  punto,  encargándose,  en  el  undécimo  y  último,  al  con- 
sejo de  regencia  que  viniese  acto  continuo  á  la  sala  de  sesiones 
á  prestar  el  reconocimiento  y  juramento  prescrito.  Aprobado  y 
sancionado  todo  el  decreto,  se  acordó  el  ceremonial  con  que 
sería  recibida  la  regencia,  y  ya  cerca  de  la  media  noche  se  pre- 
sentaron cuatro  de  sus  cinco  individuos,  que  eran  D.  Francisco 
de  Saavedra,  D.  Javier  de  Castaños,  D.  Antonio  de  Escaño  y 
D.  Miguel  de  Lardizábal  y  Uribe,  quedándose  en  su  casa,  por  lo 
intempestivo  de  la  hora  y  lo  delicado  de  su  salud,  el  señor  pre- 
sidente, obispo  de  Orense.  Los  cuatro  individuos  de  la  regencia 
prestaron  el  juramento  acordado  por  las  Cortes;  pero  el  obispo 
de  Orense  dirigió  á  las  Cortes,  con  fecha  del  25 ,  una  represen- 
tación excusándose  de  asistir  á  ellas,  y  rogando  se  le  permitiese 


"^ 
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volver  sin  dUación  á  su  diócesis.  Las  Cortes  el  27  le  admitieron 
la  renuncia  de  los  cargos  de  regente  y  diputado  á  Cortes ,  y  le 
dieron  la  licencia  que  demandaba,  á  lo  cual  contestó  el  obispo 
dando  las  gracias  en  el  día  inmediato,  participando  que  en  aquel 
mismo  día  salía  para  Cádiz.  Cuando  todo  parecía  terminado, 
el  obispo  volvió  á  dirigir,  con  fecha  3  de  Octubre,  otra  repre- 
sentación, que  original  se  conserva  en  el  archivo  del  Congreso 
de  los  diputados,  produciéndose  violentamente  contra  la  decla- 
ración de  la  soberanía  nacional,  contra  la  legitimidad  de  las 
Cortes  y  contra  el  juramento  prestado  por  los  diputados.  Acor- 
dado que  el  obispo  permaneciese  en  Cádiz  hasta  nueva  orden, 
se  le  hizo  saber  que  prestase  en  manos  del  cardenal  Borbón  el 
juramento  prevenido  en  el  decreto  de  24  de  Setiembre.  Contes- 
tó el  obispo,  que  estaba  dispuesto  y  preparado  á  morir  antes 
que  prestar  el  reconocimiento  y  juramento  con  la  ilimitación 
que  estaba  prescrito;  pero  incoado  el  correspondiente  proceso 
por  una  junta  especial,  manifestó  el  obispo  su  aquiescencia  á 
jurar,  y  las  Cortes  admitieron  el  juramento  ante  ellas  el  3  de 
Febrero  de  1811,  estando  celebrando  sesión  pública.  Después 

• 

de  prestado  quedó  en  libertad,  poniéndose  término  á  un  inci- 
dente tan  desagradable.  Sin  embargo,  cuando  publicada  la 
Constitución  de  1812  se  acordó  que  la  jurase  el  alto  clero,  fue- 
ron tales  las  protestas  y  observaciones  que  consignó  el  obispo 
de  Orense,  que,  por  decreto  de  12  de  Agosto  de  dicho  año,  que- 
dó destituido  de  todos  los  honores,  emolumentos  y  prerrogativas 
procedentes  de  la  potestad  civil. 

No  satisfecho  el  consejo  de  regencia  con  las  limitaciones  que 
las  Cortes  habían  establecido  al  poder  ejecutivo,  remitieron  á  ésta 
una  exposición  ó  memoria  en  que  pedían  se  precisase  la  facul- 
tad y  responsabilidades  á  que  le  sujetaba  aquella  disposición,  así 
como  la  forma  de  comunicarse  con  las  mismas  Cortes.  Éstas,  re- 
solvieron que  mientras  se  formaba  el  reglamento  usase  de  todo  el 
poder  que  fuese  necesario  para  la  defensa,  seguridad  y  adminis- 
tración del  Estado;  y  que  en  cuanto  al  modo  de  comunicarse  con 
las  Cortes,  siguiese  como  hasta  entonces.  Luego  se  supo  que  la 
regencia  había  invitado  al  duque  de  Orleans  para  encargarle  el 
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mando  de  un  ejército,  lo  cual  motivó  un  acuerdo  de  las  Cortes 
haciéndole  salir  inmediatamente  de  España.  Este  hecho  motivó 
varias  exposiciones  renunciando  la  regencia,  y  con  fecha  7  de 
Octubre  la  hicieron  por  cuarta  y  última  vez ,  porque  ni  era  ya 
decoroso,  ni  sería  útil  á  la  causa  pública  continuar  en  el  mando; 
pero  las  Cortes,  con  el  carácter  de  reservado,  no  admitieron  di- 
cha renuncia.  Una  orden  remitida  por  la  regencia  á  las  autori- 
dades de  Cádiz,  en  la  cual  se  inferían  injurias  alas  Cortes,  pro- 
dujeron en  ellas  profundo  disgusto  y  la  resolución  de  24  de  Oc- 
tubre, de  nombrar  una  regencia  trina  en  que  estuvieran  repre- 
sentadas las  Américas  por  un  natural  de  ellas.  La  elección  de  la 
nueva  regencia  tuvo  lugar  en  sesión  secreta  del  26,  y  elegidos 
D.  José  María  Puig,  D.  Pedro  Agar  y  el  marqués  del  Palacio, 
promovió  éste  otro  incidente  respecto  de  la  forma  del  juramento 
de  que  da  minuciosa  cuenta  Calvo  en  sus  Apuntes  (1976),  y  fué 
sustituido  por  el  marqués  de  Castelar,  que  juró  en  la  forma  acos- 
tumbrada. Los  suplentes  Agar  y  Puig  desempeñaron  sus  cargos 
hasta  que  el  general  Blacke  y  D.  Gabriel  Ciscar  tomaron  pose- 
sión de  ellos  respectivamente  el  8  de  Diciembre  de  1810  y  4  de 
Enero  de  1811. 

Los  individuos  de  la  primera  regencia  fueron  requeridos ,  por 
orden  de  las  Cortes,  para  que  en  el  término  de  dos  meses  pre- 
sentasen cuenta  de  su  administración  y  conducta,  con  la  espe- 
cificación y  clasificación  necesaria  para  juzgarlas,  y  en  17  de 
Diciembre  dispusieron  que  los  exregentes  saliesen  de  la  isla  y 
de  Cádiz  para  el  punto  que  se  les  indicarla.  Fué  tan  enérgica  la 
exposición  que  el  general  Castaños  dirigió  á  la  asamblea,  que 
en  el  19  las  mismas  Cortes  declaraban  que  su  providencia  no 
era  más  que  una  medida  política  sin  censura,  y  que  en  nada 
aminoraba  los  méritos  y  servicios  contraídos  por  los  cuatro  ex- 
regentes, que,  aunque  ausentes,  podrían  ser  empleados  para 
continuar  sus  servicios,  cuando  el  gobierno  creyese  deberlo  ha- 
cer con  utilidad  pública ,  disponiendo  al  propio  tiempo  que  eli- 
giesen el  paraje  que  más  les  acomodase  para  su  residencia.  Los 
exr^entes  formularon  ante  las  Cortes  nuevas  reclamaciones^ 
siendo  la  última  la  do  11  de  Febrero  de  1811;  pero  las  Cortes 


538  DEL   PaDBR  CIVIL   EN  ESPAÑA 

no  acertaron  á  salir  del  peligroso  camino  que  habían  escogido, 
ni  adoptaron  una  resolución  definitiva.  Sólo  cuando  fué  apro- 
bada la  Constitución,  procedieron  á  nombrar  otra  regencia  de 
cinco  individuos,  que  tomaron  posesión,  y  por  decreto  de  las 
Cortes  se  les  dio  un  reglamento  en  que  se  determinaban  sus 
atribuciones  y  los  límites  de  la  potestad  ejecutiva  sin  la  liber- 
tad de  acción  y  la  independencia  necesarias  en  las  críticas  cir- 
cunstancias en  que  la  nación  se  encontraba  en  aquellos  mo- 
mentos. No  faltaron  tampoco  á  esta  regencia  disgustos  y  sinsa- 
bores, y  era  que  la  división  y  deslinde  de  los  poderes  públicos, 
y  el  tránsito  del  sistema  del  absolutismo  al  de  la  libertad,  no 
permitía  aún  afinar  los  procedimientos  de  tal  suerte  que  no  se 
produjesen  conflictos  y  complicaciones,  que  son  tan  frecuentes 
entre  los  distintos  poderes  de  una  nación.  De  todas  maneras,  la 
declaración  de  que  la  soberanía  nacional  residía  en  las  Cortes, 
hecha  al  propio  tiempo  que  se  reconocía  y  proclamaba  Rey  de 
España  á  Fernando  Vil,  absorbió  constantemente  el  poder  eje- 
cutivo, y  ésta  es  la  explicación  de  por  qué  las  regencias  fueron 
en  España  débiles  y  expuestas  á  un  sinnúmero  de  complicacio- 
nes desde  la  reunión  de  las  Cortes  generales  y  extraordinarias. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

SOBERANÍA  NACIONAL. 

Las  Cortes  generales  y  extraordinarias  de  España  aproba- 
ron, en  su  primera  sesión  de  24  de  Setiembre  de  1810,  las  ba- 
ses de  nuestra  reorganización  política,  y  entre  ellas  era  la  pri- 
mera la  siguiente:  cLos  diputados  que  componen  este  Congreso, 
>y  que  representan  la  nación  española,  se  declaran  legíüma- 
»mente  constituidos  en  Cortes  generales  y  extraordinarias,  y 
>que  reside  en  ellas  la  soberanía  nacional.»  Es  indispensable 
recordar  el  estado  de  orfandad  en  que  se  encontraba  el  poder 
público  en  España  para  poder  apreciar  su  espontánea  genera- 
ción en  las  primeras  manifestaciones  de  la  opinión  pública, 
después  en  la  junta  suprema  de  Madrid,  más  tarde  en  las  jim- 


rinciales,  luego  en  la  junta  central,  á  quien  sucedió  la 
i,  y  últimamente  las  Cortes,  que  representaban  á  toda 
ín,  y  resumieron  todo  el  poder  nacional,  y  lo  declara- 
iropio  tiempo  que  establecían  que  la  forma  monárquica 
)  esencial  de  la  restauración  política.  En  aquellos  pñ- 
Qstantes,  tan  difíciles  como  gloriosos,  era  indispensable 
i&r  el  poder  y  constituir  un  gobierno,  porque  la  socie- 
ina  condición  esencial  del  género  humano,  y  sea  cual 

forma  de  gobierno,  no  hay  publicista  que  no  reconoz- 
istencia  de  un  poder  supremo,  sin  el  cual  la  sociedad 
posible.  £1  ii^erium  aumnmm  y  jura  magislratis  de  los 
9,  es  hoy  el  poder  supremo  ó  soberanía,  que  existe  en  to- 
laciones,  cualesquiera  que  sea  la  forma  de  su  ejercicio, 
lontáneo  y  general  movimiento  de  la  nacionalidad  es- 
an  la  época  á  que  nos  referimos,  representa  una  velan- 
ca  en  su  concepción  y  libre  en  sus  manifestaciones,  y 
ividad  bastante  fuerte  para  ejecutarla.  Pascal  afírmó 
cer  la  soberanía  es  referir  la  multitud  á  la  unidad  para 
la  anarquía,  y  la  unidad  á  la  multitud  por  alejar  él  des- 
;  es,  en  suma,  levantar  el  régimen  de  la  libertad  polfti- 
<  los  eternos  cimientos  do  la  libertad  individual.  Col- 
ondeusando  y  citando  esta  opinión,  dice  que  ejercer  la 
[a  es  encerrar  en  una  voluntad  y  fuerza  social  las  vo- 
I  y  fuerzas  legítimas  de  los  individuos.  Para  establecer 
oía  de  las  fuerzas  sociales,  es  indispensable  fijar  límites 
ar  las  recíprocas  garantías,  para  que  no  choquen  y  se 
ID,  porque  la  historia  nos  enseña  que  allí  donde  toda  la 
ial  se  concentró  en  el  poder  Real,  nació  el  absolutismo 
orción  por  el  Estado  de  todos  los  elementos  sociales; 
1  Tez  nos  demuestra  también,  que  cuando  se  atribuyó 

civil  á  las  fuerzas  individuales,  nació  otro  despotismo 
ufrible,  que  es  el  despotismo  de  la  anarquía.  Armoni- 
üerzas  sociales  é  individuales  es  la  gran  tarea  de  los 
!,  y  los  de  1810,  al  declarar  como  atributo  del  poder  la 
ía,  no  pretendieron  establecer  un  régimen  democrático, 
j;unos  han  pretendido,  sino  que  aspiraron  tan  sólo  á  de- 
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mostrar  sus  condiciones  esenciales,  y  armonizarlas  á  la  vez  con 
la  monarquía  legítima,  símbolo  de  glorias  para  España  y  ban- 
dera de  la  restauración  en  que  la  nación  se  había  empeñado. 
Recientemente  se  ha  discutido  á  la  faz  del  país  la  significación 
pohtica  que  se  exige  á  sus  representantes,  y  uno  de  sus  más 
ilustres  oradores  (1977)  ha  declarado,  quekgüimo  ni  ha  signifi- 
cado ni  puede  significar  más  que  aquello  que  se  conforma  con 
la  ley,  en  todo  tiempo  y  de  cualquier  manera  que  se  pronuncie 
la  palabra,  por  más  que  en  Francia  fuese  bandera  de  lucha  en- 
tre la  monarquía  y  la  república;  y  que  una  vez  aceptado  el  tro- 
no, una  vez  aceptada  la  soberanía  del  trono  con  las  Cortes,  una 
vez  reconocida  la  soberanía  nacional  tal  como  está  en  la  Cons- 
titución y  tal  como  la  entienden  todos  los  hombres  monárquico- 
constitucionales,  podrían  resultar  ideas  contrarias  á  los  que  de- 
fienden que  la  soberanía  reside  únicamente  en  la  nación,  pero 
no  producirían  antipáticos  conceptos. 

En  diversas  ocasiones  y  por  ilustres  oradores  y  pubücistas, 
se  ha  tratado  tan  á  fondo  la  cuestión  de  la  soberanía,  que  que- 
da muy  poco  nuevo  que  decir.  Manifestación  del  poder  público, 
recibe  del  derecho  todo  su  valor  é  importancia,  y  hay  quien  la 
llama  soberanía  del  derecho.  Entre  sus  cuestiones  fundamenta- 
les existen  las  de  la  soberanía  originaria  enlazada  con  la  idea 
fundamental  del  poder  del  Estado,  cuyo  principio  hay  que  bus- 
carlo en  quien  es  fuente  de  toda  verdad  y  de  toda  justicia;  la 
soberanía  constituyente,  de  donde  se  originan  los  sistemas  del 
derecho  divino  y  del  pacto  social,  y  la  soberanía  constituida, 
que  es  el  ejercicio  del  hecho  del  poder  en  nombre  del  Estado. 
La  soberanía  del  Estado,  que  es  muy  distinta  de  la  soberanía 
popular,  es  la  expresión  del  poder  social,  ó,  como  dice  Santa 
Maria  en  su  Curso  de  derecho  pólUico  (1978),  de  la  sociedad  cons- 
tituida, como  verdadera  persorta  jurídica,  para  el  cumplimiento 
armónico  de  sus  fines.  Los  defensores  de  los  ideales  democráti- 
cos tienen  que  sostener  forzosamente  que  la  idea  del  poder  re- 
side esencialmente  en  la  nación,  entendiendo  por  ésta  sólo  las 
fuerzas  sociales.  En  España,  país  monárquico,  la  soberanía  ra- 
dica en  las  Cortes,  expresión  de  aquellas  clases,  y  en  el  Rey,  y 
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esta  es  la  opinión  de  todos  los  monárquico-constitucionales. 
Las  Cortes  generales  y  extraordinarias  de  1810  estaban  de 
acuerdo  con  este  principio,  puesto  que  dijeron  al  país  que  que- 
rían darse  una  Constitución  justa  y  liberal,  pero  monárquica. 
Las  Cortes  explicaron  el  anterior  acuerdo  por  medio  de  un 
manifiesto  que  se  leyó  por  el  diputado  Pérez  de  Castro  en  la 
sesión  de  9  de  Enero  de  1811   (1979),  y  fué  unánimemente 
aplaudido  por  todo  el  Congreso.  Este  manifiesto  fué  suscrito  por 
el  presidente  D.  Alonso  Cañedo,  y  los  diputados  secretarios  Don 
José  Martínez  y  D.  José  Aznarez,  y  aunque  publicado  en  los 
diarios  que  el  partido  nacional  daba  cuenta  de  sus  actos  en 
aquella  época,  resulta  inserto  en  el  tomo  I  de  los  decretos  de 
las  Cortes,  y  le  ha  reproducido  Calvo  en  el  apéndice  segundo  de 
sus  Apuntes.  En  él  comenzaban  las  Cortes  manifestando  que, 
deseando  aplicar  vigorosamente  el  ánimo  y  la  mano  á  la  res- 
tauración del  Estado,  habían  declarado  y  reconocido  desde  lue- 
go la  soberanía  de  la  nación ;  vuelto  á  jurar  solemnemente  á 
nombre  de  todo  el  pueblo  por  Rey  de  España  é  Indias  á  Fer- 
nando yil;  sancionado  la  división  de  los  tres  poderes,  aboliendo 
así  para  siempre  el  régimen  arbitrario;  restableciendo  el  pensa- 
miento en  su  nobleza  primitiva;  restituyendo  al  ciudadano  uno 
de  sus  más  sagrados  derechos  con  la  libertad  política  de  la  im- 
prenta; formando  un  nuevo  gobierno,  reconcentrando  su  acción 
y  haciéndole  por  este  medio  adquirir  más  actividad  y  energía, 
y  volviendo  su  ánimo  á  la  reforma  de  muchos  abusos  y  á  la 
administración  de  justicia,  se  ocupaba  en  buscar  recursos  con 
que  proseguir  ventajosamente  la  gloriosa  lucha,  é  iba  á  echar 
loa  cimientos  del  edificio  civil  del  Estado  en  las  leyes  constitu- 
cionales que  se  preparaba  á  formar.  Después  de  estas  declara- 
ciones, que  constituían  las  bases  de  la  organización  política  de 
la  monarquía  española,  se  hacía  un  caluroso  elogio  del  mencio- 
nado monarca^  y  se  consignaban  los  siguientes  párrafos:  «Para 
» salvar  nuestra  independencia,  que  ya  nauíragaba,  levantamos 
»el  grito  en  Aranjuez.  Subió  al  trono  español  un  Príncipe,  que 
>idolatrábamos,  por  la  inocencia  y  bondad  de  su  carácter  y  por 
>las  desgracias  domésticas  que  desde  su  cuna  le  asaltaron.  Com- 
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«pañero  de  nuestra  opresión,  y  victima  triste  de  ella,  nadie  cou 
«más  ahinco  que  él  debía  aspirar  á  reparar  con  los  beneficios  de 
»8a  reinado  las  desdichas  que  habían  afligido  al  Estado  en  el  de 
>sus  antecesores.  Así  lo  habría  hecho,  si  una  mano  pérfida  no 
>le  hubiera  arrancado  á  su  pueblo ;  asi  lo  hará  cuando  la  Pro- 
«videncia  nos  le  restituya  libre ^  para  pagar  la  inmensa  deuda 
•que  con  la  nación  tiene  contraída.  Deuda  inmensa,  por  cierto, 
«cuando  en  las  aclamaciones  y  aplausos  que  se  le  prodigaban 
^estabaa  cifrados  los  votos  y  iperanzas  de  treinta  n.iUoneB  de 
.almas,  que  aguardaban  ser  felLen  bu  gobierno  moderado  y 
«paternal ;  y  deuda  infinitamente  mayor  después  que  el  pueblo 
«que  le  adora  está  sellando  su  amor  y  lealtad  con  tanta  sangre. 
«Independencia  política  y  felicidad  social  fueron  los  objetos  del 
«pueblo  español  entonces ;  independencia  política  y  felicidad  so- 
«cial  son  sus  objetos  ahora :  por  una  y  otra  está  sosteniendo  una 
«guerra  tan  sangrienta  tres  años  há,  sin  desmayar  un  punto  en 
«su  propósito,  tan  justo  como  necesario;  y  si  al  fin  ha  reunido 
«las  Cortes  extraordinarias  de  la  monarquía,  es  para  asegurar 
«sobre  bases  indestructibles  su  independencia  política,  su  feli- 
«cidad  social  y  la  integridad  de  su  territorio.  Defenderla  patria 
«contra  el  enemigo  presente  y  asegurar  su  independencia  para 
«lo  futuro,  es  el  voto  de  la  nación  entera;  es  lo  que  han  jurado 
«sus  representantes;  y  su  juramento,  hecho  en  las  aras  de  la 
«adorada  patria,  ha  subido  hasta  el  firmamento,  y  allí  ha  sido 
«admitido  por  nuestro  Dios.  Ese  voto  encierra  cuanto  el  ciada- 
«daño  puede  desear.  Salgan  los  enemigos  del  país  que  profana 
»su  presencia,  y  será  independiente  la  patria;  daos  una  Consti- 
«tución  monárquica,  pero  justa  y  liberal,  cual  la  meditan  vues- 
«tros  representantes,  y  desaparecerán  la  arbitrariedad,  el  poder 
«absoluto,  los  favoritos  y  el  desorden,  para  hacer  lugar  al  im- 
«perio  de  las  leyes  y  de  la  justicia. «  Las  Cortes  sólo  reclamaban 
una  Constitución  justa  y  liberal,  pero  monárquica;  y  juraron  y 
concitaron  á  todo  el  pueblo  español  á  no  deponer  las  armas^  ni 
darse  reposo,  ni  oir  concierto,  ni  acomodamiento  alguno,  sin 
que  precediese  la  total  evacuación  de  España  y  Portugal,  ni  to- 
lerar la  desmembración  de  la  más  pequeña  parte  del  suelo  es- 
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pañol.  Las  últimas  palabras  de  este  manifiesto  fueron  las  si- 
guientes :  «Zoa  Cortes  generales  y  extraordinarias  de  la  monarquía 
i> juran  cada  día  con  la  nación  entera^  pelear  incesantemente  en  per» 
afecta  unión  con  siis  generosos  aliados,  hasta  dqjar  aseguradas  la  di- 
^vina  religión  de  sus  mayores^  la  libertad  de  su  adorado  monarca^  y 
ila  absoluta  dependencia  y  total  integridad  de  la  monarquía,'^  No 
sería  fácil  añadir  expresiones  más  elocuentes  para  dejar  demos- 
trado que  el  sentimiento  religioso,  el  monárquico  y  el  de  inde- 
pendencia,  eran  las  únicas  bases  de  nuestra  regeneración  po- 
lítica. 

Acerca  déla  monarquía,  como  institución,  sólo  se  registra  en 
el  Diario  de  18  de  Marzo  de  1812,  el  proyecto  de  decreto  por  el 
cual  el  infante  D.  Francisco  de  Paula  y  su  descendencia,  y  la 
infanta  Doña  María  Luisa,  Eeina  viuda  de  Etruria^  y  la  suya, 
quedaban  excluidos  de  la  sucesión  á  la  Corona  de  las  Españas. 
Se  excluyó  también  á  la  de  la  archiduquesa  de  Austria,  Doña 
María  Luisa  y  su  descendencia,  y  se  designaron  en  defecto  de 
Fernando  Vil  y  la  suya,  quién  había  de  ocupar  el  trono  espa- 
ñol. La  monarquía  era  una  base  esencial  de  nuestra  Constitu- 
ción política.  Y  ya  se  sabe,  según  refiere  D.  Agustín  Arguelles 
en  el  cap.  VIII  de  su  Examen  histórico  de  la  reforma  constitucio- 
nal (1980),  cómo  se  contuvieron  las  pretensiones  ambiciosas  de 
la  infanta  Doña  Carlota,  princesa  del  Brasil,  que  había  logrado 
interesar  á  algunos  diputados. 

SECCIÓN  n.      • 

LA  MONARQUÍA. 

Las  Cortes  españolas,  en  vez  de  seguir  el  peligroso  sendero 
que  á  fines  del  siglo  xvm  había  trazado  la  nación  franceaa,*rin- 
dió  un  justo  tributo  al  sentimiento  monárquico  de  la  nación, 
declarando  en  la  sesión  de  24  de  Setiembre  de  1810,  que  se  re- 
conocía y  proclamaba  de  nuevo  al  señor  Rey  D.  Fernando  VII; 
y  se  declaraba  nula  la  cesión  de  la  Corona,  que  se  decía  hecha 
en  favor  de  Napoleón.  Desde  este  momento,  renovado  el  dere- 
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cho  electivo  por  las  vicisitudes  del  tiempo  y  estrechamente 
unido  al  legítimo  hereditario,  se  transformó  de  hecho  la  base 
del  derecho  patrio  fundamental,  aunque  la  sucesión  legítima  en 
el  trono  de  España  continuó  en  la  dinastía  de  Borbón ;  tal  fué 
en  lo  porvenir,  en  efecto,  la  base  fundamental  de  nuestra  orga- 
nización política  de  la  monarquía.  En  aquel  memorable  día  del 
24  de  Setiembre  de  1810,  se  publicaba  el  primer  decreto  de  las 
Cortes,  y  en  él  se  consignaba  el  siguiente  párrafo :  c  Las  Cortes 
•generales  y  extraordinarias  de  la  nación  española,  congrega- 
»das  en  la  Real  isla  de  León,  conformes  en  todo  con  la  volun- 
>tad  general,  pronunciada  del  modo  más  enérgico  y  patente, 
•reconocen,  proclaman  y  juran  de  nuevo  por  su  único  y  legíti- 
»mo  Rey  al  Sr.  D.  Fernando  Vil  de  Borbón;  y  declaran  nula, 
»de  ningún  valor  ni  efecto  la  cesión  de  la  Corona  que  se  dice 
•hecha  en  favor  de  Napoleón,  no  solo  por  la  violencia  que  in- 
•tervino  en  aquellos  actos  injustos  é  ilegales,  sino  principal- 
» mente  por  faltarle  el  consentimiento  de  la  nación.»  Rendía  así 
la  representación  nacional  un  tributo  de  reconocimiento  al  sen- 
timiento monárquico  del  país;  pero  éste  se  hizo  más  notorio  en 
la  sesión  del  1.^  de  Enero  de  1811,  en  la  que  se  dio  cuenta  de 
un  proyecto  de  decreto  en  que,  después  de  transcribir  el  acuerdo 
de  las  Cortes  generales  de  24  de  Setiembre,  declaraban  que  no 
reconocerían,  antes  bien  tendrían  y  tenían  por  nulo  y  de  ningún 
valor  ni  efecto,  todo  actO;  tratado,  convenio  ó  transacción  de 
cualquiera  clase  y  naturaleza  que  hubieren  sido  ó  fueren  otor- 
gados por  el  Rey,  mientras  permaneciera  en  el  estado  de  opre- 
sión y  falta  de  libertad  en  que  se  hallaba,  ya  se  verifícase  su 
otorgamiento  en  el  país  del  enemigO;  ó  ya  dentro  de  España, 
siempre  que  en  este  caso  se  hallase  su  Real  persona  rodeada  de 
las  armas  ó  bajo  el  influjo  directo  ó  indirecto  del  usurpador  de 
su  Corona;  pues  jamás  le  consideraría  Ubre  la  nación,,  ni  le 
prestaría  obediencia  hasta  verle  entre  sus  fíeles  subditos  en  el 
seno  del  Congreso  nacional  que  ahora  existe  ó  en  adelante 
existiese,  ó  del  gobierno  formado  por  las  Cortes.  Declararon 
asimismo  que  toda  contravención  á  este  decreto  sería  mirada 
por  la  nación  como  un  acto  hostil  contra  la  patria,  quedando  el 
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contraventor  responsable  á  todo  rigor  de  las  leyes.  Y  declararon, 
por  último,  las  Cortes,  que  la  generosa  nación  á  quien  repre- 
sentaban no  dejaría  un  momento  las  armas  de  la  mano,  ni  daría 
oídos  á  proposición  de  acomodamiento  ó  concierto  de  cualquie- 
ra naturaleza  que  fuese,  como  no  precediera  la  total  evacuación 
del  territorio  español  por  las  tropas  que  tan  inicuamente  lo  ha- 
bían invadido,  pues  las  Cortes  estaban  resueltas,  con  la  nación 
entera,  á  pelear  incesantemente  hasta  dejar  aseguradas  la  reli- 
gión santa  de  sus  mayores,  la  libertad  de  su  amado  monarca  y 
la  absoluta  independencia  é  integridad  de  la  monarquía.  La 
lectura  de  este  decreto  fué  oída  con  aplauso,  y  cuando  un  dipu- 
tado, Gómez  Fernández,  quiso  contradecir  sus  términos,  dice  el 
Diario^  que  el  Congreso  manifestó  altamente  su  desaprobación 
y  el  deseo  de  que  no  continuara  el  orador.  En  cambio  el  dipu- 
tado Uribi  fué  aplaudido,  y  Pérez  de  Castro,  autor  del  proyecto 
de  decreto,  lo  defendió  elocuentemente  diciendo:  c  Antes  que  á 
>amar  al  Eey  me  enseñaron  á  amar  á  mi  nación;  bien  que  para 
»mí  la  nación,  el  Bey  y  la  patria  andan  juntos:  tómese  como  se 
»quiera;  la  nación,  la  patria  y  el  Rey  todo  es  uno.»  Después  de 
varias  observaciones  el  decreto  fué  aprobado  por  el  voto  uná- 
nime de  todos  los  diputados  que,  en  número  de  114,  compo- 
nían entonces  el  Congreso. 

SECCIÓN  m. 

DIVISIÓN  DE  LOS  PODERES   PÚBLICOS. 

Las  Cortes,  en  su  primer  decreto  de  24  de  Setiembre  de  1810, 
después  de  declarar  la  soberanía  nacional  y  reconocer,  procla- 
mar y  jurar  de  nuevo  por  su  único  y  legítimo  Rey  al  Sr.  D.  Fer- 
nando Vn  de  Borbón,  cno  conviniendo  queden  reunidos  el 
»poder  legislativo,  ejecutivo  y  el  judiciario,  declaran  las  Cortes 
^generales  y  extraordinarias,  que  se  reservan  el  ejercicio  del  po- 
>der  legislativo  en  toda  su  extensión.»  Con  esta  declaración,  que 
reflejaba  las  modernas  teorías  políticas,  quedó  destruida  en  Es- 
paña la  concentración  del  poder  en  una  sola  persona,  que  ha- 
Tono  IV  35 
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bia  sido  la  condición  esencial  de  la  monarquía  absoluta  duran- 
te los  tres  últimos  siglos.  Organizado  el  poder  político,  que  es 
esencialmente  uno,  era  necesario  regularizar^  clasificar  y  distri- 
buir sus  diversos  organismos,  que  no  son  ni  pueden  ser  más 
que  manifestaciones  del  poder  soberano.  En  todo  gobierno  re- 
presentativo, es  un  principio  fundamental  que  el  poder  social 
se  divida  en  tres  poderes  públicos,  que  son  el  legislativo,  el  eje- 
cutivo y  el  judicial.  El  primero  es  soberano,  y  nadie  puede  re- 
formar sus  actos.  En  España  corresponde  á  las  Cortes  con  el 
Rey.  Este,  además  de  la  sanción,  tiene  la  plenitud  del  poder  eje- 
cutivo, que  ejerce  por  medio  de  sus  ministros,  sobre  quienes  re- 
cae toda  la  responsabilidad  moral  ó  efectiva.  La  facultad  de 
juzgar  ó  aplicar  la  ley  á  las  cuestiones  de  interés  privado,  co- 
rresponde á  los  jueces  y  tribunales;  pero  la  justicia  se  adminis- 
tra en  nombre  del  Rey,  que  es  el  jefe  supremo  del  poder  ejecu- 
tivo, asi  en  el  orden  administrativo  como  en  el  judicial.  La 
Constitución  española  de  1812  proclamó  la  misma  doctrina  de 
la  división  de  poderes,  y  lo  que  de  ello  se  desprende  es,  que  los 
hombres  que  florecieron  en  el  reinado  de  Carlos  IV,  y  que  tan- 
to contribuyeron  en  1810  á  nuestra  regeneración  política,  co- 
nocían bien  la  teoría  de  los  poderes  públicos,  las  opiniones  que 
acerca  de  ellos  profesó  Montesquieu,  y  la  necesidad  que  existía 
de  determinarlos  y  organizar  sus  funciones  para  poder  susti- 
tuir  el  absolutismo  con  el  sistema  monárquico-constitucional. 

SECCIÓN  IV. 

PODBR  EJECUTIVO. 

Ausente  de  España  Fernando  VU,  no  podía  ejercer  el  po- 
der ejecutivo,  y  las  Cortes,  al  constituir  la  organización  política 
de  la  nación,  declararon  que  interinamente,  y  hasta  que  las 
Cortes  eligiesen  el  gobierno  que  más  conviniese,  los  individuos 
que  componían  el  consejo  de  regencia  ejercerían  el  poder  eje* 
cutivo  á  nombre  de  Fernando  Vil,  por  la  gracia  de  Dios  Rey 
de  España  y  de  las  Indias,  pero  quedando  responsables  á  la  na- 
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ciÓD,  por  el  tiempo  de  su  administración,  con  arreglo  á  las  le- 
yes. La  gobernación  del  Estado,  que  es  el  ejercicio  del  poder 
ejecutivo,  pasó  á  manos  de  la  regencia  durante  la  cautividad 
de  Fernando  YU;  y  aunque  por  la  esencia  y  naturaleza  de 
este  poder  comprende  la  política  y  la  administración,  y  debe 
regular  y  ordenar  la  actividad  social,  concertando  todos  sus  mo- 
vimientos, imprimiéndoles  una  acertada  dirección,  restablecien- 
do la  armonía  de  los  poderes  constitucionales  y  velando  por  la 
independencia  nacional,  no  puede  asegurarse  que  tal  aconte- 
ciese en  1810,  porque  ausente  el  poder  moderador  y  afanosas 
las  Cortes  por  defender  los  derechos  de  la  nación,  extendieron 
su  soberanía  y  absorbieron  el  poder  ejecutivo,  produciendo  los 
conflictos  de  que  hemos  dado  cuenta  al  fijar  las  vicisitudes  de 
la  regencia.  Las  Cortes  establecieron  ya  la  responsabilidad  de 
las  personas  en  quienes  se  delegase  el  poder  ejecutivo;  pero 
aunque  alguna  vez  acudieron  á  este  procedimiento  extraordina- 
rio, el  tiempo  acreditó  que  cuando  aquella  responsabilidad  se 
pide  injustamente,  el  poder  público  sólo  produce  veredictos  de 
inocencia. 

SECCIÓN  V. 

DERECHOS  POLÍnOOS. 


El  establecimiento  del  régimen  constitucional  envolvía  el  re- 
conocimiento de  algunos  de  los  derechos  de  los  ciudadanos,  y 
fué  el  primero  que  se  declaró,  el  referente  á  la  libertad  de  im- 
prenta, sin  el  cual  no  era  posible  dejar  garantida  la  libertad  po- 
lítica. Gomo  en  las  sesiones  que  mediaron  desde  el  24  de  Se- 
tiembre al  15  de  Diciembre  de  1810,  se  careció  por  completo  del 
auxilio  taquigráfico,  se  tiene  que  recurrir,  como  lo  ha  hecho 
Calvo  en  sus  Apuntes  (1981),  á  los  extractos  que  se  suponen  re- 
visados por  D.  Agustín  Arguelles  y  que  en  parte  publicó  el  con- 
de de  Toreno  en  su  mencionada  Historia  (1982).  De  ellos  resulta, 
que  en  la  sesión  de  9  de  Octubre,  el  mismo  Arguelles  presentó 
un  proyecto  de  libertad  de  imprenta,  en  el  cual  se  reconocía  la 
libre  facultad  de  escribir,  imprimir  y  publicar  sus  ideas  sin  ne- 


548  DEL  PODBR  CIVIL  BN  ESPAÑA 

ce8Ídad  de  licencia,  revisión  ó  aprobación  alguna  anteriores  á 
la  publicación,  quedando  los  autores  é  impresores  sujetos  á  las 
penas  de  nuestras  leyes  y  á  las  que  se  establecían,  según  la 
gravedad  del  delito  que  cometiesen.  Sólo  los  escritos  en  mate- 
rias de  religión  quedaban  sujetos  á  la  previa  censura  de  los  or- 
dinarios, según  el  concilio  de  Trento.  Los  tribunales  ordinarios 
entenderían  en  la  averiguación,  calificación  y  castigo  de  los  de- 
litos que  se  cometiesen  por  el  abuso  de  la  libertad  de  impren- 
ta. Las  penas  serían  pecuniarias.  Las  Cortes  nombrarían  una 
junta  suprema  de  censura  que  debería  residir  cerca  del  gobier- 
no, compuesta  de  nueve  individuos,  y  á  propuesta  de  ellos,  otra 
semejante  en  cada  capital  de  provincia,  compuesta  de  cinco. 
Las  facultades  de  esta  junta  eran  preventivas,  pero  contra  la 
censura  se  permitía  al  autor  6  impresor  la  defensa.  También 
se  concedió  al  interesado  la  queja  contra  la  negativa  de  los  or- 
dinarios. Este  proyecto  fué  examinado  por  una  comisión  com- 
puesta de  los  Sres.  Hermida,  Oliveros,  Mufioz  Torrero,  Argue- 
lles, Pérez  de  Castro,  Vega,  Capmani,  Couto,  Gallego,  Montes 
y  Palacios,  y  las  actas  publicadas  por  Calvo,  que  comprenden 
desde  el  15  de  Octubre  hasta  el  19,  en  que  comenzaron  á  vo- 
tarse los  artículos  del  proyecto,  demuestran  la  convicción  que 
se  tenía  ya  entonces  de  las  ventajas  de  la  libertad  de  imprenta, 
y  el  conocimiento  que  se  había  adquirido  de  su  progreso  en  to- 
dos tiempos  y  naciones.  El  resto  del  proyecto  pasó  casi  sin  dis- 
cusión ni  interés.  Del  5  al  10  de  Noviembre  se  ocuparon  las 
Cortes  del  nombramiento  de  la  suprema  junta  de  censura,  y 
aun  hubo  quien,  como  D.  Francisco  María  Riezco,  pidió  en  la 
sesión  del  día  5,  que  en  el  decreto  de  libertad  de  imprenta  se 
hiciese  alguna  mención  honorífica  y  especial  del  Santo  Oficio. 
Tanto  la  junta  central  como  las  provinciales  fueron  elegidas  por 
las  Cortes,  y  hasta  que  en  10  de  Junio  de  1812  se  formó  un 
reglamento  general,  aquellas  juntas  funcionaron  sin  tener  una 
regla  segura  á  que  ajustar  sus  procedimientos  y  resoluciones. 
Las  juntas  de  censura  eran  realmente  una  limitación  al  derecho 
de  escribir,  porque  no  constituía  una  libertad  absoluta;  pero  la 
reforma  fué  tan  transcendental,  que,  aprobado  el  proyecto  de 
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Arguelles,  que  luego  fué  adicionado  en  10  de  Junio  de  1813, 
se  desarrolló  tal  manía  de  escribir,  que  acaso  no  haya  época 
más  fecunda  en  toda  clase  de  publicaciones  que  la  del  estable- 
cimiento de  nuestro  sistema  constitucional,  siendo  digno  de  ad- 
vertir, que  en  todos  los  escritos  resplandecía  un  fervoroso  sen- 
timiento católico,  un  entusiasta  sentimiento  hacia  la  monar- 
quía y  un  amor  sincero  y  patriótico  hacia  la  independencia  na- 
cional. 

El  secreto  de  la  correspondencia  fué  también  garantido  por 
las  Cortes,  pues  en  la  sesión  de  23  de  Abril  de  1810,  el  diputa- 
do Sr.  Herrera  reclamó  se  tomase  alguna  medida  para  cortar 
el  abuso  que  había  de  abrir  en  los  correos  las  cartas  de  la  co- 
rrespondencia pública.  Comenzó  con  viveza  la  discusión  acerca 
de  este  punto,  tomando  parte  en  ella  Arguelles,  el  cual  calificó 
la  proposición  de  Herrera  de  un  ardiente  deseo  del  acierto;  y  el 
diputado  Mejía,  al  opinar  por  la  admisión  de  la  proposición, 
consignó  que  la  división  de  poderes  no  tiene  otro  objeto  que 
sostener  la  Ubertad  individual  y  precaver  que  su  reunión  sirviese 
para  que  perjudicase  al  ciudadano,  y  estos  principios  debían  di- 
rigir todas  las  medidas  que  se  tomasen  por  las  Cortes.  Éstas 
resolvieron  unánimemente,  se  dijese  al  consejo  de  regencia  que 
si  había  alguna  orden  para  abrirse  las  cartas  de  la  correspon- 
dencia púbUca  en  las  administraciones  de  correos,  la  remitiese 
á  las  Cortes  con  toda  brevedad.  El  sistema  inquisitorial  en  Es- 
paña había  consagrado  una  forma,  que  aunque  aceptada  por 
nuestras  antiguas  leyes,  resultaba  inicua  y  bárbara  para  la  ave- 
riguación de  los  delitos,  y  subleva  á  las  conciencias  honra- 
das cuando  se  leen  sus  resultados  en  los  procesos  que  los  ar- 
chivos conservan  para  vergüenza  de  sus  autores.  El  tormento 
atacaba  todos  los  derechos  de  la  personalidad  humana,  y  quería 
suplir  con  el  terror  la  insuficiencia  de  los  tribunales.  Las  Cortes, 
en  sesión  de  22  de  Abril  de  1811,  á  propuesta  de  la  comisión  de 
justicia,  aprobó  un  proyecto  de  decreto  que  se  había  discutido 
en  la  sesión  anterior  á  proposición  de  Arguelles,  y  que  vino  á 
resumirse  en  estos  términos:  «Las  Cortes  generales  y  extraor- 
>dmarias,  con  absoluta  unanimidad  y  conformidad  de  todos 
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»lo8  votos,  declaran  por  abolido  para  siempre  el  tormento  en 
» todos  los  dominios  de  la  monarquía  española,  y  la  práctica 
>introducida  de  afligir  y  molestar  á  los  reos,  por  los  que  ilegal 
>y  abusivamente  llamaban  apremios;  prohiben  los  que  se  co- 
>nocían  con  el  nombre  de  esposas,  perrillos,  calabozos  extra- 
lordinarios  y  otros,  cualquiera  que  fuese  su  denominación  y 
»uso,  sin  que  ningún  juez,  tribunal  ni  juzgado,  por  privilegia- 
>do  que  sea,  pueda  mandar  ni  imponer  la  tortura,  ni  usar  de 
líos  insinuados  apremios,  bajo  responsabilidad  y  la  pena,  por 
>el  mismo  hecho  de  mandarlo,  de  ser  destituidos^  los  jueces  de 
>su  empleo  y  dignidad,  cuyo  crimen  podrá  perseguirse  por  ac- 
»ción  popular,  derogando  desde  luego  cualesquiera  ordenanzas, 
ileyes,  órdenes  y  disposiciones  que  se  hayan  dado  y  publicado 
»en  contrario. »  El  sentimiento  de  humanidad  y  justicia  que 
respira  esta  proposición,  constituye  en  España  uno  de  los  más 
bellos  recuerdos  de  la  primera  época  de  nuestro  sistema  cons- 
titucional. Los  derechos  políticos  comenzaban  á  deslindarse, 
pero  no  alcanzaron  la  extensión  que  han  pretendido  atribuirle 
los  modernos  reformadores,  confundiendo  los  que  realmente 
son  inherentes  á  la  personalidad  humana  con  los  que  sólo  se 
apoyan  en  consideraciones  de  organización  política. 

SECCIÓN  VI. 

ANIVERSARIO  DB  IiA  INDSFBNDENCU  NACIONAL. 

Verdaderamente  la  fecha  del  2  de  Mayo  de  1808  representa- 
rá siempre  en  España  el  aniversario  de  nuestra  independencia 
nacional,  no  porque  en  ese  fasto  de  verdadera  gloría  no  se  hu- 
bieran producido  en  España  otras  elocuentes  manifestaciones 
de  la  opinión  pública,  sino  porque  en  tan  memorable  día  se 
llenó  la  copa  del  sufrimiento  que  apuraban  los  españolee,  y  se 
inició  la  resistencia  armada  contra  la  opresión  írancesa,  y  se 
entabló  de  una  manera  heroica  la  sangrienta  y  pori|ada  lucha 
que  aseguró  para  siempre  la  libertad  é  independencia  del  pue- 
blo español.  Tenemos  á  la  vista  una  exposición  dirigida  al 
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ayuntamiento  de  Madrid,  en  que  se  exponían  las  razones  artís- 
ticas 7  filosóficas  en  que  se  fundaba  el  proyecto  de  un  monu- 
mento para  perpetuar  el  día  grande  de  la  nación  española,  y  la 
eterna  memoria  de  las  víctimas  del  célebre  2  de  Mayo  de  1808. 
Con  arreglo  á  este  proyecto,  se  levantó  en  el  Prado  de  Madrid 
un  monumento  que  recuerda  á  las  generaciones  futuras  el  valor 
del  pueblo  español  cuando  lo  inspiran  sentimientos  tan  caros 
como  el  de  la  religión  de  nuestros  padres,  la  antigua  y  robusta 
monarquía  española  y  el  amor  á  nuestra  libertad  é  indepen- 
dencia. Estos  sentimientos,  vivos  siempre  y  siempre  recordados, 
traen  á  nuestra  memoria  el  sacrificio  de  las  ciento  quince  víc- 
timas que  resultaron  haber  hecho  el  extranjero  en  la  corte  de 
España,  según  un  resumen  que  formó  el  ayuntamiento  de  Ma- 
drid en  13  de  Enero  de  1816,  con  arreglo  á  la  Beal  orden  de  28 
de  Octubre  de  1815.  La  sangre  entouces  derramada  simbolizará 
siempre  la  independencia  de  la  nación,  y  podrá  servir  á  las  fu- 
turas generaciones  de  ejemplo  saludable  para  saber  á  cuánto 
alcanza  y  cuan  grandes  acciones  inspira  el  santo  amor  de  la 
patria.  Las  Cortes  españolas  aprobaron,  en  la  sesión  del  2  de 
Mayo  de  1811,  el  aniversario  de  la  independencia  nacional,  ter- 
minando con  estas  elocuentísimas  palabras:  « Quede  así  consa- 
»grado  para  siempre  aquel  insigne  acontecimiento,  y  al  paso 
»que  perpetuamente  suban  hasta  el  cielo  nuestros  ardientes  votos 
»por  el  descanso  de  sus  almas,  sea  su  memoria  constante  estímu- 
>lo  de  los  esforzados  alientos  de  los  débiles,  vergüenza  de  los  in- 
iseusibles  y  sempiterna  a&enta  de  los  infames,  que,  cerrando  los 
>oídos  á  los  clamores  de  la  patria,  se  afanan  en  balde  por  verla 
»sujeta  á  la  coyunda  del  tirano,  t  En  la  misma  sesión  se  acordó 
que  los  inmortales  nombres  de  Daoiz  y  Velarde  se  inscribiesen 
con  letras  de  oro  en  la  sala  de  sesiones  de  las  Cortes,  y  que  en 
el  calendario  se  señalase  con  letra  cursiva  en  el  día  2  de  Mayo: 
€  Conmemoración  de  los  difuntos  primeros  mártires  de  la  libertad  es- 
pañola en  Madrid. » Así  quedaron  enlazadas  para  siempre  las  dos 
ideas  religiosa  y  patriótica. 
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CAPÍTULO  VU. 


ELEMENTOS  POÜTICO-SOCIALES. 


SECCIÓN  PRIMERA. 


LA  NOBLEZA. 


Esta  clase  social,  completamente  separada  del  ejercicio  del 
poder  durante  la  monarquía  absoluta ,  volvió  á  la  vida  pública 
por  el  acuerdo  de  24  de  Diciembre  de  1809,  que  resolvió  que 
los  tres  brazos,  clero,  nobleza  y  pueblo,  se  congregasen  en  un 
solo  cuerpo,  para  que  así  unidos  se  presentara  un  plan  de  las 
dos  cámaras  para  su  deliberación.  La  comisión  de  Cortes,  en  8 
de  Enero  de  1810,  volvió  á  representar  sobre  la  forma  de  con- 
gregarse los  prelados  y  grandes,  y  esta  consulta  fué  resuelta  el 
21,  revocando  el  anterior  acuerdo  y  resolviendo  que  se  convo- 
casen separadamente  los  brazos  eclesiástico  y  de  la  nobleza,  que 
deberían  congregarse  en  cámara  separada  de  los  representantes 
populares,  aprobando  las  cartas  convocatorias,  cuyas  minutas 
acompañaba  la  comisión.  La  consulta  de  la  comisión,  la  reso- 
lución de  21  de  Enero  y  las  convocatorias  aprobadas,  las  ha 
publicado  Calvo  en  sus  Apuntes,  y  en  el  primero  de  dichos  do- 
cumentos, después  de  consignar  que  la  concurrencia  de  los 
tres  brazos  se  había  observado  inconcusamente  en  la  Corona 
de  Castilla  hasta  1538;  en  la  de  Aragón,  hasta  la  entrada  del 
siglo  pasado;  en  Navarra,  Asturias  y  Provincias  Vascongadas^ 
hasta  entonces,  y  para  los  grandes  negocios  en  todas  las  Cor- 
tes generales  del  reino,  sin  exceptuar  las  de  1789,  se  propuso 
que  el  pueblo  entrase  á  la  parte  en  la  elección  de  procuradores 
por  las  ciudades  de  voto  en  Cortes  y  por  las  juntas  superio- 
res de  las  provincias.  Señalaba  después  los  peligros  de  reunir 
los  tres  brazos  en  una  sola  cámara,  muy  ajena  de  toda  Consti- 
tución monárquica,  y  decía:  cNo  puede  existir  una  monarquía 
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>sin  clases  jerárquicas,  ni  existir  éstas  sin  una  repi'esentación 
«separada  que,  además  del  derecho  de  conservarse,  tenga  el  de 
«interponerse  entre  el  soberano  y  el  pueblo  para  contener  á  uno 
->7  á  otro,  y  mantener  en  fiel  la  balanza  de  la  justicia  y  el  equí- 
«Ubrío  de  la  libertad.»  Opinaba,  por  consiguiente,  que  unos  y 
otros  debían  ser  llamados  á  las  Cortes  en  su  respectivo  esta- 
mento, y  convocados  individualmente,  según  la  forma  antigua, 
llamando  á  los  que  por  derecho  de  dignidad  ó  de  sangre  debian 
entrar  en  ellas.  Y  terminaba  proponiendo  que,  los  prelados  en 
ejercicio  y  los  grandes  propietarios  del  reino,  fuesen  convoca- 
dos individualmente,  según  la  antigua  forma;  que  uno  y  otro 
Estamento,  ora  reunido  en  congreso  general,  ora  separado  de 
él,  debía  siempre  votar  por  orden  y  no  por  cabeza,  según  anti- 
guo derecho  y  costumbre  inconcusa ,  y  que  reformando  el  an- 
terior acuerdo,  resolviese,  que  reuniéndose  los  dos  brazos  en  una 
cámara  separada,  tuviesen  en  ella  un  sólo  voto  para  la  resolu- 
ción de  los  negocios.  Con  arreglo  á  este  dictamen ,  se  adoptó  el 
acuerdo  de  21  de  Enero  de  1810,  y  las  cartas  convocatorias 
para  los  brazos  eclesiástico  y  noble  quedaron  por  dicho  decreto 
aprobadas  (1983). 

Pero  á  la  vez  que  las  Cortes  reintegraban  á  la  nobleza  en  el 
derecho  de  intervenir  en  la  gobernación  del  Estado,  pubUcaban 
el  deoreto  de  6  de  Agosto  de  1811,  incorporando  á  la  nación  to- 
dos los  señoríos  jurisdiccionales  de  cualquier  clase  y  condición 
que  fuesen;  los  dictados  de  vasallo  y  vasallaje ;  las  prestaciones 
que  debieran  su  origen  á  título  jurisdiccional^  y  los  privilegios 
llamados  exclusivos ,  privativos  y  prohibitivos  que  tuviesen  el 
mismo  origen  de  señorío,  quedando  al  Ubre  uso  de  los  pueblos, 
con  arreglo  al  derecho  común  y  á  las  reglas  municipales  esta- 
blecidas en  cada  pueblo.  Sólo  se  respetaron  las  prestaciones  que 
procedían  de  contrato  libre,  y  los  señoríos  territoriales  y  sola- 
riegos que  quedaban  en  la  misma  clase  de  los  demás  derechos 
de  propiedad  p£urticular,  si  no  eran  de  aquellos  que  por  su  na- 
turaleza debían  incorporarse  á  la  nación,  ó  de  los  en  que  no  ee 
hubiesen  cumplido  las  condiciones  con  que  se  concedieron ,  lo 
que  resultaría  de  los  títulos  de  adquisición.  Los  que  hubiesen 
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adquirido  los  privilegios  por  título  oneroso,  serian  reintegrados 
del  capital  que  resultase  de  los  títulos  de  adquisición ;  y  el  que 
los  poseyera  por  recompensa  de  grandes  servicios  reconocidos, 
sería  indemnizado  de  otro  modo.  En  adelante,  nadie  podría  lla- 
marse señor  de  vasallos,  ejercer  jurisdicción,  nombrar  jueces  ni 
usar  de  los  privilegios  y  derechos  comprendidos  en  este  decreto. 
Sólo  dos  sesiones  bastaron  para  aprobar  una  de  las  resolucio- 
nes más  graves  que  adoptaron  las  Cortes  españolas;  porque  pre- 
sentado el  proyecto  de  decreto  el  día  3  de  Agosto ,  fué  votado 
el  día  4.  En  esta  discusión  se  registra  un  acto  de  abnegación 
del  conde  de  Toreno,  quien  después  de  oir  al  impetuoso  García 
Herreros  clamar  por  la  inmediata  abolición  de  los  señoríos,  se 
levantó  y  dijo:  c Señores:  yo,  dueño  de  varios  señoríos,  pido  al 
»Sr.  García  Herreros  fije  las  proposiciones  que  ha  indicado ,  y 
i  ruego  al  Congreso  encarecidamente  se  digne  aprobarlas  desde 
«luego.»  Cierto  es  que  volvía  al  poder  supremo  la  integridad  de 
todas  las  jurisdicciones;  cierto  que  los  pueblos  recibían  con  la 
abolición  de  los  señoríos  una  liberación  de  cargas  y  gravámenes; 
evidente  es  que  el  Estado  puede  siempre  expropiar ,  por  causa 
de  utilidad  pública;  pero  la  limitación  que  la  ley  impuso  á  los 
señoríos  territoriales,  sus  diferencias  con  los  jurisdiccionales,  y 
la  forma  misma  de  la  indemnización,  reducía  tanto  el  derecho 
de  los  señores ,  que,  con  muy  raras  excepciones ,  todos  fueron 
privados  de  lo  que  constituía  parte  importante  de  sus  patrimo- 
nios. La  medida  fué  verdaderamente  revolucionaria,  y  causó 
tanto  bien  á  los  pueblos  como  perjuicio  á  la  nobleza.  Como  con- 
secuencia del  anterior  decreto,  las  Cortes  en  14  de  Julio  de  1812, 
suprimieron  los  escribanos  jurisdiccionales.  Y  en  5  de  Marzo 
de  1813  se  dio  otro  decreto  para  que  en  los  colegios,  academias 
ó  cuerpos  militares  del  ejército  y  armada,  no  se  admitiesen  in- 
formaciones de  nobleza,  aunque  los  interesados  quisieran  pre- 
sentarlas voluntariamente,  ni  se  usasen  ni  se  permitiesen  expre- 
siones ni  distinciones  que  contribuyesen  á  fomentar  entre  sus 
individuos  las  perjudiciales  ideas  de  desigualdad  legal  ó  la  riva- 
lidad de  clases,  salvos ,  sin  embargo ,  los  tratamientos  respecti- 
vos, con  arralo  á  las  leyes. 
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SECCIÓN    II. 
BL  CLERO. 

No  fué  el  clero  español,  como  han  pretendido  algunos  escri- 
tores, los  que  iniciaron  el  movimiento  nacional  de  1808.  Reco- 
noció éste  otras  causas,  además  del  sentimiento  religioso;  y  lo 
que  es  cierto  y  nadie  puede  negar,  es  que  el  clero  de  España, 
apreciando  la  intensidad  y  dirección  del  movimiento  nacional, 
se  asoció  á  él  y  tomó  parte,  que  resulta  muy  gloriosa.  Como 
fuerza  social  se  reconoció  al  alto  clero  el  derecho  de  intervenir 
en  el  gobierno  del  Estado,  y  los  Diarios  de  Sesiones  de  las  Cor- 
tes sólo  registran  el  acuerdo  adoptado  el  día  1.^  de  Diciembre  de 
1810,  en  que  por  entonces,  y  con  extensión  á  España  é  Indias, 
se  suspendió  la  provisión  de  prebendas  y  beneficios  de  cual- 
quier clase  que  fuesen,  á  excepción  de  las  prebendas  de  oficio 
y  de  cura  de  almas,  poniéndose  en  tesorería  las  rentas  que  pro- 
dujesen. Y  en  1.^  de  Marzo  de  1813  se  dio  cuenta  del  decreto 
expedido  por  las  Cortes  respecto  de  los  términos  en  que  debía 
llevarse  á  efecto  la  reunión  de  varias  comunidades  religiosas, 
acordada  por  la  regencia. 

SECCIÓN  m. 

BL  BSTADO  LLANO. 


Es  notorio  que  el  tránsito  del  sistema  absoluto  al  monárqui- 
co constitucional,  mejoró  extraordinariamente  la  condición  po- 
lítica del  pueblo  español.  En  vez  de  limitar  su  representación  á 
determinadas  ciudades  de  voto  en  Cortes,  todos  los  pueblos  de 
la  ínonarquía  fueron  consultados  para  llevar  á  ellas  sus  repre- 
sentantes, y  las  Cortes  extraordinarias,  que  comenzaron  el 
día  24  de  Setiembre  de  1810,  subsistieron  hasta  el  25  de  Abril 
de  1812,  en  que  se  mandaron  convocar  Cortes  ordinarias  para 
el  afio  de  1813.  En  la  misma  sesión  se  aprobó  una  instrucción 
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electoral,  por  la  cual  correspondía  á  cada  provincia  on  diputa- 
do por  cada  70.000  almas,  refiriéndose  en  lo  demás  á  las  pres- 
cripciones de  la  contribución.  Los  diputados  debían  ser,  por 
consiguiente,  149,  sin  incluir  los  de  Ultramar,  y  54  suplentes. 
Una  de  las  primeras  y  más  principales  resoluciones  que 
adoptaron  estas  Cortes,  fué  la  declaración  que  hicieron  el  día  24 
de  Setiembre,  de  que  las  personas  de  los  diputados  eran  invio- 
lables, y  como  nada  más  se  dijo,  hubo  de  consignarse  en  los 
artículos  4.*',  5.^,  6.^  y  7.^  del  capítulo  IV  del  reglamento  inte- 
rior de  la  cámara  de  la  misma  fecha,  publicado  por  Calvo  en 
el  Apéndice  I  de  sus  Apuntes  (1984),  que  las  personas  de  los  di- 
putados eran  inviolables,  y  no  podría  intentarse  contra  ellos 
acción,  demanda  ni  procedimiento  alguno  en  ningún  tiempo  y 
por  ninguna  autoridad,  de  cualquiera  clase  que  fuese,  por  sus 
opiniones  y  dictámenes.  Ninguna  autoridad,  de  cualquier  clase 
que  fuese,  podría  entender  ó  proceder  contra  los  diputado?  por 
sus  tratos  y  particulares  acciones  durante  el  tiempo  de  su  en- 
cargo y  un  afio  más  después  de  concluido.  Las  quejas  y  acusa- 
ciones contra  cualquier  diputado  se  presentarían  por  escrito  á 
las  Cortes;  y  cuando  se  hubiese  de  proceder  civil  ó  criminal- 
mente, de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  contra  algún  diputado, 
se  nombraría  por  las  Cortes  un  tribunal  que,  con  arreglo  á  de- 
recho, sustanciase  y  determinase  la  causa,  consultando  á  las 
Cortes  antes  de  su  ejecución.  La  inviolabilidad  parlamentaria 
quedó  limitada  á  lo  que  exige  su  peculiar  naturaleza,  y  así  se 
aseguró  la  libertad  de  la  tribuna,  como  antes  se  había  garanti- 
do la  libertad  de  la  prensa,  válvulas  necesarias  en  todo  sistema 
constitucional. 

CAPÍTULO  VUI. 

AUTORIDADES   Y  TRIBUNALES. 

Al  reorganizar  políticamente  la  nación  el  día  24  de  Setiem- 
bre de  1810,  se  confirmaron  por  entonces  todos  los  tribunales 
y  justicias  establecidas  y  todas  las  autoridades  civiles  y  mili- 
tares; pero  como  algunas  de  ellas  se  habían  visto  obligadas  á 
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jurar  al  poder  intruso,  las  Cortes  decretaron  que  los  jur€unen- 
tos  forzados  no  perjudicasen  al  buen  nombre  y  reputación  in- 
dividual de  los  que  en  aquella  forma  los  prestaban. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

CONSBJO  DE  ESTADO. 

Por  decreto  de  las  Cortes,  dado  en  Cádiz  á  21  de  Enero 
de  1812,  al  crear  el  consejo  de  Estado  resolvieron  elegir  por 
aquella  vez  veinte  individuos  para  el  mismo,  de  los  cuales  seis 
serían  naturales  de  las  provincias  de  Ultramar,  dos  eclesiásti- 
cos, dos  grandes  de  España,  y  los  restantes  los  que  más  se  hu- 
biesen distinguido  por  su  talento,  instrucción  y  servicios  en  las 
carreras  diplomática,  militar,  económica  y  de  magistratura. 

SECCIÓN  n. 

CONSEJOS. 

Todos  los  tribunales  conocidos  con  el  nombre  de  consejos, 
quedaron  suprijnidos  por  decreto  de  las  Cortes  de  3 1  de  Marzo 
de  1812. 

SECCIÓN  in. 

TBIBUNAL   SUPREMO  DE  JUSTICU. 

Con  arreglo  al  decreto  anterior,  se  creó  el  Supremo  Tribunal 
de  justicia,  el  cual  terminaría  definitivamente  todos  los  nego- 
cios contenciosos  de  que  se  hallaban  conociendo  los  extingui- 
dos consejos  de  Castilla  y  de  Indias. 

SECCIÓN  IV. 

TRIBUNALES   ESPECIáLES    DE    GUERRA    Y    MARINA,   DE  LAS    ÓRDENES 

MILITARES   Y  DE   HACIENDA. 

En  el  mismo  decreto  que  se  creó  el  tribunal  supremo  de  jus- 
ticia, y  que  se  transcribe  en  el  acta  de  la  sesión  del  día  17  de 
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Marzo  de  1812,  se  acordó  asimismo  el  establecimiento  de  dichos 
tribunales  especiales. 

SECCIÓN  V. 

AUDIENCUS. 

Las  necesidades  de  la  guerra  obligaron  á  establecer  una  au- 
diencia en  la  ciudad  de  Murcia,  hasta  que  se  recuperase  la  ciu- 
dad de  Granada. 

SECCIÓN  VI. 

OTRAS  REFORMAS  EN  LA  ADMINISTRACIÓN  BE  JUSTICIA. 

Una  de  las  reformas  más  importantes  que  realizaron  las  Cor- 
tes,  fué  la  comprendida  en  el  reglamento  inserto  en  el  acta  de 
la  sesión  del  día  19  de  Abril  de  1811,  en  el  cual  se  declaraba, 
que  ningún  espafiol  podría  ser  preso  sino  por  delito  que  mere- 
ciese ser  castigado  con  pena  capital,  ó  que  fuese  corporis  aflic- 
tiva; y  para  realizarlo  debería  preceder  una  información  suma- 
ria y  darse  auto  de  prisión.  No  podría  decretarse  ésta  en  los 
juicios  por  injurias  verbales  y  Reales,  y  nadie  podría  ser  dete- 
nido más  de  veinticuatro  horas  sin  decirle  la  causa  de  su  pri- 
sión ,  é  instruirle  del  nombre  de  su  acusador.  Cuando  no  se 
reunieren  dichas  circunstancias,  todo  detenido  debía  ser  puesto 
en  libertad.  Los  jueces  sólo  podrían  allanar  la  casa  de  un  ciu- 
dadano para  la  aprehensión  de  un  reo  que  mereciese  aquella 
pena,  ó  para  buscar  detenidamente  alhajas  ó  efectos  robados. 
Toda  causa  criminal  no  podría  exceder  de  ciento  veinte  días ,  de- 
biendo perfeccionarse  el  sumario  en  ocho  días.  En  todas  las  cau- 
sas habría  apelación  ó  súplica,  si  era  un  tribunal  colegiado.  Todo 
acto  del  proceso  había  de  ser  público,  desde  la  sumaria  hasta  la 
ejecución  de  la  sentencia.  Podrían  publicarse  extractos  de  los 
procesos.  Se  realizarían  visitas  de  cárceles.  Se  prohibió  toda  mo- 
lestia á  los  presos.  En  todo  juicio  de  injurias  debería  preceder 
la  conciliación.  Los  embargos  de  bienes  se  limitarían  á  deter- 
minados caaos.  Nadie  podría  ser  preso  por  deuda.  Las  causas 
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86  finalizarían  en  los  tribunales  de  provincia,  y  no  se  podrían  al- 
terar los  términos  fijados  para  su  sustanciación.  Y  los  tribunales 
de  provincia  informarían  al  gobierno,  en  fin  de  cada  año,  acerca 
del  aumento  ó  disminución  de  los  delitos,  las  causas  que  influ- 
yen en  esto  y  las  medidas  que  podían  adoptarse  para  disminuir- 
los. Este  reglamento,  formado  por  la  comisión  de  justicia,  decía- 
raba  algunos  de  los  derechos  políticos  de  los  españoles,  y  estable- 
cía varias  de  las  disposiciones  que  andando  los  tiempos  habían 
de  constituir  el  reglamento  provisional  para  la  administración 
de  justicia.  La  misma  importancia  dispensa  este  recuerdo. 

Otras  disposiciones  se  dictaron  sobre  magistrados,  abogados 
y  autoridades  judiciales;  pero  como  pueden  fácilmente  consul- 
tarse en  los  tomos  de  Decretos  de  las  CarteSy  y  se  refieren  más  á 
lo  reglamentario  que  á  lo  orgánico,  parece  conveniente  omitir 
su  reseña. 

SECCIÓN  VII. 

TRIBUNALES  DE    LA  INQUISICIÓN. 

Lo  mismo  el  poder  intruso  que  el  poder  nacional,  se  apresuró 
á  satisfacer  la  opinión  pública,  respecto  de  este  punto,  abolien- 
do el  tribunal  de  la  Inquisición.  Éste  venía  herido  de  muerte 
durante  la  dinastía  de  Borbón,  y  motivó  en  las  Cortes  españolas 
una  discusión,  que  fué  la  última  batalla  reñida  por  el  antiguo 
régimen  con  el  sistema  constitucional.  Ella  sólo  forma  el  to- 
mo VI  del  Diario  de  las  Cortes  (1985),  y  es  digna  de  ser  estu- 
diada y  conocida.  Calvo ,  en  sus  Apuntes ,  refiere  con  exactitud 
todos  los  trámites  porque  pasó  la  proposición  formulada  por  la 
comisión  de  Constitución  en  13  de  Noviembre  de  1812,  siendo 
presidente  D.  Diego  Muñoz  Torrero;  individuos  de  ella,  Argue- 
lles, Espiga,  Mendiola,  Jáuregui  y  Oliveros,  que  hacía  de  vice- 
secretario. Este  debate  se  había  iniciado  por  una  proposición 
preliminar 9  compuesta  de  dos  partes.  La  primera  declaraba  que 
la  religión  católica  apostólica  romana  sería  protegida  por  leyes, 
conforme  á  la  Constitución ;  y  tras  diez  y  siete  días  de  empeña- 
dos debates,  este  extremo  se  aprobó  por  100  votos  contra  49. 
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La  segunda  parte  declaraba,  que  el  tribunal  de  la  Inquisición 
era  incompatible  con  la  Constitución,  extremo  esencialmente 
político,  que  obtuvo  á  su  favor  90  votos  contra  60:  cifra  elo- 
cuente para  demostrar  el  arraigo  que,  aun  dentro  de  las  Cortes 
de  Cádiz,  tenían  las  antiguas  preocupaciones.  Entrando  des- 
pués en  el  debate  de  lo  que  había  propuesto  la  comisión  cons- 
titucional, se  aprobó,  por  92  votos  contra  30,  el  artículo  por  el 
que  se  restablecía  en  su  antiguo  vigor  la  ley  11,  tít.  XXVI,  par- 
tida yn,  en  cuanto  dejaba  expeditas  las  facultades  de  los  obis- 
pos y  sus  vicarios  para  conocer  en  las  causas  de  fe,  con  arreglo 
á  los  sagrados  cánones  y  derecho  común,  y  las  de  los  jueces 
sécula  Jpara  declarar  é  imponer  á  los  ¿Ijes  las  penís  que 
señalaban  las  leyes  ó  que  en  adelante  señalasen.  Los  jueces 
eclesiásticos  y  seculares  procederían  en  sus  respectivos  casos 
conforme  á  la  Constitución  y  á  las  leyes.  El  resto  del  dictamen 
fué  aprobado  con  ligeras  variantes,  y  el  5  de  Febrero  de  1813 
se  aprobaron  cuatro  proposiciones  del  diputado  Gutiérrez  de 
Terán,  que  se  elevaron  á  decretos  y  se  publicaron  el  día  22, 
encargando  por  la  primera  á  la  comisión  de  Constitución  la  for- 
mación de  un  manifíesto  en  que  se  expusiesen  los  fundamentos 
y  razones  que  habían  tenido  las  Cortes  para  abolir  la  Inquisi- 
ción y  crear  los  tribunales  protectores,  disponiendo  que  ese  ma- 
nifíesto y  el  decreto  de  abolición  se  leyesen  tres  domingos  con- 
secutivos en  todas  las  parroquias  antes  del  ofertorio  de  la 
misa  mayor.  Se  ordenaba  en  la  tercera,  que  en  el  término  do 
tercero  día,  desde  el  en  que  se  recibiese  la  orden,  se  quitasen  de 
las  iglesias  y  se  destruyesen  los  signos  que  en  ellas  existiesen 
de  los  castigos  y  penas  que  imponía  la  Inquisición.  Y  según 
la  cuarta,  la  comisión  de  Constitución  propondría  la  resolución 
más  conveniente  acerca  del  destino  que  debería  darse  á  los  ar- 
chivos del  extinguido  tribunal.  Publicado  el  manifíesto  que  se 
acordó,  la  ejecución  de  lo  decretado  por  las  Cortes  aún  trope- 
zó con  la  resistencia  del  clero  y  del  nuncio  de  Su  Santidad, 
que  exhortó  á  resistir  el  cumplimiento  de  lo  decretado  hasta 
que  se  obtuviera  la  aprobación  ó  consentimiento  del  romano 
Pontífíce,  ó  en  su  defecto,  del  concilio  nacional. 
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Los  regentes  llevaron  á  las  Cortes  los  justificantes  de  aquella 
porfiada  resistencia,  y  declarada  permanente  la  sesión,  llegó  á 
decretarse  la  destitución  de  los  mismos,  y  se  nombró  nuevo  con- 
sejo de  regencia,  compuesto  de  D.  Pedro  Agar,  D.  Gabriel  Cis- 
car y  el  arzobispo  de  Toledo,  cardenal  Borbón,  que  prestaron  el 
debido  juramento  entre  los  vítores  y  aclamaciones  del  pueblo 
que,  desde  las  galerías,  asistía  al  acto.  El  cardenal  presidente, 
en  circular  de  23  de  Abril,  se  condolía  amargamente  de  las  in- 
trigas descubiertas  para  resistir  el  cumplimiento  de  los  acuer- 
dos de  las  Cortes,  y  sobre  todo  contra  el  nuncio,  contra  el  cual 
se  procedió  con  justicia  duramente,  lo  cual  obligó  á  enviarle  sus 
pasaportes  en  7  de  Julio,  y  recogerle  las  temporalidades  des- 
pués de  consultado  el  consejo  de  Estado.  Inmediatamente  se 
restableció  la  ley  VII,  tít.  VIII,  lib.  I  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, que  es  el  Beal  decreto  dado  por  Carlos  III  en  14  de  Se- 
tiembre de  1776,  estableciendo  que  si  algún  fraile,  clérigo,  er- 
mitaño ú  otro  religioso  se  atreviere  á  decir  palabras  injuriosas 
ó  feas  contra  el  Bey  ó  las  personas  Reales  ó  contra  el  Estado 
ó  Gobierno,  fuese  enviado  preso  ó  recaudado  á  disposición 
de  S.  M.  La  actitud  enérgica  que  las  Cortes  y  la  regencia  adopta- 
ron respecto  de  este  asunto  evitaron  mayores  males,  y  la  Inqui- 
sición quedó  suprimida  en  España  á  pesar  de  sus  muchos  y  po- 
derosos partidarios. 

SECCIÓN  VIH. 

ORGANIZACIÓN  PROVINCIAL. 

El  gobierno  político  de  las  provincias  sería  desempeñado  por 
un  jefe  superior,  nombrado  por  el  Rey  en  cada  una  de  ellas.  En 
cada  provincia  habría  una  diputación  llamada  provincial,  para 
promover  su  prosperidad,  presidida  por  el  jefe  superior.  En  18 
de  Marzo  de  1811  se  aprobó  el  reglamento  de  provincias,  que 
se  inserta  en  la  sesión  del  28  del  mismo  mes,  mandando  que  en 
cada  provincia  hubiese  una  junta  superior,  que  se  elegiría  por 
las  mismas  reglas  que  se  adoptaron  para  la  elección  de  diputa- 
dos á  Cortes.  Este  reglamento,  que  tiene  cuarenta  y  ocho  ar- 
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iículoS;  es  una  ley  orgánica  provincial,  completada  y  reformada 
más  tarde  con  la  instrucción  para  el  gobierno  económico-polí- 
tico de  las  provincias,  según  la  cual  éstas  debían  ser  goberna- 
das en  lo  económico  por  los  intendentes,  y  en  lo  político  por 
los  jefes  de  cada  provincia. 

SECCIÓN  IX. 

OBGANIZACIÓN   HX7NIGIPAL. 

Para  el  gobierno  interior  de  los  pueblos  habría  ayuntamien- 
tos compuestos  del  alcalde  ó  alcaldes,  los  regidores  y  el  procu- 
rador síndico,  y  presididos  por  el  jefe  político,  donde  le  hubie- 
re, y  en  su  defecto,  por  el  alcalde  y  el  primer  nombrado  entre 
éstos  si  hubiere  dos.  No  podría  dejar  de  haberlos  en  aquellos 
pueblos  que  por  sí  ó  con  su  comarca  llegasen  á  1.000  almas. 
Los  alcaldes,  regidores  y  procuradores  síndicos  se  nombrarían 
por  elección  en  los  pueblos,  cesando  los  regidores  y  demás  que 
sirviesen  oficios  perpetuos  en  los  ayuntamientos,  cualquiera 
que  fuese  su  título  y  denominación.  Los  ciudadanos  de  cada 
pueblo  elegirían,  á  pluralidad  de  votos,  con  proporción  á  su  ve- 
cindario, determinado  número  de  electores,  que  residiesen  en 
el  mismo  pueblo  y  estuvieren  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
ciudadano.  Estos  electores  nombrarían,  á  pluralidad  absoluta 
de  votos,  el  alcalde  ó  alcaldes,  regidores  y  procurador  ó  procu- 
radores síndicos,  menos  los  que  estaban  incapacitados  para  serlo. 
Los  alcaldes  se  elegirían  todos  los  años.  Los  intereses  morales  y 
materiales  de  los  pueblos  estarían  á  cargo  del  ayuntamiento. 
Renació,  por  lo  tanto,  la  vida  municipal  en  España,  y  estas 
corporaciones  completaron  toda  la  organización  poUtica  del 
país. 

SECCIÓN  X. 

mSTRÜOOIÓN  PtiBLIOA. 

Habíase  dispuesto,  por  decreto  de  30  de  Abril  de  1810,  la  sus- 
pensión de  los  estudios  públicos  en  las  universidades  y  colegios; 
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mas  por  decreto  que  las  Cortes  aprobaron  en  16  de  Abril  de 
1811,  quedó  revocado  dicho  decreto,  y  por  consecuencia  abier- 
tas las  universidades  y  colegios.  En  26  de  Enero  de  1812,  se 
aprobó  otro  decreto  habilitando  á  los  subditos  españoles  que 
por  cualquier  línea  traían  su  origen  del  África,  para  que,  estan- 
do por  otra  parte  dotados  de  prendas  recomendables,  pudieran 
ser  admitidos  á  las  matrículas  y  grados  de  las  universidades, 
ser  alumnos  de  los  seminarios,  tomar  el  hábito  en  las  comuni- 
dades religiosas  y  recibir  las  órdenes  sagradas  siempre  que  con- 
curran en  ellos  los  demás  requisitos  y  circunstancias  que  re- 
querían los  cánoneis,  las  leyes  del  reino  y  las  constituciones  par- 
ticulares de  las  diferentes  corporaciones  en  que  pretendiesen 
ser  admitidos.  Respecto  de  la  publicación  de  obras  y  papeles,  en 
la  sesión  de  21  de  Abril  de  1813  se  aprobó  un  decreto,  ordenan- 
do que  los  impresores  y  estampadores  de  la  corte  entregasen 
dos  ejemplares  de  todas  las  obras  y  papeles  que  se  imprimiesen 
para  la  biblioteca  de  las  Cortes. 

SECCIÓN  XI. 

AGiaCULTUBA. 

En  beneficio  de  ésta,  dictaron  las  Cortes  el  decreto  de  8  de 
Junio  de  1812,  declarando  todas  las  dehesas,  heredades  y  de- 
más tierras  de  dominio  particular  cerradas  ó  acotadas  perpe- 
tuamentO;  sin  perjuicio  de  las  servidumbres  legítimas,  pudien- 
do  destinarlas  al  uso  que  más  acomodase  á  sus  dueños.  Los 
arrendamientos  de  cualesquiera  fincas  serían  también  Ubres  á 
gusto  de  los  contratantes.  Se  establecieron  los  casos  en  que 
podría  despedirse  al  arrendatario.  Se  prohibió  á  éste  los  suba- 
rriendos. Se  abolieron  las  tasas  y  posturas  y  todo  privilegio  de 
preferencia  en  las  compras.  El  tráfico  y  comercio  interior  de 
granos  y  demás  producciones  quedaba  completamente  hbre. 
Se  prohibió  el  embargo  en  las  mieses  segadas  hasta  que  estu- 
viesen limpios  y  entrojados  los  granos,  y  mientras  éstos  exis- 
tiesen en  las  eras,  no  se  permitían  las  cuestaciones  ni  aun  por 
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los  religiosos  de  las  órdenes  mendicautes.  Y  se  mandaron  guar- 
dar las  leyes  á  favor  de  los  labradores  y  ganaderos  en  lo  que 
no  fuese  contrario  á  este  decreto.  Indudablemente,  un  criterio 
liberal,  pero  económico  y  protector  á  la  vez,  inspiró  esta  disposi- 
ción tan  favorable  á  los  intereses  de  la  agricultura.  ( F.  cargas 
públicas,) 

SECCIÓN  XII. 

MONTES. 

El  mismo  criterio  inspiró  el  decreto  de  las  Cortes  de  14  de 
Enero  de  1812,  por  el  cual  se  derogaron  y  anularon  en  todas 
sus  partes  todas  las  leyes  y  ordenanzas  de  montes  y  plantíos  eu 
cuanto  se  referían  á  los  de  dominio  particular;  y  en  su  conse- 
cuencia, los  dueños  quedaban  en  plena  y  absoluta  libertad  de 
hacer  en  ellos  lo  que  más  les  acomodase,  sin  sujeción  alguna  á 
las  reglas  y  prevenciones  contenidas  en  dichas  leyes  y  ordenan- 
zas. La  conservaduría  general  de  montes  y  todos  los  juzgados 
particulares  del  mismo  ramo  quedaron  suprimidos. 

SECCIÓN  xni. 

BALDÍOS. 

Otro  decreto  délas  Cortes  de  4  de  Enero  de  1813,  ordenó  que 
todos  los  terrenos  baldíos  ó  realengos  y  de  propios  y  arbitrios, 
con  arbolado  y  sin  él,  así  en  la  Península  é  islas  adyacentes, 
como  en  las  provincias  de  Ultramar,  excepto  los  égidos  necesa- 
rios á  los  pueblos,  se  reducirían  á  propiedad  particular,  cuidán- 
dose de  que  en  los  de  propios  y  arbitrios  se  supliesen  sus  ren- 
dimientos anuales  por  los  medios  más  oportunos  que,  á  pro- 
puesta de  las  respectivas  diputaciones  provinciales,  aprobarían 
las  Cortes.  En  esta  misma  disposición  se  fijaban  las  reglas  con 
arreglo  á  las  cuales  debían  repartirse  dichos  bienes,  y  se  esta- 
blecía la  parte  que  debía  reservarse  como  hipoteca  al  pago  de 
la  deuda  nacional. 
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SECCIÓN  XIV. 


MINAS. 


Las  Cortes  españolas,  en  26  de  Enero  de  1811,  dictaron  me- 
didas para  el  fomento  de  las  minas,  y  en  la  sesión  del  día  7  de 
Marzo  de  1812,  el  diputado  Leiba  formuló  un  proyecto  de  de- 
creto para  que  la  justicia,  en  los  negocios  contenciosos  de  mi- 
nería, se  administrase  por  las  diputaciones  territoriales,  tribu- 
nales generales  y  juzgados  mayores  de  alzada. 

SECCIÓN  XV. 

INDÜSTRU. 

Las  Cortes  extraordinarias ,  por  decreto  de  8  de  Octubre  de 
1813,  declararon  que  era  libre,  á  todos  los  naturales  y  extran- 
jeros establecidos  y  que  se  establecieren,  la  facultad  de  ejercer 
toda  industria  ú  oficio  útil,  sin  necesidad  de  examen,  título  ni 
incorporación  á  los  gremios  respectiva.  Fué  necesario  que  vi- 
niese el  año  1815  para  que,  por  circular  de  29  de  Junio,  se  re- 
vocase el  anterior  decreto  y  se  restableciesen  las  ordenanzas 
gremiales. 

SECCIÓN  XVI. 

HORKOS    T    MOLINOS. 

En  la  sesión  de  18  de  Julio  de  1813,  se  aprobó  otro  proyecto 
de  las  Cortes,  haciendo  extensiva  á  ciertas  provincias  la  aboli- 
ción de  los  privilegios  exclusivos,  privativos  y  prohibitivos  á 
que  se  refería  el  decreto  de  6  de  Agosto  de  1811.  Se  abolió,  por 
consiguiente,  el  dominio  directo  que  se  reservaba  el  Real  patri- 
monio, y  los  dueños  del  dominio  útil  quedaron  libres  del  pago 
de  pensiones.  Los  derechos  de  laudemio  y  fadiga,  y  las  demás 
pensiones  y  gravámenes  impuestos  en  uso  del  dominio  directo, 
fueron  igualmente  suprimidos  y  abolidos. 
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SECCIÓN  xvn. 

PESCA. 

En  sesión  de  14  de  Abril  de  1811,  se  declaró  absolutamente 
libre  en  todos  los  dominios  de  Indias,  para  los  subditos  de  la 
monarquía,  el  buceo  de  la  perla,  y  lo  mismo  la  pesca  de  la  ba- 
llena, y  particularmente  la  de  nutria,  en  los  puertos,  ensenadas 
y  surgideros  de  ambas  Californias.  En  este  decreto  se  estable- 
cieron otras  garantías  para  fomentar  la  industria  y  comercio  en 
los  puertos  del  mar  Pacífico,  y  en  la  sesión  de  16  de  Abril  se 
dio  cuenta  de  estar  ya  extendido  el  decreto. 

SECCIÓN  XVIII. 

COMERCIO. 

Las  medidas  adoptadas  en  beneficio  de  la  agricultura;  la  li- 
bertad del  tráfico  interior;  la  facultad  de  ejercer  libremente  las 
industrias,  y  la  minoración  de  las  cargas  públicas,  habían  de 
contribuir  forzosamente  al  fomento  del  comercio  interior,  si  á 
todas  estas  medidas  se  añadían  los  beneficios  de  la  paz^  á  la 
sombra  de  la  cual  son  prósperas  y  felices  las  naciones.  Al  siste- 
ma de  las  prohibiciones  arbitrarias,  de  las  tasas  y  posturas,  de 
las  limitaciones  imprudentes,  de  las  aduanas  interiores  y  de 
otras  varias  causas  que  caracterizan  el  sistema  económico  de  la 
monarquía  absoluta,  sucedió  el  de  la  libertad  económica  con 
aquellas  restricciones  prudentes  que  aconsejan  los  intereses  na- 
cionales. Algún  celoso  diputado^  como  Leiba,  formuló  en  la  se- 
sión de  7  de  Marzo  de  1812,  un  proyecto  de  decreto  crean- 
do tribunales  especiales  de  comercio  y  determinando  el  proce- 
dimiento que  debían  seguir,  pero  esta  reforma  no  fué  ni  discu- 
tida ni  aprobada. 

El  criterio  de  la  libertad  económica  aplicado  al  comercio  in- 
terior, había  de  reflejarse  necesariamente  en  nuestras  relaciones 
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comerciales  con  el  extranjero;  y  en  la  sesión  de  6  de  Mayo  de 
1811,  se  leyó  un  decreto  acordado  en  sesión  secreta,  por  el  cual 
loa  géneros  finos  de  algodón  ingleses,  que  se  hallaban  existentes 
en  las  provincias  de  España,  podían  embarcarse  y  conducirse 
á  América  dentro  del  preciso  término  de  seis  meses,  con  la  cir- 
cunstancia de  que  á  su  salida  de  España  hubiesen  de  satisfacer 
los  derechos  que  debían  adeudar  á  su  introducción  en  América, 
con  la  rebaja  de  un  2  por  100  en  los  expresados  derechos,  y 
sin  que  se  hiciese  diferencia  porque  se  condujeran  á  puertos 
mayores  6  menores  de  aquellos  dominios,  dispensándose  por 
entonces  las  órdenes  y  disposiciones  que  prohibían  el  embarque 
para  América  de  los  expresados  géneros  de  algodón.  El  de- 
creto de  22  de  Marzo,  concedió  también  exención  de  derechos  á 
la  extracción  de  la  moneda  procedente  de  la  venta  de  granos;  y 
otro,  que  fué  leído  en  la  sesión  de  20  de  Octubre,  hizo  exten- 
siva dicha  exención  á  la  exportación  de  los  frutos  ultramarinos 
españoles  procedentes  de  igual  venta.  Concedió  igual  libertad 
y  exención  de  derechos  en  la  extracción  de  la  moneda  para 
compras  de  granos,  afianzando  los  interesados  su  empleo  en 
este  objeto  y  el  pago  de  una  cantidad  igual  á  la  extraída,  si  no 
importasen  en  un  término  fijo  granos  proporcionados  á  la  mo- 
neda que  se  extrajo.  Se  confirmó  y  amplió  hasta  1.^  de  Setiem- 
bre de  1812,  la  libertad  concedida  de  extraer  libres  de  derechos 
los  géneros  prohibidos  de  serlo  que  se  sacasen  del  reino  en  cam- 
bio de  granos  introducidos.  La  extracción  de  todos  los  artículos 
citados  y  la  importación  de  granos  podría  hacerse  en  buques  y 
por  personas  nacionales  6  extranjeras,  no  enemigos,  sin  sujeción 
á  tornaguías,  y  ninguna  autoridad  podria  apoderarse,  bajo  nin- 
gún pretexto,  por  justo  y  necesario  que  pareciese,  de  los  carga- 
mentos y  depósitos  de  granos  pertenecientes  á  particulares,  sin 
sil  expresa  voluntad.  En  la  sesión  de  25  de  Noviembre  de  1812 
se  dio  cuenta  del  decreto  de  las  Cortes  del  10  del  mismo  mes, 
declarando  que  en  todas  las  aduanas  de  las  fronteras  de  tierra 
y  puertos  de  mar ,  se  cobrarían  íntegros  y  sin  la  menor  rebaja, 
así  en  la  extracción  de  lanas,  como  en  la  introducción  de  fru- 
tos ultramarinos  que  se  trajesen  de  país  extranjero,  los  derechos 
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establecidos  en  la  ley  de  22  de  Abril  de  1789  y  en  los  aranceles 
y  órdenes  publicadas  acerca  de  la  materia,  que  quedaban  en  todo 
su  vigor  y  deberían  observarse  escrupulosamente.  Y  la  Regen- 
cia quedó  autorizada  para  habilitar,  durante  la  invasión  de  los 
enemigos,  otras  aduanas  de  las  fronteras  y  puertos ,  además  de 
las  señaladas  en  dicha  ley.  A  instancia  de  Calatrava,  en  la  se- 
sión de  17  de  Octubre  del  mismo  año,  se  mandó  observar  pun- 
tualmente la  ley  de  1789,  así  en  cuanto  á  la  Ubertad  interior 
del  comercio  de  lanas,  como  á  las  aduanas  en  que  debían  pa- 
garse los  derechos  de  extracción.  Y  en  la  sesión  de  14  de  Junio 
de  1813  se  leyó  el  decreto,  acordado  en  sesión  secreta,  sobre  la 
introducción  en  España  de  guineas  inglesas,  por  un  año,  sobre 
el  valor  de  93  rs.  y  12  mrs. 

SECCIÓN  XIX. 

PRESUPUESTOS  GENERALES    DEL    ESTADO. 

En  la  sesión  de  20  de  Setiembre  de  1811  se  acordó  igualmen- 
te, á  propuesta  de  la  comisión  de  Hacienda,  excitar  el  celo  y 
actividad  del  consejo  de  Regencia  respecto  del  cumplimiento  del 
decreto  para  la  formación  y  presentación  de  los  presupuestos  de 
gastos  de  los  distintos  ramos  del  Estado.  En  6  de  Setiembre  de 
1813  se  dio  cuenta  de  una  comunicación,  suscrita  en  Cádiz  por 
D.  Manuel  López  de  Araujo,  remitiendo  dichos  presupuestos,  y 
confesando  que,  ya  por  el  desorden  consiguiente  á  las  circuns- 
tancias de  la  terrible  lucha  en  que  había  empeñado  á  la  nación 
el  tirano  de  la  Europa,  y  ya  principalmente  por  la  posesión  en 
que  había  estado  de  la  mayor  parte  de  la  península,  no  le  era 
posible  al  ministerio  de  Hacienda  de  su  cargo  formar  los  pre- 
supuestos peculiares  que  le  pertenecían,  no  sólo  en  los  términos 
correspondientes,  sino  aun  en  los  de  una  aproximación  casi  re- 
mota. Con  esta  protesta,  y  de  orden  de  la  Regencia  del  reino, 
acompañaba  dichos  presupuestos  con  los  parciales  de  los  de- 
más ministerios,  y  un  resumen  que  abrazaba  todos  y  arrojaba 
ol  déficit  de  248.700.129  rs.  28  mrs.,  comprendiendo  el  gasto 
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del  presupuesto  de  guerra  para  un  ejército  de  50.000  hombres. 
Acerca  de  este  presupuesto  se  leyó  en  la  sesión  de  7  de  Se- 
tiembre de  1813  el  dictamen  emitido  por  Porcel^  individuo  de 
la  comisión  extraordinaria  de  Hacienda,  y  según  dicho  docu- 
mento, aun  suponiendo  la  manutención  de  un  ejército  de  sólo 
50.000  hombres,  importaban  todos  los  ramos  del  servicio  pú- 
blico 495.288.957  rs.  10  mrs.,  y  regulando  los  productos  de  la 
Hacienda  nacional  en  246.588.828  rs.,  debía  resultar  un  déficit 
de  248.700.129  rs.  28  mrs.  No  pudieudo  admitirse  estas  dos  su- 
posiciones en  el  estado  de  la  nación^  la  comisión  formó  los  pre- 
supuestos bajo  otro  aspecto,  y  resultó  que  el  presupuesto  de  in- 
gresos podía  fijarse  en  465.956.293  rs.,  y  el  de  gastos  bajo  la 
base  de  150.000  hombres  en  campaña  ascendía  á  950.000.000, 
resultando,  por  consiguiente,  un  déficit  de  484.043.707  rs.  En 
Ja  misma  sesión  comenzó  á  discutirse  este  presupuesto  que,  tras 
ligeras  observaciones^  fué  aprobado  en  la  sesión  de  8  de  Setiem- 
bire  de  1813.  Hemos  hecho  estos  recuerdos  para  que  sea  cono- 
oido  el  origen  del  primer  presupuesto  español ,  durante  la  prí- 
época  del  sistema  constitucional. 


SECCIÓN  XX 


DBUDA  PÚBLICA. 


Un  decreto  de  las  Cortes  de  3  de  Setiembre  de  1811 ,  recono- 
ció y  declaró  obligada  la  nación  al  pago  de  la  deuda  pública 
por  los  diversos  conceptos  que  en  el  mismo  decreto  se  determi- 
nan, reconociendo  también  toda  otra  deuda  que  resultase  de 
justo  título  dado  por  persona  ó  cuerpo  l^ítimamente  autoriza- 
do antes  de  la  guerra  y  durante  ella;  pero  en  consideración  á 
la  injusta  é  inaudita  agresión  que  las  Españas  sufrían  de  la 
Francia,  y  á  la  insidiosa  y  atroz  conducta  observada  por  su 
Emperador,  de  la  que  eran  víctimas  los  leales  y  generosos  es- 
pañoles y  nuestro  amado  Bey  y  Real  familia^  declararon  las  Cor- 
tesy  que  no  estaba  obligada  la  nación  á  satisfacer  el  empréstito 
hecho  por  el  Tesoro  público  de  Francia  en  el  reinado  de  Car- 
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los  IV,  y  que  suspendían  el  reconocimiento  del  que  hizo  la  Ho- 
landa en  el  mismo  reinado,  mientras  permaneciese  agregada  á 
la  Francia  ó  subyugada  por  Napoleón  y  su  familia. 

En  la  sesión  de  7  de  Julio  de  1813  se  leyó  el  reglamento  para 
la  liquidación  general  de  la  deuda  de  la-nación,  que  fué  discu- 
tido en  sesiones  de  10,  11,  20  y  21  de  Agosto;  y  en  la  sesión 
extraordinaria  de  la  noche  del  13  de  Setiembre  de  1813,  se 
aprobó  el  decreto  redactado  por  la  comisión  especial  de  Hacien- 
da de  orden  de  las  Cortes,  dividiendo  en  anterior  y  posterior  al 
día  18  de  Marzo  de  1808  la  deuda  nacional  reconocida,  subdi- 
vidiéndola  una  y  otra  en  deuda  nacional  con  intereses  y  sin  in- 
tereses»  determinando  los  créditos  que  debían  comprenderse  en 
una  y  otra  calificación,  y  dictando  minuciosas  reglas  para  el 
pago  de  la  deuda  nacional. 

SECCIÓN  XXI. 

CBÉDITO  PÚBLICO. 

Para  consolidar  el  crédito  nacional,  decretaron  las  Cortes,  en 
sesión  de  26  de  Setiembre  de  1811,  que  todas  las  obligaciones 
contraídas  por  el  gobierno  desde  18  de  Marzo  de  1808,  y  las 
que  contrajese  en  lo  sucesivo  para  sostener  la  justa  causa  de  la 
nación,  bien  fuese  con  potencias  extranjeras  amigas  ó  neutra- 
les, ó  con  subditos  particulares  de  cualquier  potencia,  serían 
cumplidas  escrupulosamente,  aun  en  el  caso  de  declaración  de 
guerra. 

Creada  la  junta  nacional  de  crédito,  se  leyó  en  la  sesión  de  7 
de  Julio  de  1812  una  Memoria,  en  la  cual  se  proponía  el  sistema 
que  debía  seguirse  para  restablecerla,  y  las  Cortes  la  mandaron 
pasar  á  la  comisión  especial  de  Hacienda.  Esta  Memoria  estaba 
redactada  por  D.  José  Canga- Arguelles,  ex-secretario  de  Hacien- 
da, y  en  ella  se  fijaban  las  bases  del  crédito  público;  y  habiéndose 
discutido  en  la  sesión  de  7  de  Setiembre  de  1813,  quedó  apro- 
bado el  dictamen  de  la  comisión  especial  de  Hacienda,  para  con- 
solidar, como  ella  decía,  tan  interesante  ramo,  fundamento  y 
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regulador  infalible  de  la  felicidad  de  los  pueblos,  aseguraudo  y 
facilitando  la  progresiva  extinción  de  la  deuda  nacional,  así  en 
sus  réditos  como  en  sus  capitales. 

SECCIÓN  xxn. 

CARGAS  PÚBLICAS. 

Proclamando  la  necesidad  y  justicia  de  que  todos  los  espa- 
ñoles contribuyesen  á  levantar  las  cargas  públicas,  según  sus 
facultades,  sin  excepción  ni  privilegio  alguno,  se  aprobó,  en  la 
sesión  de  27  de  Agosto  de  1813,  un  plan  ó  sistema  de  contribu* 
ciones  públicas,  que  conciliase  y  reuniese  la  economía  de  su 
administración  con  la  libertad  de  los  ciudadanos  y  el  fomento 
de  la  agricultura,  industria  y  comercio  interno  y  extemo.  Por 
este  importantísimo  acuerdo,  quedaron  suprimidas  todas  las 
contribuciones  impuestas  sobre  los  consumos,  conocidas  bajo 
la  denominación  genérica  de  rentas  provinciales  y  bus  agregadas^ 
exceptuando  tan  sólo  las  tercias  Reales  ó  dos  novenos  ordina- 
rios que,  sobre  la  masa  general  de  diezmos,  pertenecían  al  Es- 
tado. También  lo  fueron  las  rentas  estancadas,  y  podrían  circu- 
lar libremente  los  efectos  sujetos  á  ellas.  Quedaban,  por  conse- 
cuencia, suprimidas  las  aduanas  interiores  y  administraciones, 
oficinas  y  resguardos  destinados  á  la  recaudación  de  estas  ren- 
tas. Las  alcabalas  fueron  también  suprimidas,  y  sus  poseedores 
serían  indemnizados.  Debiendo  quedar  enteramente  libre  el 
consumo  y  comercio  interior,  los  ayuntamientos  que  sobre  ello 
tuviesen  impuesto  algún  arbitrio,  propondrían  su  sustitución  á 
las  diputaciones  provinciales.  Las  Cortes  determinarían  los  de- 
rechos de  entrada  y  salida  en  la  Península  de  los  citados  géneros 
y  efectos  estancados.  La  contrUntción  extraordinaria  de  guerra^  es- 
tablecida por  decretos  de  la  junta  central  y  de  las  Cortes  de  12 
de  Enero  de  1810  y  IP  de  Abril  de  1811,  quedó  suprimida.  En 
lugar  de  las  rentas  que  se  suprimían,  se  estableció  una  coíUri- 
bucion  directa  en  toda  la  Península  é  islas  adyacentes,  debiendo 
distribuirse  sobre  la  riqueza  total  de  la  riqueza  y  conforme  á  lo 
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que  poseyese  cada  provincia,  cada  pueblo  y  cada  individuo.  La 
riqueza  nacional  se  consideraría  dividida  en  terriiarial,  indus- 
trial y  comercial.  Estarían  sujetos  á  esta  contribución,  los  pro- 
duelos  de  fincas  pertenecientes  á  los  propios  de  los  pueblos,  y 
el  importe  de  las  rentas  ó  contribuciones  que  se  pagaban  á  la 
Corona  y  cargaban  sobre  las  propiedades  territoriales,  y  los  ofi- 
cios públicos  enajenados  de  la  Corona.  En  la  clase  industrial 
se  consideraría  á  los  que  sirviesen  los  mismos  oficios,  no  siendo 
dueños  de  ellos;  y  á  los  que  profesasen  cualquier  ciencia  6  facul- 
tad. Se  dieron  reglas  para  realizar  los  repartos.  Los  cupos  los 
fijaría  el  gobierno,  interviniendo  las  diputaciones  en  la  aproba-  - 
ción  del  repartimiento,  y  los  ayuntamientos  en  arreglar  el  cupo 
de  cada  contribuyente,  y  en  su  caso,  la  recaudación  y  remisión 
¿  la  tesorería  respectiva  del  importe  de  las  contribuciones.  Por 
último,  se  establecieron  reglas  que  permitían  los  recursos  de 
los  agraviados.  Las  Cortes,  pues,  plantearon  un  verdadero  siste- 
ma tributario,  y  por  ser  el  primero  en  España,  bien  merece  ser 
encomiado. 

Antes  de  que  se  organizasen  las  cargas  públicas,  las  Cortes 
habían  destinado  á  la  subsistencia  de  los  ejércitos  la  parte  de 
diezmos  que  no  fuese  necesaria  para  la  subsistencia  de  los  diver- 
sos partícipes.  En  23  de  Marzo  de  1813,  se  recordó  á  los  inten- 
dentes y  subdelegados  el  puntual  cumplimiento  de  los  decretos 
de  las  Cortes  de  25  de  Enero  de  1811  y  16  de  Junio  de  1812, 
en  que  se  asignaba  una  i>arte  de  los  diezmos  para  la  formación 
de  alimentos  de  víveres.  El  tributo  conocido  con  el  nombre  de 
voto  de  Santiago,  fué  abolido  en  la  sesión  de  14  de  Octubre 
de  1812,  como  el  fuero  especial  lo  fué  en  la  de  29  de  Agosto  del 
mismo  afio.  Respecto  de  los  pósitos,  se  acordó  en  19  de  Agosto 
de  1811  que  quedaren  al  cuidado  y  dirección  de  las  juntas 
provinciales,  y  que  las  fanegas  á  reintegrar  se  cobrasen  por  me- 
dio de  las  comisiones  sin  creces,  y  se  empleasen  en  la  manu- 
tención de  los  ejércitos.  Y  en  la  sesión  de  l.o  de  Julio  de  1813, 
se  aprobó  que  en  lugar  del  17  por  100  que  hasta  entonces  ha- 
bían pagado  los  propios  de  los  pueblos,  pagarían  únicamente 
en  adelante  el  10  por  100,  aplicado  á  la  consolidación  de  vales; 
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y  se  suprimían  y  quedaban  á  favor  de  los  propios  las  dotacio- 
nes con  que  contribuían  á  los  llamados  diputados  y  agentes  de 
las  provincias  que  tenían  en  la  corte.  Las  reformas  referen- 
tes á  las  cargas  públicas  fueron  verdaderamente  radicales,  como 
consecuencia  de  una  completa  transformación  económica. 

SECCIÓN  xxm. 

MONEDA. 

Las  Cortes  comenzaron  por  acordar,  en  4  de  Abril  de  1811, 
se  renovase  la  prohibición  de  que  circulara  moneda  alguna  del 
intruso  Rey,  y  se  previniese  á  los  tenedores  de  ella,  la  llevasen 
á  la  casa  de  la  moneda,,  en  donde  se  le  daría  su  justo  valor  en 
otra  legal  y  permitida.  En  la  de  31  de  Mayo  decretaron,  que  en 
las  monedas  de  oro,  el  busto  del  Rey  se  repres^itase  desnudo,  y 
no  cargado  de  la  armadura  de  hierro  que  se  usaba  en  las  mo- 
nedas del  señor  Carlos  IV,  cuyo  decreto  se  leyó  en  la  sesión  de  2 
de  Junio.  Y  en  la  de  29  de  Julio  de  1812  se  recordó  el  cumpli- 
miento del  decreto  de  8  de  Mayo  de  1811,  para  que  la  casa  de 
moneda  recibiese  las  alhajas  de  oro  y  plata  que  se  le  presenta- 
sen, aunque  no  llevasen  marca  que  significase  haber  contribui- 
do en  la  misma  forma  que  antes. 

SECCIÓN  XXIV. 

EMPLEADOS    PÚBLICOS. 


Para  restablecer  la  fuerza  del  principio  de  autoridad,  Argue- 
lles formuló,  en  la  sesión  de  9  de  Noviembre  de  1811,  un  pro- 
yecto de  decreto,  que  fué  discutido  y  aprobado  el  día  11,  orde- 
nando que  todo  empleado  público  civil  ó  militar  que  retardase 
el  cumplimiento  de  una  ley  ó  decreto  del  Congreso  nacional, 
quedase  por  el  mismo  hecho  privado  de  su  empleo;  y  los  jueces 
y  magistrados  que  procediesen  en  igual  forma,  se  tendrían  por 
suspensos  con  justa  causa  de  sus  respectivos  destinos,  y  el  con- 
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sejo  de  regeocia  ordenaría  inmediatamente  la  formación  de  pro- 
ceso. En  la  sesión  de  2  de  Setiembre  de  1812,  se  presentó  un 
proyecto  de  decreto,  que  después  de  detenida  discusión  fué  vo- 
tado  el  día  6,  y  se  presentó  rectificado  el  día  8,  por  el  que  las 
personas  y  empleados  públicos  nombrados  por  el  gobierno  in- 
truso, no  podían  ser  propuestos  ni  obtener  empleo  de  ninguna  y 
clase,  ni  ser  nombrados  ni  elegidos  para  oficios  de  concejo,  di- 
putaciones de  provincias  ni  para  diputados  ¿  Cortes.  De  esta 
disposición  sólo  se  exceptuaban  los  individuos  de  ayuntamien- 
to, por  sólo  haber  servido  oficio  de  concejo  en  los  pueblos.  Los 
que  hubiesen  admitido  á  su  solicitud  ó  sin  ella  insignia  ó  dis- 
tintivo cualquiera  del  Rey  intruso,  los  que  hubiesen  obtenido 
la  confirmación  de  sus  títulos  de  nobleza,  y  los  eclesiásticos 
que  hubiesen  recibido  del  mismo  gobierno  oficios  eclesiásticos 
ó  empleos  civiles,  quedarían  incapacitados  para  usar  aquellas 
distinciones  y  títulos  y  ejercer  las  funciones  de  los  beneficios* 
prebendas  ó  dignidades  concedidas,  hasta  que  fuesen  purifi^^^' 
dos  por  una  causa  que  se  les  formaría  con  arreglo  á  deroO^^ 
Este  sistema  de  las  purificaciones  tenía  sus  inconvenienti^^  ^ojn. 
Uticos,  y  á  su  sombra  se  cometieron  no  pocas  ilegalidox^, 
abusos;  pero  estas  disposiciones  eran  realmente  medidas 
cunstancias. 

SECCIÓN  XXV. 

SBBVIOIO    MILITAR. 

Las  Cortes  autorizaron  al  consejo  de  regencia,  por  deer- 
que se  dio  cuenta  en  sesión  de  16  de  Noviembre  de  1810,  á  1 
tar  los  80.000  hombres  que  pedía,  y  en  la  del  día  27  se  leyer 
decretos  de  25  y  26  del  mismo  mes ,  sobre  alistamiento  d 
mil  hombres  para  reforzar  el  ejército  y  las  obras  de  fortific 
La  extensión  del  servicio  militar  fué  objeto  de  detenida  ci- 
sión, hasta  que  Arguelles  formuló  una  proposición  en  L^ 
Enero  de  1811,  pidiendo  la  declaración  de  que  todo  esp 
desde  la  edad  de  diez  y  seis  años  hasta  la  de  cuarenta  y  c-:*^^ 
sin  distinción  de  clase  y  estado,  era  soldado  de  la  patria,  ^ 
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proposición  quedó  votada  el  día  22  de  Euero,  y  por  cousiguien- 
te  establecido  el  servicio  obligatorio. 

SECCIÓN  XXVI. 

EJÉRCITO. 

Desde  las  primeras  sesiones  preocupó  á  los  diputados  de  las 
Cortes  generales  y  extraordinarias,  la  idea  de  levantar  un  gran 
ejército,  y  el  teniente  coronel  de  artillería,  D.  Joaquín  de  Osma, 
redactó  una  Memoria  indicando  los  medios  que  podían  adoptar- 
se para  conseguirlo.  También  otros  varios  diputados  formularon 
proyectos  con  igual  tendencia,  pero  hasta  el  día  1  .^  de  Julio  de 
1811  no  se  acordó  formar  el  reglamento  para  el  Estado  mayor 
del  ejército.  En  17  de  Marzo  de  1813  se  aprobó  un  decreto,  por 
el  que  los  oficiales  militares  de  mar  y  tierra,  de  cualquier  clase, 
empleo  ó  cuerpo  á  que  perteneciesen,  que  se  hubieran  presen- 
tado fuera  del  término  señalado  en  los  indultos  de  21  de  No- 
viembre de  1810  y  25  de  Mayo  de  1812,  atraídos  por  la  espe- 
ranza de  gozarlos,  ó  por  las  proclamas  é  invitaciones  particula- 
res de  algunos  generales  y  jefes  militares,  y  que  no  hubiesen 
sido  juzgados  y  sentenciados  ejecutoriamente,  serían  juzgados 
con  arreglo  á  las  disposiciones  que  se  consignaban  en  el  decre- 
to mismo.  Y  otro  decreto  de  las  Cortes,  que  comenzó  á  discutir- 
se en  23  de  Febrero  de  1813,  consideraba  como  traidores  y  les 
privaba  de  empleo  y  sueldo  á  los  militares  de  mar  y  tierra  que, 
abandonando  las  banderas  nacionales,  hubiesen  jurado  las  del 
enemigo  y  hecho  en  ellas  servicio  activo  de  armas  contra  su 
patria. 

En  la  sesión  de  29  de  Agosto  de  1811,  se  aprobó  el  decreto 
estableciendo  la  nueva  orden  militar  de  San  Femando,  para 
premiar  las  acciones  distinguidas  que  practicasen  los  oficiales 
y  soldados  de  todas  armas  y  clases;  y  otro  reducido  á  exigir  la 
observancia  más  estrecha  de  las  leyes  penales  militares,  en  con- 
formidad de  lo  acordado  por  las  Cortes.  Acerca  de  este  último 
extremo,  las  Cortes,  atendiendo  á  los  gravísimos  perjuicios  que 
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causaba  á  la  diBciplina  de  los  ejércitos  la  observancia  del  ar- 
tículo 112,  tit.  X,  tratado  8.^  de  la  ordenanza  general  del  ejér- 
cito  de  1768,  propuso  su  derogación  en  la  sesión  de  14  de  Fe- 
brero de  1812. 

SECCIÓN  xxvn. 

PENSIONRS. 

La  idea  de  recompensar  á  los  servidores  de  la  patria,  inspiró 
á  las  Cortes  las  diversas  concesiones  de  pensiones  que  registran 
sus  diarios,  hasta  que  en  la  sesión  de  21  de  Octubre  de  1811  se 
leyó  ya  el  decreto,  extendido  con  fecha  del  28 ,  acerca  de  los 
premios  para  las  familias  de  oficiales,  soldados  y  paisanos  que 
muriesen  en  la  guerra.  Y  en  sesión  del  17  de  Abril  de  1812,  se 
leyó  el  proyecto  de  decreto  estableciendo  un  premio  medio  entre 
los  de  constancia  en  el  servicio  y  los  de  las  acciones  distinguidas, 
que  sólo  se  concedería  á  los  que  hubiesen  dado  antes  muestras 
de  valor  y  serenidad  en  acciones  de  guerra. 

SECCIÓN  xxvm. 

RECOMPENSAS  NACIONALES. 

No  las  escasearon  ciertamente  las  primeras  Cortes  españolas. 
Al  tomar  el  vizconde  Wellington  la  plaza  de  Ciudad-Rodrigo 
con  las  tropas  combinadas  de  su  mando,  se  le  concedió  por 
aclamación  la  grandeza  de  España  de  primera  clase,  con  el  tí- 
tulo de  conde  de  Ciudad- Rodrigo.  (Sesión  de  l.o  de  Febrero  de 
1812.)  Y  en  22  de  Setiembre  del  mismo  año,  se  le  confirió  el 
mando  en  jefe  de  todas  las  fuerzas  aliadas  en  defensa  de  la  Pe- 
nínsula. Los  nombres  gloriosos  de  Daoiz  y  Velarde  fueron 
mandados  inscribir  con  letras  de  oro  en  la  sala  de  sesiones  de 
las  Cortes  (2  de  Mayo  de  1811).  Y  la  provincia  de  Cádiz  fué 
declarada  provincia  marítima,  en  recompensa  de  los  servicios 
prestados  á  la  causa  nacional,  según  la  sesión  de  26  de  Diciem- 
bre de  1812. 
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SECCIÓN  XXIX. 

.      DSBEGHO  PÚBLICO  T  PRIVADO. 

Becomendado  por  las  Cortee  la  formación  de  los  códigos  gene- 
rales^  no  podía  dictar  respecto  del  derecho  civil  más  que  aquellas 
resoluciones  imperiosas  que  aconsejasen  las  circunstancias.  Por 
ejemplo,  en  la  sesión  de  19  de  Diciembre  de  1810,  se  aprobó  la 
propuesta  del  consejo  sobre  establecimiento  de  manda  forzosa 
de  doce  reales  en  cada  uno  de  los  testamentos  que  se  recibiesen 
en  la  Península,  y  de  tres  pesos  en  los  de  América,  á  beneficio 
de  las  viudas,  cautivos  y  personas  desvalidas,  con  la  condición 
que  esto  fuese  durante  la  guerra  y  diez  afios  después.  La  ma- 
nera de  suplir  el  consentimiento  paterno  en  los  matrimonios 
que  celebrasen  los  individuos  de  la  tropa  de  marina,  fué  objeto 
de  un  decreto  que  se  aprobó  el  10  de  Febrero  de  1812. 

Otro  decreto  de  28  de  Marzo  de  1813,  confió  al  tribunal  su- 
premo de  justicia  la  facultad  de  dirimir  las  competencias  de  ju- 
risdicción en  todo  el  territorio  de  la  monarquía.  Y  en  la  sesión 
de  6  de  Octubre  de  1811,  hizo  pública  una  minuta  de  decreto 
acerca  de  lo  acordado  en  sesión  secreta,  de  que  el  conocimiento 
de  los  delitos  de  infidencia  por  espías  y  demás  fuese  privativo  de 
la  jurisdicción  militar,  con  arreglo  á  la  ordenanza  del  ejército. 

SECCIÓN  XXX. 

CÁBCELES. 

Sus  visitas  fueron  organizadas  por  decreto  que  se  aprobó  en 
11  de  Setiembre  de  1812,  reformando  los  artículos  58,  59  y  60, 
capitulo  I  del  proyecto  de  ley  relativo  á  las  audiencias  y  juzga- 
dos de  primera  instancia. 
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SECCIÓN  XXXI. 

INDULTO. 

Coiistauteineute  las  Cortee  se  mostraron  generosas  con  los 
desertores,  con  los  juramentados  y  con  toda  clase  de  culpables, 
y  con  motivo  de  la  publicación  de  la  Constitución  acordaron, 
en  sesión  secreta,  dos  decretos  de  indulto  general,  de  que  se  dio 
cuenta  en  la  sesión  de  26  de  Mayo  de  1812,  uno  referente  á  lo 
civil  y  otro  á  lo  militar. 


SECCIÓN  XXXIL 


POLICÍA. 

A  propuesta  del  diputado  Arguelles,  que  pidió  que  para  la 
seguridad  del  Estado  se  estableciese  un  método  de  policía  con 
respecto  á  los  nacionales  y  extranjeros,  se  acordó,  en  sesión  de 
20  de  Noviembre  de  1810,  que  la  comisión  de  justicia,  á  la  ma- 
yor brevedad,  presentase  un  plan  general  de  policía,  que  com- 
prendiese igualmente  á  los  extranjeros  que  residiesen  en  ol  rei- 
no. Formulado  un  proyecto  de  reglamento,  se  discutió  deteni- 
damente, y  en  la  sesión  de  23  de  Julio  de  181 1  se  acordó  se 
tomase  exacto  conocimiento  del  sistema  seguido  en  Cádiz,  y  re- 
glamento, ordenanzas  6  providencias  que  regían  el  objeto  de  la 
policía,  con  expresión  de  las  personas  á  que  estaba  confiado  este 
empefio  y  de  las  materias  á  que  se  extendía. 

SECCIÓN  xxxm. 

ULTRAMAR. 

En  la  sesión  de  25  de  Setiembre  de  1810,  se  nombró  una  comi- 
sión para  que  diese  dictamen  respecto  de  cómo  convendría  pu- 
blicar en  América  el  decreto  de  instalación  del  día  anterior.  £u 


PEftllA?IDO   VH  5711 

la  del  3  de  Octubre  reclamaron  los  diputados  de  América,  que 
las  Cortes  sancionaran  expresamente  el  decreto  que  expidió  la 
janta  central,  y  renovó  el  consejo  de  regencia,  á  saber:  que  los 
dominios  de  Ultramar  formaban  parte  integrante  de  la  monar- 
quía española.  Así  se  declaró  por  decreto  de  15  de  Octubre;  y  los 
diputados  americanos,  en  sesión  de  11  de  Agosto  de  1811,  con- 
signaron una  manifestación  de  adhesión  á  la  causa  de  España. 
La  seguridad  y  libertad  de  los  indios  primitivos  naturales  de 
América  y  Asia,  fué  protegida  por  las  Cortes  por  decreto  de  5 
de  Enero  de  1811,  mandando  que  no  se  afligiese  al  indio  en  su 
persona  ni  se  le  ocasionase  perjuicio  el  más  leve  en  su  propiedad, 
y  que  los  protectores  de  los  indios  se  esmerasen  en  cumplir  de- 
bidamente el  sagrado  cargo  de  defender  su  libertad  personal, 
sus  privilegios  y  demás  exenciones,  mientras  que,  bien  instrui- 
das las  Cortes  de  cuanto  pareciese  más  necesario  y  conveniente 
en  esta  materia,  procediesen  á  los  arreglos  y  disposiciones  suce- 
sivas que  se  estimasen  oportunas.  En  12  de  Marzo  se  acordó  se 
eximiera  á  los  indios  del  pago  de  tributos.  En  9  de  Noviembre 
de  1812  se  otorgaron  á  los  indios  los  beneficios  de  liberarles  de 
ciertas  cargas  y  de  todo  servicio  personal,  y  se  mandó  les  fue- 
sen repartidas  tierras  á  los  emancipados  de  las  inmediatas  á 
los  pueblos  que  no  fuesen  de  dominio  particular  ó  de  comuni- 
dades. 

CAPÍTULO  IX. 

JUICIO  CRÍTICO  DEL  GOBIERNO  NACIONAL- 
AI  examinar  el  movimiento  del  poder  civil,  después  que  Fer- 
nando Vn  renunció  en  favor  de  Napoleón  I,  principalmente  la 
Corona  de  España,  y  después  todos  los  derechos  que  le  corres- 
pondían como  príncipe  de  Asturias ,  nos  propusimos  trazar  las 
vicisitudes  del  poder  intruso  de  José  Napoleón  Bonaparte,  exa- 
minar su  gobierno  y  administración,  y  emitir  nuestro  juicio 
acerca  de  unas  reformas  que  tanto  se  han  encomiado  por  los 
partidarios  de  la  causa  francesa.  En  contraposición  á  un  Go- 
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bienio,  con  razón  calificado  de  intruso,  y  que  envolvía  todos  los 
caracteres  de  una  dominación  extranjera,  teníamos  el  deber  de 
señalar  el  rumbo  seguido  por  el  gobierno  nacional,  y  á  este 
propósito  comenzamos  por  señalar  las  causas  de  la  revolución 
española;  indicar  de  qué  manera  y  con  qué  unanimidad  se  ma- 
nifestó la  opinión  pública  en  contra  del  extranjero  y  en  favor 
de  la  patria,  de  la  religión  y  del  Rey.  Aquel  poder  que  sólo  por 
la  violencia  pudo  colocarse  en  las  manos  del  Emperador  de  los 
franceses,  íué  recogido  por  el  pueblo  español^  á  quien  sólo  ani- 
maba una  patriótica  y  salvadora  idea.  Del  esfuerzo  común  salió 
la  junta  suprema  de  Madrid;  luego  las  juntas  provinciales;  des- 
pués la  junta  suprema  central  gubernativa  del  reino;  más  tarde 
la  Regencia;  últimamente  las  Cortes  generales  y  extraordinarias 
de  España,  que  asentaron  las  bases  de  nuestra  regeneración 
política  y  crearon  la  primera  época  del  sistema  constitucional. 
Al  apreciar  los  trabajos,  verdaderamente  memorables,  de 
estas  Cortes ,  hemos  agrupado  sus  acuerdos  más  transcendenta- 
les,  y  por  eUos  creemos  haber  evidenciado,  que  aqueUos  patrio- 
tas  sólo  trataron  de  conservar  y  perfeccionar  en  lo  posible  las 
grandes  tradiciones  del  pueblo  español.  El  sentimiento  religioso 
fué  respetado  tanto,  que  se  proclamó  la  más  absoluta  intole- 
rancia. El  sentimiento  monárquico  era  tan  vivo,  que  las  mis- 
mas Cortes  declararon  en  su  manifiesto  de  9  de  Enero  de  1811, 
que  deseaban  una  Constitución  monárquica,  pero  just^  y  libe- 
ral, con  la  cual  desaparecerían  la  arbitrariedad,  el  poder  abso- 
luto, los  favoritos  y  el  desorden,  para  hacer  lugar  al  imperio  de 
las  leyes  y  de  la  justicia;  y  en  la  sesión  de  25  de  Setiembre  de 
1810  se  acordó^  que  los  decretos  y  leyes  que  emanasen  de  las 
Cortes,  se  publicasen  por  el  poder  ejecutivo  á  nombre  de  Don 
Fernando  VII,  por  la  gracia  de  Dios ,  Rey  de  España  y  de  las 
Indias.  El  tránsito  del  régimen  absoluto  al  sistema  constitucio- 
nal, exigía  una  reforma  completa  en  el  gobierno  y  administra- 
ción del  país,  y  admira  ciertamente,  que  aquellos  valerosos 
patricios,  acosados  siempre  por  el  enemigo,  y  siempre  en  grave 
riesgo,  tuviesen  la  tranquilidad  de  espíritu  suficiente  para  resol- 
ver los  múltiples  problemas  que  se  planteaban  al  realizar  núes- 
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ira  regeneración  política.  Sin  embargo,  queda  comprobado  que 
nada  escapó  á  su  inteligente  perspicacia,  y  que  en  la  esfera  po- 
lítica como  en  la  administrativa,  económica  y  judicial,  no  se  ol- 
vidó ningún  fundamental  principio,  ni  quedó  por  resolver  nin- 
guna cuestión  importante.  Pudo  haber  alguna  exageración,  y 
realmente  la  hubo,  al  apreciar  la  naturaleza ,  extensión  é  im- 
portancia del  poder  legislativo.  Acaso  en  contraposición  al  ex- 
ceso de  poder  Beal  que  durante  tres  siglos  revistió  la  monarquía 
absoluta  en  España,  hubo  en  la  primera  época  de  nuestro  ré- 
gimen constitucional  un  exceso  de  soberanía  nacional;  pero  hay 
que  disculpar  esta  misma  exageración  por  las  circunstancias 
que  atravesó  España  desde  1808  á  1813,  y  porque  indudable- 
mente el  cautiverio  del  monarca  español  y  su  ausencia  del  po- 
der, en  una  época  de  continuo  batallar,  enervaba  y  fortalecía  el 
poder  nacional,  que  después  de  todo,  era  el  que  había  redimido 
á  la  nación  del  yugo  extranjero. 

En  cuanto  al  espíritu  que  inspiró  las  transcendentales  refor- 
mas acordadas  por  las  Cortes ,  debe  reconocerse  que  á  la  liber- 
tad  política  acompañó  la  Ubertad  en  todo  lo  económico  y  admi- 
nistrativo del  país.  Había  un  sentimiento  general  que  inspiraba 
todos  los  acuerdos,  y  era  que  un  mismo  propósito  anudaba  to- 
das las  voluntades;  y  esta  idea  salvadora  no  era  otra  que  el  san- 
to amor  de  la  patria  y  el  deseo  de  conservar  aquella  religión  y 
aquella  monarquía  que  constituyen  nuestras  pasadas  glorias,  y 
que  eran  el  símbolo  de  nuestra  gloriosa  reconquista.  España 
había  conquistado  con  la  sangre  generosa  de  sus  hijos  la  uni- 
dad política,  la  unidad  de  creencias,  y  formado  una  nacionalidad 
en  tiempo  de  los  Beyes  Católicos ,  y  al  advertir  en  peligro  tan 
caros  intereses,  todas  las  clases  sociales  se  fundieron  en  una  sola 
y  patriótica  aspiración,  y  el  pueblo  español  demostró,  que  unido, 
es  invencible.  Dediquemos,  pues,  un  cariñoso  recuerdo  á  los  que 
en  días  más  aciagos  sólo  se  propusieron  realizar  la  felicidad  de 
España;  disculpemos  los  errores  que  sgn  propios  de  todas  las 
manifestaciones  del  hombre ,  y  acordémonos  siempre  de  que  la 
patria,  la  religión  y  la  monarquía,  labraron  con  indelebles  ca- 
racteres la  nacional  independencia. 


CONCLUSIÓN. 


JUICIO  CRÍTICO  Y  COMPARATIVO 

BMTRB  LOS  PRINCIPIOS  QUB  INFORMARON  £L  PODER  CIVIL  DURANTE  LA 
monarquía  absoluta  en  BSPAÑA,  y  los  que  estableció  la  CONSTI- 
TUCIÓN DE   18   DE   MARZO  DE   1812,   AL  FUNDAR  EL  SISTEMA 

CONSTITUCIONAL. 


Uuando  apenada  el  alma  por  la  desconfianza,  y  rendido  el 
cuerpo  por  la  fatiga,  se  vislumbra  cercano  el  término  de  una 
larga  y  accidentada  peregrinación,  el  espíritu  instintivamente 
se  eleva  hacia  Dios,  que  es  para  el  hombre  fuente  de  toda  espe- 
ranza  y  manantial  de  consuelos,  y  le  ruega  con  verdadera  fe 
que  le  preste  resignación  y  valor  para  arribar  al  puerto  suspi- 
rado. Así  nosotros,  seducidos  y  deslumhrados  por  la  brillantez 
del  tema,  renovado  de  uno  en  otro  año  por  la  Real  Academia 
de  Ciencias  morales  y  políticas,  emprendimos  con  ingenuo  en- 
tusiasmo la  presente  árida  obra ,  sin  contar  más  que  con  el  in- 
trépido impulso  de  nuestra  resuelta  voluntad;  y  cuando  llevados 
de  nuestro  amor  ala  ciencia,  en  vez  de  un  estudio  sintético  de 
generalización  que  reflejase  nuestro  propio  y  personal  juicio, 
acometimos  un  trabajo  analítico  de  rectificación  y  preparatorio 
de  mayores  investigaciones,  creímos  muchas  veces  no  poder 
tocar,  victoriosos  al  menos,  en  el  vehemente  anhelo  del  deseo, 
la  apetecida  meta,  dejando  de  nuevo  en  el  abandono  un  tema, 
cuya  misma  reconocida  importancia  ha  sido,  sin  duda,  causa 
de  que  no  la  acometiesen  hasta  aquí  tantos  espíritus  avezados 
á  las  tareas  del  estudio,  como  aspiran  con  legítimo  honor  al 
lauro  de  la  Academia.  Felizmente,  una  perseverancia  que  no  se 
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rinde  cuando  se  emplea  en  tan  fértiles  objetivos,  y  el  esfuerzo 
asiduo  de  una  voluntad  tenaz  y  enérgica,  que  sirve  para  reali- 
zar las  empresas  más  dificiles,  no  se  han  separado  un  instante 
de  nuestro  ánimo  en  la  presente  ocasión,  y  de  una  en  otra  etapa 
narrativa,  y  de  una  en  otra  elucubración  crítica,  hemos  podido 
llegar  al  término  ambicionado.  Tal  es  este  epílogo,  que  forzo- 
samente ha  de  comprender  la  síntesis  de  todo  lo  hasta  aquí 
expuesto ;  para  compararlo  y  apreciarlo  dentro  de  dos  tan 
opuestos  sistemas,  como  son  el  monárquico  absoluto,  en  que 
del  Rey  y  de  la  dignidad  Real  emana  todo  poder,  toda  razón  y 
todo  derecho,  y  el  régimen  constitucional ,  en  que  las  fuerzas 
sociales,  todas  dignificadas  en  su  condición,  sirven  de  contra* 
peso  moderador  á  la  autoridad  ilimitada  del  monarca,  el  cual, 
constituido  en  poder  armónico,  aunque  con  grandes  atribucio- 
nes y  prerrogativas  inherentes  á  su  alto  ministerio,  procura, 
realizando  la  delicada  armonía  del  orden  social  y  de  la  libertad 
política  de  los  ciudadanos,  labrar  la  prosperidad  del  pueblo  que 
dirige,  gobierna  y  administra  en  el  orden  moral  y  material. 

Saltan  á  la  vista,  al  dirigir  la  mirada  sobre  el  variado  pano- 
rama universal  de  la  historia,  ciertas  ideas  fundamentales  que 
sirven  como  piedras  miliarias;  y  recordando  el  largo  y  penoso 
proceso  de  lo  pasado,  disponen  como  luminoso  faro  para  pene- 
trar en  el  arcano  misterio,  tras  que  se  encierra  el  destino  que 
Dios  en  lo  porvenir  reserva  para  la  humana  especie.  £xiste  in- 
dudablemente este  destino  general  que  abraza  la  humanidad 
entera:  de  uno  en  otro  transmiten  los  siglos  el  depósito  sagrado 
de  la  civilización,  cuya  historia,  semejante  al  Océano,  á  cuyo 
seno  confluyen  tantas  y  diversas  aguas,  con  la  concurrencia  de 
las  vicisitudes  porque  pasa  y  de  los  caracteres  que  distinguen 
á  cada  pueblo,  acumula  todos  los  elementos  de  la  vida  y  todas 
las  fuerzas  de  la  existencia  universal.  Las  palabras  sociabilidad, 
autoridad  y  gobierno,  forman  un  lazo  indisoluble  por  su  misma 
naturaleza.  La  organización  del  hombre,  sus  diversas  necesida- 
des, sus  inclinaciones  irresistibles,  la  variedad  é  intensidad  de 
sus  mismos  afectos  y  la  admirable  facultad  de  expresar  y  co- 
municar sus  pensamientos,  atestiguan  que  el  hombre  nació 


CONCLUSIÓN  585 

para  la  sociedad:  el  estado  social  representa,  pues,  la  diversidad 
de  los  intereses  y  hasta  de  las  pasiones  humanas^  las  cuales 
promueven,  ó  para  su  desenvolvimiento  ó  para  su  salvaguardia, 
exigencias  tan  legítimas  como  la  de  alcanzar  la  justicia  y  la 
protección  á  nuestra  persona,  á  nuestra  libertad,  á  nuestros 
bienes,  la  forzosa  igualdad  de  condiciones  que  en  dicho  estado 
se  establece,  las  relaciones  reciprocas  de  varia  índole  que  forzo- 
samente se  crean  entre  individuos  de  una  misma  agrupación, 
la  ineluctable  necesidad  del  mutuo  respeto  al  derecho  común, 
que  se  limita  por  la  contraposición  del  derecho  propio  al  dere- 
cho ajeno.  Todo  indica,  pues,  como  condición  indispensable  del 
organismo  en  que  la  sociedad  se  funda,  la  creación  de  un  poder 
que  ha  de  ser  supremo  en  facultades,  para  que  se  eleve  sobre  el 
poder  de  todos;  fuerte  y  robusto,  para  imponer  la  obediencia  on 
la  justicia;  justo  y  benigno,  para  que  proteja  á  todos;  universal 
y  restrictivo,  para  que  contenga  á  los  á  él  sometidos  dentro  de 
la  idea  generadora  del  Estado,  en  cuanto  realiza  el  derecho  por 
actos  exteriores  de  mando,  de  corrección,  de  imperio  y  de 
gobierno. 

La  primera  noción  de  la  sociabilidad  que  aparece  en  la  his- 
toria, se  impuso  por  Dios  mismo,  como  condición  natural  de  la 
humana  existencia,  desde  el  primer  día  de  la  aparición  del  hom- 
bre sobre  la  tierra,  construyendo  en  torno  al  rey  de  la  creación 
una  familia,  es  decir,  un  gobierno  moral  y  un  gobierno  político, 
fundado  sobre  un  conjunto  de  individuos  que  exigían  un  régi- 
men doméstico,  una  dirección  civil  y  un  fin  político  común. 
Formáronse  las  sociedades;  en  alas  del  pensamiento  observa- 
dor, analítico,  fértil  en  deducciones  y  fecundo  en  actos  de  pode- 
rosa iniciativa,  marchó  la  civilización,  descubriendo  é  instando 
ideas  y  prosperando  empresas,  y  cpando  aparecieron  las  escue- 
las de  los  filósofos,  todas  las  filosofías  coincidieron  en  el  mismo 
principio  generador  de  la  sociedad,  desde  Moisés  hasta  Aristó- 
teles, en  sus  Éticas  y  Políticas;  desde  Platón  hasta  Vico,  en  su 
Scienm  Nova;  desde  Descartes  hasta  Summer  Maine,  que  son 
los  últimos  que  han  disertado  en  sus  profundas  investigacio- 
nes sobre  el  derecho  primitivo.  Ni  aun  la  primera  familia  pudo 
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vivir  aislada  sin  vínculo  alguno  superior  político  y  religioso. 
Adoraba  á  sus  dioses,  habla  erigido  su  culto,  su  propiedad,  su 
d»«cho  privado,  y  constituyó  su  gobierno  interior,  á  seme- 
janza de  la  naturaleza  misma,  que  impuso  el  germen  de  una 
autoridad  suprema  é  inapelable  en  el  padre  ó  patriarca,  auto- 
ridad dulce  y  cariñosa  para  ser  venerada  y  obedecida,  rigo- 
rosa y  severa  para  imponer  y  obligar  á  esta  misma  obedien- 
cia. El  mismo  progreso  que  después  difundió  la  especie,  cuan- 
do se  multiplicaron  las  familias  y  sus  jefes  respectivos,  y  se 
plantearon  los  problemas  oscuros  acerca  de  la  condición,  del 
derecho  y  de  la  asociación  de  la  jefatura,  estableció,  entre  di- 
sensiones y  contiendas  intestinas,  las  primeras  divisiones  y  los 
primeros  exclusivismos,  hasta  que,  abrazando  las  familias  di- 
versas ramas,  conservando  sus  sirvientes  y  protegidos  y  for- 
mando cada  cual  la  unidad  político-social  á  que  tendían  con  el 
ascendiente  común  ó  heredero  primogénito  á  la  cabeza,  cons- 
truyeron lo  que  los  latinos  llamaron  gens^  é  informa  todavía  los 
primeros  rudimentos  del  estado  municipal.  La  reunión  de  mu- 
chas geníes  produjo  \ñ  fratría  griega  y  la  curia  romana,  las  cua- 
les tenían  sus  aranceles,  sus  curiados,  y  un  jefe  superior  deno- 
minado curian  ó/rairiarca,  el  cual  era  el  depositario  del  supremo 
poder.  Con  la  agrupación  natural  de  muchas  fratrias  ó  curias, 
se  instituyó  la  tribu  que,  según  Fustel  de  Coulanges,  debió  tener 
sus  asambleas,  expedir  decretos  y  mandatos  á  que  se  sometiesen 
todos  los  miembros,  erigir  tribunales  para  sostener  el  derecho 
de  justicia,  y  levantar  un  jefe  á  quien  se  llamó  Iribuno,  La  ciu- 
dad antigua  se  formó,  según  el  mismo  escritor,  por  la  alianza 
de  las  tribus,  ora  fuese  impuesta  por  conveniencias  recíprocas, 
ora  por  la  poderosa  voluntad  ó  la  enérgica  dominación  de  un 
caudillo.  Forzoso  es  suponer  que,  al  realizarse  esta  unión  es- 
pontánea y  natural,  la  ciudad  debió  constituirse  como  Estado, 
con  su  administración,  con  su  gobierno  y  con  su  justicia  sobe- 
rana. Por  virtud  de  las  confederaciones,  señoríos  patrimoniales 
y  Estados  regionales,  las  ciudades  antiguas  de  la  Edad  Media 
vinieron  á  convertirse  en  las  naciones  modernas,  las  cuales  tra- 
jeron sobre  la  sociedad  y  el  poder  civil  nuevas  exigencias,  in- 
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dispensableB,  ya  para  garantir  su  existencia  individual,  ya  para 
poder  realizar,  dentro'  de  si  mismos,  la  idea  de  la  actividad  del 
Estado,  ya  para  adquirir  libremente  la  facultad  de  obrar  y  mo- 
verse con  la  independencia  indispensable,  lo  que  constituye  el 
ejercicio  real  y  efectivo  del  poder,  sin  el  cual,  ni  la  famüia,  ni 
la  gens^  ni  la  cwria,  ni  la  tribu^  ni  la  ciudad  antigua,  ni  el  estado 
moderno  pudieron  existir  ni  ser  gobernados.  Tan  inherente  ee 
á  la  idea  del  poder  la  de  autoridad  y  fuerza,  que  aquél  sería 
imposible  si  tales  condiciones  le  faltasen.  No  hay,  pues,  necesi- 
dad de  buscar  en  arüñciosas  fórmulas  el  germen  del  poder: 
desde  el  origen  del  hombre,  desde  su  primera  tendencia  hacia 
la  sociabilidad,  y  desde  el  primer  movimiento  de  exclusivismo 
para  constituir  las  primeras  agrupaciones  civiles,  el  poder,  in* 
excusablemente,  se  origina  como  condición  indispensable  á  la 
existencia,  conservación  y  progreso  de  todo  organismo  social. 
A  través  de  la  incertidumbre  que  la  historia  ofrece  respecto 
de  la  Espafia  anterior  á  los  romanos,  la  inducción  lógica  que 
se  deriva  de  las  leyes  universales  sobre  que  se  basa  la  identidad 
moral  y  la  unidad  ingénita  de  la  especie,  inclina  á  deducir  que, 
entre  los  áb-arígenes,  la  organización  del  poder  en  las  razas,  fa- 
milias ó  tribus  que  poblaron  el  mediodía  y  oriente  de  la  Penín- 
sula, no  fué  esencialmente  distinta  de  la  organización  de  las 
del  norte.  Subsistiendo  el  gobierno  de  razas,  que  excluye  toda 
idea  de  unidad  del  poder,  y  tratándose  de  pueblos,  hasta  cierto 
punto  Ubres,  debió  existir  en  esta  época  gran  diversidad  de  es- 
tados en  embrión  y  de  gobiernos  de  hecho,  en  los  que  predo- 
minase la  influencia  de  los  principales  de  los  aplitnaies.  Durante 
la  dominación  romana  no  desapareció  enteramente  de  la  Penín- 
sula el  gobierno  embrionario  de  razas,  ni  la  diversidad  de  po- 
deres, como  consecuencia  natural  de  la  variedad  de  sociedades 
que  poblaban  el  país;  mas  cuando  la  guerra  civil  hubo  termi- 
nado, toda  Espafia  sufrió  importantes  transformaciones  en  su 
régimen  político.  Augusto,  al  fundar  el  imperio,  se  apoderó  de 
la  potestad  legislativa  y  acabó  con  la  libertad  del  pueblo  roma- 
no. Entonces  el  régimen  provincial  de  Espafia  se  modificó  esen- 
cialmente. Simbolizóse  el  poder  en  la  persona  del  Emperador, 


588  DEL  PODBIt  CIVIL  IN  KSPAÑ* 

que  ilimitadamente  lo  ejercía  por  medio  de  sus  delegados  en  las 
provincias.  £1  excesivo  poder  personal  que  Augusto  se  había 
arrogado,  condujo  á  la  anarquia  en  la  época  de  los  Césares,  y 
basta  Constantino  no  se  fundó  definitivamente  la  monarquía 
civil.  En  este  tiempo  fué  cuando  se  determinó  la  división  del 
gobierno  de  la  Península  en  seis  grandes  provincias,  pero  el 
poder  civil  funcionó  en  España  sujeto  á  las  restrictivas  prescrip- 
ciones de  todo  territorio  colonial.  Las  parcas  concesiones  que 
disfrutaron  algunas  locaUdades,  constituyeron  privilegios  más 
honoríficos  que  efectivos,  y  en  vano  se  buscaría  en  ellos  el  ca- 
rácter determinante  de  las  instituciones  propias.  Al  aceptar  la 
forma  hereditaria,  el  imperio  adquirió  consistencia,  con  lo  que 
pudo  dar  alguna  anchura  al  régimen  opresor  de  las  provincias 
lejanas;  sin  embargo,  hasta  el  fin  del  imperio  de  Occidente,  y 
hasta  que  en  medio  de  las  irrupciones  de  los  pueblos  septentrio- 
nales, vinieron  á  dominar  la  Península  las  razas  bárbaras,  y 
tras  largas  luchas  de  equilibrio  entre  sí  predominó  la  gótica 
sobre  todas  y  pudo  echar  los  fundamentos  de  un  estado  regu- 
lar, ni  España  tuvo  instituciones  propias,  ni  condiciones  parti- 
culares el  poder  civil  que  sobre  su  población  se  ejerció. 

Los  fundadores  del  primer  régimen  político  propio  que  se 
impuso  en  la  Península  fueron  los  godos,  los  cuales,  habiendo 
vivido  bajo  el  hierro  y  el  fuego,  establecieron  una  monarquía 
absoluta,  que  aunque  en  los  tiempos  pacíficos  que  se  subsiguie- 
ron tomó  un  carácter  enteramente  civil,  transpiró  desde  un 
principio  el  duro  carácter  de  la  severa  vida  miUtar  que  le  dio 
origen.  El  Cristianismo  y  la  conversión  de  Constantino  había 
aportado  al  seno  de  la  sociedad  romana  ese  lazo  moral  que 
tanto  influye  sobre  la  conciencia  del  hombre,  y  que  si  atribuyó 
al  poder  nuevos  caracteres,  también  inició  un  gran  hecho  en  la 
historia,  con  la  separación  del  poder  espiritual  y  temporal,  que, 
estableciendo  un  límite  á  las  monarquías,  elevó  el  carácter  ético 
de  los  pueblos.  Aquella  gran  fuerza  moral  contuvo  el  torrente 
de  fuerza  material  que  atraía  al  mundo  antiguo,  y  proclaman- 
do una  ley  superior  á  todas  las  resistencias  humanas  dio  una 
creencia  y  una  fe  para  la  salvación  de  la  humanidad.  El  peiio- 


GOTIGLUSIÓIf  589 

do  gótico,  objeto  al  presente  de  grandes  investigaciones,  fundió 
al  pueblo  espafiol  con  el  germano  en  el  molde  católico,  y  á  fines 
del  siglo  yi  sólo  eiástía  en  la  Península  una  nación  que  pro- 
fesaba un  mismo  culto,  que  se  gobernaba  por  unas  mismas  le- 
yes, que  hablaba  una  misma  lengua  y  practicaba  unas  mis- 
mas costumbres.  La  monarquía  goda  estableció  para  siempre 
en  España  el  poderoso  sentimiento  de  la  unidad,  que  la  Iglesia 
consagró  y  afirmó  el  pueblo.  Gomo  medio  de  realizar  la  fusión 
gótico-romana,  la  unidad  legislativa  se  produjo  entonces  bajo  el 
cetro  de  Alarico,  y  el  monarca,  representante  de  esta  unidad, 
desde  aquel  instante  resumió  en  su  dignidad  y  persona  todos 
los  poderes  del  Estado.  La  nobleza,  que  en  último  resultado  ya 
la  consagre  el  privilegio  de  la  cuna,  ya  los  influjos  de  la  gran 
propiedad,  ya  el  mérito,  ya  la  fuerza,  no  forma  en  toda  socie- 
dad sino  una  parte  de  los  individuos  de  mejor  derecho,  prestó  á 
aquella  monarquía,  con  quien  tenía  un  vínculo  común  en  el 
rango  de  la  procedencia  y  en  la  prez  de  la  victoria,  su  poderoso 
concurso,  con  lo  que  en  recompensa  entró  á  participar  del  ho- 
nor y  de  las  atribuciones  legislativas  de  las  primeras  asambleas 
góticas.  Por  su  contacto  con  la  ínfima  plebs^  el  clero,  que  había 
traído  con  la  religión  nueva  una  nueva  fuente  de  ideas  mora- 
les, que  así  en  lo  humano  como  en  lo  divino  abría  grandes  ho- 
rizontes de  esperanza  y  de  progreso  á  aquella  sociedad,  se  eri- 
gió, más  que  en  procurador,  en  jefe  natural  de  las  clases  inferio- 
res, como  defensor  de  los  intereses  del  pueblo,  con  cuyo  presti- 
gioso ascendiente,  desde  la  abjuración  de  Recaredo,  pudo  servir 
del  más  robusto  apoyo  al  poder  Beal.  Sólo  el  pueblo,  la  inge- 
nua é  ínfima  pkbs^  exenta  de  derechos, » aunque  no  de  deberes, 
no  constituyó,  por  su  condición  infeliz,  ningún  verdadero  coe- 
ficiente de  la  fuerza  político-social  ni  aun  como  número,  pues 
su  mismo  asentimiento  en  la  elección  del  monarca  y  en  los 
acuerdos  de  los  concilios,  jamás  pasó  de  una  fórmula  sin  reali- 
dad en  la  esfera  de  los  hechos.  Aquellas  asambleas,  de  origen 
esencialmente  germano,  aunque  algunos  han  tratado  de  demos- 
trar que  provenían  de  las  costumbres  de  algunas  de  las  razas 
hispánicas,  cuando  vegetaban  en  la  vida  senüsalvaje  de  la  tri- 
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ba,  bien  que  aparezcan  como  cuerpos  consultivos  del  monarca 
en  los  graves  asuntos  del  Estado,  sólo  fueron  asambleas  mix- 
tas, y  participaron  de  las  transformaciones  del  pueblo  godo, 
á  pesar  de  lo  que  es  imposible  negar  que  ejercieron  gran  poder 
é  influencia  moral  en  la  nación.  Todo  ello  fué  más  que  un  Es- 
tado constituido,  una  fecunda  tentativa  y  un  fértil  ensayo  ha- 
cia las  instituciones  que  engendran  un  poder  moderador  de  la 
autoridad  Real,  que  revistió  la  forma  de  la  monarquía  absoluta 
y  que  procuraba  robustecerse  con  el  influjo  que  la  prestaban  la 
nobleza  y  el  clero,  depositarios,  como  arbitros  de  la  conciencia 
y  jefes  de  la  milicia,  asi  de  la  fuerza  moral  como  de  la  material, 
y  aun  de  los  atributos  del  derecho  y  de  la  justicia,  por  lo  que 
imprimieron  á  aquel  sistema  monárquico  el  carácter  teocrático 
y  aristocrático  que  lo  individualiza. 

Derrumbado  el  imperio  godo  se  abrió  en  la  historia  nacional 
una  época  gloriosísima,  que  aunque  ha  sido  objeto  de  grandes, 
profundos  y  útiles  estudios,  todavía  prestará  por  mucho  tiem- 
po vasto  campo  á  la  investigación  de  los  eruditos  y  á  las  con- 
cepciones de  los  talentos  superiores.  Derrocó  la  invasión  sarra- 
cena la  naciente  moderna  nacionalidad  espafiola,  y  entre  los 
agrestes  riscos  de  las  Asturias,  hubieron  de  guarecerse  el  senti- 
miento religioso,  el  de  individualidad  é  independencia  y  el  mo- 
nárquico y  de  disciplina  para  luchar,  durante  ocho  siglos,  y 
reconstituir  la  sociedad  deshecha.  Necesario  era,  para  realizar 
la  completa  restauración  del  territorio  y  la  perfecta  emancipa- 
ción de  aquella  ominosa  servidumbre,  luchar  constantemente, 
estimular  á  los  débiles,  interesar  á  los  poderosos,  crear  intere- 
ses, recoger  el  auxilio  de  todos:  política  salvadora,  para  cuya 
ejecución  convenía,  no  sin  grandes  sacrificios,  multiplicar  los 
focos  de  acción  común.  Instintivamente  nació  de  las  exigencias 
de  esta  necesidad;  y  aunque  rompiendo  la  unidad  establecida 
bajo  el  imperio  gótico,  la  división  de  Estados,  es  decir,  la  mul- 
tiplicación de  centros,  de  donde,  con  sentimiento  unánime  de 
la  independencia,  aunque  con  elementos  varios,  á  tenor  de  los 
temperamentos  del  clima,  de  las  vecindades  auxiliares,  y  otras 
mil  circunstancias,  ya  permanentes,  ya  fortuitas,  saliese  en  mo- 
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vimientos  de  unánime  iniciativa  la  protesta  armada,  el  grito  de 
guerra,  el  combate  externo  de  aquel  inmenso  duelo  entre  la 
opresión  violenta  y  el  ansia  de  la  libertad.  De  aquellos  supre- 
mos esfuerzos,  la  historia  y  la  geografía  todavía  marcan  las  lu- 
minosas huellas  y  los  nombres  de  los  antiguos  reinos  y  provin- 
cias, que  aún  perseveran  en  nuestras  divisiones  territoriales,  á 
pesar  de  todas  las  combinaciones  de  la  estadística,  dan  claro 
testimonio  de  lo  que  fué  en  su  origen  la  explosión  del  patrio- 
tismo, que  simultáneamente  estalló  en  los  más  distantes  confí- 
nes de  la  Península.  Todos  estos  movimientos  se  sustanciaron 
en  gobiernos  monárquicos,  cuya  creación  ofrecen,  en  lo  esen- 
cial, bastantes  puntos  de  analogía.  Nació  en  Navarra  el  régi- 
men monárquico  á  la  par  que  en  Aragón;  pero  no  teniendo 
otro  contrapeso  que  el  poder  de  la  nobleza,  la  hizo  degenerar 
ésta  en  turbulenta  oligarquía,  para  entregarla  al  cabo,  tras  lar- 
gas y  seculares  vicisitudes^  impotente  y  desangrada  en  brazos 
del  Bey  católico.  Muy  distintos  caracteres,  en  su  organización 
social,  presentaban  las  provincias  Vascongadas,  pues  mientras 
Vizcaya  proclamaba  el  principio  hereditario,  Álava  establecía 
la  libertad  más  completa  para  elegir  señor;  y  Guipúzcoa,  teme- 
rosa de  ser  absorbida  por  la  fuerza,  renunció  su  independencia 
en  manos  de  un  monarca.  Desde  el  principio  de  su  rescate 
adoptó  Aragón  la  forma  monárquica,  y  á  la  grandeza  personal 
de  sus  Reyes  juntó  la  mayor  influencia  del  clero:  con  éste,  con 
la  nobleza  y  los  concejos,  se  formó  luego  en  el  siglo  xin  el  pac- 
to del  Privilegio  general,  que  constituyó  la  ley  fundamental  del 
reino,  defendida  por  el  Rey,  por  las  Cortes  y  por  el  justicia  ma- 
yor. En  Cataluña  nació  y  vivió  con  más  prestigio  la  autoridad 
Real,  pues  aunque  predominó  siempre  en  este  territorio  el  feu- 
dalismo, el  mismo  carácter  de  los  feudos  y  el  juramento  de  va- 
sallaje contenían  á  la  nobleza,  y  no  se  proclamó,  como  en  Ara- 
gón, el  derecho  de  insurrección  contra  el  poder  Real,  que  fué 
origen  de  tantos  disturbios.  Conquistada  por  Jaime  I  de  Ara- 
gón, encontró  Valencia  el  poder  civil  robustecido  y  apoyado  en 
la  ley,  y  la  organización  de  todos  los  elementos  sociales,  esta- 
bleciendo entre  ellas  cierto  equilibrio  armónico,  impidió  las  lu- 


592  DKL  POOBB  CIVIL  EN  ESPA5A 

chas,  siempre  en  acecho  para  adquirir  preponderancia.  En  Cas- 
tilla, base  de  la  resistencia  nacional,  la  monarquía,  adquiriendo 
bien  pronto  el  carácter  hereditario,  fué  el  símbolo  y  represen- 
tación del  poder  civil.  Sustituyéronse  los  antiguos  concilios  con 
las  Cortes  castellanas  que,  con  el  Rey,  compartieron  la  facultad 
legislatiya.  Todas  las  clases  sociales  tomaron  parte  en  la  gober- 
nación del  Estado,  y  aunque  las  necesidades  de  la  reconquista 
produjeron  hasta  el  siglo  zin  cierta  tendencia  federativa,  esta 
misma  tendencia  vino  á  constituir  la  unidad  del  Estado  y  del 
derecho,  como  base  firmísima  del  poder  público.  Nació  enton- 
ces la  amortización  al  lado  del  concejo  libre,  y  la  defensa  de  los 
respectivos  derechos  creó  á  los  legistas,  depositarios  de  la  cien- 
cia que  en  el  siglo  xm  había  salido  de  las  catedrales  para  refu- 
giarse en  las  universidades,  destacándose  de  aquella  época  la 
brillante  pléyade  de  ilustres  jurisconsultos  que  tanto  habían  de 
enaltecer  á  la  nación  que  les  había  dado  culto. 

A  pesar  de  tan  diversas  condiciones  como  se  distinguen  en 
los  diferentes  reinos  que  forman  la  España  de  la  Edad  Media, 
la  sucesión  perenne  de  la  historia  nos  revela,  en  hechos  de  pro- 
digioso alcance,  cómo  de  aquella  variedad  de  manifestaciones 
de  patetismo,  de  reorganización  y  de  poder,  había  de  derivar- 
se una  época  suprema  de  agrupación  y  de  unidad.  En  vano  in- 
tereses siempre  pequeños  ante  los  grandes  desenvolvimientos 
históricos,  por  contraerse  á  los  de  un  objeto  efímero,  á  los  de 
un  individuo  ó  á  los  de  una  familia,  se  levantaron  diversas  ve- 
ces para  obstruir  el  rumbo  de  los  destinos  providenciales.  Al 
mediar  el  siglo  xv,  apenas  podía  sospecharse  se  hallase  tan  cer- 
cana la  realización  de  un  suceso  supremo,  que  había  de  produ- 
cir, con  la  unidad  política,  la  unidad  del  poder  en  España.  El 
doloroso  espectáculo  que  había  ofrecido  la  minoridad  de  Enri- 
que m  estaba  muy  lejos  de  coadyuvar  á  que,  ni  por  los  senti- 
mientos más  perspicaces,  pudiera  formarse  semejante  conjetu- 
ra. Al  orgullo  y  avaricia  de  los  Príncipes,  se  unió  entonces  el 
poder  exuberante  y  la  provocadora  soberbia  de  la  nobleza,  la 
ambición  desapoderada  de  los  prelados  y  la  desamparada  debi- 
lidad del  estado  llano,  y  las  Cortes  de  Castilla,  tan  influyentes 
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basta  entonces,  habiendo  abdicado  por  su  venalidad  ó  por  sus 
condescendencias  de  su  poderoso  influjo,  marcaron  el  principio 
de  una  decadencia  inevitable.  Esta  deplorable  situación  conti- 
nuó durante  el  reinado  de  Juan  II.  La  monarquía  castellana  se 
convirtió  en  foco  de  conspiraciones  perpetuas ;  se  quebrantó  el 
prestigio  del  trono;  conmover  la  monarquía  fué  única  ocupa- 
ción de  la  nobleza,  la  cual,  juntamente  con  el  estado  llano,  per- 
dieron sensiblemente  mucha  de  su  preponderancia ,  por  haber 
abandonado  el  campo  legal  para  la  contienda.  El  reinado  de 
D.  Enrique  IV,  con  que  cerró  el  período  de  la  Edad  Media,  es 
de  ingrato  recuerdo  para  el  grave  ministerio  de  los  historiado- 
res españoles.  Le  caracterizan  todos  los  desórdenes  de  la  insu- 
rrección y  de  la  irreverencia.  En  Burgos  rebelóse  la  nobleza 
contra  el  Rey,  y  mientras  el  Santo  Padre  aíiigía  al  monarca  con 
humillantes  amonestaciones,  Ávila  presenciaba  escandalizada 
su  simbólico  destronamiento.  Provocóse  la  guerra  civil;  hicié- 
ronse  tan  solemnes,  como  vergonzosas  declaraciones,  acerca  de 
la  sucesión  Beal ,  y  fué  necesario ,  para  que  los  destinos  provi- 
denciales se  cumplieran,  y  hallai*a  España  por  término  de  tanta 
desventura  el  premio  de  su  insólita  perseverancia,  empleada  en 
ocho  siglos  de  luchas  de  emancipación,  que  en  el  horizonte  de 
la  esperanza  apareciera  uno  de  esos  nobles  caracteres ,  cuyos 
nombres  marca  la  historia  con  letras  de  oro  en  los  fastos  de  la 
humanidad:  tal  fué  la  admirable  reina  Doña  Isabel  I. 

Con  la  unión  conyugal  de  la  Reina  al  Príncipe  heredero  de 
Aragón,  todos  los  destinos  de  la  patria  española  íueron  ya  co- 
munes en  el  espacio  y  el  tiempo,  y  todos  afectaron,  ante  la  crí- 
tica de  la  historia,  una  misma  razón.  En  efecto,  el  inolvidable 
reinado  de  la  augusta  pareja  que  ceñía  á  sus  sienes  las  coronas 
de  Castilla  y  Aragón,  representa  en  España  la  más  grande  de 
sus  evoluciones  políticas,  la  transición  de  la  Edad  Media  á  los 
tiempos  modernos,  y  la  sustitución  de  la  idea  de  la  fuerza,  que 
simboliza  el  pasado,  por  la  idea  del  derecho,  que  presagió  el  por- 
venir. Todos  los  pensamientos  se  agrandaron  en  la  mente  na- 
cional; todos  los  sentimientos  se  ennoblecieron;  todas  las  fuerzas 
políticas  y  sociales  experimentaron  un  incremento  extraordina- 
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lio.  La  idea  local  fué  reemplazada  por  la  idea  general,  y  los  que 
antes  peleaban  sólo  por  la  gloria  de  vencer,  ó  por  el  interesado 
estímulo  de  la  ganancia  personal,  ya  en  honores  y  dignidades 
aristocráticas,  ya  en  propiedades  de  hacienda  y  poderlo,  traba- 
jando ahora  en  otra  esfera  más  amplia  y  por  otros  móviles  más 
dignos,  hubieron  de  buscar  en  lo  sucesivo  ol  robustecimiento 
del  poder  Beal,  que  era  el  símbolo  de  toda  la  nación,  y  facilitar 
el  progreso  de  los  intereses  morales  y  materiales,  que  ya  afec- 
taban al  conjunto  de  todos  los  cuerpos  sociales.  Consolidóse  en 
esta  nueva  etapa  el  principio  monárquico,  favoreciéndole  todas 
las  transformaciones  inherentes  á  las  nuevas  circunstancias 
porque  la  Península  atravesaba.  Desarrollóse  la  centralización 
política  y  social ;  se  engendró  el  espíritu  público ;  las  relaciones 
internacionales  tomaron  una  nueva  tendencia  de  carácter  per- 
manente, cuya  necesidad  hasta  entonces  no  se  había  sentido, 
porque  las  atenciones  de  la  reconquista  interior  no  daban  lu- 
gar á  pensar  en  los  intereses  de  otras  fronteras ;  agitáronse  las 
ideas;  las  ciencias,  las  letras  y  las  artes  se  propagaron  de  una 
manera  grandiosa  y  brillaron  en  espléndidas  manifestaciones, 
y  aplicándose  todos,  con  unánime  impulso ,  á  promover  el  bien 
general,  se  construyó  una  nación  próspera,  pacífica,  laboriosa, 
moral,  inteligente,  aceptando  por  base  de  su  existencia  y  por 
norte  de  sus  destinos ,  la  puntual  observancia  de  un  régimen 
legal,  cada  vez  más  benigno,  cada  día  más  perfecto.  No  se  lo- 
graron estas  maravillas  sin  ímprobo  esfuerzo  de  tesón  y  de  la- 
boriosidad. Para  moralizar  y  subordinar  á  la  nobleza,  necesita- 
ron los  Reyes  Católicos,  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  buscar  en 
las  Cortes,  bajo  el  amparo  del  estado  llano,  el  apoyo  indispen- 
sable para  atacar  sus  excesivos  privilegios;  revocáronse  las  an- 
teriores liberalidades;  los  rebeldes  fueron  tratados  con  justo 
rigor;  se  manifestó  más  preferencia  por  el  mérito  que  por  la 
cuna;  con  la  creación  de  las  milicias  de  las  hermandades  se  ga- 
rantizaron muchos  derechos  y  muchos  intereses,  y  del  conjunto 
armónico  de  los  de  todo  el  cuerpo  social,  se  derivó  el  punto  de 
apoyo  para  la  reorganización  completa  de  todo  el  poder  dvil^ 
que  después  de  la  empresa  de  Granada,  había  de  sustituir  en  la 
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nación  y  en  el  trono  á  la  preponderancia  del  antiguo  poder 
militar.  El  clero,  desempeñando  á  la  vez  los  oficios  del  sacerdote 
y  del  soldado,  habla  tomado  parte  en  las  discordias  civiles ,  y 
haciendo  prevalecer  sobre  sus  privilegios  espirituales  las  prerro- 
gativas generales  del  medio  social  y  político  en  que  vivía,  de 
acuerdo  con  la  Santa  Sede,  por  medio  de  los  concordatos,  fué 
compelido  por  el  poder  civil  á  reformar  sus  costumbres,  limitar 
sus  inmunidades  y  hacerse  dócil,  sumiso  y  obediente.  Privada 
la  nobleza  de  su  fuerza  militar  y  disminuida  la  que  tenían  las 
órdenes  militares,  vióse  obligada  la  aristocracia,  que  sobre 
estas  instituciones  se  fundaba,  á  girar  en  lo  sucesivo,  con 
importancia  secundaria ,  en  torno  al  sol  espléndido  del  tro* 
no,  no  esperando  en  adelante  el  aumento  desproporciona- 
do de  su  influjo  y  poderío,  de  los  azares  de  la  guerra,  de  la 
imposición  de  las  rebeldías  ni  de  los  despilfarres  de  la  libera- 
lidad: su  último  baluarte  lo  perdió  cuando  los  Reyes  Católicos, 
abriendo  al  £stado  llano  los  senderos  de  la  capacidad  y  del 
mérito,  postergaron  á  los  pies  de  la  inteligencia  triunfante,  los 
soberbios  fueros  que  hasta  entonces  habían  inspirada  los  privi- 
legios de  la  cuna.  Las  Cortes  de  Madrigal  y  de  Toledo  aun  nos 
proporcionan  el  testimonio  elocuente  del  sistema  seguido  por 
los  Beyes  Católicos,  los  cuales,  si  consintieron  á  los  reinos  de 
Aragón,  Valencia,  Cataluña  y  Navarra  conservar  sus  antiguas 
franquicias  y  libertades  en  su  régimen  y  gobierno  particular, 
no  toleraron  que  en  aquellos  importantes  territorios  fuera  de 
todo  punto  desconocida  la  autoridad  Real,  y  los  virreyes,  repre- 
sentación delegada  del  monarca ,  llevaron  á  los  últimos  límites 
de  los  dominios  españoles,  la  idea  de  la  unidad  de  un  poder  in- 
cuestionable, fuerte  y  absoluto.  Las  mismas  profundas  modifi- 
caciones se  llevaron  á  toda  la  administración  civil,  dictando  un 
cuerpo  entero  de  nuevas  leyes  ú  originales  ó  reformadas,  que 
sirvieran  de  sólido  cimiento  al  público  poder.  Si  entre  estas  re- 
formas, que  entonces  se  estimaron  tan  providentes  como  justas, 
se  hallan  algunas  que  la  crítica  posterior  ha  juzgado  con  dure- 
za, sin  analizar  punto  por  punto  el  estado  político  social  en 
que  nacieron,  tales  como  la  creación  del  Tribunal  del  Santo 
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Oficio  7  la  expulsión  de  los  judíos,  ni  el  historiador  ni  el  jurista 
pueden  hacerse  cómplices  de  indoctas  filosofias  y  de  ridículos 
sentimentalismos,  pues  con  el  severo  espíritu  que  informa  la 
verdad  de  la  historia,  la  justicia  en  la  legislación,  hay  que 
transportar  el  ánimo  á  aquella  época  de  mal  concluidas  luchas 
de  ocho  siglos,  en  que  la  resolución  de  todos  los  problemas  de 
la  unidad  del  territorio,  de  la  unidad  de  la  monarquía  y  de  la 
misma  unidad  moral  que  reclamaba  el  nuevo  orden  social  y 
político  que  surgía  de  aquellos  sucesos,  imponía  las  más  duras 
exigencias  hacia  los  derechos  que  reclamaba  una  fe  religiosa, 
que  llenando  todos  los  corazones  y  que  habiendo  sido  durante 
tanto  tiempo  bandera  de  emancipación,  había  de  tender  nece- 
sariamente á  los  exclusivismos  de  la  victoria.  Si  estas  institu- 
ciones, tan  impugnadas  trescientos  años  después  de  su  funda- 
ción, debieron  considerarse  en  aquellos  tiempos  acertadas  y 
provechosas,  basta  á  comprobarlo  lo  populares  y  aplaudidas 
que  fueron,  habiendo  de  hecho  obtenido  la  sanción  unánime 
del  consentimiento  nacional. 

La  solidez  que  dieron  al  poder  público  los  Beyes  Católicos, 
pudo  resistir  la  debilidad  de  la  primera  regencia  de  D.  Fernan- 
do el  Católico,  y  el  fugaz  pero  desventurado  reinado  de  Felipe  I 
de  Castilla,  cuyos  desaciertos  ofendieron  el  sentimiento  público, 
dividiendo  nuevamente  á  los  pueblos  y  á  la  nobleza  en  parcia- 
lidades y  bandos.  La  vigorosa  iniciativa  del  gran  cardenal  Cis- 
neros,  alma  de  toda  la  política  de  Isabel  la  Católica,  vigorizó  la 
segunda  regencia  del  Rey  consorte,  durante  la  que  definitiva- 
mente se  incorporó  á  la  de  Castilla  la  Corona  de  Navarra.  Con 
la  muerte  de  Fernando  V,  vino  á  parar  el  poder  á  manos  del 
esclarecido  cardenal,  el  cual,  no  teniendo  motivos  para  cambiar, 
durante  su  regencia,  aquella  política  de  que  bajo  el  cetro  de  la 
Reina  había  sido  principal  sino  único  inspirador,  no  hizo  sino 
reproducir  fielmente,  desde  23  de  Enero  de  1516  á  8  de  Noviem- 
bre de  1517,  las  próvidas  determinaciones  que  comenzaron  á 
ensayarse  en  1474,  se  acentuaron  en  1492  y  llegaron  á  la  ple- 
nitud de  su  brillo  en  1503.  Cisneros  consiguió  fortificar  la  auto- 
ridad Real  y  favorecer  al  pueblo  en  contra  de  aquella  nobleza 
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que  pretendía  eternizar  las  pretensiones,  abusos  é  iniquidades 
de  la  Edad  Media:  de  modo  que  tuvo  la  complacencia  de  entre- 
gar á  la  dinastía  de  la  Casa  de  Austria,  con  la  integridad  de  la 
unidad  española,  una  nación  bien  constituida,  un  poder  fuerte 
y  vigoroso,  una  administración  reformada  y  moralizada,  una 
justicia  temida  por  todos,  el  sentimiento  nacional  y  católico  in- 
filtrado en  todos  los  espíritus,  todas  las  manifestaciones  patrias 
enlazadas  al  poder  público,  y  por  último,  la  paz  y  la  prosperi- 
dad difundiendo  sus  beneficios  por  todos  los  Estados  de  la  Pe- 
nínsula. La  regencia  de  Cisneros  no  fué  más  que  una  breve  pro- 
secución del  anterior  reinado,  no  ofreciendo  la  menor  diferencia 
que  le  distinga,  en  cuanto  á  los  caracteres  del  poder  civil,  de 
los  que  fueron  comunes  á  aquella  época  tan  memorable  en 
nuestra  historia. 

Al  llegar  la  sociedad  española  á  la  vida  moderna,  con  nueva 
savia,  con  grandes  y  poderosos  elementos^  y  con  ansia  de  so- 
siego  y  bienestar,  se  hacía  necesario  completar  y  consolidar  las 
transformaciones  llevadas  á  cabo  por  el  espíritu  eminentemen- 
te progresivo  de  Isabel  I,  en  la  condición  social  y  política  de 
la  monarqm'a  española.  No  contribuyeron  ciertamente  los  su- 
cesos á  su  ejecución.  La  Providencia  había  negado  á  los  deseos 
nacionales,  la  realización  de  las  esperanzas  que  había  puesto 
en  el  adorado  príncipe  D.  Juan.  Ni  aun  siquiera,  al  arrebatar 
la  vida  al  único  hijo  varón  de  aquellos  reyes  tan  admirables, 
quiso  conceder  á  los  cálculos  políticos  que  acerca  de  la  completa 
unidad  de  la  Península  éstos  acariciaron,  que  en  la  sucesión  de 
su  nieto  el  príncipe  D.  Miguel  de  Portugal,  se  convirtieran  en 
hechos  victoriosos,  los  nobles  pensamientos  que  dirigieron  con 
el  casamiento  de  su  primogénita  Doña  Isabel  hacia  la  fusión  de 
los  dos  Estados  peninsulares,  que  hubieran  encerrado  en  una 
acción  común  los  magníficos  destinos  de  esta  hermosa  región.  El 
mismo  brazo  vivo  que  quedó  por  único  heredero  de  los  dere- 
chos de  la  Corona,  adolecía  de  la  incapacidad  notoria  que  en- 
tregó la  suerte  del  trono  heredado  al  régimen  incierto  de  un 
pensamiento  extraño  á  las  tradiciones  y  á  los  intereses  de  la  pa- 
tria. Tal  vez  éstos  se  habrían  salvado^  si  la  infeliz  Doña  Juana 


n 


598  DEL  POOn  GlVtL  BK  ESPAÑA 

hubiera  sido  menos  mujer  y  más  Reina;  pero  aquella  naturale- 
sa  no  era  más  que  un  conjunto  de  corazón  y  de  imaginación^ 
en  la  cual  el  primero  causó  los  estragos  de  todas  las  pasiones, 
sublimes  para  la  leyenda  porque  fueron  grandes,  deplorables 
para  la  historia  porque  no  estuvieron  á  la  altura  de  su  cometi- 
do. El  corazón  y  la  imaginación  de  Doña  Juana  la  privaron  de 
las  condiciones  inteligentes,  déla  aptitud  activa  para  el  mando, 
y  estrechándola  en  la  reducida  cárcel  de  las  disensiones  domes* 
ticas,  devorada  por  celos  insaciables,  comida  por  sus  propios 
pensamientos,  ni  llegó  jamás  al  conocimiento  de  la  alta  gober- 
nación para  que  estaba  destinada,  ni  supo  más  que  delegar  en 
su  marido  una  corona  y  un  poder,  que  no  ocupando  su  pensa- 
miento eran,  ante  el  volcán  de  sus  pasiones  en  que  se  recon- 
centraba toda  su  vida,  objetos  miserables,  indignos  hasta  de  su 
desprecio. 

La  breve  vida  de  Felipe  el  Hermoso  no  le  dio  tiempo  para 
meditar,  estudiar  y  comprender  los  intereses,  por  la  incapacidad 
de  su  esposa,  puestos  bajo  su  salvaguardia.  Ningún  problema, 
de  los  que  tenia  planteados  la  sociedad  política  española,  le  era 
conocido.  Educado  en  regiones  á  las  que  por  aquel  tiempo  se* 
paraban  de  España  abismos  de  distancia,  obstáculos  de  comu- 
nicación, diferencias  de  raza,  de  costumbres,  de  idioma,  vasta- 
go segundogénito  de  una  familia  augusta,  en  quien  nunca  cupo 
el  pensamiento  del  trono,  joven  por  la  edad,  distraído  por  los 
placeres,  embargado  por  las  inquietudes  de  la  juventud,  al  re- 
coger la  inesperada  herencia  de  los  Reyes  Católicos,  vino  á  Es- 
paña sin  ningún  afecto  y  sin  ningún  pensamiento  patrio,  sin 
hábitos  de  orden,  sin  ideas  de  administración.  La  carencia  de 
aptitudes  personales  le  obligaron  á  abdicar,  desde  un  princi- 
pio, en  consejeros  extraños,  que  traían  á  España  preocupacio- 
nes hostiles  tan  perjudiciales  como  la  misma  sordidez  de  sus 
codicias  particulares,  y  algunos  cuantos  favoritos  españoles,  no 
escogidos  entre  las  personas  preeminentes,  que  por  su  posición 
circuían  por  aquel  tiempo  al  trono,  sino  entre  el  escaso  número 
de  los  intrigantes  lisonjeros,  que  adelantándose  á  las  circuns- 
tancias buscáronle  fuera  de  España,  rodeáronle  de  aduladonesi 
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y,  fiugiéudole  interés,  le  transBgoraron  en  consejos  de  oondoc* 
ta,  los  pensamientos  fonnados  por  los  cálenlos  de  la  ambición. 
De  aquí  nacieron  multitud  de  sucesos,  desgraciados  todos  para 
España,  y  que  desde  el  primw  momento  conspiraron  á  conte- 
ner el  poderoso  impulso  impreso  por  los  Reyes  Católicos  á  la 
reorganización  civil,  al  progreso  y  ¿  la  prosperidad  de  la  na- 
ción. No  tuvieron  otro  origen  que  estas  intrigas  las  agrias  di* 
sensiones  entre  Femando  V  y  el  Archiduque;  acaso  los  sinsabo- 
res domésticos  que  de  aquí  nacieron,  agravaron  las  mismas  do- 
lencias  de  la  Reina  loca;  pero  de  cualquier  modo,  fueron  causa 
de  que  el  nuevo  vastago  que  había  de  ocupar  el  trono,  no  en  d 
corazón  de  España  al  calor  de  sus  sentimientos  y  al  fuego  de 
sus  aspiraciones  se  educara,  sino  entre  maestros  extranjeros  é 
imponiéndose  antes  de  otros  intereses  que  le  reclamarían  ¿  otra 
Corona,  la  del  imperio,  que  de  los  intereses  que  constituían  su 
primera  y  más  directa  herencia  patrimonial.  Trajo,  pues,  á  Es- 
paña Carlos  I,  cuando  le  tocó  compartir  el  cetro  con  la  Reina 
su  madre,  además  de  la  juventud  más  inexperta,  el  mismo  cor- 
tejo de  consejeros  extraños,  los  cuales,  imbuidos  de  ideas  erró- 
neas acerca  del  espíritu  de  libertad,  ingénito  en  el  pueblo,  que  al 
nieto  d^  Emperador  Maximiliano  alcanzaba  regir,  se  propusie- 
ron cortar  simultáneamente  todos  los  atrevimientos  sociales 
que  pudieran  poner  en  aprieto  la  autoridad  del  Rey.  Ya  el  esta- 
do llano  había  saludado  su  advenimiento  á  la  Corona  con  un 
acto  de  insurrección:  el  movimiento  de  los  populares  de  Casti- 
lla vencidos  en  Villalar.  Tomó  la  nobleza  partido  por  el  Rey  en 
esta  cuestión,  pero  quedó  la  duda  de  si  aquel  movimiento  fué 
impulsado  únicamente  por  los  deberes  de  la  lealtad,  ó  estimu- 
lado por  cálculos  de  su  particular  interés.  La  anécdota  históri- 
ca refiere,  que  el  condestable  de  Castilla,  una  de  las  primeras 
dignidades  del  reino,  más  poderosa  por  la  noble  casa  en  quien 
radicaba,  habiendo  tenido  con  el  Rey  en  Toledo  un  altercado, 
en  que  Carlos  I  llegó  á  amenazarle  de  arrojarle  por  una  venta- 
na, el  procer  español  le  contestó:  c  Atreveos,  que  aunque  peque- 
>ño  veréis  si  peso.»  El  duque  de  Rivas,  en  su  Romancero ^  ha  ca- 
nonizado la  noble  entereza  del  conde  de  Benavente  al  negar  su 
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obediencia  á  Carlos  V,  que  le  ordeuaba  alojar  en  su  palacio  al 
daque  de  Borbón,  un  magnate  francés  traidor  á  su  patria;  y  en 
otro  lugar  hemos  referido,  el  soberbio  proselitismo  de  la  noble- 
za que  desamparó  al  Bey  y  abandonó  su  presencia  en  las  Cor- 
tee, cuando  el  duque  del  Infantado,  por  cierto  desacato,  fué 
mandado  recluir  en  su  propio  domicUio  por  orden  de  Carlos  V. 
Estos  actos  de  insubordinación  en  la  nobleza,  no  menos  graves 
á  la  situación  del  nuevo  monarca  que  las  protestas  tumultuo- 
sas de  la  plebe  de  Segovia  y  VaUadolid  y  que  el  levantamiento 
de  las  comunidades  de  Castilla  y  de  las  germanías  de  Valencia, 
acusaban  que  el  estado  armónico  que  por  los  Eeyes  Católicos 
se  había  tratado  de  establecer  entre  todas  las  clases  de  la  socie- 
dad, para  echar  los  fundamentos  al  noble  edificio  de  la  pre- 
ponderancia del  poder  civil,  había  sufrido  fuertes  quebranta* 
mientes  desde  la  muerte  de  la  Reina  Doña  Isabel,  por  no  ha- 
llarse desgraciadamente  todavía  bastante  consolidado.  Ninguna 
clase  se  limitaba  resignada  á  la  esfera  de  acción  que  se  habla 
marcado  á  su  desenvolvimiento;  la  nobleza,  recordando  su  an- 
tigua preponderancia,  sostenía  luchas  de  orgullo  con  la  misma 
Corona;  el  estado  llano,  conspiraba  contra  la  totalidad  de  las 
instituciones.  Las  Cortes,  en  la  mera  función  del  otorgamiento 
de  los  subsidios,  disputaban  al  trono  los  medios  de  desempeñar 
los  cargos  de  la  Corona.  En  semejante  estado,  la  autoridad  Real, 
retada  á  tan  gran  contienda,  tenía  que  optar  por  uno  de  tres 
medios  para  resolver  tan  graves  compromisos:  ó  condescender, 
empequeñeciéndose,  quedando  al  arbitrio  de  los  sucesos,  tal  vez 
renovando  los  irreverentes  tiempos  de  Enrique  IV;  ú  obtempe- 
rar con  todo,  estableciendo  cierto  prudente  sistema  de  equilibrio 
que,  si  al  principio  hubiera  podido  no  irritar  las  pasiones,  al 
cabo  habría  terminado  por  descontentar  á  todos,  con  lo  que  sólo 
se  hubiera  conseguido  dilatar  los  •conflictos;  ó  adoptar  una  con- 
ducta de  energía  capaz  de  imponerse  á  todos,  moderando  por 
la  violencia  las  pretensiones  de  cada  cual.  Este  último  arbitrio 
fué,  en  efecto,  el  que  encontró  mejor  acogida  en  el  ánimo  de 
Carlos  V.  No  obstante,  huyendo  de  las  violencias,  se  refugió  en 
el  baluarte  de  las  reformas,  é  ingiriendo  paulatinamente  un 
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naevo  régimen  político^  que  de  todo  punto  abolió  el  tradicional 
de  España,  modificado  por  lo3  Reyes  Católicos,  consiguió  la 
victoria  apetecida,  dejando  para  mucho  tiempo  establecido  un 
nuevo  absolutismo,  como  jamás  había  registrado  la  historia. 

Los  pensamientos  extranjeros  que  traía  Carlos  V  á  España 
y  las  prevenciones  suscitadas  contra  el  espíritu  levantisco  de  la 
nación,  le  persuadieron  á  actos  de  exterior  magnificencia,  que 
colocaba  su  persona  á  aquella  altura  en  que  la  sumisión  no 
puede  tener  otra  forma  que  la  del  vasallaje.  Fué  el  primer  mo- 
narca que  se  hizo  dar  título  de  majestad.  Reuniendo  en  su  ca- 
beza^ con  la  de  España,  la  diadema  del  imperio,  se  hizo  ungir  y 
coronar  por  manos  del  Pontífice,  y  queriéndose  manifestar  jefe 
supremO;  no  de  la  nobleza  de  España,  sino  de  la  aristocracia 
más  encumbrada  de  toda  Europa,  al  congregar  en  Barcelona  el 
capítulo  del  Toisón  de  oro,  trajo  á  la  Península,  á  rendirle  pú- 
blico pleito  homenaje,  los  príncipes  más  poderosos  del  conti- 
nente, entre  los  cuales  no  solamente  se  hallaban  los  heráldicos 
magnates  del  antiguo  ducado  de  Borgoña,  sino  los  represen- 
tantes de  las  primeras  casas  de  Alemania,  como  el  elector  de 
Brandeburgo,  que  después  de  haber  reinado  posteriormente  en 
Prusia,  ciñe  hoy  la  misma  corona  imperial  germánica;  y  los 
más  insignes  potentados  de  Italia,  como  el  duque  de  Sabo- 
ya,  en  cuya  descendencia  también  el  tiempo  ha  realizado  la 
asegurada  aspiración  que  á  su  independencia  acariciaba,  desde 
los  medios  tiempos,  aquella  hermosa  Península  mediterránea. 
Por  estos  hechos  no  quedaba  ya  relegado  el  Rey  á  un  mero 
primo  ó  pariente  de  los  grandes  de  Castilla,  elevado  sobre  ellos 
por  un  solo  grado  más  de  gerarquía  ó  de  dignidad.  Carlos  V 
colocaba  su  persona  á  una  altura  y  á  una  distancia  inmensa 
del  resto  de  la  aristocracia  castellana,  estableciendo  la  dignidad 
Real  en  tal  rango,  que  ya  no  podían  caber  dudas  ni  cuestiones 
sobre  la  distinción  de  su  superioridad.  Dueño  de  los  destinos 
de  Europa,  paladín  de  la  enseña  del  catoUcismo,  cuando  la  re- 
belión de  la  herejía  trajeron  contra  la  Iglesia,  no  nuevas  hor- 
das salvajes  como  las  que  del  extremo  Oriente  y  las  del  seno 
de  la  Mauritania  cayeron  sobre  España  y  el  mediodía  de  Eu- 
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ropa  á  la  irrupción  de  los  árabes,  sino  pueblos  cristianos,  que 
en  sus  manos  levantaban  las  banderas  del  progreso,  de  la  liber* 
tad  y  de  la  civilización,  ungidos  por  la  misma  mano  del  Pontí- 
fice como  privilegiado  por  el  dedo  de  Dios  en  Boma,  como  en 
la  Iglesia  de  España  impuso  la  autoridad  de  su  poder  tempo- 
ral en  lo  esencialmente  temporal  y  político,  consiguiendo  de 
esta  manera  uncir  á  su  carro,  para  la  organización  de  su  poder 
en  la  Península,  el  influjo  de  la  Iglesia  y  del  clero,  tan  prepo- 
tente en  aquel  tiempo  y  en  aquella  sociedad.  Después  de  la  de  - 
rrota  de  Villalar,  sólo  podía  temer  del  estado  llano  su  fácil  in- 
teligencia para  perpetuar  los  disturbios  con  la  nobleza  de  aquel 
modo  avasallada  y  con  el  clero  de  esta  manera  sometido,  por 
medio  de  su  fusión,  en  el  cuerpo  representativo  del  Estado. 
Fué  preciso  dar  un  golpe  decisivo,  y  entonces  cometió  el  acto 
más  importante  para  la  bistoria  del  poder  civil  en  España  en 
el  siglo  XVI,  es  decir,  lo  que  podría  llamarse  en  el  nuevo  len- 
guaje técnico  de  la  ciencia  política  moderna,  su  golpe  de  Esta- 
do contra  la  Constitución  fundamental,  representativa  de  la  na- 
ción por  medio  de  sus  Cortes.  Bastóle  para  esto  el  mandato  de 
disolución  dictado  el  1.^  de  Febrero  de  1639  contra  las  de  To- 
ledo. Desde  aquel  momento  el  clero  y  la  nobleza  fueron  despo- 
jados de  sus  derechos  tradicionales  para  elegir  diputaciones  pri- 
vativas de  sus  respectivos  Estados ,  con  representación  en  las 
asambleas  nacionales.  Este  derecho  quedó  limitado  al  de  las  diez 
y  ocho  ciudades  que  de  antiguo  le  poseían,  es  decir,  Burgos, 
Soria,  Segovia,  Ávila  y  Valladolid,  por  la  vieja  Castilla;  León, 
Toro ,  Zamora  y  Salamanca,  por  el  extinto  reino  de  León ;  por 
Castilla  la  Nueva,  Toledo,  Guadalajara,  Madrid  y  Cuenca ;  y 
Sevilla,  Jaén,  Córdoba,  Murcia  y  Granada,  por  Andalucía.  Fi- 
nalmente, como  desde  1520  se  había  determinado,  Asturias, 
Galicia  y  Extremadura  se  contaron  por  otra  sola  ciudad  llama- 
da Vocal.  Aunque  aparentemente,  esta  transformación  venía  á 
ennoblecer  el  tercer  estado  ó  estado  llano;  pero  ni  este  mismo  es- 
tado, ni  las  Cortes  mismas,  quedaron  ya  como  coeficientes  de 
primer  grado  en  el  régimen  político  de  España.  El  sistema  de 
venalidad  que  hacía  excesivamente  condescendientes  á  los  pro- 
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curadores  con  el  poder  Real  desde  may  antiguos  tiempos ,  ex- 
tremóse desde  entonces,  á  pesar  de  la  dura  enseñanza  que  en 
Córdoba,  Sevilla  y  Toro,  y  sobre  todo  en  Segovia,  habían  dado 
estas  ciudades  á  sus  representantes  en  1520.  Introducido  el  in- 
terés y  la  codicia  personal  entre  la  severa  investidura  del  pro- 
curador y  los  intereses  particulares,  el  sistema  llegó  á  la  última 
degradación,  careciendo  desde  aquel  punto  de  toda  autoridad. 
Pero  como  si  esto  no  fuera  bastante  para  contrapesar  el  influjo 
de  la  institución  representativa  dentro  del  nuevo  régimen  esta- 
blecido, Carlos  y  fundó  una  multitud  de  consejos,  entre  los  que 
distribuyó  la  inteligencia  y  las  atenciones  de  los  asuntos  más 
culminantes  del  Estado.  Ni  la  importancia,  ni  la  transcendencia 
de  estas  nuevas  instituciones ,  fué  entonces  por  nadie  compren- 
dida; antes  bien ,  nombrados  para  formarlas  los  prelados  y  los 
grandes,  muy  á  gusto  suyo,  tuvieron  ocasión  de  consolarse,  co- 
mo individuos,  de  la  pérdida  de  los  privilegios  que  antes  habían 
disfrutado  en  las  Cortes  como  clases.  El  tiempo,  sin  embargo, 
demostró  al  vivo  la  tendencia  absolutista  de  aquellas  reformas, 
y  razón  han  tenido  los  escritores  extranjeros  que,  analizando 
estas  instituciones  en  su  origen  y  en  su  fin ,  han  consignado 
que  en  ellas  se  preconizaba  por  Carlos  V  el  principio  del  poder 
despótico,  que  ejerció  con  tal  rigidez ,  que  á  nadie  mejor  que  á 
él  convendría  haber  atribuido  la  frase  que,  siglo  y  medio  des- 
pués, se  adjudicó  á  Luis  XIV  de  Francia,  cuando  se  le  hizo  de- 
cir :  «  El  Estado  soy  yo. »  Ante  esta  evolución  tan  grande  en  la 
esfera  de  las  ideas,  y  esta  transformación  tan  determinante  en 
la  de  los  hechos,  ¿qué  papel  desempeñarán  las  reformas  infe- 
riores? Cuando  organizando  Carlos  Y  la  aristocracia  limitó  á 
quince  únicamente  las  casas  de  los  grandes,  definió  la  situación 
respectiva  de  cada  una  de  las  categorías  de  la  nobleza,  y  esta- 
bleció la  graduación  jerárquica  que  después  ha  conservado 
hasta  casi  los  umbrales  de  nuestra  edad ;  esta  reforma ,  que  no 
era  sino  un  acto  de  los  en  que  so  proponía  limitar  y  contener 
la  importancia  y  la  acción  de  aquella  clase,  no  afectaba,  ni  con 
mucho,  al  deterioro  en  su  influencia,  verificado  con  su  pros- 
cripción política  del  cuerpo  representativo  de  la  nación.  El  in- 
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flujo  de  la  nobleza,  como  clase,  decreció  tanto ,  que  Felipe  11, 
comprendiendo  después  que  ésta  era  una  de  las  columnas  en 
que  se  apoyaba  el  edificio  del  poder  político  y  civil  que  él  re- 
presentaba, procuró  dignificarla  de  nuevo,  llamándola  á  ejercer 
un  papel  activo,  no  sólo  en  los  consejos  y  en  los  oficios  domés- 
ticos palatinos,  sino  en  los  virreinatos  y  altos  gobiernos  de  Es- 
tado, en  el  mando  supremo  de  los  ejércitos  y  escuadras  y  en  la 
alta  representación  de  la  persona  Real,  en  las  embajadas  ^  á  los 
Beyes  extranjeros.  Pero  Carlos  V  se  vio  obligado  ¿  establecer 
los  rígidos  principios  del  nuevo  sistema ,  y  que  extremar ,  por 
lo  tanto,  sns  determinaciones,  al  paso  que  Felipe  11,  hallando 
las  nuevas  instituciones  consolidadas,  sólo  debió  dulcificarlas 
para  conservarlas.  Después  de  los  Beyes  Católicos,  las  tres 
grandes  etapas  que  se  destacan  del  cuadro  general  de  la  histo- 
ria en  el  desenvolvimiento  del  poder  civil  en  España ,  tienen 
que  reconocer  por  bases  determinantes:  primero,  las  reformas 
fundamentales  de  Carlos  V;  segundo,  la  nueva  situación,  no 
menos  reformista,  que  estableció  el  primero  de  los  Príncipes  de 
la  casa  de  Borbón,  y  finalmente,  la  revolución  profunda  que  en 
el  derecho  practicaron  las  Cortes  de  Cádiz  en  1812,  procurando 
abolir  las  modificaciones  introducidas  por  las  dos  dinastías  ex- 
tranjeras á  su  advenimiento  á  España,  y  concordar  las  nuevas, 
según  la  mente  de  aquellos  legisladores ,  con  lo  que  se  ha  con- 
venido en  llamar  las  libertades  políticas  que  forman  la  consti- 
tución interna  del  país,  por  derivarse  de  los  principios  tradicio- 
nales de  la  antigua  monarquía  española,  conforme  asentaron 
en  tiempos  posteriores  tres  grandes  estadistas,  que  á  la  vez  han 
sido  tres  grandes  jurisconsultos :  D.  Luis  González  Brabo,  Don 
Antonio  de  los  Bíos  y  Bosas  y  D.  Antonio  Cánovas  del  Cas- 
tillo. 

Mal  pudieron  llevarse  á  efecto  reformas  tan  transcendentales 
en  la  organización  del  poder  civil  en  España,  al  comenzar  el  si- 
glo XVI,  sin  que  concurriesen  circunstancias  especiales  que  las 
tolerasen  sin  sentirlo.  Basábanse  éstas :  primero,  en  las  condi- 
clones  personales  del  monarca,  no  sólo  engrandecido  de  la  ma- 
nera que  hemos  relatado  con  el  gran  prestigio  de  su  autoridad 
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en  Europa,  sino  por  la  aureola  de  glorias  militares  y  aun  polí- 
ticas de  que  ciñó  su  nombre  en  las  diversas  empresas  que  aco- 
metió para  sujetar  á  Italia,  contener  á  Francia,  paralizar  en 
Alemania  el  curso  de  la  reforma,  amenguar  la  gloria  del  otoma- 
no en  Oriente,  asegurar  el  comercio  del  Mediterráneo  por  sus 
conquistas  en  África,  y  ofrecer  á  la  civilización  y  al  porvenir, 
por  medio  de  las  espadas  de  Hernán  Cortés  y  Francisco  Pizarro, 
las  épicas  conquistas  del  Nuevo  Mundo.  Todo  completó  é  hizo 
más  grande  la  noble  figura  del  Emperador  Rey.  Si  la  abdica- 
ción de  sus  Coronas  fué  magnánima,  su  retirada  á  Yuste  formó 
la  última  leyenda  de  su  grandeza.  Dícese  que  su  determinación 
fué  sugerida  á  la  primera  contrariedad  de  la  fortuna.  Gran 
muestra  de  prudencia  y  exquisito  tacto,  de  templanza  y  abne- 
gación, fué  sin  duda  saber  á  tiempo  desposeerse  de  su  poder 
antes  de  que  los  reveses  de  la  suerte  vinieran  á  destruir  el  edifi- 
cio de  honor  levantado  á  fuerza  de  tantas  hazañas.  Motéjasele, 
además,  de  que  abandonó  el  difícil  campo  de  la  lucha  sangrien- 
ta, dejando  sin  resolver  ninguno  de  los  grandes  problemas  de 
su  tiempo.  Tampoco  el  historiador  y  el  filósofo  imparciales  en- 
contrarán razón  en  esta  crítica.  Los  grandes  problemas  que 
afectan  á  toda  la  humanidad,  jamás  han  sido  resueltos  por  la 
voluntad  de  un  solo  hombre.  Para  el  honor  perpetuo  de  los 
nombres  inmortales,  basta  al  éxito  de  las  empresas  colosales, 
haber  tomado  en  ellas  una  poderosa  iniciativa.  Colón  solo  des- 
cubrió las  primeras  islas  y  tierras  de  un  continente,  cuya  ex- 
tensión é  importancia  al  morir  desconocía:  no  por  esto  es 
menos  legítima  la  gloria  de  la  heroica  empresa  que  llevó  á  cabo. 
También  algunos  escritores  modernos  han  atribuido  á  Carlos  V 
el  severo  cargo  de  que,  habiendo  distraído  las  fuerzas  de  la  na- 
ción en  empresas  exteriores,  dejó  á  España  empobrecida,  de- 
sangrada y  empeñada  en  largos  compromisos  para  el  porvenir. 
Hay  cierta  iniquidad  en  estos  cargos;  porque  ó  hay  que  decla- 
rar paladinamente  que  la  extensión  de  influjo,  el  incremento  de 
fuerzas  morales,  el  conjunto  de  adelantos  científicos ,  la  dilata- 
ción de  una  fama  gloriosa,  todas  las  ventajas,  en  fin ,  que  con- 
seguimos en  virtud  de  las  aventuras  á  que  nos  condujo  el  Em- 
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perador,  fueron  igualmente  desproporcionadas  á  los  beneficios 
que  la  nación  esperaba  de  la  acción  de  aquel  monarca,  ó  bay 
que  aceptar,  con  todos  estos  timbres  que  recuerdan  los  mayores 
laureles  de  nuestra  historia,  las  consecuencias  que  son  inheren- 
tes al  esfuerzo  hecho  por  el  Emperador  para  conseguirlo.  Nun- 
ca brilló  España  tanto  como  en  aquella  época,  colocándose  á 
la  cabeza  de  la  civilización  y  de  las  naciones ;  nunca  como  en- 
tonces quedó  satisfecho  el  orgullo  nacional;  nunca  como  enton- 
ces tampoco  las  ideas  lograron  formar  el  catecismo  de  todas  las 
conciencias  en  el  vasto  campo  de  todas  las  contiendas  políticas 
y  europeas.  En  vano  declamarán  los  espíritus  estrechos  que 
Roma,  bajo  sus  primitivos  Reyes  6  bajo  su  primera  república, 
constreñida  casi  á  sus  fronteras  itálicas,  era  más  grande  y  glo- 
ríosa  y  disfrutaba  mayor  prosperidad  que  cuando,  bajo  el  cetro 
de  sus  Césares,  logró  tener  por  lindes  los  términos  del  mundo 
civiUzado  conocido.  Tal  comparación  puede  hacerse  entre  los 
que  suspiran  por  el  desarrollo  peculiar  de  la  monarquía  espa- 
ñola dentro  de  sus  propios  horizontes,  cuyo  impulso  acabó  con 
las  últimas  conquistas  de  los  Reyes  Católicos,  no  teniendo  sino 
como  un  aciago  signo  de  desdicha  la  dilatación  dada  á  los  Es- 
tados dependientes  de  su  Corona  y  á  los  demás  dominios  some* 
tidos  por  la  espada  y  por  los  derechos  del  nieto  del  Emperador 
Maximiliano  y  de  la  Reina  Isabel. 

Al  heredar  aquella  monarquía  Felipe  II ,  por  la  abdicación 
de  su  padre,  ya  encontró  la  primer  merma  en  los  territorios  de 
su  mando,  en  la  segregación  del  imperio,  cuya  corona  se  dio  al 
infante  D.  Femando,  y  en  la  emancipación  de  Holanda  que, 
entre  disensiones  poUücas  y  cuestiones  religiosas ,  había  logra- 
do su  independencia.  Quedaba  á  España,  no  obstante,  una  in- 
mensa conglomeración  de  Estados,  subditos  de  su  gobierno: 
Flandes  entre  las  fronteras  de  Francia,  Holanda,  Alemania, 
Suiza  é  Italia,  es  decir,  en  el  foco  y  como  piedra  de  toque  de  las 
grandes  cuestiones  políticas,  que  afectando  ya  disputas  de  fe, 
ya  pleitos  de  ambición,  entrañaban  todas  las  del  equilibrio  po- 
lítico de  su  tiempo;  el  ducado  de  Milán,  no  menos  ambicionado 
por  Francia  y  los  italianos ,  y  en  situación  geográfica ,  no  me- 
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nos  expuesta  al  choque  de  los  ejércitos;  Ñapóles  y  Sicilia,  eter- 
no norte  de  aspiración  para  todos  los  potentados  de  Italia,  y  es- 
pecialmente para  la  codicia  de  los  nepotes  de  los  Papas.  Felipe  II, 
al  enapufíar  el  cetro,  no  tuvo,  acerca  del  gobierno  de  estos  Esta- 
dos, otro  pensamiento  que  el  administrarlos  por  delegaciones  y  el 
de  conservarlos  por  las  armas;  de  modo  que  toda  la  eficacia  de 
su  poder  civil  la  concentró  en  España,  €U3Í  como  toda  la  suma  de 
su  poder  político  la  empleó  en  sostener  su  inñuencia  preponde- 
rante en  Europa.  El  reinado  de  este  monarca  señala  en  España, 
para  el  motivo  de  nuestro  tema,  el  apogeo  del  poder  civil  dentro 
del  régimen  estatuido  por  el  Emperador  Carlos  V.  Sus  disputas 
con  Boma  acerca  de  la  inmunidad  é  integridad  de  sus  rega,lías^ 
se  sostuvieron  con  gran  celo  patriótico  y  acertadísimo  sentido 
político  y  jurídico  por  los  más  ilustres  teólogos  de  su  tiempo,  y 
sobre  todos  Melchor  Gano,  y  acabaron  de  sujetar  á  su  poder 
laico  las  numerosas  y  opulentas  falanjes  de  la  Iglesia  él  solo 
supo  convertirlas  en  Trento  y  en  la  misma  Roma  en  dócil  ins- 
trumento de  su  política.  De  los  antiguos  fueros  de  la  grandeza, 
sólo  quedaban  unos  exiguos  privilegios,  que  más  que  armas  de 
clase,  la  proporcionaba  cierta  distinción  social.  Las  Cortes  fun- 
cionaban á  su  arbitrio;  su  autoridad  era  omnímoda.  Toda  la 
administración,  en  todos  los  ramos,  quedó  reconcentrada  en  su 
persona,  no  sólo  despachando  asiduamente  con  sus  consejos 
y  secretarios,  sino  entendiendo  en  multitud  de  ocasiones  hasta 
en  el  menudo  detalle  de  los  negocios  civiles.  Nadie  en  la  histo- 
ria ha  elevado  tan  alto  el  concepto  de  la  autoridad.  La  anécdo- 
ta, histórica  en  este  terreno,  ha  conservado  recuerdos  que, 
aunque  al  parecer  niños,  no  lo  son  en  efectos,  porque  detallan 
las  líneas  de  aquella  gran  personalidad.  Cabrera  de  Córdova, 
Leti,  Vander,  Hammen  y  Baltasar  Porreño,  multiplican  las  oca- 
siones en  que  con  una  mirada  severa  ó  con  una  palabra  dura, 
causó  la  muerte  á  más  de  un  ministro  de  alta  categoría,  que  le 
embozó  la  verdad  al  pedirle  cuenta  de  sus  acciones.  El  celo 
que  tenía  por  la  integridad  y  moralidad  de  su  administración 
era  tan  grande,  que  al  marqués  de  Mondéjar,  virrey  de  Ñapó- 
les, uno  de  los  más  ilustres  proceres  de  Castilla,  escribió  compe- 
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liéndole  á  gobernar  de  manera  que  no  se  quejasen  de  él.  Este 
mismo  prestigio,  que  procuraba  imprimir  á  la  autoridad  en  su 
persona,  se  esforzaba  en  transmitir  á  todos  los  que  se  hallaban 
en  cualquier  rango  de  la  administración,  llegando  en  aquel  tiem- 
po el  respeto  á  sus  delegados  á  tal  punto,  que  hasta  la  leyenda 
y  el  drama  popular,  cuando  poco  después  exaltaron  las  cosas 
nobles  de  la  nación,  convirtieron  en  héroes  del  romance  y  déla 
comedia,  simples  alcaldes  de  monterilla,  que  han  quedado  co- 
mo figuras  románticas  y  representación  simbólica  de  aquella 
edad. 

Con  aquella  concentración  de  atribuciones  y  aquel  esfuerzo 
de  actividad  sobre  todos  los  asuntos  civiles  de  la  monarquía,  la 
idea  del  poder  Real  y  el  absolutismo  del  poder  se  fortalecieron 
tanto,  que  al  cabo  se  convirtió  en  el  pensamiento  predominante 
de  todos  los  consejos  supremos  y  de  todas  las  instituciones:  de 
modo  que  lo  mismo  en  las  Cortes  que  en  los  códigos  y  en  los 
libros  y  escritos  de  la  época,  se  advierte  una  tendencia  mani- 
fiesta á  enaltecer  el  poder  Real  á  costa  de  los  demás  poderes 
del  Estado.  A  esta  obra  contribuyeron  más  que  nadie  los  teólo- 
gos y  legistas  que,  interpretando  el  pensamiento  del  monarca, 
establecían  la  corriente  de  las  ideas  que  circularon  por  toda 
Europa,  se  refugiaron  en  todos  los  gabinetes  y  universidades  é 
inspiraron  todos  los  escritos  de  aquel  tiempo.  Felipe  11  premió 
con  largueza  el  esfuerzo  de  aquellos  sabios,  que  como  Carlos  V 
con  la  espada  y  el  Bey  su  hijo  con  la  prudencia  de  su  política, 
encumbraron  el  nombre  de  la  nación.  Aquella  dirección  de 
ideas  no  era,  sin  embargo,  el  esfuerzo  de  una  voluntad  ó  de  mu- 
chas voluntades  pora  imponerlas  á  su  siglo:  nacía  necesaria- 
mente de  la  naturaleza  del  régimen  estatuido,  y  á  Felipe  II,  con 
la  cooperación  de  tantos  ilustres  colaboradores  especulativos, 
correspondió  el  honor  de  definirlo  mejor,  de  clasificar  y  hacer 
mover  más  expeditamente  cada  una  de  sus  esferas,  y  de  suavi- 
zar las  asperezas  originadas  por  el  cambio  brusco  de  la  trans- 
formación. Este  régimen,  sin  embargo,  se  ensayó  en  la  de  Gas- 
tilla  con  más  pureza  que  en  las  demás  Coronas  asociadas,  pues 
aunque  ninguna  de  las  instituciones  particulares  sirvió  de  obs- 
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táculo  á  la  concentración  poderosa  y  á  la  centralización  omní- 
moda de  la  autoridad  Real,  que  no  consentía  la  menor  limita- 
ción en  ninguna  de  las  facultades  que  constituyen  el  poder  ci* 
vil,  todavía  en  Cataluña,  Valencia,  Aragón,  Navarra  y  las  Vas- 
congadas prevalecieron  las  formas  locales,  y  aun  en  los  tres 
primeros  de  estos  territorios  siguieron  siendo  las  Cortes  expre- 
sión de  los  deseos  de  los  elementos  político-sociales,  cuando  en 
Castilla  se  habían  convertido  en  un  mero  instrumento  del  po- 
der Real,  para  dar  un  tinte  de  legalidad  á  la  imposición  de  los 
tributos. 

Ninguno  de  los  accidentes  políticos  que  llenan  la  larga  histo- 
ria del  reinado  de  Felipe  II  é  imprimen  cierto  carácter  dramá- 
tico á  las  funciones  del  poder  Real,  logró  quebrantar  el  prestigio 
y  la  autoridad  á  que  él  lo  había  elevado.  Ni  aun  su  propia  re- 
putación como  monarca  sufrió  en  la  conciencia  del  pueblo  es- 
pañol el  menor  detrimento,  á  pesar  de  las  viles  detractaciones 
de  Antonio  Pérez,  que  llenó  las  Cortes  y  las  prensas  extranjeras 
de  infames  calumnias  contra  su  Rey.  A  su  muerte,  hasta  Por- 
tugal, que  tan  cercano  tenía  el  recuerdo  del  violento  yugo  con 
que  la  unció  á  su  dominio,  privándole  de  su  independencia,  le 
consideró  Rey  digno  de  todo  respeto  y  admiración.  Y  los  mis- 
mos itaUanos,  en  quienes  el  ominoso  yugo  de  España  agrió 
frecuentemente  los  juicios  sobre  nuestros  moDarcas,  á  la  vez 
que  no  han  podido  menos  que  elogiar  su  piedad  y  prudencia, 
han  tenido  que  reconocer  que  fué  un  monarca  consagrado  en- 
teramente al  gobierno  de  sus  reinos  y  al  bien  de  sus  vasallos, 
y  que  atendió  como  ninguno  á  la  observancia  de  la  justicia  eche 
indiferentemente  voleba,  che  é  tutti  senze  eccettione  di  persone 
fasce  amministreta.> 

A  Felipe  II  cupo  en  la  historia  análoga  desdicha  que  á  los 
Reyes  Católicos,  es  decir,  no  tuvo  una  sucesión  digna,  ni  de  su 
política  ni  de  su  nombre.  Por  otra  parte,  la  insuñciencia  del 
régimen  establecido  por  Carlos  V  y  conservado  por  Felipe  II 
para  la  buena  gobernación  del  Estado,  vino  á  demostrarse  pa- 
tentemente en  la  incapacidad  de  Fehpe  III  para  tan  alta  repre- 
sentación. Nunca  se  manifestó  más  al  claro  que  los  sistemas 
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absolatistas  son  sistemas  esencialmente  personales;  que  más 
qae  en  la  comente  de  las  ideas  y  en  el  artificio  de  las  institu- 
ciones, descansan  en  las  aptitudes  de  los  que  gobiernan,  y  que, 
por  lo  tanto,  tan  difícil  es  encontrar  un  monarca  de  condicio- 
nes mediocres  que  pueda  representar  bien  su  papel  dentro  de 
un  gobierno  absoluto,  como  un  déspota  ó  un  hombre  de  genio, 
que  hayan  de  someter  los  arbitrios  de  su  voluntad  á  las  limita- 
ciones de  un  sistema  representativo.  Felipe  lU  carecía  comple- 
tamente de  iniciativa;  no  tenia  la  intuición  del  alto  mando,  la 
ancha  mirada  sobre  los  sucesos,  el  instinto  ni  la  previsión  de 
las  circunstancias,  y  aunque  asociado  por  Felipe  U  en  los  últi- 
mos años  de  su  vida  al  despacho  de  los  negocios,  jamás  llegó 
ni  á  distinguir  siquiera  la  diferencia  que  existe  entre  la  ciencia 
de  la  política  y  el  arte  de  administrar.  Ningún  Bey  ha  sido  más 
fatalista  que  este  monarca.  Siempre  los  sucesos  le  sorprendie- 
ron sin  esperarlos,  atribuyendo  al  hado  de  la  buena  ó  de  la 
mala  suerte  el  éxito  ó  la  contrariedad  en  su  resolución.  No  fián- 
dose de  sus  propias  facultades,  tomó  ministros  que  le  ayudasen 
en  la  carga  del  Estado;  pero  despojado,  no  sólo  de  iniciativa, 
sino  hasta  de  imperio,  convirtió  los  ministros  en  validos  y  se 
sometió  á  ellos,  abandonándoles  enteramente  el  poder.  Esta 
evolución  de  los  sucesos  no  marca  verdaderamente  una  nueva 
faz  en  la  historia  del  poder  civil  en  España,  puesto  que  no  hubo 
cambio  ni  transformación  siquiera  en  las  instituciones.  El  ré- 
gimen absoluto  de  Felipe  m  era  el  mismo  régimen  absoluto 
de  Carlos  V  y  Felipe  ü,  con  la  diferencia  de  que  en  el  del 
primero,  el  gobierno  supremo  no  obedecía  sino  á  la  voluntad 
personal  del  monarca,  que  se  arrogó  como  atribución  propia 
de  su  dignidad  el  modificar,  transformar  ó  crear  las  institu- 
ciones; en  el  segundo,  el  de  ceftir  los  arbitrios  y  determina- 
ciones de  su  propia  autoridad  á  la  legalidad  de  las  institucio- 
nes creadas,  pero  ejerciendo  sobre  su  ministerio  una  inspección 
personal,  vigilante  y  permanente,  y  en  el  último,  en  que  sin 
derogar,  modificar  ni  transformar  nada  del  edificio  levantado, 
abandonó  á  su  propia  eficacia  la  realización  del  gobierno  del 
derecho  y  de  la  justicia,  delegando  en  sus  ministros  el  poder 
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motor  y  la  inspección  que  le  competía;  de  esta  situación  no 
resultaba  solamente  una  palpable  corruptela,  sino  que  por  el 
hecho  mismo  del  propio  desprestigio  en  que  las  instituciones 
caían,  se  iniciaba  un  período  de  decadencia,  que  contaminó  al 
reinado  siguiente,  y  acabó  por  establecer  el  régimen  de  la  anar- 
quía durante  la  minoridad  y  gobierno  del  débil  Garlos  II. 

Todavía  el  proceso  de  esta  decadencia  no  hubiera  causado 
tan  rápidos  estragos  en  el  edificio  del  poder  civil  si,  á  falta  de 
condiciones  personales  en  el  monarca,  hubieran  abundado  en 
el  del  valido  duque  de  Lerma.  Pero  éste  no  era  sino  un  ambi- 
cioso vulgar,  sin  las  virtudes  ni  los  talentos,  ni  siquiera  los  es- 
tímulos del  buen  deseo,  que  dejaron  tan  alto^  bajo  el  reinado  de 
los  Reyes  Católicos,  el  nombre  del  cardenal  Ximénez  de  Cisne- 
ros.  El  duque  de  Lerma,  depositario  del  poder  de  Felipe  lU,  no 
consideró  la  monarquía  sino  como  un  patrimonio,  ó  más  bien 
como  un  lucro  del  azar.  Desconocía  absolutamente  la  noción 
del  bien  público;  fué  infiel  con  la  Corona,  que  depositó  en  él  su 
confianza,  y  antepuso  sus  intereses  y  sus  codicias  personales  á 
los  intereses  sagrados  de  la  nación  que  gobernaba,  y  del  Bey 
que  había  entregado  en  sus  manos  las  riendas  de  aquel  gobier- 
no. Dividió  la  nación  española  en  nuevos  partidos;  hizo  ejércitos 
enteros  de  descontentos  y  enemigos;  acabó  con  los  estímulos  del 
mérito,  anteponiendo  á  sus  premios  las  irritantes  dádivas  del 
favor;  acabó  con  todo  prestigio  de  clases,  dando  el  golpe  de 
gracia  á  todo  espíritu  de  corporación;  tomó  de  cada  una  de 
ellas  los  miembros  que  consideró  más  adictos;  ninguna  idea, 
por  grande  y  elevada  que  fuese,  le  sirvió  sino  como  de  instru- 
mentos de  sus  intrigas,  y  preparó  todas  las  derrotas,  que  no  so- 
lamente se  experimentaron  en  los  campos  de  batalla,  sino  en  el 
vasto  palenque  en  que  las  instituciones  prestan  su  eficacia,  im- 
provisando de  la  inmensa  cohorte  de  cortesanos  que  le  rodeaban 
más  duchos  en  los  primores  de  la  vida  social  que  en  las  expe- 
riencias de  la  vida  política,  los  generales  que  enajenaron  las 
victorias,  los  virreyes  que  comprometieron  los  Estados  y  los 
magistrados  que  vendieron  la  justicia.  Hasta  los  mismos  pensa- 
mientos políticos  que  Carlos  I  y  Felipe  U,  á  costa  de  tantos  sa- 
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criñcios,  persiguieron  en  Europa,  fueron  abandonados  bajo  es- 
te gobierno;  por  lo  que  habiendo  dejado  de  ser  España  el  pala- 
dín de  la  causa  católica  en  el  mundo,  puesto  que  las  guerras 
exteriores  ya  no  tuvieron  otro  objeto  que  mal  defender  y  mal 
conservar  los  dominios  lejanos,  invirtiéronse  los  papeles  que 
bajo  los  dos  últimos  monarcas  la  monarquía  española  había  re- 
presentado, convirtiéndose  en  subdita  sumisa  de  Roma  y  de 
Viena,  que  en  las  empresas  anteriores  hasta  entonces  habían 
reconocido  la  supremacía  de  España.  Los  mismos  deterioros 
sufrió  en  el  interior  la  autoridad  moral  establecida  por  Feli- 
pe n  con  el  inmenso  prestigio  de  su  autoridad  Real.  Esta  deca- 
dencia se  reflejó  en  todo,  pero  más  que  en  nada,  en  la  instruc- 
ción general  y  en  la  pureza  de  las  costumbres.  Guando  sobre  el 
saber  se  cimentó  el  mérito,  multipUcáronse  las  fundaciones  uni- 
versitarias é  hinchéronse  las  aulas  con  el  concurso  de  los  esco- 
lares; luego  que  los  títulos  universitarios  no  sirvieron  para  na- 
da, todo  el  ingenio  se  refugió  en  las  artes  de  la  poesía,  en  la 
novela  y  en  el  teatro,  que  divirtiendo  al  público,  proporcionaban 
algunos  menguados  provechos  al  talento  y  á  la  aplicación.  La 
necesidad  de  cohonestar  el  malestar  público  con  los  alucina- 
mientes  de  una  perpetua  diversión,  fomentó  el  gusto  á  los  ex- 
pectáculos  que  la  corte  procuró  darlos  gratuitos  al  pueblo  para 
quitarle  üempo  de  pensar  en  la  degradación  que  sobre  él  pesa- 
ba. De  aquí  nació  cierta  libertad  en  las  costumbres  que  degene- 
ró en  licencia,  y  de  las  Ucencias  populares  provino  el  aumento 
de  la  criminaUdad,  ofreciendo  un  cuadro  tanto  más  repugnante, 
cuanto  más  privilegiada,  desigual  y  vejatoria  era  la  justicia; 
siendo  tal  la  desdicha  de  los  tiempos,  que  como  contrapeso  á 
tal  estado  de  desmoralización  ninguna  institución  política  ni  ci- 
vil quedaba  que  con  su  peso  é  influencia  abriese  el  menor  rayo 
de  esperanza  á  ninguna  idea  de  regeneración.  Contentábase  la 
nobleza  con  los  oficios  superiores  y  aun  los  medianos  de  la  re- 
pública, con  los  hábitos  y  encomiendas  de  las  órdenes  milita- 
res, con  la  preferencia  que  se  la  tenía  para  la  provisión  de  las 
dignidades  eclesiásticas,  y  con  una  porción  de  pequeñas  inmu- 
nidades, que  no  hacían  más  que  agravar  las  diferencias  que 
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existían  entre  los  di  versos  miembros  del  coerpo  social;  por  ejem- 
plo, los  nobles  no  podían  ser  compelidos  en  cansas  civiles  y  or- 
dinarias á  ser  examinados  sino  en  sns  casas;  en  las  iglesias, 
procesiones  y  toda  clase  de  actos  públicos,  tenían  el  asiento  y 
lugar  más  honroso  después  de  la  justicia,  y  aun  antes,  según 
ciertas  categorías;  el  noble  y  el  hijodalgo  no  admitían  el  desa- 
fio sino  de  su  igual  en  dase  social,  y  si  era  acometido  tenía  el 
derecho  de  defensa,  aunque  causase  la  muerte,  pues  para  los 
nobles  era  caso  afrentoso  el  huir  y  tenían  obligación  de  defen- 
der la  honra  como  la  vida.  Según  Otálora,  al  noble  y  al  hijo- 
dalgo le  era  permitido  comprar  bienes  de  sus  menores,  lo  que 
no  se  consentía  á  los  demás,  porque  no  era  h'cito  presumir  con- 
tra aquellos  fraude  ni  dolo  alguno.  Sólo  á  los  de  esta  clase  po- 
dían encomendarse  las  guardas  de  las  fortalezas  y  castillos,  y  en 
las  funciones  civiles  se  les  permitía  sentarse  delante  de  los  jue- 
ces y  en  las  chancillerías.  Por  deudas  no  podían  ser  ejecutados 
en  sus  personas,  casas,  vestidos,  armas  y  caballos,  y  en  el  plei- 
to con  sus  acreedores  había  de  dejárseles  los  alimentos  compe- 
tentes. Hasta  cuando  eran  cogidos  en  flagrante  delito  ó  con- 
minado por  los  jueces,  se  les  conducía  á  una  cárcel  distinta  de 
la  de  los  demás  reos,  siendo  lo  ordinario  señalarles  sus  propias 
casas  por  prisión,  ó  las  del  ayuntamiento  ó  toda  la  ciudad  ó  vi- 
lla donde  vivieren.  Hasta  la  pena  por  sus  delitos  había  de  ser 
menor  que  la  impuesta  en  igualdad  de  circunstancias  á  la  clase 
inferior,  estando  exentos  de  todas  las  que  llevaban  nota  igno- 
miniosa, como  vergüenza,  azotes  y  galeras  al  remo.  Tampoco 
podían  ser  ahorcados  sino  degollados,  ni  puestos  á  cuestión  de 
tormento,  y  hasta  en  las  injurias  que  cometieren  no  podían  ser 
condenados  á  desdecirse.  Estaban  libres  y  exentos  de  todos  los 
pechos,  tributos,  pedidos,  monedas  martiniegas  y  contribucio- 
nes, así  Reales  como  concejiles,  y  de  otros  repartimientos  de 
cualquier  género,  así  como  de  las  cargas  personales,  no  pudien- 
do  ser  compelidos  á  ir  á  la  guerra  sino  cuando  asistiese  la  per- 
sona del  Bey,  en  cuyo  caso  tampoco  podían  ser  forzados,  sino 
invitados.  El  clero  sólo  se  reducía  ya  á  la  avaricia  de  sus  rique- 
zas, sin  tomar  participación  alguna  como  clase  política  en  las 
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emocionee  del  Estado,  á  excepción  de  alganos  individuos  qae, 
por  su  cuna  ó  por  circunstancias  fortuitas,  lograban  ocupar  al- 
gunos puestos  civiles,  como  honor  á  sus  personas,  no  á  la  cla- 
se. Si  alguna  influencia  procuraba  ejercer ,  ya  en  el  ánimo  del 
Bey  y  de  sus  ministros ,  ya  en  el  cuerpo  de  la  nación,  era  la  de 
dirigir  la  corriente  general  por  los  exclusivismos  del  interés  re- 
ligioso, procurando  hacer  prevalecer,  sobretodos  los  intereses  y 
sobre  todas  las  conveniencias,  la  idea  de  que  el  vínculo  moral 
de  la  nación  con  la  Iglesia  resolvería  mejor  todas  las  cuestio- 
nes que  las  determinaciones  mejor  combinadas  del  poder,  de  la 
ciencia  y  de  la  política.  De  este  misticismo,  el  duque  de  Lerma 
no  participó  más,  sino  cuando  le  convenía,  para  tener  absorbi- 
do al  Rey  en  las  espléndidas  esperanzas  del  cielo ,  y  al  pueblo 
en  la  santa  resignación  de  las  desdichas  generales  y  en  el  santo 
fervor  de  las  promesas  celestes.  Las  Cortes,  por  último,  no  eran 
más  sino  un  cuerpo  galvánico  que  no  se  movía  sino  bajo  la  co- 
rriente eléctrica  que  el  valido  le  aplicaba.  ¿  A  qué,  pues,  estaba 
reducido  en  este  período  el  edificio  entero  del  poder  civil,  sin 
Rey,  sin  clero,  sin  aristocracia,  sin  pueblo,  sin  instituciones, 
puesto  que  no  existían  sino  como  fantásticos  espectros?  A  la 
delegación  incondicional  que  de  su  autoridad  y  de  su  poder 
había  hecho  Felipe  III  en  su  ministro,  y  á  la  voluntad  despóti- 
ca, irreflexiva  y  arbitraria  de  éste.  A  la  caída  del  duque  de  Ler- 
ma nada  mejoró  el  poder  civil.  El  duque  de  Uceda,  que  le  suce- 
dió en  la  privanza ,  no  hizo  sino  proseguir  las  huellas  de  su 
padre,  acentuando,  por  lo  tanto,  la  visible  decadencia  de  aquel 
régimen  y  de  aquellas  instituciones. 

Lo  peor  del  precedente  sentado  durante  el  gobierno  de  Feli- 
pe ni,  fué  que,  habiéndose  introducido  esta  nueva  forma  de  go- 
bierno, érase  dificilísima  su  extirpación,  cualesquiera  que  fuesen 
las  condiciones  personales  del  sucesor  de  aquel  monarca.  Dotes 
de  más  inteligencia  que  las  de  su  padre  manifestó  Fehpe  IV  des- 
de un  principio  para  el  gobierno  del  Estado;  pero  no  estaban  en 
proporción  con  estas  cualidades  las  de  la  energía  de  su  carác- 
ter, las  del  peso  de  su  edad  ni  las  de  los  resortes  de  la  experien- 
cia. Además,  no  fué  suya  la  responsabilidad  del  estado  de  co- 
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rrupción  en  qne  encontró  la  sociedad  que  fué  llamado  á  dirigir. 
De  Felipe  III ,  y  no  suyo ,  fué  el  abandono  del  poder  Real  en 
mano  de  sus  ministros.  De  Felipe  III,  y  no  suyo,  fué  la  creación 
de  aquel  sistema  de  emulaciones  y  envidias  que  despertó  inme- 
diatamente en  las  clases  superiores  el  espectáculo  de  aquel  va- 
lido,  levantado,  no  por  la  imposición  del  merecimiento,  sino  por 
el  acaso  de  la  fortuna,  á  la  concentración  en  sí  de  todos  los  po- 
deres del  monarca  y  de  toda  la  brillantez  y  de  todo  el  lucro  de 
aquella  omnipotencia.  Tampoco  fué  él  quien  hizo  las  exclusio- 
nes que  motivaron  las  disensiones  y  las  enemistades,  las  luchas 
internas  y  las  intrigas.  Al  subir  al  trono,  él  se  encontró  con  un 
partido  de  intrigantes  con  el  conde  de  Olivares  á  la  cabeza,  que 
habiendo  sido  los  proscritos  de  la  situación  pasada,  hablan  pro- 
curado representarle  á  él  como  astro  de  nobles  esperanzas. 
Frente  á  este  partido,  halló  del  mismo  modo  el  que  había  dis- 
frutado el  honor  de  la  victoria  durante  el  reinado  de  su  proge- 
nitor, y  sobre  el  cual  pesaba  el  descrédito  y  los  odios  que  habían 
nacido,  así  de  su  mala  administración,  como  de  sus  vituperables 
exclusivismos.  No  pudo,  pues,  tener  Felipe  IV,  al  ser  proclama- 
do Rey,  ni  aun  propia  voluntad  en  la  dirección  de  la  corriente. 
Impúsosele  la  opinión  con  fuerza  irresistible,  y  al  caer  en  bra- 
zos de  un  nuevo  valido,  D.  Gaspar  de  Ouzmán,  obedeció  ciega- 
mente al  impulso  fatal  que  le  arrebataba.  Los  caracteres  del 
poder  civil  no  pudieron  variar  bajo  este  ministerio,  siendo 
idénticamente  los  mismos  que  lo  individualizaron  bajo  el  reina- 
do de  su  antecesor.  Ninguna  clase  social ,  ninguna  institución 
política  vino  en  apoyo  del  poder  y  de  la  autoridad  Real  en  esta 
época.  Todo  el  poder  civil  y  todo  el  poder  político  de  la  nación, 
se  representó  entonces  del  mismo  modo  en  la  arbitrariedad  del 
ministro.  Distaba  éste  mucho  de  adolecer  de  la  vulgaridad  que 
informa  la  individualidad  del  duque  de  Lerma.  Había  en  él 
mayor  capacidad,  más  cumplido  sentimiento  del  papel  que  des- 
empeñaba, y  no  le  faltaba  entusiasmo  ni  patriotismo;  pero  á  la 
vez  le  dañaron  dos  circunstancias  importantes.  Fué  la  primera, 
los  odios  y  rencores  con  que  vino  prevenido  contra  el  partido 
de  los  favoritos  de  Felipe  III,  inspirándole  un  terco  afán  de  re- 


646  DBL   PODEB  CIVIL  BN   ESPAÑA 

presalias;  fué  la  segunda,  el  tenaz  empeño  que,  sin  medir  bien 
ni  el  cambio  de  las  circunstancias  ni  la  gravitación  de  sus  pro- 
pias fuerzas,  se  lanzó  á  restablecer  por  el  mundo,  en  cabeza  de 
Felipe  IV,  la  perdida  supremacía  política  que  España  había 
disfrutado  bajo  el  Emperador  Garlos  Y  y  el  Rey  Felipe  el  Pru- 
dente. 

£1  primero  de  estos  defectos  causó  necesariamente  el  empeo- 
ramiento de  la  causa  civil  de  la  nación.  El  segundo,  nos  empe- 
ñó en  Europa  en  un  sinnúmero  de  guerras,  que  al  cabo  agosta- 
ron todos  los  recursos  de  la  nación,  proporcionándonos  derro- 
tas irreparables  y  pérdidas  de  territorios  irrevertibles.  En  lo 
interior,  las  represalias  se  repitieron  hasta  lo  infinito:  hubo  lar- 
gas confiscaciones  y  destierros,  despojos  de  haciendas  y  desti- 
nos, y  se  levantó  hasta  el  patíbulo,  ya  que  no  para  el  mismo 
ministro  émulo  y  adversario,  para  la  persona  que  más  le  había 
ayudado  en  su  ministerio.  Todos  los  que  habían  sido  partida- 
rios del  duque  de  Lerma  sufrieron  algún  agravio  proporciona- 
do á  su  caUdad  ó  elevación,  y  las  sátiras  inmortales  de  Quevedo 
contra  el  gobierno  del  conde-duque,  se  inspiraron  en  aquel  sen- 
timiento que  infunde  siempre  la  justicia,  sobre  todo  cuando 
ésta  hacía  víctima  de  sus  iniquidades  á  un  hombre  como  el 
duque  de  Osuna,  tan  grande  de  corazón  y  de  tan  altos  pensa- 
mientos. 

Este  sistema  de  favoritismo  con  los  adictos,  de  persecución 
con  los  adversarios,  agravó  los  males  interiores  de  la  nación. 
Estableció  cierto  linaje  de  tiranía,  en  el  cual  la  noción  del  dere- 
cho apagó  por  completo  sus  luminosas  antorchas,  quedando 
sólo  sobresalientes  en  las  funciones  de  la  administración  y  de 
la  justicia  la  reiteridad  del  ministro.  Nadie  confió  ya  en  la  efi- 
cacia intrínseca  del  derecho.  El  ejemplo  de  arriba  contaminó 
las  esferas  inferiores.  Lo  que  en  las  altas  esferas  se  ejecutó  por 
medida  ó  por  sugestión  de  las  pasiones  poHticas,  autorizó  abajo 
todas  las  corrupciones  y  todas  las  codicias.  Los  ministros  infe- 
riores hallaban  fácil  salida  y  defensa  á  sus  extralimitaciones 
con  la  simple  excusa  de  la  adhesión,  y  no  teniendo  ésta  límite- 
ni  medida,  dejó  el  campo  abierto  á  la  más  disolvente  venalidad. 
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En  la  administración  civil,  en  el  desempeño  de  la  justicia,  todo 
se  cotizaba  y  todo  se  vendía.  Los  criminales  fiaron  su  impuni- 
dad á  la  defensa  del  dinero,  y  las  querellas  civiles  se  sustancia- 
ron, ya  por  el  influjo  de  éste,  ya  á  instancias  del  favor.  El  mis- 
mo desorden  se  trasmitió  al  manejo  de  la  Hacienda  pública.  No 
eran  sólo  los  gastos  excesivos  de  las  guerras  exteriores,  los  que 
consumían  todo  el  patrimonio  del  Estado.  Sumas  inmensas  del 
erario  público  salían  por  mano  de  los  embajadores  á  aliviar  las 
necesidades  de  los  Pontífices  y  del  Emperador^  á  pensionar 
príncipes  y  potentados,  á  sostener  en  las  cortes  extranjeras  las 
intrigas  de  gabinete,  corrompiendo  y  subvencionando  minis- 
tros extraños,  á  fomentar  en  Francia  y  en  otros  países  discor- 
dias intestinas  para  absorber  en  ella  la  atención  de  los  gobier- 
nos enemigos  del  nuestro,  y  aunque  el  resultado  final  de  polí- 
tica tan  perniciosa  fué  tan  negativo  como  el  parco  sentimiento 
de  moralidad  en  que  estribaba,  no  por  eso  dejó  de  constituir 
un  sistema  tan  permanente  y  que  el  conde-duque  estimó  tan 
provechoso  que,  cuando  después  de  su  caída  hizo  publicar  en 
su  defensa  el  famoso  papel  titulado  El  Nicandro^  éste  fué  uno 
de  los  puntos  en  que  apoyó  más  la  justificación  de  sus  actos. 
Los  mismos  despilfarres  hubo  en  lo  interior.  Los  gajeS;  sobre- 
sueldos, derechos  y  alcabalas  con  que  se  sobrecargaron  de  be- 
neficios la  mayor  parte  de  los  destinos  públicos,  llegaron  hasta 
lo  inconcebible,  habiendo  ministro  que  cobraba  con  estos  gajes 
ocho,  diez,  quince  y  veinte  veces  sus  sueldos.  Cualquiera  comi- 
sión de  carácter  político  ó  militar  se  premiaba  con  fuertes  ayu- 
das de  costa  proporcionadas  á  la  calidad  del  sujeto,  con  lo  que 
no  es  necesario  decir,  que  frecuentemente  montaban  á  muchos 
miles  de  ducados.  Bajo  la  forma  de  regalos  al  Rey,  se  procura- 
ba que  los  embajadores  adquiriesen  en  las  cortes  donde  esta- 
ban acreditados  los  objetos  más  notables  de  arte,  los  productos 
más  ricos  de  la  suntuaria,  las  telas,  los  encajes,  las  alhajas  de 
más  valor,  para  ser  transportadas  á  España.  Pensionábanse  los 
artistas  más  eminentes  y  los  escritores  de  más  nombre,  como 
Carlos  y  lo  había  hecho  con  Piziano,  Guiciardini  y  Aretino. 
Traíanse  de  Milán,  de  Rosa  y  de  otras  partes  los  mecánicos 
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más  lisonjeados  por  el  rumor  de  la  fama,  como  Cosmeleti,  á 
dirigir  las  continuas  fiestas  de  la  corte.  El  Buen  Betíro,  que 
sólo  data  de  los  principios  de  este  reinado,  se  hizo  mansión  de 
continuos  y  espléndidos  placeres.  En  los  toros  y  cafias  en  que 
el  Bey  mismo  entraba  frecuentemente  en  cuadrilla,  ya  con  los 
príncipes  sus  hermanos,  ya  con  los  muchos  extranjeros  que 
visitaban  nuestra  corte,  á  la  sazón  la  más  celebrada  de  Eu- 
ropa, como  después  París  lo  ha  sido,  y  siempre  rodeado  de 
la  primera  y  más  brillante  nobleza,  gastábanse  sumas  inmen- 
sas en  trajee,  joyas,  muchedumbre  de  criados  y  de  libreas,  re- 
galos á  las  damas  y  otras  bizarrías  semejantes.  Solamente  en 
las  fiestas  de  la  elección  del  Bey  de  romanos  en  1637,  se  gas- 
taron 300.000  ducados,  según  la  relación  de  Andrés  Sánchez 
de  Espejo,  aunque  en  las  coplas  satíricas  que  entonces  se  le- 
vantaron, se  hizo  montar  el  coste  á  medio  millón,  además  de 
otros  800.000  ducados  que,  de  orden  del  Bey,  se  emplearon 
en  premiar  á  los  electores,  y  de  otros  grandes  y  ricos  presen- 
tes que  se  hicieron  á  sus  principales  ministros.  En  estas  y  en 
otras  muchas  fiestas,  se  daba  participación  al  pueblo,  ya  co- 
rriendo toros  en  la  plaza  de  la  Cebada,  á  que  aquél  asistía  gra- 
tuitamente, ya  comedias  que  se  representaban  al  aire  libre,  ya 
fuegos  artificiales  ó  corridas  de  estafermos,  ya  mesas  firancas 
en  que  se  daba  abundantemente  de  comer  y  beber  á  cuantos  lo 
apetecían,  ya  surtidores  libres  de  vino  ó  leche,  para  lo  que  se 
interrumpía  el  curso  de  las  fuentes  públicas,  sustituyendo  el 
agua  por  estos  líquidos  más  apetecidos.  Para  sostener  derroches 
semejantes  no  bastaba  ninguna  suerte  de  arbitrios  regulares, 
de  modo  que  la  administración  permanecía  siempre  en  deplora- 
ble penuria,  acudiendo  para  salvarla  á  los  extremos  más  incon- 
cebibles. Primeramente  se  hizo  votar  á  las  Ciortes  toda  clase  de 
tributos  imaginables,  en  proporciones  tan  extraordinarias,  que 
en  la  consulta  que  en  las  Cortes  de  1646  hizo  el  reino  á  S.  M., 
no  pudo  menos  de  representarle  la  situación  intolerable  á  que 
las  cosas  habían  llegado,  c  Cuando  V.  M.,  decían,  entró  á  reinar 
»en  estos  reinos,  sólo  gozó  las  rentas  de  alcabalas  y  terdo- 
«almojarifazgos  mayor  de  Indias,  salinas  y  nuevos  derechos,  10 
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ipor  100  de  lanas  y  sedas,  de  azúcar  de  Granada  y  puertos  de 
1  Castilla  y  Portugal,  servicio  y  tenerife,  diezmos  de  la  mar  y 
«naipes,  pimienta,  clavos  negros,  de  cochinilla  de  Tenerife,  Ala 
>y  la  Palma,  y  las  gracias  déla  cruzada  de  subsidio  y  excusado, 
»los  maestrazgos  del  servicio  ordinario  y  extraordinario,  y  el  de 
»los  18.000.000  que  se  habían  concedido.»  Desde  1621  se  ha- 
blan aumentado  las  rentas  y  multiplicado  los  servicios.  En  este 
mismo  año  se  continuó  la  labor  de  la  moneda  de  vellón,  que 
sacadas  costas  y  conducciones,  importó  13.152.000  ducados;  se 
redujeron  los  juros  y  censos  á  razón  de  veinte  y  quedaron  des- 
embarazadas en  las  alcabalas  y  rentas  algunas  fincas ,  en  cuyo 
lugar  se  situaron  otros  *juros,  cuyos  principales  importaron 
otros  3.244.000  ducados.  De  1634  á  1639  se  pidieron  cuatro 
donativos^  y  en  1635  se  valió  la  Corona  de  más  de  300.000  du- 
cados de  la  renta  de  juros  del  último  tercio  de  aquel  afio.  Otro 
año  entero,  de  1629  á  1630;  se  valió  S.  M.  de  los  juros  extran- 
jeros, y  en  1630,  del  dinero  que  vino  de  las  Indias  para  particu- 
lares á  quienes  se  les  satisfizo  en  juros.  En  1631  se  instituyó  el 
derecho  de  18  reales  en  cada  caíz  de  sal  que  se  sacaba  de  los 
reinos,  y  se  subrogó  el  servicio  do  los  millones  en  el  primer  cre- 
cimiento de  la  misma  materia,  lo  que  después  cesó.  Por  conce- 
sión de  Su  Santidad,  en  1632  el  estado  eclesiástico  hizo  un  ser- 
vicio de  553.000  ducados;  otros  187.000,  algunas  personas  del 
estado  noble  con  ocasión  de  las  guerras  de  Alemania,  y  500.000 
que  tomó  de  la  renta  del  arzobispado  de  Toledo,  por  haber  pa- 
sado á  Flandes  el  cardenal  Infante,  titular  de  la  primada  de 
España.  En  1633  se  creó  el  8  y  12  por  100  sobre  los  juros  del 
almojarifazgo,  y  en  1635  se  tomaron  en  represalia  1.000.000 
de  ducados  de  los  bienes  de  los  franceses,  valiéndose,  además, 
S.  M.  de  un  afio  entero  de  los  juros  de  los  naturales,  y  de  los 
genoveses,  abuso  que  se  repitió  desde  1637  hasta  1646.  Tam- 
bién con  ocasión  de  las  guerras  de  Italia,  tributaron  diversas 
personas  661.000  ducados,  y  otros  3.500.000  por  el  valor  de 
algunas  mercedes  que  se  hicieron  para  formar  el  ejército  de 
España,  y  como  redención  del  servicio  en  el  repartimiento  de 
soldados  que  se  practicó.  En  1636  se  mandó  resellar  toda  la 
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moneda  vieja  de  vellón,  de  que,  sacadas  costas,  quedaron  en 
beneficio  de  la  Hacienda  Real  4.700.000  ducados.  Al  año  si- 
guiente de  1637;  se  creó  el  impuesto  obligatorio  del  papel  sella- 
do, que  montó  á  4.000.000  de  ducados,  y  otra  vez  volvió  á  in- 
tervenirse el  dinero  que  vino  de  Indias  para  particulares,  por 
valor  de  500.000  ducados,  repitiéndose  la  garantía  de  los  juros 
y  alcabalas.  Por  último,  en  este  mismo  año  se  dio  al  prior  y 
cónsules  de  Sevilla,  Cádiz,  Sanlucar  y  Puerto  de  Santa  María, 
el  derecho  de  1  por  100  sobre  las  mercaderías  que  entrasen  por 
mar,  á  cambio  de  un  servicio  redondo  de  800.000  ducados. 
Otros  562.000  facilitaron  como  empréstito  algunos  particulares 
en  1638,  y  227.000  los  hombres  de  negocios  de  Portugal  en 
1639,  en  cuyo  año,  tercera  vez  se  apoderó  el  fisco  del  dinero  de 
Indias,  que  vino  para  particulares,  por  valor  de  otro  millón  de 
ducados.  Finalmente,  desde  1640  se  usaron  de  diversos  arbi- 
trios, ventas  de  oficios,  alcabalas,  baldíos,  realengos  que  impor- 
taron 7.500.000  ducados,  con  otros  2.291.000  que  produjo  la 
venta  de  sesenta  y  dos  mil  oficios;  se  aumentaron  las  rentas  de 
la  nieve  y  hielo  de  Sevilla,  barrilla  de  Murcia,  alcabala  de  la 
ceniza,  pan  en  grano,  albóndiga  de  Sevilla,  semillas,  goma, 
tabaco,  jabón,  pasa,  pescados  frescos  y  salados,  chocolate,  con- 
servas y  azúcares  de  fuera  del  reino,  papel  común  y  otras, 
de  que  procedieron  otros  8.000.000.  Además,  el  servicio  de 
18.000.000  por  nueve  años  que  votáronlas  Cortes  hasta  1625,  se 
prorrogó  por  otros  nueve  años;  en  1632  se  votaron  otros 
24.600.000  ducados  de  medio  dozavo,  y  otros  500.000  por  seis 
años,  servicio  que  en  1636  se  prorrogó  por  otros  seis  además 
de  haberse  obUgado  el  reino  á  pagar  el  sueldo  de  814  soldados 
con  ocasión  del  socorro  de  Fuenterrabía.  Por  último,  en  1642 
se  concedieron  por  las  Cortes  el  2  por  100  de  todo  lo  arrendable 
y  vendible;  en  1643  se  prorrogó  el  servicio  de  los  9.000.000  de 
plata  y  de  los  24.000.000  por  otros  seis  años,  y  en  1645  no  sólo 
se  volvió  á  prorrogar  el  de  los  9.000.000,  sino  que  se  pidieron 
servicios  especiales  á  algunas  ciudades,  como  Sevilla,  que  tri- 
butó más  de  3.000.000,  uno  Toledo,  más  de  3  la  villa  de  Madrid 
y  imo  el  reino  de  Galicia,  sin  lo  que  contribuía  continuamente 
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el  reino  en  la  remonta  de  caballos  y  levas  de  infantería,  ni  lo 
que  entraba  en  la  Real  Hacienda  de  los  reinos  de  Portugal,  Ña- 
póles, Sicilia,  Milán,  Aragón,  Valencia,  Cataluña  é  Indias. 

Como  se  ve,  por  la  representación  de  Tas  Cortes  de  1646,  no 
se  perdonaba  medio  alguno  de  proporcionar  dinero  á  cualquier 
precio,  y  sin  plan  administrativo  ninguno.  A  cada  nueva  nece- 
sidcui  se  inventaba  un  nuevo  tributo.  Cuando  éstos  no  bastaban, 
se  acudía  á  los  donativos,  por  cuyo  medio  hasta  las  clases  pri- 
vilegiadas y  que  estaban  eximidas  de  estas  cargas,  contribuían 
con  cuantiosas  exacciones  á  las  urgencias  del  momento.  No 
bastando  esto,  se  burlaron  los  compromisos  de  la  fe  pública  en 
los  contratos  solemnes  del  Estado.  Después  se  hipotecaron  las 
rentas,  más  tarde,  y  con  repetida  rapacidad,  se  echó  mano  délos 
bienes  de  los  particulares;  al  apoderarse  del  dinero  que  para  los 
mismos  venía  de  Indias,  y  finalmente,  para  que  el  terrible  es- 
trago lo  contaminase  todo,  se  vendieron  todos  los  oficios  de  re- 
pública, las  hidalguías,  los  honores,  haciendo  terrible  y  demole- 
dora almoneda  del  edificio  entero  de  la  monarquía.  Aunque 
por  Reales  pragmáticas  se  legislase  mucho  y  sobre  diversas  ma- 
terias, ¿qué  definición  admite  un  sistema  político  fundado  so- 
bre semejante  anarquía?  El  poder  civil  se  ejercía  por  la  despó- 
tica voluntad  del  ministro  á  nombre  del  soberano,  sobre  la  ba- 
se del  sistema  fundado  por  Carlos  V  y  organizado  mejor  por 
Felipe  II;  pero  aquello  no  era  sino  un  fantasma  del  régimen  en 
8Í.  Solamente  el  hábito  de  la  sumisión  compelía  á  los  subditos 
á  la  obediencia.  El  imperio  de  las  circunstancias,  demasiado 
aflictivas,  se  imponía  tan  onerosamente  á  todos  los  espíritus, 
que  coartaba  toda  libertad  para  meditar  siquiera  sobre  los  mo- 
tivos de  la  universal  degradación.  Los  arbitristas  procuraban 
estudiar  la  causa  de  los  males,  y  se  obstinaban  en  proponer  re- 
medios insuficientes.  Unos  los  encontraban  en  la  degeneración 
de  las  costumbres  públicas  y  privadas;  otros  en  la  despobla- 
ción del  reino  por  consecuencia  del  mantenimiento  de  tantas 
guerras  exteriores  que  consumían  el  plantel  más  gallardo  de  la 
juventud;  otros  por  el  decaimiento  de  la  agricultura,  de  la  in- 
dustria y  del  comercio;  quiénes  por  el  extraordinario  incremen- 
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io  que  había  tomado  el  estado  eclesiástico,  reclutando  millares 
de  millares  de  hombcw  improductivos  para  los  claustros  y 
amortizando  en  su  poder  unatttensión  inmensa  de  riqueza  te- 
rritorial; quiénes  en  fin,  de  los  enoras  del  mal  gobierno.  Nin- 
guna de  estas  causas  era  por  sí  sola  bastaata  á  causar  tamaños 
conflictos,  que  se  condensaban  en  el  conjunto  de  todas  y  de 
otras  muchas  que  escapaban  á  la  penetración  de  los  más  inteli- 
gentes; pero  que  de  todas  maneras^  mal  podían  redimirse  por 
medio  de  algunos  paliativos:  que  no  á  otra  cosa  equivalían,  ni 
las  disposiciones  generales  de  escaso  alcance  y  de  descuidada  eje- 
cución, que  procedían  de  las  pragmáticas  y  decretos  fieales,  ni 
las  estériles  providencias  que  se  consignaban  en  algunos  Ubros 
y  escritos  poco  adecuados  ni  influyentes  para  suscitar  un  gran 
movimiento  de  acción  hacia  las  reformas  apetecidas. 

Situación  interior  tan  amarga,  complicada  y  aun  ennegrecida 
por  las  derrotas  de  la  política  y  de  los  ejércitos  que  en  el  exte- 
rior batallaban,  creó  aquel  disgusto  universal  preñado  de  diatri- 
bas y  rencores  que,  tomando  por  blanco  de  tamañas  iras  la  per- 
sona del  desgraciado  ministro,  estallaron  en  una  animadversión 
contra  él.  No  se  experimentó  á  su  caída  el  menor  alivio  ni  en 
la  situación  interior  de  la  monarquía  ni  en  las  empresas  exte* 
rieres.  Aunque  el  Rey  ofreció  dirigir  por  sí  en  lo  sucesivo  la  na- 
ve del  Estado,  no  pudo  realizarlo  por  mucho  tiempo.  No  tenía 
el  hábito  del  trabajo.  Carecía  del  conocimiento  profundo  de  los 
negocios.  Sólo  entendía  de  lo  trivial  y  común  sin  ninguna  ca- 
pacidad para  lo  transcendental  y  arduo.  Completamente  estaba 
privado  de  toda  aptitud  reorganizadora.  Ni  siquiera  en  su  men- 
te cabía  el  noble  pensamiento  que  abrigó  D.  Gaspar  de  Guz- 
mán  acerca  de  la  restauración  de  la  preponderancia  española, 
aunque  esta  idea  se  desarrollase  en  él  en  una  esfera  más  fantás- 
tica que  práctica,  motivo  de  una  gran  parte  de  sus  errores.  Des- 
de la  retirada  de  D.  Gaspar  de  Guzmán  á  Loeches,  y  después  á 
Toro,  todos  los  arbitrios,  así  del  poder  civil  como  del  político 
en  España,  se  contrajeron  á  resolver,  por  providencias  parti- 
culares, todas  las  cuestiones  al  día,  sin  plan,  ni  concierto,  ni 
sistema.  Extraordinariamente  afligido  el  espíritu  del  Bey  por  la 
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condición  de  la  edad,  por  las  amargas  experiencias  de  la  vida 
y  por  la  continua  contradicción  de  los  sucesos  infelices,  su  ac- 
tividad se  escapaba  entre  oraciones,  deseos  y  esperanzas  estéri- 
les, puesto  que  á  los  anhelos  del  corazón  no  acompañaban  las 
acertadas  disposiciones  de  la  inteligencia.  Ni  aun  siquiera  que- 
dó calor  en  las  altas  clases  de  la  sociedad  española  para  alen- 
tar y  medrar  las  intrigas  de  la  corte.  Si  D.  Luis  de  Haro,  que 
sucedió  en  la  privanza  á  su  tío  el  conde-duque  de  Olivares,  hu- 
biera estado  adornado  de  las  relevantes  cualidades  de  un  mi- 
nistro inteligente,  tal  vez  se  hubieran  podido  enderezaren  gran 
parte  los  negocios  de  la  monarquía  en  los  postreros  años  del 
reinado  de  Felipe  IV.  Pero  D.  Luis  de  Haro  adolecía  de  una 
incapacidad  política  y  administrativa  mucho  mayor  que  la  de 
sus  más  inliábiles  antecesores,  y  todo  lo  que  consiguió  durante 
su  ministerio  fué  arrastrar  lentamente  los  problemas  y  los  su- 
cesos, hasta  dejarlos  á  resolver  al  heredero  de  aquella  Corona. 
Acaso  desde  el  matrimonio  de  FeUpe  IV  con  Doña  Mariana 
de  Austria  los  males  públicos  hubieran  podido  alcanzar  algún 
remedio  con  verdaderas  resoluciones  transcendentales  de  la  pú- 
blica administración,  si  al  Bey  le  hubiera  encontrado  con  me- 
nos edad  y  más  eficaz  iniciativa.  En  efecto,  es  incuestionable 
la  influencia  que  en  este  reinado  ejercieron  sobre  la  gobernación 
de  la  monarquía  las  dos  mujeres  que  compartieron  con  Felipe 
el  tálamo  nupcial,  tema  que  hasta  aquí  ningún  historiador  ha 
tocado,  y  que  habrá  de  ser  con  el  tiempo  objeto  de  investiga- 
ciones interesantísimas.  La  consorte  francesa.  Doña  Isabel  de 
Borbón,  mantuvo  alrededor  del  Rey,  durante  toda  su  vida,  un 
núcleo  perenne  de  intrigas  en  que  por  vez  primera  se  ingirie- 
ron en  España  las  influencias  de  Francia.  Hubieran  bastado 
estas  intrigas  y  el  odio  cordial  que  profesó  la  Eeina  al  primer 
ministro  de  su  marido  para  obstruir  con  terco  empeño  las  de- 
terminaciones del  de  Olivares.  ¿Nació  este  odio  del  nebuloso 
drama  tras  que  se  esconden  todavía  los  amores  románticos  y 
la  trágica  muerte  del  conde  de  Villamediana,  á  quien  tal  vez 
se  le  asesinó  alevemente  para  cubrir  y  satisfacer  la  honra  do- 
méstica del  soberano?  ¿Fué  solamente  un  movimiento  del  or- 
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guUo  lastimado  de  la  mnjer  qae  se  veía  pospuesta  en  los  afec- 
tos de  su  esposo  á  los  que  profesaba  su  valido?  ¿Había  en  aque- 
lla prevención  ingénita  y  constante  contra  el  conde-duque  algo 
de  los  intereses  dinásticos  y  de  origen?  Analizando  prolijamen- 
te muchos  sucesos  menudos  de  la  época,  no  solamente  se  llega 
á  averiguar  de  una  manera  absoluta  que  la  primera  esposa  de 
Felipe  IV,  Doña  Isabel  de  Borbón,  nunca  dejó  de  ser  francesa 
en  Espafia,  sino  que  entre  los  adictos  á  su  persona  se  vislum- 
bran las  primeras  embozadas  tendencias  de  simpatía  hacia  la 
familia  francesa  en  oposición  á  la  austríaca.  Que  los  monarcas 
franceses  tuvieron  constantemente  organizada  cerca  de  ella  en 
Madrid  una  diligente  policía  política,  con  la  que  en  París  se 
conocían  las  más  secretas  resoluciones  de  España  antes  de  que 
ésta  tuviera  tiempo  material  de  realizar  su  ejecución,  es  cosa 
ya  de  todo  punto  incuestionable:  de  modo  que  en  la  serie  suce- 
siva de  pérdidas  de  influencia  que  entonces  experimentamos, 
lo  mismo  en  este  asunto  que  en  otros,  trocáronse  para  España 
los  papeles  de  su  representación,  y  así  como  antes  la  diploma- 
cia española  se  había  hecho  terrible  por  su  sutilidad  y  por  su 
diligencia  temible  en  Boma,  en  Viena,  en  Londres  y  en  París, 
ahora  sucedía  que  los  secretos  españoles  eran  los  que  andaban 
al  arbitrio  de  todos  en  los  demás  gabinetes.  Si  de  esta  falta  se 
ha  culpado  á  la  Reina,  primera  consorte  de  Felipe  IV,  la  fe  de 
los  archivos  y  la  aplicación  de  los  escritores  darán  algún  día 
testimonio  de  la  verdad.  Lo  que  es  indiscutible  es  la  sorda  gue- 
rra de  intrigas  que,  sobre  los  asuntos  interiores,  sostenía  eu 
Palacio  la  Reina  contra  el  valido;  que  en  estas  guerras  no  disi- 
muló el  número  ni  la  condición  de  sus  cómplices;  y  que  si  ni 
la  princesa  de  Carignan  ni  la  duquesa  de  Chevreuse  quisieron, 
á  su  paso  por  Madrid,  entrar  descubiertamente  en  la  trama,  no 
lo  rehusó  más  tarde  la  duquesa  de  Mantua  que,  habiendo  sido 
gobernadora  de  Portugal,  valióse  del  movimiento  de  su  rebe- 
lión, para  acabar  de  quitar  el  terreno  que  pisaba  al  conde-du- 
que, dándole  el  golpe  de  gracia  en  la  voluntad  del  Rey,  cuyo 
ánimo  se  había  trabajado  bastante  para  lograr  la  separación 
del  ministro.  £1  advenimiento  de  Doña  Mariana  de  Austria  res- 
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tabléelo  algún  tanto  el  influjo  de  los  adictos  á  los  austríacos.  El 
Emperador  que  veía  escapársele  el  vinculo  que  le  unía  con  Es* 
pafia,  cuyos  auxilios  tan  importantes  le  eran,  colocó  al  lado  de 
su  hija  un  hombre  de  una  habilidad  y  de  una  prudencia  exqui- 
sita, cuyos  merecimientos  no  se  han  estudiado  todavía,  y  cuyo 
carácter  aún  no  se  revela  en  la  historia  sino  por  el  prisma  hos- 
til y  repulsivo  con  el  que  le  han  presentado  sus  adversarios:  tal 
era  el  famoso  jesuíta  Everardo  Neidthard.  Limitado  en  un 
principio  al  papel  de  simple  confesor  de  la  Reina,  poco  á  poco 
llevó  á  rendirle  sus  homenajes  á  la  pobre  celda  que  ocupaba  en 
el  Noviciado,  á  los  mayores  magnates  y  á  los  más  elevados  mi- 
nistros de  aquel  tiempo.  Por  iniciativa  espontánea  de  estos  mis- 
mos, logró,  con  su  sutil  habilidad,  ser  recomendado  al  Rey  para 
que  se  le  diese  parte  honorífica  en  todas  las  juntas  de  reforma- 
ción; y  si  en  el  terreno  político  se  circunscribió  á  asegurar  la 
sucesión  de  la  monarquía  en  el  hijo  de  Dofía  Mariana  y  á  man- 
tener en  ésta  la  integridad  del  poder  y  de  la  autoridad  Real  du- 
rante la  minoría  cercana  que  preveía ,  en  lo  civil  y  administra- 
tivo indicó  y  formuló  muchas  providencias  dirigidas  ostensible- 
mente á  echar  las  bases  de  una  reorganización  económica  y 
civil.  No  era  posible  acometer  empresa  alguna  de  esta  natura- 
leza, sin  perjudicar  muchos  intereses  creados  á  la  sombra  de 
las  corruptelas;  y  aunque  éstos  levantaron  clamores  y  protestas, 
no  faltaron  á  Neidthard  propagandistas  de  su  mérito  que  le 
conquistaron  bastante  popularidad.  No  obstante,  pesaba  ya  un 
triste  destino  sobre  la  suerte  de  la  nación  española ,  y  cuando 
estas  reformas  parciales,  que  dieron  desde  luego  los  más  opimos 
resultados,  iban  bajo  los  consejos  del  jesuíta  á  convertirse  en 
un  plan  y  sistema  de  administración ,  la  muerte  del  monarca 
atajó  el  iniciado  impulso. 

Tal  vez  algunos  encuentren  cierta  contradicción  en  estos  ex- 
tremos, puesto  que  habiendo  quedado  por  Regente  y  tutora  de 
Carlos  U,  durante  su  menor  edad,  la  Reina  Doña  Mariana ,  pa- 
rece como  que  al  jesuíta  quedó  campo  más  ampUo  donde  des- 
arrollar su  pensamiento.  No  fué  así,  á  pesar  de  todo;  porque 

como  en  análogas  circunstancias  acontece  siempre ,  los  sucesos 
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se  impusieron  á  los  propósitos.  Ea  su  testamento,  Felipe  IV  no 
dejó  delegada  en  la  Reina  la  Regencia  del  reino  ,  y  la  tutoría 
del  Príncipe  heredero  de  una  manera  ilimitada  y  absoluta;  pues 
creó  un  consejo  de  Regencia  formado  de  dignidades  y  personas 
determinadas,  que  naturalmente  contenían  la  libre  acción  de  la 
Reina  gobernadora.  De  la  determinación  de  los  individuos  que 
habían  de  formar  esta  Regencia,  nacieron  multitud  de  conflic- 
tos; pues  aunque  el  Rey  había  obrado  Ubérrimamente  y  según 
su  voluntad  al  dictar  sus  postreras  resoluciones,  hubo  muchos 
y  muy  poderosos  magnates  que  se  encontraron  desairados  do 
su  preterición,  encontrándose  en  el  número  de  éstos  el  mismo 
hijo  natural  declarado  del  Rey,  D.  Juan  de  Austria,  el  duque 
de  Medina  de  las  Torres,  el  almirante  de  Castilla  y  otros  perso- 
najes. La  historia  narra,  y  oportunamente  hemos  hecho  rela- 
ción de  estos  sucesos,  los  movimientos  políticos  que  de  aquí 
surgieron,  y  sobre  todo,  aquella  vergonzosa  contienda  entre 
D.  Juan  de  Austria  y  el  P.  Neidthard,  en  que  por  una  y  otra 
parte  se  trató  de  apelar  al  refugio  de  la  fuerza :  D.  Juan  de  Aus- 
tria, á  nombre  de  la  opinión,  para  imponerse;  el  P.  Neid- 
thard, á  nombre  de  la  Reina,  y  por  lo  tanto,  á  nombre  del  dere- 
cho, para  resistir  y  defenderse.  El  primero  reunió  soldados  indis- 
ciplinados, turbas  revoltosas  y  harapientas,  un  pequeño  ejérci- 
to, en  fin,  revolucionario.  El  P.  Neidthard  creó,  como  guar- 
dia de  la  Reina  y  del  augusto  depósito  por  la  Reina  custodiado, 
y  para  garantía  de  su  seguridad  en  la  corte,  aquel  regimiento 
de  la  Chamberga,  que,  reconociéndose  á  sí  propio  como  una 
fuerza  privilegiada,  cometió  en  la  capital  toda  clase  de  desma- 
nes y  despropósitos,  haciendo  sentir  sobre  el  cuerpo  de  aquella 
sociedad  el  ominoso  peso  de  su  fatal  representación.  Difícil  era 
prever ,  ni  aun  á  los  mismos  que  se  refugiaban  tras  de  estos 
extraordinarios  recursos,  el  trastorno  fundamental  que  causa- 
ban hasta  en  la  condición  de  las  mismas  instituciones.  El  régi- 
men funesto  del  absolutismo  creado  por  Carlos  V  y  Felipe  II, 
daba  de  sí  al  cabo  sus  últimas  consecuencias;  y  después  de  ha- 
ber atravesado  el  período  de  incapacidad  de  Felipe  III  y  Feli- 
pe IV,  al  iniciarse  desde  la  Regencia  de  Carlos  II  su  postrera 
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etapa  de  disolución  y  anarquía,  bacía  pasar  á  la  sociedad  por 
un  rápido  ensayo  de  imposición  de  la  fuerza  bruta  revoluciona- 
ría,  bajo  la  apariencia  de  un  régimen  militar,  que  más  tarde  al- 
canzaría  á  intervalos  una  preponderancia  siempre  perjudicial  á 
la  normalidad  pacífica  de  las  instituciones  civiles. 

Desde  que  concluyeron  las  guerras  de  la  reconquista,  sólo  en 
casos  muy  excepcionales,  como  en  el  levantamiento  de  las  co- 
munidades en  el  reinado  de  Carlos  V,  y  de  los  aragoneses  en  el 
de  Felipe  II,  el  soldado  organizado  en  milicia  atravesó  los  llanos 
de  Castilla  y  campó  sobre  las  ciudades.  En  la  época  de  Felipe  IV 
estallaron  la  guerra  de  Cataluña  y  la  de  Portugal,  vino  el  inglés 
sobre  Cádiz  y  luego  el  francés  sobre  Fuenterrabía;  á  pesar  de  tan 
diversas  empresas  y  de  la  larga  duración  de  las  dos  primeras,  el 
militarismo  no  adquirió  ninguna  clase  de  preeminencias,  ni  fué 
más  que  una  de  las  ruedas  de  las  instituciones,  y  como  tal  el  ins- 
trumento del  poder  Heal  que  sobre  él  ejercía  sus  perennes  atribu- 
ciones, para  contener  los  subditos  rebeldes,  restablecer  el  orden 
público,  sujetar  á  su  imperio  el  territorio  perdido  y  rechazar  al 
extranjero.  Y  cuenta  que  en  las  campañas  de  Portugal  y  Cata- 
luña, Felipe  IV  reclamó  el  concurso,  no  sólo  de  los  soldados 
peninsulares,  sino  de  los  que  entre  los  demás  dominios  europeos 
se  reclutaban  para  engrosar  los  ejércitos  de  la  patria,  en  aquel 
duelo  á  muerte  que  sostenía  España  contra  toda  Europa  en  los 
confines  de  Alemania,  Francia,  Italia  y  Suiza,  repitiéndose  el 
precedente  sentado  ya  por  Felipe  U ,  al  acometer  la  conquista 
de  Portugal,  de  traer  soldados  italianos,  borgoñones,  esguí- 
zaros,  si  bien,  no  como  alarde  de  poderío,  como  lo  hizo  Feli- 
pe II,  sino  como  imposición  de  la  necesidad.  El  primer  indicio 
de  la  usurpación  de  atribuciones  políticas  que  la  institución 
militar  ponía  en  práctica,  bajo  el  ascendiente  de  su  fuerza  sobre 
el  poder  civil,  ha  de  estudiarse  en  nuestra  historia  moderna  en 
los  movimientos  insurgentes  de  D.  Juan  de  Austria.  Inútilmen- 
te, en  vida  de  Felipe  IV,  intentó  captarse  con  intentos  ulterio- 
res la  voluntad  de  los  soldados  en  cuantos  mandos  obtuvo.  Lo 
mismo  en  Ñapóles  y  Sicilia,  cuando  fué  enviado  á  apagar  los 
disturbios  de  1647;  que  en  Flandes,  al  dirigírsele  á  gobernar 
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aquellos  Estados  y  ejércitos,  y  que  en  las  fronteras  de  Extre- 
madura, al  ponerse  él  al  frente  de  las  armas  contra  los  rebeldes 
de  Portugal,  se  le  vio  poner  más  cuidado  en  crearse  un  partido 
de  fuerza  entre  los  cabos  y  oficiales  de  los  ejércitos  y  una  parte 
de  la  soldadesca,  que  en  Henar  á  satisfacción  los  objetos  para 
que  fué  delegado  por  la  condescendencia  del  Rey  su  padre.  El 
conde  de  Ofiate,  que  aunque  había  sido  con  el  cardenal  Filo- 
marino  el  verdadero  pacificador  de  Ñapóles  en  las  revueltas  de 
Mazaniello,  por  lisonjear  al  Rey  Felipe,  había  dejado  el  honor 
de  la  victoria  á  la  fama  del  nombre  de  su  bastardo,  pronto  tuvo 
ocasión  de  advertir  al  Rey  del  peligro  que  había  en  la  continua- 
ción de  D.  Juan  en  aquellos  Estados.;  las  mismas  advertencias 
á  Felipe  IV  tuvo  que  hacer  después  desde  Flandes,  y  casi  fué 
una  fortuna  para  las  ilusiones  del  Rey  sobre  su  hijo,  los  suce- 
sos contrarios  de  sus  empresas  miUtares  en  Flandes  y  en  Por- 
tugal, pues  derrotado  vergonzosamente  así  en  la  batalla  de  las 
Dunas  de  Dunkerque,  como  en  la  escaramuza  de  Arronches, 
con  uno  y  otro  descalabro  no  pudo  menos  de  resentirse  el  pres- 
tigio que  él  había  procurado  crearse  en  ambos  ejércitos  á  fuer- 
za de  odiosos  privilegios,  perniciosas  licenci&s  y  gravosas  li- 
beralidades. No  obstante,  del  trato  con  algunos  cabos  y  oficia- 
les en  estos  ejércitos,  recabó  la  adhesión  de  algunos  amigos,  con 
cuya  cooperación  contó  siempre  en  cuantos  actos  de  insumisión 
ejecutó  desde  la  muerte  de  Felipe  IV.  Con  ellos  formó  el  núcleo 
de  aquellas  fuerzas  tumultuarías  con  que,  acercándose  á  Madríd 
por  Torrejón  de  Ardoz  en  actitud  amenazadora,  hizo  cundir  el 
pánico  por  la  corte^  llegar  hasta  la  Reina  I)oña  Mariana  el  grito 
de  sus  pretensiones,  apoyado  por  la  mayor  parte  de  la  nobleza 
timorata  y  de  la  levantisca  plebe  asalariada^  con  lo  que  consi- 
guió el  triunfo  de  la  fuerza  sobre  la  potestad  libérrima  de  la 
institución  Real,  y  obtuvo  la  separación  del  jesuíta  del  lado  de 
los  soberanos.  Este  triunfo  de  la  fuerza  organizada  contra  las 
determinaciones  del  poder  civil,  acabó  de  legitimar  la  situación 
de  anarquía  profunda  en  que  la  sociedad  civil  espafiola  yacía 
desde  que  estallaron  las  primeras  desavenencias.  No  quedó 
desde  entonces  á  la  Reina  Dofia  Mariana,  suprema  representa* 
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ción  del  poder  Real^  otra  autoridad  que  la  que  se  derivaba  de 
las  condiciones  morales  de  su  personal  carácter,  que  sólo  se  re- 
velaban por  una  gran  fuerza  de  pasiva  resistencia.  £1  consejo 
de  los  co-regentes,  habiéndose  dividido  en  medio  de  las  vacila- 
ciones más  vituperables  en  la  cuestión  de  D.  Juan,  perdió  la 
unidad  de  su  influjo,  y  habiendo  condescendido  con  las  exigen- 
cias del  rebelde,  se  enajenó  en  la  opinión  y  en  la  historia  el 
lauro  de  toda  autoridad.  La  nobleza,  lejos  de  correr  á  las 
gradas  del  trono  á  ofrecer  en  su  defensa  su  sangre  y  sus  inte- 
reses ,  se  presentó  cobarde  y  desordenada,  en  cabeza  del  duque 
del  Infantado  y  de  otros  grandes,  á  demandar  de  la  Reina  el 
alejamiento  de  su  confesor,  bajo  el  temor  de  los  estragos  con 
que  el  de  Austria  amenazaba.  El  clero,  alejado  ya  de  los  inte- 
reses políticos,  tampoco  prestó  el  menor  apoyo  en  aquella  gran 
crisis  al  poder  Real;  el  cardenal  de  Aragón,  primado  de  Toledo, 
y  en  quien  podía  representarse  la  iglesia  secular,  como  indivi- 
duo del  consejo  de  Regencia,  participó  de  los  inciertos  pareceres 
de  esta  corporación,  y  al  cabo  siguió  el  camino  de  los  más,  ple- 
gándose á  las  advertencias  del  miedo,  sin  energía  para  indicar 
más  acertadas  resoluciones.  En  el  clero  regular  había  una  gran- 
de  animosidad  contra  el  jesuíta,  no  sólo  por  su  condición  de 
extranjero,  sino  porque  ocupando  el  confesonario  de  la  Reina, 
se  quejaba  de  haber  sufrido  un  verdadero  despojo.  Finalmente, 
las  clases  populares  no  tenían  el  menor  apego  al  confesor  ale- 
mán. La  sátira,  la  propaganda  mordaz  y  hasta  la  calumnia 
irreverente,  habían  puesto  su  hiél  y  su  saña  en  Neidthard  y  en 
la  Reina;  por  las  gradas  de  San  Felipe  y  por  las  casas  de  con- 
versación cundían  las  anécdotas  más  vergonzosas,  y  habiéndo- 
les imputado,  entre  otros  cargos,  que  recogían  y  mandaban  á 
Alemania  todo  el  dinero  de  España  á  costa  de  la  pública  feli- 
cidad, fueron  objeto  de  un  odio  sistemático  que,  contra  el  con- 
fesor jesuíta,  hacía  más  agresiva  la  condición  de  su  persona,  no 
inviolable  como  la  de  la  Reina  todavía.  Es  preciso  remontarse 
á  las  épocas  más  calamitosas  de  nuestra  historia  para  rebuscar 
un  cuadro  semejante  de  mayor  abandono  de  la  institución 
Real.  Ni  aun  el  reinado  de  Enrique  IV,  en  sus  peores  tiempos, 
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nos  ofrece  nada  parecido  á  la  situación  lamentable  en  que  que* 
dó  la  Reina  gobernadora  de  España  el  25  de  Febrero  de  1669. 
El  P.  Neidthard  salió  de  Madrid;  D.  Juan  osó  venirse  al  Retiro, 
80  pretexto  de  rendir  su  homenaje  al  monarca  niño,  á  festejar 
entre  sus  parciales  el  triunfo  de  la  fuerza  tumultuaria  sobre  el 
poder  y  la  autoridad  Real.  Aunque  no  con  publicidad  ni  so- 
lemnidad, más  consejeros  de  la  Regencia  y  mayor  número  de 
grandes  pasó  á  cumplimentar,  aunque  á  escondidas,  al  rebelde 
victorioso,  que  á  la  cámara  de  la  Reina  á  acompañarla  en  su 
aislamiento,  y  á  prestarle  fuerza  en  el  prestigio  de  su  autoridad; 
y  aunque  todavía  se  obedeció  la  orden  expedida  por  Doña  Ma- 
riana para  que  el  de  Austria  saliera  inmediatamente  de  la  cor- 
te y  sus  alrededores,  sin  penetrar  en  las  calles  de  la  villa^  ni 
mucho  menos  pretender  ir  á  Palacio  á  visitar  al  Rey,  aquella 
obediencia,  que  fué  aconsejada  al  Príncipe  rebelde  por  algonos 
grandes  de  entre  sus  parciales,  lejos  de  ser  un  acto  contradic- 
torio de  sumisión,  se  contrajo  á  desempeñar  un  compás  de  es- 
pera, pues  no  estando  todavía  declarada  la  mayor  edad  del  mo- 
narca, mal  podía  el  bastardo  victorioso  ejercer  aún  su  vengan- 
za contra  la  misma  Reina.  Del  antiguo  prestigio  que  qued6  6i 
la  institución  Real,  después  de  haberia  dotado  do  autoridad  tan 
grande  Carlos  V  y  Felipe  II,  todavía  restaba  en  el  corazón  de 
las  clases  sociales  un  sentimiento  de  sagrada  inviolabilid&d.  laa- 
cia  la  persona  de  los  monarcas,  que  en  vano  D.  Juan  da    A^^a- 
tria  habría  pretendido  atrepellar  en  la  Rehia  gobernadora,  ^^ 
que  tamaño  desacato  le  hubiera  enajenado  ipso  fado  toAo^    tos 
favores  de  la  opinión. 

De  1669  á  1676  atravesó  España  un  período  histórico -polí- 
tico que  en  vano  se  tratará  por  nadie  de  definir  de  maa^^^  ^ 
satisfaga  á  la  razón  y  á  la  verdad.  Las  instituciones  aol>^^*" 
lientos  se  oscurecen;  una  mansa  anarquía  social  crea  ^xx    ^^  ^ 
terior  un  aparente  estado  de  normalidad;  se  observa  ci^^*^"^  ^ 
licía  esmerada  en  la  administración,  principalmente  en  1^ 
acoroétense  algunas  obras  de  utilidad  pública;  se  atieim  ^^  i 

cierta  solicitud  á  las  exigencias  de  los  ejércitos;  y  á  pesa:^ 
frecuentes  desórdenes  de  la  Chamberga,  único  matiz  q    ^  '^ 


CONCLUSIÓN 


634 


ne  á  discordar  en  el  cuadro  general  de  universal  quietismo,  los 
sui^esos  discurren  como  inadvertidamente,  sin  promover  gran- 
des manifestaciones  del  malestar  profundo  que  la  sociedad  ex- 
perimentaba. Parecía  que  una  mano  oculta  llevaba  clandesti- 
namente la  alta  dirección  de  los  negocios,  y  la  crítica  popular 
achacaba  á  semejante  estado  de  cosas  la  influencia  de  un  Duen- 
de. Al  fin  y  al  cabo,  este  duende  tuvo  personalidad  visible,  y  se 
llamó  D.  Fernando  de  Valenzuela.  No  había  nacido  en  alta 
cuna,  ni  por  ninguna  de  las  condiciones  de  su  carrera  parecía 
que  en  aquel  hombre  pudiera  continuar  la  serie  de  los  validos. 
Él  tuvo  arte  y  talentos  para  conquistar,  desde  la  oscuridad  de 
su  origen,  un  puesto  que  había  sido  hasta  allí  privativo  de  los 
grandes  señores,  y  por  el  que  en  vano  suspiraba,  sin  conse- 
guirlo, todo  un  hijo  del  Rey,  que,  aunque  bastardo,  estaba  con- 
siderado como  Príncipe  por  los  excesivos  privilegios,  dignida- 
des y  honores  con  que  le  condecoró  su  padre.  Mientras  el  go- 
bierno de  Valenzuela  fué  oculto  y  desconocido,  no  promovió 
ninguna  clase  de  protestas:  sus  providencias  fueron  acogidas 
con  aplauso;  y  habiendo  puesto  particular  empeño  en  conse- 
guir que  los  mantenimientos  se  sostuviesen  á  bajo  precio  para 
comodidad  del  pueblo  y  que  éste  cebase  su  comidilla  distraído, 
ya  entre  las  fiestas  gratuitas  que  la  villa  le  proporcionaba,  ya 
entre  las  obras  de  ornato  y  utilidad  que  se  emprendían,  como 
la  reconstrucción  de  un  ala  do  la  Plaza  Mayor  destruida  por  un 
incendio,  la  erección  del  arco  de  la  Armería  y  otras  semejantes, 
las  clases  populares,  que  habían  agotado  todo  su  encono  contra 
Neidthard,  acogieron  el  nuevo  gobierno  con  simpatía.  No  pudo 
permanecer  por  mucho  tiempo  subsistente  el  misterio  de  aquel 
nuevo  poder,  siendo  causa  de  que  pronto  se  apercibiesen  dos 
hechos,  uno  fatal  por  la  dura  condición  de  las  circunstancias,  y 
otro  personalísimo  de  Valenzuela.  Los  apuros  de  la  Hacienda 
Real  habían  llegado  á  tal  extremo  desde  la  muerte  de  Felipe  IV, 
que  en  el  Palacio  de  los  monarcas  de  España  faltó  con  bastante 
frecuencia  lo  necesario  para  el  vestido  y  el  plato  de  los  Reyes. 
Doña  Mariana  consultó  con  su  confesor  si,  para  remediar  estas 
necesidades  que  por  el  decoro  déla  institución  no  debían  trans- 
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cender  al  pueblo,  le  sería  lícito  enajenar  y  vender,  como  se  le 
V  había  propuesto  reservadamente,  algunos  oficios  y  dignidades, 

títulos  y  encomiendas.  La  contestación  á  esta  consulta  fué  com- 
pletamente afirmativa,  y  desde  entonces,  por  medios  de  la  ma- 
yor reserva,  se  empezaron  á  explotar  estos  beneficios.  El  agente 
secreto  de  esta  clase  de  negocios  era  Valenzuela,  que  se  comu- 
nicaba con  la  Reina  por  medio  de  su  mujer  Doña  María  de  Uce- 
da,  camarista  de  Doña  Mariana.  Mientras  el  P.  Neidthard  dis- 
frutó la  confianza  de  la  Reina,  estas  especulaciones  se  hicieron 
con  la  mayor  prudencia,  sin  despertar  hacia  el  afortunado  agen- 
te ninguna  sospecha  de  valimiento;  pero  desde  el  destierro  del 
jesuíta,  la  necesidad  ó  la  imprudencia  descubrieron  pronta- 
mente á  D.  Fernando.  El  incremento  de  influjo  le  habían  dado 
un  necesario  aumento  de  poder.  La  Reina,  que  carecía  de  quien 
fiarse,  puso  en  él  todas  sus  preferencias,  y  habiéndole  encon- 
trado discreto  y  advertido,  poco  á  poco  le  comunicó  las  consul- 
tas de  los  mayores  negocios.  La  sucesión  de  estas  confianzas 
hizo  comprender  á  Valenzuela  su  imperio  sobre  el  ánimo  de  la 
gobernadora,  y  reconociéndose  investido  de  hecho  de  este  po- 
der, alentó  los  primeros  impulsos  de  la  ambición  á  la  vez  que 
los  primeros  gérmenes  de  la  fatuidad.  Rápidamente  se  cargó  de 
oficios  y  distinciones,  arrojó  con  ellos  al  escarnio  público  el  es- 
cándalo de  su  elevación,  y  aunque  con  altas  dádivas  y  benefi- 
cios procuró  uncir  al  carro  de  su  fortuna,  por  los  vínculos  de 
la  gratitud,  numerosos  adictos  de  las  más  elevadas  jerarquías, 
sólo  consiguió  renovar  en  su  persona  el  blanco  que  D.  Juan  y 
los  demás  émulos  de  la  Reina  necesitaban  para  reanudar  el  hilo 
de  sus  irreverencias,  de  sus  sátiras  y  pretensiones.  Valenzuela, 
erigido  en  víctima  de  su  propia  inexperiencia,  pasó  como  un 
meteoro  por  la  alta  administración  de  la  monarquía,  aunque 
logró  ser  título  con  el  diciado  de  marqués  de  Villasierra,  gran- 
de de  España  y  declarado  valido  del  Rey,  cuando  se  anunció 
la  mayor  edad  de  Carlos  II.  El  carácter  del  poder  civil  lo  cons- 
tituye la  agravación  de  su  decadencia  por  las  vicisitudes  político- 
sociales  porque  España  y  sus  instituciones  atravesaban.  Nada 
mejoró  durante  el  gobierno  de  D.  Juan  de  Austria  y  los  minis- 
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tros  que  á  su  muerte  le  sucedieron.  Ni  una  disposición  dé  ca- 
rácter transcendental  reveló  por  aquel  tiempo  el  poder.  Los  ma- 
les crecían  hasta  llevar  al  país  al  borde  de  lo  imposible.  Los 
actos  de  gobierno  de  D.  Juan  de  Austria  parecían  los  estertores 
de  una.  agonía.  Sólo  se  limitó  á  proveer  de  una  manera  despó- 
tica sobre  los  incidentes  del  momento.  Las  derrotas  de  los  ejér- 
citos en  el  exterior  eran  semejantes  á  las  derrotas  de  la  autori- 
dad en  la  Península.  Nadie  mandaba;  nadie  obedecía;  toda  la 
institución  civil  se  representaba  en  fantasmas,  como  en  un  cua- 
dro disolvente.  Los  consejos  funcionaban  como  cuerpos  pura- 
mente mecánicos.  Las  autoridades  subalternas  obraban  por 
tradición.  Esta  misma  sostenía  la  existencia  de  las  demás  cor- 
poraciones políticas.  La  obediencia  era  costumbre;  la  imposi- 
ción de  los  tributos,  más  que  protestas,  no  levantaban  sino  ala- 
ridos; los  tribunales  habían  dejado  de  ser  amparo  de  la  justicia; 
la  pasión  de  la  venganza  dictaba  más  penas  que  el  rigor  de  las 
leyes;  la  licencia  del  lenguaje  no  conocía  límites  en  ningún  res- 
pecto; y  sobre  las  cosas  y  los  sentimientos  más  santos,  sólo  deja- 
ba ver  sus  lúbricas  obscenidades  la  musa  mofadora  del  escar- 
nio. En  el  exterior  cada  función  militar  se  traducía  en  un  tre- 
mendo descalabro,  y  cuando  se  pactaban  paces  y  se  suscribían 
tratados,  sólo  se  afirmaba  la  propia  vergüenza  garantida  por 
los  compromisos  internacionales.  No  se  pueden  recordar  sin  son- 
rojo los  nombres  de  Westfalia,  Aquisgrán,  Nimega  y  Riswick, 
con  que  se  conocen  estos  tratados. 

Para  aumentar  las  desdichas  de  nuestra  sociedad  decayente, 
las  intrigas  conyugales  de  la  corte  de  Garlos  U  vinieron  á  ser 
fuente  de  nuevas  disensiones  fundamentales  y  hasta  de  inaudi- 
tos escándalos  públicos.  Aquella  guerra  sorda  entre  los  intere- 
ses franceses  y  austríacos  que  tuvo  su  origen  en  las  intrigas 
recónditas  de  la  cámara  de  Dofia  Isabel  de  Borbón,  la  primera 
mujer  de  Felipe  IV,  tomaron  visiblemente  cuerpo  al  lado  de 
D.  Juan  de  Austria,  desde  que  se  penetró  la  índole  de  sus  secre- 
tas ambiciones.  Cuando  el  Rey  su  padre  le  envió  á  Ñapóles  á 
sofocar  la  insurrección  de  Mazauiello,  los  agentes  franceses  tu- 
vieron medio  de  ofrecerle  los  recursos  y  auxilios  materiales  ne- 
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cesaños  para  que  se  levantase  con  aquella  Corona.  En  Flandes, 
nuevos  emisarios  disfrazados  volvieron  á  persuadirle  la  misma 
temeridad,  y  le  asalariaron  sus  desaires  al  príncipe  de  Conde, 
que,  expatriado  de  Francia,  había  puesto  su  espada  al  servicio 
de  la  Corona  de  Espada.  Más  tarde,  cuando  su  fuga  á  Aragón 
y  Catalufia,  después  de  la  muerte  de  Mayadas,  temeroso  de  que 
en  él  se  hiciera  algún  ejemplar  castigo,  volvió  á  recibir  en  Bar- 
celona nuevos  emisarios  franceses  con  ofertas  de  fuertes  sumas 
para  perpetuar  el  estado  de  insurrección  en  que  se  había  levan- 
tado contra  el  gobierno  del  jesuíta.  Justo  es  confesar  que,  si  á 
la  juvenil  inexperiencia  acaso  se  la  sorprendió  en  Ñapóles  con 
halagos  de  tanta  monta,  y  si  en  Flandes  cayó  en  los  abismos 
de  una  degradación  infame,  cuando  tuvo  más  edad  y  más  re- 
flexión, y  sus  aspiraciones  afectaron  una  nueva  forma,  repelió 
en  la  capital  del  Principado,  en  donde  aún  ardía  la  guerra  se- 
paratista, todas  las  invitaciones  sagaces  y  todos  los  ofrecimien- 
tos lisonjeros.  Sin  embargo ,  de  la  unión  de  estas  tentativas  el 
liistoriador  y  el  filósofo  deducen  aquel  propósito  perseverante 
que  en  Francia  ya  existía  de  intervenir  en  nuestros  asuntos  in- 
teriores para  apoderarse  más  tarde,  como  en  efecto  se  apoderó, 
de  la  integridad  de  la  nación.  Estos  conatos  se  hicieron  con 
menos  disimulo,  cuando,  muerto  D.  Juan  de  Austria,  el  poder 
quedó  entregado  á  manos  aún  más  inhábiles  que  las  suyas,  y 
sobre  todo,  cuando  el  casamiento  del  Rey  con  Dofía  Ana  de 
Neoburgo,  los  pensamientos  que  acariciaba  sufrieron  alguna 
contradicción,  bajo  la  sospecha  de  que  la  Princesa  alemana  di- 
rigiendo la  voluntad  del  monarca  pudiera  restablecer  el  influjo 
de  los  austriacos,  bastante  vencido  por  el  predominio  que  al- 
canzaba el  que  ya  podía  llamarse  numeroso  partido  francés. 
Las  guerras  desgraciadísimas  para  España  que  se  sostuvieron 
en  los  Estados  de  Flandes,  y  que  lenta-jaente  nos  fueron  privan- 
do de  sus  mejores  ciudades  y  territorios ,  no  tenían  otro  propó- 
sito que  el  de  afligir  el  espíritu  del  pusilánime  monarca  y  de  los 
ineptos  ministros,  para  imponer  el  giro  que  había  de  llevar  la 
ardua  cuestión  de  la  sucesión  á  la  Corona.  Con  este  motivo  dié- 
ronse  en  la  corte  escenas  inconcebibles  en  que  de  etapa  en  eta- 


GONGLUSIÓX  635 

pa  se  llegó  hasta  promover  aquellos  exorcismos  para  emanci- 
par al  monarca  del  influjo  de  los  filtros  diabólicos  que  se  le 
atribuían,  administrados  por  la  Reina,  en  complicidad  con  el 
almirante  de  Castilla  y  el  conde  de  Oropesa,  en  cuya  trama  lle- 
garon á  entrar  personas  de  tanta  suposición  como  á  la  sazón 
eran  el  confesor  del  Rey,  Fr.  Froilán  Díaz,  el  cardenal  Porto- 
carrero,  D.  Manuel  Arias,  gobernador  del  consejo  de  Castilla  y 
otros  personajes  á  este  tenor.  El  resultado  de  aquellos  hechizos, 
no  se  tradujo  sólo  en  el  cambio  del  alto  personal  político  de  la 
administración,  á  cuyo  frente  se  hallaba  el  inquieto  cardenal, 
nombrado  primer  ministro ,  sino  que  condujo  á  realizar  el  acto 
poUtico  de  mayor  importancia  de  aquel  reinado :  tal  fué  la  de- 
signación y  declaración  del  heredero  de  la  Corona. 

El  antiguo  derecho  constitucional  de  España  obligaba  al  po- 
der Real  á  exhibir,  ante  el  poder  representativo  de  la  nación 
congregada  en  Cortes,  al  vastago  heredero  de  la  monarquía,  se- 
gún  el  orden  natural  y  legal  de  la  sucesión ,  que  era  confirmado 
en  tan  alto  derecho,  mediante  el  juramento  y  pleito  homenaje 
que  la  nación  le  rendía  por  medio  de  sus  delegados.  A  esta  fun- 
ción concurrían  todas  las  fuerzas  morales  y  activas  de  la  socie- 
dad, en  la  representación  de  los  tres  brazos  que  formaban  el 
cuerpo  legal  de  aquellas  asambleas.  La  Iglesia  aumentaba  el 
valor  de  aquel  acto,  ennobleciéndole  con  la  majestad  de  la  pom- 
pa y  de  los  ritos  religiosos.  £1  brazo  militar,  que  á  la  sazón  se 
confundía  con  la  nobleza ,  ocupaba  el  puesto  de  honor  que  le 
correspondía,  rodeando  y  robusteciendo  la  autoridad  del  trono. 
El  pueblo,  vistiendo  las  ciudades  de  colgaduras  de  vistosos  co- 
lores, guirnaldas  y  gallardetes,  y  acudiendo  en  pacífica  muche- 
dumbre á  aclamar  al  tránsito  al  monarca  y  al  sucesor,  manifes- 
taban la  íntima  alianza  de  todas  las  instituciones,  patentizando 
asi  la  admirable  unidad  moral  de  aquella  monarquía.  En  medio 
del  régimen  de  absolutismo  que  trajo  á  España  la  Casa  de  Aus- 
tria, esta  costumbre  no  se  alteró  jamás ,  de  modo  que ,  bajo  to- 
dos los  Reyes  de  aquella  dinastía,  los  Príncipes  herederos  fue- 
ron jurados  á  tenor  de  lo  que  demandaban  los  usos  tradiciona- 
les de  la  nación,  y  hasta  cuando  las  Cortes  del  reino  dejaron  de 
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tener  el  alto  sentido  político  de  su  origen  inmemorial,  bajo  Fe- 
lipe ni  y  Felipe  IV,  fueron  reunidas  invariablemente  siempre 
que  hubo  que  legitimar  con  la  consagración  de  la  Iglesia  el  ju- 
ramente del  Estado,  y  la  aclamación  del  pueblo  el  sagrado  de- 
recho de  la  sucesión  Real.  El  influjo  francés  entre  sus  partida- 
rios de  España,  comenzó  desviando  á  las  instituciones  de  la 
práctica  de  la  constitución  interna  de  la  nación,  alterando  lo 
que  hasta  entonces  había  sido  uso  invariable  desde  el  más  re- 
mote origen  de  la  monarquía.  Así,  pues,  cuando  la  avanzada 
edad  del  monarca  y  su  esterilidad  absoluta  para  la  procreación, 
quitó  teda  esperanza  de  obtener  de  él  descendencia  directa,  lejos 
de  someter  cuestión  ten  ardua  á  la  resolución  del  cuerpo  repre- 
sentetivo  del  Estado,  el  cardenal  Portocarrero  pidió  dictamen^ 
al  supremo  de  los  consejos  y  aun  formó  juntas  de  teólogos  y 
jurisconsultos  para  que  emitiesen  su  parecer.  La  formación  de 
estas  juntas  había  sido  el  signo  de  la  mayor  de  las  corruptelas 
bajo  el  gobierno  de  los  validos.  Carlos  V  y  Felipe  11  sustituye- 
ron las  Cortes  de  Castilla  con  los  consejos  especiales,  los  cuales 
se  constituían  en  cuerpos  consultivos  del  Rey  para  todas  las 
cuestiones  graves  del  Estedo.  Habiendo  adquirido  estos  consejos 
gran  fuerza  y  preponderancia  por  sí  en  los  reinados  de  Felipe  II 
y  Felipe  HE,  afectaron  en  muchas  ocasiones  un  temperamento 
de  libertad  é  independencia  intolerable  para  la  jactenciosa  auto- 
ridad de  los  validos;  y  como  sus  dictámenes  con  demasiada  fre- 
cuencia estuviesen  en  contradicción  con  los  deseos  y  los  intere- 
ses del  valimiento,  el  conde-duque  de  Olivares  comenzó  á  sub- 
rogarlos á  los  dictámenes  de  otras  juntas  especiales,  formadas 
para  cada  cuestión,  difícil  al  parecer,  entre  las  personas  de  ma- 
yor aptitud  é  idoneidad  en  cada  materia,  pero  en  realidad  de  las 
que,  teniéndose  por  más  adictas  al  ministro,  no  llevaban  á  las 
discusiones  otro  criterio  que  el  que  éste  les  imponía.  Estas  jun- 
tas especiales  fueron  más  frecuentes  y  numerosas  conforme  avan- 
zó el  largo  reinado  de  Felipe  IV;  de  manera  que,  á  su  muerte,  los 
consejos  apenas  entendían  más  que  de  los  pleitos  comunes  y  de 
los  expedientes  de  la  administración.  Portocarrero  trató  de  en^ 
sayar  un  conato  de  legalidad,  sometiendo  la  cuestión  de  la  bu- 
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cesión  de  España  al  dictamen  del  consejo  de  Castilla;  pero  ha- 
biendo encontrado  en  él  grandemente  divididas  las  opiniones, 
refugióse  en  el  fácil  recurso  de  una  junta  especial,  que  hablen- 
do  sido  formada  de  amigos  y  paniaguados,  siquiera  fuesen  éstos 
hombres,  por  su  cuna  y  rango  social,  tan  respetables  como  el 
duque  de  Medinasidonia,  los  marqueses  de  Mancera,  del  Fres- 
no y  de  Villafranca,  y  los  condes  de  Frigiliana,  Fuensalida, 
Moutijo  y  San  Esteban  del  Puerto,  suscribieron  sin  discrepar  el 
dictamen  del  ministro,  mediante  el  cual  se  proclamó  el  derecho 
preferente  del  Delfín  de  Francia,  como  hijo  de  la  hermana  ma- 
yor de  Carlos  II,  la  infanta  María  Teresa,  cuya  renuncia  no 
había  sido  formalizada  en  Cortes.  Lo  extraño  de  este  proceso 
es  que,  para  resolver  un  asunto  de  tamaña  importancia  consti- 
tucional, como  era  la  sucesión  de  la  monarquía ,  el  dictamen  de 
la  junta  se  apoyase  en  la  deficiencia  de  que  adolecía  un  con- 
trato solemne  internacional  como  el  que  precedió  al  matrimonio 
de  la  Infanta,  Reina  de  Francia,  por  no  estar  autorizado  con  la 
sanción  de  las  Cortes,  cuando  ahora  se  incurría  en  el  mismo 
defecto,  dejando  á  la  arbitrariedad  de  un  testamento  regio  el 
grave  empeño  de  resolver  el  problema  más  difícil  que  en  tantos 
siglos  de  existencia  había  surgido  en  la  monarquía  española. 
Portocarrero  no  tuvo  inconveniente  en  cargar  con  la  responsa- 
bilidad ante  la  historia,  con  el  último  acto  del  más  desapodera- 
do absolutismo,  pues  ni  aun  en  la  omnipotencia  que  las  ideas 
de  aquel  tiempo  concedían  á  las  atribuciones  del  poder  Real, 
podía  concederse  preiTogativa  suficiente  para  definir  con  un 
golpe  de  Estado  el  mejor  derecho  en  lo  tocante  á  la  sucesión. 
Nunca  se  han  dirimido  estas  cuestiones  en  la  historia  sin 
pasar  por  la  dura  prueba  de  la  sangre  y  el  fuego,  y  así;  á  la 
muerte  de  Carlos  II  y  á  pesar  de  que  en  su  testamento  se  había 
marcado  el  orden  de  la  sucesión,  la  rama  más  inmediata  de  la 
familia  austríaca,  apoyándose  en  fuertes  elementos  interiores 
de  resistencia  y  provocando  las  alianzas  de  mayor  peso  en 
Europa  para  sostener  una  guerra  de  equiUbrío,  encendió  en  la 
Península  la  contienda  civil  por  una  y  otra  parte,  apoyada  en 
fuerzas  y  recursos  extranjeros.  Toda  la  Europa  ardió  en  escri- 
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tos  polémicos,  en  que  cada  una  de  las  partes  procuraba  repre- 
sentar ante  la  opinión  del  mundo  su  mejor  derecho.  Pero  como 
ni  una  ni  otra  causa  se  sustentaba  en  el  correcto  dictamen  de 
una  verdadera  sanción  legal,  como  hubiera  sido  la  definición  y 
el  voto  de  las  Cortes,  aquellos  escritos  que  en  el  campo  de  las 
ideas  no  pudieron  representar  sino  lo  que  las  armas  y  los  ejér- 
citos en  los  campos,  es  decir,  la  contraposición  de  las  ambicio- 
nes y  de  los  intereses,  tuvieron  que  abandonar  el  triunfo  de  lo 
que  por  cada  parte  se  tenia  por  su  razón  al  irreclamable  triun- 
fo de  la  fuerza,  pues  donde  no  reina  el  derecho  ésta  resuelve 
todas  las  cuestiones.  En  vano  Felipe  V  quiso  dar  al  estableci- 
miento de  su  dinastía  en  Espafia  todas  las  apariencias  de  la 
tradición  legal.  La  victoria  le  erigió  en  Eey  de  hecho,  no  de 
derecho,  siendo  insuficiente  la  designación  obtenida  en  el  testa- 
mento de  Carlos  II.  La  legalidad  normal  no  volvió  á  aparecer 
hasta  que  en  7  de  Abril  de  1709  las  Cortes  de  Castilla  y  Ara- 
gón, convocadas  en  Madrid,  vinieron  á  proclamar  y  jurar  pri- 
mogénito de  la  Corona,  con  cuyo  acto  de  nuevo  se  firmó  la  an- 
tigua paternal  alianza  de  las  instituciones  con  el  cuerpo  entero 
de  la  nación.  Este  acto  fué  ya  legitimo,  porque  el  triunfo  de  la 
fuerza  habia  creado  estado,  y  en  la  vida  civil  de  los  pueblos, 
asi  como  en  la  historia^  el  triunfo  de  la  fuerza  que  causa  estado 
se  constituye  en  hecho  de  la  suprema  institución  del  derecho. 
Reconocióse  asi  lo  mismo  entre  los  ministros  del  Rey  de  Espa- 
fia que  entre  los  de  Luis  XIV,  que  á  la  sazón  dirigia  los  altos 
destinos  do  la  Península;  pero  como  todo  triunfo  material  de  la 
fuerza  sostiene  permanentemente  un  estado  de  imposición  con- 
trario á  los  atributos  de  la  independencia,  apelando  á  las  prác- 
ticas constitucionales  de  la  antigua  monarquía  espafiola,  se  es- 
tableció la  transacción  y  la  concordia  entre  la  institución  im- 
puesta y  el  pueblo  sometido,  para  que  en  lo  sucesivo  fuese  más 
fácil  y  llano  el  camino  del  común  derecho.  Por  desgracia,  ni 
Felipe  V  ni  los  que  desde  fuera  y  dentro  le  aconsejaban,  estu- 
vieron dispuestos  á  fundar  un  régimen  basado  en  la  restaura- 
ción de  las  antiguas  prácticas  constitucionales  de  la  monarquía 
de  España.  Imbuidos  el  Rey  y  sus  ministros  en  la  forma  que 


' 


CONCLUSIÓN 


639 


á  la  sazón  afectaba  el  absolutismo  en  Francia,  sólo  se  procuró 
realizar  en  España  una  imitación  servil  de  aquellas  institucio- 
nes. No  se  practicó,  por  lo  tanto,  la  reparación  del  poder  civil 
y  del  sistema  administrativo  sobre  los  moldes  que  habían  deja- 
do un  envidiable  ejemplo  en  la  autoridad  y  en  la  administra- 
ción de  los  Reyes  Católicos,  de  memoria  inolvidable.  Felipe  V 
restauró  en  su  persona,  con  el  perenne  apoyo  de  la  fuerza,  el 
absolutismo  Real,  fundado  por  Carlos  V  y  reformado  por  Feli- 
pe II,  pero  estrechando  aún  más  las  mallas  del  poder.  Ejercíase 
éste,  así  como  la  administración  española,  en  multitud  de  terri- 
torios, en  forma  de  virreinatos  y  gobiernos,  cada  uno  de  los  cua- 
les conservaba  sus  leyes  privativas  y  su  sistema  peculiar  de  go- 
bierno. No  sólo  había  virreyes  en  Ñapóles,  Sicilia,  Cerdeña,  el 
Perú  y  Nueva  España,  y  gobiernos  de  reinos  y  provincias  en 
Flandes,  Milán,  las  Indias  occidentales,  África  y  la  Oceanía. 
Dentro  de  la  misma  Península  conservaban  su  régimen  tradi- 
cional los  virreinatos  de  Aragón,  Valencia,  Navarra  y  Cataluña 
y  los  gobiernos  de  Galicia,  Vizcaya  y  las  islas  Baleares.  Feli- 
pe V,  sin  prevenir  el  gran  progreso  que  realizaba  en  la  unidad 
nacional  de  España,  sino  atento  sólo  al  robustecimiento  de  su 
poder  Real;  trató  de  importar  á  su  monarquía  el  movimiento 
de  concentración,  ensayado  ya  por  Luis  XIV  en  Francia,  y 
prestándole  propicia  coyuntura  y  abonado  pretexto  la  oposición 
hecha  en  Cataluña  á  su  entronizamiento,  comenzó  por  abolir 
su  sistema  secular  y  privilegiado  de  gobierno,  quitándoles  sus 
exenciones,  obligándoles  á  obedecer  las  leyes  de  Castilla,  y  final- 
mente, llevando  al  seno  de  las  Cortes  castellanas  el  cuerpo  re- 
presentativo de  Aragón,  para  que,  con  el  de  la  antigua  Corona 
de  San  Fernando,  fundieran  en  unos  mismos  los  intereses  ge- 
nerales de  toda  la  monarquía. 

Es  indudable  el  movimiento  de  reorganización  que,  bajo  el  ce 
tro  de  FeUpeV, experimentó  el  poder  civil  en  España;  sin  embar- 
go, el  absolutismo  de  Felipe  V  tomó  desde  luego  un  carácter  dis- 
tintivo del  que  tuvo  el  primitivo  régimen  fundamental  de  la  mo- 
narquía simbolizado  en  los  Reyes  Católicos,  y  del  nuevo  sistema 
que  plantearon  los  Reyes  de  la  Casa  de  Austria.  Muy  lejos  esta- 
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mos  de  conceder  que  en  la  monarquía  de  los  Reyes  Católicos  exis- 
tiera un  perfecto  equilibrio  armónico  entre  todas  las  fuerzas  socia- 
les que  auxiliaban  el  brillante  desenvolvimiento  del  poder  Real, 
representación  del  poder  civil  en  la  sociedad.  En  los  actos  de  Cor- 
tes, en  la  administración  pública  y  en  el  vasto  cuadro  de  las  em- 
presas políticas,  obsérvase,  sin  duda  alguna,  el  simultáneo  con- 
curso del  clero,  de  la  nobleza,  del  pueblo.  Todos  estos  elemen- 
tos tomaban  participación  activa  en  las  emociones  de  la  vida 
pública.  ¿Pero  qué  era  la  monarquía  de  los  Reyes  Católicos  sino 
una  monarquía  esencialmente  aristocrática?  La  Iglesia  repre- 
sentaba en  ella  el  sentimiento,  la  fe,  el  noble  impulso  que  diri- 
ge, por  la  esperanza,  al  entusiasmo;  pero  la  fuerza  preeminen- 
te, la  fuerza  material  cooperativa,  venía  de  las  soldadas  de  los 
nobles  que,  como  la  casa  de  Mendoza,  armaba  á  su  costa 
25.000  hombres  para  acudir  á  la  conquista  de  Granada.  Los 
golpes  dados  por  los  Reyes  Católicos  á  esta  clase  para  conte- 
ner su  preponderancia,  demuestran  el  influjo  que  ejercía  en  su 
tiempo;  y  como  las  resoluciones  de  la  autoridad  Real  se  encami- 
naron á  preparar  el  advenimiento  de  los  tiempos  pacíficos  y  do 
la  vida  civil  que  al  amparo  de  la  paz  se  desenvuelve,  á  la  au- 
toridad de  la  monarquía  que  le  sucediera,  dejaron  marcados  un 
nuevo  rumbo  y  un  nuevo  carácter  en  esta  tendencia  que  indi- 
vidualizó los  primeros  reinados  de  la  dinastía  austríaca;  ni  como 
entidad  esencial  ni  como  elemento  de  cooperación,  ninguna 
fuerza  social  fué,  bajo  el  cetro  de  Carlos  V  y  Felipe  II,  superior 
ni  semejante  siquiera  á  la  autoridad  del  Rey.  En  Felipe  U  el 
poder  civil  adquirió  la  mayor  preponderancia  que  eu  Espafia 
nunca  ha  existido,  porque  en  su  persona  y  en  su  monarquía  se 
simbolizaba  este  poder,  de  manera,  que  el  Rey  era  su  inspec- 
ción más  genuina,  no  teniendo  otro  carácter  la  monarquía  que 
él  gobernó.  Todas  las  clases  y  fuerzas  sociales  se  convirtieron 
bajo  su  imperio  en  meros  instrumentos  de  este  poder,  de  los 
cuales  el  Rey  se  servía,  sin  que  ninguno  se  le  impusiera  ni  pre- 
ponderase para  dirigir  su  política,  para  hacer  funcionar  su  admi- 
nistración, para  prestar  sus  servicios  en  los  ejércitos,  para  rea- 
lizar la  justicia  y  para  sostener  el  orden  moral  en  la  sociedad. 
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Sin  duda  alguna  este  sistema  hubiera  debido  constituir  el  verda- 
dero desiderátum  de  los  pueblos,  si  á  él  no  hubiera  estado  uni- 
da la  condición  absoluta  del  poder,  que  no  es  sólo  degradante 
siempre  para  el  libre  desenvolvimieDto  de  la  actividad  social, 
sino  que,  fundándose  sólo  en  las  raras  condiciones  del  hombre, 
tiene  que  traer  por  consecuencia  los  peligros  y  los  daños  que  se 
han  marcado  desde  el  reinado  de  Felipe  III.  A  este  sistema  tendía 
Felipe  V;  pero  no  teniendo  arraigada  su  autoridad  en  el  cuer- 
po unánime  de  la  nación,  tuvo  que  valerse  de  un  elemento  auxi- 
liar, y  este  elemento  fué  la  fuerza:  de  modo  que  la  fuerza,  que 
es  siempre  la  milicia,  vino  á  caracterizar  esta  nueva  evolución 
del  absolutismo  por  él  representado.  Bajo  la  espada,  y  no  la  es- 
pada de  los  ejércitos  nacionales,  sino  de  los  generales  france- 
ses que  en  España  se  naturaliz8a*on  para  servir  de  apoyo  á  su 
autoridad,  procuró  el  Eey  Felipe  restablecer  las  fuerzas  perma- 
nentes constitutivas  de  la  nación  en  la  representación  de  sus 
clases.  No  era  ciertamente  empresa  de  fácil  realización  conse- 
guir lo  que  ambicionaba.  Aunque  decalda,  ignorante,  empobre- 
cida y  casi  impotente  la  nobleza,  todavía  conservaba  algún 
prestigio  en  su  nombre  y  tradición;  pero  la  nobleza  no  solamen- 
te se  había  dividido  en  la  guerra  de  sucesión  permaneciendo 
proscrita  una  parte  de  ella,  sino  que,  habiéndose  sentido  lasti- 
mada por  la  usurpación  que  se  la  hizo  en  sus  honores  y  digni- 
dades para  transferirles  á  los  extranjeros,  de  quienes  venían  á 
la  Península  los  consejos  de  la  gobernación,  suscitáronse  agrias 
protestas,  díscolos  alejamientos  y  desconfiadas  prevenciones, 
que  apartó  más  y  más  del  concurso  de  la  Corona  aquella  clase 
respetable  á  la  que  no  quedaba  más  trinchera  que  su  respeta- 
bilidad histórica.  Las  doctrinas  regalistas  que  llegaron  á  su  apo- 
geo entre  los  ministros  y  jurisconsultos  que  rodearon  el  trono 
de  Felipe  V,  promovieron  en  Roma  polémicas  interminables, 
en  las  cuales  la  curia  del  Pontífice  se  obstinó  en  que  no  se  de- 
finiesen las  confusas  atribuciones  de  los  dos  poderes,  y  estas 
cuestiones,  no  siendo  sostenidas  como  lo  fueron  bajo  Felipe  II 
por  los  teólogos  de  su  época,  sino  por  hombres  civiles,  Iiirieron 
también  las  susceptibilidades  de  clase  en  el  clero,  que  ya  con- 
ToMo  lY  44 
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tra  la  dinastía  francesa  había  manifestado  tenaz  repugnancia, 
por  considerar  en  ella  los  antiguos  auxiliares  de  todos  los  ene- 
migos herejes  que  habían  venido  á  despojar  á  Espafia  de  la 
dirección  de  los  Austrias,  aún  tenidos  por  columnas  firmísimas 
del  catolicismo.  En  cuanto  á  las  Cortes,  hacía  tiempo  que  ha- 
bían muerto  como  poder:  de  manera  que  sólo  sirvieron  como  de 
decoración  vistosa  para  afianzar  en  la  familia  del  monarca  los 
derechos  de  la  Corona,  y  para  alterar,  sin  discutir  en  provecho 
de  la  misma,  las  leyes  fundamentales  de  la  sucesión.  A  pesar  de 
esto,  Felipe  V  no  sólo  pudo  robustecer  el  poder  Keal  por  los 
elementos  naturales  de  todo  poder,  sino  que,  habiéndose  pro- 
puesto en  primer  término  las  reformas  que  se  dirigían  á  propor- 
cionar paz,  instrucción,  prosperidad  y  cultura  al  cuerpo  entero 
de  la  sociedad  española,  consiguió  ir  Umando  paulatinamente 
las  asperezas  causadas  por  la  irregularidad  de  su  derecho  y  por 
la  condición  de  su  origen,  y  dejar  á  su  sucesor  Femando  VI 
un  vasto  campo  donde  desarrollar,  bajo  los  mejores  auspicios,  el 
plan  magnífico  de  sus  pensamientos  reparadores  y  de  sus  pro- 
pósitos pacíficos.  El  mérito  mayor  que  Felipe  V  contrajo  para 
conquistarse  el  aprecio  de  los  españoles,  consistió  en  haber  resis- 
tido, luego  que  tuvo  plena  posesión  de  su  autoridad,  las  pre- 
tensiones avasalladoras  de  Francia  bajo  el  gobierno  del  regente. 
Aquel  hálito  de  españolismo  le  valió  muchas  sinceras  adhesio- 
nes. Sin  embargo,  Felipe  V  fué  siempre  un  Príncipe  francés.  El 
primer  Rey  español  de  la  dinastía  de  Borbón  se  llamó  Feman- 
do VI. 

En  el  breve  reinado  de  este  monarca,  las  aspiraciones  rego- 
neradoras  que  palpitaban  en  el  espíritu  de  la  nación,  recibieron 
un  poderoso  impulso,  que  en  el  reinado  siguiente  se  habría  de 
perfeccionar.  La  forma  como  el  poder  Real  funcionaba,  había 
cambiado  esencialmente  de  mecanismo  en  este  tiempo.  El  siste- 
ma de  los  validos  desapareció  de  todo  punto,  pero  la  iniciativa 
de  los  ministros  comenzó  á  hacer  más  fértiles  las  resoluciones  so- 
beranas de  la  autoridad  Real.  El  primero  á  quien  se  debieron 
sabias  medidas  reformadoras,  así  en  el  orden  civil  como  en  el 
político  y  económico,  fué  el  duque  de  Riperdá ,  cuyos  infaustos 
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destinos  é  inmerecidos  ostracismos  oscurecieron  el  mérito  de 
sus  ensayos.  Sucedióle  en  la  reorganización  de  la  administra- 
ción el  conde  de  la  Faz,  D.  José  Patino,  el  cual,  aunque  tra- 
bajó mucho  con  el  Rey  para  organizar  bien  el  ejército  con  ex- 
celente disciplina,  fomentar  la  marina,  reformar  los  tribunales  y 
fundar  multitud  de  altas  instituciones  de  instrucción  y  enseñan- 
za, tampoco  pudo  desarrollar  completamente  su  pensamiento 
en  la  esfera  de  sus  vastos  propósitos,  atajado  por  la  muerte  del 
monarca.  El  honor  de  un  plan  completo  de  reformas,  había  de 
caber  á  uno  de  los  nombres  más  ilustres  que  condecoran  el  pa- 
sado siglo :  al  famoso  D.  Genón  Somode villa,  más  conocido  con 
el  título  de  marqués  de  la  Ensenada,  el  cual ,  desde  el  modesto 
empleo  de  una  casa  de  comercio  en  Cádiz,  fué  conducido  por 
Patino  á  los  más  altos  rangos  de  la  administración,  para  que  al 
lado  de  un  Bey  dispuesto  siempre  á  hacer  la  ventura  de  sus 
pueblos,  concibiera  y  planteara  el  proyecto  más  vasto  y  fecundo 
que  hasta  entonces  se  había  meditado  en  España  para  engran- 
decer la  monarquía  y  hacer  más  notorio  el  prestigio  de  la  auto- 
ridad Real  y  del  poder  civil.  El  plan  reformista  de  Ensenada  no 
fué  el  resultado  de  un  pensamiento  empírico,  ni  el  fácil  expe- 
diente de  un  hombre  de  ingenio  que  subviene  á  las  exigencias 
de  una  necesidad  fortuita  y  apremiante.  A  pesar  de  que  la  cien- 
cia económica  estaba  muy  lejos  de  haber  realizado  los  progresos 
que  le  han  proporcionado  después  la  importancia  de  que  dis- 
fruta, la  clasificación  metódica  de  todos  los  ramos  de  la  admi- 
nistración que  se  observa  en  los  proyectos  de  Ensenada,  acusan 
el  gran  talento  organizador  de  que  estaba  dotado.  Lo  primero 
en  que  fijó  su  atención  fué  en  la  Hacienda  pública.  Un  país  que 
no  tiene  conciencia  de  su  fortuna,  ni  sabe  moderar  sus  necesi- 
dades en  proporción  de  sus  recursos ,  ni  tiene  límite  y  medida 
para  distribuirlos,  es  como  un  individuo  desordenado  y  pródigo, 
que  de  error  en  error  y  do  despilfarro  en  despilfarro,  camina 
inevitablemente  á  su  ruina.  A  Ensenada  cabe  el  honor  del  pri- 
mer €  Plano  para  fijar  prudencialmente  las  obligaciones  ordina- 
»rias  de  la  monarquía.»  Los  años  de  1748  y  1749  los  pasó 
estudiando  estas  importantes  cuestiones ,  de  que  hizo  diversas 
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representaciones  á  Fernando  VI.  Hecho  el  balance  de  la  fortu- 
na pública,  analizó  la  esencia  de  cada  gasto;  y  al  proponer  el 
plan  de  sus  reformas,  comenzó  por  moderar  los  excesivos  de  la 
Casa  Real  con  todo  el  aparato  de  sus  casas  y  caballerizas,  pala- 
cios y  sitios  Reales,  personal  y  gajes.  Proponiéndose  por  primer 
punto  de  sus  economías  las  de  que  el  mismo  Rey  diera  ejem- 
plo, imponía  la  resignación  más  sumisa  á  los  que  hablan  de 
sufrirlas  desde  rangos  inferiores.  El  segundo  punto  en  que  fijó 
su  atención  fué  el  de  la  organización  de  las  milicias,  en  cuya 
cuestión  fué  objeto  de  sus  prudentes  observaciones  la  condición 
de  los  batallones  extranjeros,  que  á  la  sazón  se  elevaban  al  nú- 
mero de  veintiocho,  y  su  principal  tendencia  de  levantar  reclu- 
tas para  mantener  bien  nutridas  las  unidades  orgánicas  del  ejér- 
cito, porque  estimaba  que  sería  gastar  dinero  en  balde  «mante- 
»ner  oficiales,  que  sobran  en  España,  sin  soldados,  que  son  los 
»que  se  necesitan.»  La  fortificación  de  plazas,  la  dotación  es- 
pléndida de  los  trenes  de  artillería  y  el  perfeccionamiento  del 
instituto  de  los  ingenieros,  que  por  aquel  tiempo  comenzó  á  fun- 
cionar; el  levantamiento  de  planos  militares  y  cartas  geográfi- 
cas, y  la  fundación  ó  reforma  de  las  fábricas  de  armas,  comple- 
taron el  cuadro  de  cuanto  en  esta  materia  propuso  al  monarca 
medios  de  mejorar.  Más  solícito  aún  se  manifestó  en  el  incre- 
mento de  la  marina;  empeño  aún  más  arduo  por  lo  costoso  de 
los  elementos  necesarios  para  el  fomento  de  la  construcción  na- 
val y  el  entretenimiento  de  grandes  escuadras.  Mal  podía  dete- 
nerse bajo  este  respecto  en  miramientos  de  economías  el  minis- 
tro que  en  la  restauración  de  la  Hacienda  de  España  había 
sabido  aumentar  las  rentas  líquidas  del  Tesoro,  en  los  pocos 
años  transcurridos  desde  1742  á  1750,  en  5.117.020  escudos 
anuales ,  sin  agravar  por  esto  las  cargas  que  pesaban  sobre 
la  nación.  Admirables  fueron  todas  las  resoluciones  dictadas 
por  este  tiempo  bajo  el  consejo  de  Ensenada  para  el  corte ,  la- 
boreo y  cura  de  maderas  en  las  grandes  masas  forestales  que 
todavía  se  conservaban  en  la  Península ;  las  fábricas  que  se 
improvisaron  para  la  preparación  de  los  herrajes ;  los  cultivos 
que  se  extendieron  por  todas  las  zonas  idóneas  para  la  pro- 
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ducción  de  las  plantas  textiles  que  daban  la  primera  mate- 
ria para  la  jarcia  y  velamen ;  y  finalmente ,  los  cañones  que 
se  fundieron  y  las  municiones  de  que  se  dotaron.  Simul- 
táneamente se  hicieron  palpitar,  con  el  concurso  de  una  juven- 
tud entusiasta,  las  escuelas  prácticas  y  las  escuelas  teóricas 
de  náutica  y  de  ingeniería  naval  que  no  mostraban,  ala  sazón, 
menos  actividad  que  nuestros  bulliciosos  arsenales,  henchidos 
de  toda  clase  de  operarios.  De  esta  manera,  en  pocos  afios  flo- 
taron sobre  las  aguas  de  los  dos  mares  sesenta  navios  de  nueva 
construcción,  salidos  de  la  Carraca,  el  Ferrol  y  Cartagena,  cu- 
yos dos  últimos  arsenales  se  debieron  también  á  la  iniciativa 
del  ministro.  La  administración  interior  no  fué  regulada  por 
menos  próbidas  resoluciones.  El  primer  elemento  moral,  digno 
de  llamar  su  atención,  fué  el  que  se  refería  á  los  intereses  reli- 
giosos y  á  las  clases  eclesiásticas ;  mas  conociendo  el  celo  cató- 
lico  que  caracterizaba  al  país,  procurando  no  herir  estos  senti- 
mientos en  la  masa  de  la  nación,  y  aun  considerándolos  como 
el  primer  vínculo  moral  que  une  á  las  sociedades  bien  consti- 
tuidas, ni  aun  para  remediar  los  abusos  y  relajaciones,  quiso 
intentar  nada  sin  la  inteligencia  previa  de  la  Santa  Sede,  obte- 
niendo como  principal  triunfo,  alcanzado  sobre  los  antiguos 
privilegios  de  la  Iglesia,  una  convención  diplomática,  mediante 
la  cual  los  eclesiásticos  quedaron  obligados  á  satisfacer  la  cuo- 
ta equitativa  que  les  correspondiese  para  sostener  las  cargas 
del  Estado.  Otra  reforma  eclesiástica  se  propuso  aun  más  difícil 
de  acometer,  tal  era  la  de  coartar  las  excesivas  atribuciones  que 
por  las  corruptelas  del  tiempo,  el  tribunal  de  la  Inquisición 
se  había  arrogado,  compeliéndole  á  mantenerse  en  los  límites 
primitivos  de  su  institución.  Respecto  al  consejo  de  Cruzada, 
usó  de  medidas  bastante  restrictivas  para  disminuir  la  prodiga- 
lidad con  que  usaba  de  su  fuero  para  tener  más  dependientes 
que  los  indispensables.  Las  reformas  en  la  administración  de 
justicia  se  intentaron  por  Ensenada,  comenzando  por  la  cabeza, 
es  decir,  por  la  reformk  del  consejo  y  de  la  cámara  de  Castilla. 
A  fines  del  siglo  xvn  había  representado  el  consejo  ante  la  ma- 
jestad de  Carlos  II,  que  componiéndose  esta  corporación  de 
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personas  experimentadas  en  la  carrera  de  la  toga,  estimaban  no 
pertenecerles  otros  cuidados  que  los  de  la  justicia,  no  pudiendo 
atender  por  su  incompetencia  de  los  asuntos  de  gobierno,  poli- 
cía y  economía  de  los  pueblos.  Ensenada  se  propuso  resolver 
estas  inhibiciones,  deñnieudo  de  una  manera  clara  y  explícita 
los  atributos  del  consejo;  y  respecto  á  la  cámara,  trató  de  reor- 
ganizarla con  elementos  de  varia  capacidad  que  imprimieran 
el  sello  de  su  suficiencia  en  cuantos  negocios  les  incumbiese 
tratar.  Algo  de  estas  deficiencias  provenían  del  mal  régimen  de 
instrucción  seguido  en  las  universidades,  donde  en  materia  de 
jurisprudencia,  jamás  se  había  salido  del  Código,  Digesto  y  Vo- 
lumeU;  instituciones  verdaderas  del  derecho  romano.  Para  faci- 
litar la  enseñanza,  y  presintiendo  Ensenada  la  imperiosa  nece- 
sidad que  comenzaba  á  sentirse  hacia  la  unidad ,  aún  por  des- 
ventura no  realizada  de  nuestro  derecho  civil,  aconsejó  que  en 
lugar  del  estudio  de  las  leyes  de  Código,  Digesto  y  Volumen,  se 
subrogasen  las  del  derecho  Real  con  su  instituto  práctico,  redu- 
ciéndose á  un  tomo  los  tres  de  la  Recopilación ,  por  haber  mu- 
chas leyes  revocadas,  otras  que  no  estaban  en  uso,  y  otras  de 
texto  tan  dudoso  que  era  menester  que  se  aclarasen.  Con  este 
estudio  y  con  este  Código,  Ensenada  se  proponía  formar  uno 
general  que  se  llamase  Femandino,  para  que  á  ejemplo  del  de 
Luis  XIV  en  Francia,  diera  á  España  la  justicia  que  la  faltaba. 
De  las  reformas  proyectadas  para  el  consejo  de  Castilla,  descen- 
dió Ensenada  á  la  regularización  de  los  tribunales;  mas  para 
que  el  ejercicio  de  la  justicia  civil  y  criminal  hiciese  expedita  su 
administración,  dictó  medidas  para  acabar  con  la  multitud  de 
jurisdicciones  que  la  embarazaban.  Aneja  á  la  reforma  de  los 
tribunales  iba  también  la  organización  de  la  policía,  abandona- 
da y  descuidada  enteramente  en  los  pueblos  de  España,  por  no 
haber  quien  la  celase.  Esta  reforma  traía  necesariamente  en- 
vuelta otra  aún  más  transcendental,  la  de  la  constitución  y  ré- 
gimen de  los  municipios,  donde  era  preciso  desamortizar  los 
cargos  concejiles,  toda  vez  que  la  experiencia  había  demostrado, 
que  siendo  los  regidores  perpetuos,  disponían  á  su  antojo  de 
los  propios,  lo  convertían  todo  en  aprovechamiento  personal  y 
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miraban  con  indiferencia  el  bien  público.  En  este  camino  sur- 
gían necesariamente  muchas  cuestiones  referentes  á  población, 
industria^  comercio,  artes,  instrucción,  obras  públicas,  fomento 
de  la  agricultura,  conservación  de  montes,  y  otras  semejantes, 
en  cuyo  menudo  detalle  entró  siempre  la  prodigiosa  é  inteli* 
gente  actividad  de  Ensenada,  ó  aconsejando  ó  formulando  para 
todo  las  más  hábiles  resoluciones. 

Si  el  poder  civil,  en  medio  del  absolutismo  en  que  giraba,  no 
hizo  uso  de  su  facultad  legislativa  en  tan  varia  multitud  de  fér- 
tiles reformas,  no  por  eso  apartó  su  atención  de  todas  ellas,  y 
sirviéndole  de  norte  el  plan  del  ilustre  ministro,  aun  después  de 
su  oprobiosa  é  injusta  caída,  paulatinamente  lo  fué  modificando 
y  organizando  todo  en  tan  fecunda  tendencia.  No  alcanzó  la  vida 
de  Fernando  VI  á  resolverlo  todo  por  sí,  pero  de  él  provino  el 
movimiento  que  en  el  reinado  de  su  sucesor  Garlos  ni  prosiguió 
realizándose  brillantemente.  La  prosperidad  y  el  bienestar  posi- 
tivos, que  se  extendieron  por  todos  los  ámbitos  de  la  monar- 
quía, hizo  menos  oneroso  el  peso  del  poder  absoluto  que  pro- 
movía todas  estas  empresas,  y  ni  las  altas  clases  sociales,  des- 
pojadas como  clases  de  su  papel  directivo,  ni  el  cuerpo  entero 
de  la  nación,  cuya  representación  política  continuaba  subroga- 
da, sintieron  la  necesidad  de  la  restauración  de  las  instituciones 
primitivas  de  la  monarquía,  dejándose  conducir  aletargados  en 
aquella  atmósfera  pacifica  y  serena.  Puede  calificarse  el  reinado 
de  Femando  VI  del  reinado  del  orden  en  la  administracióu, 
derivándose  de  este  orden  todos  los  beneficios  que  por  aquel 
tiempo  disfrutó  la  sociedad  española.  La  distribución  razonada 
y  metódica  de  los  recursos  del  erario  público  alivió  al  cuerpo  con- 
tribuyente de  las  cargas  onerosas  con  que  en  pasados  tiempos  se 
le  había  afligido.  Las  rentas,  bien  empleadas,  dieron  no  acostum- 
brado desahogo  á  las  funciones  del  Estado.  En  medio  de  las  em- 
presas de  regeneración  acometidas,  el  dinero  público  sobró,  hin- 
chando las  arcas  del  Tesoro.  La  restauración  de  la  agricultura, 
de  las  artes  y  del  comercio,  garantido  por  la  regularidad  del  po- 
der, por  la  seguridad  de  la  paz  y  por  la  custodia  de  la  fuerza, 
produjo  una  prosperidad  universal.  Las  costumbres  públicas  se 
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dulciñcaron.  Restablecióse  en  los  tribunales  el  imperio  de  la 
justicia.  La  administración  local  se  hizo  menos  rapaz  y  más  vi- 
gilante y  atenta  al  bien  público,  y  el  edificio  del  poder  civil  se 
levantó  en  medio  de  los  derechos  de  los  ciudadanos,  no  para 
amenguarlos  ni  entorpecerlos,  sino  para  dirigirlos  hábilmente 
á  los  amplios  destinos  de  la  cultura  social  y  del  bienestar  co- 
mún. Con  estos  caracteres  se  individualizaba  la  autoridad  Real 
y  el  poder  civil  en  la  monarquía  española,  cuando  por  la  muer- 
te de  Fernando  VI,  sin  dejar  sucesión  directa  de  su  matrimonio 
con  Doña  María  Bárbara  de  Portugal,  vino  á  ceñir  la  Corona 
su  hermano  el  Rey  Carlos  de  Ñapóles. 

Todos  los  historiadores  han  atribuido  á  este  monarca  el  ho- 
nor de  las  mejores  empresas  civiles  en  que  continuó  ocupándo- 
se el  poder  público  en  España,  hasta  tocar  casi  el  último  tercio 
del  siglo  antecedente,  y  aunque  enteramente  no  ha  faltado  la 
'  razón  para  adjudicarle  tan  merecidos  lauros,  justo  es  confesar, 
que  si  á  él  se  le  dio  la  ejecución,  del  reinado  anterior  provino 
la  iniciativa.  Los  historiadores  extranjeros,  que  han  sido  los  en- 
comiadores  más  tenaces  de  los  Reyes  de  la  dinastía  de  Francia, 
al  ponderar  en  Carlos  III  la  prez  de  las  empresas  que  ningún 
escritor  español  tendrá  jamás  interés  en  disminuir,  no  lo  hacen 
sin  un  cálculo  interesado.  Es  innegable  que  una  gran  parte  del 
movimiento  restaurador  del  siglo  xvni  en  España  tuvo  por  pau- 
ta el  ejemplo  de  las  reformas  político-administrativas  plantea- 
das por  Luis  XIV  en  Francia.  De  este  espíritu  de  imitación  no 
se  salvó  ni  aún  el  mismo  Ensenada,  cuyo  españolismo  rayaba 
tan  alto.  Pero  á  pesar  de  todo,  en  Carlos  III  no  deben  confun- 
dirse nunca  lo  que  era  inherente  á  las  nobles  prendas  de  su  ca- 
rácter personal,  con  lo  que  pudo  pegársele  de  ajenos  ejemplos  y 
extrañas  enseñanzas.  No  fué  el  gobierno  de  Carlos  III  en  Italia 
menos  próbido  y  paternal  que  después  en  España;  pero  las  vir- 
tudes de  que  en  uno  y  en  otro  trono  dio  relevantes  muestras, 
le  eran  ingénitas,  y  se  derivaban  de  lo  selecto  de  su  espíritu. 
Sin  duda  alguna,  de  Italia  trajo  la  experiencia  que  se  adquiere 
siempre  en  los  trámites  de  la  vida,  en  la  familiarízación  de  los 
negocios  y  en  las  costumbres  del  mando;  pero  sin  que  tuviera 
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que  esmerar  sus  propias  cualidades,  ni  aducir  los  ejemplos  de 
ninguna  otra  parte,  al  pasar  de  una  á  otra  Península,  encontró 
en  la  ibérica  preparado  el  terreno  para  ejercer  su  poder  sin  fa- 
tiga y  con  gloria.  Todas  las  exigencias  nacionales  estaban  ma- 
nifestadas, pero  también  ya  se  encontraban  resueltas,  en  fórmu- 
las practicables,  los  remedios  que  á  cada  necesidad  convenían. 
La  acción  de  su  poder  fué  tanto  más  fácil  cuanto  mejor  conoci- 
dos eran  los  dos  referidos  extremos.  Por  otra  parte,  los  grandes 
ministros  de  Felipe  V  y  Fernando  VI,  Patino,  Campillo  y  Ense- 
nada, habían  tenido  un  honor  que  pocas  veces  se  repite  en  la 
historia:  el  de  dejar  formada  escuela  de  sus  altos  pensamientos 
políticos,  y  ésta  nutrida  de  sobresalientes  alumnos.  De  manera 
que  Carlos  lU,  que  continuó  el  sistema  de  gobernar  por  sus  mi- 
nistros en  la  forma  de  los  dos  monarcas  antecesores,  tuvo  la  for- 
tuna de  encontrar  un  gran  número  de  grandes  cooperadores,  re- 
sueltos á  ayudarle  en  la  eficacia  de  su  autoridad,  respecto  de 
los  que  él  no  tuvo  más  que  asociarse  á  su  iniciativa.  Con  tan  in- 
mediata tradición,  con  tan  paternal  gobierno  y  con  tan  inteli- 
gente espíritu  de  reformas,  el  reinado  de  Carlos  III,  en  cuanto 
al  desenvolvimiento  del  poder  civil,  sólo  se  diferencia  del  de 
Fernando  VI,  en  que  por  su  más  larga  duración  y  por  las  con- 
diciones especiales  de  los  hombres  de  su  época,  tuvo  mayor 
brillantez  exterior,  y  alcanzó  mayor  relieve  en  la  historia.  Car- 
los ni  recibió  desempeñada  ima  espléndida  herencia,  sobre  la 
cual  tuvo  la  fortuna  de  acumular  inmensos  gananciales;  pero 
no  por  esto  dotó  la  monarquía  de  nuevas  fuentes  de  poder.  Por 
el  contrario,  desde  los  tiempos  de  Carlos  11,  ningún  monarca 
fué  más  desdichado  en  sus  empresas  políticas,  convirtiéndosele 
en  costosos  descalabros,  las  empresas  militares  que  meditó  so- 
bre Argel  y  sobre  Gibraltar.  De  otra  falta  política  personalísima 
también  le  podrá  acusar  la  política  del  tiempo:  la  de  haberse 
desviado  de  la  política  independiente  que  el  mismo  Felipe  V 
inició  respecto  de  la  tendencia  absorbente  de  la  política  del  re- 
gente de  Francia,  y  haber  cooperado  y  suscrito  el  famoso  pacto 
de  familia,  que  fué  para  España  fuente  de  tantas  desventuras 
ulteriores.  La  expulsión  de  los  jesuítas,  que  tanto  ha  ponderado 
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la  fama  de  este  monarca,  sobre  todo  entre  los  sostenedores  de 
ciertas  escuelas,  por  mucho  tiempo  preponderantes  en  Europa, 
fué  un  acto  parcial  y  aislado,  cuya  importancia  ya  es  justo  que 
se  reduzca  á  la  estrecha  jurisdioción  de  sus  propias  proporcio- 
nes. No  representaban  los  jesuítas  en  España  la  preponderan- 
cia de  un  brazo  político  del  Estado,  que  de  mero  auxiliar  de  las 
instituciones  tratara  de  absorber  el  imperio  de  la  sociedad  espa- 
ñola, como  por  su  riqueza,  su  organización  y  su  influjo,  lo  era 
aquel  brazo  eclesiástico  que  encontraron  los  Beyes  Católicos  en- 
frente  de  su  autoridad  civil  para  animar  y  menoscabar  los  atri- 
butos de  la  Coroua.  Eran  los  jesuítas  una  organización  par- 
ticular dentro  de  la  Iglesia,  dentro  de  la  cual  tenía  tantas  limi- 
taciones como  dignidades,  á  cuya  autoridad  suprema  tenía  que 
someter  su  disciplina  y  como  corporaciones  del  mismo  linaje 
se  levantaban  frente  á  ellos  con  la  oposición  de  la  emulación  y 
de  la  envidia;  pero  que  habiendo  alcanzado  por  su  admirable 
constitución  orgánica,  la  importancia  de  toda  institución  donde 
la  unión  es  símbolo  de  la  fuerza,  hízose  de  moda  por  toda  Euro- 
pa desencadenar  contra  ellos  las  tempestades,  fraguando  para 
el  caso  todo  ese  aparato  de  alarmas  y  de  temores  que  han  vali- 
do en  la  historia  para  excusar  todas  las  iniquidades.  Lejanas 
las  generaciones  contemporáneas  de  aquel  núcleo  de  prevencio- 
nes y  odios  atizados  desde  invisibles  trincheras  contra  aquella 
institución  religiosa  y  su  admirable  mecanismo,  la  crítica  des- 
apasionada que  ha  sucedido  á  la  que  tenía  por  norte  los  cálcu- 
los del  interés,  no  ha  encontrado  en  las  causas  aducidas  contra 
aquel  impío  y  universal  ostracismo,  toda  la  razón  necesaria  para 
legitimar  medidas  de  tan  grave  transcendencia.  La  misma  ino- 
fensiva actitud  de  los  que  sufrieron  tan  gran  castigo,  se  de- 
muestra, con  la  escasa  resistencia  opuesta  por  el  momento  al 
súbito  atropello  y  con  la  inerme  actitud  en  que  la  Compañía  de- 
voró después,  por  espacio  de  más  de  un  siglo,  la  crueldad  de 
aquella  medida.  En  cuanto  á  lo  que  el  poder  civil  pudo  ganar 
en  sus  prerrogativas  ó  en  su  preponderancia  con  ella,  no  se  ne- 
cesitan extensos  argumentos  para  demostrar,  que  fué  negativo, 
pues  ni  siquiera  en  las  reformas  ulteriores,  experimentadas  por 
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Bi  estado  eclesiástico,  ya  en  la  cúDdicÍóDcmldeBasÍQdÍTÍduo8, 

J'K  en  ios  limites  de  sa  jurisdicción,  ya  en  la  enorme  masa  de 

"u  nqueza,  ya  en  la  última  deñnicíóa  de  las  regaifas,  aquel  he- 

•^oo  ni  ¿ej¿  sentado  precedente,  ni  dejó  marcada  una  intluen- 

**■  La  expulsión  fué  de  moda  en  Francia  y  en  otros  Estados,  y 

^percutió  en  España  y  Portugal;  pero  el  hecho  fué  en  si  tan 

'sJa<Jo,  que  no  dejó  puntos  de  intercesión  en  la  historia.  Más 

**-*^  y  afortunado  se  manifestó  el  poder  civil  bajo  Carlos  III 

^''t-a.xido  las  facultades  do  la  Inquisición,  á  tenor  de  lo  qne 

^^ir&sda  en  el  reinado  anterior  había  aconsejado.  Y  donde  el 

^■^    y  el  nombre  de  Carlos  III  brilla  con  todo  el  esplendor  de 

■       ^■'^^  gustos,  es  en  la  protección  y  estímulo  dispensados  al  mo- 

.       ^^mto  civilizador  que  en  su  tiempo  se  inició  en  España,  don- 

.  l«  vez  sobresalieron  las  capacidades  y  los  nombres  máain- 

,  V~*"^*^  que  en  todas  las  especulaciones  del  saber  humano  que 

„    _*  ^n  sobresalido  en  la  nación,  desde  los  ya  lejanos  tiempos  de 

.^3E^«  II,  el  gran  Mecenas  de  au  época. 

"*^  V    reinado  de  Carlos  III.  que  como  el  de  Femando  VI,  repre- 
^      *^^  en  la  historia  cierta  preparación  para  el  advenimiento  del 
u~^***ien  de  la  monarquía  representativa  y  del  poder  irresponsa- 
>        «    gloriosas  conquistas  del  presente  siglo,  pudo  seguir  sin  in- 
^'''vimpirse  el  feliz  desenvolvimiento  dado  en  sus  últimos  años 
V^*^  Felipe  V,  y  después  por  Femando  VI,  al  gobiemo  asociado 
^^  Key  con  sus  ministros,  no  sólo  porque  las  condiciones  emi- 
^^Utea  de  este  monarca  fueran  demasiado  sobresalientes  para 
UftiCer  degenerar  un  sistema  en  que  el  mismo  absolutismo  pre- 
dominante quedaba  ya  algo  limitado  por  la  intervención  de 
aquéllos  en  la  iniciativa  y  en  la  autoridad  de  la  Corona,  sino 
porque  la  propia  virtuaUdad  de  la  reforma  fundamental  estable- 
cida de  hecho  en  esta  materia,  no  se  prestaba  fácilmente  á  nin- 
gún movimiento  de  reaccióu,  en  el  cual  ninguna  de  las  dos  re- 
presentaciones asociadas  podía  arrogarse  el  poder  exclusivo  con 
absorción  absoluta  de  la  otra,  como  aconteció  bajo  el  absolutis- 
mo personal  de  los  Keyes  de  la  casa  de  Austria;  de  modo  que 
al  tratar  de  deñuir  uno  y  otro  absolutismo,  es  preciso  reconocer 
que  en  el  fundado  por  Carlos  V  y  Felipe  II,  el  absolutismo  del 
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poder  radicaba  en  sus  personas  y  dignidad,  mientras  que  el  de 
Felipe  V  y  sus  sucesores  fué  puramente  privativo  de  la  institu- 
ción, de  la  que,  reconociéndose  dependiente  el  monarca,  se  con- 
sagraba al  servicio  del  interés  público,  no  por  aiunentar  el 
prestigio  de  su  autoridad,  sino  para  satisfacer  los  deberes  de  su 
representación.  Tanto  se  afirmaron  estas  ideas  en  las  costum- 
bres, que  cuando  Carlos  IV  quiso  restablecer  en  Godoy  la 
aciaga  época  de  los  validos  políticos,  ni  él  pudo  reducirse  en  la 
alta  dirección  de  los  negocios  al  papel  completamente  pasivo  de 
Felipe  III  y  Felipe  IV,  ni  Godoy,  con  cuantas  exageraciones  se 
han  escrito  acerca  de  lo  ilimitado  de  su  poder,  á  la  omnipoten- 
cia del  duque  de  Lerma  y  del  conde-duque  de  Olivares.  A  pesar 
de  todo,  la  sociedad  española  no  pudo  ya  sufrir  sin  protesta  el 
absolutismo  personal  de  un  ministro^  como  lo  demostraron  to- 
dos los  antecedentes  que  precedieron  al  famoso  motín  de  Madrid 
contra  Esquilache  en  1765,  y  al  no  menos  célebre  de  Aranjuez 
contra  Godoy  en  1808. 

La  influencia  de  ios  ministros  en  el  gobierno  de  Carlos  III  se 
dejó  sentir  de  una  manera  muy  varia,  pues  si  cuando  llegó  de 
Italia  vino  imbuido  en  las  ideas  de  sostener  su  autoridad  sobre 
la  fuerza,  como  á  la  sazón  se  hacía  en  las  monarquías  de  Fran- 
cia y  Prusia,  puestas  á  la  cabeza  de  la  política  en  el  continente, 
cuando  al  conde  de  Aranda  le  sustituyeron  los  marqueses  de 
Floridablanca  y  Campomanes,  el  poder  civil  recibió  un  notable 
impulso  hacia  las  tendencias  del  derecho,  como  natural  conse- 
cuencia de  la  inclinación  hacia  los  estudios  jurídicos  naciona- 
les en  que  se  habían  formado  aquellos  dos  hombres  eminentes. 
La  pasibilidad  de  espíritu  de  Carlos  III,  se  testifica  en  la  facili* 
dad  con  que  aceptaba  las  reformas  que  sus  ministros  le  propo- 
nían, siempre  que  afectasen  apariencia  de  utilidad.  Esquilache, 
educado  en  la  escuela  del  despotismo  francés ,  que  también  se 
había  propagado  á  Italia,  no  parecía  tener  en  su  gobierno  más 
objetivo  que  extremar  el  absolutismo  de  la  autoridad  Real ,  y 
como  desde  los  tiempos  de  Felipe  V  se  había  pretendido  coho- 
nestar el  nuevo  régimen  introducido  con  su  dinastía,  con  las 
antiguas  prácticas,  que  siempre  encontraban  una  resonancia 
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simpática  en  el  corazón  de  los  españoles,  y  para  jurar  los  here- 
deros  se  había  restaurado  la  costumbre  tradicional  de  convocar 
las  Cortes,  el  ministro  italiano  aconsejó  la  abolición  de  la  prác- 
tica restablecida ,  para  que  la  fuente  de  todo  poder  y  de  todo 
derecho  únicamente  se  concentrase  en  la  persona  y  en  la  auto- 
ridad del  monarca.  Ya  se  sabe  con  qué  género  de  protestas  se 
levantó  contra  tales  pretensiones  la  opinión  nacional.  Si  este 
hecho  revela  suficientemente  ó  que  las  ideas  no  estaban  bastan- 
te bien  formadas  en  el  espíritu  del  Rey,  ó  de  que  su  versatilidad 
nacía  de  lo  dúctil  de  su  carácter,  demasiado  bondadoso  para 
imprimir  á  sus  actos  el  de  su  completa  personalidad,  no  fueron 
menos  significativos  en  la  esfera  de  los  hechos,  sus  conatos  de 
fundar  el  orden  de  la  monarquía  sobre  el  número,  disciplina  é 
imperio  de  las  armas.  Sus  reformas  acerca  de  la  organización  de 
los  ejércitos  absorbieron  por  mucho  tiempo  enteramente  su  aten- 
ción. Ya  hemos  dicho  que  esta  tendencia  á  otorgar  al  militaris- 
mo una  gran  preponderancia,  en  medio  de  la  sociedad  civil, 
venía  iniciándose  desde  las  famosas  medidas  de  Felipe  V  de 
1710.  Conforme  era  mayor  la  pérdida  de  los  territorios  extra- 
peninsulares,  sentíase  menos  en  la  Península  la  necesidad  de 
los  ejércitos  activos,  que,  durante  la  monarquía  de  los  Beyes  de 
la  casa  de  Austria,  sólo  existieron  allí  donde  había  que  soste- 
ner la  dignidad  ó  la  integridad  del  imperio.  Cerrada  la  Penín- 
sula en  casi  toda  la  extensión  de  su  circuito  por  una  gran  fron- 
tera marítima^  que  abre  vasto  é  inabordable  foso  entre  sus 
defensas  naturales  y  el  campo  en  que  se  le  declare  la  guerra; 
limitada  con  Francia  por  otro  muro  insuperable,  bajo  un  sistema 
de  hábiles  fortificaciones  con  la  gran  cadena  de  los  Pirineos,  y  no 
teniendo  interés  en  constituirse  en  perpetua  amenaza  militar  de 
la  Corona  de  Portugal,  su  vecina  y  su  hermana,  de  quien  tampoco 
tiene  que  abrigar  temores  profundos  en  cuanto  al  orden  de  la 
seguridad  interior,  ¿qué  dictamen  político  de  gran  previsión  y 
transcendencia  aconsejará  nunca,  ni  bajo  la  monarquía  de  Car- 
los in  ni  bajo  ninguna  otra  monarquía,  mantener  en  la  Penín- 
sula una  numerosa  fuerza  militar  organizada,  de  todo  punto 
estéril  por  la  imposibilidad  de  su  empleo,  ruinosa  para  el  país 
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y  su  hacienda,  y  cuya  aspiracióu  perenne  de  importancia  y  as- 
cendiente no  ha  de  resolverse  jamás  sino  en  incesantes  movi- 
mientos de  sedición  é  indisciplina,  en  que,  más  que  garantía, 
se  constituya  en  amenaza  permanente  de  la  paz  interior  y  del 
orden  civil?  Carlos  III  fluctuaba  todavía  entre  el  anhelo  de 
aparecer  pacífico  fundador  de  un  orden  político  interior  perfec- 
to de  paz,  cultura  y  trabajo,  y  entre  la  inclinación  de  raza  á 
hacer  pesar  el  influjo  de  su  fuerza  en  la  política  del  mundo;  así 
hizo  causa  común  con  Francia,  que  le  devoró  sus  recursos  y  le 
usurpó  territorios,  sin  proporcionarle  ventajas,  ni  procurarle 
defensa,  ni  conquistarle  crédito  ni  honor;  así  se  atrajo  la  ene- 
mistad de  Inglaterra,  de  quien  tuvo  la  pretenciosa  ambición  de 
constituirse  eü  émulo  único  en  los  mares,  sin  penetrar  las  leyes 
inmutables  del  destino  y  de  la  historia,  que  favorecían  el  apo- 
geo de  aquella  gran  nación,  ni  formar  plena  conciencia  de  la 
situación  verdadera  de  las  fuerzas  nacionales  que  todavía  esta- 
ban muy  lejos  de  haberse  repuesto  de  la  decadencia  en  que  ha- 
bían venido  desde  la  segunda  mitad  del  siglo  xm.  Los  propó- 
sitos militares  de  Carlos  III  se  estrellaron  en  los  sangrientos 
desengaños  de  la  derrota,  y  sus  empresas,  sostenidas  por  la  fuer- 
za armada,  cayeron  en  el  ridículo  dentro  y  fuera  de  la  nación; 
pues  si  España  entera  ardió  en  sátiras  cuando  la  desdichada 
expedición  á  Argel,  al  mando  del  general  irlandés  O'BeiUy, 
toda  Europa,  por  el  instrumento  de  Francia,  rió  las  burlas  de 
la  ironía  francesa  en  la  no  menos  lamentable  empresa  contra 
Gibraltar,  al  mando  de  otro  general  extranjero,  el  francés  du- 
que de  Crillon,  y  el  celebérrimo  autor  de  las  baterías  flotantes. 
Y  sin  embargo,  sin  los  errores  transcendentales  de  Carlos  lU 
en  su  política  contra  Inglaterra,  al  estallar  las  guerras  emanci- 
padoras de  las  colonias  británicas  del  norte  de  América,  que 
acibararon  más  el  implacable  encono  de  la  nación  británica 
contra  España,  y  sin  los  excesivamente  prematuros  alardes  de 
poder  naval  que  entonces  se  hicieron,  cuando  la  organización 
y  fomento  de  nuestra  marina,  debidos  al  impulso  é  iniciativa 
de  Ensenada,  estaban  incipientes;  de  todas  las  reformas  que  so- 
bre la  constitución  de  la  fuerza  pública  se  Uevaban  á  cabo  bajo 
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Carlos  in,  DÍuguna  puede  considerarse  más  fructífera  y  de  in- 
terés más  permanente  en  la  Península,  que  las  que  se  referían 
al  desarrollo  de  una  gran  fuerza  marítima  militar;  porque  así 
como  por  su  situación  geográfica  y  su  disposición  geológica  Es- 
paña jamás  podrá  ser  una  potencia  militar  importante  en  Eu- 
ropa, de  la  misma  manera,  con  6  sin  las  grandes  colonias  que 
aún  poseía  en  tiempos  del  Rey  á  quien  describimos,  por  la  ínera 
condición  de  sus  fronteras  sobre  las  aguas  de  los  dos  mares, 
tampoco  jamás  podrá  sentirse  completamente  garantida  en  su 
seguridad,  ni  imponer  su  consideración  al  mundo,  ni  defender 
su  pabellón,  ni  dilatar  su  comercio  y  toda  clase  de  relaciones  ex- 
teriores sin  grandes  y  formidables  escuadras,  no  convertidas  en 
pueril  amenaza  de  agresiones  quijotescas  como  el  látigo  en  la 
mano  inexperta  del  niño  voluntarioso,  sino  en  instrumento  de 
autoridad,  de  consideración  y  de  garantía.  El  entusiasmo  por 
estas  reformas  también  decayó  en  el  espíritu  de  Carlos  III  des- 
pués del  sitio  infortunado  de  Gibraltar,  y  entonces,  bajo  los  con- 
sejos de  Floridablanca  y  Campomanes,  volvió  á  halagar  nuevos 
ideales  dignos  de  la  meditación  de  un  Rey,  y  ocupó  su  atención 
en  el  edificio  civil  de  la  monarquía.  Por  desgracia,  cuando  co- 
menzó esta  noble  tarea,  más  de  una  vez  sintió  grandes  vacila- 
ciones en  su  espíritu,  pues  iniciada  la  revolución  en  Francia, 
impresionáronle  vivamente  los  aciagos  rumbos  que  iban  toman- 
do en  aquella  Corona  los  negocios  políticos.  La  condescendiente 
moderación  con  que  había  permitido  que  por  España  se  difun- 
dieran las  ideas  filosóficas  que  engendraron  aquel  gran  movi- 
miento, le  hizo  abrigar  el  recelo  de  que  aquí  se  siguiese  el  ejem- 
plo francés.  Trató  de  retroceder,  pero  en  esta  reacción  le  sor- 
prendió la  muerte,  dejando  su  poder  caracterizado  en  la  histo- 
ria con  el  nombre  del  gobierno  paternal  y  del  absolutismo  ilus- 
trado á  que  dio  tono  con  sus  actos. 

Aquel  absolutismo  ilustrado  y  aquel  gobierno  patriarcal 
sirvieron  á  la  vez  de  modelo  al  régimen  de  Carlos  IV,  de  quien 
Floridablanca  y  Campomanes  consiguieron  la  más  importante 
de  las  conquistas  civiles  de  aquel  tiempo :  tal  fué  la  convoca- 
ción de  las  Cortes  del  reino  en  1789,  no  para  llenar  el  objeto 
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económico  á  que  se  vieron  reducidas  bajo  los  últimos  Reyes  de 
la  casa  de  Austria^  en  la  concesión  de  servicios  para  la  Corona, 
sino  para  realizar  un  fín  político  más  noble,  que  devolvía  al 
cuerpo  representativo  de  la  nación  la  más  importante  de  las  pre* 
rrogativas  que  desde  la  muerte  de  los  Reyes  Católicos  se  le  ha- 
bían usurpado.  La  sucesión  de  la  monarquía,  cuestión  tan  trans- 
cendental y  ardua,  que  jamás  se  ha  puesto  en  litis  sin  afligir  al 
Estado  con  largas,  sangrientas  y  devastadoras  guerras,  á  espal- 
das de  la  nación  se  había  resuelto  en  el  testamento  de  Carlos  11, 
recibiendo  una  sanción  por  sorpresa  y  por  amaño  arrancada  á 
las  Cortes  de  1713.  Un  cambio  tan  profundo  en  las  leyes  cons- 
titucionales de  la  Corona,  mantenían  en  la  nación  un  estado 
imperfecto  de  derecho  que  necesariamente  había  de  prestarse  á 
las  contingencias  más  peligrosas.  Era  preciso  prevenir  las  difi- 
cultades del  tiempo^  cortando  de  raíz  el  precedente  vicioso,  y 
restablecer  el  imperio  de  las  leyes  tradicionales  á  su  primitiva 
virtualidad.  Imbuidos  del  sentimiento  de  la  historia,  iluminados 
por  la  inspiración  sublime  de  la  aspiración  nacional,  los  ilus- 
tres ministros  que  con  el  trono  heredó  Carlos  IV  de  su  padre, 
lograron  animar  al  Rey  hacia  una  empresa  que  había  de  en- 
contrar en  el  país  unánimes  aplausos.  Sirvió  de  pretexto  para 
ella  la  convocación  de  las  Cortes  que  en  1789,  siguiendo  las 
instrucciones  dadas  á  su  hijo  por  el  Rey  Carlos  III,  debían  si- 
multáneamente proceder  á  la  coronación  solemne  del  monarca 
y  á  la  jura  del  príncipe  de  Asturias.  La  petición  de  las  Cortes 
acerca  del  capítulo  de  la  sucesión  se  hizo  en  regla ;  la  aproba- 
ción fué  unánime :  si  la  promulgación  no  se  llevó  á  cabo,  apla- 
zándola primero  y  haciéndola  caer  después  en  vituperable  olvi- 
do, culpa  fué  de  las  influencias  diplomáticas  extrañas  que  los 
Reyes  de  Francia  y  Ñapóles  suscitaron  cerca  de  Carlos  IV ,  te- 
merosa una  y  otra  Corona  de  que  en  las  vicisitudes  del  tiempo, 
con  aquella  medida  se  perjudicasen  sus  derechos  eventuales  so- 
bre la  misma  Corona,  considerada,  según  el  derecho  púbUco  de 
la  época,  no  como  una  delegación  de  la  soberanía  que  sólo  co- 
rrespondía hacerla  al  cuerpo  total  de  la  nación  á  quien  intere- 
saba, sino  como  un  patrimonio  de  condiciones  jurídicas ,  seme- 
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janteB  á  los  que  se  regulaban  por  las  prescripciones  del  derecho 
civil.  En  aquella  tácita  lucha  que  se  estableció  entre  el  absolu- 
tismo del  poder  Real,  representado  por  el  Bey  Carlos  IV,  y  los 
jefes  de  las  familias  reinantes  en  Francia  y  Ñapóles,  y  el  poder 
representativo  de  la  nación  que  siempre  entraña  aquel  grado  de 
soberanía  que  en  el  derecho  convenido  comparte  con  el  Real,  y 
que  á  la  sazón  se  representaba  en  los  ilustres  ministros  juris- 
consultos y  las  Cortes  de  Madrid,  la  autoridad  absoluta  del  pri- 
mero se  impuso  al  segundo;  la  ley  acordada  no  recibió  el  último 
grado  de  la  sanción  publica;  el  acto  de  las  Cortes  quedó  estéril, 
y  para  que  el  fracaso  de  la  tentativa  fuese  más  completo^  hasta 
los  ministros  que  habían  dirigido  la  moción  de  las  Cortes  por 
las  intrigas  de  la  Reina  María  Luisa,  tuvieron  que  abandonar 
su  puesto  al  inesperado  triunfo  de  un  nuevo  favorito,  descono- 
cido en  la  alta  esfera  de  la  política,  D.  Manuel  Godoy ,  que, 
prescindiendo  de  sus  prostituciones  adúlteras,  trajo  á  su  minis- 
terio por  única  misión  extremar  el  absolutismo  del  poder  ReaL 
Aún  más  débil  y  condescendiente  el  carácter  de  Carlos  IV  que 
el  de  su  progenitor,  no  pudo  desplegar  más  condiciones  rele- 
vantes de  su  persona  que  una  bondad  de  espíritu  extraordina- 
ria, con  la  que  mostraba  un  perseverante  deseo  del  bien  públi- 
co, sin  comprenderlo.  Gustábale  el  imperio  y  la  dominación,  de 
la  cual  no  conocía  sino  las  formas  exteriores  por  la  sumisión  y 
obediencia  que  se  le  fingía;  y  satisfecho  con  estas  apariencias, 
todo  lo  abandonaba  al  arbitrio  de  los  que  giraban  á  su  alrede- 
dor. Su  poder  fué  un  tejido  de  continuas  debilidades.  Fué  débil 
con  los  ministros,  que  le  aconsejaron  la  revocación  de  las  refor- 
mas de  1713 ,  porque  le  representaron  aquella  medida  como 
exigencia  del  bien  público.  Fué  débil  para  anularla  con  sus 
deudos  de  la  Casa  Real  de  Francia  y  Ñapóles,  porque  le  ha- 
blaron en  nombre  del  prestigio  y  de  los  intereses  del  poder 
y  de  la  autoridad  Real.  En  aras  del  amor,  íué  débil  con  una 
Reina  absorbente  é  intrigante,  porque  le  representaba  la  con- 
sideración á  su  persona.  Y  finalmente ,  fué  débil  con  el  nue* 
vo  ministro,  á  quien  mucho  más  tarde  se  otorgó  el  título  de 

príncipe  de  la  Paz,  porque  penetrando  sutil  el  espíritu  fluctuan- 
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te  del  monarca,  le  aduló  en  todas  sus  vacilaciones,  hablándole 
en  cada  caso  del  interés  respectivo  de  los  que  formaban  el  fon- 
do de  creencias,  el  casi  culto  que  ciertas  ideas  tenían  en  el 
ánimo  del  Rey.  Conocida  la  inclinación  del  monarca  á  realizar 
el  bien  público  por  los  medios  de  educación,  cultura  y  trabajo, 
cuya  pauta  ofrecía  el  cuadro  general  del  reinado  de  Carlos  III, 
Godoy  sabía  que  llenaba  el  alma  de  Carlos  IV  de  íntima  com- 
placencia, cada  vez  que  promovía  ó  fomentaba  algunas  de  las 
muchas  empresas  científicas,  litwarias,  artísticas,  de  pública 
utilidad  ó  de  público  recreo,  en  que  el  país  había  quedado  em- 
peñado desde  el  gobierno  anterior.  De  modo  que,  como  Godoy 
refiere  en  sus  Memorias,  el  espíritu,  carácter  y  dirección  interior 
del  gobierno  bajo  su  ministerio,  continuaron  teniendo  el  mismo 
signo  de  adelanto  y  de  progreso  que  traía  marcado  la  alta  ad- 
ministración del  Estado,  desde  el  extenso  plan  de  Ensenada,  ba- 
jo Fernando  VI,  y  el  fértil  ministerio  de  Aranda,  Floridablanca 
Y  Campomanes,  bajo  Carlos  III.  El  robustecimiento  del  poder 
Real,  que  era  otra  de  las  pasiones  de  Carlos  IV,  practicábase 
por  Godoy  renovando  en  su  persona  la  despótica  arbitrariedad 
de  la  época  de  los  validos,  aunque  cubriendo  siempre  sus  pro- 
pios actos  con  el  nombre  del  monarca;  procuró  despojarlo  de 
aquellas  violencias  y  de  aquellos  odios  personales,  que,  bajo  Fe- 
lipe III  y  Felipe  IV,  concitaron  tantos  rencores,  encendieron  tan- 
tos disturbios  y  causaron  tantas  divisiones  con  Lerma  y  Oliva- 
res. El  gobierno  de  Godoy,  sin  estar  nutrido  de  los  grandes 
pensamientos  reformistas  que  caracterizó  al  de  sus  ilustres  pre- 
decesores en  el  ministerio  del  Rey,  hubiera  pasado  por  su  equi- 
dad, si  no  con  nombre  simpático,  al  menos  indiferente  en  la  lüs- 
toria,  si  las  equivocadas  empresas  políticas  en  que  comprome- 
tió el  honor  del  Rey,  el  prestigio  y  la  integridad  de  la  monar- 
quía y  la  fortuna  y  el  bienestar  del  país,  no  hubieran  levanta- 
do aquel  tumulto  de  quejas  desesperadas  que  se  irritó  contra  su 
persona.  De  otro  defecto  personal,  gravísimo  siempre  en  Espa- 
ña, adoleció  también  el  valido  de  Carlos  IV:  el  de  la  desapode- 
rada ambición  de  honores,  dignidades  y  riquezas  que  despertó 
en  su  ánimo  la  embriaguez  de  la  fortuna,  ante  cuyo  ídolo  no 
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hubo  nada  que  no  osara  sacrificar.  Todas  las  altas  dignidades 
civiles  fueron  concentrándose  en  él;  lo  mismo  hizo  con  las  su- 
premas jerarquías  militares:  no  se  satisfizo  con  el  simple  título 
de  duque  de  Alcudia,  que  le  igualaba  á  los  más  grandes  en  es- 
tado  y  familia  en  España,  y  tomó  el  de  príncipe  de  la  Paz>  des- 
pués de  suscribir  la  paz  más  humillante  que  se  había  estipula- 
do en  España  desde  los  célebres  tratados  de  Nimega  y  Riswick. 
Para  compartir  su  lecho  con  una  infanta  de  sangre  Real,  no  le 
bastó  dar  demasiado  pábulo  á  murmuraciones  irrespetuosas 
que  se  han  perpetuado  en  la  historia,  y  aun  tuvo  que  anular 
canónicamente  el  matrimonio  contraído  antes  de  su  elevación 
con  Doña  Josefa  Tudó.  Finalmente,  cuando  incauto  é  inexper- 
to cayó  en  brazos  de  las  argucias  de  Napoleón,  como  el  ratón 
vivaracho  saltando  en  la  boca  del  gato  que  le  persigue,  quiso 
tratar  con  el  coloso  del  siglo  de  la  recomposición  de  los  Esta- 
dos como  de  potencia  á  potencia;  aspiró  á  constituirse  un  Esta- 
do independiente  en  que  fundar  dinastía  en  el  Algarbe:  un  rin- 
cón de  Portugal.  A  dónde  le  condujeron  estas  ambiciones,  desa- 
poderadas todavía  después  de  tantos  estudios,  no  se  ha  defi- 
nido á  satisfacción,  pues  por  más  que  se  medite,  nunca  llegará 
á  razonarse  de  una  manera  convincente  los  motivos  que  le  in- 
dujeron á  entablar  contra  el  príncipe  de  Asturias  aquellas  gue- 
rras domésticas  é  intestinas,  que  no  sólo  transcendieron  á  la 
corte,  embozadas  bajo  la  forma  de  las  hablillas  de  Palacio,  sino 
que  se  hicieron  notorias  al  orbe  por  el  más  escandaloso  y  degra- 
dante de  los  procesos.  La  sátira  política  ha  atribuido  al  conde- 
duque  de  Ohvares  cierta  disposición  hostil  contra  los  hermanos 
de  FeUpe  IV,  habiéndole  formado  cargos  atroces  así  contra  el 
alejamiento  del  cardenal  infante  D.  Fernando  á  Flandes,  lo  que 
se  imputó  á  destierro,  como  respecto  á  la  prematura  muerte  del 
infante  D.  Carlos,  á  quien  prestaba  el  sentimiento  de  una  ver- 
dadera adoración  la  sociedad  más  culta  de  su  siglo.  La  justifi- 
cación de  estas  imputaciones  nunca  seha.hecho  de  una  mane- 
ra satisfactoria;  pero  aun  los  mismos  que  por  odio  al  poderoso 
valido  las  propagaron  más,  atribuyeron  á  tan  excepcionales  me- 
didas objetivos  poUticos  importantísimos^  sobre  los  elementos 
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de  insubordinación  que  se  cultivaban  por  aquel  tiempo  contra 
el  imperio  de  Felipe  IV,  en  cuyas  conspiraciones  se  trató  de  ha- 
cer entrar  en  Ñapóles  y  en  Flaudes  hasta  á  su  propio  hijo  Don 
Juan  de  Austria.  £1  caso  ahora  era  nuevo  y  distinto.  Aunque 
los  autores  del  proceso  del  Escorial  inculpasen  al  príncipe  Don 
Femando  de  querer  despojar  de  su  Corona  á  Carlos  IV^  los  in- 
dicios que  quedan  de  los  negocios  íntimos  de  Palacio  en  aquel 
tiempo,  dadas  las  relaciones  de  Godoy  con  la  Reina  y  el  carác- 
ter impreso  por  el  imprudente  ministro  á  su  ambición  personal, 
más  hacen  sospechar  que  el  príncipe  de  Asturias  D.  Femando, 
en  las  soledades  de  su  alma,  más  de  una  vez  tuvo  ocasión  de 
temer  que  en  tomo  á  la  venerable  figura  del  honrado  Car- 
los IV  pudiera  inopinadamente  surgir  algún  sangriento  drama 
semejante  al  que  en  Hamlet  representó  el  genio  inmortal  de 
Shakespeare. 

La  interrupción  del  reinado  de  Carlos  FV  por  los  motines  de 
Aranjuez  y  la  ocupación  francesa  acabó  aquella  serie  de  des* 
aciertos,  poniendo  también  término  fundamental  al  imperio  de 
los  dos  absolutismos  que,  con  las  dinastías  de  Austria  y  de 
Borbón,  se  habían  implantado  en  España,  subrogando  á  su  pre- 
ponderancia el  edificio  espléndido  de  las  antiguas  instituciones 
nacionales.  Una  nueva  era  de  restauración  civil  y  política  albo- 
reó para  España  el  mismo  sangriento  día  en  que  por  las  fron- 
teras del  Pirineo  adelantó  hacia  nuestras  comarcas  centrales  la 
irrupción  de  las  armas  francesas.  Tan  en  las  entrañas  de  la  opi- 
nión general  se  hallaba  la  necesidad  de  realizar  en  la  sociedad 
española  una  revolución  completa  en  sus  instituciones  políti- 
cas, que  cambiase  de  todo  punto  la  naturaleza  y  condición  del 
poder  civil,  que  simultáneamente  se  pensó  en  esta  reforma  por 
vencedores  y  vencidos.  La  forma  en  que  Femando  VII  fué 
proclamado  monarca  después  de  un  tumulto  popular,  consti- 
tuía un  hecho  excepcional  y  anormal  en  la  historia  y  una  ver- 
dadera usurpación.  La  legitimidad  de  la  abdicación  de  Car- 
los IV  también  será  constantemente  motivo  de  disputas,  aun- 
que la  razón  considerará  siempre  que  aquella  renuncia  fué 
dictada  por  la  violencia,  y  que  un  monarca  que  no  tiene  Hber- 
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tad  para  sus  actos,  no  puede  establecer  principio  alguno  de  le- 
galidad y  de  derecho,  aunque  constituya  estado.  De  la  misma 
nulidad  que  estos  actos  adolece  en  derecho  estricto  la  renuncia 
de  la  dinastía  en  Bayona,  no  quedando  de  la  suma  de  sucesos 
tan  extraordinarios  sino  la  realidad  de  dos  hechos  de  contra- 
dicción: un  acto  de  fuerza,  por  medio  del  cual  las  armas  france- 
sas se  apoderaron  de  la  monarquía  española,  y  la  voluntad  de 
Napoleón  de  crear  en  ella  un  nuevo  régimen  y  una  nueva  dinas- 
tía, y  un  acto  de  soberanía  é  independencia  que  realiza  la  na- 
ción, abandonada  á  su  propia  dirección  y  albedrío,  y  que  siente 
unánimemente  en  todas  las  varias  partes  de  su  cuerpo  social 
y  político  el  mismo  profundo  anhelo  de  resolver  por  sí,  en  me- 
dio de  crisis  tan  espantosa,  los  problemas  planteados  en  Espa- 
ña desde  el  advenimiento  del  primer  Austria,  es  decir,  del  pri- 
mer Rey  extranjero  que  vino  á  modificar  el  impulso  dado  por 
los  antiguos  Reyes  nacionales  á  la  dirección  de  la  monarquía. 
Si  el  movimiento  reformista  de  1808  se  hubiera  limitado,  como 
la  Constitución  francesa  de  1793^  á  producir  una  revolución 
en  el  derecho,  basada  en  los  principios  filosóficos,  jurídicos  y 
sociológicos,  tan  ponderados  en  todo  el  siglo  xvín  por  los  es- 
critores de  aquel  país,  el  carácter  de  la  revolución  española  se 
hubiera  confundido  con  el  de  la  revolución  francesa,  como  en- 
tonces temieron  y  todavía  temen  los  que,  espantados  por  las 
catástrofes  que  causó  en  el  país  vecino,  no  vieron  en  los  ensa- 
yos de  la  primera  codificación  constitucional  política  que  en- 
tonces se  practicaron,  sino  la  transmisión  á  España  de  un 
naismo  orden  de  ideas  que,  por  la  corriente  del  Pirineo,  nos 
traía  un  mismo  orden  de  acontecimientos.  No  faltaba  razón  á 
los  tradicionahstas  del  absolutismo  para  fundar  estos  recelos. 
La  hbertad  permitida  á  la  decisión  de  las  ideas  filosóficas,  en 
boga  durante  el  reinado  de  Garlos  III,  había  conquistado  en 
España  muchos  prosélitos,  y  toda  la  parte  elevada  y  culta  de 
la  nación  se  había  educado  en  la  escuela  de  aquellas  doctri- 
nas. Sin  embargo,  en  la  instrucción  universitaria,  donde  las 
•ciencias  filosóficas  no  se  hallaban  en  gran  predicamento,  pre- 
valecían los  estudios  de  la  jurisprudencia,  mientras  quC;  así  en 
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sas  aulas  como  en  los  conventos,  se  mantenía  inmutable  cierto 
germen  fecundo  de  tradicionalismo  y  de  historia.  Indudable- 
mente; la  Constitución  que  para  el  régimen  de  España  é  Indias 
obligó  á  firmar  Napoleón,  en  6  de  Julio  de  1808,  á  la  junta  es- 
pañola congregada  en  Bayona,  era  casi  un  fiel  remedo  de  la 
que  la  Asamblea  nacional  constituyente  de  Francia  decretó 
de  1789  á  1791,  y  que  Luis  XVI  sancionó  en  14  de  Setiembre 
de  dicho  año.  No  tenía  la  Constitución  de  Bayona  por  base  fun- 
damental la  declaración  de  los  derechos  del  hombre  y  del  ciu- 
dadano, como  la  de  Francia;  pero  también,  á  semejanza  de  ésta, 
tendía  á  anular  las  instituciones  que  vulneraban  la  libertad  y 
la  igualdad  de  los  derechos,  á  abolir  la  nobleza  y  sus  privile- 
gios, las  jurisdicciones  exentas  y  las  justicias  patrimoniales,  y 
finalmente,  á  uncir  la  Iglesia  católica  al  carro  preponderante 
del  Estado,  y  de  cualquier  manera,  aquel  código,  en  el  que  la 
historia  no  conservaba  ninguna  base  fundamental,  era  un  libro 
jurídico  que  tendía  al  porvenir,  como  si  se  tratase  de  un  pueblo 
nuevo  y  de  una  nueva  sociedad,  sin  contar  para  nada  con  los 
largos  siglos  de  su  brillante  pasado.  Esta  consideración  fiíera 
suficiente  para  hacer  impopular  é  impracticable  la  Constitución 
de  Bayona,  si  no  hubiera  adolecido  de  un  defecto  original  más 
grave  en  su  origen  extranjero  y  en  su  imposición  despótica  por 
la  violencia  y  el  engaño.  Las  reformas  políticas  de  la  nación, 
juntamente  con  las  civiles,  económicas  y  administrativas,  traían 
una  luenga  rastra  en  el  clamor  general  y  en  los  deseos  públi- 
cos, interpretados  por  todos  los  arbitristas  desde  las  primeras 
representaciones  que  el  almirante  de  Castilla,  en  1524,  hizo  al 
Emperador  Carlos  V  acerca  del  malestar  político  de  la  nación, 
hasta  los  últimos  escritores  que  ilustraron  el  reinado  de  Car- 
los III,  atreviéndose  á  proponer  medidas  esobre  el  bien  y  el 
>mal  de  España.»  Tenían,  además,  un  importante  precedente 
en  la  manifestación  tumultuosa  de  los  comuneros  de  Castilla, 
los  cuales,  aleccionados  con  el  ejemplo  del  cortísimo  reinado  de 
Felipe  el  Hermoso,  para  prevenir  las  grandes  transformaciones 
que  se  veían  caer  sobre  España  al  advenimiento  de  la  dinastía 
extranjera,  y  amenazaban  aniquilar  el  edificio  de  las  institucio- 
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ues  seculares,  conquistadas  por  la  nación  á  precio  de  su  cons- 
tancia y  de  su  sangre,  habían  redactado  aquella  instrucción  de 
Valladolid  á  sus  procuradores  en  la  santa  junta,  y  que  consti- 
tuye una  verdadera  declaración  de  derechos  y  un  verdadero 
código  político  para  limitar  las  prerrogativas  absolutas  de  la 
autoridad  Real.  No  presumían  los  procuradores  de  Valladolid 
en  la  junta  de  Avila,  merecer  nota  de  traidores  por  proponer,  de 
acuerdo  con  los  de  otras  ciudades ,  los  numerosos  capítulos  de 
aquella  instrucción,  c porque,  como  ellos  decían,  de  los  leales  va- 
t  salios  e  subditos  de  la  Corona  rreal  destos  Rey  nos,  es  desve- 
»larse  en  las  cosas  que  bien  están  a  su  rrey  e  señor  natural,  e 
taquellas  procurarlas  e  allegarlas,  y  las  otras  cosas  que  son 
«contrarias,  asy  a  salud  de  su  rrey  e  bien  de  su  anima,  como 
>lo  que  estuviese  a  mal  estan9a  del  rreyno,  lo  deven  estorvar 
>por  todas  las  maneras  que  pudieren.»  ¿Sobre  qué  pretendían 
legislar  los  comuneros  de  Valladolid?  Los  capítulos  de  la  ins- 
trucción lo  revelan  todo  de  una  manera  que  no  da  lugar  á  du- 
das. Ni  en  uno  solo  se  pone  en  cuestión  el  principio  monárqui- 
co, que  era  la  forma  esencial  de  las  instituciones;  pero  sí  se  vi- 
gila por  la  pureza  del  derecho  dinástico  y  hereditario,  para 
prevenir  cualquier  usurpación  que  pudiera  conculcarlo,  de 
modo  que  el  primer  capítulo  se  limita  á  ordenar  una  informa- 
ción sobre  la  enfermedad  de  la  Reina  Doña  Juana,  y  si  había 
medios  de  curarla.  El  capítulo  segundo  regula  el  orden  en  que 
había  de  establecerse  y  administrarse  la  Casa  Real.  En  el  ter- 
cero se  pide  la  abolición  de  los  consejos,  que  habían  comenza- 
do á  introducirse  en  Castilla,  y  la  reposición  de  las  Cortes  en 
la  integridad  de  las  atribuciones  de  que  les  habían  despojado 
estos  consejos.  El  capítulo  cuarto  se  encaminaba  á  organizar  la 
administración  civil,  convirtiendo  en  públicos  los  oñcios  y  ser- 
vicios de  gobierno  y  administración  que,  concentrados  cerca  de 
la  persona  del  monarca,  parecían  ser  privativos  suyos  y  de  su 
casa  en  vez  de  serlo  del  común.  Pedíase  en  el  capítulo  quinto  la 
responsabiUdad  efectiva  de  los  funcionarios  por  medio  de  la  re- 
sidencia, á  la  vez  que  por  el  decimotercio  se  prohibía  la  venta 
por  dinero  de  ninguna  clase  de  oficios  de  gobierno,  de  adminis- 
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tración  ó  de  jasticia.  Con  este  mandato  se  relacionaron  otros  ca- 
pítulos relativos  á  la  organización  de  los  tribunales,  de  cuyas 
reformas  no  estaban  exentos  ni  el  de  la  Inquisición  ni  el  de  la 
Cruzada^  según  el  capítulo  vigésimocuarto.  Con  motivo  de  lo 
que  se  relacionaba  con  las  gracias  y  mercedes,  y  en  término 
contrario,  con  las  confiscaciones  de  bienes,  se  proponían  gran- 
des reformas  en  la  condición  de  la  propiedad  civil  y  aun  ecle- 
siástica, pues  para  contener  la  excesiva  extensión  de  bienes  y 
de  jurisdicción  del  arzobispado  de  Toledo,  pretendíase  su  divi- 
sión en  tres  obispados.  No  dejaban  de  puntualizarse  en  la  ins- 
trucción, con  motivo  de  los  negocios  de  bulas,  la  ardua  cues- 
tión  de  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  así  como  en  la 
participación  de  los  extranjeros  en  los  oficios  de  la  Corona,  ni 
como  Estado  ni  como  Casa  Real.  El  régimen  municipal  no  era 
menor  objeto  de  las  atenciones  de  aquella  Constitución,  y  por 
qué  el  cargo  de  corregidores  representaba  cierto  exceso  de  auto- 
ridad Real  sobre  la  libertad  de  los  pueblos,  en  el  capítulo  quin- 
cuagésimosexto  se  pedía  no  se  proveyesen  sino  en  las  cibdades 
e  villas  e  comunidades  que  los  pidieren.  Lo  mismo  se  legislaba 
acerca  de  la  calidad  y  cuantía  de  los  impuestos,  que  habían 
de  pesar  sobre  el  cuerpo  contribuyente,  en  diversos  capítulos, 
desde  el  sexagésimosexto.  La  intervención  directa  del  país  en 
el  conocimiento  de  los  negocios  públicos  se  consagraba  en  los 
capítulos  que  prohibían  que  á  los  procuradores  se  les  diesen 
para  las  Cortes  poderes  libérrimos  que  les  obligaban  á  ponerse 
de  acuerdo  entre  si  en  la  procura  del  bien  público  contra  las 
inmoderadas  exigencias  de  la  Corona,  que  les  prohibían  bajo 
severas  penas  pedir  ni  tomar  mercedes,  y  que  proponían  al  Rey 
revocase  las  que  se  les  habían  otorgado  en  las  Cortes  de  la 
Coruña.  Finalmente,  las  ideas  económicas  desempeñaban  un 
papel  muy  importante  en  aquella  Constitución,  sobre  todo  en 
las  relaciones  exteriores  de  la  producción  y  del  comercio.  Un 
principio  político  de  equidad  prevaleció  también  en  aquellos 
proyectos,  que  después  fué  sancionado  por  el  trono;  el  de  dar 
participación  en  el  cuerpo  representativo  nacional  á  las  ciu- 
dades de  Vizcaya,  á  las  provincias  de  Guipúzcoa  y  Álava,  á 
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las  villas  de  la  costa  del  mar,  Laredo  y  Santander,  á  la  ciudad 
de  Oviedo  y  Principado  de  Asturias  y  al  reino  reconquistado  de 
Granada,  para  robustecer  bajo  tan  gran  unidad  las  determina- 
ciones de  la  junta  en  su  misión  de  todo  punto  constituyente. 
Obedeciendo  al  mismo  principio  de  equidad,  por  el  capítu- 
lo LXXXIV  se  reformaba  el  sistema  electoral  para  la  designa- 
ción de  procuradores,  aboliendo  las  prácticas  privilegiadas  y 
fijando  un  método  común  y  general,  por  el  que  en  todas  las  ciu- 
dades que  tenían  derecho  á  la  representación ,  se  instituía  un 
cuerpo  uniforme  electoral  en  el  conjunto  del  concejo ,  justicia  y 
regidores.  Aunque  en  la  forma  rudimentaria  del  tiempo,  la  ins- 
trucción de  los  comuneros  de  VaUadolid  no  deja  de  establecer 
ni  uno  solo  de  los  principios  políticos  fundamentales  en  que  se 
nutren  hoy  las  nuevas  Constituciones ,  ofreciendo  su  carácter 
esencial  que  las  diferencia  de  éstas,  en  que  su  espíritu  no  esta- 
ba informado  en  tales  ó  cuales  principios  especulativos  de  la 
filosofía  y  de  la  ciencia,  sino  en  el  profundo  sentido  tradicional 
de  las  instituciones  nacionales ,  que  amenazaban  ser  eclipsadas 
por  la  intrusión  de  un  régimen  extranjero.  Las  víctimas  de 
aquel  movimiento,  por  esta  razón  habían  sido  consideradas  co- 
mo mártires  del  patriotismo  desde  los  primeros  momentos  de 
su  derrota,  y  las  doctrinas  que  profesaron  quedaron  latentes  en 
la  aspiración  de  las  generaciones  sucesivas,  en  contraposición 
con  las  de  los  dos  absolutismos  que,  bajo  el  imperio  de  las  cir- 
cunstancias, preponderaron  en  España  durante  el  largo  domi- 
nio de  una  y  otra  dinastía  extranjera. 

Frente  á  los  filósofos  de  Francia  que  redactaron  la  Constitu- 
ción de  Bayona,  y  de  los  tradicioualistas  de  España  que  se  obs- 
tinaban en  mantener  el  régimen  del  absolutismo  extranjero,  los 
legisladores  reunidos  en  Cádiz  en  virtud  de  la  soberanía  de  que 
la  nación  había  quedado  en  posesión  legítima  y  absoluta,  á  cau- 
sa de  la  cautividad  de  sus  monarcas  y  de  la  opresión  de  las  ar- 
mas francesas,  imbuidos  en  la  iJoa  más  alta  del  derecho  patrio, 
y  de  la  tradición,  y  de  la  historia  nacional ,  estimaron  propicia 
la  coyuntura  para  acabar  simultáneamente  con  los  dos  hechos 
que  á  la  sazón  afligían  á  la  sociedad  española:  el  más  inmedia- 
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to,  que  consistía  en  emancipar  á  la  nación  de  la  afirentosa  do- 
minación militar  en  que  los  ejércitos  de  Francia  la  habían  co- 
locado, y  el  de  restaurar,  dentro  de  las  exigencias  del  tiempo,  el 
edificio  espléndido  de  las  libres  ijistituciones  nacionales  subro- 
gadas durante  el  largo  espacio  de  tres  siglos  al  predominio  de 
unos  sistemas  extraños,  que  habían  conducido  al  país  al  último 
extremo  de  su  degradación  y  de  su  decadencia.  En  el  discurso 
preliminar  leído  en  las  Cortes  al  presentar  la  comisión  de  Cons- 
titución el  proyecto  de  ella,  ya  se  recordaba  que  el  deseo  de 
mejorar  las  leyes  y  las  insütucionee  patrias  habían  sido,  duran- 
te mucho  tiempo,  constante  objeto  de  las  reclamaciones  de  los 
pueblos,  contra  las  cuales  el  poder  público  se  manifestó  impla- 
cable en  muchas  ocasiones,  hasta  el  punto  de  mirar  con  ceño  y 
desconfianza  á  los  que  se  consideraban  adictos  á  las  antiguas 
Constituciones  de  Aragón  y  de  Castilla,  estimadas  por  el  poder 
supremo  y  sus  ministros  como  peligrosas  y  subversivas.  El  ilus- 
tre autor  del  discurso  á  que  nos  referimos ,  no  tuvo  inconve- 
niente en  buscar  el  origen  de  las  principales  reformas  que  ahora 
se  establecían  en  las  prescripciones  escritas  de  los  códigos  na- 
cionales más  venerandos:  en  el  Fuero  Juzgo,  la  soberanía  de  la 
nación,  los  derechos  de  la  nación,  del  Bey  y  de  los  ciudadanos, 
las  obligaciones  recíprocas  sobre  la  guarda  de  las  leyes,  y  hasta 
la  manera  reglamentaria  de  formarlas  y  ejecutarlas ;  las  leyes 
de  la  sucesión  de  la  Corona  en  la  ley  fundamental  interna  de 
Castilla,  antes  del  siglo  xn,  así  como  la  costumbre  de  dar  á  re- 
conocer en  las  Cortee  por  heredero,  en  vida  del  Bey,  al  Príncipe 
ó  pariente  designado  para  sucederle,  y  aun  la  de  asociarle  á  las 
funciones  del  gobierno.  La  representación  de  la  nación  en  Cor- 
tes, de  costumbre  inmemorial  en  Aragón ,  Navarra  y  Castilla; 
provenía  de  los  antiguos  congresos  nacionales  de  los  godos,  y  á 
ellas  correspondió  siempre,  no  sólo  la  parte  más  permanente  del 
poder  legislativo,  sino  la  atribución  privativa  de  otorgar  las 
contribuciones,  de  justificar  su  inversión  y  aun  de  residenciar 
á  los  administradores.  De  la  Constitución  de  Navarra  provenía 
la  prohibición  absoluta  de  que  pudiese  establecerse  ley  alguna 
sin  que  lo  consintiesen  sus  Cortes,  las  cuales  habían  de  dehbe* 
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rar  con  entera  libertad  sobre  ellas,  sin  la  asistencia  del  monarca. 
De  la  misma  manera,  en  el  discurso  mencionado  se  compulsa- 
ban otros  nuevos  derechos  con  las  leyes  fundamentales  de  las 
Partidas,  el  Fuero  Viejo  y  Beal ,  el  Ordenamiento  de  Alcalá, 
el  Ordenamiento  Real  y  la  Nueva  Recopilación ,  en  que  brilla- 
ba el  espíritu  de  la  libertad  política  y  civil  que  los  nuevos  legis- 
ladores se  proponían  definir  mejor  para  señalar  de  una  manera 
más  precisa  la  órbita  de  cada  institución,  y  garantir  de  una  ma- 
nera más  permanente  los  derechos  de  cada  cual.  Los  mismos 
impugnadores  más  acérrimos  de  la  Constitución  de  Cádiz, 
los  diputados  que  en  1814  suscribieron  aquella  representación 
y  manifiesto  al  Rey,  que  se  conoce  bajo  la  denominación  del 
Manijiesio  de  los  Persas,  no  pudieron  menos  de  convenir  en  este 
punto  con  lo  que  en  el  preámbulo  del  código  de  Cádiz  se  había 
consignado;  de  modo  que  sólo  estuvieron  discordes,  además  de 
otras  cuestiones  secundarias  en  que  los  amores  propios  toma- 
ron más  parte  que  la  razón,  en  la  oportunidad  de  las  reformas 
practicadas  y  en  el  eterno  temor  de  la  repetición  en  España  de 
los  desastres  de  la  monarquía  de  Francia,  por  no  haber  atajado 
á  tiempo  las  innovaciones.  Cuando  el  temor  de  los  intereses 
perjudicados  por  éstas  ha  cesado,  cuando  las  pasiones  han  lan- 
guidecido y  las  costumbres  han  tomado  el  nuevo  rumbo  marca- 
do por  las  reformas,  creando  nuevas  creencias  y  nuevos  senti- 
mientos, el  profundo  sentido  jurídico  transcendental  de  la  obra 
de  Cádiz  ha  sido  comprendido  mejor,  y  adquirido  mayor  esmal- 
te la  prodigiosa  labor  de  lo  que  en  las  Cortes  generales  hubo  de 
realizarse.  No  es  posible  negar  la  influencia  de  todo  el  movi- 
miento de  las  ideas  modernas  en  tan  gran  obra;  pero  nunca  de- 
jará de  ser  ya  en  lo  sucesivo  objeto  de  admiración  el  espec- 
táculo pasmoso  que  á  la  enseñanza  de  los  pueblos  y  de  la  his- 
toria presta  una  nación  magnánima  como  la  española,  que 
después  de  haber  pasado  por  la  larga  prueba  de  trescientos  años 
de  proscripción  de  sus  instituciones  seculares,  en  medio  del  fra- 
gor de  las  armas  y  de  la  soledad  del  abandono,  vuelve  á  ama- 
sar con  su  sudor,  su  espíritu  y  su  sangre  el  fecundo  germen  de 
su  emancipación  política  y  civil,  sobre  la  base  de  aquellas  ius* 
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tituciones,  y  restablece  el  equilibrio  de  su  derecho  y  de  su  fuer-, 
za  para  el  porvenir,  como  después  de  ocho  siglos  de  constante 
lucha  contra  el  agareno  había  conseguido  en  el  siglo  xy  resta- 
blecer y  unificar  el  edificio  entero  de  su  existencia  indepen- 
diente. Si  el  éxito  de  la  larga  campaña  contra  Napoleón  y  sus 
ejércitos  no  hubiera  tenido  un  objeto  tan  sagrado  como  el  de 
librar  al  territorio  del  yugo  extranjero  y  devolver  á  la  patria  su 
independencia,  acaso  no  se  concediera  á  las  grandes  glorias 
militares  de  aquel  tiempo  la  superioridad  en  su  importancia, 
que  auB  todavía  se  atribuyen  á  los  sucesos  históricos  del  prin- 
cipio de  este  siglo,  sobre  la  obra  civil  de  los  ilustres  diputados 
de  la  isla  de  Lieón.  Sin  libertad  no  hay  patria;  sin  patria  no 
hay  pueblos;  sin  pueblos  no  hay  instituciones;  pero  la  indepen- 
dencia de  un  pueblo  dominado  por  otro^  no  es  fruto  sino  de  la 
victoria  de  un  día,  en  cuyos  resultados  tanto  hace  el  valor  co- 
mo la  fortuna.  La  elaboración  de  las  leyes  que  forman  las  ins- 
tituciones, la  asidua  meditación  que  tiende  á  perfeccionarlas, 
la  tenaz  perseverancia  que  en  consolidarlas  se  emplea,  esas  son 
las  grandes  cualidades  que  enaltecen  á  los  pueblos  cultos  y  los  di- 
ferencian de  los  salvajes^  donde  el  arbitrio  y  la  suerte  de  la  fuer- 
za bruta  no  pende  como  en  los  ejércitos  civilizados  sino  del  ri- 
sueño ó  huraño  cariz  con  que  se  muestra  el  hado.  La  historia  de 
los  pueblos  cultos  se  forma  con  el  brillante  cuadro  de  sus  ins- 
tituciones políticas  y  civiles,  producto  de  la  inteligencia  y  de  la 
constancia,  y  el  pueblo  que  sabe  sufrir  con  resignación  las  im- 
posiciones de  la  fuerza,  bajo  cuyo  yugo  persigue  con  fe  y  per- 
severancia el  restablecimiento  de  su  derecho,  revela  ante  la  hu- 
manidad horizontes  infinitos  de  su  destino  inmortal. 

El  primero  en  desconocer  el  mérito  de  la  nación  española  en 
la  obra  insigne  política  y  civil  de  los  legisladores  de  Cádiz,  fué 
el  Rey,  sacado  de  su  cautiverio  por  el  esfuerzo  magnánimo  de 
aquella  nación  generosa  y  de  aquellos  hombres  ilustres.  Las  en- 
señanzas de  la  proscripción  nada  labraron  en  el  espíritu  de  Fer- 
nando VII.  Todos  los  sucesos  transcurridos  desde  1808  á  1814, 
le  parecieron  un  paréntesis  en  la  historia;  y  al  volver  del  pala- 
cio del  príncipe  de  Benevento  en  Valencey,  al  palacio  de  Car- 
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los  in  en  Madrid,  se  creyó  monarca  de  tan  derecho  divino  co-* 
mo  el  que  seis  años  antes  salió  del  palacio  de  Carlos  III  de  Ma- 
drid, al  humillante  cautiverio  de  Francia.  Los  hechos  por  la 
nación  realizados,  no  fueron  considerados  en  su  espíritu  sino 
como  el  justo  tributo  de  la  lealtad  de  sus  subditos  para  librar 
de  las  consecuencias  onerosas  de  sus  propios  errores,  la  precio* 
sa  persona  de  su  monarca,  j  éste  estimó  digno  pago  del  cruen- 
to sacriñcio  restablecer  sobre  la  base  de  la  fuerza  el  artificio  de 
.  su  opresión.  La  fiebre  de  la  emancipación  que  se  revelaba  en  el 
pueblo  por  manifestaciones  frenéticas  de  entusiasmo,  las  sumó 
con  el  número  de  sus  soldados  como  elemento  constitutivo  de 
su  despótico  poder,  y  conservando  entera  la  pasión  del  absolu- 
tismo, que  heredado  de  familia  en  él  tenía  su  más  genuino  re- 
presentante, con  un  decreto,  es  decir,  de  una  plumada  echó  por 
tierra,  sin  examinarlo,  el  edificio  del  poder  civil  levantado  á  tan- 
ta costa  por  el  esfuerzo  de  la  nación  en  Cádiz,  volviendo  á  su- 
mir á  España  en  los  abismos  de  un  régimen  aborrecido.  Enton- 
ces el  poder  Real  necesitó  hacer  de  nuevo  la  balanza  de  las  fuer- 
zas sociales  en  que  se  apoyaba,  y  al  derramar  la  mirada  sobre 
el  estado  que  presentaba  la  sociedad  civil  española,  sólo  encon- 
tró intereses  amenazados  que  le  convidasen  con  su  aUanza,  sien- 
do los  más  resistentes  los  eclesiásticos,  sobre  cuya  cerviz  pesaba 
una  doble  espada  de  Damocles  en  el  decreto  de  la  desamortiza- 
ción de  sus  bienes  y  en  la  abolición  del  Santo  Oficio,  y  cuya  ex- 
presión más  genuina  de  furor  y  de  miedo  se  condensa  en  la 
Apología  dd  altar  y  del  trono  que  escribió  por  aquel  tiempo  Fray 
Rafael  de  Vélez,  el  famoso  obispo  de  Ceuta.  El  estado  eclesiásti- 
co, si  así  puede  llamarse  todavía,  pudo  hacer  ante  el  Rey  alar- 
de de  su  fuerza  moral,  echando  en  la  balanza  el  peso  del  gene- 
ral fanatismo;  pero  como  los  sucesos  se  empeñaron  en  demos- 
trar pronto,  no  era  ésta  ya  una  fuerza  Real  y  permanente,  sino 
una  reacción  efímera,  pues  en  el  pueblo  español  hasta  las  creen- 
cias religiosas  se  habían  modificado  profundamente.  Además,  á 
la  codicia  particular  se  habían  delatado  los  horizontes  de  la 
propiedad  por  medio  de  aquella  masa  enorme  que  permanecía 
amortizada  en  poder  del  clero  y  cuya  liberalización  estaba  re- 
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clamada  por  las  necesidades  apremiantes  del  bienestar  general. 
Menos  compacto  y  menos  influyente  también  era  el  conjunto 
que  presentaba  el  cuerpo  colegiado  de  la  nobleza.  Aunque  una 
exigua  parte  de  ella  entró  de  lleno,  ya  en  los  cargos  militares, 
ya  en  los  oficios  cortesanos,  en  el  movimiento  insurreccional 
del  pais  contra  la  dominación  extranjera,  en  su  mayoría  la  aris- 
tocracia permaneció  pasiva  é  indiferente  ante  las  grandes  emo- 
ciones de  la  patria,  no  faltando  en  ella  individuos  que  se  atem- 
peraron con  la  situación  artificial  formada  bajo  el  nombre  de 
José  Bonaparte,  enajenándose  las  simpatías  del  pueblo  libre  y 
de  la  nación  independiente.  A  pesar  de  las  ideas  económicas  que 
se  habían  difundido  desde  la  creación  del  banco  de  San  Carlos  y 
la  administración  del  conde  de  Cabarrús,  todavía  no  se  habían 
formado  en  España,  ni  como  clase  ni  como  existencias  indivi- 
duales, grandes  fortunas  mercantiles  é  industriales  que  hiciesen 
valer  el  peso  de  su  influjo  en  la  balanza  de  la  opinión;  y  ^i  cuan- 
to á  las  clases  inteligentes  también  se  habían  dividido,  formando 
las  más  autorizadas  al  lado  de  la  monarquía  francesa,  y  ha- 
biéndose refugiado  la  más  novel  y  entusiasta  en  el  alcázar  del 
patriotismo,  en  la  venturosa  isla  de  León,  segunda  cuna  de  la 
nacionalidad  y  de  la  Independencia  española.  Por  último,  á  la 
terminación  de  la  guerra  de  la  Independencia  quedó  el  ejército 
contaminado  por  el  desasosiego  de  una  insaciable  ambición,  y 
estimando  que  á  sus  sacrificios  y  valor  se  había  debido  la  liber- 
tad de  la  patria  y  la  restitución  del  monarca,  adquirió  cierta 
importancia  política  con  marcada  tendencia  á  absorber  en  el 
imperio  de  la  fuerza  armada  la  dirección  más  ó  menos  disimu- 
lada del  supremo  poder.  Tal  vez  si  entonces  se  hubiera  conoci- 
do á  fondo  esta  disposición  del  cuerpo  mihtar,  y  se  hubieran 
estudiado  los  peligros  que  en  lo  sucesivo  produciría  esta  pre- 
ponderancia que  se  abrogaba,  habría  sido  de  gran  prudencia 
política  disolverla,  aplicando  á  los  destinos  de  la  administración 
civil  sus  16.000  oficiales  que  quedaron  ávidos  de  ascensos  y  sin 
ocupación  activa,  y  para  cuyo  entretenimiento  se  sostuvo  en  la 
paz  una  fuerza  costosísima,  cuya  esterilidad  se  demostró  al  so- 
nar la  hora  de  las  guerras  de  emancipación  en  América. 
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A  pesar  de  todo,  Femando  VII  no  había  de  poder  contraba- 
lancear por  BÍ  el  influjo  de  las  ideas  vertidas  sobre  la  sociedad 
española  durante  el  largo  período  de  sus  ostracismos  y  las  gran- 
des reformas  políticas  que  envolvía  la  Constitución  ^ebida  al 
trabajo  eminente  de  las  Cortes  generales  y  las  reformas  parcia- 
les que  se  llevaron  á  cabo  en  las  extraordinarias  hasta  la  vuel- 
ta del  monarca  á  la  Península.  A  ilustrar  la  opinión  y  sacarla 
de  las  tinieblas  de  la  ignorancia  que  la  envolvían,  desde  el  pri- 
mer momento  que  la  Regencia  del  reino  se  refugió  en  Andalucía 
y  la  congregación  de  unas  Cortes  constituyó  el  pensamiento 
constante  de  los  espíritus  que  anhelaban  la  salvación  del  país, 
multitud  de  libros  se  lanzaron  á  educar  al  pueblo  y  hacerle  con- 
cebir mejor  las  nociones,  los  deberes  y  derechos  naturales  del 
hombre  ciudadano,  ó  del  hombre  en  sociedad  con  bs  demás 
hombres,  y  á  definir  de  una  manera  más  perfecta  las  ideas  de 
propiedad,  libertad,  despotismo,  tiranía,  anarquía  y  esclavitud, 
igualdad  y  seguridad  en  los  que  confluyen  á  los  fines  de  la  ele- 
vación moral  del  hombre  y  de  la  organización  justa  de  la  socie- 
dad civil .  Desde  Londres,  Blanco  White  escribió  la  cartilla  na- 
tural y  política  del  ciudadano  espafiol,  en  que  le  ilustraba  acer- 
ca de  las  condiciones  de  la  ley  civil,  de  la  soberanía  y  del  go- 
bierno, é  imbuía  las  nociones  más  claras  acerca  de  la  patria, 
sobre  el  territorio  que  la  constituye,  sobre  los  deberes  del  ciu- 
dadano con  el  Estado,  sobre  la  diversidad  de  leyes  necesarias  al 
desenvolvimiento  físico  y  ético  de  toda  nación  civilizada,  sobre 
los  límites  de  la  libertad  de  la  prensa;  sobre  la  dignidad  de  los 
representantes  de  la  nación,  como  legisladores;  del  Rey,  como 
encargado  del  poder  ejecutivo;  del  gobierno  municipal  de  los 
pueblos,  de  los  tribunales  y  de  los  jueces,  y  finalmente,  de  las 
contribuciones  públicas  y  del  servicio  militar.  En  esta  misma 
tendencia  se  modificaron  en  el  código  de  1812  los  principios 
que  habían  servido  de  base  al  poder  civil  en  España,  sin  que 
por  ello  se  menoscabasen  de  manera  alguna  las  ideas  funda- 
mentales de  la  antigua  sociedad  española.  Ya  el  manifiesto  dado 
á  la  nación  en  9  de  Enero  de  1811  probó  que,  á  pesar  del  re- 
troceso que  la  cultura  nacional  había  sufrido  en  el  último  rei- 
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nadó,  no  faltaban  en  España  talentos  superiores  que,  tomando 
por  norte  el  patriotismo,  acertasen  á  fundar  un  nuevo  sistema 
de  gobierno  bajo  la  base  de  la  realidad,  y  de  armonizar  todos 
los  intereses  sociales.  Las  primeras  Cortee  que  inauguraron  en 
España  el  sistema  constitucional  tomaron  á  su  cargo  la  ímpro- 
ba tarea  de  organizar  el  gobierno,  y  señaladamente  ha  queda- 
do demostrada  su  patriótica  laboriosidad;  pero  faltaba  la  ley 
fundamental  del  Estado,  y  el  día  18  de  Agosto  de  1811  fué 
leído  el  proyecto  constitucional  que  había  de  producir  la  pri- 
mera ley  fundamental  de  la  monarquía  española,  aprobada  en 
18  de  Marzo  de  1812.  Había  sido  redactado  este  proyecto  por 
D.  Diego  Muñoz  Torrero,  presidente  de  la  comisión,  y  reciente- 
mente se  ha  trazado  la  historia  del  debate  de  este  importantísi« 
mo  documento.  Las  mismas  Cortes  creyeron  conveniente  dirigir 
un  manifiesto  á  la  nación  con  motivo  de  su  promulgación,  en  el 
cual  se  consignaba  que  en  ella  se  hallaba  reunida  la  reUgión 
santa  de  los  mayores  con  las  leyes  políticas  de  los  antiguos  rei- 
nos de  España,  sus  venerables  usos  y  costumbres.  El  derecho 
sobre  abolición  de  señoríos  había  restituido  á  los  españolee  á  la 
condición  de  hombres  libres;  y  en  adelante,  la  constitución  po- 
lítica de  la  monarquía,  restableciendo  sus  imprescriptibles  de- 
rechos, les  llamaba  á  promulgar  las  leyes  por  el  órgano  de  sus 
legítimos  representantes,  de  acuerdo  con  el  monarca;  á  decre- 
tar libremente  las  contribuciones  y  servicios  personales,  y  á  pe- 
dir estrecha  cuenta  de  su  justa  inversión  y  aplicación.  Los  con- 
tratos celebrados  sin  violencia  bajo  el  amparo  de  la  ley,  en  lo 
sucesivo  habían  de  ser  religiosamente  cumplidos  á  tenor  de  la 
ley,  sin  que  el  abuso  de  la  autoridad  pudiese  invalidarlos.  Las 
propiedades  serian  respetadas,  y  las  personas  estarían  á  cubier- 
to de  prisiones  y  procedimientos  arbitrarios.  Los  deUtos  que  se 
cometiesen  contra  las  leyes  serían  perseguidos  sin  excepción  de 
personas,  y  el  sagrado  derecho  de  reclamar  la  observancia  de 
aquéllas  ó  pedir  el  castigo  de  sus  infractores,  lo  podrían  ejerci- 
tar con  toda  confianza  en  presencia  de  sus  representantes,  y 
sin  riesgos  ni  temores  ante  la  sagrada  persona  de  los  Reyes.  El 
ingenio  y  la  aplicación,  libres  de  las  trabas  que  hablan  encade- 
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nado  al  entendimiento,  y  puesto  violentas  restricciones  al  sagra- 
do derecho  de  comunicar  las  ideas  y  los  pensamientos,  harían 
virtuosos  é  ilustréidos  á  los  españoles,  y  el  fruto  del  trabajo  y  de 
la  industria,  protegido  por  la  feliz  institución  que  había  de  go* 
bemar  las  provincias  y  los  pueblos,  no  volvería  nunca  á  ser 
presa  de  la  rapacidad  fiscal  ni  del  influjo  de  los  reglamentos. 
Después  de  estas  reflexiones,  las  Cortes  exhortaban  al  restable- 
cimiento  del  orden  y  la  tranquilidad,  y  á  respetar  la  autoridad 
encargada  del  gobierno,  y  terminaban  recomendando  la  obser- 
vancia de  la  Constitución,  debiendo  combatir  en  adelante  por 
establecerla  y  conservarla,  y  rescatar  el  duro  cautiverio  en  que 
gemía  el  inocente  y  deseado  monarca.  Su  augusto  nombre, 
consignado  en  las  páginas  de  tan  sagrado  código,  será  todavía 
más  afortunado  que  el  de  sus  gloriosos  ascendientes,  y  el  impe- 
río  de  la  ley  y  de  la  justicia,  señalando  su  reinado  entre  todos 
los  que  le  hayan  precedido,  servirá  de  modelo  á  sus  ilustres  su- 
cesores. La  Constitución  de  1812  fué  objeto,  desde  los  primeros 
instantes  de  su  promulgación,  de  varias  y  apasionadas  contro- 
versias. Mientras  imos  deseaban  mayor  expansión  en  la  decía-  ^ 
ración  de  los  derechos  políticos,  otros  sostenían  que  el  estado 
de  la  nación  no  consentía  tan  importantes  reformas,  lo  cual 
equivalía  á  justificar  el  régimen  absoluto.  Dado  el  estado  de  la 
sociedad  salida  del  poder  de  Carlos  IV,  hay  necesidad  de  reco- 
nocer que  en  la  obra  de  1812  tenía  que  hacerse  algo  violento, 
y  sobre  todo,  entendemos  que  si  la  monarquía  absoluta  en  Es- 
paña exageró  el  poder  Real,  la  Constitución  de  1812  exageró 
también  la  soberanía  nacional;  pero  era  difícil  implantar  de  un 
golpe  y  de  improviso  aquella  feliz  armonía  del  poder  monár- 
quico y  de  los  derechos  populares,  con  procedimientos  sincera- 
mente practicados,  en  que  estriba  el  verdadero  sistema  consti- 
tucional. 

Precedió  á  la  Constitución  de  1812  una  brillante  exposición 
de  motivos,  obra  de  D.  Agustín  Arguelles,  en  la  que  se  procu- 
raban justificar  todas  las  principales  reformas  que  se  consigna- 
ban en  la  ley  en  proyecto.  Comenzaba  ésta  invocando  el  nom- 
bre de  Dios;  autor  y  supremo  l^islador  de  la  sociedad,  en  inge- 
Tomo  IV  43 
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uuo  reconocimiento  de  la  única  base  fundamental  originaria  de 
todo  poder,  y  como  antes  expusimos ,  se  trató  de  persuadir  que 
las  antiguas  leyes  fundamentales  de  la  monarquía,  acompaña- 
das de  las  oportunas  providencias  y  precauciones,  podrían  llenar 
debidamente  el  grande  objeto  de  promover  la  gloria,  la  prospe- 
ridad y  el  bien  de  toda  la  nación,  lo  cual,  aunque  de  una  ma- 
nera genérica,  reconocía  la  bondad  de  la  constitución  extema 
y  de  las  instituciones  fundamentales  escritas  de  la  antigua  so- 
ciedad española.  Hasta  entonces  la  soberanía  había  residido 
esencialmente  en  el  Bey,  que  ejercía  ilimitadamente  la  facultad 
legislativa,  e)  poder  ejecutivo  y  constituía  los  tribunales  encar- 
gados de  la  observancia  de  las  leyes;  pero  el  art.  3.^  de  la  Cons- 
titución, separándose  del  decreto  de  las  Cortes  de  24  de  Setiem- 
bre de  1810,  declaró  que  la  soberanía  residía  esencialmente  en 
la  nación,  y  por  lo  mismo  pertenecía  á  ésta  exclusivamente  el 
derecho  de  establecer  el  régimen  fundamental  porque  había  de 
ser  regida.  Esta  declaración,  que  hubiese  sido  apropiada  en  un 
gobierno  democrático,  era  inadmisible  y  hasta  contradictoria 
con  la  declaración  que  hacía  la  misma  Constitución  de  que  el 
gobierno  de  la  nación  española  era  una  monarquía  moderada 
hereditaria,  y  la  potestad  de  hacer  las  leyes  residía  en  las  Cor- 
tes con  el  Rey.  Si  esto  último  era  cierto,  la  soberanía  de  la  na- 
ción había  sido  mal  expresada  y  peor  expUcada ,  puesto  que  á 
la  nación  no  pertenece  exclusivamente  el  derecho  de  establecer 
sus  leyes  fundamentales,  mientras  por  la  nación  no  se  entien- 
da las  Cortes  y  el  Rey.  De  cualquier  modo ,  mediante  esta  de- 
claración, el  poder  Real  quedó  esencialmente  Umitado  en  con- 
traposición de  cuanto  había  venido  ocurriendo  durante  el  régi- 
men absoluto.  En  cuanto  al  cuerpo  poHtico  del  Estado,  después 
de  enaltecer  el  amor  de  la  patria,  la  obediencia  y  respeto  á  las 
autoridades  establecidas,  se  imponía  la  obligación  de  contribuir 
todos  en  proporción  de  sus  haberes  para  los  gastos  del  Estado 
y  la  del  servicio  militar,  lo  cual  señalaba  término  á  todos  los 
privilegios  y  exenciones  obtenidas  hasta  entonces,  estableciendo 
el  principio  legal  de  la  igualdad  civil. 
El  sentimiento  religioso  del  pueblo  español  fué  tan  respeta- 
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do  por  la  Constitución  que  nos  ocupa,  que  en  su  art.  12  declaró 
que  la  religión  de  la  nación  española  era  y  seiía  perpetua- 
mente la  católica  apostólicaromana,  única  verdadera.  La  nación, 
añadía,  la  protege  por  leyes  sabias  y  justas  y  prohibe  el  ejerci- 
do de  cualquiera  otra;  pues  á  pesar  de  las  avanzadas  ideas  que 
en  el  orden  político  profesaban  aquellos  legisladores,  no  se  atre- 
vieron á  contrariar  los  sentimientos  religiosos  de  la  nación  es* 
pañola,  y  decretaron  la  intolerancia  religiosa,  reconociendo  im- 
plícitamente que  el  absolutismo  y  varios  de  sus  mecanismos  no 
habían  sido  tan  extraños  y  sobrenaturales  en  los  siglos  anterio- 
res.  Es  verdad  que  Arguelles,  la  representación  más  genuina 
del  espíritu  filosófico  de  la  época;  Toreno  y  otros  diputados  á 
quienes  se  tildaba  de  impíos,  por  haber  propuesto  y  apoyado  las 
reformas  eclesiásticas,  cuando  en  el  ostracismo  fueron  moteja- 
dos de  cierta  libertad  de  creencias,  se  defendieron  con  valor,  y 
el  primero  exclamó  sinceramente :  Yo  me  tengo  por  piadoso. 

La  división  de  los  poderes  públicos,  señalada  en  el  decreto  de 
24  de  Setiembre  de  1810,  recibió  en  el  cap.  ni  del  tit.  11  su 
necesario  desenvolvimiento,  porque  después  de  declarar  que  el 
gobierno  de  la  nación  española  era  una  monarquía  moderada 
hereditaria,  establecía  que  la  potestad  de  hacer  las  leyes  reside 
en  las  Cortes  con  el  Bey;  que  éste  tiene  el  poder  ejecutivo,  y 
^  que  á  los  tribunales  corresponde  la  potestad  de  aplicar  las  le- 
yes. Y  en  el  capítulo  IV  se  declaró  cómo  se  adquiría  y  perdía 
la  calidad  de  ciudadano  español,  que  eran  los  únicos  que  po- 
dían obtener  empleos  municipales  y  ser  elegidos  para  ellos  en  los 
casos  señalados  por  la  ley,  pudiéndose  suspender  el  ejercicio  de 
estos  mismos  derechos,  entre  otras  causas,  por  el  estado  de  ^- 
viente  doméstico ,  palabras  que  sustituyeron  las  de  á  soldada  de 
oiro^  que  propuso  la  comisión.  La  organización  de  las  Cortes 
formó  el  título  III,  y  después  de  consignar  que  la  población  se- 
ría la  base  para  la  Representación  nacional  en  ambos  hemisfe- 
rios, se  estableció  la  forma  indirecta  de  la  elección  de  parro- 
quias, de  partidos  y  de  provincias  para  el  nombramiento  de 
diputados  á  Cortes.  Las  deUberaciones  de  éstas  serían  públicas, 
y  sus  individuos  inviolables  por  sus  opiniones,  pero  estaban 
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incapacitados  para  obtener  para  sí,  ni  solicitar  para  otro,  pen- 
sión ni  condecoración  alguna  que  fuese  de  provisión  Real.  Las 
facultades  de  las  Cortes  eran  amplísimas,  y  la  iniciativa  de  las 
leyes  correspondía  á  todo  diputado,  pero  el  Rey  tenía  la  san- 
ción de  ellas  ó  el  derecho  de  devolverlas  á  las  Cortes  con  una 
exposición  de  las  razones  que  había  tenido  para  negarla.  La  fa- 
cultad que  tuvo  la  monarquía  absoluta  de  derogar  las  leyes  he- 
chas en  Cortes  por  actos  del  poder  Beal,  .quedó  suprimida  en 
la  Constitución  de  1812,  al  declarar  que  las  leyes  se  derogaban 
con  las  mismas  formalidades  y  por  los  mismos  trámites  que  se 
establecían.  La  promulgación  de  las  leyes  se  hacía  á  nombre 
del  Rey,  por  la  gracia  de  Dios  y  la  monarquía  española.  En  los 
interregnos  parlamentarios,  á  semejanza  de  las  antiguas  Cor- 
tes, una  diputación  permanente  velaba  por  la  observancia  de 
la  Constitución  y  de  las  leyes,  y  podía  convocar  á  Cortes  ex- 
traordinarias en  casos  graves  y  determinados. 

La  persona  del  Rey  se  declaraba  sagrada  é  inviolable  y  no 
sujeta  á  responsabilidad,  teniendo  el  tratamiento  de  Majestad 
Católica.  El  poder  ejecutivo  le  correspondía  exclusivamente,  y 
entre  otras  de  sus  atribuciones,  tenía  la  de  nombrar  y  separar 
los  secretarios  de  Estado  y  del  Despacho;  y  después  de  varias 
restricciones,  se  estableció  que  el  Rey,  antes  de  contraer  matri- 
monio, daría  parte  á  las  Cortes  para  obtener  su  consentimien- 
to, y  si  no  lo  hiciese,  se  entendía  que  abdicaba  la  Corona.  Tam- 
bién se  le  obligó  á  prestar  ante  las  Cortes  el  juramento  de  de- 
fender y  conservar  la  religión,  sin  permitir  otra  en  el  reino,  y 
guardar  y  hacer  guardar  la  Constitución  política  y  leyes  de  la 
monarquía  española.  El. orden  regular  de  la  sucesión  á  la  Co- 
rona se  restableció  con  arreglo  á  la  ley  de  Partida,  y  por  acla- 
mación se  aprobó  el  art.  79,  que  decía  que  el  Rey  de  las  Es- 
pañas  68  el  Sr.  D.  Femando  VII  de  Borbón,  que  actualmente 
reina.  La  menor  edad  del  Rey  y  la  Regencia;  el  título  de  prín- 
cipe de  Asturias,  al  hijo  primogénito  del  Rey;  las  secretarías 
de  Estado  y  del  Despacho,  cuyo  sueldo  señalarían  las  Cortes, 
siendo  responsables  á  las  mismas  de  las  órdenes  que  autori- 
zasen contra  la  Constitución  ó  las  leyes,  y  la  organización  del 
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consejo  de  Estado,  cuyos  individuos  serían  nombrados  por  el 
Rey,  á  propuesta  de  las  Cortes,  sin  poder  ser  removidos  sin 
causa  justificada  ante  el  tribunal  supremo  de  justicia:  todo  ello 
formó  el  título  IV  de  la  Constitución,  y  muchas  de  sus  dispo- 
siciones se  han  reproducido  en  las  posteriores  leyes  fundamen- 
tales. De  los  tribunales  y  de  la  administración  de  justicia,  en  lo 
civil  y  criminal,  se  ocupó  todo  el  título  V,  y  después  de  decla- 
rar la  unidad  de  procedimiento  y  de  fuero  y  de  legislación,  se 
creó  un  supremo  tribunal  de  justicia;  se  establecieron  los  jueces 
de  primera  instancia^  y  se  mandaron  elegir  los  alcaldes  en  to- 
dos los  pueblos,  reservando  á  las  leyes  el  decidir  si  había  de 
haber  tribunales  especiales  para  conocer  de  determinados  ne- 
gocios. El  recurso  previo  de  la  conciliación  fué  declarado  nece- 
sario  para  comenzar  todo  juicio,  y  en  todo  negocio  habría  á  lo 
más  tres  instancias,  y  tres  sentencias  definitivas  pronunciadas 
en  ellas.  En  lo  criminal,  las  leyes  procurarían  que  el  proceso  se 
formase  con  brevedad,  á  fin  de  que  los  delitos  fuesen  pronta- 
mente castigados.  Ningún  español  sería  preso  sin  información 
sumaria  del  hecho  y  sin  mandamiento  escrito  del  juez.  Infra- 
ganH,  todo  delincuente  podía  ser  arrestado,  y  todos  podían 
arrestarle  y  conducirle  á  la  presencia  del  juez.  La  declaración 
del  arrestado  se  prestaría  sin  juramento.  No  sería  llevado  á  la 
cárcel  el  que  diese  fiador.  En  cualquier  estado  de  la  causa  que 
apareciese  que  no  podía  imponerse  al  preso  pena  corporal,  se  le 
pondría  en  libertad  dando  fianza.  Las  cárceles  servirían  para 
asegurar  y  no  para  molestar  á  los  presos.  En  la  confesión  se 
enteraría  ai  tratado  como  reo  del  sumario,  y  en  adelante  el 
proceso  sería  público.  Nunca  se  usaría  del  tormento  ni  de  los 
apremios,  ni  se  impondría  la  pena  de  confiscación  de  bienes. 
Ninguna  pena  transcendería  á  la  familia  del  condenado.  La 
'  casa  de  ningún  español  no  podría  ser  allanada,  sino  en  los 
casos  que  determinase  la  ley.  Si  con  el  tiempo  creían  las  Cor- 
tes que  convenía  hubiese  distinción  entre  los  jueces  del  hecho 
y  del  derecho,  la  establecerían  en  la  forma  que  juzgasen  con- 
ducente. Y  si  en  circunstancias  extraordinarias  la  segundad 
del  Estado  exigiese  en  toda  la  monarquía  ó  en  parte  de  ella 
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la  suspensión  de  algunas  de  las  formalidades  prescritas  en  este 
capitulo  para  el  arresto  de  los  delincuentes,  podrían  las  Cor- 
tes decretarla  por  un  tiempo  determinado.  ¡Cuántas  de  es- 
tas disposiciones  forman  parte  de  la  actual  legislación  espafio- 
la!  El  régimen  municipal,  y  lo  mismo  el  gobierno  interior  de  las 
provincias,  fué  restablecido  en  Espafia.  En  toda  población  que 
Uegase  á  mil  almas  se  pondrían  ayuntamientos  compuestos 
de  alcaldes,  regidores  y  procuradores  síndicos,  cesando  los  re- 
gidores y  demás  que  sirviesen  oficios  perpetuos  en  los  ayunta- 
mientos, cualquiera  que  fuese  su  título  y  denominación.  El  de- 
recho electoral  correspondía  á  todos  los  ciudadanos  de  cada 
pueblo,  y  designado  cierto  número  de  electores,  éstos  elegían  á 
su  vez  los  oficios  municipales  que  se  consideraron  obligatorios. 
El  alcalde  era  anual,  y  el  ayuntamiento,  además  de  auxiliarle 
en  todo  lo  referente  á  la  seguridad  de  las  personas  y  bienes  de 
los  vecinos  y  á  la  conservación  del  orden  público,  tenia  á  su 
cargo  la  administración  y  cuidado  de  los  intereses  morales  y 
materiales  de  ios  pueblos.  El  gobierno  político  de  las  provin- 
cias residiría  en  el  jefe  superior  nombrado  por  el  Rey  en  cada 
una  de  ellas.  Presidida  por  éste,  habría  en  cada  provincia  una 
diputación  compuesta  de  siete  individuos  elegidos  por  los  elec- 
tores de  partido  al  día  siguiente  de  haber  nombrado  los  diputa- 
dos á  Cortes,  por  el  mismo  orden  con  que  éstos  se  designasen. 
Cuando  el  jefe  superior  no  pudiese  presidir  la  diputación,  la  pre- 
sidiría el  intendente,  y  en  su  defecto  el  vocal  que  fuese  nombra- 
do. La  provincia  y  el  municipio  fueron  organizados  para  facilitar 
el  ejercicio  del  poder  central,  poniendo  término  al  mecanismo 
de  las  municipalidades  y  á  la  autoridad  de  los  corregidores  que 
absorbían  por  completo  la  vida  municipal  y  provincial.  No 
puede  desconocerse  que  en  materia  de  contribuciones  se  devol- 
vieron á  las  Cortes  las  facultades  que  habían  tenido  en  una  bue- 
na parte  de  la  monarquía  absoluta;  pero  reformando  el  proce- 
dimiento entonces  guardado,  se  declaró  que  las  Cortes  entende- 
rían anualmente  en  el  establecimiento  ó  confirmación  de  las 
contribuciones;  que  éstas  las  repartirían  entre  todos  los  españo- 
les con  proporción  á  sus  facultades,  sin  excepción  ni  privilegio 
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alguno;  que  serían  proporcionadas  á  los  gastos  que  se  decreta- 
sen por  las  Cortes  para  el  servicio  público  en  todos  los  ramos,  y 
que  el  secretario  del  despacho  de  Hacienda,  luego  que  las  Cor- 
tes estuviesen  reunidas,  presentarla,  con  el  presupuesto  de  gas- 
tos, el  plan  de  las  contribuciones  que  deberían  imponerse  para 
llenarlos.  Fijada  la  cuota  de  la  contribución  directa,  las  Cortes 
aprobarían  el  repartimiento  de  ella  entre  las  provincias.  Habría 
una  tesorería  general  y  otra  en  cada  provincia,  y  una  contadu- 
ría mayor  de  cuentas  para  el  examen  de  todas  las  de  caudales 
públicos.  No  habría  aduanas  sino  en  los  puertos  de  mar  y  en 
las  fronteras.  Y  la  deuda  pública  reconocida  sería  una  de  las 
primeras  atenciones  de  las  Cortes.  La  fuerza  militar,  que  es  ga- 
rantía del  poder  civil,  habría  de  ser  en  su  número  y  en  su  orga- 
nización, determinada  anualmente  por  las  Cortes,  y  ningún  es- 
pañol podría  excusarse  del  servicio  militar  cuando  y  en  la  forma 
que  fuese  llamado  por  la  ley.  Habría  en  cada  provincia  cuer- 
pos de  milicias  nacionales  para  prestar  servicio  cuando  las  cir- 
cunstancias lo  exigiesen.  La  instrucción  pública  también  se 
comprendió  en  la  ley  fundamental,  y  por  ella  debían  estable- 
cerse en  todos  los  pueblos  de  la  monarquía  escuelas  de  prime- 
ras letras,  crearse  el  número  competente  de  universidades  y 
otros  establecimientos  de  instrucción  que  se  juzgasen  conve- 
nientes para  la  enseñanza  de  todas  las  ciencias,  literatura  y 
bellas  artes.  La  inspección  de  la  enseñanza  pública  estaría  á 
cargo  de  una  dirección  general  de  estudios,  y  las  Cortes  arre- 
glarían un  plan  general  de  enseñanza  para  todo  el  reino,  de- 
biendo explicarse  la  Constitución  política  de  la  monarquía  en 
todas  las  universidades  y  establecimientos  literarios  donde  sé 
enseñasen  las  ciencias  eclesiásticas  y  políticas.  Todos  los  espa- 
ñoles tenían  libertad  de  escribir,  imprimir  y  publicar  sus  ideas 
políticas  sin  necesidad  de  licencia,  revisión  ó  aprobación  alguna 
anterior  á  la  publicación,  bajo  las  restricciones  y  responsabili- 
dad que  estableciesen  las  leyes.  Finalmente,  el  título  X  y  últi- 
mo de  la  ley  fundamental  determinó  que  las  Cortes  se  ocupa- 
rían, en  sus  primeras  sesiones,  de  las  infracciones  de  la  Consti- 
tución que  se  les  hubiesen  hecho  presentes,  y  para  ello  conce- 
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dio  á  todo  español  el  derecho  de  representar  á  las  Cortes  ó  al 
Bey.  Toda  persona  que  ejerciese  cargo  público  civil,  militar  6 
eclesiástico,  prestaría  juramento  al  tomar  posesión  de  su  des- 
tino, de  guardar  la  Constitución,  ser  ñel  al  Rey  y  desempeñar 
debidamente  su  encargo;  y  hasta  pasados  ocho  años  después 
de  hallarse  puesta  en  práctica  en  todas  sus  partes,  no  se  po- 
dría proponer  alteración  ni  reforma  en  ninguno  de  sus  ar- 
tículos, y  aun  para  ello,  debía  guardarse  el  procedimiento  indi- 
cado en  la  Constitución  misma.  Tales  fueron  los  principios  en 
que  descausó  por  primera  vez  el  régimen  monárquico  constitu- 
cional en  España. 

Sería  producir  más  bien  un  trabajo  de  imaginación  que  de 
crítica,  como  alguna  escuela  política  é  histórica  ha  pretendido 
en  lo  que  ya  de  siglo ,  el  relacionar  los  puntos  sustanciales  en 
que  estriban  las  reformas  políticas  de  la  Constitución  de  1812, 
con  ningunos  otros  códigos  ni  con  ningunos  otros  proyectos 
anteriores.  Nada  demuestra  tan  palpablemente  el  estado  de  una 
sociedad  como  sus  leyes,  y  sin  vagar  por  los  espacios  imagina- 
rios, sería  de  todo  punto  imposible  encontrar  analogías  reales 
entre  el  estado  social  y  civil  en  que  los  Beyes  Catóhcos  ejercie- 
ron su  poder,  entre  el  estado  social  y  civil  para  el  que  los  dele- 
gados de  Valladolid  recibieron  los  capítulos  de  aquella  especie 
de  Constitución  á  que  antes  nos  hemos  referido,  y  el  estado  so- 
cial y  civil  de  España  al  ocurrir  la  invasión  de  los  franceses  y 
al  congregarse  las  Cortes  de  Cádiz.  No  pueden  considerarse 
coeficientes  únicos,  ni  aun  en  la  ejecución  del  poder,  ni  en  la 
forma  de  las  instituciones,  los  sucesos  y  los  hombres.  Las  cos- 
tumbres y  las  ideas  que  continuamente  se  están  modificando, 
dejan  sentir  su  influjo  inexcusable,  así  en  la  forma  en  que  se 
establece  el  derecho,  como  en  la  manera  en  que  la  ley  se  ejecuta 
y  el  poder  ejerce  sus  funciones,  y  nada  marca  tampoco  «1  lento 
movimiento  con  que  las  ideas  de  progreso  se  desenvuelven^ 
como  el  espíritu  de  las  leyes  y  su  sustanciación  en  la  vida  civil. 
De  modo  que  aunque  algún  espíritu  elevado  lograse  adelantar- 
se á  la  oportunidad  de  su  tiempo  y  hubiese  concebido,  al  menos 
en  su  esencia,  las  ideas  que  constituyen  el  fondo  de  las  refor- 
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mas  politicas  de  1812,  iuútilmente  habría  procurado  introdu- 
cirlas ni  mucho  menos  imponerlas  á  un  elemento  social  que  no 
las  comprendía.  Las  evoluciones  en  la  historia ,  aunque  dirigi- 
das á  un  fin  ulterior,  tienen  mil  modos  de  veriñcarse,  y  á  veces 
se  realizan  por  el  instrumento  de  las  más  grandes  contradiccio- 
nes. No  se  equivocan  los  que  atribuyen  una  preponderancia 
determinante  ál  poder  civil  en  España  bajo  los  Reyes  Católicos, 
y  sin  embargo,  los  Reyes  Católicos  no  realizaron ,  en  medio  de 
su  gran  legislación  civil,  sino  una  gran  preparación  para  lo  fu- 
turo. El  famoso  cedani  arma  tog<B  de  Pedro  Mártir  de  Anglería, 
era  un  grito  de  combate  hacia  las  conquistas  pacíficas  del  por- 
venir, y  la  noble  enseña  levantada  para  que  sirviese  de  lábaro 
santo  á  las  empresas  emancipadoras  de  los  triunfos  civiles.  Y 
á  este  fin  igualmente  conspiró  todo  el  edificio  legal  que  se  en- 
cuentra reconcentrado  en  la  Nueva  Becopilación.  ¿Qué  materia 
civil,  conforme  á  las  exigencias  de  la  época,  dejaría  de  legislar- 
se en  las  quinientas  cinco  ley^  convenidas  en  Cortes,  trescien- 
tas cincuenta  y  siete  pragmáticas,  doscientas  sesenta  y  cuatro 
Reales  cédulas  y  veintiocho  capítulos  de  visita,  que  constituyen 
lo  reunido  en  la  Nueva  Recopilación,  como  mandamientos  le- 
gales de  los  Reyes  Católicos;  las  ochenta  y  siete  leyes  y  dos 
Reales  cédulas  de  la  primera  regencia  de  D.  Fernando,  y  las 
veintidós  leyes,  ciento  treinta  y  dos  pragmáticas,  trece  Reales 
cédulas  y  diez  y  siete  capítulos  de  visita  de  su  regencia  segun- 
da? Muchas  de  las  materias  de  estas  leyes  constituyen  derecho 
fundamental  en  las  constituciones  modernas,  aunque  la  mayor 
parte  se  dirigiesen  á  regularizar  las  funciones  de  los  altos  con- 
sejos, de  los  tribunales,  de  la  administración  local,  de  la  insti-' 
tución  de  las  milicias,  del  cobro  de  las  alcabalas^  de  las  prerro- 
gativas de  cada  jurisdicción,  y  finalmente,  de  todos  cuantos 
extremos  abraza  el  complicado  edificio  de  la  administración 
civil.  Sin  embargo,  todo  este  lujo  de  legislación,  admirable  para 
aquel  tiempo,  adolece,  como  es  natural,  de  lo  que  desde  el  punto 
de  vista  del  siglo  presente  pueden  denominarse  los  errores  fa- 
tales de  aquel  tiempo.  Lo  mismo  hay  que  decir  acerca  de  los 
capítulos  consagrados  por  la  crítica  moderna ,  como  la  consti- 
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tución  politica  de  los  Comuneros,  y  cuyas  ideas  fueron  parcial- 
mente defendidas  durante  el  largo  período  de  los  siglos  xvi  y 
xvn,  por  la  larga  serie  de  los  escritores  políticos  y  de  los  arbi- 
tristas de  aquella  edad,  desde  Fr.  Melchor  Cano  y  Luis  Mejia 
hasta  el  contador  de  Castilla,  Luis  Ortiz  y  el  P.  Pedro  de  Riva- 
deneyra,  Luis  Valle  de  la  Cerda  y  D.  Baltasar  Alamos  y  Ba- 
rrientos,  Fr.  Juan  Márquez  y  D.  Sancho  de  Moneada,  Martín 
González  de  Cellorigo  y  el  obispo  de  Badajoz,  Fr.  Ángel  Man- 
rique, Caxa  de  Leruela  y  el  canónigo  Navarrete,  Pellicer  y  Ossán 
y  el  zaragozano  D.  Antonio  Cestero,  D.  Luis  de  Salazar  y  Cas- 
tro y  D.  Miguel  Alvarez  Osorio,  que  casi  se  dieron  la  mano  con 
los  tiempos  del  primero  de  los  Beyes  de  la  dinastía  de  Borbón. 
Ninguno  de  los  puntos  esenciales  de  los  que  constituían  los 
capítulos  de  los  procuradores  de  Valladolid,  en  la  junta  santa 
de  Avila,  ni  aun  ninguno  de  los  que  al  principio  de  este  siglo, 
en  las  Cortes  de  Cádiz,  fueron  objeto  de  la  reforma  constitucio- 
nal, deja  de  estar  tratado  en  algún  pasaje  de  las  obras  de  aque- 
llos escritores  insignes :  desde  el  principio  de  limitación  y  mo- 
deración del  poder  y  de  la  autoridad  Real,  hasta  el  representa- 
tivo de  la  nación,  no  sólo  en  su  función  legislativa  y  en  la 
concesión  de  tributos,  sino  hasta  en  la  celosa  inspección  supre- 
ma de  toda  la  administración  del  Estado.  Hasta  la  libertad  del 
pensamiento,  como  uno  de  los  derechos  inherentes  á  la  persona- 
lidad humana,  se  encuentra  defendido  en  diversos  autores  que 
defendieron:  unos,  las  prerrogativas  del  libro;  otios,  que  su  pro- 
ducción no  se  limitase  por  el  excesivo  número  de  que  los  acu- 
saban la  fiscalización  eclesiástica  y  aun  el  poder  civil  que  sobre 
ellos  legisló;  otros,  en  ñn,  la  representación  y  lectura  de  las  co- 
medias. A  pesar  de  todo,  lo  repetimos,  no  era  posible  que  los 
Reyes  Católicos  ni  los  Comuneros  se  adelantasen  enteramente  á 
prevenir  las  ideas  que  hoy  son  comunes  entre  nosotros,  cuando 
la  misma  Constitución  de  1812  contiene  muchos  principios  que, 
considerados  entonces  como  demoledores  y  subversivos,  hoy 
dejarían  mucho  que  desear  respecto  á  la  extensión  de  muchos 
derechos  civiles;  pues  aunque  las  ciencias  morales  y  políticas, 
producto  de  las  filosóficas  del  siglo  antecedente,  habían  adelan- 
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tado  bastante,  no  lograban  el  grado  de  progreso  que  han  ad- 
quirido después.  No  se  consigna  todavía  en  nuestros  códigos  la 
absoluta  libertad  de  conciencia ,  ni  en  materia  religiosa  alcan- 
zamos sino  una  cortés  tolerancia;  á  pesar  de  todo,  este  principio 
mismo  no  hubiera  cabido  de  modo  alguno  en  la  Constitución 
regeneradora  de  la  isla  de  León.  Limitóse  en  este  código  la  au- 
toridad Real  y  por  obligarla  á  ejercer  sus  funciones ,  principal- 
mente legislativas,  con  la  cooperación  del  cuerpo  representativo 
del  Estado  congregado  en  Cortes ;  á  pesar  de  todo ,  no  se  mer- 
mó ni  una  sola  de-las  prerrogativas  inherentes  á  la  autoridad 
Real,  y  aunque  habiendo  establecido  en  la  sociedad  política  y 
civil  aquel  robusto  principio  de  moral  que  olvida  las  distincio- 
nes, y  que  juzga  al  Rey  por  la  misma  medida  que  al  último  sub- 
dito, todavía  se  consagró  el  principio  tradicional  de  la  inviola- 
bilidad de  su  persona,  que  equivale  en  los  tiempos  presentes  á 
aquella  excepción  divina  que  en  la  familia  y  persona  del  mo- 
narca establecía  la  sagrada  ceremonia  de  la  imposición  del  san- 
to óleo  sobre  su  cabeza. 

Pero  á  pesar  de  tantos  principios  morales  introducidos  en  la 
manera  de  ejercerse  el  poder  supremo  del  Estado,  ¿constituye 
todavía  en  la  sociedad  civil  la  política  del  gobierno  el  principio 
estricto  de  la  moral  aplicada  á  la  sociedad?  ¿Presta  todavía  la 
administración  pública  protección  absoluta  al  orden  y  á  la  jus- 
ticia? ¿Logra  todavía  extremas  condiciones  de  igualdad  el  de- 
recho ,  y  en  la  práctica  real  de  la  vida  civil  es  el  de  cada  cual 
única  restricción  del  derecho  de  todos?  ¿Se  limita  la  inmistión 
del  Estado,  en  el  Ubre  movimiento  de  la  sociedad,  á  lo  que  estric- 
tamente la  necesidad  requiere?  Por  muchos  que  sean  los  ade- 
lantos conseguidos  desde  la  promulgación  de  aquel  código  su- 
blime, justo  es  confesar  que  todavía  la  fuerza  deja  sentir  su 
peso  demasiado  en  el  gobierno  de  la  sociedad  civil,  y  que  la 
misma  ley  aún  no  ha  dejado  de  ser  un  acto  de  poder  para  con- 
vertirse en  un  acto  de  razón.  La  soberanía  ha  despojado  á  los 
antiguos  señoríos  de  los  últimos  restos  de  autoridad  que  conser- 
vaban, y  ha  acabado  de  unificar  el  poder;  la  revolución  ha  con- 
centrado también  en  la  administración  las  fuerzas  políticas  del 
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Estado ;  pero  sobre  la  economía  y  la  inteligencia  de  la  condición 
de  este  poder,  las  ideas  todaWa  luchan  en  un  mar  de  confusio- 
nes. La  mera  consignación  de  las  prerrogativas  Reales  en  un 
código  que  continuamente  está  expuesto  á  las  agresiones  de  la 
espada  y  á  las  insaciables  reformas  de  las  escuelas  y  de  los  par- 
tidos ,  no  parecen  suficientes  para  cubrir  la  institución  Real  de 
toda  la  influencia  necesaria  para  hacerla  incontrastable  á  todas 
las  vicisitudes.  La  nobleza  ha  dejado  de  existir  como  clase,  cons- 
tituyendo sólo  un  conjunto  de  distinciones  personales.  Aun  en 
los  países  mismos  donde  se  conserva  como  cuerpo  político,  ha 
perdido  la  mayor  parte  de  los  bienes,  el  privilegio  exclusivo  de 
ciertos  empleos  y  dignidades,  el  voto  legislativo  y  la  jurisdicción 
patrimonial,  estando  sometidas  sus  personas  á  las  contribucio- 
nes, á  las  quintas  y  al  fuero  ordinario.  Reducido  el  poder  de  los 
eclesiásticos  á  lo  puramente  moral,  sus  bienes,  mientras  los  po- 
seyeron, quedaron  sometidos  á  la  misma  condición  tributativa 
de  los  laicos,  asi  como  sus  individuos  al  fuero  común,  restrin- 
giéndose  en  escala  cada  vez  mayor  el  derecho  canónico.  Al  lado 
de  la  propiedad  territorial  ha  crecido  la  importancia  de  la  pro- 
piedad mueble,  adquiriendo  las  clases  productoras  y  las  clases 
inteligentes  la  posesión  política  de  que  en  el  antiguo  régimen 
había  estado  privado  el  trabajo.  Los  sistemas  sociales,  produ- 
ciendo cien  mil  géneros  de  disputas,  vinieron  á  probar  la  nece- 
sidad de  que  todos  tomasen  parte  en  los  asuntos  que  á  todos 
concernían,  con  lo  que  la  opinión  pública  se  ha  hecho  más  ac- 
tiva, más  inteligente,  más  eficaz  en  el  contrapeso  de  las  funcio- 
nes del  poder ,  habiendo  surgido  del  seno  de  esta  nueva  fuerza 
el  imperio  de  la  publicidad,  que  representa  la  fiscalización  asi- 
dua y  continua  de  la  opinión  por  medio  del  pensamiento  es- 
crito sobre  los  actos  administrativos  y  de  gobierno,  relegándo- 
se de  esta  manera  al  silencio  y  á  la  inmovilidad,  solamente  el 
elemento  propio  del  despotismo  civil  y  de  la  mala  administra- 
ción. 

Todos  estos  son  elementos  éticos  de  la  sociedad  civil  contem- 
poránea de  que  en  vano  se  intentará  retroceder,  y  todos  ellos 
constituyen  una  fuerza  de  resistencia  incontrastable  que  hacen 
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de  todo  punto  imposible  la  restauración  del  poder  civil  en  las 
condiciones  que  disfrutó  bajo  ei  régimen  de  los  dos  absolutismos 
que  antes  analizamos.  No  excluyen  las  condiciones  actuales  de  la 
sociedad  la  iniciativa  poderosa  de  monarcas  tan  sabios  y  pru- 
dentes como  fueron  los  Reyes  Católicos  D.  Fernando  y  Dofia 
Isabel.  Por  el  contrario,  monarcas  de  aquella  altura  son  los  que 
pueden  hacer  más  brillante,  robusto  y  sólido  el  edificio  del  po- 
der civil  en  la  monarquía  representativa,  consagrada  por  el  mo- 
vimiento reformista  de  los  diputados  de  Cádiz.  En  lo  posible, 
los  Reyes  Católicos  tuvieron  la  adivinación  de  estos  tiempos,  y 
sin  desprenderse  nunca  de  la  integridad  de  los  atributos  que 
eran  entonces  inherentes  á  su  dignidad  y  jerarquía,  sirviéndose 
constantemente  para  legislar  de  la  sanción  de  las  Cortes,  ense- 
ñaron á  la  nación  á  asociarse  á  las  determinaciones  transcen- 
dentales de  la  vida  y  del  derecho  civil.  Su  régimen  fué  absoluto; 
pero  desde  la  casi  infalibilidad  de  su  poder  procuraron  estable- 
cer un  sistema  de  armonía  de  fuerzas  sociales  para  la  goberna- 
ción del  Estado,  por  medio  de  una  graduación  específica  de 
clases,  en  cuyo  grado  inferior,  si  se  encontraba  el  pueblo,  no 
estaba  de  todo  punto  desamparado  de  derechos.  La  suprema 
cúspide  la  ocupaba  la  Corona,  que  voluntariamente  limitaba  su 
poder,  no  sólo  en  el  ejercicio  de  la  justicia  por  la  administra- 
ción libérrima  de  los  tribunales,  sino  por  la  formación  de  las 
leyeS;  hechas  con  el  concurso  del  cuerpo  representativo  del  Es- 
tado, y  cuyas  prescripciones,  después  de  promulgadas  á  todos, 
de  igual  modo  compelía  á  su  ejecución  y  obediencia,  lo  mismo 
al  Príncipe  que  al  último  de  los  vasallos.  Entre  disturbios,  gue- 
rras exteriores  y  una  administración  abandonada  á  manos  ex- 
trañas, el  edificio  del  poder  civil  sufrió  un  grande  eclipse  bajo 
Carlos  V,  en  cuyo  tiempo  no  hubo  más  que  una  cosa  prepon- 
derante: la  autoridad  Real  encarnada  en  su  persona.  Este  po- 
der personal  llegó  á  su  apogeo  en  Felipe  II;  pero  las  condicio- 
nes excepcionales  de  su  carácter  hicieron  que  equivaliese  á  una 
verdadera  institución.  Degeneró  bajo  Felipe  III  y  Felipe  IV  en 
manos  de  los  validos,  los  cuales,  subrogando  el  interés  nacio- 
nal á  su  interés  particular,  estaUecieron  un  régimen  de  arbi- 
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trariedad  como  nunca  se  ha  conocido  en  la  historia.  El  imperio 
de  estos  ministros  acabó  de  echar  por  tierra  el  edificio  del  po- 
der civil,  arrojando  al  abismo  de  la  confusión  el  carácter  repre- 
sentativo de  cada  elemento  de  los  que  le  constituían,  de  modo 
que  á  la  muerte  de  Felipe  IV  la  autoridad  Real  era  un  fantas- 
ma al  que  nadie  obedecía.  Los  consejos  funcionaban  por  la  cos- 
tumbre; los  tribunales  sentenciaban  con  absoluta  irresponsabi- 
lidad; la  administración  pública  perpetuaba  el  empirismo  y  la 
rutina,  y  la  administración  local,  dislocada  por  los  privilegios, 
sostenía  en  los  pueblos  el  régimen  disolvente  de  la  coacción,  de 
la  rapacidad  y  de  la  injusticia.  Llamóse  ilustrado  el  absolutis- 
mo de  los  Reyes  de  la  Casa  de  Borbón  que  sucedieron  á  Car- 
los II,  porque  afectaban  sus  determinaciones  cierto  barniz  de 
cultura  y  de  esmero;  el  poder  era  asociado,  pues  se  Umitaba  por 
el  consejo  de  los  ministros,  cuya  iniciativa,  á  su  vez,  estaba 
contrabalanceada  por  la  voluntad  del  monarca.  Pero  también 
este  sistema  era  demasiado  artificial,  y  no  pudo  subsistir  sino 
mientras  hubo  monarcas  como  Felipe  II,  Fernando  VI  y  Car- 
los UI,  y  consejeros  como  Patifio,  Campillo,  Ensenada,  Aran- 
da,  Campomanes  y  Floridablanca.  Cuando  el  monarca  se  llamó 
Carlos  IV  y  el  ministro  D.  Manuel  de  Godoy,  el  artificio  se 
deshizo  como  por  encanto,  y  se  renovaron  los  tiempos  oprobio- 
sos de  las  más  desastrosas  decadencias.  Esta  fué  la  tradición 
que  quisieron  recoger  los  áuUcos  de  Fernando  Vil  cuando 
volvió  de  su  ostracismo;  pero  la  nación,  abandonada  á  su  so- 
berana iniciativa  y  adoctrinada  en  la  historia,  y  habiendo  su- 
frido entre  el  hierro  y  el  fuego  las  amargas  experiencias  de 
que  sólo  con  su  heroísmo  y  constancia  pudo  salir  triunfan- 
te, antes  de  restituir  al  Bey  cautivo,  y  á  la  vez  que  con  su 
sangre  conquistó  nuevamente  el  lauro  de  su  independencia, 
no  fió  á  los  arbitrios  de  la  gratitud  y  á  la  sabiduría  del  po- 
der Real  restaurado,  la  obra  insigne  de  asegurar  el  porvenir 
libre  y  pacífico  de  la  vida  y  de  los  derechos  á  que  tenía  jus- 
ticia en  aspirar,  sino  que  derivando  de  las  antiguas  leyes  na- 
cionales un  cuerpo  entero  de  reformas  jurídicas  y  trayendo  al 
nuevo  Código  el  concurso  y  la  influencia  de  las  nuevas  ideas 
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políticas  y  sociales,  que  mejoraban  el  estado  de  la  sociedad 
en  todas  las  naciones  cultas,  estableció  perpetuamente  el  predo- 
minio del  derecho  sobre  la  fuerza,  obligando  al  poder  á  consti- 
tuirse en  razón  y  conveniencia ,  en  vez  de  ser  fuerza  ciega  de 
acción  y  rayo  de  arbitrariedad.  Inútilmente  se  intentará  el  re- 
troceso. Fernando  VTI  lo  ensayó,  ayudándole  la  fuerza  violenta, 
el  interés  de  las  clases  perjudicadas,  la  llamarada  de  los  hábitos 
de  sumisión ;  pero  éstos  no  eran  elementos  permanentes  de  po- 
der, y  si  se  sirvió  de  ellos  para  lidiar  las  batallas  de  la  reacción 
contra  la  revolución,  tuvo  que  abjurar  de  ellos  cuando,  cercana 
la  muerte,  vio  con  mirada  más  clara  los  rumbos  del  porvenir. 
Desde  entonces  el  reinado  pacífico  del  poder  civil  en  España, 
que  ya  intentaron  fundar  los  Reyes  Católicos  después  de  las 
últimas  conquistas  peninsulares,  ha  recobrado  el  cetro  de  que 
lo  despojó  el  advenimiento  de  las  dos  dinastías  extranjeras;  las 
instituciones  seculares  han  prevalecido,  y  el  horizonte  de  un 
porvenir  espléndido  dilata  el  espacio  en  que  ha  de  seguir  su 
movimiento  majestuoso  la  historia  de  la  nación  y  de  la  monar- 
quía española,  abundante  en  altos  destinos  que  realizar.  De  las 
antigua!^  fuerzas  sociales  que  constituyeron  los  brazos  del  Esta- 
do y  el  apoyo  de  la  monarquía,  quedan  subsistentes  los  grandes 
principios  morales  que  enlazan  el  presente  con  la  historia  que 
aseguran  lo  futuro.  El  sentimiento  católico  no  se  traduce  ya  en 
una  fuerza  político-social,  sino  en  un  elemento  moral  más  po- 
deroso cuanto  más  retirado  de  los  intereses  mundanos.  La  no- 
bleza mantiene  perseverantes  los  nombres  y  la  memoria  de 
aquellos  héroes^  en  cada  uno  de  los  cuales  se  encama  una  ha- 
zaña ó  un  hecho  prodigioso,  y  estimulando  nuevos  heroísmos 
y  nuevas  grandezas,  crea  en  la  sociedad  la  fértil  competencia 
de  las  distinciones  cívicas,  que  tan  grande  incentivo  prestan  á 
una  noble  emulación.  Las  clases  inteligentes  y  las  clases  pro- 
ductoras, no  solamente  encuentran  expedito  el  camino  en  que 
se  desenvuelve  la  pública  prosperidad,  sino  que  habiendo  ele- 
vado su  condición  á  la  altura  de  las  que  antes  fueron  más  pri- 
vilegiadas, pueden  aspirar,  por  emociones  subhmes,  á  todos  los 
rangos  y  categorías  del  Estado.  No  hay  ya  privilegios  de  raza 
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en  medio  de  la  sociedad  civil;  pero  aunque  todos  los  que  se  de- 
rivaban de  la  sangre  se  hayan  extinguido,  quedan  y  quedarán 
subsistentes  para  siempre,  los  que  alcanzan  la  moral  sublime,  la 
virtud  heroica,  la  inteligencia  distinguida  y  educada,  de  donde 
el  movimiento  unánime  de  la  opinión  procuri^á  sacar  en  lo 
sucesivo  la  fuerza  que  le  dirija  en  medio  de  las  instituciones 
consolidadas. 
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4374)  Pezuela:  Estudio  citado. 

4372)  En  el  Archivo  general  de  Simancas  se  encuentran  muchos  docu- 
mentos para  ilustrar  este  período  de  nuestra  historia. 

'4373)  P.  Fr,  Fetnando  CebaUos:  Memoria  sobre  extinción  y  extrañamien- 
to de  los  jesuítas. 

4374)  ta/tiefiltf:  Obra  citada. 

4375)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 
'4376)  Alberto  Lista:  El<^o  histórico  del  conde  de  Floridablanca.  Biblioteca 

de  Autores  españoles.  Tomo  LIX. 

4377)  Baea/tini:  Compendio  citado. 

4378)  Coxe:  Obra  citada. 

4379)  Lafuente:  Obra  citada. 

4380)  Instrucción  reservada  que  debía  observar  la  junta  de  Estado  crea- 

da en  4787.  Biblioteca  de  Autores  españoles.  Tomo  LIX. 
1381)  Documento  citado. 

4382)  El  mismo  documento  citado. 

4383)  Consúltense  en  las  Ilustraciones  la  serie  de  pragmáticas,  Rea- 
les cédulas  y  Reales  decretos  que  se  expidieron  en  este  rei- 
nado. 
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(4384)  Goleccióa  de  disposiciones  desde  4726  á  4777.  Real  Academia  de  la 

Historia.  Tomo  I. 

(4385)  Perrerdel  Rio:  Obra  citada. 

(4386)  Archivo  de  Simancas:  Correspondencia  del  Rey  con  el  marqués  de 

Tanacci. 

(4387)  Melchor  de  Macanaz:  Carta  y  diseño  para  que  un  primer  ministro 

ó  secretario,  lo  sea  con  perfección.  Semanario  erudito  de  Valla- 
dares. 

(4388)  Rodríguez  Villa:  Cartas  de  Campomanes  citadas. 

(4389)  Garda  Barzanaüana:  Población  de  España;  4872. 
(4  390)  Existe  original  en  el  Archivo  de  Simancas. 

(4391)  García  Barsa/ta/lona:  Obra  citada. 

(4392)  Memorial  de  Floridablanca  al  Rey,  antes  citado. 

(4393)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4394)  Lafuente:  Obra  citada. 

(4395)  El  expediente  original  de  la  colonización  de  Sierra-Morena  se  cus- 

todia en  el  Archivo  general  central  de  Alcalá  de  Henares,  de  don- 
de hemos  tomado  estos  apuntes. 

(4396)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4397)  Lafuente:  Obra  citada. 

(4398)  Fernán  Núñez:  Compendio  citado. 

(4399)  Mesonero  Romanos:  Biografía  de  D.  Pablo  Olavide,  publicada  en  el 

Semanario  pintoresco  españoL 

(4  400)  Coxe:  Obra  citada. 

(4404)  En  las  Ilustraciones  se  publicará  un  extracto  del  célebre  proceso 
formado  por  la  Inquisición  á  D.  Pablo  Olavide,  y  de  sus  vicisi- 
tudes hasta  que  se  fugó  á  Francia. 

(4402)  Archivo  getieral  de  Simancas:  Informe  del  inquisidor  general  de  28 

de  Mayo  de  4797. 

(4403)  Enciclopedia  de  derecho  y  administración.  Articulo  Abasto$, 

(4404)  Campomanes:  Respuesta  ñscal  sobre  abolir  la  tasa  y  establecer  el 

comercio  de  granos.  Memorial  ajustado  sobre  los  abastos  de  Ma- 
drid. 

(4405)  Floridablanca:  Respuesta  ñscal  sobre  acopio  de  trigo  para  el  con- 

sumo de  Madrid. 
(4  406)  Danvila:  Lecciones^le  economía  civil  y  de  comercio.— Madrid,  4  779. 

(4407)  Pereira:  Reílexiones  sobre  la  ley  agraria. 

(4408)  Foronda:  Cartas  sobre  la  política. 
(4  409)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4  440)  Floridablanca:  Memorial  á  Carlos  III. 
(4  444)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4442)  La/^u0?it«:  Obra  citada. 

(4443)  Fermín  Hernández  Iglesias:  La  beneficencia  en  España.— Madrid  4  876. 
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(4  4U]  Floridablanca:  Memorial  á  Carlos  III  renunciando  el  ministerio. 

(1415)  Auto  acordado  de  3  de  Jallo  de  1762  y  reglamento  de  2  de  Setiem- 
bre de  4  765. 

(4446)  Luis  Vives  fué  quien  primero  señaló  en  España  la  necesidad  y  con- 
veniencia de  fundar  asilos  de  párvulos,  en  su  obra  De  subven^ 
iione  pauperum. 

(4417)  Fr.  Juan  de  Medina:  La  caridad  discreta  practicada  con  los  mendi- 
gos y  utilidades  que  logra  la  república  con  su  recogimiento. 

(4448)  Miguel  de  GigirUa  de  Elna:  Memoria  sobre  la  necesidad  de  socorrer 
á  los  verdaderos  pobres  y  corregir  el  vicio  de  los  fingidos  vaga- 
bundos. Ms.  de  la  Biblioteca  Nacional. 

(4  449)  Crintábal  Pérez  de  Berrera:  Del  amparo  de  los  legítimos  pobres  y 
reducción  de  los  fingidos. 

(4 120)  Felipe  Bellrán,  Obispo  de  Salamanca:  Pastoral  7.* 

(4424)  Joxé  Clemente:  Noticias  que  tendrán  presentes  los  señores  que  com- 

ponen la  Real  junta  de  la  Casa  de  Hospicio  y  Refugio  de  la  ciudad 
de  Barcelona  para  disponer  su  mejor  recogimiento.— Barcelo- 
na; 4775. 

(4422)  Cardenal  Lorenzana:  Pastoral  de  49  de  Setiembre  de  4  778. 

(4  423)  Informes  de  las  Sociedades  económicas  de  Madrid  y  Murcia  sobre 
creación,  dotación  y  gobierno  de  hospicios  ó  casas  de  miseri- 
cordia. 

(4  424)  Nicolás  de  Arriquibar:  Recreaciones  políticas;  4774. 

(4425)  Toma»  Anzano:  Elementos  preliminares  para  poder  formar  un  sis- 

tema de  gobierno  de  hospicio  general;  4778. 

(4426)  Valenlin  Foronda:  Paralelo  de  la  sociedad  de  San  Sulpicio  de  París 

con  la  Casa  de  Misericordia  de  la  ciudad  de  Vitoria;  4  779. 

(4427)  Pedro  Joaquín  de  Murcia:  Discurso  político  sobre  la  importancia  y 

la  necesidad  de  los  hospicios. 

(1428)  Bernardo  Ward:  Proyecto  económico.  Medio  de  remediar  la  miseria 

de  la  gente  de  España;  4767-4787. 

(1429)  Conde  de  Campomanes:  Discurso  sobre  la  educación  popular  de  los 

artesanos;  4  785. 

(1430)  Archivo  general  de  Simancas.  Expediente  general  sobre  Benefi- 

cencia. 
(4434J  Conde  de  Tóreho:  Discurso  de  recepción  en  la  Real  AcademLi  de 
ciencias  mordles  y  políticas;  4884. 

(1432)  Gil  de  Zarate:  De  la  instrucción  pdblica  en  España.  Tomo  I,  capitu- 

lo 3.' 

(1433)  Ferrer  del  ñh:  Obra  citada. 

(1434)  Lafuente:  Obra  citada. 

(4435)  Pérez  Bayer:  Por  la  libertad  de  la  literatura  española.  Ms.  de  la  Bi- 
blioteca Nacional  de  Madrid. 
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(4  436)  El  mitmo:  Diario  histórico  de  la  reforma  de  los  seis  colegios  mayo- 
res.—Otro  Ms.  en  la  indicada  Biblioteca. 

(4437)  El  mismo:  Introdaccióa  á  su  diario  histórico. 

(4438)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4439)  El  mismo:  Obra  citada.  Tomo  HI, 

(4440)  Miguel  de  OcKya:  De  clericoram  exemptione  atemporali  servitio  et 

s^pculari  jurisdictioni. 
(4444)  Coi'Gayón:  Historia  jaridica  del  Patrimonio  Real.—Madrid;  4884. 
(4412)  Véase  en  las  Ilustraciones  el  extracto  del  testamento  de  Carlos  III. 

(4443)  Conde  de  Floridablanca:  Memorial  á  Garlos  III  renunciando  el  mi- 

nisterio. 

(4444)  El  mismo:  El  mismo  documento. 

(4445)  Elmitmo:  Memorial  citado. 

(4446)  Danvüa:  La  Propiedad  intelectual.— Madrid,  4882. 
(4  447)  Jovellanor.  Informe  sobre  la  ley  Agraria. 

(4448)  Francisco  Roma  y  Rosell:  Las  señales  de  la  felicidad  de  España 

y  medios  de  hacerlas  eficaces. —Discurso  sobre  economía  po- 
lítica. 

(4449)  José  Antonio  Vcdcárcel:  Agricultura  general  y  gobierno  de  la  Gasa 

de  Gampo. 

(4450)  Vicente  Calvo  y  Julián:  Discurso  político,  riistico  y  legal  sobre  las 

labores,  ganados  y  plantíos. 

(4451)  Nicolás  de  Arriquibar:  Recreación  política. 

(4  452)  Expediente  lia  mido  de  la  ley  Agraria,  de  que  forma  pn^e  el  céle- 
bre informe  de  Jovellanos. 

(4453)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4454)  Colmeiro:  Historia  de  la  economía  política.— Madrid;  4863. 

(4455)  Jovellanos:  Informe  sobre  la  ley  Agraria. 

(4456)  Floridablanca:  Memorial  á  Garlos  III. 

(4457)  Biblioteca  de  Autores  españoles.  Tomo  LIX. 

(4458)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada.  Tomo  IV. 

(4459)  Colmeiro:  Obra  citada.  Tomo  II. 

'  (4460)  Gasso:  España  con  industria  fuerte  y  rica. 
(4464)  Asso:  Historia  de  la  economía  política  de  Aragón. 

(4462)  Conde  de  Campomanes:  Discurso  sobre  la  educación  popular  de  los 

artesanos  y  su  fomento.  Apéndice  á  este  trabajo. 

(4463)  Provisiones  de  46  de  Junio  de  4767,  29  de  Noviembre  de  4768,  26 

de  Mayo  de  4774  y  41  de  Mayo  de  4772. 
(4  464)  Mirabeau:  De  la  Banque  d'Espagne,  díte  de  St.  Gliarles. 
(4  465)  Colmeiro:  Historia  de  la  economía  política.  Tomo  II. 

(4466)  Rodríguez  Villa:  Gartas  del  conde  de  Gampomanes. 

(4467)  Comie  de  Floridablanca:  Instrui'.ción  reservada  que  debía  observar 

la  junta  de  Estado. 
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;4468)  ÁlbeHo  Liita:  Elogio  citado. 
[4  469)  Ffrrer  del  Río:  Obra  citada.  Tomo  Til. 

[4  470)  ComU  de  Campomanesi  Cartas  publicadas  por  Rodríguez  Villa. 
'4474)  Juan  Francisco  de  Castro:  Discursos  críticos  sobre  las  leyes  y  sus 
iatérpretes. 

4479)  Alonso  María  de  Acebedo:  Idea  de  un  nuevo  cuerpo  legal. 

[4473)  Asso  y  de  Manuel:  Historia  de  la  legislación  civil  de  España.  Insti- 
tuciones del  derecho  civil  de  Castilla. 
4474)  Joaquín  María  de  Mendoza:  Historia  natural  y  de  gentes. 
[4475)  Bernardo  Joaquín  Danvila:  El  Vinio  castigado. 
[4  476)  Juan  Sala:  Ilustración  del  derecho  Real  de  España. 
[4477)  Francisco  Javier  Soler:  Observaciones  sobre  los  comentarios  de  Ar- 

naldo  Vinio. 
4478)  Jaime  Rubio:  Traducción  de  la  ciencia  de  la  legislación  de  Filan- 

gieri. 
[4479)  Ferrer  del  Río:  Obra  citada.  Tomo  IV. 

4480)  JoséBemi  Cátala:  Apuntamientos  sobre  las  leyes  de  Partida. — ^Va- 

lencia, 4759. 
[4484)  Juan  de  Hevia  Solanos:  Curia  pbilipica.— Madrid,  4764. 
[4482)  Manud  Silvestre  Martínez:  Librería  de  jueces;  4759. 
4483)  Lorenzo  de  Santayana:  Gobierno  político  do  los  pueblos  de  España. 

—Madrid,  4759. 

[4484)  Francisco  A,  Elizondo:  Práctica  universal  forense  de  los  tribunales 

superiores  de  España  y  de  las  Indias;  4  770. 

[4485)  Antonio  Robles  Vioes:  Representación  contra  el  pretendido  voto  de 

Santiago;  4774. 

[4  486)  José  de  Olmeda:  Los  elementos  de  derecho  páblico  de  la  paz  y  de  la 
guerra;  4774. 

4487)  José  Covarrubias:  Practicarum  quaestionuní  cum  locupletisimo  Ín- 
dice elavorato  a  D.  Josepho  Berni;  4775. 

[4488)  Lorenzo  Matheu  ySanz:  Tractatus  de  re  criminali.— Madrid,  4776. 

[4489)  Capmani:  Código  de  las  costumbres  marítimas  de  Barcelona. 
4490)  Andrés  Cornejo:  Diccionario  histórico  y  forense  del  derecho  Real  de 

España; 4779. 

4  494)  Eugenio  iV(ir¿M>na:  Doctrina  político-civil;  4779. 

[4  492)  G,  Sudrez  de  Paz:  Praxis  ecclesiastica  et  sacularis. 

4493)  Lorenzo  Guardiola:  El  corregidor  perfecto  y  juez  dotado  de  las  cua- 
lidades necesarias  para  el  buen  gobierno  de  los  pueblos;  4785. 

4  494)  Ramón  Cortinez  Andrade:  Década  legal.— Madrid,  4786. 

[4  495)  Antonio  Sdnchez:  Idea  elemental  de  los  tribunales  de  la  corte. 

4496)  José  Villarroya:  Tratado  de  todos  los  derechos,  bienes  y  pertenen- 
cias del  patrimonio  y  maestrazgo  do  la  orden  de  Santiago  y  Mon- 
tesa  de  Alfama.— Valencia,  4787. 
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(U97j  Mariano  Madramani:  Tratado  de  la  nobleza  de  la  Corona  de  Ara- 
gón, especialmente  del  reino  de  Valencia,  comparada  con  la  de 
Castilla.— Valencia,  4788. 

(4498)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 

(4499)  Conde  de  Campomanes:  Cartas  publicadas  por  Rodriguez  Villa. 

(4500)  Conde  de  Floridablanca:  InstrucciÓQ  reservada  para  la  janta  de  Es- 

tado. Tomo  LIX  de  la  Biblioteca  de  Autores  españoles. 
(4504)  Llórente:  Historia  crítica  de  la  Inquisición. 

(4502)  El  mismo:  Obra  citada. 

(4503)  La  fuente:  Obra  citada. 

(4504)  Conde  de  Floridablanca:  Instrucción  citada. 
(4505j  Elmiemo:  Instrucción  citada. 

(4606)  Conde  de  Clonard:  Historia  orgánica  citada.  Tomo  V. 

(4507)  Marqués  de  la  Ensenada:  Instrucción  reservada  para  la  junta  de 

Estado. 
(1508)  Murielí  Parte  adicional  á  la  obra  de  Coxe. 
(4509)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 
(4540)  Ferruin  iVún^z:  Compendio  citado. 
(4544)  Cocee:  Obra  citada. 
(4512)  Lafuente:  Obra  citada. 

(4543)  Conde  de  Floridablanca:  Instrucción  reservada  para  la  junta  de  Es- 

tado creada  en  8  de  Julio  de  4787. 

(4544)  El  mfsmo:  Memorial  al  Rey  Carlos  111  renunciando  el  ministerio. 

(4545)  Archivo  general  de  Simancas.  Cartas  del  conde  de  Aranda  al  de 

Floridablanca  en  4785. 

(4546)  El  extracto  de  este  célebre  proceso  forma  parte  de  las  Ilustracio- 

nes de  esta  obra. 

(4547)  Jovellanos:  Elogio  fúnebre  de  Carlos  HI. 

(1548)  Joaquin  José  Cervino:  Restaurador  del  notariado. 

(4549)  Floridablanca:  Instrucción  reservada  para  la  junta  de  Estado. 

(4520)  P.  P.  Mohedanos:  Historia  literaria  de  España. 

(4524)  Sedaño:  Parnaso  español. 

(4522)  Azara:  Colección  de  las  poesías  de  Garcilaso. 

(4  523)  García  de  la  Huerta:  Colección  del  teatro  español. 

(4524)  Capmani:  Teatro  histórico  crítico  de  la  elocuencia  castellana. 

(4525)  Fr.  Luis  de  Granada:  Retórica  eclesiástica. 
(4  526)  Antonio  Cabanilles:  Obra  citada . 

(4527)  Antonio  Pons:  Viaje  fuera  de  España. 

(4528)  Miguel  Casiri:  Biblioteca  hispano  curialense. 

(4529)  /^nacto  i45So:  Biblioteca  arábigo-aragonesa. 

(4530)  Juan  Francisco  de  Castro:  Biblioteca  de  los  rabinos  españoles. 
(4534)  Juan  Antonio  Pellicer:  Biblioteca  de  los  traductores. 

(4632)  José  de  Viera  y  Clavijo:  Biblioteca  de  autores  canarios. 
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(4533)  JuanSemperey  Guarinor.  Biblioteca  de  los  mejores  escritores  del 

reinado  de  Carlos  III. 

(4534)  Pr.  Agmtin  Cabader.  lastttaciooes. 

(1535)  P.  ViHarr<ng:  Obras  de  San  Juan  Crisóstomo  y  la  traducción  de  la 

Biblia  del  P.  Scio  de  San  Miguel. 

(1536)  Manuel  Lardizdbal  y  üHüe:  Discurso  sobre  las  penas. 

(4537)  Átomo  María  de  Aeevedo:  Reflexiones  históricas  sobre  algunas  le- 

yes. Idea  de  un  cuerpo  legal  y  discurso  sobre  la  Importante  ne* 
cesidad  de  abreviar  los  pleitos. 

(4538)  Casimiro  Gámez  Ortegaz  La  flora  española. 

(1539)  AtUonio  Palau:  Curso  elemental  de  botánica.  Fundamentos  botáni- 
cos de  Linneo  y  El  Spécimen  plantarum. 

(4540)  Juan  Francisco  do  Castro:  Dios  y  la  naturaleza. 

(4544)  Pr.  Enrique  Plórez:  La  España  sagrada.  Medallas  de  las  colonias, 
municipios  y  pueblos  antiguos  de  España.  Clave  historial  y  las 
Memorias  de  las  Reinas  católicas. 

(4542)  P.  ñisco:  Continuación  de  la  España  sagrada  deFlórez. 

(4543)  José  de  Viera:  Historia  de  las  islas  Canarias. 

(4544)  P.  EícaUma:  Historia  del  Real  monasterio  de  Sahagún. 

(4545)  Ignacio  López  de  Ayala:  Historiado  Gibraltar. 

(4546)  Gutiérrez  Coronel:  Historia  del  origen  y  soberanía  del  condado  y 

reino  de  Castilla.  Disertación  histórica,  cronológica  y  genealógica 
sobre  los  jueces  de  Castilla  Ñuño  Rasura  y  Laín  Calvo. 

(4547)  Antonio  Capmani:  Memorias  históricas  sobre  la  marina,  comercio  y 

artes  de  la  ciudad  de  Barcelona. 

(4548)  Valladares  y  Sototnayor:  Semanario  erudito. 
(1549)  Masdeu:  Historia  crítica  de  España. 

(4550)  Peijóo:  Su  teatro  y  sus  cartas  criticas. 

(4554)  Gaspar  Melchor  de  Jovellanos:  Sus  obras  literarias. 

(4552)  Cadalso:  Los  eruditos  á  la  violeta. 

(4553)  Llaguno  y  Amirola:  Noticias  de  los  arquitectos  y  de  la  arquitectura 

de  España. 

(4554)  Perrer  dd  Rio:  Obra  citada. 

Garlos  IV. 

(4555)  Andrés  Muriel:  Historia  manliscrita  del  reinado  de  Carlos  IV  que 

conserva  la  Real  Academia  de  la  Historia. 

(4556)  Abad  de  Prat:  Memorias  históricas  sobre  la  revolución  de  España. 

(4557)  iíttríe/:  Obra  citada. 

(4  558)  Principe  de  la  Paz:  Sus  Memorias. 

(4559)  Uorente:  Historia  de  la  Inquisición. 

(4560)  La  fuente:  Historiado  España. 
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(456f )  El  mimo:  Obra  citada. 

(4562)  Juan  Escóiquiz:  Idea  seacilla  de  las  razones  qae  motivaron  el  viaje 

del  Rey  D.  Fernando  Vil  á  Bayona  en  el  mes  de  Abril  de  4808.— 
Madrid,  4844. 

(4563)  Testimonio  de  las  actas  de  las  Cortes  de  4789  sobre  la  sucesión  á  la 

corona  de  España  y  de  los  dictámenes  dados  respecto  de  esta  ma- 
teria. Colección  de  docamentos  inéditos.  Tomo  XVII;  4850. 

(4564)  Moreau  de  Jonnes:  La  estadística  de  España. 

(4565)  Colmeiro:  Historia  de  la  economía  política. 

(4566)  GU  de  Zdrate:  Instracclón  piiblica  en  España. 

(4567)  Caoeda:  Estado  económico  é  intelectual  del  reinado  de  Carlos  IV. 

(4568)  Lafue/Ue:  Obra  citada. 

(4  569)  Conde  de  Toreno:  Historia  del  levantamiento,  guerra  y  revolución  de 

España.— París,  4854. 
(4570)  GU  de  Zdrate:  Obra  citada. 

(4574)  La/udnttf:  Obra  citada. 

(4575)  Principe  de  la  Paz:  Sus  Memorias  citadas. 
(4573)  Rui  Garda:  Elementos  de  veterinaria. 

(4  574)  Juan  Antonio  Montes:  Tratado  de  las  enfermedades  endémicas  con- 
tagiosas de  toda  especie  de  ganados. 

(4575)  Francisco  González:  Instrucción  de  pastores  y  ganaderos  de  Dau- 

benton. 

(4576)  Hipólito  Ruiz:  La  quinología. 

(4  577)  Heroás  y  Panduro:  Escuela  española  de  Sordo-mudos  hasta  para  en- 
señarlos á  escribir  y  hablar  el  idioma  español. 
(4578)  DanvUa:  La  propiedad  intelectual. 
(4  579)  Colmeiro:  Obra  citada. 

(4580)  Rafael  Floranes:  Observaciones  ^obre  la  Novísima  Recopilación. 
(4584)  Martínez  Marina:  Ensayo  sobre  la  legislación  de  España. 
(4  582)  Principe  de  la  Paz:  Sus  Memorias  citadas. 

(4583)  Marichatar  y  Manrique:  Historia  de  la  legislación. 

(4584)  Antequerai  Historia  de  la  legislación  española;  4874. 

(4585)  Martínez  Marina:  Teoría  de  las  Cortes. 

(4586)  Sempere  y  Guarinos:  Historia  de  las  Cortes. 

(4587)  Principe  de  la  Paz:  Sus  Memorias  citadas. 

(4588)  Gaspar  Melchor  de  Jouellanos:  Sus  obras  en  prosa  y  verso.— Ma- 

drid, 4830. 

(4589)  Sempere  y  Guarinos:  Historia  del  lujo  y  de  las  leyes  suntuarias  de 

España.  Historia  de  los  vínculos  y  mayorazgos;  4788  y  4805. 

(4  590)  Juan  Antonio  Llórente:  El  fuero  juzgo  ó  Recopilación  de  las  leyes  de 
los  visigodos  españoles;  4792. 

(4594)  Juan  Alvarez  Posadillo:  Práctica  criminal  por  principios.  Comenta- 
rio á  las  leyes  de  Toro;  4794  y  4  796. 
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(1592)  Conde  de  la  Cañada:  lastitaciones  prácticas  de  los  juicios  civiles  y 
las  observaciones  prácticas  sobre  los  recursos  de  fuerza;  4794. 

(4593)  Vicente  María  de  Tercilla:  Defectos  de  la  jurisprudencia  de  Murato- 

rij  1794. 

(4594)  Manuel  Abella:  Noticia  y  plan  de  un  viaje  para  reconocer  archivos 

y  formar  la  colección  diplomática  de  España;  4795. 

(4595)  Baltasar  de  Berrera:  Análisis  crítico  de  la  obra  de  Muratori;  4795. 

(4596)  Pedro  Esoolanode  Arríela:  Práctica  del  consejo  Real;  4796. 

(4597)  Juan  de  la  Reguera  Valdebmar:  Fueros  de  Castilla,  León,  Asturias, 

Galicia,  Sepúlveda,  Córdoba  y  Sevilla;  4  798. 

(4  598)  Juan  López  Fando:  Prontuario  de  testamentos  y  contratos.  Demos- 
tración práctica  del  modo  de  hacer  las  liquidaciones  para  redi- 
mir censos;  4798  y  4805. 

(4  599)  Tomás  Manuel  Fernández  de  Mesa:  Arte  histórico  y  legal  de  conocer 
la  fuerza  y  uso  de  los  derechos  nacionales  y  romano  en  España, 
y  de  interpretar  aquél  por  éste  y  por  el  propio  origen;  4805. 

(4600)  Pedro  Villar  y  Bermúdez  de  Caetrox  Discurso  sobre  los  derechos  de 
los  hijos  naturales  y  sus  descendientes  en  España;  4805. 

(4604)  Rafael  de  Rodas:  Sistema  universal  de  los  principios  del  derecho 
marítimo  de  la  Europa;  4803. 

(4602)  Juan  Sala:  Ilustración  del  derecho  Real  de  España;  4803. 

(4603)  Asso  y  de  Manuel:  Instituciones  del  derecho  civil  de  Castilla;  4805. 

(4604)  Colmeiro:  Cnrso  de  derecho  político. 

(4605)  El  mismo:  Derecho  administrativo  español;  4876. 

(4606)  Enciclopedia  de  derecho  y  administración.  Tomo  XII. 

(4607)  Escolano  de  Arrieta:  Práctica  del  consejo. 

(4608)  P.  Mariatia:  Historia  de  España.  Lib.  XHI,  cap.  VIH. 

(4609)  Almirante:  Diccionario  militar. 

(4640)  Juan  Pérez  de  Guzmán:  Manuscrito  que  forma  parte  de  las  Ilustra- 
ciones. 
(4644)  Laurent:  Historia  de  la  humanidad.  Tomo  III.— Madrid,  4879. 

(4642)  López  Sánchez:  OhTñ  citada. 

(4643)  Mignet:  Negociaciones  de  la  sucesión  de  España  Tomo  II. 

(4644)  Memorias  del  Marqués  de  la  Pare.  Tomo  LXY,  pág.  232. 

(4645)  Correspondencia  inédita  del  marqués  D*Harcourt,  publicada  por 

C.  Hippeau. 

(4646)  Foumier:  L'esprit  duns  l'histoire;  4882. 

(4647)  Saint  Simón:  Sus  Memorias.  Tomo  XI.  pág.  446. 

(4618)  Flassan:  Historia  de  la  diplomacia  francesa.  Tomo  V.  pág.  433. 
(4649)  La  fuente:  Obra  citada. 

(4620)  Antonio  Pou  y  Ordinas:  Prolegómenos  ó  introducción  general  al  es- 
tudio del  derecho. 
(4624)  Alonso  Martinez:  Estudios  sobre  filosofía  del  derecho. 
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(4622)  Louis  Blane:  Carta  sobre  la  Inglaterra. 

(4623)  Montelsutien:  Traite  de  rEconomie  politiqae. 

(4624)  Lafuente:  Obra  citada. 

(4625)  Luis  XIV.  Sas  obras.  Tomo  II,  edición  de  4806. 

(4626)  Gumersindo  Vicuña:  Discurso  de  aportara  de  la  Universidad  Cen- 

tral en  4875. 

(4627)  Ferrar  del  Rio:  Obra  citada. 

(4628)  GU  de  Zarate:  Obra  citada. 

(4629)  Antonio  Gregorio  Rosell:  Institaciones  matemáticas  y  Geometría  de 

los  niños. 

(4630)  Pedro  Guianini:  Carso  matemático  para  servir  de  texto  á  los  caba- 

lleros cadetes  del  Real  colegio  de  Artillería  de  Segovia. 
(4634)  Antonio  Bails:  Tratados  de  matemáticas.  Elementos  de  matemáticas 
y  compendio  de  los  elementos. 

(4632)  Jorge  Juan:  Examen  marítimo.  Observaciones  físicas  y  astronómi- 

cas. Relación  histórica  de  su  viaje.  Disertación  histórico-geográ- 
fica.  Compendio  de  navegación  para  el  uso  de  los  caballeros 
guardia  marinas.  Noticias  americanas.  Marina  y  fuerzas  navales 
de  la  Europa  y  del  África,  y  Memoria  del  eclipse  del  sol  con  el  ani- 
llo refractario  de  sus  rayos. 

(4633)  Manuel  Maria  Aguirre:  Indagación  y  reflexiones  sobre  la  geografía. 

(4634)  Vicente  Tofiño:  Tratado  de  geometría  elemental  y  trigonometría 

rectilínea.  Tablas  de  senos  y  tangentes,  y  Derroteros  de  las  cos- 
tas de  España  en  el  Mediterráneo  y  su  correspondiente  de  África 
y  el  de  las  costas  del  Océano  Atlántico  y  de  las  islas  Azores  y 
Terceras. 

(4635)  Vicente  de  los  Ríos:  Discurso  sobre  los  inventores  de  artillería  des- 

de los  Reyes  Católicos.  La  táctica  de  artillería. 
(4  636)  Pedro  Lacuce  dirigió  con  general  aceptación  la  Academia  de  mate- 
máticas. 

(4637)  Miguel  Colmeiro:  Historia  del  Jardín  botánico  de  Madrid. 

(4638)  JoséQuer:  Manuscrito  de  sus  lecciones  de  botánica;  4762.  . 

(4639)  Gómez  Ortega:  La  flora  española;  4784. 

(4640)  Bemades:  Principios  de  botánica. 

(4644)  Palau:  Tomo  I  de  la  Sociedad  económica  de  Madrid.  Explicación  de 
la  filosofía  y  fundamentos  botánicos  de  Linneo. 

(4642)  Juan  Bautista  Bron:  Colección  de  láminas  que  representan  los  ani- 

males y  monstruos  del  Real  Gabinete  de  historia  natural  de  Ma- 
drid, con  una  descripción  individual  de  cada  uno;  4784. 

(4643)  José  Claüijo:  Medios  de  hacer  útil  para  la  prosperidad  de  la  nación 

española  el  Real  Gabinete  de  historia  natural;  4798. 

(4644)  Análisis  de  historia  naturaL  Revisti. 

(4645)  Manuel  Fernández  de  Castro:  Notas  para  un  estudio  bibliográfico 
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sobre  los  orígenes  y  estado  actual  del  mapa  geológico  de  España. 
4646)  Sempere  y  Guarinos:  Biblioteca  española  económico-política. 

1647)  Francisco  Hernández:  Historia  natural  de  América. 

1648)  Antonio  de  Herrera:  Historia  general  de  los  hechos  de  los  castella- 

nos en  las  islas  y  tierra  íirmedel  mar  Océano. 

1649)  Juan  de  Torquemada:  Primera  parte  de  los  veintiún  libros  rituales 

y  monarchía  indiana;  1643. 

1650)  Gómez  de  Huerta:  Historia  natural  de  Cayo  Plinio  H,  ampliada  con 

escollos  y  anotaciones,  en  qne  aclara  lo  oscuro  y  dudoso  y  aña- 
de lo  no  sabido  hasta  estos  tiempos. 

165 1)  Alfonso  Carrillo  Lasso  y  Femando  de  Contreras:  De  las  minas  de  Es- 

paña; 4673. 

1662)  José  Vicente  del  Olmo:  Nueva  descripción  del  orbe  de  la  tierra;  4681. 

1653)  Balmaser,  Terremotos,  sus  causas,  de  sus  horrendos  efectos.  Epíto- 
me de  los  varios  sucedidos  en  todo  el  orbe;  1 692. 

4654)  Alphonso  Simón  Montero:  Espejo  cristalino  de  las  aguas  de  España. 

1655)  Clarasid:  Singularidades  de  la  historia  natural  del  Principado  de 
Cataluña;  1737. 

4656)  Fernández  Navarrete:  Ensayo  de  la  historia  natural  y  médica  de 

España;  1740. 

4657)  Antonio  Martrar.  Historia  y  Diccionario  de  animales,  plantas  y  mi- 

nerales, y  de  todo  lo  demás  que  á  estos  tres  reinos  correspon- 
de, etc. 

4658)  P.  Feijóo:  Teatro  critico.  Cartas  eruditas  y  curiosas.  Tomo  V;  1760. 
1 659)  Antonio  de  ülloa:  Noticias  americanas,  entretenimientos  físico-his- 
tóricos sobre  la  América  meridional  y  septentrional  oriental;  4  772. 

4660)  Francisco  Mariano  Nifo:  Explicación  física  y  moral  de  las  causas, 
señales,  diferencias  y  efectos  de  los  terremotos.  Correo  general 
de  España. 

1 66 1 )  Armstrong:  Historia  civil  y  natural  de  la  isla  de  Menorca. — Londres, 

1750. 

1662)  Turrvbia:  Aparato  para  la  historia  natural  española;  1754. 

4663)  Guillermo  BowUs:  Memoria  de  que  da  cuenta  Fernández  de  Castro 

en  sus  notas  biográficas. 

4664)  Talbot  Dillon:  Viajes  por  España,  con  el  fin  de  ilustrar  la  historia 

natural  y  la  geografía  física  de  aquel  reino;  4780. 

4665)  Pons:  Viaje  de  España  ó  cartas  en  que  se  da  noticia  de  las  cosas 

más  apreciables  que  hay  en  ella. 

4666)  Luis  María  de  Salaxan  Discurso  sobre  los  progresos  y  estado  actual 

de  la  hidrografía  en  España;  4809. 

1 667)  Lasso  de  la  Vega:  Reseña  histórica  de  la  hidrografía  en  España;  1855. 

1668)  i4fii/r¿i  Pi^ii^r:  Instituciones  médicas;  1762. 

1669)  P.  Antonio  José  Rodríguez:  Palestra  critica  médica. 


iXDÍGB   DE  NOTAS   T  CITAS  701 

(4670)  Antonio  Pérez  de  Escoban  Avisos  médicos  populares  y  domés- 
ticos, 
(1674)  Seh<i$iián  Miguel  Querrero:  Medicina  universal. 

(4672)  José  Amar:  lastrncción  curativa  de  los  dolores  de  costado  y  pul- 

monías. 

(4673)  O'Scalan:  Práctica  moderna  de  la  inoculación,  con  varias  observa- 

ciones y  reflexiones  fundadas  en  ella. 
(1674)  Francisco  Gil:  Disertación  físico-médica  en  la  cual  se  prescribe  un 

método  seguro  para  preservar  á  los  pueblos  de  viruelas. 
(4675)  Antonio  Gimbemarl  y  Mariano Rioes:  Colegio  de  San  Carlos. 
(1676)  Juan  Antonio  González  Cañaveras:  Plan  de  educación;  4767. 

(4677)  Manuel  Rosell:  Educación  conforme  á  los  principios  de  la  religión 

cristiana  y  costumbres  de  la  nación  española:  4787. 

(4678)  Francisco  de  Castro:  Dios  y  la  naturaleza;  4780. 

(4679)  Antonio  Javier  Pérez  y  López:  Nuevo  sistema  filosófico;  4785. 
(1680)  Fr.  Fernando  Ceballos:  Falsa  filosofía;  4775. 

(4684)  Jorge  Juan:  Del  estado  de  la  astronomía  en  Europa,  y  juicio  délos 

fundamentos  sobre  que  se  erigieron  los  sistemas  del  mundo  para 
que  sirva  de  guia  al  método  en  que  debe  recibirlos  la  nación  sin 
riesgo  de  su  opinión  y  religiosidad;  4773. 

(4682)  Fr,  Agustín  Cabades  Magi  y  Fr,  Facundo  Sidro  Vitlarroig:  Institu- 

ciones. 

(4683)  Ordóñez  y  Graoidn:  Traducción  de  la  Poética  de  Aristóteles  y  las 

obras  de  Xenofonte. 
(1684)  Díaz  Miranda:  Los  doce  libros  de  Marco  Aurelio. 

(4685)  Fr,  Bernardo  Zamora:  Gramática  griega  filosófica,  según  el  sistema 

de  Brócense. 

(4686)  Fr.  Francisco  Cañés:  Gramática  arábigo-española  literal  y  vulgar. 

(4687)  Juan  Iriarte:  Gramática  latina. 

(4688)  Eiteban  Terreros:  Diccionario  castellano. 

(4689)  P.  Felipe  Scio:  La  Santa  Biblia  y  los  seis  libros  de  San  Juan  Crisós- 

tomo  sobre  el  sacerdocio. 
(1690)  Fr,  Manuel  Risco:  Profesión  cristiana  según  la  doctrina  evaagélica  y 
apostólica  y  ios  ejemplos  santísimos  de  Nuestro  Señor  Jesucris- 
to y  de  los  primeros  cristianos. 

(4691)  Leopoldo  Augusto  de  Cueto:  Bosquejo  histórico-crítico  de  la  poesía 

castellana  en  el  siglo  xviii.  Tomo  LXI  de  la  Biblioteca  de  Autores 
españoles. 

(4692)  Revüla  y  García:  Historia  y  principios  generales  de  la  literatura  es- 

pañola. 

(4693)  José  de  León  y  Mansilla:  Soledad  tercera;  4748. 

(4694)  Diego  de  Torres  y  Viüarroel:  Sueños  morales.  Historia  de  historias. 

Cuento  de  cuentos.  Barca  de  Aqueronte.  Correo  del  otro  mundo. 
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Grau  piscjtor  de  SaiamaDca.  Proodstico  psira  47H.  Entíerrodei 
juicio  Goal.  Confesiones. 

4695)  Diario  de  los  literatos;  4737. 

4696)  Luzdn:  Poética. 

4697)  Jorge  Pitüla$:  La  sátira  contra  los  malos  escritores. 

4698)  Sempere  y  Guarinos:  Biblioteca  citada. 

4699)  Quintana:  Introd acción  á  la  poesía  castellana  del  siglo  xviii. 

4700)  Jo$é  Iglesias  de  las  Casas:  El  imperio  de  la  estupidez. 
4704)  Cándido  María  Trigueros:  Poeta  filósofo;  4754. 

4702)  Fomer:  Sátira-carta  de  D.  Antonio  Baras  al  autor  de  la  Riada. 

4703)  El  marqués  de  Valmar.  Estudio  citado. 

4704)  El  mismo:  Discurso  de  su  recepción  en  la  Real  Academia  Española. 

Juicio  critico  de  Quintana  como  poeta  lírico. 
4  705)  Fomer:  Trabajo  citado. 
4  706)  Marqués  de  Valmar:  Obra  citada. 
4707)  José  de  Manjarrés:  Las  bellas  arles;  4884. 

708)  José  Caoeda:  Historia  de  la  Real  Academia  de  San  Fernando  y  de 

las  bellas  letras  en  España;  4867. 

709)  Cedn  Bermúdez:  Diccionario  histórico  de  los  más  ilustres  profeso- 

res de  las  bellas  artes  en  España. 
4740)  Cao0(/a:  Obra  citada. 
4744)  Ferrer  del  Rio:  Obra  citada. 
4742)  Caveda:  Obra  citada. 
4713)  Cedn  Ber mudez:  Obra  citada. 

4744)  Viardot:  Museos  de  España. 

4745)  Caveda:  Obra  citada. 

4746)  José  Castañeda:  Instituciones  matemáticas. 

4747)  Guiannini:  Curso  de  geometría  y  la  explicación  de  las  máquinas 

empleadas  en  la  construcción  de  edificios. 

4748)  Carlos  Lemour:  Elementos  de  matemáticas  puras. 

4749)  Diego  Villanueva:  Curso  de  arquitectura. 

4720)  Miguel  de  Benaoente:  Elementos  de  la  arquitectura  civil  de  Rieger. 
4  724)  Cedn  Ber  mudez:  Obra  citada. 

4722)  Camda:  Obra  citada. 

4723)  Valentín  Carderera:  Biografía  de  Goya,  inserta  en  El  Artista  del 

año  4835. 

1724)  Domingo  Palacio:  Reseña  histórica  del  municipio;  4875. 

1725)  El  periodismo  en  esta  época  fué  propagado  por  El  Mercurio  políti- 

co y  literario,  que  salía  todos  los  meses  á  costa  del  Gobierno;  por 
El  Pensador,  de  José  Clavijo  y  Fajardo;  por  La  Aduana  crítica, 
de  Miguel  José  de  Flores;  por  El  Censor,  de  Luis  Cañuelo,  y  por 
El  Memorial  literario,  de  Joaquín  Esquerra.  También  se  escribía 
El  Duende  critico,  por  Fr.  Manuel  de  San  José;  El  Diario,  por  Mi- 
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guel  Haiz  Urive  y  Compañía  en  4758;  El  Correo  literario  de  la 
Europa,  nacido  en  Mayo  de  4784;  El  Correo  de  Madrid  ó  de  los 
Ciegos,  que  comenzó  á  publicarse  en  4786,  y  El  Semanario  eru- 
dito, de  Antonio  Valladares  de  Sotomayor,  cuya  publicación  se 
inició  en  30  de  Abril  de  4787. 

(4726)  Libro  de  los  oficios  de  la  Casa  de  Castilla.  Ms.  existente  en  la  Bi- 

blioteca del  Escorial. 

(4727)  Jovellanor.  Memoria  sobre  las  diversiones  públicas  y  su  origen  en 

España;  4790. 

(4728)  informe  dado  por  la  Real  Academia  de  Ciencias  morales  y  políticas 

sobre  la  influencia  del  teatro  en  las  costumbres  pdblicas  y  sus- 
crito en  44  de  Junio  de  1860,  por  D.  Antonio  Alcalá  Galiano,  Oli- 
van (D.  Alejandro),  D.  Francisco  de  Cárdenas,  D.  Antonio  Caba- 
nilles  y  D.  Salustiano  de  Olózaga. 

(4729)  Furn^r:  Obra  citada. 

(4730)  Va/mar:  Obra  citada. 

Fernando  VII. 

(4734)  Abreu  y  Lafvente:   Tratado  de   Pontaineblau  en  27  de  Octubre 
de  4807. 

(4732)  Gaceta  de  Madrid  de  4  4  de  Octubre  de  4807. 

(4733)  Correspondencia  de  Napoleón  I.—París,  4820. 

(4734)  Gaceta  de  Madrid  do  9  de  Febrero  de  4808. 

(4735)  Real  decreto  de  46  del  mismo  mes.  Gaceta  del  48. 

(4736)  Gaceta  extraordinaria  de  22  de  Marzo. 

(4737)  Gaceta  de  Madrid  del  mismo  día. 
(4  738)  Gaceta  del  25  de  Marzo. 

(4739)  Gaceta  del  27  de  Marzo. 

(4740)  Azanza  y  O'Farril:  Memoria  para  justificar  su  conducta  política.— 

París,  4845. 
(4744)  Gaceta  extraordinaria  de  34  de  Marzo. 

(4742)  Gaceta  extraordinaria  de  2  de  Abril. 

(4743)  Bando  de  2  de  Abril.  Colección  de  la  Biblioteca  del  autor. 

(4744)  Gaceta  de  Madrid  de  5  de  Abril. 

(4745)  Godoy:  Sus  Memorias. 

(4746)  Gaceta  extraordinaria  de  22  de  Abril. 

(4747)  Azmzít  Y  O'Parril:  Memoria  citada.  Nota  III. 

(4748)  Lo$  mismos:  Obra  citada. 

(4749)  Conde  de  Titreno:  Historia  del  levantamiento  y  guerra  do  España. 

(4750)  Principe  de  la  Paz:  Sus  Memorias.  Tomo  IV. 
(4754)  Azanza  y  O'Farril:  Obra  citada. 

(4752)  Gaceta  del  25  de  Abril. 
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(4753)  Correspondencia  de  Napoleón  1.  Docnmentos  publicados  por  LaU 
Bonaparte.— París,  4830. 

4754)  Gaceta  del  46  de  Abril. 

4  755)  La  fuente:  Historia  de  España. 

4756}  Carta  de  Napoleón  1  al  mariscal  Besieres,  núm.  43.766  de  su  co- 
rrespondencia, tomada  del  archivo  particular  del  daqne  de  Istria. 

4  757)  Real  decreto  de  4  9  de  Abril,  inserto  en  Gaceta  extraordinaria  del  t%. 

4758)  Escóiquiz:  Idea  sencllia  de  las  razones  qae  motivaron  el  viaje  del 
Rey  Fernando  VII  á  Bayona;  4844. 

4  759)  Pedro  Ceballos:  Observaciones  á  la  obra  anterior. 

4760)  Esoáiquiz:  Apéndice  3.<>  ¿  sa  Idea  sencilla. 

4764)  Lafueníe:  Historia  de  España. 

4  76t)  Godoy:  Sns  Memorias. 

4763)  Tortffio:  Obra  citada. 

4764)  El  mismo:  Obra  citadn. 
4  765)  Gaceta  de  tO  de  Mayo. 

4766)  Pérez  Galdós:  Episodios  nacionales.— Madrid,  4882. 

4767)  Gaceta  de  Madrid  de  6  de  Mayo. 
4  768)  Gaceta  del  4  O  de  Mayo. 

4769)  Colección  de  bandos  y  alocuciones.  Biblioteca  del  autor. 

4770)  Gaceta  de  43  de  Mayo. 
4774)  Gaceta  de  7  de  Junio. 

4772)  Gaceta  de  24  de  Mayo. 

4773)  Gaceta  de  3  de  Junio. 

4774)  Gaceta  de  7  de  Junio. 

4775)  Gaceta  de  44  de  Junio. 

4776)  Conde  de  las  Casar.  Memoriel  de  Sainte  Hélene. 

4  777)  Bignon:  Historia  de  la  Francia.  Tomo  XII,  pág.  489. 

4778)  Azanza  y  O'FarrU:  Art.  94  de  su  citada  Memoria. 

4779)  El  mismo:  Art.  97  de  su  citada  obra. 

4780)  Monitor  francés  de  22  de  Junio  de  4808. 

4784)  Gaceta  extraordinaria  de  Madrid  de  4  2  de  Junio. 
4  782)  Azanza  y  OTarrril:  Núm.  400  de  su  Memoria. 
4  783)  Gaceta  extraordinaria  de  44  de  Junio. 

4784)  Azanza  y  O'FarrU:  Ndm.  407  de  su  Memoria. 

4785)  Actas  de  la  Diputación  general  de  españoles  que  se  juntó  en  Bayo- 

na el  45  de  Junio  de  4808,  publicadas  por  el  Congreso  de  los  Di- 
putados; 4874. 

4786]  Discurso  de  apertura  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  4808. 

4  787J  Gacetas  de  Madrid  de  27,  28,  29  y  30  de  Julio. 

1788)  Lafvkenie:  Obra  citada. 

1789)  Gaceta  de  Madrid  de  43  de  Julio. 
4  790)  Gaceta  de  Madrid  de  7  de  Jnlio. 
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(4794)  Gaceta  del  9  del  mismo  mea. 

(4792)  A,  Du  Cañe:  Memorias  del  Rey  José;  4854. 

(4793)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Julio. 

(4794)  Gaceta  del  23  siguiente. 
(4  795)  Gaceta  del  24  de  Julio. 

(4796)  .4.  Du  Cíuse:  Memorias  del  Rey  José. 

(4797)  Gaceta  de  Madrid  del  25  de  Julio. 

(4798)  Proclamacióa  de  José  Napoleón  Bonaparte.  Gaceta  del  26  de  Julio. 

(4799)  Gaceta  del  27  de  Julio. 

(4800)  Gaceta  del  30  del  mismo  mes. 

(4804)  Prontuario  de  las  leyes  y  decretos  del  Rey  D.  José  Napoleón  I.  To- 
mo 1;  4840.  Existen  ejemplares  en  la  Biblioteca  particular  de  S.  M. 
y  en  la  del  Ateneo  de  Madrid. 

(4802)  Gaceta  del  34  de  Julio. 

(4803)  Thiers:  Historia  del  consulado  y  del  imperio.  Lib.  XXXI,  rectificado 

por  La  fuente  en  la  Historia  de  España. 

(4804)  Aparisi  y  Guijarro:  Oda  á  Bailen,  premiada  por  la  Real  Academia 

Española.— Gomes  de  Arteehe:  Guerra  de  la  Independencia:  Foy: 
Historia  de  la  guerra  de  la  Península.— TAiers:  Historia  citada. 

(4805)  Azanza  y  0*Farr%l:  Niim.  422  de  sus  Memorias. 

(4806)  Thiers:  Historia  citada.  Lib.  XXXI. 

(4807)  Alocuciones  publicadas  en  las  Gacetas  de  2,  3,  5  y  7  de  Agosto. 
(4  808)  Gaceta  del  9  de  Agosto. 

(4809)  Manifestación  contra  la  Francia.  Gaceta  de  Madrid  de  4 2  de  Agosto. 
(4840)  Agustín  Alcaide  Ibicca:  Historia  de  los  dos  sitios  de  Zaragoza. 

(4844)  Thiers:  Obra  citada. 

(4842)  Prontuario  citado.  Imprenta  nacional;  4840  y  484  4. 

(4843)  Du  Casse:  Memorias  del  Rey  José. 

(1844)  Gaceta  extraordinaria  de  44  de  Diciembre. 

(4845)  Gaceta  extraordinaria  de  Madrid  de  25  de  Noviembre. 

(4846)  0u  Cosm:  Memorias  citadas. 

(4847)  Prontuario  citado. 

(4848)  Gaceta  de  22  de  Noviembre. 

(4849)  Gaceta  de  30  de  Diciembre. 

(4820)  Juan  Escóiquiz:  Idea  sencilla  citada. 

(4824)  Ceballos:  Observaciones  citadas. 

(4822)  Escóiquiz:  Nota  contestando  á  las  anteriores. 

(4823)  Ceballos:  Nuevas  observaciones. 

(1824)  Juan  Antonio  Llórente^  con  el  pseudónimo  de  Juan  Nellerto:  Memo- 
rias para  la  historia  de  la  revolución  española.— Paris. 

(4825)  Azanza  y  O'Farril:  Memoria  citada. 

(4826)  Alvaro  Flores  Estrada:  Representación  á  Fernando  VII  en  defensa 

de  las  Cortes.— Londres,  4848. 

Tomo  1Y  45 
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(1827)  Historia  de  la  guerra  de  España  coatra  Napoleóa  Bonaparte.  Obra 
escrita  ea  4848  de  orden  de  S,  M.  por  la  tercera  sección  de  la  co- 
misión de  jefes  y  oficiales  de  todas  armas.  Sólo  se  pablicó  d  to- 
mo I. 
(4828)  Acerca  de  la  revolución  española  han  escrito  obras  importantes  el 
Conde  de  Toreno.  Muñoz  Maldonado,  Chao,  l^a fuente,  Martínez  de 
la  Rosa  y  otros. 

4  829)  Sabary  y  Jourddn:  Sus  Memorias. 

4830)  Du  Casse:  Memorias  del  Rey  José;  4854. 

4834)  Luis  Bonaparte:  Documentos  históricos.— París,  4820. 

1832)  Baset:  Memorias  anecdóticas. 

4833)  Pradti  Sus  Memorias. 

4834)  Foy:  Historia  de  la  guerra  de  la  Península. 

4835)  Anduaga:  España  y  Francia  en  sus  relaciones  diplomáticas  desde  el 

advenimiento  de  la  Casa  de  Borbón. 

4836)  Thiers:  Historia  citada. 

4837)  Naftoleón  /:  Memorial  de  Santa  Elena. 

4838)  Bignon:  Historia  de  la  diplomacia  francesa. 

4839)  Puede  también  consultarse  con  provecho  el  Monitor  de  París. 

4840)  José  Gómez  de  Arteehe:  Guerra  de  la  Independencia;  4878. 

4844)  El  mismo:  Obra  citada. 

4842)  Du  Casse:  Memorias  del  Rey  José. 

4843)  El  mismo:  Memorias  citadas. 

484^)  El  mismo:  Correspondencia  del  Rey  José  en  484  4.   Memorias. 
Tomo  VIH. 

4845)  Gaceta  de  Madrid  de  29  de  Marzo  de  4809. 

4846)  Gaceta  de  Madrid  de  tO  de  Setiembre. 

4847}  Prontuario  de  las  leyes  y  decretos  del  Rey  D.  José  Napoleón  1. 
4848)  Gaceta  de  M.idrid  de  29  de  Mayo  de  4812. 
18i9)  Gaceta  de  25  de  Enero  de  4809. 
4850)  Gaceta  de  48  de  Febrero  de  4809. 

4854)  La  misma  fecha  citada. 

1852)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Mayo  de  4809. 
4853)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Mayo  de  4809. 
4  854)  Gaceta  de  Madrid  de  23  de  Mayo  de  4809. 

4855)  Gaceta  de  Madrid  de  4  de  Noviembre  de  4809. 
1856)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Diciembre  de  4809. 

4857)  Prontuario  citado. 

4858)  Gaceta  de  Madrid  de  83  de  Abril  de  4844. 

4859)  Gaceta  de  Madrid  de  43  de  Abril  de  4842. 

4860)  Gaceta  de  Madrid  de  28  de  Abril  de  4842. 
4864)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Marzo  de  4809. 
4862)  Gaceta  de  Madrid  de  42  de  Marzo  de  1809. 
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[4863)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Marzo  de  4809. 
4864)  Gaceta  de  Madrid  de  5  de  Mayo  de  4  809. 
[4865)  Gaceta  de  Madrid  de  7  de  Mayo  de  4809. 
4860)  Gaceta  de  Bladríd  de  S4  de  Agosto  de  4809. 
4867)  Gaceta  de  Madrid  de  23  de  Agosto  de  4809. 
4868}  Gaceta  de  Madrid  de  28  de  Agosto  de  4809. 

4869)  Gaceta  de  Madrid  de  20  de  Agosto  de  4809. 

4870)  G)ceta  de  Madrid  de  4 1  de  Setiembre  de  4809. 
4874)  Gaceta  de  Madrid  de  28  de  Setiembre  de  4809. 
4872)  Gaceta  de  Madrid  de  4.^  de  Octubre  de  4809. 
[4873)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Octabre  de  4809. 
4874)  ProQtaario  citado. 

;4875)  Gaceta  de  Madrid  de  27  de  Enero  de  484  4. 

'4876)  Gaceta  de  Madrid  de  22  de  Febrero  de  4844. 

4877)  Gaceta  de  Madrid  de  5  de  Diciembre  de  4844. 

1878]  Gaceta  de  Madrid  de  6  de  Diciembre  de  4844. 

4879)  Reales  decretos  de  46  de  Febrero  de  4809  publicados  eu  la  Gaceta 

del  48. 
1880)  Prontuario  citado.  Tomo  I,  pág.  254. 

[4884)  Prontuario  citado. 

[4882)  Gaceta  de  Madrid  de  44  de  Octubre  de  4809. 

4883)  Prontuario  citado.  Tomo  H, 

4884)  Prontuario  citado. 

[4885)  Gaceta  de  Madrid  de  47  de  Febrero  de  4809. 

4886)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Julio  de  4809.    . 

4887)  Gaceta  de  Madrid  de  44  de  Setiembre  de  4809. 

[4888)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Octubre  de  4840. 

[4889)  Gaceta  de  Madrid  de  9  de  Julio  de  4842. 
4890)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Setiembre  de  4809. 
4894)  Gaceta  de  Madrid  de  30  de  Julio  de  4  840. 

4892)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Marzo  de  4809. 

4893)  Gaceta  de  Madrid  de  42  de  Marzo  de  4809. 

4894)  Gaceta  de  Madrid  de  7  de  Octubre  de  4809. 
1895]  Gaceta  de  Madrid  de  23  de  Diciembre  de  4809. 

4896)  Gaceta  de  Madrid  de  44  de  Junio  de  4  840. 

4897)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Setiembre  de  4840. 
[4898]  Gaceta  de  Madrid  de  4  de  Noviembre  de  4840. 
[4899]  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Noviembre  de  4840. 
4900)  Gaceta  de  Madrid  de  34  de  Mayo  de  4844. 
4904)  Gaceta  de  Madrid  de  40  de  Junio  de  4809. 

4902)  Gaceta  de  Madrid  de  29  de  NoviemJ^re  de  4809. 

4903)  Gaceta  de  Madrid  de  44  de  Julio  de  4809. 

4904)  Gaceta  de  Madrid  de  22  de  Enero  de  4809, 
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(1905)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Agosto  de  4809. 

(1906)  Gaceta  de  Madrid  de  30  de  Noviembre  de  4809. 

(4907)  Gaceta  de  Madrid  de  9  de  Jalio  de  4840. 

(4908)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Diciembre  de  4809. 

(4909)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Julio  de  4810. 
(4940)  Gaceta  de  Madrid  de  4  de  Marzo  de  4809. 
(494  4)  GaceU  de  Madrid  de  42  de  Abril  de  4809. 
(4912)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Febrero  de  4809. 

(4943)  Gaceta  de  M«idrid  de  46  de  Janio  de  4809. 

(4944)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Diciembre  de  4809. 

(4945)  Gaceta  de  Madrid  de  4  2  de  Setiembre  de  4809. 

(4946)  Gaceta  de  Madrid  de  34  de  Octubre  de  4809. 

(4947)  Gaceta  de  Madrid  de  2  de  Febrero  de  4844. 

(4948)  En  las  Ilustraciones  figura  el  cuadro  del  profesorado  español  ele- 

gido por  José  Napoleón  Bonaparte  con  el  juicio  crítico  de  cada 
uno  de  los  profesores. 

(4949)  Gaceta  de  Madrid  de  47  de  Marzo  de  4809. 
(4920)  Gaceta  de  Madrid  de  49  de  Agosto  de  4809. 
(4924)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Octubre  de  4809. 

(4922)  Gaceta  de  Madrid  de  25  de  Octubre  de  4809. 

(4923)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Setiembre  de  4844. 

(4924)  Gaceta  de  Madrid  de  2  de  Marzo  de  4809. 

(4925)  Gaceta  de  Madrid  de  4.<»  de  Octubre  de  4809. 

(4926)  Gaceta  de  Madrid  de  2  de  Setiembre  de  4840. 

(4927)  Gaceta  de  Madrid  de  9  de  Febrero  de  4809. 

(4928)  Gaceta  de  Madrid  de  47  de  Febrero  de  4809. 

(4929)  Gaceta  de  Madrid  de  22  de  Junio  de  4809. 

(4930)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Abril  de  4842. 
(4934)  Gaceta  de  Madrid  de  28  de  Enero  de  4809. 

(4932)  Gaceta  de  Madrid  de  22  de  Octubre  de  4809. 

(4933)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Julio  de  4809. 

(4934)  Gaceta  de  Madrid  de  4  de  Agosto  de  4840. 

(4935)  Prontuario  citado. 

(4936)  Gaceta  de  Madrid  de  23  de  Abril  de  4809. 

(4937)  Gaceta  de  Madrid  de  20  de  Noviembre  de  4844. 

(4938)  GaceU  de  Madrid  de  25  de  Abril  de  4842. 

(4939)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Diciembre  de  4809. 

(4940)  Gaceta  de  Bfadrid  de  5  de  Marzo  de  4809. 

(4944)  Gaceta  de  Madrid  de  34  de  Agosto  de  4809. 

(4942)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Mayo  de  4842. 

(4943)  Gaceta  de  Madrid  de  8  de  Abril  de  484  4 . 
(1944)  Gaceta  de  Madrid  de  43  de  Mayo  de  1842. 

(4945)  Gaceta  de  Madrid  de  44  de  Setiembre  de  4809. 
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(4946)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Octubre  de  4809. 
(494*7)  Gaceta  de  Madrid  de  23  de  Octubre  de  «809. 
(1948)  Gaceta  de  Madrid  de  29  de  Julio  de  4810. 

(4949)  Gaceta  de  Madrid  de  24  de  Junio  de  4840. 

(4950)  Gaceta  de  Madrid  de  34  de  Marzo  de  4842. 
(4954)  Gaceta  de  Madrid  de  45  de  Mayo  de  4842. 

(4952)  Gaceta  de  Madrid  de  2  de  Mayo  de  4809. 

(4953)  Gaceta  de  Madrid  de  46  de  Diciembre  de  1809. 

(4954)  Conde  de  Toreno:  Historia  citada.  Memorias  del  principe  de  la  Paz. 

TomoiV,  pág.  468. 
(1955)  Joaquín  Jf.  Pacheco:  Historia  de  la  regencia  de  la  Reina  Cristina. 
Tomo  I,  pág.  34. 

(4956)  Marlinez  de  la  Rosa:  Bosquejo  histórico  de  la  política  de  España. 

Tomo  n,  pág.  66. 

(4957)  Luis  Bonaparte:  Documenta  historiques  sur  la  Hollande.  Tomo  U, 

pág.  299. 

(4958)  Conde  de  las  Casas:  Memorial  de  Santa  Elena.  Tomo  IV,  pági- 

na 246. 

(4959)  Toreno:  Historia  citada. 

(4960)  Miguel  Colmeiro:  Bosquejo  histórico  del  Jardín  botánico  de  Ma- 

drid; 4875. 

(4961)  Carta  de  Napoleón  I  á  Mnrat  el  29  de  Marzo  de  4808. 

(4962)  Gómez  de  Arieche:  Guerra  de  la  independencia.  Tomo  I. 

(4963)  Azanza  y  GTarril:  Notas  6.*  y  7.*  de  su  Memoria. 

(4964)  Los  mismos:  Nota  niim.  7  de  su  Memoria. 

(4965)  Los  mismos:  Nota  núm.  9  de  su  Memoria. 
(1966)  Los  mismos:  Nota  núm.  50  de  su  Memoria. 

(4967)  Conde  de  Toreno:  Historia  citada. 

(4968)  Toreno,  La  fuente  y  Gómez  de  Artecke:  Obras  citadas. 

(1969)  Manuel  Calvo:  Apuntes  y  documentos  para  la  historia  del  régimen 

parlamentario  en  España  en  el  siglo  xix.— Madrid,  4883.  En  4885, 
D.  Manuel  Fernández  Martín  ha  publicado,  bajo  la  alia  direc- 
ción del  Presidente  del  Congreso  de  los  Diputados,  los  dos  pri- 
meros tomos  del  Derecho  parlamentario  español,  dando  á  conocer 
muchos  documentos  inéditos  que  ilustran  la  historia  constitu- 
cional de  España. 

(1970)  Calvo:  Obra  citada. 

(4974)  Agustín  Arguelles:  Reforma  constitucional. 

(4972)  Gaceta  del  gobierno  de  2  de  Enero  de  4840. 

(4973)  Ca/tx):  Obra  citada. 

(4974)  El  mismo:  Obra  citada. 
(1975)  Arguelles:  Obra  citada. 
(4976)  Calvo:  Obra  citada. 
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(1977)  Cánoüos  del  Castillo:  Sesión  celebrada  por  el  Congreso  de  los  dipu- 
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